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LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
^ 
LIBRO SEGUNDO  
De la jurisdicción contenciosa.  
(Continuación.) 
TITULO XVII 
DEL JUICIO DE DESAHUCIO  
Se entiende por desahucio, en la acepción más técnica y concre-
ta de esta palabra, el hecho ó acto de despedir el dueño ó usufruc-
tuario de una finca, ya sea rústica ó urbana, al arrendatario de la  
misma, requiriéndole para que la desocupe y deje á disposición del  
requirente. En sentido más lato se da el mismo nombre al acto de  
despedirse el arrendatario ó inquilino, haciendo saber al dueño que 
 
disponga ó se encargue de su finca para un día determinado. En  
ambos sentidos se ha hecho uso en nuestras leyes de dicha palabra;  
así vemos que se llama mutuo desahucio al aviso previo que en  
ciertos casos tenía que dar el arrendatario al dueño, ó éste á aquél>  
para que se tuviera por terminado el arrendamiento. 
 
Ocurre con frecuencia verse el dueño ó usufructuario en la ne-
cesidad de acudir á los tribunales para obligar al arrendatario ó 
 
inquilino á que desocupe la finca, bien porque haya cumplido el 
tiempo del arriendo, ó bien por cualquier otro motivo justo: juicio 
de desahucio se ha llamado siempre al que se entabla con tal objeto, 
y aunque con más propiedad pudiera denominarse juicio de lanza-
miento, se ha conservado en las leyes modernas ;aquella denomina-
ción por ser técnica en el foro. 
(i 	 LIB. II-TÍT. XVII 
El tít. 12 de la primera parte de la ley de Enjuiciamiento civil 
de 1855 llevaba el mismo epígrafe que el presente. Después de de-
clarar en él de la competencia de los jueces de primera instancia el 
conocimiento de las demandas de desahucio, se dictaron reglas pre-
cisas, de las que se carecía en la legislación anterior, para sustan- 
ciarlas y decidirlas en juicio verbal, cuando se fundasen en el cum-
plimiento del término estipulado en el contrato; pero si se funda-
ban en cualquiera otra cansa, aunque fuese la de falta de pago, si 
bien el juez había de convocar también á las partes á juicio verbal, 
bastaba que el demandado no conviniera en los hechos para que se 
diera por terminado aquel acto y se le confiriera traslado de la de-
manda, sustanciándose el juicio por los trámites del ordinario de 
mayor cuantía, conforme á lo prevenido en el art. '672 de dicha 
ley, y por consiguiente, con los recursos de apelación en ambos 
efectos, y de casación en su caso, aparte de las excepciones dilato-
rias y de los incidentes que pueden promoverse en dicho juicio. 
Bien pronto comprendieron los inquilinos y arrendatarios de 
mala fe que esa disposición de la ley les facilitaba el medio de seguir 
ocupando la finca por muchos meses y aun por años, utilizándose 
de ella sin pagar la renta al propietario, puesto que con sólo negar 
los hechos en que se fundaba la demanda, ó no conformarse cou 
ellos, se convertía el juicio en pleito ordinario y no podían ser lan-
zados mientras no recayese sentencia firme. En este punto quedó 
tan desamparado el derecho de los propietarios como lo estaba au-
teriormente, y para poner á ese mal el remedio que reclamaba la 
opinión pública y era de justicia, se promulgó la ley de 25 de Ju-
nio de 1867. Por ella se reformaron los arts. 638, 639, 640, 662, 
663, 667, 669 y 672 de la ley de Enjuiciamiento, ampliando y de-
terminando las causas que dan lugar al desahucio, y ordenando un 
procedimiento breve y sencillo con términos improrrogables para 
el caso en que el demandado no conviniera en los hechos; y para 
cortar de raíz el abuso antes indicado, se ordenó que no se admi-
tiera al demandado el recurso de apelación, ni el de casación en su 
caso, si no acreditaba al interponerlo haber satisfecho los plazos 
vencidos y los que debiera pagar adelantados según el contrato de 
arriendo. También se mandó por dicha ley, que cuando el importe 
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anual de la renta no excediere de 750 pesetas, sería potestativo vit-
lerse ó no de letrado, y que durante el período de vacaciones las . 
Salas extraordinarias de las Audiencias sustanciaran y fallasen las  
apelaciones en estos jnicios.  , 
Después se publicó otra ley, la de 18 de Junio de 1877, por la  
cual, á fin de hacer más expedita la administración de justicia en  
estos asuntos, se dió á los jueces municipales la competencia que-
hoy tienen, y de que antes carecían, para conocer en primera ins-
tancia de la mayor parte de los juicios de desahucio, con apelación •  
al juez de primera instancia del partido: se deplaró procedente este  
juicio contra el que disfrutare en precario la finca rústica ó urbana,  
y contra el administrador, encargado ó portero, puesto en ellas por  
el propietario; se ordenó que fuese verbal el procedimiento ante los  
jueces municipales, y se dictaron reglas claras y precisas con tér-
minos improrrogables para sustanciar estos juicios y sus inciden-
cias, tanto en la primera como en la segunda instancia, dejando  
subsistentes las reformas hechas anteriormente. Y en cumplimiento  
de lo mandado en el art. 2.° de la misma ley, por Real decreto ex-
pedido por el Ministerio de Gracia y Justicia, en 2 de Julio si-
guiente se redactó de nuevo el tít. 12 de la ley procesal de 1855,  
para ponerlo en consonancia con las reformas introducidas por di- 
 _ 
chas leyes en el juicio de desahucio. 
 
Y en la base 2.a de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de  
1880, se mandó refundir en la ley de Enjuiciamiento civil, que en  
su virtud debía reformarse, con las ampliaciones, modificaciones y 
 
reformas que se considerasen convenientes, «las establecidas sobre  
desahucio por las leyes de 25 de Junio de 1867 y 18 de Junio de 
 
1877, con las modificaciones convenientes en cuanto á competen-
cia y al procedimiento, para que se amparen y protejan los dere-
chos de los propietarios sin perjuicio de la defensa de los colonos 
 é inquilinos». Con sujeción estricta á esta base se redactó el pre-
sente título, según veremos al comentar los artículos que contiene, 
 
refundiendo en él las disposiciones de las leyes anteriores, pero con 
 
otro método más claro, lógico y racional, como lo indican los epí•  
grafes de las cuatro secciones en que ahora está dividido. 
 
^ 
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SECCIÓN PRIMERA 
DISPOSICIONES GENERALES 
ARTÍCULO 1561 
(Art. 1559 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El conocimiento de las demandas de desahucio co-
rresponde exclusivamente á la jurisdiccion ordinaria. 
Esta competencia alcanza á ejecutar la sentencia que 
recayere, sin necesidad de pedir ninguna clase de au-
xilio. 
Este artículo está copiado literalmente del 636 de la ley de 
1855. Contiene la regla general de que la jurisdicción ordinaria 
es la única competente para conocer de las demandas de desahucio, 
y para ejecutarlas sentencias que recaigan en estos juicios, sin nece , 
 sidad de pedir ninguna clase de auxilio, cualquiera que sea el fuero, 
clase y condición del demandado. Esto no obsta para que pueda 
reclamar el auxilio de la fuerza pública, cuaudo lo necesite para 
ejecutar lo juzgado. El principio consignado en este artículo se des-
envuelve en los dos que siguen. 
ARTÍCULO 1562 
(Art. 1560 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los Jueces municipales del lugar 6 distrito en que 
esté sita la finca, conocerán en primera instancia de 
los desahucios, cuando la demanda se funde en una de 
las causas siguientes:
. 
l.a En el cumplimiento del término estipulado en 
el contrato. 
2.a En haber espirado el plazo del aviso que para 
la conclusion del contrato deba darse con arreglo á la 
ley, á lo pactado, 6 a la costumbre general de cada 
pueblo. 
3.a En la falta de pago del precio convenido. 
• 
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ARTÍCULO 1563 
(Art. 1561 para Cuba y Puerto Rico.) 
Conocerán de estos juicios los Jueces de primera ins-
tancia que sean competentes conforme á la regla 13 
del art. 63: 
1.0 Cuando tengan por objeto el desahucio de un 
establecimiento mercantil 6 fabril, 6 el de una finca 
rústica cuyo precio de arrendamiento exceda de 1.500 
pesetas anuales, aunque se funde la demanda en algu-
na de las causas señaladas en el artículo anterior. 
2.0 Cuando la demanda respecto á toda clase de 
fincas, se funde en una causa que no sea de las com-
prendidas en dicho artículo. 
Ya hemos dicho que una de las reformas introducidas por la 
ley de 18 de Junio de 1877, fué la de dar competencia á los jue-
ces municipales para conocer de los juicios de desahucio en los ca-
sos determinados en la misma, reservando los demás para los jue-
ces de primera instancia, que hasta entonces habían sido los úni-
cos competentes para conocer de estos juicios especiales, conforme 
al art. 637.de la ley de 1855. Ratificando aquella reforma, en los 
dos artículos de este comentario se determinan con toda claridad 
los casos que son de la competencia de unos y otros jueces en pri-
mera instancia, con la modificación de atribuir en todo caso á los 
de primera instancia el conocimiento de esas demandas cuando se 
pida el desahucio de un establecimiento mercantil ó fabril, ó el de 
una finca rústica cuyo precio de arrendamiento exceda de 1.500 
pesetas anuales, y cuando se dirija contra las personas designadas 
en los números 2.° y 3.° del art. 1565: modificación justificada por 
la índole y trascendencia de los asuntos, y realizada en virtud de 
la autorización concedida al Gobierno por la base 2.a inserta an-
teriormente. 
Téngase presente también la diferencia que se establece res-
pecto á la competencia de unos y otros jueces, y que venía ya es-
tablecida en las leyes anteriores. Si el conocimiento de la demanda 
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corresponde al juez municipal, sólo será competente para conocer 
de ella el del. lugar ó distrito en que esté sita la finca objeto del 
desahucio, como se previene en el art. 1562; y si al juez de pri-
mera instancia, será competente el del lugar en que esté sita la 
cosa, ó el del domicilio del demandado, á elección del demandante, 
conforme á la regla 13 del art. 63. No es arbitraria ni caprichosa 
esa distinción; está justificada por la diferencia de casos, pues po-
drá ocurrir que el arrendatario de una finca rústica de importan-
cia ó de un establecimiento industrial, no resida en el lugar .de la. 
cosa, y justo es dar al demandante dicha elección para que enta-
ble la demanda en el juzgado, en que crea más fácil y expedito el 
ejercicio de su derecho. 
Causas que dan lugar al desahucio.—A la vez que la com-
petencia, y como base de la misma, se determinaron en estos dos 
artículos las causas que podían dar lugar al desahucio, conforme á 
las leyes entonces vigentes, que eran, el decreto de las Cortes ó ley 
de 8 de Junio de 1813, restablecido en 6 de Septiembre de 1836, 
para las fincas rústicas, y la ley de 9 de Abril de 1842, para las 
urbanas. Pero estas leyes han quedado derogadas por el Código 
civil, á cuyas disposiciones es preciso atenerse. Sobre el punto de 
que tratamos ordena dicho Código lo que sigue: 
«Art. 1569. El arrendador podrá desahuciar judicialmente al 
arrendatario por alguna de las causas siguientes: 
»1.a Haber espirado el término convencional, ó el que se fija 
para la duración  . de los arrendamientos en los artículos 1577 
y 1581. 
»2.a Falta de pago en el precio convenido. 
»3.a Infracción de cualquiera de las condiciones estipuladas 
en el contrato. 
»4.° Destinar la cosa arrendada á usos .ó servicios no pacta- 
dos que la hagan desmerecer; ó no sujetarse en su uso á lo que se 
ordena en el núm. 2.° del art. 1555.» 
Comparando estas causas • de desahucio con las determinadas 
en los dos artículos de este comentario, se verá que todas quedan 
subsistentes, menos la 2.a  del art. 1562 de la ley, aunque sustan-
cialmente está refundida en la, La del Código. La ley antes citada 
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de 8 de Junio de 1813, después de ordenar que los arrendamien-
tos de predios rústicos por tiempo determinado, fenecerían con 
 éste sin necesidad de mutuo desahucio, prevenía en su art. 6.° que 
los arrendamientos sin tiempo determinado durarían á voluntad de 
las partes; pero cualquiera de ellas que quisiera disolverlos, podría 
hacerlo así, avisando á la otra un año antes. Y la de 9 de Abril. 
de 1842 ordenó en su art. 2 °, para las fincas urbanas, que si en el 
contrato se hubiere estipulado tiempo fijo para su duración, fene-
cería el arrendamiento cumplido el plazo, sin necesidad de desahx-
cio por una ni otra parte; pero que en otro caso y en el de su con-
tinuación por consentimiento tácito, el dueño no podría desalojar 
al arrendatario, ni éste dejar el predio, sin dar aviso á la otra parte 
con la anticipación adoptada por la costumbre del pueblo, y en su 
defecto con la de cuarenta días. A estas disposiciones se refería el 
art. 1562 de la ley, al declarar en su núm. 2.° que el desahucio 
puede fundarse «en haber espirado el plazo del aviso, que para la 
conclusión del contrato debe darse con arreglo á la ley, á lo pac-
tado, ó á la costumbre general de cada pueblo». 
Pero el nuevo Código civil ha modificado esas disposiciones_ 
En sus arts. 1565 y 1566 ordena, que «si el arrendamiento se ha 
hecho por tiempo determinado, concluye el día prefijado, sin nece-
sidad de requerimiento», y que «si al terminar el contrato, perma-
nece el arrendatario disfrutando quince días de la cosa arrendada 
con Aquiescencia del arrendador, se entiende que hay tácita recon-
ducción por el tiempo que establecen los arts. 1577 y 1581; á me-
nos que haya precedido requerimiento». Dicho art. 1577 previene 
que «el arrendamiento de un predio rústico, cuando no se fija su 
duración, se entiende hecho por todo el tiempo necesario para la 
recolección de los frutos que toda la finca arrendada diere en un 
año ó pueda dar por una vez, aunque pasen dos ó más arias para 
obtenerlos; y que el de tierras labrantías, divididas en dos ó más 
hojas, se entiende por tantos años cuantas sean éstas». Y el 158E 
ordena, respecto de los predios urbanos, que «si no se hubiese fija-
do plazo para el arrendamiento, se entenderá hecho por años cuan-
do se ha fijado un alquiler anual, por meses cuando es mensual, y 
por días cuando es diario»; y que «en todo caso cesa el arrendamieu- 
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to, sin necesidad de requerimiento especial, cumplido el términos. 
Resulta, pues, que el Código civil no exige el mutuo desahucio ó 
requerimiento, que exigía la legislación anterior, para dar por tez-
minado el arrendamiento sin tiempo fijo, ó continuado por la tácita 
reconducción, sino que la misma ley fija el plazo para estos casos, y 
por eso no ha incluido entre las causas de desahucio la 2 del 
art. 1562 de la ley procesal, y ha añadido á la l.a la de haber es-
pirado el término que se fija en los arts. 1577 y 1581 antes cita-
dos. Por consiguiente, hoy no puede darse á dicha causa 2.a de la 
ley procesal toda la extensión que antes tenía, y sólo podrá apli-
carse cuando por pacto expreso sea necesario el requerimiento 
aviso previo, y en los pocos casos, que luego indicaremos, en que 
lo exige la ley para dar por terminado el arrendamiento. 
Las cuatro causas en que hoy puede fundarse la demanda ju-
dicial de desahucio, eonforme al art. 1569 del Código civil, copia-
do anteriormente, son las mismas que estaban admitidas por la ju-
risprudencia y por el art. 5.° del decreto de las Cortes de 1813, 
á saber: 
1.a Haber espirado el término del arrendamiento.—Este tér-
mino puede ser convencional ó legal. Será convencional, cuando 
lo hubiesen establecido y fijado las partes de común acuerdo; y le-
gal, cuando lo fija la ley, como lo hace, según ya se ha dicho, en 
los arts. 1577 y 1581 para los casos en que no lo hubieren deter-
minado aquéllas, ó se haya prorrogado el arrendamiento por la 
tácita reconducción. Siempre que haya espirado uno ú otro térmi-
no, tiene expedito el arrendador su derecho para desahuciar al 
arrendatario, sin necesidad del requerimiento ó aviso previo que 
exigía la legislación anterior, á que se refiere la causa 2.a del ar-
geulo 1562 de la presente ley. Pero aquél tendrá que hacer uso de 
este derecho antes de que transcurran los quince días que para la 
prórroga del arriendo por la tácita señala el art. 1566 del Código 
civil, á no ser que previamente hubiere requerido en forma al 
arrendatario para que desaloje la finca, como se previene en el 
mismo articulo. 
Aunque por regla general se da por extinguido el contrato de 
arrendamiento al espirar el término convencional ó legal, según se 
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ha dicho, sin necesidad del mutuo desahucio ó aviso previo que 
antes era indispensable para poder ejercitar la acción de desahu-
cio, será necesario dicho aviso previo ó requerimiento en los casos 
en que lo exige el Código civil. 
Uno de estos casos es el que se refiere al contrato, denominado 
en Cataluña de rabassa monta, en cuya virtud el dueño del suelo 
cede su uso para plantar viña por el tiempo que vivieren las pri-
meras cepas, pagando el cesionario una renta ó pensión anual en 
frutos 6 en dinero. La duración de este contrato se ha fijado en 
 cincuenta años por la regla 1.a del art. 1656 del Código civil, de 
acuerdo con la jurisprudencia ya establecida, salvo pacto expreso 
fijando otro plazo. Al espirar dicho término, puede el dueño del 
terreno hacer uso de la acción de desahucio sin necesidad de aviso 
ó requerimiento previo; pero si transcurrido el plazo legal á con-
vencional, sigue el colono en el uso y aprovechamiento de l a. fiaeu 
por consentimiento tácito del dueño, no podrá aquél ser desahucia-
do sin el aviso previo que éste deberá darle con un año de antela- 
ción para la conclusión del contrato. Así se previene en las re-
glas 9.a y 10 del artículo antes •citado del Código, y lo mismo 
habrá de entenderse para el caso en que no resulte de documentas 
auténtico la terminación del contrato, ó que quede extinguido por 
muerte de las primeras cepas, ó por quedar infructíferas las dos 
terceras partes de las plantadas. Naturalmente dicho año deberá 
ser el agrícola, á fin de que el colono puede recoger la cosecha de 
vino, pendiente ó preparada al darle el aviso. 
También será necesario el aviso ó requerimiento previo en el 
caso á que se refiere el art. 1571 del mismo Código. Según él; «el 
comprador de una finca arrendada tiene derecho á que termine el 
arriendo vigente al verificar la venta, salvo pacto en contrario 
 y lo 
dispuesto en la ley Hipotecaria». Esta autoriza la inscripción en el 
Registro de la propiedad de los contratos de arrendamiento de bie-
nes inmuebles, que determina en el núm. 5.° de su art. 2 °, con cu-
ya inscripción adquieren el carácter de derecho real, que debe res-
petar el comprador, y por esto la salvedad antedicha. Y la del pacto 
en contrario, se refiere sin duda al que celebren vendedor y com-
prador, para que éste respete el arriendo pendiente, á fin de no ser 
.^ . 
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responsable de los daños y perjuicios que podría reclamar el arren-
datario. Fuera de estos dos casos, el comprador tiene derecho á  
que termine el arriendo; pero como el mismo artículo del Códi-
go concede al arrendatario el de «exigir que se le deje recoger  
los frutos de la cosecha que corresponda al año agrícola corrien-
te, de aquí se deduce la necesidad que en tal caso tendrá el  
comprador de requerir al arrendatario para que cese luego que  
recoja dichos frutos, á fin de poder entablar contra él á su tiempo  
la demanda de desahucio, si no lo verifica, pues de otro modo se  
creería aquél con derecho para continuar hasta la conclusión del  
contrato.  
En todos los casos en que sea necesario el aviso previo ó reque-
rimiento, lo más conveniente será hacerlo judicialmente ó por me-
dio de notario, como para caso análogo lo prevíene el art. 1649 del  
Código, á fin de que conste de una manera formal. El judicial po-
drá solicitarse del juez de primera instancia en acto de jurisdicción  
voluntaria, para que lo lleve á efecto el actuario, ó ante el juez mu-
nicipal en acto de conciliación. Como la ley no determina la forma 
 
de dicho requerimiento para el presente caso, podrá sostenerse que 
 
también puede hacerse ante testigos; pero aconsejamos la preferen-
ola de los otros dos medios por los inconvenientes de la prueba tes-
tifical.  
2.a Falta de pago del precio convenido.—Es también la cau-
sa del art. 1562, que estamos comentando. El precio, ya sea en 
 
metálico, ya en frutos, es requisito esencial en esta clase de con-
tratos; no pagándolo el arrendatario en el plazo estipulado, falta á 
 
una de las condiciones esenciales del contrato, y puede ser despe-
dido por el arrendador, sin necesidad de aviso previo, y también 
 
aunque no se haya cumplido el tiempo fijado para la duración del 
 
arrendamiento, pues esta circunstancia está subordinada al cumpli-
miento de las condiciones estipuladas y al pago del precio, según 
 
tiene declarado el Tribunal Supremo en varias sentencias, y se de-
duce del art. 1570 del Código civil. 
 
El Tribunal Supremo tiene declarado en sentencia de 30 de 
 
Junio de 1883, que'esi bien las leyes autorizan el desahucio de loa 
 
arrendatarios por la falta de pago del precio convenido en los pla- 
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zos estipulados, en ninguna de ellas se previene, ni se pactó en el 
contrato de arrendamiento de que se trata, que sea ineficaz el pago 
para dicho efecto, si no se realiza en el mismo día del vencimiento, 
antes bien es conforme á justicia y á la letra y espíritu de dichas 
leyes, que no procede el desahucio por la falta de pago después de 
hecho éste espontáneamente por el arrendatario y de recibido el 
precio por el arrendador, pues de otro modo se fundaría la deman-
da en una causa falsa». Según esta sana doctrina, aunque haya 
vencido el plazo, no puede prosperar la demanda de desahucio, si 
se interpone después de verificado el pago ó de haber consignado 
judicialmente el precio el arrendatario, como sucedió en los casos 
á que se refieren dicha sentencia y la de 20 de Febrero de 1890. Y 
por otra de 25 de Junio de 1891 se estimó procedente el desahu- 
cio, por haberse consignado el precio después de presentada la de-
manda. 
El mismo Tribunal Supremo tiene también declarado en sen-
tencias de 31 de Diciembre de 1891, 5 de Mayo de 1893, y otras, 
que para que prospere la demanda de desahucio fundada en la fal-
ta de pago, es indispensable acreditar la existencia del contrato de 
arrendamiento, en razón á que el hecho del dominio por parte del 
demandante y la ocupación de la finca por el demandado, sin acre-
ditarse que pague pensión ó renta, sólo revela la existencia de un 
precario, cuya naturaleza hace imposible el desahucio por falta 
de pago, aunque sea procedente por otras causas. 
Téngase presente, por último, sobre este punto, que el pago de 
la renta no puede demandarse en el juicio de desahucio, sino por 
separado en el declarativo que corresponda: son dos acciones dis-
tintas que deben ventilarse y decidirse en juicios de diferente na-
turaleza, y no pueden por tanto,acumularse, según el núm. 3.° del 
art. 154. Así lo confirman las sentencias del Tribunal Supremo de 
13 de Junio de 1865 y 13 de Noviembre de 1884, añadiendo ésta 
la doctrina de que el usar primero el arrendador de la acción para 
demandar el pago de los alquileres vencidos, no significa la renun-
cia de la de desahucio, que entabló después para el lanzamiento del 
arrendatario. 
3.a Infracción de cualquiera de las condiciones estipuladas en 
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el contrato.—En la reforma del art. 638 de la ley de Enjuicia-
miento civil de 1855, que se hizo por la ley de 25 de Junio de 1867, 
se consignó en cuarto lugar esta misma causa de desahucio, aun-
que sólo para los efectos del procedimiento; pero con la circuns-
tancia de que la infracción fuese manifiesta, y como este califica-
tivo daba lugar á dudas, y era además innecesario, se suprimió ya 
en el art. 1590 de la presente ley, que se refiere á esa misma cau-
sa, como lo ha suprimido también el art. 1569 del Código civil, 
que estamos examinando, por ser la disposición legal hoy vigente 
en la materia. Es y ha sido siempre obligatorio el cumplimiento de 
lo pactado lícitamente, y por esto se ha considerado y considera 
como causa de desahucio la infracción ó incumplimiento de cual-
quiera de las condiciones estipuladas en el contrato de arriendo: 
faltar d las condiciones estipuladas, se dijo en el art. 5.° de la ley 
ya citada de 1813. «La facultad de resolver las obligaciones se en-
tiende implícita en las recíprocas, para el caso de que uno de los 
obligados no cumpliere lo que le incumbe», dice el art. 1124 del 
Código civil, y por medio del desahucio se resuelve ó rescinde el 
contrato de arrendamiento con un procedimiento breve y adecuado 
á la índole del asunto. 
Excusado parecerá advertir que las disposiciones que estamos 
examinando no se refieren á las condiciones relativas al término 
del contrato y al pago del precio, expuestas anteriormente, sino 
á cualquiera otra de las estipuladas. Se las ha separado por razón 
de la competencia, como luego veremos. Con toda claridad lo dice 
el art. 1590 de la presente ley: c cualquiera de las condiciones es-
tipuladas en el contrato de arrendamiento, que no sea de las enu-
meradas en el art. 1562». 
4.a Tratar mal la finca.—Con estas breves palabras expresó 
la ley citada de 1813 esta causa de desahucio. El art. 1569 del 
Código civil las explica para determinar con claridad su extensión 
y alcance, diciendo: «4.a Destinar la cosa arrendada á usos ó servi-
cios no pactados, que la hagan desmerecer; ó no sujetarse en su 
uso á lo que se ordena en el núm. 2.° del art. 1555», según el cual 
«cel arrendatario está obligado á usar de la cosa arrendada como 
un diligente padre de familia, destinándola al uso pactado; y, en 
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defecto de pacto, al que se infiera de la naturaleza de la cosa arren-
dada según la costumbre de la tierra». En todos estos casos se tra-
ta mal la finca con perjuicio del dueño, faltando á lo pactado ex_ 
presa ó tácitamente: es, por tanto, justo conceder al arrendador la 
acción de desahucio en defensa del derecho de propiedad. Esta 
causa está comprendida en la generalidad del art. 1593 de la pre-
sente ley. 
Quedan expuestas las cuatro causas en que, según el art. 1569 
del Código civil, puede fundarse la demanda de desahucio. Todas . 
se refieren á las relaciones jurídicas entre el arrendador y el 
arrendatario, y suponen por tanto la existencia del contrato de 
arriendo, cuya resolución ó rescisión se realiza de hecho y de de-
recho cuando en virtud de cnalquiera de ellas se da lugar al de-
sahucio. Por otras causas que no nacen ni se derivan de dicho con-
trato, procede también este juicio, como puede verse en el art. 1565, 
en cuyo comentario las examinaremos. 
Competencia.—Según hemos indicado al principio de este co-
mentario, corresponde á los jueces municipales del lugar ó distri-
to en que esté sita la finca, el conocimiento en primera instancia 
de las demandas de desahucio, cuando se funden en alguna de las 
tres causas determinadas en el art. 1562 de la ley, que son las das 
primeras del 1569 del Código civil, expuestas en este mismo co-
mentario; pero con exclusión de los casos en que el desahucio sea 
de un establecimiento mercantil ó fabril, debiendo considerarse 
comprendido en aquella denominación todo establecimiento que 
tenga por objeto alguna operación de comercio de las que auto-
riza el Código de Comercio, y en asta los establecimientos indus-
triales; ó de una finca rústica (no urbana) cuyo precio de arrenda-
miento exceda de 1.500 pesetas anuales. Tanto en estos casos, 
cualquiera que sea la causa en que se funde el desahucio, coma 
cuando le sirva de fundamento alguna de las causas 3 y 4 del 
artículo citado del Código, ó cualquiera otra de las que dau lugar 
A este juicio, el conocimiento de la demanda en primera instancia 
corresponde al juez de primera instancia del partido donde esté 
sita la finca, ó al del domicilio del demandado, á elección del de-
mandante. Así lo ordenan los dos artículos de este comentario. De 
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las apelaciones conocerá el superior inmediato del juez que dicte el 
fallo de primera instancia. 
Como consecuencia de esta doctrina legal, cuando el desahucio 
se dirija contra el administrador, encargado, portero ó guarda, 
puestos por el propietario en su finca, ó contra la persona que la 
disfrute ó tenga en precario, sin pagar merced (casos 2.° y 3.° del 
art. 1565), como no puede fundarse en el cumplimiento del término 
convencional ó legal, ni en la falta del pago del precio, ni existe 
contrato de arriendo, el conocimiento do estas demandas corres-
ponde á los jueces de primera instancia, sin que puedan conocer de 
ellas en ningún caso los jueces municipales. Así lo tiene declarado 
el Tribunal Supremo en sentencias de 29 de Septiembre de 1887, 
26 de Septiembre de 1892, 10 de Marzo de 1893 y otras. En este 
punto la nueva ley ha reformado la de 18 de Junio de 1877, que 
atribuyó el conocimiento de esas demandas á los jueces munici-
pales. 
Sobre la naturaleza del contrato ó establecimiento de rabassa 
moría, ya definido en este comentario al examinar la causa 1.a del 
desahucio, han disentido los escritores catalanes, atribuyéndole los 
más el carácter do enfiteusis, y otros el de arrendamiento á renta 
fija ó en aparcería. Realmente, aunque participa de uno y otro ca-
rácter, es un contrato especial que se rige por disposiciones espe-
ciales. Así lo confirma el Código civil al tratar de él enla sección 2,a 
del capítulo relativo al censo enfitéutico, bajo el epígrafe de los 
foros y  otros contratos análogos al de enfiteusis, estableciendo en el 
art. 1656 las reglas especiales por las que se ha de regir el de 
rabassa moría. Declara además, en el art. 1655, que los foros y de-
más gravámenes de naturaleza análoga, comprendidos en dicha sec-
ción, se regirán por las disposiciones establecidas para el censo en-
fitéutico cuando sean por tiempo indefinido; y «si fueran tempora-
les ó por tiempo limitado, se estimarán como arrendamientos y se 
regirán por las disposiciones relativas á este contrato». En este se-
gundo caso se halla el de rabassa monta, y por consiguiente ha de 
regirse por las disposiciones relativas al arrendamiento en cuanto 
no se halle previsto en las reglas especiales del art. 1656. 
Del conjunto de estas disposiciones se deduce que el juicio de 
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desahucio es aplicable al contrato de rabassa morta lo mismo que 
al de arrendamiento, y así lo confirman las reglas 9. a y 10 del ar-
tículo 1656 antes citado del Código civil. Antes, y aun después de 
la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, sólo se admitía el juicio or- 
dinario para resolver las cuestiones que se suscitaban entre el due-
ño de la tierra y el colono o rabasser, aunque tuvieran por objeto 
el lanzamiento de éste por haber espirado el término del contrato. 
Después de la refori la de dicha ley por la de 18 de Junio de 1877, 
dando más ampliación á los casos de desahucio, se entablaron al-
gunos juicios de esta clase contra los rabassers, pero con variedad 
de jurisprudencia hasta que la fijó el Tribunal Supremo por su 
sentencia de casación de 9 de Julio de 1884 (1). Y á la doctrina de 
esta sentencia se ajustaron después las del propio Tribunal Supre-
mo de 17 de Abril de 1886 y 30 de Diciembre de 1890. 
(1) Es tan importante para esta materia la doctrina establecida por el 
Tribunal Supremo en la sentencia citada de 9 de Julio de 1884, que creemos 
conveniente insertarla integra. Dice así: 
a Considerando que los establecimientos á rabaeea morta ó á primeras cepas, 
que se hacen en Cataluiia, en cuya virtud el propietario de un terreno lo cede 
temporalmente á otro para plantarlo de viña y disfrutarlo, pagando la renta 
estipulada en parte de frutos ó en dinero, constituyen por su naturaleza un 
contrato de arrendamiento cuya duración es de cincuenta ados, según la ju-
risprudencia establecida, cuando expresamente no hubieren fijado las partes 
otro plazo, y por consiguiente, procede contra los colonos ó rabassaires el jui-
cio de desahucio, como comprendidos en el núm. 1.° del art. 1565 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, siempre que se funde la demanda en alguna dg las cau. 
sas que según la ley dan lugar á este juicio especial: 
»Considerando que si bien los jueces municipales pueden conocer en pri-
mera instancia de los juicios de desahucio, su competencia está limitada por 
los arts. 1562 y 1563 de la ley antes citada á los casos en que la demanda se 
funde en el cumplimiento del término estipulado, ó en haber espirado el 
plazo del aviso que para la conclusión del contrato debe darse en ciertos oa- 
sos, ó en la falta de pago del precio convenido; correspondiendo el conoci-
miento á los jueces de primera instancia cuando la demanda se funde en 
cualquiera otra causa y siempre que se trate de un establecimiento mercan• 
til ó fabril, ó de una finca rústica cuya renta exceda de 1.500 pesetas 
anuales: 
.Considerando que aunque las partes están conformes en que la renta de 
la finca rústica de que se trata no llega á las 1.500 pesetas, la demanda de 
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Conforme, pues, á la jurisprudencia establecida por el Tribu-
nal Supremo, el contrato ó establecimiento á rabassa morta equi-
vale al de arrendamiento, y por consiguiente habrá de proceder res-
pecto de aquél el desahucio por las mismas causas que en este; y 
una vez decretado por sentencia firme, producirá el efecto de dar 
por concluido el contrato, sin que puedan invocarse por el arren-
datario 6 rabassaire, pari darle vida, derechos que se han extin-
guido, como se declara en la última de dichas sentencias. 
Y en cuanto á la competencia, también habrá de sujetarse á lo 
que se ordena en los dos artículos de este comentario, y á la doc-
trina, de acuerdo con ellos, establecida por el Tribunal Supremo 
en varias sentencias de casación y especialmente en la antes cita-
da de 9 de Julio de 1884. Si el desahucio se funda en haber espi-
rado el término convencional ó legal del contrato, ó el del aviso 
que el dueño de la tierra debe dar al colono ó rabasser, cuando 
desahucio interpuesta por D. E. P. no se funda en ninguna de las tres causas 
antes expresadas, sino en haber adquirido la finca libre de cargas y hallarse 
inscrita en el Registro de la propiedad sin limitación alguna del dominio, y 
en que aun cuando se considerara existente el contrato de rabaaaa morta, de 
beria tenerse por finido por haberse perdido la mayor parte de las cepas; y 
por consiguiente, tal demanda no es de la competencia del juez municipal: 
»Considerando que la parte recurrente alegó en la primera instancia y 
reprodujo en la segunda la excopción de incompetencia, llenando de este 
modo los requisitos exigidos por el arta 1696 de la ley antes citada, y es per 
tanto procedente el recurso por la causa 6.° del art. 1693 en que lo funda: 
.Considerando que... el juez de primera instancia... ha cometido también 
la omisión de no resolver expresamente sobre la excepción de incompetencia, 
pues alegada ésta en el acto del juicio verbal, sólo declarándose competente 
podia fallar sobre el fondo del litigio:» 
Se declaró haber lugar al recurso de casación por quebrantamiento de 
forma; y en su consecuencia, so casó y anuló la sentencia dictada por el juez 
de primera instancia en apelación del municipal, y todo lo actuado en los 
autos, mandando reponerlos al estado de demanda para que se interpusiera 
ante quien y como correspondiese; y se previno á dicho juez que ,, cuando se 
alega oportunamente la excepción de incompetencia, no puede fallarse sobro 
el fondo sin resolver previamente sobre aquélla declarándose competente, 
ton otras prevenciones para corregir defectos de sustanciación cometidos 
en aquel juicio. 
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cumplido el término del contrato, hubiere continuado por consen-
timiento tácito, ó en la falta de pago del precio convenido, y la 
renta no excede de 1.500 pesetas anuales, será competente para 
conocer del juicio el juez municipal del lugar en que esté sita la 
finca, con apelación al de primera instancia del partido; y en todos 
los demás casos, incluso el de haber quedado extinguido el contra-
to por muerte de las primeras cepas, ó por quedar infructíferas las 
dos terceras partes de las plantadas, corresponde el conocimiento 
al juez de primera instancia, con apelación á la Audiencia del 
territorio. 
ARTÍCULO 1564 
(Art. 1562 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Serán parte legitima para promover el juicio de de-
sahucio los que tengan la posesión real de la finca á ti-
tulo de dueños, de usufructuarios, 6 cualquiera otro 
que les dé derecho á disfrutarla, y sus causa-habientes. 
Este artículo no tiene concordante en la ley de 1855, ni en las 
dos posteriores relativas al juicio de desahucio, y se adicionó en la 
actual para evitar las dudas y cuestiones, que ya habían ocurrido 
en la práctica, sobre las personas que podían ejercitar la acción 
de desahucio. En él se designan con toda claridad las que son 
parte legítima para promover dicho juicio, y basta atenerse á su 
texto (1). 
(1) .El Tribunal Supremo ha hecho con relación á este articulo las decla- 
raciones siguientes: 
Que el titulo de comprador de una finca y su posesión es suficiente y va-
ledero para el desahucio contra el que la disfrutaba sólo en calidad de arren-
datario, sin que obste el que exista un tercero, que sin haber sido parte en 
el juicio, se considere propietario con titulo inscrito, del que podrá hacer uso 
como crea conveniente. (Sentencia de J de Octubre de 1882.) 
Que no infringe los arts. 1664 y 1565 de la ley de Enjuiciamiento civil 
la sentencia que, sin negar al recurrente que sea parto legitima para promo-
ver el juicio de desahucio como dueño que es del coto arrendado, pero en 
consideración á que no resulta claro que los colonos posean á titulo de tales 
los huertos que dicen poseer como dueños, remite este extremo á otro juicio 
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Al derecho declarado en este artículo establece una limitación 
el Código civil. En su art. 1572 previene que «el comprador con 
pacto de retro no podrá usar de la facultad de desahuciar al arren-
datario hasta que haya concluido el plazo para usar del retracto». 
en que las partes puedan ejercitar sus derechos según vieren convenirles. 
(Sentencia de 6 de Diciembre de 1882.) 
Que tiene personalidad para ejercitar la acción de desahucio de una finca 
el depositario judicial de la misma, autorizado al efecto. (Sentencia de 27 de 
Enero de 1883).—La misma doctrina será aplicable it todos los depositarios y 
administradores judiciales. 
Que también tiene dicha personalidad la madre viuda que litiga en nom-
bre propio y en la representación legitima de sus hijos menores. (Sentencia 
de 7 de Abril de 1883.) 
Que cuando la excepción propuesta ha sido que el demandante no tenía 
personalidad para la demanda de desahucio por no corresponderle la posesión 
ni el dominio de la cosa objeto del desahucio, esto, si fuera cierto, no seria 
falta de personalidad, y si falta de derecho ó acción. (Sentencia de 28 de Abril 
de 1883.) 
Que el que acredita el dominio y la posesión civil y real de una finca, 
tiene la personalidad que requiere el art. 1564 de la ley de Enjuiciamiento 
civil para ejercitar la acción de desahucio contra el que la ocupa sin pagar 
merced y sin ostentar otro titulo que le dé derecho it disfrutar dicha finca 
más que la concesión y tolerancia del dueño, revocables á su voluntad, 
siempre que ésta se comunique al tenedor precario con un mes de anticipa-
ción, conforme al núm. 3.° del art. 1565 de dicha ley, sin que obste el pleito 
de propiedad entablado por éste contra aquél, porque en el juicio especial de 
desahucio no pueden resolverse incidentalmente cuestiones que tiendan á 
destruir el dominio y la posesión con que por el momento aparece el deman-
dante por los documentos aducidos al pleito. (Sentencia de 21 de Abril 
de 1884.) 
Que el arrendatario que subarriende la finca, tiene derecho, y es parte 
legítima, para demandar de desahucio al subarrendatario, que dejó de pa-
garle el plazo convenido. (Sentencia de 8 de Julio de 1885.) 
Que los síndicos de un concurso son parte legitima para promover el 
juicio de desahucio respecto de los bienes sujetos al concurso, aunque sea 
contra el mismo concursado para lanzarlo de la habitación que venia ocu-
pando como dueño. (Sentencia de 30 de Octubre de 1885.) 
Que sin ir contra sus propios actos, no puede desconocer en juicio de de-
sahucio la personalidad del administrador de la finca el inquilino que con él, 
en tal concepto, contrató el arrendamiento. (Sentencia de 2 de Julio de 1888, 
y otrae.) 
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ARTÍCULO 1565 
(Art. 1563 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Procederá el desahucio y podrá dirigirse la de-
manda: 
1. 0 Contra los inquilinos, colonos y demás arren-
datarios. 
2.° Contra los administradores, encargados, porte-
ros 6 guardas, puestos por•el propietario en su finca. 
3. o Contra cualquiera otra persona que disfrute '6 ' 
tenga en precario la finca, sea rústica 6 urbana, sin pa-
gar merced, siempre que fuere requerida con un mes 
de anticipacion para que la desocupe. 
La ley procesal de 1855 partía del supuesto de que la acción de 
desahucio solo podía tener lugar en los arrendamientos, para des- 
alojar de la finca al arrendatario que se hallase en alguno de los 
casos determinados por la ley; de suerte que si no se justificaba la 
existencia de dicho contrato, no podía prosperar la demanda de 
desahucio y debía ventilarse la cuestión en juicio ordinario. Así lo 
declaró el Tribunal Supremo en muchas sentencias; pero , en algu- 
nas otras estimó procedente el desahucio contra los que detentaban 
en precario la finca sin pagar merced ni mediar arrendamiento, 
como puede verse en las sentencias de 17 de Septiembre de 1860, 
13 de Junio de 1865, 27 de Junio de 1868 y alguna otra. Ocurrió 
también el caso de que el portero de una casa, despedido por el 
dueño, se negó á marcharse y á desocupar la habitación de la por-
tería, y entablada por el dueño la demanda de desahucio, se dió 
lugar á éste. Contra la sentencia de la Audiencia interpuso el por-
tero recurso de casación, fundándolo en la falta de recibimiento á 
prueba, y el Tribunal Supremo, en sentencia de 13 de Noviembre 
de 1866, no dió lugar al recurso por ser evidente la improceden-
cia de la prueba, cuya falta alegaba el recurrente; pero consig-
nando la doctrina de que, si bien el dueño tiene el incuestionable 
derecho de conservar ó no á su servicio al portero, como éste el 
de dejar de prestarlo, las habitaciones de los porteros no son , ocu- 
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padas por éstos en concepto de inquilinos, sino en el de meros 
sirvientes, y por consiguiente que no procedía contra ellos el jui-
cio de desahucio. 
Tan diversa jurisprudencia exigía una reforma ó aclaración 
auténtica, como se realizó por la ley de 18 de Junio de 1877, am-
parando el derecho de propiedad, que en los casos indicados que-
daba al arbitrio del juzgador. Se declaró por dicha ley que ade-
más de las causas derivadas del contrato de arrendamiento, «pro-
cederá el desahucio, aun cuando el que disfrute la finca rústica ó 
urbana la tenga en precario sin pagar merced alguna, siempre 
que sea requerido, para que la desocupe, con un mes de término» 
y también contra los administradores, encargados y porteros, pues-
tos por el propietario en sus fincas. Estas disposiciones se han re-
producido en el artículo de este comentario, sin otra novedad que 
la de haber adicionado los guardas, por encontrarse en el mismo 
caso que los porteros, y la más importante de atribuir á los jueces 
de primera instancia la competencia que por dicha ley se daba á 
los jueces municipales, como se ha dicho al comentar el art. 1563, 
todo en cumplimiento de la ley de bases para la reforma. 
Conforme, pues, al art. 1565, que estamos examinando, procede 
el desahucio, y podrá dirigirse la demanda, no sólo «contra los in-
quilinos, colonos y demás arrendatarios», por causas derivadas del 
contrato de arrendamiento, cuya existencia habrá de justificarse, 
como ya se ha dicho, si la niega el demandado; sino también «con-
tra los administradores, encargados, porteros ó guardas, puestos 
por el propietario en su finca», y lo mismo si hubieren sido pues-
tos por su causante, cuyos derechos haya adquirido á título uni-
versal ó particular; y «contra cualquiera otra persona que dis-
frute ó tenga en precario la finca, sea rústica ó urbana, sin pagar 
merced, siempre que fuere requerida con un mes de anticipación 
para que la desocupe». Nótese que la ley no exige este requeri-
miento, ni es necesario, cuando la demanda se dirija contra los 
administradores, encargados, porteros ó guardas de la finca, en 
consideración sin duda á que éstos prestan el servicio á voluntad 
del dueño, con la obligación de dejar la finca tan pronto como 
sean despedidos, así como tienen el derecho de cesar en el servi- 
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cio cuando les convenga. Para este desahucio autoriza también el 
art. 1587 del Código civil, al conceder al dueño el derecho de des-
p oseerles, no sólo de los edificios, sino también de las herramientas 
de éste que ocuparen por razón de su cargo, haciendo extensiva 
esta disposición á los criados, menestrales, artesanos y demás tra-
bajadores asalariados. 
Según el Diccionario de la Lengua, se entiende por precario 
«lo que sólo se posee como en préstamo y á voluntad de su dueño». 
De acuerdo con esa significación forense de dicha palabra, todo el 
que sin ser en la actualidad dueño, ni usufructuario, ni arrendata-
rio, ni poder ostentar otro título que le dé derecho á disfrutar la 
finca, sea rústica ó urbana, en cuya posesión se halle, más que la 
tolerancia ó condescendencia del dueño actual de la misma, sin pa-
gar renta ni merced alguna, es considerado como tenedor precario 
y procede contra esa persona, cualquiera que sea, el juicio de des-
ahucio á voluntad del dueño, siempre que éste le requiera con un 
mes cje anticipación para que desocupe la finca, conforme á lo pre- 
venido en el núm. 3.° del art. 1565 y á lo declarado por el Tribu-
nal Supremo en sentencia de 21 de Abril de 1884, citada en el co-
mentario anterior, y en otras. 
ARTÍCULO 1566 
(Art. 1664 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En ningun caso se admitirán al demandado los re-
cursos de apelacion y de casacion, cuando procedan, 
si no acredita al interponerlos, tener satisfechas las 
rentas vencidas y las que con arreglo al contrato deba 
pagar adelantadas, 6 si no las consigna en el Juzgado 
ó Tribunal. 
En este caso se requerirá al demandante para que re-
ciba dichas rentas, dando resguardo á favor del arren-
datario, y si no quisiere recibirlas se depositarán en el 
establecimiento público correspondiente. 
El pago de las rentas se acreditará con el recibo del 
propietario, 6 de su administrador 6 representante. 
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ARTÍ CULO 1567 
(Art. 1565 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el arrendatario no cumpliese lo prevenido en el 
articulo anterior, se tendrá por firme la sentencia y se 
procederá á su ejecucion. 
Tambien se tendrá por desierto el recurso de casa-
ción interpuesto por el arrendatario, cualquiera que 
sea el estado en que se halle, si durante la sustancia -
cion del mismo dejare aquél de pagar los plazos quo 
venzan 6 los que deba adelantar. 
En estos dos artículos se reproduce y sanciona de nuevo la  re-
forma hecha en los arts. 662 y 667 de la ley de 1855, por la de 25 
de- Junio de 1867, por los motivos y con el objeto que hemos indi-
cado ya en la introducción del presente título. Es tan claro y ter-
minante el precepto de ambos, que no necesitan de explicación al-
guna para su recta inteligencia. Sólo advertiremos que el deman-
dado, á quien se refiere el art. 1566, es al que lo sea en concepto de 
inquilino, colono 6 arrendatario, como lo dice expresamente el 
1567, y lo confirma el 1718, núm. 4.° Cuando el desahucio se diri-
ja contra el administrador, encargado, guarda 6 portero de la fin-
ca, ó contra el que la tenga en precario, como la ley da por supues-
to que ninguno de éstos paga renta ó merced, sería absurdo exigir-
les lo que en estos artículos se previene. La obligación, pues, de 
acreditar tener satisfechas las rentas vencidas y las que deba pa-
gar adelantadas, para que sea admisible el recurso de apelación, ó 
el de casación en su caso, se impone tan sólo al que sea demanda-
do en concepto de arrendatario ó inquilino, y se ha de cumplir 
cualquiera que sea la causa del desahucio, como tiene declarado el 
Tribunal Supremo en sentencia de 29 de Octubre de 1890. Y ténga• 
se presente que para acreditar dicho pago, no se admite otra prue-
ba que el recibo del propietario 6 de su administrador ó represen-
tante, ó la consignación en el juzgado ó tribunal. 
En igual forma habrá de acreditarse ó realizarse el pago de los 
plazos que venzan durante la sustanciación del recurso de casación. 
Si el recurrente no llena oportunamente este requisito, se expone 
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á que so declare desierto el recurso, como tiene que acordarlo el 
Tribunal, luego que lo solicite la parte contraria. 
ARTÍCULO 1568 
(Art. 1566 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Todos los términos designados 'en este titulo para la 
sustanciacion de los juicios de desahucio y ejecucion de 
la sentencia, serán improrrogables, y trascurridos que 
fueren, se considerará perdido el derecho de que no se 
haya hecho uso, sin necesidad de escritos de apremio 
ni rebeldía. 
De conformidad con la reforma hecha en la ley procesal de 
1855 por la de 25 de Junio de 1867, se declara que son improrro-
gables todos los términos fijados por la ley para la sustanciación 
de los juicios de desahucio y ejecución de sus sentencias, con los 
mismos efectos que se atribuyeron á dichos términos por los ar-
tículos 311 y 312, cuyo comentario podrá consultarse. 
ARTÍCULO 1569 
(Art. 1567 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los Jueces de primera instancia observarán las pres-
cripciones establecidas para las Audiencias en el titu 
tulo XXI de este libro, en _ cuanto á la preparacion y 
 admision, en su caso, de los recursos de casacion que 
las partes traten de interponer, contra las sentencias 
que los mismos dicten en esta clase de juicios. 
En los juicios de desahucio, de que conocen en primera instan-
cia los jueces municipales, contra la sentencia que en la segunda 
dicte el juez de primera instancia del partido, se da el recurso de 
casación para ante el Tribunal Supremo, conforme á lo prevenido 
en el art. 1587. Al introducir esta novedad la ley de 18 de Junio 
de 1877, nada dispuso sobre su procedimiento, y para suplir esta 
omisión se adicionó en la ley actual el presente artículo. Todo lo 
que se dispone en el tít. 21, que es el que trata del recurso de ca-
sación, con relación å las Audiencias, han de observarlo los jueces 
de primera instancia en tales casos. Si el recurso es por infracción . 
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de ley, se preparará ante el juez de primera instancia que hubiere  
dictado la sentencia, dentro del término y en la forma que se pre-
viene en los arts. 1700 y siguientes; y si por quebrantamiento de  
forma, se interpondrá ante el mismo juez, el cual acordará lo que  
estime procedente sobre su admisión, confo ^me á lo dispuesto para  
las Audiencias en los arta. 1749 y siguientes, y los demás á que és  
tos se refieren, teniendo presente también lo que se ordena en el  
1566 sobre el pago de las rentas vencidas.  
SECCIÓN SEGUNDA  
DEL PROCEDIMIENTO PARA EL DESAHUCIO EN LOS JUZGADOS 
MUNICIPALES 
ARTÍCULO 1570 
^n los casos en que con arreglo á lo dispuesto en el 
art. 1562 corresponda á los Jueces municipales cono-
cer del desahucio en primera instancia, se sustanciará 
este juicio por los trámites establecidos para los ver-
bales, con las modificaciones contenidas en los artícu-
los siguientes. 
Art. 1568 de la ley para Cuba y Puerto Rico. — (La referencia es al  
art. 1560 de esta ley, sin otra variación.) 
 
En esta sección se ordena el procedimiento para la primera y  
segunda instancia de los juicios de desahucio, cuyo conocimiento 
 
corresponda á los jueces municipales, conforme á lo dispuesto en 
 
el art. 1562, con apelación al de primerarinstancia del partido. Pre-
viénese en el presente artículo que dichos juicios se sustanciarán 
 
por los trámites establecidos para los verbales, con las modificacio-
nes contenidas en los artículos 1571 y siguientes de esta misma 
 
sección. Esas modificaciones están ajustadas á las reglas que para 
el mismo procedimiento se establecieron en el art. 1.° de la ley de 
18 de Junio de 1877, al conceder por primera vez dicha compe-
tencia á los jueces municipales. Aunque por el método y claridad 
.con que están redactadas, bastará atenerse al texto de la ley para 
aplicarlas rectamente, haremos las observaciones convenientes en 
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el comentario de cada articulo, llamando la atención sobre las di-
ferencias que existen entre el procedimiento de estos juicios y el 
de los verbales. 
En la regla 3.a del art. 1.° de la ley antes citada de 1877 se 
previno que «los litigantes están dispensados en estas demandas 
de la representación de procurador, de la dirección de letrado y de 
la celebración de acto previo de conciliación». Esta misma decla-
ración se hizo ya en los arts. 4.°, núm. 2.°, 10, núm. 2.°, y 460, nfi-
mero 8.° , de la presente ley, lo cual ha excusado de repetirla en 
este lugar. 
ARTÍCULO 1571 
El actor redactará la demanda con sujecion á lo pre-
venido en el art. 720, acompañando la copia 6 copias 
que en él se previenen. 
Art. 1569 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es al 
art. 719 de esta ley, sin otra novedad.) 
ARTÍCULO 1572 
Presentadas las papeletas, el Juez mandará convo-
car al actor y al demandado á juicio verbal, señalando 
al efecto dia y hora, que no podrán alterarse sino por 
causa alegada, y que el mismo Juez estime. 
Dicho dia deberá ser dentro de los seis siguientes al 
de la presentacion de las papeletas; pero mediando 
siempre tres dial por lo ménos entre el juicio y la ci-
tacion del demandado. 
La cédula de citacion para la comparecencia, se ex-
tenderá á continuation de la copia de la demanda, que 
será entregada al demandado en la forma prevenida 
en el art. 722. 
Art. 1570 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo ?[- 
timo es al art. 721 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1573 
(Art. 1571 para Cuba y Puerto Rico.) 
La citacion se hará al demandado en su persona. Si 
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no pudiere ser habido despues de dos diligencias en su 
busca con intervalo de seis horas, se le dejará en su 
casa la cédula citándole para el juicio, la cual se entre-
gará al pariente más cercano, familiar ó criado mayor 
de catorce años, que se hallare en la casa; y no encon-
trando á nadie en ella, al vecino más inmediato. 
Al mismo tiempo, se entregará la copia simple de la 
demanda al demandado ó á la persona á quien se deje 
la cédula de citacion. 
ARTÍCULO 1574 
(Art. 1572 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si no se encontrare el demandado en el lugar del 
juicio, ó no tuviera en él su domicilio, se entenderá la 
citacion con su representante, constituido por medio 
de poder: si no lo tuviere, con la persona que esté en- 
cargada en su nombre del cuidado de la finca; y si 
tampoco la hubiere, se librará el oportuno exhorto ú 
orden para citarlo, al Juez del pueblo de su domicilio 
ó residencia. 
En este último caso, el Juez señalará el término su-
iciente, atendidas las distancias y dificultades de las 
comunicaciones, para la comparecencia al juicio verbal. 
Este término no podrá pasar de un dia por cada 30 
kilómetros, sin que el total para la comparecencia pue-
da exceder de veinte dias. 
ARTÍCULO 1575 
(Art. 1573 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los casos á que, se refiere el artículo precedente, 
se apercibirá al demandado, al hacerle la citacion, de 
que no compareciendo por sf ó por legítimo apoderado, 
se declarará el desahucio sin más citarlo ni oírlo. 
ARTÍCULO 1576 
(Art. 1574 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el demandado no tenga domicilio fijo y se 
ignore su paradero, se hará la citacion en los estrados 
s 
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del Juzgado para qué comparezca al juicio verbal, bajo 
el apercibimiento que prescribe el artículo anterior. 
ARTÍCULO 1577 
(Art. 1575 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el demandado que estuviere en el lugar del juicio, 
no compareciere á la hora señalada, se le volverá á ci-
tar en la misma forma, para el dia inmediato, aperci-
biéndole al practicar esta diligencia si fuere habido, y . 
si no en la cédula que se le dejare, que de no concur-
rir al juicio se le tendrá por conforme con el desahu-
cio, y se procederá sin más citarlo ni oirlo, á desalo-
jarlo de la finca. 
Esta segunda citacion, no se hará á los ausentes. 
ARTÍCULO 1578 
Si no compareciere el demandado que se hallare en 
el lugar del juicio despues de la segunda citacion, ni 
el ausente despues de la primera, el Juez dictará sen-
tencia inmediatamente, declarando haber lugar al de-
sahucio, y apercibiendo de lanzamiento al demandado, 
si no desaloja la finca dentro del término correspon-
diente de los señalados en el art. 1596. 
Art. 1576 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1594 
de esta ley, sin otra variación.) 
De la demanda para el juicio de desahucio, cuyo conocimiento 
corresponda al juez municipal; de la citación del demandado y for-
ma en que ha de hacerse según los casos que pueden ocurrir; de los 
efectos que produce su falta de comparecencia al juicio, y del fallo 
que ha de dictarse en este caso, tratan estos ocho artículos, orde-
nando esos procedimientos con toda claridad y de conformidad con 
las reglas que ya se hallaban establecidas en las leyes anteriores. 
Al examinarlos, indicaremos las modificaciones que introducen en 
el procedimiento ordenado por esta misma ley para los juicios ver• 
bales, y cuyo procedimiento ha de seguirse, en lo que no esté mo-
dificado, conforme á lo prevenido en el art. 1570. 
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Demanda.—Ha de redactarse con sujeción á lo prevenido en 
el art. 720, acompañando la copia ó copias que en él se previenen. 
Así lo ordena el art. 1571, Primero de este comentario; de suerte 
que no se establece diferencia alguna de forma entre estas deman-
das y las de los juicios verbales. Véase, pues, dicho art. 720 y su 
comentario (pág. 503 y siguientes del tomo 3.°); pero teniendo 
presente, en cuanto al papel timbrado en que debe extenderse la 
papeleta de la demanda que ha de quedar en los autos, que en el 
art. 98 de la nueva ley del Timbre de 15 de Septiembre de 1892, 
adicionando el 36 de la anterior de 1881, se declara expresamente 
que los juicios de desahucio l;an de extenderse en papel timbrado 
de un mismo precio, y con arreglo á la cuantía litigiosa, con Suje-
ción á la escala que rige para todos los asuntos judiciales. Por 
tanto, no puede extenderse siempre dicha papeleta en el papel tim 
orado de 75 céntimos de peseta, establecido para los juicios ver- 
bales, sino en el que corresponda á la cuantía litigiosa. En dicha 
ley se ha sancionado la declaración que hizo sobre este punto la 
Dirección de Rentas estancadas en 23 de Junio de 1882, inserta 
en la nota de la pág. 491 del tomo 1.° de esta obra. 
Presentada la papeleta con las copias y llenados los requisitos 
indicados en el comentario antes citado, dictará el juez municipal 
providencia á continuación de aquélla convocando al actor y al de- 
mandado á juicio verbal, señalando al efecto día y hora dentro de 
los seis siguientes, pero debiendo mediar tres días por lo menos 
entre el acto del juicio y la citación del demandado. Así lo dispo-
ne el art. 1571, modificando en este punto lo que para los juicios 
verbales estableció el 726, que será aplicable, como el 727, en lo de-
más que disponen. Dicha providencia se notificará al demandante 
en la forma ordinaria, y para citar al demandado en la forma que 
luego se dirá, según los casos, el secretario extenderá á continua-
ción de la papeleta que contenga la copia de la demanda, la cédu 
la de citación con los requisitos que previene el art. 722, aunque 
no con la prevención que en él se ordena, sino, en su caso, con el 
apercibimiento que establecen los artículos 1575, 1576 y 1577. 
Citación del demandado.—Ha de hacérsele en su persona, siem-
pre que sea posible, llevándola á efecto el secretario ó el alguacil 
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del juzgado municipal, como se previene en el art. 722, y en la 
forma que en él se ordena. Pero puede suceder que no se encuentre 
al demandado á la primera diligencia en su busca, ó que tenga su 
domicilio en otro lugar, ó que no tenga domicilio fijo y se ignore 
su paradero: todos estos casos están previstos en los arts. 
 1573 al 
1576, ordenándose lo que ha de hacerse en cada uno de ellos con 
tal claridad y precisión, que basta atenerse á su texto para aplicar-
los rectamente, completando cualquier deficiencia con lo que se dis-
pone para los juicios verbales en los arts. 722 al 725, si bien con las 
modificaciones introducidas por aquéllos. 
Estas modificaciones consisten en la necesidad de practicar se-
gunda diligencia en busca del demandado, que se halle ó tenga su 
domicilio en el lugar del juicio, con intervalo de seis horas, cuando 
no se le hubiere encontrado al buscarle por primera vez para ha-
cerle la citación personalmente, como lo ordena el art. 1573, de 
acuerdo con el 640 de la ley de 1855: en la que establece el artícu-
lo 1574, de acuerdo también con el 641 de dicha ley, de entenderse 
la citación con el apoderado ó encargado de la finca, cuando el de-
mandado esté ausente del lugar del juicio y no tenga en él su domi-
cilio, aunque se sepa su paradero; y la de hacerse la citación en los 
estrados del juzgado, como previene el art. 1576, cuando el deman- 
dado no tenga domicilio fijo y se ignore su paradero. En este últi-
mo caso, la citación se hará en la forma que ordena el art. 282, y 
no por medio de los edictos que previene el 725 para los juicios 
verbales. Y para que haga el secretario la citación en esta forma, 
deberá acordarlo el juez, si resulta de los autos por manifestación 
del demandante, fundada en la notoriedad del hecho, ó por diligen- 
cia del actuario, que el demandado no tiene apoderado ni persona 
encargada del cuidado de la finca, que no es conocido su domicilio 
ó que no lo tiene fijo y se ignora su paradero, pues si se sabe dónde 
se halla ó cuál sea su domicilio, deberá citársele en la forma ordi-
naria por medio de exhorto ó de oficio, conforme al art. 1571. 
Efectos de la falta de comparecencia: sentencia que ha de dic-
tarse en este caso.--Hecha la citación del demandado en debida 
forma, se procederá á la celebración del juicio verbal en el día y 
hora sefialados, si comparecen ambas partes. No compareciendo 
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el demandante, se le tendrá por desistido en la celebración del jui-
cio, con lo demás que previene para este caso el art. 728 y con el 
procedimiento que hemos expuesto en su comentario. Y cuando no 
comparezca el demandado, no ha de continuarse el juicio en su re-
beldía, sin volver á citarlo, como para los verbales se ordena en el 
art. 729, pues esta disposición no es aplicable á los de desahucio, 
en razón á que ha sido modificada por los arts. 1577 y 1578, últi-
mos de este comentario, y ha de observarse por tanto el procedi-
miento especial que en ellos se establece. 
• 	 Según el 1577, en el que se reproduce literalmente el 645 de 
la ley de 1855, cuando no comparezca á la hora señalada el deman-
dado, que, por hallarse en el lugar del juicio, ó tener en él su do-
micilio, haya sido citado conforme á lo prevenido en el art. 1573, 
«se le volverá á citar en la misma forma para el día inmediato, 
apercibiéndole al practicar esta diligencia si fuere habido, y si no 
en la cédula que se le dejare, que de no concurrir al juicio 
se le tendrá por conforme con el desahucio, y se procederá, sin 
más citarlo ni oirlo, á desalojarlo de la finca». Y se añade, que 
«esta segunda citación no se hará á los ausentes», comprendien-
do bajo esta denominación á todos los demandados que, por no 
hallarse ni tener su domicilio en el lugar del juicio, hubieren sido 
citados en la persona de su apoderado, ó en la encargada de la 
finca, ó por medio de exhorto, ó en los estrados del juzgado, con-
forme á lo prevenido en los arts. 1574 al 1576. 
Para ejecutar lo que ordena dicho art. 1577, á continuación de 
la diligencia en que se acredite la falta de comparecencia del de-
mandado, y en el mismo acto, dictará el juez providencia mandan-
do se le vuelva á citar para el día siguiente habil, con señala-
miento de hora y local, y bajo el apercibimiento antes indicado. 
El actuario procederá también sin . dilación á llevarlo á efecto, 
constituyéndose para ello en el domicilio del demandado, á quien 
hará la citación personalmente por medio de cédula, si fuere habi-
do; y no encontrándole, dejará desde luego la cédula al pariente, 
familiar, criado ó vecino, sin necesidad de segunda diligencia en 
busca, conforme á la regla general del art. 266, y puesto que la 
ley no exige esa segunda diligencia para el presente caso; lejos de 
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ello, previene que se le deje la cédula si no fuere habido al bus-
carle para hacerle personalmente la citación. Además, esa dilación 
sería incompatible las más de las veces con la brevedad del térmi-
no que se concede para la comparecencia. 
En el art. 1578, último de este comentario, en el que se repro-
duce también el 646 de la ley de 1855, se ordena que cuando no 
comparezca, en el día y hora señalados, el demandado que se 
hallare en el lugar del juicio después de la segunda citación pre- 
venida en el arlículo anterior—y lo mismo habrá de entenderse 
respecto del que tenga su domicilio en el mismo lugar—ni el 
ausente después de la primera, el juez dictará sentencia inmediata-
mente, y por tanto á continuación de la diligencia en que se  acre-
dite la no comparecencia del demandado, sin citación de las partes, 
y sin ningún otro trámite ni dilación, declarando haber lugar al 
desahucio y apercibiendo de lanzamiento al demandado si no des-
aloja la finca dentro del término correspondiente de los señalados 
en el art. 1596. Esta declaración está en armonía con el apercibi-
miento que se hizo previamente á todos esos demandados, conforme 
á los arts. 1575, 1576 y 1577; en su virtud, supone la ley la con-
formidad del demandado, y ordena al juez que sin más trámites 
dicte sentencia declarando haber lugar al desahucio. 
Pero al ordenarlo así la ley, parte también del supuesto de que, 
en cumplimiento de los arts. 503 y 504, el actor habrá presentado 
los documentos en que funde su derecho, y que acrediten ser parte 
legítima para promover el juicio, conforme al art. 1564; que el 
demandado se halla en alguno de los casos del 1565, y que concu-
rre alguna de las causas que dan lugar al desahucio. Habiéndose 
llenado estos requisitos, y hecha en forma la citación, cabe la pre-
sunción legal de la conformidad del demandado que no comparece r 
ó de ser justa la demanda: no así en el caso contrario, y como en-
tonces á la rebeldía del demandado, base de dicha presunción le-
gal, precede el vicio que hace ineficaz la demanda, tenemos por 
justo y procedente que el juez la rechace, fundándose en ser im-
procedente la demanda de desahucio, y no ser aplicable por tanto 
la disposición del art. 1578. 
Como es verbal el juicio de que se trata y ha de redactarse la 
1 
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demanda con sujeción á lo prevenido en el art. 720, pudiera ocu - 
rrir que el actor no se crea obligado á presentar con ella los docu-
mentos en que funde su derecho, por no exigirlo dicho artículo, y 
que se reserve hacerlo en el acto de la comparecencia, para lo cual 
le autorizan los arts. 730 y 1579. Cuando esto ocurra, creemos 
conforme á la ley qne el juez admita la prueba pertinente que 
el demandante ofrezca en dicho acto, practicándola sin nueva 
citación del demandado que no haya comparecido, y extendida 
la oportuna acta de su resultado, á continuación y sin más dilacio-
nes el juez dictará la sentencia que previene el art. 1578. También 
podrá acordar, para mejor proveer, cualquiera de las diligencias 
que permite el 340. 
Indicaremos, por último, que respecto de la sentencia que se 
dicte en el caso del art. 1578, creemos aplicable . lo que se dispone 
en los arts. 1581 y siguientes para su notificación, condena de cos-
tas, apelación en ambos efectos y la segunda instancia. 
ARTICULO 1579 
(Art. 1577 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Concurriendo las partes al juicio verbal, expondrán 
en él por su 6rden lo que á su derecho conduzca, y for-
mularán en el acto toda la prueba que les convenga. 
Admitida la que se estime pertinente, se practicará 
dentro del plazo fijado por el Juez, que no podrá ex-
ceder de seis dias. 
Cuando la demanda de desahucio se funde en la fal-
ta de pago del precio estipulado, no será admisible 
otra prueba que la confesion judicial, 6 el documento 
ó recibo en que conste haberse verificado dicho pago. 
ARTICULO 1580 
(Art. 1578 para Cuba y Puerto Rico.) 
Al dia siguiente de practicada la prueba, se unirá á 
los autos, y el Juez citará á las partes para la conti-
uuacion del juicio verbal en el inmediato, en el que 
las oirá, 6 á la persona que elijan para hablar en su 
nombre, extendiéndose acta de ello. 
^ 
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ARTÍCULO 1581 	 • 
El Juez, dentro de los tres dias siguientes al de la 
 
terminacion del juicio verbal, dictará sentencia, decre-
tando haber 6 no lugar al desahucio, y apercibiendo 
 
en el primer caso al demandado de lanzamiento si no 
 
desaloja la finca dentro de los términos establecidos 
 
en el art. 1596.  
Esta sentencia se notificará al demandado en su per-
sona 6 por cédula, si residiere en el lugar del juicio. 
 
En los demás casos se notificará en estrados, parándo-
le el mismo perjuicio que si se hiciere en su persona.  
Art. 1579 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del primer pd- 
rrafo es al art. 1594 de esta ley, sin otra variación.)  
ARTÍCULO 1582 
(Art. 1580 para Cuba y'Puerto Rico.) 
La sentencia llevará consigo, segun se declare haber 
 
lugar 6 no al desahucio, expresa cóndenacion de costas 
 
al demandado 6 al demandante. 
 
ARTÍCULO 1583 
La sentencia será apelable en ámbos efectos para  
ante el Juez de primera instancia del partido, pudien-
do interponerse la apelacion, dentro de tercero dia, por  
medio de escrito, 6 de comparecencia.  
Si la apelacion se hubiere interpuesto ..por el deman-
dado, el Juez no admitirá el recurso si no hubiere cum-
plido lo que se previene en el art. 1566.  
Art. 1581 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo se- 
gundo es al art. 1564 de esta ley, sin otra novedad.)  
ARTÍCULO 1584  
(Art. 1582 para Cuba y Puerto Rico.) 
Admitida la apelacion, se remitirán los autos dentro  
de veinticuatro horas al Juez de primera instancia del 
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partido, con emplazamiento de las partes por término 
de ocho dias, pàra que comparezcan, si les conviniere, 
á usar de su derecho. 
Ordénase en estos artículos el procedimiento para la celebra-
ción del juicio verbal, prueba, sentencia y apelación, en los juicios 
de desahucio de que conozcan en primera instancia los jueces mu- 
nicipales, cuando comparecen ambas partes en el día y hora seña-
lados. Coneuerdan con las reglas 8.a, 9.' y 12 del art. 1.° de la ley 
de 18 de Junio de 1877, aceptando el procedimiento que éstas es-
tablecieron para el caso de que se trata. La claridad y buen sen-
tido práctico con que están redactados, y por ser análogo este pro-
cedimiento al ordenado para los juicios verbales en los artículos 
730 al 733, en cuyo comentario lo hemos explicado (págs. 511 y 
siguientes del tomo 3.°), nos permite remitirnos al texto de la ley 
y á lo expuesto en dicho comentario, sin dar más extensión al pre-
sente. Sin embargo, convendrá llamar la atención sobre las modi-
ficaciones hechas en este procedimiento con relación al de los jui-
cios verbales. 
La comparecencia de las partes, ó sea el acto del juicio verbal, 
ha de celebrarse del mismo modo en unos y otros juicios, con su-
jeción á lo que se ordena en el art. 730, que sirve de complemento 
al 1579. Después de exponer las partes por su orden lo que á su 
derecho conduzca, han de proponer y formular en el mismo acto 
toda la prueba que les convenga, de suerte que no puede admi-
tirse la que no se hubiere propuesto en dicho acto. El juez admi-
tirá la que estime pertinente, y recibirá la que se presente en el 
acto, consignándose en el acta las declaraciones de los testigos y 
uniendo á los autos los documentos. Pero si por cualquier motivo 
no pudiera realizarse en esta forma, el juez fijará el plazo, dentro 
del cual haya de practicarse la prueba que hubiere admitido, cuyo 
plazo no podrá exceder de seis días improrrogables. En tal caso, 
no habrá necesidad de continuar la comparecencia ó el juicio ver-
bal en el día siguiente y sucesivos á fin de practicar la prueba, como 
se hace en los verbales; sino que ésta se recibirá por separado, en 
la forma establecida para los juicios declarativos, como lo da á en- 
a 
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tender el art. 1580, al ordenar, que «al día siguiente de practicada 
la prueba, se unirá á los autos, y el juez citará á las partes para 
la continuación del juicio verbal en el inmediato». 
Puede utilizarse cualquiera de los medios de prueba permiti-
dos para los juicios declarativos; pero cuando la demanda de de-
sahucio se funde en la falta de pago del precio estipulado, para im-
pugnar este hecho no puede admitirse otra prueba que la confe-
sión judicial del demandante, ó el documento ó recibo en que 
conste haberse verificado el pago. Para la prueba que haya de 
practicarse dentro del plazo fijado por el juez, deberá ser citada 
la parte contraria; pero esta citación se acordará y llevará á efecto 
en el mismo acto del juicio verbal en que aquélla sea admitida, 
haciéndolo constar en el acta. 
Al día siguiente de practicada la prueba ó de haber espirado 
el término concedido para hacerla, acordará el juez de oficio que 
se una á los autos la que se hubiere practicado y que se cite á las 
partes para la continuación. del juicio verbal precisamente en el 
día inmediato, con señalamiento de la hora en que hayan de com-
parecer. En este acto expondrán las partes por su orden lo que 
estimen conducente á su derecho, esto es, informarán de palabra 
por sí mismas ó por medio de la persona que elijan para hablar 
en su nombre, extendiéndose acta de haberlo verificado, con ex-
presión sucinta de las pretensiones de las partes, la que firmarán 
todos los concurrentes. 
Terminado el juicio verbal con esta segunda comparecencia, ó 
en la primera cuando no se hubiere concedido término para la 
prueba, dentro de los tres días siguientes dictará el juez senten-
cia, sin nueva citación de las partes ni otro trámite, declarando 
haber ó no lugar al desahucio. En el primer caso, apercibirá al 
demandado de lanzamiento si no desaloja la finca dentro del tér-
mino correspondiente de los señalados en el art. 1596, y en su caso, 
conforme al 1597, y le condenará expresamente en las costas. Esta 
condena se impondrá al demandante si no se da lugar al desahu-
cio. Así lo disponen los arts. 1581 y 1582, modificando lo dispues-
to en el 731 para los juicios verbales en cuanto al término para 
dictar sentencia. 
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Respecto de la condena de costas, téngase presente que la dis-
posición del art. 1582 se refiere claramente á las costas de la pri-
mera instancia, y no rige para las de la segunda, en la que, cuan-
do es revocada la sentencia apelada, ninguna de las partes debe 
dar costas á la otra, como tiene declarado el Tribunal Supremo eu 
sentencias de 27 de Septiembre de 1886 y 5 de Enero de 1888. De 
suerte que si en la primera instancia no se da lugar al desahucio 
condenando en costas al demandante, y es revocada esta senten-
cia en la segunda instancia dando lugar al desahucio, deben impo-
nerse al demandado todas las costas de la primera instancia, en 
cumplimiento de dicho artículo, pero no las de la segunda, de las 
que cada parte pagará las causadas á su instancia. 
Según el párrafo 2.° del art. 1581, que concuerda con el 649 
de la ley de 1855, la sentencia que recaiga en el juicio de desahu-
cio, ha de notificarse al demandado en su persona, ó por cédula á 
la primera diligencia en busca, si residiere en el lugar del juicio; 
y en los demás casos se le notificará en estrados, parándole el mis-
mo perjuicio que si se hiciere en su persona. Aunque la disposi- 
ción que examinamos, dice esta sentencia, refiriéndose á la que se 
dicta cuando ambas partes han comparecido al juicio verbal, es 
evidente que sólo tendrá aplicación en el caso del art. 1578, cuan-
do no hubiere comparecido el demandado, pues sólo entonces habrá 
que notificarle en estrados, si no tiene su residencia en el lugar del 
juicio; pero cuando hayan comparecido ambas partes, por sí ó por 
medio de procurador, á las dos ha de notificarse la sentencia en la 
forma ordinaria, y como ninguna de ellas se ha constituido en re-
beldía, no cabe dicha notificación en estrados. 
Indicaremos, por último, que en estos juicios, como en los ver-
bales, la sentencia es apelable en ambos efectos, dentro de tercero 
día, por medio de escrito ó de comparecencia, para ante el juez de 
primera instancia del partido, al que han de remitirse los autos sin 
dilación, dentro de veinticuatro horas, con emplazamiento de las 
partes por término de ocho días para que comparezcan, si les convi-
niere, á usar de su derecho. Así se ordena en los dos últimos artícu-
los de este comentario, añadiendo, de conformidad con la regla ge-
neral establecida en el 1566, que cuando la apelación se interponga 
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por el demandado, el juez no admitirá el recurso, si no acredita, al 
interponerlo, con el recibo del dueño 6 de su administrador, tener 
s atisfeehas las rentas vencidas y las que deba pagar adelantadas, 
6 si no las consigna en el juzgado, según se previene en dicho ar-
tículo 1566. 
ARTfCULO 1585 
No compareciendo el apelante dentro de dicho tér-
mino, se acordará de oficio lo que ordena el art. 734. 
Si compareciere en tiempo, se hará constar por dili-
gencia, y el Juez de primera instancia mandará, sin 
dilacion, convocar á las partes á comparecencia dentro 
de tercero dia. 
Esta citacion se hará en persona á los que hubieren 
comparecido en la segunda instancia, y en los estrados 
del Juzgado á los demás. 
Art. 1583 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia del 
párrafo 1.° es al art. 733 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1586 
(Art. 1584 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el dia y hora señalados para la comparecencia, 
el Juez oirá á las partes, é á sus procuradores si se 
presentaren, extendiéndose acta; y sin admitir más 
prueba que la que, propuesta en primera instancia, 
no hubiera podido practicarse, dictará sentencia dentro 
de tercero dia. 
En estos dos artículos se ordena el procedimiento para la  se-
gun da instancia de los juicios de desahucio, que son de la compe-
tencia de los jueces municipales. Este procedimiento es igual al 
establecido para igual instancia de los juicios verbales en los ar-
tículos 734, 735 y 736, siendo aplicable al presente caso la doctri-
na expuesta al comentarlos (págs. 523 y siguientes del tomo 3.°). 
Pero téngase presente la modificación que introduce el art. 1586, 
según el cual, en la segunda instancia de estos juicios, sólo es ad-
misible la prueba que, propuesta en la primera, no hubiere podido 
TOMO VI 	 6 
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practicarse en ella, siempre que esto suceda por cualquier causa 
que no sea imputable al que lo solicitare, como se previene en el 
art. 862, núm. 2.° Y es de advertir asimismo, que aunque también 
es aplicable á este caso la disposición del art. 737 para la devolu-
ción de los autos al juzgado municipal en la forma que en él se 
ordena, como contra estas sentencias concede el art. 1587 el re-
curso de casación, para devolver los autos habrá que esperar á que 
transcurran los diez días improrrogables que para preparar ó in-
terponer dicho recurso, según los casos, señalan los arts. 1700 y 
1749, y así lo previene el 1588. 
Téngase también presente que la ley no ordena ni exige en es-
tos juicios la citación de las partes para sentencia, bastando la que 
ha de hacerse para la comparecencia ante el juez de primera ins-
tancia, conforme al art. 1585, puesto que, según el 1586, celebrada 
la comparecencia, debe el juez dictar sentencia dentro de tercero 
día. Por consiguiente, en estos casos, no puede fundarse el recurso 
de casación por quebrantamiento de forma en la falta de citación 
para sentencia, como tiene declarado el Tribunal Supremo en sen-
tencia de 27 de Junio de 1894 y en otras. 
ARTÍCULO 1587 
Contra la sentencia de segunda instancia, á que se 
refiere el articulo anterior, no se dará otro recurso que 
los de casacion por infraccion de ley y por quebran-
tamiento de forma, si la renta anual de la finca obje-
to del desahucio excediere de 1.500 pesetas. No pasan-
do de esta suma, sólo procederá el segundo de dichos 
recursos. 
Art. 1585 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(«Si la renta anual de 
la finca objeto del desahucio excediere de 5.000 pesetas», dice, 
en vez de las 1.500 que se fijan para la Peninsula: en todo lo denufs 
son iguales ambos artículos.) 
Concuerda sustancialmente este artículo con la regla 16 del 
art. 1.° de la ley de 18 de Junio de 1877. Su precepto es tan claro, 
que no necesita de explicación alguna. Téngase también presente 
lo que se dispone en los arts. 1569 y 1566. 
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ARTÍCULO 1588 
(Art. 1586 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que trascurra el término legal sin haber se 
interpuesto 6 preparado el recurso de casacion, se 
 de-
volverán los autos al Juzgado municipal con testimonio 
de la sentencia para su ejecucion. 
Pasados los diez días improrrogables que concede la ley para 
 preparar el recurso de casación por infracción de ley, ó interponer 
el de quebrantamiento de forma, sin haberlo verificado ninguna de 
las partes, de derecho queda firme la sentencia, conforme á la regla 
general del art. 312, y como se previene expresaménte en los ar-
tículos 1700 y 1749. Por eso se ordena en el presente que en tal 
caso se devuelvan los autos al juzgado municipal con testimonio de 
la sentencia para su ejecución, como debe hacerse también cuando 
se declare desierta la apelación por no haber comparecido el ape-
lante. El juez de primera instancia decretará de oficio dicha devo-
lución luego que transcurra el término, y se llevará á efecto dentro 
de segundo día, poniendo el actuario al pie del testimonio nota cir-
cunstanciada de las costas, si hubiere habido condena, para su 
exacción, como se previene en el art. 737, y se ha expuesto en su 
comentario. 
SECCIÓN TERCERA 
DEL PROCEDIMIENTO PARA EL DESAHUCIO EN LOS JUZGADOS DE 
PRIMERA INSTANCIA 
Ordénase en esta sección el procedimiento para la primera y la 
segunda instancia de los juicios de desahucio, cuando en aquélla 
corresponde su conocimiento á los jueces de primera instancia, con 
apelación á la Audiencia del territorio. Cuáles sean estos casos, de-
terminados están concretamente en el art. 1563 y explicados en su 
comentario. Pero no todos están subordinados á un, mismo proce -
miento: á este efecto se dividen en dos grupos, como veremos en 
los dos comentarios que siguen, y lo hicieron también las leyes an-
teriores de 1855 y 1867. 
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ARTÍCULO 1589 
Cuando la demanda de desahucio se funde en alguna 
de las causas, y en los casos á que se refiere el núme-
ro 1.0 del art. 1563, se sustanciará en juicio verbal, em-
pleándose el mismo procedimiento establecido en la 
seccion anterior para los que se celebren ante los 
Jueces municipales, sin otras modificaciones que las 
siguientes: 
l.a La demanda se presentará por escrito en el pa-
pel sellado que corresponda, y formulada conforme á 
lo prevenido para el juicio ordinario. 
2.0. El juicio verbal se celebrará dentro de los ocho 
dias siguientes al de la presentacion de la demanda, 
mediando cuatro dias por lo ménos entre dicho juicio 
y la citacion del demandado. 
Art. 1587 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al 
núm. 1.° del art. 1561 de esta ley, y en vez de «juicio ordinario», 
se dice «juicio declarativo », sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1590 
Cuando la demanda se funde en la infraccion de 
cualquiera de las condiciones estipuladas en el contra-
to de arrendamiento, que no sea de las enumeradas en 
el art. 1562, se sustanciará tambien en juicio verbal 
ante el Juez de primera instancia, conforme á lo pre-
venido en el articulo anterior. 
Art. 1588 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1560 
de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1591 
La sentencia que dicte el Juez de primera instancia 
en los casos de los dos artículos que preceden, será 
apelable en ambos efectos. 
Admitida la apelacion, si se hubiere llenado el re-
quisito prevenido en el art. 1566, en el caso de haberla 
interpuesto el *demandado, se remitirán los autos sin 
dilacion al Tribunal superior, á costa del apelante, 
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con emplazamiento'de las partes, por término de diez 
dial. 
Art. 1589 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo 2.° 
es al art. 1564 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTICULO 1592 
La segunda instancia se sustanciará en estos casos  
por los trámites establecidos para las apelaciones de  
los juicios de menor cuantía en los artículos 705 y si-
guientes.  
Art. 1590 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es á los artícu- 
los 704 y siguientes de esta ley, sin otra variación.)  
Estos cuatro artículos establecen el procedimiento para la pri-
mera y segunda instancia, en los casos en que la demanda tenga  
por objeto: 1. 0, el desahucio de un establecimiento mercantil ó fa-
bril; 2.°, el de una finca rústica cuyo arrendamiento exceda de  
1.500 pesetas anuales, aunque se funde la demanda en alguna de  
las causas señaladas en el art. 1562, como de la competencia de los 
 
jueces municipales, ó sea, en haber espirado el término convencio-
nal ó legal, y en su caso, el del aviso previo, ó en la falta de pago 
 
del precio convenido; y 3.° cuando la demanda, respecto á toda  
clase de fincas, se funde en la infracción de cualquiera otra de las 
 
condiciones estipuladas en el contrato de arrendamiento.  
En todos estos casos ha de formularse la demanda por escrito,  
conforme á lo prevenido para el juicio declarativo de mayor cuan-
tía en el art. 524, acompañando los documentos prevenidos en los 
 
arts. 503 y 504, y las correspondientes copias de aquélla y de éstos;  
ha de comparecerse por medio de procurador y con dirección de 
 
letrado, sin necesidad de intentar el acto de conciliación, y ha de  
emplearse en todas las actuaciones el papel timbrado correspon-
diente á la cuantía del negocio. Presentada la demanda, el juez de  
primera instancia dictará providencia sin dilación, mandando con-
vocar al actor y al demandado á juicio verbal, con señalamiento de 
 
día y hora dentro de los ocho días siguientes al de la presentación  
de aquélla, mediando cuatro días por lo menos entre dicho juicio y  
^ 
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la citación del demandado. Esta se practicará y el juicio verbal se 
celebrará empleando el procedimiento establecido en la sección an-
terior para los juicios que se celebran en primera instancia ante 
los jueces municipales, de suerte que son aplicables á este caso to-
das las disposiciones contenidas en los arts. 1573 al 1582 inclusive, 
con la doctrina expuesta al comentarlos. Esto es lo que disponen 
los dos primeros artículos de este comentario, de acuerdo sustan-
cialmente con lo establecido en el art. 639 de la ley de 1855, tal 
como quedó reformado por la de 25 de Junio de 1867. 
Según el art. 1591, la sentencia que ponga término á dicho 
juicio verbal de desahucio, es apelable en ambos efectos; y como 
no se establece forma ni término especial para esta apelación, de-
berá seguirse la regla general, interponiéndola por escrito dentro 
de los cinco días que concede el art. 382. Cuando la interponga el 
demandado, no puede , admitirla el juez si aquél no ha llenado el re-
quisito prevenido en el art. 1566, de acreditar tener satisfechas las 
rentas vencidas y las quo deba adelantar. Y admitida la apelación, 
han de remitirse los autos sin dilación á la Audiencia del territo-
rio en la forma ordinaria, á costa del apelante, con emplazamiento 
de las partes por término de diez días para que comparezcan, si les 
interesa, ante dicho tribunal. 
Previene, por último, el art. 1592, que en estos casos se sustan-
ciará la segunda instancia por los trámites establecidos para las 
apelaciones de los juicios de menor cuantía en los artículos 705 y 
siguientes hasta el 713. Véanse, pues, dichos artículos y su comen-
tario, teniendo presente la reforma hecha en el 710 por la ley de 
11 de Mayo de 1888, y que no deben devolverse los autos al juz-
gado de primera instancia hasta que transcurran los diez días 
para preparar ó interponer el recurso de casación que permite el 
art. 1587. 
ARTICULO 1593 
Cuando se funde la demanda de desahucio en cual-
quiera otra causa que no sea de las expresadas en los 
artículos 1562 y 1590, el Juez de primera instancia
. 
convocará tambien á las partes á juicio verbal, obser-
vándose lo prevenido en el art. 1589. 
^ 
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Si compareciendo el demandado conviniese con el  
demandante en los hechos, dictará el Juez sentencia . 
sin más trámites, declarando haber lugar al desahucio, 
 
si lo estimase procedente.  
No compareciendo el demandado, se le tendrá por 
 
conforme con los hechos expuestos en la demanda, y  
se dictará en su rebeldía la sentencia antedicha.  
Esta sentencia será apelable en ámbos efectos, con 
 
aplicacion de lo que se ordena en los dos artículos que 
 
preceden.  
Art. 1591 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La primera referen- 
cia es d los arts. 1560 y 1588, y la segunda al art. 1587 de esta 
ley, sin, otra variacidn.)  
ARTÍCULO 1594 
(Art. 1592 para Cuba y Puerto Rico.) 
En el caso del artículo anterior, si el demandado se 
 
opusiere al desahucio en el juicio verbal y no convinie-
re en los hechos, precisará los que negare y las razones 
 
en que se funda.  
Consignado así en el acta, el Juez dará por termina-
do el acto, y conferirá traslado de la demanda al de-
mandado por término de seis dias, continuándose el 
 juicio por los trámites y con los recursos establecidos 
 
para los incidentes.  
Además de las causas expresadas en el comentario anterior, 
puede fundarse la demanda de desahucio contra los inquilinos, co-
lonos y demás arrendatarios, en la 4.a del art. 1569 del Código ci-
vil, no comprendida en aquéllas, y puede dirigirse también contra 
cualquiera de las personas designadas en los núms. 2.° y 3.° del 
art. 1565 de la presente ley, que no tienen el carácter de arrenda-
tarios, puesto que disfrutan en precario la finca, sin pagar merced. 
A todos estos casos se refieren los dos artículos de este comenta-
rio, ordenando el procedimiento que ha de seguirse, tanto en la 
primera como en la segunda instancia, en los diferentes casos que 
pueden ocurrir. En todos ellos, el juez de primera instancia, que 
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es el único competente, ha de convocar á las partes á juicio verbal, 
lo mismo que en los casos del comentario anterior, y si no compa-
rece el demandado citado en forma, ó compareciendo conviene con 
el demandante en los hechos, ha de dictar sentencia, sin citación 
ni otro trámite, cuya sentencia es apelable en ambos efectos, con 
aplicación de lo que se ordena en los arts. 1591 y 1592. Pero si el 
demandado se opone al desahucio en el juicio verbal no convinien-
do en los hechos, ha de precisar los que negare y las razones en que 
se funda, y consignado así en el acta, el juez dará por terminado 
el acto de la comparecencia, y conferirá traslado de la demanda al 
demandado por término de seis días, continuándose el juicio por 
los trámites y con los recursos establecidos para los incidentes en 
los arts. 749 y siguientes. Así se ordena con toda claridad en los . 
dos artículos de este comentario, simplificando lo que para iguales 
casos establecieron los arts. 669 al 672 de la ley de 1855, modifi-
cados por la de 1867. Téngase presente que para evacuar el tras-
lado no han de entregarse los autos al demandado, puesto que 
tiene las copias de la demanda y documentos que se le habrán en - 
tregado al hacerle la citación, y que la apelación ha de sustanciar-
se por los trámites establecidos en los arts. 887 y siguientes. 
SECCIÓN CUARTA 
DE LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA DE DESAHUCIO 
ARTICULO 1595 
(Art. 1593 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las sentencias dictadas en los juicios de desahucio, 
serán ejecutadas por el Juez que haya entendido en 1 a 
primera instancia de los mismos. 
Las apelaciones que se interpongan en el período d e 
su ejecucion, serán admitidas en un solo efecto.
. 
Ninguna dificultad puede ofrecerse en la inteligencia de este 
artículo: las dos reglas que contiene están sancionadas en la ley 
como de 
 aplicación general, y se reproducen aquí, siguiendo el 
ejemplo de las leyes anteriores, para que no haya duda de que son 
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aplicables también á la ejecución de las sentencias en tos juicios 
 
de desahucio.  
ARTICULO 1596 
(Art. 1594 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea firme la sentencia que declare haber 
 
lugar al desahucio, y recibidos los autos en el Juzgado 
 
inferior en el caso de apelacion, se procederá á su eje-
cucion á instancia del actor, mandando el Juez se aper-
ciba de lanzamiento al demandado si no desaloja la 
 
finca en los términos siguientes:  
Ocho dias, si se trata de una casa habitación, y que 
 
habiten, con efecto, el demandado 6 su familia.  
Quince dias, si de un establecimiento mercantil, fa-
bril, de tráfico, ó de recreo.  
Veinte dias, si de una hacienda, alquería, cortijo ú 
 
otra cualquiera finca rústica que tenga caserío, y en 
 
la cual haya constantemente guardas, capataces ú otros 
 
sirvientes.  
ARTÍCULO 1597 
(Art. 1595 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el desahucio se hiciere de una finca rústica que  
no tuviere ninguna de las circunstancias expresadas  
en el último párrafo del artículo anterior, 6 de una 
 
casa no habitada por el demandado, 6 su familia, el  
lanzamiento se llevará á efecto en el acto.  
Tampoco ofrecen dada la inteligencia de estos dos artículos: 
 
basta atenerse á áu texto para aplicarlos rectamente. Los plazos 
 
que en ellos se fijan para que el demandado desaloje la finca, si se 
 
da lugar al desahucio, son los mismos que se establecieron en los 
 
arts. 647 y 648 de la ley de 1855, habiéndose adicionado ahora los  
establecimientos de reéreo, por hallarse en circunstancias análogas 
 
á los mercantiles y de tráfico, para los efectos de que se trata.  
En las leyes anteriores no se fijó término para desalojar la casa  
habitación, que no estuviese habitada por el demandado 6 su fa-
milia: esta omisión se ha subsanado ahora en el art. 1597, orde- 
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nando qua en tal caso se lleve á efecto el lanzamiento en el acto r 
lo mismo que el de la finca rústica que no tenga caserío, y en la  
cual no haya constantemente guardas, capataces ú otros sirvientes.  
¿Y si la casa estuviere habitada por alguna persona ó familia con  
autorización ó por encargo del inquilino desahuciado? Creemos  
que en este caso debe concedérsele el término de ocho días para  
desalojarla, así como ha de concederse, conforme á la ley, el de  
veinte días á los guardas, capataces ó sirvientes que tengan su  
habitación en la finca rústica por encargo del arrendatario. Si el  
que ocupa la finca, sea rústica ó urbana, la tiene en precario, no  
podrá ser lanzado de ella sino dirigiendo contra él la demanda  
de desahucio, previo el requerimiento que previene el núm. 3.° del 
art. 1565.  
ARTICULO 1598 
(Art. 1596 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
 
La providencia mandando la ejecucion de la senten- 
cia y el lanzamiento en su caso, se hará saber al de- 
mandado en los mismos términos en que se le haya 
 
hecho la citacion, si estuviere en el lugar del juicio. 
 
En los demas casos se notificará en estrados, parán- 
dole el mismo perjuicio que si se hiciese en su persona. 
 
Concuerda este artículo con el 649 de la ley de 1855, pero con 
 
una modificación que no deja de tener importancia. Se refería di-
cho artículo de la ley anterior á «la providencia declarando el  
desahucio y el lanzamiento en su caso»; y como esta declaración 
 
debe hacerse hoy en la sentencia, la cual no puede ejecutarse 
 
mientras no sea firme, por esto se ha rectificado aquel concepto, 
 
refiriéndose expresamente con más propiedad el presente artículo 
 
á la providencia mandando la ejecución de la sentencia y el lanza-
miento en su caso, que es la que debe dictarse á instancia del actor, 
 
conforme al art. 1596, para que se ejecute la sentencia luego que 
 
sea firme. 
 
En consideración, sin duda, á ser personalísimo el hecho de 
 
desalojar la finca, se ordena que dicha providencia se haga saber 
 
al demandado en los mismos términos en que se le haya hecho la 
 
 
 
^ 	 ^,:^ 
  
^ 
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citación, si estuviere en el lugar del juicio, esto es, que se le noti-
fique esa providencia en su persona, aunque tenga procurador, y 
 
si no fuere habido después de dos diligencias en su busca con in-
tervalo de seis horas, que se le notifique por medio de cédula, en 
 
la forma que ordena para la citación el art. 1573. Y se previene 
 
también que en los demás casos, ó sea, siempre que no esté el de-
mandado en el lugar del juicio, aunque se sepa el punto de su re-
sidencia, se le haga la notificación en estrados, en la forma que 
 
ordena el art. 282, parándole el mismo perjuicio que si se hiciere 
 
en su persona. Sin embargo, cuando el demandado ausente del lu- 
 
gar del juicio, esté representado en los autos por medio de procu-
rador, con éste deberá entenderse la notificación, conforme á lo 
prevenido en el art. 6.°, en cuya excepción 1.a no está compren-
dido este caso, como lo está aquél. 
ARTICULO 1599 
Trascurrido el término respectivamente señalado en  
el art. 1596, sin que el inquilino 6 colono haya des-
alojado la finca, se procederá á lanzarlo, sin prórroga 
 ni consideracion de ningun género, y á su costa.  
Art. 1597 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1594 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1600 
(Art. 1598 para Cuba y Puerto Rico.)  
No será obstáculo para el lanzamiento que el inqui-
lino 6 colono reclame como de su propiedad labores, 
 
plantfos, ó cualquiera otra cosa, que no se pueda se-
parar de la finca. En este caso, se extenderá diligencia 
 
expresiva de la clase, extension y estado de las cosas 
 
reclamadas.  
Lo que ordenó la ley anterior de 1855 en sus artículos 650, 
 
651 y 652, se reproduce sustancialmente en los dos de este comen-
tario con mejor orden y más claridad, y haciendo extensivo á las  
fincas urbanas lo relativo á la reclamación de mejoras, insepara-
bles de las fincas, que dicho art. 652 limitó á las rústicas.  
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Los términos fijados en el art. 1596 para desalojar la finca, en 
cada caso, son improrrogables, según la declaración hecha en el 
1568. Por esto se ordena ahora que, transcurrido el término seña-
lado sin que el inquilino ó colono haya desalojado la finca, se pro-
cederá á lanzarlo, sin prórroga ni consideración de ningún género, 
y á su costa, y sin que sirva de obstáculo la reclamación de labo-
res, plantíos, obras, ó cualquier otra cosa que no se pueda separar 
de la finca, y que el desahuciado pretenda ser de su propiedad, ó 
que deben abonársele. En estos casos el actuario extenderá diligen-
cia expresiva de la clase, extensión y estado de las cosas reclama-
das, para los efectos que se determinan en los artículos 1604 y si-
guientes. 
Para llevar á efecto el lanzamiento, deberán emplearse los me-
dios adecuados á cada caso. Si es una casa de habitación, se 
arrojará de ella al inquilino con sus muebles, menos los que deban 
retenerse para el pago de costas, con arreglo al art. 1601; se reco-
gerán las llaves y se entregarán al dueño; y si la casa estuviere ce-
rrada y no compareciese el inquilino, podrá descerrajarse la puerta, 
y se depositarán en forma los muebles que en ella se encontraren. 
Lo mismo se practicará tratándose de un establecimiento mercantil 
ó de otra clase. Si es finca rústica, con caserío, moradores y aperos 
de labranza, se arrojará también todo fuera de ella, y se entrega-
rán al dueño las llaves de la casa; y si no reuniese estas circuns-
tancias, bastará un simple requerimiento al colono para que se 
tenga por desahuciado y lanzado de ella, sin perturbar en su po-
sesión al dueño, quien en su caso podría después hacer uso del in-
terdicto ó juicio correspondiente. Para la práctica de estos pro ce-
dimientos deberá el juez, fuera de algún caso extraordinario en 
que crea necesaria su presencia para evitar conflictos, comisionar 
á un alguacil, asistido del actuario, quien extenderá la oportuna 
diligencia de todo ello. Y si el arrendatario ó inquilino hiciere re-
sistencia, podrá emplearse la fuerza pública para lanzarlo, recla-
mada por el juez de quien corresponda, sin perjuicio del procedi-
miento criminal á que daría lugar la desobediencia ó resistencia. 
^ 
^ 
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ARTICULO 1601 
(Art. 1599 de la ley para Cuba y Puerto Rico.)  
Al ejecutar el lanzamiento se retendrán y consti-
tuirán en depósito los bienes más realizables que se 
encuentren, suficientes á, cubrir las costas del juicio y 
de las diligencias ppsteriores que sean del cargo del 
demandado. 
ARTÍCULO 1602 
(Art. 1600 para Cuba y Puerto Rico.)  
Tambien se retendrán y embargarán en dicho acto,  
si el actor lo solicitare, los bienes necesarios para cu-
brir el importe de las rentas ó alquileres que esté  
debiendo el demandado, 6 el de los desperfectos que  
hubiere causado en la finca.  
Este embargo quedará nulo de derecho, si dentro de  
los veinte dias siguientes no entabla el actor la corres-
pondiente demanda pidiendo su ratificacion, conforme  
á lo prevenido para los embargos preventivos.  
ARTICULO 1603 
(Art. 1601 para Cuba y Puerto Rico.) 
 
Si el demandado no pagare las costas en el acto, se  
procederá á la venta de los bienes depositados, previa  
tasacion por el perito ó peritos que nombre el Juez.  
La enajenacion se hará en la forma prevenida para  
el procedimiento de apremio en el juicio ejecutivo.  
El primero y el tercero de estos artículos concuerdan casi lite-
ralmente con los artículos 653, 654 y 655 de la ley anterior, y se 
ha adicionado el segundo para suplir una omisión de dicha ley 
que daba lugar á dudas y á prácticas diferentes. Tan justo es ase-
gurar el pago de las costas como el de las rentas ó alquileres que 
esté debiendo el demandado, existiendo además á favor de éstos 
la preferencia que les concede el art. 1722, núm. 7.°, del Código ci-
vil. Se ha procedido, pues, con notoria justicia al autorizar la re- 
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tención y embargo de los bienes más realizables, pertenecientes al  
demandado, que se encuentren en la finca objeto del desahucio al  
verificar el lanzamiento, en cuanto sean suficientes para cubrir di-
chas atenciones. Téngase presente que son dos embargos con dife-
rentes objetos y distintos procedimientos ulteriores, lo cual exige  
que, aunque se realicen en un mismo acto, se consigne en la dili-
gencia cuáles son los bienes que quedan sujetos al pago de las cos-
tas, y cuáles los que se embargan para pagar las rentas ó alqui-
leres, y aun será más expedito extender dos diligencias, una para  
cada embargo. 
 
El embargo para el pago de costas es definitivo. Del precepto  
absoluto del art. 1601 para que se verifique al ejecutar el lanza-
miento, se deduce que debe acordarlo el juez, de oficio, aunque no  
lo haya solicitado el actor, al dictar aquella providencia. Sólo po-
drá impedirlo el demandado pagando en el acto las costas ó garan-
tizando su pago, y si así no lo hace, hecha la tasación de costas, se  
procederá á la venta de dichos bienes, previo el avalúo de los mis-
mos por perito ó peritos que nombre el juez, y no las partes, para  
evitar dilaciones. La enajenación se hará en la forma prevenida  
para el procedimiento de apremio en el juicio ejecutivo, conforme  
á los arts. 1481 y siguientes, según la clase de bienes, con la modi-
ficación indicada de corresponder al juez el nombramiento de peri-
to ó peritos. Como este embargo ha de ser de los bienes más realiza-
bles, no hay necesidad de guardar el orden establecido en el artícu-
lo 1447. - 
El otro embargo para el pago de las rentas ó alquileres es pre-
ventivo, y está sujeto á todas , las condiciones de los embargos de  
esta clase, menos las de los arts. 1400 al 1402. No puede decre-
tarse sino á solicitud del actor, y quedará nulo de derecho, si den.  
tro de los veinte días siguientes no entabla la correspondiente de-
manda pidiendo su ratificación, conforme á lo prevenido en los ar-
tículos 1411 y siguientes. Por la preferencia ya indicada que el  
Código civil concede á estos créditos sobre los bienes muebles del  
arrendatario existentes en la finca y sobre los frutos de la misma, 
 
por ellos deberá principiar el embargo, guardándos e en lo demás 
 
el orden establecido en el art. 1447. Esto para el caso en que el  
^ 
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actor pida que se lleve á efecto el embargo al ejecutar el lanza-
miento: si lo solicita por separado del juicio de desahucio, antes 
ó después del lanzamiento, como puede hacerlo, tendrá que suje-
tarse á todas las condiciones de los embargos- preventivos. 
ARTÍCULO 1604 
(Art. 1602 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En los casos en que el demandado hubiere reclama-
do labores, plantfos, ú otra cualquier cosa que haya que-
dado en la finca, se procederá á su avalúo por peritos 
nombrados en la forma prevenida para el justiprecio de 
los bienes en el juicio ejecutivo. 
ARTÍCULO 1605 
(Art. 1601 para Cuba y Puerto Rico.) 
Practicada esta diligencia, podrá el demandado re-
clamar el abono de la cantidad en que haya sido apre-
ciado lo que creyere corresponderle. 
ARTÍCULO 1606 
Si el demandado limitare su reclamacion á la canti-
dad que resulte del avalúo, y ésta no excediere de 250 
pesetas, conocerá de ella en juicio verbal el juez muni-
cipal que hubiere conocido del desahucio. 
En otro caso, conocerá también en juicio verbal el 
juez de primera instancia del partido. 
Art. 1604 para Cuba y Puerto Rico.—(La cantidad d que se refiere es 
la de 1.000 pesetas, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1607 
(Art. 1605 para Cuba y Puerto Rico.) 
En los dos casos á que se refiere el articulo anterior, 
se celebrará el juicio verbal en la forma prevenida para 
el de desahucio. 
La sentencia que recaiga en primera instancia, será 
apelable en ambos efectos, sustanciándose también este 
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recurso en la forma establecida para las apelaciones de 
dicho juicio en el presente título. 
ARTÍCULO 1608 
Si el arrendatario hiciera extensiva su reclamacion 
al abono de perjuicios ó de mejoras que no sean de las 
expresadas en el art. 1604, no podrá ser objeto del pro-
cedimiento establecido en los artículos que preceden, y 
quedará á salvo su derecho para el juicio que c_ orres-
ponda. 
Art. 1606 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1602 
de esta ley, sin otra novedad.) 
En estos artículos se ordena el procedimiento para resolver ju-
dici almente, á falta de avenencia entre los interesados, las reclama-
ciones hechas por el demandado, en el acto del lanzamiento, sobre 
abono de labores, plantíos ó cualquiera otra cosa de su propiedad, 
que no se pueda separar de la finca, ó deba quedar en ella. El pro -
cedimie nto breve y sencillo que para ello se establece, es análogo 
al que con igual objeto estableció la ley de 1855, en sus artículos 
656 al 660, con los que concuerdan los cuatro primeros de este co-
me otario, si bien con las modificaciones necesarias para ponerlos 
en armonía con las reformas sobre competencia y demás adoptadas 
e n la presente ley. Y se ha adicionado el último, para evitar dudas 
en el caso á que se refiere, no previsto en la ley anterior. 
Para los efectos del procedimiento, divide la ley en dos clases 
las reclamaciones que podrán hacer los colonos ó inquilinos contra 
e 1 dueñó de la finca, de la que hayan sido lanzados: las unas, de co-
sas ú objetos aparentes, costeados por el arrendatario, que, puedan 
ó no separarse de la finca, deban quedar en ella, por su naturaleza, 
ó por el pacto, la ley ó la costumbre, como las labores y plantíos, 
los abonos destinados al cultivo de la heredad, las reparaciones or-
dinarias en casas ó artefactos, que deba abonar el dueño, y cual -
q niera otra cosa que, no perteneciendo á éste, deba quedar y haya 
quedado en la finca; y las otras, sobre abono de perjuicios, ó de 
mejoras que no sean de la clase antedicha. Las primeras han de 
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ventilarse en juicio verbal, después de hecho el avalúo de lo que 
sea objeto de la reclamación, y las segundas en el juicio ordinario 
declarativo correspondiente á su cuantía, por exigir un examen 
más amplio y una discusión más detenida. 
Téngase presente que sólo podrán ventilarse en juicio verbal 
las reclamaciones de la primera clase, que hubiere hecho el arren-
datario en el acto del lanzamiento, y se hayan consignado en la 
diligencia que previene el art. 1600. Esta diligencia ha de ser la 
base de ese procedimiento, de suerte que no podrá utilizarse si en 
dicho acto no se hace y se consigna la reclamación, si bien queda-
rá á salvo el derecho del arrendatario para el juicio declarativo 
que corresponda. 
Podrá suceder que en el acto del lanzamiento reclame el arren-
datario mejoras que, no siendo de las antes indicadas, comprendidas 
en la primera clase, se hayan col signado en la diligencia, como 
deberá hacerse si aquél lo exige. En tal caso, si el arrendatario 
hace extensiva su reclamación al abono de esas mejoras, ó de los 
p erjuicios que le haya causado el dueño, no puede ser objeto del 
juicio verbal, y tampoco cuando no se conforme con el avalúo, de-
biendo ventilarse la cuestión en el juicio declarativo que corres
-
p onda, si aquél lo promueve, para lo cual le reserva la ley su de-
r echo. En el juicio verbal ha de limitarse la cuestión al abono de 
1 shores, plantíos y demás que antes se ha indicado y por la canti-
d ad que resulte del avalúo. De estas disposiciones de los artícu-
los 1606 y 1608 se deduce que en aquel caso deberá declarar el 
juez no haber lugar á sustanciar la reclamación en el juicio verbal 
que se solicita, sin perjuicio del derecho de la parte para el juicio 
que corresponda. 
Cuando el demandado haya reclamado, en el acto de ejecutar-
se el lanzamiento, el abono de labores, plantíos ú otra cualquier 
cosa que hubiere quedado en la finca, extendida la diligencia ex-
presiva de la clase, extensión y estado de las cosas reclamadas, á 
instancia de aquél, se procederá al avalúo de las mismas por peri-
tos nombrados en la forma prevenida en los arts. 1483 y siguien-
t es para el justiprecio de los bienes en el juicio ejecutivo. Hecho 
el avalúo, aquél formulará por escrito su reclamación, acompañan- 
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do la copia correspondiente, y si la limita á la cantidad que resul -
te del avalúo, y á las cosas antes indicadas, sin hacerla extensiva 
al abono de perjuicios ó de otras mejoras, se ventilará en juicio 
verbal, como ya se ha dicho. De este juicio conocerá el mismo juez 
municipal que hubiere conocido del desahucio, con apelación al 
de primera instancia del partido, cuando la cantidad no exceda 
de 250 pesetas (de 1.000 pesetas en Cuba y Puerto Rico). En otro 
caso, esto es, cuando la reclamación exceda de dicha cantidad, ó 
no hubiere conocido del juicio de desahucio en primera instancia 
el juez municipal, conocerá de ella el juez de primera instancia del 
partido, también en juicio verbal. 
Así lo dispone el art. 1606, y según el 1607, en ambos casos, 
ya conozca de ese juicio incidental el juez municipal, ya el de pri-
mera instancia, se celebrará el juicio verbal en la forma prevenida 
para el de desahucio en los arts. 1579 y siguientes y 1589. La ci-
tación se hará por cédula en la forma ordinaria, con entrega d e . 
la copia de la demanda. Y «la sentencia que recaiga en primera 
instancia, será apelable en ambos efectos, sustanciándose también 
este recurso en la forma establecida para las apelaciones de dicho 
juicio de desahucio en el presente título», esto es, conforme á los 
arts. 1584 y siguientes, cuando la apelación sea de sentencia del 
juez municipal para ante el de primera instancia del partido, y 
conforme á lo prevenido en el 1592, cuando corresponda su cono-
cimiento á la Audiencia del territorio, por haber dictado la senten-
cia el juez de primera instancia. 
Pero será preciso conciliar esta disposición del art. 1607 con 
la regla general que establece el 488 en su párrafo 2.° Según ést 
 e' 
 cuando exceda de 250 pesetas (de 1.000 en Cuba y Puerto Rico) 
la demanda incidental de un juicio, del que conozca el juez de pri-
mera instancia, decidirá éste la reclamación en juicio verbal, sin 
ulterior recurso. De conformidad con esta regla, con la del art. 55, 
y con lo que de acuerdo con ellas se ordena en el 1606, el juez de 
primera instancia que conozca de un juicio de desahucio, tiene 
competencia para conocer de la demanda incidental que en Al de-
duzca el demandado sobre abono de labores, plantíos ó cualquier 
otra cosa que haya quedado en la finca, cualquiera que sea su 
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cuantía; pero si ésta no excede de la cantidad antedicha, no cabe 
ulterior recurso contra su sentencia, en razón á que, por la cuantía 
del negocio, á él le corresponde decidir en última instancia. Por 
consiguiente, la disposición del art. 1607, que permite la apela-
ción en ambos efectos de la sentencia que recaiga en primera ins-
tancia, sólo es aplicable á las sentencias que dicten los jueces de 
primera instancia en el caso de que tratamos, cuando la cuantía de 
la demanda incidental exceda de 250 pesetas (de 1.000 en Ultra- 
mar); y en este caso cabrá también el recurso de casación, confor-
me á las prescripciones especiales del mismo. 
Sobre la disposición del art. 1608, último de este comentario 
y del juicio de desahucio, nada tenemos que añadirá lo expuesto 
anteriormente. 
ADVERTENCIA 
El núm. 4.0 del art. 4561 de la ley para Cuba y Puerto Rico dice 
así: «4. 0 Cuando tengan por objeto el desahucio de un establecimiento 
mercantil 6 fabril, 6elde una finca rústica 'cuyo precio de arrendamien-
to exceda de 5.000 pesetas anuales...»; en vez de las 4.500 que se fijan 
para la Peninsula en el art. 1563 de la presente ley. Al insertar este ar-
tículo en la página 9 de este tomo, se olvidó anotar esa diferencia , 
única que existe entre ambos. 
FORMULARIOS DEL TÍTULO XVII 
Del juicio de desahucio. 
1.—Procedimiento en los juzgados municipales. 
Demanda.— Cuando corresponda al juez municipal conocer del desahu-
cio en primera instancia, conforme al art. 4562, se presentará la demanda 
por medio de papeleta, como la formulada para los juicios verbales en la 
página 534 del tomo 3.°, extendida en el papel timbrado que corresponda 
á la cuantía litigiosa Ÿ  acompañando copia de la misma en papel común. 
Actuaciones posteriores.
— También podrán servir de modelo para las 
diligencias subsiguientes á la presentación de la demanda y las demás 
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que han de practicarse hasta la conclusión del juicio de desahucio en la 
primera instancia, los formularios de los juicios verbales, pero con 
las modificaciones introducidas por los artículos 4572 al 1584, en cuanto 
al término que ha de mediar entre la citación y la comparecencia; per-
sonas que pueden ser citadas en representación del demandado, cuando 
no se halle ó no tenga su domicilio en el lugar del juicio; si lo tiene, se-
gunda diligencia en su busca para citarlo personalmente, si no fuere ha-
llado á la primera, y segunda citación que ha de hacérsele pata el día in-
mediato, cuando no comparezca en el día y hora señalados; el apercibi-
miento que ha de contener la cédula de citación de que, no compare-
ciendo el demandado, se declarará el desahucio, sin más citarlo ni oirlo, 
en vez de la advertencia que se le hace en los verbales de que se  . con-
tinuará el juicio en su rebeldía; respecto del término y de la forma en 
que ha de hacerse la prueba propuesta y admitida en el acto del juicio 
verbal, cuando no pueda ejecutarse en el mismo acto, de su unión á los 
autos y nueva citación de las partes para la continuación del jùicio ver-
bal; término de tres días para dictar sentencia, y de otros tres para ape-
lar en ambos efectos, sin que pueda admitirse la apelación al demandado 
si no acredita tener satisfechas las rentas vencidas y las que deba adelan-
tar. Con estas modificaciones, explicadas en los comentarios de los ar-
tículos antes citados, los formularios de los juicios verbales pueden servir 
para los de desahucio. 
Segunda instancia.
— Su procedimiento es también igual al de los jui-
cios verbales: véanse, por tanto, los formularios de las páginas 540 y si-
guientes del tomo 3.°, teniendo presente que no puede admitirse otra 
prueba más que la que, propuesta en la primera instancia, no hubiere 
podido practicarse en ella, y que se conceden al juez tres días para dictar 
sentencia. 
Contra esta sentencia se permite el recurso de casación por quebran-
tamiento de forma, si la renta anual de la finca no excede de 4.500 pese-
tas (de 5.000 en Ultramar); y si excede, se da también el de infracción 
de ley. 
lI. — Procedinsiento en los juzgados de primera instancia. 
Demanda.— Siempre que corresponda al juez de primera instancia co-
nocer en ella del juicio de desahucio, ha de presentarse la demanda por 
escrito, en el papel timbrado correspondiente á su cuantía, formulada 
conforme a lo prevenido en el art. 524 para el juicio ordinario de mayor 
cuantía, y acompañando copia de la misma y de los documentos.que con 
ella se presenten. Puede servir de modelo la formulada en la pág. 384 del 
tomo 3.", pidiendo en la súplica, que sustanciándola por los trámites del 
juicio verbal, establecidos en los artículos 4572 y siguientes, se declare 
en definitiva haber lugar al desahucio, condenando al demandado á que 
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desaloje la finca dentro del término correspondiente de los señalados en 
el art. 4596, bajo apercibimiento de ser lanzado de ella, y en todas las 
costas. 
Cuando el demandado no se halle en el lugar del juicio ni tenga en él 
su domicilio, convendrá designar por medio de otrosí la persona con 
quien deba entenderse la citación, 6 la forma en que ésta haya de hacerse, 
conforme á lo prevenido en los artículos 4573 y siguientes, con el aper-
cibimiento que corresponda. 
Actuaciones posteriores.—Presentada la demanda, dictará el juez sin 
dilación la providencia mandando convocar las partes á juicio verbal, con 
señalamiento de día y hora, dentro de los ocho días siguientes al de la 
presentación de aquélla, y de modo que medien cuatro días por lo menos 
entre dicho juicio y la citación del demandado. No puede alterarse dicho 
señalamiento sino cuando el juez estime justa la causa alegada para ello. 
En todo lo demás ha de observarse el mismo procedimiento establecido 
para el juicio verbal de desahucio ante los jueces municipales. 
Cuando la demanda tenga por objeto el desahucio de un estableci-
miento mercantil ó fabril, ó el de una finca rústica, cuyo arrendamiento 
exceda de 4.500 pesetas anuales (de 5.000 pesetas en Cuba y Puerto Rico), 
.6 se funde, respecto á toda clase de fincas, en la infracción de cualquiera 
de las condiciones estipuladas en el contrato de arrendamiento, que no 
sea de las enumeradas en el art. 4562, se resolverá la cuestión dentro 
del mismo juicio verbal en la sentencia que ha de ponerle término. Esta 
sentencia es apelable en ambos efectos, dentro del término ordinario de 
cinco días, para ante la Audiencia del territorio, á donde se remitirán los 
autos sin dilación, á costa del apelante, con emplazamiento de las partes 
por término de diez días. Cuando la interponga el apelante, no puede 
admitirse si no hubiere llenado el requisito prevenido en el art. 4566. 
En todos estos casos ha de sustanciarse la segunda instancia por los 
trámites establecidos para las apelaciones de los juicios de menor cuantía, 
en los artículos 705 y siguientes. Sobre el modo de interponer y admitir 
la apelación pueden verse los formularios de la pág. 242 del tomo 2.°, y 
para sustanciarla, los de la segunda instancia en las págs. 444 y siguien-
tes del tomo 4. 0, si bien sujetándose á lo que disponen dichos artículos 705 
y siguientes. 
Y cuando se funde la demanda en cualquiera otra causa que no sea de 
las indicadas anteriormente, 6 se dirija contra el administrador, portero, 
d la persona que tenga en precario la finca, sin pagar renta, también ha 
de convocarse á las partes á juicio verbal en la forma antes expuesta, y 
en él se dictará la sentencia si no comparece el demandado, ó si compa-
reciendo, conviene con el demandante en los hechos. No mediando esta 
conformidad, debe el demandado precisar los que negare y las razones en 
que se funda para oponerse al desahucio; se consigna todo sucintamente 
• 
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en el acta, y se da por terminado el acto del juicio verbal. A continuación 
dictará el juez providencia confiriendo traslado de la demanda al deman-
dado por término de seis días, cuyo traslado evacuará en vista de las co- 
pias que se le dieron al citarlo, sin entregarle los autos originales , y se 
continuará el juicio por los trámites y con los recursos establecidos para 
los incidentes en los artículos 749 y siguientes. Véanse los formularios 
de las páginas 574 y siguientes del tomo 3.° 
III. — Ejecución de la sentencia de desahucio. 
Corresponde dicha ejecución al juez que hubiese conocido del juicio 
de desahucio en la primera instancia. 
Luego que se reciban en el juzgado los autos con la certificación ó 
testimonio de la sentencia firme dictada por el superior en el caso de ape- 
lación, se acordará que se guarde y cumpla, acusándose el recibo, y que 
se haga saber á las partes para que insten lo que les convenga. 
Tanto en este caso, como en el de que haya quedado fi rme la senten-
cia de primera instancia, no puede llevarse á efecto sino á instancia del 
actor, el cual debera presentar para ello el siguiente 
Escrito pidiendo la ejecución de la sentencia de desahucio.—Al Juz-
gado municipal (6 al de primera instancia, según corresponda).—Don 
José A., en nombre de D. Justo B., etc., digo: Que por la sentencia pro-
nunciada en tal fecha, se ha declarado haber lugar al desahucio, objeto 
de estos autos; y en atención á que ha quedado firme dicha sentencia, 
procede llevarla á efecto, conforme á lo prevenido en el art. 4596 de la 
ley de Enjuiciamiento civil. Por tanto, 
Suplico al Juzgado se sirva acordar que se proceda desde luego á la 
ejecución de dicha sentencia, mandando se aperciba de lanzamiento al 
demandado Juan R., si no desaloja la finca en el término fijado en dicha 
sentencia (6 en el que proceda de los señalados en el articulo antes cita-
do), como es de justicia que pido con costas. (Lugar, fecha y firma del 
letrado y procurador.) 
Providencia.—Juez Sr. N. — (Lugar y fecha.) 
Procédase á la ejecución de la sentencia firme, pronunciada en estos 
autos, como lo solicita la parte de D. Justo B , y al efecto apercíbase de 
lanzamiento al demandado D. Juan R. si no desaloja la finca, de que ha 
sido desahuciado, dentro del término de veinte días (6 el que proceda). 
Lo mandó, etc. 
Notificación al actor en la forma ordinaria. 
Notificación al demandado con el apercibimiento que ordena la provi-
dencia, en la forma que previene el art. 4598 de la ley, explicada en su 
comentario. 
Escrito para que se lleve á efecto el lanzamiento.—.M. Juzgado... — 
    
Uff. .^ --- 
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D. José A., etc., digo: Que han transcurrido los tantos días señalados, 
conforme á la ley, en la providencia de tal fecha, para que el demandado 
D. Juan R. desalojase la finca, de que ha sido desahuciado, sin que lo 
haya verificado. Procede, por tanto, y 
Suplico al Juzgado se sirva acordar que sin prórroga ni consideración 
de ningún género, y á costa del demandado, se lleve á efecto desde lue-
go el lanzamiento, como se le apercibió por dicha providencia; y que en 
el mismo acto se retengan y pongan en depósito los bienes más realiza-
bles que se encuentren del citado Juan Lt., suficientes a cubrir las cos-
tas en que se halla condenado; todo conforme á los arts. 4599 y 1604 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, por ser así de justicia que pido.—(Lugar, 
fecha y Terma del letrado y procurador.) 
Si se quiere hacer uso del derecho que concede el art. 4602, deberá 
pedirse el embargo preventivo á que se refiere, por medio de otrosí en 
este escrito, ó en escrito separado, antes del lanzamiento. 
Providencia.—Como se pide, comisionándose para ello á uno de los 
alguaciles del Juzgado, asistido del presente actuario. (Si la finca está en 
otro pueblo, se acordará dirigir orden al Juez municipal, 6 exhorto al de 
primera instancia, para la ejecución de lo mandado.) Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Diligencia de lanzamiento y retención.—En... (lugar y fecha): el al-
guacil comisionado para esta diligencia, José Tafalla, se constituyó con 
mi asistencia y la de D. Justo B. en la finca tal, sita en tal parte, y ha-
biendo requerido al colono Juan R. para que la desalojara en el mismo 
 
acto, viendo que éste se oponía á ello por las reclamaciones que luego se 
 
expondrán, dicho alguacil procedió á su lanzamiento en cumplimiento 
 
de lo mandado en la providencia que antecede, haciendo salir de la casa 
 
al R. y su familia, y arrojando fuera de ella y de la heredad sus mue-
bles, aperos de labranza y cuanto era perteneciente al R., recogiendo  
las llaves de aquélla y entregándolas al dueño, cuya operación se practi-
có por medio de los trabajadores N. y N.  
En el mismo acto, dicho alguacil retuvo los bienès del demandado que 
 á continuación se expresan: (Se describirán con claridad y precisión.) 
Cuyos bienes fueron constituidos en depósito al cargo de N., quien ha-
llándose presente, se dio por entregado de ellos; obligándose á conser-
var los á disposición del juzgado bajo la responsabilidad que imponen las  
leyes á los depositarios.  
Asimismo hizo presente en el propio acto el colono Juan R., que si  
se había opuesto á desalojar la finca, era porque el dueño no quería abo -
narle varias mejoras y plantíos que habia'hecho en ella con su conoci - 
miento; que por lo tanto protestaba contra este acto, y reclamaba como  
de su propiedad el abono de lo siguiente: 
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Dos mil vides de cuatro años que existen plantadas en esta finca á la 
parte del mediodía del cortijo. Reconocidas y contadas se ha visto que 
existen en efecto dichas dos mil vides. 
El estiércol que existe en el corral del cortijo, y que con arreglo á es- 
critura no puede sacar de la finca, cuyo estiércol gradúa en doscientas 
cargas próximamente. Está en un montón de sesenta pies de circunferen-
cia en el ángulo del norte de dicho corral. (Por este orden se irá ponien -
do lo demás que reclamare.) 
En cuyo estado, y después de haber protestado el demandante que se 
reservaba demostrar á su tiempo que eran infundadas tales reclamaciones, 
se dió por terminada esta diligencia, que, leída á los interesados, la encon-
traron conforme, y la firma el alguacil comisionado con los interesados y 
depositario, habiéndose invertido en ella tantas horas, de todo lo cual 
doy fe (6 certifico).—(Fi•ma entera de los antedichos y actuario.) 
Aealgío de labores, plantíos, etc.—Verificado el lanzamiento, á ins-
tancia del demandado, se procederá al avalúo de los plantíos y demás, 
cuyo abono hubiere reclamado en dicho acto. En el mismo escrito en que 
lo solicite, hará el nombramiento de perito ó peritos por su parte. Todo 
esto ha de practicarse en la forma prevenida para el justiprecio de los 
bienes en el juicio ejecutivo: véanse, por consiguiente, los formularios 
de las páginas 678 y siguiente del tomo 5.° 
Hecho el avalúo por los peritos, se dictará la siguiente 
Providencia.— Entérese á las partes de la anterior declaración de los 
peritos para que usen de su derecho. Lo mandó, etc. 
Escrito del demandado formalizando su reclamación.
— D. Manuel L., 
en nombre de Juan R., de quien presento poder(en su caso), ante V. pa-
rezco en los autos de desahucio instados contra éste por D. Justo B., y 
como más haya lugar en derecho, digo: Que mi representado se ve en la 
necesidad de insistir en la reclamación que hizo en el acto del lanza-
miento para que el demandante le abone tales y tales cosas, que han que-
dado en la finca por ser inseparables de ella, todo lo cual ha sido valua-
do por los peritos en 2.000 pesetas. 
Fúndase mi parte para hacer esta reclamación... (Se expondrán las 
razones en que funde su derecho.) 
Por tanto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado el poder y á mi por 
parte en el nombre que comparezco, se sirva tener por reproducida y for-
malizada dicha reclamación; y por los trámites que marcan los arts. 1606 
y 4607 de la ley de Enjuiciamiento civil, condenar á D. Justo B. á que 
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pague en el acto á mi representado las dos mil pesetas en que han sido 
valuados por los peritos los plantíos y demás que le reclama, con los per-
juicios y costas que le ha ocasionado; por ser así conforme á justicia que 
pido.—(Lugar, fecha y firma del letrado y procurador.) 
Providencia.—Por formalizada la reclamación que se expresa; y para 
decidir sobre ella, convóquese á las partes á juicio verbal para tal dia, á 
tal horá. Lo mandó, etc. 
Se dictará esta providencia por el juez que sea competente para co- 
n ocer de la reclamación. Lo será el municipal cuando haya conocido en 
primera instancia del juicio de desahucio, y la reclamación no exceda de 
250 pesetas (de 1.000 en Ultramar). Si excede, deberá acordar que se re-
mitan los autos con la reclamación al juez de primera instancia, á quien 
corresponde su conocimiento, haciéndolo saber á las partes para que acu-
dan ante él á usar de su derecho. 
En todo paso, la citación y el procedimiento para dicho juicio verbal 
serán iguales al del juicio de desahucio, y con los mismos recursos. 
Si el demandado no hubiere pagado las costas en que haya sido con-
denado, á instancia del demandante se practicará su tasación y se apro-
bará en la forma ordinaria. En seguida 6 á la vez se hará el avaliio de los 
bienes, retenidos al efecto, por peritos nombrados de oficio, y se procede-
rá á su venta en la forma prevenida para el procedimiento de apremio en 
el juicio ejecutivo. 
.Cualquiera otra reclamación, fuera de las expresadas, que tengan que 
entablar los interesados con motivo del contrato de arrendamiento, ya 
sea para el pago de la renta, ya para indemnización de perjuicios, ó con 
cualquier otro objeto, deberán deducirla por separado en el juicio ordi-
nario 6 ejecutivo que corresponda; y lo mismo cuando el reclamante no 
se conforme con el avaluo de los peritos. 
TOMO i 	 9 
TÍTULO XVIII 
DE LOS ALIMENTOS PROVISIONALES 
La ley de 1855 incluyó el procedimiento para los alimentos 
provisionales entre los actos de jurisdicción voluntaria (tít. 2.° de 
la 2.a parte, arts. 1210 al  1218), pero sin permitir que se diera 
audiencia al demandado, aunque la solicitase, ni que en virtud de 
su oposición se hiciera contencioso el expediente, separándose de 
la regla establecida para dichos actos. Además, la sentencia de 
primera instancia otorgando alimentos debía llevarse á efecto in- 
mediatamente hasta por la via de' apremio, de suerte que el de- 
mandado no tenía mas remedio que pagar, sin esperanza de rein-
tegro, aunque venciera después en la apelación ó en el juicio.or-
dinario. Ea la nueva ley se han corregido estas irregularidades, 
que podían conducir á la injusticia, estableciendo un procedimien- 
to breve y sencillo, en el que se oye sumariamente al que ha de 
prestar los alimentos, según se mandó en la base 18 de las aproba-
das por la ley dé 21 de Junio de 1880. Y como esta novedad da-
ba al procedimiento el carácter de juicio contradictorio, se le ha 
colocado en el libro 2.°, que trata de la jurisdicción contenciosa, 
entre los juicios sumarios, cuyo carácter tuvieron también en 
nuestro derecho antiguo, con una sustanciación especial que no 
concuerda con la de la ley anterior, por lo que omitiremos las re-
ferencias á la misma en los artículos que establecen el nuevo pro-
cedimiento. 
Jurídicamente hablando, se entiende por alimentos lo que se 
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asigna ó da á una persona para cubrir las necesidades de la vida, 
cuales son, comer, beber, vestir, calzar, habitación y recobrar la 
salud (1). Cuando estas asistencias se limitan á lo indispensable 
para cubrir dichas atenciones ó necesidadés, se llaman alimentos 
naturales; y si se extienden á lo demás que sea necesario para vi-
vir en sociedad cual corresponda á la clase, posición y circunstan-
cias del que los da y del que los recibe, se llaman civiles. Unos y, 
otros pueden ser objeto del procedimiento que ordena el presente 
título, pues Ja asignación de los de una ú otra clase depende del 
derecho que tenga el alimentista. 
La prestación de alimentos no debe ni puede retardarse, por 
que se funda ordinariamente en una necesidad perentoria, cual es 
la conservación de la vida. Por esto nuestras leyes (2) tenían en-
cargado que en estos juicios se procediera breve y sumariamente, 
pudiéndose actuar en días feriados, y llevándose á efecto la provi-
dencia que en ellos recayere, sin perjuicio de la vía ordinaria, 
que podría entablar la parte que se creyese perjudicada en sus 
derechos. De aquí nació, la diferencia entre alimentos provisiona-
les y definitivos, dándose aquella denominación á los que se seña-
lan en juicio sumario, porque su asignación y pago es provisional 
ó por vía de ínterin; y ésta á los que se fijan definitivamente por 
ejecutoria dictada en juicio plenario declarativo. La nueva ley, 
aceptando esta distinción, trata en el presente título de los ali-
mentos provisionales, y fija las reglas á que en todo caso -ha de 
sujetarse el procedimiento, con notoria ventaja sobre la práctica 
antigua, que no era uniforme acerca de este punto. 
Al tratar de esta materia, se ha limitado la presente ley, lo 
mismo que la anterior, á ordenar el procedimiento, sin determi-
nar cosa alguna acerca del derecho para pedir alimentos provisio-
nales ni de la obligación de prestarlos; y así era lo procedente, 
(1) Leyes 2. °, tit. 19, Part. 4. °, y 5.°, tit. 33, Part. 7.", y art. 142 del Código• 
civil, el cual comprende tambión la educación é instrucción del alimentista, . 
cuando sea menor de edad. 
(2) Leyes 85, tit. 2. ° , y 7. °, tit. $2, Part. 3. °; 7. °, tit. 19, Part. 4.', y 20, ti-
tulo 1.°, lib. 2. °, Nov. Rec. 
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puesto que esto es de la competencia del Código civil, el cual lo 
ha determinado en el tít. 6.° de su libro 1.° Por consiguiente, será 
preciso atenerse á lo que en dicho Código se dispone acerca del 
derecho para promover este juicio. Y aunque el epígrafe 'de dicho 
título del Código es de los alimentos entre parientes, en su art. 153 
declara que «sus disposiciones son aplicables á los demás casos 
en que por el mismo Código, por testamento 6 por pacto se tenga 
derecho á alimentos, salvo lo pactado, lo ordenado por el testador 
ó lo dispuesto por la ley para el caso especial de que se trate». 
Es de advertir, que todo el que tiene derecho á exigir alimen-
tos y no le han sido señalados de una manera definitiva, puede 
pedir la asignación de los provisionales por los trámites que mar-
ca el presente título, sin perjuicio de ventilar después en juicio 
ordinario cualquiera cuestión que se suscite sobre el derecho á 
percibirlos, ó sobre la obligación de darlos y su cuantía, segun lo 
ordena el art. 1617. La necesidad imperiosa de conservar la vida 
exige, como ya hemos indicado, que no se espere al resultado del 
juicio ordinario, sino que se satisfagan mientras tanto los señala-
dos provisionalmente. 
Esta es la regla general, que ha de aplicarse sin perjuicio che 
las excepciones que la misma ley establece. En el art. 1100, por 
ejemplo, se determina la forma en que han de darse alimentos á 
los herederos, legatarios y cónyuge sobreviviente, durante el jui-
cio de testamentaría; los arts. 1314 y siguientes tratan de los ali-
mentos del concursado, y el 1916 de los que deben darse á las per-
sonas constituídas en depósito. En todos estos casos y en los démás 
especiales, se observará el procedimiento establecido respectiva-
mente para cada uno de ellos. 
Indicaremos, por último, que la materia de alimentos provisio-
nales, á que se refiere el presente título, es de la competencia de los 
jueces de primera instancia, según tiene declarado el Tribunal Su-
premo en sentencia de 5 de Marzo de 1889; y que, bien se deter-
mine la competencia con arreglo á lo prevenido en la regla 21 del 
art. 63, ó ya se subordine á lo dispuesto en la regla La del art. 62, 
es indiscutible que al juez del domicilio de aquel á quien se piden 
lo alimentos compete conocer de la demanda, fuera de los casos 
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de sumisión expresa ó tácita, 6 en que se hubiese designado el lu-
gar del cumplimiento de la obligación, como declaró también el 
Tribunal Supremo en sentencia de 15 de Diciembre de 1885. Véase 
lo que sobre dicha regla 21 del art. 63 hemos expuesto, al comen-
tarla, en las págs. 191 y siguientes del tomo 1.° 
ARTÍCULO 1609 
(Art. 1607 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El que se crea con derecho á pedir alimentos provi- 
sionales, presentará con la demanda los documentos 
que justifiquen cumplidamente el título en cuya virtud 
los pide. 
Si el título se fundare en un derecho otorgado por 
la ley, se presentarán los documentos que acrediten la 
relacion de parentesco entre el demandante y deman-
dado, 6 las circunstancias que den derecho á los ali-
mentos, ofreciendo completar la justificacion con testi-
gos, si fuese necesario. 
También ofrecerá acreditar el importe aproximado 
del caudal, rentas, sueldos 6 pensiones que disfrute el 
que deba dar los alimentos, y las necesidades del que 
haya de recibirlos. 
Se acompañarán además copias de la demanda y de 
los documentos en papel comun. 
ARTÍCULO 1610 
(Art. 1608 para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez no admitirá la demanda si no se acompafia-
ren los documentos expresados en el artículo anterior. 
El que se crea con derecho d pedir alimentos provisionales, co-
mienza diciendo el primero de estos artículos, sin designar las perso-
nas á quienes corresponde ese derecho, como tampoco las obligadas 
á prestar los alimentos, por no ser de la competencia de la ley pro_ 
cesal, según ya se ha indicado. El Código civil define y determina 
concretamente aquel derecho y esta obligación, con todos sus efec-
tos, en los arts. 142 al 153 y en algunos otros, á cuyas disposicio- 
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nes, puesto que por él han sido derogadas todas las leyes anterio-
res relativas á esta materia, será preciso atenerse, para apreciar 
el derecho del demandante y la obligación del demandado. 
Según nuestra antigua jurisprudencia, el derecho á los alimen-
tos podía fundarse en la ley, en la costumbre, en testamento ó 
en contrato. El Código civil, según se deduce de su art. 153, reco- 
doce las mismas fuentes de ese derecho, menos la costumbre, á la 
que no da fuerza de ley. Por costumbre se daban antes alimentos 
por el poseedor de un mayorazgo â su inmediato sucesor, cuando 
lo permitían las rentas del mismo, y por regla general se señalaba 
de la sexta á la octava parte de la renta líquida. Al suprimirse las 
vinculaciones por la ley de 11 de Octubre de 1820, restablecida en 
30 de Agosto de 1836, se respetaron los derechos de los alimen-
tistas. Es de presumir, por el tiempo transcurrido, que será ya 
rara la existencia de persona alguna con ese derecho; pero si la 
hubiese, tendría que reclamarlo por el procedimiento establecido 
en el presente título. 
Los dos artículos de este comentario se refieren á la demanda 
de alimentos provisionales, determinando los requisitos que ha de 
contener para que sea admisible. Son tres estos requisitos: 1. 0 , que 
se presenten con la demanda los documentos que justifiquen cum-
plidamente el título en cuya virtud se piden los alimentos: 2.°, que 
se ofrezca acreditar el importe aproximado del caudal ó rentas que 
disfrute el que deba dar los alimentos y las necesidades del que 
haya de recibirlos; y 3.°, que se acompañen copias de la demanda 
y de los documentos en papel común. Sin llenar estos requisitos en 
la forma que vamos á explicar, el juez no debe admitir la demanda, 
siendo este uno de los pocos casos en que la ley le autoriza para 
repelerla d limine judicii, lo cual deberá hacer por medio de auto 
(art. 369), sin oir á la parte contraria, fundándolo en no haberse 
acompañado los documentos que exige la ley. Esto no obsta para 
que después se dé curso á la demanda, si se reproduce, subsanando 
la falta. 
En cuanto al primer requisito, si la demanda se funda en un_ 
contrato, deberá acompañarse copia fehaciente de la escritura ó el 
documento privado en que se hubieren pactado los alimentos; y si 
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se deben por legado ó disposición testamentaria, copia del testa-
mento y la partida de defunción del testador. Y si el título se fun-
da en un  derecho otorgado por la ley, además de citar en la de-
manda el artículo ó artículos del Código civil ó de la ley que otor-
guen el derecho al demandante é impongan la obligación al deman-
dado, deberán presentarse los documentos que acrediten la relación 
de parentesco entre aquél y éste, cuando en esta relación se funde 
la demanda, conforme al art. 143 del Código civil, como también, 
en su caso, la legitimación por concesión Real, ó el reconocimiento 
del hijo natural hecho en el acta de nacimiento, en testamento ó en 
otro documento público, como previene el art. 131. del mismo Có-
digo, y lo mismo cuando se funde en cualesquiera otras circunstan- 
 ciar que den derecho á los alimentos (1). 
Pero conociendo el legislador que no será posible justificar con 
documentos alguna de las circunstancias å que se refiere, por ejem-
plo, la causa, no imputable al alimentistia, que le impida procurar-
se su subsistencia, cuando la demanda sea entre hermanos ó de 
hijos emancipados, con notoria justicia previene el art. 1609,.que 
estamos examinando, que en tal caso se ofrezca completar la justi-
ficación con testigos, si fuese necesario. Esto no está en contradic- 
ción con lo ordenado anteriormente en el mismo artículo, sobre que 
se justifique cumplidamente el título en cuya virtud se piden los 
alimentos: esta justificación ha de hacerse siempre con documentos 
ó citando la ley que conceda el derecho, y sólo cuando no sea po-
sible justificar de este modo, no el derecho, sino alguna de las cir-
cunstancias que lo hacen viable y exigible, se permite, como es ra-
cional, que se complete la justificación con testigos (2). 
(1) El Tribunal Supremo tiene declarado en sentencia de 29 de Noviembre 
de 1888, que la obligación reciproca de alimentarse los padres é hijos, así le-
gitimos como naturales, no puede ser eficaz sino cuando el que reclama los 
alimentos provisionales presenta documentos que justifiquen cumplidamente 
el titulo en cuya virtud los pide. Por consiguiente, el que carezca de estos 
documentos no podra utilizar el juicio sumario para pedir los alimentos pro-
visionales, si bien podrir acudir a la via ordinaria para obtener la declaración 
del derecho y la asignación de los alimentos. 
(2) El Tribunal Supremo, en sentencia de 18 de Febrero de 1890, además 
$ 
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El segundo requisito responde á la prevención de nuestro an- 
tiguo derecho, reproducida en el art. 146 del Código civil, de que 
«la cuantía de los alimentos será proporcionada al caudal ó me-
dios de quien los da y á las necesidades de quien los recibe». Por 
esto se previene que se «ofrezca acreditar el importe aproximado 
del caudal, rentas, sueldos ó pensiones que disfrute el que deba 
dar los alimentos, y las necesidades del que haya de recibirlos». 
Para esta justificación podrá utilizarse cualquiera de los medios 
de prueba que permite la ley, y habrá de hacerse en el acto del 
juicio verbal, aunque si es de documentos podrán presentarse con 
la demanda. 
Y por el requisito tercero se hace extensivo á estos juicios lo 
prevenido para los declarativos en los arts. 515 y siguientes res-
pecto á la presentación de copias, cuyas disposiciones serán apli-
cables, inclusa la de no admitir la demanda mientras no se pre-
senten aquéllas. • 
Téngase presente, por último, que estos juicios están exceptua-
dos del acto previo de conciliación (art. 460, núm. 8.°) y que los 
litigantes no tienen necesidad de valerse de procurador (art. 4. ° , 
núm. 6.°), pero sí de letrado. 
ARTÍCULO 1611 
Presentada en forma la demanda, el Juez acordará 
convocar á las partes á juicio verbal, el que se celebra-
rá con arreglo á las disposiciones prescritas para el que 
ha de tener lugar en el interdicto de retener 6 de re-
cobrar, y en él se admitirán las pruebas que aquéllas 
de de clarar quo, para que pueda ser admitida la demanda de alimentos pro-
visionales, deben presentarse con ella los documentos que justifiquen cum. 
plidamente el titulo en cuya virtud se piden, y cuando son otorgados por la 
le y, los que acrediten las circunstancias que den derecho á los alimentos> 
c orno, por ejemplo, el reconocimiento del hijo natural por su,liadre, reconoce 
c orno legal la doctrina de que la prueba testifical sólo puede admitirse en esta 
clase de juicios, según la nueva ley procesal, como complementaria de la docu-
m entai, que necesariamente ha de acompañarse á la demanda para que ésta 
deba cursarse. 
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propongan relativas a los extremos expresados en el 
art. 1609, que no resulten justificados por los docu-
mentos acompañados á la demanda. 
Art. 1609 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al 
art. 1607 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1612 
(Art. 1610 para Cuba y Puerto Rico.) 
Este juicio tendrá lugar dentro del quinto dia de la 
presentacion de la demanda, si Ambas partes estuvie-
ren en el lugar del juicio, y se aumentará un dia por 
cada 30 kilómetros que diste el demandado, á contar 
desde aquel en que se le haga la citación, pero sin que 
este plazo pueda exceder de diez, á cuyo efecto se le 
prevendrá que si dentro del fijado no compareciere, se 
continuará el juicio sin más citarle ni oirle. 
En el acto de la citacion para el juicio se entregarán 
al demandado las copias de la demanda y de los docu-
mentos. 
ARTÍCULO 1613 
(Art. 1611 para Cuba y Puerto Rico.) 
El demandado, en el acto del juicio, y no en otra 
forma, podrá oponerse al derecho á los alimentos, ale-
gado por el demandante, 6 negar la obligacion, ya 
de prestarlos, ya de hacerlo en la cuantía que aquél 
pida. 
Del resultado del juicio se extenderá el acta corres= 
pondiente, uniéndose á los autos los documentos que 
hubieren presentado las partes. 
Estos tres artículos contienen la importante reforma que se ha 
hecho en este procedimiento para convertirlo, de acto de jurisdic-
ción voluntaria, en juicio contradictorio, aunque sumarísimo. En 
virtud de lo que en ellos se dispone, se conceden al demandado 
la audiencia y la defensa que se le negaban por la ley anterior, 
la cual prohibía en estos expedientes toda discusión sobre el 
derecho á percibir los alimentos y sobre su entidad. Ahora se ha 
TOMO VI lo 
• 
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de citar al demandado para el juicio verbal, que se celebrará á 
continuación de la demanda, sin ningún otro trámite, con la pre-
vención de que si no comparece en el día señalado, se continuará 
el juicio sin más citarle ni oirle, de suerte que no puede concedér-
sele prórroga sino de acuerdo con el demandante. En el acto de la 
citación, que se le hará por medio de cédula en la forma. prevenida 
para las citaciones, y con la prevención antedicha,-han de entregár-
sale las copias de la demanda y de los documentos con ella presen-
tados, para que pueda preparar su defensa. Y en el acto del juicio 
verbal, y no por escrito, antes ni después, ni en otra forma, al que 
podrá concurrir por sí 6 por medio de procurador y acompañado 
de letrado, si le conviniere, puede alegar y probar cuanto conduz - 
ca á su defensa, bien oponiéndose al derecho á los alimentos, ale - 
gado por el demandante, ó bien negando la obligación, ya de pres-
tarlos, ya de hacerlo en la cuantía que éste pida. De este modo, 
oídas ambas partes, y por el resultado de las pruebas que presen-
ten, las que han de limitarse á los extremos expresados en el ar-
tículo 1609, como tiene declarado el Tribunal Supremo en senten-
cia de 4 de Diciembre de 1889, el juez podrá dictar su fallo con el 
debido conocimiento de causa. 
En cuanto al procedimiento y término para la comparecencia, 
basta atenerse al texto de los mismos artículos, sin necesidad de 
más explicaciones. Sólo advertiremos que el juicio verbal ha de 
celebrarse con arreglo á lo prevenido en los arts. 1644, 1645 y 
1656, que contienen las disposiciones prescritas, para el que ha 
de tener lugar en el interdicto de retener 6 de recobrar. 
ARTICULO 1614 
.(Art. 1612 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de los tres dias siguientes á la celebracio n 
del juicio, el Juez dictará sentencia. 
En la .condenatoria al pago de alimentos, se deter-
minará la cantidad en que han de consistir con el ca-
rácter de provisionales, hasta que en el juicio declara-
tivo correspondiente, si alguna de las partes lo promo-
viere, se fije definitivamente dicha cantidad; y se 
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declarará que el pago ha de hacerse por mensualidades 
anticipadas. 
ARTÍCULO 1615 
La sentencia en que se denieguen los alimentos será 
apelable en ambos efectos; la en que se concedan, ló 
será en uno solo. 
En este caso, se remitirán los autos originales al 
Tribunal superior, quedando en el Juzgado testimonio 
de la sentencia para su ejecucion, conforme á lo preve-
nido en el art. 391. 
Art. 1613 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo 2.° 
es al art. 390 de esta ley, sin otra variación.) 
De la sentencia, previniendo que se dicte dentro de los , tres 
días siguientes á la celebración ó conclusión del juicio verbal, y 
de su apelación, tratan estos dos artículos, con tanta claridad, que 
creemos excusado el comentario en cuanto al procedimiento; basta 
atenerse á lo que en ellos se ordena, que sustancialmente es lo 
mismo que se ordenó en los arts. 1211 al 1215 de la ley anterior. 
Pero se previene, además, en el primero de ellos, que «en la sen-
tencia condenatoria al pago de alimentos, se determinará la canti-
dad en que han de consistir con el carácter de provisionales», y 
sobre este punto y algún otro que afecta al fondo de la sentencia, 
nos parecen convenientes algunas indicaciones. 
Si por el resultado de las pruebas el juez estima debidamente 
justificados el derecho del alimentista y la obligación del deman-
dado, debe condenar á éste al pago de los alimentos por mensua-
lidades anticipadas, determinando la cantidad en que han de con-
sistir. Aunque la ley deja, como era preciso, al prurte criterio 
del juez la designación ó fijación de dicha cantidad, este no puede 
proceder arbitrariamente, sino con sujeción á las reglas para ello 
establecidas. Veamos cuáles son estas reglas. 
El Código civil en su art. 142 declara, que «se entiende por 
alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, 
vestido y asistencia médica, según la posición social de la familia», 
y que «los alimentos comprenden también la educación é instrue- 
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ción del alimentista cuando es menor de edad». Y en el art. 146 
dice: «La cuantía de los alimentos, en los casos comprendidos en 
los cuatro números del art. 143, será proporcionada al caudal ó 
medios de quien los da, y á las necesidades de quien los recibe.» 
Dichos cuatro números se refieren á la obligación recíproca de 
darse alimentos entre los «cónyuges, los ascendientes y descendien-
tes legítimos, los padres y los hijos legitimados por concesión Real 
y los descendientes legítimos de éstos, y los padres y los hijos na-
turales reconocidos, y los descendientes legítimos de éstos». Resul-
ta, pues, que todas estas personas están obligadas recíprocamente 
á darse los alimentos llamados civiles, y el juez debe fijar la cuantía 
en toda la extensión antedicha, aunque proporcionada al caudal 
del que los da y á las necesidades de quien los recibe, ateniéndose 
para esto al resultado de la prueba que se habrá practicado sobre 
ese extremo. , 
Los padres y los hijos ilegítimos en quienes no concurra la con-
dición legal de naturales, y que puedan acreditar su derecho en la 
forma que previene el art. 140 del Código civil, se deben, por razón 
de alimentos, los auxilios necesarios para la subsistencia, con la 
obligación además en los padres de costear á los hijos la instrucción 
elemental y la enseñanza de una profesión, arte ú oficio; y lo mismo 
cuando los alimentos se den entre hermanos. Así lo dispone el ar-
tículo 143 del Código citado. Por consiguiente, en estos casos sólo 
se deben los alimentos llamados naturales, y el juez los fijará en la 
cuantía necesaria para la vida ó subsistencia del alimentista, cual-
quiera que sea el caudal y posición social del que deba darlos. 
Este en cuanto á los alimentos otorgados por la ley, á no ser 
que ésta hubiere dispuesto otra cosa para el caso especial á que se 
refiera. Cuidado se deben por testamento ó por contrato, si en aquél 
ó en éste se hubiere fijado la cuantía de la pensión, como sucede 
por regla general, y se hubiere utilizado el procedimiento breve y 
sumario de los alimentos provisionales para reclamarlos, como pue-
de hacerse, para determinar la cantidad se sujetará el juez á lo 
pactado, ó á lo ordenado por el testador, y en otro caso, á las reglas 
a ntes expuestas. Así se deduce del art. 153 del Código. 
En cuanto á condena de costas en el juicio de que tratamos, 
v 
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tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencia de 30 de Junio 
de 1885, que ni la ley ni la jurisprudencia determinan que los ali-
mentos provisionales hayan de concederse imponiendo las costas 
al obligado á darlos, y por tanto, la imposición de éstas dependerá 
de la buena ó mala fe del litigante, apreciada por el tribunal sen-
tenciador. Esto es lo procedente, dado el silencio de la ley sobre 
este punto. 
 
Cuando la sentencia condene al pago de los alimentos provisio - 
nales, además de fijar la cantidad en que éstos han de consistir, 
determinará desde cuándo han de abonarse, si lo hubiere solicitado 
el actor. Para este caso se tendrá presente que, según el art. 148 
del Código civil, no deben abonarse sino desde la fecha en que se 
interponga la demanda, ordenando además, como el artículo pri-
mero de este comentario, que se verifique el pago por meses anti-
cipados. 
Y si la sentencia fuese absolutoria, queda resuelta negativa-
mente la cuestión sobre los alimentos provisionales, sin que pueda 
reproducirse después en esta misma forma entre los mismos inte-
resados; pero pueden hacerlo por medio del juicio declarativo co-
rrespondiente á la cuantía, para el que reserva la ley en todo caso 
ventilar por sus trámites más amplios, tanto el derecho á los ali-
mentos, corno la obligación de darlos y su cuantía, ó su reducción 
ó aumento, en los casos á que se refiere el art. 147 del Código. Así 
lo previene el 1617 de la presente ley, como luego veremos, y de 
acuerdo con él, tiene declarado el Tribunal Supremo, en sentencia 
de 22 de Febrero de 1884, que una vez negados los alimentos pro-
visionales, no es dable pedirlos de nuevo reproduciendo las mis-
mas diligencias, porque con ello se infringe la doctrina que, fun-
dada en la ley de Enjuiciamiento civil, tiene estlecida dicho 
Tribunal, de que sólo en el juicio ordinario puede reproducirse la 
petición de alimentos. 
ARTÍCULO 1616 
(Art. 1614 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el que fuere condenado al pago de los alimentos, 
no hiciere efectiva la pension el dia en que deba pa- 
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garla segun la sentencia, se procederá A su exaccion 
por los trámites establecidos para el procedimiento de 
apremio despues del juicio ejecutivo. 
Lo mismo se practicará con las mensualidades que 
vayan venciendo. 
En los arts. 1216' y 1217 de la ley. de 1855, se ordenó lo mis• 
mo sustancialmente que en el actual. La sentencia de primera 
instancia condenando al pago de alimentos provisionales es ejecu-
tiva desde luego, aunque se interponga apelación, puesto que 
ésta ha de admitirse en un solo efecto, como se previene en el ar • 
título 1615. De aquí la prevención del que estamos examinando, de 
que se proceda á la exacción de los alimentos por la vía de apre-
mio si el condenado á pagarlos «no hiciere efectiva la pensión el 
día en que deba pagarla según la sentencia». Esto da por supuesto 
que en la sentencia puede y debe fijarse un plazo corto para hacer 
el primer pago de las pensiones vencidas desde la interposición de 
la demanda, si así se hubiere solicitado y acordado, y de la men-
sualidad que debe pagarse adelantada. El procedimiento de apre-
mio se incoará, principiando por el embargo de bienes, á instancia 
del actor, luego que transcurran los cinco días para apelar, ó que 
se hubiere librado en su caso el testimonio que para la ejecución 
de la sentencia apelada previenen los arts. 1615 y 391. 
Ordénase, además, que se emplee el mismo procedimiento de 
apremio para la 'exacción de las mensualidades que vayan ven-
ciendo si no las paga el deudor. En este caso, si todavía está pen-
diente la vía de apremio por no haberse realizado el pago de las 
pensiones anteriores, se unirá á esas diligencias la pretensión del 
alimentista, acordando que se tenga por ampliada la vía de apre-
mio á la nueva mensualidad vencida, sin oir al demandado, puesto 
que tampoco se le oye para despachar el apremio, y se trata de 
la ejecución de una sentencia. 
ARTÍCULO 1617 
(Art. 1615 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cualquiera que sea la sentencia firme que recaiga 
en estos juicios, no producirá excepcion de cosa juzga- 
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da. Siempre quedará á salvo el derecho de las partes 
para promover el juicio plenario de alimentos definiti-
vos, ventilando en él, por los trámites del declarativo 
que corresponda, tanto el derecho de percibirlos, como 
la obligacion de darlos y su cuantía; sin perjuicio de 
seguir abonando mientras tanto la suipa señalada pro-
visionalmente. 
Concuerda este artículo con el 1218 de la ley anterior, pero 
con diferente y más amplia redacción, para expresar mejor el con-
cepto y comprender todos los casos. Su precepto es claro y termi-
nante, y sobre su inteligencia poco tenemos que añadir á lo ya 
dicho al final del comentario á los arts. 1614 y 1615. Allí hemos 
indicado, que la pretensión que se deduzca, después de señalados 
los alimentos provisionales, para su reducción ó aumento, en los 
casos á que se refiere el art. 147 del Código civil, debe ventilarse 
por los trámites del juicio declarativo corresp ondiente, lo mismo 
que las demás cuestiones que se promuevan, tanto sobre el dere-
cho de percibir los alimentos, como sobre la obligación de darlos 
y su cuantía, según se ordena en el presente artículo. La cuestión 
sobre la reducción ó aumento de los alimentos afecta necesaria-
mente á su cuantía, y es, por tanto, incuestionable que debe ve la - 
tilarse en juicio ordinario, como previene la ley procesal. Satisfe-
cha la necesidad imperiosa de los alimentos con la asignación de 
los provisionales, no hay razón para sustraer de los trámites del 
juicio ordinario declarativo las cuestiones que sobre ellos se pro-
muevan después, cuando esto ha de ser «sin perjuicio de seguir 
abonando mientras tanto la suma señalada provisionalmente», 
como lo ordena también este artículo. 
Ha dado lugar á dudas sobre este punto el art. 1916 de la pre- 
sente ley, sin ningún fundamento, á nuestro juicio. Se previene en 
él, que «en el mismo auto en que el juez decrete el depósito de 
una persona, le señalará para alimentos provisionales la cantidad 
que prudencialmente crea necesaria», añadiendo que esto se en-
tenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2.° del art. 1897, 
según el cual las pretensiones que formulen la mujer, el marido 
ó el depositario, que se refieran á los alimentos provisionales, se 
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sustanciarán de la manera prevenida en el tít. 18 de esta ley, que 
es el que estamos examinando. Se dió el caso de que un marido, 
creyendo excesivos los alimentos señalados á su mujer en el mis-
mo auto en que se decretó su depósito, acudió al juzgado solicitan-
do la reducción de aquéllos, y el juez ventiló y falló esta reclama-
ción por los trámites del juicio verbal, que establecen los arts. 1611 
y siguientes, no obstante la oposición de la mujer. Se fundó el 
juez, creemos que con error, en la referencia que el art. 1897 hace 
al título 18, sin considerar que ese juicio verbal sólo es aplicable 
á la demanda de alimentos por el que tenga derecho á pedirlos; 
y que una vez señalados provisionalmente en dicho juicio, ó por 
el, procedimiento que en su lugar establece el art. 1916 para eI 
depósito de personas, cualquiera reclamación posterior que se re-
fiera á dichos alimentos ha de ventilarse en juicio ordinario, como 
previene el art. 1617, único aplicable al caso, y comprendido tam-
bién en el tít. 18 de aquella referencia. Con mejor acuerdo, pudo 
habérsele dado la sustanciación de los incidentes conforme al ar-
tículo 741, y  que creemos la más adecuada; pero á ello se opone 
también la disposición terminante del 1617 de este comentario. 
Réstanos indicar que, aunque la sentencia firme, que recaiga 
en el juicio de alimentos provisionales, no produce excepción de 
cosa juzgada y queda á salvo el derecho de las partes para venti-
lar después la misma cuestión en el juicio plenario de alimentos 
definitivos, la que se dicte en este segundo juicio no tiene efecto 
retroactivo, de suerte que no puede obligarse á las partes á que 
devuelvan ó abonen la diferencia que resulte entre los alimentos 
provisionales y los fijados definitivamente, por suponerse consumi 
- 
dos aquéllos en necesidades perentorias de la vida. A.si lo tiene 
declaradó el Tribunal Supremo en sentencias de 20 de Noviembre 
de 1869, 26 de Mayo de 1873, 9 de Julio de 1874 y 30 de Junio 
de 1885, sin que el Código civil contenga disposición alguna con-
traria á esta jurisprudencia, antes bien parece confirmarla su ar-
ticulo 148, al ordenar que, cuando fallezca el alimentista, sus here-
deros no estarán obligados á devolver lo que éste hubiere recibi-
do anticipadamente. 
FORMULARIOS DEL TITULO XVIII 
De los alimentos provisionales. 
Demanda de alimentos provisionales. —Al Juzgado de primera ins-
tancia.—D. José A., Abogado y vecino de esta villa, con cédula perso-
nal, etc., digo: Que por enfermedades y otras causas que no me son im-
putables, me veo en la dolorosa necesidad de entablar esta demanda de 
alimentos provisionales, á los que me creo con derecho, contra mi se-
ñor padre D. Juan A., vecino también de esta villa, por los motivos y 
fundamentos legales que voy á exponer á la consideración del Juzgado. 
IIECHOS 
4.° En el acta de mi nacimiento, ocurrida en esta villa el 2 de Mayo 
de 1872, D. Juan A. me reconoció como hijo natural suyo, según resulta 
de la certificación de dicha acta que acompaño con el núm. 4. 
2.° Dicho Sr. D. Juan A., cumpliendo los deberes que le imponen la 
ley natural y civil como padre natural, siempre atendió á mi subsisten-
cia y educación fuera de su casa, costeándome la carrera de abogado 
hasta que obtuve el título de licenciado en la facultad de Derecho, ma-
nifestándome entonces que, debiendo yo vivir de mi profesión, me reti-
raba sus auxilios, como lo realizó. 
3.° Poco después fui atacado de una grave enfermedad, que de tal 
modo ha debilitado mis facultades intelectuales y fuerzas físicas, que 
por ahora me hallo imposibilitado para dedicarme al ejercicio de mi pro-
fesión, ni á ninguna otra ocupación ó trabajo, como lo acredito con la 
certificación del facultativo de mi asistencia, que acompaño bajo el nú-
mero 2. 
4.° Por dicha causa, que no me es imputable, y por carecer en abso-
luto de bienes, me hallo sin recursos de ninguna clase para atender mi 
subsistencia y al restablecimiento de mi salud, y habiendo acudido á mi 
padre natural para que me dé alimentos 6 los auxilios que estime, se ha 
negado á ello. 
5.0 Que mi padre D. Juan A. es persona acomodada y de buena posi-
ción social, disfrutando aproximadamente una renta anual de 30.000 pe-
setas; de ellas 20.000 de fincas, como resulta de la certificación del amilla-
ramiento que acompaño con el núm 3, y las 40.000 restantes en papel del 
Estado, sin contar con el producto de otros negocios á que suele dedicar-
se; y las atenciones de su familia están limitadas á lo que necesite para el, 
su mujer y una hija soltera, que viven en su compañía. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
4.° El art. 443 del Código civil, en cuanto por 61 se ordena que es- 
tán obligados recíprocamente á darse alimentos, en toda la extensión que 
señala el 442, los padres y los hijos naturales reconocidos; siendo éste 
el titulo en que fundo mi demanda, por resultar cumplidamente justifi-
cado que soy hijo natural del demandado D. Juan A., reconocido por 
éste en la forma que previene el art. 434 del mismo Código, puesto que 
lo he sido en el acta de mi nacimiento. 
2.° Los articulos 442 y 446 de dicho Código civil, según los cuales, 
se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, 
habitación, vestido y asistencia médica, según la posición social do la 
familia, y su cuantía entre padres é hijos naturales reconocidos debe ser 
proporcionada al caudal ó medios de quien los da y á las necesidades de 
quien los recibe; en cuyos preceptos legales me fundo para solicitar que 
se me asignen por dicho concepto 7.500 pesetas anuales, cuarta parte de 
las rentas que disfruta mi padre natural D. Juan A. 
3.0 El art. 448 del mismo Código, según el cual deben abonarse los 
alimentos desde la fecha en que se interponga la demanda, y ha de veri-
ficarse el pago por meses anticipados. 
4.° Por tener el demandado su domicilio en esta villa, corresponde á 
este Juzgado el conocimiento de la presente demanda, conforme á la re-
gla 4. 8 del art. 62 y á la 24 del 63 de la ley de Enjuiciamiento civil, se-
gún tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencia de 45 de Diciem-
bre de 4885. 
Poi tanto, y ofreciendo completar coa testigos, en el acto del juicio 
verbal, la justiticación„de los hechos expuestos anteriormente, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada esta demanda de 
alimentos provisionales con los documentos que la acompañan, y las co-
pias de aquélla y de éstos, se sirva admitirla por reunir los requisitos 
prevenidos en el art. 4609 de la ley de Enjuiciamiento civil, y dándole 
la sustanciación prevenida en los artículos 4614 y siguientes de dicha 
ley, declarar á su tiempo que el demandante ha justificado cumplida- 
mente el título en cuya virtud pide alimentos á su padre natural Don 
Juan A., y en su consecuencia, condenar éste á que me (lé dichos ali-
mentos con el carácter de provisionales en cantidad de 7.500 pesetas 
anuales, desde el dia en que interpongo esta demanda, verificando den-
tro de tercero día el pago de los vencidos y el de los demás por mensua-
lidades anticipadas, todo sin perjuicio de lo que sobre ello se resuelva 
en el juicio declarativo correspondiente, si lo promoviere alguna de la s . 
partes; y en el caso de oponerse el demandado, condenarle también en 
todas las costas por su notoria temeridad, pues así es de justicia, que 
pido. (Lugar, fecha y firma de letrado y del interesado, 6 de su procu-
rador, si interviniere.) 
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!' ovidencia.—Juez Sr. N. —(Lugar y fecha.) 
Por presentado con los documentos y copias que se acompafian: se 
admite la demanda por estar presentada en forma, y convóquese á las 
partes á juicio verbal, para cuya celebración se señala el día... (ha de ser 
dentro del quinto dia de la presentación de la demanda), á tal hora, en la 
sala audiencia de este Juzgado, entregándose al demandado en el acto 
de la citación las copias de la demanda y de los documentos, y previ-
niéndole que si no compareciere, se continuará el juicio sin mas citarle 
ni oirle. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación al demandante por medio de cédula en la 
forma ordinaria. 
Citación al demandado por medio de cédula, entregándole con ella 
las copias de la demanda y documentos, y haciéndole la prevención que 
se ordena en la providencia. 
Acta del juicio verbal.—Se celebrará éste y se redactará aquélla como 
en los demás casos análogos, teniendo presente lo que se ordena en los 
articulos 4644 y 4645, que son de aplicación al caso. Se llevará á efecto 
dicho juicio aunque no concurra el demandado, como previene el ar-
tículo 4656, que también es aplicable. Si concurre el demandado, podrá 
oponerse de palabra en dicho acto, y no en otra forma, á las pretensio-
nes del demandante, alegando las razones que tenga para no reconocer 
en éste el derecho á los alimentos, ó para negar su obligación, ya de 
 • • 
prestarlos, ya de hacerlo en la cuantía que se le demandan. Después de 
alegar las partes, se admitirán las pruebas de documentos y de po- 
siciones y testigos que el juez estime pertinentes, sobre los hechos ale-
. gados, de los expresados en el art. 4609, que no resulten justificados 
cumplidamente con los documentos presentados con la demanda ó que 
se presenten en el acto del juicio. Estos se unirán á los autos, y recibi-
das las demás pruebas, se dará por terminado el acto. 
Cuando no comparezca el demandante en el dia y hora señalados, se 
hará lo que previene el art. 728. 
Sentencia. —Ha de dictarla el juez dentro de los tres días siguientes 
á la celebración y terminación del juicio verbal, en la forma prevenida 
para toda clase de sentencias por el art. 372, pudiendo servir de modelo 
la formulada para el juicio de mayor cuantía en la pág. 443 del tomo 3.° 
Esta sentencia es apelable dentro de cinco días, en ambos efectos si 
se deniegan los alimentos, y en uno solo si se conceden. En este segundo 
caso, se remitirán los autos originales al tribunat superior, quedando en 
el Juzgaio testimonio de la sentencia para su ejecución. Los formularios 
de estas diligencias puedan verse en la pág. 244 del tomo 2.0 
  
     
     
TITULO XIX 
DE LOS RETRACTOS 
Se entiende por retracto el derecho que compete á ciertas per-
sonas para quedarse por el tanto con la cosa vendida á otro. Este 
derecho nace de la ley ó del pacto, y de aquí la división de los re-
tractos en legales y convencionales, que ha aceptado el Código ci-
vil, siguiendo las tradiciones de nuestro antiguo derecho, aunque 
con las reformas en el retracto legal que luego indicaremos. 
Sobre uno y otro retracto diremos lo necesario para el objeto del 
procedimiento, siguiendo el orden establecido en el cap. 6.°, títu-
lo 4 °, lib. 4.° de dicho Código, que trata de la resolución de la 
venta, declarando en el primero de sus artículos, que es el 1506, 
que la venta se resuelve, entre otras causas, por el retracto con-
vencional y por el legal. 
Retracto convencional.—Según el art. 1507 del Código civil, 
tendrá lugar este retracto cuando el vendedor se reserve el dere-
cho de recuperar la cosa vendida, con la obligación precisa de 
reembolsar al comprador el precio de la venta, los gastos del con- 
trato y cualquier otro pago legítimo á que éste hubiere dado lu-
gar, y los gastos necesarios y útiles hechos en la cosa vendida, con 
lo demás que se hubiere pactado. En estas palabras está definido 
el contrato de venta con pacto de retro, llamado también á carta 
de gracia; por lo cual y por lo que se deduce de las disposiciones 
subsiguientes del mismo Código, sólo á este contrato se refiere el 
retracto convencional. Para ejercitarlo se concede el plazo de 
cuatro años, á no haberse pactado expresamente otro menor 6 
mayor, sin que puecl.a exceder de diez años, y como además está 
subordinado á las condiciones pactadas, tendrá que exigirse su 
cumplimiento por la vía ordinaria, sin que se le pueda aplicar el 
procedimiento especial establecido en el presente título. 
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Retracto legal.—Lo define el art. 1521 del Código civil, di-
ciendo que «el retracto legal es el derecho de subrrogarse, con las 
mismas condiciones estipuladas en el contrato, en lugar del que 
adquiere una cosa por compra ó dación en pago». Lo mismo era 
en nuestro derecho antiguo, el cual comprendía en esta clase el 
retracto gentilicio y el de comuneros. 
El retracto gentilicio, llamado también de abolengo y de san-
gre, era el derecho que competía á los parientes del vendedor 
dentro de cuarto grado, y por el orden de mayor proximidad, 
para retraer los bienes raíces, procedentes de los abuelos comu-
nes, que aquél hubiere enajenado á un extraño (1). Este retracto, 
que era el más importante por la frecuencia con que se ejercitaba 
y por las cuestiones á que daba lugar, ha sido suprimido por el 
Código civil, en beneficio de la libertad de contratación y del cré-
dito territorial. 
El de comuneros, llamado también de comunión en la práctica 
antigua, es el que la ley concede á los condueños para retraer la 
parte de la cosa común que alguno de ellos haya vendido á un 
extraño (2). El Código civil conserva este retracto, como puede 
versè en su art. 1522, ampliándolo expresamente al caso, antes 
discutido, de que la enajenación se verifique por dación en pago, 
además de la venta, determinando las personas que pueden hacer 
uso de este derecho, y que si son dos ó más las que lo utilizan á 
la vez, se dividan la parte retraída á prorrata de la porción que 
tengan en la cosa común. En este retracto está comprendido el 
que solía llamarse de superficie, que es el que ahora, lo mismo que 
antes, se deriva de la enfiteusis, foros y otros contratos análogos á 
aquélla, y corresponde recíprocamente al dueño directo y al util, 
siempre que vendan ó den en pago su respectivo dominio sobre 
la finca enfitéutica. Respecto de este punto veánse los arts. 1636 
y siguientes y regla 6.a del 1656 del Código civil (3). 
(1) Leyes 1. ° is 7', tit. 13, lib. 10 de la Nov. Recop. 
(2) Ley 55, tit. 5.°, Part. 5.', y 8.° y 9. °, tit. 13, libro 10 de la Nov. Recop. 
(3) El Tribunal Supremo, en sentencia de 22 de Marzo de 1877, dèolaró 
que las acciones de minas ó de sociedades mineras no son susceptibles del 
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Este mismo Código ha establecido un nuevo retracto legal, el 
de los colindantes, no conocido en nuestro antiguo derecho, con 
el objeto de evitar en lo posible los inconvenientes de la división 
de la propiedad rústica en pequeñas porciones. Dice en su artícu-
lo 1523: «También tendrán el derecho de retracto los propieta-
rios dulas tierras colindantes, cuando se trate de la venta de una 
finca rústica cuya cabida no exceda de una héctarea.» En el mis-
mo artículo se exceptúan las tierras colindantes que estuvieren 
separadas por arroyos, acequias, barrancos, caminos y otras servi-
dumbres aparentes en provecho de otras fincas; y se declara que 
si dos ó más colindantes usan del retracto al mismo tiempo, será 
preferido el que de ellos sea dueño de la tierra colindante de me-
nor cabida, y si las dos la tuvieren igual, el que primero lo soli-
cite. Y en el artículo siguiente declara que el retracto de comune-
ros excluye el de colindantes. 
Resulta, pues, que en el día sólo existen dos retractos legales, 
el de comuneros y el de colindantes. Ambos han de sustanciarse 
con los requisitos y por los trámites especiales ordenados en el 
presente título, correspondiendo su conocimiento á los jueces de 
primera instancia, cualquiera quo sea la cuantía litigiosa, y siendo 
competente el, del lugar en que esté situada la cosa que se pre-
tenda retraer, 5 el del domicilio del demandado, á elección del de-
mandante, como se ordena en la regla 13 del art. 63, de conformi-
dad con el art. 673 de la ley de 1855. 
retracto de comuneros, porque se rigen para su transferencia y demás efec-
tos por su legislación especial, en la cual no se halla establecido dicho re 
tracto; porque según declaraciones del mismo Tribunal Supremo, tales accio-
nes no tienen otro carácter legal que el do bienes muebles, y el retracto de 
comnneros, creada por la ley 75 de Toro, ó sea la 9.a, tit. 13, lib. 10 de la 
Nov. Recop., se concreta y limita á los bienes inmuebles; porque, aunque tu-
vieran este carácter, cada acción es independiente y sin comunidad alguna 
entre ellas, y porque en cada sociedad industrial ó mercantil se crea una 
personalidad jurídica, distinta de los socios, los cuales no son dueños en 
 co-
mún 6 proindiviso, requisito indispensable para el retracto, sino que cada 
uno lo es de las acciones qua le pertenecen. 
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En el comentario de los artículos respectivos diremos las modi-
ficaciones que en algunos de ellos ha introducido el Código civil; 
pero antes debemos examinar en este lugar una cuestión que es de 
aplicación general y que afecta al procedimiento. 
Procede el retracto de comuneros respecto de las cosas muebles? 
La jurisprudencia del Tribunal Supremo resolvió esta cuestión en 
sentido negativó antes de publicarse el Código civil, como se con- 
. 
signó en la sentencia antes citada, fundándose principalmente en 
que la ley 75 de Toro, que creó dicho retracto, lo concretó al caso 
en que alguno vendiese la parte de alguna heredad que tiene en 
común con otro, y la palabra heredad se contrae incuestionable-
mente á bienes raíces. Pero dicha ley ha sido derogada por el Có-
digo, y es preciso resolver hoy la cuestión por lo que en éste se 
dispone. En su art. 1522, al establecer dicho retracto, se refiere á 
la cosa común que alguno de los condueños enajene š un extraño,  . 
y en la generalidad de la palabra cosa están comprendidos tanto 
los muebles como los inmuebles. Y en el art. 1524, al fijar el tér-
mino para el retracto legal, aunque previene que se cuente desde 
la inscripción en el Registro, lo que sólo puede tener lugar respec-
to de los inmuebles, añade: uy en su defecto, desde que el retra-
yente hubiere tenido conocimiento de la venta»; de suerte que la 
inscripción en el Registro no es requisito esencial para este re-
tracto, y puede aplicarse, por tanto, á los bienes muebles, que 
están comprendidos en la denominación genérica de cosa común. 
Si se hubiere querido limitarlo á los inmuebles, se habría dicho 
expresamente, como se dice en el de colindantes. Por estas consi-
deraciones creemos que el Código ha derogado la ley y la jurispru-
dencia antes citadas, y que conforme á su precepto claro y termi-
nante, el retracto de comuneros es aplicable á las cosas muebles, 
siempre que concurran los requisitos prevenidos en el art. 1522 de 
dicho Código. Sin duda alguna son mayores los inconvenientes de 
la comunidad de bienes proindiviso en los muebles que en los in-
muebles, y por esto se habrá hecho extensivo á unos y otros el re-
tracto de comuneros. 
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malt:um) 1618 
(Art. 1616 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para que pueda darse curso á las demandas de re-
tracto, se requiere: 
1. 0 Que se interponga dentro de nueve dias, con-
tados desde el otorgamiento de la escritura de venta. 
.2. 0 Que se consigne el precio si es conocido, 6 si 
no lo fuere, que se dé fianza de consignarlo luego que 
lo sea. 
3. 0 Que se acompañe alguna justificacion, áun cuan-
do no sea cumplida, del título en que se funde el re-
tracto. 
4.0 Que se contraiga, si el retracto es gentilicio, 
el compromiso de conservar la finca retraida á lo me- 
nos dos años, á no ser que alguna desgracia hiciere 
venir á menos fortuna al retrayente y lo obligare á la 
venta. 
5. ° Que se comprometa el comunero á no vender 
la participacion  . del dominio que retraiga, durante 
cuatro años. 
6.0 Que se contraiga, si el retracto lo intenta el 
dueño del dominio directo 6 el del útil, el compromiso 
de no separar ámbos dominios durante seis años. 
7. 0 Que se acompañe copia, en papel comun, de la 
demanda y de los documentos que se presenten. 
ARTICULO 1619 
(Art. 1617 para Cuba y Puesto Rico.) 
El que intentare el retracto, si no reside en el pueblo 
donde se haya otorgado la escritura que dé causa á él, 
tendrá para deducir la demanda, además de los nueve 
dias, uno por cada 30 kilómetros que distare de su re-
sidencia dicho pueblo. 
ARTÍCULO 1620 
(Art. 1618 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la venta se hubiere ocultado con malicia, el tér-
mino de los nueve dias no empezará á correr hasta el 
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siguiente al en que se acreditare que el retrayente ha 
tenido conocimiento de ella. 
Para dicho efecto, se tendrá por maliciosa la oculta-
cion de la venta, cuando no se hubiere inscrito oportu-
namente en el Registro de la propiedad. En este caso 
se contará el término, desde la presentacion de la es-
critura de venta en el Registro. 
Concuerdan casi literalmente con los artículos 674, 675 y 676' 
de la ley de 1855. En el primero se determinan los requisitos que 
han de contener las demandas de retracto para que pueda dárseles 
curso; requisitos que son esenciales, tanto, que la omisión de cual-
quiera de ellos obsta á la admisión de la demanda, y si se le hu-
biere dado curso, á pesar de la prohibición de la ley, deberá ser 
absolutorio el fallo definitivo, según la doctrina establecida por el 
Tribunal Supremo en sentencias de 23 de Mayo de 1861, 13 de 
Mayo de 1864, 12 de Mayo de 1883 y otras (1), y de acuerdo con la 
prevención que contiene el art. 1618, al ordenar que no se dé curso 
á estas demandas si no contienen los requisitos que en él se deter_ 
minan. Haremos á cada uno de ellos las observaciones que creemos 
(1) La sentencia del Tribunal Supremo de 13 de Noviembre de 1894 esta-
blece con toda claridad esta doctrina en sus dos considerandos, que dicen 
asi: «Considerando que son tan esenciales las condiciones que han de tener 
las demandas de retracto, consignadas en el art. 1618 de la ley de Enjuicia-
miento civil, que si, careciendo de alguna ó algunas de las pertinentes el re-
tracto que se entabla, el juez, con olvido de lo que terminantemente previene 
el citado artículo, diera curso á ella, la acción nunca podría prosperar, ya 
fuera que el demandado pidiera previamente la no admisión, ya solicitara en 
su escrito de contestación que por este vicio radical de la demanda se fallara 
en definitiva la improcedencia de la acción».—«Considerando que el retra-
yente no omitió el requisito 2. ° del citado art. 1818, que como infringido cita 
el recurso en el motivo 2. °, pero si se olvidó del 6.°, que también invoca 
el recurso en el mismo motivo, porque no se comprometió, como era preciso, 
A no vender durante cuatro años el dominio del suelo que pretendía retraer; 
y al no haberlo hecho asi, y haber la sentencia, A pesar de este vicio radical 
de la demanda, dado lugar al retracto, infringe el citado ntim. 6.° del articulo 
1618 y la jurisprhdencia que se invoca en los motivos 2.° y 3.° del recurso » 
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necesarias para su recta aplicación, siguiendo el orden establecido 
en el mismo art. 1618. 
Al 1.°-- Según él, ha de interponerse la demanda dentro de 
nueve días, contados desde el otorgamiento de la escritura, térmi-
no que siempre se ha considerado fatal é improrrogable, como lo 
es realmente, conforme al núm. 10 del art. 310, por la prevención 
expresa de que no se dé curso á la demanda que se interponga + 
 después de los nueve días. También las leyes de Toro (1.» y 2.a, tí-
tulo 13, libro 10, Novísima Recopilación) fijaron el mismo término 
de nueve días con el carácter de improrrogable y mandando que 
corriese contra los ausentes, impedidos y menores. Los expositores 
promovieron dudas sobre desde cuándo y en qué forma debían 
contarse los nueve días, y con el laudable propósito de poner fin á 
esas contiendas, se ordenó en la ley de Enjuiciamiento civil que 
se contasen desde el otorgamiento de la escritura de venta; dato se- 
guro é indiscutible, cuando se otorgue escritura, pero de esta for-
malidad pueden prescindir los interesados cuando así les conven-
ga, sin que por esto deje de perfeccionarse y consumarse la venta 
como contrato consensual, defraudando así el derecho del retra-
yente. 
No podían desconocer los autores de la ley, que por ése y otros 
medios podía ocultarse la venta maliciosamente con el objeto de 
impedir el retracto, y para evitar este fraude, se ordenó en el ar-
tículo 676 de la ley anterior y se ha reproducido en el párrafo 1.' 
del 1620 de la actual, que «si la venta se hubiese ocultado con 
malicia, el término de los nueve días no empezará A, . correr hasta 
el siguiente al en que se acreditare que el retrayente ha tenido co-
nocimiento de ella»; añadiéndose ahora, para evitar cuestiones so-
bre este punto, que «para dicho efecto, se tendrá por maliciosa la 
ocultación de la venta, cuando no se hubiere inscrito oportuna-
mente en el Registro de la propiedad, en cuyo caso se contará el 
término desde la presentación de la escritura de venta en el re-
gistro». 
Estas mismas previsiones de la ley dieron lugar á nuevas con - 
tiendas judiciales, ya sobre cuándo debía considerarse maliciosa la 
ocultación de la venta, ya sobre la inteligencia del adverbio opor - 
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tunarnente respecto á la inscripción en el Registro; cuestiones que 
resolvió el Tribunal Supremo en el sentido de que, siendo de puro 
hecho, correspondía su apreciación al tribunal sentenciador , 
como puede verse en las sentencias de 27 de Abril de 1876, 30 de 
Marzo de 1878, 4 de Mayo de 1885, 12 de Julio y 10 de Noviem-
bre de 1886, 18 de Junio de 1890 y otras. 
También se suscitó cuestión sobre si, para utilizar el retracto 
legal, sería indispensable que precediera el otorgamiento de la es-
critura de venta, puesto que desde su fecha había de contarse el 
término de los nueve días. Esta cuestión ha sido resuelta por el 
Tribunal Supremo en el sentido de que procede el retracto si com-
prador y vendedor realizaron la compraventa con la entrega de la 
cosa y del precio, sin perjuicio de formalizar más adelante la escri-
tura pública, puesto que ésta no es necesaria para la existencia de 
dicho contrato, y porque al ordenar la ley que el término de los 
nueve días se cuente desde el otorgamiento de la escritura de ven-
ta, no puede menos de referirse al caso en que ésta se haya otorga-
do; pero no exige la existencia de la escritura para que nazca el 
derecho del retrayente, ni menos prohibe que pueda presentarse la 
demanda antes de otorgarse la escritura, siempre que, perfecta la 
venta, hubiese llegado á conocimiento del retrayente. (Sentencias 
de 11 de Octubre de 1883, 11 de Julio de 1885, 12 de Mayo de 
1887 y otras.) 
No nos extendemos más sobre esta materia, porque las disposi-
ciones de la ley de Enjuiciamiento civil que estamos examinando, 
y la jurisprudencia que las explica, han sido modificadas por. el 
Código civil. La Comisión codificadora que lo redactó, con cono-
cimiento de las dudas y cuestiones á que aquellas disposiciones se 
prestaban, procuró buscar otra fórmula más clara y concreta, y 
que comprendiera todos los casos, y por último, se adoptó la con-
signada en el art. 1524 de dicho Código, que dice así: «No podrá 
ejercitarse el derecho de retracto legal sino dentro de nueve días, 
contados desde la inscripción en el Registro, y en su defecto, des-
de que el retrayente hubiere tenido conocimiento de la venta.» No 
dice más el Código sobre dicho punto, y á esta disposición es pre-
ciso atenerse hoy, considerando derogadas y sustituidas por ella 
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las del núm. 1.° del art. 1618 y les del 1619 y 1620 de la ley. Con-
viene analizar dicha disposición del Código. 
Se refiere expresamente al retracto legal, para que no se en-
tienda aplicable al convencional, que se rige por otro procedimien-
to, como ya se ha dicho. Acepta y establece para interponer el re- 
tracto el término de nueve días de la ley procesal y que•venia 'i-
giendo desde la ley de Toro; pero contándolo, no desde el otorga-
miento de la escritura de venta, sino desde su inscripción en el Re-
gistro, en razón á que, por ser éste público, está al alcance de todos 
el conocimiento de ese hecho, sin que se preste á la ocultación 
maliciosa, que es tan fácil en el otorgamiento de la escritura, y 
porque lo que no resulta del Registro no perjudica á tercero. 
Pero como dicha inscripción es voluntaria y , limitada á los inmue-
bles, puede suceder que, con malicia ó sin ella, no se presente la 
escritura en el Registro, é que no proceda la inscripción por ser 
mueble la cosa común vendida, ó que estando consumada la venta 
con la entrega de la cosa y el pago del precío, convengan compra-
dor y vendedor en no otorgar' escritura para eludir el retracto é 
con otros fines. Para todos estos casos, añade dicho artículo del 
 Código, que en su defecto, esto es, en defecto de la inscripción en 
el Registro, ya por voluntad de los interesados, ya porque sea im-
procedente, se contarán los nueve días desde que el retrayente hu-
biere tenido conocimiento de la venta, cualquiera que sea la fecha 
en que ésta se hubiere realizado. 
La ley no establece, ni podía establecer, presunción ni regla 
alguna para determinar desde cuándo tuvo conocimiento de la 
venta el retrayente; es un hecho, sujeto á prueba como todos los 
hechos. El retrayente lo consignará en su demanda para demostrar 
que interpone el retracto dentro del término legal, y si lo impug-
na el demandado, se recibirán las pruebas que sobre ello presen-
ten una y otra parte, y el tribunal sentenciador las apreciará 
para dictar su fallo. Y lo mismo si se suscitaré cuestión sobre la 
existencia de la venta, ó sobre cualquier otro hecho que sirva de 
base y fundamento al retracto. 
Pero téngase presente que dicho art. 1524 del Código no es 
aplicable al retracto, ue ségún el 1636, recíprocamente correspon- 
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de al dueño directo y al útil, siempre que vendan ó den en pago 
su respectivo dominio sobre la finca enfitéutica, pues este retrac-
to se rige por sus disposiciones especiales. Cuando el que trate de 
enajenar su dominio dé al otro condueño el aviso que previene el 
art. 1637 de dicho Código para que pueda hacer uso del derecho 
de tanteo, si el condueño no hace uso de este derecho, y se realiza 
la enajenación á un extraño, podrá utilizar el de retracto, dentro 
de los nueve días siguientes al del otorgamiento de la escritura; y 
si ésta se ocultare, se contará dicho término desde la inscripción 
de la misma en el Registro de la propiedad. Si se hubiere realiza-
do la enajenación sin dicho aviso previo para el tanteo, puede 
ejercitarse la acción de retracto en todo tiempo hasta que trans-
curra un año, contado desde que la enajenación se inscriba en el 
Registro de la propiedad. Y cuando sea judicial la venta, los nue-
ve días para el retracto se contarán desde el siguiente al del otor-
gamiento de la escritura. Así lo disponen los arts. 1638, 1639 y 
1640 del mismo Código. 
Indicaremos, por último, que aunque el Código civil ha fijado 
el término para el retracto, nos parece indudable que debe seguir 
teniendo el carácter de término judicial que se le ha dado hasta 
ahora, por hallarse establecido 'para la interposición de una de-
manda, y por las demás razones que expusimos al examinar esta 
cuestión en las págs. 586 y siguientes del tomo 1.° Por consiguien-
te, se descontarán los días inhábiles para actuaciones- judiciales 
como lo previene el art. 1640 del mismo Código para el caso á 
que se refiere, y no hay razón para no aplicarlo en los demás aná-
logos. Y creemos también que hoy no debe concederse al retra - 
yente ausente la prórroga de un día por cada 30 kilómetros de 
distancia, que le concedía el art. 1619 de la ley, porque el Código 
no la concede, y porque habiendo fijado este otro punto de partida 
para contar el término de los nueve días, no puede ya tener apli-
cación al caso el otorgamiento de la escritura á que dicho artículo 
se refiere. 
Al 2.° — Como el retrayente sustituye al comprador en todos 
sus derechos y obligaciones, ahora, lo mismo que antes, le impone 
la ley, como requisito esencial para que se dé curso á la demanda, 
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la obligación de consignar el precio, si es conocido; y si no lo fue-
re, la de dar fianza de consignarlo luego que lo sea. Esta fianza 
podrá ser de cualquiera de las clases que permite el derecho, y 
corresponde al juez estimar su suficiencia sin oir á la patte con-
traria, puesto que ha de admitirla bajo su responsabilidad, como 
se  previene en el art. 1621. Si la venta se hubiere hecho á plazos, 
cumplirá el retrayente . con consignar el plazo satisfecho, y dar 
fianza para responder de los demás con iguales garantías que el 
vendedor hubiere pactado con el comprador. 
Aunque el art. 1518, al que se refiere el 1525 del Código, im-
pone al retrayente, para que pueda hacer uso del retracto, la obli-
gación de reembolsar al comprador, no sólo el precio de la venta, 
sino también «los gastos del contrato y cualquier otro pago legítimo 
hecho para la venta, y los gastos necesarios y útiles hechos en la 
cosa vendida», creemos que aquél no está obligado á consignar el 
importe de estos gastos, puesto que la ley se limita á la consignación 
del precio, á pesar de que también entonces eran aquéllos de abono; 
pero deberá ofrecer en la demanda cumplir esa obligación que le 
impone la ley tan pronto como le sea conocido su importe, y en el 
caso de dar fianza, hacerla extensiva á lo que puedan importar di-
chos gastos. 
Al 3.°—No basta que el retrayente diga en la demanda que 
tiene derecho á retraer la finca vendida por tener en ella partici-
pación proindiviso como condueño, ó por ser colindante, ofrecien-
do justificarlo en el término de prueba: es preciso que «acompañe 
alguna justificación, aun cuando no sea cumplida, del título en 
que se funde el retracto». Esa justificación habrá de ser por medio 
de documentos, aunque no sean suficientes para justificar cumpli-
damente el título en que se funde el retracto, ofreciendo en tal 
caso completar la prueba á su tiempo por cualquiera de los medios 
que permite la ley. Si por no tener el demandante en su poder ta-
les documentos, designa el protocolo, archivo ó lugar en 
 que  se 
hallen, creemos que esto será suficiente para que se admita la de-
manda en consideración al término fatal y tan corto que concede 
la ley para interponer el retracto. En el . supuesto de ser insufi-
ciente la justificación presentada, si se da curso á la demanda, y 
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el demandado lo consiente y contesta, sin alegar la correspondiente 
excepción para que se repela por defectuosa, no puede ya después 
oponerse á ella por ese motivo, según declaró el Tribunal Supre-
mo en sentencia de 10 de Febrero de 1886. 
Cuando el retrayente de cosa inmueble se funde en ser con-
dueño ó colindante de , la finca enajenada á un extraño, no es nece-
sario que se halle inscrito en el Registro de la propiedad el título 
en que funde su derecho, como tiene declarado el Tribunal Su-
premo en sentencia de 5 de Febrero de 1883. Convendrá, en su 
caso, consultar esta sentencia para enterarse de las razones legales 
en que se funda su resolución. 
Al 4.°—Se refiere al retracto gentilicio, y como este retracto 
ha sido abolido por el Código civil, según ya se ha dicho, creemos 
inútil comentarlo. 
Al 5.°—Para evitar que el retracto de comuneros se intente 
por especulación ó con fines ajenos el propósito de la ley, se obli• 
ga al retrayente, también como requisito esencial de la demanda, 
á que se comprometa en ella á no vender la participación del do-
minio que retraiga, durante cuatro años. Nótese que la prohibi. 
ción se limita á la parte de la cosa común, vendida por el condue. 
ño á un extraño, y que haya sido objeto del retracto, no al resto 
de la cosa cuyo dominio perteneciera al retrayente. Como comple-
mento de esta disposición y de la que sigue, véanse los arts. 1628, 
1629 y 1630. 
Al  6.°—Por la misma razón del caso anterior, en el retracto 
que nace de la enfiteusis, ya lo intente el dueño del dominio direc-
to, ya el del útil, ha de comprometerse el retrayente á no separar 
ambos dominios durante seis años. Podrá, pues, dentro de ese pla_ 
zo enajenar toda la finca ó parte de ella en pleno dominio, puesto 
que no alcanza á esto la prohibición de la ley; pero con el grava-
men, que resultará del Registro de la propiedad, de no poder separar 
el dominio directo del útil hasta que transcurran dichos seis años, 
á no ser que preste su conformidad el comprador vencido en el re-
tracto, con aplicación de lo demás quo dispone el art. 1630. 
Por concurrir las mismas razones, sería conveniente hacer ex-
tensivo al retracto de colindantes el compromiso antedicho de no 
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enajenar ó de no separar las fincas, que se exige en el de comune-
ros; pero el Código civil nada dispone sobre ello, ni pudo hacerlo la 
ley de Enjuiciamiento, porque cuando fué publicada no existía tal 
retracto; por consiguiente, no cabe exigir en él dicho compromiso. 
Y al 7.°—Se refiere á la obligación impuesta por la ley á todo 
demandante en juicio declarativo de acompañar copia de la deman-
da y de los documentos para entregarlas al demandado, y se  repro-. 
duce la disposición del art. 518, de que no sea admitida la deman-
da si no se llena este requisito. Podrá suplirse osa falta dentro del 
término legal para interponer el retracto; pero transcurrido dicho 
término sin haber presentado las copias, ya no puede darse curso 
á la demanda, según el precepto terminante del art. •1618, exami-
nado en este comentario. 
ARTÍCULO 1621 
(Art. 1619 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez habrá por presentada la demanda y por 
intentado el retracto, y mandará hacer el depósito de 
la cantidad consignada en el establecimiento público 
destinado al efecto, ó admitirá la fianza bajo su respon-
sabilidad en los casos en que proceda, reservándose 
proveer sobre el curso de la demanda, presentada que 
sea la certificacion del acto de conciliacion. 
ARTÍCULO 1622 
(Art. 1620 para Cuba y Puerto Rico.) 
Presentada que fuere por el retrayente certificacion 
del acto de conciliacion sin efecto, el Juez dará tras-
lado de la demanda al comprador, mandando  empla-
zarlo, y entregarle las copias de ella y de los documen-
tos, en la forma prevenida en, el juicio ordinario de 
mayor cuantfa. 
ARTÍCULO 1623 
Si compareciere 'el demandado dentro del término 
der emplazamiento, se le mandará que conteste la de-
manda dentro de nueve dias. 
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No compareciendo, se practicará lo prevenido en 
los artículos 521 y 522. 
Art. 1621 para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia del párrafo 
es d los artículos 520 y 521 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1624 
(Art. 1622 para Cuba y Puerto Rico.) 
En la contestacion manifestará el demandado si está 
conforme con los hechos en que la demanda se haya 
fundado, ó cuáles sean aquellos en que no lo estuviere. 
Del escrito de contestacion se acompañará copia, la 
cual será entregada al demandante. 
Con los arts. 677 al 680 de la ley de 1855 concuerdan los cua-
tro de este comentario, con ligeras modificaciones, más bien de es-
tilo que de fondo. En ellos se ordena el procedimiento para dar 
curso á la demanda, en el supuesto de que contenga los requisitos 
explicados en el comentario anterior, para emplazar al demandado, 
y para su contestación, con tal precisión y claridad, que basta ate-
nerse á su texto. Se diferencia este procedimiento del establecido 
para iguales trámites en el juicio ordinario de mayor cuantía en 
que, en el de retracto, la primera providencia ha de ser la de tener 
por presentada la demanda y por intentado el retracto, si así pro-
cede, mandando depositar la cantidad consignada en el estableci-
miento público destinado al efecto, ó admitiendo la fianza en los 
casos en que proceda, si el juez lo estima suficiente bajo su respon-
sabilidad, ó mandando ampliarla en otro caso, y reservándose pro-
veer sobre el curso de la demanda luego que se presente la certifi-
cación del acto de conciliación, cuyo acto supone la ley con razón 
que no ha podido celebrarse previamente, por ser tan corto y pe-
rentorio el término para interponer el retracto. 
Practicadas estas diligencias previas, exigidas por la índole del 
negocio, y presentada por el actor la certificación del acto de con-
ciliación sin efecto, el juez ha de dar traslado de la demanda al 
comprador, con emplazamiento para que comparezca en los autos, 
personándose por medio de procurador, en igual forma y con los 
mismos plazos establecidos para el juicio declarativo de mayor 
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cuantía en los arts. 525 al 529, cuyos comentarios podrán consul-
tarse. 
Si comparece el , demandado dentro del término del emplaza-
miento, se tendrá por parte á su procurador y se le mandará que 
conteste la demanda dentro de nueve días, en vez de los veinte que 
se conceden en el juicio de mayor cuantía. Este término es de Ios 
prorrogables. Si no comparece, á instancia del actor se dará á los 
autos el curso que corresponda, con lo demás que previenen los 
artículos 521 y 522; y lo mismo cuando, habiendo comparecido, 
deje transcurrir el término sin presentar la contestación, puesto 
que los •autos originales se conservarán en la escribanía, á cuyo fin 
se le habrán entregado las copias de la demanda y documentos, en 
vista de las cuales evacuará el traslado. 
En la contestación á la demanda ha de manifestar el demanda-
do si está ó no conforme, en todo ó en parte, con los hechos•alega-
'dos por el demandante, determinando los que merezcan su confor-
midad y los que impugna negándolos 'ó rectificándolos. De esta 
disposición de la ley se deduce que en la contestación, lo mismo 
que en la demanda, han de numerarse los hechos y los fundamen-
tos de derecho, como en el juicio ordinario. Con ella se presenta-
rán en su caso los documentos en que el demandado fande su opo-
sición, y copia en papel común del escrito de contestación, no de 
los documentos, para entregarla al demandante, á fin de que pueda 
preparar la prueba que le convenga sobre los hechos que aquél hu-
biese negado. 
¿Serán admisibles en este juicio las excepciones dilatorias, de-
terminadas en el art. 533? Por la índole, naturaleza y objeto de 
estas excepciones, lo creemos de necesidad para el buen orden del 
procedimiento y para la defensa del demandado. Si éste contesta 
la demanda sin haber alegado la excepción de incompetencia, por 
este hecho se somete á la jurisdicción de aquel juez: si no opone 
oportunamente la falta de personalidad del demandante, ó el de. 
fecto legal en el modo de proponer la demanda, quedan consenti-
dos y subsanados estos defectos, como declaró el Tribunal Supre-
mo en la sentencia ya citada de 10 de Febrero de 1886; y así de 
las demás excepciones. No puede, pues, negarse al demandado la 
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facultad de proponer excepciones dilatorias antes de contestar á 
la demanda, conforme á lo prevenido en los arts. 532 y siguientes. 
Lejos de prohibirlo la ley, parece aceptarlo al dar al juicio de re-
tracto el procedimiento del ordinario de mayor cuantía para el 
emplazámiento y contestación. Además, el art. 741 autoriza para 
promover incidentes en toda clase de juicios, y á esas reclamacio-
nes no puede negarse el carácter de incidentes. Véase también lo 
expuesto al principio del comentario al art. 1618. 
ARTÍCULO 1625 
Habiendo absoluta conformidad en los • hechos, sin 
más trámites llamará el Juez los autos á la vista, con 
citacion de las partes para sentencia. 
Será aplicable á este caso lo que se dispone en el 
artículo 756. 
Art. 1623 de la ley para Cuba y Puerto Rico. 
--(La referencia del pk-
rrafo 2.° es al art. 755 de esta ley, sin otra variación). 
ARTÍCULO 1626 
Si no hubiere conformidad en los hechos, se recibirán 
los autos á prueba, sobre aquellos en que no la hubiere, 
y se continuará el juicio, hasta dictar sentencia, por 
los trámites establecidos para los incidentes, observán-
(lose lo prevenido en los artículos 753 al 758 inclusive. 
Art. 1621 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es d los .artícu- 
los 752 al 757 inclusive de esta ley, sin otra novedad). 
ARTÍCULO 1627 
(Art. 1625 para Cuba y Puerto Rico.) 
La sentencia que recaiga será apelable en ámbos efec-
tos, y tambien se sustanciará la segunda instancia por 
los trámites establecidos para las ,apelaciones de los 
incidentes. 
En los juicios de retracto no se permiten los escritos de répli-
ca y dúplica. Si de los de demanda y contestación resulta absoluta 
conformidad de las partes en los hechos, sin más trámites llamará 
el juez los autos á la vista, con citación de las partes para senten- 
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cia, celebrándose vista pública para oir á los defensores de las 
partes, si alguna de éstas lo solicita dentro de los dos días siguien-
tes al de la citación, como se previene en el art. 756. Y si no hu-
biere dicha conformidad absoluta en los hechos, se recibirán los au-
tos á prueba sobre aquellos en que no la hubiese, y se continuará 
el juicio por los trámites establecidos para los incidentes, obser-
vándose lo prevenido en los artículos 753 al 758 inclusive, hasta 
dictar sentencia, la que será apelable en ambos efectos, lo mismo 
también que en los incidentes. Así lo disponen con toda claridad 
los artículos de este comentario, reformando el procedimiento de 
juicio verbal, que para este caso estableció la ley anterior en sus 
artículos 681 al 687. Con vista del escrito de contestación, y sin 
más trámites ni escritos, el juez debe dictar la providencia que 
corresponda de las dos indicadas, mandando en ellá que se entre-
gue al actor la copia del escrito de contestación. 
ARTÍCULO 1628 
Luego que sea firme la sentencia que declare haber 
lugar al retracto, se tomará razon en el Registro de la 
propiedad del compromiso que se haya contraido en 
cualquiera de los casos 4.e, 5.e y 6.e comprendidos en 
el art. 1618, expidiéndose al efecto mandamiento por 
duplicado al registrador, cuyo funcionario devolverá 
uno de los ejemplares, con la nota de quedar cumplido, 
el cual se unirá á los autos. 
Art. 1636 de la ley para Cuba y Puerto Rioo.—(La referencia es al 
art. 1616 de esta ley, sin otra variación.) 
Concuerda sustancialmente con el art. 688 de la ley anterior. 
Ya se ha dicho en el art. 1618 y su comentario, que uno de los re-
quisitos esenciales de las demandas de retracto de comuneros, es 
el de que el retrayente se comprometa á no vender durante cuatro 
años la participación del dominio que retraiga, y en su caso, á no 
separar el dominio directo del útil durante seis años. Para que 
este compromiso produzca sus naturales efectos y pueda causar 
perjuicio á tercero, se ordena ahora que se anote en el Registro 
.de la propiedad, luego que sea firme la sentencia que declare ha- 
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ber lugar al retracto, expidiéndose para ello mandamiento por du-
plicado al registrador. Esto da á entender que la sentencia debe 
contener dicho extremo, llevándolo á efecto cuando por la parte in-
teresada se solicite su ejecución. De todos modos, en la escritura 
de venta que, en cumplimiento de la sentencia, deberá otorger el 
demandado á favor del retrayente, recibiendo aquél el precio con-
signado y el importe de los demás gastos de que debe ser reembol-
sado, se hará constar dicho compromiso y se inscribirá en el Re-
gistro con este gravamen. Sin embargo, se manda que la anotación 
se haga por mandamiento* judicial, para que pueda ser cancelada 
en igual forma, como se ordena en el art. 1630. 
ARTICULO 1629 
El comprador que haya sido vencido, puede en cual-
quier tiempo librar al retrayente del gravámen expre-
sado en los números 4. 0, 5. 0 y 6. 0 del art. 1618. 
Art. 1627 para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al art. 1616 
de esta ley, sin otra variación.) 
ARTICULO 1630 
Cuando conviniere en ello el comprador vencido, 6 
pasados los plazos prevenidos en el art. 1618, el Juez 
librará otro mandamiento para que se cancele la ano-
tacion hecha en el Registro de la propiedad, del com-
promiso contraido por el retrayente. 
La enajenacion que se hiciere Antes del vencimiento 
de los respectivos plazos, sin la conformidad del com-
prador vencido, será nula, quedando tambien sin efecto 
el retracto, si dicho comprador lo solicitare. 
Art. 1628 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es también al 
art. 1616.de esta ley.) 
Como el compromiso de no enajenar, á que se refiere el co-
mentario anterior, ha sido establecido por la ley en beneficio del 
comprador vencido en el retracto, éste puede renunciar á é1 en 
cualquier tiempo y librar de ese gravamen al retrayente. Si éste 
también está conforme, pues no debe hacerse sin su conformidad, 
deberán ambos exponerlo por escrito al juzgado, solicitando que 
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expida mandamiento al registrador para que cancele la anotación 
de dicho gravamen. En igual formase hará también esa cancela 
ción, luego que transcurran los plazos señalados en los núme-
ros 5.° y 6.° del art. 1618; pero en este caso bastará la solicitud del 
retrayente, sin necesidad de oir al comprador vencido, puesto que 
de los autos debe resultar claramente si han pasado ó no dichos pla-
zos. Como la anotación se hizo en virtud de mandamiento judicial, 
es necesario el mismo requisito para su cancelación. Esto es lo que 
disponen los dos artículos de este comentario, y así lo ordenaron 
también los 689 y 690 de la ley anterior. 
«La enajenación que se hiciere antes del vencimiento de los 
respectivos plazos, sin la conformidad del comprador vencido, será 
nula», dijo en su segundo párrafo dicho artículo 690 de la ley an-
terior, limitando á esto la sanción penal por la falta de cumpli-
miento de aquel compromiso. Esta nulidad habría de declararse á 
instancia de parte interesada, que no podría ser otra que el com-
prador vencido en el retracto. ¿Y qué importaba á éste la nulidad 
de la venta hecha por el retrayente, si no podía recobrar la cosa 
retraída? Esa pena, además de ser ineficaz, no estaba justificada. 
Por eso, en el párrafo 2.° del último artículo de este comentario, 
al reproducir dicha disposición de la ley anterior, se ha añadido: 
«quedando también sin efecto el retracto, si dicho comprador lo 
solicitare.» Esta es la pena adecuada, y en su virtud,.cuando el re-
trayente falte á su compromiso enajenando la cosa ó finca retraída 
antes de que transcurran los cuatro ó seis años, según el caso, tiene 
expedito su derecho el comprador vencido para demandar, á la vez 
que la nulidad de esa venta, que se deje sin efecto el retracto y 
nula también la venta otorgada á favor del retrayente, declarando 
válida y subsistente la primera que se otorgó á su favor, reintegrán-
dole en la posesión de la finca, con devolución por su parte del 
precio y demás que hubiere recibido. Será necesario pedir la nuli-
dad de las dos ventas, porque obstan á la subsistencia de la pri -
mera, que quedará válida y eficaz si se deja sin efecto el retracto. 
Esta demanda habrá de dirigirse contra el retrayente y el último 
comprador, y sustanciarse por los trámites del juicio declarativa 
correspondiente á la cuantía litigiosa. 
FORMULARIOS DEL TITULO XIX 
De los retractos. 
Demanda de retracto. --Al Juzgado de primera instancia.—D. José A., 
en nombre de D. Justo B., vecino de esta villa, cuya representación acre- 
dito con el poder en forma, que presento bajo el núm. 4.°, ante el Juz-
gado parezco interponiendo demanda de retracto, y como más haya lu- 
gar en derecho, digo: Que mi representado es condueño proindiviso con 
sus hermanos C. y D. de la casa situada en esta villa, que luego se des-
lindará. El copropietario D. ha vendido en pago de una deuda a N. la ter-
cera parte que le correspondía en dicha casa. Y como la ley concede á 
mi representado el derecho de retracto para subrrogarse en lugar del 
comprador, con este objeto interpongo en su nombre la presente de-
manda, ejercitando la acción de retracto de comuneros, por los funda-
mentos de hecho y de derecho que voy á exponer. 
I4ECHOS 
4.° En la partición de la herencia de D. Pedro B. se adjudicó á sus 
tres hijos y herederos B., C. y D., por terceras partes, en común y pro-
indiviso, por no tener cómoda division, la casa situada en esta villa, calle 
de... núm... (se hard la descripción de la finca), según resulta del testi-
monio que acompaño con el núm. 2, librado con referencia A la hijuela 
de mi representado B., y con el cual se justifica que éste es copropietario 
de dicha casa en común con sus hermanos C. y D. 
2.° Por escritura otorgada en tal fecha, ante el Notario de esta villa 
D. M., el referido D. vendió a N. la tercera parte qu en común con B. 
y C. le pertenecía en dicha casa, por el precio de veinte mil pesetas, que 
el vendedor confesó haber recibido anteriormente del comprador, cuya 
escritura de venta fué inscrita en el Registro de la propiedad el día tan-
tos, según resulta de la certificación del Registrador, que presento cota 
el num. 3. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
4. ° El art. 4522 del Código civil concede el derecho de retracto  at 
 copropietario de una cosa común, en el caso de enajenarse a un extraño 
la parte de cualquiera de los demás condueños, en cuyo caso se halla mi 
representado D. Justo B., puesto que es copropietario en común de la 
casa antes deslindada, y su condueño D. ha enajenado á un extraño la 
tercera parte proindiviso que le pertenecía en dicha casa. 
2.° F.I art. 4524 del mismo Código ordena que no podrá ejercitarse 
el derecho de retracto legal sino dentro de nueve días, contados desde la 
inscripción en el Registro; y como la escritura de enajenación de que se 
trata fué inscrita en el Registro de la propiedad el día 46 del presente 
mes, estando hoy á 24, resulta que mi parte ejercita ese derecho dentro 
del término legal. 
3.° Conforme á la regla 43 del art. 63 de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil, este Juzgado es el único competente para conocer de la presente de-
manda, porque además de ser éste el lugar en que está sita la cosa liti-
giosa, es también el del domicilio del demandado. 
Y á fi n de llenar los demás requisitos que exige el art. 4648 de la ley 
de Enjuiciamiento civil para que pueda darse curso á las demandas de 
retracto, debo manifestar: 
4.° Que además de interponer esta demanda dentro del término le-
gal, como ya se ha, demostrado, consigno con ella en la mesa del Juz-
gado, a nombre de mi representado D. Justo B., para su depósito como 
previene la ley, la cantidad de veinte mil  pesetas,' que es el precio en 
que ha sido enajenada á N. la tercera parte de la casa que me propongo 
retraer; y además ofrezco reembolsar á dicho comprador todos los gastos 
que, conforme al art. 4548 del Código civil, le sean de legítimo abono, 
tan pronto como presente la cuenta ó relación justificada de los mismos. 
2.° Que acompaño A esta demanda los documentos que justifican el 
derecho de mi parte, sin perjuicio de ampliar ó completar esta justifica-
ción, si fuere necesario, en vista de la contestación del demandado. 
3.° Que mi representado D. Justo B., y yo en su nombre, se compro-
mete á no vender durante cuatro años la participación del dominio que 
es objeto de este retracto. 
Y 4.° Que acompaño copia, en papel común, de esta demanda y de 
los documentos que con ella se presentan. 
Por todo lo expuesto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada en tiempo esta de-
manda de retracto con los documentos y copias que se acompañan; á mí 
por parte en el nombre qúe comparezco; por consignadas las veinte mil 
pesetas, precio de la venta, y por contraído el compromiso de no vender 
durante cuatro años la participación del dominio que retraigo, se sirva 
tener por intentado el retracto, y declarar su tiempo haber lugar á él, 
condenando al comprador N. á que dentro de tercero dia otorgue á fa-
vor del retrayente D. Justo B. la correspondiente escritura de venta de 
la expresada !Inca, recibiendo en el acto el precio consignado y el im-
porte de los gastos que le sean de legítimo abono, bajo apercibimiento de 
otorgarse de oficio á su costa; por ser asi conforme á justicia, que pido 
con costas. — (Lugar, fecha y firma de letrado y procurador.) 
Nota de presentación por ser de término fatal, reparto, etc: 
Providencia.— Juez Sr. N. — (Lugar y fecha.) 
Por presentada esta demanda con los documentos y copias que se 
acompañan, teniéndose por parte al procurador A. en nombre de Don 
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Justo B.: por hecha la consignación de las 20.000 pesetas, como precio 
de la venta, las que se depositarán sin dilación en la Caja general de De-
pósitos (6 en la sucursal 6 establecimiento público, donde corresponda), 
expidiéndose para ello la comunicación opo ^tuna; y en atención A que 
se han llenado los requisitos legales, se tiene por intentado el retracto, 
y luego que esta parte presente la certificación del acto de conciliación, 
se acordará lo que proceda para el curso de la demanda. Lo mandó, etc. 
Notificación sólo al procurador del demandante en la forma ordi-
naria. • 
Después de practicadas las diligencias necesarias para realizar y acre-
ditar el depósito del dinero á disposición del Juzgado, de cuyo resguardo 
se pondrá testimonio en los autos, quedando el original en poder del ac-
tuario ó del interesado, y luego que presente el retrayente la certificación 
del acto de conciliación sin efecto, cuya presentación se hará por un sen-
cillo escrito firmado por el procurador, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por presentada la certificación del acto de conciliación 
sin efecto: se confiere traslado de la demanda al comprador N., el cual 
será emplazado en forma, entregándole en el acto las copias de la de-
manda y documentos, para que dentro de nueve días improrrogables com-
parezca en los autos personándose en forma. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del demandante en la forma ordinaria. 
Emplazamiento al demandado. —Se hará, según los casos, en la forma 
indicada para el juicio de mayor cuantía en la pág. 384 del tomo 3.° 
Como el emplazamiento en estos juicios ha de hacerse en la misma 
forma que en el ordinario de mayor cuantía, serán aplicables en sus res-
pectivos casos los artículos 526 al 529, y los formularios de las pági-
nas 384 á 386 de dicho tomo 3.° 
Si por no haber co?nparecido el demandado dentro del término del 
emplazamiento, se le declara en rebeldía y se tiene por contestada la de-
manda, á instancia del actor se dará á los autos el curso que corresponda, 
como se previene en el art. 521, al que se refiere el 4623. Eje curso no 
podrá ser otro que el recibimiento á prueba ó la citación para sentencia. 
Comparecencia del demandado.—Se personará en los autos por medio 
de un escrito igual al de la pág. 386 del tomo 3.°, y se dictará la provi-
dencia formulada á continuación del mismo; pero teniendo presente que 
es de nueve días el término para contestar la demanda. 
Transcurrido este término, y la prórroga en su caso, sin haberse pre-
sentado la contestación, á instancia del actor se dará á los autos el curso 
que corresponda, conforme A lo prevenido en el art. 524, aplicando tam-
bién en su caso el 522. 
Contestación.—Este escrito se formulará como el de demanda, te-
niendo el demandado la obligación de manifesta ^ ^en él, si está conforme 
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con los hechos en qué se haya fundado la demanda, ó miles sean aque- 
llos en que no lo estuviere, negándolos ó rectificár ^dolos. Se acompañará 
copia de este escrito, pero no de los documentos que con él se presenten. 
Presentada la contestación, la examinará el juez, sin dictar providen-
cia alguna ni otra diligencia, sólo para ver si el demandado está conforme 
con los hechos alegados por el demandante, y si resulta conformidad ab-
soluta, dictará á continuación del escrito la siguiente 
Providencia.—Por presentada la contestación con la copia, la que se 
entregará á la otra parte, uniéndose aquélla a los autos, y mediante á que 
resulta absoluta conformidad en los hechos, tráiganse los autos á la vista 
con citación de las partes para sentencia. Lo mandó, etc. 
Cuando no haya conformidad absoluta en los hechos, se dictará esta 
otra 
Providencia.—Por presentado con los documentos y copia que se 
acompañan, entregándose ésta al demandante, y se reciben estos autos á 
prueba sobre los hechos en que no están conformes las partes, por término 
de diez días (6 el que se estime necesario, sin que pueda bajar de diez ni 
exceder de veinte días), que serán comunes para proponerla y ejecutarla, 
practicándose desde luego con citación de las partes la que se propdnga 
y admita como pertinente. Lo mandó, etc. 
Notificación á las partes en la forma ordinaria. 
Desde el recibimiento á prueba hasta dictar sentencia ha de conti-
nuarse este juicio por los trámites establecidos para los incidentes, obser-
vándose lo prevenido en los artículos 753 al 758 inclusive. Véanse di-
chos trámites en los formularios de los incidentes (págs. 575 y sigs. del 
tomo 3 °). 
La sentencia que recaiga dando, ó no, lugar`al retracto, es apelable 
en ambos efectos. La apelaci5n se sustanciará conforme á los artículos 887 
y siguientes. 
En la que declare haber lugar al retracto, además de comprender en 
su parte dispositiva todos los extremos expresados en la súplica de la 
 de-
manda, debe mandarse que luego que sea firme la sentencia, se tome ra-
zón ó anotación en el Registro de la propiedad del compromiso de no 
enajenar, contiaído por el retrayente en los casos 5.° y 6.° del art. 4618, 
expidiéndose al efecto mandamiento duplicado al registrador, como se 
previene en el art. 4628. 
Y en cuanto á condena de costas, no , conteniendo la ley disposición 
especial para estos juicios, debe segu'rse la regla general, según la apre -
ciación que haga el tribunal sentenciador de la buena ó mala fe de los li-
tigantes. 
TITULO XX 
DE LOS INTERDICTOS 
Los autores dala ley de Enjuiciamiento civil, siguiendo en este 
particular la nomenclatura romana, adoptada también por nues-
tra antigua jurisprudencia, han comprendido bajo la denominación 
de interdictos, «todos los juicios civiles que reclaman con urgencia 
una medida que los termine, por interesarse inmediatamente el 
orden público, la seguridad amenazada de las personas ó de las 
cosas, ú otros derechos privados, que á no ser atendidos sin dila-
ción, pueden perderse» (1). Son, pues, los interdictos unos juicios 
sumarísimos, que tienen por objeto decidir interinamente sobre la 
actual y momentánea posesión, ó sea sobre el hecho de la posesión, 
sin perjuicio del derecho de los interesados; y también suspender 
ó evitar un hecho que nos perjudica ó puede causar daño. E! mis-
mo nombre se da á las acciones extraordinarias que se ejercitan en 
esos juicios. En el comentario siguiente del art. 1631, veremos las 
diferentes clases de interdictos que permite la nueva ley. 
De la definición antedicha, ó sea de la naturaleza de los inter - 
dictos, se deduce que «las sentencias que en estos juicios se pro-
nuncian, aunque definitivas, tienen un carácter especial, porque si 
bien condenan ó absuelven de la demanda intentada, y no puede 
por lo tanto reproducirse la cuestión bajo el mismo aspecto, no im-
piden que se vuelva á tratar del mismo negocio en más amplio jui - 
cio, con más solemnes formas, con declaraciones que lleven, no el 
carácter interino y provisional del interdicto, sino estabilidad, per - 
manencia, perpetuidad en los derechos que en el juicio se ventilen. 
(1) Gómez de la Serna, Motivoe de la lev de Enjuiciamiento civil, pkg. 1l.i 
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Vienen, por lo tanto, á ser los interdictos unos juicios sumarísimos 
y preliminares de otros, en los que con más prendas de acierto se 
aleguen, examinen, discutan y decidan las cuestiones que el inter-
dicto ha fijado sólo de un modo transitorio» (1). Esta doctrina del 
ilustrado individuo de la Comisión de Códigos, á quien nos referi-
mos, debe entenderse, como él mismo lo reconoció (2), con la li-
mitación que establecieron, respecto de los interdictos de adquirir 
y de retener, los arts. 701 y 719 de la ley antArior, y con relación 
á aquel el 1641 de la actual. La sentencia ejecutoria en el interdic-
to de adquirir, y acaso también en el de retener, cierra la puerta 
a l juicio plenario de posesión, que antes podía intentarse, quedan-
do sólo á las partes el ejercicio de la demanda de propiedad en 
juicio ordinario; reforma muy ventajosa y conveniente, como lo 
son también las que se han hecho en el procedimiento, según ten-
dremos ocasión de observar. 
Téngase, además, presente que sólo los derechos privados, ó 
cuestiones entre particulares, pueden ser objeto de los interdictos. 
Las cosas públicas están puestas bajo la protección inmediata de la 
Administración activa, y no puede admitirse ninguna clase de in-
terdictós contra las providencias que ésta dictare en negocios de 
sus atribuciones. Así se declaró en Real orden de 8 de Mayo de 
1839, y aunque so limitó á las providencias de los ayuntamientos 
y diputaciones provinciales, y á los interdictos de retener y reco-
brar, el Consejo Real primero y después el Consejo de Estado, en 
muchísimas decisiones de competencia entre las autoridades admi-
nistrativas y las judiciales, amplió sus efectos á todas las autori-
dades administrativas y á toda clase de interdictos. De modo que 
se ha sancionado la jurisprudencia de que los jueces no pueden ad-
mitir ninguna clase de interdictos que tiendan directa ó indirecta-
mente á dejar sin efecto una disposición ó providencia adoptada 
por cualquiera autoridad administrativa dentro del círculo de sus 
atribuciones, aun cuando la tal providencia administrativa sea ile- 
(1) Gómez de la Serna, lugar citado. 
(2) Id., id., págs. 147 y 148. 
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gal ó injusta en el fondo, y cause perjuicio d derechos de particu-
lares. 
De acuerdo con esta jurisprudencia, en el art. 89 de la ley Mu-
nicipal vigente, de 2 de Octubre de 1877, se ordenó, lo mismo que 
en la anterior, que «los juzgados y tribunales no admitirán inter-
dictos contra las providencias administrativas de los ayuntamientos 
y alcaldes en los asuntos de su competencia». A la vez declaró en 
su art. 86, que los ayuntamientos no necesitan autorización de la 
diputación provincial ni dictamen de letrados para utilizar los in-
terdictos de retener ó recobrar y los de obra nueva ó vieja. El ar- 
tículo 252 de la ley de Aguas de 13 de Junio de 1879, dice tam-
bién: «Contra las providencias dictadas por la Administración 
dentro del círculo de sus atribuciones en materia de aguas, no se 
admitirán interdictos por los tribunales de justicia. Únicamente 
podrán éstos conocer á instancia de parte, cuando en los casos de 
expropiación forzosa, prescritos en esta ley, no hubiese precedido 
al desahucio la correspondiente indemnización». Esta excepción 
se halla establecida como regla general en el art. 4.° de la ley de 
expropiación forzosa de 10 de Enero de 1879, conforme al art. 10 
de la Constitución de la Monarquía española. Según estas leyes, 
todo el que sea privado de su propiedad por providencia adminis-
trativa, sin los requisitos necesarios para la expropiación forzosa, 
puede utilizar los interdictos de retener y recobrar para que los 
jueces le amparen y en su caso le reintegren en la posesión. 
No eran raros los casos en que la Administración activa abu-
saba de ese privilegio, apoderándose, por su acuerdo y de su pro-
pia autoridad, de bienes inmuebles, bajo la realidad ó el pretexto 
de qúe pertenecían al municipio, á la provincia 6 al Estado, á pe-
sar de tener la legítima posesión de ellos el particular que los dis-
frutaba, sin que éste pudiera utilizar el interdicto para ser ampa-
rado ó reintegrado en sù posesión. Para corregir este abuso, fijando 
el plazo dentro del cual podría la Administración hacer uso de esa 
facultad, se dictó por el Ministerio de Hacienda la Real orden de 
10 de Mayo de 1884, por la cual se resolvió «que en el término de 
un año, á contar desde el acto de usurpación, puede la Adminis-
tración recobrar por sí la posesión de sus bienes, pasado el cual 
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dèberá acudir las tribunales ordinarios ejerciendo la acción co- 
rrespondiente» (1). Por consiguiente, la Administración obrará 
 
(1) Son tan importantes, por la solidez do sus razones, los fundamentos 
de dicha Real orden, que creemos conveniente insertarla Integra. Dice así: 
«MINISTERIO DE HACIENDA. - He dado de nuevo cuenta a S.  M.  el 
Rey (Q. D. G.) del expediente incoado con motivo de la intrusión de D José 
Ballester en terrenos de  la Redonda de las salinas de Torrevieje, para re-
solver el incidente promovido en el mismo sobre la conveniencia de dictar 
una medida de carácter general que ponga término ála diferencia de criterio 
que se observa respecto al tiempo en que la Administración pueda recobrar 
por si la posesión de los bienes que á la misma Correspondan: 
»Y considerando que es un principio general de derecho, consignado en 
la Constitución del Estado y aplicado constantemente por los tribunales, 
que nadie puede ser privado de la posesión en que se halle sin ser oido y 
vencido en juicio, eje .cutando un acto de fuerza el que, sin obtener una sen- 
tencia judicial, aunque tenga titulo de propiedad, toma la posesión que otra 
disfruta: 
»Considerando que ese acto de fuerza no autoriza al usurpado para reco- 
brar por si propio con otro acto de fuerza la posesión de que haya sido pri-
vado, porque esto perturbaria el orden social, teniendo aquél el medio de 
4 	 acudirá los tribunales con una demanda de interdicto para que se le resti- 
tuya en la posesión: 
sConsiderando que, por excepción, una constante jurisprudencia, fundada 
en razones do interés común, concede á la Administración del Estado la fa-
cultad de recobrar por si misma la posesión de sus bienes, con tal que la 
usurpación sea reciente ó de fácil comprobación: 
»Considerando qué semejante facultad, por lo mismo que consiste en ree-
tituir la posesión interina sin necesidad de acudir á los tribunales ordinarios, 
sólo debe durar hasta que la usurpación alcance por cl lapso del tiempo su 
sanción legal, y ese limite es el término quo la ley señala para que sea res-
petada la posesión interina, que es el de un año, con arreglo á lo que dispone 
el art. 1653 de la ley de Enjuiciamiento civil: 
»Considerando que no debe ser de menos de un año el plazo dentro del 
anal la Administración pueda ejercer dicha facultad, porque de otro modo no 
llenaría cumplidamente su objeto, y no hay, por otra parte, razón alguna 
para limitarla, ni puede tampoco exceder de ese tiempo, porque pasado el 
año ha ganado el usurpador legalmente la p )sesión interina, y no puede ser 
privado de ella sino mediante la acción oportuna y en el juicio correspon-
diente; 
»S. M., conformándose con lo propuesto por esa Dirección general, se ha 
servido resolver que en el término de un año, á contar desde el acto de usur- 
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fuera del circulo de sus atribuciones cuando acuerde recobrar por 
sí la posesión de bienes cuya usurpación date de más de un año, y 
contra tal providencia procederá el interdicto de retener ó de re-
cobrar. 
Concluiremos estas observaciones de aplicación general á los 
interdictos recordando que el conocimiento de estos juicios corres - 
ponde á los jueces de primera instancia, y han de ventilarse por 
sus trámites especiales, cualquiera que sea la cuantía litigiosa, con- 
forme á lo prevenido en el art. 481; que están exceptuados del acto 
de conciliación (art. 460, núm. 8.e), y no lo están de la dirección 
de letrado ni de la intervención de procurador. En cuanto á la com-
pet encia del juez, véase el comentario al art. 1632. 
ARTÍCULO 1631 
(Art. 1629 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Los interdictos sólo podrán .intentarse: 
1.0 Para adquirir la posesion. 
2. 0 Para retenerla ó recobrarla. 
3.0 Para impedir una obra nueva. 
4.0 Para impedir que cause daño una obra ruinosa. 
La ley de Enjuiciamiento civil de 1855, sancionando lo que ya 
estaba admitido por la jurisprudencia, en su art. 691 determinó los 
cin co interdictos que podían intentarse ante los tribunales ordina-
rios, denominados de adquirir la posesión, de retenerla, de reco-
brarla, de obra nueva y  de obra vieja, ordenando el procedimiento 
para cada uno de ellos en otras tantas secciones. Los mismos cinco 
interdictos permite el presente articulo, pues aunque, en cumpli-
mie nto de la base 16 de las aprobadas por la ley de 21 de Junio 
de 1880, se han refundido en una sola sección los de retener y de 
pación, puede la Administración recobrar por si la posesión de sus bienes, 
pasado el cual deberá acudir á los tribunales ordinarios ejerciendo la acción 
corre spondiente. 
»De Real orden lo digo á V. I. para en conocimiento y demás efectos. 
Dios guarde á V. I. muchos años. Madrid 10 de Mayo de l831.—Cos-Gayón.-
Sr. Director general de lo Contencioso del Estado.» 
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recobrar ha  sido solamente para sujetarlos á un mismo procedi-
miento, sin que por esto se les haya confundido en su objeto ni en 
sus efectos, como veremos al tratar de ellos en la sección 2.a  de este 
título; de suerte que los dos quedan subsistentes (contra la opinión 
de un comentarista, que los cree reducidos á uno solo), y pueden 
utilizarse separadamente en sus respectivos casos, lo mismo que 
antes. 
La única novedad que realmente se introduce, es la de dar el 
nombre de obra ruinosa al interdicto que siempre se había llamado 
de obra vieja, por contraposición al de obra nueva. Lo mismo puede 
amenazar ruina una obra vieja que una obra nueva ó de construc-
ción reciente, y como en ambos casos puede utilizarse este inter-
dicto para impedir que cause daño, es más propia y adecuada la 
denominación que ahora se le ha dado de interdicto de obra 
ruinosa. 
ARTICULO 1632 
(Art. 1630 de la ley para Cuba y Puerto Rico.; 
El conocimiento de los interdictos corresponde ex-
clusivamente á la jùrisdiccion ordinaria. 
Esta disposición está copiada del art. 692 de la ley anterior, 
el cual añadía: «cualquiera que sea el fuero de los demandados». 
Se han suprimido estas palabras en el presente artículo, por ser 
hoy innecesarias: para los asuntos civiles no existen fueros espe. 
ciales desde que fueron suprimidos por el decreto-ley de 8 de Di-
ciembre de 1868. Por la misma razón pudo haberse suprimido todo 
el artículo; pero se creyó conveniente conservar la declaración de 
que « el conocimiento de los interdictos corresponde exclusivamente 
á la jurisdicción ordinaria», para alejar todo motivo de duda. Las 
autoridades municipales .y provinciales tienen el deber de mante-
ner el orden público, de proteger las personas y propiedades, y de 
cuidar de todo lo que se relaciona con la policía urbana y rural y 
la de seguridad: en tal concepto están facultadas para hacer derri-
bar los edificios ruinosos y para otras medidas que pudieran ser 
objeto de interdictos; pero procederán gubernativamente, conforme 
A sus leyes, reglamentos y ordenanzas especiales, y nunca, aunque 
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sea á instancia de particulares, por el procedimiento establecido 
para los interdictos, porque el conocimiento de estos juicios está 
reservado exclusivamente á la jurisdicción ordinaria. No huelga, 
pues, esta declaración, que contribuirá á que cada autoridad obre . 
 dentro del círculo de sus atribuciones. 
Ya hemos dicho que el conocimiento de los interdictos corres-
ponde á los jueces de primera instancia. La competencia relativa 
de éstos está determinada en las reglas 14 y 15 del art. 63 de esta 
ley, de conformidad con el art. 693 de la ley anterior. Según ellas, 
en los interdictos de adquirir será juez competente el del lugar en 
que estén sitos los bienes, ó aquel en que radique la testamentaría 
ó abintestato, ó el del domicilio del finado, á elección del deman-
dante; y en los demás interdictos, lo será el del lugar en que esté 
sita la cosa que sea objeto del interdicto que se entable. 
SECCIÓN PRIMERA 
DEL INTERDICTO DE ADQUIRIR 
Se da este nombre al juicio que tiene por objeto obtener la 
posesión de bienes adquiridos á título hereditario, cuando nadie 
los posea legalmente á título de dueño 6 de usufructuario. Este 
juicio se divide en dos períodos: en el primero, que es sumarísimo, 
se trata únicamente de conferir la posesión de hecho, por vía de 
ínterin, y sin perjuicio de tercero, al que la solicita con el título 
y los demás requisitos que exige la ley; y en el segundo, que es 
sumario, se da publicidad á ese hecho para que acudan á reclamar 
los que se crean con mejor derecho; si no hay oposición, se ampara 
en la posesión al que la obtuvo interinamente; y si la hubiere, se 
ventila y decide la cuestión de derecho con audiencia de todos los 
interesados, por trámites breves, pero suficientes para la defensa 
de los respectivos derechos. Y con la sentencia firme que se dicte 
en este segundo período, ó el auto amparando en la posesión en el 
primero, queda resuelta definitivamente la cuestión sobre el mejor 
derecho á poseer, sin que pueda promoverse después el interdicto 
de recobrar, ni el juicio plenario de posesión, que por el procedi- 
miento antiguo podía entablar el que era vencido en el interdicto: 
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hoy no queda otro recurso que la demanda de propiedad en el jui-
cio declarativo correspondiente, como veremos al comentar el 
art. 1641. 
Esta importante reforma fué introducida por la ley de 1855, y 
'al aceptarla la actual, lo ha hecho con algunas modificaciones, so- 
bre las que llamaremos la atención en los comentarios respectiv os. 
En el siguiente expondremos lo que se refiere á las personas que 
tienen derecho á utilizar este interdicto. 
ARTfCULO 1633 
(Art. 1631 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Para que pueda tener lugar el interdicto de adquirir, 
será requisito indispensable que nádie posea á título 
de dueño 6 de usufructuario los bienes cuya posesion 
se solicite. 
ARTÍCULO 1634 
(Art. 1632 para Cuba y Puerto Rico.) 
Con la demanda se presentará copia fehaciente de la 
disposicion testamentaria del finado, cuyos bienes sean 
objeto del interdicto, 6 si hubiere fallecido intestado, 
la declaracion de heredero hecha por Autoridad judi-
cial competente. 
ARTfCULO 1635 
(Art. 1633 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando la posesion haya de fundarse •en título dis-
tinto de los del artículo anterior, se arreglará el juicio 
al procedimiento establecido en el tít. XIV de la pr-
m era parte del libro III de esta Ley. 
El art. 694 de la ley de L855 ordenó lo siguiente: (Para que 
proceda el interdicto de adquirir, son requisitos indispensables: 
1.° La presentación de título suficiente para adquirir la posesión 
con arreglo á derecho. 2.° Que nadie posea á título de dueño 6 de 
usufructuario los bienes cuya posesión se pida. El que los poseyere 
no puede ser privado de su posesión sin ser oído y vencido en jui- 
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cio.» En sustitución de este artículo se han establecido en la ley 
actual losares que son objeto de este comentarlo. Compárense és-
tos con aquél, y se verá la radical diferencia que entre ellos existe. 
Algún comentarista ha censurado esta reforma en su fondo y en 
su forma, sin duda por no haberse fijado en que se dirige á resta-
blecer en toda su integridad nuestro antiguo derecho, del que no 
intentó separarse la ley de 1855, pero daba lugar á que se abusara 
del interdicto de adquirir, aplicándolo á casos en que no era pro-
cedente. 
Los romanos introiujeron este interdicto para dar la posesión 
de los bienes de una herencia yacente al que justificase su dere-
cho á suceder al causante de la misma, a fin de que no quedasen 
abandonados. Con este mismo objeto aceptó ese procedimiento su-
marísimo nuestro deracho patrio (1), mandando que el juez, infor-
mado de la verdad, confiera la posesión al que tenga derecho á ella, 
procediendo sumariamente y sin figura de juicio, cuando los hijos 
ó parientes más próximos del finado, que tienen derecho á here- 
darle por testamento ó abintestato, solicitan la posesión de su he-
rencia, y también cuando deduce esta misma solicitud cualquiera 
que presente un testamento hecho en debida forma, en el cual se 
le instituye por heredero. Da modo que ambos casos se concretan 
á la posesión de la herencia adquirida, ya sea por testamento, ora 
abintestato, y á ellos sin duda alguna, por ser el derecho entonces 
constituido, se refirió el citado art. 694 de la ley anterior, como lo 
evidencia el 693 de la misma, al designar como juez competente 
para conocer de este interdicto, el del domicilio del finado, ó el 
del lugar en que radique su testamentaria ó abintestato. 
Pero la generalidad con que se redactó el núm. 1. 0 de dicho 
art. 694 dió lugar á que continuase el abuso de la práctica ante-
rior, de admitir el interdicto de adquirir siempre que se presentaba 
cualquier título traslativo del dominio, como el de venta, dona-
ción, etc., por considerarlo suficiente para adquirir la posesión 
con arreglo á derecho, sin tener en cuenta que, e n estos casos, de 
(1) Leyes 2. 4 y 3. 5, tit. 14, Partida 6. 5, y ley 3. 5, tit. SA, libro 11 de la No-, 
visima Recopilación. 
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derecho se transmite la posesión al comprador ó donatario, sin que 
quede en incierto ni abandonada, siendo, por tanto, irregular é im-
procedente el interdicto de adquirir, para el cual es requisito in-
dispensable que nadie posea á título de dueño ó de usufructuario. 
Por las razones expuestas, y para restablecer en su integridad 
la aplicación del derecho evitando todo motivo de duda, aunque 
ambas leyes responden á un mismo pensamiento, en la actual se 
ha expresado en otros términos más concretos. Siguiendo el orden 
natural de las ideas, declara en primer lugar (art. 1633), que es 
requisito indispensable, para que pueda tener lugar el interdicto 
de adquirir, que nadie posea á título de dueño ó de usufructuario 
los bienes cuya posesión se solicite; lo mismo que el requisito se-
gundo del art. 694 de la ley anterior. En segundo lugar, partiendo 
del supuesto de que la ley positiva sólo autorizaba este interdicto 
á título hereditario, ordena (art. 1634) que «con la demanda se 
presentará copia fehaciente de la disposición testamentaria del 
finado, cuyos bienes sean objeto del interdicto, ó si hubiese falle-
cido intestado, la declaración de heredero hecha por autoridad ju-
dicial competente», Co sea conforme á lo prevenido en los artícu-
los 977 y siguientes. 
Bastaban estas disposiciones para que no pudiera haber la me-
nor duda acerca de que el interdicto de adquirir no puede fun. 
darse en cualquier título suficiente para adquirir la posesión, como 
dijo la ley anterior, sino precisamente en un título hereditario, 
que ha de acompañarse con la demanda, además de los documen-
tos á que se refiere el art. 503, menos el acto de conciliación, del 
que están exceptuados estos juicios, expresando también en ella 
que concurre el requisito indispensable de que nadie posee á título 
de dueño ó de usufructuario los bienes cuya posesión se solicite, 
cuyo extremo ha de justificarse en la forma que se dirá en el co-
mentario siguiente. Sin embargo, para que no pudiera entenderse 
que la ley prohibía la posesión judicial en todos los demás casos, 
cuando al que sea dueño ó usufructuario de una cosa le interese 
adquirirla con esa solemnidad, se declara en el art. 1635, último 
de este comentario, que cuando la posesión haya de fundarse en 
título distinto de los del artículo anterior, que son los de herencia 
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testada ó intestada, se arreglará el procedimiento al que se esta-
blece en el tít. 14 de la primera parte del libro 3.° de esta ley. En 
tales casos la posesión judicial no tiene ni puede tener el carácter 
de juicio contradictorio, que corresponde al interdicto en su se-
gundo período, sino el de un acto de jurisdicción voluntaria, al 
gile podrá oponerse el que se crea con derecho para ello, hacién-
dose en tal caso contencioso el expediente, conforme al art. 1817. 
Expuesta la doctrina que creemos sancionada con notable 
acierto y erudición por los tres artículos de este comentario, vea-
mos las personas que conforme á la misma podrán utilizar el in-
terdicto de adquirir, siempre que concurra el requisito indispensa-
ble de que nadie posea los bienes á título de dueño ó de usufruc-
tuario, como ya se ha dicho. Tales son: 
1.° Los herederos.—Ya lo sean por testamento, ya abintestato, 
siempre que en este caso hayan obtenido la declaración judiéial de 
serlo, tienen expedito su derecho para promover el interdicto de 
adquirir, á fin de que se les ponga en posesión de los bienes here-
ditarios. En esto no puede haber duda, por ser precepto expreso de 
la ley. Pero cuando sean voluntarios los herederos instituidos en 
testamento, no podrán hacer uso de ese derecho si el testador lo 
hubiere prohibido expresamente. 
2.° Los albaceas testamentarios.—Cuando el testador les haya 
facultado expresamente, como puede hacerlo según el art. 901 del 
Código civil, para apoderarse de los bienes que á aquél pertenecie-
ran, y entregar á cada heredero ó legatario lo que le corresponda, 
tienen la representación de la herencia, y en tal concepto podrán 
utilizar el interdicto de adquirir para que se les ponga en posesión 
de los bienes, si lo estimasen necesario, aunque rara vez podrá ser-
lo. Los albaceas tienen personalidad para ejercitar las acciones que 
sean indispensables para el cumplimiento de la misión que el 
 testa-
dor les ha encomendado, como tiene declarado el Tribunal Supremo 
en sentencia de 27 de Octubre de 1892 y en otras, y una de esas ac-
ciones podrá ser la del interdicto de adquirir. Puede ocurrir que 
caduquen ó terminen las facultades de los albaceas por el lapso 
del término del albaceazgo sin haber cumplido su encargo, ó por 
cualquier otra causa, y que, sin embargo, sigan apoderados de los 
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bienes sin entregarlos á los herederos: en tal caso, como los alba -
ceas retienen ilegalmente los bienes de la herencia y ya no poseen 
á título de dueño ni de usufructuario; podrán los herederos pedir 
la posesión de ellos por medio del interdicto de adquirir. 
3.° . Los legatarios de cosa específica y determinada.—Respecto 
de éstos, creemos procedente distinguir de casos. Cuando la heren-
cia esté yacente, sin que el heredero, ó el albacea en su caso, se 
hayan hecho cargo de los bienes, corno en tal caso nadie los posee 
á título de dueño ni de usufructuario, podrá el legatario utilizar 
el interdicto de adquirir para pedir la posesión de la cosa que le 
ha sido legada específicamente, puesto que, según el art. 882 del 
Código civil, adquirió su propiedad desde la muerte del testador, 
haciendo suyos los frutos y rentas pendientes, y siendo de su cargo 
desde aquel instante los riesgos y accidentes del dominio. Con-
curren, pues, todos los requisitos que la ley exige para el ejercicio 
de dicha acción. Pero no podrá emplearse ese procedimiento cuan-
do el heredero, ó el albacea en su caso, se hubieren apoderado de 
todos los bienes de la herencia, porque la posesión que tienen en 
tal concepto es continuación de la que tenía el testador, y por con-
siguiente á título de dueño, y obsta esta circunstancia al interdicto 
de adquirir. Así lo da á entender la ley, al ordenar en el art. 885 
del Código civil que el legatario debe pedir al heredero la entrega 
y posesión de la cosa legada, ó al albacea cuando éste se halle au-
torizado para darla. Luego, si la pide al que de éstos sea el obliga-
do y ' no se la da, como el legatario no puede ocupar por su propia 
autoridad la cosa legada, según el mismo artículo, tendrá que acu-
dir á la autoridad judicial entablando la acción correspondiente por 
la vía ordinaria,'como todo el que tiene que reclamar el cumpli-
miento de una obligación ó la entrega ó reivindicación de una cosa 
que le pertenece; pero no por la vía extraordinaria del interdicto, 
no autorizada para estos casos. 
Hemos tenido conocimiento de un caso práctico, que se rela-
ciona con esta materia, sobre el cual creemos conveniente decir 
nuestra opinión, por si pudiera repetirse.—Un heredero voluntario 
hizo entrega de varios bienes que el testador había legado en co-
mún á tres individuos, á quienes nombró en el mismo testamento 
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albaceas in solidum con aquél, facultándolos para adjudicar el 
caudal hereditario y entregar á cada interesado lo que le corres-
pondiera. El heredero hizo la entrega del legado á los tres legata- 
Tios, con la solemnidad de un acta notarial, poniéndoles en pose-
sión corporal de la casa mortuoria del testador, donde aquél habi-
taba, comprendida en el legado, en voz y nombre de todos los de-
más bienes. En el mismo documento se hizo constar, dando fe el 
notario, que los legatarios, en posesión ya de la casa, daban permi- 
so al heredero, defiriendo á sus instancias, para seguir ocupán-
dola por dos días más á fin de que pudiera mudarse con menos 
precipitación á otra que había tomado en alquiler. Transcurri-
do este plazo y una prórroga que á instancia del mismo here-
dero le concedieron los legatarios, aquél manifestó á éstos que no 
quería desalojar la cas%, y siguió ocupándola sin dar razón alguna 
para ello, ni entablar la oportuna demanda para que se declarase 
la nulidad de la entrega y posesión material, dada por el mismo á 
los legatarios ante notario. 
Estos son los hechos. ¿Qué recurso legal tenían los legatarios 
para lanzar de la casa al heredero? Entablaron el interdicto de 
adquirir, con poco acierto, á nuestro juicio (respetando, por su- 
puesto, la opinión contraria, que acaso sea la más acertada), en el 
que quedaron vencidos en primera y en segunda instancia. El inter- 
dicto de adquirir, como su nombre lo indica, se ha establecido para 
que, concurriendo los requisitos legales, la autoridad judicial nos 
dé la posesión, que no tenemos, de lo que nos pertenece á título he-
reditario; mas no para que se nos ponga en la posesión que ya te-
nemos, pues sería un contrasentido pedir lo que ya se tiene. El he- 
redero y albacea á la vez, que era quien podía y debía hacerlo 
conforme al art. 885 del Código, hizo entrega á los legatarios de 
los bienes del legado, dándoles la posesión material de ellos en la 
casa de la cuestión, en voz y nombre de los demás, todo con las 
formalidades debidas y ante notario. ¿Para qué el interdicto de 
adquirir cuando tenían ya la posesión que por él pudiera dárseles? 
¿Cómo alegar el requisito esencial de que nadie poseía los bienes 
á título de dueño, cuando los mimos demandantes tenían la pose-
sión en este concepto, según resultaba de las actas de entrega, pre- 
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sentadas por ellos en los autos? Si el heredero, con su irregular 
conducta y actos posteriores, les perturbó en la posesión que el 
mismo les había dado, ó les despojó de ella, para eso están los in-
terdictos de r etener y de recobrar, pero no el de adquirir. Por es-
tas y otras c opsideraciones nos parece ajustado á la ley el fallo de-
negatorio recaído en el interdicto de que se trata, sin que se en-
tienda por esto que aceptamos todos los fundamentos de aquella 
sentencia. 
El recurso que creemos procedente, dadas las circunstancias 
del caso, es el del juicio de desahucio. Desde el momento en que el 
heredero entregó la casa á los legatarios, se constituyó en tenedor 
precario de la misma, puesto que continuó disfrutándola sin pagar 
merced, por mera tolerancia de los nuevos dueños, que á su instan-
cia le concedieron un plazo para desocup .rla. Es indudable, por 
tanto, que el caso está comprendido en el núm. 3. ° del art. 1565 
de la presente ley. 0 el juicio de desahucio, ó el ordinario corres-
pondiente á la cuantía: no vemos otro camino legal para lanzar de 
la casa á ese heredero, que no quiere desalojarla, después de ha-
ber dado el mismo la posesión á los legatarios, á quienes pertenece 
la propiedad desde la muerte del testador. 
4.° Los sucesores de mayorazgos.—El Tribunal Supremo de-
claró en sentencia de 29 de Noviembre de 1860, que muerto el 
poseedor de un mayorazgo, su hijo primogénito tiene personalidad 
bastante para pedir la posesión judicial de los títulos, honores y 
preeminencias anejos al mismo mayorazgo, y de la mitad reserva-
ble de sus bienes, por medio del interdicto de adquirir. Aunque 
se estableció esta doctrina conforme á la ley de 1855, como sobre 
este punto no se ha hecho novedad en la actual, y realmente se 
t rata de una sucesión hereditaria, la creemos aplicable á los casos, 
que ya serán raros, que hoy puedan ocurrir. 
Réstanos indicar que, además de las modificaciones expuestas 
al principio de este comentario, se ha suprimido el párrafo último 
del art. 694 de la ley anterior, sin duda por creerlo innecesario, y 
por no corresponder á la ley procesal la declaración que en él se 
hizo, de que nadie puede ser privado de la posesión en que se ha-
lla sin ser oído y vencido en juício. Este es un principio inconcuso 
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de derecho civil, respetado y sancionado en el art. 441 y en otros 
del nuevo Código. 
ARTÍCULO 1636 
(Art. 1634 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En la demanda pedirá el actor que se le reciba su-
m aria informacion de testigos para justificar que los 
bienes cuya posesion reclama, no están poseidos por 
nádie á titulo de dueño ni de usufructuario. 
ARTÍCULO 1637 • 
(Art. 1635 para Cuba y Puerto Rice.) 
Dada la informacion de que se habla en el articulo 
anterior, dictará el Juez auto, otorgando, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, ó denegando la posesion 
solicitada. 
El auto en que se deniegue será apelable en ámbos 
efectos. 
La ley anterior no exigía la justificación del requisito indispen-
sable, establecido por ella como en la actual, de que nadie posee á 
título de dueño ni de usufructuario los bienes cuya posesión se 
reclama por medio del interdicto de adquirir. Para evitar las du-
das á que esa omisión daba lugar, se ha adicionado el art. 1636, 
primero de este comentario, previniendo que en la demanda pedirá 
el actor que se le reciba sumaria información de testigos para jus-
tificar dicho requisito. Por consiguiente, para que sea admisible y 
pueda prosperar la demanda, será necesario ofrecer en ella dicha 
justificación, además de acompañar los documentos prevenidos en 
el art. 1634. 
Será necesario también que, en cumplimiento de lo que ordena 
como regla general el art. 503, se presente la certificación de de-
función del causante de la herencia, por ser requisito indispensa-
ble para que el actor acredite el carácter de heredero, albacea 6 
legatario, que no se adquiere sino desde la muerte de aquél, y 
además, cuando la sucesión sea testamentaria, el certificado de la 
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Dirección de los Registros, con referencia al de actos de última 
voluntad, conforme á lo prevenido en el Real decreto de 14 de No-
viembre de 1885. Pero no es necesario acompañar copia de la 
demanda ni de los documentos que con ella se presenten. 
Presentada la demanda, el juez dictará providencia mandando 
recibir la información ofrecida, sin necesidad de examinar ni apre-
ciar los documentos, porque esto ha de reservarse para el auto de-
finitivo. Dicha información, que será de dos testigos por lo menos, 
s'e recibirá sin citación del Ministerio fiscal ni de nadie. Tampoco 
se admitirá oposición de ninguna clase, ni se dará audiencia, aun-
que se solicite, reservándose todo ello para el segundo período, 
que es el que contiene el verdadero juicio de posesión. 
Recibida dicha información, el juez llamará los autos á la vista, 
sin más trámites ni citación de nadie, y si resulta debidamente 
justificado el derecho del actor y que concurren los requisitos que 
exige la ley, explicados en el comentario anterior, sin dilación, 
puesto que no se fija término, dictará auto otorgando la posesión 
solicitada, sin perjuicio de tercero de mejor derecho; y en otro caso, 
la denegará. El auto en que se deniegue es apelable en ambos efec-
tos dentro de los cinco días que marca el art. 382. Esta apelación 
sólo podrá interponerla el actor, por ser el agraviado, y el único 
que hasta ahora es parte en el juicio, y sólo con su citación se re-
mitirán los autos á la Audiencia. Por esta última razón, y por la 
índole del negocie, que es urgente y sumarísimo, no se permite 
dicho recurso al que se crea agraviado por el auto otorgando la 
posesión: puede oponerse después de ejecutado dicho auto. Todo 
esto es lo que ordena y se deduce del art. 1637, que concuerda eon 
el 695 al 697 de la ley anterior, pero suprimiendo el recurso de 
reposición, que éstos exigían para poder utilizar el de apelación. 
ARTÍCULO 1638 
(Art. 1636 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) • 
Dictado el auto otorgando la posesion, se procederá 
á darla en cualquiera de los bienes de que se trate, en 
voz y nombre de los demas, por alguacil, á quien se 
conferirá comision al efecto, y ante actuario. 
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Por el mismo actuario se harán los requerimientos 
necesarios á los inquilinos, colonos, depositarios 6 ad-
ministradores. de los demas bienes, para que reconoz-
can al nuevo poseedor, el cual, en el mismo acto 6 des- 
pues, podrá designar las personas á quienes hayan de 
hacerse dichos requerimientos. 
ARTÍCULO 1639 
(Art. 1637 para Cuba y Puerto Rioo.) 
Al que haya obtenido la posesion deberá darse, si lo 
pidiere, testimonio del auto en que se le hubiere man-
dado dar, y de las diligencias practicadas para su cum-
plimiento. 
Concuerdan con los artículos 698 y 699 de la ley anterior, con 
ligeras modificaciones de redacción. Cómo no se da recurso alguno 
contra el auto otorgando la posesión, y aunque se diese, no hay 
parte en el juicio que pudiera utilizarlo, ha de ejecutarse desde 
luego dicho auto en la forma que se ordena en estos dos artículos 
con tanta claridad, además de ser de práctica corriente, que ba s-
tará atenerse á su texto. En el mismo auto mandará el juez que 
se lleve á efecto lo que en ellos se ordena. Aunque se manda que 
la posesión se dé por un alguacil del juzgado, comisionado al 
efecto por el juez, y ante actuario, que deberá ser el que conozca 
del asunto, y que por éste se hagan los requerimientos á las per-
sónas que designe el actor en el mismo acto ó después, cuando los 
bienes ó las personas se hallen fuera del partido judicial, habrán 
de cometerse esas diligencias al juez de primera instancia corres-
pondiente, conforme al art. 255. Y también podrán cometerse al 
juez municipal, cuando hayan de practicarse fuera del término de 
la cabeza del partido. Al actor corresponde designar la finca de 
que haya de dársele la posesión en voz y nombre de las demás, y 
ha de ser una sola, para evitar los gastos y dilaciones de darla de 
cada finca en particular, como solía hacerse en la práctica antigua: 
respecto de las demás fincas, basta el requerimiento á los inquili-
nos, colonos, etc., cuyo requerimiento se hará en la forma que pre-
viene el art. 275. 
4 
• 
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El testimonio que, según el art. 1639, ha de darse al que haya 
obtenido la posesión, si lo pidiere, le servirá, no sólo para acredi-
tar que se halla en posesión de los bienes, sino también para ins-
cribir esa misma posesión en el Registro de la propiedad, si le 
conviene, conforme á lo declarado por la Dirección general de los 
Registros en su resolución de 13 de Junio de 1893, publicada en 
la Gaceta de 19 de Agosto siguiente. 
ARTÍCULO 1640 
Dada la posesion, el Juez dispondrá que el auto en 
que se haya mandado•dar se publique por edictos, qúe 
se fijarán en los sitios acostumbrados del pueblo en 
que residiere el Juzgado, y se insertarán en los perió-
dicos de él si los hubiere, y en. el Boletín oficial de la 
provincia.  
Art. 1638 de la ley para Cuba y Puerto Rico. — (El último período 
dice: «y se insertarán en los Boletines oficiales de la provincia, 
donde los hubiere, ó en su defecto, en la Gaceta del Gobierno ge-
n eral». En lo demás son iguales ambos artículos.) 
ARTÍCULO 1641 
(Art. 1630 para Cuba y Puerto Rico.) 
Pasados cuarenta días desde la fecha en que se hu-
biere insertado el auto en el Boletín oficial de la pro-
vincia, sin que nádie se haya presentado á reclamar, 
se amparará en la posesion al que la hubiere obtenido, 
y no se admitirá reclamacion contra ella. Quedará sólo 
al que se crea perjudicado la accioia. de propiedad, du-
rante cuyo juicio deberá conservarse en la posesion al 
que la haya adquirido. 
Están copiados literalmente de los artículos 700 y 701 de la 
ley de 1855, sin otra variación que la de haber reducido á cua-
renta días, el término de sesenta que en ellos se fijaba para recla-
mar contra la posesión. Dados los medios de publicidad y de 
 co- 
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municaciones que hoy existen, son más que suficientes los cuarenta 
días para dicho objeto. 
Dada la posesión, el juez ha de disponer que el auto en que 
se haya mandado dar se publique por medio de edictos en el lu-
gar del juicio y en el Boletín oficial de la provincia, en la forma 
que prescribe el art. 1640, á fin de que llegue á noticia de cuantos 
se crean perjudicados; único medio que debe emplearse á este fin, 
puesto que se supone y ha de justificarse en este interdicto que 
nadie posee los bienes legalmente. El juez ha de dictar de oficio 
esta providencia, como se deduce del precepto de dicho artículo, 
y como lo exige su objeto de proteger intereses de personas ausen-
tes ó ignoradas: á este fi n el actuario deberá darle cuenta luego 
que esté dada la posesión. 
El que se crea perjudicado é con mejor derecho á la posesión 
conferida, puede reclamar contra ella dentro de cuarenta días, á 
contar desde la publicación del edicto en el Boletín oficial (ar-
tículo 1641), con deducción de los feriados ó inhábiles (art. 304), 
en cuyo caso se sustanciará la oposición con arreglo á los artícu-
los 1642 y siguientes. Pero si transcurriese dicho término sin que 
nadie se haya presentado á reclamar, se ha de amparar . en la po-
sesión al que la haya obtenido (á petición del mismo, por supuesto, 
como cosa de interés privado), y queda ya cerrada la puerta á 
toda reclamación contra tal posesión, en la que ha de conservarse 
al que la haya obtenido, mientras no sea vencido en juicio de pro-
piedad; único recurso que queda al que se crea perjudicado, como 
lo ordena terminantemente el art. 1641. De modo que contra el 
interdicto de adquirir no pueden ya utilizarse, ni el de recobrar, 
ni el juicio plenario de posesión, admitidos en la práctica antigua; 
y sólo puede entablarse dentro de los cuarenta días antedichos la 
oposición, de que vamos á tratar en el comentario siguiente. 
ARTÍCULO 1642 
(Art. 1640 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las reclamaciones que se deduzcan contra la pose-
sion durante el término antedicho, se unirán á los au-
tos, y pasados los cuarenta dias, se entregarán al que 
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hubiere obtenido la posesion para que las conteste 6 
exponga lo que tenga por conveniente dentro de seis 
dias, trascurridos los cuales, se recogerán los autos sin 
necesidad de apremio. 
ARTÍCULO 1643 
(Art. 1611 para Cuba y Puerto Rico.) 
Presentado el escrito á que se refiere el articulo an-
terior, al que se acompañarán tantas copias del mismo 
cuantos sean los reclamantes, ó recogidos los autos, el 
Juez dictará providencia, mandando que se entreguen 
á aquéllos dichas copias, y que se cite á las partes á 
juicio verbal, para cuya celebracion sefialará el dia 
niás próximo posible. 
ARTÍCULO 1644 
(Art. 1612 para Cuba y Puerto Rico.) 
Al juicio verbal podrán concurrir los defensores de 
las partes. 
D.espues de exponer los reclamantes, por su órden, 
su derecho á poseer, y de contestarles el que haya ob-
tenido la posesion, propondrán ámbar , partes las prue-
bas que les convengan, las que podrán ser de posicie- 
nes, documentos y testigos. Admitidas por el Juez las 
que estime pertinentes, se practicarán en el mismo 
acto, uniéndose los documentos á los autos. 
I)el resultado del juicio se extenderá acta, que fir-
marán el Juez, los interesados, los testigos que hubie- 
ren sido examinados y el actuario. 
ARTÍCULO 1645 
(Art. 1613 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si alguna de las pruebas propuestas y admitidas hu-
biere de practicarse fuera del lugar en que se celebre 
el juicio, el Juez acordará lo conveniente para que ten-
ga efecto, púdiendo suspender el acto, señalando para 
continuarlo el dia más próximo posible. 
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ARTÍCULO 1646 
(Art. 1614 para Cuba y Puerto Rico.) 
Concluido el juicio verbal, y dentro de los tres dias 
siguientes, el Juez dictará •sentencia , en la cual acor-
dará amparar en la posesion al que la .haya obtenido, 
ó darla al reclamante que tenga mejor derecho, con 
todas sus consecuencias, dejando sin efecto la dada an-
te riormente. 
En este último caso, si resultare haber procedido do-
losamente el que promovió el interdicto, será conde-
nado en las costas y á la indemnizacion de daños y 
perjuicios. 
Dicha sentencia será apelable en ámbos efectos. 
Ordénase en estos cinco artículos el procedimiento para el se-
gundo período del interdicto de adquirir; procedimiento que, aun-
que breve y sumario, constituye un verdadero juicio, puesto que se 
oyen y admiten las alegaciones y pruebas de las partes, por escrito 
y en juicio verbal, y se dicta sentencia resolviendo sobre el mejor 
derecho á la posesión, no interina, sino definitivamente, puesto que 
contra este fallo no cabe el ejercicio de ninguna otra acción pose-
soria, sino la de propiedad, que habrá de ejercitarse en el juicio 
ordinario declarativo que corresponda á la cuantía litigiosa, per-
maneciendo mientras tanto en la posesión el que la hubiere adqui-
rido por aquella sentencia. 
Un procedimiento análogo estableció la ley anterior en sus ar. 
tículos 702 al 705, á los que se ha dado ahora nueva redacción, 
ampliando los términos para contestar á los escritos de oposición 
y dictar sentencia, facilitando los medios de prueba, y expresando 
los conceptos con más claridad y precisión para que no haya dudas 
en el procedimiento. Una de ellas era la de si cada oposición debía 
ventilarse en juicio separado, según se fueran presentando; duda 
que desaparece ahora con la declaración terminante que se hace en 
el art. 1642, de que se unan á los autos, y pasados los cuarenta 
días, se entregue al que hubiere obtenido la posesión para que las 
conteste todas á la vez dentro de seis días. De este modo concu- 
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rren á un mismo juicio todos los que se crean con derecho á la po  -
sesión, y el juez resuelve sobre todas las pretensiones en una sola 
sentencia. 
Para no repetir lo mismo que dicen los artículos de este co-
mentario, véase su texto: están redactados con tan buen sentido 
práctico, y es tan conocido el procedimiento que en ellos se esta-
blece, que es innecesaria toda explicación para aplicarlos recta-
mente. Sólo recordaremos algunos particulares, que conviene no 
olvidar en este procedimiento. 
Los escritos reclamando contra la posesión dada han de pre-
sentarse por medio de procurador y con :dirección de letrado; en 
ellos ha de formalizarse la oposición, alegando el mejor derecho, y 
presentando los documentos en que se funde, ó reservándose la 
prueba para el acto del juicio verbal. Ni de los escritos ni de los 
documentos han de acompañarse copias: se unen aquéllos á los au- 
tos, y á su tiempo se entregan originales al actor para que contes te 
ó exponga lo que estime conveniente. Por esto se ordena que, trans-
curridos los seis días del traslado, se recojan de oficio los autos sin 
necesidad de apremio, para cuya recogida se practicará lo que se 
previene en el párrafo último del art. 308. Y recogidos los autos, 
les dará el juez el curso que corresponda, que será convocar las 
partes á juicio verbal, del que no se podrá prescindir sino en el 
caso de que, siendo uno solo el opositor con título cumplidamente 
justificado, ó uno mismo el título de todos los opositores, reconozca 
el actor el mejor derecho de éstos, allanándose á su pretensión. 
La citación para el juicio verbal se hará á los procuradores de 
todos los que sean parte en el juicio, por medio de cédula y en la 
 „ 
forma prevenida para las citaciones de esta clase. Es la única cita-
ción que se hace en estos juicios, pues para la sentencia no la exige 
la ley, ni es necesaria, como tiene declarado con repetición el Tri-
bunal Supremo. El juicio verbal se llevará á efecto en el día y 
hora señalados, aunque deje de comparecer alguno de los intero 
 -
sados. 
Al limitar el art. 1644 las pruebas á las de posiciones ó confe 
-
sión en juicio (no admitida por la ley anterior), documentos y 
testigos, da á entender que excluye la de peritos y la de reconocí  - 
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miento judicial: si se propone alguna de éstas, debe rechaz aria el 
juez. Los documentos podrán ser públicos 6 privados. 
Si del examen y apreciación de las pruebas resulta que dos ó 
más de los concurrentes ostentan el mismo título y tienen igual de-
recho, ya entre sí, ya con el que promovió el interdicto, y que les 
corresponde la posesión, deberá el juez mandar que se dé á todos 
ellos, amparando en su caso al posesionado, pero sólo en la parte 
que le corresponda. Aunque el art. 1646 no menciona expresa-
mente este caso, es de sentido común y de estricta justicia la reso-
lución indicada. 
Y en cuanto á la condena de costas y á la indemnización de 
daños y perjuicios, en la que está comprendida la de frutos, de que 
habla el art. 1649, sólo podrá imponerse al que promovió el inter-
dicto cuando resulte debidamente probado que procedió dolosa-
mente y de mala fe, á sabiendas de que no le correspondía la he. 
rencia, ó de que el poseedor de los bienes los disfrutaba á título de 
dueño 6 de usufructuario, aunque fuera discutible este derecho. La 
prueba de esos hechos corresponde al que los alega, pues «la bue-
na .fe se presume siempre, y al que afirma la mala fe de ùn po-
seedor corresponde la prueba», como dice el art. 434 del Código 
civil. La apreciación de esa prueba es de la exclusiva competencia 
del tribunal sentenciador, según jurisprudencia constante del Su-
premo. Debe practicarse en el acto del juicio verbal, bastando li-
mitarla al dolo ó mala fe del que promovió el interdicto, sin ne-
cesidad de justificar la existencia de los daños y perjuicios, ni su 
cuantía ó la de los frutos: esta prueba se hará en el segundo jui-
cio verbal que ha de celebrarse después, conforme al art. 1649, 
para la ejecución de la sentencia que contenga dicha condena, que 
sólo ha de imponerse, como se ha dicho, en el caso de dolo ó mala 
fe. Fuera de este caso, cada parte pagará las costas causadas á su 
instancia. Para la condena de frutos téngase presente lo que dis-
ponen los arts. 451 y siguientes del Código civil. 
Indicaremos, por último, que contra la sentencia de segunda 
instancia, en el caso de apelación, no se da el recurso de casación 
por infracción de ley, pero sí el de quebrantamiento de forma, lo 
mismo que en los demis interdictos, conforme al art. 104. 
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ARTÍCULO 1647 
Luego que la sentencia adquiera el carácter de fir-
me, se procederá á la ejecucion de lo que en ella se 
hubiere mandado. 
Cuando en su virtud deba darse la posesion al re• 
clamante, se 118vará a efecto del modo expresado en el 
art. 1638. 
Art. 1616 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1636 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1648 
(Art. 1616 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si hubiere condena de costas, se procederá inmedia-
tamente á su tasacion y aprobacion. 
ARTÍCULO 1649 
(Art. 1617 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si hubiere condena de frutos 6 daños y perjuicios, se 
lijará su importe en otro juicio verbal, en el cual, con 
presencia de lo que las partes aleguen y de las prue-
bas que se practiquen, determinará el Juez lo que deba 
abonarse. 
Contra esta declaracion no se dará ningun recurso, 
quedando á salvo a las partes su derecho para hacer, 
en juicio ordinario, las reclamaciones que les con-
vengan. 
ARTÍCULO 1650 
(Art. 1618 para Cuba y Puerto Rico.) 
Conocido el importe de las costas, de los frutos, 6 de 
los dados y perjuicios, se procederá á hacerlo efectivo 
de la manera prevenida en el procedimiento de apre-
mio despues del juicio ejecutivo. 
Concuerdan con los arts. .705 al 708 de la ley anterior, sin otra 
variación sustancial, aunque en parte con distinta redacción, que 
i 
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la de permitir todos los medios de prueba en el caso del art. 1649, 
limitada por la ley anterior á la de documentos. Ordénase en ellos 
lo que ha de practicarse para la ejecución de la sentencia luego 
que sea firme: además de ser de practica corriente y conforme á lo 
prevenido para la ejecución de las sentencias en general, están re-
dactados con tan buen orden, claridad y precisión, que basta ate-
nerse á su texto. 
Por esto nos limitamos á indicar que cuando la sentencia con-
tenga la condena de frutos ó de daños y perjuicios, condena que 
sólo puede imponerse al que promovió el interdicto cuando se 
pruebe su dolo ó mala fe, como se ha dicho en el comentario ante-
rior, 
 
en el segundo juicio verbal, que según el art. 1649 ha de ce- 
lebrarse para fijar su importe, no sólo habrá de probar el que lo 
reclame la cuantía ó valor de los frutos ó de los daños y perjuicios, 
sino también la existencia de éstos, que es la base y fundamento de 
dicha condena. Si el que promovió el interdicto y obtuvo en él la 
posesión interina, no llegó á percibir frutos ni rentas de las fincas 
sin culpa ni negligencia de su parte, ó con su posesión no causó 
daños ni perjuicios al que la obtuvo después por sentencia firme, 
fuera de los gastos del pleito, de los que será éste indemnizado 
en virtud de la condena de costas, claro y justo es que no tenga 
que abonar nada por unos frutos ó unos daños que no han existi-
do, sin que pueda entenderse por esto que queda sin cumplir la 
sentencia en esta parte, que impuso esa condena bajo el supuesto 6 
condición tácita de que se probase la existencia de los frutos ó de 
los perjuicios. En tales casos, falta el hecho del que nace el derecho, 
y deberá ser absuelto el demandado en el segundo juicio verbal. 
SECCIÓN SEGUNDA 
DEL INTERDICTO DE RETENER O DE REIJOBRAR 
• 
En el comentario del art. 1631 hemos indicado ya la razón de 
haber comprendido en ésta sección los dos interdictos posesorios 
de retener y de recobrar, para loa efectos del procedimiento, pero 
sin refundirlos en uno solo, como opina nu comentarista. En la ley 
de bases para la reforma se ordenó (base 16) «dar siempre audien- 
132 	 LIB. II-TIT. XX-SEC. II 
cia al demandado en el interdicto de recobrar, asimilando la sus-
tanciación de este juicio á la determinada por la ley vigente para 
los interdictos de retener». La ley de 1855 dejó á elección del de-
mandante en el interdicto de recobrar el que se diera ó no audien-
cia al demandado, y no se le daba siempre que aquel prestaba 
fianza para responder de los perjuicios que pudieran resultar de la 
restitución. Por regla general, el actor adoptaba este medio, por 
ser el más seguro para conseguir el resultado, que dependía de la 
información de testigos, puesto que ésta no podía ser contradicha 
aunque fuese amañada, y el supuesto despojante era sorprendido 
con el auto restitutorio, sin otro recurso que el de la apelación ó 
el juicio ordinario, pero después de ejecutada aquella providencia. 
Para evitar tales sorpresas, que podían conducir á la injusticia, se 
mandó en dicha base que se oyera siempre al demandado, asimi-
lando el procedimiento de este interdicto al de retener, en el que, 
conforme á dicha ley, se oia al demandado en juicio verbal, como 
también en el de recobrar cuando no daba fianza el demandante. 
Se ha realizado, pues, dicho mandato sujetando ambos interdictos 
A un mismo procedimiento, el del juicio verbal, ya establecido en 
aquella ley, pero sin refundirlos en uno solo. Ni era posible esta 
refundición, porque cada uno de ellos responde á distintas causas 
ó motivos y produce diferentes efectos, como veremos al comentar 
los arts. 1651, 1652 y 1658. 
Con efecto: el interdicto de retener nace del hecho de haber 
sido perturbado en la posesión ó tenencia de la cosa el que la tenga 
de hecho, por actos de un tercero, que manifiesten la intención de 
inquietarle y despojarle, pero sin realizar el despojo; y su objeto y 
efectos son obtener de la autoridad judicial que le ampare y man-
tenga en la posesión, con los requerimientos oportunos al pertur-
bador para que no le moleste en lo sucesivo. Y el de recobrar nace 
del hecho consumado del despojo, siendo su objeto y efectos que la 
autoridad judicial reponga ó reintegre en la posesión material ó 
tenencia de la cosa al que ha sido despojado de ella, condenando 
al despojante al pago de las costas, daños y perjuicios y á la devo-
lución de los frutos que hubiere percibido. Son, pues, dos hechos 
distintos, que producen diferentes acciones, que no pueden confun- 
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dirse, aunque ambas se refieran á la posesión y se les sujete á un 
mismo procedimiento. El que sea perturbado ó inquietado en la 
posesión, no puede utilizar el interdicto da  recobrar, así como el 
que ha sido despojado no puede utilizar el de retener, porque se-
ría un contrasentido. 
Esto ha sido, es y será siempre, porque no es posible alterar la 
esencia ni el orden natural de las cosas. «Todo poseedor tiene de-
recho á ser respetado en su posesión», dice el art. 446 del Código 
civil, añadiendo: «y si fuere inquietado en ella, deberá ser ampa-
rado ó restituido en dicha posesión por los medios que las leyes de 
procedimientos establecen». Amparado, por medio del interdicto 
de retener; restituido, por el de recobrar: luego el Código reco-
noce también, como no podía menos, la diferencia de los dos casos 
y la existencia de los dos interdictos, aunque ya estaban subordi-
nados á un mismo procedimiento. 
Ambos interdictos proceden del derecho romano, y están basa-
dos en razones y principios de orden público, fundamentales de 
toda sociedad y sancionados por nuestras leyes, incluso el nuevo 
Código civil, como ya hemos visto, de que todo poseedor tiene de-
recho á ser respetado en su posesión, y de que á nadie es lícito to-
marse la justicia por su mano, sino que debe acudirse á los tribu-
nales para conseguirla, «ca por aquesto son puestos los judgadores 
en los lugares, porque los ornes alcancen derecho por mandamiento 
dellos, é non lo puedan por ellos meamos fazer», como dice la ley 
14, tít. 10 de la Partida 7.a. 
En todos nuestros Códigos antiguos se encuentran disposicio-
nes encaminadas á impedir el que uno se apodere por su propia 
autoridad de bienes que otro está poseyendo, y á que sea reinte-
grado prontamente en su posesión el que ha sido despojado de ella, 
violenta ó clandestinamente (1); pero no se detallaban los requisi-
tos, los casos ni la fórmula de estos procedimientos, aunque se les 
(1) Leyes 5.°, tit. 7. ° , libro 5.° ; 2. 0 y 6.`, tít. 1. 0 , libro 8. ° del Fuero Juzgo; 
30, tít. 2. ° , Partida 3.°; 10 y 14, tit. 10, Part. 7.`; 4.`, tit. 4.5, libro 4.° del Fuero 
Real; 1.", 2. ° y 3.`, tit. 34, lib. 11 de la Nov. Rec., y otras. 
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daba el carácter de breves y sumarios. De aquí el que los exposi-
tores acudieran al derecho romano para suplir el vacío de nuestras 
leyes; y aceptando su doctrina, introdujeron en nuestro foro el in-
terdicto llamado Unde vi, de las palabras con que el Pretor enca-
bezaba la fórmula del edicto. 
Vino luego el derecho canónico, y no satisfecho con las condi-
ciones de este interdicto, introdujo otro llamado de despojo, que 
aunque semejante al anterior, tenía más amplitud y ofrecía resul-
tados más favorables: pues áquel, como personal,sólo se concedía 
contra el forzador de la cosa, y éste, como real,, se dirigía contra 
cualquiera, en cuyo poder se encontrara: aquél se daba para reco-
brar las cosas raíces, y éste alcanzaba tambien á las muebles, de-
rechos y acciones; y en el Unde vi se permitía alguna excepción, 
al paso que en el de despojo se llevaba desde luego á efecto la res-
titución, sin citación ni audiencia del despojante. No es extraño, 
por tanto, que prevaleciera en nuestro foro la doctrina de los ca-
nonistas, y que se tuviera como axioma de derecho el principio 
por estos proclamado de spoliatus ante omnia restituendus. Por 
estas consideraciones, y por ser de uso más frecuente, los exposito-
res de nuestro derecho y las mismas leyes daban más importancia 
al interdicto de recobrar que al de retener, como realmente la 
tiene para el orden público y para el amparo de los derechos pri-
vados. 
El mismo principio antedicho fué aceptado por la ley de 1855, 
pero introduciendo reformas importantes en el procedimiento, que 
a la vez que aseguraban la pronta restitución del despojado ó el 
amparo de su posesión, garantizaban también los derechos del que 
se supone despojante, para el caso de que sea molestado por una 
demanda injusta; garantías que ha reforzado la ley actual, dando 
siempre audiencia al demandado en estos interdictos, como ya se 
ha dicho. 
También al designar en el art. 724 de la ley anterior, como en 
el 1651 de la actual, las circunstancias que deben concurrir para 
que procedan estos interdictos, se han resuelto algunas cuestiones, 
que, nacidas de la competencia entre el derecho común y el canó-
nico, todavía traían divididos á nuestros expositores acerca de los 
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casos y personas que podían valerse de este remedio. Pero ha que-
dado sin resolver expresamente la que sigue. 
¿En todos los casos de despojo se comete el delito de usurpación? 
—El Código penal de 1870, reformando los arts. 440 y 441 del 
anterior, que calificaban de delito la ocupación 'de una cosa in-
mueble, ó la usurpación de un derecho real de ajena pertenencia, 
ya se cometiera con violencia, ya sin ella, que era lo que daba lu-
gar á la duda formulada, ha facilitado su solución, declarando en 
su art. 534, que para que dicha ocupación é usurpación constituya 
delito, ha de haber sido hecha con violencia ó intimidación en las 
personas. Y en el art. 535 define tambien como delito el hecho de 
alterar los términos ó lindes de heredades, ó cualquiera clase 
de_señales destinadas á fijar los límites de predios contiguos, pero 
sin exigir la circunstancia del artículo anterior de que se , haya co-
metido él hecho con violencia ó intimidación en las personas. To-
dos estos hechos dan lugar al interdicto de recobrar, pero no cons-
tituyen el delito de usurpación si no concurren las circunstancias 
exigidas por el Código penal. Cuando concurran, el despojado po-
drá hacer uso de la acción penal ó de la civil del interdicto, según 
mas le convenga, sujetándose en su caso á las reglas que establece 
la ley de Enjuiciamiento criminal; y si no concurren las circuns-
tancias que dan al hecho el carácter de delito, sólo podrá utilizar 
la acción de despojo. Resulta, pues, que el interdicto es mucho 
mas lato que el delito de usurpación: siempre que se comete este 
delito, hay despojo, pero no al contrario, y por consiguiente, no 
se comete el delito de usurpación en todos los casos de despojo. 
Concluiremos indicando que cuando el despojado haya hecho 
uso de la acción civil, si al fallar el interdicto entiende el juez que 
resulta probado el delito de usurpación, habrá de acordar en la 
misma sentencia, que luego que ésta sea firme, se comuniquen loa 
autos al Ministerio fiscal para que promueva la acción penal, si lo 
estima procedente. No oreemos procedente en este caso la suspen-
sión del fallo hasta la terminación del procedimiento criminal, que 
previene el art. 362, eri razón á que no ha de fundarse exclusiva-
mente la sentencia en el supuesto de la existencia del delito, que 
_ es el caso concreto de dicho artículo, sino én la existencia del he- 
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cho material del despojo, constituya ó no delito; además de que 
la ur gencia en la resolución del interdicto no permite aquella di-
lación. 
ARTÍCULO 1651 
(Art. 1649 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El interdicto de retener 6 de recobrar, procederá 
cuando el que se halle en la posesion 6 en la tenencia 
de una cosa, haya sido perturbado en ella por actos 
que manifiesten la intencion de inquietarle 6 despo-
jarle, 6 cuando haya sido ya despojado de dicha pose-
sion 6 tenencia. 
ARTÍCULO 1652 
(Art. 1660 para Cuba y Puerto Rico.) 
En la demanda, de la que se acompañará copia en 
papel común, se ofrecerá informacion para acreditar: 
1. 0 Hallarse el reclamante, 6 su causante, en la 
posesion 6 en la tenencia de la cosa. 
2.o Que ha sido inquietado 6 perturbado en ella; 6 
tiene fundados motivos para creer que lo será; 6 que la 
sido despojado de dicha posesion 6 tenencia; expresan-
do con toda claridad y precision los actos exteriores 
en que consistan la perturbacion, el conato de perpe-
trarla, 6 el despojo, y manifestando si los ejecutó la 
persona contra quien se dirige la accion,. ú otra por 
orden de ésta. 
Para dar cumplimiento á lo mandado en la ley de bases, se 
han refundido en estos dos artículos lo que ordenaba la anterior 
en sus arts. 709 y 710 para el interdicto de retener y en el 724 
para el de recobrar, con exclusión de lo que en éste se prevenía so• 
bre dar ó no audiencia al demandado, por ser incompatible 
 con la . 
reforma ordenada por la base 16, como ya se ha dicho, con otras 
modificaciones exigidas pordicha refundición. A pesar de esto, re-
sulta con claridad el propósito racional de no confundir en uno 
los dos interdictos de retener y de recobrar sino para asimilarlos 
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en el procedimiento, como se mandó en dicha base, puesto que se 
determinan los hechos que dan lugar á cada uno de ellos. 
«Cuando el . que se halle en la posesión ó en la tenencia de 
una cosa haya sido perturbado en ella por actos que manifiesten 
la intención de inquietarle ó despojarle», procederá el interdicto 
de retener para que se le ampare en la posesión, pero no el de re-
cobrar, puesto que no ha llegado á realizarse el despojo y conser-
va la posesión de la cosa el que la tenía. Y «cuando aquél haya 
sido ya despojado de dicha posesión ó tenencia», procederá el in-
terdicto de recobrar para que se le reintegre en la posesión de que 
ha sido despojado, y no el de retener, porque en tal caso no es po-
sible la retención ni el amparo, sino el reintegro. Este es, y no 
puede ser otro, el sentido de las palabràs del art. 1651 que quedan 
copiadas, y eso ha sido siempre por ser de sentido común. Y en 
el artículo siguiente 1652 se hace la misma distinción al determi-
nar los hechos, cuya justificación ha de ofrecerse en la demanda 
1.° «Hallarse el reclamante, ó su causante, en la posesión ó en la 
tenencia de la cosa»: hecho común á los dos interdictos. 2.° «Que 
ha sido inquietado ó perturbado en ella (en la posesión ó tenencia) 
ó tiene fundados motivos para creer que lo será»; cuyos hechos 
dan lugar al interdicto de retener: «ó que ha sido despojado de 
dicha posesión ó tenencia», que es lo que da lugar al de recobrar. 
Previniéndose además, que en la demanda «se expresarán con toda 
claridad y precisión los actos exteriores (ya sean de obra ó de pa-
labra), en que consistan la perturbación ó el conato de perpetrar-
la (p ara el interdicto de retener), ó el despojo (para el de reco-
brar), manifestando en ambos casos si los ejecutó la persona contra 
quien se dirige la acción, ú otra por orden de ésta». 
Esto es lo que disponen loa dos artículos de este comentario, 
siendo de notar que se concede la acción para interponer cual-
quiera de los dos interdictos al que se halle en la posesión ó en la 
tenencia de la cosa, que sea objeto del qu e  se entable. Lo mismo 
disponía la ley de 1855 en su art. 724 respecto del interdicto de 
recobrar, y sólo al que se hallaba en posesión de la cosa, sin hacer 
mención de la tenencia, concedía el de retener por su art. 709. 
¿Constituye esa novedad una modificación de nuestro derecho an- 
TOMO VI 	 18 
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tiguo? Conviene dilucidar esta cuestión, que es de importancia, 
para poder determinar las personas que pueden ejercitar la acción 
en uno ú otro interdicto, y para ello será necesario comparar el 
derecho antiguo con el novísimo, hoy vigente. 
Posesión y tenencia no significan una misma cosa, ni en  el len-
guaje forense, ni en el común. Tenencia es la simple ocupación ac-
tual y corporal de una cosa, mediante buena fe y justo título; es la 
«tenencia derecha que orne ha en las cosas corporales, con ayuda 
del cuerpo, é del entendimiento», corno dice la ley 1 a, tít. 30, 
Partida 3.a Aunque alguna vez suelen usarse esas dos palabras 
tornando la una por la otra como si fueran sinónimas, esto sólo su-
cede cuando se emplean en un sentido lato, lo cual no se opone á 
la verdadera y concreta significación que les hemos dado, recono-
cida expresamente en varias leyes antiguas. Citaremos, por ejemplo, 
la 5.a, tít. 30, Partida 3.a, la cual dice, que «los que tienen arrenda-
das ó alogadas cosas ajenas, como quier que ellos sean apoderados 
de la tenencia dellas, la verdadera posesión es de aquellos en cuyo 
nombre tienen el heredamiento»: la 11, tít. 10, Partida 7 â, que re-
firiéndose á los inquilinos, arrendatarios, comodatarios y deposita-
rios, dice que «ninguno destos, qué son assí apoderados en los bie-
nes de otro, non han verdadera posesión en las cosas de que son 
entregados, como quier que hayan la tenencia dellas», habiendo 
expresado antes que «el señorío é la posesión de la cosa siempre 
finca en salvo al señor della», en cuyo nombre la tienen aquellos; 
y la ley 13 del propio titulo y Partida, que hace igual declaración 
respecto del que tiene una cosa en prenda. 
El Código civil no ha alterado la significación de dichas pala-
bras. Después de definir en su art. 430 la posesión natural y la ci-
vil, ambas en el concepto de ser la tenencia de una cosa ó el dis-
frute de un derecho, dice en el 432: «La posesión de los bienes y 
derechos puede tenerse en uno de dos conceptos: 6 en el de dueño, 
6 en el de tenedor de la cosa ó derecho para conservarlos ó disfru-
tarlos, perteneciendo el dominio á otra persona». En esta disposi-
ción está condensada la doctrina antes expuesta de las leyes de 
Partida. El que posee en concepto de dueño tiene la posesión na-
ural ó la civil, ó ambas á la vez, la verdadera y legítima posesión, 
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en el sentido estricto de esta palabra. El que posee en concepto 
de tenedor de una cosa 6 derecho, cuyo dominio pertenece á otro, 
no tiene más que la tenencia, también en el sentido estricto de esta 
palabra, con -la obligación de conservarlos ó el derecho de disfru-
tarlos, para entregarlos oportunamente á su dueño. En el primer 
concepto se tiene la posesión, y en el segundo la tenencia, á que se 
refieren los artículos de este comentario. 
Los expositores de nuestro antiguo derecho aceptaron también 
esa distinción, y si bien estaban conformes en que el interdicto de 
recobrar sólo competía al que era perturbado en la posesión, y no 
en la mera tenencia de la cosa, no había igual acuerdo respecto del 
de recobrar. Los adictos al derecho romano concedían este inter- 
dicto únicamente al que tenía la posesión legítima 6 jurídica de la 
cosa, y no al simple detentador; al paso que otros, siguiendo la 
doctrina del derecho conónico y el espíritu de nuestras leyes, lo 
concedían á todo el que era despojado de una cosa que obraba en 
su poder, sin atender al derecho ó título con que poseía; esto es, á 
todo el que se hallaba en la tenencia ó posesión de hecho. 
Para poner fin á esta diversidad de pareceres y uniformar la 
jurisprudencia, se declaró en el art. 724 de la ley anterior y se ha 
repetido en los de este comentario, que corresponde el interdicto de 
recobrar á todo el que se halla en posesión ó tenencia de la cosa, 
lo mismo al legítimo poseedor, que al mero detentador. Y al decla-
rarlo -así, no sólo se ha seguido la opinión más autorizada, sino 
también la más conveniente, pues siendo el despojo un atentado 
contra el orden público, debe reprimirse instantáneamente sin 
atender al título con que poseía el despojado, para evitar las per-
turbaciones consiguientes, é impedir que nadie se tome la justicia 
por su mano. 
De lo expuesto se deduce, que el interdicto de recobrar, no sólo 
compete al propietario y usufructuario, que son los que tienen la 
posesión jurídica, sino también al inquilino, arrendatario, colono, 
depositario y comodatario, al que tiene la cosa en prenda, y aun 
al que la tiene por fuerza, clandestinamente ó por ruegos, los cua-
les sólo se- hallan en la tenencia de la cosa. Pueden entablarlo 
siempre que sean ,despojados de dicha posesión ó tenencia; y con- 
a 
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tra el que les haya causado el despojo, ya por sí mismo, ya de su 
orden por medio de sus criados ó dependientes, ó de cualquiera 
otra persona, como se deduce de lo que previene á su final el ar-
tículo 1652. La acción ha de dirigirse siempre contra el verdadero 
autor del despojo, sin perjuicio de la responsabilidad criminal que 
en el caso de violencia ó intimidación en las personas pueda al-
canzar á los que le hubieren ayudado, ó ejecutado el hecho, por 
orden de aquél. 
Resulta, pues, que en el interdicto de recobrar no se ha intro-
ducido novedad alguna respecto de las personas que pueden uti-
lizarlo: todo el. que sea despojado de la posesión legítima, ó de la 
mera tenencia de una cosa ó derecho, puede ejercitar dicha acción. 
No así en el interdicto de retener: ya se ha dicho que por la juris-
prudencia antigua y por la ley de 1855 sólo se concedía al que era 
inquietado ó perturbado en la posesión legítima, no en la mera te- 
nencia, por estimar que no existían las razones de orden público, 
que justifican aquella extensión en el interdicto de despojo. Pero 
los artículos que estamos comentando han equiparado en este pun-
to dichos dos interdictos, concediéndolos sin excepción á todo el 
que se halle en la posesión ó en la tenencia de una cosa, no sólo 
cuando sea despojado, sino tambien cuando haya sido perturbado 
en la una ó en la otra. Por consiguente, podrán hoy utilizar el in-
terdicto de retener las mismas personas antes indicadas, á quienes 
compete el de recobrar. 
Nos parecería demasiado lata esta interpretación, y razones 
habría para impugnarla, si no hubiese sido confirmada por el ar-
ticulo 446 del Código civil. « Todo poseedor—dice dicho articulo, 
y por consiguiente lo mismo el que posea en concepto de dueño 
que el que tenga la posesión en concepto de'tenedor de la cosa ó 
derecho, cuyo dominio pertenezca á otro (art. 432 del mismo Có-
digo)—tiene derecho á ser respetado en su posesión; y si fuera in-
quietado en ella, deberá ser amparado ó restituido en dicha pose-
sión por los medios que las leyes de procedimientos estable-
cen.»Estos medios son los interdictos de retener y de recobrar, 
y por tanto resultan de acuerdo sobre este punto el-Código y la 
presente ley de Enjuiciamiento civil, quedando derogada la juris- 
• 
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prudencia y la ley anterior respecto al interdicto de retener. 
Concluiremos indicando que, en la demanda de estos interdic-
tos, además de ofrecerse la información y de hacerse las manifes-
taciones que previene el art. 1652, ha de precisarse la fecha en 
que se hubiere ejecutado el acto que constituye la perturbación 6 
el despojo, en razón á que en el arttculo siguiente se, ordena que 
el juez no admita la demanda que se presente despues de transcu-
rrido un año, á contar desde el acto que la ocasiona. Aunque en 
estos juicios sólo se ventilan los hechos de la posesión y de su per-
turbación 6 despojo que han de probarse con testigos, sin que pue-
da admitirse prueba sobre otros extremos, será conveniente al ac-
tor presentar algún documento, si lo tiene, que tienda directa-
mente á justificar que se halla en la posesión ó en la tenencia de 
la cosa. Pero le es indispensable acompañar los que previene el 
art. 503, menos el acto de conciliación, cuando el derecho que re-
clame provenga de habórselo otro transmitido por herencia 6 por 
cualquier otro título, como puede suceder, puesto que le aprove - 
cha la posesión 6 la tenencia de su causante. Y con la demanda ha 
de acompañarse copia de la misma, no de los documentos, para 
entregarla al demandado en el acto de citarlo para el juicio 
verbal. 
ARTÍCULO 1653 
(Art. 1651 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez admitirá la demanda y acordará recibir la 
informacion, si aparece presentada aquella ántes de 
haber trascurrido un año á contar desde el acto que la 
ocasione. 
Si se presentare después, declarará no haber lugar 
á su admision, reservando al que la haya presentado 
la accion que pueda corresponderle para que la ejerci-
te en el juicio que fuere procedente. 
Este auto será apelable en ámbos efectos, , y admiti-
da la apelacion se reiñitirán los autos al Tribunal su-
perior, con emplazamiento sólo del que haya promovi-
do el interdicto. 
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En este artículo se hace una declaración importante, no conte-
nida en la ley anterior; la de que no debe admitirse la demanda 
de interdicto de retener, ni la de recobrar, si se presenta despues 
de transcurrido un año, á contar desde el acto que la ocasione. 
Por esto hemos indicado al final del comentario anterior, que en 
la demanda debe precisarse la fecha en que se hubiere ejecutado 
el acto que constituya la perturbación ó el despojo; añadiendo 
ahora que este extremo ha de ser también objeto de la informa-
ción, pues si no se justifica esa fecha, ó que no ha transcurrido el 
año, el juez tendrá que declarar no haber lugar á la admisión del 
interdicto, conforme á lo que ordena el presente artículo. Esta 
era también la práctica antigua, aunque limitada al interdicto de 
recobrar, fundada principalmente en que, segun la ley 3. 8 , tít. 8.°, 
lib. 11 de la Novísima Recopilación, se prescribía la posesión por 
año y día, con título y buena fe. El Código civil ha sancionado tam-
bien esta doctrina, al declarar en su art. 460, núm. 4.°, que 
 «el 
 poseedor puede perder su posesión, por la posesiva de otro, aun 
contra la voluntad del antiguo poseedor, si la nueva posesión hu-
biere durado mas de un año.» 
Por lo demás, el artículo es tan claro y terminante, que basta 
la lectura de su texto para aplicarlo rectamente, sin necesidad de 
más explicaciones. 
ARTÍCULO 1654 
Si de la informacion resultaren comprobados los dos 
extremos expresados en el art. 1652, mandará el Juez 
convocar á las partes á juicio verbal, para cuya cele-
bracion 'señalará dia y hora, dentro de los ocho si-
guientes, debiendo mediar tres dias, por lo menos, 
entre el juicio y la citacion del demandado, á quien 
será entregada, al citarlo, la copia de la demanda. 
Art. 1652 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al 
art. 1650 de ésta ley, sin otra variación:) 
DEL INTERDICTO DE RETENER Ó DE RECOBRAR 	 143 
ARTfCULO 1655 
(Art. 1653 para Cuba y Puerto Rico.) 
No se admitirá al demandado escrito alguno cuyo 
objeto sea impugnar la demanda, ni pretension que di-
late la celebracion del juicio. 
ARTfCULO 1656 
Para la celebracion del juicio verbal se observará lo 
prevenid6 en los articulos 1644 y siguiente, llevándolo 
á efecto aunque no concurra el demandado. 
Sólo se admitirán las pruebas que se refieran a los 
dos extremos expresados en el art. 1652, repeliendo 
el Juez, bajo su responsabilidad, las que no se concre-
ten á este objeto. 
Art. 1654 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del pdrra fo 1.° 
es al art. 1642, y la del 2.° al art. 1650 de esta ley, sin otra no-
vedad). 
Ordénase en estos tres artículos el procedimiento para el juicio 
verbal, á que el juez debe convocar las partes «si de la informa-
ción resultaren comprobados los dos extremos expresados en el ar-
tículo 1652», como dice el primero de ellos. De lo cual se deduce, 
que si no resultan comprobados esos extremos, el juez no puede 
convocar á las partes á juicio verbal, y debe dictar auto declarando 
no haber lugar á la admisión del interdicto, lo mismo que cuando 
no resulte haberse presentado la demanda antes de que transcurra 
un alío, á contar desde el acto de la perturbación ó del despojo, 
como se previene en el artículo enterió3. 1653. Este auto será ape-
lable en ambos efectos dentro de cinco días, y se remitirán los au-
tos al tribunal superior con emplazamiento sólo del que haya pro-
movido el interdicto. 
En cumplimiento de la ley de bases , 
 como ya se ha dicho, se ha 
asimilado este procedimiento al establecido para los interdictos de 
retener por la ley de 1855, en sus arts. 714, 715 y 716, suprimién-
dose los arts. 726 al 733 de la misma que determinaban el proce- 
ti 
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dimiento para el caso en que, por haber ofrecido fianza el actor, 
debía fallarse el interdicto de recobrar sin dar audiencia al deman-
dado. Conforme á la nueva ley, se concede esta audiencia en ambos 
interdictos por medio del juicio verbal, cuyo procedimiento está 
ordenado con tal claridad en los arts. 1654 y 1656, que debemos 
remitirnos á su texto, y al de los arts 1644 y 1645, á que el segun-
do se refiere. En el acto del juicio verbal pueden alegar y probar 
las partes cuanto conduzca á su defensa, por sí mismas ó por medio 
de su procurador ó abogado, y para que el demandado pueda pre-
parar su defensa, se le entrega, al tiempo de citarlo, la copia de 
la demanda. 
Téngase presente que, según el art. 1656, y el 1644 á que se re-
fiere, en estos juicios sólo son admisibles las pruebas de posiciones, 
documentos y testigos, y han de referirse precisamente á los dos ex-
tremos expresados en el art. 1652, esto es, á que el demandante se 
halla en la posesión ó en la tenencia de la cosa, y que ha sido in-
quietado ó perturbado en ella, ó despojado por el demandado, ó 
por otro de orden de éste, con expresión de los actos que constitu-
yan la perturbación ó el despojo, y de la fecha en que se hubieren 
cometido. El juez está obligado, bajo su responsabilidad, á repeler 
de plano las pruebas que no se concreten á dichos puntos. 
Esta disposición de la ley nos trae á la memoria un interdicto 
de recobrar, en el que, con largas interrupciones, se invirtieron más 
de cuarenta días útiles en la celebración del juicio verbal, con asis- 
tencia de letrados, admitiéndose en él cuantas pruebas adujeron 
las partes, tanto sobre la propiedad, como sobre otros hechos no-
toriamente impertinentes para el objeto de aquel juicio. Contra la 
sentencia de segunda instancia se interpuso recurso de casación 
por quebrantamiento de forma, único admisible en esta clase de 
juicios, y en su virtud, se remitieron los autos originales al Tri-
bunal Supremo. El ponente, en cumplimiento del deber que le im-
pone la ley, llamó la atención de la. Sala sobre varias faltas come-
tidas en el procedimiento, inclusa la indicada relativa á la pruèba, 
y el Tribunal, al fallar el recurso, corrigió disciplinariamente todas 
aquellas faltas, mandando á este fin, entre otros particulares, que 
los funcionarios con derecho á percibir honorarios ó derechos de 
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arancel, que habían concurrido á aquel juicio verbal, solo podrían 
reclamar el importe de los correspondientes á tres días ó sesiones, 
que, dada la importancia del asunto, se estimaban suficientes para 
la celebración de dicho juicio y recibir las pruebas que como per-
tinentes determina el art. 1656, cuya infracción era manifiesta. 
Hemos dicho que la audiencia que se concede al demandado en 
estos interdictos, ha de ser por medio del juicio verbal, en cuyo 
acto podrá alegar y probar cuanto conduzca á su defensa. Para 
que sobre esto no haya dudas ni abusos, se ha adicionado el ar-
tículo 1655, por el que se previene que «no se admitirá al deman-
dado escrito alguno cuyo objeto sea impugnar la demanda, ni pre-
tensión que dilate la celebración del juicio». Este ha de celebrarse 
en el día y hora señalados, concurra ó no el demandado, sin que 
pueda admitírsele ninguna pretensión que tienda á dilatarlo. Y 
en cuanto al fondo de la cuestión, en el acto de dicho juicio, y no 
antes, podrá impugnar la demanda, valiéndose de cuantas excep-
ciones estime procedentes, tanto perentorias como dilatorias, y de-
berá admitirse la prueba pertinente á justificarlas, sin quo obste 
la prevención del art. 1656 de que las pruebas han de limitarse á 
los dos extremos expresados en el 1652, pues aunque en tales ca-
sos no se refiriesen á ellos directamente, se referirán indirecta-
mente, puesto que tendrán por objeto demostrar la improcedencia 
de la demanda, y porque sería contrario á la razón y al derecho 
denegar al demandado la prueba de sus excepciones. 
En cuanto á la excepción de incompetencia, admisible en toda 
clase de juicios por ser de orden público, podrá el demandado 
proponer la declinatoria en primer término en el acto del juicio 
verbal, contestando después á la demanda por si aquélla fuese des-
estimada, pues si invirtiera este orden, como con la contestación 
queda sometido á la jurisdicción del juez, ya no podría proponer 
la declinatoria, según e] art. 75. En tales casos, el juez está obli-
gado á resolver sobre ella previamente en la sentencia que ha de 
dictar después del juicio verbal, y si se declara incompetente, no 
puede resolver sobre el interdicto. También podrá proponerse la 
declinatoria para que se sustancie y decida en la forma estable-
cida para los incidentes, como se declara en el art. 79; pero esto 
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será en el caso de que, por no haber comparecido el demandado 
oportunamente en el juicio, no haya podido proponerla como ex-
cepción dilatoria, según hemos expuesto en el comentario de di-
cho artículo. No obstará en tal caso la exclusión que de los juicios 
verbales hace el 741 para promover incidentes, porque se refiere 
notoriamente á los juicios verbales por razón de la cuantía liti-
giosa, de que trata la ley en el cap. 4.° del tít. 2.°, libro 2.°, y se 
deduce también del art. 84, y no á los juicios especiales en los que 
se establece el juicio verbal como procedimiento breve y sumario, 
cual corresponde á su naturaleza. 
Indicaremos, por último, que también son admisibles en los 
interdictos, como en los demás juicios especiales, los incidentes de 
pobreza, acumulación y recusación, y la cuestión de competencia 
por medio de la inhibitoria, cuyos incidentes habrán de sustan-
ciarse por los trámites especiales establecidos para cada uno de 
ellos en el libro 1.° de la presente ley, por ser aplicables sus dis-
posiciones á toda clase de juicios. 
ARTÍCULÓ 1657 
(Art. 165.5 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En el dia siguiente al de la terminacion del juicio, 
el Juez dictará sentencia declarando haber lugar 6 no 
al interdicto. Si lo denegare, condenará en las costas 
al demandante. 
Esta sentencia será apelable en ámbos efectos. 
ARTÍCULO 1658 
(Art. 1656 para Cuba y Puerto Rico.) 
En la sentencia que declare haber lugar al interdic-
to por haber sido inquietado 6 perturbado el deman-
dante en la posesion 6 en la tenencia, 6 por tener fun-
dados motivos para creer que lo será, se mandará man-
tenerle en la posesion y requerir al perturbador para 
que en lo sucesivo se abstenga de cometer tales actos, ú 
otros que manifiesten el mismo propósito, bajo el aper- 
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cibimiento que corresponda con arreglo á derecho, y 
se impondrán todas las costas al demandado: 
En la sentencia que declare haber lugar al interdic-
to por haber sido despojado el demandante de la po-
sesion ó de la tenencia, se acordará que inmediata-
mente se le reponga en ella, y se conden ará al despo-
jante al pago de las costas, daños y perjuicios, y devo-
lucion de los frutos que hubiere percibido. 
En uno y otro caso la sentencia contendrá la fórmu-
la de sin perjuicio de tercero, y se reservará á las partes 
el derecho que puedan tener sobre la propiedad, ó 
sobre la posesion definitiva, el que podrán utilizar en 
el juicio correspondiente. 
  
     
    
   
ARTICULO 1659 
(Art. 1657 para Cuba y Puerto Rico.) 
  
   
Contra la sentencia que declare haber lugar al in-
terdicto, la apelacion será admitida en ámbos efectos, 
despues de practicadas las actuaciones que para man-
tener ó reponer al demandante en la posesion se hu-
bieren acordado; aplazando la ejecucion de los demás 
extremos relativos á costas y devolucion de frutos, 
daños y perjuicios, para despues que haya adquirido 
dicha sentencia el carácter de firme. 
Al principio de esta sección y en su primer comentario hemos 
demostrado que al refundir en ella los interdictos de retener y. de 
recobrar, no ha sido para confundirlos en uno solo, sino para asi-
milarlos en el procedimiento, puesto que ahora, lo mismo que an-
tes, responden á distintas causas y producen diferentes efectos. Así 
lo confirman los artículos de este comentario al determinar la fór-
mula que ha de emplearse en el fallo de cada uno de dichos inter-
dictos, cuando se dé lugar á ellos, reproduciendo sustancialmente 
con distinta redacción y con las modificaciones que luego expon-
dremos, lo que ordenó la ley anterior, en sus 'arts. 717 al 720 
para el interdicto de retener, y en los 734 al 736 para el de reco-
brar. 
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La sentencia ha de dictarse en todo caso en el día siguiente al 
de la terminación del juicio verbal. Si por el resultado de las prue-
bas el juez estima que no procede el interdicto, declarará no ha-
ber lugar á él, condenando en las costas al demandante. Esta sen-
tencia es apelable en ambos efectos, y se remitirán los autos al 
tribunal superior en la forma ordinaria, con emplazamiento de 
ambas partes. Así lo dispone el art. 1657. Pero si el juez estima 
que procede el interdicto, hay que distinguir de casos para aplicar 
á cada interdicto la fórmula del fallo que le corresponda, adecua-
da á su naturaleza y objeto, como se previene en los otros dos ar-
tículos de este comentario. 
Cuando el interdicto sea de retener, en la misma sentencia en 
que se declare haber lugar á él ha de mandarse que se mantenga 
y ampare al demandante en la posesión ó en la tenencia de la cosa 
ó derecho, y que se requiera al demandado para que en lo sucesi-
vo se abstenga de cometer los actos que hayan dado lugar al in-
terdicto, ú otros que manifiesten el mismo propósito de inquietar 
ó perturbar á aquél en la posesión ó tenencia, bajo apercibimiento 
de lo que haya lugar en derecho, y condenándole en todas las cos-
tas. En la práctica antigua, el apercibimiento solía contener la 
conminación con una multa para el caso de reincidencia: aunque 
este medio sería el mas eficaz y adecuado, no podrá emplearse hoy 
por no autorizarlo la ley, la cual sólo permite el apercibimiento 
que corresponda con arreglo á derecho. Si el perturbador repi-
te el hecho, entonces podrá determinarse lo que corresponda, se-
gún la gravedad y circunstancia del caso, que podría llegar hasta 
constituír el delito de desobediencia grave. 
Y si es de recobrar el interdicto, en la sentencia que declare 
haber lugar á él, se mandará que inmediatamente se reponga al 
demandante en la posesión ó en la tenencia de la cosa ó derecho 
de •que ha sido despojado, y se condenará al despojante al pago de 
las costas, daños y perjuicios, y devolución de los frutos que hu-
biere percibido. 
En uno y otro caso, esto es, tanto en el interdicto de retener 
como en el de recobrar, cuando se declare haber lugar á él, debe 
contener la sentencia la fórmula de sin perjuicio de tercero, yreser- 
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var á las partes el derecho que puedan tener sobre la propiedad 
ó sobre la posesión definitivas, el que podrán utilizar en el juicio 
declarativo correspondiente. En esta disposición final del art. 1658 
están las modificaciones antes indicadas. En el art. 719 de la ley 
de 1855 se ordenó que cualquiera que fuese la sentencia e n . el in-
terdicto de recobrar, lo mismo absolutoria que condenatoria, se 
agregara siempre la fórmula de sin perjuicio, y como esta fórmula 
es superflua cuando se declara no haber lugar al interdicto, se li-
mita ahora á la sentencia en que se declare haber lugar á él en 
cualquiera de los dos interdictos. Y en el mismo articulo citado 
de la ley anterior se prevenía, que se reservara al que fuera con-
denado en el interdicto de retener «el ejercicio de la demanda de 
propiedad que pueda corresponderle con arreglo á derecho», en 
cuya virtud quedó suprimido el juicio plenario de posesión, admi-
tido en la práctica antigua, por considerar, no sin fundamento, 
que quedaba ventilada y resuelta la cuestión sobre el mejor dere-
cho á la posesión, y no había para que reproducirla. Pa ^a el inter-
dicto -de recobrar no se estableció esa limitación. Y ahora se or-
dena para uno y otro interdicto, que en la sentencia que declare 
haber lugar á él, se reserve á las partes, lo mismo at  demandante 
que al demandado, «el derecho que puedan tener sobre la propie-
dad ó sobre la posesión definitiva, el que podrán utilizar en el jui-
cio correspondiente», que no puede ser otro que el ordinario de-
clarativo correspondiente á la cuantía litigiosa; de suerte que se 
ha restablecido la práctica antigua. 
Declara, por último, el art. 1659, de acuerdo con la ley ante-
rior, que las sentencias antedichas declarando haber lugar al in-
terdicto, son apelables en ambos efectos; pero previniendo que no 
se admitirá la apelación hasta después de practicadas las actuacio-
nes que para mantener ó reponer al demandante en la posesión se 
hubieren acordado, aplazando la ejecución de los demás extremos 
relativos á costas, devolución de frutos, daños y perjuicios, para 
cuando haya adquirido la sentencia el carácter de firme. Por con-
siguiente, luego que el juez dicte la sentencia, se procederá sin 
dilación, en el interdicto de retener, á hacer al perturbador el re-
querimiento y apercibimiento que en ella se habrá acordado; y 
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en el de recobrar, á reponer al despojado en la posesión ó tenen-
cia de la cosa: si mientras tanto se presenta el escrito de apelación 
se acordará que se dé cuenta luego que sean practicadas dichas 
actuaciones, y hecho así, ó sin dilación cuando se presente el  es-
crito después de practicadas, se dictará la providencia admitiendo 
la apelación en ambos efectos, y mandando remitir los autos á la 
Audiencia, con emplazamiento de ambas partes, todo en  la forma 
ordinaria. Y para la exacción de las costas y la ejecución de los 
demás extremos, se esperará á que sea firme la sentencia, verificán-
dolo entonces del modo que se dirá en el comentario que sigue. 
ARTÍCULO 1660 
(Art. 1658 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si la sentencia quo declare haber lugar al interdicto 
fuere confirmada por el Tribunal superior, devueltos 
que fueren los autos al Juzgado, se procederá inmedia-
tamente á cumplirla en los extremos cuya ejecucion 
estuviere aplazada. 
Si la sentencia que otorgare 6 negare el interdicto 
fuere revocada, se cumplirá, segun sus términos, la del 
Tribunal superior. 
ARTÍCULO 1661 . 
Las costas se tasarán en la forma ordinaria. 
El impoite de los daños y perjuicios y el de los fru-
tos lo fijará el Juez sin ulterior recurso, por el proce-
dimiento prevenido en el art. 1649. 
Para hacer efectivas estas condenas, despues de li-
quidado su importe, se procederá por la via . de apremio 
establecida para el juicio ejecutivo. 
Art. 1659 para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al art. 1647 
de esta ley, sin otra variación.) 
	 • 
Nada tenemos que decir para la recta inteligencia de estos ar-
tículos: son de práctica corriente, y la repetición de lo que para el 
interdicto de adquirir se ordenó en los arts..1647• al 1650, cuyo 
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comentario podrá consultarse. Concuerdan con los arts. 731, 732 y 
733 de la ley anterior. 
ARTÍCULO 1662 
(Art. 1660 para Cuba y Puerto  Mao.) 
A las partes que lo solicitaren se devolverán bajo 
recibo los documentos que hubieren presentado, que-
dando en autos nota expresiva de su fecha, de los otor-
gantes y de su objeto, y•si fueren públicos, del archivo 
en que se hallen los originales. 
Se reproduce casi literalmente el art. 723 de la ley anterior. 
Los interesados pueden necesitar los documentos que hubieren 
presentado en el interdicto, para utilizarlos en el juicio plenario 
de posesión ó propiedad, que tienen derecho á promover después, 
y por esto se manda que se les devuelvan bajo recibo, si lo solici-
taren, quedando en autos, no testimonio, sino solamente la nota 
que detalla este artículo. 
SECCIÓN TERCERA 
DEL INTERDICTO DE OBRA NUEVA 
Por obra nueva se entiende, no solo la que se edifica enteramen-
te de nuevo, sino también la que se hace sobre cimiento, muro ó 
edificio antiguo, dándole más extensión ó elevación, ó variando la 
forma que antes tenía; ó como dice la ley 1.a, tít. 32, Partida 3.a, 
alavor nueva es toda obra que sea fecha, é ayuntada por cimiento 
nuevamente en suelo de tierra; 6 que sea comenzada de nuevo so-
bre cimiento, ó muro, it otro edificio antiguo; por la cual lavor se 
muda la forma, é la fación, de como antes estaba». 
Como es posible que la obra nueva se haga en terreno ajeno, 6 
que con ella se perjudiquen derechos de un tercero, nuestras 
leyes, á imitación de las romanas, han establecido el interdicto 
prohibitorio de que tratamos, llamado antes más generalmente de-
nuncia de obra nueva, para que se suspenda la comenzada, hasta 
que en juicio contradictorio se ventilen y decidan los derechos de 
las partes. 
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De lo dicho se deduce que puede valerse de este interdicto 
todo el que se crea perjudicado con la obra nueva, puesta en eje-
cución por un tercero. Según las leyes de Partida, el que se ha-
llaba en este caso podía entablar el interdicto, no sólo por sí mismo 
y por su legítimo representante, sino también por medio de sus hi-
jos, dependientes y amigos; pero debiendo todos estos, en tal caso, 
prestar caución de rato (1). También lo concedían al usufructuario, 
hipo tecario y censatario, siempre que el que hiciese la obra no fuese 
el propietario del terreno, contra el cual solo podrían reclamar la 
indemnización de perjuicios, y al que tiene á su favor una servi-
dumbre, que es embargada por la obra nueva (2): en una palabra, 
á todo el que reciba tuerto ó perjuicio por ella. Y en cuanto á los 
casos en que procede, puede establecerse también como regla ge-
neral, que habrá lugar á este interdicto siempre que se haga una 
obra nueva, con la cual, se perjudiquen los derechos de un tercero. 
Aunque las leyes de Partida han sido derogadas por el Código 
civil, las hemos citado como doctrina aplicable en el día por ser 
conforme á los principios del derecho. Sólo la facultad que por 
ellas se concedía á los hijos, dependientes y amigos para promover 
este interdicto, tendrá que subordinarse hoy á lo que el Código 
civil dispone sobre el mandato y la gestión de negocios ajenos. En 
cuanto al fondo, nada dispone dicho Código sobre este interdicto; 
pero en su art. 1902 establece el principio de que, el que por ac-
ción ú omisión causa daño á otro, está obligado á repararlo; y á la 
ley de Enjuiciamiento corresponde dictar el procedimiento para 
evitar en lo posible y reparar el daño-causado con una obra nueva, 
que es el objeto de la presente sección. Y el que se ordena á dicho 
fin, es también análogo al que establecieron las leyes de Partida y , 
estaba admitido en la práctica. 
Respecto de las obras que se hacen con el objeto de variar la 
dirección de las aguas, podrá emplearse el presente interdicto para 
que se suspendan; pero si hubiesen sido terminadas, el que por 
tales obras sea privado de la posesión en que se hallaba del dere- 
(a) Ley 1.', tit. 32, Part. 3.' 
(2) 
	 Leyes 4." y 5.", id. íd. 
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ebo á regar sus heredades con las aguas, cuyo curso haya sido al-
terado, ó á utilizarlas para otros usos, creemos que podrá entablar 
el interdicto de recobrar para que se le restituya en la posesión de 
este derecho y se repongan las cosas al ser y estado que tenían an-
tes del despojo, como hasta ahora se ha practicado. Pero esto debe 
entenderle cuando la cuestión sea de particular á particular, ó so-
bre derechos privados, y no de la competencia de la Administra-
ción, pues ya hemos dicho en la introducción de este título, que no 
caben los interdictos contra las providencias que dicta la Adminis-
tración dentro del círculo de sus atribuciones. 
Para evitar repeticiones y concordancias, indicaremos en este 
lugar que el procedimiento, que en esta sección se establece para 
el interdicto de obra nueva, es análogo y aun sustancialmente 
igual al que ordenó la ley anterior en sus artículos 738 al 747; 
pero se le ha dado diferente redacción para expresar los concep-
tos con mejor método y más claridad, supliendo á la vez algunas 
omisiones ó deficiencias de la ley anterior, que se habían notado en 
la práctica, como la de entregar al demandado copia de la deman-
da para que pueda preparar su defensa, la de determinar las per-
sonas á quienes ha de hacerse el requerimiento para la suspensión 
de la obra, y algunos otros detalles encaminados á evitar dilacio-
nes en este procedimiento, que ha de ser breve y sencillo por la 
índole del negocio. 
ARTÍCULO 1663 
(Art. 1661 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Presentada la demanda de interdicto de obra nueva, 
dictará el Juez providencia, acordando que se requiera 
al dueño de la obra para que la suspenda en el estado 
en que se halle, bajo apercibimiento de demolicion de 
lo que se edifique, y que se cite á los interesados á 
juicio verbal, señalando para su celebracion el dia más 
próximo posible, pasados los tres dias siguientes al de 
la notificacion de esta providencia, previniéndoles que 
en él deberán presentar los documentos en que inten-
ten apoyar sus pretensiones. 
TOMO VI 	 2O 
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A la demanda se acompañará copia de la misma en 
papel comun, la que será entregada al demandado cuan-
4t, 	 do se le haga la citacion. 
ARTÍCULO 1664 
(Art. 1662 para Cuba y Puerto Rico.) 
Inmediatamente se hará el requerimiento al dueño 
de la obra, si en ella fuere hallado, y en otro caso, al 
director 6 encargado de la misma, y á falta de éstos 
a los operarios, para que en el acto suspendan los tra-
bajos. 
Para cuidar de que esta orden se cumpla, quedará 
un alguacil en el lugar de la obra hasta que se hayan 
retirado los operarios. 
ARTÍCULO 1665 
(Art. 1663 para Cuba y Puerto Rico.) 
t 
El dueño de la obra podrá pedir que se le permita 
hacer las que sean absolutamente indispensables para 
la conservacion de lo edificado. El Juez lo concederá 
de plano con toda urgencia si lo considerase justo. 
Contra esta resolucion no habrá ulterior recurso. 
  
Ordénase en estos tres artículos el procedimiento para el pri-
mer trámite del interdicto de obra nueva, que comprende: 1. 0, la 
inmediata suspensión de la obra tan pronto como se presente la 
demanda, con las medidas necesarias para el exacto cumplimiento 
de esta providencia: 2.°, la citación de los interesados á juicio ver-
bal, también sin dilación, puesto que debe acordarse en la misma 
providencia en que se mande la suspensión de la obra, pero con-
cediendo tres días por lo menos al demandado para preparar su de-
fensa, á cuyo fin se le ha de entregar copia de la demanda; y 3 
en previsión de que podrá ser de absoluta necesidad hacer inme-
diatamente alguna obra para la conservación de lo edificado, fa-
• culta al juez para que de plano, con toda urgencia, y por consi-
guiente sin oirá la otra parte, autorice para ello al dueño de la 
obra, si lo considera justo, y éste lo hubiere solicitado. 
  
 
• 
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A los fines indicados se encamina el procedimiento establecido 
en los tres artículos de este comentario, y lo establecen con tal 
claridad y precisión, que basta atenerse á su texto. Silo indicare-
mos que no es necesario acompañar á la demanda los documentos 
en que el actor intente apoyar sus pretensiones, puesto que manda 
la ley se presenten en el acto del juicio verbal; pero no puede 
prescindirse de acompañar los que determina el art. 503, menos el 
acto de conciliación, del-que están exceptuados estos juicios. Aun-
que se presenten documentos, sólo ha de acompañaase copia de la 
demanda, y no de aquéllos. 
El requerimiento para la suspensión de la obra se hará en la 
forma que ordena el art. 275; y conforme á lo prevenido en el 276, 
si en el acto manifiesta el requerido ser indispensable y urgente 
hacer ó terminar algunos trabajos para la conservación de lo edi-
ficado, y que así lo solicita, el actuario lo consignará en la dili-
gencia. y sin dilación dará cuenta al juez para que acuerde lo que 
estime justo, sin que por esto deje de cumplirse lo que ordena el 
art. 1664. También podrá el dueño de la obra deducir .dicha pre-
tensión por escrito, ó por comparecencia ante el jue z , según lo 
exija la urgencia del caso. 
La misión del alguacil es vigilar para que se cumpla la provi-
dencia de suspensión y dar cuenta de quedar cumplida: á este fin 
quedará en el lugar de la obra, cuando se retire el actuario des-
pués de hacer el requerimiento, hasta que se hayan retirado los 
operarios, lo que deben hacer sin dilación, puesto que ordena la 
ley que en el acto suspendan los trabajos. Si no lo verifican, el 
alguacil les requerirá de nuevo, y si tampoco le obedecen, sin em-
plear medios de violencia, parados que no está autorizado, dará 
cuenta al juez para que resuelva lo que estime procedente. El al-
guacil debe retirarse de la obra luego que lo hayan verificado los 
trabajadores, sin poder continuar devengando dietas, aunque le 
inste para ello el demandante. A éste corresponde vigilar la obra, 
y si se comete algún abuso, reclamar su corrección con el derribo 
de lo edificado, sobre lo cual habrá de resolverse en la sentencia 
del juicio verbal. 
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ARTÍCULO 1666 s 
El juicio verbal se celebrará en la forma establecida 
en los artículos 1644 y siguiente, pudiendo presentar 
los interesados los documentos en que se funden sus 
respectiv as pretensiones. 
Art. 1664 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es á los 
artículos 1642 y siguiente de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1667 
(Art. 1665 para Cuba y Puerto Rico.) 
Podrá el Juez acordar, para mejor proveer, la ins-
peccion ocular de la obra, para lo cual, si lo estima ne-
cesario, nombrará un perito. 
A esa diligencia, que habrá de practicarse dentro de 
los tren dias siguientes al de la celebracion del juicio, 
á no exigir mayor dilacion alguna causa insuperable, 
podrán asistir los interesados, acompañados de sus de-
fensores y de un perito de su eleccion, si lo estimaren 
conveniente. 
El perito nombrado por el Juez no será recusable, 
aunque las partes podrán exponer los motivos que ten-
gan para dudar de su imparcialidad. 
Tanto del juicio como de la diligencia de inspeccion, 
se extenderán las oportunas actas, en que se consignen 
sus resultados, firmándolas todos los concurrentes. 
ARTICULO 1668 
(Art. 1666 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de los tres dias siguientes al de la celebra-
cion del juicio verbal, 6 al de la diligencia de inspec-
cion en su caso, el Juez dictará sentencia. 
La que mande alzar la suspension de la obra será 
apelable en ámbos efectos: la en que se acuerde la ra-
tificacion, lo será. sólo en uno. 
r 
• 
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ARTÍCULO 1669 
(Art. 1667 para Cuba y Puerto Rico.) 
La sentencia en que se ratifique la suspension de la 
obra se llevará inmediatamente a efecto, sin esperar á 
que pase el término para apelar. 
Para ello, el actuario se constituirá en la obra, y ex-
tenderá diligencia del estado, altura y demás condicio-
nes en que se halle, apercibiendo al demandado con 
 la 
 demolicion á su costa de lo que de allf en adelante se 
edificare. 
ARTÍCULO 1670 
(Art. 1668 para Cuba y Puerto Rico.) 
Practicadas las diligencias expresadas en el artículo 
anterior, en el caso de haberse apelado de la sentencia, 
se remitirán los autos á la Audiencia con el correspon-
diente emplazamiento de las partes. 
De la celebración del juicio verbal, sentencia, recursos contra 
la misma y de su ejecución, tratan estos artículos, ordenando es-
tos procedimientos tan perfectamente que no necesitan de explica-
ción alguna. El juicio verbal ha de celebrarse, lo mismo que en 
los demás interdictos, en la forma que establecen los artículos 
1644 y 1645, á los que se refiere el 1666. Según aquél, no pueden 
admitirse otras pruebas que las de posiciones, documentos y testi-
gos. Acaso la más adecuada podrá ser, en la mayoría de estos in-
terdictos, la de peritos ó la de reconocimiento judicial. Sin duda 
la ley no autoriza á las partes para valerse de estos dos medios de 
prueba, á fin de evitar las dilaciones á que se prestan; pero atiende 
á esa necesidad con la disposición del art. 1667, permitiendo al 
juez que pueda acordar para mejor proveer, cuando lo crea conve-
' mente, la inspección ocular de la obra, con asistencia de un pe-
rito de su nombramiento, si lo estima necesario, y facultando á 
las partes para que puedan concurrir á esa diligencia, acompañada 
cada una de su defensor y de un perito de su elección. (En su caso, 
véase dicho artículo.) Cuando alguna de las partes crea necesario 
LIB. II-TiT. XX-ARTS. 1666 A 1670 168 
este medio de prueba, podrá exponerlo al juzgado en el acto del 
juicio verbal, á fin de que se sirva acordarlo para mejor proveer. 
Dentro de los tres días siguientes al de dicha inspección ó re-
conocimiento judicial, y si no lo hubo, al de la terminación del 
juicio verbal, el juez dictará la sentencia que estime procedente 
según el resultado de las pruebas, ó bien mandando alzar la sus-
pensión de la obra, ó bien ratificando dicha suspensión, y en su 
caso la demolición, á costa del demandado, de lo que éste hubiere 
obrado después del requerimiento sin la debida autorización, si 
este punto se hubiere ventilado en el juicio verbal. Nada dispone 
la ley sobre condena de costas en estas sentencias, y por consi-
guiente, siguiendo la regla general, se impondrá ó no dicha con-
dena, según la apreciación que el juez haga de la buena ó mala fe 
de los litigantes, como se ha dicho en el interdicto de adquirir. 
La sentencia mandando alzar la suspensión de la obra es ape-
lable en ambos efectos dentro de cinco días, continuando, por tanto, 
la suspensión hasta que recaiga sentencia firme. Y la que rati-
fique dicha suspensión ha de llevarse á efecto inmediatamente, sin 
esperar á que pase el término para apelar. Su ejecución consiste 
en prácticas las diligencias que previene el art. 1669, reducidas á 
que el actuario se constituya en el sitio de la obra, y extienda di-
ligencia del estado, altura y demás condiciones en que ésta se ha-
lle, dando fé de ello, y en seguida requiera al dueño de la obra, si 
ha presenciado dicha diligencia, como le interesa hacerlo, y si no, 
buscándolo en su domicilio, para que se abstenga de continuarla, 
apercibiéndole con la demolición á su costa de lo que de allí en 
adelante se edificare. Si mientras tanto se apelare de dicha sen-
tencia dentro de cinco días, el juez admitirá la apelación en un 
solo efecto, mandando remitir los autos originales á la Audiencia 
con emplazamiento de las partes en la forma ordinaria, si ya se 
hubieren practicado las diligencias antedichas, ó luego que se 
practiquen y quede cumplida la sentencia en este particular. Si 
contiene condena de costae ó algun otro extremo, se esperará 
para ejecutarlo á que sea firme la sentencia. Contra la que dicte 
la Audiencia en estos interdictos, solo cabe el recurso de casación 
por quebrantamiento de forma, conforme al art. 1964. 
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ARTÍCULO 1671 
(Art. 1669 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Luego que sea firme la sentencia en que se ratifique 
la suspension, podrá el dueño de la obra pedir que se 
le declare el derecho para continuarla. 
Esta demanda se sustanciará por los trámites del 
juicio declarativo correspondiente, dándose traslado al 
que hubiese promovido el interdicto, sin necesidad de 
emplazamiento ni de acto de conciliacion. 
ARTICULO  1672 
,(Art. 1670 para Cuba y Puerto Rico.) 
Tambien podrá solicitar el dueño de la obra que se 
le autorice para continuarla, por seguírsele graves per-
juicios de la suspension, obligándose á prestar fianza 
para responder de la demolicion y de la indemnizacion 
de perjuicios, si á ello fuere condenado. 
No se dará curso á esta pretension, si no se dedujere 
al mismo tiempo, 6 despues que la demanda principal 
a quo se refiere el artículo anterior. 
ARTÍCULO 1673 
(Art. 1671 para Cuba y Puerto Rico.) 
La demanda incidental, pidiendo autorizacion para 
continuar la obra, se sustanciará por los trámites esta-
blecidos para los incidentes, en pieza separada , 6 en 
los mismos autos principales, á eleccion del que la de-
duzca. 
ARTÍCULO 1674 
El Juez concederá la autorizacion para continuar la 
obra cuando estime que habrán de seguirse graves per-
juicios de la suspension. 
La sentencia denegando dicha autorizacion será ape-
lable en ambos efectos. 
La en que se otorgue lo será en uno sólo, y se lle- 
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varó á efecto luego que el dueño de la obra preste la 
fianza prevenida en el art. 1672 á satisfaccion del Juez. 
Art. 1672 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia del párrafo ul- 
timo es al art. 1670 de esta ley, sin otra variación.) 
ARTÍCULO 1675 
(Art. 1673 para Cuba y Puerto Rico.) 
El que hubiere promovido el interdicto, podrá ejer-
citar en el juicio declarativo correspondiente el dere-
cho de que se creyere asistido para obtener la demoli-
cion de la obra, si la sentencia del interdicto hubiere 
sido contraria á sus pretensiones, 6 para pedir la de-
molicion de lo anteriormente edificado, en el caso de 
haberse confirmado la suspension. 
Como el objeto de estos interdictos es impedir, para evitar 
mayores perjuicios, la continuación de una obra ya comenzada, 
que los causa á un tercero, y en ellos sólo puede resolverse suma- 
riamente y por vía de ínterin sobre la suspensión ó continuación 
de la obra, reserva la ley á las partes el derecho que crean tener 
sobre el mismo asunto, para que lo ventilen y se decida definitiva-
mente por los trámites más amplios del juicio ordinario declarati-
vo que corresponda á la cuantía del negocio, despues de terminado 
el interdicto por sentencia firme. En los cinco artículos de este co-
mentario se les reconoce ese derecho, no solo al dueño de la obra, 
vencido en el interdicto, como lo hizo la ley anterior en sus ar-
tículos 745 al 747, sino tambien al demandante, de quien no hizo 
mención dicha ley, y se ordena con toda claridad el procedimiento 
que ha de seguirse en tales casos. 
Luego que sea firme la sentencia del interdicto, si en ella se 
ratifica la suspensión de la obra, podrá el dueño de ésta promover
. 
el juicio ordinario correspondiente para que se declare su derecho 
á continuarla, dejando sin efecto la suspensión. Esta demanda de-
berá deducirse en los mismos autos del interdicto, y de ella se da-
rá traslado á la parte contraria por el término que corresponda, 
según sea de mayor ó menor cuantía, sin necesidad de emplaza- 
1 
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miento ni de acto de conciliación, por ser la continuación de otro 
juicio, en el que era ya parte legítima el demandado. 
Como mientras se ventila y decide el juicio ordinario ha de 
seguir en suspenso la obra, y esta suspensión pudiera causar gra-
ves perjuicios al dueño de la misma, se le permite también que en 
tal caso pida al juzgado se le autorice para continuarla, obligán-
dose á prestar fianza para responder de la demolición y de la in-
demnización de perjuicios, si á ello fuere condenado. No puede 
darse curso á esta demanda incidental si no se deduce al 
 mismo 
tiempo, ó despues que la principal antedicha sobre el derecho á 
continuar la obra. Si se deduce al mismo tiempo, habrá de formu-
larse por medio de otrosí á continuación de la demanda principal, 
y si despues, por medio del correspondiente escrito. En ambos ca-
sos ha de acompañarse copia del escrito y de los documentos, y 
queda á elección del demandante el que se sustancie dicho inciden-
te en los autos principales, con suspensión del curso de los mismos, 
ó en pieza separada, que se formará del modo prevenido en los ar-
tículos 747 y 748, debiendo pedir lo que sobre este punto le con-
venga al promover el incidente. 
Luego que se presente el escrito con dicha pretensión y for-
mada en su caso la pieza separada, se conferirá traslado por seis, 
días á la parte contraria para que con vista de las copias conteste 
concretamente sobre la cuestión incidental, dándole la sustancia-
ción establecida para los incidentes en los arts. 749 al 758. Con-
vendrá al demandante solicitar el recibimiento á prueba para jus-
tificar que de la suspensión de la obra se le siguen graves perjui-
cios, requisito indispensable para que se pueda acceder á su pre-
tensión. Si el juez estima que podrán seguirse dichos perjuicios, 
concederá la autorización para continuar la obra en la sentencia 
que ponga término al incidente, y en otro caso, lo denegará, con 
imposición de las costas al actor, si por el resultado de las prue-
bas estima que ha procedido con temeridad ó mala fé. La senten-
cia denegando la autorización es apelable en ambos efectos, y en 
uno solo la en que se otorgue; pero en este caso no se llevará á 
efecto la sentencia mientras el dueño de la obra no preste la fianza 
para responder de la demolición y de los perjuicios. Esta fianza ha 
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de ser á satisfacción del juez, y por consiguiente la aprobará bajo 
su responsabilidad, sin dar audiencia á la parte contraria. 
Esto es lo que disponen los arts. 1671 al 1674, respecto al 
dueño de la obra que hubiere sido vencido en el interdicto. 
En cuanto al que promovió el interdicto, el art. 1675 deter-
mina la acción que podrá ejercitar en los dos casos que pueden 
ocurrir. Si hubiere sido contraria á sus pretensiones la sentencia 
firme del interdicto, podrá ejercitar en el juicio declarativo corres-
pondiente el derecho de que se crea asistido para obtener la de-
molición de la obra. Y si dicha sentencia hubiere confirmado la 
suspensión, como en ella no pudo mandarse la demolición de lo 
edificado anteriormente, se le reserva el derecho de pedir esta de-
molición, si le interesa, también en el juicio declarativo que co-
rresponda á la cuantía. Creemos aplicable á estos juicios lo que se 
dispone en el párrafo 2.° del art 1671, por concurrir la misma ra-
zón en ambos casos, y por consiguiente que de cualquiera de dichas 
demandas deberá darse traslado al dueño de la obra, sin necesidad 
de emplazamiento ni de acto de conciliación. 
SECCIÓN CUARTA 
DEL INTERDICTO DE OBRA RUINOSA 
Siempre se le llamó denuncia ó interdicto de obra vieja, sin du-
da en contraposición al de obra nueva, hasta que la presente ley 
le dió la denominación más adecuada de obra ruinosa, como he-
mos dicho en el comentario al art. 1631. Los romanos le llama-
ron interdicto de damno infecto. También lo adoptaron las leyes 
de las Partidas, como puede verse en algunas del tít. 32 de la 
Partida 3.°. La ley 10 de dicho título declaró que para los efectos 
de este interdicto, ha de entenderse por obra vieja, no solo los 
«edificios antiguos que fallecen, é quiérense derribar por vejez», 
sino ta.mbien los edificios ó «labores nuevas que se abren, porque 
se fienden de los cimientos, ó porque fueron fechas falsamente, ó 
por flaqueza de la labor». Esta exacta y natural explicación de lo 
que debe entenderse por obra vieja, basta para justificar la nueva 
denominación de interdicto de obra ruinosa. 
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En el comentario que sigue expondremos el objeto de este in-
terdicto, ó los casos en que procede, y las personas que pueden in-
tentarlo. Como lo exigen su naturaleza y , objeto, es breve y suma-
rísimo el procedimiento que se establece, semejante al que, de 
conformidad con las leyes de Partida, se observaba en la práctica 
antigua y adoptó la ley anterior, cuyas disposiciones se reprodu-
cen sustancialmente en la actual, con ligeras modificaciones que 
no afectan á su esencia. 
ARTÍCULO 1676 
(Art. 1674 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
El interdicto de obra ruinosa puede tener dos objetos: 
1. 0 La adopcion de medidas urgentes de precaucion, 
á fin de evitar los riesgos que pueda ofrecer el mal es-
tado de algun edificio, árbol, columna 6 cualquiera otro 
objeto análogo, cuya caida pueda causar daño á las per-
sonas 6 en las cosas. 
2.0 La demolicion total 6 parcial de una obra rui-
nosa. 
ARTÍCULO 1677 
(Art. 1675 para Cuba y Puerto Rico.) 
Sólo podrán intentar dicho interdicto: 
1.0 Los que tengan alguna propiedad contigua 6 
inmediata, que pueda resentirse 6 padecer por la ruina. 
2.0 Los que tengan necesidad de pasar por las in- 
mediaciones del edificio, árbol 6 construccion que ame- 
nazare ruina. 
ARTÍCULO 1678 
(Art. 1676 para Cuba y Puerto Rico.) 
Se entiende por necesidad, para los efectos del ante-
rior articulo, la que no puede dejar de satisfacerse sin 
quedar privado el denunciante del ejercicio de un dere-
cho, 6 sin que se le siga conocido perjuicio en sus inte-
reses, 6 grave molestia, á juicio del Juez. 
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Se reproduce en estos tres artículos lo que ordenó la ley de 1855 
en los 748 á 750, pero con una adición 6 aclaración importante. 
Aquella ley aplicaba este interdicto á cualquiera construcción, obra 
ó edificio, que amenazase ruina, 6 pudiera ofrecer riesgos por su mal 
estado, y no hizo mención de los árboles, que la ley 12, tit. 32, 
Partida 3.a equiparaba á las paredes ruinosas para los efectos de 
este interdicto. «Paredes flacas, é árboles grandes mal raigados, 
dice dicha ley, son á las vegadas cerca de heredades ó de casas aje-
nas, que se temen los vecinos que si cayeren, que les farán daño»; y 
ordena que si con tal motivo se presentase querella, reconozca el 
juez, asociado de peritos, las paredes 6 los árboles, y resultando 
cierto «que pueden ayna caer é facer daño..., dévelos facer cortar, 
é derribar». La práctica antigua, fundada en el precepto termi-
nante de esta ley, admitía en tal caso el interdicto ó denuncia de 
obra vieja para hacer cortar dichos árboles ó adoptar medidas de 
precaución; pero, como ni expresa ni tácitamente se refería á ellos 
la ley de 1855, naturalmente surgió la duda de si habrían sido ex-
cluidos de este procedimiento especial. La nueva ley ha resuelto 
esa duda con la declaración que hace en el núm. 1.° del art. 1676, 
de ser aplicable este interdicto para «evitar los riesgos que pueda 
ofrecer el mal estado de algún edificio, arbol, columna ó cualquier 
otro objeto análogo, cuya caída pueda causar daño á la's personas 
6 en las cosas». 
El Código civil ha confirmado estas disposiciones, declarando 
los derechos y la responsabilidad que corresponden en tales casos. 
Según su art. 389, «si un edificio, pared, columna ó cualquiera 
otra construcción amenazase ruina, el propietario estará obligado 
á su demolición, ó á ejecutar las obras necesarias para evitar su 
caída; y si no lo verificase el propietorio de la obra ruinosa, la 
Autoridad podrá hacerla demoler á costa del mismo». Y el artícu-
lo 390 dice: «Cuando algún árbol corpulento amenazare caerse de 
modo que pueda causar perjuicio á una finca ajena ó á los tran • 
seuntes por una vía pública ó particular, el dueño del árbol está 
obligado á arrancarlo y retirarlo; y si no lo verificare, se hará á su 
costa por mandato de la Autoridad». Añadiendo en el art. 391, 
qae en los casos de los dos artículos anteriores, si el edificio ó el 
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árbol se cayere, se estará á lo dispuesto en los arts. 1907 y 1908», 
los cuales imponen al propietario del edificio ó árbol la responsa-
bilidad de los daños que resulten. 
En estas disposiciones del Código civil, que reproducen nues-
tro antiguo derecho, y que están de acuerdo con los artículos de 
este comentario, se determinan los casos que podrán ser objeto del 
interdicto de obra ruinosa, y las personas que en él pueden ser de-
mandantes y demandados. Pero nótese que el Código no atribuye 
el conocimiento de estos asuntos á la autoridad judicial exclusiva-
mente, sino á la Autoridad en general, de lo cual se deduce que 
queda subsistente la competencia que las leyes atribuyen á las au-
toridades del orden judicial y del administrativo para conocer de 
la demolición de los edificios é árboles ruinosos, según pueda afec-
tar al público en general, ó á los derechos privados. Solo cuando 
la cuestión sea sobre estos derechos ó de particular á particular, 
deberá acudirse á la autoridad judicial. 
Con estos antecedentes, pasemos al examen de los artículos de 
este comentario. 
En el primero de ellos se declara que el interdicto de obra 
ruinosa puede tener dos objetos: 1.° La adopción de medidas ur-
gentes de precaución y seguridad, para evitar los riesgos y daños 
que puedan causarse á las personas ó eñ las cosas por la caída de 
un edificio, árbol, columna ó cualquier otro objeto análogo, que por 
su mal estado amenazase ruina; y 2! la demolición total ô parcial 
de la obra ruinosa, á que se arranque el- árbol corpulento que ame-
nace caerse. Ambos casos están determinados también en los ar-
tículos del Código civil antes copiados. Como no es igual la urgen-
cia y trascendencia de las medidas que deben adoptarse en uno y 
otro caso, se establecen diversos procedimientos para cada uno de 
ellos, según veremos en los comentarios siguientes. 
Pero las más veces no será posible al demandante precisar, si 
bastará la aseguración del edificio, ó si será necesaria la demoli-
ción, pues esto dependerá de reconocimientos periciales que no 
estará en su mano practicar previamente: por ello, y porque la ley 
no lo prohibe, creemos que bien podrá proponer los dos medios 
simultánea ó sucesivamente. gi entabla primero el interdicto con 
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el objeto de que se adopten medidas urgentes de precaución, y 
ejecutadas resulta que no son suficientes para evitar el peligro, y 
que es necesaria la demolición del edificio en todo ó en parte, bien 
podrá enseguida solicitar esto último; en cuyo caso se sustanciará 
cada interdicto ó cada una de estas solicitudes por sus trámites es-
peciales. Y si propone simultáneamente los dos medios, solicitando 
que se practique el primero, y si no bastase para evitar los riesgos, 
que se lleve á efecto la demolición, cuya demanda será casi siem-
pre la más acertada, entonces el juez dará al interdicto la trami-
tación del art. 1679• para la adopción de las medidas urgentes; y 
si se convence por el resultado del reconocimiento qug no bastan 
para evitar el peligro, adoptadas las que estime necesarias á este 
fin, convocará á las partes á juicio verbal, y dará al procedimiento 
la ampliación necesaria, con arreglo al art. 1682, para dictar sen-
tencia sobre la demolición. 
El art. 1677 determina con precisión las personas que pueden 
intentar este interdicto, y el concepto de su caso 2.° se explica y 
aclara perfectamente en el 1678. Son tan claros sus preceptos 
que no necesitan de comentario alguno. Nótese, sin embargo, que 
no basta tener alguna propiedad contigua ó inmediata al edificio 
ruinoso para poder intentar este interdicto; sino que es necesario 
además que tal propiedad pueda resentirse ó padecer por la ruina, 
que puede sufrir perjuicio por tal accidente. Han de concurrir si- 
multáneamente ambas circunstancias, como lo demuestra el caso 1.° 
del citado art. 1677. 
Los mismos artículos que estamos comentando, confirman lo 
que ya hemos indicado anteriormente: que la nueva ley sólo atien-
de para conceder ese derecho al interés privado, al de aquellos 
que inmediata y concretamente pueden temer ó sufrir el daño; y 
respetando las atribuciones de las autoridades administrativas, 
deja á éstas el cuidado de velar por la seguridad y los intereses 
colectivos del vecindario conforme á las leyes municipal y provin-
cial. Los que se hallen en alguno de los dos casos del art. 1677, 
son los únicos que están facultados para acudir al juez denuncian-
do la obra ruinosa por el medio judicial del interdicto: los demás 
vecinos sólo podrán acudir al Ayuntamiento ó á la Autoridad mu- 
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nicipal, haciéndole presente el mal estado del edificio 6 del árbol, 
para que lo haga asegurar 6 demoler por la vía gubernativa, y 
como asunto de policía urbana 6 rural y de seguridad para las 
personas, sin que el juez pueda admitir interdicto alguno contra 
la providencia que dicha autoridad dictare sobre este particular. 
El que se crea agraviado por ella, podrá utilizar los recursos .que 
dichas leyes conceden. 
ARTÍCULO 1679 
(Art. 1677 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el objeto del interdicto sea la adopcion de 
medidas urgentes de seguridad, acordará el Juez el re-
conocimiento de lo que amenazare ruina, el que ejecu-
tará inmediatamente por si mismo acompañado de ac-
tuario y de un perito que nombrará al efecto. 
Del resultado del reconocimiento judicial se exten-
derá la oportuna acta, en la que se insertará el dictá-
men del perito, y sin dilacion dictará el Juez auto acor-
dando las medidas que estime necesarias para procurar 
interina y prontamente la debida seguridad. 
A la ejecucion de estas medidas serán compelidos el 
dueño de la cosa ruinosa, su administrador 6 apodera-
do, y en su defecto el arrendatario 6 inquilino por 
cuenta de las rentas ú alquileres. En defecto de todos 
éstos, suplirá los gastos el actor, a reserva de reinte-
grarse de ellos exigiendo su importe del dueño de la 
obra, por el procedimiento establecido para la vía de 
apremio en el juicio ejecutivo. 
ARTICULO 1680 . 
(Art. 1678 para Cuba y Puerto Rico.) 
El Juez podrá denegar las medidas de precaucion 
solicitadas, si del reconocimiento que haga con el perito 
no resultare la urgencia. 
ARTÍCULO 1681 
(Art. 1679 para Cuba y Puerto Rico.) 
Los autos que el Juez dictare, otorgando 6 denegando 
las medidas urgentes de precaucion, no serán apelables. 
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Hemos dicho en el comentario anterior que podía tener dos 
objetos el interdicto de obra vieja, y que para cada uno de ellos 
debían emplearse diferentes procedimientos. Los tres artículos 
preinsertos, que concuerdan sustancialmente con los 751 á 753 de 
de la ley anterior, fijan los que han de seguirse cuando se deduz-
ca el interdicto para la adopción de medidas urgentes de precau-
ción. Nótese que esas medidas han de ser urgentes, é indispensa-
bles por tanto para evitar los riesgos ó peligros que pueda ofre-
per el edificio ó árbol por su mal estado: si no son urgentes, si 
pueden dilatarse sin peligro, el juez debe desestimarlas, no dando 
lugar al interdicto (art. 1680). No podrá menos de comprenderse 
también en ellas el derribo de un alero, 6 de otra pequeña parte 
del edificio, que sea absolutamente indispensable á dicho fin, cuan-
do sea menos costoso que su apuntalamiento, ó no sea este posible, 
siempre que no pueda revestir el carácter de demolición de parte 
del edificio, por quedar éste fltil para el uso á que esté destinado. 
Esa misma urgencia justifica el procedimiento breve y sumarí-
simo que se establece, y el que no se de audiencia al dueño del 
edificio. Presentada la demanda por cualquiera de los que tienen 
derecho para ello, según el art. 1677, el juez debe acordar sin di-
lación el reconocimiento del edificio ó árbol denunciado, constitu-
yéndose para ello en el sitio acompañado del actuario y de un pe-
rito imparcial, que nombrará al efecto. El juez de primera instan-
cia ha de practicar por sí mismo esta diligencia, sin poder come-
terla al municipal ni á otra persona, como lo ordena el art. 1679, 
en razón á que ha de fallar sólo por el juicio que forme en dicha 
acto, sin otra prueba, y sin apelación. Del resultado del reconoci-
miento judicial, extenderá el actuario la oportuna acta, consig-
nando en ella lo que se notare en el edificio, y el juicio ó dicta-
men del perito sobre su estado, y sobre las medidas urgentes que 
en su caso deban adoptarse para evitar todo peligro. Y sin más 
trámites ni dilaciones el.juez dictará auto accediendo ó no al 
 in-
terdicto, según sea el resultado de la inspección. Contra este auto 
no se concede recurso alguno (art. 1681), tanto por la urgencia 
como por la poca monta de los perjuicios que de tal providencia 
pueden seguirse. 
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Si el juez encuentra méritos para acceden, al interdicto, en el 
mismo auto, que ha de dictar sin dilación, acordará las medidas 
que según el dictamen del perito considere necesarias para procu-
rar interina y prontamente la debida seguridad, obligando ó com-
peliendo á su ejecución, también breve y sumariamente, al dueño 
de la cosa ruinosa, y en su ausencia á su administrador ó apodera-
do; en defecto de ambos, al arrendatario é inquilino por cuenta de 
las rentas ó alquileres; y en último término, se ejecutarán, no d 
costa del actor, como decía el art. 751 de la ley anterior, aunque 
reservándole el derecho para reclamar los gastos del dueño de la 
obra, sin indicar el procedimiento, sino «supliendo los gastos el 
actor, á reserva de reintegrarse de ellos exigiendo su importe del 
dueño de la obra, por el procedimiento establecido para la vía de 
apremio en el juicio ejecutivo», como ordena ahora con notoria 
justicia el art. 1679, modificando y completando dicha disposición 
de la ley anterior. 
ARTÍCULO 1682 
(Art. 1680 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si el interdicto tuviere por objeto la demolicion de 
alguna obra ruinosa, el Juez mandará convocar á las 
partes á juicio verbal, con la urgencia que el caso re-
quiera, al que podrán asistir sus respectivos defenso-
res: oirá sus alegaciones y testigos, y examinará los 
documentos que presentaren, uniéndolos á los autos. 
De este juicio se extenderá la oportuna acta, que 
suscribirán los que á él hayan concurrido. 
ARTÍCULO 1.683 
(Art. 1681 para Cuba y Puerto Rico.) 
Si por el resultado del juicio el Juez lo creyere ne-
cesario, podrá practicar por si mismo un reconocimien-
to de la obra, acompañado de perito que nombre al 
efecto: los interesados concurrirán, si quieren, á esta 
diligencia, acompañados de sus defensores y de peritos 
de su nombramiento. 
De ella se extenderá tambien la oportuna acta, que 
suscribirán todos los que hayan concurrido. 
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AÎZTfCULO 1684 
(Art. 1682 para Cuba y Puerto Rico.) 
Dentro de los tres dias siguientes al en que hubiere 
terminado el juicio verbal é la práctica de la diligen-
cia de reconocimiento, si ésta hubiere tenido lugar, el 
Juez dictará sentencia, la cual será apelable en ámbos 
efectos. 
ARTÍCULO 1685 
En el caso de ordenarse la demolicion y de resultar 
su urgencia del juicio y diligencia de reconocimiento, 
deberá el Juez, antes de remitir los autos á la Audien-
cia, decretar de oficio y hacer que se ejecuten las me-
didas de precaucion que estime necesarias, inclusa 
la demolicion de parte de la obra, si no pudiera demo-
rarse sin grave é inminente riesgo, procediendo al efec-
to en la forma prevenida en el párrafo último del ar-
ticulo 1679. 
Art. 1683 para Cuba y Puerto Rico.—(La referencia es al art. 1677 
de esta ley, sin otra variación.) 
Ordénase en los anteriores artículos el procedimiento que ha de 
seguirse cuando el interdicto tenga por objeto la demolición de  al-
guna obra ruinosa. Aunque esta sea tan urgente como la adopción 
de medidas de precaución, es de mucha más trascendencia, y por 
eso se ordena para este caso la audiencia del dueño del edificio ó 
del árbol, quien deberá ser citado personalmente para el juicio 
verbal en la forma ordinaria. Podrá suceder que éste se halle au-
sente, y que no pueda concederse esta dilación sin grave riesgo, 
porque amenace ruina el edificio: en tal caso, lo más conveniente y 
acertado será proponer previamente el otro interdicto para la 
adopción de medidas urgentes de precaución; y mejor aún denun-
ciar el edificio á la autoridad municipal, cuya acción es más des-
embarazada que la de los tribunales. 
Concuerdan sustancialmente estos artículos con los 754 al 758 
de la ley anterior. El procedimiento de juicio verbal que en ellos 
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se ordena es igual al establecido para el interdicto de obra nueva 
en los arts. 1666 y siguientes, y análogo al de los demás interdic-
tos, por lo cual nada tenemos que añadir sobre él, ni necesita tam-
poco de explicaciones el texto claro y terminante de la ley. Tén-
gase presente que el juicio verbal ha de celebrarse con la urgen-
cia que el caso requiera, y por esto no fija la ley el término que 
haya de mediar entre la citación y la comparecencia. Cuando el 
juez estime necesario el reconocimiento judicial, el perito que él 
nombre no será recusable, como para caso igual lo previene el ar-
tículo 1667; y para la práctica de esta diligencia habrá de seña-
larse día y hora, haciéndolo saber á los interesados, para que pue-
dan hacer uso del derecho de concurrir á ella acompañados de sus 
respectivos defensores y peritos. Para lo demás véase el texto de 
los mismos artículos. 
En cuanto á condena de costas, nada previene la ley, y por 
consiguiente queda al recto criterio del tribunal sentenciador la 
apreciación, según el resultado de las pruebas, de la buena ó mala 
fe de los litigantes, para imponerlas á quien corresponda, ó que 
pague cada parte las causadas á su instancia, conforme á la regla 
general. 
Indicaremos también, por último, que cualquiera que sea el 
fallo que recaiga en estos interdictos de obra ruinosa, podrán los 
interesados, como en los demás interdictos, hacer uso, en el juicio 
declarativo correspondiente, del derecho de que se crean asistidos 
para promover la misma cuestión, 6 para reclamar la indemniza-
ción de perjuicios por haberse pedido y acordado la demolición sin 
ser urgente, ó por carecer el actor de derecho para promover el 
interdicto. 
FORMULARIOS DEL TITULO XX 
De los interdictos. 
SECCIÓN 1 
INTERDICTO DE ADQUIRIR 
Escrito intentando este interdicto.—A1 Juzgado de 4.a instaneia.-
D. José A., en nombre de D. Justo B., de quien presento poder en for-
ma, etc., digo: Que el presbítero D. Lope Ruiz, vecino que fue de esta 
villa, falleció en tal día, bajo disposición testamentaria, que otorgó en tal 
fecha ante el Notario N..,, instituyendo en ella por su único y universal 
heredero á mi representado D. Justo B.: así aparece de la partida de defun-
ción y de la copia del testamento que presento en debida forma, acom-
pañada de la certificación de los Registros, que acredita ser esta su últi-
ma voluntad. Es indisputable, por tanto, el derecho que tiene mi parte á 
la posesión de cuantos bienes, derechos y acciones pertenecían al difunto 
D. Lope Ruiz, y que hoy constituyen su herencia. Los inmuebles resul-
tan de las certificaciones que acompaño, libradas por... con referencia al 
catastro 6 amillaramiento de la riqueza de tales pueblos (y en su defecto 
se hará la relación circunstanciada de los bienes ) 
Conviniendo á mi parte que se le confiera en solemne forma la pose-
sión de dichos bienes, interpongo en su nombre el interdicto de adquirir, 
como es procedente, por concurrir los requisitos que para ello exigen los 
artículos 4633 y 4634 de la ley de Enjuiciamiento civil, á saber: 
4.° Que los bienes antes relacionados pertenecen á la herencia de Don 
Lope Ruiz, sin que nadie los posea actualmente a título de dueño ni de 
usufructuario, como ofrezco justificar por medio de sumaria información 
de testigos, en cumplimiento de lo que ordena el art. 4636 de dicha ley. 
2.° Que acompaño á esta demanda copia fehaciente de la disposición 
testamentaria del finado D. Lope Ruiz, por la cual instituye heredero á 
mi representado D. Justo B., acreditando además con los correspondien-
tes documentos el fallecimiento de aquél, y que dicho testamento es su 
última disposición testamentaria. 
Por tanto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con el 
poder y demás documentos que se acompañan, y á mí por parte en el 
nombre que comparezco, se sirva tener por interpuesto el interdicto de 
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adquirir la posesión de los bienes mencionados, admitiéndome la suma-
ria información de testigos que tengo ofrecida, y en méritos de todo 
acordar que se confiera á D. Justo B. la posesión de dichos bienes, sin 
perjuicio de tercero de mejor derecho, dándosela en la finca que el mismo 
designará, en voz y nombre de los demás, mandando que por el actua-
rio se hagan los requerimientos necesarios á los inquilinos, colonos, ad-
ministradores ó depositarios de los demás bienes, que también designará 
mi representado, para que le reconozcan como poseedor de los mismos; y 
hecho, acordar lo demás que proceda en justicia, que pido. (Lugar, fe-
cha y firma de letrado y procurador.) 
Providencia —Juez Sr. N.—(Lugar y fecha.) 
Por presentado con los documentos que se acompañan, teniéndose 
por parte al procurador D. José A. en nombre de D. Justo B., y por in-
terpuesto el terdicto de adquirir: recíbase la sumaria información de 
testigos que ofrece esta parte, y hecho, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del actor en la forma ordinaria. 
Información de testigos.—Podrá servir de modelo la de la pág. 44 4 
del torno 4.°, limitándose la pregunta y contestación al hecho consignado 
en el núm. 4.° del anterior escrito. 
Recibida la información, si es favorable al actor, sin más trámites se 
dictará el siguiente • 
Auto otorgando la posesión.—Resultando que D. Lope Ruiz, vecino 
que fue de esta villa, falleció en ella tal dia, bajo disposición testamen-
taria que otorgó en tal fecha ante el Notario D. N., por la cual instituyó 
á D. Justo B. por su único y universal heredero. 
Resultando que dicho D. Justo B., acompañando á su demanda los 
documentos que justifican los hechos antes relatados, y certificado de la 
Dirección de los Registros del que resulta que el indicado testamento es 
la última disposición testamentaria del D. Lope Ruiz, ha acudido á este 
juzgado interponiendo el interdicto de adquirir para que se le confiera la 
posesión de tos bienes comprendidos en la relación que acompaña, como 
pertenecientes á la herencia del Ruiz, á título de heredero testamentario 
del mismo: 
Resultando que los bienes, cuya posesión se solicita, pertenecen a la 
herencia del D Lope Ruiz, y que nadie los posee actualmente á título de 
duello ni de usufructuario, según la información de testigos suministrada 
por el actor: 
Considerando que concurren todos los requisitos exigidos por los ar-
ticirlos 4633 y 4634 de la ley de Enjuiciamiento civil para que pueda te-
ner lugar el interdicto do adquirir, puesto que el actor ha presentado con 
la demanda copia fehaciente del testamento de su causante D.' Lope 
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pe Ruiz instituyéndole heredero, y que ha justificado con testigos que 
pertenecen á esta herencia los bienes cuya posesión solicita, sin que nadie 
los posea actualmente á titulo de dueño ni de usufructuario: 
Visto también lo que disponen los arts. 4637 y 4638 de dicha ley: 
Iia lugar al interdicto de adquirir promovido por D. Justo B., á quien 
se otorga, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, la posesión que so-
licita de los bienes expresados en su demanda, pertenecientes á la he-
rencia de su causante D. Lope Ruiz: désele dicha posesión en cualquiera 
de los bienes que él mismo designe, en voz y nombre de los demás, por 
medio de uno de los alguaciles del juzgado, á quien se comisiona al efec-
to, asistido del presente escribano: háganse los requerimientos necesarios 
a los inquilinos, colonos, administradores ó depositarios de dichos bienes, 
que también designe el demandante, para que le reconozcan como posee-
dor de ellos; y hecho todo, dése cuenta. Por este su auto así lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del actor en la forma ordinaria. 
Diligencia de posesión. — En 	
 (lugar y fecha): José Tafalla, alguacil 
de este juzgado de primera instancia, en virtud de la comisión que le está 
conferida por el auto anterior dictado en el día de ayer, por ante mi el 
escribano dió á D. Justo B., sin perjuicio de tercero, la posesión natural 
y civil, real y corporal de la heredad llamada de Almanzor, sita en la 
partida del mismo nombre, término municipal de esta población, que 
linda (se expresarán los linderos), entrándole en ella por la mano; y en 
su consecuencia, el 1). Justo B. se paseó por la finca, arrancó yerbas, ocu-
pó la casa de labor cerrando y abriendo sus puertas, y practica otros actos 
posesorios sin contradicción de persona alguna; cuya posesión le ha sido 
conferida en voz y nombre de los demás bienes pertenecientes á la he-' 
rencia de D. Lope Ruiz, su causante, y de quien era también. dicha finca. 
Y para que conste se extiende la presente diligencia que, firma el citado 
alguacil con el interesado, siendo testigos A. B. y C., de esta vecindad, 
de todo lo cual doy fe. (Firma entera del alguacil, interesado y escri-
bano.) 
Notificación y requerimiento.—Seguidamente, yo el escribano, por 
designaciún de D. Justo B., notifiqué el auto anterior á N. leyéndosele 
integramente y dándole en el acto copia de él, y le requerí para que re-
conozca como poseedor de la finca sita en... que cultiva al partido de 
medias, y que antes correspondía al presbítero D. Lope Ruiz, á su here-
dero D. Justo B., para todos los efectos legales: contestó quedar enterado 
y lo firma, y doy fe. — (Firma entera del notificado, y media del escri-
bano.) 
Dada la posesión, y sin perjuicio de los requerimientos, exhortos y 
damas que después sean necesarios, el actuario dará cuenta sin dilación 
al juez, por quien se dictará la siguiente 
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Providencia mandando publicar la posesión.—El auto dictado en tal 
fecha mandando dar á D. Justo B., sin perjuicio de tercero, la posesión de 
los bienes pertenecientes á la herencia de D. Lope Ruiz, publíquese por me 
dio de edictos, fijlndolos en los sitios acostumbrados de este pueblo é in-
sertándolos en el Boletín oficial de la provincia (y en los periódicos de la 
población si los hubiere), para que en el término de cuarenta días desde 
su inserción en aquel periódico oficial, se presenten los que se crean con 
mejor derecho á dicha posesión, pues transcurrido sin verificarlo, no se 
admitirá reclamación alguna contra ella, con arreglo á lo dispuesto en el 
art. 46H de la ley de Enjuiciamiento civil. Lo mandó etc. 
Notificación al procurador del actor en la forma ordinaria. 
Se pondrán las notas y diligencias necesarias pára acreditar el cumpli-
miento de esta providencia. 
Transcurridos los cuarenta días sin que se haya deducido reclamación, 
se presentará por el actor el siguiente 
Escrito solicitando el amparo en la posesión.—D. José A., en nombre 
de D. Justo B., etc., digo: Que como aparece del ntím  del Boletín 
Oficial de esta provincia que se halla unido a los autos, en el dia tantos 
se insertaron en él los edictos, que también se fijaron en los sitios acos-
tumbrados de esta villa, publicando el auto de  en que se mandó dar 
á mi representado la posesión de los bienes pertenecientes a la herencia. 
de D. Lope Ruiz, de modo que es ya transcurrido el término de cuarenta 
días en ellos señalado: y como nadie se ha presentado hasta ahora recla-
mando contra dicha posesión, procede y 
Suplico al Juzgado se sirva amparar á mi poderdante en la posesión de 
que se trata, que se le dió en el día , sin admitir reclamación alguna 
contra ella en lo sucesivo, con arreglo á lo que previene el art. 4641 de 
la ley de Enjuiciamiento civil, por ser así conforme á justicia, que pido. 
(Lugar, fecha y firma de letrado y procurador.) 
Auto de amparo en la posesión. —Resultando que han pasado los cua-
renta días prefijados en la ley, sin que nadie haya reclamado contra la 
posesión de lqs bienes pertenecientes á la herencia de D. Lope Ruiz, dada 
á su heredero D. Justo B., se le ampare en ella, no admitiéndose en lo 
sucesivo reclamación contra dicha posesión, conforme a lo prevenido en 
el art. 4641 de la ley de Enjuiciamiento civil. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del actor en la forma ordinaria. 
Escrito reclamando contra la posesión.—D. Juan F., en nombre de 
D. Emilio P., etc., digo: Que en el Boletín Oficial de esta provincia del 
día... se ha publicado un auto de este Juzgado de tal fecha mandando 
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dar á D. Justo B. la posesión de los bienes perteneeientes á la herencia 
de D. Lope Ruiz. En estos bienes se ha comprendido la heredad tal, sita 
en tal parte, puesto que se ha intimado á su arrendatario N. para que re-
conozca como poseedor de ella al D. Justo B. Me veo, pues, en la necesi-
dad de reclamar contra dicha posesión en razón á que la finca expresada 
es de la propiedad de mi representado, quien la adquirió legítimamente 
en el año último por compra hecha al D. Lope Ruiz, como se acredita 
con la escritura que presento en debida forma, sin que pueda ignorar Don 
Justo B. que la estoy poseyendo á título de dueño. 
(Se alegan los hechos y fundamentos de derecho conducentes, convi-
niendo numerarlos si ,fuesen muchos 6 compli,ados.) 
En cuya atención, 
Suplico al Juzgado, ,que habiendo por presentado en tiempo este es-
crito con los documentos que se acompañan, y á mí por opuesto en el 
nombre que comparezco á la posesión de la finca antes expresada, confe-
rida á D. Justo B., se sirva dejarla sin efecto, y mandar que se dé la po-
sesión de dicha finca á mi representado D. Emilio P. en forma legal, con-
denando al D. Justo B. en las costas y á la indemnización de daños y 
perjuicios por haber procedido dolosamente, pues así es de justicia, que 
pido. (Lugar, fecha y firma de letrado y p-ocurador.) 
Providencia.— Por presentado con los documentos que se acompañan, 
teniéndose por parte al Procurador F. en nombre de P.: únase esta recla-
mación á los autos de su referencia, y luego que transcurran los cua-
renta días del término de los edictos, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los procuradores de ambas partes, en la forma ordi-
nari a. 
En igual forma se unirán á los autos las demás reclamaciones que se 
presenten dentro de los cuarenta días. Transcurrido este término, se dic-
tará la siguiente 
Providencia.— Entréguense los autos á la parte de D. Justo B. para 
que dentro de seis días conteste á la reclamación ó reclamaciones dedu-
cidas, 6 exponga lo que le convenga; y transcurrido dicho término sin 
haber devuelto tos autos, recójanse por el actuario sin necesidad de apre-
mio, y dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á los procuradores de las partes, en la forma ordina ria. 
La parte que obtuvo la posesión debe contestar en un solo escrito 
á todas las oposiciones ó reclamaciones, formulando sobre cada un a de 
ellas las pretensiones que estime procedentes, y acompañando tantas co - 
pias del escrito cuantas sean las partes reclamantes. 
Presentado este escrito, ó recogidos los autos en su caso, se dictará 
la siguiente 
1 
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Providencia —Por presentado con la copia (6 copias) que se acompa-
ña, la que se entregará al reclamante: cítese á las partes á juicio verbal, 
para cuya celebración se señala el día tantos á tal hora (el mas próximo 
posible). Lo mandó, etc. 
Notificación y citación para el juicio verbal.—Se hace á los procura-
dores de las partes en la forma ordinaria, entregándose al del reclamante 
en el mismo acto la copia del escrito. 
Acta del juicio verbal.—Puede servir de modelo la formulada para 
los juicios verbales, teniendo presente que pueden concurrir los aboga-
dos: que ha de hablar p*imero el reclamante, exponiendo su mejor dere-
cho á poseer, y si son varios, por el orden en que hubieren presentado 
sus reclamaciones; y en último lugar hablará el que obtuvo la posesión; 
y que no pueden admitirse otras pruebas que las de posiciones, documen-
tos y testigos, con lo demás que ordenan los artículos 46#4 y 4645_ 
Dentro de los tres días siguientes el Jaez dictará, sin citación, la 
la sentencia que considere justa, declarando no haber lugar k la recla-
mación, y amparando en la posesión al que intentó- el interdicto, 6 de-
jando sin efecto la conferida á éste y mandando que sé dé al reclamante, 
con expresa condena á aquél en las costas y á la indemnización de daños 
y perjuicios, si resultare haber procedido dolosamente; sin perjuicio, en 
uno y otro caso, de la acción de propiedad, que ha de reservarse al que 
se crea perjudicado. 
Si se interpone apelación, se admitirá en ambos efectos. 
Cuando cause ejecutoria la sentencia en que se mande dar la posesión 
al reclamante, se le conferirá formulando la diligencia del modo expuesto 
anteriormente. 
Si hay condena de costas, se tasarán y aprobarán con arreglo á los 
artículos 424 y siguientes. 
Si la hubiere de frutos ó daños y perjuicios, á petición de la parte in-
teresada, se convocará á juicio verbal en la forma ya expuesta, y en él se 
fijará su importe, sin que se conceda ningún recurso contra la determi-
nación del juez sobre este particular, fuera del juicio ordinario corres-
pondiente. Dicho importe y el de las costas se exigirá desde luego por la 
vía de apremio establecida para el juicio ejecutivo. 
SECCIÓN ll 
INTERDIC ros 1)E RETENER Y DE RECOBRAR 
Escrito intentando el interdicto de retener. —D. José A., en nombre de 
D. Justo B., etc., digo: Que mi representado se halla en la quieta y pa-
cífica posesión de la hacienda titulada de Pedreño, sita en el .término 
de..., de este partido judicial, la que adquirió por herencia de sus difun-
tos padres, como se acredita con la copia de su hijuela que acompaño; y 
TOMO VI 	 23 
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en uso de su derecho de dominio la tiene dada er arriendo á N. Pero 
ocurre que D. J. M., vecino de dicha villa, va diciendo públicamente que 
le pertenece la mencionada finca, y sin duda para demostrarlo con obras, 
de dos meses á esta parte se ha introducido en ella varias veces sin per-
miso de nadie, se ha enterado del estado de sus labores y arbolado, y por 
último ha hecho al arrendataria algunas prevenciones relativas al culti-
vo, bajo el supuesto de ser él el legítimo dueño de la finca; perturbando 
asi á mi parte en su quieta y pacífica posesión. Para evitarlo, y que se 
corrija tal abuso, se vé mi representado en la necesidad de acudir á la 
autoridad judicial, intentando, como lo hago en su nombre, el interdicto 
de retener la posesión, con arreglo al art. 165i y siguientes de la ley de 
Enjuiciamiento civil. Al efecto ofrezco información de testigos en crédi-
to de los hechos siguientes: 
4.° Que mi representado D. Justo B. y su causante se hallan hace 
más de diez años en posesión de la hacienda antes mencionada, titulada 
de Pedreño. 
2.° Que D. J. M., vecino de..., de dos meses á esta parte está inquie-
tando y perturbando á D. Justo B. en dicha posesión, diciendo pública-
mente que le pertenece la expresada finca, introduciéndose en ella algu-
nas veces sin permiso de nadie, examinando su estado, y haciendo al 
arrendatario N. varias prevenciones relativas á su cultivo, asegurando 
ser él su legítimo dueño. 
En cuya atención, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentada esta demanda con su 
copia y con los documentos referidos, y á mí por parte en el nombre que 
comparezco, se sirva admitirme la información ofrecida, y declarando en 
su consecuencia haber lugar al interdicto de retener que propongo, man-
tener á D. Justo B. en la posesión de la mencionada finca, mandando se 
requiera al perturbador D. J. M. para que en lo sucesivo se abstenga de 
cometer los actos antes expresados ú otros que manifiesten el mismo pro-
pósito, bajo apercibimiento de lo que haya lugar en derecho, y conde-
nándole en todas las costas, como procede en justicia, que pido. (Lugar, 
fecha y firma de letrado y procurador.) 
Pscrito intentando el interdicto de recobrar.—D. José A., en nombre 
de D. Justo B., etc., digo: Que como resulta del testimonio inserto en el 
poder que dejo presentado, mi poderdante es administrador judicial del 
abintestato de D. Lope Ruiz, cuyo juicio radica en el Juzgado de... Per-
tenece á dicho abintestato un bancal plantado de olivos, sito en el térmi-
no de esta villa, de tal cabida y con tales linderos; y bajo tal concepto se 
ha incluido en el inventario de los bienes del difunto, y se ha puesto bajo 
la administración de mi representado, como se acredita con el testimonio 
quo presento. Pero ocurre que J. P., vecino de esta villa, por su propia 
DE LOS INTERDICTOS 	 179 
autoridad se ha apoderado de dicho bancal desde Enero último, princi- 
piando a coger el fruto pendiente, después de haber hecho las labores 
oportunas, y hasta ha hecho desaparecer un margen que lo separaba de 
otro bancal contiguo, que es de su propiedad. Con estos hechos ha des-
pojado injustamente al abintestato que mi parte representa, de la pose- 
s`ión quieta y pacífica en que estuvo su causante D. Lope Ruiz hasta su 
fallecimiento, y á mi parte de la tenencia de dicho bancal que le pertene-
ce legalmente como administrador del abintestato. Para obtener, pues, la 
restitución correspondiente, me veo en la necesidad de intentar en su 
nombre el interdicto de recobrar que procede con arreglo á derecho. Al 
efecto, y cumpliendo con lo que ordena el art. 4651: de la ley de Enjui-
ciamiento civil, ofrezco información sobre los dos hechos siguientes: 
4.° Que D. Lope Ruiz estuvo hasta su fallecimiento, ocurrido en tal 
dia, en la posesión quieta y pacífica del bancal de olivos antes deslinda-
do, y que después se hallaba del mismo modo en su tenencia mi repre-
sentado D. Justo B., como administrador judicial del abintestato del Don 
Lope. 
Q.° Que Juan Pérez se ha apoderado de dicho bancal desde Enero de 
este año, haciendo en él las labores oportunas, destruyendo por sí mis-
mo con tres jornaleros un margen que lo separaba de otro de su propie-
dad, y principiando á recoger el fruto pendiente; con cuyos hechos ha 
despojado al abintestato de D. Lope Ruiz de la posesión, y a D. Justo B. 
de la tenencia en que se hallaban de dicho bancal. 
En cuya atención, procede y 
Suplico al Juzgado, que habiendo por presentada esta demanda con su 
copia y con los documentos referidos y a mí por parta en el nombre que 
comparezco, se sirva admitirme la información ofrecida, y resultando 
comprobados los dos extremos referidos, declarar haber lugar al interdic• 
to de recobrar que interpongo, mandando que inmediatamente se repon-
ga a mi representado D. Justo B., como administrador del abintestato de 
D. Lope Ruiz en la posesión y tenencia del expresado bancal, del que ha 
sido despojado por D. Juan Pérez, condenando á éste á que reponga el 
margen al ser y estado que tenia antes, y en todas las costas, daños y 
perjuicios y a la devolución de los frutos que ha percibido, como es de 
Justicia, que pido. (Lugar, fecha y firma de letrado y procurador.) 
Aunque los interdictos de retener y de recobrar se fundan en causas 
distintas, y es diferente su objeto, como puede verse en los dos escritos 
que preceden, la ley los sujeta ahora á un mismo procedimiento, que _es 
el que se ordena en esta sección. 
i'reseotado cual.luiera de dichos . escritos, si resulta que ha transcu-
rrido más de un año desde que se ejecutaron los actos de la perturba-
ción 6 del despojo, el juez dictará auto declarando no haber lugar á la ad- 
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misión de la demanda de interdicto, reservando á la parte la acción que 
pueda tener para que la ejercite en el juicio declarativo que sea proce-
dente. Y si no hubiere transcurrido el año, dictará en ambos interdictos 
la siguiente 
Providencia.—Por presentado con la copia y documentos que se 
acompañan, teniéndose por parte al procurador A. en nombre de  Don 
 Justo B.; recíbase la información de testigos que se ofrece, y hecho, dese 
cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación al procurador del actor en la forma ordinaria. 
Información de testigos, como en el interdicto de adquirir. 
Recibida la información, si de ella_ resultan comprobados los dos ex-
tremos de la demanda, que han de ser los expresados en el art. 4652, se 
dictará la siguiente 
Providencia.—Convóquese á las partes á juicio verbal, para cuya ce-
lebración se señala el día... á tal hora (dentro de los ocho días siguien-
tes, pero de modo que medien tres días por lo menos entre el juicio y la 
citación del demandado), entregándose al demandado con la cédula de ci-
tación la copia de la demanda. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación para el juicio verbal al procurador del deman-
dante y al demandado, por medio de cédula en la forma prevenida, en-
tregándose al segundo la copia de la demanda. 
Acta del juicio verbal.—Como en el interdicto de adquirir, teniendo 
presente que las pruebas, además de que sólo pueden ser de posiciones, 
documentos y testigos, han de referirse concretamente á los dos extre-
mos articulados en la demanda, que deben ser los expresados en el ar-
tículo 4652, repeliendo el juez, bajo su responsabilidad, las que no se 
concreten á este objeto, 6 á justificar las excepciones del demandado. 
Sentencia.—Ha de dictarse dentro del dia siguiente al de la termina-
nación del juicio verbal, con la fórmula ordenada en el art. 372. En cada 
uno de los interdictos, el fallo ó parte dispositiva de la sentencia conde-
natoria será como sigue: 
En el interdicto de retener.
— Fallo: que debo declarar y declaro ha-
ber lugar al interdicto de retener, promovido en estos autos por D. Justo 
B., y mando se le mantenga al mismo en la posesión en que se halla de 
la finca antes expresada, sin perjuicio de tercero, y que se requiera á Don 
J. M. para que en lo sucesivo se abstenga de cometer los actos relatados 
con los qua ha perturbado á aquél en la posesión de dicha finca, ú otros 
que manifiesten el mismo propósito, bajo apercibimiento de lo que co-
rresponda con arreglo á derecho, y condenándole en todas las costas; re-
servando á las partes el derecho que puedan tener sobre la propiedad, 6 
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sobre la posesión definitiva, el que podrán utilizar en el juicio correspon-
diente. 
En el interdicto de recobrar.—Fallo: que debo declarar y declaro ha-
ber lugar al interdicto de recobrar, interpuesto por D. Justo B., y mando 
que inmediatamente sean repuestos, la herencia de D. Lope Ruiz en la 
posesión y su administrador judicial D. Justo B. en la tenencia en que se 
hallaban de la finca antes expresada, condenando como condeno al des-
pojante Juan Pérez, .a que reponga al ser y estado que antes tenía el mar-
gen destruido . y al pago de las costas, daños y perjuicios y devolución de 
los frutos que hubiere percibido: llévese desde luego á efecto dicha res-
titución por medio de un alguacil del juzgado, a quien se comisiona para 
ello, asistido del presente escribano; entendiéndose todo sin perjuicio de 
tercero, y reservando á las partes el derecho que puedan tener sobre la 
propiedad ó sobre la posesión definitiva, el que podrán utilizar en el jui-
cio correspondiente. 
Estas sentencias son apelables en ambos efectos; pero no debe admi-
tirse la apelación hasta después de practicadas las actuaciones que para 
mantener ó reponer al demandante en la posesión se hubieren acordado, 
que serán: en el interdicto de retener, el requerimiento y apercibimiento 
al demandado; y en el de recobrar, el reintegro al demandante en la po-
sesión de que hubiere sido despojado, reponiendo las cosas al ser y estado 
que antes tenían; aplazando para cuando sea firme la sentencia la ejecu-
ción de los demás extremos, relativos á costas, frutos, daños y perjui-
cios. Por consiguiente, presentado en tiempo y forma el escrito de ape-
lación, si todavía no estuviesen practicadas aquellas actuaciones, acor-
dará el juez que se le de cuenta después de practicadas, y entonces ad-
mitirá la apelación en ambos efectos, mandando remitir los autos á la 
Audiencia con emplazamiento de las partes, lo cual se verificará en la 
forma ordinaria. 
Luego que sea firme la sentencia dando lugar á cualquiera de estos 
interdictos, se tasarán las costas en la forma ordinaria; en juicio verbal, 
y sin ulterior recurso, se fijará el importe de los daños y perjuicios y el 
de los frutos, como en el interdicto de adquirir, y se harán efectivas es-
tas condenas por la vía de apremio del juicio ejecutivo. También podrán 
pedir los interesados la devolución de documentos, conforme al ar-
ticulo 4662. 
SECCIÓN III 
I NTERDICTO DE OBRA NUEVA 
Escrito interponiendo este interdicto.—D. José A., en nombre yen 
virtud de poder, que en debida forma presento, de D. Justo B., etc., digo: 
Que D. Juan Pérez, de este mismo domicilio, está reedificando una casa 
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de su propiedad, sita en la calle de..., de esta población, y señalada con 
el núm..., que por hallarse en estado ruinoso ha tenido necesidad de de-
moler completamente; cuya casa está contigua á otra que posee mi re-
presentado en la misma calle, núm... Pero se observa que en la nueva 
obra no se deja un patio que existía en la antigua, por el que recibía lu-
ces la casa de mi representado, privándole así de una servidumbre indis-
pensable y que se halla constituida de tiempo inmemorial. Para evitar, 
pues, los perjuicios que se seguirían á mi parte si D. Juan Pérez conti-
nuase su obra del modo que la ha comenzado, me veo en la necesidad 
de denunciarla para que se suspenda hasta que en juicio competente se 
decida el derecho de las partes, ya que la contraria no ha querido oir las 
reclamaciones amistosas que se le han dirigido. A este fin procede con 
arreglo al art. 4663 de la ley de Enjuiciamiento civil, y 
Suplico al Juzgado, que habiendo por presentado este escrito con su 
copia, y el poder en .cuya virtud se me tenga por parte en nombre de 
D. Justo B., y por intentado el interdicto de obra nueva, se sirva decre-
tar desde luego la suspensión de la que está haciendo en la expresada 
casa el mencionado D. Juan Pérez, mandando se le requiera para que la 
suspenda en el estado en que se halle, bajo apercibimiento de demolición 
de lo que se edifique, y que se cite á los interesados á juicio verbal, con 
lo demás que se ordena en los artículos 1663 y 4664 de la ley de Enjui-
ciamiento civil, condenando en todas las costas al demandado, según es 
de justicia, que pido. (Lugar, fecha y firma de letrado y' procurador.) 
Providencia.—Por presentado con la copia y el poder, en cuya vir-
tud se tiene por parte al procurador A. en el nombre que comparece, 
y por intentado el interdicto: requiérase inmediatamente á D. Juan Pé-
rez, como dueño de la obra denunciada, para que la suspenda en el esta-
do en que se halle, bajo apercibimiento de demolición de lo que se edifi-
que; y si no se le encontrare en ella, hágase dicho requerimiento al di-
rector ó encargada de la misma, y en su defecto á los operarios para que 
en el acto suspendan los trabajos: para que cuide del cumplimiento de 
esta providencia, quede un alguacil en el sitio de la obra hasta que se 
. retiren los operarios; y cítese á las partes á juicio verbal, para cuya ce-
lebración se señala tal día a tal hora (el dia más próximo posible, pasa - 
dos los tres siguientes al de la citación), previniéndoles que en dicho 
juicio deberán presentar los documentos en que intenten apoyar sus pre-
tensiones. Lo mandó, etc. 
Notificación y citación para el juicio verbal al procurador del denun-
ciante en la forma prevenida por medio de cédula. 
Otra y requerimiento al denunciado:—En la misma villa y dia, yo el 
escribano notifiqué y leí integramente la providencia anterior á D. Juan 
Pérez, en su persona, dándole copia; al propio tiempo le requerí para ve 
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suspenda la obra de que se trata, como en dicha providencia se manda , 
y le cité por medio de cédula, entregándole con ésta la copia de la deman - 
da, para el juicio verbal que en el mismo se expresa, previniéndole que se 
presente en el día y hora señalados, con los documentos en que funde sus 
pretensiones: quedó enterado y firma de qué doy fe. (Firma de la parte 
y media del escribano.) 
Prevención al alguacil.—Seguidamente yo el escribano previne, de 
orden del Sr. Juez, al alguacil José Tafalla que sin dilación se constituya 
en el sitio de la obra de que se trata, para que cuide de que sea cumpli - 
da la suspensión, permaneciendo en ella hasta que se hayan retirado los 
operarios, como se manda en la providencia que precede, de la cual le 
he entregado copia autorizada: quedó en cumplirlo . y firma, de que doy 
fe. (Firma del alguacil y media del escribano.) 
Comparecencia del alguacil en el mismo dia, dando cuenta de haberse 
retirado los operarios, 6 que no han querido hacerlo, para que el juez dis-
ponga lo que estime procedente. 
Acta del juicio verbal. —Como en el interdicto de adquirir. 
Celebrado el juicio verbal, si el Juez cree necesaria la inspección de 
la obra, la decretará inmediatamente de modo que se verifique, si es po-
sible, dentro de tercero día, dictando la siguiente 
Providencia.—Para mejor proveer practíquese la inspección de la 
obra denunciada, á cuyo fin constitúyase el Juzgado en el sitio de ella et 
dia tantos á tal hora, acompañado (esto silo cree necesario) del arquitec - 
to N., a quien se hará saber para su aceptación; citese á las partes para . 
•esta diligencia por si quieren concurrir, lo que podrán verificar con sus 
defensores y peritos. Lo mandó, etc. 
 • 
Notificación y citación á las partes 6 sus procuradores en la forma ya 
dicha. 
Notificación y aceptación del perito también en la forma ordinaria. 
Diligencia de inspección de la obra.—Puede servir de modelo la de 
reconocimiento judicial de la pág. 426 del tomo 3.° En la misma acta 
deberá consignarse el dictamen del perito ó peritos, en su caso, previo 
juramento. 
Sentencia ratificando la suspensión.— Se dictará dentro de tercero 
día, con la fórmula del art. 3'72, y su parte dispositiva dirá asi: 
Fallo: Que debo ratificar y ratifico la suspensión de dicha obra, de-
cretada provisionalmente en providencia de..., y mando que inmediata-
mente se constituya en ella el actuario, y extienda diligencia del estado, 
altura y demás circunstancias en que se halle, apercibiendo al demanda-
do con la demolición á su costa de lo que en adelante se edificare, sin 
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expresa condenación de costas (6 condenando en ellas al demandado, si 
resultase haber procedido con dolo ó mala fe). 
Si .se interpone apelación de la anterior sentencia, se admitirá en un 
efecto, remitiéndose los autos á la Audiencia luego que quede ejecutada 
la suspensión con la diligencia y el requerimiento en ella mandados. 
En la misma forma se redactará la sentencia, no dando lugar al inter-
dicto, y dejando sin efecto la suspensión de la obra decretada provisio-
nalmente. En este caso se admitirá la apelación en ambos efectos. 
  
  
El dueño de la obra suspendida puede entablar la correspondiente de-
manda ordinaria, que se sustanciará por los trámites del juicio declarativo 
correspondiente, para que se declare su derecho á continuarla; y por me-
dio de un otrosí, en él mismo escrito, 6 después, podrá pedir autoriza-
ción para continuarla desde luego, por seguírsele graves perjuicios, obli-
gándose a dar- fianza, á satisfacción del juez, para responder de la demo-
lición y perjuicios, formando sobre esto artículo de previo pronuncia-
miento, el que se sustanciará y fallará por los trámites de los incidentes 
en pieza separada, ó en los autos principales con suspensión de su curso, 
I elección del que lo promueva (art. 4671 á 4674). También podrá el de-
nunciante pedir en juicio ordinario la demolición de lo que estaba ya 
edificado cuando se suspendió la obra, si hubiese ganado el interdicto; 
y si lo perdió, la demolición de toda la obra (art. 4675). 
SECCIÓN 1V 
INTERDICTO DE OBRA RUINOSA 
Escrito solicitando medidas de precaución.—D. José A., en nombre de 
 . 
D. Justo B., etc., digo: Que la casa de D. Juan Pérez, sita en la calle de..., 
contigua á la de mi representado, quebrantada antes por su vejez 
ha venido ya á un estado ruinoso por efecto de las copiosas lluvias de este 
invierno, especialmente en la parte correspondiente al patio de la de mi 
poderdante, donde han caído algunas tejas del alero, que amenaza despren-
derse totalmente con peligro de las personas y seguro detrimento de la 
propiedad de mi parte. En este concepto, y toda vez que han sido inefica-
ces los requerimientos amistosos que ha hecho a su vecino para que repa-
re aquella parte de su edificio, asegurando el alero del tejado de modo 
que cese la alarma y. continue sobresalto en que se halla la familia de mi 
representado, por el peligro que les amenaza cada vez que se ven en l a. 
 necesidad de salir al patio, haciendo uso del derecho que le concede el' 
art. 4677 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
Suplico al Juzgado, que habiendo por presentada esta demanda con el 
poder qu e legitima mi representación, y por intentado el interdicto co-
rrespondiente de obra ruinosa, se sirva acordar el reconocimiento de la 
casa denunciada, en la forma que ordena el art. 4619 de dicha ley, y en. 
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v ista de lo que resulte, decretar inmediatamente las medidas de precau-
ción que juzgue indispensables para procurar interina y prontamente la 
debida seguridad, reservándose mi parte su derecho - para pedir después la 
demolición de la obra, caso , necesario, por ser conforme á justicia, que 
pido. (Lugar, fecha y firma de letrado y procurador.) 
Providencias.- Por presentado con el poder, y por intentado el inter-
d icto para la adopción de medidas urgentes de precaución; practiquese 
inmediatamente el reconocimiento de la obra denunciada, constituyén-
dose al efecto el juzgado en el sitio de ella á las cuatro de la tarde de 
este día, acompañado del arquitecto N... á quien se hará saber para su 
aceptación; y por su resultado se proveerá. Lo mandó, etc. 
Notificación al denunciante, y notificación y aceptación del perito 
nombrado, en la forma ordinaria. 
Diligencia de reconocimiento.—En la ciudad de... á... siendo tal hora 
se constituyó el Sr. D... juez de primera instancia de la misma y su par-
tido, en el patio de la casa de D. Justo B... con asistencia del arquitecto 
D. N. y de ml el escribano, y habiendo, reconocido la casa contigua de 
Juan Pérez, denunciada como ruinosa, se observó que en efecto amenaza-
ba próxima ruina la parte contigua al patio antedicho, como lo declaró 
el mencionado arquitecto, después áe haber prestado el correspondiente 
juramento, manifestando que para evitar el peligro y proporcionar la de-
bida seguridad, había necesidad de... (se expresarán las medidas urgen-
tes que indique.) En su vista, se dio por terminada esta diligencia, que 
firman dichos señor Juez y perito, doy fe. (Media firma del Juez y ente-
ra de los demás.) 
Auto accediendo al interdicto.—En... (lugar y fecha): El Sr. D..., juez 
de primera instancia de la misma y su partido, en vista de la demanda 
presentada por D. Justo B. intentando el interdicto de obra ruinosa para 
la adopción de medidas urgentes de precaución en la casa que tiene • Don 
Juan Pérez en la calle de... núm... 
Resultando del reconocimiento practicado que 
	  
Considerando. 	  
Dijo: Practiquense inmediatamente en la mencionada casa las medidas 
propuestas por el arquitecto N. como urgentes é indispensables para 
 pro-
curar interina y prontamente la debida seguridad, haciéndose saber á 
D. Juan Pérez, dueño de ella, que las ejecute dentro de veinticuatro ho-
ras, bajo apercibimiento de hacerlo de oficio á su costa. Y por este su 
auto, etc. 
Si el 
 demandado no ejecutare lo que se ordena en el auto anterior, el 
cual7lo es apelable, á petición del demandante se llevará á efecto de ofi-
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cio á costa de aquél, supliendo éste los gastos; teniéndose prese nte para 
su caso lo que sobre esto dispone el art. 4679 de la ley. 
Escrito solicitando la demolición. —D. José A., en nombre de D . Justo 
B., etc., digo: Que Juan Pérez, vecino de..., es dueño de una casa de la-
bor situada en la vereda del Pozo de este término, cuya casa está amena-
zando ruina, tanto que se halla abandonada y sin habitar hace más de 
dos meses. Mi representado se ve en la necesidad de pasar por la inme - 
diación de dicha casa para ir á una hacienda que tiene en la misma ve-
reda, no pudiendo dejar de satisfacer esa necesidad sin quedar privado de 
este derecho, pues no existe otro camino, hallándose, por tanto, así él, 
como su familia, dependientes y caballerías, diariamente expuestos á los 
riesgos y peligros consiguientes. Para evitarlos, se ve precisado á so I ici-
tar la demolición de dicha casa, intentando al efecto el oportuno inter-
dicto de obra ruinosa en uso del derecho que le concede el art. 4677 de 
la ley de Enjuiciamiento civil. En cuya atención, 
Suplico al Juzgado, que habiendo por presentado el poder y,por inten-
tado dicho interdicto en el nombre que comparezco, se sirva decretar la 
demolición de la mencionada casa, condenando en todas las costas al 
dueño de ella, por ser así conforme á justicia, que pido. (Lugar, fecha y 
firma de letrado y procurador.) 
Providencia. —Por presentado con el poder, y por intentado el inter-
dicto para la demolición de la obra denunciada: convóquese inmediata -
mente á las partes á juicio verbal para el día tantos á tal hora, y en vist a 
de su resultado se proveerá lo que corresponda. Lo mandó, etc. 
Las demás actuaciones, como en el interdicto de obra nueva. 
Cualquiera que sea la sentencia, es apelable en ambos efectos. Si se 
hubiere ordenado la demolición, y resultare la urgencia de ella, la pro-
videncia admitiendo la apelación se redactará del modo siguiente: 
Providencia.— Se admite en ambos efectos la apelación interpues ta 
por N. de la sentencia pronunciada en estos autos, y remítanse originale s 
A la Audiencia del territorio, previo emplazamiento de las partes; paro 
en atención á que del juicio y diligencia de reconocimiento resulta se r 
urgente la demolición decretada, antes de remitir los autos á la Audien 
-
cia, destrúyase el alero que ha principiado á desplomarse, y apuntálese el 
edificio (ó lo que sea indispensable para evitar el peligro), haciéndose sa-
ber á N. que lo ejecute inmediatamente, bajo apercibimiento de hacerse 
de oficio á su costa, conforme á lo prevenido en el art. 4685 de la ley de 
Enjuiciamiento civil. Lo mandó, etc. 
9 
• 
TITULO XXI 
DE LOS RECURSOS DE CASACION 
Del verbo latino cassare, que significa quebrantar, anular, y 
figuradamente abrrogar ó derogar, se deriva el verbo castellano 
casar, usado en lo forense con estas significaciones, y el nombre 
casación, que, según el Diccionario de la Academia, es «la acción 
de anular y declarar por de ningún valor ó efecto algún instrnmen-
to.» No es esta, sin embargo, la significación concreta que hoy se 
da á dicha palabra: aplícase por la jurisprudencia universal, y aplí-
cala también la presente ley, lo mismo que la de 1855, al acto y re-
medio supremo de dejar sin efecto las sentencias firmes de los tri-
bunales superiores ó de apelación en que haya violación, falsa in-
terpretación ó mala inteligencia de la ley. 
De aquí se deduce que por recurso de casación se entiende el 
remedio supremo y extraordinario que concede la ley contra las 
ejecutorias ó sentencies firmes de los tribunales de apelación, para 
enmendar el abuso, exceso ó agravio por ellas inferido, cuando han 
sido dictadas contra ley ó doctrina legal, ó con infracción de los 
trámites y formas más sustanciales del juicio. En el primer caso, 
esto es, cuando el recurso se funda en que la ejecutoria es contra 
ley ó contra doctrina legal, se ha convenido en llamarle recurso de 
casación en el fondo, porque versa sobre el fondo de la ejecutoria, 
esto es, sobre si ha sido fallada conforme á la ley la cuestión deba-
tida en el pleito; y en la forma, cuando se funda en defectos sus-
tanciales del procedimiento, ó sea en la infracción de las leyes que 
arreglan la forma del juicio. 
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Estos recursos son los mismos que antes se denominaban entre 
nosotros recursos de nulidad: en la ley de Enjuiciamiento civil se 
ha sustituido á esta palabra la de casación, sin duda por conside-
rarla más concreta y técnica, y por ser de uso general en el foro de 
toda Europa. Lo creemos, por tanto, conveniente, y más cuando ya 
se había adoptado esta denominación, para expresar igual recurso, 
en el Real decreto de 20 de Junio de 1852 sobre procedimiento en 
los delitos de contrabando y defraudación á la Hacienda pública, 
y en la Real cédula de 30 de Enero de 1855, relativa á la adminis-
tración de justicia en las provincias de Ultramar. 
El establecimiento en España de este remedio extraordinario 
tiene su origen en la Constitución política de 1812, pues aunque 
las leyes de Partida y recopiladas hablan de la nulidad de las sen-
tencias, es en sentido bien diferente de lo que hoy significa dicho 
remedio: véase, si no, entre otras, la ley 2 â, tít. 18, lib. 11 de la 
Novísima Recopilación, según la cual no podía objetarse ni admi-
tirse la nulidad de una sentencia en los casos en que no procedía 
contra ella el recurso de súplica. Y aunque tiene alguna semejanza 
con los antiguos recursos de segunda suplicación y de injusticia 
notoria, por cuanto estos se admitían, como aquéllos, contra los fa-
llos ejecutorios de las Audiencias para ante el primer Tribunal de 
la Nación, cual era entonces el Consejo de Castilla, el que reparaba 
la injusticia, ilegalidad 6 agravio cometido en la ejecutoria, se di-
ferencian, sin embargo, por su naturaleza y objeto. En estos recur-
sos se entraba de lleno en el examen de los autos, calificando las 
pruebas, apreciando los hechos, y decidiendo del derecho de las 
partes en aquel litigio, como se hace en una última instancia, sin 
otra trascendencia para el orden público: no así en los recursos 
de casación, cuyo objeto es más elevado y trascendental. 
Y en efecto: la casación es un remedio de interés general y de 
orden público. Su objeto, como dice un notable jurisconsulto espa-
ñol, es contener å todos los tribunales y jueces en la estricta obser-
vancia de la ley, é impedir toda falsa aplicación de ésta y su erró-
nea interpretación, á la vez que uniformar la jurisprudencia; así es 
que ha sido introducida, más bien por interés de la sociedad, que 
en beneficio de los litigantes. 
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Ya hemos dicho que trae su origen de la Constitucción de 1812. 
Una de las atribuciones que el art. 261 de la misma confería al 
Tribunal Supremo de Justicia, era la de conocer de los recursos 
de nulidad que se interpusieran contra las sentencias dadas en úl-
tima instancia; pero sólo para el preciso efecto de reponer el pro- 
ceso, devolviéndolo, y hacer efectiva la responsabilidad de los ma-
gistrados que hubieren infringido las leyes del procedimiento. La 
ley de 9 de Octubre del mismo año desenvolvió el precepto cons-
titucional, dando forma á estos recursos, y determinando el modo 
de interponerlos y sustanciarlos. Después el Reglamento provisio-
nal de 1835, en su art. 90, designó también entre las atribuciones 
del Tribunal Supremo de Justicia la de «conocer de los recursos 
de nulidad que, según lo que establecen las leyes, se interpusieren 
de las sentencias ejecutorias dadas por las Audiencias». En 13 de 
Agosto de 1836 se restableció la Constitución de 1812, pero no la 
ley de 9 de Octubre; y en su lugar se publicó después el Real de-
creto de 4 de Noviembre de 1838, cuyas disposiciones sobre esta 
materia rigieron hasta la ley de Enjuiciamiento civil de 1855. 
Esta ley, reformando, 6 más bien derogando dicho decreto, es-
tableció el recurso de casación sobre bases más aceptables y con-
formes á los adelantos de la ciencia jurídica; pero con defectos que 
bien pronto se notaron en la práctica. Por dicha ley se atribuyó 
á la Sala primera del Tribunal Supremo de Justicia el conocimien-
to de los recursos de casación en el fondo, y á la Sala segunda los 
relativos á la forma: se determinaron las ejecutorias susceptibles 
de uno y otro recurso y las causas ó motivos en que habían de fun-
darse, con los demás requisitos necesarios para su admisión: de-
bían interponerse dentro de diez días ante la misma Sala de la Au-
diencia, que había dictado el fallo recurrido, á la cual correspondía 
resolver sobre su admisión, con apelación, en el caso de denegar- 
la, para ante la Sala respectiva del Supremo, ante la cual, en el 
caso de admisión, podría promover la parte, que ganó la ejecutu-
toria, una cuestión previa para que se declarase que no debió ad-
mitirse el recurso: en todo caso, se remitían los autos originales al 
Tribunal Supremo, donde se formaba apuntamiento, y el recurren-
te podía citar como infringidas otras leyes y doctrinas, además de: 
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las citadas al interponer el recurso; ordenándose los procedimien-
tos adecuados para todos estos recursos é incidentes, como puede 
verse en los arts. 1010 al 1102 de dicha ley. 
A los tres años de regir aquella ley ya no pudo la Sala pri-
mera del Supremo despachar tantos recursos y apelaciones como 
ingresaban, y al final del año 1862 ascendieron á 468 recursos y 
17 apelaciones los que quedaron pendientes, número más que sufi-
ciente para el trabajo de la Sala en dos años, y como ese número 
iba en aumento por el aumento progresivo del ingreso de recursos, 
quedando paralizados por más de 18 meses desde la conclusión 
basta el día de la vista, con aburrimiento de los litigantes y des-
prestigio de la administración de justicia, se vió la necesidad in-
eludible de poner remedio á ese mal con la reforma de la ley. 
¿Procedía ese mal de que la casación no se había reducido á su 
justo límite, traspasando sus naturales condiciones intrínsecas; 6 
de que no se habia establecido bajo las reglas y condiciones extrín-
secas, que son necesarias para su expedita aplicación en la prácti-
ca? En la introducción á este mismo título de nuestros comenta-
rios á la ley de 1855, de cuya introducción están tomadas las ob-
servaciones que preceden, tratamos esas graves cuestiones y otras 
que con ellas se relacionan, porque entonces eran de actualidad, y 
en su examen se habían ocupado también jurisconsultos tan emi-
nentes y autorizados como el Sr. Marqués de Gerona, Presidente 
que había sido de la Sala primera al plantearse la casación; el se-
ñor Seijas Lozano, Fiscal entonces del propio Tribunal Supremo; 
el Sr. Ortiz de Zúñiga, Magistrado de dicha Sala, y hasta el mismo 
Tribunal Supremo en pleno. Ahora prescindimos de ellas, porque 
son extrañas al objeto de esta obra, y porque está reconocido que 
el defecto no consiste principalmente en las condiciones intrínse-
cas, que estan ajustadas en general á los principios de la ciencia, 
sino en las condiciones extrínsecas, como lo demuestran todas las 
reformas hechas en esta materia, encaminadas á modificar la com-
petencia y el procedimiento. 
En 13 de Abril de 1860, el Tribunal Supremo en pleno elevó 
una consulta al Gobierno de S. M., exponiendo el mal para que se 
aplicara el remedio conveniente. El Ministro de Gracia .y Justicia 
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adoptó des de luego, en 31 de Mayo siguiente, las medidas que es-
taban en sus atribuciones, aumentando dos plazas de Magistrado 
en la Sala primera, y relevando á la misma del conocimiento de los 
negocios que no le estuvieren asignados por la ley, y de prestar 
auxilio á las otras Salas. 
Con estas medidas se consiguió que la Sala primera despachase 
en cada año doble número de recursos que en los años anteriores; 
pero no eran suficientes para cortar el mal de raiz, porque ingre-
saban más recursos que podían despacharse, y cada año iba en au-
mento el retraso. Esto obligó al Tribunal á elevar nueva consulta 
al Gobierno en 25 de Enero de 1862, exponiendo la necesidad de 
apelar sin dilación á una medida legislativa, y en su consecuencia, 
el Ministro de Gracia y Justicia presentó á las Cortes en 4 de 
Enero de 1863 un proyecto de ley, creando en el Tribunal Supre-
mo una Sala de previo examen para la admisión de los recursos 
de casación, compuesta de un Presidente y ocho Ministros, con al-
gunas modificaciones en el procedimiento, pero sin dar interven-
ción al Ministerio fiscal. 
Este proyecto de ley no llegó á discutirse en las Cortes. Un 
nuevo Ministro encargó su revisión y reforma á la Cómisión de 
Códigos, y después se aprobó y sancionó la ley de 30 de Abril 
de 1864, por la cual se mandó que provisionalmente, y hasta la 
organización del Tribunal Supremo y. reforma de la casación civil, 
la Sala primera del mismo se compusiera de dos secciones, dotada 
cada una de un Presidente y ocho Ministros, y que las dos seccio-
nes conocieran por repartimiento de los recursos de casación en el 
fondo. Esta medida era contraria al principio capital de la casa-
ción, puesto que destruía la base de la unidad de la jurisprudencia, 
y sólo pudo excusarla la necesidad imperiosa de dar salida á la 
multitud de recursos aglomerados en dicha Sala. 
Cuando ya se había conseguido este objeto, el Gobierno de la 
Revolución de Septiembre derogó dicha ley por medio de la or-
gánica del Poder judicial y de la provisional sobre reforma de la 
Casación civil, publicadas en 15 y 18 de Junio de 1870. Por ellas 
se declaró de la exclusiva competencia de la Sala primera el cono-
cimiento de todos los recursos de casación en los negocios civiles, 
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tanto los de fondo como los de forma, inclusos los que se interpu-
sieran contra sentencias de amigables componedores, la admisión 
de los recursos en el fondo, los recursos de queja en unos y otros, 
que sustituyeron á las apelaciones, las competencias en asuntos ei- 
viles, los recursos de fuerza contra el Tribunal de la Rota, y el 
cumplimiento de sentencias extranjeras. Además, para dictar la 
segunda sentencia sobre el objeto del pleito, cuando se declarase 
haber lugar al recurso en el fondo, había que reclamar á la Au-
diencia los autos originales, ampliar el apuntamiento formado para 
el recurso, comunicarlo con los autos á las partes para instrucción 
y nueva vista. 
Aquellos legisladores no tuvieron en cuenta las lecciones de la 
experiencia para comprender la imposibilidad de que una sola 
Sala diera vado á tantos negocios, y el resultado fué volver al la-
mentable retraso sufrido anteriormente. El Gobierno de la Res-
tauración derogó dichas disposiciones por decreto' de 27 de Enero 
de 1875, dando nueva organización al Tribunal Supremo, atribu-
yendo á la Sala primera, compuesta de un Presidente y ocho Ma-
gistrados, el conocimiento de los recursos de casación por infrac-
ción de ley ó de doctrina legal en materia civil, y de los de queja 
contra los autos de las Audiencias en que se deniegue el testimonio 
de la sentencia, pedido para interponerlos; y á la Sala tercera el 
de los demás negocios civiles de que venía conociendo la Sala pri-
mera, con cuya medida pudo ésta marchar con más desembarazo. 
Todavía se notaban deficiencias en las condiciones extrínsecas 
de la casación, que embarazaban la marcha y resolución de los re-
cursos. Además, la ley de 18 de Junio de 1877, reformando el jui-
cio de desahucio, introdujo la novedad de conceder el recurso de 
casación contra las sentencias que en dichos juicios dictasen los 
jueces de primera instancia en apelación de los municipales, sin or-
denar el procedimiento que para ello hubiera de seguirse. Todo 
esto exigía la revisión de la legislación vigente, y comprendiéndolo 
así el Gobierno, se llevó á efecto por medio de la ley de Casación 
civil de 22 de Abril de 1$78. Y en cumplimiento de la base 2.`, 
núm. 4 ° de las aprobadas para la reforma del Enjuiciamiento ci-
vil, dicha ley se ha refundido en el presente título, con ligeras mo- 
DE LOS RECURSOS DE CASACIÓN 	 193 
dificaciones, siendo la principal la de dar intervención al Ministe-
rio fiscal en la admisión de los recursos por infracción de ley. 
Cuando en virtud de tantas reformas se había conseguido que  • 
marchasen con desembarazo las Salas primera y tercera del  Tribu-
nal Supremo, conociendo aquélla solamente de los recursos de ca 
sación por infracción de ley ó de doctrina legal, y ésta de la ad-
misión de dichos recursos, de los que se interponen por quebranta-
miento de forma y contra las sentencias de los amigables compone-
dores, y de los recursos de queja, conforme á los artículos 1687 
y 1688, vino á perturbar esta marcha ordenada el Real decreto 
de 29 de Agosto de 1893, por el que se suprimió la Sala 3.a del 
Tribunal Supremo, pasando á la 1.a el conocimiento de todos los 
negocios relativos á la casación, de que conocía la Sala suprimida, 
y además las competencias en asuntos civiles. El resultado ha sido 
el que era de esperar, por ser imposible que la Sala primera des-
pache todos los asuntos que le han sido adjudicados, como ya ha-
bía demostrado la experiencia. El 15 de Julio de este año de 1895 
pasaban ya de 400 los recursos pendientes de resolución, según se 
dice en el discurso de Apertura de Tribunales. 
Para poner algún remedio á este mal, el Ministro de Gracia y 
Justicia presentó en el Senado, en 21 de Enero de 1895, un pro- 
yecto de ley introduciendo las reformas que consideraba más ur-
gentes en el Código penal, en las leyes orgánicas del Poder judi- 
cial, y en las de Enjuiciamiento criminal y civil. Las de esta últi-
ma se refieren casi exclusivamente á la casación, con el objeto de 
simplificar la sus`anciación de los recursos para aliviar y hacer 
más expedito el trabajo del Tribunal Supremo, con su organiza-
ción actual, como se consigna en la exposición que precede á dicho 
proyecto. Creemos que oon él no es posible conseguir este resulta 
do, y no pasamos á su examen porque no ha llegado á discutirse 
en las Cortes, ni es probable que se discuta: lejos de ello se anun- 
cia el propósito del Gobierno actual de restablecer la Sala 
con las atribuciones que tenía cuando fué suprimida. Así lo ha 
manifestado el Ministro de Gracia y Justicia Sr. Romero 9  Ro-
bledo en su discurso de Apertura de Tribunales, antes citado. 
Hemos creído conveniente hacer esta ligera reseña de las vici- 
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situdes por que ha pasado la casación en España, por si puede 
contribuir que no se emprendan nuevas reformas, sin la conve-
niente meditación de lo que enseña la experiencia, que puedan dar 
el resultado contrario á los fines de sus autores. Y pasemos ya al 
examen de los artículos, que la presente ley ha dedicado á la casa-
ción y á su procedimiento. La claridad con que éste se halla orde-
nado en la ley, y la notoria ilustración de cuantos en él intervie-
nen, sin el peligro de prácticas contradictorias, nos permite em-
plear el sistema de notas, seguido en los títulos XIII y XVI de 
este libro: concurren, además, para ello las mismas razones que 
expusimos en dichos títulos. 
SECCIÓN PRIMERA 
DEL TRIBUNAL COMPETENTE PARA CONOCER DE LOS RECURSOS DE 
CASACIÓN 
ART. (1) 1686 (1684). El conocimiento de los re-
cursos de casacion corresponde exclusivamente al Tri-
bunal supremo. 
ART. 1687 (1685). La Sala primera conocerá de los 
recursos de casacion por infraction de ley 6 de doctrina 
legal. 
ART. 1688 (1686). La Sala tercera conocerá (2): 
(1) El número que sigue á la palabra ART., en este y en los sub 
siguientes, es el que le corresponde en la ley de Enjuiciamiento 
civil de la Península, y el que se pone á continuación entre paréntesis 
es el que tiene el mismo artículo en la ley para Cuba y Puerto Rico. 
(2) Para realizar las economías acordadas en la ley de Presupues-
tos de 5 de Agosto de 1893, por Real decretó de 29 del mismo mes y 
año se dió nueva organización al Tribunal Supremo, reduciendo á 
dos las tres Salas de justicia de que antes se componía, con la nume 
ración y determinación de, primera Sala de lo civil y segunda Sala de 
lo criminal, quedando en su virtud suprimida la Sala tercera; y todos 
los negocios civiles de que ésta conocía, se declararon de la compe- 
tencia de la Sala primera, con exclusión de los recursos de fuerza 
Contra el Tribunal de la Rota de la Nunciatura, y de los recursos de 
revisión, que también correspondían á la suprimida Sala tercera, se- 
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1. 0 De la admision de los recursos de casacion por 
infra .ccion de ley ó de doctrina legal. 
2. 0 De los recursos que se interpongan por que-
brantamiento de forma. 
3. 0 De los recursos de casacion contra las senten-
cias de los amigables componedores. 
4. 0 De los recursos de queja que se mencionan en 
este titulo. 
5.e De las apelaciones de los autos que dicten las 
Audiencias de Ultramar denegando la admision de 
cualquier recurso de casacion (1). 
SECCIÓN SEGUNDA 
DE LOS CASOS EN QUE PROCEDE EL RECURSO DE CASACION 
ART. 1689 (1687i. Habrá lugar al recurso de casa-
cion en los casos establecidos por esta ley: 
gún los artículos 126 y 1801; y el conocimiento de estos dos recursos 
y de todos los asuntos en materia criminal, se adjudicó á la Sala se-
gunda. Por consiguiente, en virtud de esta reforma, y mientras no 
venga otra, que ya se anuncia por ser aquélla insostenible, corres-
ponde á la Sala primera de lo civil del Tribunal Supremo conocer de 
todos los asuntos determinados en el presente art. 1688. 
(1) No puede tener hoy aplicación lo que se dispone en este nú-
mero 5.0, por haberse suprimido las apelaciones á que se refiere, es-
tableciéndose en su lugar el recurso de queja, al asimilar, tanto en 
Cuba y Puerto Rico como en Filipinas, por sus respectivas leyes de 
Enjuiciamiento civil, el procedimiento de los recursos de casación al 
establecido para la Peninsula. Sin duda por no haber tenido presen-
tes estas reformas, hechas en 25 de Septiembre de 1885 y 3 de Fe-
brero de 1888, en cuyas fechas fueron publicadas dichas leyes, en el 
Real decreto de 29 de Agosto de 1893, citado en la nota anterior, ex-
pedido por el Ministro de Gracia y Justicia, al determinar en su ar-
ticulo 6.0 los negocios de que había de conocer la Sala primera de lo 
civil, se ineluyen «las apelaciones de los autos que dicten las Audien-
cias de Ultramar, denegando la admisión de cualquier recurso de ca-
sación», sin tener en cuenta que estaban ya entonces suprimidas por 
la ley estas apelaciones, estableciéndose en su lugar los recursos de 
queja, á que se refiere el número anterior, como se ha dicho. 
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1. 0  Contra las sentencias definitivas pronunciadas 
por las Audiencias. 
2.0 Contra las sentencias definitivas que dicten los 
Jueces de primera instancia en los juicios de desahucio, 
de que conozcan por apelacion (1). 
3. 0 Contra las sentencias de los amigables compo-
nedores (2). 
ART. 1690 01688). Tendrán el concepto de definiti-
vas, para los efectos del articulo anterior, además de 
las sentencias que terminan el juicio: 
1.0 Las que, recayendo sobre un incidente G articu-
lo, pongan término al pleito, haciendo imposible su 
continuacion (3); y las que resuelvan los incidentes so- 
(I) Por la ley de 1855 sólo se concedió el recurso de casación con-
tra las sentencias definitivas de las Audiencias. Por la de 18 de Junio 
de 1877, reformando el juicio de desahucio, se concedió dicho recur so 
contra las sentencias que en estos juicios dioten los jueces de primera 
instancia en apelación de los municipales. Por esto, y en cumplimiento 
de la ley de bases, se ha adicionado este núm. 2.0, que está en rela-
ción con el art. 1587. 
(2) La ley de 1855 declaró ejecutorias las sentencias de los ami-
gables componedores, sin conceder contra ellas recurso de ninguna 
clase. Esto fué reformado por la ley provisional sobre casación civil, 
de 18 de Junio de 1870, por la cual se concedió el recurso de casación 
contra dichas sentencias siempre que aquéllos hubieren fallado pun- 
tos no sometidos á su decision, 6 fuera del plazo señalado en el com-
promiso, habiéndose conservado esta reforma en las leyes posteriores. 
Véase el art. 836 y su comentario. 
(3) Nótese bien que para que tenga el concepto de definitiva la 
sentencia recaída en un incidente 6 artículo., á los efectos de la casa-
ción, ha de poner término, no al incidente, sino al pleito principal en 
que aquél se hubiere promovido, haciendo imposible la continuación 
de éste. Por los efectos que en cada caso produzca la sentencia del 
incidente, se apreciará si concurre 6 no dicha circunstancia. Así, por 
ejemplo, si se declara no haber lugar á la admisión de una demanda 
por carecer el demandante de personalidad ó derecho para promover 
el juicio, contra este fallo de segunda instancia procederá el recurso 
de casación, porque le cierra la puerta al pleito; pero si ese fallo se 
funda en que la demanda carece de los requisitos legales para su 
 ad-
misión, de suerte que, subsanadas las faltas, pueda promoverse de 
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bre la aprobacion de cuentas de los administradores de 
abintestatos, testamentarías y de los síndicos de los con-
cursos, en el caso del art. 1245 (1243 en la ley. para 
Cuba y Puerto Rico (1). 
2. 0 Las que declaren haber ó no lugar á oir á un 
litigante que haya sido condenado en rebeldía. 
3.° Las que pongan término al juicio de alimentos 
provisionales (2). 
4.° Las pronunciadas en actos de jurisdiccion vo-
luntaria, en los casos establecidos por la_ ley (3). 
nuevo el juicio, entonces no tiene cabida dicho recurso. Lo mismo en 
las sentencias de los incidentes de pobreza, según lo hemes expuesto 
ya en el comentario al art. 30 (pág. 112 del tomo 1. 0), y en otros ca-
sos, como puede verse consultando la multitud de sentencias que so-
bre este punto ha dictado el Tribunal Supremo, el cual ha declarado 
también que es admisible el recurso de casación contra las ejecuto-
rias sobre cuestiones que, aunque incidentes de otras, una vez falla-
das ; no pueden volverse á agitar. Si el incidente hubiere versado so. 
bre alguna de las faltas determinadas en el art. 1693, contra la sen-
tencia firme que se dicte en el pleito principal procederá el recurso 
de casación por quebrantamiento de forma. Y téngase también pre-
sente, que cuando el incidente se promueva en la segunda instancia, 
si no se utiliza oportunamente el recurso ordinario de súplica, no 
cabe el extraordinario de casación, según la jurisprudencia constante 
del mismo Tribunal Supremo. 
(1) El caso del art. 1245 se refiere solamente al fallo que recaiga 
en el incidente sobre aprobación 	 cuentas de los síndicos de los 
concursos. Respecto de las que deben rendir los administradores de 
abintestatos y testamentarías, ya estaba concedido el recurso de casa-
ción por los artículos 1015 y 1097. 
(2) Como después del juicio de alimentos provisionales puede 
promoverse el plenario de alimentos definitivos, según el art. 1617, 
la sentencia de aquel juicio estarla comprendida en la regla general 
del art. 1694, y no se daría contra ella el recurso de casación por in-
fracción de ley, á no haberse establecido esta excepción, dándole el 
concepto de definitiva para los efectos de dicho recurso. Así podrán 
enmendarse más pronto que con las dilaciones del juicio ordinario, 
las irreparables consecuencias del error que pueda haberse cometido 
en aquella sentencia, tanto sobre el derecho del demandante á pedir 
alimentos, como sobre la obligación del condenado á prestarlos. 
(3) Véase el art. 1822 de la presente ley. 
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ART. 1691 1689). El recurso de casacion habrá de 
fundarse en alguná de las causas siguientes: 
1.a Infraccion de ley 6 de doctrina legal en la parte 
dispositiva de la sentencia (1). 
2.a Iíaberse quebrantado alguna de las formas 
esenciales del juicio. 
3.a Haber dictado los amigables componedores la 
sentencia fuera del plazo señalado en el compromiso, 
6 resuelto puntos no sometidos á su decision. 
ART. 1692 16901 Habrá lugar al recurso de casa-
cion por infraccion de ley 6 de doctrina legal (2): 
  
   
   
   
 
(1) Doctrina admitida por la jurisprudencia de los tribunales, dijo 
la ley de 1855 en su art. 1012, dando sin duda esta explicación para 
que no se entendiera que el recurso de casación podía fundarse en la 
opinión de autores, ó en la interpretación que éstos dieran á la ley, 
sino solamente en la doctrina admitida como legal por la jurispruden-
cia de los tribunales. La ley sobre reforma de la casación civil, de 18 
de Junio de 1870, sustituyó aquellas palabras con las de doctrina legal, 
fundándose, según la exposición que le precede, en que la significa- 
ción de estas dos palabras estaba ya fijada entre nosotros, y no había 
necesidad de aquella calificación para evitar que pudieran fundarse 
los recursos en la opinión de jurisconsultos más 6 menos notables. 
La ley de 22 de Abril de 1878 aceptó esta reforma, como lo ha hecho 
también la presente; de suerte que el recurso de casación en el fondo 
ha de fundarse en la infracción de ley ó de doctrina legal, enten-
diendo por tal la que se derive de la letra 6 del espíritu de la ley, 
pues de otro modo no sería lega Y ahora se añade que esa infracción 
de la. ley 6 de la doctrina legal ha de haberse cometido en la parte 
dispositiva de la sentencia, sancionando así la jurisprudencia cona 
tante del Tribunal Supremo, que ha declarado en multitud de senten 
cias, entre ellas las de 16 de Marzo de 1893, 27 de Enero, 19 de Fe
-
brero y 13 de Abril de 1894, que el recurso de casación no se da con-
tra los considerandos de la sentencia, sino contra el fallo 6 parte dis-
positiva de la misma. 
(2) Este artículo no tiene concordante en ninguna de las leyes 
anteriores relativas á la casación. En todas ellas se determinaron ta 
xativamente, como era de necesidad, y como se hace también en el 
artículo que sigue, las formas esenciales del juicio, cuyo quebranta-
miento da lugar al recurso de casación; pero, en cuanto al recurso en 
el fondo, se limitaron á decir que se daba por infracción de ley 6 de 
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1.0 Cuando el fallo contenga violacion, interpreta-
cion errónea, 6 aplicacion indebida de las leyes ó doc-
trinas legales, aplicables al caso del pleito. 
2.° Cuando la sentencia no sea congruente con las 
pretensiones oportunamente deducidas por los liti-
gantes. 
3. 0 Cuando el fallo otorgue más de lo pedido, 6 no 
contenga declaracion sobre alguna de las pretensiones 
oportunamente deducidas en el pleito. 
4. 0 Cuando el fallo contenga disposiciones contra-
dictorias. 
5. ° Cuando el fallo sea contrario á la cosa juzgada, 
siempre que se haya alegado esta excepcion en el 
juicio. 
6. 0 Cuando por razon de la materia haya habido 
abuso, exceso ó defecto en el ejercicio de la jurisdic- 
cion, conociendo en asunto que no sea de la competen-
cia judicial, 6 dejando de conocer cuando hubiere el 
deber de hacerlo (1). 
doctrina legal. Ahora, para evitar las dudas que antes ocurrían, se 
han determinado los diferentes casos en que se comete dicha infrac-
ción, de acuerdo con el recto sentido y con la jurisprudencia estable-
cida por el Tribunal Supremo. 
(1) Nótese que se refiere A la incompetencia por razón de la ma-
teria. Si la cuestión ventilada y decidida en el pleito no es de la com-
petencia de la jurisdicción ordinaria, sino que por la ley corresponde 
su conocimiento A la Administración activa ó contenciosa, 6 A la ju-
risdicción eclesiástica 6 A la militar, contra esa sentencia procederá 
el recurso por infracción de ley, porque realmente ésta ha sido vio-
lada en el fondo, siempre que esa excepción de incompetencia haya 
sido alegada en el pleito. Pero cuando el conocimiento del negocio 
corresponde A la jurisdicción ordinaria, si ha conocido de él y lo ha 
fallado un juez ó tribunal incompetente, aunque lo sea por razón de 
la cuantía litigiosa, el recurso procedente en tal caso, y en el supuesto 
de haberse reclamado oportunamente la subsanación de la falta, será 
el de quebrantamiento de forma, según el núm. 6. 0 del art. 1693. Es 
preciso, pues, no confundir estos dos casos para que pueda prosperar 
el recurso de casación: deberá interponerse el de infracción de ley, 
conforme al núm. 6.0 del art. 1692, cuando por razón de la materia 
haya habido abuso, exceso 6 defecto en el ejercicio de la jurisdicción 
   
200 	 LIB. 11-TíT. XXI-ART. 1692 
7.° Cuando en la apreciacion de las pruebas haya 
habido error de derecho, 6 error de hecho, si este úl-
timo resulta de documentos o actos auténticos - que de-
muestren la equivocacion evidente del juzgador (1). 
     
 
ordinaria, conociendo ésta en asunto que no sea de la competencia 
judicial, 6 dejando de conocer cuando hubiere el deber de hacerlo; 
y procederá el de quebrantamiento de forma, conforme al núm 6. 0 
 del art. 1693, cuando la cuestión de competencia, que dé motivo al 
recurso, sea de las que deben resolverse conforme á lo dispuesto en 
el cap. 2. 0 del libro 1.° de la presente ley, por corresponder la juris-
dicción ordinaria, en la vía contenciosa 6 en la voluntaria, el conoci 
miento del negocio. Así lo tiene declarado el Tribunal Supremo en 
sentencias de 12 y 14 de Marzo de 1894, y en otras. 
(1) El tribunal sentenciador es soberano para la apreciación de 
las pruebas, como se deduce de la ley y tiene declarado el Tribunal 
Supremo en multitud de sentencias. Pero al hacer esa apreciación 
puede incurrir en error de hecho 6 de derecho, y justo es en tal caso 
que se conceda por ese motivo el recurso de casación para que el Tri-
bunal Supremo pueda enmendar el agravio. Si el recurso se funda en 
error de derecho, es preciso citar la ley 6 doctrina legal, referente al 
valor de las pruebas, que haya sido infringida. Y para fuudarlo en 
error de hecho, es requisito indispensable que tal error resulte com-
probado con documentos 6 actos auténticos, presentados oportuna-
mente en el pleito, y citados en el recurso, que demuestren la equi-
vocación evidente del juzgador, pues si no obran en los autos ó no los 
precisa el recurrente, no pueden tomarse en consideración. En ambos 
casos, no es lícito descomponer los diversos elementos de prueba que 
han venido al juicio, para impugnarlos aisladamente, y ha de estarse 
A la apreciación que de todos ellos en conjunto haya hecho la Sala 
sentenciadora, si no se demuestra en la forma ya dicha que en esta 
apreciación en conjunto, y no en alguno de los medios de prueba, ha 
habido error de derecho 6 de hecho. Y en cuanto á los documentos 
6 actos auténticos, con los que ha de demostrarse la equivocación 
evidente y manifiesta del juzgador, no tienen tal carácter el apunta-
miento del pleito, ni lo alegado por las partes en el juicio, ni su con-
fesión absolviendo posiciones cuando ha sido apreciada con los de-
más medios de prueba, ni las declaraciones de loe testigos, ni el dic-
tamen de peritos, ni las cartas 6 documentos privados no reconocidos 
en forma por la parte á quien perjudiquen, ni nada de lo que forme 
parte de las actuaciones del pleito. Tampoco prosperará el recurso 
cuando el error de hecho no afecte á la parte dispositiva de la sen- 
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ART. 1693 (1691). Habrá lugar al recurso de casa-
cion por quebrantamiento de las formas esenciales del juicio para los efectos del núm. 2. 0 del art. 1691 (1689 
de la ley para Cuba y Puerto Rico: 
1. 0 Por falta de emplazamiento, en primera 6 se-
gunda instancia, de las personas que hubieran debido 
ser citadas para el juicio (1). 
tencia ó no sea su principal fundamento, y menos cuando re refiera á 
cuestiones que no han sido discutidas en el pleito. Y cuando la prueba 
del pleito sea solamente de testigos, no t uede suponerse error en su 
apreciación, por corresponder ésta exclusivamente al tribunal senten-
ciador, según el art. 659. 
Todas estas doctrinas tienen su apoyo en declaraciones hechas 
por el Tribunal Supremo en recursos de casación: son tantas y tan 
repetidas las sentencias que las contienen, que creemos excusado ci-
tarlas, y sólo lo haremos de la de 11 de Enero de 1894, por ser im-
portante la doctrina que establece. Dícese en esta sentencia, que el 
error cometido en la apreciación de la prueba por no dar á la confe-
sión judicial el valor ó fuerza probatoria que la ley le concede, cons-
tituye un error de derecho, pero no de hecho, y alegándose en este 
último concepto para la casación en el fondo, no es admisible el re-
curso, según el núm. 7.0 del art. 1692 de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil. Esta doctrina está en armonía con la sentada anteriormente por 
el mismo Tribunal en sentencias de 17 y 26 de Marzo y 18 de Octu-
bre de 1890 y en otras, de que la confesión judicial no puede esti -
marse como documento auténtico que demuestre la equivocación evi-
dente del juzgador en la apreciación de la prueba. No se puede, pues, 
darle este carácter para fundar el recurso en el error de .hecho; pero 
sirve para fundarlo en error de derecho, citando la ley que haya sido 
infringida al no dar á la confesión el valor y fuerza probatoria que la 
misma ley le atribuye. 
(1) Deben ser citadas para el juicio las personas que :tengan de-
recho á ser en él parte legítima: quiénes sean estas personas se ha 
dicho ya en el comentario al art. 73 (pág. 211 y sig. del tomo 1. 0); y 
tiene derecho á ser parte en la segunda instancia todo el que lo haya 
sido en la primera. Si cualquiera de esas personas, contra quien se 
dirija la demanda, no hubiere sido emplazada para que comparezca 
en el juicio, ó ante la Audiencia en la segunda instancia si hubiere 
sido parte en la primera, 6 fuere nulo el emplazamiento por no ha-
berlo practicado con las formalidades que prescriben los artículos 271 
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2.° Por falta de personalidad en alguna de las par- 
tes, 6 en el procurador que la haya representado (1). 
3. 0 Por falta de recibimiento á prueba en alguna 
y 274, semejante falta dará lugar al recurso de casación por quebran-
tamiento de forma, siempre que se hubiere reclamado su subsanación 
conforme á lo prevenido en el art. 1696. Pero no podrá utilizar este 
recurso el que, hallándose en dicho caso, comparezca en los autos y 
no reclame la subsanación de la falta, pues manifiesta su conformi-
dad á continuar el juicio en el estado en que se halle, y queda subsa-
nada la falta como si aquella diligencia se hubiere hecho con arreglo 
á las disposiciones de la ley, según lo ordena el art. 279, y lo tiene 
declarado el Tribunal Supremo en repetidas sentencias. En los juicios 
en que la ley no ordena el emplazamiento del demandado, no puede 
alegarse esta falta como motivo de casación; pero producirá el mismo 
efecto, por ser equivalente al emplazamiento, la falta de citación para 
comparecer en el juicio en los casos en que la ley la ordena, como la 
citación de remate en el juicio ejecutivo y la citación para el juicio 
verbal en los de desahucio, alimentos provisionales é interdictos. La 
falta de emplazamiento no puede ser alegada por el que no ha sido 
demandado ni es parte en el juicio aunque tenga interés en el pleito, 
pues, como en tal caso no puede perjudicarle la sentencia, tampoco 
puede intentar contra ella el recurso de casación, que sólo se concede 
á los que hubieren litigado. 
(1) Importa mucho no confundir la falta de personalidad con la 
falta de acción: aquélla únicamente es la que da lugar al recurso de 
casación por quebrantamiento de forma, y ésta al de infracción de ley. 
Son muchos los recursos que no prosperan, por no haberse entabla-
do el que correspondía a la naturaleza de la infracción. Véase lo que 
sobre este punto hemos dicho en las págs. 519 del tomo 2.0 y 62 y si-
guientes del tomo 3. 0, al comentar las excepciones dilatorias 2.a, 3.a y 
4.a del art. 633. De conformidad con la doctrina allí expuesta, el Tri-
bunal Supremo ha definido con toda claridad una y otra falta, para los 
efectos del recurso de casación, en sentencias de 22 de Octubre y 5 
de Noviembre de 1889, 13 y 28 de Octubre de 1890, 5 y 26 de Mayo de 
1891, 21 y 28 de Octubre de 1892, 4 de Octubre y 22 de Diciembre de 
1893, 13 de Febrero, 16 y 20 de Junio de 1894, y otras muchas. Tam-
bién tiene declarado en sentencia de 12 de Diciembre de 1893, que 
cuando un litigante ha reconocido en juicio la personalidad de su con-
trario, no se comete infracción alguna, aunque no se haya llevado á. 
los autos prueba especial sobre dicha personalidad. 
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de las instancias, cuando procediere con arreglo á de-
recho. 
4.° Por falta de citacion para alguna diligencia de 
prueba, 6 para sentencia definitiva en cualquiera de las 
instancias (1). 
5.° Por denegacion de cualquiera diligencia de 
prueba, admisible segun las leyes, y cuya falta haya 
podido producir indefension. 
6. 0 Por incompetencia de jurisdiccion, cuando este 
punto no haya sido resuelto por el Tribunal Supremo, 
y no se halle comprendido en el núm. 6.° del articulo 
anterior (2). 
7.° Por haber concurrido á dictar sentencia uno 6 
más Jueces, cuya recusacion, fundada en causa legal é 
intentada en tiempo y forma, hubiese sido estimada, 6 
se hubiere denegado, siendo procedente. 
8. 0 Por haber sido dictada la sentencia por menor 
número de Jueces que el señalado por la ley. 
ART. 1694 (1692).. No se dará recurso de casacion 
por infraccion de ley 6 de doctrina legal: 
1.0 En los juicios de menor cuantfa. 
2.° En los de desahucio, cuando la renta anual de 
(1) Será motivo de casación- por quebrantamiento de forma la 
falta de citación para alguna diligencia de prueba 6 para sentencia, en 
todos los casos en que la ley exige expresamente tal diligencia, como 
sucede en los juicios declarativos, en el ejecutivo, y en loa demás que 
están sujetos al procedimiento ordinario, aunque se sustancien por 
los trámites de los incidentes, y en las apelaciones de que conocen las 
Audiencias. En los juicios de desahucio, en los de alimentos provisio-
nales é interdictos, en los que no ordena la ley otra citación más que 
para el juicio verbal, hecha esta en forma, la omisión de ella para la 
prueba que ha de practicarse en dicho juicio y para sentencia, no es 
motivo de casación en la forma. Así lo tiene declarado el Tribunal Su-
premo en sentencias de 15 de Octubre de 1891, 6 de Marzo y 27 ele 
Junio de 1894, y otras. 
(2) Véase la nota al núm. 6. 0 del artículo anterior 1692, y téngase 
también presente el art. 106, con el que está de acuerdo lo que en este 
número se ordena. 
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la finca no exceda de 1.500 pesetas (de 5.000 pesetas 
en Cuba y Puerto Rico). 
3.0 En los juicios ejecutivos, en los posesorios, ni 
en los demas en que, despues de terminados, pueda 
promoverse otro juicio sobre el mismo objeto, excepto 
los casos comprendidos en los núms. 3. ° y 4. 0 del ar-
tículo 1690 (1688 en la ley para Cuba y Puerto Rico). 
En todos estos juicios serán procedentes los recursos 
que se funden en el quebrantamiento de alguna de las 
formas del juicio expresadas en el artículo anterior. 
ART. 1695 (1693). No habrá lugar á recurso de ca-
sacion contra los autos que dicten las Audiencias en 
los•procedimientos para la ejecucion de sentencias, á 
no ser que se resuelvan puntos sustanciales no contro-
vertidos en el pleito, ni decididos en la sentencia, ó se 
provea en contradiccion con lo ejecutoriado (1 .). 
ART. 1696 (1694). Para que puedan ser admitidos 
los recursos de casacion fundados en quebrantamiento 
de forma, será indispensable que se haya pedido la 
subsanacion de la falta en la instancia en que se come-
tió; y si hubiere ocurrido en la primera, que se haya 
reproducido la peticion en la segunda, conforme á lo 
prevenido en el art. 859 (858 en la ley para Cuba y 
Puerto Rico) (2). 
 
      
      
      
      
  
     
 
(1) Es una marcada excepción de este artículo lo que establece el 
944, en cuanto por él se ordena que no se dará recurso alguno contra 
el fallo de la Audiencia referente á la liquidación de frutos, rentas, 
utilidades ó productos, á cuyo pago se haya condenado en sentencia 
de cuya ejecución se trate. Así lo tiene declarado el Tribunal Supremo 
en sentencia de 12 de Marzo de 1891. En otras de 12 de Junio de 1891 
y 4 de Febrero de 1893, se declara extensiva dicha excepción al auto 
que se limita á la liquidación y fijación de los perjuicios á que fué 
condenado el recurrente por sentencia firme, y al que aprueba la li-
quidación de cantidad en ejecución de sentencia. Y en otra de 11 de 
Mayo de 1892, invocando además el art. 946, se declaró también im-
procedente é inadmisible el recurso de casación, como en los casos an-
teriores, contra el auto de la Audiencia, dictado en ejecución de sen-
tencia, aprobando cuentas de administración y fijando el correspon-
diente saldo. 
(2) Véase dicho art. 869 y lo que hemos dicho al comentarlo en 
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ART. 1697 (1695). Será admisible el recurso, aun-
que no haya .precedido la reclamation de que habla el 
articulo anterior, siempre que la infraccion se haya co-
metido en la segunda instancia cuando fuera ya impo-
sible reclamar contra ella. 
ART. 1 . 698 (1696). El que intentare interponer re-
curso de casacion, si no estuviere declarado pobre (1), 
depositará 1.000 pesetas (2.500 en Cuba y  Puerto Rico) 
 
en el establecimiento destinado al efecto (2), cuando 
la pág. 115 del tomo 4.0, y téngase présente que cuando se reclame en 
la segunda instancia la subsanación de la falta, promoviendo el inci-
dente que permite dicho artículo, contra la sentencia que para resol-
verlo dicte la Audiencia cabe el recurso de súplica para ante la misma 
Sala, según el art. 769, y si no se utiliza este recurso ordinario, no 
puede admitirse el extraordinario de casación, como tiene declarado 
con repetición el Tribunal Supremo. 
(1) Para que el litigante que se hubiere defendido por pobre ebfé 
exento del depósito para el recurso de casación, no le basta haber sc- 
licitado en forma la•declaración de pobreza: es necesario que esté de-
clarado pobre, como dice este artículo y se repite en los 1706 y 1709, 
y en otros; y esta declaración sólo puede hacerse en la sentencia firme 
que recaiga en el incidente de pobreza. Por esto el Tribunal Supremo 
tiene declarado en sus fallos de 27 de Abril, 8 de Julio y 22 de Octn• 
bre de 1889, 10 de Abril de 1890 y otros muchos, que el sólo hecho de 
haber promovido el incidente, 6 de venir el recurrente litigando en 
concepto de pobre, no es suficiente para eximirse de la constitución 
del depósito, pues es preciso haber obtenido tal declaración por sen-
tencia firme, correspondiendo al recurrente acreditar esta circunstan-
cia cuando no resulta de la certificación de la sentencia. En todos los 
casos en que el recurrente, que por venir defendiéndose en concepto 
de pobre, aunque sin haber obtenido esta declaración por sentencia 
firme, no ha constituido el depósito debiendo hacerlo conforme á este 
artículo, la Sala de admisión declara no haber lugar á la admisión del 
recurso, por faltarle dicho requisito. 
(2) Es indispensable constituir el depósito en el establecimiento 
destinado al efecto, como aquí se ordena, que será la Caja general de 
Depósitos 6 el Banco de Espafia. Si se constituye en otra forma, no se 
admite el recurso, sin que pueda suplirse acompañando al escrito, en 
billetes ó metálico, las mil pesetas ó la cantidad que corresponda, 
como tiene declarado el Tribunal Supremo en 17 de Abril de 1885 y 
22 de Febrero de 1893. 
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fueren conformes de toda conformidad las sentencias 
de primera y segunda instancia (1), en los recursos 
por infraccion de ley 6 de doctrina legal, y en los que 
se interpongan contra las sentencias de los amigables 
componedores, y contra las pronunciadas en los actos 
de jurisdiccion voluntaria. 
Se entenderá que son conformes de toda conformi-
dad las sentencias, áun cuando varíen en lo relativo á 
la condena de costas. 
El depósito será de 500 pesetas (de 1.250 en Cuba y 
Puerto Rico), cuando el recurso se interponga por que-
brantamiento de forma (2). • 
(1) Para apreciar si son 6 no conformes de toda conformidad las 
sentencias de primera y de segunda instancia, á los efectos del depúsi 
to, debe atenderse al fallo 6 parte dispositiva de las mismas, en que se 
resuelvan las cuestiones debatidas en el pleito, y no á sus resultandos 
y considerandos, según la jurisprudencia constante del Tribunal  Su-
premo. La variación en la condena de costas no altera la conformidad 
de las sentencias para dicho efecto, como se declara en este articulo. 
Tampoco la altera la declaración que pueda hacerse sobre reserva de" 
derechos, formación de causa criminal , 6 en cualquier otro punto ajeno 
al pleito, y que no afecte á la congruencia entre las pretensiones en 
él deducidas y la sentencia. «Según es de recto sentido y de práctica 
constante, y se deduce del párrafo 2.0 del mismo art. 1698—ha dicho 
el Tribunal Supremo en su fallo de 8 de Julio de 1884,—existe la con-
formidad exigida por la ley para dicho efecto cuando ambas senten-
cias resuelven en el mismo sentido, sin aditamento que agrave ó mo• 
Mere el fallo, todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del de 
bate, de suerte que resulten iguales en el fondo, aunque difieran en 
las palabras 6 en la forma de su redacción.» Y también tiene declara-
do el mismo Tribunal en 17 de Abril de 1885, ser de jurisprudencia 
constante, que cuando se interpone el recurso contra resoluciones re• 
caídas en incidentes promovidos en segunda instancia, debe hacerse 
el depósito si son conformes de toda conformidad las dos sentencias 
6 autos de la Audiencia, dictada la segunda en virtud del recurso or-
dinario de súplica, que es necesario interponer en tal caso para que 
pueda darse el extraordinario de casación. 
(2) En el recurso por quebrantamiento de forma, es indispensa-
ble el depósito en todo caso, lo mismo cuando sean .conformes, que 
(mando no lo sean, las sentencias de primera y de segunda instancia, 
• 
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ART. 1699 (1697). En los casos en que la cuantía 
litigiosa sea inferior á 3.000 pesetas (á 5.000 en Cuba 
y Puerto Rico), el depósito se limitará á la sexta parte 
de aquélla, si el recurso que se intenta interponer se 
fundase en infraccion de ley ó doctrina legal, ó fuese 
contra el fallo de amigables componedores, 6 contra el 
pronunciado en actos de jurisdiccion voluntaria; y á la 
dozava parte, si se fundare en quebrantamiento de 
forma (1). 
SECCION TERCERA 
DE LA PREPARACION DEL RECURSO DE CASACIÓN POR INFRACCION 
DE LEY Ó DE DOCTRINA. 
ART. 1700 (1698). El que se proponga interponer 
recurso de casacion por infraccion de ley 6 de doctri-
na legal, presentará ante la Sala que hubiere dictado 
la sentencia, dentro del término improrogable de diez 
días, contados desde el siguiente al de su notificacion, 
un escrito manifestando su intencion de interponer el 
recurso, y solicitando que se le expida para ello certi-
ficacion literal de la sentencia, y de la de primera ins-
tancia si en la segunda hubieren sido aceptados y no 
reproducidos textualmente todos 6 algunos de sus re-
sultandos y considerandos. 
Pasados los diez dias sin solicitarlo, la sentencia- 
 quedará firme. 
ART. 1701 (16.99). La Audiencia mandará dar la 
segun tiene declarado el Tribunal Supremo en su fallo de 12 de May o 
de 1886, y en otros. 
(I) La cuantía litigiosa, á que se refiere este artículo, es la que 
haya sido ebjeto del pleito en la primera instancia, puesto que no se 
dice en él, que esa cuantía se entienda con relación al valor de lo que 
sea objeto del recurso, segun declaración del Tribunal Supremo de 28 
de Abril de 1885. Y en otra de 24 de Octubre de 1892, que no tiene 
aplicación este artículo, y el depósito debo ser de 1.000 pesetas 6 de 
500, según el caso, cuando no se litiga cuantía conocida ni previamen-
te determinada, como sucede en el juicio de desahucio por precario. 
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certificacion que se hubiere solicitado dentro del tér-
mino señalado en el articulo anterior, y que se empla-
ce á las otras partes (1) para su comparecencia ante la 
Sala de admision del Tribunal Supremo, dentro del 
término de cuarenta dfas en los pleitos procedentes de 
la Península é Islas Baleares, y de cincuenta en los 
que lo sean de las Canarias. (de sesenta días en los que 
procedan de Cuba y Puerto Rico. Estos términos em-
pezarán á correr desde el dia siguiente al de la entre-
ga de la certificacion, cuya fecha se hará constar por 
diligencia puesta al pié de dicho documento. 
(1) A las otras partes, esto es, á la parte 6 partes contrarias al re-
currente, y no á éste, en razón A que la ley deja á su arbitrio interpo-
ner ó no el recurso ante el Tribunal Supremo, y no hay para qué em-
plazarlo al entregarle la certificación de la sentencia. Por no haberlo 
entendido asf algunos secretarios de Audiencia, que emplazaban tam-
bién á la parte recurrente, el Tribunal Supremo Llamó la atención de 
las Audiencias sobre estas y otras faltas relacionadas con esta mate-
ria, para que se corrigieren, declarando que no fijándose término en 
este artículo para dar la certificación de la sentencia, debe estarse A 
lo que ordena el 301, según el cual ha de practicarse sin dilación: que 
en dicha certificación debe consignarse, literalmente 6 en relación, la 
fecha de la notificación de la sentencia, el escrito solicitándola, la fe 
cha de su presentación y la providencia mandando darla, A fin de 
que el Tribunal Supremo pueda dar cumplimiento á lo que se ordena 
en el núm. 1.0 del art. 1729: que cuando se entrega dicha certificación 
á la parte recurrente, sea rica 6 pobre, sólo deben ser emplazadas las 
otras partes, 6 sean la contraria 6 contrarias á la recurrente, para su 
comparecencia ante la Sala de admisión: que el emplazamiento debe 
hacerse por cédula, en la forma y con los requisitos que determinan 
los arts. 270, 271 y 274, extendiendo la diligencia á continuación de 
la certificación de la sentencia, y no en los autos, lo mismo que la di. 
ligencia de entrega, para que pueda apreciarlas el Tribunal Sspremo, 
donde han de surtir sus efectos; y que la falta de cumplimiento de 
estas prescripciones legales en el emplazamiento, debe ser corregida 
disciplinariamente, según se ordena en el art. 280, aunque haya que-
dado subsanada por la comparecencia de las partes. Véanse las sen-
tencias 6 fallos de dicho Tribunal Supremo de 14 de Julio y 30 de 
Octubre de 1884, 19 de Mayo de 1885, 31 de Enero ; 4 y 16 de Mayo 
de 1887, que contienen dichas advertencias. 
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ART. 1702 (1700). Si se pidiere la certificacion fue-
ra del término señalado en el art. 1700 (1698 en la ley 
para Cuba y Puerto Rico), 6 de sentencias 6 autos dic-
tados en los juicios é incidentes expresados en los ar-
tículos 1694 y 1695 (1692 y 1693 en dicha ley), 6 de 
providencias de mera tramitacion, la denegará la Au-
diencia en auto motivado, en el que se expresará ade-
más la fecha de la sentencia, la de su notificacion y la 
de la presentacion del escrito en que se hubiere pedi-
do la certificacion. 
ART. 1703 (1701). Del auto denegando la certifica-
cion de la sentencia se dará copia certificada en el ac-
to de la notificacion al que la hubiere solicitado, para 
que, si lo estima conveniente, pueda recurrir en queja 
ante la Sala de admision del Tribunal Supremo, en el 
término de quince dias en los pleitos procedentes de 
Audiencia de la Península é Islas Baleares, y de trein-
ta en los de la de Canarias (de sesenta días en los de 
Cuba y Puerto Rico), contados desde . el dia siguiente 
al de la entrega, que se expresará por diligencia pues-
ta al pié de la certificacion. 
Pasado este término, ningun recurso se podrá uti-
lizar. 
ART. 1704 (1702). La Audiencia podrá acordar, á 
instancia de parte, la continuacion del procedimiento, 
á pesar de la expedicion de la copia certificada a que 
se refiere el artículo anterior; pero si el Tribunal Su• 
premo estimare el recurso de queja, se suspenderán 
los procedimientos, salvo lo prevenido en el art. 1786 
(1784 en la ley para Cuba y Puerto Rico). 
ART. 1705 (1703). El recurrente presentará ante 
la Sala tercera del Tribunal Supremo, dentro del tér-
mino señalado en el art. 1703 (1701 en la ley para Cu-
ba y Puerto Rico), el recurso de queja, acompañando 
la copia certificada del auto denegatorio. 
La Sala, sin más trámites, dictará la resolucion que 
proceda, contra la cual no se dará ulterior recurso. 
ART. 1706 (1704). Si la parte á quien se haya ne-
gado la certificacion de la sentencia, estuviere decla- 
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rada pobre (1), podrá pedir que se remita de oficio al 
Tribunal Supremo la copia certificada del auto dene-
gatorio, y hacer en el mismo escrito el nombramienta 
de abogado y procurador que le defienda y represente 
en dicho Tribunal. 
En este caso se practicará lo prevenido en los ar-
tículos 1709 y siguientes (1707, 1708 y siguientes en 
la ley para Cuba y Puerto Rico, concediéndose diez dias 
improrogables para formalizar el recurso de queja. 
ART. 1707 (1705). Cuando el Tribunal Supremo 
confirmare el auto denegatorio, lo pondrá en conoci-
miento de la Audiencia que lo hubiere dictado, para 
los efectos legales que procedan. 
Cuando lo revocare, dirigirá carta-órden á la Au-
diencia para que mande dar la certificacion solicitada. 
ART. 1708 (1706). En el mismo dia («Por el correo 
directo más inmediato al día», dice la ley para Cuba y 
Puerto Rico) en que se entregue la certificacion de la 
sentencia á la parte que se proponga interponer el re-
curso de casacion, se remitirá al Tribunal Supremo: 
1. 0 Certificacion literal, autorizada por el Presi-
dente de la Sala que dictó la sentencia, de los votos 
reservados, si los hubiere, y negativa en el caso de no 
haberlos. 
2.0 El apuntamiento de los autos (2). 
ART. 1709 (1707). Si estuviere declarado pobre el 
litigante que solicite la certificacion de la sentencia, 
(1) Declarada pobre por sentencia firme, sin que baste haber pro-
movido el incidente de pobreza. Véase la nota 1. 0. del art. 1698. 
(2) En sustitución de este párrafo, el art. 1706 de la ley para Cu-
ba y Puerto Rico dice lo siguiente:—«2. 0 El apuntamiento original 
de los autos, dejando en éstos copia testimoniada del mismo apunta-
miento, en la que por diligencia se hará constar la conformidad de 
las partes acerca de su exactitud.,—elambién se hará constar en los 
mismos autos, notificándolo á las partes, la fecha de la salida del bu-
que correo que conduzca la correspondencia á la Península, en la que 
se incluya el pliego de remisión de los documentos precitados, expre-
sando además el nombre del buque y la empresa ó armador á que 
pertenezcas 
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podrá pedir en el mismo escrito que se remita de ofi-
cio al Tribunal Supremo, y así se practicará, previos 
los emplazamientos correspondientes (1). 
No mediando dicha solicitud, se entregará la certi-
ficacion á la misma parte para el uso de su derecho (2). 
ART. 1710 (1708). Tambien podrá el litigante po-
bre, al pedir la certificacion, hacer el nombramiento 
de abogado que le defienda, y de procurador que le 
represente ante el Tribunal Supremo. 
Si no hiciere estos nombramientos, 6 no aceptaren 
los designados, se le nombrarán de oficio. 
ART. 1711 (1709). Recibida en el Tribunal Supre-
mo la certificacion á que se refiere el articulo anterior, 
la Sala de admision acordará, en el caso de haber de-
signado el recurrente abogado y procurador, que se 
les requiera para que manifiesten si aceptan la defen-
sa y representacion. 
Si contestaren afirmativamente, se entregará la cer-
tificacion al procurador para que, en el preciso térmi-
no de veinte dias, presente el recurso de casacion. 
ART. 1712 (1710). Si el interesado no hubiere de- 
(1) Estos emplazamientos, cuando se remita de oficio al Tribunal 
Supremo la certificación de la sentencia á instancia del recurrente 
que esté declarado pobre por sentencia firme (véase la nota 1.a del ar-
tículo 1698), han de hacerse á las dos partes, esto es, á la recurrente 
y á las otras partes, pero sin fijar el término de cuarenta días, ni otro 
alguno, en razón á que no lo previene el art. 1709, ni es posible deter. 
minarlo á priori, por depender la comparecencia de las partes, y la in-
terposición y sustanciación del recurso de los plazos y trámites que 
se establecen en los arts. 1711 al 1715; por lo cual, en tal caso, debe li-
mitarse la Sala sentenciadora á mandar que se hagan los emplaza-
znientos correspondientes para ante la Sala de admisión del Tribunal 
Supremo, pero sin fijar el término de cuarenta días, por no ser aplica-
ble a este caso el art. 1701. Así lo tiene declarado y prevenido el Tri-
bunal Supremo, como puede verse en sus fallos de 26 de Febrero, 19 
de Mayo y 22 de Junio de 1886. 
(2) En este caso el emplazamiento sólo se hará á la parte 6 par-
tes contrarias á la recurrente, conforme al art. 1701 y á lo expuesto 
en la nota del mismo. 
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signado abogado y procurador, ni comparecido éste en 
su nombre con poder, despues de diez dias de remiti-
da la certificación por la Audiencia (1), mandará la 
Sala del Tribunal Supremo que los decanos de los res-
pectivos colegios nombren á los que se hallen en tur-
no. Lo mismo acordará si los elegidos por la parte, ó 
alguno de ellos, no aceptasen el cargo. 
ART. 1713 (1711). Hecho el nombramiento de abo-
gado y procurador, acordará la Sala que se entregue 
al último la certificacion de la sentencia, para que 
dentro del término de veinte dias presente el recurso 
autorizado con la firma del abogado (2). 
ART. 1714 (1712). Si el letrado designado por la 
parte, ó nombrado de oficio, no considerase proceden-
te el recurso, lo expondrá por escrito, pero sin razo-
nar su opinion, en el término de tres dias. En este ca-
so, dentro de los dos siguientes se nombrará nuevo le-
trado, y si opinare como el anterior, se hará el nom-
bramiento de un tercero, siendo obligatorio para es-
tos dos lo prevenido para el primero. 
El letrado que no devuelva los autos dentro de los 
tres dias, manifestando su opinion de ser improce-
dente el recurso, quedará obligado á interponerlo den- 
(1) El art. 1710 de la ley para Cuba y Puerto Rico, que corres-
ponde al actual, en vez de las palabras de éste «después de diez días 
de remitida la certificación por la Audiencia», que no podían tener 
aplicación á los recursos procedentes de aquellas islas por razón de 
la distancia, dice: después de los diez días posteriores á haberse recibido 
la certificación remitida por la Audiencia. En lo demás son iguales am 
boa artículos. 
(2) Este término de veinte días, y lo mismo el sefialado con igual 
objeto en el art. 1711, ha de contarse desde, el día siguiente al de 
la notificación de la providencia mandando entregar los autos al pro-
curador para formalizar el recurso, conforme al art. 303, y como lo 
ha declarado constantemente el Tribunal Supremo, no dando lugar 
á la admisión de los recursos presentados fuera de dicho término, el 
que no puede suspenderse ni interrumpirse por ninguna causa, por 
sea improrrogable. 
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tro del término señalado en el artículo anterior (1). 
ART. 1715 (1713). Cuando los tres abogados convi- 
nieren en la improcedencia del recurso, se pasarán los 
autos al Ministerio fiscal para que lo interponga en el 
término de diez dial, si lo estima procedente en dere- 
cho: si así no fuese, lo devolverá con la nota de Visto. 
En este último caso la Sala declarará no haber lugar 
a la admision del recurso, y comunicará esta resolu- 
cion á la Audiencia, devolviéndole el apuntamiento. 
SECCIÓN CUARTA 
DE LA INTERPOSICION Y ADMISION DEL RECURSO POR INPRACCION 
DE LEY b DE DOCTRINA 
ART. 1716 (1714). La parte que hubiere obtenido 
la certificacion de la sentencia, presentará en la Sala 
de admision del Tribunal Supremo el escrito formali-
zando el recurso de casacion, en el término de cuarenta 
(1) El letrado encargado de la defensa del recurrente pobre, lo 
mismo el designado por la parte que el nombrado de oficio, que no 
cumple lo que en este artículo se ordena, esto es, que no devuelve los 
autos á la secretaría, manifestando su opinión de ser improcedente 
el recurso, dentro de tres días, contados, no desde que el procurador 
le haya llevado los autos, sino desde el día siguiente al de la notifica-
ción de la providencia mandando entregarlos, queda obligado á inter-
poner el recnrso, sin que pueda ser relevado del cargo. Y ha de inter-
ponerlo dentro de los veinte días sefialados en el artículo anterior 
contados como se ha dicho, y no desde la notificación de la segunda 
providencia obligándole á interponer el recurso por haber hecho la 
manifestación fuera de término, pues con estas actuaciones no se alte-
ra ni se suspende aquel término. Así lo tiene declarado el Tribunal Su-
premo en sus fallos, no dando lugar á. la admisión del recurso, de b 
de Enero y 19 de Mayo de 1885, 18 de Noviembre de 1893, y otros. 
En estos casos suele ser la culpa del procurador, por no haber lleva-
do los autos oportunamente al estudio del abogado, ó por no haber 
cuidado de recogerlos para devolverlos á la secretaría de la Sala den. 
tro del término legal: no por esto se libra el letrado de la obligación 
que le impone la ley, sin perjuicio de la responsabilidad del procu-
rador. 
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días en los pleitos procedentes de la Península é Islas 
Baleares, y de cincuenta en los de Canarias (de sesenta 
días en los de Cuba y Puerto Rico, cuyo término empe-
zará a correr desde el dia siguiente al de la entrega de 
la certificacion. 
Pasado dicho término quedará firme la sentencia, y 
no podrá admitirse el recurso aunque no se haya acu-
sado la rebeldía por la parte contraria (1). 
ART. 1717 (1715). Luego que se presente un procu-
rador con poder bastante expresando que va á propo-
ner recurso de casacion, acordará la Sala se le tenga 
por parte y que se le comuniquen los autos con la cer-
tificacion de votos reservados y el apuntamiento, si lo 
solicitare. 
ART. 171 . 8 (1716). Al escrito en que se interponga 
el recurso deberá acompañarse: 
1.° El poder que acredite la legítima representa-
cion del procurador, a no haber sino nombrado de ofi-
cio, 6 haberlo presentado anteriormente. 
2. 0 La certificacion de la sentencia. 
3. 0 El documento con que se justifique haberse he-
cho el depósito prevenido en los artículos 1698 y 1699 
(1696 y 1697 en la ley para Cuba y Puerto Rico, cuan-
do sea necesario. 
(1) La disposición de este artícúlo es aplicable, no sólo al recu-
rrente que se defienda en concepto de rico, sino también al que esté 
declarado pobre, cuando se le entrega la certificación de la sentencia 
por hallarse en el caso del párrafo 2. 0 del art. 1709. Este recurrente 
pobre podrá acudir á la Sala de admisión solicitando que se le nom-
bre procurador y abogado de terno; pero este letrado nombrado de 
oficio tiene que formalizar el recurso dentro del término que corres 
ponda de los señalados en el presente artículo, contado desde el día 
siguiente al de la entrega de la certificación; y si se presenta el 
 es-
crito después de transcurrido dicho término, no es admisible el re 
curso, sin que pueda concedérsele el de los veinte días que para otro 
caso señala el art. 1711. Así lo tiene declarado el Tribunal Supremo 
en sus fallos de 28 de Octubre de 1885, 29 de Abril de 1886, 4 de 
Mayo de 1887 y otros. 
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4.° En los pleitos sobre desahucio, cuando sea re-
currente el arrendatario 6 inquilino, presentará tam-
bien el documento que acredite el pago 6 consignacion 
de las rentas, conforme á lo prevenido en el art. 1566 
(1564 en dicha ley).  
5.0 Tantas copias del escrito, en papel comun, fir-
madas por el procurador, cuantas sean las otras partes 
litigantes que hubieren sido emplazadas en las perso-
nas de sus procuradores. 
Estas copias serán entregadas á dichas partes cuan-
do se personen en los autos. 
ART. 1719 (1717). No presentándose el documento 
sefialado en el núm. 3. ° del articulo anterior, y en su 
caso el del núm. 4. 0, se mandará devolver el escrito á 
la parte recurrente. 
ART. 1720 (1718). En el escrito interponiendo el 
recurso, se expresará el párrafo del art. 1692 (1690 en 
la ley para Cuba y Puerto Rico en que se halle com-
prendido, y se citará con precision y claridad la ley 6 
doctrina legal que se crea infringida, y el concepto en 
que lo haya sido (1). . 
(1) Son tan esenciales estos requisitos y los de los números 1. 0 
 ú 4.0 del art. 1718, que la omisión de cualquiera de ellos, en el es-
crito interponiendo el recurso por infracción de ley, obsta á su admi-
sión, como se ordena en el art. 1729, cuyas disposiciones deberán 
consultarse para formular con acierto dicho escrito. No basta expre-
ear un párrafo 6 número cualquiera del art. 1692, sino que ha de con-
cretarse aquél ó aquéllos en que se halle comprendido el recurso, y si 
no resulta la debida congruencia entre el número citado y los moti-
vos que se aleguen como fundamento de la casación, no se llena el 
requisito legal, y es procedente en tal caso la no admisión del recurso. 
Si se cita, por ejemplo, el núm 1. 0, y se impugna la apreciación de la 
prueba para demostrar la violación 6 aplicación indebida de la ley, 
sin citar el núm. 7.0, como sucede con frecuencia, no se llena aquel 
requisito. Y no basta, en tales casos, citar el núm. 7. 0 del art. 1692, 
sino que es necesario citar también la ley relativa al valor de las 
pruebas, que en la apreciación de éstas haya sido infringida, cuando 
se alegue el error de derecho, 6 el documento 6 acto auténtico que 
demuestre la equivocación evidente del juzgador, si se le atribuye el 
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Si fueren dos ó más los fundamentos ó motivos del 
recurso, se expresarán en párrafos separados y nume-
rados. 
ART. 1721 (1719). Los recurrentes en casacion 
acreditarán ante la Audiencia respectiva haber forma-
lizado el recurso en el Tribunal Supremo dentro del 
plazo legal, lo cual deberán hacer en el término de 
quince días en los pleitos procedentes de la Peninsula 
é Islas Baleares, y de treinta en los de Canarias (de 
cuarenta y cinco días en los de Cuba y Puerto Rico), á 
contar desde el siguiente al en que espire dicho plazo 
legal (1). 
No haciéndolo, acordará la Audiencia, á instancia 
de parte, que se lleve á efecto la sentencia recurrida. 
ART. 1722 (1720). Interpuesto en tiempo y forma 
el recurso de casacion por infraccion de ley 6 de doc-
trina legal, se comunicarán los autos al Fiscal por diez 
dias, para que emita su dictámen sobre la procedencia 
ó improcedencia de la admision del recurso (2). 
error de hecho, como se ha dicho ya en la nota de dicho núm 7.° 
(véase). Y tampoco se llena el requisito de la ley si, al citar la ley 6 
doctrina legal que se crea infringida, no se expresa el concepto en 
que lo haya sido. Son tantas las declaraciones del Tribunal Supremo 
de no haber lugar A la admisión del recurso por no haberse llenado 
cumplidamente dichos requisitos, que se encontrarán en cualquier 
tomo de la colección de sentencias que se consulte. 
(1) Para los efectos de este artículo, se acreditará ante la Audien-
cia la interposición del recurso dentro del plazo legal por medio de 
h correspondiente certificación, que la Sala de admisión manda li-
brar al Secretario respectivo y entregar á la parte recurrente, siempre 
que ésta lo solicits. 
(2) En ninguna de las leyes anteriores se dió al Ministerio fiscal 
la intervención en los recursos de casación que ahora se le concede 
por este artículo. Siempre la hemos considerado, no sólo conveniente, 
sino hasta necesaria, por exigirla la índole especial de estos recursos. 
Francia, cu ria de la casación, y otras naciones nos habían trazado ese 
camino, no seguido hasta ahora en Espana, acaso por razones econó- 
micas. A este propósito, en nuestros Comentarios A la ley anterior de 
1855 (pág. 376 del tomo 4.° de aquella obra) decíamos lo siguiente: 
ale de los defectos más notables que se encuentra en la nueva 
DE LOS RECURSOS DE CASACIÓN 	 217 
ART. 1723 (1721). Si el Fiscal estimase procedente 
la admision, devolverá los autos con la fórmula de 
Vistos. 
Si la estimare improcedente en todo 6 en parte, por 
hallarse en alguno de los casos expresados en el ar-
ticulo 1729 (1727 en la ley para Cuba y Puerto Rico, 
expondrá en escrito razonado los motivos legales en 
que funde su dictámen. 
El secretario dará de este dictámen copia literal 
en papel comun á la parte recurrente, y tambien á la 
contraria si se hubiere personado en los autos, 6 se 
personare ántes del dia de la vista. 
ART. 1724 (1722). Devueltos los autos por el Fis-
cal, se pasarán al Magistrado Ponente por seis dias 
para instruccion, y á fin de que someta de palabra á 
la deliberacion de la Sala la decision que crea proce-
dente. 
ART. 1725 (1723). Cuando el Fiscal haya estimado 
improcedente la admision del recurso por considerarlo 
ley de Enjuiciamiento, es el de no haber dado intervención al Minis-
terio fiscal en la sustanciación de estos recursos. Fúndanse siempre 
en infracción de ley ó de doctrina legal y, según ya hemos dicho, su 
objeto es impedir toda falsa aplicación de la ley y su errónea inter-
pretación, á la vez que uniformar la jurisprudencia; de modo que, 
a un cuando los litigantes se aprovechan inmediatamente de sus efec-
tos, éstos son también de orden público y en interés de la Sociedad 
en general. Pudieran además concurrir tales circunstancias, que hu-
biese motivos para reputar la infracción de ley cometida á sabiendas 
6 con malicia, y para exigir, por tanto, la responsabilidad A los magis- 
trados que dictaron la sentencia. Bajo cualquiera de estos aspectos 
que se consideren los recursos de casación, es necesaria la interven-
ción en ellos del Ministerio público, no para favorecer ni coadyuvar 
los intereses de una de las partes, sino para sostener los fueros de la 
ley y de la causa pública, de las que es legítimo representante y de-
fensor.» 
Aplaudimos, pues, la reforma introducida por este art. 1772, que 
es, sin dude, la más importante de las que se han hecho en el pre-
sente titulo, y que viene contribuyendo al acierto y mas expedito 
despacho en la admisión de los recursos por infracción de ley. 
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comprendido en alguno de los casos de los números 
1. 0 y 2.e del art. 1 . 729 (1727 en la ley para Cuba y 
Puerto Rico, la Sala, sin más trámites, resolverá lo que 
estime procedente. 
Fuera de este caso, si el Fiscal estimare improce-
dente la admision en todo 6 en parte, la Sala señalará 
dia para la vista sobre la admision, con citacion de 
aquél y de las partes presentes. 
La misma providencia dictará cuando, en vista del 
informe del Ponente, estimare que puede ofrecer duda 
la admision del recurso, 6 que requiere mayor exámen. 
Si á la mayoría de la Sala no ocurriese esta duda, 
dictará desde luego su fallo de admision sin vista pú-
blica ni citacion de las partes. 
ART. 1726 (1724). Para la vista y fallo sobre ad-
mision de los recursos, la Sala se coustituirá del modo 
prevenido en el art. 1743 (1741 en la ley para Cuba y 
Puerto Rico), aun en el caso del párrafo último del ar-
tículo anterior. 
ART. 1727 (1725). El Ministerio fiscal concurrirá á 
la vista cuando lo estime conveniente, y lo mismo los 
abogados defensores de las partes. 
Principiará el acto con la lectura de la sentencia 
que hubiere dado lugar al recurso, y de los motivos de 
casacion. 
Informará en primer lugar el abogado de la parte 
recurrente; despues el de la contraria, y por último el 
Ministerio fiscal, si concurriere. 
Los informes se limitarán al punto concreto de si 
procede 6 no la admision del recurso, ó de los motivos 
impugnados por el Fiscal, sin permitir el Presidente 
que se trate la cuestion de fondo (1). 
(1) Cuando se celebra la vista por haber impugnado el Fiscal la 
admisión del recurso, en todo 6 en parte, como esto debe hacerlo en 
escrito razonado exponiendo los motivos legales en que funde su die 
tamen, según el art. 1723, en ese escrito están determinados el punto 
6 puntos concretos á que los letrados han de limitar sus informes. No 
así en el caso del párrafo 3. 0 del art. 1725, cuando, á pesar de no ha- 
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ART. 1728 (1726). Dentro de los diez dial siguien-
tes al de la vista, la Sala dictará auto resolviendo lo 
que estime procedente. Esta resolucion contendrá una 
de las tres declaraciones que siguen: 
Primera. No haber lugar á la admision del recur-
so, condenando en las costas á la parte recurrente, y 
mandando devolverle el depósito. 
Este auto se comunicará á la Audiencia respectiva, 
con devolucion del apuntamiento. 
Segunda. Admitir el recurso, mandando que se pa-
sen los autos á la Sala primera. 
Tercera. Declarar admitido el recurso respecto de 
los motivos - que la Sala estime admisibles, y que no 
há lugar á su admision en cuanto á los restantes, man-
dando pasar los autos a la Sala primera. 
berse opuesto el Fiscal, la Sala acuerda la vista por estimar que puede 
ofrecer duda la admisión del recurso. En tales casos, como los letra-
dos no saben en qué consiste la duda de la Sala, se ve el del recu-
rrente en la necesidad de hacer un largo discurso para demostrar que . 
no concurre ninguno de los defectos ó motivos determinados en el ar-
ticulo 1729, que pueden dar lugar á la no admisión; y aunque prohibe 
la ley que en estos informes se trate la cuestión de fondo, es inevita 
ble hacerlo en muchos casos. Para demostrar, por ejemplo, que la ley 
6 doctrina citadas se refieren a cuestiones debatidas en el pleito, 6 que 
existe notoriamente la incongruencia en que se funda el recurso, no 
habrá más remedio que entrar en el fondo del pleito, y como esto debe 
prohibirlo el Presidente, porque asf se lo ordena la ley, resulta nn 
verdadero conflicto. Para evitar esto y que se pierda el tiempo con  in • 
formes innecesarios, fundados en hipótesis, sería conveniente refor 
mar la ley en este punto, previniendo que la Sala, en la misma provi 
dencia en que acuerde la vista, fije los puntos ó motivos del recurso 
á que hayan de limitarse los informes de los letrados. Acaso no se 
adoptara este sistema en la presents ley por el temor de que la Sala 
manifieste anticipadamente su opinión; pero creemos que no existe ó 
que se exagera ese inconveniente. La Sala no manifiesta de ese modo 
eu opinión, sino una duda, sobre la cual desea oir las razones que en 
pro y en contra aleguen las partes, para resolverla después con más 
acierto en el sentido que estime procedente, como sucede en las dis - 
cordias. 
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• ART. 1729 (17,27). El primero de los fallos formu-
lados en el artículo anterior se dictará (1): 
1.° Cuando la certificacion se hubiere pedido, 6 in-
terpuesto el recurso fuera de los términos respectiva-
mente señalados en los artículos 1700, 1711, 1713 - y 
1 . 716 (1698, 1709, 1711 y 1714 de la ley para Cuba y 
Puerto Rico).  
2.e Cuando no se hubieren presentado los docu-
mentos expresados en los cuatro primeros números 
del art. 1718 (1716 en dicha ley), 6 fuese insuficiente 
el poder, ó no se hubiere constituido el depósito con-
forme á lo prevenido en los artículos 1698 y 1699 
(1696 y 1697 en la ley antedicha). 
3.e Cuando la sentencia no tenga el concepto de 
definitiva, ó no sea susceptible del recurso de casacion 
por la naturaleza 6 cuantía del juicio en que hubiere 
recaido, conforme á los artículos 1690, 1694 y 1695 
(1688, 1692 y 1693 en la citada ley).  
4. ° Cuando no se hayan citado con precision y cla-
ridad las leyes que se supongan infringidas, y el con-
cepto en que lo hayan sido. 
5.0 Cuando la ley 6 doctrina citadas se refieran á 
cuestiones no debatidas en el pleito. 
6. ° Cuando al alegar la infraccion de una ley que 
contenga varias disposiciones, no se cite concretamen-
te la disposicion 6 artículo que se suponga infringido. 
7. 0 Cuando sea evidente que la ley que se cite 
como infringida no disponga lo que se haya supuesto 
en el recurso. 
8. 0 Cuando el recurso 6 la infraccion alegada, se 
refiera á la incongruencia de la sentencia con la de- 
(1) Muchos son los fallos de la Sala de admisión y sentencias del 
Tribunal Supremo que se refieren á cada uno de los casos de este ar-
ticulo, como puede verse en las colecciones de las mismas. No los ci-
tamos, porque en todos se aplica literalmente la ley, según la aprecia-
ción que hace de cada caso el Tribunal Supremo con su elevado y recto 
criterio. Véanse las notas de los artículos correspondientes. 
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manda y las excepciones, y resulte notoriamente que 
no existe tal incongruencia. 
9. ° Cuando el recurso se refiera á la apreciacion de 
las pruebas, á no ser que esté comprendido en el nú-
mero 7. 0 del art. 1692 (1690 en la ley para Cuba y 
Puerto Rico. 
10. Cuando se citen como doctrina legal, principios 
que no merezcan tal concepto, é las opiniones de los 
jurisconsultos á que la legislacion del país no dé fuerza 
de ley. 
ART. 1730 (1728). El segundo de los fallos formu-
lados en el art. 1728 (1726 en la ley para Cuba y Puerto 
Rico), se dictará cuando deba admitirse el recurso por 
no hallarse comprendido en ninguno de los casos del 
artículo anterior. 
ART. 1731 (1729). Corresponde dictar el tercero de 
los fallos expresados en el art. 1728 (1726 en la ley 
para Cuba y Puerto Rico, cuando interpuesto el recurso 
en tiempo y forma, se fundare á la vez en motivos ad-
misibles y no admisibles. 
ART. 1732 (1730). Contra los fallos á que se refie-
ren los artículos anteriores, no se dará recurso alguno. 
SECCIÓN QUINTA 
DE LA SUSTANCIACION Y DECISION DE LOS RECURSOS ADMITIDOS POR 
INFRACCION DE LEY 6 DE DOCTRINA 
ART. 1733 (1731). Recibidos los autos en la Sala 
primera, dictará providencia, mandando se haga saber 
su venida á las partes que estuvieren personadas, y 
que se entreguen á la recurrente para instruccion, por 
té rmino de diez dias. 
ART. 1734 (1732). El recurrente devolverá los au- 
tos con escrito, manifestando quedar instruido. En él 
podrá solicitar que se pidan á la Audiencia alguno 6 
algunos de los documentos que obren en el pleito, 
siempre que concurran las circunstancias siguientes: 
1.a Que la exposicion que se hayâ: hecho de los do- 
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cumentos en el apuntamiento, 6 en la sentencia de la 
Audiencia, sea insuficiente para apreciar con exactitud 
su valor y sentido. 
2.a Que sean de un influjo tau directo y necesario, 
que de su inteligencia pueda depender la decision del 
recurso. 
Tambien podrá pedir el recurrente que se reclame' y 
una á los autos certificacion de cualquiera diligencia 
de prueba practicada en el pleito, si concurren res-
pecto de ella las mismas circunstancias antes expresa. 
das (1). 
ART. 1735 (1733). Devueltos los autos por la parte 
recurrente, se entregarán para instruccion por su 6r 
den á los demás litigantes que se hubieren presentado, 
por igual término de diez dial á cada uno. 
Podrán tambien pedir dichos litigantes él desglose 
y remision de documentos, siempre que concurran las 
circunstancias expresadas en el articulo anterior (2). 
ART. 1736 (1734). Si la parte que haya obtenida 
la sentencia no se hubiese personado, continuará la 
sustanciacion del recurso sin oirla; pero si se personare 
Antes de la vista, se la tendrá por parte, mandando que 
se entiendan con la misma las diligencias sucesivas, y 
que se le entregue la copia del recurso, sin retroceder 
en el procedimiento. 
ART. 1737 (1735). Si alguna de las partes hubiere 
pedido el desglose y remision de documentos (3), acor- 
(I) El art. 1732 de la ley para Cuba y Puerto Rico, después de 
cc piar literalmente el actual, afiade el párrafo siguiente: «Los docu-
mentos á que este artículo se refiere se remitirán en copia testimonia-
da, extendida en papel de oficio, haciendo constar en ella por diligen-
cia que las partes están conformes respecto de su exactitud.» 
(2) En sustitución de este párrafo, y después de reproducir el an-
terior, el art. 1733 de la ley para Cuba y Puerto Rico establece el si-
guiente: «Podrán también pedir dichos litigantes la remisión del tee-
timonio de documentos con la conformidad exigida en el último pá-
rrafo del artículo anterior, siempre que concurran las circunstancias 
expresadas en el mismo artículo.» 
(S) 'Si alguna de las partes hubiere pedido la remisión del testi= 
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dará la Sala, luego que todas hubieren manifestado 
hallarse instruidas, que pasen los autos al Magistrado 
ponente; y en vista de su informe acerca de dicha pre-
tension, dictará la resolucion que corresponda, contra 
la cual no se dará ulterior recurso. 
ART. 1738 (1736). Cuando hubiere tenido lugar la 
union á los autos de documentos (1) traidor del pleito 
principal, se dará vista para instruccion á cada una de 
las partes litigantes por un término que no podrá ex-
ceder de ocho dias. 
ART. 1739 (1737). Instruidas las partes, declarará 
la Sala conclusos los autos, y mandará que se traigan 
á la vista con las debidas citaciones. 
A RT. 1740 (1738). El secretario relator formará 
una nota expresiva de los puntos de hecho y de dere-
cho comprendidos en el apuntamiento y en la senten-
cia de la Audiencia, en cuanto se relacionen con los 
motivos de casacion, haciendo men cion especial de la 
parte dispositiva de la sentencia, de los votos reserva-
dos, si los hubiere, de las leyes y doctrinas que se ci-
ten como infringidas, y del concepto en que se alegue 
que lo han sido. 
Dos dias ántes del señalado para la vista entregará 
copia de dicha nota á cada uno de los Magistrados que 
deban componer la Sala. 
Igual copia 'y en el mismo dia se entregará á cada 
una de las partes. 
ART. 1741 (1739). Ni ántes de la vista, ni en el 
acto de verificarse, podrá admitir la Sala ningun do-
cumento, ni permitir su lectura, como tampoco la ale-
gacion de hechos que no resulten de los autos. 
ART. 1742 (1740). Las vistas de los recursos em-
pezarán con la lectura de la nota formada por el rela- 
monio.de documentos», dice el art. 1785 de la ley para Cuba y Puerto 
Rico, y sigue copiando el resto del presente. 
(1) En vez de documentos, dice el art. 1736 de la ley para Cuba y 
Puerto Rico, de los testimonios de documentos en copia, sin otra va-
riación. 
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tor, y despues informarán por su órden los abogados 
defensoYes de las partes. 
ART. 1743 (1741). Para la vista de los recursos 
deberán concurrir el Presidente de la Sala y seis Ma-
gistrados, uno de los cuales será el Ponente. 
Si faltase el Presidente de la Sala, será reemplazado 
por el del Tribunal; y si éste se hallare ausente 6 im-
pedido, 6 fuere incompatible, presidirá la Sala el Ma-
gistrado más antiguo de la misma. 
ART. 1744 (1742). El Tribunal dictará sentencia 
dentro de quince dial, contados desde el siguiente al 
de la terminación de la vista. 
ART. 1745 (1743). Si el Tribunal estimase que en 
la sentencia se ha cometido la infraccion de ley 6 de 
doctrina en que se funde el recurso, declarará haber 
lugar a él y casará la sentencia, mandando devolver 
el depósito si se hubiere constituido. 
Acto continuo, y por separado, dictará la sentencia 
que corresponda sobre la cuestion objeto del pleito, ó 
sobre los extremos respecto de los cuales haya recaido 
la casacion. 
ART. 1746 (1744). Antes de dictar cualquiera de 
las dos sentencias expresadas en el articulo anterior, 
podrá la Sala acordar para mejor proveer el desglose 
y remision de documentos (1) que obren en el pleito, 
6 que se remita certificacion de cualquier escrito, ac-
tuacion ó diligencia practicada en el mismo; y áun or-
denar la remision de todo el pleito (2), cuando lo esti- 
me absolutamente necesario para fallarlo con el debido 
conocimiento. 
En todo caso se dictará la segunda sentencia sin 
nueva vista. 
ART. 1747 (1745). El término para dictar sentea- 
(1) En el art. 1744 de la ley para Cuba y Puerto Rico, correspon-
diente al actual, en vez de el desglose y remisión de documentos, dice: 
la remisión de copias testimoniadas en papel de oficio de los documentos... 
(2) El mismo artículo, en vez de todo el pleito, dice: de testimonio 
en papel de oficio de todo el pleito... 
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eia, en el caso del párrafo primero del articulo ante-
rior, empezará á contarse desde el dia siguiente al de 
haberse recibido en la Sala las actuaciones 6 documen-
tos que se hubieren reclamado. 
ART. 1748 (1746). En las sentencias en que se 
declare no haber lugar al recurso, se condenará al re-
currente al pago de todas las costas y á la pérdida 
del depósito, si se hubiere constituido, mandando 
darle la aplicacion señalada por la ley. 
SECCIÓN SEXTA 
DE LA INTERPOSICIÓN, ADMISIÓN Y SUSTANCIACIÓN DEL RECURSO 
POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA 
ART. 1749 (1747). El recurso de casacion por que-
brantamiento de forma se interpondrá en la Sala que 
hubiere dictado la sentencia, dentro de los diez dias 
siguientes al de su notificacion á la parte que lo pro-
ponga. 
Pasado dicho término sin haberlo interpuesto, que-
dará de derecho firme la sentencia. 
ART. 1750 (1748). En el escrito en que se forma-
lice el recurso, se expresará el caso 6 casos del ar-
tículo 1693 (1691 en la ley para Cuba y Puerto Rico) 
en que se funde, y las reclamaciones que se hubieren 
hecho para obtener la subsanacion de la falta, 6 que 
no fué posible hacerlas conforme á lo prevenido en los 
artículos 1696 y 1697 (1694 y 1695 en dicha ley). 
ART. 1751 (1749). Con el escrito en que se inter-
ponga el recurso, se presentará el documento que acre-
dite haberse hecho el depósito prevenido en los artícu-
los 1698 y 1699 (1696 y 1697 en dicha ley). 
Sin este documento no se admitirá el escrito, á no 
estar el recurrente mandado defender en concepto de 
pobre (1). 
(1) Por sentencia firms. Vaasa la nota 1.a del art. 1698. 
TOMO VI 	 5* 
226 LIB. II-TiT. XXI 
ART. 1752 (1750). Presentado el recurso, la Sala 
examinará: 
1. 0 Si la sentencia es definitiva, 6 merece el con-
cepto de tal con arreglo al art. 1690 (1688 en la ley 
para Cuba y Puerto Rico).  
2. ° Si ha sido interpuesto el recurso dentro del 
término legal. 
3.0 Si se funda en alguna de las causas taxativa-
mente sefialadas en el art. 1693 (1691 en dicha ley).  
4.° Si la omision 6 falta ha sido reclamada oportu-
namente, pudiendo haberlo sido con arreglo á los ar-
tículos 1696 y 1697 (1694 y 1695 en la ley antes citada). 
ART. 1753 (1751). Concurriendo todas las circuns-
tancias expresadas en el articulo anterior, la Sala, den-
tro de tercero dia, dictará auto admitiendo el recurso, 
y mandando se emplace á las partes para su compare-
cencia ante el Tribunal Supremo, dentro del término 
de quince &as, en los pleitos procedentes de la Penin-
sula é Islas Baleares, y de treinta, en los de Canarias; 
y que se remitan los autos á dicho Tribunal, con certi-
ficacion de los votos reservados, si los hubiere habido, 
respecto de la infraccion en la forma, 6 negativa en 
otro caso (1). 
(1) El art. 1751 de la ley para Cuba y Puerto Rico, que corres-
ponde al actual, dice eel: «Concurriendo todas las circunstancias ex-
presadas en el artículo anterior, la Sala, dentro de tercero día, dictará 
auto admitiendo el recurso y mandando se emplace á las partes para 
su comparecencia ante el Tribunal Supremo, dentro del término de 
sesenta días, contados desde la fecha en que por diligencia se haga 
constar el envío al mismo Tribunal Supremo, y de oficio, de la docu-
mentación necesaria para sustanciar el recurso. 
»A este efeeto la Sala mandará que, precedido de una relación su-
data del pleito, se saque testimonio literal de los autos, sólo en la 
parte 6 extremos y particulares de los mismos ú que se contraiga el 
recurso, y en que se alegue que ha habido el quebrantamiento de 
forma; cuyo testimonio, extendido en papel de oficio y hecho constar 
en él la conformidad de las partes respecto á la fidelidad de la copia 
de loe autos en lo que al recurso concierna, se remitirá por la Sala al 
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ART. 1754 (1752). No concurriendo todas las cir-
cunstancias expresadas en el art. 1752 (1750 en la ley 
para Cuba y Puerto Rico, la Sala sentenciadora dictará 
auto declarando no haber lugar á la admision del re-
curso, y que se entregue copia certificada del escrito y 
del auto á la parte que se suponga agraviada, si lo pi-
diere. 
Al pie de la misma copia se expresará el dia en que 
tenga lugar sa entrega. 
ART. 1755 (1753). Con la copia certificada á que 
se refiere el articulo anterior, podrá la parte recurrir 
en queja ante la Sala de admision del Tribunal Su-
premo, dentro de los términos respectivamente se-
ñalados en el art. 1703 (1701 en la ley para Cuba y 
Puerto Rico, pasados los!cuales sin ejecutarlo no se ad-
mitirá el recurso, y se pondrá en conocimiento de la 
Audiencia esta resolucion. 
ART. 1756 (1754). Si el que intentase recurrir en 
queja estuviese declarado pobre, se practicará lo pre-
venido en los artículos 1706, 1709 y siguientes (1704, 
1707 y siguientes en la ley para Cuba y Puerto Rico. 
ART. 1757 (1755). Presentado el recurso de queja, 
la Sala, sin más trámites, dictará, dentro del término 
de cinco dias, la resolucion que corresponda, y contra 
ella no se dará ulterior recurso. 
ART. 1758 (1756). Cuando el Tribunal Supremo 
revocare el auto denegatorio de la admision del recurso, 
lo declarará admitido, y dirigirá órden á la Audiencia 
Tribunal Supremo por el correo directo más inmediato al día en que 
se haya hecho constar la conformidad expresada. 
»Las partes habrán de manifestar su conformidad ó las observa• 
clones acerca de lo literal del testimonio ó de lo que crean que deba 
afiadirse al mismo en el término improrrogable de cinco días, y contra 
lo que la Sala resuelva no se admitirá recurso alguno más que el de 
queja, al tenor de lo establecido para la denegación de las certifica-
ciones por los arts. 1701, 1703 y siguientes, en lo que sean aplicables. 
»En los autos se hará constar el envío del testimonio, cenforme á 
lo establecido por el art. 1706.» 
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para que remita los autos con la certification y empla-
zamientos prevenidos en el art. 1753 (1751 en la lets 
para Cuba y Puerto Rico. 
ART. 1759 (1757). Si el Tribunal Supremo confir-
mare el auto denegatorio, lo pondrá en conocimiento 
de la Audiencia, para los efectos correspondientes. 
ART. 1760 (1758). Recibidos los autos en la Sala 
de admision, y personada la parte recurrente dentro 
del término del emplazamiento, acordará que pasen al 
secretario relator para la formation del apuntamiento. 
ART. 1761 (1759). Hecho el apuntamiento, acor-
dará la Sala que se entregue con los autos á las partes 
por su orden para instruccion, y por término de diez 
dias á cada una. 
ART. 1762 (1760). Al devolver los autos, las par-
tes manifestarán su conformidad con el apuntamiento, 
ó propondrán las adiciones 6 rectificaciones que crean 
necesarias. 
ART. 1763 (1761). Conformes las partes con el 
apuntamiento, 6 hechas en él las reformas que haya es-
timado la Sala, oido el Magistrado Ponente, declarará 
conclusos los autos, y mandará que se traigan á la vista 
con citation de las partes. 
ART. 1764 (1762). En la vista de estos recursos se 
observará lo que disponen los arts. 1741, 1742 y 1743 
(1739, 1740 y 1741 en la ley para Cuba y Puerto Rico), 
sin otra diferencia que la de principiar el acto con la 
lectura del apuntamiento, informando despues por su 
orden los abogados de las partes. 
ART. 1765 (1763). El término para dictar senten-
cia será de diez dias, á contar desde el siguiente al de 
la vista. 
ART. 1766 (1764). En las sentencias en que se de-
clare haber lugar al recurso de casacion, se mandará 
devolver el depósito á la parte recurrente, y los autos 
a la Audiencia de que procedan (1), para que, repo- 
(1) En el art. 1764 de la ley para Cuba y Puerto Rico, en vez de 
la devolución de los autos, se dice: «y que la Audiencia de que pro- 
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niéndolos al estado que tenian cuando se cometió la 
falta, los sustancie y determine, ó haga sustanciar y 
determinar con arreglo á derecho, y se acordarán ade-
más las correcciones y prevenciones que correspondan, 
segun la gravedad de la infraccion (1). 
ART. 1767 (1765). Cuando se declare no haber 
lugar al recurso, se condenará al recurrente al pago de 
las costas y á la pérdida del depósito, si se hubiere 
constituido. 
SECCIÓN SÉPTIMA 
DE LOS RECURSOS POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA, Y .1 LA VEZ 
POR INFRACCIÓN DE LEY 6 DE DOCTRINA 
ART. 1768 (1766). El que se proponga interponer 
recurso de casacion por quebrantamiento de forma, y 
á la vez por infraccion de ley 6 de doctrina, formali-
zará el relativo al quebrantamiento de forma con  arre-
glo á lo dispuesto en los artículos 1749, 1750 y 1751 
(1747, 1748 y 1749 en la ley para Cuba y Puerto Rico.) . 
En un otrosí del mismo escrito, hará la protesta for- 
ceda el testimonio parcial de los autos los reponga al estado...', etc., 
sin otra variación. 
(1) Como el recurso por quebrantamiento de forma, á que se re-
fiere este artículo, ha de fundarse en la inobservancia de alguna de 
las formas esenciales del juicio, determinadas taxativamente en el 
art. 1693, cuando sea responsable de la falta alguno de loe funciona-
rios que hayan intervenido en el juicio, debe ser corregido discipli-
nariamente, según la gravedad de la infracción, por la Sala del Tri-
bunal Supremo que declare haber lugar al recurso, como se ordena 
en este artículo, de acuerdo con lo que ya estaba prevenido en el 337. 
Y aun en el caso de no darse lugar al recurso por haber quedado sub-
sanada la falta durante el procedimiento, como puede suceder res-
pecto de la de emplazamiento y alguna otra, debe ser también corre• 
gido por el Tribunal Supremo el funcionario que hubiere cometido 
esa falta, si no lo hubiere sido por el juez 6 por la Audiencia, confor-
me al art. 279. 
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mal de interponer, en su easo y lugar, ante el Tribu-
nal Supremo, el relativo á la infraccion de ley ó de 
doctrina legal. 
ART. 1769 (1767). Para la admision y sustancia-
cion del recurso por quebrantamiento de forma, se ob-
servará lo dispuesto en los artículos 1752 y siguientes 
(1750 y siguientes en la ley para Cuba y Puerto Rico).  
ART. 1770 (1768). Declarado por la Sala tercera 
del Tribunal Supremo no haber lugar al recurso por 
quebrantamiento de forma, mandará, cuando se hubie-
re hecho la protesta expresada en el párrafo segundo 
del art. 1768 (1766 en la ley para Cuba y Puerto Rico, 
que se entreguen los autos á la parte recurrente, para 
que en el término preciso de veinte dias, que empeza-
rán á correr desde el siguiente al de la notificacion de 
la providencia, formalice el recurso de casacion por 
infraccion de ley 6 de doctrina, con arreglo á lo dis-
puesto en el art. 1720 (1718 en dicha ley). 
 
ART. 1771 (1769). Antes de entregar los autos á 
la parte recurrente para los efectos prevenidos en el 
artículo anterior, si lo solicitare la contraria, se practi-
cará y aprobará la tasacion de costas correspondientes 
al recurso denegado, formándose pieza separada para 
su exaccion, si fuese necesario, y se dará al depósito 
de dicho recurso la distribucion que ordena el articu-
lo 1792 (1790 en la ley para  Cuba y Puerto Rico).  
En otro caso se esperará para realizarlo a que quede 
terminado el recurso por infraccion de ley. 
ART. 1772 (1770). Con el escrito en que se inter-
ponga el recurso se presentará, si el caso no fuere de 
los exceptuados, el documento que acredite haber he-
cho el depósito prevenido en los artículos 1698 y 1699 
(1696 y 1697 en la ley para Cuba y Puerto Rico), sin lo 
cual se mandará devolver el escrito á la parte que lo 
hubiere presentado. 
ART. 1773 (1771). El recur so se sustanciará, ad- 
. mitirá y fallará con arreglo á lo dispuesto en los ar-
tículos 1722 y siguientes (1720 y siguientes en dicha 
ley). 
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SECCIÓN OCTAVA 
DE LOS RECURSOS CONTRA LAS SENTENCIAS DE LOS AMIGABLES 
COMPONEDORES 
ART. 1774 (1772). Con el escrito formalizando el 
recurso de casacion contra las sentencias de los amiga-
bles componedores se presentará: 
1. 0 El testimonio de la escritura de compromiso. 
2.° El de la sentencia y su notificacion al recu-
rrente. 
3.° El documento que acredite la constitucion del 
depósito que corresponda con arreglo á los artículos 
1698 y 1699 (1696 y 1697 en la ley para Cuba y Puer-
to Rico). 
Si el plazo señalado en la escritura de compromiso 
hubiere sido prorogado, y el recurso se fundare en ha-
berse pronunciado el fallo fuera de término, se acom-
pañará además testimonio de la escritura de próroga. 
Ningun otro documento será admisible. 
ART. 1775 (1773). En el recurso se expresará la 
causa eu que se funde de las establecidas en el núme-
ro 3.° del art. 1691 (1689 en la ley para Cuba y Puerto 
Rico), y se alegarán los motivos de casacion en pá rra-
fos separados y numerados. 
ART. 1776 (1774). El término para interponer el 
recurso será de veinte dias, que empezará á correr 
desde el siguiente al de la notificacion del fallo a la 
parte recurrente. 
Si éste se hubiere dictado en las Islas Canarias, di-
cho término será de cuarenta dias (y de sesenta días, si 
se hubiere dictado en, las de Cuba y Puerto Rico).  
ART. 1777 (1775). El recurso se presentará ante 
la Sala tercera, la cual acordará que se cite y emplace 
á los demás interesados para que comparezcan á usar 
de su derecho ante ella, en el término de quince dias, 
en los negocios procedentes de la Península é Islas Ba-
leares, y de treinta en los de las Canarias (de cuarenta 
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y cinco dias, contados desde la fecha de las respectivas-
notificaciones, en los de Cuba y Puerto Rico).  
ART. 1778 (1776). En la sustanciacion y decision  
de estos recursos se observará lo dispuesto en la sec-
cion sexta de este titulo.  
ART. 1779 (1777). Cuando la Sala estimare que  
los amigables componedores han dictado el fallo fuera  
del término señalado en el compromiso, casará la sen-
tencia, mandando se devuelva el depósito al recu-
rrente.  
ART. 1780 (1778). Si el recurso se fundare en ha-
ber resuelto los amigables componedores puntos no so-
metidos á su decision, casará la sentencia únicamente  
en el punto 6 puntos en que consista el exceso, man-
dando tambien la devolucion del depósito.  
SECCIÓN NOVENA  
DE LOS RECURSOS INTERPUESTOS POR EL MINISTERIO FISCAL 
ART. 1781 (1779). El Ministerio fiscal podrá in- . 
 
terponer el recurso de casacion en los pleitos en que 
 
sea parte, sujetándose á las reglas establecidas en las 
 
secciones precedentes, pero sin constituir depósito. 
 
'ART. 1782 (1780). Podrá igualmente el Ministerio 
 
fiscal, en interes de la ley, interponer en cualquier 
 
tiempo el recurso de casacion por infraccion de ley 6 
 
de doctrina legal en los pleitos en que no haya sido 
 
parte. En este caso serán citadas y emplazadas las 
 
partes que intervinieron en el litigio, para que, silo 
 
tienen por conveniente, se presenten ante el Tribunal 
 
Supremo dentro del término de veinte dias (de sesenta  
dias en los pleitos de Cuba y Puerto Rico).  
Las sentencias que se dicten en estos recursos ser-
virán únicamenté para formar jurisprudencia sobre las 
 
cuestiones legales discutidas y resueltas en el pleito; 
 
pero sin que por ellas pueda alterarse la ejecutoria ni 
 
afectar el derecho de las partes. 
 
Estos recursos se entenderán admitidos de derecho, 
 
lroilmen 
. 
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y se interpondrán directamente ante la Sala primera. 
ART. 1783 (1781). Cuando el Ministerio fiscal, en 
el caso del art. 1715 (1713 en la ley para Cuba y Puerto 
Rico) interpusiere el recurso de casacion, la sentencia 
que recaiga producirá los mismos efectos para los in-
teresados. en el pleito que la que se habria dictado, si 
el recurso se hubiera interpuesto por la representa-
cion de la parte pobre recurrente. 
ART. 1784 (1782). Cuando fuere desestimado el 
recurso de casacion interpuesto por el Ministerio fiscal 
en pleitos en que hubiere sido parte, las costas causa-
das á la contraria deberán reintegrarse con los fondos 
retenidos, procedentes de la mitad de los depósitos 
cuya pérdida haya sido declarada. 
Lo mismo se decretará cuando el Fiscal se separe 
del recurso que hubiera interpuesto, y áun cuando, sin 
haber llegado a interponerlo formalmente, hubiere 
comparecido ante el Tribunal Supremo la parte con-
traria por haber sido emplazada. 
ART. 1785 (1783). El pago de las costas, de que 
habla el articulo precedente, se hará por el órden ri-
guroso de antigüedad y con arreglo á lo que permitie-
ren los fondos existentes. 
SECCIÓN DÉCIMA 
DISPOSICIONES COMUNES A TODOS LOS RECURSOS DE CASACIÓN 
ART. 178.6 (1784). La Audiencia podrá decretar 
la ejecucion de la sentencia, á peticion de la parte que 
la hubiere obtenido, aunque se haya interpuesto y ad-
mitido el recurso de casacion, si dicha parte presta 
fianza bastante, á juicio del mismo Tribunal, para res-
ponder de cuanto hubiere recibido si se declarase la 
casacion. 
ART. 1787 (1785). Si litigare por pobre la parte 
recurrente y el recurso fuere desestimado, pagará 
cuando llegue á mejor fortuna la suma en que hubiere 
debido consistir el depósito, y el importe de las costas 
a cuyo pago hubiere sido condenada. 
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ART. 1788 (1786). Cuando se interpongan dos 6 
más recursos de igual clase contra una misma senten-
cia, se sustanciarán y decidirán juntos en una sola 
pieza, á cuyo fin serán acumulados. 
Si el de una parte fuere por infraccion de ley, y el 
de la otra por quebrantamiento de forma, se esperará 
para sustanciar el primero, á que esté resuelto el se-
gundo. 
ART. 1789 (1787). En cualquier estado del recurso 
puede separarse de él el que lo haya interpuesto, ob-
servándose lo prevenido en el art. 1791 (1789 en la ley 
para Cuba y Puerto Rico. 
ART. 1790 (1788). El auto en que se estime la  se-
paracion del recurso, se comunicará á la Audiencia de 
que proceda el pleito, con devolucion del apuntamien-
to, 6 de los autos (1) en su caso, y se notificará á las 
partes que hubiesen comparecido ante el Tribunal Su-
premo. 
ART. 1791 (1789). Cuando la separacion del re-
curso por infraccion de leyó de doctrina legal se hi-
ciere antes de ser admitido por la Sala, se mandará de-
volver todo el depósito; y la mitad, cuando se hiciere 
despues de admitido y antes del señalamiento para la 
vista, dándose á la otra mitad la aplicacion ordinaria. 
En los recursos por quebrantamiento de forma se 
devolverá la mitad del depósito, cualquiera que sea el 
tiempo en que tenga lugar el desistimiento antes del 
señalamiento de dia para la vista. Hecho éste, no ten-
drá lugar la devolucion. 
ART. 1792 (1790). La mitad del importe del depó-
sito, a cuya pérdida hubiere sido condenado el recu-
rrente, se entregará á la parte que hubiere obtenido la 
ejecutoria como indemnizacion de perjuicios, conser-
vándose la otra mitad en el establecimiento público en 
que se hubiere hecho, para los efectos expresados en 
 
(1) «Ó de loe testimonios parciales de los autos", dice, en lugar 
de los autos, el art. 1788 de la ley para Cuba y Puerto Rico, sin otra 
variación. 
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el articulo 1784 (1782 en la ley para Cuba y Puerto 
Rico. 
ART. 1793 (1791). Las sentencias en que se de-
clare por la Sala de casacion haber 6 no lugar al re-
curso, y  las en que por la Sala de admision se resuelva 
no haber lugar á la del recurso, en todos 6 en alguno 
de sus extremos, se publicarán en la Gaceta de Madrid, 
é insertarán en la Coleccion legislativa (1). 
Podrá el Tribunal acordar, si concurrieren circuns-
tancias especiales de su exclusiva apreciacion, que no 
se publique la sentencia, 6 que se haga la publicacion 
suprimiendo los nombres propios de las personas inte-
resadas en el pleito, y el de la Audiencia y Juzgado en 
que se hubiera seguido el litigio. 
Art. 1794 (1792). Hecha, en su caso, tasacion de 
las costas, se librará certificacion de la sentencia 6 sen-
tencias que hubiere dictado el Tribunal Supremo, y se 
remitirá al que corresponda para su cumplimiento, de-
volviéndole el apuntamiento, autos 6 documentos que 
hubiere remitido (2). 
ART. 1795. Los recursos de casacion contra las sen- 
tencias pronunciadas por las Audiencias de Ultramar, 
se interpondrán conforme á las leyes de procedimientos 
que rijan en dichos Tribunales, y se sustanciarán ante 
el Tribunal Supremo por los trámites establecidos en 
este titulo. 
Si correspondiere á la Sala sentenciadora la admi-
sion del recurso, se omitirá este trámite en el Tribunal 
(1) Al final de este párrafo, en el art. 1791 de la ley para Cuba y 
Puerto Rico, se añade: «y además en las Gacetas oficiales de la Ha-
bana 6 de Puerto Rico, según las Audiencias de que procedan los 
pleitos». 
(2) En el art. 1792 de la :ley para Cuba y Puerto Rico, en lugar 
de estas últimas palabras, se dice: «devolviéndole el apuntamiento y 
archivándose el testimonio parcial de los autos 6 de los documentos 
que se hubieren remitido al mismo Tribunal Supremo para la sustan-
ciación del recurso ». 
e 
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Supremo, y se le dará la sustanciacion ulterior que co-
rresponda (1). 
(1) Lo que se dispone en este artículo no tiene hoy objeto, y ca-
rece de aplicación desde que por las leyes de Enjuiciamiento civil 
para Cuba y Puerto Rico y para Filipinas, publicadas posteriormente, 
se ha asimilado el procedimiento para la interposición y admisión de 
los recursos de casación contra las sentencias de las Audienciae ds 
Ultramar al establecido en la presente ley. Por eso se habrá suprimi-
do este artículo en la ley para Cuba y Puerto Rico, y en su lugar, 6 sea 
con la numeración á él correspondiente, se ha adicionado otro, en 
previsión de accidentes que pueden ocurrir con relación á las pro-
vincias de Ultramar, que dice así: 
«Art. 1793. Justificada en forma, por declaración de las Autorida-
des á quienes corresponda hacerlo, la pérdida del buque-correo en 
que se hubieren remitido á la Península los apuntamientos, testimo-
nios ó documentos indispensables para interponer 6 sustanciar los 
recursos de casación y queja ante el Tribunal Supremo, se entende-
rán prorrogados los plazos á que se contraen los arts. 1699, 1701, 
1703, 1714, 1761, 1767, 1774, 1775 y 1779 de esta ley, cuyos plazos, 
tanto en el caso de pérdida como en el de detención del buque en 
.viaje por fuerza mayor, empezarán á computarse de nuevo, á contar 
desde la fecha en que haya sido notoria en el terrritorio de la Audien-
cia respectiva la pérdida 6 naufragio del buque-correo, 6 desde que 
se acredite que prosiguió su viaje por haber cesado las causas que lo 
interrumpieron. 
»En loe casos de pérdida ó de naufragio del respectivo buque-co-
rreo, las Audiencias 6 Juzgados donde los pleitos se hubieren falla-
do, dentro de los nuevos plazos completados del modo que establece 
este artículo, procederán á la entrega de certificaciones, testimonios 
del apuntamiento y de autos, y de los demás documentos que corres-
pondan, ajustándose á lo prescrito para la expedición y envío de los 
que se hubieren inutilizado ó perdido. 
»E1 Tribunal Supremo reproducirá siempre y de oficio por testi-
monios y en forma las providencias, autos 6 fallos dictados por sus 
 Salas primera y tercera en loe recursos de casación cuando hayan su-
frido extravío é consecuencia de pérdidas 6 naufragios de buques-co-
rreos de las Antillas y las partes soliciten del mismo Tribunal que se 
subsane la falta de las decisiones primitivamente comunicadas.» 
FORMULARIOS DEL TITULO XXI 
De los recursos de casación. 
I.--Recursos por infracción de ley 6 de doctrina legal. 
Preparación del recurso.—Ante la misma Sala de la Audiencia que 
hubiere dictado la sentencia, y en los juicios de desahucio de que cono-
cen en primera instancia los jueces municipales, ante el juez de primera 
instancia que hubiere dictado la sentencia en la segunda instancia, ha 
de prepararse el recurso de casación por infracción de ley 6 de doctrina 
legal, presentando, dentro de los diez días siguientes al de la notificación 
de la sentencia, cuyo término es improrrogable, un escrito con dirección 
de letrado, manifestando la parte agraviada su intención de interponer 
dicho recurso y solicitando para ello certificación de la sentencia, con-
forme á lo prevenido en el art. 4700. 
Al tratar de los recursos contra las resoluciones judiciales (tít. IX 
del lib. 4. °) anticipamos los formularios de todas estas actuaciones: 
veánse en las páginas 232 y siguientes del tomo 2.° 
Interposición del recurso.—Siempre que se entrega la certificación 
de la sentencia á la parte recurrente, sea rica ó pobre, ha de interponerse 
el recurso por infracción de ley 6 de doctrina legal ante la Sala de admi-
sión del Tribunal Supremo, dentro del término de cuarenta días en los 
pleitos procedentes de la Peninsula é islas Baleares, de cincuenta en los 
de Canarias, de sesenta en los de Cuba y Puerto Rico y de cien días en 
los de Filipinas, cuyos términos son improrrogables y han de contarse 
desde el día siguiente al de la entrega de la certificación. 
Cuando á instancia del recurrente, que esté declarado pobre, se re-
mita de oficio al Tribunal Supremo la certificación de la sentencia, el 
término para formalizar el recurso será, en todo caso, el de veinte días 
improrrogables, contados desde el siguiente al de la notificación de la 
providencia mandando entregar al procurador dicha certificación. En es-
tos casos el letrado, ya sea nombrado de oficio 6 designado por la parte 
para la defensa del recurrente pobre, está obligado por la ley á formali- 
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zar el recurso dentro de dicho término, si en los tres primeros días del 
mismo no devuelve los autos á la Secretaria de la Sala manifestando su 
opinión, sin razonarla, de ser improcedente el recurso. 
Creemos excusado el formularto del escrito formalizando el recurso, 
por la diversidad de los casos y por la ilustración de los letrados que se 
encargan de estos asuntos. Nos limitaremos á indicar que será necesario 
hacer en él una sucinta relación de las cuestiones debatidas en el pleito, 
sobre las que verse el recurso, y del fallo acerca de ellas dictado en la 
sentencia, para deducir las infracciones de ley ó de doctrina legal en que 
aquél se funde, y concluir solicitando la admisión del recurso y la casa-
ción de la sentencia. Pero téngase muy presente que la ley exige, como 
requisitos esenciales para que pueda ser admitido el recurso, los si-
ga ientes: 
4.° Que al escrito interponiendo el recurso se acompañen: el poder 
que acredite la representación del procurador, si no hubiere sido nom-
brado de oficio, a no haberlo presentado anteriormente: la certificación 
de la sentencia recurrida: el documento del depósito correspondiente, 
hecho en el establecimiento público destinado al efecto, sin que pueda 
suplirse consignando la cantidad en el Tribunal: cuando el juicio sea de 
desahucio, y el arrendatario 6 inquilino el recurrente, el documento que 
justifique estar al corriente en el pago de las rentas 6 alquileres; y tan-
tas copias del escrito en papel común cuantas sean las otras partes liti-
gantes (art. 4718). 
2.° Que se exprese concretamente en el mismo escrito el párrafo 6 
párrafos del art. 4692 en que se halle comprendido el recurso (ar-
ticulo 4720). 
3.° Que se citen con precisión y claridad la ley ó leyeas, ó la doctrina 
legal que se supongan infringidas, expresando el concepto en que lo ha-
yan sido; y si son dos ó más los motivos 6 fundamentos del recurso, que 
se consigne cada uno de ellos por separado en párrafos numerados (ar-
tículo 4720). 
Cuando la ley contenga varias disposiciones, ha de citarse concreta-
Lente la disposición 6 el articulo que se crea infringido, y el concepto 
en que lo haya sido; y si la infracción fuese de doctrina legal, además 
de expresar la doctrina, deberá citarse la ley de donde se derive, ó las 
sentencias del Tribunal Supremo que la hayan reconocido como tal doc-
trina legal, según éste tiene declarado con repetición, de acuerdo con el 
art. 4729. 
Procedimiento.—Por ser de la exclusiva competencia del Tribunal 
Supremo la admisión y fallo de los recursos de casación por infracción 
de ley, y de los de queja por haber sido denegada la certificación de la 
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sentencia, no existe el peligro de prácticas contradictorias. Por esto, 
porque esos procedimientos están determinados en la ley con toda clari-
dad y son de fácil y corriente ejecución, y por la reconocida ilustración 
y pericia de los funcionarios que en ellos intervienen, debemos abstener-
nos de formularlos. Por la misma razón dejaremos de hacerlo en los 
 de- 
, 
finis recursos de casación. 
11.—Recursos por quebrantamiento de forma. 
Estos recursos han de interponerse ante la Sala de la Audiencia que 
hubiere dictado la sentencia, y en los juicios de desahucio de que cono-
cen los jueces municipales, ante el juez de primera instancia que hubiere 
conocido de la apelación, dentro' del término improrrogable de diez días, 
contados desde el siguiente al de la notificación de la sentencia á la parte 
recurrente; y a la misma Audiencia ó juez corresponde resolver sobre la 
admisión del recurso. 
Véanse, en las paginas 257 y siguientes del tomo 2.°, los formularios 
del escrito interponiendo el recurso y de las demás actuaciones que han 
de practicarse en la Audiencia (aplicables también en su caso á los Juz-
gados de primera instancia) hasta resolver sobre la admisión del recurso, 
y remitir los autos al Tribunal Supremo, cuando se admite, con empla-
zamiento de ambas partes, para que comparezcan ante dicho Tribunal 
dentro del término improrrogable de quince días en los pleitos proce-
dentes de la Peninsula é islas Baleares, de treinta en los de Canarias, y 
de sesenta en los de Cuba, Puerto Rico y Filipinas. 
Se omiten los formularios de las actuaciones en el Tribunal Supremo, 
por la razón expuesta anteriormente. 
Ill.—Recursos contra sentencias de amigables componedores. 
flan de interponerse estos recursos ante la Sala tercera del Tribunal 
Supremo (ó la que haga sus veces) dentro del término improrrogable de 
veinte días, si se hubiere di^,tado el fallo en la Península é islas Balea-
res; de cuarenta días, si se hubiera dictado en las Canarias, y de sesenta 
en las de Cuba, Puerto Rico y Filipinas, contados desde el siguiente al 
de la notificación del fallo á la parte recurrente. 
En el escrito interponiendo el recurso ha de expresarse, como requi-
sito indispensable, la causa en que se funde de las dos establecidas taxa_ 
tiv amente en el núm. 3.° del art. 4694, que son: haber dictado la senten-
cia los amigables 'componedores fuera del término señalado en el com-
promiso, ó haber resuelto puntos no sometides á su decisión. Expresada 
la causa, se alegarán los motivos de casación, en párrafos separados y 
numerados, si fuesen más de uno. Estos motivos han' de fundarse nece-
sariamente en la discordancia entre la escritura de compromiso y la sen- 
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tencia, únicos documentos que tendrá á la vista el Tribunal Supremo 
para resolver el recurso, sin que pueda admitir ningún otro. 
A dicho escrito han de acompañarse, además del poder con que acre-
dite su representación el procurador, los documentos siguientes: 4.° Tes-
timonio de la escritura de compromiso, y también de la de prórroga del 
término, si la hubiere habido, cuando el recurso se funde en haberse 
pronunciado el fallo fuera del término. 2.° Testimonio de la sentencia y 
de su notificación al recurrente. Y 3.° El documento que acredite la 
constitución del depósito de 4.000 pesetas, y si la cuantía litigiosa fuese 
inferior á 3.000 pesetas, el de la sexta parte de aquélla. En los recursos 
procedentes de las islas de Cuba, Puerto Rico y Filipinas, dicho depósito 
ha de ser de L500 pesetas, ó de lá sexta parte de la cuantía litigiosa, 
cuando ésta sea inferior á 5.000 pesetas. 
Presentado el recurso en tiempo y forma, dictará providencia la Sala 
mandando que se cite y emplace á los demás interesados para que com-
parezcan ante ella a usar de su derecho, si les conviene, dentro del tér-
mino de quince dïas los que se hallen en la Península é islas Boleares, 
de treinta los de Canarias, y de cuarenta y cinco los de Cuba, Puerto 
Rico y Filipinas, contados desde el día siguiente al del emplaz amiento. 
En todo lo demás, estos recursos han de sustanciarse y decidirse 
como los de quebrantamiento de forma. 
TITULO XXII 
DEL RECURSO DE REVISIÓN 
Se da este nombre al remedio extraordinario que concede la 
ley para que se rescinda y deje sin efecto una sentencia firme, ga-
nada injustamente, á fin de que se vuelva á abrir el juicio y se 
falle con arreglo á justicia. Aunque este recurso es extraordinario 
lo mismo que el de casación, y ambos son de la competencia del 
Tribunal Supremo, y se dan contra sentencias firmes, existen entre 
ellos diferencias esenciales, tanto respecto á las causas que los mo-
tivan, como á los efectos que producen. Por esto, y porque tam-
poco podían sujetarse á un mismo procedimiento, se trata de ellos 
con separación, habiéndose adicionado el presente título en virtud 
de la autorización concedida al Gobierno por la base 19 de las 
aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1880. 
Ni directa, ni indirectamente se hizo referencia al recurso de 
revisión en la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, aunque ya se 
hallaba establecido para lo contencioso-administrativo por los ar-
tículos 228 y siguientes del Reglamento de 30 de Diciembre de 
1846, sobre el modo de proceder el Consejo Real en los negocios 
contenciosos de la Administración. Y es también de notar que, 
habiéndose establecido dicho recurso, á la vez que el de casación, 
en los juicios criminales por la ley de las Cortes Constituyentes de 
18 de Junio de 1870, no se hiciera extensivo á lo civil en otra ley 
de la misma fecha sobre reforma de la casación civil. Considera-
rían, sin duda, aquellos legisladores que, para atender á las nece-
sidades de la justicia sobre este punto, bastaban las disposiciones 
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de las leyes de Partida entonces vigentes. Aunque así fuera en el 
fondo, convenía reformar la competencia y el procedimiento, como 
se ha hecho en el presente título. 
Las cuatro causas que dan lugar al recurso de revisión, deter-
minadas taxativamente en el art. 1796, se hallaban establecidas en 
las leyes 13, 19 y 24, tít 22, y La y 2.a, tít. 26 de la Partida 3.&, 
con otros casos que hoy son objeto del recurso de casación ó de 
otros procedimientos. Dichas leyes concedían el término de veinte 
años para pedir la rescisión de la sentencia firme por las causas 
indicadas, y daban competencia para conocer de estas contiendas 
en la vía ordinaria al mismo juez que hubiese conocido del pleito 
anterior en la primera instancia, y así se practicaba. En estos dos 
puntos era notoria la inconveniencia de aquellas disposiciones, y á 
ellos se refieren principalmente las reformas hechas en el presente 
título. El respeto debido á la cosa juzgada exige que sólo el Tri-
bunal Supremo tenga facultades para anularla ó rescindirla, y 
por esto se declara de la exclusiva competencia de dicho Tribunal 
el conocimiento de los recursos de casación y de revisión. Y por 
la índole de las causas que motivan el de revisión, y por la incon-
veniencia de que estén por mucho tiempo en incierto los derechos 
de los particulares, se ha reducido el término para entablar dicho 
recurso, sin que en ningún caso pueda exceder de cinco años, en 
vez de los veinte que concedían las leyes de Partida. Con estas 
reformas, y con el depósito de 2.000 pesetas que exige el ar-
tículo 1799, se evitarán pleitos temerarios. 
Además de las causas indicadas, por las cuales podían des-
atarse ó rescindirse las sentencias ejecutorias dentro de la vía ju-
dicial, el Rey, en uso del poder soberano y absoluto que ejercía en 
aquellos tiempos, mandaba la revisión de una sentencia cuando le 
parecía justo é conveniente en vista de las razones alegadas por la 
parte que había perdido el pleito, y que se abriera el juicio des-
pués de terminado para fallarlo de nuevo, lo eual era un atentado 
contra la santidad de la cosa juzgada, reconocida en todas las le-
gislaciones como una necesidad social. La Constitución de 1812 
privó de esas facultades al Poder soberano, declarando en su ar-
tículo 243 que 4ni las Cortes ni el Rey podrán ejercer en ningún 
DEL RECURSO DE REVISIÓN 
	
243 
caso las funciones judiciales, avocar causas pendientes, ni mandar 
abrir los juicios fenecidos». 
Restablecido el Gobierno absoluto, volvió el Rey á'conceder 
aquellas gracias, hasta que, por Real decreto de 21 de Marzo de 
1834, teniendo en consideración, según en él se dice, «la necesidad 
de poner fin á la admisión del considerable número de instancias 
extraordinarias sobre asuntos judiciales, que diariamente se diri-
gían al Rey, y la utilidad y conveniencia de restituir á los tribu-
nales el lleno de facultades que exige la ordenada administración 
de justicia», se mandó que no se diera curso á ninguna de las ins-
tancias que tuvieran por objeto alterar los trámites y formas esta-
blecidos para los juicios, ó la competencia de los tribunales, al 
das que versen sobre obtener revisiones extraordinarias, ó sobre 
volver á abrir juicios ya fenecidos». 
Con esta disposición, basada en los buenos principios, recobró 
la cosa juzgada toda la autoridad y fuerza que nuestras leyes le 
han atribuído siempre; pero como puede suceder que por error 5 
por malicia se falte abiertamente á la justicia en la sentencia que 
ponga fin al pleito, con prudente previsión se han concedido 
siempre medios y recursos excepcionales contra las ejecutorias que 
adolezcan de ese vicio. Estos medios no dependen ya de la volun-
tad del Poder supremo: son hoy los recursos extraordinarios de 
casación y de revisión, cuya resolución está encomendada por la 
ley á los mismos tribunales de justicia; el de casación, para anular 
las sentencias firmes que se hubieren dictado con infracción de ley 
ó con quebrantamiento de las formas esenciales del juicio, y el de 
revisión, para rescindir aquellas en que la verdad legal esté en 
contradicción con la verdad real y positiva, siempre que ésta se 
hubiere ocultado en el pleito por dolo ó maquinaciones fraudulen-
tas de la parte favorecida por la sentencia. 
En el título anterior pueden verse las causas que dan lugar al 
recurso de casación y cuanto con él se relaciona: veamos ahora 
todo lo que se refiere al de revisión, examinando los artículos con-
tenidos en el presente título. 
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SECCIÓN PRIMERA 
DE LOS CASOS EN QUE PROCEDE EL RECURSO DE REVISION 
ARTÍCULO 1796 
(Art. 1794 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Habrá lugar á la revision de una sentencia firme: 
1. 0 Si despues de pronunciada se recobraren docu-
mentos decisivos, detenidos por fuerza mayor, ó por 
obra de la parte en cuyo favor se hubiere dictado. 
2. ° Si hubiere recaido en virtud de documentos 
que al tiempo de dictarse ignoraba una de las partes 
haber sido reconocidos y declarados falsos, ó cuya fal-
sedad se reconociere ó declarare despues. 
3. ° Si habiéndose dictado en virtud de prueba tes-
tifical, los testigos hubieren sido condenados por falso 
testimonio, dado en las declaraciones que sirvieron de 
fundamento á la sentencia. 
4.0 Si la sentencia firme se hubiere ganado injus-
tamente en virtud de cohecho, violencia ú otra maqui-
nacion fraudulenta. 
ARTÍCULO 1797 
(Art. 1795 para Cuba y Puerto Rioo.) 
El recurso de revision sólo podrá tener lugar cuan-
do hubiere recaido sentencia firme. 
En el primero de estos artículos se determinan taxativamente 
loe casos en que podrá intentarse el recurso de revisión, declarán-
dose en el segundo que dicho recurso sólo podrá tener lugar 
cuando hubiere recaído sentencia firme. No se limita á las senten-
cias dictadas en segunda instancia, como para el recurso de casa-
ción se establece en el art. 1689: el de revisión se da contra toda 
sentencia firme que ponga término . al pleito, cualquiera que sea la 
instancia en que haya recaído y el tribunal que la hubiere dictado, 
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puesto que no se establece distinción de ninguna clase, y sólo se 
exige el requisito de que sea firme. Lo será la sentencia de pri-
mera instancia cuando la consientan ó no apelen las partes; la de 
segunda instancia, si no se interpone el recurso de casación; y si 
se interpone y es estimado y casada la sentencia, la segunda que 
dicte el Tribunal Supremo sobre el objeto del pleito, conforme al 
art. 1745. Contra todas estas sentencias cabe el recurso de revi-
sión, como lo declara también el art. 1801; pero ha de fundarse 
precisamente en alguno de los cuatro motivos que se determinan 
en el art. 1796, que vamos á examinar. 
1.° «Si después de pronunciada (la sentencia firme contra la 
cual se interponga el recurso), se recobraren documentos decisivos, 
detenidos por fuerza mayor, ó por obra de la parte en cuyo favor 
se hubiere dictado.» —Hemos copiado las palabras de la ley, porque 
es importante analizarlas. Nótese que se emplea el verbo recobrar, 
que en su recto sentido significa «volver á cobrar lo que antes se 
tenía, ó recuperar lo perdido», de lo cual pudiera deducirse ser 
requisito indispensable que el litigante hubiera tenido en su poder 
los documentos y los hubiere perdido, ó por lo menos que tuviera 
noticia ó conocimiento de ellos durante el pleito, y no pudo pre-
sentarlos por fuerza mayor ó por obra de la parte contraria, ,que 
le impidieron recobrarlos. Pero en el art. 1708 se emplea el verbo 
descubrir, que en el sentido aplicable al caso significa «hallar lo 
que estaba ignorado ó escondido, ó venir en conocimiento de al-
guna cosa que se ignoraba». De estas dos disposiciones se deduce 
que podrá utilizarse el recurso de revisión en los dos casos á que 
las mismas se refieren, siempre que no hubieren podido recobrarse 
ó descubrirse los documentos antes de pronunciarse la sentencia, 
por haberlo impedido una fuerza mayor, ó por obra 6 maquina-
ciones de la parte contraria. Al recurrente incumbe probar estos 
hechos, y si no los prueba cumplidamente, no podrá prosperar el 
recurso. 
Se previene también que los documentos han de haber sido re-
cobrados ó descubiertos después de pronunciada la sentencia firme, 
porque, si lo hubieren sido antes, debieron presentarse en el pleito, 
conforme á los arts. 504 y 506, sin poder utilizarlos después. Y 
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como en el 507 se previene que (no se admitirá documento alguno  
después de la citación para sentencia», entendemos que cuando se  
descubran los documentos después de la citación para sentencia en  
la segunda instancia, producirán el mismo efecto que cuando se re-
cobran después de pronunciada esta sentencia: no así cuando esto  
ocurra en la primera instancia, porque entonces queda el recurso  
ordinario de la apelación para presentar los documentos en la se-
gunda instancia, conforme al art. 862, 6 al núm. 2.° del 863.  
Y se previene, además, que los documentos han de ser decisivos,  
esto es, de influencia tan notoria en el pleito, que si el juzgador  
hubiera podido apreciarlos al dictar su fallo, lo hubiera pronun-
ciado en sentido contrario. La apreciación de ese requisito, que  
debe alegarse también en el escrito interponiendo el recurso, co-
rresponde al Tribunal Supremo, como fundamento de su fallo sobre  
la rescisión de la sentencia.  
2° Si hubiere recaído la sentencia en virtud de documentos  
falsos.—Para que el recurso de revisión pueda fundarse en este mo-
tivo, es necesario que preceda la declaración de falsedad del docu-
mento ó documentos que hayan servido de fundamento á la senten-
cia, cuya declaración deberá hacerla el tribunal competente para  
conocer del delito. Si hubiere recaído esta declaración antes de  
dictarse la sentencia del pleito, deberá alegar el recurrente que ig-
noraba este hecho, sin perjuicio de la prueba en contrario, pues si  
tenía conocimiento de ello, debió alegarlo y probarlo en el pleito. 
 
Terminado éste, tendrá que hacer uso de la acción criminal para 
 
que se declare la falsedad del documento, antes de entablar el re-
curso de revisión.  
3.° Si se hubiere dado la sentencia por testigos falsos.—En este 
 
caso ha de preceder también al recurso de revisión el juicio crimi-
nal, en el que sean condenados los testigos por el falso testimonio, 
 
dado en las declaraciones que sirvieron de fundamento á la sen-
tencia, y no en otro pleito. 
Respecto de los dos motivos que preceden, el Tribunal Supre-
mo declaró en sentencia de casación de 1.° de Febrero de 1866, 
óque si bien la sentencia ejecutoria dada por falsas cartas ó falsos 
testigos se puede revocar y rescindir, es indispensable que se averi- 
^ 	  
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güe manifiestamente y se pruebe la falsedad, y que fué dictada en 
virtud de ella y no por otras razones ni pruebas, con arreglo á lo 
-que se prescribe en las leyes 1.» y 2.a, tít. 26, partida 3.a, de acuer-
do con las romanas». La primera de estas leyes, después de orde-
nar que toda sentencia que fuese dada por falsas cartas ó falsos 
testigos se puede desatar, como en manera de restitución, aunque 
no se hubiere alzado de ella la parte agraviada, añadió: «Pero si 
en el pleito fuessen recebidos muchos testigos, ó cartas de muchas 
maneras, que averiguassen el pleito, magüer la parte probasse que 
algunos de aquellos testigos, ó las cartas eran falsas, non le com-
pliría, si manifiestamente non averiguasse, que el juez por aquellos 
testigos ó por aquellas cartas falsas diera su juicio.» Aunque hoy 
están derogadas dichas leyes, queda subsistente esta doctrina, 
tanto por su razón jurídica, como por estar en armonía con las dis-
posiciones que estamos examinando. 
4.° Si la sentencia se hubiere ganado injustamente en virtud de 
cohecho, violencia ú otra maquinación fraudulenta.—La sentencia 
comprada por dineros, ó ganada por corrupción del juez con dádi-
vas, presentes, ofrecimientos ó promesas al mismo ó á persona inter-
media, cuyos hechos constituyen el delito de cohecho, ó arrancada 
al juez por violencia, intimidación ó cualquiera otra maquinación 
fraudulenta y dolosa de la parte favorecida, no puede prevalecer 
legal ni moralmente, y por esto se concede contra ella el recurso 
de revisión para que se rescinda y deje sin efecto. También or-
denó la ley 13, tít. 22 de la Partida 3.a, que por esos motivos se 
desatara el juicio primero, aunque no se hubiere alzado de él la 
parte agraviada, imponiendo á ésta la obligación de probar los he-
chos. Esta obligación la tiene también hoy el recurrente, y como el 
cohecho y la violación, y acaso también el dolo, constituyen delito, 
tendrá que entablar la acción criminal ante el tribunal competente 
para conocer del delito, suspendiéndose el procedimiento del re-
curso hasta que recaiga sentencia firme en aquel juicio, conforme 
á lo prevenido en el art. 1804, por ser dicha sentencia determinante 
de la procedencia del recurso. 
No obstante el cohecho, la violencia ó el dolo, la sentencia 
puede ser justa en el fondo: ¿procederá en tal caso el recurso de 
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revisión? Puede deducirse la contestación negativa de las palabras 
«si la sentencia se hubiere ganado injustamente», empleadas en 
la disposición que 4bxaminamos; pero el adverbio injustamente 
puede referirse también á los medios empleados, pues no puede 
considerarse justo lo que se consigue por medio del cohecho, la 
violencia ó el dolo. Si además del hecho en que se funde el re-
curso, tuviera el Tribunal Supremo que apreciar si era ó no justa 
la sentencia en el fondo, vendría á resolver la cuestión del pleito, 
y no es esta la misión y competencia que la ley le atribuye para 
estos casos. Por estas consideraciones creemos, que basta justificar 
el cohecho, la violencia ó el dolo para que el Tribunal Supremo 
estime procedente el recurso y rescinda la sentencia dada con ese 
vicio, á fin de que, visto de nuevo el pleito por el juez ó tribunal 
competente, si lo insta alguna de las partes, se falle con arreglo á 
derecho. Apoya esta opinión el art. 442 de la presente ley, que 
declara nulos todos los actos judiciales practicados bajo la intimi-
dación ó la fuerza. 
Si la sentencia firme hubiere sido dada por un tribunal cole-
giado, habiendo mediado el cohecho de uno solo de los magistra-
dos, yserá procedente por este motivo el recurso de revisión? 
Creemos que podrá interponerse, porque no distingue la ley, y 
porque con el voto de ese magistrado se ha dictado la sentencia; 
_pero si, al fallar el recurso, entiende el Tribunal Supremo que ese 
voto no ha sido decisivo ni ha influido en el fallo del pleito, podrá 
declarar improcedente la revisión solicitada, sin perjuicio de acor-
dar á la vez lo conddcente para que se persiga en su caso, si ya no 
lo hubiere sido, el delito de cohecho. 
Quedan expuestos los cuatro motivos en que puede fundarse 
el recurso de revisión. En cuanto á los términos para interponerlo, 
véanse los arts. 1798 y 1800. Véase también el 1804 y su comen-
tario. 
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SECCIÓN SEGUNDA 
DE LOS PLAZOS PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN 
ARTÍCULO 1798 
En los casos previstos por el art. 1796 el plazo para 
interponer el recurso de revision será el de tres meses, 
contados desde el dia en que se descubrieren los docu-
mentos nuevos 6 el fraude, 6 desde el dia del recono-
cimiento 6 declaracien de la falsedad. 
Art. 1796 de la ley para Cuba y Puerto Rico.— (La referencia es al 
art. 1 794 de esta ley, y se concede el plazo de seis meses para in= 
terponer el recurso, sin otra variación. Igual plazo señala el ar-
ticulo 1 780 de la ley para Filipinas.) 
Se fija en tres meses el plazo para interponer el recurso de re-
visión, cualquiera que sea la causa en que se funde, de las deter-
minadas taxativamente en el art. 1796, debiendo contarse dicho 
plazo desde el día en que se descubran ó recobren los documentos 
nuevos, esto es, los detenidos por fuerza mayor ó por obra de la 
parte contraria, á que se refiere el núm. 1.° de dicho artículo, ó se 
descubra el fraude ó maquinación fraudulenta de que habla el nú-
mero 4.°, ó desde el día en que se reconozca ó declare la falsedad 
así de los documentos como de los testigos, á que se refieren los 
núms. 2.° y 3.° En este último caso, el plazo de los tres meses ha-
brá de contarse desde el día siguiente al en que sea firme la sen-
tencia condenando á los testigos por el falso testimonio dado en 
las declaraciones que sirvieron de fundamento á la sentencia recu-
rrida, y lo mismo en el caso de falsedad de documentos decisivos 
del pleito, cuando esta declaración se haga en la causa criminal 
después de haberse dictado la sentencia firme del pleito. Pero si 
hubiere re caído antes esta declaración de falsedad con ignorancia 
del recurrente, justo y natural es que los tres meses se cuenten 
desde el día en que éste tuviere conocimiento del hecho, como se 
previene respecto del descubrimiento de documentos y del fraude. 
Sobre la ignorancia del recurrente habrá de estarse á lo que éste 
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manifieste, sin perjuicio de la prueba en contrario, como ya se ha 
dicho. 
Nada se dispone expresamente para los casos de cohecho ó 
violencia; pero conforme al espíritu del presente artículo, el plazo 
de los tres meses habrá de contarse desde el día en que el recu-
rrente tenga conocimiento del hecho, y si hubiere promovido la 
acción criminal, desde el día siguiente al en que sea firme la sen-
tencia que recaiga en dicho juicio. 
Pero téngase presente, que el plazo de los tres meses está su-
bordinado al de los cinco años que fija el art. 1800 para la pres-
cripción de la acción de que tratamos. Dentro de los cinco años 
siguientes á la fecha de la publicación de la sentencia, será admisi-
ble el recurso de revisión, si se interpone dentro de los tres meses 
señalados para cada caso: transcurridos los cinco años, ya no es 
admisible ese recurso, y debe ser rechazado de plano. Uno y otro 
término han de contarse por meses y años naturales, conforme al 
art. 305. Como complemento de esta materia, véase el comentario 
á los arts. 1804 y 1805. 
Para los pleitos fallados ejecutoriamente en Ultramar, se am-
plía á seis meses el plazo de tres á que se refiere este comentario. 
ARTICULO 1799 
Para que pueda tenerse por interpuesto el recurso 
será indispensable que con el escrito en que se solicite 
la revision acompañe el recurrente, si no estuviere de-
clarado pobre, documento justificativo de haber depo-
sitado en el establecimiento destinado al efecto, la can-
tidad de 2.000 pesetas. 
Si el valor de lo que fuere objeto del litigio es infe-
rior á 12.000 pesetas, el depósito no excederá de su 
sexta parte. 
Estas cantidades serán devueltas si el recurso se de-
clarara procedente. En caso contrario, tendrán la apli-
cacion señalada á los depósitos exigidos para interpo-
ner el recurso de casacion. 
Art. 1797 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(Según esta ley, el de- 
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pósito ha de ser de 5.000 pesetas, reduciéndolo á la sexta parte 
del valor litigioso cuando éste sea inferior á 30.000 pesetas. En 
todo lo demás son iguales ambos artículos.) 
Es tan clara y terminante la disposición de este artículo, y tan 
justo y evidente su objeto, que no necesita de explicación al-
guna. Téngase presente que el litigante pobre, para eximirse del 
depósito, ha de estar declarado pobre por sentencia firme, y"si no lo 
estuviere, hafrá de promover previamente el incidente de po-
breza. Véanse el art. 1698 y sus notas 
 La y 2.a Si se declara im-
procedente el recurso, ha de darse al depósito la aplicación preve-
nida en el art. 1792. 
ARTÍCULO 1800 
(Art. 1798 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
En ningun caso podrá interponerse el recurso de 
revision, despues de trascurridos cinco, años desde la 
fecha de la publicacion de la sentencia que hubiere po-
dido motivarlo. 
Si se presentare pasado este plazo, se rechazará de 
plano. 
Las leyes 13, tít. 22, y 2.a , tít. 26 de la Partida 3.a, concedieron 
el término de veinte años para pedir la rescisión de una sentencia 
ejecutoria por cualquiera de los motivos que daban lugar á este 
recurso, sin excepción ni restricción alguna; término que vino ri-
giendo hasta que por el presente artículo se redujo, con notoria 
conveniencia, á cinco años, contados desde la fecha de la publica-
ción de la sentencia firme que motive el recurso de revisión, y con 
la prevención de que, si se presentare pasado este plazo, se re-
chace de plano, sin permitir discusión ni diligencia alguna. Y to-
davía tiene este término la restricción de los tres meses, que den-
tro de los cinco años se fijan en el art. 1698, como hemos expuesto 
en su comentario. 
La providencia rechazando de plano el recurso deberá dictarse 
con la fórmula de los autos, conforme al art. 369, por ser equiva- 
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lente á la de repulsión de una demanda y de perjuicio irreparable; 
y como dictada por el Tribunal Supremo, no procederá contra ella 
otro recurso que el de súplica para ante la misma Sala, según el 
art. 405 en su referencia al 402. 
SECCIÓN TERCERA 
DE LA SUSTANCIACIÓN DE LOS RECURSOS DE REVISIÓN 
ARTÍCULO 1801 
El recurso de revision únicamente podrá interponer-
se ante la Sala tercera del Tribunal Supremo, cual-
quiera que sea el grado del Juez 6 Tribunal en que ha-
ya quedado firme la sentencia que lo motive. 
Una vez presentado, el Tribunal llamará á si todos 
los antecedentes del pleito, cuya sentencia se impugne, 
y mandará emplazará cuantos en él hubieren litigado, 
6 á sus causa-habientes, para que dentro del término 
de cuarenta dias, comparezcan á sostener lo que con-
venga á su derecho. 
Art. 1799 de la ley para Cuba y Puerto Rico.—(En el párrafo 2.° se 
dice que «el Tribunal llamará d st por testimonio en papel de 
oficio todos los antecedentes del pleito», y se fija en noven ta días el 
término del emplazamiento, siendo iguales en lo demás ambos ar-
ticulos. Lo mismo para Filipinas por el art. 1783 de su ley.) 
ARTÍCULO 1802 
(Art. 1800 para Cuba y Puerto Rico.) 
Personadas las partes, 6 declarada su rebeldia, los 
trámites sucesivos se seguirán conforme á lo estable-
cido para la sustanciacion de los incidentes, oyéndose 
siempre al Ministerio fiscal, Antes de dictar sentencia, 
acerca de si há 6 no lugar á la admision del recurso. 
En estos dos artículos se determinan el tribunal competente 
para conocer de los recursos de revisión, y el procedimiento para 
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sustanciarlos y decidirlos. En cuanto á lo primero, se declara que 
dichos recursos «sólo podrán interponerse ante la Sala tercera del 
Tribunal Supremo, cualquiera que sea el grado del juez ó tribu-
nal en que haya quedado firme la sentencia que lo motive». Las 
leyes de Partida daban esta competencia al mismo juez que hu-
biere dictado la sentencia ejecutoria, y en la introducción de este 
título hemos expuesto la razón y conveniencia de atribuirla exclu-
sivamente al Tribunal Supremo. Véase también lo dicho al prin-
cipio del comentario á los arts. 1796 y 1797 respecto de las sen-
tencias susceptibles de este recurso. Pero actualmente, no es la 
Sala tercera del Tribunal Supremo la competente para conocer de 
ellos, sino la segunda, en virtud de la  reforma que en la organi-
zación de dicho Tribunal se hizo por el Real decreto de 29 de 
Agosto de 1893, según ya se ha dicho en la nota al art. 1688, que 
es la 2.a de la pág. 194 de este tomo. 
Nada dice la ley sobre la forma de estos recursos, y en su 
silencio, la más adecuada será la establecida y observada en la 
práctica para las demandas, porque demanda es la de revisión, 
como se la denomina en el art. 1803. Se expondrán, pues, sucinta-
mente y numerados los hechos y los fundamentos de derecho, y se 
fijará con claridad y precisión lo que se pida, y la persona ó per-
sonas contra quienes se proponga, que serán todas las que hubie-
ren litigado en el pleito, y que han de ser emplazadas conforme 
al art. 1801, primero de este comentario. Se acompañarán necesa-
riamente el poder y los demás documentos que se determinan en 
el art. 503, menos la certificación del acto de conciliación, por es-
tar comprendido el caso en la excepción 2 del art. 460. También 
deberán acompañarse, además de la sentencia impugnada, los do-
cumentos en quo el recurrente funde su derecho, conforme á lo 
prevenido en el art. 504, y tantas copias del escrito y de los docu-
mentos cuantas sean las otras partes litigantes, pues además de 
ordenarlo así como regla general los arts. 515 y 516, lo exige el 
749 para los incidentes, á cuya sustanciación han de sujetarse 
estos recursos, según el 1802. 
Presentado el recurso en tiempo y forma, el Tribunal Supremo 
dictará providencia teniéndolo por interpuesto y mandando que 
254 	 LIB. If—TfT. XX II—ARTS. 1801 Y 1802 
se dirija carta orden al juez ó á la Audiencia que hubiere dictado 
la sentencia recurrida, para que le remita todos los antecedentes 
del pleito, que serán los autos originales (por testimonio en papel 
de oficio, si el pleito se hubiere seguido en Ultramar), y que se 
emplace á cuantos en él hubieren litigado con el recurrente, ó á 
sus causahabientes, si alguno hubiere fallecido, para que dentro de 
cuarenta días (de noventa á los de Ultramar) comparezcan ante di-
cho Tribunal á sostener lo que convenga á su derecho, que podrá 
ser, impugnar el recurso ó coadyuvarlo. El emplazamiento se hará 
por medio de cédula personalmente ó por edictos, según los casos. 
Cuando comparezcan todos los emplazados y se reciban los au-
tos en el Supremo, ha de darse al recurso la- sustanciación que 
luego se dirá, tan pronto como se personen aquéllos, sin esperar á 
que transcurra el término del emplazamiento. Si no hubieren com-
parecido todos ó alguno de ellos, así que transcurran los cuarenta 
días (6 los noventa), el recurrente acusará la rebeldía al que no 
haya comparecido, y declarada por el Tribunal, se hará lo que or-
dena el art. 281. En ambos casos debe darse al recurso la sustancia-
ción establecida para los incidentes en los artículos 749 y siguientes, 
como se ordena en el 1802, que estamos examinando, con recibi-
miento á prueba, si procediere conforme á los mismos, evacuán-
dose los traslados en vista de las copias del escrito y documentos, 
sin entregar las partes los autos originales. Y terminada la sus-
tanciación, y antes de la citación para sentencia, debe oirse al Mi-
nisterio fiscal, comunicándole los autos para que dé su dictamen, 
por escrito y razonado, «acerca de si ha ó no lugar á la admisión 
del recurso», y por consiguiente, á la rescisión de la sentencia 
firme á que se refiera. 
ARTÍCULO 1803 
(Art. 1801 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Las demandas de revision no suspenderán la ejecu-
cion de las sentencias firmes que las motiven. 
Podrá, sin embargo, el Tribunal, en vista de las cir-
cunstancias, á peticion del recurrente, dando fianza, y 
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oido el Ministerio fiscal, ordenar que se suspendan las 
diligencias de ejecucion de las sentencias. 
La Sala señalará la cuantfa de la fianza, la cual com-
prenderá el valor de lo litigado, y los daños y perjui-
cios consiguientes á la inejecucion de la sentencia, para 
el caso de que el recurso fuere desestimado. 
Se trata de una sentencia firme, pasada en autoridad de cosa 
juzgada, y debe producir sus efectos mientras no se rescinda en 
virtud del recurso de revisión. Esta es la regla general conforme 
los buenos principios, y por esto se declara que la demanda de 
revisión no suspenderá la ejecución de la sentencia, en el supuesto 
de que esté pendiente todavía cuando aquélla se interponga. Si lo 
estuviese, y no en otro caso, cuando concurran tales circunstancias 
que de la ejecución se sigan perjuicios irreparables ó muy atendi-
bles, se faculta al Tribunal Supremo para que ordene la suspen-
sión á petición del recurrente, oído el Ministerio fiscal, y también 
previamente los que sean parte en el recurso, pues se trata de un 
incidente en él promovido, que puede causarles perjuicio. Se deja 
al prudente criterio del Tribunal Supremo la apreciación de dichas 
circunstancias, pero sin que pueda llevarse á efecto la suspensión 
mientras el recurrente no de fianza á satisfacción del mismo Tri-
bunal para responder del valor de lo litigado y de los daños y 
perjuicios consiguientes á la inejecución de la sentencia. 
ARTÍCULO 1804 
(Art. 1802 de la ley para Cuba y Puerto Rico.) 
Si interpuesto el recurso de revision, y en cual-
quiera de sus trámites, se suscitaren cuestiones cuya 
decision, determinante de la procedencia de aquél, 
competa á la jurisdiccion de los Tribunales en lo cri-
minal, se suspenderá el procedimiento en la Sala ter-
cera del Tribunal Supremo, hasta que la accion penal 
se resuelva por sentencia firme. 
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ARTÍCULO 1805 
En el caso del artículo anterior, el plazo de cinco 
años, de que trata el art. 1800, quedará interrumpido 
desde el momento de incoarse el procedimiento crimi-
nal, hasta su terminacion definitiva por senteucia eje-
cutoria, volviendo a correr desde que ésta se hubiere 
dictado. 
. 
Art. 1803 para Cuba y Puerto Rioo.— (La referencia es al art.  1798 
de esta ley, sin otra variación.) 
La disposición del primero de estos dos artículos está basada 
en el mismo principio que sirve de fundamento á la del 362. Siem-
pre que en un negocio civil, el juez ó tribunal que de él conozca 
haya de fundar su sentencia exclusivamente en el supuesto de la 
existencia de un delito, debe suspender el fallo del pleito hasta 
que recaiga sentencia firme en la causa criminal. Los motivos de 
esta disposición pueden verse en el comentario de dicho art. 362 
y también en el del 514 (págs. 119 y siguientes, y 541 y siguien-
tes del tomo 2.°). 
Cuando el recurso de revisión se funde en alguno de los moti- 
vos 2.°, 3.° y 4.° del art. 1796, no puede prosperar si no se jus- 
tifica la existencia del delito que se alegue de los determinados en 
dichos motivos, y por tanto, ésta será necesariamente la cuestión 
del pleito. Esta cuestión, ó el fallo que sobre ella recaiga, es de-
terminante de la procedencia del recurso, y no puede decidirla el 
Tribunal Supremo, por ser de la competencia de los tribunales de 
lo criminal. Por esto se ordena que, en tal caso, el Tribunal Su-
premo suspenda el procedimiento del recurso, cualquiera que sea 
el trámite en que se halle cuando se suscite la cuestión, hasta que 
la acción penal se resuelva por sentencia firme del tribunal com- 
petente, quedando mientras tanto interrumpido el plazo de los 
cinco años que para la prescripción de la acción, 6 sea para la in-
terposición del recurso, señala el art. 1800. 
Puede suceder que cuando el recurrente tenga conocimiento de 
la falsedad de los documentos ó testigos, 6 del cohecho, esté para 
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espirar dicho término de los cinco años, ó no reste el suficiente 
para entablar la acción penal y que recaiga sobre ella la sentencia 
firme que es necesaria para fundar el recurso. Para atenuar, como 
lo exige la justicia, el rigor de estas reglas, parecen dictados los 
dos artículos de este comentario. El recurrente que se halle en ese 
caso podrá entablar desde luego la acción penal, y con testimonio 
de haberle sido admitida la querella, acudir al Tribunal Supremo 
interponiendo el recurso de revisión, y solicitando que, reclamados 
los antecedentes del pleito y hechos los emplazamientos que pre-
viene el art. 1801, se suspendu la sustanciación del recurso hasta 
que la acción penal se resuelva por sentencia firme. Y si no- que-
dase tiempo suficiente para entablar previamente la acción penal, 
podrá entablar desde luego el recurso, alegando y ofreciendo la 
prueba de los hechos constitutivos del delito en que lo funde; y 
como sobre este punto versará la cuestión, y su decisión es deter-
minante de la procedencia del recurso y corresponde á la juris-
dicción de lo criminal, tendrá el Tribunal Supremo que suspender 
el procedimiento hasta que recaiga dicha decisión por sentencia 
firme. Creemos que en este segundo caso, para acordar la suspen-
sión, deberá oirse al Ministerio fiscal, como está prevenido para el 
caso análogo del art. 362: no así en el primero, por su analogía 
con el del art. 514, y porque, admitida la querella, no hay para 
qué oir á dicho Ministerio. 
Indicaremos, por último, que aunque el art. 1805 principia re-
firiéndose al caso del artículo anterior, que es el que acabamos de 
explicar, racionalmente interpretado, su disposición deberá apli-
carse á todos los casos en que sea necesario que preceda el proce-
dimiento criminal. Creemos que sobran en dicho artículo las pala-
bras en el caso del artículo anterior: para ese caso no había nece- 
sidad de ordenarlo, puesto que se supone interpuesto el recurso lie 
revisión dentro de los cinco años. Y no se olvide que en todo casa 
ha de interponerse el recurso dentro de los tres meses siguientes á 
la fecha do la sentencia en que se declare la falsedad de los docu-
mentos ó testigos, ó se pene el cohecho, como se ordena-en el ar-
tículo 1798: véase su comentario. 
TOMO VI 	 113 
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SECCIÓN CUARTA 
DE LAS SENTENCIAS DICTADAS EN VIRTUD DEL RECURSO 
DE REVISIÓN 
ARTÍCULO 1806 
Si el Tribunal Supremo estimare procedente la revi-
sion solicitada, por haberse fundado la sentencia en los 
documentos 6 testigos declarados falsos, 6 haberse dic-
tado injustamente en los demás casos del art. 1796, lo 
declarará así, y rescindirá, en todo 6 en parte, la sen-
tencia impugnada, segun que los fundamentos del re-
curso se refieran á la totalidad, 6 tan sólo á alguno de 
los capítulos de la misma sentencia. 
Art. 1801 de la ley para Cuba y Puerto Rico.
—(La referencia es al ar- 
tículo 1794 de esta ley, sin otra variación). 
ARTÍCULO 1807 
El Tribunal Supremo, una vez dictada la sentencia 
que, por admitirse el recurso de revision, rescinda en 
todo 6 en parte la sentencia firme impugnada, mandará 
expedir certificacion del fallo, devolviéndose los au-
tos al Tribunal de que procedan, para que las partes 
usen de su derecho, segun les convenga en el juicio co-
rrespondiente. 
En todo caso servirán de base al nuevo juicio las de-
claraciones que se hubieren hecho en el recurso de re-
vision, las cuales no podrán ser ya discutidas. 
Art. 1805 para Cuba y Puerto Rico. Como, según el párrafo 2.° de 
art. 1799 de esta ley, en los pleitos de Ultramar, d que se refiera el 
recurso de revisión, en vez de los autos originales, ha de remitirse 
al' Tribunal Supremo testimonio en papel de oficio de los mismos, 
se ordena ahora en el 1805, que cuando dicho Tribunal rescinda 
en todo ó en parte la sentencia impugnada, mandará «que los au-
tos de que se remitió testimonio, se pongan en curso por el tribu-
nal de que procedan para que las partes usen de su derecho»; y que 
( el testimonio se archivará en el Tribunal Supremo». En todo lo 
demás es igual este artículo al 1807 de la Peninsula.) 
LIB II—TÍT. XXII 
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ARTÍCULO 1808 
La rescision de una sentencia firme, como resultado 
del recurso de revision, cuando fuere admitido, produ- 
cirá todos sus efectos legales, salvo los derechos ad-
quiridos que deban respetarse con arreglo á lo estable-
cido por el art. 34 de la Ley hipotecaria. 
Art. 1806 para Cuba y Puerto Rico.—(Este artículo dice d su final: 
«con arreglo á lo establecido por el art. 42 de la respectiva ley 
Hipotecaria vigente en cada una de las islas de Cuba y Puerto 
Rico», sin otra variación. Hoy debe entenderse esta referencia al 
art. 34 de la nueva ley Hipotecaria para las provincias de Ultra-
mar, de 14 de Julio de 1893.) 
ARTÍCULO 1809 
(Art. 1807 para Cuba y Puerto Rico.) 
Cuando el recurso de revision se declare improce-
dente, se condenará en todas las costas del - juicio, y 
en la pérdida del depósito, al que lo hubiere promo-
vido. 
ARTÍCULO 1810 
(Art. 1808 para Cuba y Puerto Rico.) (1) 
Contra la sentencia que recaiga en el recurso de re-
vision, no se dará recurso alguno. 
En estos cinco artículos, últimos del título XXII, se determi-
nan los fallos que pueden dictarse en las sentencias resolutorias 
de los recursos de revisión y los efectos que producen, con la de-
claración de que contra estas sentencias no se da recurso alguno. 
Según ellos, si el Tribunal Supremo estima debidamente justifica-
do el recurso, declarará haber lugar á él y rescindirá, en todo Co en 
(1) Art. 1809, adicionado en la ley para Cuba y Puerto Rico.
—«Será apli-
cable al recurso de revisión lo establecido para la prórroga de plazos y de. 
más trámites en el art. 1793 de esta ley, relativo á los recursos de casación.. 
—Véase este art. 1793 en la nota de la pág. 236 de este tomo. Las mismas 
adiciones se han hecho en la'ley de Enjuiciamiento civil para Filipinas, de 
3 de Febrero de 18.83, por sus arts. 1777 y 1793. 
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parte, la sentencia impugnada, sin hacer especial condenación de 
costas y mandando devolver el depósito, si se hubiere constituido. 
En otro caso declarará no haber lugar al recurso por ser improce-
dente, condenando al recurrente en todas las costas y á la pérdida 
del depósito, al que so dará la aplicación que previene el art. 1792, 
como se ordena en el 1799. 
Cuando se declare procedente el recurso y se rescinda la sen-
tencia impugnada, ha de mandar además el Tribunal Supremo que, 
con certificación de su sentencia, so devuelvan los autos al tribu-
nal ó juez de quien procedan, para que las partes usen de su de-
recho, según les convenga, en el juicio correspondiente. Así lo 
previene el art. 1807. Por consiguiente, el Tribunal Supremo no 
tiene competencia para conocer del fondo del pleito, como ya se 
ha dicho: sus facultades están limitadas en el recurso de revisión 
á rescindir, ó no, la sentencia firme impugnada, según estime pro-
cedente: si la rescinde, queda ésta invalidada y sin efecto, y pue-
den las partes promover do nuevo el juicio correspondiente; pei o 
sirviendo en todo caso de base al nuevo juicio las declaraciones 
hechas en el recurso de revisión, las cuales no podrán ser ya dis-
cutidas. 
La rescisión de la sentencia firme impugnada producirá todos 
sus efectos legales, dice el art. 1808. Estos efectos serán los natu-
rales de toda rescisión; la invalidación de todo lo-mandado y eje-
cutado á consecuencia de la sentencia rescindida, volviendo las co-
sas al ser y estado que antes tenían. Si en su virtud el que ganó 
el pleito hubiere recibido alguna cosa ó cantidad, estará obligado 
á devolverla al que la hubiere satisfecho, con sus frutos ó intere-
ses. Sólo so dejan á salvo, como excepción de esta regla, «los de-
rechos adquiridos que deban respetarse con arreglo á lo estable-
cido por el art. 3 <1 de la ley Hipotecaria», do la Península y de 
Ultramar. Se refiere á los derechos adquiridos de buena fe é inscri-
tos por un tercero, de persona que en el Registro aparezca con 
derecho para disponer de ellos; pero en este caso podrá reclamarse 
la indemnización de perjuicios al causante de la lesi5n, como res-
pecto de los contratos lo ordena el art. 1295 del Código civil. 
!¡ 
FORMULARIOS DEL TÍTULO XXII 
Del recurso de revisión. 
Escrito interponiendo el recurso de revisión.—Se formulará como 
una demanda ordinaria, exponiendo sucintamente la cuestión debatida 
en el pleito, la sentencia firme que la ha resuelto, con indicación del 
,juez ó tribunal que la hubiere dictado, y debidamente numerados los 
puntos de hecho y de derecho en que se funde el recurso, teniendo pre-
sente que sólo puede fundarse en alguno de los cuatro motivos determi-
nados taxativamente en el art. 4796. Se acompañarán los documentos 
que justifiquen la personalidad del procurador y la del recurrente en su 
caso, testimonio 6 certificación de la sentencia recurrida con expresión 
de ser firme, y los documentos que justifiquen los hechos en que se fun-
de el recurso, y además las copias prevenidas del escrito y documentos. 
También ha de acompañarse al escrito el documento que acredite haberse 
constituido el depósito de 2.000 pesetas, ó de la cantidad que proceda, 
conforme al art. 4799, á no estar declarado pobre el recurrente por sen-
tencia firme. Y como debe ser rechazado de plano el recurso si no se in-
terpone dentro de los plazos especial y general fijados en los artículos 
4 798 y 4800, convendrá demostrar que se presenta el escrito dentro del 
término legal. 
Para la conclusión ó siíplica del escrito, en la que ha de fijarse con 
claridad y precisión lo que se pide, y la persona 6 personas que han de 
ser emplazadas, podrá emplearse la siguiente fórmula ti otra parecida: 
Suplico á la Sala que habiendo por presentado. en timmpo este escrito, 
con el resguardo original del depósito, documentos y copias que acorn-
paño, y á mí por parte en el nombre que comparezco, se sirva tener por 
interpuesto el presente recurso de revisión de la sentencia firme antes 
mencionada, y mandar que se dirija la oportuna orden á la Audiencia 
de... (6 al Juzgado de...) para que remita sin dilación a este Tribunal Su-
premo todos los antecedentes del pleito en que se ha dictado dicha sen-
tencia, y se emplace á N., vecino de..., que en él litigó con mi repre-
sentado (ó á cuantos con él hubiesen litigado, ó á sus causahabientes, si 
hubieren fallecido), para que en el término de cuarenta días comparezcan 
en esta superioridad a sostener lo que á su derecho convenga; y dando 
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después á este recurso la sustanciación que previene la ley, fallarlo á su 
tiempo, declarando haber lugar al recurso y rescindir la sentencia firme 
impugnada á que éste se refiere, mandando que se devuelva á mi parte 
el depósito constituido, y que, con certificación de este fallo, se devuel-
van los autos al Tribunal (6 Juzgado) de que proceden, para que las 
partes usen de su derecho, según les convenga, en el juicio correspon-
diente. 
Otrosi, solicitando el recibimiento á prueba, cuando proceda é inte-
rese á la parte recurrente. 
La Sala tercera del Tribunal Supremo, hoy la segunda, á quien co-
rresponde exclusivamente el conocimiento de estos recursos, dictará pro-
videncia teniéndolo por interpuesto, si se hubiere presentado en tiempo, 
y acordando la reclamación del pleito y el emplazamiento de los que de-
ban ser citados. 
Emplazamiento.—Deberá hacerse en la forma ordenada para el de 
toda demanda, entregando al emplazado con la cedula las copias del es-
crito y documentos. Pueden servir de modelo los formularios de la pá-
gina 631 del tomo 4.° 
Rebeldia.—Si alguno de los emplazados no se hubiese personado en 
el Tribunal Supremo dentro del término de emplazamiento, es preciso 
que el actor le acuse la rebeldía para que pueda continuar la sustancia-
ción del recurso. Presentado el escrito del procurador acusándota, la 
Sala declarará en rebeldía a los que no hayan comparecido, y se practi-
cará lo que ordenan los arts. 284, 282 y 283. 
Sustanciación y fallo del recurso.—Luego que se reciban en el Tri-
bunal Supremo los antecedentes del pleito y se personen todos los em-
plazados, 6 se declare en rebeldía a los que no hayan comparecido, se 
dará al recurso la sustanciación establecida para los incidentes en los ar-
tículos 749 y siguientes. Antes de llamar los autos á la vista con citación 
de las partes para sentencia, se oirá al Ministerio fiscal acerca de si ha 
6 no lugar á la admisión del recurso de revisión. Contra la sentencia 
que en él recaiga no se da recurso alguno. 
LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
LIBRO III 
D N LA JURISDICCIÓN VOLUNTARIA 
INTRODUCCIÓN 
En la del libro 1.° de esta ley se expuso la diferencia que existe 
entre la jurisdicción contenciosa y la voluntaria, dando la defini-
ción de una y otra; para evitar repeticiones véase, dicha introduc-
ción (pág. 21 del tomo 1.°). Nos limitaremos aquí á indicaciones 
generales de otro orden, y en particular sobre los efectos que 
pueden producir en España los actos de jurisdicción voluntaria 
celebrados en país extranjero. 
La jurisdicción voluntaria emana del poder soberano de cada 
Estado, lo mismo que la contenciosa; pero no es de necesidad, ni 
esencial, el que ambas sean ejercidas por unos mismos funcionarios. 
c. Aunque las dos tienen por objeto garantir los derechos de las 
partes, esta garantía—como dice Gliik, Cornent., tít. 3 °, § 193--
no es la misma en los dos casos. El objeto de la jurisdicción con-
tenciosa es garantizar y restablecer los derechos ya perjudicados: 
la jurisdicción voluntaria establece garantías contra las lesiones 
futuras. De aqui se sigue que, propiamente hablando, sólo los 
actos de la primera categoría entran en las atribuciones del Poder 
judicial; y si la ley encarga á los magistrados revestidos de este 
poder la facultad de conocer también en los que se llaman de ju-
risdicción voluntaria, es una atribución especial que se les concede, 
y que no entra necesariamente en el ejercicio de sus funciones.. 
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Por esta razón no hay uniformidad sobre dicho punto en lpg 
códigos modernos. En Prusia, por ejemplo, pueden los notarios ó 
un comisario de justicia autorizar ciertos actos de jurisdicción vo-
luntaria, y en algunas otras naciones están cometidos á funciona-
mos especiales. Mas, por regla general, los jueces encargados de 
i jurisdicción contenciosa lo son también de la voluntaria, y así 
lo ha ordenado nuestra ley de Enjuiciamiento, siguiendo lo que 
ya se hallaba establecido por la antigua jurisprudencia. 
Del principio antes consignado, de que la jurisdicción volunta-
ria emana del Poder soberano de cada Estado, sería una conse-
cuencia legtíma la de que los actos de dicha jurisdicción sólo pue-
den tener valor y efecto legal en el territorio de la nación á que 
pertenezcan los tribunales que los aprobaron. Aunque así debiera 
ser por derecho estricto, como ya se expuso al tratar de las sen-
tencias dictadas por tribunales extranjeros (pág. 211 y siguientes 
del tomo 4.°), el rigor de dicho principio ha sido moderado por 
h utilidad y conveniencia recíprocas de las naciones. 
«Existe entro las naciones civilizadas—dice á este propósito 
Mr. Foelix (1), citando en su apoyo á Vattel, Martens y otros—la 
costumbre general de admitir recíprocamente la autoridad de los 
actos de jurisdicción voluntaria. Una necesidad todavía más im-
periosa que la que ba hecho admitir en los diversos Estados la 
autoridad recíproca de la cosa juzgada en jurisdicción contenciosa, 
exige la admisión de la de dichos actos. En efecto, son éstos de 
aplicación más frecuente en las relaciones entre las naciones, qne 
los fallos dictados por la jurisdicción contenciosa. Con frecuencia 
vendrían á ser completamente imposibles los actos de la vida civil, 
verificados entre ciudadanos de diversos Estados, si se rehusara 
en país extranjero toda autoridad á los actos de jurisdicción volun-
taria, y hasta los mismos regnícolas experimentarían por ello en 
muchos casos perjuicios considerables. Así es que, aun en los Esta-
dos que, como la Francia, no reconocen la autoridad de la cosa 
juzgada en el extranjero, se admite generalmente la de los actos 
de jurisdicción voluntaria de la misma procedencia.» 
(1) Tratado de Derecho internncionol'prirado, lib. 2. ° , tit. 7. ° , cap 4.° n$m. 454. 
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También es reconocida en España la autoridad de dichos actos; 
y aunque la ley de Enjuiciamiento ha guardado silencio sobre este 
punto al tratar de ellos, ya dijimos en su lugar oportuno (pág. 214 
del tomo 4.°) que son aplicables á los mismos las disposiciones re-
lativas al cumplimiento de sentencias dictadas por tribunales ex-
tranjeros, porque sentencias son, en el sentido lato de esta palabra, 
las decisiones que recaen en los actos de jurisdicción voluntaria, 
y así se las denomina en el art. 1822. 
Sin embargo, creemos debe hacerse una distinción, exigida por 
la índole especial de los actos de jurisdicción voluntaria. Siempre 
que se pida ante los tribunales españoles el cumplimiento de la  re-
solución 6 providencia dictada en un acto de dicha clase verificado 
en el extranjero, no podrá ejecutarse sin que se obtenga previa-
mente el execuatur del Tribunal Supremo, con arreglo á lo que 
prescriben los arts. 951 y siguientes. Pero si se presenta el acto de 
jurisdicción voluntaria, no para que se acuerde su ejecución y cum-
plimiento, sino para acreditar la personalidad del litigante, 6 la 
acción deducida ante nuestros tribuuales, en tal caso habrá de 
reputarse como un documento 6 acto público otorgado en país ex-
tranjero, que tendrá fuerza en España si reune las circunstancias 
expresadas en el art. 600. 
En todo caso, para que sean válidos en España ]os actos de 
jurisdicción voluntaria celebrados en el extranjero, será necesario 
que estén ajustados en su forma á las leyes del país en que hayan 
tenido lugar, por el principio de que locus regit actum; y en su 
fondo 6 materia al estatuto personal ó real, esto es, á las leyes que 
rigen á la persona á quien se aplica el acto, 6 á las que se refieren 
á la materia que sea objeto del mismo. De acuerdo con esta doc-
trine, los tratadistas de derecho internacional privado convienen 
en que un acto de jurisdicción voluntaria no puede surtir sus efec-
tos en país extranjero, si no reune las tres circunstancias siguientes: 
1.a Que haya sido fecho, autorizado ó recibido por un magis-
trado, oficial público ú otra persona investida, por la ley del lugar 
en que se ha celebrado el acto, de facultades para ello. 
2 a 
 Que se hayan observado las formalidades prescritas por la 
misma ley del lugar del otorgamiento. 
TOMO VI 	 84 
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3.a Que el contenido del acto sea conforme al estatuto que 
rige, ya á la persona é que se refiere, ya á la sustancia y materia 
del mismo acto. 
Este libro 3.° está dividido en dos partes: en la primera se or-
dena el procedimiento para los actos de jurisdicción voluntaria, 
derivados del derecho civil común; y en la segunda, de los que se 
fundan en disposiciones del Código de Comercio. Nada se dispuso 
respecto de éstos en la ley de 1855, la cual se limitó á los prime-
ros. A los en ella designados con procedimiento especial, se han 
adicionado ahora los de los títulos 2.°, 12, 14 y 15 de esta primera 
parte, no mencionados en dicha ley, y suprimiendo el de los ali-
mentos provisionales, colocados ahora entre los procedimientos de 
la jurisdicción contenciosa. 
El procedimiento establecido para los actos de jurisdicción vo-
luntaria, de que se hace mención especial en este libro 3 °, está 
ajustado á las disposiciones del derecho civil y del mercantil, que 
regían en 1881, cuando se publicó la ley de Enjuiciamiento civil 
hoy vigente. Después se han sancionado y publicado el nuevo Có-
digo de Comercio de 1885 y el Código civil de 1889, por los cua-
les se han reformado ó modificado y suprimido muchas de aquellas 
disposiciones. Esta novedad hace necesaria la reforma de la ley de 
Enjuiciamiento civil, para ponerla en armonía con las innovacio-
nes que en nuestro derecho constituido ban introducido dichos có-
digos y demás disposiciones sustantivas. 
Esa reforma se encomendó por el Gobierno á la Sección la de 
la Comisión general de Codificación, por Reales órdenes de 20 de 
Noviembre de 1895 y 3 de Enero de 1896, y á consulta de la misma 
sobre la extensión que debía dar á sus trabajos, y si habían de ser 
extensivos á la organización de los tribunales como base del proce-
dimiento, por otra Real orden, expedida por el Ministerio de Gra-
cia y Justicia en 7 de Febrero de 1896, se le contestó, entre otras 
cosas, lo siguiente: Que no permitiendo por hoy la situación de 
nuestro Tesoro aumentar el presupuesto de gastos con una orga- 
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nización de tribunales más perfecta que la actual, estudie esa Co-
misión y proponga á este Ministerio la reforma de la vigente ley 
de Enjuiciamiento civil, concordándola con los preceptos del dere-
cho sustantivo contenidos en los Códigos Civil y de Comercio y en 
las demás disposiciones legales de este carácter.» 
A esto estará limitado hoy, y mientras no se disponga otra cosa, 
el trabajo de la Comisión de Códigos, y como las innovaciones in-
troducidas en el derecho sustantivo afectan principalmente á los 
actos de jurisdicción voluntaria, en los que se han hecho algunas re-
reformas radicales, como las que se refieren á la tutela, necesaria es 
también la de los procedimientos para ellos establecidos en este 
libro 3.°, como lo es igualmente la de las quiebras mercantiles, se-
gún se indicó en su lugar oportuno, sin que se trate de extender 
por ahora á otros procedimientos la reforma de la ley. Por desgra-
cia, esa reforma en proyecto no se realizará tan pronto como fue-
ra de desear, y en la necesidad de seguir aplicando la ley actual, 
á fin de reducir en lo posible el volumen de esta obra, y por con-
currir las razones expuestas al tratar de las quiebras en la pág. 329 
del tomo 4.°, adoptaremos el sistema de notas allí empleado, en las 
cuales expondremos cuanto pudiéramos decir en los comentarios 
para la recta inteligencia y aplicación de estos procedimientos, con 
indicación de lo que haya sido derogado ó modificado por el Códi-
go Civil ó el de Comercio. 
Recordaremos, por último, como de aplicación general á todos 
los actos de jurisdicción voluntaria, que en ellos pueden compare-
cer los interesados por sí mismos, sin necesidad de valerse de pro-
curador ni de letrado, aunque pueden hacerlo (arts. 4.° y 10); que 
están exentos del acto de conciliación, como también los juicios de-
clarativos que se promuevan á consecuencia de ellos (art. 460, nú-
mero 2.° y 461), que todos los días y horas son hábiles, sin necesi-
dad de habilitarlos especialmente (art. 1812), y que todas las 
actuaciones han de extenderse en papel sellado de 2 pesetas, si no 
está declarado pobre el interesado, según la última ley del Timbre 
del Estado. 
 DISPOSICIONES GENER ALES 
1 
ART. 1811 (1) (1810). Se considerarán actos.de ju-
risdiccion voluntaria todos aquellos en que sea necesa-
ria, 6 _se solicite la intervencion del Juez sin estar em-
peñada, ni promoverse cuestion alguna entre partes co-
nocidas y determinadas (2). 
(I) El número que sigue á la palabra ART., en este y en todos los 
demás del libro 9. 0, es el que le corresponde en la ley de Enjuicia-
miento civil de la Península, y el que se pone á continuación entre 
paréntesis es el que tiene el mismo artículo en la ley para Cuba y 
Puerto Rico. 
(2) En este artículo se reproduce literalmente el 1207 de la ley de 
7 866. Lo que en él se dispone es una regla general, que ha de enten-
derse sin perjuicio de las excepciones que la misma ley establece. La 
declaración de herederos abintestato, la prevención de un abintes-
tato ó testamentaria, un embargo preventivo, debieran ser actos de la 
jurisdicción voluntaria, conforme á la definición de este artículo, como 
lo son en otras naciones, mientras no medie oposición, y sin embar-
go, por razones muy atendibles, la ley los atribuye á la jurisdicción 
contenciosa; al paso que debieran pertenecer á ésta las cuestiones que 
se promueven con motivo del depósito de personas, á que se refiere 
el art. 1897, y algunas otras qne están colocadas entre los actos de ju-
risdicción voluntaria. En Francia, por ejemplo, es de la jurisdicción 
contenciosa el nombramiento de curador ejemplar, y en Alemania, 
como en Espafia, pertenece á la voluntaria. Por consiguiente, sobre 
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ART. 1812 (1811). Para las actuaciones de juris 
diction voluntaria, son hábiles todos los dias y horas 
sin excepcion (1). 
ART. 1813 (1812). Si el que promoviere el acto pi- 
ese punto se estará á lo que tenga establecido la legislación ó juris- 
prudencia de cada nación, y en España se aplicará la regla general 
del art. 1811 á todos los casos en que la ley no haya establecido otra 
cosa expresamente. 
Sobre la inteligencia de este artículo, tiene declarado el Tribunal 
Supremo, en sentencia de casación de 14 de Marzo de 1888, que, lbs 
asuntos, que notoriamente afectan á partes conocidas y determinadas 
no caben en la esfera de la jurisdicción voluntaria. Para qua se sus-
tancien como de esta clase, es preciso que reunan las circunstancias 
que con toda claridad se determinan en el presente articulo. 
(1) Las 14 reglas que estableció el art. 1208 de la ley de 1855 para 
la sustanciación cíe los actos de jurisdicción voluntaria, de que no se 
hace mención especial en la ley, han sido aceptadas por la actual, 
comprendiéndolas en este artículo y en los que siguen hasta el 182'2 
inclusive, con ligeras modificaciones en su redacción para expresar el 
concepto con más claridad. Sólo se ha suprimido por innecesaria la 
primera de dichas reglas, en la cual se prevenía que todas las actua-
ciones relativas á dichos actos habían de practicarse en los juzgados 
de primera instancia y ante escribano, consignándolas en el papel se-
llado correspondiente. No había necesidad de hacer aquí estas decla-
raciones, porque ya estaban hechas en el libro'1P de esta ley, que es 
de aplicación general. Por consiguiente, ahora lo mismo que antes, et 
conocimiento de los actos de jurisdicción voluntaria corresponde á los 
jueces de primera instancia, sin perjuicio de las actuaciones que esta 
misma ley y la Hipotecaria cometen expresamente á los jueces mu-
nicipales. Lo mismo estaba ordenado por los artículos 270, núm. 2. 0, y 
273, núm. 2. 0, de la ley orgánica del Poder judicial de 1870. Y eu cuan-
to al papel sellado, la ley del Timbre de 15 de Septiembre de 1892, en 
en art. 112, fija el de 2 pesetas, clase 12.a, para todas las actuaciones 
de jurisdicción voluntaria, cuando no hayan sido declarados pobres 
los interesados. 
En el presente articulo se reproduce la regla 2.a del 1208 de la ley 
anterior, antes citado. Según él, para estas actuaciones son hábiles 
todos los días y horas, sin excepción, y cono lai habilita la ley, no 
bay necesidad de la habilitación judicial que previene el art. 259, et 
cual no es aplicable á las actuaciones de jurisdicción voluntaria, como 
.se dijo en su comentario. 
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diere que se oiga á alguna otra persona, 6 lo solicitare 
el que tenga interés legítimo en él, 6 el Juez lo estima-
re conveniente, se otorgará la audiencia, poniendo de 
manifiesto los autos en la escribanía por un breve tér-
mino que fijará el Juez según las circunstancias del 
caso (1). 
ART. 1814 (1813). En los casos en que la audien-
cia proceda, podrá oirse tambien, en la forma preveni-
da en el artículo anterior, al que haya promovido el 
expediente (2). 
ART. 1815 (1814). Se oirá precisamente al Promo-
tor fiscal cuando la solicitud promovida afecte á los in-
tereses públicos; y cuando se refiera á persona 6 cosa, 
cuya proteccion 6 defensa competan á la Autoridad. 
El Promotor emitirá por escrito su dictámen, á cuyo 
efecto se le entregará el expediente (3). 
   
         
         
         
         
         
      
(1) En este artículo se reproduce la regla 3.a del 1208 de la ley 
anterior, pero modificando su redacción para determinar los casos en 
one procede dar audiencia á alguna otra persona, que son: 1. 0, siem 
pre que lo pida el actor: 2. 0, cuando solicite la audiencia persona 
interesada en el asunto, alegando el interés legítimo que en él tenga; 
y 3 0, siempre que el juez lo estime conveniente, por entender que el 
acto puede causar perjuicio á tercero, aunque nadie haya solicitado la 
audiencia. Fuera de estos casos y de lo ordenado expresamente para 
los actos de que se hace mención especial en la ley, no debe darse au-
diencia en estos expedientes. En todo caso, la que se otorgue se eva-
cuará poniendo los autos de manifiesto en la escribanía á la parte in-
teresada, para que se instruya de ellos, por un breve término, que fija-
rá el juez según las circunstancias del caso y que podrá prorrogar á 
instancia de la parte interesada si lo estima justo, y no lo hubiere 
otorgado con el carácter de improrrogable. 
(2) Nótese que es potestativo en el juez dar audiencia á la parte 
que hubiere promovido el expediente en el caso á que este artículo se 
refiere, y en el que se reproduce la regla 4.a del 1208 de la ley ante• 
rior. 
(3) Se reproduce casi literalmente la regla 5.a del art. 1208 de la 
ley anterior, añadiendo, para evitar dudas, que e l promotor, hoy el 
Ministerio fiscal, emitirá por escrito su dictamen, á cuyo efecto se le 
entregará el expediente. El art. 838, números 4. 0 y 6.0, de la ley oreá-
nica del Poder judicial atribuye al Ministerio fiscal la representación 
   
         
         
         
         
         
            
            
DISPOSICIONES GENERALES 271 
ART. 1816 (1815). Se admitirán, sin necesidad de 
solicitud, ni otra solemnidad alguna, los documentos 
que se presentaren y las justificaciones que se ofrecie-
ren (1). 
ART. 1817 (1816). Si á la solicitud promovida se 
hiciere oposicion por alguno que tenga interés en el 
asunto, se hará contencioso el expediente, sin alterar la 
situacion que tuvieren al tiempo de ser incoado, los in-
teresados y lo que fuere objeto de él, y se sujetará á los 
Ÿ defensa del Estado, de la Administración pública en general, de los 
establecimientos públicos de instrucción y beneficencia, y de los me-
nores, incapacitados, ausentes 6 impedidos para administrar sus bie-
nee, hasta que se les provea de tutor. A todas estas personas y enti-
dades jurídicas se refiere el presente art. 1816, de suerte que siempre 
que á cualquiera de ellas pueda afectar el acto de jurisdicción volun-
taria, antes de resolverlo 6 terminarlo ha de oírse precisamente al Mi. 
nisterio fiscal, acordando el juez que se le entregue el expediente para 
que emita por escrito su dictamen sobre si es ó no procedente lo que 
se hubiere solicitado. En tales casos el Ministerio fiscal no intervier e 
como parte, sino como protector de dichas personas y corporaciones, 
según lo declaró el Tribunal Supremo en el considerando 3. 0 de su 
sentencia de 30 de Octubre de 1866, en recurso de casación, y para 
que se cumpla la ley. Si después se hace contencioso el expediente, 
cada parte estará representada por quien corresponda con arreglo á 
la ley. 
(1) Concuerda con la regla 6. 8 del citado art. 1208 de la ley ante. 
rior. Tiene por objeto facilitar el despacho de los actos de jurisdicción 
voluntaria, y como no causan estado, á la prueba, que en ellos sea ne-
cesaria para la justificación del hecho, se la exime de las formalidades 
y requisitos que se exigen en la vfa contenciosa para que pueda per-
judicar á la parte contraria; no de los extrínsecos que son necesarios 
para la autenticidad y validez del documento 6 acto de que se trate, 
como el papel timbrado, la legalización en su caso, el reconocimiento 
6 comprobación de la firma en los documentos privados, y el juramen-
to de los testigos y peritos, puesto que, sin estos requisitos, tales actos 
6 documentos no pueden hacer fe en juicio ni fuera de él. En el caso 
de que por mediar oposición se haga contencioso el expediente, no 
tendrán valor aquellas justificaciones, si no se ratifican con citación 
contraria durante el término de prueba. Todo esto ha de entenderse 
sin perjuicio de lo que se ordena en el art. 1824. 
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trámites establecidos para el juicio que corresponda, 
según la cuantf a (1). 
(1) Con importantes modificaciones para aclarar más el concepto, 
se reproduce en este artículo la regla 7. 6 del 1208 de la ley anterior. 
En los actos de jurisdicción voluntaria, luego que se formaliza oposi-
ción por quien tenga derecho para ello, se hace contencioso el expe- 
diente, pasando su conocimiento A la contenciosa, para qua ante ella, 
y en el juicio que corresponda, ventilen las partes sus derechos. Este 
principio, reconocido en todas las legislaciones, ha sido sancionado 
por el presente artículo y aplicado por el Tribunal Supremo, codo 
puede verse en sentencias de 7 de Noviembre de 1882, 4 de Mayo de 
1886 y otras, habiendo declarado también en otra de 3 de Marzo de 
1885, que la resolución 6 sentencia que sobresee en actuaciones de 
jurisdicción voluntaria mediante la oposición de parte legítima, re-
servando A loe litigantes su derecho para que lo ejerciten en el juicio 
correspondiente, no tiene el concepto de definitiva, porque no pone 
término al juicio ni hace imposible eu continuación, y por tanto, no 
procede contra ella el recurso de casación. 
• En la regla citada de la ley anterior se decía que podía hacerse 
oposición «por alguno que tenga personalidad para formularla»; locu-
ción vaga, que daba lugar é dudas, puesto que tiene personalidad para 
comparecer en juicio todo el que se halla en el pleno ejercicio de los 
derechos civiles. Aquellas palabras han sido sustituidas en el presente 
articulo por las de «por alguno que tenga interés en el asunto». Si el 
oposicionista no lo tiene, directo ni indirecto, le falta el fundamento 
legal para intervenir en aquel asunto, y el juez, oyendo á la otra parte 
si lo estima conveniente, conforme al art. 1811, deberá desestimar la 
oposición y  resolver sobre lo principal, como se ordenaba en la re- 
gla 8.a del artículo citado de la ley, anterior, suprimida en la actual por 
considerarla innecesaria. 
Y después de prevenir que en virtud de la oposición se hará con• 
tencioso el expediente, se ha adicionado en el presente articulo lo que 
sigue: «sin alterar la situación que tuvieren, al tiempo de ser incoado, 
los interesados y lo que fuere objeto de él.» Como es de justicia ; se 
repondrán en tal caso las cosas al ser y estado qua tenían al tiempo 
do incoarse el expediente de jurisdicción voluntaria, para que los in• 
teresados ventilen sus derechos en el juicio contradictorio que corres-
ponda, segdn la cuantía 6 la naturaleza del asunto. Pero esto habrá de 
entenderse sin perjuicio do lo que se ordena expresamente para cada 
caso en los actos de jurisdicción voluntaria, de que se hace especial 
mención en la ley, como se previene en el art. 1824. 
• 
 
• 
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AnT. 1818 (1817). El Juez podrá variar 6 modifi-
car las providencias que dictare, sin sujecion á los tér-
minos y formas establecidas para las de la jurisdiccion 
contenciosa. 
No se comprenden en esta disposition los autos que 
tengan fuerza de definitivos, y contra los que no se 
hubiere interpuesto recurso alguno (1). 
(1) En el primer párrafo de este artículo se reproduce la regla 9.a 
del 1208 de !a ley anterior, y se ha adicionado el párrafo segundo para 
salvar las dudas que antes ocurrían en la práctica. La disposición del 
primero se funda en la índole especial de los actos de jurisdicción vo-
luntaria, cuyas resoluciones, por regla general, son interinas y no can - 
san estado, puesto que se puede ventilar después la misma cuestió n 
en el juicio declarativo correspondiente, y ha de procederse en ellos 
sumariamente, con la verdad sabida y buena fe guardada. Pero esa 
regla general tiene naturalmente sus excepciones. Se dictan en los que 
menciona especialmente la ley algunas providencias y autos, que tie 
nen fuerza de definitivos y han de llevarse á efecto desde luego, sin 
perjuicio del derecho del que se crea perjudicado para impugnarlos 
después en la vía correspondiente, como sucede en el depósito de 
personas, y hasta sin ulterior recurso en el caso del art. 1886, en la 
 - 
apertura y protocolización de testamentos, en las habilitaciones para 
comparecer en juicio, las que producen todos sus efectos mientras no 
recaiga sentencia firme sobre la oposición (art. 2000) y en otros. Ea 
todos estos casos las resoluciones que se dictan tienen fuerza de defi-
nitivas, aunque sea interinamente, y no sería procedente ni justo que, 
después de consentidas por las partes ó de confirmadas por el tribu-
nal superior, cuando proceda y se interponga la apelación, pudiera 
el juez variarlas ó modificarlas sin sujeción á los términos y formas 
establecidos para las de la jurisdicción contenciosa. Está, pues, justi-
ficada la excepción del párrafo segundo. 
Sobre la inteligencia y aplicación de este artículo pueden consul-
tarse las sentencias del Tribunal Supremo, en recursos de casación, de 
11 de Enero de 1887, 22 de OJtubre de 1891, 8 de Enero y 26 de Abrd 
de 1892 y alguna otra. En la prirnera, ó sea la de 11 de Enero de 
1887, se declaró «que es regla común á todos los expedientes de juris 
dicción voluntaria, la de que las providencias dictadas en ellos nunca 
quedan firmes, porque son variables, sin sujeción á los términos y 
formas de la jurisdicción contenciosa; y si bien no están comprendi 
dos en esta regla, según el párrafo 2.° del art. 1818 de la ley procesal, 
los autos con fuerza de definitivos, contra los que no se haya inter- 
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ART. 1819 (1818). Las apelaciones se admitirán 
siempre en ámbos efectos al que hubiere promovido el 
expediente. 
ART. 1820 (1819). Las apelaciones que interpusie-
ren los que hayan venido al mismo expediente, 6 lla-
mados por el Juez, 6 para oponerse á la solicitud que 
haya dado motivo á su formacion, serán admitidas en 
un solo efecto. 
ART. 1821 (1820). La sustanciacion de las apela-
ciones á que se refieren los precedentes artículos, se 
acomodará á los trámites establecidos para las de los 
incidentes. 
ART. 1822 (1821). Contra las sentencias que dic- 
taren las Audiencias se dará el recurso de casacion (1). 
puesto recurso alguno, no puede deducirse lógicamente de aquí que 
tales autos tengan fuerza permanente de cosa juzgada, toda vez que 
recaen en asuntos sobre los cuales no ha mediado discusión forense 
en juicio verdadero, y en los que pueden sobrevenir circunstancias 
que varíen el estado transitorio de cosas creado por el auto definitivo, 
y exijan su modificación de común acuerdo 6 previo el juicio conten-
cioso correspondiente». Y en la sentencia de 26 de Abril de 1892, des. 
puós de reconocer la facultad que el párrafo 1. 0 del citado art. 1818 
concede á los jueces para variar 6 modificar sus providencias de juris-
dicción voluntaria, dice que «están expresamente excluidos por el pá-
rrafo 2.0 del mismo artículo los autos que tengan fuerza dè definiti• 
vos, los cuales, una vez dictados, no pueden variarse ni modificarse, y 
quedan de derecho consentidos y pasados en autoridad de cosa juz-
gada, á tenor de lo dispuesto en los artículos 363 y 408 de la propia 
ley, si contra ellos no se dedujeren en tiempo y forma loe recursos 
adecuados para obtener su reforma 6 revisión». Así será y debe ser, 
siempre que se limite esta doctrina á los efectos que producen dichos 
autos definitivos dentro de las mismas actuaciones de jurisdicción 
voluntaria en que se hubieren dictado; pero sin poder atribuirles fuer 
za permanente de cosa juzgada, como con sólido fundamento se dijo en 
la otra sentencia; de suerte que nunca se pueden utilizar como excep-
ción de cosa juzgada, ni en otro juicio, ni en el que se promueva a 
consecuencia de dichas actuaciones. Con esta distinción de casos, 
desaparece la antinomia que algunos encuentran entre dichas dos 
sentencias. 
(1) En este artículo y en los tres que le preceden se reproduce 
• 
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ART. 1823 (1822). Los expedientes sobre actos de 
jurisdiccion voluntaria no serán acumulables á ningun 
juicio de jurisdiccion contenciosa (1). 
sustancialmente lo one se ordenó en las reglas 10 á 14, últimas del 
artículo 1208 de la ley de 1855. No pueden ofrecer ninguna dificultad 
en la práctica, excepto el último, 6 sea el 1822, al que limitamos estas 
observaciones. Ordénase en él, lo mismo que en la ley anterior, que 
contra las sentencias que dicten las Audiencias en actos de jurisdic• 
ción voluntaria se dará el recurso de casación; pero según la jurispru-
dencia establecida por el Tribunal Supremo antes y después de la 
nueva ley, esta declaración de carácter general está subordinada á lo 
q.Ie la misma ley determina al tratar de dicho recurso en los artícu-
los 1690, núm. 4.0 y 1694, núm. 3. 0 Según el primero, tendrán el con-
ce pto de definitivas, para el efecto de que proceda contra ellas el re• 
curso de casación, las sentencias pronunciadas por las Audiencias en 
actos de jurisdicción voluntaria, sólo en los casos establecidos por la ley; 
y según el segundo, no se dará recurso de casación por infracción de 
ley 6 de doctrina legal, y sf únicamente el de quebrantamiento de 
f, , rma, en los juicios en que, después de terminados, pueda promover-
se otro juicio sobre el mismo objeto, con excepción de los casos com-
prendidos en los números 3.0 y 4.0 del art. 1690. De estas disposicio-
nes legales se deduce, y así lo tiene declarado el Tribunal Supremo, 
que contra las sentencias definitivas de las Audiencias, que pongan 
término á los actos de jurisdicción voluntaria, se da en todo caso el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma; y el de infracción 
de ley 6 de doctrina, únicamente en los casos establecidos por la mis-
ma ley, ya porque así lo disponga expresamente, 6 bien porque dé á 
la sentencia el concepto de definitiva, poniendo término al asunto, sin 
que sea legalmente posible ventilar de nuevo la cuestión en juicio or-
dinario. Véanse las sentencias de dicho Tribunal Supremo de 26 de 
Junio de 1889, 3 de Julio de 1891, 6 de Mayo, 9 de Junio, 14 de No-
viembre y 13 de Diciembre de 1893, y otras. 
(1) De conformidad con el principio á que responde la declara-
ción hecha en el art. 164, de que sólo son acumulables entre sí los 
juicios de la misma clase, se declara ahora, para evitar dudas, quedos 
expedientes de jurisdicción voluntaria no son acumulables á ningún 
juicio de la contenciosa. No se prohibe la acumulación de aquellos 
expedientes entre sí, y será, por tanto, procedente siempre que sean 
de la misma clase y concurran las causas expresadas en los artículos 
161 y 162, como hemos dicho al comentar aquel artículo al final de 
la pág. 374 del tomo 1.0 
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ART. 1824 (1823). Son extensivas á los actos de 
jurisdiccion voluntaria, de que se hace especial men-
cion en los títulos siguientes, las disposiciones conteni-
das en los artículos que preceden, en cuanto no se 
opongan á lo que se ordena respecto á cada uno de 
ellos (1). 
FORMULARIOS DEL TITULO PRIMERO 
Para los actos de jurisdicción voluntaria, de que no se hace 
mención especial ea la ley. 
Escrito.—Al Juzgado de primera instancia.—..., industrial y corner-
ciante, vecino de esta villa, con cédula personal, etc., ante el Juzgado 
parezco en acto de jurisdicción voluntaria, y como mejor proceda, digo: 
Que tengo en arrendamiento por seis años, que vencerán en fin de 1899, 
.por el precio de 2€.000 pesetas anuales, pagadero por trimestres antici-
pados, toda la planta baja de la casa, situada en la calle de..., núm..., 
donde tengo mi habitación y ejerzo mi industria y comercio, cuya casa 
pertenece al arrendador B., según resulta de la escritura de arrenda- 
(11 Según este articulo, á cada acto de jurisdicción voluntaria de 
que se hace mención especial en los títulos siguientes, se aplicará el 
procedimiento que para cada uuo de ellos se establece en su título 
respectivo, y en lo que no se halle previsto se aplicarán, como suple-
torias, las disposiciones contenidas en los artículos 1812 y siguiente s 
de este título 1.0, á cuyo fin se les ha dado el carácter de disposiciones 
generales. En el art. 1209 de la ley de 1855 se declaró también para el 
mismo caso, que eran extensivas las catorce revlas del 1208, con ex- 
i elusion de la 7.a, contenida ahora en el art. 1817 de la presente ley, 
por el que se ordena que se haga contencioso el expediente luego que 
se formalice oposición por quien tenga interés en el asunto. No había 
:razón para esta exclusión, puesto que, cuando la ley ha creído con- 
veniente que la oposición no obste para la continuación del acto, lo 
, declara expresamente; de suerte que en los casos en que no se haga 
esta declaración, se aplicará dicho art. 1817. 
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miento que exhibo á calidad de devolución. He pagado sin dificultad to-
dos los plazos vencidos, y para realizar el pago del trimestre anticipado 
que venció el día 4.° del mes corriente, me personé por la tarde del mismo 
día dos veces y en horas distintas, con la cantidad correspondiente, en 
casa de B., á quien no pude ver por haber dicho su criado que no estaba 
en casa y que no sabia dónde se hallaba. Con el mismo objeto he vuelto 
en la mañana del día siguiente, y al ofrecerle el pago, se ha negado á 
admitirlo, dando por pretexto el que no lo habla verificado en el dia pac-
tado y se proponía desahuciarme. En vista de esta negativa sin razón jus-
tificada, le dije que haría uso de mi derecho consignando las 2.000 pe-
setas, como lo he verificado, en la Caja de Depósitos á disposición de este 
Juzgado, según resulta del resguardo que presento original. 
El lanzamiento de la casa, con que me há amenazado B., tomando 
por pretexto y sin razón la falta de pago, me causaría considerables per-
juicios en mi crédito y en mi industria y comercio, y para evitarlos he 
hecho uso de la facultad que concede á todo deudor el art. 4476 del Có-
, digo civil para librarse de responsabilidad, cuando el acreedor se niega 
.sin razón, como sucede en el presente caso, á admitir el pago que le ha 
sido ofrecido. La consignación antedicha, verificada con ese objeto, ha 
sido hect a en la forma que previene el art. 4478 del mismo Código. 
No creo á B. de tan mala fe que se atreva á negar los hechos consig-
nados, y para el caso de que los niegue, ofrezco información de testigos 
acerca de que en el dia 4.° de los corrientes por la tarde estuve dos ve-
ces y en horas distintas en casa de B. con la cantidad correspondiente 
para pagarle el trimestre adelantado del alquiler, y no pude verle porque 
dijo su criado que no estaba en casa; y que con el mismo objeto volví al 
dia siguiente por la mañana, y habiéndole hecho personalmente el ofre-
cimiento del pago, se negó á admitirlo. 
Por tanto, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con el 
resguardo de la consignación de las 2.000 pesetas, y por exhibida la es-
critura de arrendamiento, á fin de que se me devuelva, quedando en autos 
la nota correspondiente, se sirva tener por hecha dicha consignación, 
mandando se haga saber á B. para los efectos consiguientes, y previa la 
audiencia del mismo por un breve término, si el Juzgado la estima nece-
saria, declarar que está bien hecha la expresada consignación, y que en 
su virtud he quedado libre de la responsabilidad del pago á que se refiere, 
quedando a disposición de B. las 2.000 pesetas para cuando guste reci-
birlas, y condenar al mismo B. en todas las costas, conforme al art. 4479 
del Código civil, dando á este expediente, como de jurisdicción volunta-
ria, la tramitación establecida en los artículos 1813 y siguientes de la ley 
de Enjuiciamiento civil, por ser todo conforme á justicia, que pido. (Lu-
gar, fecha y firma del interesado.) 
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El anterior escrito podrá servir de modelo, con las modificaciones que 
el caso requiera, para los demás actos de jurisdicción voluntaria de que 
no se hace mención especial en la ley, que están sujetos, por tanto, al 
procedimiento que se establece en el presente tít. 4.° 
Providencia.—Juez Sr. N. (Lugar y fecha). —Por presentado con 
el resguardo de la consignación á que se refiere, y por exhibida la escri-
tura de arrendamiento, la que se devolverá á su tiempo: hágase saber 
dicha consignación al acreedor B., á quien se da audiencia por tres días 
para que exponga lo que se le ofrezca sobre lo solicitado por A., y para 
ello póngansele de manifiesto los autos en la escribanía. Lo mandó, etc. 
Notificación á ambas partes en la forma ordinaria, enterando á la vez 
al acreedor de la consignación hecha por el deudor. 
El término señalado para la audiencia del que tenga interés en et 
asunto será prorrogable, si el juez no lo hubiese fijado con el carácter de 
improrrogable, como podrá hacerlo cuando así lo exijan las circunstan-. 
cias del caso, puesto que la ley lo deja á su discreción. Transcurrido et 
término sin haberse presentado el escrito, se dará al expediente el curso 
que corresponda á instancia del actor, y también de oficio, como lo exige 
el carácter de estos asuntos, á cuyo fin dará cuenta el actuario. 
Si la parte á quien se hubiere concedido la audiencia, ú otra intere-
sada, formaliza oposición á lo que sea objeto del expediente, el juez, 
previa audiencia del actor, si la estima necesaria, por un término breve, 
y sin entregarle los autos que se le pondrán de manifiesto en la escriba-
nía, dictará auto sobreseyendo en las actuaciones de jurisdicción volun-
taria, sin perjuicio del derecho de las partes para instar lo que les con-
venga por los trámites del juicio declarativo que corresponda. 
Si no contesta dicho interesado, ni se formaliza oposición, el juez dic-
tará providencia admitiendo la información ofrecida por el actor, si la 
estima necesaria, y resultando justificados los hechos por dicha informa-
ción, 6 por los documentos y cualquiera otra justificación, que en cual-
quier tiempo y sin citación contraria puede presentar el actor con escrito 
ó por comparecencia, sin más trámites el juez dictará por medio de auto 
la resolución que estime procedente. En el caso figurado para estos for-
mularios, la resolución será: tener por bien hecha la consignación, y en 
su virtud libre de responsabilidad al actor, dejando la cantidad consig-
nada á disposición del acreedor, á quien se condenará en las costas, con-
forme á los artículos 4476 y siguientes del Código civil. Esto si resultan 
justificados los hechos: en otro caso declarará no haber lugar á lo solici 
Lado por el actor. 
El auto que ponga término al expediente es apelable para ante la 
Audiencia en ambos efectos, si interpone el recurso el actor, y en uno 
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solo si lo interpone el opositor, como se previene en los artículos 4 849 
y 4820. La apelación se sustanciará por los trámites de las de los inci-
dentes. Contra el fallo de la Audiencia se da el recurso de casación, 
como declara el art. 1832, pero con sujeción á la jurisprudencia expuesta 
en la nota de dicho artículo. 
En estos expedientes es indispensable oir al Ministerio fiscal, en los 
casos y en la forma que se determinan en el art. 4815. Véase también 
el 4848, sobre los casos en que el juez puede variar ó modificar sus pro-
videncias. 
TITULO II 
DE LA ADOPCIÓN Y DE LA ARROGACIÓN 
Según las leyes del tít. 16 de la Partida 4. 0 , y la 7.a, tít. 7. ° de 
la misma Partida, el «porfijamiento de home, que es por sí, et non 
ha padre carnal», se llamaba arrogación, y debía hacerse por otor-
gamiento del Rey; y el de «home, que ha padre carnal, et es en 
poder del padre», se denominaba adopción, debiendo hacerse por 
otorgamiento ó con autorización del juez. Cada uno de estos ca-
sos, vigentes al publicarse la ley procesal que hoy rige, exigía su 
procedimiento especial, y así se estableció en el presente título, 
sin concordante en la anterior de 1855. Pero el Código civil ha 
reformado esta materia, derogando toda la legislación anterior. En 
el cap. 5.°, tít. 7.° de su libro 1.° trata de la adopción, sin mencio-
nar para nada la arrogación, la cual, por tanto, ha sido suprimida, 
reduciendo á uno solo, sin diferencia tampoco en el procedimiento, 
los dos medios de prohijamiento que establecieron las leyes de 
Partida, de acuerdo con las romanas. 
Esta modificación, hecha por el nuevo Código civil en nuestro 
antiguo derecho, exige la reforma de la ley procesal en este punto, 
.á fin de ponerla en armonía con aquél. Para demostrar las dispo- 
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siciones que del presente título quedan vigentes, y las que ya son 
inaplicables ó han de ser modificadas, será preciso tener á la vista 
lo que sobre la adopción establece el Código civil, y especialmente 
las disposiciones que se relacionan con el procedimiento. 
En sus artículos 173 y 174 ordena dicho Código, que podrán 
adoptar los que se hallen en el pleno uso de sus derechos civiles y 
hayan cumplido la edad de cuarenta y cinco años, sin hacer distin-
ción entre varones y hembras: que el adoptante ha de tener por 
lo menos quince años más que el adoptado; y que se prohibe la 
adopción á los eclesiásticos, á los que tengan descendientes legíti-
mos ó legitimados, al tutor respecto á su pupilo hasta que le ha-
yan sido aprobadas definitivamente sus cuentas, y al cónyuge, sea 
el marido ó la mujer, sin el consentimiento de su consorte; previ-
niendo, además, que los cónyuges pueden adoptar conjuntamente, 
y que, fuera de este caso, nadie puede ser adoptado por más de 
una persona. Para los efectos del procedimiento es necesario tener 
presentes estas disposiciones. 
En los artículos 175, 176 y 177, se determinan las relaciones 
de familia y los derechos y obligaciones entre el adoptante y el 
adoptado, y en los dos siguientes se ordena la forma en que ha de 
verificarse la adopción, siendo, por tanto, los que más se relacio-
nan con el procedimiento. Dicen así: 
«Art. 178. La adopción se verificará con autorización judicial, 
debiendo constar necesariamente el consentimiento del adoptado, 
si es mayor de edad; si es menor, el de las personas que debieran 
darlo para su casamiento; y si está incapacitado, el de su tutor. 
Se oirá sobre el asunto al Ministerio fiscal; y el juez, previas las 
diligencias que estime necesarias, aprobará la adopción, si está 
ajustada á la ley y la cree conveniente al adoptado.» 
«Art. 179. Aprobada la adopción por el juez definitivamente, 
se otorgará escritura, expresando en ella las condiciones con que 
se haya hecho, y se inscribirá en el Registro civil correspon-
diente.» 
Y en el art. 180, último del Código sobre esta materia, se de-
clara que el menor ó incapacitado podrá impugnar su adopción 
dentro de los cuatro años siguientes á la mayor edad ó á la fecha 
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en que haya desaparecido la incapacidad. Esta impugnación, por 
referirse al estado civil y condición de las personas, habrá de ven-
tilarse en juicio ordinario de mayor cuantía, conforme al núm. 3.° 
del art. 483 de la ley. 
¿La adopción de expósitos estará sujeta á lo que ordena el Có-
digo civil? El Tribunal Supremo, en sentencia de casación de 25 
de Octubre de 1889, para no dar lugar al recurso de casación 
contra una sentencia que declaró heredero abintestato de su padre 
adoptivo á un expósito, prohijado por aquél con autorización de 
la Comisión provincial respectiva, con preferencia á los sobrinos 
del finado, se fundó, entre otras razones, en que ese prohijamiento 
se hizo conforme á las leyes de Beneficencia de 23 de Enero de 
1822 y 20 de Junio de 1849, y á su reglamento de 14 de Mayo de 
1852, cuyas disposiciones autorizan el prohijamiento de los ex-
pósitos por personas honradas, que tengan posibilidad de mante-
nerlos, sin exigir edad, condición, forma ni requisitos esenciales 
para la validez del acto, más que la discreción de la Junta provin-
cial de Beneficencia, facultada para conceder tales prohijamientos; 
y que estas leyes dejaron sin efecto para ese caso las prohibiciones 
y formalidades fijadas en las leyes 7.a, tít. 7.°; 1°, 2.a , 4.a, 8.", 9." 
y 10.a, tít. 16, Part. 4.a, y 6.a tít. 22, lib. 4.° del Fuero Real, las 
cuales, por tanto, eran inaplicables al prohijamiento de un expó-
sito, establecido posteriormente por aquellas leyes, que, aunque 
de carácter administrativo, son de tan rigurosa observancia como 
cualesquiera otras,si bien tal prohijamiento no producirá otros efec-
tos que los que las leyes determinen. ¿Deberá aplicarse esta doc-
trina después del Código civil? La adopción afecta al estado civil 
y condición de las personas, cuya materia es de la competencia de 
dicho Código, el cual no ha excluido á los expósitos: luego para 
que produzca los efectos civiles que en él se la atribuyen, es pre-
ciso que se verifique con los requisitos que para su validez se es-
tablecen en el mismo, sin distinción de personas. Podrán las Jun-
tas de Beneficencia seguir otorgando el prohijamiento de los ex-
pósitos conforme á sus leyes especiales, mientras otra cosa no se 
disponga; pero tal prohijamiento no producirá otros efectos que 
les que esas mismas leyes determinan: para que produzca los del 
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Código, es indispensable la autorización judicial, con los requisitos 
de edad, estado, y demás condiciones y formalidades que en él se 
determinan. El mismo Código facilita el medio para ello. Según 
el párrafo último de su art. 4G, «á los jefes de las casas de expó-
sitos corresponde prestar el consentimiento para el matrimonio de 
loa educados en ellas», y también para la adopción, según el ar-
tículo 178; y el 303 dispone que «la Administración de cada esta-
blecimiento de beneficencia tendrá sobre los huérfanos menores 
acogidos todas las facultades que corresponden á los tutores y al 
consejo de familia». 
Y recordando la regla 11 de las disposiciones transitorias del 
Código para el caso, que ya será raro, de que se promueva el curso 
de algún expediente de adopción, incoado antes de regir aquél, 
pasemos al examen de los artículos contenidos en el presente tí-
tulo, indicando en sus notas lo que de ellos queda vigente y lo 
que ha de considerarse reformado ó derogado por el Código civil. 
ART. 1825 (1824). En los casos en que con arreglo 
á derecho sea necesaria licencia judicial para la adop-
cion, el adoptante la solicitará del Juez de primera ins-
tancia competente, por medio de escrito, en el que 
 ex - 
pondrá las razones que tenga para ello, y que concu -
rren los requisitos legales (1). 
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(1) La redacción de este artículo está ajustada á la legislación que 
regía cuando se publicó la ley que lo contiene. Aunque, según aqué-
lla, era regla general que la adopción se hiciera con autorización ó li 
cencia judicial, las leyes 2.a y 6.a, tít. 16, Partida 4. 8., establecieron 
dos excepciones, 6 dos casos en que era necesario el otorgamiento 
del Rey, cuales eran, la adopción hecha por mujer que hubiere per -
dido algún hijo en servicio del Estado, y la del pupilo mayor de vein 
ticinco afios hecha por el que fué su tutor. Por esto se dijo al princi-
pio del articulo: «En los casos en que con arreglo á derecho sea nece 
earia licencia judicial para la adopción.» Ya hemos visto que el Có-
digo civil no admite esas distinciones, y que en todo caso la adopción 
ha de verificarse con autorización judicial: por consiguiente, hoy es 
tan de más dichas palabras, y el párrafo 1.° de este art. 1825 deberá 
entenderse redactado del modo siguiente: «La autorización judieis,lx 
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Se acompañarán al escrito las partidas de bautismo 
ó certificaciones de nacimiento del adoptante y adop-
tando, y los demás documentos que sean pertinentes, 
y se ofrecerá informacion sobre los extremos que no 
puedan justificarse con documentos, y sobre la utili-
dad de la adopcion para el adoptando (1). 
ART. 1826 (1825). El padre ó la madre, que ten-
gan bajo su potestad al adoptando, podrán suscribir la 
solicitud, en cuyo caso se ratificarán en ella ante el 
Juez. 
Si no la hubiesen suscrito, deberán dar su consen-
timiento á presencia del Juez, consignándose en los 
autos (2). 
que para la adopción exige el art. 178 del Código civil, será solicitada 
por el adoptante del juez de primera instancia competente, por me 
dio de escrito, en el que expondrá las razones que tenga para ello, y 
que concurren los requisitos legales.» Estos requisitos son hoy los 
determinados en los artículos 173 y 178 de dicho Código, exponiendo 
además que no se halla el adoptante en ninguno de los casos prohibi 
dos por el 174 del mismo Código. Será juez competente el de primera 
instancia del domicilio del adoptante, según la regla 16 del art. 63 de 
la presente ley. 
(1) Queda subsistente este segundo párrafo sin necesidad de mo 
dificación alguna; pero teniendo presente que la información testifi• 
cal que ha de ofrecerse, deberá ser extensiva á justificar que no con-
curren en el adoptante ninguna de las prohibiciones determinadas en 
los números 1.° y 2.° del art. 174 del Código. En el caso del núm. 3.0 
del mismo artículo deberá el adoptante presentar el documento que 
acredite haberle sido aprobadas definitivamente las cuentas de la tu-
tela; y en el del núm. 4 0, si son adoptantes ambos cónyuges, los dos 
deberán suscribir la solicitud, y aiándolo uno solo, deberá acreditarse 
'cl consentimiento del otro, bien por comparecencia ante el juez, 6 
firmando el escrito y ratificándose en él ante éste, 6 por acta notarial, 
si estuviere ausente, 6 en otra forma legal. 
(2) Se habla en este artículo del padre 6 la madre, porque según 
la legislación antigua, sólo podían ser adoptadas con autorización ju-
dicial las personas que estaban bajo la patria potestad, y por tanto, 
al padre ó á la madre correspondía dar el consentimiento. El Código 
civil ha derogado esta limitación, y según su art. 178, ha de dar el 
consentimiento para la adopción el mismo adoptado, si es mayor de 
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ART. 1827 (1826). Cuando el adoptando sea ma-
yor de siete años, el Juez le hará comparecer para ex-
plorar su voluntad, consignándose también en los au-
tos, si está conforme con la adopcion, ó no la contra-
dice (1). 
edad, sin intervención de sus padres, aunque los tenga, porque ya no 
está sujeto á la patria potestad; si aquél es menor de edad, lo darán 
las personas que debieran darlo para su casamiento, que son las de-
signadas en el art. 46 del mismo Código; y si está incapacitado, co-
rresponde darlo á su tutor. Por consiguiente, lo que se ordena en el 
presente artículo ha de considerarse extensivo á cualquiera de las 
personas indicadas, á la cual, en defecto del padre y de la madre, co-
rresponda dar el consentimiento para la adopción, y en este sentido 
habrá de entenderse rectificado para que tenga la debida aplicación 
lo que el Código dispone. El consentimiento se consignará en loe 
autos por medio de acta ó diligencia, que firmarán el juez y el intere 
sado, y autorizará el actuario. 
(t) Nada dispone el Código civil sobre lo que es objeto de este 
artículo: exige como requisito indispensable el consentimiento del 
que ha de ser adoptado, si es mayor de edad, previniendo que, si es 
menor, lo den las personas que designa para suplir su incapacidad, 
sin que directa ni indirectamente ordene que se explore la voluntad 
del menor. De aquí puede deducirse que no es necesario lo que en 
este artículo se previene, y que debe suprimirse. Sin embargo, como 
esa diligencia tiene por objeto la mayor ilustración del expediente, á 
ti n de que pueda apreciar el juez si es 6 no conveniente la adopción 
del menor, trámite que cabe dentro de la competencia de la ley pro-
cesal, sin que se oponga á lo que ordena la ley positiva, creemos que 
hará bien el juez en explorar la voluntad ciel menor, según se ordena 
en este artículo, como una de las diligencias previas, para que le auto-
riza el 178 del Código, á fin de poder apreciar con más conocimiento 
de causa si debe ó no conceder la autorización que se le pide. Et me 
nor podrá estar próximo á la mayor edad y tener capacidad bastante 
para exponer al juez las razones que tenga para no conformarse con 
la adopción. ¿No será justo y conveniente que el juez le oiga y de 
pure la verdad de lo que alegue, para fallar con acierto, aunque sin 
cometerse á la voluntad de aquél? Así podrá evitarse también el 
pleito ordinario que después podrá promover el adoptado para im 
pugnar la adopción, en virtud del derecho que le concede el art. 180 
del mismo Código. Por estas consideraciones creemos que debe con-
siderarse subsistente el artículo que estamos examinando, si bien la 
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ART. 1828 (1827). No oponiéndose el adoptando 
y prestando su consentimiento el padre, 6 la madre en 
su caso, el Juez admitirá la informacion ofrecida, con 
citacion del Promotor fiscal (1). 
Esta informacion deberá ser, por lo menos, de tres 
testigos, de cuyo conocimiento dará fé el actuario; y 
si no los conociere, se presentarán dos testigos que res
-pondan del conocimiento de aquéllos. 
ART. 1829 (1828). Dada la informacion, se pasará 
el expediente al Promotor fiscal, por término de seis 
dias, para que emita dictámen sobre si se han justifi-
cado en forma los requisitos legales para la adopcion, 
6 si estima necesario que se amplie la justificacion, 6 
se subsane algun defecto en el procedimiento. 
ART. 1830 (1829). Devuelto el expediente por el 
Promotor fiscal, y subsanados 6 suplidos, en su caso, 
omisión de ese requisito no será motivo de nulidad, por no exigirlo 
el Código. 
(1) La oposición del adoptando, si es mayor de edad, y, si es 
menor ó incapacitado, la de la persona llamada por la Iey á dar el 
consentimiento, es un obstáculo insuperable para la continuación del 
expediente, y habrá de sobreseerse en él, por faltar el consentimiento 
de una de las partes; requisito indispensable para la celebración y va-
lidez de esa especie de contrato entre el adoptante y adoptado, que 
según el Código civil constituye la adopción. Pero, las palabras no 
oponiéndose el adoptando, parece que se refieren al menor, cuya volun-
tad haya sido explorada conforme al artículo anterior, y esta oposi-
ción no puede impedir el curso del expediente, porque el Código no 
da al menor personalidad ni capacidad para oponerse. Además, la re-
ferencia que hace al padre, ó la madre en eu caso, debe ser extensiva á 
las personas á quienes corresponda dar el consentimiento conforme 
al art. 178 del Código, por las razones expuestas en la nota del artícu-
lo 1826. Por estas consideraciones creemos que, conservando in-
tegro el párrafo 2. 0 del presente art. 1826, cuya aplicación no puede 
ofrecer dificultad, para que este primer párrafo esté de acuerdo con el 
Código civil, deberá entenderse redactado del modo siguiente: Pres-
tado el consentimiento por el adoptando, si es mayor de edad, y siendo 
menor ó incapacitado, por las personas á quienes corresponda darlo con-
forme al art. 178 del Código civil, el Juez admitirá la información ofre-
cido, con citación del Ministerio fiscal. 
286 LIB.- III.- l.' PARTE. -TIT. II. 
los defectos ú omisiones que hubiere notado, el Juez 
llamará los autos á la vista y dentro de cinco días dic 
tará auto con la resolucion que estime procedente (1). 
ART. 1831 (1830). Si el Juez estimare que pro-
cede la adopcion segun derecho, y que es útil al adop-
tando, concederá la autorizacion y licencia judicial 
para que se lleve á efecto, mandando que se libre y 
entregue.á los interesados el oportuno testimonio para 
el otorgamiento de la correspondiente escritura. 
En ésta intervendrán el adoptante, el padre la 
madre del adoptando, y éste si fuere mayor de cator-
ce años (2). 
(1) En este artículo y en el anterior se ordena el procedimiento 
para estos expedientes, después de recibida la información ofrecida 
por el adoptante, hasta que el juez les ponga término con la resolu-
ción que estime procedente, concediendo ó negando la autorización y 
licencia judicial para la adopción. Este procedimiento está de acuerdo 
con lo que se ordena en la segunda parte del art. 178 del Código civil, 
y por consiguiente, han de considerarse en todo su vigor dichos dos 
artículos, sin más que' sustituir las palabras Promotor fiscal con las 
de Ministerio fiscal. El texto de los mismos es tan claro, que no puede 
ofrecer dificultad en su aplicación. Sólo indicaremos que no es nece-
saria la citación de las partes para la vista ni para sentencia, puesto 
que no la ordena la ley. 
Contra el auto del juez otorgando 6 negando la licencia para la 
adopción, se da el recurso de apelación para ante la Audiencia del te-
rritorio, conforme á lo prevenido en los arts. 1819 á 1821, que son de 
aplicación á este caso; y conforme también con el 1822; contra el fallo 
de la Audiencia se dará el recurso de casación, tanto por quebranta-
miento de forma, como por infracción de ley, en razón á que ese auto 
tiene el concepto de definitivo, como lo reconoce el art. 179 del Código, 
y no se reserva, ni habría sido práctico, reservar á las partes el dere-
cho de ventilar la misma cueatión en juicio ordinario. 
(2) El primer párrafo de este artículo está conforme con lo que se 
ordena en el art. 179 del Código civil, pues aunque en éste se declara 
que la escritura contendrá las condiciones con que se haya hecho la 
adopción, y que se inscribirá en el Registro civil correspondiente, 
con esta adición no se reforma ni se altera lo que en dicho párrafo se 
previene, puesto que lo mismo debía hacerse conforme á la legislación 
anterior. En el párrafo segundo se determinan las personas que han de 
concurrir al otorgamiento de la escritura de adopción, que, según él, 
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ART. 1832 (1831). En los casos en que sea nece-
sario para la adopcion el otorgamiento del Rey, y en 
los de arrogacion, se presentará la solicitud en el Mi-
nisterio de Gracia y Justicia, con los documentos ex-
presados en el párrafo segundo del art. 1825, y se ins-
truirá el expediente en la forma prevenida en el titu-
lo VIII de este libro, para las informaciones sobre dis-
pensa de ley (1). 
deben ser el adoptante, el padre ó la madre del adoptando, y éste si 
fuere mayor de 14 años. Esto sí que lo creemos modificado por el 
Código civil, pues aunque nada ordena sobre este punto, dejándolo 
sometido á las reglas generales, se deduce de sus disposiciones, y es-
pecialmente de su art. 178, que deben concurrir al otorgamiento de 
dicha escritura, el adoptante en todo caso, y el adoptado si fuere 
mayor de edad, y si es menor ó incapacitado, la persona ó personas 
llamadas por dicho artículo á dar el consentimiento. ¿Deberá interve-
nir con estas personas el menor adoptado, que sea mayor de 14 afios7 
Según el art. 1263 del Código, no pueden prestar el consentimiento, 
necesario para la validez de todo contrato, los menores no emancipados; 
y los emancipados, sólo cuando hayan cumplido 18 años y con ciertas 
limitaciones, como puede -verse en los arts. 59, 317 y 318 del mismo 
Código. Por consiguiente, el menor, que sea mayor de 14 años, no 
tiene capacidad legal para intervenir en esa escritura, y por eso, da 
la ley su representación á las personas indicadas; •á lo sumo podría 
concedérsele desde los 18 afios, pero siempre con la concurrencia de 
dichas personas. Creemos, por tanto, modificado por el Código este 
segundo párrafo del art. 1831. Sin duda convendrá la intervención del 
menor para que manifieste su asentimiento, y en este concepto la 
habrá ordenado la ley procesal. Así será, en efecto, si el menor está 
conforme con la adopción; pero si se opone, resultaría un conflicto, 
que se evitará sujetándose á lo que el Código dispone. 
(1) Este artículo ha quedado sin aplicación y debe suprimirse, por 
la razón ya indicada de que el Código no admite la arrogación, y sólo 
establece una clase de adopción exigiendo para todos los casos la auto-
rización judicial.—Cotejado este articulo con el 1831 de la ley para 
Cuba y Puerto Rico, resulta que ambos contienen igual disposición, 
pero con la diferencia de que en Ultramar ha de presentaras la solici-
tud al Presidente de la Audiencia, el cual, instruido el expediente, é 
informado por la Sala de gobierno, lo remitirá para su resolución al 
Ministerio de Ultramar. 
FORMULARIOS DEL TITULO II 
De la adopción. 
Escrito solicitando la autorización iudicial.—AI Juzgado de 4.a ins-
tancia.—D. José Ruiz y Pérez y Doña Maria López, consortes, propieta-
rios y vecinos de esta villa, con cédula personal, etc., ante el Juzgado 
parecemos en acto de jurisdicción voluntaria, y como mejor proceda, 
decimos: Que por carecer de hijos y sin esperanza ya de tenerlos, hace 
diez años nos hicimos cargo de la crianza y educación de un niño, que 
entonces tenía dos años, llamado Luis Gil Mora, hijo legitimo de nuestro 
dependiente Pedro Gil, vecino también de esta villa. Profesamos á dicho 
niño un cariño paternal por su docilidad y aplicación, por el respeto que 
nos tiene y por haberse criado en nuestra casa, y deseando asegurar su 
porvenir con la educación y carrera que su padre no puede darle por ca-
recer de bienes, hemos resuelto prohijarlo, adoptándolo en legal forma, 
Contamos para ello con el consentimiento de Pedro Gil, padre legítimo 
del adoptando, el cual se presta á ello muy gustoso por los beneficios y 
ventajas que resultan para su hijo, y en prueba de su conformidad fir-
mará con nosotros este escrito. 
Hemos concertado esta adopción con dicho Pedro Gil bajo las condi-
ciones siguientes: 4 a Nos obligamos á costear los alimentos, vestido y 
demás necesidades del Luis Gil, como venimos haciéndolo, en nuestra 
casa y compañía ó fuera de ella, dándole una carrera adecuada a sus in-
clinaciones y a nuestra posición social, sin que su padre legitimo tenga 
que atenderá ninguno de estos gastos. 2.• Nos obligamos también a ins-
tituirlo heredero de la mitad, por lo menos, de los bienes de que respec-
tivamente podamos disponer al tiempo de nuestro fallecimiento. Y 3.a 
Luego que se formalice la adopción, el adoptado Luis Gil usará el apelli-
do Ruiz del padre adoptante, anteponiéndolo á los de sus padres legíti-
mos. (0 las condiciones con que se haya pactado la adopción.) 
A linde obtener la autorización y licencia judicial que para la validez 
de la adopción exigen los arts. 478 del Código civil y 4825 y siguientes 
de la ley de Enjuiciamiento civil, debemos consignar,que concurren todos 
los requisitos que para poder adoptar exige el art. 473 de dicho Código, 
puesto que nos hallamos en el pleno uso de nuestros derechos civiles; 
que ambos somos mayores de cuarenta y cinco años, como se acredita 
con las partidas de bautismo que acompañarnos; que nuestra edad excede 
á la del adoptado en más de quince años, según resulta de la certifica- 
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ción de su nacimiento, que también se acompaña, y que no nos com-
prende ninguna de las prohibiciones determinadas en el art. 474 de 
dicho Código, y hacemos uso de la facultad expresada en el núm. 4.' 
del mismo artículo. Concurre también el consentimiento del padre del 
adoptando, como ya se ha dicho. Y además, ofrecemos información de tes-
tigos sobre los extremos siguientes: 
4.° Que nos hallamos los consortes adoptantes en el pleno uso de 
nuestros derechos civiles. 
2. ° Que no tenemos descendientes legítimos ni legitimados. 
3.° Que la adopción de que se trata es útil y conveniente al menor 
Luis Gil por las condiciones con que ha sido pactada, expuestas anterior-
mente, y porque de ese modo podrá tener una carrera que le dé posición 
social distinguida, cuyos beneficios no puede esperar de su padre legíti-
mo por ser éste pobre. 
De lo expuesto resulta que concurren todos los requisitos legales 
para la adopción de que se trata. Y por ser este Juzgado el único compe-
tente para conocer de este asunto, según la regla 46 del art. 63 de la ley 
de Enjuiciamiento civil; 
Suplicarnos al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con 
los documentos que se acompañan. y previa la ratificación de Pedro Gil 
en cuanto á su consentimiento para la adopción de su hijo, se sirva ad. 
mitirnos la información ofrecida con citación del Ministerio fiscal, y en 
méritos de todo, aprobar la adopción del menor Luis Gil por los recurren. 
tes, concediéndonos la autorización y licencia judicial para verificarla, y 
mandando se nos expida el testimonio necesario para el otorgamiento de 
la correspondiente escritura de adopción y su inscripción en el Registro 
civil, todo conforme á lo prevenido en los arts. 478 y 479 del Código, 
4830 y 4834 de la ley ya citada, como es de justicia (Lugar, fecha y fir-
mas de los adoptantes y del padre del adoptando en su caso.) 
.Providencia.—Juez Sr. N. (Lugar y fecha).—Por presentado el an-
terior escrito con los documentos que se acompañan: comparezcan Pedro 
Gil y su hijo Luis, aquél para que se ratifique en la manifestación hecha 
de prestar su consentimiento á la adopción, y éste para explorar su vo-
luntad sobre si está conforme con ella; y hecho, dése cuenta. Lo man-
dó, etc. 
Notificación á la parte actora en la forma ordinaria. 
La ratificación de la persona que deba dar el consentimiento, y haya 
firmado el escrito, se hará en la forma ordinaria, sin necesidad de jura-
mento. Si no lo hubiere firmado, deberá comparecer ante el juez para 
darlo, consignándolo en diligencia. Lo mismo se consignará lo que ma-
nifieste el adoptando al explorar su voluntad. Constando el consenti-
miento de quien deba darlo, pues si lo niega debe sobreseerse en las ac- 
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tuaciones de jurisdicción voluntaria, como también cuando se formalice 
oposición por parte interesada, se dictará la siguiente 
Providencia.—Con citación del Ministerio fiscal, recibase la informa-
ción ofrecida por la parte actora, y hecho, dése cuenta. 
Notificación al actor y citación al Fiscal ó su delegado en la forma 
ordinaria. 
Información. —Ha de ser de tres testigos, por lo menos, de cuyo co-
nocimiento ha de dar fe el actuario; y si éste no conoce á alguno de 
ellos, deben presentarse dos testigos de conocimiento, cuya declaración 
se consignará en la misma diligencia, que firmarán con aquél, además 
del juez y el actuario. Unas y otras declaraciones han de ser con jura-
mento, y se extenderán en la forma ordinaria. Recibida la información, 
se dictará la siguiente 
Providencia.—Comuníquese este expediente al Ministerio fiscal para 
quo dentro de seis días emita el dictamen que previene la ley. 
Notificación á la parte actora y al Ministerio fiscal, en la forma ordi-
naria. 
Dictamen fiscal. —Lo emitirá por escrito sobre si se han justificado en 
forma todos los requisitos legales para la adopción, y si la estima útil y 
conveniente para el adoptando. Si cree necesario que se amplíe la justifi-
cación, 6 que se subsane algún defecto en el procedimiento, lo propon-
drá asi, para que el juez resuelva. Subsanados ó suplidos los defectos tí 
omisiones, cuando el juez los haya estimado procedentes, y en otro caso, 
luego que el Fiscal devuelva el expediente con su dictamen, se dictará 
la siguiente 
Providencia.—Tráiganse lus autos á la vista para la resolución que 
proceda. 
Notificación á la parte actora y al fiscal, sin citación. 
Auto. —Debe dictarse dentro de cinco días en la forma prevenida para 
los autos, consignando en los resultan-los lo que resulte del expediente, 
y en los considerandos si concurren ó no los requisitos que para la adop- 
ción exigen los artículos 17 .3, 474 y 178 del Código civil, y si el juez la 
estima conveniente: si no concurren, la denegará, y si concurren y la es-
tima conveniente, la parte dispositiva sert corno sigue: 
Dijo: Que debla aprobar y aprueba la adopción del menor Luis Gil 
por los consortes D. José Ruiz y Doña María López, concediendo la auto-
rización y licencia judicial que éstos ban solicitado para I levarla á efecto, 
y mandando que, luego que sea firme este auto, se libre por el actuario 
y entregue á los interesados el oportuno testimonio para el otorgamiento 
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de la correspondiente escritura, en la que expresarán las condiciones con 
que ha sido hecha la adopción, consignadas en la solicitud de los adop-
tantes, y su inscripción en el Registro civil. 
Notificación á la parte actora y al Ministerio fiscal. 
Contra estos autos procederán el recurso de apelación, y el de casa-
ción en su caso, conforme á los artículos 1849 al 4822, teniendo presente 
que, según el 479 del Código civil, no puede otorgarse la escritura mien . 
 tras la adopción no haya sido aprobada definitivamente, de lo cual se de_
duce que en todo caso habrá de admitirse la apelación en ambos efectos. 
El testimonio habrá de contener literalmente la solicitud y el auto, 
con expresión de que éste ha quedado firme, y en sucinta relación las 
actuaciones. 
TITULO III 
DEL NOMBRAMIENTO DE TUTORES Y CURADORES, 
Y DEL DISCERNIMIENTO DE ESTOS CARGOS 
La Comisión de Códigos que redactó la ley de Enjuiciamiento 
civil de 1855, creyó que dejaría incompleta la obra si no descendía 
á algunos puntos que en rigor correspondían al Código civil, é in-
trodujo en ella innovaciones importantes, que afectaban, más que 
al procedimiento, á las leyes sustantivas que regulabas entonces la 
institución de la tutela; cuyas leyes son las contenidas en los títu- 
los 16, 17 y 18 de la Partida 6." Así lo reconoció un ilustre indi-
viduo de aquella Comisión, el Sr. Gómez de la Serna, en su expo-
sición de Motivos de dicha ley, y en nuestros comentarios al títu-
lo IIl de la 2.' parte de la misma, que lleva el mismo epígrafe que 
el presente, anotamos las innovaciones y reformas que se habían 
hecho en nuestro derecho antiguo. 
Entre las bases aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1881 
para la reforma del Enjuiciamiento civil, no existe ninguna que se 
refiera á las tutelas, por lo cual, y porque seguían rigiendo las 
leyes de las Partidas, se reprodujeron en la nueva ley las disposi- 
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ciones de la anterior, con ligeras modificaciones de redacción y de 
método que no afectan al fondo, dividiendo el presente título en 
las mismas seis secciones que tenía el de la ley anterior, y conser- 
vando, como en ésta, las tutelas testamentaria, legítima y dativa 
para los huérfanos menores de catorce años, si eran varones, y de 
doce si eran hembras; la curaduría para los bienes de los menores 
que pasaban de dicha edad; la ejemplar para los locos y demás in-
capacitados, y la de pleitos para los casos en que los menores no 
podían ser representados por sus tutores ó curadores, ni por sus 
padres; todo conforme á la legislación que entonces regía. 
Se publicó después en 1889 el Código civil, y en él se dió nue-
va organización á la institución tutelar, por ser de su competencia, 
y en cumplimiento de lo ordenado en la base 7 de las aprobadas 
por la ley de 11 de Mayo de 1888, que dice así: «La tutela de los 
menores no emancipados, dementes y los declarados pródigos ó en 
interdicción civil, se podrá deferir por testamento, por la ley ó 
por el consejo de familia, y se completará con el restablecimiento 
en nuestro derecho de ese consejo y con la institución del protu-
tor.» Se desenvolvió esta base en los títulos IX y X del libro I 
de dicho Código, que deberán consultarse: no los insertamos aquí 
por su mucha extensión y por no ser propios de esta obra; pero 
haremos mención de los artículos que conducen á nuestro propósi-
to, copiando los fundamentales de la nueva organización dada a la 
tutela, que son los siguientes: 
«Art. 199. El objeto de la tutela es la guarda de la persona y 
bienes, ó solamente de los bienes, de los que, no estando bajo la 
patria potestad, son incapaces de gobernarse por sí mismos. 
»Art. 200. Están sujetos á tutela: 1.° Los menores de  edad no 
emancipados legalmente; 2.° Los locos ó dementes, aunque tengan 
intervalos lúcidos, y los sordomudos que no sepan leer y escribir; 
3' Los que por sentencia firme hubieren sido declarados pródigos; 
4.° Los que estuviesen sufriendo la pena de interdicción civil. 
»Art. 201. La tutela se ejercerá por un solo tutor, bajo la vi-
gilancia del protutor y del consejo de familia. 
»Art. 202. Los cargos do tutor y protutor no son renuncia-
- bles sino en virtud de causa legítima debidamente justificada. 
DEL NOM¡3RAMIENTO DE TUTORES Y CURADORES 	 293 
»Art. 204. La tutela se defiere: 1.° Por testamento. 2.° Por la 
ley. 3.° Por el consejo de familia.» 
De estas disposiciones y de las demás del mismo Código que 
con ellas se relacionan, resulta que se conservan las tres clases de 
tutela de nuestro antiguo derecho, que son, la testamentaria, la 
legítima y la dativa, y se suprimen los curadores para los bienes 
de menores y los que se llamaban ejemplares, que á imitación de 
aquéllos se daban á los incapacitados, quedando, tanto estos como 
los menores que no tienen padre ni madre, sujetos á la tutela que 
ahora se establece. También se suprimen los curadores para plei-
tos, por ser innecesarios, en razón á que los sujetos á tutela no 
pueden tener otra representación legítima que la de su tutor (ar-
tículo 262), y para los casos en que los intereses de éste estén en 
oposición con los derechos de aquéllos, la tiene el protutor (ar-
tículo 236, núm. 2.°); y para el otro caso, en que se nombraba 
también dicho curador, de tener el padre ó la madre un interés 
opuesto al de sus hijos no emancipados, ordena el art. 165 que el 
juez les nombre un defensor que los represente en juicio y fuera de él. 
Otra de las novedades que por dichas disposiciones se introdu-
ce, es la de que la tutela sea única, que se ejerza por un solo tutor, 
derogando la facultad que concedían las leyes de Partida, y estaba 
admitida en la práctica, de nombrar dos ó más tutores para una 
misma persona, cuando se creía conveniente para la mejor admi-
nistración de los bienes. No se quebranta dicha regla nombrando 
el padre ó la madre un tutor para cada uno de sus hijos, como lo 
permite el art. 208; pero añadiendo que, en caso de duda, se enten-
derá nombrado un solo tutor para todos los hijos. Y en el artícu-
lo 209 se determina la preferencia con que ha de discernirse el 
cargo, cuando por diferentes personas se hubiese nombrado tutor 
para un mismo menor, á fin de que siempre sea uno solo el que 
desempeñe el cargo. 
En virtud de la nueva organización dada á la tutela con la ins-
titución del protuto ^ ^y del consejo de familia, confiriendo á éste 
la facultad de autorizar los actos del tutor que antes necesitaban 
de la autorización judicial y de las demás innovaciones hechas en 
esta materia, han quedado derogadas y sin efecto las disposiciones 
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del presente título, que son de la competencia del Código civil, y 
sin aplicación la mayor parte de las que ordenan el procedimiento, 
porque responden á un organismo que ya no existe. De aquí la ne-
cesidad de reformar radicalmente estos procedimientos para poner-
los en armonía con el Código; necesidad cada día más imperiosa 
para uniformar la práctica de los juzgados y evitar los abusos que 
conducen á aumentar los gastos de la tutela, contrariando el pro-
pósito de disminuirlos que tuvo el legislador, y á cuyo fin la separó 
de la intervención, aunque no de la vigilancia de la autoridad ju-
dicial, confiándola al interés y cariño de los parientes y amigos. Si 
hasta ahora no ha dado este resultado la nueva organización de la 
tutela, creemos que se debe principalmente á la falta de reglas 
para el procedimiento, más bien que á las razones en que se fundan 
los impugnadores del consejo de familia, considerándolo como una 
institución que no encaja en nuestras costumbres. Si dadas esas 
reglas continuasen los abusos y dificultades que se han notado en 
la práctica, preciso sería renunciar á la institución del consejo de 
familia. 
Esperemos, pues, á que el Gobierno nos dé por una ley ó por 
un reglamento las reglas de procedimiento necesarias para la eje-
cución de lo que ordena el Código civil sobre esta materia. Mien- 
tras tanto, es ineludible la aplicación de las leyes vigentes, y á fin 
de facilitarla, cual es el objeto de esta obra, al examinar los artícu-
los del presente título indicaremos los que quedan vigentes y los 
que deben ser reformados ó modificados, ó han quedado sin aplica-
ción, y en los formularios expondremos el procedimiento más ade-
cuado, á nuestro juicio, sujetándonos á los preceptos legales hoy 
vigentes. Pero antes convendrá examinar una cuestión de la mayor 
importancia para las provincias en que subsiste el derecho foral. 
Las disposiciones del Código civil, relativas á la tutela y al 
consejo de familia, ¿rigen en los territorios en que ha quedado sub
-
sistente su derecho foral?—Notables jurisconsultos opinan por la 
afirmativa, y otros, no menos notables, por la negativa. Fúndanse 
éstos en que, según el art. 12 de dicho Código, sólo son obligato-
rias en todas las provincias del Reino las disposiciones del título 
preliminar y del 4.° del libro 1.0, y «en lo demás, las provincias 
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y territorios en que subsiste derecho foral, lo conservarán por 
ahora en toda su integridad, sin que sufra alteración su actual ré-
gimen jurídico, escrito ó consuetudinario, por la publicación de 
este Código, que regirá tan sólo como derecho supletorio, en de-
fecto del que lo sea en cada una de aquéllas por sus leyes especia-
les». De aquí deducen que, teniendo dichas provincias organizada 
la tutela por sus leyes especiales, no es aplicable en ellas la nueva 
organización dada á esa institución por el Código civil. Los que 
sostienen la opinión contraria, á la que nos inclinamos, se fundan 
en- que la ley de Enjuiciamiento civil rige en todas las provincias 
del Reino, inclusas las forales: que en ella se ordenó cuanto se re-
fiere al nombramiento de tutores y curadores y al discernimiento 
de estos cargos, y en su virtud, quedó derogado cuanto sobre esta 
materia se disponía, tanto en ]a legislación común como en la fo-
ral: que la nueva organización dada á la tutela por el Código ci-
vil, ha sustituido á la de la ley de Enjuiciamiento, quedando ésta 
derogada en ese punto; y que como esta derogación ha sido del 
derecho común que regía en todas las provincias, las forales están 
hoy sujetas, como todas las demás, á lo que el Código civil dis-
pone sobre esa materia, conforme á lo ordenado en la segunda 
parte del citado art. 12 del Código, puesto que no sufre alteración 
el actual régimen jurídico de esas provincias. Esta doctrina ha 
sido sancionada por el Tribunal Supremo en recursos de casa-
ción (1).. 
(1) Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de Junio de 1894.—Es tan impor-
tante y convincente la doctrina que en ella se establece, que creemos con-
veniente insertarla integra.—Dos tutores nombrados en un mismo testamento 
acudieron en 1893 á un juzgado de primera instancia de Barcelona, solid-
tando les discerniera el cargo. El juez no accedió, mandando que acudieran al 
juzgado municipal para la constitución del consejo de familia, y que ajusta-
ran sus peticiones á le dispuesto en los títulos 9.° y 10 del libro 1.° del Código 
civil. Apelado este auto, lo confirmó la Audiencia; é interpuesto recurso de 
casación, lo desestimó el Tribunal Supremo por los fundamentos siguientes: 
«Considerando que la ley de Enjuiciamiento civil rigió en su totalidad 
desde su publicación en todas las provincias, y que todo lo comprendido en 
dicho cuerpo legal dejó en su virtud de formar parte del derecho toral y 
pasó A ser legislación común de España: 
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SECCIÓN PRIMERA 
DEL NOMBRAMIENTO DE TUTORES 
ART. 1833 (1832). Acreditado el nombramiento de 
tutor, hecho en disposicion testamentaria por el padre 
ó la madre del menor, mandará el Juez que se le dis-
cierna el cargo sin exigirle fianzas, si se le hubiere re-
levado de darlas. 
ART. 1834 (1833). Tambien se mandará discernir el 
cargo de tutor al nombrado por cualquiera persona que 
haya instituido heredero al menor, ó dejándole manda 
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)Considerando que siendo las disposiciones de la ley de Enjuiciamiento 
civil parte del derecho general y no del llamado foral, en lo que estén en 
contradicción con el Código civil, ley posterior, han sido derogadas por el 
art. 1976, y no puede pretenderse su subsistencia por consecuencia de lo or-
denado en el art. 12 de éste, pues en él se mantiene sólo enfrente del Código 
el derecho foral, es decir, el excepcional, pero no el común que antes de la 
promulgación de aquél regia para determinadas materias en las provincias 
6 territorios de fuero: 
»Considerando que la resolución recurrida, al ordenar que los interesa-
dos acudan al Juzgado municipal y al consejo de familia, ajustando sus pe-
ticiones á lo dispuesto en los titulos 9.° y 10 del libro 1.° del Código civil, en 
nada infringe ni desconoce la ley 1.°, tit. 4. ° , libro 5.° de las Constituciones 
de Cataluña, que sanciona la facultad del padre de nombrar en testamento 
y en toda especie de última voluntad tutores para sus hijos, ni la voluntad 
expresada por el padre de los menores en su testamento, puesto que dicha 
voluntad y la ley que le atribuye eficacia han de cumplirse dentro de las dis-
posiciones legales que determinan el discernimiento y el ejercicio de la tu-
tela, que antes del Código civil eran los articulos del tit. 3.° del libro 3.° de 
la ley de Enjuiciamiento civil, y ahora son los de los titules 9.° y 10 del li-
bro 1.° del Código: 
»Considerando que lo expuesto en los dos primeros considerandos de-
muestra que la sentencia no infringe los articulos 1833 y 1861 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, y que aplica rectamente los artículos 12 y 293 del 06-
digo civil y la jurisprudencia de este Tribunal, relativa á dicho art. 12, los 
(wales, á tenor de las disposiciones transitorias, tienen eficacia para las tu-
telas que ban debido constituirse después de estar en vigor el Código, aun 
que sean de fecha anterior los testamentos de que emanen.) 
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6 legado de importancia; pero la relevacion de fianza, 
en su caso, sólo se entenderá respecto  • á los bienes en 
que consista la herencia 6 legado. 
ART. 1835 (1834). No obstante lo dispuesto en los 
dos artículos anteriores, cuando sobrevengan razones 
muy fundadas, que el Juez apreciará atendidas las cir-
cunstancias especiales que en su caso ocurran, podrá 
exigir la prestacion de fianza aun al tutor 6 curador 
nombrado por el padre 6 la madre, 6 por otra persona 
que haya dejado al menor manda 6 legado de impor-
tancia (1). 
ART. 1836 (1835). No habiendo tutor nombrado 
por el padre, la madre ú otra persona que haya insti-
tuido heredero al menor, 6 dejádole manda de impor-
tancia, designará el Juez para este cargo al pariente 
á quien corresponda con arreglo á la ley. 
ART. 1837 (1836). Prévia la aceptacion del desig-
nado y la prestacion de fianza en su caso, se le discer-
nirá el cargo (2). 
(1) Estos tres primeros artículos se refieren é la tutela testamenta-
ria, la que se rige hoy por lo que se dispone en los arts. 206 al 210 del 
Código civil, en cuanto á las personas que pueden nombrar tutor en 
testamento, á quien pueden darlo, y la preferencia entre los nombra-
dos, siendo de notar que sólo al padre y á la madre se concede la fa-
cultad de nombrar á la vez el protutor, correspondiendo este nombra-
miento en los demás casos al consejo de familia, según el art. 233. 
Ninguna intervención se concede al juez de primera instancia en la 
constitución de estas tutelas, correspondiendo al consejo de familia 
aprobar el nombramiento hecho por la madre que hubiere contraído 
segundas nupcias, y por el extre,fio que deje al menor ó incapacitado 
herencia ó legado de importancia, como también todo lo que se refiere 
á la fianza y á la posesión del tutor. Véanse dichos artículos y 
 del 262 
al 261 del mismo Código. En cuanto al discernimiento del cargo, véase 
lo que expondremos en la sección 6. 9- del presente título. Por consi-
guiente, estos tres artículos de la ley han quedado sin aplicación y 
virtualmente derogados. 
(2) También han quedado sin aplicación y derogados virtualmen-
te este articulo y el que le precede, que se refieren á la tutela legítima 
de los menores no emancipados. Según el art. 301 del Código civil, 
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ART. 1838 (1837). A falta de pariente á quien de-
signar, ó no reuniendo el que hubiere las cualidades 
que exigen las leyes, lo cual se hará constar en el ex-
pediente, el Juez nombrará para el desempeño del 
cargo á la persona que merezca su confianza (1). 
ART. 1839 (1838). Si se hiciere oposicion al nom-
bramiento, se discutirá y resolverá por los trámites de 
los incidentes entre el que lá promueva y el tutor 
nombrado, representando los intereses del menor el 
Promotor fiscal. 
Durante la sustanciacion del juicio quedará á carg o 
del tutor electo la custodia del menor y la administra-
cion de su caudal, bajo las garantfas que parecieren 
suficientes al Juez (2). 
corresponde al consejo de familia constituir la tutela, y por tanto, de-
signar la persona que haya de ejercerla, conforme al art. 211 del 
mismo Código, y la del protutor, según el 233, como también todo lo 
que se refiere á la fianza y posesión del cargo, sin que el juez de pri-
mera instancia tenga la intervención que antes tenía en estos actos, 
como se ha dicho en la nota anterior. 
(1) Sobre la tutela dativa, á que se refiere este artículo, ordena 
el 231 del Código civil, que 
 «no habiendo tutor testamentario ni  per-
sonas llamadas por la ley á ejercer la tutela vacante, corresponde al 
consejo de familia la elección de tutor en todos los casos del art. 200»; 
esto es, para los menores no emancipados y para los incapacitados de 
todas clases, debiendo hacer á la vez el nombramiento de protutor, se-
gún el art. 233. Por consiguiente, queda también sin aplicación y de-
rogado el presente artículo de la ley, que confiere aquella facultad al 
Juez de primera instancia. 
(2) Este articulo se refiere á la oposición que podía hacerse por un 
tercero al tutor dativo, nombrado por el juez de primera instancia, y 
aunque la misma oposición puede hacerse al nombrado por el conse 
jo de familia, no puede aplicarse á ella todo lo que aquí se dispone. 
Dicha oposición podrá fundarse, 6 en la incapacidad legal del tutor 
elegido, por estar comprendido en alguna de las prohibiciones deter-
minadas en el art. 237 del Código, 6 en el derecho preferente que creá 
tener el opositor por ser pariente del menor 6 incapacitado, 6 por 
cualquier otro motivo. En ambos casos creemos que debe deducirse la 
oposición ante el consejo de familia para que él resuelva: en el pri-
mero, porque así lo ordenan los arta. 239 y 240 del mismo Código, y 
i 
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ART. 1840 (1839). Oponiéndose el tutor elegido á 
aceptar el cargo, se oirá al Promotor fiscal, y si éste 
está conforme, nombrará el Juez nuevo tutor. 
Si el Promotor fiscal no se conformare, se discutirá 
y resolverá la oposicion por los trámites de los inci-
dentes, observándose lo prevenido en el párrafo segun-
do del articulo anterior (1). 
en los demás casos, porque á dicho consejo corresponde, según 
el art. 301, todo lo que se refiere á la constitución de la tutela. En 
todo caso, contra el acuerdo del consejo de familia contrario al tutor, 
podrá éste recurrir ante el juez de primera instancia formulando su 
reclamación dentro de quince días, en cuya contienda el mismo con-
sejo tendrá la representación y defensa del menor, á cuyas expensas 
litigará, á no ser que los vocales sean condenados en costas por haber 
procedido con notoria malicia (arts. 240, 241 y 310). Cuando la reno 
lución del consejo sea favorable al tutor, si ha sido adoptada por una-
nimidad, no cabe recurso alguno (art. 242); y si por mayoría, podrá 
recurrirse, como en el caso anterior, ante el juez de primera instan-
cia por cualquiera de los interesados. Lo mismo habrá de practicarse 
cuando la oposición se haga al nombramiento de protutor. Estas con-
tiendas judiciales deberán sustanciarle y resolverse por los trámites 
de los incidentes, como se ordena en el presente artículo, único punto 
en qué ha de considerarse vigente, por ser de la competencia de la 
ley procesal, y no haber dispuesto el Código nada en contrario. 
Si no hubiere entrado el tutor en el ejercicio de su cargo cuando 
se formalice la oposición, corresponde al consejo de familia proveer á 
los cuidados de la tutela, encargándola al protutor, 6 interinamente á 
otra persona, 6 del modo que crea más conveniente, mientras se re-
suelve definitivamente aquella contienda. Pero si el tutor hubiere ya 
entrado en el ejercicio del cargo, seguirá desempeñándolo hasta la re-
solución definitiva del litigio, á no ser que el consejo de familia hu-
biere declarado la incapacidad de aquél y acordado su remoción, en 
cuyo caso el mismo consejo proveerá también á los cuidados de la 
tutela; pero no podrán ejecutarse sus determinaciones sobre ese punto 
sin la previa aprobación judicial (art. 243 del Código). 
(1) También ha quedado sin aplicación este articulo, fuera de lo 
que dice que «se discutirá y resolverá la oposición por los trámites de 
los incidentes». Según el art. 202 del Código civil, alos cargos de tu-
tor y protutor no son renunciables sino en virtud de causa legítima 
debidamente justificada». Esa causa ha de ser alguna de las que como 
motivo de excusa se determinan en los arte. 244 y 245, y ha de ale- 
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SECCION SEGUNDA 
DEL NOMBRAMIENTO DE CURADORES PARA LOS BIENES (1). 
ART. 1841 (1840). Acreditado el nombramiento 
de curador hecho en disposicion testamentaria por el 
padre 6 la madre del menor, 6 por otra persona ex-
traña que lo hubiere nombrado heredero 6 dejado 
manda de importancia, acordará el Juez el discerni-
miento del cargo. 
Eu la misma providencia decretará la prestacion 6 
relevacion de la fianza, segun los casos, en la forma 
prevenida para los tutores en los arts. 1833, 1834 y 
1835 (1832, 1833 y 1834 en la ley para Cuba y Puerto 
1?ico). 
ART. 1842 (1841). El menor podrá oponerse al 
nombramiento de curador, hecho por la persona que, 
no siendo el padre 6 la madre, le haya instituido he-
redero 6 dejado manda de importancia. 
garee ante el consejo de familia en loe términos que para cada caso 
se determinan en los arte. 217 y 218. La resolución del consejo de fa-
milia desestimando la excusa del tutor ó protutor, puede ser impug-
nada ante el juez de primera instancia dentro de quince días, en cuya 
contienda (que deberá sustanciarle por loe trámites de loe incidentes, 
como ya se ha dicho), el consejo sostendrá su acuerdo á expensas del 
menor 6 incapacitado, sin que éste tenga otra representación en el li-
tigio, y sin perjuicio de la condena de costas, que deberá imponerse 
al que hubiere promovido la contienda, si fuere confirmado el acuer-
do (art. 249). Y durante el juicio de excusa, el tutor 6 protutor que l a . 
proponga está obligado á ejercer eu cargo: si no lo hace así, el consejo 
nombrará persona que le sustituya, quedando el sustituido responsa-
ble de la gestión del sustituto, si fuere desechada la excusa (art. 260 
del mismo Código). No cabe, pues, el procedimiento del presente ar-
tículo, ni la intervención que en él se da al Ministerio fiscal. 
(I) Ya se ha dicho que el Código civil ha suprimido el cargo de 
curador para los bienes, que antes se daba á los menores de edad que 
pasaban de los catorce afios, si eran varones, y de doce, si hembras, 
sujetándolos á la tutela de loe menores. Por consiguiente, quedan sin 
objeto los seis artículos de esta sección, que habrán de considerarse 
como suprimidos 6 derogados. 
44 
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Si formulare dicha oposicion, el Juez dará audiencia 
al Promotor fiscal en la forma prevenida en el artículo 
1815 (1814 de la ley para Cuba y Puerto Rico), y encon-
trando fundada la oposicion del menor, negará al nom-
brado el discernimiento del cargo, disponiendo que 
nombre otro, con apercibimiento de nombrarlo de ofi-
cio para los bienes en que consista la herencia 6 legado. 
ART 1843 (1842). En el caso de empeñarse cuestion 
sobre cualquiera de los particulares indicados en los 
artículos precedentes, se sustanciará por los trámites 
de los incidentes, representando en él al menor, en pri-
mer lugar el tutor, si lo hubiere tenido; despues el que 
haya sido su curador para pleitos; y á falta de los an-
teriores, el Promotor fiscal del Juzgado. 
ART. 1844 (1843). No habiendo curador nombrado 
por el padre, madre 6 persona que .haya instituido he-
redero al menor 6 dejádole manda de importancia, co-
rresponderá al mismo menor su nombramiento. 
ART. 1895 (1844). El nombramiento de curador ha 
de hacerse en comparecencia ante el Juez, acordada á 
instancia del menor. 
ART. 1846 (1845). Si la persona nombrada no re-
uniese las condiciones necesariaspara el desempeño del 
cargo, podrá el Juez negarle el discernimiento, invi-
tando al menor á que nombre otro en su lugar. 
SECCIÓN TERCERA 
DEL NOMBRAMIENTO DE CURADORES EJEMPLARES (1). 
ART. 1847 (1846). El Juez competente, á cuyo co-
nocimiento llegue que alguna persona ha sido declara- 
(1) El Código civil ha suprimido también, como/a se ha dicho, los 
curadores ejemplares, á los que se daba esta denominación porque se 
introdujo esa curaduría, que se daba á los locos y demás incapacita_ 
dos para administrar sus bienes, á semejanza ó ejemplo de la de los 
menores (ley 13, tit. 16, Part. 6.a). Hoy todas estas personas des valí. 
das, aunque sean mayores de edad, están sujetas á la misma tutela 
que los menores, con el tutor, protutor y consejo de familia, pudiendo 
• 
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da, por sentencia firme, incapacitada para administrar 
sus bienes, le nombrará curador ejemplar, encabezan-
do el expediente con testimonio de dicha sentencia. 
ART. 1848 (1847). Cuando la incapacidad por cau-
sa de demencia no resulte declarada en sentencia fir-
me, se acreditará sumariamente en un antejuicio, y se 
nombrará un curador ejemplar interino, reservando á 
las partes el derecho que pueda asistirles en el juicio 
correspondiente (1). 
ser también testamentaria, legítima y dativa, conforme á lo expuesto 
anteriormente. Pero como no es igual la condición ni el estado de in-
capacidad de todas esas personas, el Código éstablece las necesarias 
diferencias sobre la forma en que ha de justificarse la incapacidad y 
las personas á quienes corresponde ejercer la tutela legítima en cada 
caso. De la tutela de los locos y sordomudos trata en los artículos 213 
al 220; de la de los pródigos, en los artículos 221 al 227, y de la de los 
que sufren la pena de interdicción, en los artículos 228 al 230.  Estas 
 disposiciones habrán de consultarse en sus respectivos casos para su-
jetaree á ellas. Al examinar los artículos de esta sección, que se refie, 
re á todas esas clases de incapacitados, indicaremos el procedimiento 
que habrá de seguirse para proveer de tutor á cada uno de ellos. 
(1) Han que.lado sin aplicación estos dos artículos, por no estar en 
armonía con el Código civil. Este dispone, respecto de los locos, de-
mentes y sordomudos, sujetos á tutela, conforme al art. 200, que á los 
que sean mayores de edad no se les puede nombrar tutor sin que pre-
ceda la declaración de que son incapaces para administrar sus bienes 
(art. 213). Eu los artículos 214 y 215 se determinan las personas que 
pueden solicitar esta declaración, que son, el cónyuge y los parientes 
del presunto incapaz que tengan derecho á sucederle abintestato, y en 
defecto de éstos, ó siendo menores, y en todo caso cuando se trate de 
un demente furioso, el Ministerio fiscal. Ha de darse audiencia al pre-
snn + to incapaz: si éste no puede ó no quiere defenderse, se encargará 
de su representación y defensa el Ministerio fiscal, á no ser que éste 
haya promovido el expediente, en cuyo caso el juez le nombrará un 
defensor, cuyo nombramiento habrá de hacerse en el mismo expe-
diente á favor de la persona á quien corresponda la tutela legítima, y 
en su defecto, de otro pariente ó de un extrafio, á discreción del juez, 
como para caso análogo se ordena en el art. 165. Antes de resolver, el 
juez debe oir al consejo de familia (si no está constituído, habrá de 
ordenar al juez municipal que lo constituya), y examinar por sí mismo 
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Ala. 1849 (1848). El nombramiento de curador 
ejemplar deberá recaer por su Arden en las personas 
que á continuacion se expresan, si tuvieren la aptitud 
 
   
  
al demandado como incapaz (art. 246). Previene el 248 que la declara-
ción de incapacidad deberá hacerse sumariamente, y que cuando se re 
fiera á sordomudos, se fije la extension y límites de la tutela según el 
grado de incapacidad de aquéllos. Aunque sea sumario el procedi-
miento, han de reunirse los datos necesarios para resolver con acierto. 
A este fin, el actor presentará con su solicitud los documentos que 
estime conducentes, y si no bastaren, ofrecerá información de testigos, 
y el reconocimiento pericial en su caso. Recibidas estas pruebas sin 
citación de nadie, se dará audiencia al presunto incapaz ó al encargado 
de su defensa, poniéndole de manifiesto los autos en la escribanía por 
un breve término, y si fuere el Ministerio fiscal, se le entregará el ex. 
pediente (arts. 1813, 1816 y 1816 de la ley). Acto continuo se pedirá y 
unirá á los autos el informe del consejo de familia, y examinará el 
juez por sí mismo al denunciadó como incapaz. Y sin más trámites ni 
citación, dictará el juez por medio de auto la resolución que estime 
procedente. Del art. 219 del Código se deduce que no es apelable di-
cho auto, declare 6 niegue la incapacidad, puesto que previene que 
contra él podrán los interesados deducir demanda en juicio ordinario, 
único recurso que concede, añadiendo que no podrá hacerlo el defen 
sor del incapacitado sin autorización especial del consejo de familia. 
Dicho juicio ordinario deberá ser el de mayor cuantía, según el nú-
mero 3.° del art. 483 de la ley. Declarada la incapacidad sumariamente, 
el juez mandará que con testimonio del auto se haga saber al consejo 
de familia para que proceda inmediatamente á la constitución de la 
tutela. 
Pródigos.—Para sujetarlos á tutela ha de preceder la declaración 
de prodigalidad por sentencia firme. Esta declaración debe hacerse en 
juicio contradictorio, determinándose en la sentencia «los actos que 
quedan prohibidos al incapacitado, las facultades que haya de ejercer 
el tutor en su nombre, y los casos en que por uno 6 por otro habrá de 
ser consultado el consejo de familia» (art. 221 del Código). Dicho jui. 
cio deberá ser el ordinario de mayor cuantía, conforme al núm. 3. 0 del 
art. 483 de la ley, y solo pueden promoverlo el cónyuge y los herede-
ros forzosos del pródigo, y por excepción el Ministerio fiscal cuando 
aquéllos sean menores 6 incapacitados. La demanda se dirigirá contra 
el supuesto pródigo, el que ha de ser emplazado, y si no comparece, se 
le declarará en rebeldía, sin perjuicio de lo cual le representará el Mi• 
nisterio fiscal, y si éste fuere parte, un defensor nombrado por el juez 
 
i 
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necesaria para desempeñarlo: padre, mujer, hijos, ma-
dre, abuelos y hermanos del incapacitado. 
ART. 1850 (1849). Si hubiere varios hijos 6 her-
manos, serán preferidos los varones á las hembras, y el 
mayor al menor. 
Concurriendo abuelos paternos y maternos, serán 
tambien preferidos los varones á las hembras, y en el 
caso de ser del mismo sexo, los que lo sean por parte 
del padre á los que lo fueren por la de la madre (1). 
(arts. 222 y 223 del Código). Si se declara la prodigalidad, con testi-
monio de la sentencia firme acudirá la parte interesada al juez munici-
pal para la constitución del consejo de familia, y por éste la de la 
tutela. 
Condenados á la pena de interdicción.— Según el art. 43 del Código 
penal, la interdicción civil priva al penado de los derechos de patria 
potestad, tutela, participación en el consejo de familia, de la adminis-
tración de bienes y del derecho de disponer de los propios por actos 
entrevivos, exceptuándose los casos en que la ley limita determinada 
mente sus efectos. Luego que ses firme la sentencia del juicio criminal 
en que se haya impuesto dicha pena, el art. 228 del Código civil im-
pone al Ministerio fiscal la obligación, bajo la responsabilidad de 
dafios y perjuicios, de pedir el cumplimiento de los artículos 203 y 293 
del mismo Código, lo que podrán pedir también el cónyuge y los he-
rederos abintestato del penado. Por consiguiente, el fiscal de la Au-
diencia, que por razón de su cargo debe estar enterado de tal senten-
cia, así que quede firme, deberá ordenar al fiscal municipal correspon-
diente, remitiéndole certificación de la misma, que promueva ante el 
juez municipal la formación del consejo de familia, para que éste pro-
ceda á la constitución de la tutela, ya sea legítima, ya dativa, y provea, 
en su caso, hasta el nombramiento de tutor, al cuidado de la persona y 
bienes muebles de los menores ó incapacitados que se hallaren bajo 
la autoridad del penado, sobre lo cual véase también el art. 229 del 
Código. 
(1) A la curaduría ejemplar, hoy tutela dativa de los incapacita-
dos, se refieren este artículo y el que le precede, que han quedado 
virtualmente derogados por el Código civil, al determinar taxativa-
mente las personas á quienes corresponde ejercer dicha tutela, y la 
preferencia entre las mismas, respecto de cada clase de los que están 
sujetos á ella. En el art. 220 se designan los parientes á quienes co 
rresponde la tutela de los locos y sordomudos; en el 227 la de los pró-
digos, y en el 230 la de los que sufren interdicción. Et consejo de fa- 
89 
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ART. 1851 (1850). No habiendo ninguna de las 
personas indicadas en el artículo precedente, 6 no 
siendo aptos para la curatela, el Juez podrá nombrar 
á la que estimare más á propósito para desempeñarla, 
prefiriendo, si reunieren la necesaria capacidad, la que 
sea pariente 6 amigo del incapacitado 6 de sus pa-
dres (1). 
milla se ajustará á lo que dichos artículos disponen para designar el 
pariente que haya de encargarse de la tutela del incapacitado en cada 
uno de los casos á que se refieren. Para el nombramiento de protutor, 
que también le corresponde según el art. 233, tendrá presente lo que se 
dispone en el 235. De estas•disposiciones se deduce que el consejo de 
familia es libre en la elección de protutor, puesto que el Código nada 
dispone en contrario ni determina las personas á quienes correspon-
da ejercer ese cargo; pero si elige á un pariente del incapacitado, 
como convendrá y sucederá en la mayoría de los casos, no puede re-
caer el nombramiento en pariente de la misma línea del tutor, se-
gún el art. 235 antes citado; única restricción, 6 más bien prohibición, 
que se impone al consejo para el nombramiento de protutor. 
(1) Este artículo, que se refiere á la curatela ejemplar, hoy tutela 
dativa de los incapacitados, ha sido derogado por el 231 del Código 
civil, cuya disposición comprende no sólo dicha tutela, sino también 
la de los menores. Ordénase en él, que 'no habiendo tutor testamen 
tario, ni personas llamadas por la ley (tutela legítima) á ejercer la tu. 
tela vacante, corresponde al consejo de familia la elección de tutor 
(tutela dativa) en todos los casos del art. 200», en el cual se determi-
nan las personas sujetas á tutela, que son los menores de edad no 
emancipados y todos los incapaces de gobernarse por et mismos. Se 
confía á la discreción, prudencia é interés del consejo de familia la 
elección de la persona que en tales casos haya de ejercer la tutela, 
como también la del protutor; pero hará bien en seguir, como conse-
jo, lo que previene el presente artículo de la ley, de que la elección 
recaiga en persona que, además de reunir la capacidad necesaria, sea 
pariente, si los hubiere sin derecho á la tutela legítima, ó amigo del 
menor 6 incapacitado, 6 de sus padres. Todo esto habrá de entender-
se, no sólo para el caso de que no haya tutor testamentario ni legíti-
mo, sino también para cuando por cualquier motivo quede vacante la 
tutela después de constituida. 
TOMO VI 
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SECCIÓN CUARTA 
DEL NOMBRAMIENTO DE CURADORES PARA PLEITOS (1). 
ART. 1852 (1851). Los menores de veinticinco años 
que se hallen bajo la pátria potestad, serán representa-
dos en juicio por las personas que los tengan bajo su 
poder. 
Los que no estén sujetos á la pátria potestad, lo 
serán por sus tutores ó curadores. 
ART. 1853 (1852). En el caso de que los padres 
del menor sujeto á la pátria potestad, 6 sus tutores 6 
curadores, no puedan representarlos en juicio con arre-
glo á las leyes, se procederá á nombrarles un curador 
para pleitos. 
Lo mismo se hará, si el menor 6 incapacitado no 
tuviere nombrado tutor 6 curador. 
ART. 1854 (1853). Corresponde al Juez hacer el 
nombramiento de curador para pleitos á los menores de 
catorce y doce anos, segun su sexo, y á los incapaci-
tados. 
ART. 1855 (1854). El Juez hará el nombramiento 
de curador para pleitos en un pariente inmediato del 
menor, si lo hubiere; en su defecto, en persona de su 
(1) El Código civil no reconoce esta clase de curadores, y los ha 
suprimido por ser innecesarios, según hemos dicho en la introducción 
de este título. Por consiguiente, han quedado sin aplicación y vir-
tualmente derogados los nueve artículos de esta sección. Cuando el 
padre á la madre no puedan representar á los hijos menores consti-
tuidos bajo en potestad por ser opuestos sus intereses, ha de nom-
brarles el juez un defensor, conforme al art. 165, cuyo defensor los 
representará en juicio y fuera de él, en el asunto 6 asuntos en que re-
sulte la incompatibilidad; y respecto de loe menores é incapacitados 
sujetos á tutela, cuando su interés sea opuesto al del tutor, el mismo 
Código concede la representación de aquéllos al protutor (núm. 2. 0 
 del art. 236), y en casos especiales, al consejo de familia 6 á un de-
fensor, como ya se ha dicho en notas anteriores. No hay, pues, necesi-
dad del curador para pleitos. 
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intimidad 6 de la de sus padres; y no habiéndolas, 6 
no teniendo la aptitud legal necesaria, en persona de 
su confianza, que la tenga. 
ART. 1856 (1855). Los menores de veinticinco años, 
mayores de catorce y de  doce, según sus respectivos 
sexos, podrán designar para curador para pleitos a la 
persona que crean conveniente, siempre que tenga la 
aptitud legal necesaria para representarlos en juicio. 
La designacion se hará en comparecencia ante el Juez. 
ART. 1857 (1856). El Juez podrá negar el discer-
nimiento si la persona propuesta por el menor no tiene 
la aptitud legal necesaria, en cuyo caso le invitará á 
que proponga otra que la tenga, bajo apercibimiento 
de que no haciéndolo, se le nombrará de oficio. 
ART. 1858 (1857). Si sobre el discernimiento del 
cargo se empeñare cuestión; se sustanciará por los trá-
mites de los incidentes, representando al menor el 
Promotor fiscal. 
ART. 1859 (1858). Hecho el nombramiento de cu-
rador para pleitos, se le discernirá el cargo en la 
forma ordinaria. 
ART. 1860 (1859). La representacion del curador 
para pleitos cesará luego que se haya nombrado al 
menor ó incapacitado, tutor 6 curador para bienes, 6 
ejemplar, 6 haya desaparecido la incapacidad para re-
presentarlos. 
SECCIÓN QUINTA 
DEL DISCERNIMIENTO DE LOS CARGOS DE TUTOR Y CURADOR (1). 
ART. 1861 (1860). Hecho el nombramiento de tu-
tor 6 curador para bienes 6 ejemplar, si fuere conoci- 
(1) Por discernimiento se entiende el acto por el cual el juez con-
fiero al tutor nombrado legalmente las facultades necesarias para re-
presentar al menor 6 incapacitado con arreglo á las leyes, y para 
cuidar de su persona y bienes. Así se deduce del art. 1868 de la pre-
sente ley. Este acto equivale al poder que se da á todo mandatario, y 
sa consigna en un acta, autorizada por el juez y el actuario, de la que 
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do el caudal del menor ó incapacitado, dictará el Juez 
providencia, mandando que se oiga al tutor 6 curador 
nombrado y al Promotor fiscal, acerca de si se ha de 
se da testimonio al tutor para acreditar su representación. Así se ha 
practicado siempre, antes y después de la ley de Enjuiciamiento ci -
vil, y sin el discernimiento no podían ejercer su cargo los tutores, ya 
fuesen testamentarios, ya legítimos 6 dativos. 
Después del Código civil, ¿es necesario el discernimiento del cargo 
de tutor? Caso afirmativo, ¿á quién corresponde otorgarlo? Sobre ello 
nada dice expresamente el Código, y de aquí la divergencia de opi-
niones. La Dirección general de los Registros civil y de la Propiedad 
y Notariado ha resuelto la primera cuestión en sentido negativo, por 
su resolución de 31 de Octubre de 1892, fundándose en que (hoy debe 
estimarse perfecta la representación del tutor, á quien nombra y po-
sesiona del cargo el consejo de familia, única autoridad que existe en 
materia de tutelas desde que el Código civil le ha investido de cuan-
tas atribuciones correspondían antes á la autoridad judicial, por lo que 
hay que estimar abolido el discernimiento con el sentido y alcance 
que tenía en nuestra antigua legislación civil». No somos de esta opi -
nión, aunque nos merece el mayor respeto, tanto por la autoridad que 
la sostiene, como por los ilustrados compañeros que la siguen; pero 
no la creemos conforme con el derecho constituido, al que todos de-
bemos sujetarnos mientras no se reforme por el Poder legislativo. 
En obsequio á la brevedad, y por no conducir á nuestro propósito, 
no demostraremos la inexactitud de la proposición que se establece 
en absoluto, de que el consejo de familia es hoy la única autoridad 
que existe en materia de tutelas, para deducir la consecuencia de ha-
ber quedado abolido el discernimiento. Ni expresa ni tácitamente ha 
 ordenado el Código tal abolición; podría suponerse suprimido el dis 
cernimiento si no lo mencionara para nada; pero, lejos de ello, reco-
noce expresamente su subsistencia en los artículos 208 y 209, que se 
refieren á la tutela testamentaria, la cual se defiere por el testamento 
(art. 200), y sin embargo, determinan á quién ha de discernirse el car-
go cuando sean varios los nombrados. Luego el Código reconoce que 
ha de haber discernimiento del cargo de tutor, porque discernir no 
significa lo mismo que deferir, ó elegir, ó preferir entre los nombra-
dos, cuyos verbos pudieron haberse empleado si el legislador tenía 
el propósito de suprimir el discernimiento. Si no ordenó la forma ni 
por quién había de otorgarse, debió ser por considerarlo de la com-
petencia de la ley de Enjuiciamiento civil, cuyas disposiciones sobre 
este punto deben cumplirse, mientras no sean derogadas 6 modifica- 
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entender el desempeño del cargo frutos por alimentos, 
ó de señalarse para éstos una cantidad determinada. 
Si el caudal del menor ó incapacitado no fuere co-
nocido, bastará, para los efectos de este artículo, que 
el tutor .6 curador nombrado presente un inventario 
simple del caudal del menor, formado con citacion del 
Promotor fiscal y asistencia de dos de los parientes 
más próximos de dicho menor, uno por cada linea, y 
si no los hubiere, de dos vecinos de arraigo designa-
dos por el Juez. 
ART. 1862 (1861). En vista de lo que expongan 
dicho curador y el Promotor, dictará el Juez el auto 
que corresponda, fijando la cantidad en que ha de 
consistir la pension alimenticia, si opta por este medio, 
y determinando además en este caso el tanto por ciento 
que haya de abonarse al tutor ó curador por el desem-
peño de su cargo. 
das, puesto que, lejos de estar en desacuerdo, se armonizan con lo 
que el Código dispone. 
Dada la subsistencia del discernimiento, ¿á quién corresponde otor- 
garlo? Tenemos por indudable que al juez de primera instancia, â 
quien lo atribuye la ley de Enjuiciamiento civil en su art. 1868, no 
derogado expresa ni virtualmente sobre este punto. No puede ser el 
consejo de familia, como algunos sostienen, porque sus atribuciones 
y facultades están limitadas â lo que el mismo Código determina ex-
presamente, y entre ellas no se encuentra la de discernir el cargo al 
tutor, sin que pueda suplirse con la posesión que ha de darle el con-
sejo, porque son actos distintos, aunque ligados entre sf, completán-
dose uno â otro, y aquél debe preceder á éste, como tiene declarado 
el Tribunal Supremo en sentencia de 12 de Diciembre de 1893. Con-
viene también que lo haga el juez de primera instancia, porque con 
el testimonio de ese acto acreditará el tutor su representación, sin 
ninguna dificultad, en juicio y fuera de él, por ser un documento pú-
blico, lo que no podrá hacer con la certificación que de su nombra-
miento y posesión le dé el consejo de familia, por carecer éste de au- 
toridad pública, y no estar prevenido que sus documentos de esa clase 
hagan fe en juicio y fuera de él. En la nota del - art. 1868 indicaremos 
el procedimiento que con arreglo â la ley habrá de seguirse para otor-
gar el discernimiento. 
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ART. 1863 (1862). El auto á que se refiere el ar-
ticule anterior, se ejecutará sin perjuicio del recurso 
de apelacion, que será admitido en un solo efecto. 
ART. 1864 (1863). Lo dispuesto en los artículos an-
teriores, sólo será aplicable al caso en que, el que haya 
nombrado heredero al menor no hubiere dispuesto otra 
cosa (1). 
ART. 1865 (1864). No estando relevado el tutor ó 
curador nombrado de la obligacion de dar fianza, se 
le requerirá para que presente la que el Juez estime 
necesaria para garantizar el importe de los bienes mue- 
(1) Según el art. 268 del Código civil, «cuando acerca de la pen-
sión alimenticia del menor 6 incapacitado nada hubiese resuelto el 
testamento de la persona por quien se hizo el nombramiento de tu-
tor, el consejo de familia, en vista del inventario, decidirá la parte de 
rentas ó productos que deba invertirse en aquella atención»; ó si es 
más conveniente la asignación de frutos por alimentos, que puede 
hacerse también, según se deduce del núm. 4. 0 del art. 290. El inven 
tario á que se refiere es el que está obligado á formar el tutor, luego 
que se le ponga en posesión del cargo, y dentro del término que le 
señale el consejo de familia, de los bienes á que se extienda la tutela, 
con intervención del protutor y asistencia de dos testigos elegidos 
por el mismo consejo, el cual decidirá, según la importancia del cau-
dal, si deberá además autorizar el acto algún Notario, todo como se 
previene en los artículos 264, núm. 3. 0, y 265 de dicho Código. Y en 
cuanto al tanto por ciento que haya de abonarse al tutor por el des-
empeño de su cargo, cuando no lo sea frutos por alimentos, el art. 268 
confiere también al consejo de familia la facultad de fijarlo, previnien-
do que en ningún caso bajará esa retribución del 4, ni excederá del 
10 por 100 de las rentas 6 productos líquidos de los bienes. Los acuer-
dos del consejo sobre uno y otro punto serán ejecutables, puesto que 
contra ellos no se concede otro recurso que el de acudir con la consi-
guiente reclamación ante el juez de primera instancia el tutor agra-
viado, y en su caso, el protutór 6 el vocal del consejo que hubiereili-
sentido de la mayoría, conforme á lo prevenido en el párrafo último 
del citado art. 268 y el 210 del mismo Código. Estas reclamaciones 
deberán sustanciarle y decidirse por los trámites establecidos para 
los incidentes, como se ordena en el art. 1873 de la presente ley. En 
virtud de dichas disposiciones quedan derogados los artículos 1861 
al 1864, á que se refiere esta nota. 
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bles, y la renta ó producto de los inmuebles que cons-
tituyan el caudal del menor ó incapacitado. 
ART. 1866 (1865): Será admisible toda clase de 
fianza, á excepcion de la personal. 
ART. 1867 (1866). La aprobacion de la fianza se 
hará prévia audiencia del Promotor fiscal. 
En el auto de aprobacion se dispondrá, segun los 
casos: 
1.o La inscripcion en el Registro de la propiedad 
de los bienes raíces en que consista la fianza, cum-
pliendo lo dispuesto en la Ley hipotecaria y en su re-
glamento. 
2. ° El depósito de los valores 6 efectos en que con-
sista la fianza. 
3. ° La práctica de cualquiera otra diligencia que 
el Juez considere conveniente para la eficacia de la 
fianza, y conservacion de los bienes del menor ó inca-
pacitado (1). 
(1) Del afianzamiento de la tutela, lleva por epígrafe el capítulo 8. 0 
 del tít. 9 a, libro 1.0 del Código civil, y en los artículos 252 al 260 
que contiene, se determinan con toda claridad los tutores obligados 
á dar fianza, los exceptuados de ella, las clases de fianza que pueden 
admitirse y todo lo demás que se relaciona con esta materia, confi-
riendo acerca de ella al consejo de familia las facultades que antes 
tenían los jueces de primera instancia. Deberán, pues, consultarse en 
su caso dichos artículos, que han sustituido y derogado virtualmente 
á los 1865, 1866 y 1867 de la ley, á que esta nota se refiere, y también 
el 1869. El art. 252 del Código dice: «El tutor, antes de que se le defie-
ra el cargo, prestará fianza para asegurar el buen resultado de su ges-
tión.» Deferir el cargo de tutor, es el acto por el cual se verifica su 
nombramiento 6 elección, según el art. 204, y como sería absurdo su-
poner que el tutor estaba obligado á prestar la fianza antes de ser 
nombrado, creemos que en aquel artículo, por error de copia 6 de im-
prenta, se ha empleado el verbo deferir en vez del de discernir ó po-
sesionarse del cargo. Según el art. 255, «contra los acuerdos del con-
sejo de familia sefialando la cuantía, 6 haciendo la calificación de la 
fianza, podrá el tutor recurrir los tribunales (ó sea al juez de pri-
mera instancia); pero no entrará en pcsesión de su cargo sin haber 
prestado la que se le exija=. Mientras tanto, según el art. 256, el pro- 
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ART. 1868 (1867). Practicadas todas las diligen-
cias acordadas, y otorgada apud acta por el tutor 6 
curador obligacion de cumplir los deberes de su cargo 
conforme á las leyes, el Juez acordará el discernimien-
to del cargo. 
En el acta del discernimiento le conferirá facultad 
para representar al menor 6 incapacitado con arreglo 
á las leyes, y para cuidar de su persona y bienes, y 
dispondrá que se ponga el correspondiente testimonio 
del acta en el registro del Juzgado (1). 
tutor ejercerá los actos administrativos que el consejo crea indispen-
sables para la conservación de los bienes y percepción de sus produc-
tos. El recurso ante el juez de primera instancia, que se concede al 
tutor, sin fijarle plazo para interponerlo, debe sustanciaras y decidir-
se por los trámites de los incidentes, conforme á lo prevenido en el 
art. 1873 de la ley. 
(1) En la nota al epígrafe de esta sección hemos expuesto que, á 
nuestro juicio, el Código civil no ha derogado el discernimiento del 
cargo de tutor, y queda, por tanto, subsistente el presente artículo, si 
bien con las modificaciones necesarias para aplicarlo en armonía con 
lo q ne el mismo Código ordena. Según su art. 261, ael consejo de fa-
milia pondrá en posesión á los tutores y á los protutores». Para darla 
al protutor, b asta el nombramiento y su aceptación, puesto que la ley 
no exige ningún otro requisito previo. No así respecto del tutor: ha 
de preceder el nombramiento de protutor, la prestación de fianza 
cuando deba darla, y la inscripción de su nombramiento en el Regis-
tro de tutelas (arts. 205, 234 y 262). El artículo de la ley que estamos 
examinando exige además que se haya hecho el sefialamiento de la 
pensión alimenticia del menor ó incapacitado; pero este requisito no 
es hoy necesario, ni podía exigirse, en razón á que, como ya se ha di-
cho en la nota del art. 1864, dicho señalamiento ha de hacerse confor-
me al Código después de la posesión del tutor. Ordena también el pre-
sente artículo, que el juez acuerde el discernimiento del cargo, otor-
gando el tutor previamente apud acta obligación de cumplir los de-
beres de su cargo conforme á las leyes. En nuestra opinión, este re-
quisito ha de preceder también á la posesión, mientras otra cosa no 
se ordene por el legislador, trámite que no puede ofrecer dificultad, 
ni ocasionar dilaciones, puesto que el tutor está obligado á acudir al 
juzgado de primera instancia para el registro de su tutela antes de to-
mar posesión. Veamos el procedimiento que habrá de seguirse. 
Cou certificación del presidente del consejo de familia, que con- 
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ART. 1869 (1868). Si la fianza llegare á ser insu-
ficiente, podrá el Juez, de oficio 6 á instancia de cual-
quiera persona, mandar que se amplíe hasta la canti-
dad que, segun su prudente arbitrio, sea necesaria 
para asegurar las resultas de la administracion, guar-
dándose las formalidades que en los artículos anterio-
res quedan prevenidas (1). 
ART. 1870 (1869). Hecho el discernimiento, se hará 
entrega del caudal del menor 6 incapacitado al tutor 
6 curador, por inventario, que se unirá al expediente, 
si ya no obrare en él, á cuyo pié constará el recibo del 
expresado tutor 6 curador. 
Igual entrega, y con la misma formalidad, se hará 
de los títulos y documentos que se refieran á dichos 
bienes (2). 
ART. 1871 (1870). A los curadores para pleitos, 
nombrados con arreglo á las disposiciones de esta ley, 
tenga todos los particulares que para el registro de tutelas exige el ar-
tfculo 290 del Código, incluso el último, ó la expresión de no haberse 
señalado todavía la pensión alimenticia, acudirá el tutor al juzgado 
de primera instancia, solicitando que se le discierna el cargo y se 
acuerde la inscripción de la tutela en el registro por medio del opor-
tuno testimonio, y que se le libre otro testimonio para acreditar su re-
presentación. El juez debe acceder esta solicitud, si no encuentra 
defectos sustanciales en el procedimiento, que sea preciso subsanar 
previamente, acordando que se discierna el cargo al tutor, previa su 
obligación apud acta de cumplir los deberes de su cargo conforme á 
las leyes; que se inscriba la tutela en el registro del Juzgado, poniendo 
en él el correspondiente testimonio, y que se libre otro al tutor del 
acta de discernimiento y de haber sido inscrita la tutela en el registro 
para acreditar su representación y los demás efectos que procedan. 
En vista de este testimonio, el consejo de familia pondrá al tutor en 
posesión de su cargo del modo que se dirá en la nota del art. 1870. 
(1) Este artículo ha sido sustituido por el 269 del Código, corres-
pondiendo al consejo de familia acordar el aumento ó disminución de 
la fianza del tutor. 
(2) Nada dispone el Código civil sobre la forma en que ha de 
darse la posesión al tutor: por consiguiente, se la dará el consejo de 
familia, conforme á lo prevenido en este artículo y en el 1872, que de-
berán considerarse vigentes como de procedimiento. 
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se les discernirá el cargo, prévio el otorgamiento de la 
obligacion prevenida en el art. 1868 (1867 en la ley 
para Cuba y Puerto Rico), sin exigirles fianza (1). 
ART. 1872 (1871). Si el tutor 6 curador lo pidiere, 
se requerirá á los inquilinos, colonos, arrendatarios y 
demas personas á quienes corresponda, para que lo re-
conozcan como tal tutor 6 curador (2). 
:SECCIÓN SEXTA 
DISPOSICIONES COMUNES Á LAS SECCIONES ANTERIORES 
ART. 1873 (1872). Toda cuestion que surja de las 
disposiciones contenidas en este titulo y haya de re-
solverse en juicio contradictorio, según lo ordenado en 
el mismo, se sustanciará en la forma determinada para 
los incidentes (3). 
ART. 1874 (1873). Cuando los productos del cau-
dal del menor no excedan de la cantidad fijada en el 
art. 15 de esta ley, para tener derecho á obtener la ad-
ministracion de justicia gratuita, la instruccion de los 
expedientes de tutela y curatela se hará en papel de 
pobres y sin exaccion de derechos. 
Al efecto, se sustanciará primero la pretension de 
pobreza, sin perjuicio de que si el Juez creyere que 
(1) Debe considerarse suprimido este artículo, por haberlo sido 
los curadores para pleitos, como ya se ha dicho. 
(2) Véase la nota del art. 1870. 
(3) Queda en todo su vigor este articulo, por ser de mero procedi-
miento. Cuantas contiendas y reclamaciones se lleven á los juzgados 
de primera instancia contra resoluciones del consejo de familia en 
materia de tutela, han de sustanciarle y decidirse en la forma deter- 
minada para los incidentes por los art. 749 y siguientes de esta ley. 
Exceptúanse de esa regla general las demandas contra los autos que 
pongan término al expediente de incapacidad, y las que tengan por 
objeto la declaración de prodigalidad, pues unas y otras han de ven-
tilarse en juicio ordinario contradictorio, como se previene en los ar-
tículos 219 y 221 del Código civil, si bien estas demandas no se diri-
gen contra resoluciones del consejo de familia. 
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conviene tomar alguna resolucion urgente, la adopte 
desde luego de oficio 6 á instancia del representante 
del menor, 6 del Promotor fiscal (1). 
ART. 1875 (1874). En los Juzgados de primera 
instancia habrá un registro, en que se pondrá testimo-
nio de todos los discernimientos que se hicieren del 
cargo de tutor, 6 de curador. 
ART. 1876 (1875). Dentro de los ocho primeros 
dias de cada año, los Jueces examinarán dicho regis-
tro, pedirán los informes que sean necesarios, y acor-
darán segun los casos: 
1. 0 El reemplazo de los tutores que hubieren fa-
llecido. 
2. 0 Que rindan cuentas los tutores y curadores que 
deban darlas. 
3. ° El depósito en el establecimiento correspon-
diente, de los sobrantes de las rentas ó productos de 
los bienes de los menores 6 incapacitados. 
4. ° La imposicion lucrativa de los fondos existen-
tes, á que no deba darse aplicacion especial. 
5. 0 Las demas providencias necesarias para reme-
diar 6 evitar los abusos en la gestion de la tutela 6 cu-
ratela (2). 
(1) También ha de considerarse vigente este artículo, en cuanto 
por él se ordena el procedimiento para la declaración de pobreza del 
menor é incapacitado, á fin de que surta sus efectos en el expediente 
de tutela; declaración que corresponde al juez de primera instancia 
por los trámites establecidos para estos incidentes. Pero hoy no co-
rresponde al juez, sino al consejo de familia, la adopción de las medi-
das que sean urgentes para la constitución de la tutela y la seguridad 
de los bienes. Por consiguiente, el tutor 6 el representante del menor 
ó incapacitado, que solicite la declaración de pobreza, deberá á la 
vez, 6 en escrito separado, pedir al juez que autorice al consejo de 
familia para hacer uso del papel de oficio 6 de pobres, en las diligen-
cias que deba practicar á dicho fin, sin perjuicio del reintegro en 
su caso. 
(2) También el Código civil, en sus artículos 288 al 292, establece 
el registro de las tutelas, á que se refieren este artículo y el que le pre-
cede, dando reglas para llevarlo, que ha de ser en uno 6 varios libros, 
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ART. 1877 (1876). Sobre las cuentas que el tutor 
ó curador rindiere durante el ejercicio de su cargo, se 
oirá siempre al Promotor fiscal. 
ART. 1878 (1877). No poniendo el menor, ni el 
Promotor, reparo á las cuentas, se aprobarán con la 
cualidad de sin perjuicio del derecho que las leyes con-
ceden al menor para reclamar cualquier agravio que 
en ellas pueda habérsele causado (1). 
bajo el cuidado de un secretario judicial, el cual hará los asientos 
gratuitamente. Determina en el art. 290 los particulares que ha de 
contener dicho registro (véase), teniendo presente respecto del úl-
timo, referente á la pensión alimenticia, que como no podrá fijarla el 
consejo de familia hasta después de haber dado al tutor la posesión 
de su cargo, según ya se ha dicho en la nota del art. 1868, cuando se 
verifique, se remitirá al juzgado certificación del acuerdo para que se 
anote en el registro. Y se previene también en el art. 291, que cal pie 
de cada inscripción se hará constar, al comenzar el año judicial, si el 
tutor ha rendido cuentas de su gestión, en el caso de que esté obli-
gado á darlas». A este fin se ordena en el art. 279 del mismo Código, 
que las cuentas anuales, que deben rendir los tutores no exceptuados 
de esta obligación, después de examinadas por el protutor y censura-
das por el consejo, serán depositadas en la secretaría del tribunal 
donde se hubiere registrado la tutela. Por estas disposiciones del Có-
digo, y no por las de la ley, ha de regirse hoy el registro de tutelas. 
Ordena también el Código en su art. 292, que clos jueces exami-
narán anualmente estos registros, y adoptarán las determinaciones 
necesarias en cada caso para defender los intereses de las personas 
sujetas á tutela». Estos acuerdos podrán ser los que se determinan 
en el art. 1876 de la ley, á que se refiere esta nota. En su virtud, el 
juez de primera instancia está facultado para hacer al consejo de fa-
milia, caso necesario, las prevenciones oportunas para que proceda 
al reemplazo del tutor que hubiere fallecido, para que exija las cuen-
tas al tutor que deba darlas y no lo hubiere verificado á su tiem-
po, para que se constituya el depósito de los sobrantes de las ren-
tas 6 productos de los bienes del menor ó incapacitado, y su imposi-
ción lucrativa, con las demás providencias que estime necesarias para 
remediar 6 evitar abusos en la gestión de la tutela. Y véase cómo no 
es exacto, según hemos dicho, que el consejo de familia sea hoy la 
única autoridad que existe en materia de tutelas. 
(1) De las cuentas de la tutela, es el epígrafe del cap. 10, tít. e °, 
libro 1! del Código civil, y en los artículos 279 al 287, que comprende, 
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ART. 1879 (1878). Los tutores y curadores, ya 
sean para bienes, ya para pleitos, no pueden ser remo - 
vidos por un auto de jurisdiccion voluntaria, áun cuan-
do sea á solicitud de los menores. 
Para decretar su separacion despues de discernido 
el cargo, será indispensable oirlos y vencerlos en jui-
cio (1). 
se determinan los tutores que están obligadas á darlas, las épocas en 
que han de hacerlo, que son anualmente y una general al cesar en el 
cargo, y por quién y en qué forma han de ser censuradas y aprobadas 
en cada caso. Véanse, pues, dichos artículos, en cuya virtud han que-
dado derogados los 1877 y 1878 de la ley, á que esta nota se refiere. 
Según el 279 del Código, las cuentas anuales han de ser examinadas 
por el protutor y censuradas por el consejo censura que lleva consigo 
la facultad de aprobarlas, reprobarlas 6 rectificarlas, puesto que se 
previene en el mismo artículo que «si el tutor no se conformase con 
la resolución del consejo, podrá recurrir á los Tribunales (6 sea al 
juez de primera instancia), ante los cuales los intereses del menor 6 
incapacitado serán defendidos por el protutor». Este recurso deberá 
sustanciarle por los trámites de los incidentes, como se ordena en eI 
art. 1873 de la ley. No será necesario presentar con dichas cuentas los 
documentos justificativos, fuera del caso de cuestión, puesto que han 
de reservarse para acompafiarlos á la cuenta general, que el tutor 6 
sus herederos han de rendir al cesar en su cargo. Estas cuentas serán 
examinadas y censuradas como se ha dicho de las anuales, cuando 
subsista la tutela; y si ésta hubiere concluido, deben rendirse al que 
haya estado sometido á ella, 6 á sus representantes 6 derechohabien-
tee, á quien 6 á quienes en tal caso corresponde su aprobación, de-
biendo el consejo de familia censurarlas y dar su dictamen sobre ellas 
dentro de un plazo que no puede exceder de seis meses. En este caso, 
si se promoviese cuestión, habrá de ventilarse en el juicio correspon-
diente á su cuantía. Hasta pasados quince días después de rendida la 
cuenta general, no puede celebrarse convenio alguno que se relacione 
con la gestión de la tutela. Los gastos de la rendición de cuentas de 
la tutela son de cuenta del menor 6 incapacitado, en los cuales no  de-
berán comprenderse los del juicio que se promueva á instancia del 
tutor. A los cinco afios de concluida la tutela, prescriben las acciones 
que nazcan de su ejercicio. (Artículos citados del Código civil.) 
(1) De la rernosión y de la declaración de incapacidad de los tu-
tores y protutores, trata el Código civil en sus arts. 239 al 243, en 
virtud de los cuales queda sin aplicación y derogado el presente. Sa- 
FORMULARIOS DEL TÍTULO III 
De la constitución del consejo de familia y nombramiento de tutores 
y protutores. 
SECCIÓN 1 
DEL CONSEJO DE FAMILIA. 
Conforme á lo que ordena el art. 293 del Código civil, luego que el 
juez municipal tenga conocimiento de que en el territorio de su jurisdic-
ción existe alguna de las personas que, según el art. 200 del mismo Có - 
gán el Código, corresponde al consejo de familia resolver sobre di-
chos extremos, pero sin poder declarar la incapacidad ni acordar la 
remoción, sin citar ni oir previamente al tutor ó protutor interesado, 
si se presentare; de suerte que, si no se presenta, después de citado con 
señalamiento de día y hora, y expresion del objeto con que ha de com- 
parecer ante el consejo, éste resolverá lo que estime procedente. Si su 
resolución es favorable al tutor 6 protutor, y ha sido adoptada por 
unanimidad, no se da contra ella recurso alguno; pero sí cuando lo 
haya sido por mayoría, en cuyo caso podrá impugnarla ante el juez de 
primera instancia el vocal disidente, el protutor, y si fuese contra éste, 
el tutor, 6 cualquier pariente del menor 6 incapacitado, conforme al 
art. 310. Y cuando el consejo declare la incapacidad ó acuerde la re-
moción del tutor ó protutor, se concede al agraviado el recurso de re-
clamar ante el juez de primera instancia, dentro del plazo improrroga-
ble (le quince días, á contar desde el día siguiente al en que se le haya 
comunicado la resolución: transcurrido dicho plazo sin reclamar, se 
entenderá consentido el acuerdo, y procederá el consejo á proveer la 
vacante. Dicha reclamación se sustanciará por los trámites de los in-
cidentes (art. 1873 de la ley), siendo parte contraria el consejo de 
 fa-
milia, el cual litigará á expensas del menor 6 incapacitado, á no ser 
que proceda condenar expresamente en las costae á los vocales, por 
haber procedido con notoria malicia. 
Las causas de incapacidad de los tutores y protutores están deter-
minadas taxativamente en el art. 237, y las de remoción en el 238 del 
CSdigo; y en el 243 se ordena la forma en que el consejo ha de aten-
der A los cuidados de la tutela, mientras se resuelve definitivamente 
sobre el impedimento, en el caso de litigio.—Sobre las excusas de los 
tutores y protutores, y el procedimiento para tales casos, véanse los ar-
tículos 244 á 251 del mismo Código. 
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digo, están sujetas á tutela, debe proceder de oficio á la constitución del 
consejo de familia. Tarnbión debe pedirlo el fiscal municipal, cuando él 
tenga dicho conocimiento antes de que el juez haya comenzado á pro-
ce r. 
A dicho fin están obligados, bajo indemnización de daños y perjuicios, 
á poner en conocimiento del juez municipal el hecho que dé lugar á la 
tutela, en el momento que lo supieren, el tutor testamentario, y los pa-
rientes llamados por la ley á la tutela legítima y á ser vocales del con-
sejo de familia, que son los designados en los arts. 214 y 294 del Código. 
Esto no será aplicable á la tutela de los incapacitados, puesto que ha de 
preceder la declaración judicial de la incapacidad. 
Dichas personas podrán cumplir esa obligación legal por un simple 
escrito, ó por comparecencia ante el juez municipal, de la que se exten-
derá acta, expresando los nombres y apellidos de los menores á que se 
refieran, el hecho que da lugar á la tutela, que generalmente será el fa-
llecimiento del padre viudo ó de la madre á cuya potestad estuvieren su-
jetos, y los de loi parientes varones más próximos de aquéllos por las 
líneas paterna y materna, á quienes pueda corresponder la tutela legíti-
ma y el ser vocales del consejo, con indicación de sus domicilios. Cuando 
no haya parientes, ó no lleguen al número de cinco, se expresarán los 
nombres de las personas honradas, que hubieren sido amigos de los pa-
dres del menor. Si es el tutor testamentario quien hace esta manifestación, 
habrá de presentar copia del testamento, si la tiene, ó decir el notario 
que lo hubiere autorizado. 
Téngase presente que respecto de las tutelas constituidas antes de re-
gir el Código, no puede procederse de oficio á la constitución del con-
sejo de familia: lo constituirá el juez municipal sólo en el caso de que 
lo solicite alguna de las personas que deban formar parte de él, 6 el 
mismo tutor ó curador existente, por tener que ejecutar algún acto que 
necesite la autorización de dicho consejo. Mientras tanto quedará también 
en suspenso el nombramiento de protutor. Así lo dispone la regla 40 de 
las disposiciones transitorias del Código. Véanse también las reglas 7. 5 , 
8.' y 9.a de íd. respecto de tutores y curadores nombrados bajo el régi-
men de la legislación anterior al Código. 
Para llevar á efecto la constitución del consejo de familia en los casos 
indicados, el juez municipal, ante el secretario de su juzgado, a quien co-
rresponde autorizar las diligencias que se practiquen, dictará providen-
cia, de oficio, ó á instancia de parte, para lo cual, con las modificaciones 
que el caso requiera, podrá servir de modelo la siguiente: 
Providencia.—Siendo público y notorio que en el dia de ayer falleció 
en esta villa, N., de estado viudo, vecino de la misma, dejando dos hijos 
legítimos menores de edad, que estaban sujetos á su patria potestad, lla-
mados A. y B. (ó en vista de lo manifestado por... en el escrito 6 compa- 
320 	 FORMULARIOS DEL TÍTULO II[ 
recencia que precede), en cumplimiento de lo que ordena el art. 293 del 
Código civil, procédase inmediatamente á la constitución del consejo de 
familia para la tutela de dichos menores, citándose en forma á todos los 
parientes que pueden tener derecho á ser vocales de dicho consejo, con-
forme á lo prevenido en el art. 294 del mismo Código, para que perso-
nalmente 6 por medio de apoderado especial comparezcan con dicho ob-
jeto en la sala audiencia de este juzgado, sita en la calle de..., núm..., tal 
dia á tal hora, bajo apercibimiento de imponerles la multa de... (no puede 
exceder de 50 pesetas): líbrese certificación de la inscripción en el Regis-
tro civil del fallecimiento del N., y únase á este expediente: acredítese 
también si ha fallecido 6 no con testamento, á cuyo fin hágase el reque-
rimiento oportuno á los notarios de esta villa, y reclámese del Registro 
especial de ultimas voluntades la certificación correspondiente; y teniendo 
noticia de que J., hermano del difunto, se ha hecho cargo de dichos me-
nores, hagásele saber que continúe al cuidado de los mismos y de sus bie-
nes muebles hasta que el consejo provea sobre ello lo que estime conve-
niente. Lo mandó, etc. 
Notificación (en su caso) al fiscal 6 á quien haya hecho la manifesta-
ción. 
Citación.—Se hará por el secretario del juzgado, por medio de cédula, 
en la forma que previenen los arts. 274 y 272 de la ley (véanse los for-
mularios en la pág. 629 del tomo 4.°), á los que residan en el lugar del 
juzgado, y á los ausentes por medio de exhorto al juez municipal de su 
residencia, 6 de suplicatorio al de primera instancia, conforme á los ar-
tículos 285 y 287. 
Deben ser citados todos los ascendientes varones, los hermanos y ma-
ridos de las hermanas vivas del menor 6 incapacitado, que sean mayores 
de edad, y también los descendientes del incapacitado, si los tuviere ma-
yores de edad, cualquiera que sea el número de todos ellos; y si no llega-
ren á cinco, se citará también á los parientes varones más próximos del 
menor 6 incapacitado, que se hallen en el mismo grado, de la línea pa-
terna y materna, aunque excedan de cinco, y en su defecto, á los amigos 
de los padres, para elegir á los que hayan de formar el consejo de familia, 
todo conforme al art. 294 del Código. Aunque los parientes más próximos, 
que residan fuera del radio de 30 kilómetros del juzgado, pueden exeu - 
sarse por esta causa, también deben ser citados, por si voluntariamente 
aceptan el cargo, como se previene en el art. 297. 
Cuando el padre, 6 la madre en su caso, hayan fallecido con testa-
mento, será preciso tenerlo á la vista para saber si han hecho uso de la 
facultad que les concede el art. 294 ya citado, de designar las personas 
qae hayan de componer el consejo de familia, puesto que tienen prefe - 
rencia sobre los parientes. Si son cinco 6 más los designados en el testa - 
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mento, á ellos se les citará solamente para la constitución del consejo; y 
si no llegan á cinco, se citará además á los parientes que tengan derecho 
preferente para completar ese número. A este fin responde la parte de la 
providencia antes formulada, que tiene por objeto averiguar si existe ó 
notestamento; pero si el juez municipal entiendelue es urgente la cons-
titución del consejo, y que con las dilaciones consiguientes á aquellas 
diligencias se ocasionarán perjuicio á los menores, podrá sustitúirlas con 
una información de testigos. Siempre que resulte que existe testamento 
del padre, ó de la madre en su caso, no deberá constituirse el consejo sin 
tener á la vista ese documento, para ajustarse á lo que en él se disponga 
sobre las personas que hayan de componerlo. En ningún otro caso deben 
practicarse esas diligencias, puesto que sólo al padre y á la madre concede 
la ley la facultad antedicha. 
Practicadas en la forma ordinaria las diligencias acordadas en la pro-
videncia, y citados los que deban serlo, en el día y hora que el juez hu-
biere señalado, para cuyo señalamiento tendrá presentes las distancias y 
medios de comunicación, se constituirá el juzgado en audiencia pública, 
con asistencia de los citados que hubieren comparecido, y se procederá á 
la constitución del consejo, extendiéndose la siguiente 
Acta de constitución del consejo de familia. —En... (lugar y fecha), 
bajo la presidencia del Sr. D..., juez municipal de esta villa, asistido de 
mi el secretario, siendo tal hora, se reunieron los señores (se expresarán 
los nombres, apellidos, edad y domicilio de los concurrentes), citados 
para este acto, habiéndose excusado D. y M., citados igualmente, aquél 
por el mal estado habitual de su salud y por ser mayor de sesenta años, 
y éste por tener su residencia en tal pueblo, que dista de esta villa más 
de 30 kilómetros, según han manifestado en el acto de la citación (6 por 
escrito dirigido al juez). 
El Sr. Juez manifestó que el objeto de esta junta es, como se habla 
consignado en las cédulas de citación, el de constituir el consejo de fa-
milia para la tutela de los menores A. y B., que habían quedado huérfa-
nos por el fallecimiento de su padre N., ocurrrido en esta villa el dia 
tantos; y para proceder conforme á la ley, ordenó al infrascrito secretario 
que leyese los artículos 293 al 301 del Código civil, que tratan de la 
constitución de dicho consejo. Verificado así, de orden del Sr. Juez yo 
el secretario di también lectura de la lista de parientes de los menores 
que han sido citados para esta junta, por considerarlos con derecho á ser 
vocales del consejo, invitando el Sr. Juez á los concurrentes á que mani-
fiesten si la encuentran ó no conforme, y todos le prestaron su conformi-
dad, expresando que no tienen noticia de que existan otros parientes con 
mejor derecho. 
El mismo Sr. Juez expuse que de la citada lista debían elegirse y 
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nombrarse los vocales del consejo de familia de que se trata, conforme 
á lo prevenido en el art. 291 del Código civil; pero como se han excu-
sado D., abuelo materno de los menores, por su falta de salud y por ser 
mayor de sesenta años, y M., tío carnal por la linea materna, por residir 
â más de 30 kilómetros, excusas ambas que autorizan los artículos 244, 
números 40 y 41, y 297 de dicho Código, para evitar dilaciones en la 
constitución del consejo, era de parecer que dichos dos señores fuesen 
excluidos de la lista de los elegibles; y que debiendo sacarse de dicha 
lista al que haya de ser tutor legitimo por no haberlo testamentario, y 
siendo incompatible este cargo con el de vocal del consejo, por la razón 
antes indicada era también de parecer que convenía excluir al que haya 
de ser tutor. Con la venia del Sr. Presidente manifestó C. que le parecía 
muy bien todo lo propuesto por el Sr. Juez; que á él le correspondía la 
tutela legítima, por ser abuelo paterno de los menores; pero que por su 
avanzada edad de más de sesenta años se excusaría si se le nombrase, y 
que sería más á propósito para ese cargo E , hermano mayor de dichos 
menores, á quien correspondía por no existir abuelos. Este manifesto que 
estaba conforme en aceptar ese cargo de tutor. Y en vista de todo se 
acordó por unanimidad que fuesen excluidas del consejo las tres perso-
nas antedichas. 
De conformidad con los acuerdos adoptados, el Sr. Juez manifesto 
que, con arreglo á la ley, procedía nombrar y nombraba vocales del 
consejo de familia para la tutela de los menores A. y B., á los cinco pa-
rientes de los mismos que a continuación se expresan: 
D. C., abuelo paterno de dichos menores. 
D. F , como marido de M., hermana viva de los mismos. 
D. G., tío carnal de los mismos por la línea paterna. 
D. II., con igual parentesco por la línea materna; y 
D. J., por ser el primo hermano de mayor edad entre los parientes de 
este grado. 
Enterados los concurrentes, manifestaron su aprobación á dichos nom-
bramientos, y hallándose presentes los cinco elegidos, aceptaron el cargo, 
obligándose á desempeñarlo bien y fielmente conforme á la ley, y en su 
consecuencia, el Sr. Jaez declaró constituido el consejo de familia para 
la tutela de los menores A. y B., con los cinco parientes que quedan 
nombrados. 
Acto continuo el Sr. Juez manifestó á los vocales elegidos, que para 
facilitar la convocatoria de su primera reunión sería conveniente que hi-
cieran ahora la elección de su presidente, aunque también pueden ha-
cerla en la primera junta que celebren, y aceptando la invitación, des-
pués de haber conferenciado entre sí, eligieron por unanimidad para 
presidente del consejo al vocal F., rogando al Sr. Juez que lo haga cons-
tar en el acta, como así lo acordó. 
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Y el Sr. Juez dió por terminada la junta, extendiéndose la presente 
acta, que después de leida por mí el secretario, fué aprobada por todos 
los concurrentes, acordando el Sr. Juez que se entregue certificación lite-
ral de la misma al presidente del consejo de familia, para que éste pueda 
acreditar su constitución y demás efectos consiguientes, y firman todos 
los concurrentes con dicho Sr. Juez, de que yo, el secretario, certifico.
—(Firma entera del juez, concurrentes y del secretario, con Ante mí.) 
Nota de haberse librado la certificación del acta, y de su entrega al 
presidente del consejo de familia, si hubiere sido elegido, y si no, al 
primero de los vocales. 
Cuando el padre, ó la madre en su caso, hayan designado en su tes-
tamento las personas que hayan de formar el consejo de familia de sus 
hijos, en número de cinco 6 más, el juez municipal se limitará á decla-
rarlo constituido con dichas personas; y sólo en el caso de que no Ile - 
guen a cinco, nombrará para completar este número á los parientes á 
quienes corresponda. 
Para la constitución del consejo de familia de los hijos naturales re-
conocidos y de los demás ilegítimos, véase el art. 30t del Código civil, y 
el 303 respecto de los huérfanos menores acogidos eu los establecimien-
tos de Beneficencia. 
Así que esté constituido el consejo de familia, su presidente, si estu-
viere ya elegido, y en otro caso el vocal nombrado en primer lugar, con-
vocará sin dilación á los demás vocales, con designación del local, día y 
hora, y el objeto de la reunión. 
En esta primera junta se procederá en primer lugar á la elección del 
presidente, si no estuviere ya nombrado; se adoptarán las medidas que 
el consejo estime necesarias para atender al cuidado de la persona y 
bienes del menor ó incapacitado, y se acordará lo que proceda pata cons-
tituir la tutela, según sea ésta testamentaria, legítima 6 dativa, en la 
forma que se expondrá para cada caso en la sección siguiente (art. 304 
del Cod. civil). 
Según el art. 304 de dicho Código, corresponde al presidente: 4.° 
reunir el consejo cuando le parezca conveniente, ó lo pidan alguno de 
los vocales, 6 el tutor, 6 el protutor, y presidir sus deliberaciones: 2.°, 
reóactar y fundar sus acuerdos, haciendo constar la opinión de cada uno 
de los vocales, y autorizando el acta con su firma y la de éstos; y 3. 0, 
ejecutar los acueráos. 
No autoriza la ley el nombramiento de secretario, y de la segunda 
che las atribuciones del presidente se deduce que no debe haberlo. Esto 
no obsta al nombramiento de una persona competente que se encargue de 
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extender las actas y de ejecutar los trabajos materiales que se le encarguen, 
puesto que no lo prohibe la ley; pero sin voz ni voto en las deliberacio-
nes del consejo, á no ser dicha persona uno de sus vocales. Aunque sea 
vocal, no está autorizado para firmar con el carácter de secretario, ni para 
dar certificaciones, ni para ejecutar ninguna clase de acuerdos, pues esto 
corresponde al presidente. 
El consejo no puede tomar resolución alguna sin la concurrencia de 
tres vocales por lo menos. Los acuerdos han de tomarse siempre por ma-
yoría de votos de los concurrentes. En caso de empate, decide el voto 
del presidente (art. 305). 
Los vocales están obligados á asistir á las reuniones del consejo á que 
sean convocados. Si no asistieren, ni alegaren excusa legítima .ante el 
consejo 6 su presidente, éste debe ponerlo en conocimiento del juez mu-
nicipal, quien podrá imponer al que hubiere cometido la falta, una multa 
que no exceda de 50 pesetas. Pero cuando se trate de negocio en que 
tenga interés algún vocal, ó lo tengan sus descendientes, ascendientes 
6 consorte, ese vocal no puede tomar parte en la deliberación, ni asistir 
á la reunion sino para ser oído, cuando el consejo así lo estime conve-
niente (arts. 306 y 307). 
El consejo de familia sólo puede conocer de aquellos negocios que le 
atribuye expresamente la ley, ó que son de su competencia conforme á 
las disposiciones del Código civil (art. 309). 
Contra los acuerdos 6 decisiones del consejo de familia concede el 
art. 310 del Código el recurso de alzada para ante el juez de primera 
instancia, que podrán interponer los vocales que hayan disentido de la 
mayoría, el tutor, el protutor, ó cualquier pariente del menor ó incapa-
citado, ú otro interesado en la decisión, salvo el caso del art. 242. Dicho 
recurso no es el ordinario de apelación, y por esto no se fija término 
para interponerlo, 6 se fija el de quince días, como en los casos de los ar-
tículos 240 y 249; ni puede serio, porque en ninguna disposición del Có-
digo se da al consejo de familia el carácter 6 categoría de tribunal, ni se 
declara que el juez de primera instancia sea su superior jerárquico: tal 
recurso es la demanda que puede interponerse ante dicho juez para que 
se deje sin electo 6 se modifique el acuerdo del consejo de familia, y se 
declare, sobre el punto á que éste se refiera, lo qne sea procedente con 
arreglo á derecho. Dichos recursos han de sustanciarse y decidirse por 
los trámites establecidos para los incidentes (art. 1873 de la ley), con ape-
lación para ante la Audiencia del territorio, y el recurso de casación en 
su caso. 
Pero téngase presente, que el juez de primera instancia no tiene com-
petencia para resolver sobre asuntos de la administración de la tutela, 
sin que antes haya resuelto el consejo de familia, de cuya resolución pue- 
s 
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dan alzarse los interesados, como se ha dicho, y tiene declarado el  Tri-
bunal Supremo en sentencia de 5 de Diciembre de 4895. 
De cada sesión del consejo de familia se extenderá un acta, en papel 
timbrado de dos pesetas, á no estar declarado pobre el sujeto á la tutela, 
haciendo constar en ella los puntos 6 asuntos sometidos á la deliberación 
del consejo, la opinión de cada uno de los vocales, con expresión sucinta 
de las razones en que la funden; el acuerdo que se adopte con sus funda-
mentos, consignando si ha sido por unanimidad 6 por mayoría, y en este 
caso el voto de cada uno de los disidentes. El presidente conservará todas 
las actas para entregarlas, al terminarse la tutela, al que hubiere estado 
sujeto ó ella, 6 á sus causahabientes, como lo ordena el art. 314 del Có-
digo. Sin embargo, como nada está ordenado sobre la forma en que han 
de extenderse las actas, será conveniente, para evitar abusos 6 descuidos, 
que se extiendan en un libro encuadernado y foliado, poniendo el juez 
municipal su sello 6 rúbrica en cada una de las hojas, sin perjuicio de 
reintegrar al Estado el importe del timbre. 
Creemos suficientes las anteriores explicaciones y más útiles que los 
formularios, para ordenar con facilidad el procedimiento en todo lo que 
se refiere g la constitución del consejo de familia, y al ejercicio de sus 
funciones en general. 
Y concluiremos indicando que nos parece errónea la opinión de los 
que creen que los jueces de primera instancia pueden ejercer de oficio la 
facultad que el art. 296 del Código concede a los tribunales, para subsa-
nar la nulidad que resulte de la inobservancia de las disposiciones relati-
vas a la constitución de dicho consejo, si no se debiere al dolo, ni causare 
perjuicio á la persona ó bienes del sujeto á tutela; pero reparando el error 
cometido en la formación del consejo, cuando se subsane su nulidad, á 
fin de que quede constituido conforme á la ley. No: la ley no faculta á los 
tribunales para proceder de oficio en asuntos de interés privado; sólo po-
drán hacerlo á instancia de parte legítima, que tenga interés 6 se crea 
perjudicada. El que se halle en el caso de impugnarla formación del con-
sejo de familia, por no haberse ajustado el juez municipal a lo ordenado 
en la ley, debe acudir al juzgado de primera instancia con la correspon-
diente demanda de nulidad, sin que en manera alguna quepa, en tal caso, 
otro recurso, como tiene declarado el Tribunal Supremo en sentencia de 
48 de Junio de 4890. 
SECCIÓN II 
DEL NOMBRAMIENTO DE TUTORES Y PROTUTORES 
I. Tutela testamentaria 
—Pueden nombrar tutor testamentario á los 
menores y á los incapacitados el padre, la madre y el extraño que les 
deje herencia 6 legado de importancia. El padre y la madre pueden tam- 
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bién hacer en su testamento el nombramiento de protutor para sus hijos, 
pero no el extraño. El tutor nombrado por la madre que hubiere contraí-
do segundas nupcias, para los hijos de su primer matrimonio, no surte 
efecto sin la aprobación del consejo de familia. Tampoco surte efecto el 
nombrado por un extraño, has ta que dicho consejo haya resuelto aceptar 
la herencia ó el legado (arts. 206 y 207 del Código civil). 
El tutor testamentario debe comparecer ante el consejo de familia 
personalmente ó por escrito, presentando copia fehaciente del testamen-
to, si no obra ya en el expediente, y la certificación del Registro de iil-
timas voluntades, establecido en el Ministerio de Gracia y Justicia, para 
acreditar que no existe otro testamento posterior, (si fuese urgente consti-
tuir la tutela, ofrecerá presentar después dicha certificación), manifestan-
do, en su caso, que acepta el cargo de tutor, y pidiendo que se nombre 
el protutor (si no estuviere nombrado en el testamento del padre ó de la 
madre); que se le declare exento de la obligación de afianzar la tutela, por 
haberle relevado de ella el testador, y en otro caso, que se lije la cuantía 
de la fianza para prestarla, y que á su tiempo se le dé la certificación co-
rrespondiente para la inscripción en el registro de tutelas del juzgado de 
primera instancia, a fin de llenar todos los requisitos previos que exige la 
ley para que se le ponga en posesión del cargo. Sin dilación se reunirá 
el consejo convocado por su presidente, y teniendo á la vista el testa-
mento, pues de otro modo habrá de dilatarse hasta su presentación, se 
resolverá lo que proceda, extendiéndose la siguiente 
Acta de constitución de la tutela.—En... (lugar y fecha), reunido el 
consejo de familia bajo la presidencia de M., con asistencia de los voca-
les N., N., N. y N., y el tutor testamentario H., manifestó el Sr. Presi-
dente que esta reunión tenía por objeto acordar lo conducente para la 
constitución de la tutela de los menores A. y B., y poner en posesión á 
dicho tutor, como éste lo había solicitado, á cuyo fin creía necesario en-
terarse bien de lo dispuesto por el testador sobre la tutela de sus hijos. 
Con este objeto, el mismo Sr. Presidente (6 el vocal N.), leyó en alta 
voz el testamento de N., padre de dichos menores, quedando todos ente- 
rados de lo que en él se dispone. 
En cuanto al nombramiento de tutor, expresó el Sr. Presidente que, 
estando deferida la tutela por el testamento á H., y no concurriendo 'en 
éste ninguna causa de incapacidad, nada tenía que resolver el consejo 
sobre este punto, sino tener por hecho ese nombramiento, si H. aceptaba 
el cargo. Este manifestó en el acto que lo aceptaba, como ya tenía dicho, 
con todas sus responsabilidades, y se obligaba a desempeñarlo bien y 
fielmente conforme á las leyes; y en vista de esta declaración, acordó el 
consejo por unanimidad que se tenga y considere á H. como tutor testa-
mentario de los menores A. y B., nombrado por el padre de los mismos. 
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Respecto de protutor, dijo el Sr. Presidente que, no resultando del 
testamento del padre de los menores designada persona alguna para este 
cargo, correspondía al consejo su elección y nombramiento, conforme al 
art. 233 del Código civil, é invitó á los señores vocales á que indicasen 
las personas que creyeran más á propósito para ese cargo, teniendo pre-
sente que, según el art. 235 del mismo Código, el nombramiento de pro-
tutor no puede recaer en pariente de la misma línea del tutor, y el tutor 
nombrado es pariente de los menores por la línea paterna. Después de 
haber indicado, tanto el Sr. Presidente como cada uno de los vocales, los 
nombres de varias personas, y de haber discutido sobre la aptitud y demás 
circunstancias de cada una de ellas, acordaron por unanimidad nombrar 
para el cargo de protutor de los menores A. y B. a X., primo hermano 
de los mismos por la linea materna (ó á un extraño); que se le haga saber 
por el Sr. Presidente y que se le cite á la primera reunión del consejo, 
para que acepte el cargo y se le ponga en posesión del mismo. 
En cuanto al afianzamiento de la tutela, manifestó el Sr. Presidente 
que, aunque creía exento del cumplimiento de esta obligación al tutor H., 
conforme al nám. 2.° del art. 260 del Código civil, por resultar del tes-
tamento haberle relevado de fianza el padre de los menores, sometía este 
punto á la deliberación del consejo. El Sr. Vocal N., dijo que era de la 
misma opinión, en razón á que, después del nombramiento de dicho tu-
tor, no han variado sus condiciones ni ocurrido causas, ignoradas por 
el testador, que hagan indispensable la fianza. Y conformes los demás 
vocales, el consejo acordó por unanimidad declarar al tutor H. exento de 
la obligación de afianzar; que el Sr. Presidente le dé la certificación ne-
cesaria para que se inscriba su nombramiento en el registro de tutelas' 
del juzgado de primera instancia, y que, llenado este requisito, comparez-
ca para ponerle en posesión de su cargo. 
(Si el tutor no estuviese exento de la obligación de afianzar, en lugar 
del acuerdo anterior, se adoptará el siguiente): Acto continuo el Sr. Pre-
sidente sometió á la deliberación del consejo, si el tutor nombrado está 
obligado á dar fianza, y, caso afirmativo, la cuantía en que deba pres-
tarla. Sobre el primer punto, todos los señores del consejo convinieron 
sin discusión en que no estaba comprendido el tutor en ninguna de las 
excepciones establecidas en el art. 260 del Código civil, y por tanto, 
que debía dar fianza; y así lo acordaron. Y respecto del otro extremo, . 
hubo discusión sobre la importancia, cuantía y valor de los bienes mue-
bles, y de las rentas y productos anuales de los demás bienes que perte-
necen .á los menores, y deben entrar en poder del tutor; datos indispen-
sables para fijar la cuantía de la fianza, según el art. 254 del Código; y 
conviniendo todos en la imposibilidad de reunir con exactitud estos da-
tos mientras no se forme el inventario que previene el núm. 3.• del ar-
tículo 264 del mismo Código, lo cual tendrá lugar después de posesio- 
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narse el tutor de su cargo, ateniéndose á los cálculos que han formado 
por el conocimiento que tienen de los bienes, el consejo acordó por una-
nimidad que, sin perjuicio de hacer uso de la facultad que concede el ar-
ticulo 259 de dicho Código para aumentar 6 disminuir la fianza durante 
el ejercicio de la tutela, de cuya facultad hará uso el consejo, si lo esti-
mase necesario, cuando tenga conocimiento exacto del valor de los bie-
nes y de sus rentas 6 productos, por ahora se fija en 15.000 pesetas 
(6 la que proceda), la cuantía de la fianza que debe prestar el tutor H. 
para asegurar el resultado de su gestión; pero depositando desde luego 
los efectos públicos tr valores del Estado (si los hubiere), que pertenecen 
á los menores, en la Caja general de Depósitos. Enterado de este acuerdo 
el tutor H., que está presente, dijo que, con la salvedad que el mismo 
acuerdo contiene, está conforme en dar fianza hipotecaria por la cantidad 
señalada de 45.000 pesetas, si el consejo estima suficiente garantía la de 
tal finca, que adquirió por herencia de su padre y le fué adjudicada por 
20.000 pesetas, como resulta del título de propiedad que exhibe. Des-
pués de examinado dicho título, el consejo calificó de suficiente la fianza 
hipotecaria ofrecida por el tutor, y acordó que, otorgada por éste la co-
rrespondiente escritura, é inscrita la hipoteca en el Registro de la propie-
dad, entregue este documento al Sr. Presidente del consejo para su con-
servación, y si éste lo encuentra conforme, le expida certificación de los 
particulares expresados en el art. 290 del Código civil para que gestione 
el tutor la inscripción de la tutela en el registro del juzgado de primers 
instancia, y luego que se llenen todos estos requisitos que previene la 
ley, se acordará lo que proceda sobre dar al tutor la posesión de su 
cargo. 
Y no habiendo otros asuntos de que tratar, el Sr. Presidente dió por 
terminada la sesión, firmando la presente acta, después de leída y apro-
bada, con los Sres. Vocales y el tutor, que han concurrido.—(Firma en-
tera de todos los concurrentes). 
El presidente acreditará por, nota a continuación haberse depositado 
en el establecimiento correspondiente los valores y efectos públicos de 
los menores, con expresión de su clase y valor nominal, la fecha y nú-
meros del resguardo, el que conservará en su poder para entregarlo al 
tutor cuando se posesione del cargo, a fin de que pueda cobrar los inte-
reses. 
Otorgada é inscrita en el Registro de la propiedad la escritura de 
fianza, el tutor la entregará al presidente del consejo para que la conserve 
en su poder, y en su vista, éste le dará la certificación acordada, acredi -
tándolo también por nota. 
Discernimiento y registro de la tutela.—Con dicho documento acu-
dirá el tutor al juzgado de primera instancia, sin necesidad de firma de 
1 
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letrado ni de procurador, solicitando que, previo el discernimiento del 
cargo, si el juez lo estima necesario, se inscriba la tutela en el registro 
correspondiente, y se le dé testimonio de todo para los efectos que pro-
cedan. 
Providencia del juez de primera instancia.—Por presentado este es-
crito con la certificación que se acompaña, y rsultando de ella que 
D. H. ha sido nombrado tutor de los menores A. y B. por el padre de 
los mismos D. N. en el testamento que otorgó en tal fecha ante tal no-
tario, y que constituido legalmente el consejo de familia, éste, teniendo 
por bien hecho ese nombramiento, ha nombrado protutor a D. X. y exi-
gido al tutor la fianza que ha estimado suficiente, el cual la ha prestado 
en debida forma (6 declarado que está exento de prestarla); disciérnase 
el cargo á dicho tutor, conforme a lo prevenido en el art. 4868 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, luego que otorgue apud acta ante el Fresente 
escribano la obligación de cumplir los deberes de su cargo, y hecho, 
inscríbase la tutela en el registro del juzgado por medio del oportuno 
testimonio, haciendo constar los particulares que determina el art. 290 
del Código civil, y entréguese al tutor testimonio de esta providen-
cia, del acta de discernimiento y de haber sido inscrita la tutela en el 
registro correspondiente; y en atención á que el consejo de familia no 
ha resuelto todavía sobre la pensión alimenticia de los menores, hágase 
saber al tutor que luego que el consejo lo acuerde, acredite la resolución 
que se adopte sobre dicho punto para adicionada en el registro. Lo 
mandó, etc. 
Notificación y obligación del tutor.— Se le notifica la providencia an-
terior en la forma ordinaria, añadiendo: y enterado, dijo: Que se obliga 
á cumplir conforme á las leyes los deberes del cargo de tutor ele los  me-
no res A. y B., que tiene aceptado. Y para que conste, lo firma, de que 
doy fe. (Firma del tutor y del actuario.) 
Acta de discernimiento.—En... (lugar y fecka), el Sr. D. N. juez de 
primera instancia de la misma y su partido, en vista de este expediente, 
y llevando á efecto lo acordado en la providencia que precede, dijo: Que 
debía discernir y discernía á D. H. el cargo de tutor de los menores A. y 
B , confiriéndole las facultades en derecho necesarias para representar á 
dichos menores, en juicio y fuera de él, con arreglo a las leyes, y para 
cuidar de sus personas y bienes, administrando el caudal con el celo y di-
ligencia de un buen padre de familia; pidiendo autorización al consejo 
de familia para llevar á efecto los actos que se determinan en el art. 269 
del Código civil, y cumpliendo las demas obligaciones que en el art. 261e 
y en otros impone á los tutores dicho Código, bajo la responsabili-
dad de los daños y perjuicios que puedan ocasionarse á los menores. Así 
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lo acordó dicho Sr. Juez, y lo firma, de que doy fe. (Firma entera del 
juez y del actuario, con Ante mi.) 
Hecha la inscripción de la tutela conforme a lo mandado en la pro-
videncia antes formulada, y entregado al tutor el testimonio que en ella 
se previene, quedará el expediente en la secretaría del juzgado para unir 
á él las cuentas anuales del tutor, que deben remitirse á dicho juzgado, 
conforme al art. 279 del Código, y para dictar en su caso las determina-
ciones que el juez estime necesarias, á los fines que se indican en el ar-
tículo 292 del mismo Código. 
Posesión del tutor: inventario: alimentos de los menores: retribución 
de aquél. — Con el testimonio del discernimiento y de la inscripción de la 
tutela en el registro, el tutor acudirá al presidente del consejo de fami-
lia para que se le ponga en posesión del cargo. El presidente convocará 
á los vocales y al tutor, y también al protutor, si lo estima conveniente, 
que lo será casi siempre, con señalamiento de local, dia y hora. En esta 
reunión acordará el consejo que se ponga al tutor en posesión de su car-
go, haciéndole entrega de los menores, si no obran en su poder, y de los 
bienes de los mismos de que deba hacerse cargo. En la misma reunión 
convendrá señalar el plazo dentro del cual el tutor haya de hacer el in-
ventario de los bienes á que se extienda la tutela, que previene el núm. 3 ° 
del art. 264 del Código, y designar los dos testigos que con el protutor 
han de intervenir en dicho acto, y en su caso, los peritos, y si ha de hacer-
se ó no con autorización de notario, en cumplimiento de lo que ordenan 
los arts. 265 y 266 del mismo Código; aunque el nombramiento de los dos 
testigos y de los peritos para el avalúo podrá dejarse para otra reunión, 
si asi conviene, á fin de buscar y elegir personas competentes y que se 
presten á ese servicio. 
Luego que esté formado el inventario con el avalúo de los bienes, se 
reunirá el consejo convocado por su presidente para deliberar y decidir 
sobre la pensión alimenticia de los menores ó del incapacitado, 6 si deben 
señalarse frutos por pensión, y sobre la retribución que deba concederse 
al tutor, conforme á los artículos 268 y 276 del Código, en el caso de no 
resultar del testamento disposición alguna sobre esos puntos. Contra cual-
quiera de estos acuerdos puede recurrir el tutor al juzgado de primera 
instancia, sin plazo fijo, sustanciándose y resolviéndose esta contienda 
por los trámites de los incidentes. 
Para las actas de las sesiones que habrá de celebrar el consejo de fa-
milia en los casos antedichos, y para las demás reuniones del mismo, que 
sean necesarias, podrá servir de modelo la formulada anteriormente. 
IL Tutela legitima.
— No habiendo tutor testamentario, corresponde 
al consejo de familia designar el pariente á quien la ley defiere la tutela, 
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lo que verificará en la primera reunión que celebre después de constitui-
da, como también el nombramiento de protutor. La tutela legitima de los 
menores de edad corresponde á los parientes designados en el art. 211 
del Código civil, por el orden que en él se establece, y para deferirla 
basta que el padre, ó la madre en su Baso, hayan fallecido sin testamen-
to; circunstancia que se habrá hecho constar para constituir el consejo 
de familia. 
La tutela de los locos, dementes y sordomudos corresponde, por su 
orden, á los parientes que determina el art. 220; la de los pródigos, á los 
designados en el 237, y la de los que sufren la pena de interdicción cival, 
á los que se determinan en el art. 230 del mismo Código. En todos estos 
casos ha de preceder la declaración judicial de la incapacidad, en la for-
ma expuesta en la nota que principia en la página 301 de este tomo. 
El procedimiento para constituir la tutela legítima en todos los casos 
antedichos, es el mismo que para la testamentaria, explicado anterior-
mente. 
III. Tutela dativa.—«No habiendo tutor testamentario ni persona 
llamada por la ley á ejercer la tutela vacante, corresponde al consejo de 
familia la elección de tutor (y también la del protutor) en todos los casos 
del art. 200.» Así lo dispone el art. 231 del Código civil, imponiendo en 
el siguiente la responsabilidad de daños y perjuicios al juez municipal 
que en tales casos descuide la reunión ó constitución del consejo de fa-
milia. Véase la nota de la pág. 305 de este tomo. 
En la primera reunión que celebre el consejo después de constituido ó 
luego que se acredite que no existe tutor testamentario ni legítimo, de-
berá hacer el nombramiento de tutor dativo y el de protutor, y tomar los 
demás acuerdos á que se refiere el acta de constitución de la tutela for-
mulada para la testamentaria, que podrá servir de modelo con las modi-
ficaciones que exige la diversidad de casos. También serán aplicables los 
demás procedimientos allí explicados, hasta poner al tutor en posesión de 
su cargo, y fijar la pensión alimenticia del menor ó incapacitado, y la re-
tribución de aquél, ó la asignación de frutos por alimentos. 
IV. Excusas.—Según el art. 202 del Código civil, «los cargos de 
tutor y protutor no son renunciables, sino en virtud de causa legítima 
debidamente justificada». Esta causa ha de ser alguna de las determina-
das taxativamente en los artículos 244 y 245 del mismo Código. El tutor 
electo, sea testamentario, legítimo 6 dativo, que quiera excusarse por 
concurrir en él alguna de dichas causas, debe alegar la excusa ante el 
consejo de familia en la reunión dedicada á constituir la tutela, si á ella 
concurre, ó si antes hubiera tenido noticia de su nombramiento, y en otro 
caso, dentro de los diez días siguientes al de su notificación. Si la causa 
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de la excusa fuese posterior á la aceptación de la tutela, el término de 
diez días para alegarla ante el consejo se contará desde el siguiente al en 
que el tutor hubiere tenido conocimiento de ella. Lo mismo se entenderá 
respecto de los protutores (arts. 247 y 248 del Código civil). 
El consejo de familia resolverá lo que estime procedente sobre la ad-
misión de la excusa en la misma reunión en que se alegue, 6 en la que 
se celebre para tratar de ella. Su resolución podrá ser impugnada ante el 
juez de primera instancia dentro de quince días. En esta contienda, que 
se sustanciará por los trámites de los incidentes (art. 1873 de la ley), el 
consejo sostendrá su acuerdo á expensas del menor 6 incapacitado; pero 
si fuere confirmado, se condenará en costas al que la hubiere promovido 
(art. 249 del Código). 
Durante el juicio de excusa, el tutor ó protutor que lo promueva está 
obligado á ejercer su cargo. Si no quiere hacerlo, el consejo de familia 
nombrará persona que le sustituya, quedando el sustituido responsable 
de la gestión del sustituto, si fuere desechada la excusa (art. 250 del 
Código). 
V. Incapacidad y remoción.—En el art. 237 del Código civil se deter-
minan taxativamente las causas que inhabilitan para los cargos de tutor 
y protutor, y en el 238 los motivos de remoción de los mismos. Al con-
sejo de familia corresponde resolver sobre ello, tanto antes como después 
de haber dado posesión al tutor 6 protutor; pero no puede declarar la in-
capacidad ni acordar la remoción, sin citar al interesado para la reunión 
en que haya de tratarse de ello, y sin oírle si se presentare. Si no se pre-
senta á dar sus descargos, después de citado, el consejo resolverá lo que 
estime procedente, según resulte 6 no justificada la causa de la incapaci-
dad 6 el motivo de la remoción (art. 239 del Código). 
Si la resolución del consejo es favorable al tutor 6 protutor, y es adop-
tada por unanimidad, no se da contra ella recurso de ningnna clase; pero 
si es adoptada por mayoría, podrán recurrir contra ella el vocal disiden-
te, el protutor ó el tutor en su caso, 6 cualquier pariente del menor ó in-
capacitado ú otro interesado en la decisión. Y cuando se declare la inca-
pacidad á se acuerde la remoción, el tutor 6 protutor agraviado podrá 
reclamar contra el acuerdo ante el juez de primera instancia dentro de los 
quince días siguientes al en que se le haya cornunicado la resolución. 
Transcurrido este plazo improrrogable sin formular la reclamación, se 
entenderá consentido el acuerdo, y el consejo procederá á proveer la va-
cante. En todos estos casos, la contienda judicial se ventilará por los trá-
mites de los incidentes, y será parte en ella el consejo de familia para 
sostener su acuerdo, litigando á expensas del menor, á no ser que los 
vocales sean condenados personalmente en las costas por haber procedi-
do con notoria malicia (arts. 240, 241 y 242 del Código, y 4873 de la ley). 
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Cuando por causa de incapacidad no hubiese entrado el tutor en el 
ejercicio de su cargo, y reclamase contra el acuerdo del consejo, éste 
proveerá á los cuidados de la tutela mientras se resuelve definitivamente 
sobre el impedimento. Y cuando el consejo declare la incapacidad 6 
acuerde la remoción del tutor, después de haber entrado éste en el ejer-
cicio de su cargo, también corresponde á aquél atender á los cuidados 
de la tutela mientras dure la contienda; pero en este caso no podrán eje-
cutarse sus acuerdos sin la previa aprobación judicial, que habrá de soli-
citar el consejo del juez de primera instancia que conozca del litigio (ar-
tículo 243 del Código). 
VI. Cuentas de la tutela.—Siempre que el tutor sea un pariente co-
lateral del menor 6 incapacitado, 6 un extraüo, y no le estén asigl1ados 
frutos por alimentos, debe rendir al consejo de familia cuentas anuales 
de su gestión, y otra general acompañada de los documentos justifica-
tivos, al cesar aquél en su cargo, al que hubiere estado sometido á la 
tutela 6 á sus causahabientes. Las anuales, después de examinadas por el 
protutor y censuradas por el consejo de familia, debe éste remitirlas al 
juzgado de primera instancia para que se depositen en la secretaría ó es-
cribanía en que hubiere radicado el expediente de discernimiento é ins-
cripción de la tutela en el registro. Sobre el procedimiento para la apro-
bación de unas y otras cuentas, véase la sota que principia en la pági-
na 346 de este tomo. 
TITULO IV 
DE LOS DEPÓSITOS DE PERSONAS 
ART. 1880 (1879). Podrá decretarse el depósito: 
1. 0 De mujer casada que se proponga intentar, 6 
haya intentado, demanda de divorcio, 6 querella de 
amancebamiento contra su marido, 6 la accion de nu-
lidad del matrimonio. 
2. ° De mujer casada contra la cual haya intentado 
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su marido demanda de divorcio, 6 querella de adulte-
rio, 6 la action de nulidad del matrimonio (1). 
(1) El Código civil, después de declarar en su art. 67 que, «los 
efectos civiles de las demandas y sentencias sobre nulidad de matri-
monio y sobre divorcio, solo pueden obtenerse ante los tribunales 
ordinarios», ordena en el 68, que interpuestas y admitidas dichas de-
mandas, se adoptarán, mientras dure el juicio, las disposiciones que 
se determinan en el mismo artículo, siendo las dos primeras; la sepa-
ración de los cónyuges en todo caso, y depositar la mujer en los casos 
y forma prevenidos en la ley de Enjuiciamiento civil. En su virtud, que-
dan vigentes los números 1. 0 y 2.0 del art. 1880, á que esta nota se 
refiere, y los artículos 1881 al 1900, en los que se ordena la forma en 
que ha de llevarse á efecto el depósito de la mujer casada en los dos 
casos á que dichos números se refieren. 
También está de acuerdo con el Código la ley de Enjuiciamiento 
civil, acerca de que el conocimiento de estos asuntos corresponde á 
la jurisdicción ordinaria; declarando en la regla 20 del art. 63, que en 
loe depósitos de personas, será juez competente el que conozca del 
pleito ó causa que los motive, y no habiendo autos anteriores, lo será 
el del domicilio de la persona que deba ser depositada; pero que 
«cuando circunstancias particulares lo exigieren, podrá decretar inte-
rina y provisionalmente el depósito el juez municipal del lugar en que 
se encuentre la persona que deba ser depositada, remitiendo las dili-
gencias al de primera instancia competente, y poniendo á au disposi-
ción la persona depositada». El Código ordena también en su art. 81, 
que cuando se incoe ante el tribunal eclesiástico una demanda de di-
vorcio 6 de nulidad de matrimonio canónico, «corresponde al tribu-
nal civil dictar, á instancia de la parte interesada, las disposiciones 
referidas en el art. 68», antes citado. 
Sobre este punto, el Tribunal Supremo, en sentencia de casación 
de 15 de Abril de 1891, y en otras anteriores decidiendo competencias, 
fundándose en la regla 20 del art. 63 antes citado, y en el 64, según 
el cual, «el domicilio de las mujeres casadas, que no estén separadas 
legalmente de sus maridos, será el que éstos tengan», declaró que el 
juez competente para conocer del depósito y alimentos de una mujer 
casada, no separada legalmente de su marido, es el del domicilio de 
éste, y no el del lugar donde aquélla reside. Pero en otra decisión 
posterior de competencia de 13 de Junio de 1896, el mismo Tribunal 
Supremo ha sentado la doctrina de que, cpor regla general, el domici-
lio de las personas naturales es el del lugar de au residencia habitual, 
con arreglo álo prescrito en el art. 40 del Código civil, por lo que, 
4 
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3.0 De mujer soltera que, habiendo cumplido vein-
te años, trate de contraer matrimonio contra el con-
sejo de sus padres 6 abuelos (1). 
aunque la mujer casada, no separada legalmente, se reputa domicilia-
da con su marido, según el art. 64 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
puede pretender su depósito provisional ante el juez donde la misma 
interesada residiere habitualmente, si tuviere allí fija su residencia 
con el consentimiento expreso 6 tácito del marido, como así lo tiene 
declarado este Tribunal Supremo en la decision de 17 de Junio de 
1857». 
(1) Esta disposición está ajustada á la ley de 20 de Junio de 1862, 
sobre disenso paterno para el matrimonio de loe hijos; pero como esta 
ley ha sido modificada por el Código civil, á lo que en éste se dispone 
ha de ajustarse ahora el núm. 3. 0 á que se refiere esta nota. Según el 
art. 45 de dicho Código, está prohibido el matrimonio al menor de 
edad, 6 sea menor de veintitrés affos, sin distinción de sexo, que no 
haya obtenido la licencia, y al mayor que no haya solicitado el consejo 
de las personas que deben dar aquélla 6 éste, determinadas en los 
artículos 46 y 47. La prohibición es absoluta para loe menores de 
edad, pues no pueden contraer matrimonio sin la licencia de los pa-
dres, 6 de la persona á quien, en defecto do éstos, deben pedirla; y por 
tanto, no cabe el depósito de la mujer menor de veintitrés años, como 
tampoco permitía el de la menor de veinte la disposición de que tra-
tamos. En cuanto al consejo, loe hijos mayores de edad están obliga-
dos á pedirlo al padre, y en su defecto á la madre, pero no á los abue-
Ios; y si no lo obtuvieren 6 fuese desfavorable, no podrá celebrarse el 
matrimonio hasta tree meses después de hecha la petición (art. 47). 
Por la mayor edad quedan emancipados loe hijos, y pueden separarse 
de sus padres; pero según el art. 321 del mismo Código, das hijas de 
familia mayores de edad, pero menores de veinticinco años, no podrán 
dejar la casa paterna sin licencia del padre ó de la madre en cuya 
compañía vivan, como no sea para tomar estado, ó cuando el padre 6 
la madre hayan contraído ulteriores bodas». De todas estas disposi-
ciones del nuevo Código se deduce, que hoy no procede el depósito 
judicial de mujer soltera que trate de contraer matrimonio, pues si es 
menor de veintitrés años, no puede contraerlo sin la licencia de los 
padres 6 de quien deba darla, y si es mayor de esa edad, está en su 
derecho abandonando la casa paterna para tomar estado. Sin embargo, 
si la mujer soltera, mayor de edad, que viva honradamente en compa-
ñia de sus padree, solicitase su depósito para contraer matrimonio 
contra el consejo y la voluntad de éstos, buscando el amparo de la 
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4.e De los hijos de familia, pupilos 6 incapacitados, 
que sean maltratados por sus padres, tutores 6 cura-
dores, ú obligados por los mismos á ejecutar actos re-
probados por las leyes (1). 
autoridad judicial á En de evitar violencias y acaso murmuraciones 
contra su honra, creemos que el juez debe acceder a esa pretensión, 
por ser un acto de jurisdicción voluntaria, no prohibido por la ley. 
Para las islas de Cuba y Puerto Rico, por ley de 24 de Agosto de 
1896, refrendada por el Ministro de Ultramar, han sido reformados 
para las mismas el núm. 1.° del art. 45 y el art. 47 del Código civil, 
ordenando en su lugar que se prohibe el matrimonio en dichas islas 
«a los varones menores de veinte años y a las hembras menores de 
diecisiete, naturales de las Antillas españolas, que no hayan obtenido 
la oportuna licencia, y á los mayores de dichas edades que no hayan 
solicitado el consejo de las personas á quienes corresponde legalmente 
otorgar aquélla y éste); y que  los hijos mayores de las edades antedi-
chas, «están obligados á pedir consejo al padre, y en su defecto á la 
madre,; y que «si no lo obtuviesen 6 fuere desfavorable, no podrá 
celebrarse el matrimonio hasta tres meses después de hecha la peti-
ción». Téngase presente esa diferencia de edades para aplicar la doc-
trina expuesta en Cuba y Puerto Rico, donde la mujer soltera, natural 
de aquellas Antillas, que haya cumplido diecisiete años, si es menor 
de veintitrés, tendrá que pedir su depósito judicial para poder aban-
donar la casa paterna, cuando trate de contraer matrimonio contra el 
consejo de au padre, y en su caso de su madre; pero no de los abuelos, 
á quienes no tiene obligación legal de pedirlo. 
(1) Iguala esta disposición para sus efectos á los hijos de familia, 
y á los pupilos é incapacitados que están sujetos á tutela, y hoy será 
preciso distinguir entre aquéllos y éstos. El Código civil, por sus ar-
tículos 155 y 156, concede al padre, y en su defecto á la madre, res-
pecto de sus hijos no emancipados, la facultad de corregirlos y casti-
garlos moderadamente, pudiendo imponerles hasta un mes de reten-
ción, reclamando la intervención del juez municipal para la ejecución 
de esta pena. Pero si tratasen á los hijos con dureza excesiva, 6 si 
les dieren órdenes, consejos ó ejemplos corruptores, para estos casos 
el art. 171 autoriza á los trfbunales para privar los padres de la pa-
tria potestad, ó suspender el ejercicio de ésta. En este segundo caso, 
y no en el primero, podrá ser necesario el depósito del hijo para en-
tablar contra el padre la acción civil ó criminal correspondiente, y se 
llevará á efecto en la forma prevenida en los artículos 1910 al 1913. 
No así respecto de los menores 6 pupilos, ni de los incapacitados, que 
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5.0 De huérfano que hubiere quedado abandonado 
por la muerte, ausencia indefinida en país ignorado, 6 
imposibilidad legal 6 física de la persona que lo tu-
viere á su cargo (1). 
estén sujetos á tutela. Aunque el Código autoriza al tutor, lo mismo 
que á los padres, para corregirlos y castigarlos moderadamente hasta 
con un mes de retención, no puede realizarlo sin la autorización pre-
via del consejo de familia (núm. 1. 0 del art. 269); y si el tutor no llena 
este requisito, ó loe trata con dureza excesiva, ó los corrompe moral. 
mente, al consejo de familia, luego que tenga noticia del hecho, ó le 
llame la atención el protutor, corresponde también remover á ese tu-
tor, que se conduce mal en el desempeño de la tutela, y proveer á los 
cuidados de la persona y bienes del que á ella esta sujeto (art. 236, 
núm. 3.0; 238, núm. 4. 0, y 243), ejerciendo, con la cooperación del 
protutor, la vigilancia que le exige la ley. Por consiguiente, hoy no 
procede el depósito judicial de los menores é incapacitados sujetos á 
tutela, en loe casos á que se refiere el núm. 4.° del art. 1880 de la ley, 
ni tiene que intervenir la autoridad judicial sino cuando el hecho 
constituye delito ó falta. 
(1) Tampoco procede hoy el depósito judicial de los huérfanos en 
loe casos de abandono, á que se refiere este núm. 5.° del art. 1880, ni 
en la forma que se ordena en el 1916 que le sirve de complemento, y 
del cual se deduce que aquella disposición se refiere á los huérfanos 
menores de catorce años, si son varones, y de doce si son hembras, y 
A loe incapacitados, que quedan abandonados por la muerte, ausencia 
indefinida en pais ignorado, ó imposibilidad legal ó física de la 
 per-
sona que los tuviere á su cargo. El Código civil tiene previstos todos 
estos casos, y en ninguno de ellos concede al juez de primera instan-
cia la facultad de depositar á esas personas desvalidas. Si, al quedar 
abandonadas, estaba ya constituida la tutela, tiene el protutor la obli-
gación, bajo la responsabilidad de daños y perjuicios, de promover la 
reunión del consejo de familia para el nombramiento de nuevo tutor 
(art. 236, núm. 4. 0), y al consejo corresponde hacer este nombramien 
to, y proveer á loe cuidados de la persona y bienes del menor ó inca 
pacitado, como ya se ha dicho. Y si no estaba constituida la tutela, el 
juez municipal tiene la obligación, también bajo su responsabilidad, 
de proveer á dichos cuidados hasta el nombramiento de tutor, y de 
proceder sin dilación á la constitución del consejo de familia, el cual 
debe dictar las medidas necesarias para atender á la persona y bienes 
del menor ó incapacitado y constituir la tutela. (Arte. 203, 232, 293 
y 301 de dicho Código.) 
TOMO VI 	 43 
338 	 LIB. ILL-1 s PARTIR.—TiT. IV. 
ART. 1881 (1880). Para decretar el depósito en eI 
caso del párrafo primero del artículo anterior, deberá 
preceder solicitud por escrito de la mujer, 6 de otra 
persona á su ruego (1). 
ART. 1882 (1881). Presentada la solicitud, se tras-
ladará el Juez, acompafiado del actuario, á la casa del 
marido; y sin que éste se halle presente, hará compa-
recer á la mujer para que manifieste si se ratifica 6 
no en el escrito en que haya pedido el depósito. 
Si la mujer no se encontrare en la casa del marido, 
se practicará la diligencia expresada, y las demás á 
que se refieren los artículos siguientes, en aquella en 
que se encontrare, citando préviamente al marido con 
señalamiento de día y hora, bajo apercibimiento de 
que, sin más citacion, se realizarán dichas diligencias 
aunque no concurra. 
No estando presente el marido, decidirá el Juez lo 
que corresponda. 
ART. 1883 (1882). Ratificándose la reclamante, 
(1) En este artículo, y en los que siguen hasta el 1897 inclusive, se 
ordena el procedimiento para el depósito de la mujer casada que se 
proponga intentar, ó haya intentado demanda de divorcio ó querella 
de amancebamiento contra el marido, ó la acción de nulidad del ma-
trimonio, que es el caso 1. 0 del artículo anterior 1880. La claridad 
y buen sentido práctico con que está redactado ese procedimiento, ex-
cusan toda observación, bastando atenerse al texto de la ley, que so-
bre este punto no ha sufrido modificación alguna y está vigente, como 
se ha dicho en la nota 1.a de este título. Téngase presente que en es-
tos casos, en que la mujer es la demandante, sólo puede procederse á 
instancia de la misma, y si lo hace antes de que le sea admitida la 
demanda ó la querella, hay dos depósitos: uno provisional, anterior á 
dicha admisión, en el que se da intervención al marido, conforme á 
los arts. 1883 y 1884; y otro definitivo ó permanente, con 
 posteriori-
dad á la admisión de la demanda ó querella, en el que la ley no exige 
la intervención del marido, como se deduce del art. 1895, por el que 
se concede á la mujer en tal caso la facultad de designar el deposita. 
rio. Así lo declaró el Tribunal Supremo en sentencia de casación 
de 13 de Noviembre de 1858, aplicando la ley de 1855, que 
 en este 
punto es igual á la vigente de 1881. 
procurará el Juez que se pongan de acuerdo marido y 
mujer sobre la persona que haya de encargarse del 
depósito. 
ART. 1884 (1883). Si no convinieren, ó el marido 
no hubiere concurrido, el Juez elegirá la que crea más 
á propósito, bien de las designadas por uno de ellos, 
si estimare infundada la oposicion que se 
 le  hubiere 
hecho por el otro, bien cualquiera otra de su confianza. 
ART. 1885 (1884). Dispondrá tambien que en el 
acto se entreguen á la mujer la cama y ropa de su uso 
diario, formándose de todo el inventario correspon-
diente. 
ART. 1886 (1885). Si hubiere cuestion sobre las 
ropas que hubieren de entregarse, el Juez, sin ulterior 
recurso, y teniendo en cuenta las circunstancias de las 
personas, determinará las que deban considerarse como 
de uso diario y. entregarse. 
ART. 1887 ( 1886). Si hubiere hijos del matrimo-
nio, mandará el Juez que queden en poder de la madre 
los que no tuvieren ties años cumplidos, y los que pa-
pasen de esta edad en poder del padre, hasta que en 
el juicio correspondienté se decida lo que proceda (1). 
(1) Sobre la inteligencia y extensión de este artículo, nuevo en la 
presente ley, pues en la de 1855 nada se dispuso acerca de ello, el Tri-
bunal Supremo tiene declarado, en sentencias de casación de 12 de 
Octubre de 1893 y 6 de Abril de 1894, que la resolución que en el de-
pósito de mujer casada se dicte sobre la convivencia de los hijos con 
uno y otro cónyuge, es interina, según el art. 1887 de la ley de Enjui-
ciamiento civil, y que dicho articulo no se refiere solamente al tiempo 
ó período intermedio entre la constitución del depósito y la admisión 
de la demanda de divorcio, sino que ordena á la letra, «que queden en 
poder de la madre los hijos que no tuvieren tres afios cumplidos, y 
los que pasen de esta edad en poder del padre, hasta que en el juicio 
correspondiente se decida lo que proceda». De suerte que, según esta ju-
risprudencia, posterior al Código civil, y sin que éste contenga dispo-
sición alguna que pueda contrariarla, pues la del art. 73 sólo es apl. 
cable á la ejecución de la sentencia firme de divorcio, loe hijos que, 
por ser menores de tree años, hubieren quedado en poder de la ma-
dre al ser ésta depositada, cualquiera que sea la edad que después 
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ART. 1888 (1887). Practicado todo lo prevenido 
en los artículos anteriores, constituirá el Juez el depó-
sito con la debida solemnidad. 
ART. 1889 (1888). Al depositario se le facilitará 
un testimonio de la providencia en que se le haya nom-
brado, y de la diligencia de constitucion del depósito, 
para su resguardo. 
ART. 1890 (1889). Constituido el depósito, el Juez 
dictará providencia mandando intimar al marido que 
no moleste á su mujer ni al depositario, bajo apercibi-
miento de procederse contra él á lo que hubiere lugar; 
y á la mujer, que si dentro de un mes no acredita ha-
ber intentado la demanda de divorcio 6 de nulidad del 
matrimonio, 6 la querella de amancebamiento, quedará 
sin efecto el depósito y será restituida á la casa de su 
marido. 
ART. 1891 (1890). El término de un mes se aumen-
tará con un día por cada 30 kilómetros que diste el 
pueblo en que se constituya el depósito del en que re-
sida el Juez eclesiástico, 6 de primera instancia, que 
hayan de conocer de la demanda principal. 
ART. 1892 (1891) Si la mujer que pida el depósito 
residiere en pueblo distinto del en que esté situado el 
Juzgado, podrá el Juez dar comision para constituir el 
depósito al municipal correspondiente, sin perjuicio de 
poder hacerlo por sí mismo en los casos en que lo crea 
necesario (1). 
ART. 1893 (1892). El término señalado para la du- 
tengan, han de continuar en poder de la misma hasta que en el juicio 
correspondiente se decida lo que proceda. Sobre cuál deba ser este 
juicio, véase el art. 1897 y su nota. 
(1) La disposición de este artículo ha de entenderse sin perjuicio 
de la facultad que, por el párrafo último de la regla 20 del art. 63 de 
esta misma ley, se concede al juez municipal del lugar donde se ha-
tle la persona que deba ser depositada, para decretar interina y pro-
visionalmente el depósito, cuando circunstancias especiales lo exigie-
ren, remitiendo las diligencias al de primera instancia competente, y 
poniendo á su disposición la persona depositada. 
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racion del depósito podrá prorogarse, si se acreditare 
que por causa no imputable á la mujer ha sido impo- 
sible intentar la demanda 6 querella correspondiente. 
ART. 1894 (1893). No acreditándose haber inten-
tado 6 admitido la demanda ó querella dentro del tér-
mino señalado, el Juez levantará el depósito, mandan-
do restituir á la mujer á la casa de su marido. 
ART. 1895 (1894). Acreditando la mujer haberle 
sido admitida la demanda 6 querella, se ratificará el 
depósito, á no ser que aquélla pida que se constituya 
en la persona que designe (1). 
(1) Cuando llegue el caso de este artículo, esto es, luego que la 
mujer acredite con el correspondiente testimonio haberle sido admi-
tida por el tribunal competente la demanda de divorcio o de nulidad 
del matrimonio, 6 la querella de amancebamiento, ha de constituirse 
definitivamente el depósito de aquélla, bien ratificando el ya consti-
tuido provisionalmente, ó bien, si la mujer lo solicita, constituyéndolo 
de nuevo en la persona que la misma designe, sin dar en este caso al 
marido la intervención que la ley le concede en el depósito provisio-
nal, como tiene declarado el Tribunal Supremo y se ha dicho en la 
nota del art. 1881. En este caso hay motivos para presumir la culpabi-
lidad del marido, y por eso sin duda deja la ley más libertad á la 
mujer para elegir su depositario, aunque sin privar al marido del de-
recho de oponerse. El juez resolverá lo que estime procedente, por 
medio de auto en todo caso; cuyo auto es apelable, por la mujer en 
ambos efectos, y por el marido en uno solo, como se previene en el 
siguiente artículo 1896 . 
Admitida la demanda de divorcio 6 de nulidad del matrimonio, es 
llegado el caso de adoptar, mientras dure el juicio, á instancia de la 
mujer, las disposiciones que determina el art. 68 del Código civil, que 
no hubieren sido ya adoptadas. Las dos primeras son, la separación 
de los cónyuges en todo caso, y el depósito de la mujer en los casos 
y forma prevenidos en la ley de Enjuiciamiento civil. El depósito de 
la mujer, realizado conforme á esta ley, lleva consigo la separación de 
los cónyuges. La tercera es, «poner los hijos al cuidado de uno de los 
cónyuges, 6 de los dos, según proceda». Esto se hará al realizar el de-
pósito provisional de la mujer, conforme á lo prevenido en el art. 188Y 
de esta ley, que queda vigente por no contener el Código disposición 
especial para este caso, según se ha expuesto en la nota de dicho ar-
tfculo. La cuarta, «señalar alimentos á la mujer y á los hijos que no 
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ART. 1896 (1895). De dicho auto podrá apelarse. 
La apelacion se admitirá en ámbos efectos a la mujer 
que promovió el depósito; y sólo en uno, á su marido. 
ART. 1897 (1896). Las pretensiones que puedan 
formularse por la mujer, por el marido, 6 por el depo-
sitario, sobre variacion de depósito, ó cualesquiera 
otros incidentes á que éste pueda dar lugar ántes 6 
despues de haberse constituido definitivamente, se 
sustanciarán con un escrito por cada parte, y oidas 
sus justificaciones en una comparecencia verbal, el 
Juez resolverá lo que proceda, por auto que será ape-
lable en ámbos efectos. 
Exceptúanse las solicitudes que se refieran á alimen-
tos provisionales, las que se sustanciarán de la manera 
prevenida en el título XVIII, libro 2. 0 de esta ley (1). 
queden en poder del padre». La mujer habrá de pedir los alimentos 
provisionales para ella y los hijos que queden en su poder, en la forma 
que se ordena en el tít. XVIII del libro 2.° de esta ley, como se pre 
viene en el párrafo 2. 0 del art. 1897. Y quinta, «dictar las medidas ne-
cesarias para evitar que el marido, que hubiese dado causa al divorcio, 
ó contra quien se dedujere la demanda de nulidad del matrimonio, 
perjudique á la mujer en la administración de sus bienes». Estas me-
didas serán las que exijan las circunstancias del caso y que conduzcan 
á evitar loe perjuicios que el marido pueda causar á la mujer en sus 
bienes, cuando tenga la administración de ellos, durante el juicio de 
divorcio ó de nulidad de matrimonio. Terminados estos juicios por 
sentencia condenatoria, los arts. 70 y 73 del Código determinan los 
efectos que han de producir sobre dicho extremo: luego las medidas 
á que se refiere dicho núm. 5. 0 del 68 son provisionales, mientras 
dure el juicio, como en él se dice. En este concepto, sería irregular 
sujetar esas medulas al procedimiento de un juicio declarativo, y 
creemos conveniente y adecuado al caso el procedimiento breve que 
se establece en el art. 1897 de la ley para los incidentes á que pueda 
dar lugar el depósito de la mujer casada. 
(1) El procedimiento breve y sencillo que en este artículo se esta-
blece, no puede ofrecer dificultad en la práctica. Del escrito promo 
viendo el incidente se dará traslado á la parte contraria por un tér-
mino breve, según la urgencia del caso, que no deberá exceder de 
seis días, que es el fijado para los incidentes. Para evacuar el traslado 
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ART. 1898 (1897). Para decretar el depósito en el 
caso del párrafo 2.0 del art. 1880 (1879 en la ley de 
Cuba y Puerto Rico), deberá previamente acreditarse 
se entregará la pieza formada con el incidente, puesto que la ley no 
previene para este caso, que se pongan los autos d, -. manifiesto en la 
escribanía, ni que se acompañen copias de loe escritos. Evacuado el 
traslado, 6 recogidos los autos en virtud de apremio, dictará el juez 
providencia convocando á las partes á comparecencia verbal, con se-
fialamiento de día y hora, para que en ella presenten las justiíicacio-
nee 6 pruebas que les convengan. De la comparecencia se extenderá 
la correspondiente acta, consignando en ella las pruebas aducidas, 
como en los juicios verbales, y á continuación de la misma, el juez 
dictará, sin citación de las partes, la resolución que estime procedente 
por medio de auto, que será apelable en ambos efectos. Por regla ge-
neral, estas resoluciones son de carácter provisional, sin perjuicio de 
lo que se resuelva en el juicio principal, y cuando tengan ese carác-
ter, contra el fallo de la Audiencia no cabe el recurso de casación. 
Como dicho procedimiento ha de aplicarse á todos los incidentes 
á que pueda dar lugar el depósito de mujer casada, con exclusión so-
lamente de los alimentos provisionales, los que han de pedirse y sus 
tanciarse de la manera prevenida en el tit. 18, lib. 2.° de esta ley, la 
dificultad estará en apreciar si la pretensión formulada tiene 6 no es e 
carácter. En tal concepto, un marido pretendió que se le entregara un 
hijo de cinco años, que al constituirse el depósito de eu mujer para 
entablar el divorcio, había quedado en poder de ésta, porque enton-
ces no pasaba de la edad de tres afios. Desestimada esta preteneió n 
por el juez y por la Audiencia, por razón del procedimiento emplea-
do, reservando al marido eu derecho para el juicio correspondiente, 
interpuso el marido recurso de casación, y el Tribunal Supremo, por 
sentencia de 6 de Junio de 1884, declaró no haber lugar á dicho re-
curso, fundándose en que, por estrecha que sea la relación del depó-
sito judicial de una mujer casada con la situación que debe ocupar, 
por razón de su edad, un hijo de la misma, la solicitud del padre re-
clamándole no constituye un incidente verdadero del depósito de l a 
madre, de los que define el art. 1897 de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil, ni puede sujetarse por tanto á las reglas de tramitación estableci-
das por el mismo, sino que debe ventilarse y decidirse el derecho qu e 
por el padre se invoca, y al que se opone la madre, en juicio civil or-
dinario de mayor cuantía, con arreglo á lo dispuesto en el art. 43 1 y 
sus concordantes de la citada ley. Nos parece ajustada â la ley esta 
doctrina, porque en aquel caso no se trataba de una medida pre ven- 
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haberse admitido la demanda de divorcio, ó nulidad 
del matrimonio, 6 la querella de adulterio promovida 
por el marido (1). 
ART. 1899 (1898). Constando la admision de la 
demanda 6 de la querella, el Juez se trasladará á la 
casa del marido; procurará que se ponga de acuerdo 
con la mujer sobre la persona en quien hubiere de 
constituirse el depósito; y si no convinieren, nombrará 
el Juez la que el marido haya designado, si no hubiere 
razon fundada que lo impida. 
Habiéndola, elegirá la que estime más á propósito. 
ART. 1900 (1899). Serán aplicables á los depósitos 
tiva, subordinada al resultado del juicio principal, sino de la declara-
ción del derecho alegado por el padre contra el que pretendía tener 
la madre; pero cuando la pretensión no tenga por objeto la declara-
ción de derechos, sino la adopción de medidas preventivas ó provi-
sionales durante el juicio, como, por ejemplo, las que sean necesarias 
para evitar que el marido perjudique á la mujer en la administración 
de sus bienes, bien pueden estimarse tales medidas como un inci-
dente A que da lugar el depósito, porque si éste no existiera, no se-
rian necesarias aquéllas, y por esto hemos dicho en la nota anterior, 
que tal pretensión habrá de sustanciarle por los trámites establecidos 
en el presente artículo 1897. 
(1) Este artículo se refiere al caso en que sea el marido quien en-
table contra su mujer la demanda de divorcio ó de nulidad del matri-
monio, ó la querella de adulterio, A diferencia del anterior, en que es 
la mujer la demandante ó querellante. En ambos casos procede el de-
pósito de la mujer; pero en aquél sólo A instancia de la misma, al paso 
que en éste pueden pedirlo tanto la mujer como el marido; y en aquél 
puede pedirlo la mujer antes de presentar la demanda, y en éste no 
puede pedirse hasta después de haber sido admitida la demanda ó la 
querella, debiendo acornpaíiarse el documento que acredite dicha ad-
misión. De aquí también la diferencia de que en el primero hay dos 
depósitos, uno provisional y otro definitivo, dando en éste la preferen-
cia al depositario designado por la mujer, como ya se ha dicho; y en 
este segundo se realiza desde luego el depósito definitivo, que ha de 
subsistir durante el juicio, dando la preferencia al depositario desig-
nado por el marido, si no hubiere razón fundada que lo impida, como 
se ordena en el artículo siguiente, en consideración sin duda á que hay 
motivo para presumir la culpabilidad de la mujer. 
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que se constituyan en los casos de que habla el párra-
fo 2.0 del art. 1880 (1879 en la ley para Cuba y Puerto 
Rico), las reglas establecidas en los arts. 1885, 1886, 
1887, 1888 y 1889, primera parte del 1890, 1892 y 
1897 (1884 al 1889, 1891 y 1896 en íd.) (1). 
ART. 1901 (1900). Para que pueda tener lugar el 
depósito de mujer soltera en los casos que expresa el 
núm. 3. 0 del art. 1880 (1879 en dicha ley), deberá pe-
dirse por escrito firmado por la misma ú otra persona 
á su ruego, en el que manifieste los motivos que tenga 
para temer que se emplee coaccion ó violencia con el 
fin de impedir que lleve á efecto su propósito (2). 
ART. 1902 (1901). Si el Juez estimare fundados 
los motivos, se trasladará a la casa morada de la recu-
rrente, y sin hallarse presentes sus padres 6 abuelos, 
mandará que manifieste si se ratifica 6 no en su soli-
citud. 
ART. 1903 (1902). Si no se ratificare, se dictará 
auto de sobreseimiento en las diligencias, mandando 
archivarlas. 
ART. 1904 (1903). Si se ratificare, mandará el Juez 
á los padres 6 abuelos que designen depositario; y á la 
interesada, que manifieste si se conforma 6 no con el 
que aquéllos propongan. 
(1) De la cita de estos artículos resulta que en el caso 2. 0 del 1880, 
de que estamos tratando, han de emplearse, para el depósito de la 
mujer casada y sus incidencias, los mismos procedimientos que en el 
caso 1.0, con exclusión de lo que se refiere al depósito provisional, 
anterior á la admisión de la demanda ó de la querella, porque, como 
ya se ha dicho, no puede tener lugar en este segundo caso. Véanse 
dichos artículos y sus notas. 
(2) En la nota al núm. 3.0 del art. 1880 hemos expuesto que, en 
virtud de las modificaciones introducidas por el Código civil en la 
legislación anterior sobre el matrimonio, hoy no cabe el depósito de 
la mujer soltera que, habiendo cumplido veinte afios, trate de con-
traer matrimonio contra el consejo de sus padres ó abuelos, que es 
el caso de dicho núm. 3. 0, y que la mayor de veintitrés años, que se-
gún el Código ha de pedirlo á los padres, y no á los abuelos, tampoco 
necesita pedir su depósito judicial, aunque viva en compañía de aqué- 
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ART. 1905 (1904). No oponiéndose á dicha desig-
nacion la interesada, ó aunque se oponga, si la persona 
designada reuniere las condiciones necesarias á juicio 
del Juez, constituirá en ella el depósito. 
ART. 1906 (1905). Si el Juez estimare fundada la 
oposicion de la interesada, 6 que el depositario desig-
nado no reune las condiciones necesarias, nombrará 
otro en quien constituirá seguidamente el depósito. 
Contra esta resolucion no se dará recurso alguno. 
ART. 1907 (1906). En el mismo auto dispondrá 
que se entreguen á la depositada, bajo inventario, la 
cama y ropa de su uso. 
Si hubiere cuestion sobre las ropas que deban en 
tregarse, la decidirá el Juez sin ulterior recurso. 
ART. 1908 (1907). El depósito continuará hasta 
que se celebre el matrimonio. 
ART. 1909 (1908). Podrá, sin embargo, cesar: 
.1. 0 Cuando el matrimonio no se celebre dentro de 
los seis meses, a contar desde el dia de la fecha del de-
pósito. 
líos, puesto que puede abandonar la casa paterna para tomar estado; 
pero que si alguna soltera, mayor de edad, que viva con sus padres, 
por circunstancias especiales, pidiera su depósito judicial por tratar 
de contraer matrimonio contra la voluntad y el consejo de éstos, el 
juez debe acceder A esta pretensión, por ser un acto de jurisdicción 
voluntaria, no prohibido por la ley. En tal caso, que creemos será 
raro, deberá emplearse el procedimiento ordenado en este articulo y 
en los siguientes 1902 al 1909 inclusive. Sin embargo, teniendo en 
consideración los derechos que la ley concede A los emancipados por 
mayor edad, parece irregular que los padres ó el juez, y no la intere-
sada, designen la persona del depositario, como se previene en los 
artículos 1905 y 1906, y que cese el depósito cuando el matrimonio 
no se celebre dentro de seis meses, como se ordena en el 1909. Res-
pecto de Cuba y Puerto Rico, véase en la noto antes citada la nove-
dad introducida en esta materia por la ley de 24 de Agosto de 1896: 
en su virtud, la soltera, que deba pedir el consejo á los diecisiete 
añus, si es menor de edad, podrá pedir su depósito, sujetándose al 
procedimiento que aquí se establece. 
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2. 0 Cuando la interesada haya desistido de su pro-
pósito. 
En Ambos casos acordará el Juez que se restituya á 
la casa de sus padres ó abuelos, poniéndose en el ex-
pediente la oportuna diligencia. 
ART. 1910 (1909). Para decretar el depósito en 
los casos de que habla el núm. 4. ° del art. 1880 (1879 
en la ley de Cuba y Puerto Rico), se necesita (1): 
1. 0 Que lo solicite el interesado por escrito 6 de 
palabra, ó si no pudiere hacerlo por sf, otra persona á 
su nombre, ratificándose en todo caso á la presencia 
judicial, siempre que tenga capacidad legal para ha-
cerlo. 
2. 0 Que el Juez adquiera el convencimiento de la 
certeza de los hechos, bien por la informacion que pre-
sente el interesado, bien por los datos que haya podido 
adquirir. 
ART. 1911 (1910). Podrán los Jueces, no obstan-
te lo dispuesto en el artículo anterior, decretar el de-
pósito sin solicitud del interesado, cuando les conste 
la imposibilidad en que se encuentre de formularla. 
ART. 1912 (1911). Estimando el Juez procedente 
el depósito, acordará realizarlo en la persona que de-
signe (2). 
(1) Hemos expuesto también en la nota al nim. 4. 0 del art. 1880, 
A que se refiere el presente, que conforme á las disposiciones del Co-
digo civil, no cabe el depósito de loe pupilos é incapacitados que estén 
sujetos á tutela, cuando sean maltratados por sus tutores 6 curadores, 
ú obligados por los mismos á ejecutar actos reprobados por las leyes; 
y que sólo procederá el de los hijos de familia no emancipados cuando 
sean tratados por sus padres con dureza excesiva, ó éstos les den 
 or-
denes, consejos ó ejemplos corruptores, obligándoles á ejecutar actos 
reprobados por las leyes (véase dicha nota). Por consiguiente, solo 
en este caso tendrá hoy aplicación lo que se ordena en este artículo y 
en los cuatro subsiguientes, empleándose el procedimiento que en 
ellos se establece, con la modificación oue indicaremos en la nota 
del 1914. 
(2) El Tribunal Supremo ha declarado en sentencia de 3 do Di-
ciembre de 1896, que la apreciación de la procedencia del depósito 
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ART. 1913 (1912). Respecto á la entrega de ropas 
y cama, se observará lo dispuesto en los artículos 1885 
y siguiente (1884 y siguiente en la ley para Cuba y 
Puerto Rico).  
ART. 1914 (1913). Constituido el depósito, se nom-
brará al depositado un curador para pleitos, y discer-
nido que le sea el cargo, se le entregarán los autos, á 
fin de que exponga y pida en el juicio correspondiente 
lo que convenga en defensa de aquél (1). 
ART. 1915 (1914). Cuando el Juez tuviere noti-
cia de que algun huérfano menor de catorce años si es 
varon, y de doce si es hembra, ó algun incapacitado, 
se halla en el caso de que habla el párrafo 5. 0 del ar-
tículo 1880 (1879 en la ley de Cuba y Puerto Rico),  pro-
cederá á su seguridad y á la de sus bienes, constitu-
yéndolo en depósito, y nombrándole tutor ó curador 
conforme á derecho (2). 
ART. 1916 (1915). Sin perjuicio de lo dispuesto en 
el párrafo segundo del art. 1897 (1896 en dicha ley),  
en el mismo auto en que el Juez decrete el depósito de 
una persona le señalará para alimentos provisionales 
que confiere al juez este art. 1912, entra en la plenitud de las faculta-
des de la Audiencia, cuando se apela del acordado en primera instan-
cia, porque en virtud de este recurso se devuelve al tribunal superior 
toda la jurisdicción que tuvo el juez que dictó la sentencia apelada. 
(1) Ya se ha dicho en su lugar oportuno que el cargo de curador 
para pleitos está suprimido en el Código civil: en su lugar deberá 
nombrarse un defensor, conforme al art. 165 del mismo Código, al 
hijo no emancipado que haya sido depositado conforme á lo expuesto 
en la nota del art. 1910. A ese defensor se entregarán los autos para 
que pida en el juicio correspondiente lo que convenga en defensa del 
hijo. Este juicio será el ordinario de mayor cuantía, si tiene por objeto 
privar los padres de la patria potestad y de lo demás que previene 
el art. 171 de dicho Código, y también podrá ser el criminal, cuando 
constituya delito 6 falta el hecho ejecutado por el padre 6 por la 
m ad re. 
(2) No tiene hoy aplicación este artículo por las razones expues-
tas en la nota al párrafo 5. 0 
 del art. 1880, á que se refiere. Véase di-
cha nota. 
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la cantidad que prudencialmente crea necesaria, aten -
dido el capital que le pertenezca, 6 el que posea el que 
ha de darlos, cuyo pago se hará por mensualidades 
anticipadas (1). 
ART. 1917 (1916). Para la seguridad del pago de 
los alimentos acordará el Juez las providencias que es-
time convenientes, pudiendo llegar hasta el embargo 
de bienes. 
ART. 1918 (1917). En los casos 1. 0 y 2.° del ar-
tículo 1880 (1879 en la ley de Cuba y Puerto Rico), l os 
alimentos se entregarán á la mujer depositada; en los 
restantes del mismo articulo, al depositario. 
(1) Este artículo es de aplicación general á los depósitos de per-
sonas, y según él, fuera de loe casos en que el depósito sea de mujer 
casada, la cual ha de entablar contra su marido la demanda de ali-
mentos provisionales en la forma prevenida en el tít. 18 del libro 2.0 
de esta ley, como se ordena en el párrafo 2.0 del art. 1897, en los de-
más casos, en el mismo auto en que el juez decrete el depósito, sefia-
lará para alimentos provisionales de la persona depositada la canti-
dad que prudencialmente crea necesaria, teniendo en consideración el 
caudal que á ésta pertenezca y el que posea el que haya de darlos, y 
también lo que ha de entenderse por alimentos según el art. 142 del 
Código civil. No será fácil que el juez adquiera esos datos, ni que re-
sulten del expediente, y por esto deja la ley á su prudencia el fijar la 
cuantía. La parte que se crea perjudicada podrá apelar en un solo 
efecto, satisfaciéndose desde lueeo la cantidad asignada provisional-
mente, hasta que en el juicio declarativo correspondiente, si alguna 
de las partes lo promoviere, se fije definitivamente la cantidad, como 
para caso análogo se ordena en los artículos 1614 y 1616 de la ley. El 
pago ha de hacerse por mensualidades anticipadas, debiendo el juez 
dictar, á instancia de parte, las providencias necesarias para que se 
realice, pudiendo llegar hasta el embargo de bienes, como se previene 
en el art. 1917, lo cual equivale al procedimiento por la vía de apremio 
que autoriza el 1616. 
L—Deposito de mujer casada.  
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FORMULARIOS DEL TITULO IV 
De los depósitos de per+onas.  
Escrito solicitando la mujer su depósito para entablar demanda de di-
vorcio. —Al Juzgado de primera instancia.—Doña Ignacia Ruiz, mayor  
e.e edad, casada con D. Roque Mora, vecino de etta ciudad, habitante en  
la calle de... número... cuarto..., ante el Juzgado, como mejor proceda, 
 
parezco y digo: Que por consecuencia de la sevicia 6 malos tratamientos  
que viene infiriéndome mi esposes, y que ponen en grave riesgo mi vida, 
 
he resuelto entablar la correspondiente demanda de divorcio; y á fin de 
 
poder proceder con la debida libertad en el ejercicio de esta acción que 
rue concede la ley, y para ponerme también á salvo de las violencias, 
 
coacciones y malos tratamientos de mi marido, me veo en la necesidad 
 de implorar el amparo de la autoridad judicial. Por tanto,  
Suplico al Juzgado se sirva constituirme provisionalmente en depósito  
con las formalidades correspondientes, mandando a mi marido D. Roque  
Mora que me entregue en el acto la cama y ropas de mi uso, y que no me 
 
moleste, ni al depositario, bajo apercibimiento de lo que hubiere lugar,  
procediéndose en todo ello con arreglo á lo que previenen los arts. 4884 y 
siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil; pues así es conforme á justi-
ci a, que pido.  
Otrosí digo: Que de mi matrimonio Con el D. Roque Mora tenemos 
tres hijos: el mayor, llamado A., de cinco años de edad; una niña de dos 
afros y nueve meses, llamada B., y un niño de diez meses, llamado C.—
Suplico al Juzgado se sirva tenerlo presente al verificar mi depósito, para 
dar cumplimiento á lo que ordena el art. 1887 de la ley antes citada. (Lu-
gar,.jecha y firma, sin necesidad de abogado ni de procurador.) 
Del mismo modo se formulará la solicitud de depósito para entablar la 
querella de amancebamiento b la demanda de nulidad del matrimonio, con 
la variación en la exposición de los motivos que requiere la diversidad de 
los casos. 
Providencia.—Ratificándose Doña Ignacia Ruiz en lo principal de su 
anterior solicitud, se acordará lo que corresponda: para ello y las demás 
diligencias que procedan, trasládese el Juzgado á casa de D. Roque Mora, 
marido de la misma, donde se la hará comparecer á la presencia judicial , 
sin que éste se halle presente. Lo mandó, etc. 
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Diligencia de traslación del Juzgado y ratificación.—Acto continuo 
el Sr. D. J. M., Juez de primera instancia de este partido, con mi asisten-
cia, y uno de los alguaciles se trasladó á la casa habitación de D. Roque 
Mora, sita en la calle de... núm..., de esta ciudad, en la que fué recibido 
por éste, y habiendo hecho comparecer ante sí á Doña Ignacia Ruiz, sin 
que se hallase presente su marido el D. Roque Mora, el mismo Sr. Juez la 
enteró del objeto de esta diligencia, y después de haberle leido yo el es-
cribano la solicitud que va por cabeza de este expediente, enterada la 
Doña Ignacia Ruiz, dijo: Que dicha solicitud es la misma que esta mañana 
ha remitido al Sr. Juez, y de su puño y letra la firma con su nombre 
puesta al pie de ella, y que se afirma y ratifica en su contenido. Así lo 
dijo, expresando ser de treinta años de edad, y lo firma con el Sr. Juez, 
de que doy fe. tMedia firma del Juez, y entsra de la interesada y escri-
bano.) 
Providencia.—Mediante á que Doña Ignacia Ruiz se ha ratificado en 
su solicitud, constitúyasela provisionalmente en depósito para entablar la 
demanda de divorcio contra su marido: comparezcan ambos en esta misma 
casa á la presencia judicial, á fin de procurar se pongan de acuerdo sobre 
la persona que haya de encargarse del depósito: hágase saber al D. Roque 
Mora que en el acto entregue á su mujer la cama y ropas de su uso diario, 
formándose de todo el oportuno inventario; y en atención á que existen 
tres hijos de este matrimonio, al llevarse a efecto la separación de los cón-
yuges, quedaran en poder de la madre los dos que no tienen tres años 
cumplidos, y el otro que pasa de esta edad en poder del padre, hasta que 
en el juicio correspondiente se decida lo que proceda, como previene la 
ley. Lo mandó, etc. 
Notificación al marido y á la mujer en la forma ordinaria. 
Comparecencia para la designación de depositario.—Acto continuo, y 
siguiendo en la misma casa de D. Roque Mora, éste y su mujer Doña Ig-
nacia Ruiz comparecieron ante el Sr. Juez con el objeto acordado en la 
providencia qt precede, y después de haberles exhortado S. S. á que se 
pongan de acuerdo sobre la persona que haya de encargarse del depósito, 
procurando elegir una que por su honradez y buenas prendas sea de la 
confianza de ambos, D. Roque Mora designó á F., con el cual no se con-
formó la Doña Ignacia Ruiz, alegando ser amigo intimo de su marido y 
que quedaría expuesta a las mismas coacciones y ,violencias que ahora 
sufre: á su vez la Doha Ignacia Ruiz designó a Z., al cual hizo oposición 
su marido por ser la mujer de éste prima de ella, é influir con sus conse-
jos en la desunión del matrimonio; y convencido S. S. de que era impo-
sible se pusieran de acuerdo marido y mujer, dió por terminada esta di-
ligencia, reservándose acordar lo que estime conveniente. Y lo firma con 
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los interesados, de que doy fe.  (Media _firma del Juez, y entera de los in-
teresados y Escribano.) 
Diligencia de entrega de la cama y ropas.—Seguidamente, requerido 
D. Roque Mora para que, en cumplimiento de lo mandado, entregase á su 
mujer Doña lgnacia Ruiz la cama y ropas de su uso diario, lo verificó de 
las prendas que se inventariarán á continuación; pero habiéndose promo-
vido cuestión entre ambos sobre dos vestidos de seda, el uno negro, y el 
otro de color, un abrigo de terciopelo negro, un aderezo de brillantes y un 
reloj con cadena de oro, pretendiendo la mujer debían entregársele por 
ser de su uso diario, atendida su clase y posición social, y de su propiedad, 
como regalos de boda, las dos alhajas, y oponiéndose el marido, por ser de 
lujo, y no de uso diario, dichas ropas, y por no prevenir la ley la entrega 
de alhajas. el Sr. Juez resolvió en el acto esta cuestión, mandando que 
D. Roque Mora entregue á su mujer el vestido negro y el abrigo de ter-
ciopelo, que deben considerarse como de uso diario, atendida la posición 
social de la misma, pero no el otro vestido ni las dos alhajas que reclama. 
Enteradas las partes de esta resolución para su ejecución y cumplimiento, 
se llevó á efecto la entrega antedicha de la cama y ropas que se expresa-
rán y describirán en el siguiente inventario (el que podrá formarse por 
separado, 6 á continuación en esta misma diligencia, si es de escasa im-
portancia), dándolas por recibidas la Doña Ignacia Ruiz, y obligándose á 
conservarlas sin otro deterioro que el que sea consiguiente al uso natural 
y ordinario de las mismas. Y para que conste, se acredita por la presente, 
que firma el Sr. Juez con los interesados, de que doy fe. (Mediafirma del 
Tuez, y entera de las parter y Escribano.) 
El juez obrará con prudencia, dando aviso, mientras se practican es-
tas diligencias, A la persona que haya de encargarse del depósito, A fin 
de que espere en su casa. Este aviso servirá también para que, si dicha 
persona tiene fundados motivos de excusa, se apresure á exponerlos con-
fidencialmente antes de que se verifique su nombramiento. Uno de los 
deberes morales del juez, en estos casos, es salvar dificultades con su 
prudencia y el prestigio de su autoridad, procurando que no se llame la 
atención, y evitando conflictos, que pudieran parar en escándalo. 
Practicadas las diligencias que van expuestas, se dictará la siguiente 
Providencia nombrando depositario.—En atención A que D. Roque 
Mora y su mujer Doha Ignacia Ruiz no han podido ponerse de acuerdo 
sobre la persona que haya de encargarse del depósito de ésta, se nombra 
depositario de la misma A D. F. de T. (Puede ser cualquiera de los desig-
nados por las partes, si el juez considera infundada la oposición; ti 
otra persona de la confianza de éste. Si los interesados se hubieren pu es-
to de acuerdo, en lugar de lo antedicho se dirá:—Mediante la conformi- 
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dad de las partes, se tiene por nombrado para depositario de Doña Igna - 
cia Ruiz á D. F. de T.): hágasele saber para su aceptación; constitúyase 
desde luego el depósito con la solemnidad debida, entregándose al depo - 
sitario testimonio de esta providencia y de la diligencia de depósito, para 
su resguardo; y hecho todo, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación al marido y la mujer en la forma ordinaria. 
Otra y aceptación del depositario, en la forma ordinaria. También 
puede hacerse constar su aceptación en la misma diligencia de depósito. 
Diligencia de constitución de depósito.—En la misma villa y dia, 
siendo tal hora, el Sr. Juez de primera instancia de este partido, con 
mi asistencia, extrajo á Doña Ignacia Ruiz de la casa de su marido Don 
Roque Mora, acompañada de sus hijos B y C., menores de tres años, y en 
un coche los trasladó a la de D. F. de T., que vive en la calle de... núm..., 
de esta misma villa, depositario nombrado por la providencia que prece-
de, y hallándose éste presente, después de haber aceptado el cargo en de-
bida forma (si no lo hubiese aceptado anteriormente), el Sr. Juez le hizo 
entrega de la referida señora Doha Ignacia Ruiz, constituyéndola bajo set 
depósito; y el D. F. de T. la recibió en este concepto, obligándose á te-
nerla y guardarla en su casa á disposición del Juzgado, eon todas las con 
sideraciones debidas a la clase y estado de la misma, y á responder de 
ella á ley de depositario, con sumisión al Sr. Juez que conoce de estas di-
ligencias. Al propio tiempo, y bajo la custodia del alguacil N., se veri-
ficó la traslación de la cama y ropas inventariadas, que D Roque Mora 
ha entregado a su mujer la Doña Ignacia Ruiz, á cuya disposición han 
quedado en la propia casa del depositario. Y para que conste, se acredita 
por la presente diligencia, que firma el Sr. Juez, depositario y deposi-
tada, de todo lo cual doy fe. (Media firma del Juez y entera de los 
demás.) 
Nota de haber librado y entregado al depositario el testimonio 
mandado. 
Providencia.—Intímese á D. Roque Mora que no moleste á su mujer 
Dora Ignacia Ruiz, ni al depositario de la misma, D. F. de T., hijo aper-
cimiento de procederse contra él á lo que hubiere lugar: hágase saber 
también á la Doha Ignacia Ruiz, que si dentro de un mes (y un dla más 
por cada 30 kilómetros que diste el pueblo en que resida el Juez que deba 
conocer de la demanda o querella) no acredita haber intentado la deman-
da de divorcio, quedará sin efecto el depósito, y será restituida á la casa 
de su marido. Lo mandó, etc. 
Notificación al marido y la mujer en la forma' ordinaria. 
La mujer puede pedir prórroga del término señalado hir.t la duración 
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del depósito provisional, y el juez puede otorgada por el tiempo que sea 
necesario, si lo solicita dentro de aquel término, y acredita con el testi-
monio correspondiente ó en otra forma, que por causa no imputable a la 
mujer no ha sido posible intentar la demanda 6 la querella. 
Escrito solicitando la mujer la ratificación de su depósito.—Doña Ig-
nacia Ruiz, ante el Juzgado parezco en el expediente sobre mi depósito, 
y como mejor proceda, digo: Que según resulta del testimonio que pre-
sento, en tal día fué admitida por el Juzgado eclesiástico la demanda de 
divorcio que tengo entablada contra rui marido. En cuya atención, y con 
arreglo á lo que dispone el art. 1895 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado dicho testimonio, se 
sirva ratificar mi depósito, mandando que continúe definitivamente á car-
go del mismo depositario D. F. de T. (también podrá pedir que se consti-
tuya en otra persona, designándola, y el iuez deberá acceder á ello si no 
encuentra dificultad fundada), pues así es conforme á justicia, que pido. 
(Lugar fecha y firma.) 
Auto. —Por presentado con el testimonio que acompaña, y 
Resultando que a instancia de Doña Ignacia Ruiz se decretó en tal fe-
cha el depósito provisional de la misma para entablar demanda de divor-
cio contra su marido D. Roque Mora, cuyo depósito quedó constituido á 
cargo de D. F. de T.: 
Resultando del testimonio presentado con el anterior escrito, que en 
tal fecha ha sido admitida dicha demanda por el Tribunal eclesiástico, y 
en su virtud solicita la Doña Ignacia que se ratifique su depósito (0 que 
se constituya definitivamente durante el juicio de divorcio, á cargo de N., 
vecino de esta villa): 
Considerando que, conforme a lo prevenido en el art. 1395 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, procede acceder á dicha pretensión; 
Se ratifica el depósito de Doña Ignacia Ruiz, continuando definitiva-
mente a cargo del mismo depositario, D. F. de T., á quien se hará saber, 
como también al marido D. Roque Mora. (0 en su caso: se ratifica el de-
pósito de Doña Ignacia Ruiz, constituyéndolo definitivamente á cargo de 
D. N., designado por la misma, á quien se hará saber para su acep-
tación, como también al marido D. Roque Mora, y al depositario ac-
tual, y verifíquese la traslación del depósito con la solemnidad debida.) 
Lo mandó, etc. 
Notificación, en la forma ordinaria, á la mujer, al marido y al deposi-
tario, con la aceptación de éste en su caso. 
La traslación del depósito se verificará en su caso por el juez, y con 
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las mismas solemnidades que se constituyó el primero, pudiendo servir 
de modelo aquella diligencia. 
Si transcurriese el plazo señalado sin que haya acreditado Ikmujer ha-
berle sido admitida la demanda de divorcio o de nulidad del matrimonio, 
6 la querella de amancebamiento, dará cuenta el escribano, y sin necesi-
dad de excitación de parte, el juez dictará auto levantando el depósito y 
mandando restituir á la mujer á la casa de su marido. 
Cuando el marido hubiere intentado contra su mujer demanda de di-
vorcio ó de nulidad del matrimonio, ó querella de adulterio, procede tam-
bién el depósito de la mujer á instancia de la misma ó del marido, pero 
después de haber sido admitida la demanda ó la querella, cuyo requisito 
ha de acreditarse con el correspondiente testimonio. En estos casos el 
depósito se constituye desde luego definitivamente, nombrando el juez, á 
falta de acuerdo, la persona que designe el marido, si no hubiere razor 
fundada que lo impida. Las demás diligencias para este depósito son igua-
les á las del caso anterior. 
Los formularios para la variación del depósito de mujer casada, en 
los dos casos en que ésto puede ocurrir, y para los demás incidentes á que 
pueden dar lugar dichos depósitos, son fáciles y sencillos, y bastará ate-
nerse al texto del art. 1897 y á la explicación dada en la nota del mismo. 
La demanda de alimentos provisionales, que podrá pedir la mujer al 
marido, para ella y los hijos que queden en su poder, ha de interponerse 
y sustanciarse conforme al tít. 18 del libro R 0 
 Véanse los formularios en 
la pág. 81 de este tomo. 
11. —Depósito de mujer soltera para contraer matrimonio. 
En la nota del núm 3.° del art. 1880, hemos expuesto los casos en 
que la mujer soltera, que trate de contraer matrimonio contra el consejo 
de sus padres, podrá solicitar su depósito. Este depósito es análogo al 
d e la mujer casada, y con la variación en el escrito de los motivos en 
que se funde, podrán servir de modelo los formularios que preceden, te-
niendo presente que en el mismo auto en que el juez decrete el depósito, 
ha de señalar para alimentos provisionales de la depositada la cantidad 
que prudencialmente crea necesaria, mandando entregarla al depositario 
por mensualidades anticipadas, como se previene en los artículos 4946 y 
1918. 
111. — Depósito de hijos maltratados por sus padres. 
Bicrito del interesado solicitando el depósito.—Rosa Mora y Ruiz, sot-
tera, de catorce años de edad, hija legítima de D. Roque  Mora, cirujano, ve-
cino de esta villa, habitante en la calle de ... núm...., ante el Juzgado pa- 
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rezco y digo: Que desde que murió mi querida madre hace cuatro 
he vivido siempre en compañia de mi padre, el cual me trataba corno á 
una hija gperida; pero desde que contrajo segundas nupcias con su actual 
consorte, es enteramente otra su conducta para conmigo. Sin duda por 
sugestiones de mi madrastra, me tratan los dos tan cruelmente de obra y 
de palabra, que no puedo seguir viviendo con ellos sin grave riesgo de 
mi vida. (Se expondrán sucintamente los hechos que constituyan los malos 
tratamientos 6 abusos.) Para salir de situación tan lamentable no me que-
da otro recurso que acogerme bajo el amparo y protección de la autori-
dad judicial; y por ello 
Suplico al Juzgado que, admitiéndome información de testigos para 
justificar en lo posible los malos tratamientos que quedan relatados, se 
sirva constituirme en depósito, mandando á mi padre D. Roque Mora que 
no me moleste en él, que me facilite la canna y ropas de mi uso, y me 
preste los alimentos que el Juzgado se sirva señalar, todo con arreglo á 
lo que disponen los arts. 1910 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento 
civil; pues asi es conforme á justicia que pido, (Lugar, fecha y firma ) 
Puede también el hijo no emancipado, tratado por sus padres con du - 
reza excesiva, 6 inducido por los mismos á ejecutar actos reprobados por 
las leyes, pedir su depósito por medio de otra persona, 6 de palabra por 
comparecencia ante el juez, y decretarlo éste hasta de oficio. 
Providencia. —Ratificándose Rosa Mora en su anterior solicitud, se 
acordará lo que corresppnda, y para ello hágasele comparecer en el Juz 
gado (6 trasládese el Juzgado á su casa, según se crea más conveniente 
atendidas las circunstancias). Lo mandó, etc. 
Ratificación del interesado en la forma ordinaria sin juramento, i 
tiene capacidad para ello. 
Providencia.
—Oigase la información de testigos ofrecida por Rosa 
Mora, y hecho, vuélvase á dar cuenta. Lo mandó, etc. 
In formación de testigos 
—Prestarán su declaración con juramento on 
la forma ordinaria. 
Auto.—En... (lugar y fecha), el Sr. D...., Juez de primera instancia 
de la misma y su partido: visto este expediente; vistos también los ar-
ticulos 1880, núm. 4.°, y 4910 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento 
civil; y considerando que resulta justificado, aunque incompletamente 
(en su caso), pero lo bastante para adquirir el convencimiento de la cer-
teza de los hechos, que Rosa Mora, soltera, de edad de catorce años, es tra-
tada por su padre D. Roque Mora con dureza excesiva (ti obligada por el 
mismo á ejecutar tales actos reprobados por las leyes); S. S., por ante 
ini el Escribano, dijo:,Constitúyase en depósito á Rosa Mora en poder-de 
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su tío materno D. José Ruiz, á quien se hará saber para so aceptación: 
intimese á su padre D. Roque Mora que facilite á la misma la cama y ro-
pas de su uso, entregándolas al depositario bajo el correspondiente inven-
tario; se señala para alimentos provisionales de la depositada la cantidad 
de ... pesetas diarias, que su padre D. Roque Mora pagará al depositario 
por mensualidades anticipadas; dése a éste testimonio de este auto y de 
la diligencia de depósito; y para la ejecución de todo, constitúyase el Juz-
gado en casa de dicho Mora. De que por este su auto asi lo proveyó, 
mandó y firma dicho Sr. Juez, doy fe. (Firma entera del Juez y Escri-
bano.) 
Notificación y aceptación del depositario. 
Notificación al padre en la forma ordinaria. 
Las diligencias de entrega de la cama y ropas, inventario y constitu-
ción del depósito, como en el depósito de mujer casada, si bien consig-
nando que aquéllas se entregan al depositario. 
Este podrá reclamar por la vía de apremio el pago de los alimentos, 
si no se le satisfacen puntualmente. 
	 • 
Ejecutado el depósito, dará cuenta el actuario, y el juez dictará la si-
guiente 
Providencia.—Conforme á lo prevenido en el art. 465 del Código ci-
vil, se nombra defensor de la menor Rosa Mora, para que la represente 
en juicio y fuera de él en las reclamaciones que tenga que deducir contra 
su padre como consecuencia de estas actuaciones, á su tío materno Don 
José Ruiz, á quien se hará saber para su aceptación y juramento; y he-
cho, entréguensele estos autos, á fin de que exponga y pida en el juicio 
correspondiente lo que convenga en defensa de aquélla. Lo mandó, etc. 
Notificación, aceptación y juramento al defensor, obligándose á des-
empeñar bien el cargo, en la forma ordinaria. 
TITULO V 
DEL SUPLEMENTO DEL CONSENTIMIENTO DE LOS PADRES, 
ABUELOS Ó CURADORES PARA CONTRAER MATRIMONIO 
Cuando se publicó la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, regía 
para los matrimonios la pragmática del Rey Carlos IV, de 23 de 
Abril de 1803 (ley 18, tít. 2.°, libro 10 de la Novísima Recopila- 
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ción), por la cual, á falta de padres, abuelos y tutores, se concedía 
al juez del domicilio la facultad de dar la licencia 6 el consenti-
miento para el matrimonio de los menores de veintidós años, si 
eran varones, y de veinte si hembras, y á las disposiciones de esta 
pragmática se ajustó aquella ley para ordenar el procedimiento en 
el tít. 9. 0 de su segunda parte, bajo el mismo epígrafe del presen-
te. Después se publicó la ley de 20 de Junio de 1862, que modifi 
c6 esencialmente las disposiciones de dicha pragmática relativas al 
consentimiento que deben obtener los menores de edad para con-
traer matrimonio, y como en ella se concedía también á los jueces 
de primera instancia, en unión con los parientes más próximos del 
interesado, la facultad de prestar el consentimiento para contraer 
matrimonio á los menores de veinte años, de ambos sexos, á falta 
de padres, abuelos y curador testamentario, á las disposiciones de 
esta ley se ajustó el presente título, al reformar en 1881 la proce-
sal de 1855. 
La ley de 20 de Junio de 1862 ha quedado derogada por el Có-
digo civil de 1889, modificando sus disposiciones sobre esta mate-
ria, y como dicho Código no concede en ningún caso á la autori-
dad judicial la facultad de suplir ni otorgar el consentimiento que 
necesitan los menores de edad para contraer matrimonio, deterrnl-
nando en su art. 47 las personas á quienes corresponde darlo en 
cada caso, resultan sin aplicación y derogadas virtualmente todas 
las disposiciones del presente título, menos las de los arts. 1936 al 
1940, por la relación que tienen con el 48 del Código, como vere-
mos al examinarlos. Aunque sin aplicación hoy los demás artículos 
de este título, los insertamos literalmente, sin ninguna observa-
ción, para que no resulte incompleto el texto de la ley. 
ART. 1919 (1918). En los casos eu que, con arre-
glo á la ley, corresponda á la Autoridad judicial prestar 
su consentimiento para el matrimonio de un menor, 
deberá éste acreditar documentalmente, ó por medio de 
información testifical, hallarse en alguno de los casos 
siguientes (1): 
(1) Este artículo y los siguientes, hasta el 1935 inclusive, han que- 
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1.° No tener padre, madre, abuelo paterno ni ma-
terno, ni curador testamentario; 6 caso de que existan, 
hallarse en países en los cuales sea preciso invertir 
más de un año para comunicarse y obtener respuesta. 
2. 0 Ignorarse el paradero de dichos padres, abue-
los 6 curador testamentario. 
3. 0 Hallarse los mismos impedidos legal 6 ffsica- 
mente para prestar el consentimiento. 
4.° Ser el curador testamentario pariente dentro 
del cuarto grado civil de la persona con quien se pro-
yecta el casamiento. 
ART. 1920 (1919). Recibida la información, se pa-
sará el expediente al Promotor fiscal para que mani-
fieste si lo encuentra completo, 6 proponga en otro 
caso las diligencias que á su juicio deban practicarse. 
ART. 1921 (1920). Devuelto el expediente por el 
Promotor fiscal, y completada en su caso la justifica-
ción, dictará el Juez la providencia que corresponda. 
ART. 1922 (1921). En el caso de ser hijo natural 
G ilegítimo el que pretendiese contraer matrimonio, el 
Juez dictará auto otorgando 6 negando la licencia se-
gun estime procedente, por los datos y noticias que 
hubiese adquirido, que le conviene 6 no su celebracion. 
El auto denegatorio será apelable en ámbos efectos. 
ART. 1923 (1922). Siendo el peticionario hijo le-
gítimo, mandará el Juez convocar á junta de parientes, 
disponiendo al efecto que se cite para el dia, hora y lo-
cal en que haya de celebrarse, á los que deban concu-
rrir á ella; y que se libre para citar á los que no resi-
dan en la poblacion, los exhortos necesarios, para que 
comparezcan por sí 6 por medio de apoderado especial, 
bajo apercibimiento de que la falta de asistencia, sin 
causa legitima que la excuse ó impida, será penada con 
dado sin aplicación y derogados virtualmente por el Código civil, et 
cual no concede en ningún caso Ala Autoridad judicial, como ya se 
ha dicho, la facultad de prestar su consentimiento para el matrimo-
nio de los menores. 
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la multa que fijará, sin que pueda exceder de 50 pese-
tas (de 125 pesetas en Cuba y Puerto Rico). 
Cada apoderado no podrá tener más que una repre-
sentacion. 
ART. 1924 (1923). La junta de parientes de que 
habla el artículo anterior se compondrá: 
1.° Dé los ascendientes del menor. 
2.0 De sus hermanos mayores de edad. 
3.0 De los maridos de las hermanas, de igual con-
dicion que aquéllos, y viviendo éstas. 
4.0 A falta de ascendientes, hermanos y maridos 
de hermanas, 6 cuando sean ménos de tres, se comple-
tará la junta hasta el número de cuatro vocales con los 
parientes varones más allegados y mayores de edad, 
elegidos con igualdad entre las dos líneas, comenzando 
por la del padre. En igualdad de grados, serán prefe-
ridos los de más edad. El curador, áun cuando sea pa-
riente, no se computará en el número de los que han 
de formar la junta. 
5.0 A falta de parientes se completará la junta con 
vecinos honrados, elegidos, siendo posible, entre los 
que hayan sido amigos de los padres del menor. 
ART. 1925 (1924). La asistencia á la junta de pa-
rientes será obligatoria, respecto á aquellos que residan 
en el domicilio del menor, ó en otro pueblo que no diste 
más de 30 kilómetros del punto en que haya de cele-
brarse la misma, corrigiéndose su falta no justificada, 
con la multa prescrita en el art. 1923 (1922 en la ley 
de Cuba y Puerto Rico). Los parientes que residan fuera 
de dicho radio, pero dentro de la Península 6 Islas ad-
yacentes (dentro del territorio de las islas de Cuba ó de 
Puerto Rico, respectivamente), serán tambien citados, 
aunque les podrá servir de excusa la distancia. 
Si no concurrieren, serán sustituidos con el pariente 
de grado y condicion preferentes, aunque no citado, 
que espontáneamente concurra, 6 con el que deba in-
tervenir, segun lo dispuesto en el articulo anterior. 
ART. 1926 (1925). Si el recurrente no hubiere de-
signado los nombres de sus ascendientes, hermanos 
r 
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varones, y maridos de sus hermanas que han de com-
poner la junta, se le requerirá para que lo haga en el 
acto. 
Igual requerimiento se le hará para que manifieste 
el nombre de los parientes más próximos de ámbas 
líneas en el caso de que los expresados no lleguen á 
cuatro; y en el que ni áun con éstos pueda completarse 
el expresado número, para que diga quiénes eran los 
vecinos honrados que hubiesen sido amigos de sus 
padres. 
ART. 1927 (1926). El Juez elegirá entre las perso-
nas expresadas en el artículo anterior, las que deban 
componer la junta, designando los parientes alternati-
vamente de ámbas líneas, empezando por la paterna. 
ART. 1928 (1927). . Podrá reclamar su admisión en 
la junta el pariente que se creyere postergado por haber 
sido elegido otro de grado más remoto. 
Si no reclamase, se entenderá que renuncia á este 
derecho, y será válido lo que se acuerde en la junta. 
ART. 1929 (1928). El curador testamentario y el 
menor podrán recusar ántes de la celebracion de la 
junta, al pariente 6 amigo que hubiere sido elegido, 
cuando á su juicio existan motivos para presumir que 
faltará a la imparcialidad, 6 que .obrará movido por 
interés. 
ART. 1930 (1929). Reunida la junta el dia señala- 
do bajo la presidencia del Juez, ántes de deliberar sobre 
su objeto, se dará cuenta por el actuario de las solicitu-
des de exclusion; y oidos los que las formularen si se 
hubieren presentado, resolverá el Juez lo que estime 
conveniente. 
Cuando por admitirlas no quedare el número de vo-
cales necesario para constituir junta, trasladará la con-
tinuacion de la convocada al dia más próximo posible, 
y reemplazará por otro pariente 6 amigo al que se hu-
biere excusado. 
Se tratará despues de las admisiones 6 recusaciones, 
propuestas las cuales, prévia audiencia de los interesa-
dos, si lo pidieren, serán decididas por la junta y el 
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Juez por mayoría absoluta de votos, siendo decisivo el 
del último , en caso de empate. 
Los reclamantes se retirarán antes de empezar la 
votacion. 
AInT. 1931 (1930). Constituida definitivamente la 
junta, se procederá á deliberar si es ventajoso 6 per-
judicial al menor el matrimonio proyectado. 
La discusion ha de ser siempre secreta, retirándose 
el actuario antes de empezarla. • 
ART. 1932 (1931). Terminada la deliberacion, vol-
verá á entrar el actuario, y dará principio la votacion. 
El acuerdo de la junta, tornado por mayoría absoluta 
de votos, constituirá uno solo, y otro el del Juez, que 
votará con separacion. 
Cuando resulte empate en los votos de los parientes 
y amigos, lo dirimirá el del Juez, que siempre votará 
el último. 
Si el voto del Juez no fuere conforme con el de la 
mayoría, prevalecerá el favorable al matrimonio. 
ART. 1933 (1932). El actuario extenderá acta su-
ficientemente expresiva de los acuerdos tomados por 
la junta, y la firmarán el Juez y todos los concurren-
tes á ella, autorizándola dicho actuario. 
ART. 1934 (1933). Contra el acuerdo de la junta 
concediendo 6 negando la licencia no se dará ulterior 
recurso. 
Si fuere favorable al matrimonio, se dará testimonio 
del acta al menor interesado, para que pueda hacerlo 
constar ante quien convenga. 
ART. 1935 (1934). Cuando con arreglo á la ley, 
corresponda al curador testamentario prestar, 6 negar 
su consentimiento para el proyectado matrimonio, com-
peterá exclusivamente al Juez municipal del pueblo del 
domicilio del menor, convocar, á petición de éste y del 
curador, y presidir la junta de parientes y vecinos. 
El Juez municipal tendrá las mismas atribuciones y 
facultades que á los de primera instancia se conceden 
por los artículos anteriores, con las excepciones si-
guientes: 
J 
4 
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l.a El Juez no tendrá voz ni voto en las delibera-
ciones. 
2. 1 Votarán en primer lugar los parientes y veci-
nos, formando acuerdo los votos de la mayoría absolu-
ta; y después votará separadamente el curador. 
3.a Si resultare empate en los votos de los parien-
tes y vecinos, lo dirimirá el pariente más próximo, y 
habiendo dos en igual grado, el de mayor edad. Pero 
si la junta se compusiere solamente de vecinos honra-
dos, prevalecerá el voto del de mayor edad. 
4.a Cuando el voto del curador no concuerde con 
el de la junta, prevalecerá el favorable al matrimonio. 
ART. 1936 (1935). Cuando los hijos legítimos ma-
yores de veintitres aílos y las hijas mayores de veinte, 
quisieren acreditar ante el Juez municipal la peticion 
de consejo á sus padres 6 abuelos para contraer ma-
trimonio, pedirán verbalmente á dicha Autoridad que 
haga comparecer al que deba prestarlo para que ma-
nifieste si lo da favorable 6 adverso. 
Se extenderán por escrito, tanto la comparecencia 
del que pida el consejo, como la del que deba darlo 6 
negarlo (1). 
ART. 1937 (1936). Si el requerido de presenta-
cion no compareciere, se le citará de nuevo; y si per-
sistiere en su desobediencia despúes de la tercera cita- 
(1) Según el art. 47 del Código civil, «los hijos mayores de edad 
(sin distinción de sexo) están obligados á pedir consejo al padre, y 
en su defecto A la madre. Si no lo obtuvieren, ó fuere desfavorable, 
no podrá celebrarse el matrimonio hasta tres meses después de hecha 
la petición». Este artículo ha sido modificado para las islas de Cuba 
y Puerto Rico por la ley de 24 de Agosto del presente año 1896, redu 
ciendo la mayor edad de veintitrés años, respecto á la obligación de 
pedir consejo A los padres, á la de veinte años para los varonfs, y 
diecisiete para las hembras, que sean naturales de aquellas Antillas. 
Y el art. 48, que no ha sufrido modificación, dice: «La licencia y el 
consejo favorable á la celebración del matrimonio deberán acreditarse, 
al solicitar éste, por medio de documento que haya autorizado un No 
tario civil ó eclesiástico, 6 el Juez municipal del domicilio del soli 
citante. Del propio modo se acreditará el transcurso del tiempo á que 
• 
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cion, se tendrá por dado el consejo favorable al matri-
monio. 
ART. 1938 (1937). En el caso de que el citado 
no pudiere comparecer por enfermedad II otro impedi- 
alude el articulo anterior, cuando inútilmente se hubiere pedido el 
consejo.n Lo mismo se hallaba dispuesto sobre este punto por el ar-
ticn!e 16 de la ley ya citada de 1862, aunque con relación solamente 
al consejo; y para facilitar el cumplimiento de esta disposición, se 
adicionaron en la presente ley los artículos 1936 al 1940, que estamos 
examinando, ordenando el procedimiento para los casos en que los 
interesados acudan ante el juez municipal de su domicilio, A fin de 
acreditar por este medio la petición del consejo y la contestación fa-
vorable ó adverva del que deba darlo. En estos artículos se refundie-
ron las aclaraciones hechas sobre la materia por Reales órdenes de 16 
de Diciembre de 1863 y 21 de Julio de 1866. Y aunque se ajustaron A 
la ley de 1862, como el Código civil ha concedido igual autorización 
A 4.8 jueces municipales, es indudable que queda vigente el procedi-
miento que en ellos se establece. 
Para aplicar dichos artículos, téngase presente que han sido mo-
dificados, como ya se ha dicho, en lo relativo A la edad que han de 
tener los hijos para estar obligados á pedir el consejo de sus padres 
para contraer matrimonio, y también en cuanto A los abuelos, que en 
elks se mencionan; pues conforme al Código, los hijos mayores res 
pectivamente de las edades antedichas sólo están obligados A pedir 
el consejo para el matrimonio al padre, y en su defecto A la madre, y 
nunca â los abuelos. Estas modificaciones no alteran el procedimiento, 
y éste es tan claro y expedito, que basta atenerse al texto de los ar-
tículos para aplicarlos rectamente. 
Indicaremos, por último, que el art. 48 del Código habla de la li-
cencia y del consejo favorable A la celebración del matrimonio: por con 
siguiente, también podrá acreditarse la concesión de la licencia 6 con-
sentimiento, compareciendo ante el juez municipal el padre 6 la per-
sona que deba darlo, por sf sola 6 acompañada del menor, levantándose 
acla de ello, autorizada por el juez y su secretario, y dando certifica-
ción de la misma al interesado para que lo acredite en el expediente 
matrimonial. Serla inútil acreditar del mismo modo la negativa del 
consentimiento, porque sin éste está prohibido en absoluto el matri-
monio. No así respecto del consejo, pues cuando éste es desfavorable, 
puede efectuarse el matrimonio tres meses después de haberlo solici-
tado, y de aquí la necesidad de acreditar la petición y la negativa en 
la forma que ordena la ley. 
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mento legítimo, el Juez municipal se trasladará á la  
casa ó local en que aquél se halle, para recibir su de-
claracion.  
ART. 1939 (1938). Comparecido el citado, se le 
 
instruirá de la petición del hijo 6 nieto, y se le reque-
rirá para que manifieste su consejo favorable 6 adverso 
 
al matrimonio, sin admitirle evasivas ni excusas de 
 
ninguna clase, bajo la prevencion de que en otro caso 
 
se entenderá dado el consejo favorable.  
ART. 1940 (1939). La respuesta que diere el padre 
 
6 abuelo, se consignará en el acta, de la que se dará 
 
copia certificada al menor para el uso de su derecho. 
 
ART. 1941 (1940). Cuando se hubiere pedido el  
consentimiento por la ausencia 6 ignorado paradero 
 
de los padres, abuelos 6 curadores testamentarios, si 
 
antes de otorgado se presentaren éstos, se sobreseerá 
 
inmediatamente en el expediente.  
Si su presentación, 6 la noticia de su paradero, tu-
viere lugar despues de otorgado el consentimiento, 
 
pero antes de celebrarse el matrimonio, el Juez anu-
lará aquél y recogerá el documento en donde conste,  
para que no produzca efecto alguno.  
ART. 1942 (1941). Lo dispuesto en el artículo an-
terior se practicará tambien, cuando la madre haya  
dado el consentimiento por la ausencia 6 ignorado pa-
radero del padre, 6 lo haya dado el abuelo 6 el curador  
testamentario, si cesa el impedimento de la persona á  
quien sustituyeron (1).  
(1) Creemos derogados virtualmente por el Código civil este ar-
tículo y el que le precede, como ya se ha dicho. Sin embargo, es tan 
 
racional y justo el principio en que se fundan, que no podrá menos 
 
de aplicarse, si ocurriera el caso, entre las personas á quienes autoriza 
 
el Código para dar los menores de edad el consentimiento para el 
 
matrimonio. Si lo hubiere dado la madre por la ausencia en ignorado 
 
paradero del padre, y éste comparece, ó se averigua su paradero, an-
tes de realizarse el matrimonio, es de sentido común que quede sin 
 
efecto el consentimiento dado por la madre, y se exija el del padre,  
en cumplimiento de la ley. s3^ . ; ^ :5 
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Petición ante el juez municipal del consejo para contraer matrimonio. 
Cuando el padre, 6 la persona a quien corresponda dar la licencia 6 
el consentimiento para el matrimonio de un menor, esté conforme en 
prestarlo, y le convenga hacerlo ante el juez municipal de su domicilio, 
conforme al art. 48 del Código civil, comparecerá espontáneamente por 
sí solo, 6 acompañado del menor, ante dicha autoridad para hacer la de-
claración, la que se consignará en un acta, que firmará con el juez y el 
secretario, dando certificación de ella al interesado para que lo acredite 
en el expediente matrimonial. 
En igual forma puede acreditarse la petición y dación del consejo 
cuando sea favorable al matrimonio, debiendo comparecer en un solo 
acto ante el juez municipal el hijo que lo pide y el padre ó la madre que 
lo da, consignándose todo en una sola acta ó diligencia. No mediando 
conformidad respecto del consejo, y no del consentimiento, se hará en 
la forma siguiente: 
Comparecencia del hijo. —En... (lugar y fecha): ante el Sr. D. N., 
Juez municipal de esta villa, y de mí el Secretario, compareció Juan Pérez 
y Ros, que expresó ser soltero, labrador, de esta vecindad, y de edad de 
veinticuatro años, hijo legítimo de José y de Antonia, y dijo: Que tiene 
proyectado contraer matrimonio con su convecina Josefa Calvo y Ruiz, 
viuda de N. (6 lo que sea); y necesitando para realizarlo acreditar que ha 
pedido consejo a su señor padre, como previene el art. 47 del Código ci-
vil, á este fin suplica al Sr. Juez se sirca acordar la comparecencia ante el 
mismo de Antonio Pérez y López, padre del recurrente, que vive en la 
calle de... núm..., y enterándole de esta petición, requerirle para que ma-
nifieste si le da su consejo favorable ó adverso para el matrimonio indi-
cado, extendiéndose en debida forma la declaración que prestare sobre 
olio, de la que se libre certificación al suplicante para el uso correspon-
diente. Y en su vista, el Sr. Juez accedió á esta solicitud, mandando se 
cite al referido Antonio Pérez y López para que comparezca personal-
mente dentro de segundo día (6 en el dta y hora que crea conveniente se-
¡atar) en la audiencia de este Juzgado al fi n antedicho. Asi lo acordó y 
fi rma con el compareciente, que quedó enterado de esta providencia, y 
de Ludo ello yo el Secretario certifico. (Firma entera del Juez de paz, del 
interesado y del Secretario.) 
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Citación al padre, ó en su caso á la madre, por medio de cédula, en 
la forma que ordena el art. 272 de la ley, y como puede verse en su for-
mulario (pág. 629 del tomo 4.°). 
Comparecencia y declaración del padre.—En... (lugar y Pecha): ante 
el Sr. D. N., Juez municipal de esta villa, compareció personalmente 
D. Antonio Pérez y López, labrador, de esta vecindad, á quien conozco, 
y enterado de la petición deducida por su hijo Juan Pérez y Ros en la 
comparecencia que precede, que le fué leida, requerido por el Sr. Juez 
para que manifieste y declare si da su consejo favorable ó adverso a su 
referido hijo para el matrimonio que intenta contraer con Josefa Calvo y 
Ruiz, dijo: Que.por justos motivos, que se reserva, considera que no 
conviene a su hijo dicho matrimonio, y por tanto su consejo es desfavo-
rable. (Si fuese favorable el consejo, se dirá: Que aunque no merece su 
completa aprobación dicho matrimonio, da su consejo favorable para que 
su hijo pueda realizarlo cuando lo tenga por conveniente.) Asi lo dijo, 
ratificándose en ello, leida que le fué esta declaración; y el Sr. Juez dió 
por terminado el acto, mandando se libre certificación de estas diligen-
cias á Juan Pérez y Ros para el uso que le convenga, y firma con el com-
pareciente, de que certifico. (Firma del Juez, del compareciente y del Se-
cretario.)  
Nota.—En el mismo día he librado copia certificada de estas diligen-
cias en un pliego de papel timbrado de dos pesetas, y la he entregado á 
Juan Pérez, como está mandado. (Media Jrma del Secretario.)  
Si no comparece el citado, lo acreditará el Secretario por diligencia, 
y a instancia verbal del hijo, el Juez municipal dictará providencia man-
dando citarlo por segunda vez; y si tampoco comparece, acordará que se 
le cite por tercera vez, bajo apercibimiento de que, si no comparece per-
sistiendo en su desobediencia, se tendrá por dado el consejo favorable al 
matrimonio. Si tampoco comparece, dictará el juez la siguiente 
Providencia.—En atención á que D. Antonio Pérez y López no ha 
comparecido después de la terrera citación, persistiendo en su desobedien-
cia, se tiene por dado el consejo favorable al matrimonio que sa hijo 
Juan Pérez y Ros trata de contraer con N , conforme se previene en el 
art. 4937 de la ley de Enjuiciamiento civil; y dese certificación de estas 
diligencias al interesado. Lo mandó, etc. 
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TITULO VI 
DEL MODO DE ELEVAR A ESCRITURA PÚBLICA EL TESTAMENTO 
Ó CODICILO HECHO DE PALABRA 
Las disposiciones de este título tienen por objeto, como su epí-
grafe lo indica, ordenar el procedimiento para elevar á escritura 
pública los testamentos hechos de palabra, cuando no han sido au-
torizados por notario. Se acomodó á lo que ordenaba la ley 1.", 
título 18, libro 10 de la Novísima Recopilación, entonces vigente, 
sobre la solemnidad de testigos necesarios en el testamento abierto 
ó nuncupativo. Pero esta ley, que permitía hacer testamento 
abierto, ú otra postrimera voluntad, ante cinco testigos idóneos, 
vecinos del lugar, sin escribano público, aunque Jo hubiere en el 
pueblo, y si no pudieren ser habidos cinco testigos ni escribano, 
ante tres testigos por lo menos, y las leyes del tít. 1.° de la Par-
tida 6.°, que declaraban las incapacidades para testificar en los 
testamentos, han sido derogadas por el Código civil, el cual ha 
dictado nuevas reglas sobre estos puntos, que es necesario tener 
presentes para aplicar el procedimiento establecido en este título, 
que queda vigente, como se declara en el art. 704 de dicho Código, 
en cuanto por él se ordena la forma de elevar á escritura pública 
los testamentos otorgados sin autorización de notario. 
El Código civil da el nombre de testamento, á todo acto por el 
cual una persona dispone de lo suyo para después de su muerte, 
incluyendo en esa denominación el codicilo, que nuestras leyes de 
Partida tomaron de las romanas, y que no era más que una adición 
al testamento, que debía otorgarse con las mismas formalidades, 
según la ley 2 â, tít. 18, libro 10 de la Novísima Recopilación. Es-
tablece el Código tres clases de testamento común: ológrafo, abierto 
y cerrado. Del primero y del tercero trataremos en el título si-
guiente, refiriéndose el actual sólo al abierto, que es aquel en que 
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cel testador manifiesta su última voluntad en presencia de las per-
sonas que deben autorizar el acto, quedando enteradas de lo que 
en él se dispone» (art. 679 de dicho Código). 
Por regla general, (el testamento abierto deberá ser otorgado 
ante notario hábil para actuar en el lugar del otorgamiento, y tres 
testigos idóneos que vean y entiendan al testador, y de los cuales 
uno, á lo menos, sepa y pueda escribir» (art. 694). Sblo se excep-
túan de esta regla los expresados en los arts. 700 y 701 del mismo 
Código, á saber: 1.° Cuando el testador se halle en peligro inmi-
nente de muerte; en cuyo caso puede otorgar el testamento ante 
cinco testigos idóneos, sin necesidad de notario: 2.° En tiempo de - 
epidemia; en cuyo caso puede también otorgarse testamento, sin 
intervención de notario, ante tres testigos mayores de dieciséis 
años, varones ó mujeres. Unicamente en estos dos casos puede em-
plearse el procedimiento que Be establece en este título para elevar 
á escritura pública el testamento hecho de palabra; pues cuando 
interviene notario, basta la autorización de éste, debiendo exten-
derlo en su protocolo, en la forma prevenida para esta clase de es• 
trituras, y queda, por tanto, prohibida la facultad que antes con • 
cedía la ley para otorgar testamento ante testigos solamente, sin 
necesidad de notario, aunque lo hubiere en el pueblo. 
Además de esta restricción, adopta el Código otras medidas 
para evitar las suplantaciones y abusos á que se prestaba esa clase 
de testamentos. Según el art. 702, en dichos dos casos se escribirá 
el testamento, siendo posible; y no siéndolo, valdrá, aunque los tes-
tigos no sepan escribir. Sobre este punto, tiene declarado el Tri-
bunal Supremo en sentencia de casación de 16 de Febrero de 1891, 
que la formalidad de la escritura, ordenada por dicho art. 702, de 
la que no cabe prescindir sino en el caso extremo de imposibilidad 
material, tiende á impedir que pueda falsearse la voluntad del tes• 
tador, y da al acto mayores garantías, y que en tal concepto la 
falta de ese importante requisito no puede menos de afectar á la 
validez del testamento, toda vez que, según prescribe el art. 687 
del mismo Código, será nulo el otorgado sin observarse las forma
- 
lidades establecidas para cada caso; y que el Código no distingue 
entre formalidades y solemnidades propias de los testamentos, 
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empleando indistintamente como sinónimas una y otra palabra. 
En el art. 703 ordena, que quedarán ineficaces dichos testa-
me ntos, pasados dos meses desde que el testador haya salido del 
peligro de muerte, 6 cesado la epidemia, y que cuando el testador 
falleciere en ese plazo, también quedará ineficaz el testamento, si 
dentro de los tres meses siguientes al fallecimiento no se acude al 
tribunal competente para que se eleve á escritura pública, ya se 
haya otorgado por escrito, ya verbalmente. Se previene, por úl-
timo, en el 704, que dos testamentos otorgados sin la autorización 
del notario, serán ineficaces si no se elevan á escritura pública y 
se protocolizan en la forma prevenida en la ley de Enjuiciamiento 
civil», dentro de los plazos antedichos. Además, según el art. 699, 
el testamento ha de practicarse en un solo acto, sin que sea lícita 
ninguna interrupción, salvo la que pueda ser motivada por algún 
accidente pasajero. El juez habrá de tener presentes estas disposi-
ciones y las demás que indicaremos en las notas de los artículos, 
para apreciar si concurren todos los requisitos que la ley exige 
para que tenga eficacia el testamento y  poder elevarlo á escritura 
pública por el procedimiento que en este título se ordena. 
También se empleará este procedimiento para elevar á escritura 
pública los testamentos especiales, llamados militar y marítimo, 
que pueden otorgarse en campaña ó navegación, ante un oficial y 
dos testigos, conforme á lo prevenido en los arts. 716, 718, 722 y 
727 del Código. 
Conforme á lo prevenido en el art. 12 del mismo Código, en 
Cataluña y Aragón serán válidos los testamentos que se otorguen, 
sin intervención de notario, en los casos y con las solemnidades 
establecidas por su derecho foral vigente. 
En Cataluña existen, autorizados por su derecho foral, los tes-
tamentos llamados sacramentales, que son los que, según el capí-
tulo 48 del privilegio Recognoscerunt Proceres, pueden otorgar los 
ciudadanos de Barcelona, manifestando su voluntad en presencia 
de dos ó más testigos. La solemnidad que les da validez, consiste 
en que éstos presten su juramento sobre el altar de San Félix 
mártir, hoy de Santa Cruz, de la iglesia de los Santos .Justo y 
Pastor de dicha ciudad, y declaren públicamente lo que vieron es- 
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cribir ú oyeron decir al testador con palabras claras y precisas ser 
su última voluntad, y su ánimo deliberado de testar en esa forma. 
El juez de primera instancia eleva á escritura pública ese testamento, 
llenando la solemnidad de recibir sobre el altar el juramento y 
la declaración de los testigos. 
No necesitan de dicha intervención judicial ni de la protocoli-
zación en los registros de un notario, para su validez y eficacia, los 
testamentos otorgados también en Cataluña conforme á la Real 
provisión de 29 de Noviembre de 1736, por la cual se autorizó á 
los curas, rectores ó sus tenientes, en el antiguo Principado de Ca-
taluña, para recibir y autorizar testamentos ó últimas voluntades, 
cada uno en su distrito ó feligresía, no habiendo en ella escribano 
real 6 numerario, sin otra solemnidad que la de concurrir al otor-
gamiento dos testigos idóneos, llamados al efecto, y extenderse el 
documento en el papel sellado correspondiente, como se declaró ps r 
Real orden de 15 de Diciembre de 1863, á consulta de la Sala de 
gobierno de la Audiencia de Barcelona, y por la Dirección general 
de los Registros en su resolución de 19 de Abril de 1893. 
En Aragón, conforme á su derecho foral, puede otorgarse tes-
tamento ante el párroco y dos testigos vecinos del lugar, á falta de 
escribano público ó potario, siendo la adveración requisito indis- . 
pensable para la validez del testamento. Según los fueros 1.° De 
tutoribus, 1.0 , 2.° y 3.° De testa;nentis, la adveración de tales tes-
tamentos debe hacerse públicamente á la puerta de la iglesia pa-
rroquial ante la justicia, leyéndose allí el testamento y recibiéndose 
el juramento al párroco y los testigos sobre la cruz y los Santos 
Evangelios, y su declaración de ser verdad lo contenido en la cé-
dula y que el testador les rogó dieran testimonio de ello. A este 
acto concurría un notario para levantar acta y elevar á escritura 
pública el testamento. 
Publicada la ley de Enjuiciamiento civil de 1855, ocurrió la 
duda de si tales testamentos debían elevarse á escritura pública 
por el procedimiento establecido en dicha ley, igual al de la actual, 
o si debía verificarse la adveración conforme á la práctica antigua 
y á lo ordenado por los fueros antes citados; y se empleaban una y 
otra forma, según la opinión del que promovía ó resolvía el expe- 
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diente. El Tribunal Supremo, en sentencia de casación de 20 de 
Marzo de 186G, sentó la doctrina de que la adveración era una so-
lemnidad indispensable, establecida por los fueros de Aragón, para 
la validez y firmeza de tales testamentos, y se declaró la nulidad 
de uno que había sido elevado á escritura pública en la forma or-
denada por dicha ley, sin haberse realizado su adveración conforme 
al fuero. Poco antes, en 7 de Abril de 1865, la Dirección general 
del Registro de la propiedad había resuelto lo contrario, denegando 
la inscripción de un testamento adverado conforme á los fueros. 
Para poner fin á estas dudas y cuestiones, se dictó y publicó 
por el Ministerio de Gracia y Justicia una Real orden en 4 de Fe-
brero de 1867, por la cual, fundándose en que la adveración era 
una solemnidad indispensable para la validez de los testamentos de 
que se trata, en la que no podía prescindirse de las formalidades 
prescritas por los fueros antes citados, como lo había declarado el 
Tribunal Supremo, y que no era incompatible con el procedimien-
to establecido en la ley de Enjuiciamiento civil para elevar á es-
critura pública los testamentos hechos de palabra, se dictaron va-
rias reglas para el cumplimiento de ambas disposiciones. Según 
ellas, la adveración de tales testamentos ha de practicarse, á ins. 
tancia de parte legítima, por el juez de primara instancia corres-
pondiente, el cual podrá dar comisión al juez municipal cuando 
haya de verificarse fuera de la cabeza del partido. Si el juez esti-
ma procedente la solicitud, acordará que se constituya el juzgado 
á la puerta de la iglesia parroquial, para llevar á efecto la advera-
ción, en el día y hora que señale, citando al párroco y testigos para 
que concurran con la cédula testamentaria, si no hubiere sido pre-
sentada. El acto de la adveración se verificará con las solemnida-
des prevenidas por los fueros y en la forma acostumbrada, dando 
fe el actuario del conocimiento del párroco y testigos del testa-
mento, y de la calidad de aquél; y si no los conoce, se presentarán 
dos testigos de conocimiento, como ordena la ley, haciéndose cons-
tar también la edad de aquéllos y su vecindad al otorgarse el tes-
tamento. Y si del acta de adveración resultan las circunstancias 
expresadas en el art. 1387 de aquella ley, que es el 1953 de la ac-
tual, el juez hará la declaración prevenida en dicho artículo, man- 
c 
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dando protocolizar el testamento, conforme á lo dispuesto en los 
dos siguientes. Estas mismas reglas habrán de observarse en la 
actualidad, puesto que con ellas ae armonizan el derecho foral de 
Aragón y el procedimiento establecido por la presente ley, que 
rige en todo el reino. 
Pasemos ya al examen de los artículos de este título, indican-
do, por último, que será juez competente para conocer de estos 
asuntos el del lugar en que se hubiere otorgado el testamento 
abierto que haya de elevarse á'escritura pública, come se ordena 
en la regla 22 del art. 63 de la presente ley. 
ART. 1943 (1942). Á instancia de parte legitima 
podrá elevarse a escritura pública el testamento hecho 
de palabra. 
ART. 1944 (1943). Se entiende ser parte legitima 
para los efectos del artículo anterior: 
1. 0 El que tuviere interés en el testamento. 
2.° El que hubiere recibido en él cualquier encar-
go del testador. 
3.° El que con arreglo á las leyes pueda represen-
tar sin poder, .á cualquiera de los que se encuentren 
en los casos que se expresan en los números ante-
riores. 
ART. 1945 (1944). Si al otorgar el testamento de 
palabra, se hubiere tomado nota 6 apunte de las dis-
posiciones del testador, se presentará con la solicitud 
dicha nota 6 memoria; se expresarán los nombres de 
los testigos que deban ser examinados, y el del notario 
si hubiere concurrido al otorgamiento y por cualquier 
causa no lo hubiere elevado a escritura pública, y se 
manifestará el interés legitimo que tenga el que pro-
mueve el expediente (1). 
(1) En este artículo, y lo mismo en los siguientes 1946, 1949, 1950 
y 1953, deben considerarse suprimidas, por carecer hoy de aplicación, 
las palabras que se refieren al Notario que hubiere concurrido al otor-• 
gamiento del testamento hecho de palabra y por cualquier causa no 
lo hubiere elevado á escritura pública. Esto no puede ocurrir después 
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ART. 1946 (1945). El Juez dictará providencia 
mandando comparecer á los testigos, y al notario en su 
caso, en el día y hora que señale, bajo apercibimiento 
de multa, y de las demás correcciones que la desobe-
diencia haga necesarias (1). 
-ART. 1947 (1946). No concurriendo al acto algu-
no de los que deban ser examinados, sin alegar justa 
causa que se lo impidiere, el Juez lo suspenderá; sería- 
. 
del Código civil, como se ha dicho en la introducción de este título. 
Si concurre notario hábil para actuar en aquel lugar, tiene el deber de 
autorizar el testamento elevándolo á escritura pública, como debe ha-
cerse por regla general; y si no está habilitado para actuar, podrá con-
currir como uno de los testigos del testamento, si tiene capacidad 
para ello, pero no con el carácter de notario. 
Se ha dicho también, que el testamento hecho por el que se halla 
en peligro inminente de muerte, 6 en tiempo de epidemia, únicos 
casos, además del militar y marítimo, en que el Código permite hacer 
testamento ante testigos, sin intervención de notario, ha de escribirse 
el testamento siempre que sea posible, como lo ordena el art. 702 del 
Código, y que el Tribunal Supremo ha declarado ser éste un requisito 
esencial 6 indispensable para la validez del acto, del que no se puede 
prescindir sino en el caso extremo de imposibilidad material, como 
sucederá cuando ninguno de los testigos sepa lo suficiente para escri-
bir lo que disponga el testador, ni éste pueda hacerlo por sí mismo, 6 
porque no db tiempo para ello la urgencia del caso. Siempre que se 
haya tomado nota ó apunte por escrito de las disposiciones del testa-
dor, debe presentarse con la solicitud para que se eleve á escritura 
pública; y si no hubiera sido posible escribirlo, se expresará en dicha 
solicitud la causa que lo impidió. En todo caso, como Be previene en 
el presente artículo, han de expresarse los nombres de los testigos 
que hubieren concurrido al otorgamiento de la disposición testamen-
taria que han de ser examinados, y el interés ó razón que tenga el 
que promueva el expediente para ser parte legítima en él, teniendo 
presente lo que á este fia ordena el art. 1944. 
(1) En la misma providencia en que se mande la comparecencia 
de los testigos en el día y hora que se seûale, ha de fijarse la cuantía 
de la multa con que se aperciba al que no comparezca ni alegue excu-
sa legitima, á fin de poder hacerla efectiva, como se ordena en el ar-
ticulo siguiente. La ley deja al prudente arbitrio del juez el determi-
nar dicha cuantfa. 
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lará el día y hora en que haya de tener lugar; man-
dará hacer efectiva la multa, y conminará al desobe-diente con mayor correccion en el caso de reinciden-
cia (1). 
ART. 1948 (1947). Cuando un testigo no compa-
reciere por hallarse enfermo 6 impedido, podrá pedir 
el interesado que se traslade el Juzgado á la casa del 
enfermo, para recibirle declaracion acto continuo de 
haber sido examinados los demás testigos. 
Cuando un testigo estuviere ausente del partido 
judicial, podrá solicitar que se le examine por medio 
de exhorto dirigido al Juez del pueblo de su residen-
cia actual (2). 
(1) Se deduce de este artículo que todos los testigos del testamento 
han de comparecer la vez ante el juzgado en el die y hora que se 
aefiale; tanto, que si no comparece alguno de ellos, debe el juez suspen• 
der el acto, haciendo nuevo sefialamiento de día y hora, y mandando 
que se haga efectiva la multa fijada en la providencia anterior, en 
que ha incurrido el que no haya comparecido ni alegado justa causa 
que se lo impidiera, y conminándole con mayor corrección en el caso 
de reincidencia. Esta mayor corrección podrá ser una multa más grave 
que la anterior, y la formación de causa por desobediencia grave. Al 
exigir la ley que todos los testigos comparezcan en un mismo acto, se 
propone, sin duda, evitar confabulaciones, y no el que sean examina-
dos á la vez, puesto que en el art. 1949 ordena que lo sean separada-
mente, y de modo que no tengan conocimiento de lo declarado por 
los que les hayan precedido. Si el testigo, que tenga su residencia en 
la cabeza del partido, se hubiere excusado de comparecer por hallarse 
enfermo 6 impedido, y el actor pide que se traslade el juzgado á la 
casa del enfermo para recibirle la declaración, conforme á lo preveni-• 
do en el art. 1948, no debe suspenderse el acto: se examinarán los tes-
tigos que hayan comparecido, y acto continuo se trasladará el juzgado 
š la casa del enfermo y le recibirá la declaración. Y lo mismo habrá 
de practicarse cuando algún testigo se halle ausente, y pida el actor 
que se le examine por medio de exhorto, conforme á dicho artículo. 
Si el actor deduce cualquiera de dichas pretensiones en el acto de la 
comparecencia, podrá hacerlo verbalmente, consignándose en el expe-
diente. 
(2) Sobre el primer párrafo de este artículo, véase la nota anterior. 
El párrafo 2. 0 se refiere al caso en que algún testigo se halle ausente 
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ART. 1949 (1948). Los testigos, y el notario en su 
caso, serán examinados separadamente, y de modo que 
no tengan conocimiento de lo declarado por los que 
les hayan precedido. 
El actuario dará fé de conocer á los testigos. 
Si no los conociere, exigirá la presentación de dos 
testigos de conocimiento. 
ART. 1950 (1949). Tambien deberá acreditarse, si 
no constare por notoriedad, la calidad del notario del 
otorgamiento en los casos en que hubiere concurri-
do (1). 
ART. 1951 (1950). Cuidará el Juez, bajo su res- 
ponsabilidad, de que se exprese en las declaraciones 
del partido judicial, permitiendo que se le examine por medio de ex-
horto, si lo solicita el interesado. Pero puede suceder que el testigo 
ausente no se halle fuera del partido judicial, sino dentro de él, en un 
pueblo del mismo, que no sea la cabeza del partido, y que no pueda 
comparecer por estar enfermo 6 impedido: creemos que el testigo que 
Be halle en ese caso podrá ser examinado por medio de carta orden ó 
despacho dirigido al juez municipal de su residencia, conforme á lo 
prevenido en el art. 254 de esta ley. Y puede ocurrir también, que por 
haberse otorgado el testamento en un pueblo que no sea el de la ca-
beza del partido, residan allí todos los testigos: en tal caso, que es 
bastante frecuente, si el juez de primera instancia no puede trasla-
darse á aquel pueblo, á instancia del actor podrá dar comisión al juez 
municipal correspondiente para el examen de todos los testigos, con-
forme también á la disposición antes citada. En todos los casos en que 
los testigos del testamento, 6 alguno de ellos, sean examinados por 
medic 
 de exhorto ó despacho, el juez comisionado deberá cuidar, bajo 
su responsabilidad, de que se cumpla lo que previenen los artículos 
1949, 1951 y 1952, y no podrá dictarse la resolución definitiva mien-
tras no se reciba cumplimentado el exhorto Ó despacho. 
(1) Este artículo ha quedado sin aplicación á los testamentos 
abiertos, otorgados conforme al Código civil. Al adverar loe que se 
otorguen en Aragón ante el párroco y dos testigos, conforme á sus 
fueros, debe acreditarse, si no constare por notoriedad, la calidad del 
párroco del otorgamiento, como se mandó por la Real orden de 4 de 
Febrero de 1867, aplicando al párroco lo que se dispone en este ar-
tículo respecto del notario. 
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la edad de los testigos y el lugar en que tuvieren su 
vecindad al otorgarse el testamento (1). 
ART. 1952 (1951). Cuando la voluntad del testa-
dor se hubiere consignado en alguna cédula ó papel 
privado, se pondrá de manifiesto á los testigos para 
que digan si es la misma que se les leyó, y si recono-
cen por legitimas sus respectivas firmas y rúbricas, en 
el caso de haberlas puesto. 
(1) Según la legislación vigente al publicarse la ley de Enjuicia-
miento civil, era requisito indispensable para la validez de los testa-
mentos, que los testigos fuesen varones, mayores de catorce afios, 
y vecinos del lugar del otorgamiento; y por esto, el articulo que esta-
mos examinando impuso al juez la obligación, bajo su responsabili-
dad, de que se exprese en las declaraciones la edad de los testigos y 
el lugar en que tuvieran su vecindad al otorgarse el testamento. Pero 
el Código civil ha modificado esos dos requisitos: según los números 
1.0, 2.0 y 3.0 de su art. 681, no pueden ser testigos en los testamentos 
las mujeres en absoluto, ni loe varones menores de edad, 6 sea meno 
res de veintitrés afios, salvo la excepción que establece el art. 701 para 
los testamentos hechos en caso de epidemia, en los que pueden ser 
testigos los mayores de dieciséis afios, sean varones ó mujeres; y tam-
poco pueden serlo los que no tengan la calidad de vecinos 6 domicilia-
dos en el lugar del otorgamiento, salvo también lo ordenado sobre 
este punto para el testamento militar y el marítimo. El Código ci-
vil no define la vecindad, y respecto del domicilio dice en su art. 40, 
que el de las personas naturales es el lugar de su residencia habitual; 
circunstancia que también exige para la vecindad la ley Municipal 
vigente, además de la de hallarse inscrito en el padrón de vecinos del 
pueblo, reconociendo ambas clases de habitantes y afiadiendo en  su 
art. 13, que el que tuviere residencia alternativa en varios pueblos, 
optará nor la vecindad en uno de ellos. Concediendo, pues, el Código, 
de acuerdo con la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supre-
mo, como puede verse en las sentencias de 31 de Diciembre de 1890 
y 20 de Febrero de 1893, capacidad para ser testigos de los testamen-
tos, no sólo á los vecinos, sino también á los domiciliados con resi-
dencia habitual en el lugar del otorgamiento; las preguntas que el 
juez deberá hacer á los testigos, para dar cumplimiento al presente 
articulo y á lo que el Código ordena, será sobre la edad que tenga el 
declarante, y sobre el lugar en que tenía su vecindad 6 su domicilio 
con residencia habitual al otorgarse el testamento, consignáñdose en 
la declaración lo que conteste sobre uno y otro extremo. 
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ART. 1953 (1952). Resultando clara y terminan-
temente de las declaraciones de los testigos: 
1. 0 Que el testador tuvo el propósito serio y deli-
berado de otorgar su última disposicion (1); 
2.° Que los testigos, y el notario en su caso, han 
oido simultáneamente (2) cle boca del testador todas 
las disposiciones que quería se tuviesen como su última 
voluntad, bien lo manifestase de palabra, bien leyendo 
6 dando á leer alguna nota 6 memoria en que se con-
tuviese; 
3.° Que los testigos fueron en el número que exige 
la ley, segun las circunstancias del lugar y tiempo en 
que se otorgó, y que reunen las cualidades que se re-
quiere para ser testigo en los testamentos (3); 
(1) No basta que el testador manifieste á los testigos su intención 
de hacer testamento aplazando su otorgamiento: es preciso que mani-
fieste su propósito serio y deliberado de otorgarlo en aquel acto, á 
cuyo fin ha llamado á los testigos, debiendo consignarse en sus decla-
raciones lo que estos digan sobre ese particular. 
(2) Simultáneamente, ó sen un solo acto, sin que sea lícito ningu• 
na interrupción, salvo la que pueda ser motivada por algún accidente 
pasajero», como lo ordena el art. 699 del Código civil. No es válida la 
manifestación que el testador haga de su última voluntad é cada uno 
de los testigos en particular: es indispensable que haga esa manifesta-
ción simultáneamente, ó en un solo acto, á todos los testigos reunidos 
al efecto. Puede hacerla de palabra, ó por escrito, leyendo en este 
caso por sí mismo, ó dando á leer á cualquiera de los concurrentes, á 
su presencia y la de los testigos, la nota ó memoria que contenga las 
disposiciones que quiere se tengan por su última voluntad; pero en 
todo caso han de oir los testigos de boca del testador, viéndolo y en-
tendiéndolo, que lo contenido en el escrito ó manifestado de palabra 
es su testamento. A continuación de la nota ó memoria, deberá ha• 
cerse constar el otorgamiento y su fecha, firmando el testador y los 
testigos que sepan y puedan hacerlo. Si el testamento fué de pala-
bra, deberá escribirse en el acto, siempre que sea posible, como lo 
ordena el art. 702 del Código, firmándolo los que sepan y puedan. El 
juez cuidará también de que todas esas circunstancias resulten de 
las declaraciones de los testigos, y en su caso las causas que impidie-
ron escribir el testamento. 
(3) El número y la capacidad de los testigos pertenecen á la solem- 
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El Juez declarará testamento lo que de dichas de-
claraciones resulte, con la calidad de sin perjuicio de 
tercero, y mandará protocolizar el expediente. 
ART. 1954 (1953). Cuando resultare alguna di-
vergencia en las declaraciones de los testigos, el Juez 
aprobará como testamento aquello en que todos estu-
vieren conformes. 
Si la última voluntad se hubiere consignado en cé-
dula presentada é escrita en el acto del otorgamiento, 
se tendrá como testamento lo que de ella resulte, siem- 
nidad del testamento, tanto, que éste será ineficaz y no podrá elevarse 
A escritura pública, si no hubieren concurrido al otorgamiento testigos 
idóneos en el número que exige la ley para cada caso, sin que pueda 
suplirse la falta con otros testigos que hubieren presenciado el acto, 
ni apreciarse la prueba conforme á las reglas de la sana crítica, como 
es de jurisprudencia constante y tiene declarado el Tribunal Supremo 
en sentencias de 26 de Septiembre de 1862, 22 de Octubre de 1864 y 
otras; por esto, el encargo que se hace al juez en este número, de exa 
minar si loe testigos fueron en el número que exige la ley para el caso 
de que se trate, y si reunen las cualidades que se requieren para ser 
testigos en loe testamentos. Aunque concurran en número suficiente, 
al alguno de ellos no reune estas cualidades, 6 fallece antes de rendir 
su declaración ante el juez, quedará sin eficacia el testamento, á no 
ser que por haber concurrido al otorgamiento mayor número del ne-
cesario, quedase el de capaces 6 idóneos exigido por la ley, como tam-
bién lo declaró el Tribunal Supremo en sentencia de 14 de Junio de 
1864. Ya se ha dicho que la falta de éstos no puede suplirse con otros 
que no consten como testigos en la nota escrita, 6 que accidentalmen-
te hayan presenciado el acto. En cuanto el número, véase la introduc-
ción de este titulo, en la que hemos indicado el número de testigos 
idóneos que son necesarios en cada uno de los testamentos, que pue-
den otorgarse sin intervención de notario; y respecto de la capacidad, 
véanse los artículos 681 y 682 del Código, que determinan taxativa-
mente la incapacidad absoluta y la relativa para ser testigos en los 
testamentos; de suerte que serán capaces é idóneos los que no se ha 
lien comprendidos en las prohibiciones de dichos artículos, teniendo 
presente que, según el 683, «para que un testigo sea declarado inhá-
bil, es necesario que la causa de' su incapacidad exista al tiempo 
de otorgarse el testamento». 
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pre que todos los testigos estén conformes en que es 
el mismo papel que se escribió ó presentó en aquel 
acto, aun cuando alguno de ellos no recuerde cualquie-
ra de sus disposiciones (1). 
ART. 1955 (1954). La protocolizacion se hará en 
los registros del notario de la cabeza del partido; y si 
hubiere más de uno, en el que designe el Juez. 
(1) En este articulo y en el que le precede se dictan reglas, á las 
que debe sujetarse el juez, para la resolución definitiva de los expe• 
dientes de que se trata. Ordenásele que se ajuste á lo que resulte de 
las declaraciones de los testigos que autorizaron el acto, porque ellas 
constituyen la esencia y solemnidad de los testamentos hechos de 
palabra sin intervención de notario: por consiguiente, no puede admi 
tirse ni apreciarse ningún otro medio de prueba, fuera de la certifica-
ción del fallecimiento del testador, que es indispensable. Los testigos 
deben haber consignado en sus declaraciones, no sólo lo que el testa 
dor hubiere dispuesto como su última voluntad, sino tambiéu si se 
llenaron todos los requisitos y formalidades que la ley exige para la 
validez del acto, á cuyo fin el juez les habrá hecho las preguntas con-
ducentes á consignar los extremos expresados en los tres números 
del art. 1953 y en el 1951, explicados en sus notas. También deberá 
resultar si conocían al testador y si le consideraron en su cabal juicio, 
pues aunque la ley no ordena que se les hagan estas preguntas; deben 
hacerse en virtud de lo que previenen los artículos 663 y 685 del Có-
digo. Y si no hubiere sido posible escribir el testamento como lo 
exige el art. 702, expresarán la causa que lo hubiere impedido. Cuando 
de las declaraciones de los testigos resulte haberse omitido alguno de 
esos puntos esenciales, ó que el actuario no ha dado fe de conocer á 
alguno de los testigos, sin haberse presentado los dos testigos de cono-
cimiento, ó que falta alguna otra de las formalidades exigidas por 
la ley, el juez acordará de oficio la subsanación de la falta antes de 
dictar su resolución definitiva. 
Recibidas las declaraciones de los testigos, el actuario pasará el 
expediente al estudio del juez, el cual, sin necesidad de providencia 
llamando los autos A la vista, ni de ninguna otra actuación, lo exami 
nará, y subsanadas, en su caso, las faltas esenciales que se hubieren 
cometido, dictará sin dilación por medio de auto la resolución definiti-
va que estime procedente. Si están conformes los testigos, declarará el 
juez testamento lo que resulte de sus declaraciones ó de la cédula 
presentada por el testador, ó escrita en el acto del otorgamiento, que 
aquéllos hayan reconocido, cuya declaración hará con la calidad de 
FORMULARIOS DEL TITULO VI 
Para elevar á escritura pública el testamento hecho de palabra. 
Escrito.—Al Juzgado de primera instancia.—D. N., vecino de esta 
villa, con cédula personal, etc., ante el Juzgado parezco en acto de juris-
dicción voluntaria, y como mejor proceda, digo: Que mi tío H. falleció 
en esta villa el día 3 de Septiembre último, del cólera morbo asiático, 
cuya epidemia reinaba entonces en esta población, y de la que no se vió 
sin perjuicio de tercero, y mandará protocolizar el expediente en Ios 
registros del notario que designe, conforme al art. 1955. Cuando se 
haya escrito el testamento, se tendrá por tal, siempre que todos los 
testigos estén conformes en que el papel unido á los autos es el mis-
mo que se escribió 6 presentó en el acto del otorgamiento, aunque al-
guno de ellos no recuerde alguna de sus disposiciones. Si resultare 
divergencia en las declaraciones de los testigos, se aprobará como tee-
tamento aquello en que todos estuvieren conformes. Pero si la diver-
gencia es tal, que no resulta la conformidad absoluta sobre ninguna de 
las disposiciones del supuesto testamento, no puede éste ser aprobado 
y se declarará no haber lugar á elevarlo á escritura pública. Se han 
adicionado en la nueva ley estas declaraciones para resolver las dudas 
que antes ocurrían en la práctica. 
Cuando la resolución sea negativa, y por tanto, contraria al que 
hubiere promovido el expediente, podrá éste apelar de ella en ambos 
efectos, conforme al art. 1819, que es de aplicación general á los actos 
de jurisdicción voluntaria. Pero si la resolución fuere favorable al tes-
tamento, creemos que no cabe contra ella el recurso de apelación y 
que desde luego debe llevarse á efecto la protocolización del testa- 
mento, sin admitirse ninguna oposición, como para casos análogos lo 
previenen el art. 1965 de la ley y el 93 del Código. Por eso se hace la 
declaración, sin perjuicio de tercero: el que tenga interés en impugnar-
la, podrá pedir en el juicio declarativo correspondiente la nulidad del 
testamento, después de aquella declaración, pues antes no hay legal-
mente tal testamento, ni motivo para un litigio sobre en nulidad ó in-
eficacia, ya se funda en no haberse guardado en su otorgamiento todas 
las formalidades 6 requisitos que la ley exige para su validez, ya en 
cualquier otra motivo. 
• 
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libre hasta últimos de Octubre próximo pasado, como es público y no-
torio. Al notarse Il. con los primeros síntomas de dicha enfermedad, y 
hallándose en su cabal juicio, hizo llamará sus convecinos A.,  B. y C., 
y ante ellos otorgó su testamento, que fué escrito en el acto por el tes-
tigo A. en un pliego de papel común, y firmado por el testador y dos de 
los testigos, y no por el otro, porque no sabe firmar, cuya cédula presento 
con este escrito, como también la certificación de defunción del testador. 
(Si no hubiera sido posible escribir el testamento, se expresará así, ma-
nifestando la causa que lo impidió; en este caso se consignará en el es-
crito todo lo que hubiere dispuesto el testador, 6 se referirá á lo que de-
claren los testigos.) 
Es válido este testamento, porque, además de que se hallaba el testa-
dor en su cabal juicio, fué otorgado con las formalidades que para el 
caso de epidemia previene el art. 704 del Código civil, sin que concurran 
en los testigos ninguna de las incapacidades que se determinan en los ar-
tículos 684 y 682 del mismo Código; y para que sea eficaz, es necesario 
elevarlo á escritura pública y protocolizarlo en la forma prevenida en la 
ley de Enjuiciamiento civil, como se ordena en el art. 704 de aquel 
cuerpo legal. A este fin, como parte legítima, por ser uno de los testa-
mentarios (6 lo que sea), y dentro del plazo de tres meses que señala el 
art. 703 de dicho Código, acudo á este Juzgado, por ser el competente 
según la regla 22 del art. 63 de la ley antes citada. Por tanto, y de 
conformidad con lo que la misma ordena en sus artículos 1943 y si-
guientes, 
Suplico al Juzgado, que habiendo por presentado en tiempo este escrito 
con la cédula testamentaria y correspondiente papel de reintegro y la 
certificación de defunción del testador, y á mí por parte legitima para 
deducir esta pretensión, se sirva mandar que al tenor de dicha cédula 
(ó del presente escrito) sean examinados en legal forma los testigos antes 
indicados (6 bien, en su caso, sean examinados para que declaren cuál fué 
la última disposición que en forma de testamento hizo ante ellos D. 11.), 
haciéndoles comparecer este fin en el día y hora que el Juzgado tenga 
á bien señalar; y resultando de sus declaraciones el propósito deliberado 
del testador de otorgar su última disposición, y que la oyeron de boca 
del mismo y en un solo acto, con lo demás prevenido en los artículos 4954 
y 4953 de la citada ley de Enjuiciamiento, declarar testamento del fina-
do D. II. lo que de dichas declaraciones resulte, sin perjuicio de ter-
cero, mandando protocolizar el expediente en la notaría que correspon-
da, y que se den á los interesados las copias y testimonios que pidieren; 
pues así procede en justicia, que pido. (Lugar, fecha y firma del intere-
sado, y de letrado si se quiere.) 
Providencia.—Por presentado con los documentos que se acompa- 
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ban, teniéndose por parte legitima á D. N.; procédase en debida forma al 
examen de los testigos, como se solicita, haciéndolos comparecer para 
ello en el dia tantos, á tal hora, bajo la multa de diez pesetas (ó la que el 
Juez estime), y hecho, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación a la parte en la forma ordinaria. 
Diligencia de haberse requerido al alguacil para que cite y haga 
comparecer á los testigos en el dia y hora señalados, entregándole al 
efecto el actuario las correspondientes cédulas, conforme á lo prevenido 
en el art. 273. (Véase el formulario en la pág. 629 del tomo i. °) 
Diligencia sobre la comparecencia de los testigos.—Doy fe de que, ha-
biendo comparecido en el Juzgado á la hora señalada todos los testigos 
que deben ser examinados en este expediente, de orden del Sr. Juez 
han sido colocados en una habitación separada del despacho de S. S., con 
las precauciones necesarias para que los que se vayan examinando no 
puedan comunicar con los restantes, á fin de que éstos no tengan cono-
cimiento de lo declarado por aquéllos, encargando al alguacil N. la vigi-
lancia y cumplimiento de esta disposición. Y para que conste, lo acredito 
por la presente, que firmo con dicho alguacil en... (Lugar, fecha y firma 
del alguacil y Escribano.) 
Declaración de un testigo.—En... (lugar y fecha), ante el Sr. Juez de 
primera instancia compareció el testigo que dijo llamarse D. José Mas 
y Ruiz, casado, maestro de escuela, de edad de treinta años, vecino de 
esta villa, como lo era también al otorgarse el testamento de que se tra-
ta, á quien yo el Escribano conozco, de que doy fe, y después de haber 
prestado el correspondiente juramento, que el Sr. Juez le recibió en debida 
forma, preguntado al tenor de lo mandado, dijo: Que en el die tantos, á 
tal hora, fué llamado á casa de su convecino D. Pedro Ros y Mora, a 
quien conocía hace años, que vivía en la calle de..., núm..., adonde concu-
rrieron también B. y C. (los demás testigos, expresándolos por sus nom-
bres y apellidos); que reunidos los tres, fueron introducidos en la habita-
ción donde se hallaba el D. Pedro Ros, enfermo en cama, atacado de la 
epidemia del cólera morbo asiático, entonces reinante en esta población, 
pero al parecer en el pleno ejercicio de sus facultades intelectuales, el 
cual les manifestó que quería hacer testamento por si Dios le llamaba á 
juicio, y que á este fin les rogaba fuesen testigos de lo que iba a disponer 
como su última voluntad: que enseguida dijo y ordenó lo que tuvo por 
conveniente, y el declarante (ó quien fuese) fué escribiéndolo en un 
pliego de papel común, y habiéndolo leído acto continuo a presencia de 
los concurrentes, manifestó el testador que estaba conforme, y que 
aquello era su última voluntad, y lo firmó con el declarante y B., y no el 
otro testigo por no saber; cuyo papel conservó el declarante en su poder, 
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por encargo del mismo testador, hasta que, fallecido éste, lo entregó á 
an heredero (6 lo que sea). En este estado, por disposición del Sr. Juez, 
yo el Escribano lei y puse de manifiesto al testigo la cédula testamenta-
ria obrante al folio... de estos autos, y enterado, dijo: Que es la misma 
de que ha hecho referencia anteriormente, reconociendo por suya la firma 
con su nombre puesta al pie de ella; que su contenido es exactamente lo 
que dispuso y ordenó el D. Pedro Ros como su testamento y última vo-
luntad, y que todo lo oyó el declarante, simultáneamente con los otros 
dos testigos, de boca del mismo testador, y pasó en un solo acto, sin que 
fuera interrumpido por ningún accidente: que no es pariente del here-
dero, ni tiene incapacidad para ser testigo de dicho testamento. Y que lo 
dicho es la verdad, bajo el juramento prestado; leida que le fué esta de-
claración (ó después de haberla leido por si mismo) se afirmó y ratificó 
en ella, firmándola (si sabe) con el Sr. Juez, de todo lo cual doy fe. (Me-
dia firma del Juez, y entera del testigo y.Escribano.) 
En igual forma se extenderán las demás declaraciones. 
Si algún testigo no fuese conocido del Escribano, se le exigirá la 
presentación de dos testigos de conocimiento, haciéndolo constar en la 
misma declaración. 
Cuando no haya cédula testamentaria 6 escrito á que referirse, en la 
declaración de cada testigo se consignará lo que manifieste haber dis-
puesto el testador como su última voluntad, procurando, para mayor 
claridad, seguir un mismo orden en todas las declaraciones. 
Recibidas las declaraciones de los testigos, el Juez examinará los au-
tos, y si resulta clara y terminantemente lo que previene el art. 4953, y 
que se han llenado todas las formalidades legales, dictará el siguiente 
Auto. —En... (lugar y fecha), el Sr. D..., Juez de primera instancia de 
la misma y su partido, en vista de este expediente de jurisdicción volun-
taria instruido a instancia de D. N. para elevar á escritura pública el tes-
tamento hecho de palabra por D. Pedro Ros y Mora: 
Resultando que dicho D. Pedro Ros, vecino que era de esta villa, ha 
liándose enfermo en cama, atacado de la epidemia del cólera morbo asiá-
tico, entonces reinante en esta población, pero en su cabal juicio al pare-
cer, en tal dia hizo testamento de palabra ante los testigos A., B. y C., 
vecinos todos de esta misma villa y hábiles para el acto: 
Resultando clara y terminantemente de las declaraciones contestes de 
dichos tres testigos, que el referido testador tuvo el propósito deliberado 
de hacer su última disposición, ordenando como tal lo que se consignó 
en la cédula obrante al folio... de este expediente, la cual fué escrita en 
el acto por uno de ellos, y todos han reconocido que su contenido es exac-
tamente lo mismo que el D. Pedro Ros dispuso como su testamento y ut- 
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tima voluntad á presencia de los mismos y en un solo acto, habiéndolo 
oído todos ellos de boca del propio testador, a quien conocían: 
Resultando que éste falleció el dia tantos en esta misma villa de la en-
fermedad epidémica antes mencionada, y que se ha promovido este expe 
diente dentro de los tres meses siguientes á su fallecimiento: 
Considerando que D. N. es parte legítima para promover este expe - 
diente, por ser el heredero instituido en el testamento de que se trata (4 
lo que sea):  
Considerando que al otorgamiento de dicho testamento concurrieron 
los tres testigos exigidos por el art. 701 del Código civil para el caso de 
epidemia, con las cualidades que el mismo establece; que se escribió el tes-
tamento, y se ha promovido este expediente dentro de los tres meses si-
guientes al fallecimiento del testador, llenándose los requisitos exigidos 
por los artículos 703 y 703 del mismo Código, y que resulta todo lo de-
más que previene el art. 1953 de la ley de Enjuiciamiento civil: 
Dijo: Que debía declarar y declaraba testamento del finado D. Pedro 
Ros y Mora lo que resulta de la cédula presentada al folio..., reconocida y 
confirmada por las declaraciones de los tres testigos antes mencionados, 
entendiéndose esta declaración sin perjuicio de tercero, y mandando se 
protocolice este expediente en el registro de D. N., único Notario de esta 
villa (ó en el que corresponda), por cuyo Notario se darán á los interesados 
las copias y testimonios que pidieren y fueren de dar. Y por este su auto 
así lo proveyó, mandó y firma dicho Sr. Juez, de que doy fe. 
 (firma en-
tera del Juez y del Escribano.) 
Notificación á la parte que promovió el expediente. 
Para la protocolización, se pondrá nota en el expediente de haberlo 
entregado con ese objeto al notario, firmando éste el recibo en el testi-
monio de resguardo, que ha de conservar en su oficio el escribano ac-
tuario. 
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TITULO VII 
DE LA APERTURA DE TESTAMENTOS CERRADOS 
Y PROTOCOLIZACIÓN DE LAS MEMORIAS TESTAMENTARIAS 
I.—Testamentos cerrados. 
Se llama testamento cerrado el que, escrito por el mismo testa-
dor, ó pur persona de su confianza, lo presenta aquél en pliego ce-
rrado ante el notario y testigos, declarando ser su última voluntad 
lo que en dicho pliego se contiene. Las leyes 1.a y 2.a, tít. 1.°, 
Partida (I.a, autorizaron esta clase de testamentos hechos en poPi-
dad, de modo «que non sepan ninguno de los testigos lo que es 
escrito en él», y determinaron minuciosamente las formalidades con 
que debían otorgarse, una de ellas que concurrieran siete testigos 
llamados y rogados. La ley 3.a de Toro (2 a, tít. 18, libro 10, No-
vísima Recopilación) modificó aquellas formalidades, pero exigiendo 
también la concurrencia de siete testigos con escribano, todos los 
cuales habían de firmar con el testador encima de la cubierta del 
testamento, y si alguno no sabía ó no podía, que los unos firmasen 
por lus otros, de manera que fuesen ocho firmas, además del, signo 
del escribano. 
La forma especial de estos testamentos hace indispensable su 
apertura, luego que fallezca el testador, para poder conocer su 
última voluntad y darla el debido cumplimiento. Con este objeto se 
dictaron las leyes del tit. 2.° de la Partida G.a, que, en cuanto se 
rtfieren al procedimiento, quedaron derogadas por la ley de En-
j„iciamiento civil de 1855, la cual, aceptpndo la práctica general-
mente admitida, dictó en el título 12 de su segunda parte las reglas 
quo estimó convenientes para la apertura de dichos testamentos, 
umo lo ha hecho también la actual en el presente título, aumen-
3..udo las precauciones para asegurarse de la legitimidad del tes- 
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tamento, y dando reglas más minuciosas para su apertura y proto-
colización; siendo de notar en todas estas leyes el laudable propó-
sito de evitar las falsificaciones y fraudes, á que tanto se prestan 
los testamentos de esta clase. También contribuyó á este fin la ley 
del Notariado de 28 de Mayo de 1862, al ordenar por primera vez 
en su art. 34, que los notarios llevarán un libro reservado, en que 
insertarán, con la numeración correspondiente, copia de la carpeta 
de los testamentos cerrados cuyo otorgamiento hubieren auto-
rizado. 
El Código civil autoriza también los testamentos cerrados, 
dando reglas muy detalladas sobre la forma en que han de escri-
birse y otorgarse, como puede verse en sus arts. 706 y 707. La 
novedad más importante que introduce, es la de reducir á cinco 
testigos idóneos el número de siete que antes era necesario para el 
otorgamiento, además del notario, y sin exigir que aparezcan en 
la cubierta las firmas de todos, firmando unos por otros, sino que 
bastan las de los que sepan y puedan firmar, que han de ser tres 
por lo menos, y si el testador no sabe ó no puede, ha de firmar en 
su nombre uno de los testigos instrumentales ú otra persona desig-
nada por el mismo, haciendo constar en el acta esta circunstancia r 
 como también el lugar, hora, día, mes y año del otorgamiento. No 
se permite hacer testamento cerrado á los ciegos, ni á los que no 
sepan ó no puedan leer; pero sí á los sordomudos y á los que no 
puedan hablar, siempre que lo escriban por sí mismos y con los 
demás requisitos que se determinan en el art. 709. Y se ordena en 
el 714, que «para la apertura y protocolización del testamento ce-
rrado, se observará lo prevenido en la ley de Enjuiciamiento civil». 
Queda, por tanto, vigente la primera parte del presente título, ó 
sean los arts. 1956 al 1968, que deberán observarse, ahora lo mismo 
que antes, para la apertura y protocolización de los testamentos 
cerrados, armonizándolos con lo que ordena el Código en la forma 
que indicaremos al examinarlos. 
Téngase presente que la ley sobre el Timbre del Estado, refor- 
mando la de Septiembre de 1892, publicada por Real decreto de '25 
de Septiembre de 1896, en su art. 20 dispone lo siguiente: «Lleva• 
•rán timbre de 50 pesetas, clase 3.' 1% 1.° Los testamentos cerrados que 
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se protocolicen después de su apertura, además del timbre suelto de 
igual valor que debe tener su carpeta, el que será inutilizado con su 
rúbrica por el notario autorizante.» Se refiere al primer pliego 
de las copias de dichos testamentos, el que 'deberá llevar el timbre 
de 50 pesetas. El testamento original habrá de reintegrarse con 
un timbre de 2 pesetas por cada pliego, por ser este el timbre que 
debe emplearse en las actuaciones de jurisdicción voluntaria, y no 
haberse hecho excepción, aunque más regular sería el timbre de 
una peseta que, para protocolizar las particiones de bienes, se se-
ñala en el núm. 3.° del art. 174 de dicha ley. 
Y en cuanto á competencia, corresponde al juez de primera 
instancia del lugar en que se hubiere otorgado el testamento ce-
rrado, el conocimiento de las diligencias para su apertura, según 
la regla 22 del art. 63 de la presente ley. 
II.—Mevnorias testamentarias. 
De ellas trata este titulo en  su segunda parte, que comprende 
los arts. 1969 al 1979, ordenando el procedimiento para comprobar 
su identidad y protocolizarlas. Por memoria testamentaria se en-
tiende el escrito simple á que se refiere el testador en su testamento, 
ordenando se tenga como parte del mismo. En nuestro derecho 
antiguo no se encontraba disposición alguna que las autorizase; 
pero estaban admitidas por la jurisprudencia de los tribunales, 
dando valor y eficacia á lo que en ellas disponía el testador, siempre 
que se hiciera mención expresa de las mismas en el testamento y 
reunieran las circunstancias designadas en él para comprobar su 
autenticidad, aunque no estuviesen firmadas por el testador. Este 
podía disponer en la memoria cuanto tenía por conveniente, am-
pliando ó modificando su testamento, menos la institución de here-
dero. La ley de Enjuiciamiento civil de 1855 respetó esta jurispru-
dencia y autorizó indirectamente esa forma de testar, sin desconocer 
las falsificaciones y abusos á que se prestaba, dando reglas para 
protocolizar las memorias testamentarias en los arts. 1398, 1399 
y 1400. Y lo mismo ha hecho la ley actual en los once artículos 
antes citados, ampliando las reglas para asegurarse de la identidad 
de aquéllas. 
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El Código civil ha rechazado, con razón, esa forma de testar, 
declarando sin valor ni efecto las memorias testamentarias. En su 
art. 672 declara, que «toda disposición que sobre institución de 
heredero, mandas ó legados haga el testador, refiriéndose á cédulas 
ó papeles privados que después de su muerte aparezcan en su do-
micilio ó fuera de él (esto eran las llamadas memorias testamenta-
rias), será nula si en las cédulas ó papeles no concurren los requi-
sitos prevenidos para el testamento ológrafo». Esta forma de testar, 
que antes no estaba autorizada en España, fué adicionada en el 
Código civil, en cumplimiento de lo mandado en la base 15 de 
las aprobadas por la ley de 11 de Mayo de 1888. Si la memoria 
testamentaria, para que sea válida, ha de otorgarse y elevarse á 
escritura pública con los requisitos prevenidos para el testamento 
ológrafo, que luego indicaremos, claro es que pierde el carácter de 
tal memoria y se convierte en un segundo testamento, por el cual 
se puede ampliar, modificar y aun derogar en todo ó en parte lo 
dispuesto en el anterior, cualquiera que sea la forma en que este 
se hubiere otorgado. Por consiguiente, han desaparecido de nuestro 
derecho las memorias testamentarias, con el carácter y efectos que 
les daba nuestra antigua jurisprudencia, y quedan, por tanto, sin 
aplicación y derogadas virtualmente las disposiciones citadas del 
presente título, que á ellas se refieren. 
III.—Testamentos ológrafos. 
Se llama ológrafo el testamento que está escrito y firmado por 
el mismo testador, sin ninguna otra solemnidad. Según el art. 688 
del Código civil, sólo puede otorgarse por personas mayores de 
edad, y para que sea válido, debe escribirse ó extenderse en papel 
sellado (cualquiera que sea la clase ó valor del timbre del Estado), 
correspondiente al año de su otorgamiento, y estar escrito todo y 
firmado por el testador, con expresión del año, mes y día en que 
se otorgue, y salvando el mismo testador bajo su firma las palabras 
tachadas, enmendadas ó entre renglones, si las contuviere. Y en el 
art. 689 se previene que el testamento ológrafo deberá protocoli-
zarse, presentándolo con este objeto al juez de primera instancia 
del último domicilio del testador, ó al del lugar en que éste hubiese 
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fallecido, dentro de cinco años, contados desde el día del falleci-
miento, sin cuyo requisito tampoco será válido. 
Como no estaba autorizada esta forma de testar cuando se pu-
blicó la ley de Enjuiciamiento civil, no pudo ordenarse en ella el 
procedimiento para elevar á escritura pública y protocolizar el 
testamento ológrafo, y sin duda por esto lo ha ordenado el mismo 
Código, en sus arts. 690 al 693, que creemos deber insertar íntegros 
para suplir la deficiencia de la ley procesal, y sin ninguna obser-
vación por la claridad y precisión con que están redactados. 
Dicen así: 
Art. 690. La persona en cuyo poder se halle depositado dicho 
testamento deberá presentarlo al Juzgado luego que tenga noticia 
de la muerte del testador, y, no verificándolo dentro de los diez 
días siguientes, será responsable de los daños y perjuicios que se 
causen por la dilación. 
También podrá presentarlo cualquiera que tenga interés en el 
testamento como heredero, legatario, albacea ó en cualquier otro 
concepto. 
Art. 691. Presentado el testamento ológrafo, y acreditado el 
fallecimiento del testador, el Juez lo abrirá si estuviere en pliego 
cerrado, rubricará con el actuario todas las hojas y comprobará su 
identidad por medio de tres testigos que conozcan la letra y firma 
del testador, y declaren que no abrigan duda racional de hallarse 
el testamento escrito y firmado de mano propia del mismo. 
A falta de testigos idóneos, ó si dudan los examinados, y siem 
pre que el Juez lo estime conveniente, podrá emplearse con dicho 
objeto el cotejo pericial de letras. 
Art. 692. Para la práctica de las diligencias expresadas en el 
artículo anterior serán citados, con la brevedad posible, el cónyuge 
sobreviviente, si lo hubiere, los descendientes y los ascendientes le-
gítimos del testador, y, en defecto de unos y otros, los hermanos. 
Si estas personas no residieren dentro del partido ó se ignorare 
su existencia, ó siendo menores ó incapacitados carecieren de re-
presentación legítima, se hará la citación al Ministerio fiscal. 
Los citados podrán presenciar la práctica de dichas diligencias 
y hacer en el acto, de palabra, las observaciones oportunas sobre 
la autenticidad del testamento. 
Art. 693. Si el Juez estima justificada la identidad del testa-
mento, acordará que se protocolice, con las diligencias practicadas, 
en los registros del Notario correspondiente, por el cual se darán 
á los interesados las copias ó testimonios que procedan. En otro 
caso, denegará la protocolización. 
Cualquiera que sea la resolución del Juez, se llevará á efecto, 
no obstante oposición, quedando á salvo el derecho de los intere-
sados para ejercitarlo en el juicio que corresponda. 
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Este mismo procedimiento ae empleará para protocolizar las 
memorias testamentarias, que por estar escritas y firmadas por el 
mismo tostador, en papel timbrado del año corriente, y con expre-
sión del año, mes y día en que se otorguen ó escriban, tienen el ca-
rácter de testamento ológrafo, pues las demás están prohibidas, 
como ya se ha dicho. Y pasemos al examen de los artículos que se 
refieren A la apertura de los testamentos cerrados. 
    
    
    
  
ART. 1956 (1955). El que tenga en su poder al-. 
gun testamento cerrado, deberá presentarlo al Juez 
competente, tan luego como sepa el fallecimiento del 
otorgante(1). 
ART. 1957 (1956). Podrá tambien pedir su preseu-
tacion el que tuviere conocimiento de haber sido otor-
gado el testamento y obrar en poder de tercero. 
Siendo el reclamante .persona extraña a la familia 
del finado, jurará que no procede de malicia, sino por 
• 
  
(1) El Código civil, después de declarar en su art. 711, que el tes 
tador,.después de otorgar el testamento cerrado, podrá conservarlo en 
en poder, 6 encomendar su guarda á persona de su confianza % ó depo-
sitarlo en poder del notario autorizante, el cual deberá darle recibo, 
ordena en el 712, que «el notario 6 la persona que tenga en en poler 
el testamento cerrado, deberá presentarlo al juez competente luz-go 
que sepa el fallecimiento del testador», y que «si no lo verifica d,in• 
tro de diez días, será responsable de los daños y perjuicios que oca. 
sione su negligencia». Sustancialmente ordena lo mismo que el pre 
sente art. 1966 de la ley, pero fijando el plazo de diez días, deede .tue 
sepa el fallecimiento del testador, para presentar al juez el testatiten-
to, bajo la responsabilidad de daños y perjuicios; y si procede con dole, 
perderá además el derecho que pudiera tener A la herencia.conw here-
dero abintestato, 6 como heredero 6 legatario por testamento. LA pre-
eentación podrá hacerse por comparecencia ante el juez, entre eándole 
el testamento para que acuerde lo que estime procedente, cuniplieroto 
eel con la ley y salvando su responsabilidad el que lo tenga en sit po 
der; 6 por medio de escrito, sin necesidad de procurador ni de let ra 1f'. 
Habrá de emplearse este medio cuando al presentador le interese soli-
citar á la vez la apertura del testamento. 
     
     
     
     
      
     
 
392 	 LIB. M. —1.a PARTE.-TÍT. VIII 
creer que en él puede tener interés por cualquier con-
cepto (1). 
ART. 1958 (1957). El actuario examinará en el 
acto el pliego que contenga el testamento, y pondrá di-
ligencia de su estado, describiendo minuciosamente los 
motivos, si existieren, para poder sospechar que haya 
sido abierto 6 sufrido alguna alteracion, enmienda 6 
raspadura. 
Esta diligencia la firmará tambien el presentante, 
y si no supiere, 6 no quisiere, un testigo á su ruego 
en el primer caso, y dos testigos elegidos por el actua-
rio en el segundo. 
ART. 1959 (1958). Acto continuo el actuario dará 
cuenta al Juez, el cual, acreditado el fallecimiento del 
otorgante, acordará que para el dia siguiente, 6 ántes 
si es posible, se cite al notario autorizante y á los tes-
tigos instrumentales. 
ART. 1960 (1959). Comparecidos los testigos, se 
les pondrá de manifiesto el pliego cerrado para que lo 
examinen y declaren bajo juramento, si reconocen 
como legítima la firma y rúbrica que con su nombre 
a parece en él, " y si lo hallan en el mismo estado que 
tenía cuando pusieron su firma. 
 
  
       
     
• 
 
       
• 
  
      
(1) La solicitud que podrá deducir cualquier pariente del testador 
ó un extraño que por cualquier concepto crea tener interés en que se 
abra el testamento cerrado, para qué se requiera y obligue al .ter-
cero, en cuyo poder obre, á que lo presente, puede formularse como 
seto de juriedicción voluntaria; pero el se opone el requerido, se hará 
contencioso el expediente, y se ventilará la cuestión por loe trámites 
establecidos para el juicio declarativo que corresponda, como se orde-
na en el art. 1817, cuyo juicio deberá ser el ordinario de mayor cuan-
tía, por ser inestimable la cuantía litigiosa. El juramento de no proce-
der de malicia, que debe prestar el extraño, y que habrá de consignar 
en el escrito, se exigía también en la práctica antigua, conforme á las 
}eyes La y 2.a, tit. 2.0 de la Partida 6.a En tales casos, el juez habrá 
de conceder el plazo de diez días para la presentación del testamento, 
con apercibimiento de las responsabilidades y penas que el Código 
civil establece, indicadas en la nota anterior. 
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Si alguno de los testigos no supiere firmar y lo hu-
biere hecho otro por él, serán examinados los dos, re-
conociendo su. firma el que la hubiere puesto (1). 
ART. 1961 (1960). Los testigos serán examinados 
por órden sucesivo, é interrogados sobre la edad que 
tenían el dia del otorgamiento (2). 
ART. 1962 (1961). Si alguno 6 algunos de los tes-
tigos hubieren fallecido 6 se hallaren ausentes, se pre-
guntará á los demas si los vieron poner su firma y rú-
brica, y se examinará además a otras dos personas 
que conozcan la firma y rúbrica del fallecido 6 ausen-
te, acerca de su semejanza con las estampadas en el 
pliego. 
Si esto último no pudiere tener lugar, será abona-
do el testigo en la forma ordinaria (3). 
(1) Lo que se ordena en este párrafo no puede tener lugar en los 
testamentos cerrados, otorgados después de regir el Código civil, 
puesto que éste no exige cue firmen unos testigos por otros: sólo han 
de firmar los que sepan y puedan hacerlo, que han de ser tres por lo 
menos de los cinco necesarios para estos testamentos. (Art. 707 de di-
cho Código.) 
(2) El art. 707 del Código civil exige como solemnidad para la va-
lidez de los testamentos cerrados, que concurran al otorgamiento, 
además del notario autorizante, cinco testigos idóneos, esto es, que 
sean varones mayores de edad, y vecinos ó domiciliados en el lugar 
del otorgamiento, aparte de las demás prohibiciones expresadas en 
el art. 681. La legislación anterior no exigía para estos testigos la ca-
lidad de vecinos, y por esto el presente articulo previene que sólo 
sean interrogados sobre la edad que tenían el día del otorgamiento. 
Pero hoy, en armonía con lo que dispone el Código, el juez deberá 
preguntar á los testigos, no sólo por la edad, sino también por el ve-
cindario ó domicilio con residencia habitual que tuvieran el día en 
que se otorgó el testamento, como para los abiertos sin intervención 
de notario se previene en el art. 1951 de la ley. 
(3) De las disposiciones de la ley sobre esta materia, y especial-
mente del presente artículo, se deduce el propósito del legislador de 
que por ningún motivo se dilate la apertura del testamento cerrado, 
fuera del caso en oue el mismo testador hubiere fijado la época en que 
deba abrirse. Por esto, si algún testigo está ausente del lugar en que 
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ART. 1963 (1962).. En el caso de haber fallecido 
el notario que autorizó el otorgamiento, se cotejara 
por el Juez, asistido de peritos de su exclusivo nom- 
se otorgó el testamento, aunque sea accidentalmente ó por poco tiempo, 
no ha de ser citado ni esperarse su regreso. Lo mismo respecto del au-
sente que del que hubiere fallecido, ordena este artículo que se pre-
gunte á loe demás testigos si les vieron poner au firma y rúbrica, y que 
además se examine á otras dos personas, que conozcan la firma y rú-
brica del fallecido 6 ausente, acerca de su semejanza con las estampa 
das en el pliego, y que si esto no pudiese tener lugar por no haber 
quien conozca aquellas firmas, que sea abonado el testigo en la forma 
ordinaria, y no que se busquen firmas indubitadas para cotejarlas, 
porque esto sería más difícil y dilatorio. ¿Y si el testigo ausente 6 
fallecido no hubiere firmado en la carpeta del testamento, por no saber 
6 no poder? En tal caso, no previsto en la ley, lo procedente será pre-
guntar á los otros testigos, si el ausente 6 fallecido lo fué también del 
otorgamiento, y por la edad y vecindad 6 domicilio que entonces tu-
viera, y recibir la información de abono, que ha de recibirse siempre 
que no pueda ser reconocida la firma del testigo, y no puede serlo 
cuando no la hubiere puesto por no saber 6 no poder firmar. La forre¢ 
ordinaria de abonar á los testigos ausentes 6 fallecidos, ha sido sien 
pre la de justificar que éstos gozaban de buena opinión y fama en el 
concepto público, que eran tenidos por veraces y sin incapacidad legal 
para ser testigo; pero á los fines de que se trata deberá ampliarse á 
justificar la edad que tuviera el testigo abonado, si se hallaba en el 
pueblo cuando se otorgó el testamento y si tenía en 61 su vecindad ó 
domicilio, de acuerdo con lo que previene el art. 1964. El interesado 
que promueva el expediente deberá hacer indicación en su escrito de 
los testigos ausentes 6 fallecidos para que no se les cite, y si no lo hace 
por ignorarlo, resultará dicha circunstancia de la diligencia de cita 
ción. Los testigos citados que no comparezcan, creemos deben ser con-
siderados como ausentes, y practicarse respecto de ellos las diligencias 
antedichas. No contiene la ley disposición alguna para obligarles á 
comparecer, ni por analogía pueden aplicarse las de los arte. 1947 y 
1948, porque en el caso á que éstos se refieren es indispensable la com-
parecencia de todos los testigos para que declaren cuál fué la volun-
tad del testador, y en el caso actual no se trata de eso, sino de justifr 
car la identidad del pliego y que en el otorgamiento del testamento se 
guardaron las solemnidades prescritas por la ley, y para esta justifica-
ción bastan el mismo pliego, y en su caso la información que previene 
el art. 1964. 
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bramiento, el signo, firma y rúbrica del pliego 6 car-
peta, con las estampadas en la copia que debe existir 
en el registro especial de los testamentos cerrados, 
para lo cual se trasladará el Juez al sitio en que se 
halle, y no siendo posible, dará comision á quien co-
rresponda (1). 
Si el otorgamiento hubiere sido anterior á la Ley 
del Notariado, el cotejo se hará con otras firmas y sig-
nos indubitados del mismo notario. 
ART. 1964 (1963). Cuando el notario y todos los 
testigos hubieren fallecido, se abrirá informacion acer-
ca de esta circunstancia, . de la época de la defuncion, 
concepto público que merecieran, y de el se hallaban 
en el pueblo cuando se otorgó el testamento (2). 
ART. 1965 (1964). Podrán presenciar la apertura 
del pliego y lectura del testamento, si lo tienen por 
conveniente, los parientes del testador en quienes pue-
da presumirse algún interés, sin permitirles que se 
opongan a la práctica de la diligencia por ningun mo-
tivo, aunque presenten otro testamento posterior (3). 
(1) El juez debe hacer por sí mismo el cotejo, como lo ordena el 
art. 609; pero si no le fuere posible, dará comisión á quien corresponda, 
dice el presente artículo. No puede ser al actuario, porque lo prohibe 
el art. 254: tendrá que ser al juez municipal, conforme á dicho artículo. 
(2) Esta información deberá ser extensiva á justificar, además, la 
edad de cada uno de loe testigos, y si era vecino 6 domiciliado con re. 
videncia habitual en el lugar del otorgamiento al tiempo de verificarse 
éste, pues de otro modo no serán idóneos, y el Código exige este reqni 
sito, como ya se ha dicho. Creemos aplicable también la disposición 
del presente articulo á loe testigos ausentes, puesto que el 1962 los 
equipara á los fallecidos, y no se ordena otro medio de suplir eu falta 
de asistencia para reconocer su fi rma y el pliego cerrado que contie..e. 
el testamento. 
(3) La concurrencia de los parientes del testador á presenciar la 
apertura del pliego y lectura del testamento, será voluntaria y espon-
tánea, puesto que no ordena la ley que se les cite, ni se les da inter-
vención en el expediente. Si concurren, porque así lo tengan por cc•n-
veniente, deberán ser admitidos para presenciar el acto, dándoles co-
nocimiento del die y hora en que se verificará, si lo hubieren solici- 
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ART. 1966 (1965). Practicadas las diligencias que 
quedan prevenidas, y resultando de ellas que en el 
otorgamiento del testamento se han guardado las so-
lemnidades prescritas por la ley, y la identidad del 
pliego, lo abrirá el Juez, y leerá para si la disposicion 
testamentaria que contenga (1). 
Se suspenderá la apertura cuando en la misma car-
peta, 6 en un codicilo abierto, hubiese dispuesto el tes-
tador que no se abra hasta una época determinada, en 
cuyo caso el Juez suspenderá la continuacion de la di-
ligencia, y mandará archivar en el Juzgado las prac- 
tado; pero sin permitirles que se opongan A la práctica de la diligen-
cia por ningún motivo, aunque presenten otro testamento posterior. 
En todo caso, ha de llevarse á efecto la apertura del pliego y la lec 
tura y protocolización del testamento, conforme A loe artículos que 
siguen, si asf lo acuerda el juez por estimarlo procedente, quedando 
A salvo el derecho de aquéllos para reclamar la nulidad del  testa-
mento, ó lo que estimen procedente en el juicio declarativo que co 
rreeponda. 
(1) De esta disposición se deduce, a contrario sensu, que cuando el 
juez estime de un modo evidente, por el resultado de las diligencias 
practicadas, que en el otorgamiento del testamento no se guardaron 
las solemnidades prescritas por la ley, ó que no se ha justificado la 
identidad del pliego, deberá declarar por medio de auto no haber lu-
gar á la apertura del mismo, mandando archivar el expediente. Con-
tra este auto procederán los recursos de reposición, y de apelación en 
su caso, conforme A loe artículos 377 y 380. Sin embargo, nos parece 
más regular que el pliego se abra en todo caso, como se ha hecho 
siempre, á presencia de loe testigos instrumentales y de loe parientes 
que concurran espontáneamente, pues á nada conduce tenerlo cerra-
d, y reservar para el auto A que se refiere el art. 1968, que es el de-
finitivo del expediente, la declaración de no ser testamento ni haber 
lu;ar A su protocolización, por no haberse guardado en el otorga-
miento las solemnidades legales, ó no haberse identificado el pliego. 
Cuando el juez estime procedente la apertura, la verificará acto con 
tinuo de las diligencias precedentes, consignándose su resolución en 
el acta, que de ella habrá de extenderse. Al abrir el pliego, deberá 
cuidar de que queden intactos los sellos y sefiales eue tenga en loe 
puntos donde estuviere pegado el papel de la cubierta, por si hubiere 
cuestión sobre eu identidad. 
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ticadas y el pliego, hasta que llegue el plazo designa-
do por el testador (1). 
ART. 1967 (1966). Verificada la lectura del testa-
mento y codicilo por el Juez, lo entregará al actuario 
para que lo lea en alta voz, a no ser que contenga dis-
posicion del testador-ordenando que alguna ó algunas 
cláusulas queden reservadas y secretas hasta cierta 
época, en cuyo caso la lectura se limitará á las demás 
cláusulas de la disposicion testamentaria (2). 
ART. 1968 (1967). Leido el testamento, dictará 
auto mandando que se protocolice con todas las dili-
gencias originales de la apertura, en los registros del 
notario que hubiere autorizado su otorgamiento, y que 
se dé copia de dicho auto al que lo hubiere presentado, 
para su resguardo, si lo pidiere (3). 
(1) En el caso á que esta disposición se refiere, no deberá acordar 
el juez la suspensión y archivo de las diligencias con el pliego, hasta 
después de practicadas las que se ordenan en los artículos anteriores 
para acreditar la identidad del pliego cerrado, y que en el otorga-
miento del testamento se guardaron las solemnidades prevenidas por 
la ley. Practicadas estas diligencias, se archivarán con' el pliego ce-
rrado, para continuarlas y abrirlo cuando llegue el día ó la época de-
terminada por el testador. 
(2) La ley de 1855 oidenaba en su art. 1396 que la apertura del 
pliego y lectura del testamento se hiciera en presencia del notario y 
testigos instrumentales, y de la persona que lo hubiere presentado. 
Nada dice sobre esto la presente ley, sin duda por haberlo creído in-
necesario, puesto que debiendo ser público ese acto, podrán presen-
ciarlo dichas personas y las demás que gusten. Sólo para evitar dudas 
y reclamaciones, se ha adicionado en esta ley el art. 1965, nor el cual 
se faculta á los parientes del testador, en quienes pueda presumirse 
algún interés, para presenciar aquel acto, y sin duda se hace mención 
especial de ellos para prevenir que no se les admita oposición á la 
práctica de la diligencia por ningún motivo, cuya oposición no es de 
esperar del notario y testigos, por no ser parte legitima para ello, ni 
de la persona que hubiere presentado el pliego cerrado. 
(3) Si hubiere fallecido el notario que autorizó el otorgamiento 
del testamento, la protocolización del expediente de apertura habrá 
de hacerse en los registros del notario de la cabeza del partido, y si 
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ART. 1969 (1968). El que tenga en su poder algu-
na memoria testamentaria, deberá presentarla al Juez 
competente en cuanto sepa la defuncion del otorgante, 
pidiendo su protocolizaeion y manifestando la causa 
de que obre en su poder. Con el escrito presentará do-
cumento en que acredite dicho fallecimiento, y exhi-
birá copia fehaciente del testamento, en que se indi-
quen su existencia y las señales que debe reunir para 
ser considerada como legítima. 
No presentando dichos documentos, dictará el Juez 
providencia mandando que se traigan á los autos (1). 
ART. 1970 (1969). A continuacion del escrito se 
extenderá por el actuario diligencia suficientemente 
expresiva del estado en que se halle la memoria, y de 
las circunstancias por las que pueda juzgarse de su 
identidad con la indicada en el testamento. 
Firmará esta diligencia el que presente la memoria; 
y si no supiere 6 no quisiere firmar, se hará lo que 
queda dispuesto en el párrafo segundo del art. 1958 
(1957 en la ley de Cuba y Puerto Rico). 
hubiere más de uno, en el que designe el juez por el turno estable-
cido, como para caso análogo se ordena en el art. 1955, y conforme 
también al art. 18 del Real decreto de 20 de Enero de 1881. A dicho 
notario corresponderá dar los interesados las copias 6 testimonios 
del testamento, y al actuario el del auto que previene este articulo. 
(1) Ya se ha dicho en el párrafo 2. 0 de la introducción del pre-
sente titulo, que el Código civil no concede valor alguno á las memo-
rias testamentarias, que estaban admitidas por nuestra antigua juris. 
prudencia, á no ser que reunan los requisitos exigidos por el mismo 
Código para la validez del testamento ológrafo. Si reunen estas so 
lemnidades, habrá de emplearse para su protolización el procedi- 
aliento establecido oar s. dicha clase cíe testamentos, expuesto en el 
párrafo 3.0 de la misma introducción, y no el que se ordena en los ar 
ticulos 1976 al 1978, respecto de las memorias escritas y firmadas de 
pulo y letra del testador, aunque sustancialmente son iguales ambos 
procedimieutos. Quedan, por consiguiente, sin aplicación y derogados 
virtualmente este articulo y loe demás que subsiguen hasta la con 
elusion del presente título, que ordenan el procedimiento para iden-
tilear y protocolizar las memorias testamentarias. • 
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En seguida se extenderá por el actuario testimonio 
de la cláusula 6 cláusulas del testamento exhibido que 
se refieran á la memoria, devolviéndoselo al que lo ex-
hiba, quien firmará su recibo. 
ART. 1971 (1970). El Juez dictará providencia 
mandando que se proceda á la lectura de la memoria 
y confrontacion de sus señales con las expresadas en 
el testamento, fijando el día y hora en que habrá de 
practicarse esta diligencia. Los interesados en el tes-
tamento podrán concurrir á ella, á cuyo efecto se !es 
instruirá de dicho señalamiento, con la preveucion de 
que su falta de asistencia no impedirá la celebracion 
del acto ni será motivo para su nulidad, cualquiera 
que sea la causa que se alegue. 
ART. 1972 (1971). Si la memoria estuviere conte-
nida dentro de un pliego cerrado, procederá el Juez 
á su apertura y lectura en secreto, y no encontrando 
disposicion del testador en que ordene que no se pu-
blique alguna cláusula, hasta el dia 6 época determi-
nada, la entregará al actuario para qué la lea en alta 
voz. 
Si contuviere . dicha disposicion, se omitirá la lec-
tura de las cláusulas á que se refiera, y no se podrá dar 
testimonio de ellas, quedando cerrada y archivada la 
memoria hasta que llegue el día 6 época determinados 
por el testador. 
ART. 1973 (1972). Acto continuo se procederá á 
la inform acion y exámen de las señales requeridas en 
el testamento para que deba tenerse como legítima la 
memoria, con las halladas en ésta. 
De esta diligencia se extenderá la oportuna acta, 
que firmarán el Juez y los demás concurrentes inte-
resados. 
ART. 1974 (1973). Resultando del expediente que 
la memoria reune los condiciones exigidas por .el tes-
tador para que se la considere auténtica, se dictará 
auto mandando protocolizarla, sin perjuicio del dere-
cho de los interesados para impugnarla en el juicio 
correspondiente. 
   
   
400 	 LIB. I[I.-1 á  PARTE.-TIT. VII 
ART. 1975 (1974 .). La protocolizacion se hará en 
los registros del notario que autorizó el testamento, y 
juntamente con éste. Si esta circunstancia no fuere 
posible, se pondrá por el notario en el registro del tes-
tamento nota marginal éxpresiva de la existencia de 
la memoria, y del libro y folio en que se halle proto-
colizada. 
ART. 1976 (1975). Cuando el testador haga refe-
rencia á alguna memoria escrita de su puño y letra, 6 
sólo firmada por él, sin mencionar ninguna otra señal 
especial que la identifique, presentada que sea acom- 
añada de los documentos expresados en el art. 1969 
(1968 en la ley de Cuba y Puerto Rico), el Juez man-
dará que sea reconocida por tres testigos que conocie-
ran perfectamente la letra del testador, pudiendo tam-
bien designar a parientes que no hayan sido favore-
cidos por dicha memoria. 
Los testigos 6 parientes declararán, bajo juramento, 
que no abrigan duda racional de' que el citado docu-
mento está escrito por el testador, y si estuviere sólo 
firmado, que es suya la firma y rúbrica. 
ART. 1977 (1976). Si además lo creyere el Juez 
conveniente, podrá confrontar, asistido por dos peritos, 
la letra, firma y rúbrica de la memoria, con otra indu-
bitada del testador que obre en cualquier documento 
público ú oficina del Estado. 
ART. 1978 (1977). Resultando auténtica la memo-
ria, el Juez mandará protocolizarla en la forma esta-
blecida en el art. 1974 (1973 en la ley de Cuba ÿ Puer-
to Rico). 
ART. 1979 (1978). Cuando la presentacion de la 
memoria tuviere lugar estando pendientes las diligen-
cias para elevar escritura el testamento otorgado de 
palabra, 6 para su apertura siendo cerrado, se unirá 
la memoria á dicho expediente, y en él se practicarán 
las diligencias que quedan expresadas, pasa su proto= 
colizacion. 
FORMULARIOS DEL TITULO VII 
Para la apertura de testamentos cerrados y protocolización 
 
de testamentos ológrafos. 
 
I.—Apertura de testamentos cerrados. 
 
Escrito presentando el testamento para su apertura. — AI Juzgado de 
 
primera instancia.—D. N., vecino de esta villa, con cédula personal, etc , 
 
ante el Juzgado parezco en acto de jurisdicción voluntaria, y digo: Que 
 
según es público y se acredita con la certificación que acompaño, el día 
 
tantos falleció en esta villa mi tío D. Juan Ros y Gómez, soltero, el cual 
 
otorgó testamento cerrado el día 9 de Febrero del año último ante el 
 
Notario de esta propia villa D. Pedro Garcia. El mismo testador me tenía 
 
comunicado que guardaba dicho testamento en el cajón de la mesa de su 
 
despacho, y con arreglo á sus instrucciones he procedido A recogerlo y 
 
lo presento al Juzgado para su apertura. A este fin, 
 
Suplico al Juzgado que habiéndolo por presentado eon el certificado 
 
de defunción, se sirva proceder A la apertura y protocolización de dicho 
 
testamento, previa la práctica de las diligencias ordenadas para ello ea 
 
los artículos 4958 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil, man-
dando se me entregue testimonio del mismo para los usos que me con-
vengan, por ser asi conforme á justicia, que pido. (Lugar, fecka y fir-
ma del interesado, y de letrado si se quiere.) 
 
Cuando el notario 6 alguno de los testigos instrumentales hayan fa-
llecido, 6 se hallen ausentes de suerte que no puedan comparecer, con-
vendrá exponerlo así por medio de otrosí, pidiendo sean abonados con 
 
arreglo a la ley. De todos modos, el Juez acordará el abono, aunque 
 no 
se haya pedido, si de la citación 6 de otro modo resulta la ausencia 
 4 
fallecimiento de alguno de ellos.  
Puede hacerse también la presentación del testamento por medio de 
comparecencia del que lo tenga en su poder. En todo caso, el actuario A 
 
quien corresponda, pondrá á continuación del escrito 6 de la compare-
cencia, antes de dar cuenta al juez, la siguiente  
Diligencia del estado del pliego.—En ... (lugar y .fecka). En cum-
plimiento de lo mandado en el art. 4958 de la ley de Enjuiciamiento 
 ^•i-
vil, yo el infrascrito escribano, á presencia de D. N., he examinado de-
tenidamente el pliego cerrado presentado por el mismo con su anterior 
 
TOMO VI 	 51  
1 
402 	 FORMULARIOS DEL TITULO VII 
escrito, que, según el otorgamiento de la cubierta, contiene el testamento 
que D. Juan Ros y Gomez otorgó en tal día ante el Notario de esta villa 
D. Pedro Garcia, y resulta que está doblado en cuartilla; el papel de la 
cubierta es un pliego cortado y doblado en la forma ordinaria de los so-
Iires, pegado con goma, y sobre las pegaduras tres sellos iguales ovala-
dos, con las iniciales J. lt., puestos sobre lacre negro: en la parte supe-
rior del anverso tiene pegado un timbre móvil de 50 pesetas, inutilizado 
eon una rúbrica al parecer del Ñütárío autorizante: los sellos están intac-
tos, al parecer. sin que en ellos ni en la cubierta se note indicio alguno 
de que haya sido abierto ni sufrido alteración dicho pliego, y tampoco se 
ven enmiendas ni raspaduras en el acta de otorgamiento y sus firmas 
(ó las circunstancias que se noten y puedan dar ú conocer su estado). 
para que conste lo acredito par la presente, que firmo con el D. N., y de 
todo ello doy fe. (Firma entera del interesado y del escribano; si aquel 
xo sabe, lirmará un testigo á su ruego.) 
Acto continuo el actuario dará cuenta al juez. Si no se hubiere acre-
ditatlo el fallecimiento del testador, acordará el juez que se traiga á los 
autos la certificación correspondiente, y si estuviera el cadáver de cuer-
po presente, que se acredite por diligencia y fe del actuario. Llenado este 
requisito, se dictará la siguiente 
Providencia.—Por presentado el testamento cerrado de D. Juan Ros 
con la certificación de su fallecimiento: cítese por medio del alguacil al 
Notario y testigos del testamento para que comparezcan mañana á tal 
llora (6 en el mismo día si es posible) en la audiencia de este juzgado, 
A fin de ser examinados conforme al art. 4960 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, y si alguno de ellos hubiese fallecido ó estuviere ausente, recíbase 
la información de abono que previene el art. 1962 de la misma ley, y 
hecho todo, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Nutifrcacróu al interesado en la forma ordinaria. 
Requerimiento al alguacil para la citación del Notario y testigos, ú 
orden al Juez municipal, si residen en otro pueblo y no han comparecido 
espontáneamente, teniendo presente que estas citaciones han de hacerse 
por medio de cédula, conforme al art. 273. 
Declaración del Notario.— En ... (lugar y fecha): ante el Sr. Juez de 
primera instancia compareció D. Pedro Garcia y Lopez, de tal edad, Nota-
rio, con residencia en esta villa, á quien dicho Sr. Juez recibió juramen-
to, que presto en debida forma, y examinado al tenor de lo mandado, 
despues de haber reconocido el pliego cerrado presentado por D. N., que 
se le ha puesto de manifiesto, dijo: Que reconoce como suyos y de su 
pulso y letra el signo, firma y rúbrica con su nombre puestos en la car- 
i 
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pela de dicho pliego: que éste se encuentra en el mismo estado en que 
se hallaba cuando D. Juan Ros y Gómez, hoy difunto, lo presentó al de-
clarante y á los cinco testigos del otorgamiento, expresando que contenta 
su testamento y última voluntad, autorizándolo el declarante, después 
de haberlo firmado á su presencia el testador y los testigos A., B. y C., 
y no D. y E., que dijeron no saber: (Ea su caso se afiadirá): que de 
voz pública le consta el fallecimiento del testigo A y que se halla ausente 
B ; que, como ha dicho, vió poner sus firmas y rúbricas á dichos dos 
testigos, y las tiene por legítimas, sin que le quede duda de que el pliego 
presentado es el mismo que autorizó y firmó el declarante. Y qne lo di-
cho es la verdad, en que se afirmó y ratificó bajo el juramento prestado 
después de haberle sido leida esta declaración, que firma con el Sr. Juez, 
de que doy fé. (Media firma del Juez y entera del testigo y escribano.) 
En igual forma se extenderán las declaraciones de los testigos instru-
mentales, con la modificación consiguiente, preguntándoles, además, 
por la edad y vecindad 6 domicilio con residencia habitual que tenían el 
día del otorgamiento, requisito indispensable para acreditar su ido-
neidad. 
Si ha fallecido ó está ausente alguno de los testigos del testamento, 
ha de preguntarse á los que comparezcan si le vieron poner su firm a' y 
rubrica, y no habiéndola puesto, si estuvo presente al otorgamiento, y 
además serán examinadas, en su caso, dos personas que conozcan la firma 
y rúbrica del fallecido 6 ausente acerca de su semejanza con las estam-
padas en el pliego. No siendo esto posible, serán abonados dichos testi-
gos de modo siguiente: 
Testigo de abono.—Acto continuo, ante el Sr. Juez de primera ins-
tancia compareció D. Juan Ruiz y Gil, vecino de esta villa, propietario, 
de tal edad, á quien conozco, de que doy fe, y dicho Sr. Juez le recibió ju-
ramento, que presto en d bida forma ofreciendo decir verdad en lo que 
supiere y fuere preguntado, y habiéndolo sido por lo conducente para el 
abono de A. y B., testigos del testamento de que se trata, enterado, dijo: 
Que por su trato y amistad con dichos dos sujetos sabe que A. falleció 
hace tanto tiempo, y B. se ausentó hace dos meses para Madrid y otros 
puntos; que siempre los ha tenido por hombres de probidad y buena fa-
ma; que eran vecinos de esta villa, y mayores de edad, y cree se halla-
ban en ella el dia en que se otorgó el testamento de que se trata. Y que 
lo dicho es la verdad; leida que le fué esta declaración, en ella se afirmó 
y ratificó bajo el juramento prestado, y la firma con el Sr. Juez, doy fe. 
(Media firma del Juez y entera del testigo y escribano.) 
Del mismo modo se extenderá la declaración del otro testigo de abono. 
Si hubiere fallecido, ó se hallare ausente el notario que autorizó el 
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testamento, se hará por el Juez el cotejo de su signo, firma y rúbrica en 
la forma que ordena el art. 4863 de la ley, haciendo previamente el 
nombramiento de los peritos caligrafos, que han de asistirle en dicha di -
ligeneia, señalando en la misma providencia el día y hora en que todos 
han de concurrir al sitio en que se halle el protocolo para verificarla. 
flecho todo esto, sin necesidad de nueva providencia, se procederá á 
la apertura del pliego, la que verificará el Juez por sí mismo, cuidando 
de que queden intactos los sellos y demás señales que contenga la cu-
bierta. Podrán presenciar esta diligencia y la lectura del testamento los 
parientes más inmediatos del testador, dándoles el oportuno aviso, si lo 
hubieren solicitado, y también tos testigos instrumentales y el notario, 
si gustan. 
Diligencia de apertura del testamento.—En la misma villa y día, y 
acto contínuc, constituido el Sr. Juez en audiencia pública con asistencia 
de ... (los parientes, el notario y testigos del testamento si gustan, y  la 
persona que lo hubiere presentado, consignándose los nombres de todos 
ellos), y de mí el escribano, dicho Sr. Juez, visto el resultado de las an-
teriores d iligencias, acordó proceder â la apertura del pliego cerrado que 
contiene el testamento del difunto D. Juan Ros y Gómez, lo que verificó 
por si mismo á mi presencia y la de las demás personas antes esxpresa-
das, cortando por un lado et papel de la cubierta de modo que han que-
quedado intactos los sellos y puntos por donde estaba pegada: extraído 
lo que contenía dicha cubierta, resultó ser, en efecto, el testamento del 
referido D. Juan Ros, escrito en dos pliegos de papel común y rubrica-
das las hojas y firmado por el mismo, su fecha en esta villa á tantos de 
tal mes y año: leído privadamente por el Sr. Juez, y no encontrando 
cláusula que deba reservarse, dispuso que yo el escribano lo leyera en 
alta voz, como lo he verificado á presencia de todos los antedichos, y que 
se una á continuación con la cubierta y papel de reintegro (si procede), 
rubricadas todas sus hojas por su señoría y por roi el actuario. Y para 
que conste se acredita por la presente, que firmo con el Sr. Juez y con-
currentes al acto, de todo lo cual doy fe. 
 (Media firma del Juez y ente, a 
de los demás.) 
Nola de quedar rubricado y unido á continuación el testamento, con 
su carpeta y el papel de reintegro correspondiente, sobre lo cual véase 
el párrafo primero de la Introducción de este titulo. 
Auto de prolocolización.—Resultando que presentado por D. N., en tal 
día, el testamento cerrado, que en lalfecha otorgó D. Juan Ros y Gómez 
ante el Notario de esta villa D. Pedro García y cinco testigos vecinos de 
la misma, y solicitada por aquél su apertura, se han practicado á este 
tin las diligencias que ordena la ley de Enjuiciamiento civil: 
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Resultando de dichas diligencias la identidad del pliego cerrado, y 
que en el otorgamiento del testamento se guardaron las solemnidades 
prescritas por la ley, habiendo reconocido sus firmas y rúbricas el Nota-
rio y los cinco testigos idóneos que autorizaron el otorgamiento, por lo 
cual el que provee procedió á su apertura á presencia de los parientes y 
Castigos del testamento que quisieron concurrir: 
Resultando que el pliego cerrado contenía el testamento de D. Juan 
Ros y Gómez en dos pliegos de papel común, escrito y firmado, y ru-
bricadas todas las hojas por el mismo testador, cuyo testamento con su 
carpeta se ha unido á este expediente después de verificada su lectura en 
alta voz. 
Considerando que concurren todos los requisitos y solemnidades que 
la ley exige para que se tenga por eficaz dicho testamento, y que verifi-
rada ya su apertura y lectura procede su protocolización, conforme á lo 
prevenido en el art. 4968 de la ley de Enjuiciamiento civil; 
Protocolizese el testamento de D. Juan Ros y Garcia, con estas dili-
gencias originales á que va unido, en los registros del Notario de esta 
villa D. Pedro García, autorizante de dicho testamento (y si hubiere fa-
llecido, del que correspo-da), por quien se darán á lus interesados las co-
pias y testimonios que pidieren y fueren de dar; y entréguese por el ac-
tuario testimonio de esta providencia á la persona que presentó el testa-
mento, para su resguardo, si lo pidiere. En vista de este expediente, lo 
mandó, y firma el Sr. D. J. M., Juez de primera instancia de esta villa y 
su partido, en... (lugar y fecha), de que doy fe. (Firma entera del Juez 
y escribano.) 
Notificación en la forma ordinaria al que presentó el testamento. 
Nota de haberle, entregado testimonio de la anterior providencia, si 
lo pide. 
Diligencia de haber entregado el expediente original al notario de-
signado para su protocolización, el cual firmará su recibo en el testimo-
nio de resguardo, que quedará en la escribanía. 
11.—Prolocolización de testamentos ológrafos. 
Es juez competente para conocer de estos asuntos el de primera ins-
tancia del último domicilio del testador, ó el del lugar en que este hu-
biese fallecido. La presentación del testamento ológrafo para que se pro-
tocolice, ha de hacerse dentro de cinco años, contados desde el día del 
fallecimiento del testador: transcurrido este plazo, queda el testamento 
sin valor ni efecto, y no puede acordarse su protocolización. La persona 
que lo tenga en su poder, debe presentarlo al Juzgado luego que tonga 
noticia de la muerte del testador, y si no lo verifica dentro de los dier. 
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días siguientes, será responsable de los daños y perjuicios. (Art. 689 y 
690 del Código civil.) 
Escrito presentando el testamento.—Podrá servir de modelo el formu-
lado anteriormente para la presentación de testamentos cerrados, solici-
tando que se mande protocolizar el testamento ológrafo, previas las dili - 
gencias que para comprobar su identidad se ordenan en los artículos 691 
y siguientes del Código civil. Convendrá expresar por medio de otros los 
nombres y domicilios de las personas que, conforme al art. 692 de dicho 
Código, deben ser citadas para la práctica de estas diligencias, que son 
el cónyuge sobreviviente, si lo hubiere, los descendientes y los ascendien 
tes legítimos del testador, y á falta de unos y otros, los hermanos; y si 
alguno de aquéllos no residiere dentro del partido judicial, ó fuere me-
nor ó incapacitado sin representación legitima, se citará al Ministerio 
fiscal. 
Providencia.—Por presentado el testamento ológrafo de II., con la 
la certificación de su fallecimiento y papel de reintegro (en su caso): pro 
cédase á su apertura (si estuviere en pliego cerrado), y á comprobar su 
identidad por medio tres testigos que conozcan la letra y firma del tes-
tador: para la práctica de estas diligencias se señala el dia de mañana á 
tal hora, y citese a los parientes designados en el otrosí del anterior es-
crito, por si quieren concurrir presenciarlas, y hecho todo, dese cuenta. 
Lo mando, etc. 
Diligencia de haber rubricado el juez y el actuario todas las hojas 
del testamento, si se hubiese presentado abierto. Si se presenta en pliego 
cerrado, lo rubricarán luego que se abra, acreditándolo en el acta de 
apertura. 
-Voliftcación en la forma ordinaria al que presentó el testamento, ci-
tándolo á la vez, si es de los parientes que deben ser citados. 
Citación a los parientes designados, ó á que se refiera la providencia, 
por medio de cédula, conforme á lo prevenido en el art. 273 de la ley. 
Diligencia de apertura del testamento.—Cuando se haya presentado 
en pliego cerrado, lo abrirá el juez en el dia y hora señalados, con asis-
tencia del actuario y á presencia de los parientes citados que hubieren 
concurrido. Luego qua se abra, el juez y el actuario rubricarán todas las 
hojas del testamento; aquel lo leerá para si, y si no contiene disposición 
dei testador que aeba reservarse, lo entregará al actuario para que lo lea 
en alta voz, como está prevenido para los testamentos cerrados y habrá 
de aplicarse por analogia. Los parientes concurrentes podrán ver el tes-
tamento original, para asegurarse de su autenticidad, y hacer en el acto 
sobre este punto las observaciones oportunas. Todo esto deberá consig-
narse en el acta, como también el dia, mes y año, ó sea la fecha que 
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lleve el testamento, y la clase y año del papel timbrado en que esté es-
crito, con el reintegro si procede. Podrá servir de modelo la diligencia 
de apertura de testamentos cerrados, con las modificaciones que exija la 
diferencia de casos. 
Declaraciones de los testigos.—Deben ser tres, que conozcan la letra 
y firma del testador, como se ha dicho: serán examinados individual-
mente bajo juramento, en la forma ordinaria, poniéndoles de manifiesto 
el testamento para que puedan declarar, si así lo entienden, que no abri-
gan duda racional de hallarse escrito y firmado de mano propia del tes-
tador. Convendrá que expresen y se consignen también las razones 6 rno 
tivos que tengan para conocer la letra y firma de aquel. Podrán presen-
ciar estas declaraciones los parientes citados que concurran, y hacer en 
el acto, de palabra, las observaciones oportunas sobre la autenticidad del 
testamento (art. 692 del Cod.), á cuyas observaciones habrán de contes-
tar los testigos. 
Siempre que el juez lo estime conveniente, puede acordar el cotejo 
pericial de letras para asegurarse de la autenticidad del testamento, y 
dele acordarlo cuando los testigos examinados duden, 6 no los haya que 
conozcan la letra y firma del testador. Los peritos habrán de ser de ex-
clusivo nombramiento del juez, el cual deberá hacer también por si 
mismo el cotejo, como lo previene para caso análogo el art. 4963 de la 
ley, empleándose el procedimiento indicado en los formularios de los 
testamentos cerrados. 
Si el juez estima justificada la identidad 6 autenticidad del testamen- 
to, dictará auto mandando protocolizarlo, con las diligencias practicadas, 
en los registros del notario de la cabeza del partido, y si hubiere más de 
uno, en el que corresponda por turno, por el cual se darán á los interesa-
dos las copias ó testimonios que procedan, corno se ha dicho en los for-
mularios de los testamentos cerrados. En otro caso, denegará la protoco-
lización, según se-ordena en el art 693 del Código. 
Contra dicho auto, conceda ó niegue la protocolización, no se da re-
curso alguno, y ha de llevarse á efecto, no obstante oposición, quedando 
á salvo el derecho de los interesados para ejercitarlo en el juicio declara-
tivo que corresponda, como se ordena también en dicho articulo. 
TITULO VIII 
DE LAS INFORMACIONES PARA DISPENSA DE LEY 
P or dispensa de ley se entiende el privilegio, gracia ó licencia 
que por consideraciones particulares se concede á persona deter-
minada para eximirse de la observancia de una ley, ó para hacer 
alguna cosa prohibida por las leyes generales. También se llaman 
estas d ispensas gracias al sacar, en razón á que se obtienen me-
diante cierto servicio pecuniario á favor del Estado. 
En todos los casos de dispensa de ley, se relaja la observancia 
de alguna ley, concediendo por gracia especial lo que está prohibido 
por regla general, resultando, por consiguiente, la derogación de 
la ley aplicable al caso, aunque sólo lo sea por aquella vez y por 
motivos que lo justifiquen. Sólo al Poder legislativo corresponde la 
facultad de de rogar ó modificar las leyes. En el régimen absoluto, el 
Rey podía hacerlo por sí mismo, y por esto le correspondía otorgar 
las dispensas de ley, no á su capricho, sino cuando la misma ley lo 
pe rmit ía. En el régimen constitucional, reside en las Cortes con el 
Rey la facultad de hacer las leyes, y, por tanto, la de derogarlas 
ó dispenser su observancia, aunque sólo sea para un caso particu-
lar. Era embarazosa la aplicación estricta de este principio, y para 
facilitar la concesión de la gracia en los casos en que estaba admi-
tida, se promulgó la ley de 14 de Abril de 1838, por la cual se 
conce dió al Rey la facultad de resolver todas las instancias sobre 
dispensa de ley en los casos que en ella se determinaron, siempre 
q ue concurriesen motivos justoe y razonables, justificados debida. 
mente; pero sin poder relevar del pago de los derechos señalados 
e n las tarifes vigentes sin el concurso de las Cortes. 
De los casos determinados en el art. 1." de dicha ley, que po-
d ían ser objeto de la gracia mencionada, referentes á los derechos 
c iviles, y al estado y condición civil de las personas, sólo encon- 
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tramos vigente en el Código civil el de legitimación de los hijos na-
turales por concesión Real, de que trata en los arts. 125, 126 y 
127, determinando los requisitos que deben concurrir para que el 
Rey pueda conceder esa gracia, y los efectos que produce. Res-
pecto de la emancipación, de la administración de sus bienes 
por los menores de edad, y de la tutela de los hijos por las madres 
que contraen segundas nupcias, casos también previstos en aquella 
ley, las disposiciones del Código hacen innecesaria la dispensa de 
Icy, por el proce dimiento que aquí se establece; pues la emancipa-
ción, cuando no es tle derecho, sólo puede otorgarse por el padre, ó 
por la madre que ejerza la patria potestad, al hijo mayor de dieci-
ocho años, en la forma que ordena el art. 316; la habilitación del 
menor para administrar sus bienes, con los requisitos y en la forma 
que previenen los arts. 322 y 323, y la madre viuda sólo puede 
ejercer la patria potestad, y no la tutela de  sus hijos menores, per-
diendo aquélla si contrae segundas nupcias, fuera del caso previsto 
en el art. 168 del mismo Código. Y en cuanto á la dispensa que 
altere las condiciones reglamentarias de las profesiones de ahoga-
do y escribano, de exámenes, de oficios enajenados y otros seme-
jantes, á que se refiere también dicha ley, en las leyes y reglamen-
tos especiales se determinan los casos y forma en que podrán so-
licitarse tales dispensas, y por quién pueden otorgarse. Por consi-
guiente, sólo puede aplicarse el procedimiento establecido en el 
presente título á los casos de legitimación por concesión Real; y si 
resultare algún otro, como sólo puede procederse en virtud de 
Real orden, comunicada al juez por su superior inmediato, en razón 
á que corresponde exclusivamente al Gobierno juzgar si la gracia 
que se pide es de las que pueden ser dispensadas, en ella se orde-
nará el procedimiento que haya de aplicarse. 
Por la razón indicada de ser pocos los casos sujetos á este pro-
cedimiento, por la sencillez del mismo, y por la claridad y precisión 
con que está ordenado, bastará atenerse al texto de los artículos 
que vamos á insertar, sin necesidad de más explicaciones. Por la 
misma razón creemos que tampoco hacen falta loe formularios de 
este titulo. Y concluiremos recordando que, según la regla 25 
del art. 63, en las informaciones para dispensa de ley, será juez 
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competente el de primera instancia del domicilio del que 1aè so-
licitare. 
ART. 1980 (1979). No podrán recibirse las infor-
maciones que tengan por objeto una dispensa de ley, 
sino eu virtud de Real órden comunicada al Juez por 
su superior inmediato (1). 
ART. 1981 (1980). Recibida en el Juzgado la Real 
órden, se procederá á darle cumplimiento, mandando 
requerir 'al que la obtuvo para que preste la informa-
cion correspondiente sobre los hechos expresados en 
su instancia, 6 sobre los prevenidos en la Real órden. 
ART.1982 (1981). Si durante la tramitacion del 
expediente pidiera el interesado que se amplíe la jus-
tificacion á otros hechos que no conocia cuando firmó 
la instancia, 6 que crea ser de gran interés, podrá con-
cederlo el Juez si los estimare importantes. 
A1tT. 1983 (1982). Estas informaciones se recibi-
rán cou citación del Promotor fiscal. Tambien serán 
citadas las personas que tengan interés conocido y le 
gitimo en el asunto, siemere que así se haya mandado 
en la Real Orden, 6 lo solicite el recurrente. 
ART. 1984 (1983). El actuario dará f6 de conocer 
los testigos. Si no los conociere, exigirá que otros dos 
respondan del conocimiento de cada uno de ellos, y 
suscriban las declaraciones de los que se encuentren 
en este caso. 
(1) La ley para Cuba y Puerto Rico, al final de este artículo, atiade 
lo siguiente: esalvo los casos á que se refiere el art. 1831», que es el 1832 
de la ley de la Peninsula. Estos casos son, el de adopción, cuando era 
necesario el otorgamiento del Rey; y el de arrogación, que siempre 
exigía dicho requisito. Pero estos casos no son de dispensa de ley, 
como puede verse consultando el art. 1.0 de la ley de 14 de Abril de 
1838, que los determinó taxativamente, y por esto nos parece incon-
gruente dicha salvedad. No insistimos en esto, porque ya no puede 
ocurrir el caso, en razón it que el Código civil, que rige también en 
Ultramar, ha suprimido la arrogación, y en ningún caso concede al 
Rey la facultad de otorgar la adopción, como se ha dicho en las pági-
nas 279 y 287 de este tomo. 
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ART. 1985 (1984). Si se hubiere mandado hacer 
la información con oitacion de alguna persona, se le 
oirá si, citada, solicitare la entrega del expediente. 
Tambien se admitirán los testigos y documentos que 
presentare sobre los hechos objeto de la informacion. 
ART. 1986 (1985). Cuando el citado no comparezca, 
trascurrido que sea el término que para ello se le hu-
biere designado, continuará la sustanciación del expe-
diente con sólo la intervencion del Promotor fiscal, á 
no ser que aquél fuere menor 6 incapacitado, en cuya 
caso será indispensable su audiencia, y á este fin de-
berá compelerse á su representante legítimo para que, 
sin excusa alguna, proponga dentro del término que 
el Juez señale, lo que al interés del menor 6 incapa-
citado convenga. 
ART. 1987 (1986). Si pendiente una informacion 
mandada recibir sin citación, se presentare alguna per-
sona oponiéndose á la dispensa para la cual se reciba, 
se le oirá, si tuviere conocido y legítimo interés en re-
sistirla. 
ART. 1988 (1987). Para la compulsa ó cotejo de 
documentos, será indispensable la asistencia del Pro-
motor fiscal. 
Si no hubiere 'de compulsarse más que parte del do- 
cumento, ó no fuere íntegra la copia que haya de co-
tejarse, el Promotor informará en la misma diligencia 
si en la parte que se omite hay ó no alguna diferencia 
que modifique 6 se oponga á la parte testimoniada. 
ART. 1989 (1988). Practicadas las diligencias acor-
dadas á instancia de parte, 6 mandadas en la Real 
6rden, se entregará el expediente al Promotor fiscal 
para que emita dictámen por escrito. 
ART. 1990 (1989). Si el Promotor hallare que no 
se ha acreditado el conocimiento de los testigos en la 
forma prevenida en el art. 1984 (1983 en la ley de 
Cuba y Puerto Rico), 6 algún otro defecto notable, pe-
dirá que se subsane. Tambien podrá pedir la práctica 
de las diligencias que estime necesarias para la califi-
cacion acertada de los hechos en que se funde la peti- 
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cion de la gracia, y la citacion de las personas que te-
niendo interés legítimo para oponerse á su concesion, 
no hubieren sido citadas oportunamente, debiendo ha-
berlo sido con arreglo á lo dispuesto en el art. 1983 
(1982 de dicha ley). 
ART. 1991 (1990). Hallando el Promotor fiscal 
completa la instruccion del expediente, dará dictámen 
sobre el fondo del negocio. 
ART. 1992 (1991). Evacuada la audiencia del Pro-
motor, el Juez emitirá su dictámen, que remitirá con 
el expediente al Tribunal superior en la forma acos-
tum tirada. 
ART. 1993 (1992). La Sala de gobierno oirá al Fis-
cal, y subsanados los defectos que pueda tener el ex-
pediente, acordará el informe que deba elevarse al 
Gobierno (al Ministerio de Ultramar, segun la ley de 
Cuba y Puerto Rico) al cual remitirá original el expe-
diente con copia certificada del dictámen fiscal. Si 
algun Magistrado hubiere disentido de la mayoría, 
podrá extender por separado su dictámen, que se in-
sertará en la consulta (1). 
(1) Se deduce de este articulo que corresponde al Gobierno la  re-
solución de los expedientes sobre dispensa de ley, como así debe ser 
conforme á la ley de 14 de Abril de 1838. La intervención de la 
 auto-
ridad judicial está limitada á la instrucción del expediente, cuando 
así se le manda de Real orden, y no por sus propias facultades: de 
suerte que es gubernativo el carácter de estos expedientes. El juez no 
puede dictar en ellos resolución que cause estado, ni admitir oposi-
ción para el efecto de hacer contencioso el expediente. Instruido éste 
en la forma ordenada en el presente título, y luego que el Ministerio 
fiscal haya dado su dictamen por escrito sobre el fondo del negocio, 
esto es, sobre si procede ó no la concesión de la gracia, aquél ha de 
remitirlo con su informe á la Sala de gobierno de la Audiencia terri-
torial, la cual, después de oir por escrito al Fiscal, eleva al Ministerio 
de Gracia y Justicia el expediente original instruido por el juez, con 
su informe y copia del dictamen fiscal, para la resolución que proce• 
da. Esta resolución será concediendo ó negando la gracia solicitada. 
Si se deniega, no cabe recurso alguno. Si se concede, se entiende 
siempre, expresa ó tácitamente, sin perjuicio de tercero, y por conei• 
P 
 s ^ 
DE LA HABILITACIÓN PARA COMPARECER EN JUICIO 
Habilitación para comparecer en juicio es la autorización ó l i-
cencia que con este objeto, y para negocio determinado, concede 
guiente, podrá reclamar el que se crea perjudicado en sus derechos. 
¿Ante quién, y en qué forma? 
 
Nuestras leyes de Partida y recopiladas reconocieron el derecho 
 
de oponerse al cumplimiento de las gracias concedidas contra ley ó 
 
con perjuicio de tercero, y tenían por nulas las obtenidas con los vi-
cios de obrepción ó subrepción, esto es, con falsa narración de los he-
chos, ú ocultando la verdad. Para estas reclamaciones se estableció el 
 
recurso llamado de retención de gracias, del que debía conocer el Con-
sejo de Castilla en Sala de justicia. Suprimido este Consejo en 1834, 
 
y creado el Tribunal Supremo de España é Indias, se confirió á éste 
 
el conocimiento de las demandas de retención de gracias, por Real de• 
 
creto de 26 de Mayo de 1834 y por el Reglamento provisional cara la 
 
administración de Justicia del año siguiente. Pero en reformas poste-
riores no se le reconoció esa competencia, y creados después tribuna 
 
les epeciales para lo contencioso administrativo, se dudó si á éstos co 
 
rresponderfan dichos asuntos. Conforme A los principios en que están 
 
basadas todas esas reformas, parece lo procedente que cuando la din 
 
pensa de ley se refiera.á materia administrativa, la reclamación con-
tra ella pertenece á lo contencioso administrativo, y cuando verse  
sobre materia de derecho civil, como la legitimación, corresponde su 
 
conocimiento A la jurisdicción ordinaria, sujetándose A la competencia  
y procedimiento que establece la ley de Enjuiciamiento civil. En este 
 
sentido se resolvió por el Ministerio de Gracia y Justicia, de acuerdo 
 
con el parecer de la Sala de gobierno del Tribunal Supremo, la solici-
tud deducida ante aquél para que se revocasen las Reales cédulas de 
 
legitimación de tres hijos, solicitada por su padre, en concepto Je na-
turales, sin tener este carácter, cuya resolución se comunicó al intere-
sado por Real orden de 23 de Marzo de 1863. Por consiguiente, el que 
 
se crea agraviado en sus derechos por una dispensa de ley en materia  
que pertenece al Código civil, podrá reclamar su nulidad en juicio de  
clarativo, que deberá ser de mayor cuantía, si afecta al estado civil de  
A 
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el juez á una persona, que por estar sujeta á la potestad de otra, 
no tiene capacidad para litigar por sí misma, cuando su represen-
tante legítimo no puede ó no quiere comparecer por ella en el jui• 
cio. Estas habilitaciones son un remedio extraordinario, que como 
todos los de esta clase, sólo puede utilizarse á falta de otros or-
dinarios. Por esta razón no tienen necesidad de ese remedio 
todos los incapacitados para comparecer por sí en juicio, ni pue-
de concederse la habilitación para todos los negocios jlidiciales que 
pueda tener la persona que la solicite; sino solamente para caso 
y negocio determinado, según se deduce del núm. 4.° del artícu-
lo 1995. 
El procedimiento que aquí se establece para obtener dicha ha-
bilitación, está ajustado á la legislación y á la práctica que regían 
al publicarse la ley de Enjuiciamiento civil; pero aquella legisla-
ción ha sido modificada en parte por el Código civil, en cuanto á 
las personas que pueden solicitar la habilitación y los casos en que 
debe concederse, y en su virtud, ha de tenerse también por modifi-
cado lo que la presente ley dispone sobre este punto. Veamos lo 
que de ella queda vigente, y lo que ha sido derogado, con relación 
á la mujer casada y á los hijos no emancipados, únicas personas 
que, según el art. 1994, necesitaban la habilitación judicial para 
comparecer en juicio, cuando el marido, ó los padres á cuya potes-
tad estaban sujetos los hijos, no podían ó no querían autorizarlos 
para ello, y si en algún caso necesitarán dicha habilitación los hijos 
menores emancipados. 
Mujer casada.—Según el art. 60 del Código civil, el marido es 
el representante de su mujer, y ésta necesita la licencia de aquél 
paru comparecer en juicio, á no ser que lo haga para defenderse 
en causa criminal, para litigar con su marido, ó cuando hubiere ob-
tenido habilitación conforme d lo que dispone la ley de Enjuicia- 
las personas, ante el juez de primera instancia correspondiente; y si 
es admuinistrative la materia de la gracia, deberá conocer de la 
 recite 
 ruación el Tribunal de lo Contencioso administrativo del Consejo de 
Estado, si la resolución gubernativa que cause estado hubiere sido 
dictada por un Ministro de la Corona ó por un Director general. 
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miento civil. Por consiguiente, queda en todo su vigor lo que se 
dispone en el presente título con relación á la mujer casada, la 
cual, ahora lo mismo que antes, necesita la habilitación judicial 
para comparecer en juicio, cuando su marido no pueda ó no quiera 
autorizarla para ello. 
fijos legítimos no emancipados.—Bajo esta denominación, em-
pleada en el art. 1994, están comprendidos únicamente los hijos 
menores de edad que estén sujetos á la potestad del padre, y en su 
defecto, â la de la madre. Sólo los hijos que se hallen en este caso 
necesitaban habilitación para comparecer en juicio, según dicho ar-
tículo, cuando no estaban autorizados para ello por el padre, ó por 
la madre, en el caso de ejercer ésta el derecho de patria potestad. 
Pero el Código civil ha modificado en este punto la legislación an-
terior. En su art. 155 impone al padre, y en su defecto á la madre, 
el deber, 6 sea la obligación de representar á sus hijos no emanci-
pados en el ejercicio de todas las acciones que puedan redundar 
en su provecho, y no contiene disposición alguna que, directa ni 
indirectamente, autorice á esos hijos para pedir la habilitación ju-
dicial con  el objeto de comparecer en juicio. El Código ha proce-
dido en este punto con prudencia y acierto, fundándose sin duda 
en que, limitada la menor edad á los veintitrés años, el criterio del 
falto de experiencia y acaso de juicio, no debe sobreponerse 
al, del padre, como se sobrepondría si se le concediera la habilita-
ción paru promover ó seguir un litigio que éste estimaba no ser 
conveniente á los intereses de aquél. 
Acaso se diga que será aplicable esa razón cuando el padre no 
quiera autorizar al hijo para litigar. ¿Y si no puede hacerlo por 
hallarse ausente en ignorado paradero? Tampoco puede concedér-
sele la habilitación judicial, porque no la ordena el Código, ni 
quedan desamparados los intereses y derechos del hijo. Según los 
arts. 181 á 189 del mismo Código, en el caso de ausencia del padre 
sin saberse su paradero, ni haber dejado apoderado, el juez ha de 
nombrar quien le represente en todo lo que fuere necesario, de-
biendo recaer este nombramiento en la mujer, y en su defecto, en 
los padres, hijos y abuelos; y transcurridos dos años sin tenerse no-
ticia del ausente, ó cinco si hubiere dejado apoderado, procede la 
1 
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declaración judicial de la ausencia, encargando la administración 
de los bienes y la representación de aquél á dichas personas, pre-
viniendo que si corresponde á la mujer, y es menor de edad, se le 
provea de tutor en la forma ordinaria, y lo mismo si corresponde 
á los hijos que sean menores. De suerte que los hijos no emanci-
pados del ausente no quedan en ning(in caso sin representación 
legítima: la tendrá la madre, y en su defecto el tutor, y por consi-
guiente, no procede la habilitación judicial de los mismos para 
comparecer en juicio. 
Creemos, por tanto, que en ninguno de los casos del art. 1995 
de la ley procede la habilitación de los hijos legítimos no emanci-
pados para comparecer por sí en juicio, ni como demandados ni 
como demandantes, contra un tercero: el Código no autoriza tales 
habilitaciones, ni deja en ningún caso desamparad os á esos hijos, 
como se ha demostrado. Podrá ser que éstos se vean en la necesidad 
de litigar contra su padre, ó que siendo ambos demandantes 6 de. 
mandados en un mismo pleito, sean opuestos sus intereses. En 
tales casos, tampoco necesitan los hijos de habilitación, como lo 
declara el art. 1998 de la ley, y el 165 del Código ordena que el 
juez les nombre un defensor que los represente en juicio y fuera 
de él en aquel asunto, cuyo nombramiento ha de recaer en el pa-
riente ó persona á quien, en su caso, correspondería la tutela le 
gítima. 
Hijos menores emancipados.—No se hace mención de ellos en 
la ley, antes bien, los excluye, y en algunos casos necesitarán 
habilitación judicial para comparecer en juicio. No nos referimos 
á los emancipados por la mayor edad, porque éstos entran desde 
luego en el pleno ejercicio de sus derechos civiles; nos referimos á 
los hijos legítimos menores de edad, que hayan sido emancipados 
por matrimonio ó por concesión de los padres. La emancipación 
los habilita para regir su persona y bienes como si fuesen ma yores 
de edad; pero según los arts. 59 y 317 del Código, el casado que 
sea menor de dieciocho años no puede administrar sin el consen-
timiento de su padre; en defecto de éste, sin el de su madre, y á 
falta de ambos, sin el de sn tutor; y si fuere mayor de dieciocho 
años, y lo mismo el emancipado por concesión de los padres, hasta 
1 
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que lleguen á la mayor edad, no pueden, sin el consentimiento de 
dichas personas, tomar dinero á préstamo, gravar ni enajenar bie-
nes raíces, ni comparecer en juicio. Lo propio habrá de entenderse 
respecto de los hijos solteros, menores de edad, que, con consenti-
miento de sus padres, vivan independientes de éstos, puesto que 
el art. 160 declara que se reputarán como emancipados para todos 
los efectos relativos á los bienes que adquieran con su trabajo o 
industria. Cualquiera de esos hijos emancipados se ve en la nece-
sidad de demandar, ó es demandado por actos ejecutados en virtud 
de la facultad que le concede la ley para regir su persona y bienes, 
y el padre, ó la madre en su caso, no quiere ó no puede darle el 
consentimiento y autorización para comparecer en juicio. ¿Quó re• 
medio tendrá para sostener sus actos y defender sus derechos? No 
vemos otro que el de la habilitación judicial para comparecer en 
juicio, aplicando á este caso el procedimiento que se ordena en el 
presente título, como es de esperar se declare en la reforma de la 
ley de Enjuiciamiento civil, para ponerla en armonía con el Código. 
Y no comprendemos el caso en que deba el tutor dar el consenti-
miento, porque entonces corresponde la resolución al consejo de 
familia. 
Veamos lo que se ordena en el presente título, recordando que 
el juez competente para conocer de estos asuntos es el de primera 
instancia del domicilio de quien solicite la habilitación, según la 
regla 25 del art. 63. 
ART 1994 1993). Necesitarán habilitacion para 
comparecer en juicio, los hijos legftimos no emancipa-
dos y la mujer casada, cuando no estén autorizados 
para ello por la ley, 6 por el padre, 6 por la madre, en 
el caso de ejercer el derecho de pátria potestad, 6 por 
el marido (1). 
(1) Véase la introducción de este titulo, en la que se ha expu-Eto 
que, conforms al C,idigo civil, no puede concederse habilitación para 
comparecer en juicio á los hijos legítimos no emancipados, ni aun en 
el caso de ausencia del padre ó de la madre, pero si á la mujer casada; 
y que también la necesitarán los hijos menores emancipados, en los 
TOMO VI 	 ri'I 
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ART. 1995 (1994). Sólo podrá concederse la ha-
bilitacion cuando el que la pida se halle en alguno de 
los casos siguientes (1): 
1.° Hallarse los padres ó el marido ausentes, igno-
rándose su paradero, sin que haya motivo racional 
bastante para creer próximo su regreso (2). 
casos en que, no pudiendo comparecer en juicio sin la autorización 6 
asistencia del padre, 6 en su defecto de la madre, éstos no quieran 6 
no puedan darles dicha autorización. Téngase presente la doctrina 
allí expuesta para aplicar este articulo y los demás del presente titulo 
en armonía con el Código civil. 
(1) En los dos primeros uúmeros de este articulo se determinan los 
casos en que han de hallarse loe hijos 6 la mujer para poder solicitar 
la habilitación judicial, cuales son, el no poder 6 no querer el padre 
6 el marido darles su autorización para que comparezcan en juicio; y 
en los números 3.0 y 4.0 se expresan las causas 6 motivos que han de 
concurrir para ello. No basta que el padre 6 el marido no puedan dar 
dicha autorización; es necesario además que haya motivo justo para 
que el juez pueda concederla. Por consiguiente, se dice con impropia• 
dad que el que la pida se halle en alguno de los casos siguientes: racionar 
mente ha de entenderse que debe hallarse en alguno de los casos de 
los números 1.0 y 2.0, concurriendo además alguna de las causas 6 
circunstancias determinadas en los números 3. 0 y 4.0 
Téngase presente que hacemos mención en esta nota, y lo mismo 
en las siguientes, del padre, 6 de la madre en su caso, no con relación 
A los hijos no emancipados, á los que se refiere la ley exclusivamente, 
sino á los hijos menores emancipados, á quienes el Código civil no 
permite comparecer en juicio sin la asistencia del padre, y en su de-
fecto de la madre, que son los que necesitarán la habilitación judicial, 
cuando éstos no puedan 6 no quieran darles su autorización, como ya 
se ha dicho. 
(2) No basta la ausencia del padre 6 del marido; es preciso, ade-
más, que se ignore su paradero, y que haya motivo racional para creer 
que no será proximo su regreso. Si se sabe el paradero, tienen el hijo 
6 la mujer el deber de acudir al padre 6 al marido pidiéndole su au-
torización para comparecer en juicio, y si la niegan, se encontrarán 
en el caso del núm. 2. 0, en el que no puede solicitarse la habilitación 
como acto de jurisdicción voluntaria, según luego veremos. Tendrán 
presente loe jueces que este es un remedio extraordinario, que sólo 
puede concederse en casos de absoluta necesidad para evitar graves 
o.. 
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2.0 Negarse el padre, la madre ó el marido á re-
presentar en juicio al hijo ó mujer (1). 
3.0 Ser demandado el que lo solicitare. 
4.e Seguírsele gran perjuicio de no promover la 
demanda para que se pida la habilitacion. 
ART. 1996 (1995). En estos expedientes se oirá 
siempre al Promotor fiscal (2). 
ART. 1997 (1996). En el auto en que se conceda 
la habilitación á un hijo legítimo no emancipado, se 
mandará tambien que se le provea de curador para 
pleitos de la manera prevenida en la seccion cuarta 
del tít. III de este libro (3). 
perjuicios, y que obrarán con prudencia, y con arreglo á la letra y es-
píritu del Código, denegando las habilitaciones que no están debida 
mente justificadas, A fin de evitar que aprovechando el hijo 6 la mu-
jer la circunstancia de una ausencia legítima, transitoria 6 acciden-
tal, se propongan dar á ciertos negocios una dirección opuesta á la 
que el padre 6 el marido creían más conveniente. 
(1) Cuando ocurra este caso, no puede solicitarse la habilitación 
como acto de jurisdicción voluntaria, sino en via contenciosa, aunque 
por los trámites de los incidentes, como se ordena en el art. 1999. 
(2) La audiencia al Ministerio fiscal deberA ser luego que el expe-
diente tenga la instrucción necesaria para que el juez dicte su resolu-
ción. Nada se ordena acerca del procedimiento, y deberá, por tanto, 
ap'.icarse el que se establece como regla general para los actos de ju-
risdicción voluntaria en los artículos 1313 y siguientes, con 
 la apela-
ción en ambos efectos si se negare la habilitación. El que la solicite, 
deberá justificar los hechos en que se funde, presentando los docu 
mensos que á ello conduzcan, y si no los hubiere, ofreciendo informa-
ción de testigos. Esta información habrá de recibirse con citación del 
Ministerio fiscal, puesto que la ley le da intervención en estos asuntos. 
(3) Este articulo no tiene ya aplicación, porque el Código civil no 
autoriza la habilitación á los hijos legítimos no emancipados, como 
se ha dicho en la introducción de este título, y ha suprimido por in-
necesario el cargo de curador para pleitos. Si se concede la habilita-
ción A un hijo emancipado, que sea menor de edad, en los casos indi-
cados en dicha introducción, por ella queda autorizado para compa 
recer por sí en juicio, y nombrar procurador si le conviene, lo mismo 
quo cuando recibe la autorización del padre, ó de la madre en su caso, 
sin necesidad de defensor ni de curador. 
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ART. 1998 (1997). No necesitarán de habilitacion, 
el hijo ni la mujer casada, para litigar con su padre 
ó marido. 
ART. 1999 (1998). El juicio que tenga por objeto 
la habilitacion por negarse el padre 6 marido á re-
presentar al hijo 6 á la mujer, se sustanciará con 
arreglo á los trámites establecidos para los incidentes. 
Lo mismo sucederá cuando, ántes de otorgarse la 
que se haya pedido por ausencia 6 ignorado paradero 
del padre ó marido, comparecieren éstos oponiéndose. 
ART. 2000 (1999). Si la presentacion del padre 6 
del marido tuviere lugar despues de concedida la ha-
bilitacion, su oposicion se sustanciará por los trámites 
de los incidentes. 
Mientras no recaiga sentencia firme, surtirá todos 
sus efectos la habilitacion (1). 
(1) A los dos casos determinados en los números 1. 0 y 2.0 del ar-
ticulo 1995 se refieren el presente artículo y el que le precede, orde-
nando el procedimiento que en cada uno de ellos ha de seguirse. Si 
el hijo ó la mujer solicitan la habilitación, por haberse negado el pa-
dre, la madre 6 el marido á representarlos en juicio, 6 á concederles 
la autorización para litigar en determinado negocio, entonces tal soli 
citud no puede ser objeto de un acto de jurisdicción voluntaria, con-
forme al art. 1811: se promueve una cuestión entre partes conocidas 
y determinadas, y debe ventilarse en juicio declarativo, por correspon 
der su conocimiento á la jurisdicción contenciosa. Por esto se ordena 
en el art. 1999, que esa cuestión, á la que da el nombre de juicio, se 
sustanciará, no en vía ordinaria, como prevenía la ley de 1855, sino 
con arreglo â los trámites establecidos para los incidentes, en los ar 
títulos 749 y siguientes. En este juicio, el hijo 6 la mujer será la parte 
actora, dirigiendo la demanda contra el padre 6 marido, y pidiendo 
que el juez conceda la habilitación para comparecer en el juicio á que 
se refiera, si éstos persisten en su negativa; deberán acompañarse co• 
pies de los escritos y documentos, y no es necesario el acto de conci-
liación, por estar comprendido el caso en la excepción 2.a del art. 460. 
En el otro caso, ó sea cuando la solicitud de habilitación se funde 
en la ausencia é ignorado paradero del padre, madre 6 marido, se pro 
moverá como de jurisdicción voluntaria; pero si después de promo-
vida, comparece el ausente oponiéndose, hay que distinguir: si se for 
maliza la oposición antes de concederse la habilitación, se hace con- 
1 
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ART. 2001 (2000). Cesarán los efectos de la habi-
litacion luego que el padre 6 el marido se presten á 
comparecer en juicio por el hijo 6 la mujer (1). 
FORMULARIOS DEL TITULO IX 
De las habilitaciones para comparecer en juicio. 
Escrito solicitando la habilitación.—Al Juzgado de primera instan-
cia.—Doña Juana Ruiz, mayor de edad, con cédula personal, etc. casada 
con D. Felipe López, ante el Juzgado parezco y, digo: Que hace cuatro me-
ses dicho mi marido tuvo que marchar precipitadamente á la isla de Cuba, 
para el arreglo de intereses de bastante importancia. En carta del, mismo, 
fechada en la Habana el 7 del mes pasado, que presento original, me 
dice que los negocios, que le han llevado á aquel país, están tan com-
plicados, que necesita muchos meses para arreglarlos, teniendo que pa-
sar á Méjico y á otros puntos, para donde saldría en el primer vapor, 
por lo cual no podía calcular ni decirme cuándo será su regreso, de 
suerte que no sé su paradero actual, ni hay fundada esperanza de su 
próxima vuelta. 
Ocurre ahora que mi convecino D. José Llopis, aprovechando la au-
sencia de mi marido, está haciendo una obra nueva en su casa, sita en la 
calle Mayor de esta villa, y contigua a la de mi propiedad en que yo ha- 
tencioso el expediente, y se suspende la habilitación hasta que re 
caiga sentencia firme concediéndola 6 negándola; y si se deduce des-
pués, la habilitación ya concedida surte todos sus efectos, mientras 
no recaiga sentencia firme que la invalide para lo sucesivo, no para 
loe actos en su virtud ejecutados. En estos dos casos, la oposición se 
sustanciará también por los trámites de los incidentes, antes indica 
dos, pero haciendo de parte actora el padre 6 marido que la formalice, 
y como en tal caso son parte contraria el hijo 6 la mujer, éstos no ne-
cesitan de habilitación para ese litigio, según el art. 1998. 
(1) Lo mismo habrá de entenderse cuando el padre 6 el marido 
den al hijo 6 á la mujer la autorización necesaria para que comparez-
ean en el juicio de que se trate. En éste y en los demás casos de asen-
timiento deberá concederse dicha autorización, licencia 6 poder por 
medio de escritura pública. 
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bito, con cuya obra priva á mi casa de la servidumbre de luces que tiene 
sobre la del Llopis, hasta el punto de dejar sin luz ni ventilación, é inutiles, 
por tanto, varias habitaciones. Graves son los perjuicios que con ello se 
me causan, y urgente el acudirá impedirlos promoviendo el interdicto de 
obra nueva, ó la demanda que corresponda. Mas no es posible verificarlo 
A no servirse el Juzgado otorgarme la habilitación necesaria para compa-
recer en juicio, mediante á que mi marido, por la precipitación de su mar-
cha, no me autorizó para ello, ni dejó poderes á otra persona que pudiera 
representarlo legítimamente. 
De lo expuesto resulta, que me encuentro en el caso I.° del ar-
ticulo 4995 de la ley de Enjuiciamiento civil, y que concurre la causa ó 
circunstancia determjnada en el nttm. 4 0 del mismo, y de consiguiente, 
que procede se me conceda la habilitación, que imploro del Juzgado, 
para comparí cer en el juicio que por la razón dicha tengo necesidad de 
promover sin dilación contra D. José Llopis. A este fin, ofrezo informa-
ción de testigos, al tenor de los particulares siguientes: 
4.° Que mi marido D. Felipe López se halla ausente, ignorándose su 
paradero actual, sin que haya motivo racional fundado para creer próxi-
mo su regreso, como lo dice en la carta que dejo presentada, y que pido 
se ponga de manifiesto á los testigos para que digan si la reconocen 
como de pudo y letra de dicho mi marido. 
2.0 Que D. José Llopis está haciendo una obra nueva en la casa que 
tiene en la calle Mayor de esta villa, uiim. 44, con cuya obra está pri-
vando á la de mi propiedad. contigua á la misma, de la servidumbre de 
luces que sobre ella ha tenido siempre. 
3.0 Que se me seguirían graves perjuicios de no promover inmedia-
tamente la correspondiente demanda para impedir dicha obra, en razón á 
que con ella se están quedando sin luz ni ventilación las habitaciones 
contiguas de la casa de mi propiedad.—Por tanto, 
Suplico al Juzgado, que habiendo por promovido este expediente 
como de jurisdicción voluntaria, y por presentada la carta de que se ha 
hecho mérito, se sirva admitirme la información ofrecida, con citación y 
audiencia del Ministerio fiscal, y por su mérito concederme la habilita-
ción necesaria para comparecer en juicio, á fin de promover, en ausencia 
de mi marido, la demanda indicada contra D. José Llopis, autorizándo-
me para otorgar poder á Procurador, si fuese necesario 6 me conviniese, 
á cuyo efecto se me dé testimonio del auto en que se sirva acceder á esta 
petición, por ser conforme á justicia que pido. (Lugar, fecha y firma del 
interesado, y de letrado si se quiere.) 
Providencia.—Por presentado con la carta que acompaña: con cita-
ción del Ministerio fiscal óigase la información que se ofrece, y hecho, 
dése cuenta. Lo mando, etc. 
h 
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Notificación al solicitante y citación por cédula al representante del 
Ministerio fiscal en forma ordinaria. 
Información de testigos bajo juramento en la forma ordinaria. 
Providencia —Al Ministerio fiscal para que exponga y proponga lo 
que estime procedente. Lo mandó, etc. 
Notificación al interesado y al representante del Ministerio fiscal. 
Dictámen fiscal.—Se emitirá por escrito, con vista del expediente, 
que á este fin se le habrá entregado, exponiendo lo que estime proce-
dente sobre si se han llenado las formalidades de la ley en el procedi-
miento, y si concurren ó no las circunstancias que ésta exige para con-
ceder la habilitación solicitada. 
Si concurren los requisitos prevenidos en el art. 4995, sin más trámi-
tes se dictará el siguiente auto; y si no, se denegará la habilitación, 
también por medio de auto. 
Auto concediendo la habilitación. —En .. (lugar y fecha), el Sr. D..., 
Jn z de primera instancia de la misma y su partido: en vista de este ex-
pediente de jurisdicción voluntaria, formado á instancia de Doña Juana 
Ruiz, casada con D. Felipe Lopez, de esta vecindad, en solicitud de ha-
bilitación para comparecer en juicio por ausencia de su marido. 
Resultando que dicho D. Felipe López se halla ausente, ignorándose 
su paradero, y sin que haya motivo racional bastante para creer próximo 
su regreso: 
Resultando que á su mujer Doña Juana Ruiz se la sigue grave per-
juicio de no promover desde luego la correspondiente demanda para im-
pedir la obra nueva, que D. José Llopis está ejecutando en una casa con-
tigua á la que aquélla posee en la calle Mayor de esta villa: 
Considerando que, según lo expuesto, dicha Doña Juana se encuentra 
en los casos 4. 0 y 4.0 del art. 1993 de la ley de Enjuiciamiento civil, con-
curriendo, por consiguiente, los requisitos necesarios para concederle la 
habilitación que solicita; 
Dijo: Que debía conceder y concedía á Doña Juana Ruiz, esposa del 
ausente D. Felipe Lopez, la habilitación que solicita para comparecer en 
juicio, á fin de promover la demanda correspondiente para impedir la 
obra nueva que D. José Llopis está ejecutando en una casa contigua á la 
que aquélla posee en la calle Mayor de esta población, autorizándola 
para que otorgue poder á Procurador, si le conviniere, á cuyo fin désela 
testimonio de esta providencia. Y por este su auto así lo proveyó, mandó 
y firma di •,ho Sr. Juez, de que doy fe. (Firma del Juez y Escribano) 
Notificación á la parte y al Fiscal en la forma ordinaria. 
• 
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Nola de haber librado el testimonio del auto y de haberlo entregado 
á la parte interesada. 
Si durante la sustanciación de estas diligencias compareciesen el 
padre, la madre en su caso, 6 el marido antes de dictarse el auto conce-
diendo la habilitación, oponiéndose A ella, se sobreseerá en las actuacio-
nes de jurisdicción voluntaria, y de la oposición se dará traslado por 
seis días, con copia del escrito, al hijo 6 á la mujer, sustanciándose por 
los trámites establecidos para los incidentes, con los recursos que en ellos 
concede la ley, y se estará sobre la habilitación á lo que se resuelva en 
la sentencia firme que recaiga en el incidente de oposición. 
El mismo procedimiento de los incidentes se empleará, cuando la 
oposición se presente después de concedida la habilitación; pero en este 
caso no hay que sobreseer en las diligencias de jurisdicción voluntaria, 
porque ya están terminadas, y la habilitación surte todos sus efectos 
mientras no recaiga sentencia firme revocándola. 
Cuando se solicite la habilitación por haberse negado el padre, la 
madre 6 el marido, estén presentes 6 ausentes, á representar en juicio al 
hijo ó á la mujer, ó á darles la autorización y licencia que necesitan para 
comparecer en juicio por sí mismos, no puede darse al negocio el proce-
dimiento de jurisdicción voluntaria: tiene que entablarse por la vía con-
tenciosa, siendo demandante el hijo ó la mujer, y acompañando á la de-
manda copias del escrito y documentos, sin necesidad de arto de conci-
liación. De esa demanda se dará traslado por seis días al padre ó marido 
con tra quien se dirija, y se sustanciará también y resolverá por los trá-
mites de los incidentes. 
En estos juicios incidentales pueden comparecer por sí, sin necesi-
dad de habilitación, el hijo emancipado, y la mujer casada, que sea ma-
yor de dieciocho años. Si ésta fuere menor de esa edad, tendrá que ser 
asistida 6 representada por su padre, 6 la madre en su caso, y en defecto 
de ambos por su tutor, como se deduce de los arts. 59 y 317 del Código. 
T1TUL0 X 
DE LAS INFORMACIONES PARA PERPETUA MEMORIA 
Estas informaciones tienen por objeto la justificación con tes-
tigos de ciertos hechos, que al que las promueve interesa queden 
consignados de un modo solemne, á fin de que consten en lo suce- 
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sivo, y no puedan desaparecer, olvidarse ó desfigurarse con el 
transcurso del tiempo. Si los hechos constan en documentos píl-
blic os, no hay necesidad de tales informaciones, que no son más 
que un medio supletorio de justificación. La intervención de la 
autoridad judicial con escribano les da autenticidad y fe, de que 
carecerían de otro modo. 
Su nombre técnico ha sido siempre en el foro el de informa-
ciones ad perpetuam rei memoriam; ó, abreviando la frase, infor-
maciones ad perpetuam. Así lo reconoce el Diccionario de la Aca-
demia, que las define diciendo: «INFORMACION AD PERPETUAM, Ó 
AD PERPETUAM REI MEMORIAM. for. La que se hace judicialmente 
y á prevención para que conste en lo sucesivo alguna cosa; como 
cuando los testigos son viejos ó se han de ausentar.» Esta defini-
ción es la que dan también sustancialmente nuestros autores prác-
ticos antiguos. El ejemplo con que se completa, relativo á los tes-
tigos viejos 6 que se han de ausentar, demuestra claramente que se 
comprendían en esta clase de informaciones, no sólo las de que 
trata el presente título, sino también las que autoriza el art. 502 
de esta ley, como preliminares de un juicio declarativo. 
Hoy es necesario distinguir entre unas y otras. Nuestras anti-
guas leyes no hicieron la conveniente distinción en esta materia, 
como no la hicieron tampoco entre los actos de la jurisdicción vo-
luntaria y los de la contenciosa, y de aquí la confusión en la prác-
tica. Todas las informaciones que se hacían fuera de juicio sobre 
asuntos civiles, solían llamarse ad perpetuam, y eran ejecutadas 
en idéntica forma, sin otra diferencia que la de hacerse con cita-
ción de la parte á quien podían perjudicar los hechos, como pre-
venía la ley 2.a, tít. 16 de la Partida 3.a, cuando era conocida la 
persona y se había de dirigir contra ella el juicio en el que se in-
tentaba utilizar aquella prueba, y en otro caso con citación del 
promotor fiscal ó del síndico del Ayuntamiento. La ley actual, 
como la anterior, ha hecho la distinción que exigía un buen sis-
tema de procedimientos, adjudicando á la jurisdicción contenciosa 
las informaciones preliminares de los juicios, y las que se refieren 
á hechos de que puede resultar perjuicio á persona conocida y de-
terminada, y á la voluntaria las que no se encuentran en este caso. 
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Aquéllas tendrán lugar únicamente en los casos y en la forma que 
determina el art. 502 antes citado, y éstas en los que se determi-
nan en los artículos del presente título, únicas que hoy pueden 
denominarse informaciones para perpetua memoria. 
¿Cuál será la fuerza y valor legal de estas informaciones?—
Aunque la ley no lo dice en este lugar, lo declaró ya en el ar-
tículo 59G. Bajo la denominación de documentos públicos y so-
lemnes, dice dicho artículo, se comprenden... las actuaciones judi-
ciales de toda especie.» Las informaciones de que tratamos son ac-
tuaciones judiciales; luego tendrán en juicio la fuerza y valor de 
documentos públicos y solemnes, para justificar los hechos á que 
se refieran, salva siempre la prueba en contrario Mas, para que 
tengan esta fuerza probatoria, es indispensable que estén practi-
cadas con las formalidades prevenidas en los artículos 2003 y si-
guientes, y que, como ordena el 2002, no se refieran á hechos de 
que pueda resultar perjuicio á una persona cierta y determinada: 
careciendo de estos requisitos no podrán surtir efecto alguno pro-
batorio, como lo declaró el Tribunal Supremo de Justicia en sen-
tencia de 27 de Junio de 1864. 
Respecto á competencia para conocer de estas informaciones, 
sobre lo cual nada ordenó la ley anterior, véase la regla 26 del 
art. 63 de la presente. Y pasemos al examen de los artículos con-
tenidos en este título, en los que se establece sustancialmente el 
mismo procedimiento que en la ley de 1855. 
   
        
        
        
        
        
        
        
     
ART. 2002 (2001). Los Jueces admitirán y harán 
que se practiquen las informaciones que ante ellos se 
promovieren, con tal que no se refieran á hechos de 
que pueda resultar perjuicio á una persona cierta y 
determinada (1). 
   
      
(1) En este artículo se determina la circunstancia que, como re-
quisito esencial, ha de concurrir en toda información para perpetua 
memoria, á fin de que pueda ser admitida y aprobada por el juez de 
primera instancia; la de que la información se refiera á hechos de los 
cuales no pueda resultar perjuicio á persona cierta y determinada. La 
apreciación de esta circuustancia no puede menos de dejarse al pru- 
c 
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ART. 2003 (2002). No se admitirá ninguna infor-
macion de esta clase sin oir préviamente al Promotor 
fiscal. 
ART. 2004 (2003). Admitida la informacion, serán 
examinados, con citacion del Promotor fiscal, los tes-
tigos que presentare la parte recurrente, al tenor de 
los hechos expresados en su solicitud. 
El actuario dará fé del conocimiento de los testigos. 
Si no los conociere, exigirá la presentacion de dos 
testigos de conocimiento. 
ART. 2005 (2004). Practicada la informacion, se 
pasará el expediente al Promotor fiscal. Si éste hallare 
que se han cometido defectos, 6 que los testigos no 
reunen las cualidades exigidas por la ley, 6 que de 
sus declaraciones resulta que puede seguirse perjuicio 
á persona cierta y determinada, propondrá lo que en 
cada uno de estos casos estime procedente (1). 
dente y recto criterio del juez, ilustrado con el parecer razonado del 
Ministerio fiscal, á quien debe oir previamente sobre ello, como se 
previene en el artículo sieuiente 2003. Si el Ministerio fiscal entiende 
que de la información solicitada puede resultar perjuicio en lo suce-
sivo, aunque no lo haya en la actualidad, para los derechos de una 
persona, sea natural 6 jurídica, siempre que sea cierta y determinada, 
deberá exponer las razones 6 motivos aue tenga para esta apreciación, 
y oponerse á la admisión de aquélla. Y si el juez aprecia los hechos 
de este modo, cualquiera que sea el dictamen fiscal, deberá declarar 
por medio de auto no haber lugar á admitir la información. En otro 
caso la admitirá y se practicará en la forma que se ordena en el ar-
tículo 2004. Téngase presente que la ley no pone limitación á los he-
chos, y por consiguiente, podrán ser objeto de estas informaciones 
cualesquiera hechos, siempre que concurra la circunstancia antedicha, 
en el supuesto de que seap lícitos y honestos, de que no se refieran á 
pleito pendiente, y de que para eu justificación no tenga ordenado la 
ley otro procedimiento. 
(1) Sobre las cualidades exigidas por la ley para poder ser testigo, 
véanse los arts. 1245, 1246 y 1247 del Código civil. Para poder apre-
ciar si loe testigos de la información reunen 6 no esas cualidades, de-
berán hacérsele las preguntas generales, que previene el art. 648 de 
la ley, recibirles juramento, y observarse, en cuanto sea aplicable, lo 
demás que se ordena en los artículos 646 y siguientes de la misma 
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ART. 2006 (2005). Si el Promotor fiscal solicitare 
la práctica de alguna diligencia y el Juez la encontrare 
procedente, dictará providencia mandando que se prac-
tique, y ejecutada que sea, volverá á pasar los autos 
al Promotor. Si éste opinare que de la informacion po-
dría seguirse perjuicio á persona cierta y determina-
da, y el Juez hallare fundado el dictámen fiscal, dicta-
rá auto declarando no haber lugar á su aprobacion (1). 
ART. 2007 (2006). Pidiendo el Promotor fiscal que 
se apruebe la informacion, y hallándolo procedente el 
Juez, dictará auto aprobándola cuanto há lugar en de-
recho, y mandando, si se refiere á hechos de recono-
cida importancia, que se protocolice en los registros 
del actuario si éste fuere tambien notario, y no .sien-
dolo, en los de otro que resida en el pueblo cabeza del 
partido, á eleccion de la parte interesada, habiendo 
más de uno. 
Si los hechos á que se haya referido la informacion 
no fueran de reconocida importancia, el Juez mandará 
que se archive en el oficio del actuario (2). 
ley. El Ministerio fiscal, para dar el segundo dictamen que ordena el 
presente art. 2005, debe examinar con atención el expediente para 
formar juicio, no sólo sobre el fondo, sino también sobre la forma. Si 
entiende que se han cometido defectos en el procedimiento, pedirá 
que se subsanen, ó que se practique cualquiera otra diligencia que es-
time necesaria, antes de dar dictamen sobre el fondo. Y el results de 
las declaraciones de los testigos que éstos no reunen las cualidades 
exigidas por la ley, ó que puede seguirse perjuicio á persona cierta y 
determinada, pedirA que no se apruebe la información; ó que se aprue-
be , si resulta bien hecha y sin defectos. En uno y otro caso, se hará 
lo que se previene en los artfculos siguientes, resolviendo el juez lo 
que estime procedente. 
(1) Contra este auto procederá la apelación en ambos efectos, con-
forme al art. 1819. 
(2) La ley anterior, en su art. 1365, ordenaba la protocolización de 
estas informaciones en todo caso. Para evitar gastos innecesarios, se 
previene ahora que se protocolicen solamente cuando se refieran á he-
c hoe de reconocida importancia para la familia ó ens derechos, ó para 
la historia, y que en los demás casos se archiven en el oficio del ac- 
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ART. 2008 (2007). Tambien se mandará en el mis-
mo auto que se dé testimonio de la informacion, si lo 
pidiere, al que la hubiere promovido y á cualquiera 
otro que lo solicite para impugnarla en el juicio corres-
pondiente, si pudiere causarle perjuicio. 
ART. 2009 (2008). Si antes de aprobarse la infor-
macion, se presentare alguno oponiéndose á ella por 
poder seguírsele perjuicio, el Juez dictará auto man-
dando sobreseer en las actuaciones de jurisdiccion vo-
luntaria, con reserva á las partes de su derecho, para 
que lo ejerciten en el juicio que corresponda (1). 
ART. 2010 (2009). Las informaciones posesorias 
para inscribir algun derecho real sobre bienes in-
muebles, se practicarán con sujecion á las reglas esta-
blecidas en la Ley hipotecaria, reglamento para su 
ejecucion, y demás disposiciones vigentes (2). 
tuario. Sobre este punto será conveniente que el juez acceda á lo que 
solicite la parte interesada, puesto que ella ha de satisfacer los gas-
tos, y de la protocolizaci6n no puede seguirse perjuicio á tercero, el 
que en todo caso podrá impugnarla en el juicio declarativo correspon-
diente, como se declara en el art. 2008. 
(1) En estos casos, la oposición no ha de sastanciarse y resolvers e 
en el mismo expediente de jurisdicción voluntaria: en éste se sobre-
seerá desde luego, reservando á las partes su derecho para que lo ejer-
citen, si lee conviene, en el juicio declarativo que corresponda, según 
la cuantía 6 naturaleza del negocio. Para que la oposición produzca 
este efecto, basta que alegue el que la deduce que puede seguírselo 
perjuicio de la información, sin necesidad de justificarlo; pero si la 
de exponer la razón 6 cansa de ese perjuicin, á fin de que pueda apre -
ciar el juez si aquél tiene interés en el asunto, sin cuyo requisito no 
puede admitirse la oposición, según el art. 1817, que es de aplicación 
general. 
(2) Lo mismo habrá de entenderse respecto de las demás informa-
ciones, establecidas para casos especiales, siempre que se den reglas 
para el procedimiento en la ley 6 reglamento que las autorice 6 exija. 
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De las informaciones para perpetua memoria. 
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Escrito solicitando la información.—Al Juzgado de primera instan-
cia.—D. M. A., vecino de Madrid, con cédula personal, etc , ante el Juz-
gado parezco eu acto de jurisdicción voluntaria y como más haya lugar, 
digo: Que por herencia de n ^ i difunto padre, adquirí la casa, sita en la 
calle Mayor de esta villa, núm... , manzana..., la cual linda hoy... (se ex-
presarán los linderos). Esta casa perteneció £ mi bisabuelo el Excelenti-
simo Sr. D. Lorenzo A..., eminente hombre de Estado y afamado juris-
consulto, el cual la habitó en los últimos años de su vida, cuando, según 
cuenta la historia, se retiró á esta villa después de haber sido Presidente 
del Consejo de Ministros y de haber desempeñado otros cargos importan 
tisimos. En esa misma casa escribió su inmortal obra, titulada..., que 
como es público y notorio constituye una de sus mayores glorias, y en 
ella falleció el dia tantos de tal año. Y todavía se conserva el gabinete, 
qua dicho señor ocupaba en el piso principal, con los mismos muebles 
que él usó. 
Estos hechos y circunstancias dan un valor de apreciación inestima-
Lle á la referida finca, por lo cual conviene, no sólo £ mis intereses, sino 
también al lustre de la familia y á la honra del país, acreditarlos de modo 
que consten perpetuamente de una manera auténtica. Por fortuna, aun 
existen algunos venerables ancianos, testigos presenciales de aquellos 
hechos, cuyo testimonio podrá suplir la falta de documentos, prestándolo 
en una información para perpetua memoria, como procede con arreglo al 
art. 3003 de la ley de Enjuiciamiento civil, en razón á que se refiere á 
hechos de que no puede resultar perjuicio á persona cierta y determina-
da Ofrezco, pues, dicha información al tenor de los particulares si-
guientes: 
1. 0 Primeramente serán preguntados los testigos por las generales de 
la ley. 
2.° Si es cierto que cuando en tal año el Excmo. Sr. D. Lorenzo A..., 
después de haber sido Presidente del Consejo de Ministros, se retiró á 
e.ta villa, ocupó la casa entonces suya y ahora de 
 mi propiedad, sita en 
la calle Mayor, núm..., bajo los lindes antes indicados, y habitó en ella 
constantemente hasta que falleció en la misma en el año de... 
3. 0 Que en dicha casa escribió el referido señor la obra, que tanta re-
putación le dió, titulada... 
      
    
4 
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4.° Que el gabinete que ocupó dicho Sr. A. en el piso principal de la 
misma casa, se halla hoy tal corno estaba. cuando él lo habitó, y con los 
muebles que él usó, consistentes en una mesa de despacho de caoba con 
cinco cajones, etc., etc. (Por este orden se irán articulando los hechos que 
hayan de sty objeto de la información.) 
En cuya atención, 
Suplico al Juzgado que, previa audiencia del Ministerio fiscal, se sirva 
admitirme la información ofrecida para perpetua memoria, examinando 
los testigos que presentaré al tenor de los hechos articulados, y apro-
barla después, mandando se protocolice en el registro del Notario de esta 
villa D. N , y que se me den los testimonios que pidiere, todo con arre-
glo á los artículos 2003 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil. 
Otrosí.— A fin de que conste en autos mi personalidad é interés para 
promover este expediente como dueño de la casa de que se trata, exhibo 
la escritura de partición de la herencia de mi padre, de la cual aparece 
que me fué adjudicada dicha casa en parte de pago de mi legitima.—Su-
plico al Juzgado que habiendo por exhibido este documento, se sirva 
mandar se ponga a continuación testimonio en relación bastante para 
acreditar dicho extremo, y hecho, que se me devuelva el original por ne-
cesitarlo para otros usos, pues así es conforme á justicia, que pido. (Lu-
gar, fecha y firma del interesado, y de letrado si se quiere.) 
Providencia.—Oígase al Ministerio fiscal sobre lo que se solicita en 
lo principal de este escrito; y en cuanto al otrosí, como se pide. Lo 
mandó, etc. 
Notificación a la parte y al representante del Ministerio fiscal en la 
forma ordinaria. 
Dictamen fiscal.—En este primer dictamen debe limitarse el Ministe-
rio fiscal á exponer su opinión acerca de si los hechos que han de ser ob-
jeto de la información pueden causar, ó no, perjuicio á persona cierta y 
determinada, para proponer que se admita, ó no se admita la informa-
ción. 
Providencia.—De conformidad con el Ministerio fiscal, se admite la 
información ofrecida por D. M. A ; procédase al examen de los testigos 
que presentare, al tenor de los hechos articulados en su anterior escrito, 
con citación de dicho Ministerio, en la forma que previene el art. 2004 de 
la ley de Enjuiciamiento civil; y hecho, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
.Notificación á la parte y citación por cédula al Ministerio fiscal en la 
forma ordinaria. 
Información.—Se practicará en la forma acostumbrada, examinando á 
cada testigo con separación, dando fe el actuario de su conocimiento, y 
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si no le conoce, presentando en el acto dos testigos que le conozcan, los 
cuales firmarán también el final de la declaración. Para la pregunta sobre 
las genera/es de la ley, téngase presente lo que dispone el art. 4247 del 
Código civil. 
Nota de haber manifestado la parte actora que no quería presentar 
más testigos. 
Providencia.—Al Ministerio fiscal para los efectos del art. 2005 de la 
ley de Enjuiciamiento civil. Lo mandó, etc. 
Notificación á la parte y al representante del Ministerio fiscal en la 
forma ordinaria. 
Dictamen fiscal.—En este segundo dictamen, si el Fiscal entiende 
que se han cometido defectos sustanciales en el procedimiento, propon-
drá que se subsanen. Si lo encuentra hien instruido, expondrá que se han 
llenado todos los requisitos que la ley exige para la validez de estas 
 in-
formaciones; que están identificadas en forma legal las personas' de lus 
testigos; que éstos son idóneos, por no estar comprendidos en ninguna de 
las incapacidades determinadas en los artículos 4246 y 4247 del Código 
civil, y que de sus declaraciones resulta que no puede seguirse perjuicio 
á persona cierta y determinada, por todo lo cual concluirá proponiendo 
que se apruebe la información. En otro caso, esto es, si resulta dicho 
perjuicio, 6 que los testigos no reunen las cualidades exigidas por la ley, 
propondrá que no se apruebe. 
Auto de aprobación. —En... (lugar y fecha), el Sr. D. N., Juez de pri-
mera instancia de la misma y su partido: en vista de este expediente for-
mado a instancia de D. M. A., en solicitud de que se le admitiese infor-
mación para perpetua memoria acerca de tales hechos: 
Resultando que admitida dicha información, por no resultar perjuicio 
á persona conocida y determinada, han sido examinados tantos testigos 
idóneos, cuyas personas han sido identificadas en debida forma, los cuales 
han contestado de propia ciencia los hechos objeto de la misma: 
Considerando que se han llenado todas las formalidades y requisitos 
que previene la ley de Enjuiciamiento civil, en el tit. 40 de la 4. 5 parte 
del libro 3.0, para la admisión y aprobación de estas informaciones; 
De conformidad con lo propuesto por el Ministerio fiscal, dijo: Que 
debía de aprobar y aprobaba esta información para perpetua memoria, 
practicada á instancia de D. M. A., sobre los hechos antes indicados, 
mandando que se protocolice en el registro de D. N., notario de esta ca-
beza de partido, y que se den de ella á dicho interesado los testimonios 
que pidiere, como también á cualquiera otro que lo solicite para impug-
narla en el juicio 'orrespondiente. Y por este su auto así lo proveyó, 
DE LAS INFORMACIONES PARA PERPETUA MEMORIA 	 433 
mandó y fi rma dicho señor Juez, de que doy fe. (Firms entera del Juez 
y del Escribano.) 
Notificación á la parte y al Ministerio fiscal en la forma ordinaria. 
Si antes de dictarse dicho auto se presentare alguno oponiéndose á 
la información ya admitida, porque puede seguírsele perjuicio, el juez 
mandará por medio de auto, que sobresee en las actuaciones de jurisdic-
ción voluntaria, con reserva a las partes de su derecho para que lo ejer-
citen en el juicio correspondiente. También podrá ser impugnada la in-
formación, después de aprobada, en el juicio declarativo que corres-
ponda. 
Si antes de admitirse la información, se formulase oposición á ella, y 
lo mismo cuando se crea improcedente porque pueda resultar perjuicio á 
persona cierta y determinada, después de oir al Ministerio fiscal, se dicta-
rá el siguiente 
Auto no admitiendo la información. —Resultando que de los hechos, 
que han de ser objeto de la información ofrecida por N., puede resultar 
perjuicio á F., mediante a que... (se expresarán las razones, y tambien 
si el perjudicado hubiere hecho oposición); y 
Considerando que por estas razones tales hechos no pueden ser objeto 
de una información para perpetua memoria, conforme a lo prevenido en 
el art. 2002 de la ley de Enjuiciamiento civil; 
De conformidad (en su caso) con lo propuesto por el Ministerio fiscal; 
No ha lugar a admitir dicha información para perpetua memoria, ofrecida 
por N. en su 
 anterior escrito. 
TITULO XI 
DE LA ENAJENACIÓN DE BIENES DE MENORES Ë INCAPACITADOS 
$ TRANSACCIÓN ACERCA DE SUS DERECIIOS 
Las disposiciones de este título están ajustadas á la legislación 
que regía cuando se publicó la ley de Enjuiciamiento civil. En la 
de 1855 sólo se dictaron reglas para la ventq de bienes de menores 
é incapacitados y transacción sobre sus derechos, á pesar de que 
la ley 18, tít. 16 de la Partida 6.a, y la 8. ° , tit. 13 de la Partida 5', 
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exigían la autorización judicial, previa la justificación de necesidad 
ó utilidad, para toda clase de enajenación de bienes raíces de me-
nores y para imponer sobre ellos cualquier gravamen. Para evitar 
la duda á que esto se prestaba, por no haber empleado aquella ley 
el verbo enajenar, que según la 10, tít. 33, Partida 7.", quiere 
decir, tque aquél á quien es defendido de non enajenar la cosa, 
que la non puede vender, nin camiar (permutar), nin empeñar, nin 
puede poner servidumbre en ella, nin darla á censo», la ley actual 
hizo las declaraciones convenientes, empleando en el epígrafe de 
este título la palabra enajenación en lugar de la de venta, que usó 
la ley anterior, y corrigiendo y adicionando artículos para distin-
guir entre los padres y los tutores, y para comprender los actos de 
hipoteca ó gravamen de bienes inmuebles y la extinción de dere-
chos reales, quo pertenezcan á menores ó incapacitados. 
Pero el Código civil ha modificado esencialmente nuestra legis-
lación antigua sobre este punto, y por consiguiente, han quedado 
sin aplicación algunas disposiciones de este título, y otras modifi-
cadas ó derogadas virtualmente. En las notas de los artículos ex-
pondremos los que, á nuestro juicio, se hallan en uno ú otro caso, 
indicando el procedimiento que habrá de emplearse en armonía con 
el Código. 
Según la regla 23 del art. 63, el conocimiento de estos asuntos 
corresponde al juez de primera instancia del lugar en quo los bienes 
se hallaren, ó al del domicilio del menor ó incapacitado á quien 
pertenezcan; pero respecto de las transacciones, si sobre el derecho 
transigible hubiere pleito pendiente, el escrito pidiendo la autori-
zación se presentará en los mismos autos, como previene el artícu-
lo 202G, y por consiguiente, en este caso corresponderá al juez 
que conozca del pleito sobre que verse la transacción. 
ART. 2011 (2010). Será necesaria licencia judicial 
para enajenar 6 gravar los bienes de menores 6 inca-
pacitados que correspondan á las clases siguientes (1): 
(1) Reflérese este articulo, como lo confirma el que le subsigue, á 
to.los los menores de edad, ya estén sujetos á la patria potestad, ya á 
ENAJENACIÓN DE BIENES DE Mr:NORES É INCAPACITADOS 435 
1. 0 Inmuebles. 
2. 0 Efectos públicos, y valores de toda especie, 
sean al portador 6 nominativos. 
tutela, y á loe incapacitados sujetos también á tutela, previniendo 
respecto de todos ellos, que será necesaria licencia judicial para ena-
jenar ó gravar los bienes que en el mismo articulo se determinan. 
Esto era lo procedente, conforme á la legislación que regía cuando se 
publicó la ley de Enjuiciamiento civil; pero el Código civil ha dero-
gado aquella legislación, y si bien ha aceptado, como era natural, el 
principio de dar á loe padree mayores facultades que á los tutores, 
cou la nueva organización dada á la tutela ha confiado al consejo de 
familia la vigilancia y la facultad de conceder dicha licencia, que an-
tes correspondía á la autoridad judicial, A la vez que obliga A los pa-
dres á obtener de ésta la autorización para enajenar ó gravar los bie-
nes de sus hijos no emaucipados, y exige la misma autorización en 
otros casos. Veamos estos casos para poder apreciar las disposiciones 
de este título que les serán aplicables. 
1Y Bienes de menores sujetos á la patria potestad.—El art. 164 del 
Código civil, dice: «El padre, ó la madre en su caso, no podrán ena-
jenar loe bienes inmuebles del hijo en que les corresponda el usu-
fructo 6 la administración, ni gravarlos, sino por causas justificadas, 
de utilidad ó necesidad, y previa la autorización del juez del domici-
lio, con audiencia del Ministerio fiscal.» A este caso son aplicables el 
presente artículo y loe cuatro siguientes en lo que se refieren á los 
padres. Aunque el Códig, hace mención solamente de bienes inmue• 
bles, creemos extensiva la necesidad de la autorización judicial A los 
demás bienes expresados en el presente art. 2011, como también á la 
extinción de derechos reales de que habla el 2030, por ser sus dispo-
siciones complementarias de la del Código, y no haber en éste dispo-
sición alguna que lo prohiba. (Sobre la necesidad de la autorización 
judicial para la extinción de derechos reales, véase la resolución de 
la Dirección general de los Registros de 6 de Abril de 1896.) El juez 
del domicilio, A quien ha de pedirse la autorización, será el del padre 
6 de la madre en su caso, que legalmente es el mismo del hijo á 
quien pertenezcan los bienes, y á cuyo juez da también la competen-
cia la regla 23 del art. 63 de la ley. 
2.0 Bienes del marido ausente. —Según el art. 188 del Código civil, 
la mujer del que hubiere sido declarado ausente, conforme A los ar-
tículos 181 y siguientes del mismo Código, «no podrá enajenar, per-
mutar, ni hipotecar los bienes propios del marido, ni los de la socie-
dad conyugal, sino con autorización judicial». No hace distinción de 
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3.° Derechos de todas clases. 
4. 0 Alhajas, muebles y objetos preciosos que pue-
dan conservarse sin menoscabo. 
 
bienes, y por consiguiente no cabe duda de que están comprendidos 
todos loe determinados en el presente artículo, las transacciones y la 
extinción de derechos reales, á que se refieren los artículos 2025 y 
2030, y que habrá de pedirse la autorización judicial por el procedi. 
miento nue aquí se establece para ello. 
8.0 Bienes del pródigo sujeto á tutela.— Conforme al art. 225 del 
Codigo, la mujer del declarado pródigo administrará loe bienes dota-
lee y parafernales, los de los hijos comunes y los de la sociedad con-
yugal; pero no podrá enajenarlos sin autorización judicial. La obser-
vación hecha al caso anterior, Hobre los bienes que comprende y pro. 
cedimiento que habrá de emplearse, es aplicable al presente. 
4. 0 Bienes de la dote inestimada y parafernales.
— Según el art. 1361 
del Código, da mujer puede enajenar, gravar hipotecar los bienes 
de la dote inestimada, si fuese mayor de edad, con licencia de  su ma-
rido; y si fuere menor, con licencia judicial é intervención de las per-
sonas señaladas en el art. 1352», que son el padre, la madre, ó el que 
hubiere dado la dote. Lo mismo habrá de entenderse respecto de los 
bienes parafernales, según se deduce del art. 1387. También es apli-
cable al presente caso la observación hecha al segundo. 
Veamos, por último, los casos en que el Código civil ha privado á 
la autoridad judicial de la facultad que antes tenía para otorgar la li-
cencia de que se trata. Por el art. 269, núm. 6. 0, se ordena que ael tu-
tor necesita autorización del consejo de familia para enajenar ó gra 
var bienes que constituyan el capital de los menores ó incapacitados, 
ó hacer contratos 6 actos sujetos á inscripción». Y en los artículos 
270 y 271 se previene, que el consejo de familia no podrá conceder 
dicha autorización sino por causas de necesidad ó utilidad, que el tu-
tor hará constar debidamente: que ha de recaer sobre cosas determi-
nadas; y que cantee de conceder la autorización para gravar bienes in-
muebles ó constituir derechos reales â favor de terceros, podrá oir 
previamente el dictamen de peritos sobre las condiciones del grava. 
men y la posibilidad de mejorarlas». Queda, pues, conferida al consejo 
de familia la facultad que antes tenían los jueces de primera instan-
cja, de autorizar ó conceder licencia á los tutores ó curadores para 
enajenar ó gravar los bienes de los menores ó incapacitados, de quie-
nes eran guardadores, sin que pueda intervenir en estos asuntos la 
 autoridad judicial, á no ser para conocer del recurso que permite el 
art. 310 del mismo Código contra la decisión del consejo. (Véase lo 
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ART. 2012 (2011). Para decretar la venta será ne-
cesario: 
1. 0 Que la pida el padre 6, en su caso, la madre, 
del hijo no emancipado. Si este fuere mayor de doce 
y catorce años respectivamente segun su sexo, firmará 
tambien la peticion. 
2. 0 Que á falta de padre, lo pida el tutor del me-
nor, el curador del incapacitado, 6 el menor asistido 
de su curador (1). 
3.° Que se exprese el motivo de la enajenacion y 
el objeto á que deba aplicarse la suma que se obtenga. 
4. 0 Que se justifique la necesidad 6 utilidad de la 
enajenacion. 
5. o Que se oiga sobre ello al Promotor fiscal (2). 
que se ha dicho sobre este recurso en la pAg. 824 de este tomo, y la 
resolución de la Dirección general de los Registros de 20 de Septiem-
bre de 1890.) Por consiguiente, han quedado sin aplicación y derogados 
v;rtualmente el articulo que estamos examinando y los demás del 
presente título, en cuanto se refieren á la enajenación 6 gravamen de 
bienes de menores 6 incapacitados, que estén sujetos á tutela. 
(1) Lo que se ordena en este número ha quedado sin objeto ni 
aplicación, por las razones expuestas al final de la nota anterior. Pero 
en su lugar, habrá de prevenirse que en los casos 2. 0 y 3.0 de los ex-
puestos en dicha nota, referentes á los bienes del marido ausente 6 del 
pródigo, corresponderá á la mujer solicitar la autorización 6 licencia 
judicial para la enajenación 6 gravamen; y en el caso 4. 0, sobre bie-
nee de la dote inestimada y parafernales, como el marido tiene la re-
presentación legal de su mujer, aquél deberá pedir nombre de ésta 
la autorización judicial, si bien al otorgamiento de la escritura será 
necesario que, además del marido para dar la licencia, concurra la mu-
jer menor de edad por el misma, con intervención del padre, ó de la 
madre, 6 de quien le hubiere dado la dote. 
(2) También el art. 164 del Código civil, exige para su caso la au-
diencia previa del Ministerio fiscal. Aunque no se hace igual preven-
ción para los demAs casos en que ea necesaria la autorización judicial, 
no puede prescindirse de oir al Ministerio fiscal, porque así lo ordena, 
pur ser de su competencia, la disposición que estamos examinando. 
Dicha audiencia ha de concederse, no solo para las ventas,áque se  re-
fiere este artículo, sino también para hipotecar 6 gravar bienes inmue-
bles, 6 para la extinción de derechos reales, conforme á lo prevenido 
en el art. 2030. 
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ART. 2013 (2012). Cuando la justificacion, á que  
se refiere el núm. 4. 0 del artículo anterior, haya de  
hacerse por medio de testigos, deberán ser tres, por  
lo ménos, dando fé el actuario de conocerlos. Si no los  
conociere exigirá la presentacion de dos testigos de co-
nocimiento.  
Esta justificacion se practicará con citacion del Pro-
motor fiscal.  
ART. 2014 (2013). Hecha la justificacion y evacua-
da la audiencia' del Promotor fiscal, el Juez, sin más  
trámites, dictará auto otorgando ó negando la autori-
zacion para la venta.  
Este auto será apelable en ámbos efectos.  
ART. 2015 (2014). La autorizacion se concederá  
eu todo caso bajo la condicion de haberse de ejecutar  
la venta Q1A pública subasta, y prévio avalúo si se tra-
tare de bienes comprendidos en alguno de los núme-
ros 1. 0, 3. 0 ó 4. 0 del art. 2011 (2010 en la ley para Cuba  
y Puerta 
 
Exceptúanse de esta regla las ventas hechas por el  
padre 6 por la madre con pátria potestad. Estos podrán  
realizarla sin otro requisito que el de haber obtenido 
 
préviamente la autorizacion judicial, con audiencia 
 
del Promotor fiscal y de las personas designadas en el 
 
art. 205 de la Ley hipotecaria (1). 
 
 
^ 
  
  
(1) La referencia que aquí se hace al art. 205 de la ley Hipoteea • 
ria de la Península, en la ley de Enjuiciamiento civil para Cuba y 
Puerto Rico, es á «los artículos 219 y 213 de las leyes hipotecarias que 
 
rigen respectivamente en las islas de Cuba y de Puerto Rico». Estas 
 
leyes no rigen en la actualidad; han sido sustituidas por la ley Hipo-
tecaria para las provincias de Ultramar, de 14 de Julio de 1893, y di 
cha referencia ha de entenderse al art. 204 de esta ley. Las personas 
designadas en estos artículos son: 1.°, aquellas de quienes procedan 
 
los bienes del hijo, que el padre 6 la madre se propongan enaje-
nar: 2. 0, los herederos 6 albaceas de dichas personas; 3. 0, los ascen-
dientes del menor; y 4.°, la madre, si estuviese legalmente separada 
 
de su marido. En la última ley de Ultramar, antes citada, aparece su-
primido este núm. 4.0, contenido en los anteriores. 
 
Dada la excepción del párrafo 2. 0 del presente art. 2016, no puede  
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ART. 2016 (2015). El Juez hará siempre el nom-
bramiento de peritos para el avalúo, los cuales no po-
drán ser recusados. Tampoco podrá serlo el tercero, si 
hoy tener aplicación el párrafo 1.0, porque, como se ha dicho en la 
nota 1 á  de este título, no corresponde al juez, sino al consejo de 
familia, conceder al tutor la autorización para vender bienes del me-
nor 6 incapacitado, fijando el precio ó acordando que se haga el ava-
lúo, con las demás condiciones que el consejo estime convenientes; y 
si bien el Código civil ordena pare dicho caso en su art. 272, que cuan-
do se trate de bienes inmuebles, 6 de alhajas 6 muebles cuyo valor 
exceda de 4.000 pesetas, la enajenación se hará en pública subasta, 
no previene que ésta sea judicial, sino solamente que se haga con in-
tervención del tutor 6 protutor. Por consiguiente, la subasta podrá 
ser extrajudicial 6 judicial, á voluntad del consejo de familia. Aef como 
éste tiene la facultad de recibir y apreciar la justificación de la nece-
sidad 6 utilidad, que debe presentar el tutor para darle la autoriza-
ción (art. 270 del Código), no puede negársele la de presidir la subasta 
pública, con intervención del tutor 6 protutor, único requisito que 
exige la ley, y de aprobarla, si bien con asistencia de un notario para 
que de fe del acto. Y si cree más conveniente que sea judicial la su-
basta, podrá autorizar al tutor para que la solicite, con certificación 
del acuerdo, del juez de primera instancia por el procedimiento que 
se establece en los arts. 2017 y siguientes, 6 por el ordenado en el tí-
tulo XIII de este libro, para las subastas voluntarias judiciales, que 
nos parece el más adecuado al caso. 
La excepción del párrafo 2.0 del presente artículo, á favor del pa-
dre ó de la madre con patria potestad, está reproducida en el art. 164 
del Código civil, y copiada literalmente de este en el 205 de la última 
ley Hipotecaria para las provincias de Ultramar antes citada, con la 
diferencia de que aquélla se limita á las ventas, y el Código la hace 
extensiva á toda enajenación y gravamen de loe bienes inmuebles del 
hijo, en que corresponda al padre 6 á la madre el usufructo 6 admi-
nistración. En virtud de todas estas disposiciones, el padre 6 la ma-
dre con patria potestad pueden enajenar 6 gravar dichos bienes de loe 
hijos sin otro requisito que el de obtener la autorización del juez de 
primera instancia del domicilio, previa la justificación de necesidad 6 
utilidad ante el mismo juez con audiencia del Ministerio fiscal. El ar-
ticulo que estamos examinando afiade que se oiga también á las per-
sonas designadas en el art. 205 de la ley Hipotecaria, antes mencio-
nada, y como esto pertenece al procedimiento, creemos que habrá de 
observarse también, á pesar de no exigirlo el Código. Obtenida, pues, 
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hubiere habido necesidad de nombrarlo por haber dis-
cordado los dos primeros. 
ART. 2017 (2016). Hecho el avalúo, mandará el 
Juez que se anuncie la subasta por el término de trein-
ta dial, designando el dia, hora y local, en que haya 
de celebrarse, y que se fijen edictos en los sitios de 
costumbre, insertándolos además, si lo estima conve-
niente, en algun periódico oficial. 
ART. 2018 (2017). No podrá admitirse postura 
que no cubra el valor dado á los bienes. 
ART. 2019 (2018). No habiendo postura admisibld, 
el tutor 6 curador podrá hacer cualquiera de las pre-
tensiones siguientes: 
l.a Que se le tenga por apartado y se sobresea en 
el expediente. 
2.a Que se le autorice para la venta extrajudicial 
por el precio y las condiciones que sirvieron para la 
subasta. 
3.a Que se anuncie segunda subasta con la rebaja 
de un 20 por 100 en el precio. 
En el caso de que opte por la segunda pretension, 
si dentro del año de verificada la primera subasta no 
pudiera realizar la venta extrajudicial, podrá pedir 
que se anuncie otra con la rebaja indicada. 
ART. 2020 (2019), La segunda subasta se celebra-
rá con las mismas solemnidades que la primera. 
Si tampoco hubiere postor, podrá el Juez autorizar 
al tutor 6 curador para la venta extrajudicial por el 
precio de dicha segunda subasta. 
por el padre, 6 por la madre en en caso, la autorización del juez, el 
cual deberá concederla, por los trámites indicados, siempre que esti 
me justificada la necesidad 6 utilidad de la enajenación para el hijo, 
puede aquél, 6 aquélla, realizar la venta por el precio y en la forma 
que estime más conveniente, sin avalúo ni subasta judicial, y por con-
siguiente, no son aplicables á este caso los artículos 2016 al 2021. Y lo 
mismo creemos respecto de loe otros tres casos expuestos en la nota 
primera de este título, ;m eato que el Código sólo exige el requisito de 
la autorización judicial. 
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ART. 2021 (2020). Cuando la venta se solicite 
para el pago de deudas ú otra necesidad, podrá cele-
brarse, á petición del tutor 6 curador, tercera subasta 
con rebaja de otro 20 por 100 sobre el tipo señalado 
en la segunda. 
Si tampoco resultare postura admisible, podrá auto-
rizarse al representante del menor para realizar ex-
trajudicialmente la enajenacion por el precio señalado 
para la tercera subasta (1). 
ART. 2022 (2021). Los valores expresados en el 
núm. 2. 0 del art. 2011 (2010 en la ley de Cuba y Puerto 
Rico), se enajenarán siempre por medio de agente 6 
corredor de Bolsa que nombre el Juez y al precio de 
la cotizacion oficial (2). 
Si no se cotizaren en Bolsa, se venderán con las 
formalidades establecidas en los artículos que preceden 
para la venta de inmuebles. 
ART. 2023 (2022). Mecha la venta, cuidará el Juez, 
bajo su responsabilidad, de que se dé al precio que se 
haya obtenido la aplicacion indicada al solicitar la 
autorizacion. 
(1) Por las razones expuestas en las notas que preceden, han que-
dado sin objeto ni aplicación este articulo y los anteriores desde 
el 2016. 
(2) El art. 272 del Código civil previene también, que «los valores 
bursátiles, así los páblicos como los mercantiles 6 industriales, serán 
vendidos por agente de Bolsa 6 corredor de comercio». Esta preven-
ción se refiere al tutor que hubiere sido autorizado por el consejo de 
familia para la venta de esos valores, y como en ella para nada tiene 
que intervenirla autoridad judicial, resultan sin aplicación A dicho casa 
este articulo y los dos siguientes. En cuanto A los padres y demás per 
sopas indicadas en la nota 1.a de este titulo, que, según el Código, ne 
cesitan la autorización judicial para enajenar bienes, como sólo se lea 
impone este requisito, creemos que tampoco están comprendidos en 
estas disposiciones. Sin embargo, esa es la forma normal y adecuada 
para vender y pignorar dichos valores, y deberán emplearla los padres 
y demás personas indicadas, como generalmente la emplean los parti 
cucares que tienen la libre administración de sus bienes, por las ven-
tajas que son consiguientes. 
TOSO VI 
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ART. 2024 (2023). El precio se entregará, mién-
tras se da la aplicacion correspondiente, al tutor ó cu-
rador si estuvieren relevados de fianza, ó si las que 
tengan prestadas son suficientes para responder de  O. 
En otro caso, se depositarán en el establecimiento 
público en que deban constituirse los depósitos judi-
ciales. 
ART. 2025 (2024). La autorizacion para transigir 
sobre los derechos de los menores 6 incapacitados, se 
pedirá por las mismas personas que la venta de bienes. 
En el escrito en que se pida, se expresarán el mo-
tivo y objeto de la transaccion, las dudas y dificultades 
del negocio, y las razones que la aconsejen como útil 
y conveniente; y se acompañará el documento en que 
se hubieren formulado las bases de la transaccion. 
Se exhibirán tambien con el escrito los documentos 
y antecedentes necesarios para poder formar juicio 
exacto sobre el negocio (1). 
(1) Según el núm. 12 del art. 269 del Código civil, cel tutor necesi-
ta autorización del consejo de familia para transigir y comprometer 
en arbitros las cuestiones en que el menor ó incapacitado estuviere 
interesadou. Y en el art. 274 se previene, que el tutor deberá pedir 
dicba autorización por escrito, en el que expresará todas las condicio-
nes y ventajas de la transacción; y que el consejo de familia podrá oir 
el dictamen de uno ó más letrados, según la importancia del asunto, y 
concederá ó negará la autorización, haciéndolo constar en el acta, si la 
otorgare. En virtud de estas disposiciones, no corresponde ya al juez, 
sino exclusivamente al consejo de familia, la facultad de conceder 
la autorización que necesita el tutor para transigir sobre los derechos 
del menor ó incapacitado, y por consiguiente quedan sin aplicación 
y derogados virtualmente el presente articulo y los siguientes hasta 
el 2029, en cuanto ordenan el procedimiento para que el juez conceda 
al tutor dicha autorización. Confirmalo también el art. 1810 del mismo 
Código, el cual, en su primer párrafo, ordena que cel tutor no puede 
transigir sobre los derechos de la persona que tiene en guarda sino en 
la forma prescrita en el núm. 12 del art. 269 y en el art. 274 del pre-
sente Código/. 
El mismo art. 1810 previene, en su párrafo 2.0, que «el padre, y en 
su caso la madre, pueden transigir sobre los bienes y derechos del 
hijo que tuvieren bajo su potestad; pero si el valor del objeto sobre 
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ART. 2026 (2025). Si sobre el derecho transigible 
hubiere pleito pendiente, el escrito se presentará en 
los mismos autos. 
ART. 2027 (2026). Si para demostrar la necesidad 
de la transacion fuera necesaria 6 conveniente la jus 
tificacion de algun hecho, 6 la práctica de alguna di-
ligencia, las acordará el Juez, y se llevarán á efecto 
con citacion del Promotor fiscal. 
ART. 2028 (2027). Hecho lo prevenido en los ar-
tículos anteriores pasarán las diligencias al Promotor 
fiscal para que exponga lo que tenga por conveniente. 
ART. 2029 (2028). Devueltas por el Promotor fis-
cal, el Juez dictará auto concediendo 6 negando la 
autorizacion para la transaccion, segun lo estime con-
veniente á los intereses del menor 6 incapacitado. 
Si la concede, aprobará 6 modificará las bases pre-
sentadas, mandando que se dé testimonio, con los in-
sertos necesarios, al tutor 6 curador para el uso co-
rrespondiente. 
Estos autos serán apelables en ámbos efectos. 
ART. 2030 (2029). Para hipotecar 6 gravar bienes 
inmuebles, 6 para la extincion de derechos reales que 
pertenezcan á menores 6 incapacitados, se observarán 
las mismas formalidades establecidas para la venta, 
con exclusion de la subasta (1). 
que recaiga la transacción excediere de 2.000 pesetas, no surtirá ésta 
efecto sin la aprobación judicial». Y en el artículo siguiente 1811 se 
ordena que «ni el marido ni la mujer pueden transigir sobre los bie-
nes y derechos dotales sino en los casos y con las formalidades esta-
blecidas para enajenarlos ú obligarlos». Una de estas formalidades es 
la autorización judicial, como se ha dicho en la nota l.a de este título: 
para solicitarla y obtenerla podrá emplearse el procedimiento que se 
establece en el presente artículo y en los cuatro que siguen. 
(1) Ya se ha dicho que hoy corresponde al consejo de familia, sin 
intervención de la autoridad judicial, dar al tutor la autorización que 
necesita para hipotecar ó gravar bienes inmuebles, ó para la extinción 
de derechos reales que pertenezcan á menores ó incapacitados. Véase 
la nota del art. 1011, que es la primera de este título: la doctrina allí 
expuesta es aplicable al presente artículo. 
FORMULARIOS DEL TITULO XI 
Para la enajenación de bienes de menores y transacción 
subte sus derechos. 
Rrcri(o solicitando la madre autorización judicial.— Al Juzgado de 
primera instancia.—Doña Ana Ruiz, viuda, vecina de esta villa, con cé- 
dula personal, etc., ante el Juzgado parezco en acto de jurisdicción volun- 
taria, y como mejor proceda, digo: Que por fallecimiento de mi marido. 
D. José Pérez, abogado que fué de esta vecindad, ocurrido en tal dk , como 
In acredito con la certificación correspondiente, que acompaño, quedé 
.,uda con tres hijos menores de edad no emancipados, sobre los cuales 
ejerzo los derechos de patria potestad, como madre viuda. Viviendo con 
la mayor economía, pues mis rentas y las de mis hijos apenas llegan á 
3.000 pesetas anuales, he podido darles la educación correspondiente á su 
clase. El mayor de ellos, llamado José Pérez y Ruiz, ha seguido la carrera 
de Derecho, y ha sufrido el examen para el grado de Licenciado en dicha 
Facultad, habiendo merecido la nota de sobresaliente, como resulta tam- 
biPU de la certificación que acompaño. Pero mi hijo y yo carecemos de los 
recursos necesarios para pagar los derechos del titulo de Licenciado, y 
los demás gastos que son indispensables para inscribirse en el Colegio de 
A bogados, á fin de poder dedicarse al ejercicio de su profesión, cuyos 
gastos pasarán de mil pesetas. 
Para atender esta necesidad urgente, no nos queda otro recurso que 
vender tal finca (re expresará su situación, cabida y linderos), que fué 
a Ijudicada á dicho mi hijo José por herencia de su padre, por el valor de 
4 500 pesetas, como resulta del testimonio de su hijuela, que exhibo, 
para que puesta en los autos nota que lo acredite, se me devuelva por 
necesitarla para otros usos. Asf lo he resuelto de acuerdo con mi citado 
hijo, que tiene la edad de veintiún s ilos cumplidos, como se acredita con 
la certificación de su nacimiento, 'que también acompaño. Y hemos tomado 
esta resolución por ser más conveniente que tomar el dinero á préstamo 
pues tos intereses importarían mucho más que produce la finca, y sin es 
peranzas de recursos en lo sucesivo para pagar esa deuda. 
Para realizar dicha venta necesito la autorización judicial, conforme á 
lo prevenido en el art. 46i del Código civil y en los artículos 2044 y si-
guientes de la ley de Enjuiciamiento civil, y con este objeto acudo al 
Juzgado, esperando se servira concedérmela en lä forma que ordenan di-
cho articulo del Código y el párrafo 2.° del 2045 de la ley citada, puesto 
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que concurren todos los requisitos que la ley exige para ello. Soy noadre 
viuda, con patria potestad, del menor no emancipado á quien pertenecen 
los bienes: me corresponden en ellos el usufructo y la administración: 
quedan expresados el motivo de la enajenación, y el objeto á que ha de 
aplicarse la suma que se obtenga; y ofrezco información de testigos para 
justificar la necesidad de la venta por las razones expuestas anteriormente, 
y la utilidad para dicho mi hijo, porque de otro modo no puede habana. 
tarse para el ejercicio de la abogacía. 
Por todo lo expuesto, y por ser este Juzgado el competente para co-
nocer de este asunto, en razón a ser este el lugar de mi domicilio y el de 
mi hijo, 
Suplico al Juzgado que, habiendo por presentado este escrito con las 
certificaciones que se acompañan, y por exhibido el testimonio de la hi-
juela de que se ha hecho mérito al fin indicado, se sirva admitirme, con 
citación del Ministerio fiscal, la información que ofrezco sobre la nece-
sidad y utilidad de la enajenación de que se trata, por las razones ex-
puestas en el cuerpo de es.e escrito, y en su virtud, y previa audiencia 
de dicho Ministerio, y de D. Diego Pérez, abuelo paterno del menor, do-
miciliado en esta villa, calle de... núm...., por ser la persona á quien co-
rresponde de las designadas en el art. 205 de la ley Hipotecaria, se sirva 
concederme la autorización judicial necesaria para vender la finca deslin 
dada anteriormente de la propiedad de mi hijo no emancipado, D. Jn<é 
Pérez y Ruiz, sin necesidad de avaluo ni de publica subasta, para invertir 
su producto en el pago de los derechos del titulo de Licenciado en Dere-
cho de dicho mi hijo y de los demás gastos que ocurran hasta inscribirse 
en el Colegio de Abogados, y mandar que se me dé testimonio del auto 
para los efectos consiguientes, como es de justicia y conforme a las dis-
posiciones antes citadas. 
Otrosi.—En cumplimiento de lo mandado en el núm. 1.° del ar-
tículo 2012 de la ley de Enjuiciamiento civil, y para que conste al Juz-
gado la conformidad de mi hijo D. José Pérez y Ruiz sobre lo solicitado 
en lo principal, firmará conmigo este escrito.—Suplico al Juzgado se 
sirva tenerlo presente al fi n indicado. 'Lugar, fecha y firma de la madre 
y del hijo.) 
.Providencia.—Por presentado con los documentos que se acompañan 
y por exhibida la hijuela, que correrá por separado y se le devolverá, 
quedando nota y recibo, después de terminado este expediente: óigase hi. 
información de testigos que se ofrece con citación del Ministerio fiscal, 
y hecho, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notidcacióu a la parte actora y citacióx por cédula al representante  
del Ministerio fiscal en la forma ordinaria. 
^I^ ^
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Información de testigos.—lla de ser de tres testigos, p .r lo menos, 
conocidos del actuario, quien dará fe de ello, y si no los conoce, se pre-
sentarán por cada testigo dos de conocimiento que firmarán con aquél la 
declaración. Serán examinados sucesivamente, bajo juramento, sobre la 
necesidad ó utilidad de la enajenación, al tenor del escrito, extendien-
dose y firmando cada declaración en la forma ordinaria. Recibida la in-
f.,rmación, se dictará la siguiente 
Providencia. —Oigase á D. Diego Pérez, abuelo paterno del menor 
t). José Pérez Ruiz, poniéndole de manifiesto el expediente en la escri-
banía, para que dentro de seis días (6 los que el juez estime, segiín las 
circunstancias del caso), exponga lo que se le ofrezca sobre la necesidad 
o utilidad de la venta de que se trata, y transcurrido dicho término, con 
escrito ó sin él, dése cuenta. Lo mandó, etc 
Habrá de suprimirse este trámite cuando no exista ninguna de las per-
sonas designadas en el art. 2O5 de la ley Hipotecaria, cuya manifestación 
deberá hacerse por medio de otrosí en el escrito pidiendo la autorización. 
Evacuada esa audiencia, si se hiciere oposición, podrá oirse al que haya 
promovido el expediente (art. 481á), y después de este trámite, ó sin él 
en su caso, se dictará la siguiente 
Providencia.—Óigase al Mininisterio fiscal, á cuyo efecto se le en-
tregará el expediente. Lo mandó, etc. 
Notii lcación en la forma ordinaria á la parte actora, al Ministerio fis-
cal, y en su caso al que haya hecho oposición. 
Dictamen fiscal.—Si el Fiscal ó su delegado encuentra defectos en el 
procedimiento, pedirá que se subsanen; y si lo estima bien sustanciado, 
lo manifestará así, exponiendo lo que se le ofrezca sobre la necesidad 6 
utilidad de la enajenación, y si concurren los requisitos exigidos por la 
ley para que se conceda la autorización solicitada, concluirá propo-
niendo lu que crea procedente. Sin más trámites, se dictará auto otor-
gando ó negando la autorización para la venta. 
Auto concediendo la autorización 
—En... (lugar y fecha): el Sr. D..., 
J iez de primera instancia de la misma y su partido, visto este expediente 
de jurisdicción voluntaria, promovido por Doña Ana Ruiz, viuda, solici-
t.tndo la autorización judicial para vender tal finca (se hará la descrip-
ción de ella), perteneciente á su hijo no emancipado D. José Pérez Ruiz, 
sobre el cual ejerce los derechos de la patria potestad. 
Resultando que se funda dicha pretensión en que, por carecer de otros 
recursos la madre y el hijo, es necesaria la venta de dicha finca con el 
objeto de pagar los derechos del titulo de Licenciado en la Facultad de 
Derecho, cuya carrera ha seguido y tiene concluida el expresado menor, 
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y de sufragar los demás gastos que son indispensables hasta inscribirse 
en el Colegio de Abogados para poder dedicarse al ejercicio de su profe-
sión, resultándole además por este motivo de notoria utilidad la enaje-
nación: 
Resultando que admitida información sobre estos hechos, los han 
confirmado tres testigos, examinados con las formalidades que requiere 
la ley, estando contestes en la necesidad y utilidad de la enajenación con 
el objeto y por las razones antes expuestas: 
Resultando de los documentos presentados que la Doha Ana Ruiz es 
viuda de D. José Pérez, siendo hijo legítimo de ambos el D. José Pérez 
Ruiz; que aquélla, como madre viuda, ejerce sobre éste y sus bienes los 
derechos de la patria potestad; que al mismo menor pertenece la finca de 
que se trata, la que le fué adjudicada por herencia de su padre, valorada 
en 1.500 pesetas; que tiene concluida la carrera de Derecho y aprobados 
los ejercicios para el grado de Licenciado; que ha cumplido veintiún años 
de edad, y que ha firmado el escrito manifestando su conformidad con 
lo solicitado por su madre: 
Resultando que dada audiencia á D. Diego Pérez como abuelo paterno 
de dicho menor, y al Ministerio fiscal, ambos estiman procedente la au-
orización solicitada por Doña Ana Ruiz. 
Considerando que concurren todos los requisitos que se exigen por el 
art. 464 del Código civil, y por los artículos 2014 y siguientes de la ley 
de Enjuiciamiento civil, para conceder á Doña Ana Ruiz, como madre con 
patria potestad, la autorización judicial que solicita para vender el in-
mueble antes deslindado, de la propiedad de su hijo no emancipado Don 
José Pérez Ruiz con el objeto que se ha expresado, y que debe otorgarse 
sin sujeción á previo avalúo ni pública subasta, conforme á lo prevenido 
en el párrafo 2.° del art. 4215 de dicha ley; 
Dijo: Que debía conceder y concedía á Doña Ana Ruiz la autorización 
que solicita para vender, como madre con patria potestad, la finca rús-
tica antes descrita, de la propiedad de su hijo no emancipado D. José Pé-
rez Ruiz, sin sujeción á previo avalúo ni pública subasta, debiendo inver-
tir su producto en pagar los derechos del título de Licenciado en la Fa-
cultad de Derecho de dicho menor y los demás gastos que sean necesa-
rios, á fin de habilitarlo para el ejercicio de la abogacía; y mandó que de 
este auto, luego que sea firma, se dé testimonio á la Doña Ana Ruiz para 
los efectos consiguientes, y que se le devuelva el testimonio de la hijuela 
de su hijo, que ha exhibido, quedando nota y recibo en el expediente. Y 
por éste su auto así lo preveyó, mandó y firma, de que doy fe. (Firma 
entera del juez, y la del actuario con Ante mi ) 
Nolifirac(ón en la forma ordinaria a la parte actora, ai Ministerio fis-
cal, y eu su caso al que se hubiere opuesto. 
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Este auto es apelable en ambos efectos para ante la Au liencia del te-
rritorio. 
Estos formularios podrán servir de modelo para los demás casos ex - 
presados en la nota I.a de este titulo, en que sea necesaria la autoriza-
ción judicial para la enajenación de bienes de menores ó incapacitados,  
para hipotecar ó gravar los inmuebles y para la extinción de derechos  
reales. También para la transacción; pero teniendo presente en este caso  
lo que se ordena en los artículos 2025 al 2039 de la ley. 
 
TITULO XII 
DE LA ADMINISTRACIÓN DE BIENES DE AUSENTES  
EN IGNORADO PARADERO  
En cumplimiento de la base 18 de las aprobadas por la ley de  
21 de Junio de 1880, por cuya base se mandó organizar los actos de  
jurisdicción voluntaria que se creyera conveniente para completar  
esta materia, se adicionó en la ley actual este título, no compren-
dido en la de 1855. El procedimiento que en él se establece está ajus-
tado á las disposiciones legislativas que regían al publicarse dicha  
ley. Estas disposiciones han sido derogadas por el Código civil, el  
cual, en el tít. 8.° del libro 1.° trata de la ausencia, ordenando en  
au cap. 1. 0 las medidas provisionales que deben adoptarse para ase-
gurar los derechos é intereses de la persona que hubiere desapare-
cido de su domicilio sin saberse su paradero y sin dejar apoderado 
 
que administre sus bienes; en el 2.°, los casos en que puede hacerse  
la declaración judicial de ausencia, y personas que pueden pedirl,,;  
en el 3.° , de la administración de los bienes del ausente; en el 4.°, 
 
de la presunción de muerte; y en el 5.°, de los efectos de la ausen 
 
cia, relativamente á los derechos eventuales del ausente. Está, pues,  
comprendido en dicho título cuanto se relaciona con la administra-
ción de los bienes del ausente en ignorado paradero, de que trata 
 
el presente titulo de la ley, modificando en algunos puntos nuestro 
 
^ 
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antiguo derecho y supliendo sus deficiencias. De aquí la necesidad 
de ajustar estos procedimientos á lo que el Código dispone, corno 
procuraremos hacerlo al examinar los artículos de este título, ma-
nifestando en sus notas respectivas lo que de ellos queda vigente y 
lo que ha sido modificado 6 derogado (1). 
Según la regla 24 del art. 63, es juez competente para conocer 
de estos asuntos el de primera instancia del último domicilio que 
el ausente hubiere tenido en territorio español. 
ART. 2031 (2030). Cuando por más de dos anos 
se ignore el paradero de una persona que se hubiere 
ausentado de su domicilio dejando abandonados sus 
bienes, y no pueda justificarse su defuncion, cualquie-
ra de los parientes más próximos que hubieran de ser 
sus herederos ab - intestato podrá pedir que se le entre-
gue bajo fianza la administracion de dichos bienes (2). 
(1) Como complemento de esta materia y ampliación de la doctri-
na que expondremos en las notas de los artículos de este título, pue 
den consultarse nuestros COMENTARIOS al tít. VIII del libro 1. 0 del 
Código civil, que trata de la ausencia (pág. 67 y siguientes del tomo 2!0 
de dicha obra). 
(2) El Código civil se hace cargo de las tres situaciones en que 
puede hallarse el ausente: l.a La de haber desaparecido de su domici-
lio, sin saberse su paradero, y sin dejar apoderado que administre sus 
bienes. 2.a La del que con dichas circunstancias sigue ausente, y han 
transcurrido más de dos años sin haberse tenido noticia de eu exis-
tencia ó paradero, y más de cinco en el caso de haber dejado persona 
encargada de la administración de sus bienes. 3. a La del que por su 
larga ausencia sin tenerse noticias de él, se presume haber fallecido. 
El mismo Código declara los efectos que produce cada uno de estos 
tres estados jurídicos ó períodos de la ausencia, y por quién y en 
qué forma ha de ser representado el ausente y han de administrarse 
sus bienes, dando en todos ellos intervención a la autoridad judicial. 
El procedimiento para los dos primeros períodos pertenece á la juris-
dicción voluntaria, y el del último á la contenciosa. 
La ley de Enjuiciamiento civil se hace también cargo en el pre-
sente título de esos mismos tres períodos, ordenando el procedimiento 
para cada uno de ellos; pero sin seguir el orden racional y lógico que 
después ha establecido el Código. Al primero se refiere el art. 2045, y 
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ART. 2032 (2031). El que deduzca la pretension 
expresada en el artículo anterior deberá presentar los 
documentos que justifiquen su parentesco con el au-
sente, y una relacion de los bienes cuya administra-
cion solicite, con expresion de la renta que produzcan 
6 puedan producir. 
Ofrecerá además información sobre los extremos si-
guientes: 
1.0 Sobre la ausencia é ignorado paradero de la per-
sona de que se trate; fecha 6 época en que se hubiere 
al tercero el 2047. Obligados á examinar los artículos de la ley por el 
orden en que en ella están colocados, tenemos que principiar por el 
procedimiento que establece para la segunda situación ó periodo, al 
que se refieren el presente artículo y los siguientes, reservando expo-
ner el del primero en la nota de dicho art. 2046. 
El Código civil en su art. 184 ordena que, «pasados dos años sin 
haberse tenido noticia del ausente, 6 desde que se recibieron las últi-
mas, y cinco en el caso de que el ausente hubiere dejado persona en-
cargada de la administración de los bienes, podrá declararse la ausen-
cia'. Y en el 185 previene que podrán pedir esta declaración: «1. 0, el 
cónyuge presente: 2. 0, los herederos instituidos en testamento, que 
presentaren copia fehaciente del mismo: 3.", los parientes que hubie-
ren de heredar abintestato; y 4. 0, los que tuvieren sobre los bienes 
del ausente algún derecho subordinado á la condición de su muerte». 
Conforme á estas disposiciones ha de entenderse modificado el ar 
título 2031 de la ley que estamos examinando. Los  dos afios que en 
él se fijan han de contarse desde las últimas noticias que se hubieren 
tenido del ausente en ignorado paradero; y será el tiempo de cinco 
años, cuando el ausente hubiere dejado apoderado encargado de la 
administración de sus bienes. En tales casos, la persona que Be crea 
con derecho no ha de limitarse á pedir la administración de los bie• 
nes del ausente, sino que ha de solicitar en primer lugar la declara 
ci6n de ausencia, y como consecuencia de ella, la administración. Y 
son parte legítima para deducir esta pretensión, no sólo los herede-
roe abintestato designados en este artículo, sino también todas las 
demás personas antes indicadas, á quienes concede ese derecho el ar-
ticulo 185 del Código. Entre estas personas ocupan el segundo lugar, 
como se ha dicho, los herederos instituidos en testamento, que pre-
senten copia fehaciente del mismo, á quienes concede el mismo dere-
cho el art. 2044 de esta ley. 
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ausentado, y desde cuándo no se tiene noticia de su 
existencia. 
2.0 Que no existe persona autorizada por el ausen-
te para el cuidado y administracion de sus bienes. 
3.0 Que el demandante es el pariente más próximo 
del mismo, con expresion en su caso de los que se ha-
llen en igual grado (1). 
ART. 2033 (2032). El Juez recibirá la informacion 
con citacion de Promotor fiscal. 
Esta informacion deberá ser de tres testigos por lo 
ménos, que hubieren sido amigos, 6 tenido relaciones 
con el ausente. El actuario dará fé de conocerlos, y si 
no los conociere, se presentarán dos testigos de cono-
cimiento. 
ART. 2034 (2033). Si de la informacion resultaren justificados los extremos expresados en el art. 2032 
(2031 en la ley de Cuba y Puerto Rico), el Juez mandará 
publicar dos edictos, con el intervalo y término de dos 
meses (de tres meses en Cuba y Puerto Rico) cada uno, 
llamando al ausente, y á los que se crean con derecho 
A la administracion de sus bienes, si aquél no se pre-
sentare (2). 
(1) Creemos aplicable este artículo al caso á que se refiere el  an-
terior, según la nota del mismo; pero teniendo presente respecto del 
núm. 
 
2.°, que cuando el ausente hubiere dejado apoderado, si no han 
transcurrido los cinco saos, habrá de justificarse que ha caducado el 
poder, expresando las caneas 6 motivos de la caducidad, que habrán 
de ser alguno de loe determinados en los arts. 1732 y siguientes del 
Código. Y en cuanto al núm. 3.0, no será hoy necesario acreditar que 
el demandante es el pariente más próximo del ausente, con expresión 
de loe que se hallan en igual grado, sino que es parte legitima para 
promover el expediente por encontrarse en alguno de los casos deter-
minados en el art. 185 del Código, expresados en la nota anterior, 
acompaftando los documentos que lo justifiquen. Cuando además de la 
declaración de ausencia se pida la administración de loe bienes, podrá 
ser útil justificar que ésta corresponde al demandante, conforme al 
art. 187 del Código. 
(2) Este artículo, como los anteriores y posteriores, se refiere á la 
administración de loe bienes del ausente, y es preciso que sea modi- 
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Se publicarán estos edictos en el lugar del último 
domicilio del ausente y en el de los bienes, y se inser-
tarán en la Gaceta de Madrid y en el Boletín oficial de 
la provincia (1). 
Se expresarán además en ellos, los nombres de los 
que hubieren solicitado la administracion de los bienes, 
y su grado de parentesco con el ausente, previniendo 
a los que se crean con mejor derecho, que deberán 
justificarlo, con los correspondientes documentos, al 
comparecer en el Juzgado. 
ART. 2035 (.2034). Trascurrido el término de los 
segundos edictos, y unidas á los autos las solicitudes 
de los que se hubieren presentado, se pasará el expe-
diente al Promotor fiscal por seis días, para que emita 
cado para ponerlo en armonía con el Código civil. Ya hemos visto 
que, según éste, antes de proveer sobre la administración, ha de 
hacerse la declaración de ausencia, para lo cual es necesario que la 
solicite parte legítima y se justifiquen loe hechos en yue se funde. 
Por consiguiente, recibida la información, el juez oirá al Ministerio 
fiscal por seis días, como se previene en el art. 2035, para que emita 
dictamen sobre si procede 6 no la declaración de ausencia, 6 si antes 
deben subsanarse algunos defectos, y sin más trámites el juez dictará 
por medio de auto la resolución que estime procedente. Si acuerda la 
declaración de ausencia, mandará á la vez que se publique esta decla-
ración por medio de edictos, á loe efectos del art. 186 del Código ci-
vil, llamando al ausente y á loe que se crean con derecho á la admi-
nistración de sus bienes, po; los términos y en la forma que se orde-
nan en el presente artículo. Como han de ser dos loe edictos, con tér 
mino de dos meses cada uno (de tres meses en Ultramar), y hasta 
seis meses después de la publicación del primero no puede resolverse 
sobre la administración, según diremos en la nota siguiente, podrá el 
juez adoptar al mismo tiempo las medidas que estime necesarias para 
la seguridad y administración de loe bienes, si estuvieren abandona-
dos, como para caso análogo se previene en el párrafo 2.° del art. 2046. 
(1) En el art. 2033 de la ley para Cuba y Puerto Rico, este párrafo 
dice aef: aSe publicarán estos edictos en el lugar del último domicilio 
del ausente y en el de los bienes, y se insertarán en la Gaceta del Go 
bierno general, y en el Bulelle rfcial de la provincia donde lo hubiere. 
También se insertarán en la Gaceta de Madrid cuando el Juez lo es-
timare conveniente.» 
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dictámen sobre si estima procedente entregar á los 
parientes la administracion de los bienes del ausente, 
y sobre el derecho de los reclamantes (1). 
Tambien podrá proponer el Promotor la subsanacion 
de cualquiera falta que se hubiere cometido en la ins- 
(1) Previene el art. 186 del Código civil, que 
 da declaración ju-
dicial de ausencia no surtirá efecto hasta seis meses después de su 
publicación en los periódicos oficiales». Por consiguiente, hasta que 
transcurran dichos seis meses no puede practicarse lo que se ordena 
en el presente artículo, el cual queda modificado en cuanto fija para 
ello el transcurso del término de los segundos edictos. Dichos seis 
meses se contarán desde la publicación del primer edicto, en el que, 
como se ha dicho en la nota anterior, ha de publicarse la declaración 
de ausencia. Luego que transcurra ese término, dará cuenta el actua-
rio, sin necesidad de instancia de parte, y el juez acordará que se 
unan á los autos las solicitudes de los que se hubieren presentado, y 
se pase el expediente al Ministerio fiscal por seis días, para que emita 
dictamen sobre si estima procedente poner en administración loe 
bienes del ausente y sobre el derecho de lis reclamantes. La ley 
parte del supuesto, conforme con nuestro derecho antiguo, de que 
corresponde la administración â los parientes más próximos que hu-
bieran de ser herederos abintestato del ausente, y por esto se refiere 
á dichos parientes en este y en otros artículos; pero también en este 
punto ha sido modificada y derogada por el Código civil. Este or-
dena en su art. 187, que da administración de los bienes del ausente 
se conferirá por el orden que establece el art. 220 á las personas men-
cionadas en el mismo'. Estas personas son: 1. 0, el cónyuge no sepa-
rado legalmente; 2.0, el padre, y en su caso, la madre; 3. 0, los hijos; 
4.0, los abuelos, y 6. 0, loe hermanos varones y las hermanas que no 
estuvieren casadas, con la preferencia del doble vínculo. Si hubiere 
varios hijos 6 hermanos, serán preferidos los varones á las hembras, 
y el mayor al menor; y entre los abuelos tienen también preferencia 
loe varones, y si son del mismo sexo, los de la línea del padre. A es-
tas disposiciones del Código tiene que sujetarse el Ministerio fiscal 
para dar su dictamen, y el juez para resolver sobre el mejor derecho 
A la administración de los bienes del ausente, cuando sean dos 6 más 
loe que la soliciten; si sólo fuere uno, á él deberá conferfrsele, como 
previene el artículo siguiente 2036, siempre que se encuentre en al-
guno de los casos designados por el Código. 
454 	 LIB. III-1." PARTE-TÍT. XII 
truccion del expediente, en cuyo caso se proveerá pré-
viamente sobre este particular. 
ART. 2036 (2035). Cuando sea uno solo el parien-
te que haya reclamado la administracion, y no se hu-
biere opuesto el Promotor fiscal, el Juez se la otor-
gará sin más trámites si lo estima procedente. 
Lo mismo se practicará cuando, siendo dos 6 más 
los pretendientes, hubieren manifestado su conformi-
dad sobre cuál 6 cuáles de ellos hayan de encargarse 
de la administracion (1). 
ART. 2037 (2036). Fuera de los casos expresados 
en el artículo anterior, el Juez convocará á junta, den-
tro de ocho dias, á los pretendientes, para que se pon-
gan de acuerdo sobre su mejor derecho, y cuál de 
ellos haya de encargarse de la administracion. 
Del resultado de la junta se extenderá la oportuna 
acta, que firmarán los concurrentes con el Juez y el 
actuario (2). 
(1) Dos observaciones debemos hacer para la recta aplicación de 
este articulo. Es la primera, que ya sea uno solo el pretendiente de 
la administración sin oposición del Ministerio fiscal, ya sean dos ó 
más, y haya conformidad entre ellos sobre quién haya de desempe-
ñarla, el juez la otorgará sin más trámites, si lo estima procedente, y 
no será procedente si el aspirante, aunque sea pariente, no es alguno 
de los designados en el art. 220 del Código, y que hemos mencionado 
en la nota anterior. No siéndolo, carecerá de derecho y corresponderá 
al juez la libre elección de la persona que haya de desempeñar el 
cargo. La otra observación es que, aunque de este articulo y del 2039 
se deduce que puede encargarse la administración á dos ó más pa. 
rientes, creemos que, según el art. 187 del Código, debe encargarse 
á uno solo, á aquel á quien corresponda por el orden que establece 
el art. 220 antes citado para la tutela legítima de los locos. Equipa-
rado el cargo al de tutor, no sólo por el Código, sino también por la 
antigua jurisprudencia, pues en estos casos se nombraba un curador 
al ausente, sólo podrá ejercerse por una persona, como para la tu-
tela se previene en el art. 201 del mismo Código. La resolución ha de 
dictarse por medio de auto. 
(2) Dada la disposición del art. 187 del Código, expuesta en las 
dos notas que preceden, no vemos la necesidad ni utilidad de la 
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ART. 2038 (2037). Si resultare acuerdo en la jun-
ta, el Juez mandará que se lleve á efecto lo convenido, 
en el caso de haberse justificado que no se tiene no-
ticia de la existencia y paradero del ausente, el aban-
dono de los bienes, y el parentesco de los que hayan 
de encargarse de la administracion. 
ART. 2039 (2038). No mediando conformidad en 
la junta, dentro de los tres dias siguientes dictará auto 
el Juez, resolviendo lo que estime procedente, y man-
dando en su caso que se entregue desde luego la ad-
ministracion al pariente 6 parientes nombrados por el 
mismo, sin perjuicio del derecho de los demás inte-
resados, del que podrán hacer uso en el juicio que co-
rresponda á la cuantía de los bienes (1). 
Este auto será apelable en un solo efecto. 
junta, cuya convocación ordena el presente artículo, pues de loe do-
cumentos, que habrán presentado los pretendientes de la administra-
ción, ha de resultar necesariamente cuál de ellos tiene mejor derecho, 
y no puede someterse este punto al arreglo 6 convenio de loe intere-
sados. El que tenga mejor derecho podrá renunciarlo 6 excusarse, y 
entonces corresponderá la administración al que le siga en orden, 
conforme al art. 220. Por esto creemos que en la reforma de la ley 
deberán desaparecer 6 ser modificados el presente artículo y los dos 
siguientes: mientras tanto deberán cumplirse si ocurre el caso, que 
será raro. 
(1) De la reserva de derechos que se hace al final de este artículo 
se deduce que no cabe oposición fundada en el mejor derecho á la 
administración, 6 en la incapacidad de alguna de las personas que la 
pretendan, al efecto de hacerse contencioso el expediente. El auto 
del juez ha de llevarse á efecto en todo caso, puesto que es apelable 
en un solo efecto, sin perjuicio del derecho de los demás interesados, del 
que podrán hacer uso en el juicio declarativo que corresponda á la 
cuantía de loe bienes. No asf cuando la oposición se funde en no ha-
ber lugar á la declaración de ausencia ni á poner en administración 
loe bienes del ausente: en este caso desde luego se hará contencioso 
el expediente, y con suspensión de las actuaciones de jurisdicción vo-
luntaria, se sustanciará la oposición por loe trámites de loe inciden-
tee, como se ordena en el art. 2046. 
Véanse, en la nota del art. 2035, las personas que, según el ar- 
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ART. 2040 (2039). El administrador nombrado de-
berá prestar fianza, á satisfaccion del Juez, en canti-
dad suficiente á responder de lo que produzcan los 
bienes, en cinco años por lo ménos. 
Esta fianza podrá ser de cualquiera de las clases 
que reconoce el derecho, ménos la personal. 
Para fijar su cuantía podrá el Juez disponer, si lo 
cree necesario, que se tase el valor en renta de los bie-
nes por un perito de su elección (1). 
tículo 187 del Código, tienen derecho A la administración de los bie-
nee del ausente. A la que de ellas corresponda, por el orden de pre-
ferencia que establece el art. 220 del mismo Código, ha de conferir 
el juez dicha administración. Si no las hubiere, será el nombramiento 
de libre elección del juez, aunque haya parientes de grado posterior 
A los hermanos del ausente, que son los designados en último lugar. 
Y lo mismo so entenderá para el caso en que, existiendo alguno de 
aquellos parientes, no hubiere acudido A los llamamientos del juz 
gado, pues esto supone la renuncia de eu derecho. Sin embargo, 
cuando conste la existencia de alguno de ellos, creemos hará bien el 
juez en conferirle la administración y obligarle á que la acepte, A no 
Der que alegue y justifique excusa legitima de las designadas para 
las excusas de los tutores. 
Cuando corresponda la administración al cónyuge ó al hijo, que 
mean menores de edad, en el mismo auto, A que se refiere el presente 
artículo, deberá mandar el juez que se provea de tutor al menor en la 
forma ordinaria, conforme á lo prevenido en los artículos 183 y 189 
del Código, comunicándolo al juez municipal para que proceda desde 
luego á la constitución del consejo de familia, y por éste â la de la 
tutela, suspendiendo la entrega de la administración hasta que el tu-
tor tome posesión y pueda hacerse cargo de los bienes con las for-
malidades que la ley establece para los que pertenecen A menores. 
Mientras tanto, deberá el juez adoptar las medidas que estime nece-
sarias para la seguridad y administración de los bienes si estuvieren 
abandonados. 
(1) Este artículo impone la obligación de prestar fianza, á satis-
facción del juez y en la forma y cuantía que en él se ordena, á todo 
administrador de bienes de ausentes; pero creemos que debe ser mo 
dificado, para ponerlo en armonía con el Código civil. Aunque éste 
nada ordena expresamente para el presente caso, al mandar en su 
art. 187 que se confiera la administración A las mismas personas de-
signadas para la tutela de los locos, parece lógico y racional que el 
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ART. 2041 (2040). Prestada la fianza por el admi-
nistrador, acordará el Juez se le dé el correspondiente 
título 6 testimonio de su nombramiento, y que se le 
entreguen los bienes bajo inventario, que formará el 
actuario con citación del Promotor fiscal y de los 
demas parientes que se hallen en el mismo grado de 
parentesco, y no sean administradores. 
Al mismo tiempo, acordará que se tome anotacion 
en el Registro de la propiedad de la ausencia é igno-
rado paradero del dueño de los inmuebles, y del nom- 
padre, la madre y los abuelos estén exentos de la obligación de afian-
zar, como lo ordena el art. 260 para el cargo de tutor. También pa-
rece irregular que den fianza los hijos, respecto de unos bienes que 
en todo 6 en parte han de ser suyos, como herederos forzosos del 
ausente, y tienen interés en conservarlos. Y más irregular parece que 
la preste el cónyuge no separado legalmente, aunque sea la mujer, 
puesto que el art. 183 le confiere la representación del ausente y 
tiene participación en el caudal que va á administrar. Así parece de-
ducirse también de los artículos 1433, 1441 y 1444, por los derechos 
que conceden á la mujer del ausente respecto de los bienes, y espe-
cialmente del 188 del mismo Código, al ordenar que «la mujer del 
ausente, si fuere mayor de edad, podrá disponer libremente de los 
bienes de cualquiera clase que le pertenezcan; pero no podrá enaje-
nar, permutar ni hipotecar los bienes propios del marido ni los de 
la sociedad conyugal, sino con autorización judicial». Y cuando co-
rresponda la administración al cónyuge 6 al hijo, que sean menores de 
edad, como ha de proveérseles de tutor, el cual se hará cargo de los bie-
nee del ausente con las formalidades de la ley (arts. 183 y 183), claro 
es que el tutor, y no la mujer ó el hijo, ha de prestar la fianza, co-
rrespondiendo al consejo de familia fijarla y exigirla en la cuantía 
que estime necesaria, según la importancia de los bienes de que ha 
de hacerse cargo el tutor. De suerte que la obligación de afianzar de-
biera limitarse, conforme al espíritu del Código y á lo que parece ra 
cional, á los hermanos del ausente, llamados en último lugar, y á los 
que sean de libre elección del juez, y en este sentido creemos habrá 
de reformarse este artículo, dejando, sin embargo, al prudente arbi-
trio del juez la facultad de exigir fianza cuando la estime necesaria 
por la importancia de los bienes 6 las condiciones de la persona é 
quien corresponda la administración. 
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bramiento de administrador, expidiéndose para ello 
los mandamientos oportunos. 
ART. 2042 (2041). El administrador tendrá dere-
cho á la retribucion que el Juez le señale, la que no 
podrá exceder del 10 por 100 de las rentas de los bie-
nes, y estará obligado á llevar cuenta justificada de 
los productos y gastos, para rendirla al dueño de ellos, 
cuando se presente, é á sus herederos é causa-habien-
tes (1). 
ART. 2043 (2042). Se sobreseerá en estos proce-
dimientos, cualquiera que sea el estado en que se 
hallen: 
1.0 Cuando comparezca el ausente, por si 6 por me-
dio de apoderado. 
(1) El art. 182 del Código civil previene que el juez señale las 
facultades, obligaciones y remuneración del representante del au-
sente, regulándolas, según las circunstancias, por lo que está dis-
puesto respecto de los tutores. Aunque esta disposición se refiere al 
representante del ausente en el primer periodo de la ausencia, de-
berá aplicarse también al administrador nombrado en el segundo pe-
ríodo, por ser idénticos ambos casos. En cuanto á la remuneración 
de los tutores, ordena el art. 276 del mismo Código que se fije te-
niendo en cuenta la importancia del caudal y el trabajo de su ad mi 
nistración, pero sin que en ningún caso baje del 4 ni exceda del 10 
por 100 de las rentas ó productos líquidos de los bienes. A estas  die 
 posiciones deberá atenerse el juez para dar cumplimiento al presente 
artículo. El administrador de los bienes del ausente tendrá derecho 
á la retribución que, al nombrarlo, le habrá señalado el juez, con-
forme á lo prevenido para los tutores, y tendrá asimismo la obliga-
ción de llevar cuenta justificada y rendirla, en la forma y tiempo que 
se ordena en el presente artículo, como la tienen también los tutores, 
según el art. 281 del Código, al cesar en el cargo, y todo el que admi -
nistra bienes ajenos. Creemos, sin embargo, que estas disposiciones no 
son aplicables al cónyuge del ausente, cuando le corresponda la ad-
ministración, aunque sea la mujer; vistas las atribuciones que el Có - 
digo le concede, indicadas en la nota anterior, sigue á su cargo la 
 ad - 
ministración de los bienes del matrimonio, con la obligación de le-
vantar sus cargas, y en tal concepto ni debe percibir otra retribución, 
ni rendir cuenta justificada. 
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2. 0 Cuando se adquiera noticia cierta de su exis-
tencia y paradero. 
3.e Cuando se acredite la defuncion del ausente y 
comparezcan sus herederos testamentarios 6 ab - intes-
tato. 
4.e Cuando se presentare un tercero, acreditando 
con el correspondiente documento haber adquirido 
por compra ú otro título los bienes del ausente. 
En estos casos, si estuviere nombrado el administra-
dor, cesará en su cargo, poniendo los bienes á dispo-
sicion de los que á ellos tengan derecho (1). 
ART. 2044 (2043). Si el ausente hubiere otorgado 
(1) Sustancialmente, lo mismo que en este articulo se ordena en 
el 190 del Código civil; en óste, para declarar que cesará la adminis-
tración en cualquiera de los casos que contiene, y en el de la ley, para 
mandar que en tales casos se sobresea en estos procedimientos, cual-
quiera que sea el estado en que se hallen. Es de notar que el caso 2.0 
del presente artículo ha sido suprimido en el 190 del Código, el cual 
reproduce solamente los otros tres y el párrafo final, casi con las 
mismas palabras. Los autores del Código estimaron, sin duda, no ser 
motivo bastante para que cese la administración haberse adquirido 
noticia cierta de la existencia y paradero del ausente, que es dicho 
caso 2. 0, porque podría suceder que quedasen abandonados los bie-
nes. Aunque se tenga esa noticia, mientras no comparezca el ausente, 
por si ó por medio de apoderado, que es el caso 1. 0 de una y otra ley, 
no deberá cesar la administración legalmente constituida, por no 
haber persona autorizada para hacerse cargo de loe bienes. Pero el 
artículo que estamos examinando ordena, y debe cumplirse por ser 
de su competencia, que en aquel caso se sobresea en estos procedi-
mientos, cualquiera que sea el estado en que se hallen. Para conci-
liar ambas disposiciones creemos que, cuando se haga constar en el 
expediente de un modo cierto la existencia y paradero del ausente, 
deberá el juez dictar auto mandando sobreseer en las actuaciones; 
que por medio de exhorto se haga saber al ausente esta resolución, 
poniendo á su disposición loe bienes; y al administrador, que luego 
que comparezca el ausente, por sí 6 por medio de apoderado, le haga 
entrega de los bienes, cesando en la administración, con rendición 
de cuentas al dueño. Esto en el caso de estar nombrado el adminis-
trador y en posesión de su cargo: si no lo estuviere, procederá sim-
plemente el sobreseimiento. 
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testamento, y los herederos en él instituidos presen-
taren copia fehaciente del mismo, podrán solicitar la 
administracion de los bienes, conforme á lo prevenido 
en los artículos que preceden (1). 
AIiT. 2045 (2044). Cuando por más de dos años 
se hallen abandonados los bienes de un ausente, cuyo 
paradero se ignore, á instancia del Promotor fiscal 6 
de cualquiera persona, aunque no sea pariente, podrá 
el Juez acordar las medidas que estime necesarias para 
la seguridad y administracion interina de los bienes, 
prévia informacion sobre los extremos señalados en 
los núms. 1.° y 2.° del art. 2032 (2031 en la ley de 
Cuba y  Puerto Rico), y sin perjuicio de los procedi-
mientos establecidos en este título, para llamar á los 
parientes y proveer en ellos la administracion (2). 
(1) Véase la nota del art. 2031, en la que se ha hecho mención de 
las personas que, según el art. 185 del Código, pueden pedirla decla-
ración de ausencia, y como consecuencia de ella, la administración de 
loa bienes del ausente. Entre dichas personas ocupan el segundo lu-
gar los herederos testamentarios, A quienes reconoce ese mismo de 
recho el presente articulo. 
(2) Este artículo debiera ser el primero del presente título, por re-
ferirse al primer período de la ausencia, como se ha dicho en la nota 
del art. 2031. Trátase en él de las medidas preventivas é interinas 
que debe adoptar el juez para poner en seguridad los bienes del que 
hubiere desaparecido de su domicilio dejándolos abandonados, sin sa-
berse eu paradero, previniendo que se adopten estas medidas cuando 
por más de dos años se hallen abandonados loe bienes, y que se pon-
gan éstos en administración interina. El Código civil no exige el 
transcurso de los dos años, ni atiende sólo á la administración de los 
bienes, sino que manda nombrar quien represente al ausente en todo 
lo que fuere necesario, de suerte que esa persona tendrá la represen-
tación del ausente en todos sus asuntos, tanto en juicio como fuera 
de él, y el cuidado y administración de sus bienes. Dadas estas dife-
rencias, será preciso establecer el procedimiento para llevar á efecto 
las medidas preventivas que debe dictar el juez en este primer pe 
ríodo de la ausencia, poniendo en armonía la ley con el Código, para 
que se cumpla, como debe cumplirse con preferencia, lo que en éste 
se dispone que no esté de acuerdo con aquélla. Y téngase presente 
que, tanto eu este artículo como en el 181 del Código, se emplea el 
MIN 
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ART. 2046 (2045). Si por parte legítima se hiciere 
oposicion á los procedimientos establecidos en este 
título, fundada en no haber lugar á ellos, se sustan- 
verbo podrá, de suerte que la ley deja á la prudencia del juez la adop-
ción de esas medidas, cuando las estime necesarias ó convenientes, 
según las circunstancias del caso. 
Ordena el Código en su art. 181, que «cuando una persona hu-
biere desaparecido de su domicilio sin saberse eu paradero y sin de-
jar apoderado que administre sus bienes, podrá el juez, á instancia 
de parte legítima ó del Ministerio fiscal, nombrar quien le represente 
en todo lo que fuere necesario,,, y que «lo mismo se observará 
cuando en iguales circunstancias caduque el poder conferido por el 
ausenten. Nótese que están conformes la ley y el Código eu que el 
juez no debe proceder de oficio, sino á instancia de parte 6 del Mi-
nisterio fiscal. La ley concede esa facultad á cualquiera persona, aun-
que no sea pariente; pero el Código dice que sea parte legítima, y no 
lo será si no tiene algún interés en la conservación de los bienes del 
ausente. El que promueva el expediente deberá justificar, con infor-
mación de testigos, los dos extremos señalados en loe números 1.° 
y 2.° del art. 2032 de la ley, en que ha de fundarse, que son el de ha-
ber desaparecido de su domicilio la persona de que se trate, sin ea-
berse su paradero, y el de no haber dejado apoderado que adminis-
tre sus bienes, ó si lo hubiere dejado, que ha caducado el poder. Esta 
información deberá ser de tres testigos por lo menos, con los requisi-
toe que previene el art. 2033, y se recibirá con citación del Ministe-
rio fiscal, al que después se dará audiencia para que exponga por es-
crito lo que se le ofrezca sobre la forma y el fondo, y sin más trámi-
tee, resolverá el juez lo que estime procedente por medio de auto, que 
será apelable conforme á los artículos 1819 y 1820. Si resultan justi-
ficados los hechos indicados, podrá el juez acordar, como se previene 
en el art. 182 del Código, el nombramiento de representante del au-
sente, señalándole sus facultades, obligaciones y remuneración, re-
gulándolas, según las circunstancias, por lo que está dispuesto res-
pecto de loe tutores, y ordenar á la vez las diligencias que estime ne-
cesarias para asegurar loe derechos é intereses del ausente, que es el 
objeto principal de estas actuaciones preventivas. 
Previene, por último, el art. 183 del Código, que el ausente será 
representado por su cónyuge, si lo tiene y no estuvieren legalmente 
separados, y á falta de cónyuge, por los padres, hijos ó abuelos, por 
el orden que establece el art. 220 del mismo Código. Por consiguiente, 
el nombramiento de representante del ausente ha de recaer precisa 
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ciará por los trámites que para los incidentes se de-
te rminan en el título III del libro II. 
Mientras se sustancia la oposicion, podrá el Juez 
ad optar las medidas que estime necesarias para la se- 
mente en cualquiera de dichas personas designadas por la ley, con la 
preferencia ó por el orden que la misma establece. Existe, además, 
en favor de la mujer la disposición del art. 1441, según el cual se 
transfiere á la misma la administración de los bienes del matrimonio, 
cuando pida la declaración de ausencia de su marido con arreglo al 
art. 183 antes citado. En estos casos la resolución del juez está limi-
tada á conferir el cargo á la persona á quien la ley lo defiere, sin exi-
girle fianza, puesto que no la impone la ley, á no ser que por circuns-
tancias especiales de la persona ó por la importancia y clase de los 
bienes la estime necesaria; y si fuere menor de edad, mandará á la 
vez que se le provea de tutor en la forma ordinaria, cuyo tutor ten-
drá la representación del ausente á nombre del menor, y dará la 
fianza que el consejo de familia estime necesaria para responder de 
los bienes del ausente de que se haga cargo. Solo cuando no exista 
ninguna de dichas personas, quedará el nombramiento á la libre elec-
ción del juez, bajo su responsabilidad, si no le exige fianza suficiente. 
Concluye el artículo que estamos examinando previniendo que se 
practicarán las medidas necesarias para la seguridad y administra-
ción interina de los bienes del ausente, «sin perjuicio de los procedi-
mientos establecidos en este título para llamar á los parientes y pro-
veer en ellos la administración». Este procedimiento no está de 
acuerdo con lo que ordena el Código. Según éste, y como ya se ha di-
cho en las notas anteriores, al llamamiento de los parientes para con-
ferirles la administración ha de preceder la declaración de ausencia, 
A instancia precisamente de alguna de las personas designadas en el 
art. 185. Esta declaración no puede pedirse sino dos afros después de 
las últimas noticias del ausente, 6 cinco afros si hubiere dejado apo-
derado, y no surte efecto hasta seis meses después de su publicación 
en los periódicos oficiales. Es preciso, pues, llenar dichos trámites y 
que transcurran esos plazos para llamar á los parientes, y por consi-
guiente, no puede practicarse lo que ordena el artículo. Podrá pros-
cind irse de las diligencias preventivas y principiar por pedir la de-
claración de ausencia cuando hayan transcurrido los dos 6 cinco años 
antes indicados, ó solicitar ambas cosas á la vez quien sea parte le-
gitima para ello; pero nunca puede ejecutarse el llamamiento de los 
parientes para conferirles la administración sin que preceda la decla-
ración de ausencia y haya producido sus efectos. 
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guridad y administracion de los bienes, si estuviesen 
abandonados (1). 
ART. 2047 (2046). Cuando por la presuncion de 
muerte de un ausente pueda abrirse su sucesion tes-
tada ó intestada, hecha la declaracion sobre aquel ex-
tremo, en el juicio correspondiente, se procederá por 
los trámites de los juicios de testamentaría 6 de ab-
intestato, segun los casos (2). 
(1) No habrá lugar á los procedimientos establecidos en este tí-
tulo, cuando no los promueva parte legitima, ó no concurran los re-
quisitos que el Código y la presente ley exigen, ya para nombrar re-
presentante del ausente y poner en seguridad los bienes, en el primer 
período de la ausencia; ya para hacer la declaración de ausencia y 
nombramiento de administrador, en el segundo período, sobre lo 
cual véanse las notas de los artículos 2031, 2032 y 2045. Cuando la 
oposición se funde en no haber lugar á estos procedimientos por cual-
quiera de dichos motivos, ha de sustanciarse por los trámites estable-
cidos para los incidentes en los artículos 740 y siguientes, dando tras-
lado por seis días, con entrega de copias, al que hubiere promovido el 
expediente. En virtud de esa oposición se hace éste contencioso, de-
biendo sobreseer en las actuaciones de jurisdicción voluntaria, ó de-
jarlas An suspenso, sin perjuicio de adoptar las medidas que el juez 
estime necesarias para la seguridad y administración de los bienes, 
si estuvieren abandonados. 
(2) Este artículo se refiere al tercer estado ó período de la ausen-
cia, que es cuando se declara la presunción de muerte del ausente. 
Corresponde á la ley sustantiva determinar los requisitos que han de 
concurrir para hacer dicha declaración y los efectos que produce, y 
por esto el presente artículo se limita á lo que es de su competencia, 
esto es, á ordenar el procedimiento. Previénese en él que la declara-
ción de presunción de muerte ha de hacerse, no en acto de jurisdic-
ción voluntaria, sino en el juicio correspondiente, que deberá ser el or-
dinario de mayor cuantía, conforme al art. 483 de la ley, por versar 
sobre el estado civil y condición de las personas; y que cuando en 
virtud de esta declaración pueda abrirse la sucesión testada 6 intes-
tada del ausente, se procederá por loe trámites de los juicios de tes-
tamentaría 6 de abintestato, según loe casos. Para dar cumplimiento 
á estas disposiciones, que están de acuerdo con el Código civil, es 
preciso conocer lo que éste ordena para el caso de que tratamos. 
Ordena el Código en eu art. 191, que «pasados treinta años desde 
que desapareció el ausente 6 se recibieron las últimas noticias de él, 
FORMULARIOS DEL TITULO XII 
De la administración de bienes de ausentes en ignorado paradero. 
I.—Primer periodo de la ausencia: diligencias preventivas. 
Escrito para el nombramiento de representante del ausente. —Al Juz-
gado de primera instancia. —Doña Ana Ruiz de Pérez, vecina de esta villa, 
con cédula personal, etc., ante el Juzgado parezco en acto de jurisdicción 
6 noventa desde su nacimiento, el juez, A instancia de parte intere-
sada, declarará la presunción de muerte». Según esta disposición, el 
juez no puede proceder de oficio, sino á instancia de parte interesada, 
que lo será cualquiera que pretenda tener derecho á loe bienes, en 
todo 6 en parte, por testamento 6 abintestato, 6 nor cualquiera otro 
acto ó contrato, en cuya virtud la existencia 6 realización de algún 
derecho esté subordinado á la condición de muerte del ausente. Cual-
quiera que se halle en alguno de estos casos será parte legítima para 
entablar la demanda solicitando que se declare la muerte presunta 
del ausente con todos los efectos que la ley le atribuye. Ya hemos di-
cho que esta demands ha de sustanciarse por los trámites del juicio 
ordinario de mayor cuantía, como ordena la ley y es lo procedente, 
por tratarse del estado civil y declaración de derechos. Habrá de di-
rigirse contra el administrador de los bienes, 6 representante del au-
sente, si lo hubiere, y en todo caso será necesario emplazar por me-
dio de edictos á los que se crean con derecho para impugnarla, y al 
Ministerio fiscal en representación de las personae desconocidas, 6 
del Estado, en su caso. Seguido el juicio ordinario por sus trámites, y 
probada la ausencia en ignorado paradero, sin tenerse noticias por 
más de treinta aflos, 6 que el ausente ha cumplido la edad de no-
venta afros, que son los únicos hechos en que puede fundarse la de-
manda, el juez dictará sentencia declarando la presunción de muerte 
del ausente, y quo en su virtud queda abierta, luego que sea firme di-
cha sentencia, la sucesión en los bienes del ausente, con los demás 
efectos que la ley le atribuye, y mandando que se publique en los 
periódicos oficiales. Como esa presunción es juris tantem, cabe la 
prueba en contrario, y de aquí la conveniencia de su publicación y de 
llamar al pleito A los que se crean con derecho á impugnarla. 
Esa sentencia, contra la cual podrán utilizarse los recursos de 
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voluntaria, y digo: Que el dia 40 de Mayo del año último se ausentó de 
esta villa mi marido D. José Pérez, diciéndome que marchaba á Barcelona 
y á otros puntos para asuntos particulares; pero, ni me escribió partici-
pándome su llegada a dicha ciudad, ni he tenido noticia alguna de su pa-
radero. Tampoco la tienen sus parientes y amigos de esta población, y 
aunque he procurado saber si llegó á Barcelona, nadie le ha visto en dicha 
ciudad, ni he podido adquirir la menor noticia de su existencia. Al mar-
charse, no dejó apoderado ni persona alguna encargada de la administra-
ción de sus bienes, ni del cuidado de sus asuntos y familia. Yo he cuidado 
de todo, como era de mi deber é interés, y con el producto de los bienes 
de la sociedad conyugal vengo cubriendo mis necesidades y las de los 
tres hijos que tengo de dicho matrimonio, el mayor de ocho años de edad. 
Pero es indispensable realizar algunos créditos, arrendar alguna finca y 
practicar otros actos de la administración de los bienes, para lo que no 
estoy autorizada. De aquí la necesidad de acudir al Juzgado para que se 
sirva nombrar quien represente A mi marido en todo lo que fuere necesa-
rio, en cumplimiento de lo que ordena el art. 481 del Código civil. 
según el art. 483 dol mismo Código, me corresponde dicha represen-
tación, por ser el cónyuge presente, cuya calidad acredito cou la certifi-
cación que acompaño de mi matrimonio con el D. José Pérez. Ademas, 
apelación y de casación, en su caso, no puede ejecutarse hasta des-
pués de seis meses, contados desde su publicación en loe periódicos 
oficiales, como previene el art. 192 del Código. Por consiguiente, no 
puede tenerse por firme hasta que transcurran dichos seis meses, y en-
tonces se abrirá la sucesión en loe bienes del ausente, como en ella 
se habrá mandado, procediendo á su adjudicación por los trámites de 
los juicios de testamentaría 6 de abintestato, según loe casos. Así lo 
ordena el art. 193 del Código y el 2047 de la ley que estamos exarni-
nando, como medio de ejecución de la sentencia. Son tan terminantes 
estas disposiciones, que creemos no puede prescindirse de dichos jui-
cios. En el de abintestato se hará la declaración de herederos en la 
forma que ordenan loe artículos 977 y siguientes de la ley, y en el de 
testamentaría se acreditará la calidad de herederos 6 legatarios pre-
sentando el correspondiente testamento con la certificación de la Di 
rección general de los Registros de no aparecer otro posterior; y si 
éste fuere cerrado, se procederá á su apertura. Sin embargo, creemos 
también que después de promovido cualquiera de estos juicios, el que 
proceda, á instancia de parte legitima y no de oficio, podrán hacer 
uso los interesados de la facultad que les concede el art. 1047 do 
hu misma ley para separarse de su seguimiento y adoptar loe acuEr-
dos que estimen convenientes. 
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se ordena en el art. 4 144 que la administración de los bienes del matri- 
monio se transferirá á la mujer, cuando pida la declaración de ausencia 
de su marido, con arreglo á los arts. 483 y 485. 
En este caso nos hallarnos, y en cumplimiento de lo que para el pre-
viene el art. 2045 de la ley de Enjuiciamiento civil, ofrezco información 
de testigos sobre los dos extremos siguientes: 1. 0, que mi marido Don 
José Pérez se ausentó de esta villa, donde tenia su casa y domicilio, hace 
ocho meses, en Mayo del año último, sin haberse tenido después noticia 
alguna de $u existencia, ignorándose su paradero; y 2.0, que al abando-
nar su domicilio, no dejó apoderado ni persona autorizada por él para el 
cuidado y administración de sus bienes. 
Por tanto, en cumplimiento de las disposiciones citadas y de la regla 
2i del art. 63 de dicha ley, que atribuye á este Juzgado la competencia, 
por ser el del lugar del último domicilio del ausente; 
Suplico al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con el 
documento que se acompaña, se sirva admitirse la información de testigos 
que tengo ofrecida, con citación del Ministerio fiscal, y resultando justifi-
cada la ausencia en ignorado paradero de mi marido D. José Pérez, sin 
haber dejado apoderado que administre sus bienes, nombrarme represen-
tante del mismo para todo lo que fuere necesario, así en juicio como fuera 
de él, y transmitirme la administración de los bienes del matrimonio con 
las facultades necesarias para ello y con la obligación de cubrir las cargas 
del mismo matrimonio, sin otra remuneración ni fianza, y mandar que se 
me dé testimonio del auto para los efectos que procedan en justicia, que 
pi lo. (Lugar, fecha y firma.) 
Providencia.—Por presentado con la certificación que se acompaña: 
con citación del Ministerio fiscal oigase la información que se ofrece, y 
hecho, dése cuenta. Lo mandó, etc. 
Notificación á la parte, y citación por medio de cédula al Ministerio 
fiscal, en la forma ordinaria. 
Información de testigos.—Leherán ser tres, por lo menos, que hubie-
ren sido amigos 6 tenido relaciones con el ausente, prestando individual-
mente la declaración bajo juramento en la forma acostumbrada y dando 
fa el actuario de conocer al testigo, y si no le conoce, examinando dos 
testigos de conocimiento. 
Providencia.—Oigase al Ministerio fiscal, pasándole el expediente por 
seis días. Lo mandó, etc. 
Notificaciones en la forma ordinaria. 
Dictamen fiscal.—Lo emitirá por escrito el Fiscal 6 su delegado, ex-
poniendo si en el expediente se han observado las formalidades legales, y 
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lo que resulte de la información, para concluir proponiendo que se acceda 
al nombramiento de representante del ausente, 6 lo que estime proce-
dente. 
Sin más trámites, el juez dictará por medio de auto la resolución que 
estime justa. 
     
        
         
   
Auto nombrando representante del ausente.—Resultando que Doña 
Ana Ruiz de Pérez ha acudido al Juzgado en acto de jurisdicción volun-
taria, solicitando se la nombre representante de su marido D. José Pérez, 
ausente en ignorado paradero, y que se la transfiera la administración de 
los bienes de la sociedad conyugal, fundándose en que dicho su marido se 
ausentó hace ocho meses de esta villa, donde tenía su casa y domicilio, 
sin saberse su paradero, pues no ha escrito ni se tiene noticia alguna de 
su existencia, y sin dejar apoderado que administre sus bienes: 
Resultando justificados estos hechos por la declaración unánime de 
tres testigos idóneos, que fueron amigos del ausente, cuya información 
se ha recibido con citación del Ministerio fiscal, habiéndose observado 
en la instrucción del expediente las demás formalidades que previene 
la ley: 
Considerando que dados los hechos que resultan probados, procede 
acceder á la pretensión de Doña Ana Ruiz, conforme á lo prevenido en 
los arts. 184, 483 y 1444 del Código civil; 
De conformidad con lo propuesto por el Ministerio fiscal, el Sr. Juez, 
por ante mí el Escribano, dijo: Que debía nombrar y nombraba represen-
tante de D. José Pérez, durante su ausencia en ignorado paradero, á su 
mujer Doiia Ana Ruiz, transfiriéndole la administración de los bienes del 
matrimonio, y facultándola para todos los actos en que sea necesaria dicha 
representación, así en juicio como fuera de él, con la obligación de sos-
tener las cargas del matrimonio; y mandó que de este auto se le dé el 
correspondiente testimonio para acreditar dicha representación y demás 
efectos consiguientes. Así lo mandó, etc. 
Cuando la mujer sea menor de edad, en el mismo auto acordará el 
juez que se le provea de tutor en la forma ordinaria, dirigiendo el opor-
tuno despacho al juez municipal para que proceda sin dilación á la cons-
titución del consejo de familia, y por éste á la de la tutela, y que luego 
que el tutor tome posesión de su cargo, se le haga entrega de los bienes 
del ausente, bajo el correspondiente inventario. Lo mismo se practicará 
cuando corresponda la representación del ausente á un hijo menor de 
edad. En estos casos, el tutor administrará los bienes del ausente, y los 
que tenga el menor, bajo la vigilancia del protutor y del consejo de fa-
milia, con los requisitos establecidos para los tutores. 
En los casos en que corresponda la representación del ausente á sus 
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padres, á sus hijos mayores de edad 6 A sus abuelos, y también cuando 
en defecto de ellos nombre el juez á otro pariente ó á un extraño, en el 
mismo auto señalará las facultades, obligaciones y remuneración del re-
presentante, regulándolas, según las circunstancias, por lo que está dis-
puesto respecto de los tutores, como previene el art. 483 del Código civil. 
Las facultades deberán ser, las de representar al ausente en todo lo que 
fuere necesario, en juicio y fuera de él, y las de administrar los bienes, 
con la diligencia de un buen padre de familia, mandando que se le en-
treguen bajo inventario en la forma que ordena la ley. Las obligaciones 
podrán ser las de atender al cuidado, alimentos y educación de los hijos 
no emancipados, si los tuviere el ausente; satisfacer las cargas afectas á 
los bienes; llevar cuenta justificada de los productos y gastos, para ren-
dirla A su tiempo A quien corresponda, y aun también que rinda anual-
mente cuenta al Juzgado, como está prevenido para los tutores, consig-
nando el saldo en la Caja de Depósitos A disposición del Juzgado, como 
también cualquiera otra cantidad que cobre y no sea necesaria para las 
atenciones de la administración, y que preste fianza, si el juez la estima 
necesaria, fijando su cuantía. 
Y en el mismo auto deberá dictar el juez, en su caso, las medidas pre-
ventivas que estime necesarias para la seguridad y conservación de los 
bienes, si estuvieren abandonados, mientras no se haga cargo de ellos el 
representante nombrado, consignando en la Caja de Depósitos el metá-
lico y efectos públicos, si los hubiere. 
I1.—Segundo periodo: declaración de la ausencia. 
Escrito pidiendo la declaración de ausencia.—Podrá servir de modelo 
el del caso anterior, pero teniendo presente que sólo son parte legítima 
para pedir esta declaración cualquiera de las personas designadas en el 
art. 485 del Código civil, y que ha de fundarse en que han pasado dos 
años, por lo menos, sin haberse tenido noticia del ausente, 6 desde que se 
recibieron las últimas noticias, y cinco en el caso de que el ausente hubiere 
dejado persona encargada de la administración de sus bienes (art. 484 del 
Código). Se ofrecerá información de estos hechos, en la forma que pre-
viene el art 2032 de la ley, en sus núms. 4. 0 y t.°, y si á la vez se soli-
cita la administración de los bienes, por creer el demandante que le co-
rresponde conforme al art. 487 del Código, se acompañarán los docu-
mentos que justifiquen el parentesco con el ausente, y una relación de los 
bienes del mismo, como se ordena en el articulo de la ley antes citado, y 
se ampliará la información A los extremos que se indican en el ntim. 3.' 
del mismo. La súplica 6 petición de este escrito será: Que s;: declare la 
ausencia en ignorado paradero de N. por más de dos años, publicándose 
esta declaración en los periódicos oficiales para los efectos que previene 
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el art. 186 del Código civil; y que por los mismos edictos se llame al au-
sente y â los que se crean con derecho A la administración de sus bienes, 
si aquel no se presentare, con los plazos y en la forma qae ordena el ar-
ticulo 2034 de la ley de Enjuiciamiento civil. Si es la mujer del ausente 
quien promueve el expediente, podrá invocar en su apoyo el art. 1444 
del Código, como en el caso anterior. 
• 	 La providencia que ha de recaer A este escrito, información de testi- 
gos, audiencia y dictamen del Ministerio fiscal, serán iguales A las mismas 
diligencias del caso anterior, y sin más trámites dictará el juez, por medio 
de auto, la resolución que estime procedente. 
Auto declarando la ausencia.—Para los resultandos y considerandos 
podrán servir de modelo los del auto nombrando representante del au-
sente, con las modificaciones que exige la diferencia de casos, y la parte 
dispositiva dirá asi: 
Dijo: Que debía declarar y declaraba la ausencia en ignorado para-
dero de N : publíquese esta declaración, llamando â la vez A dicho N. y 
A los que se crean con derecho á la administración de sus bienes, si aquél 
no se presentare, por medio de dos edictos, con el intervalo y término de 
dos meses cada uno (de tres meses en Ultramar), que se publicarán en los 
sitios de costumbre de esta villa, como lugar del  Ultimo domicilio del 
ausente y en el de los bienes, é insertarán en la Gaceta de Madrid y en 
el Boletin oficial de esta provincia; y luego que transcurran seis meses 
desde la publicación del primer edicto en los periódicos oficiales, dése 
cuenta para acordar lo que proceda sobre la administración de los bienes, 
si no se hubiere presentado el ausente. 
En este auto podrá dictar el juez las medidas que estime necesarias 
para la seguridad y administración interina de los bienes, si estuvieren 
a bandonados. 
Notificación A la parte actora y al Ministerio fiscal en la forma ordi-
naria. 
Para los edictos y su publicación pueden servir de modelo, con las 
modificaciones necesarias, las actuaciones formuladas en la pág. 631 dei 
tomo 4.° 
Luego que transcurran los seis meses, desde la publicación del primer 
edicto en los periódicos oficiales, que el art. 186 del Código civil'sehala 
para que surta efecto la declaración judicial de ausencia, sin haberse pre-
sentado el ausente—pues si hubiere comparecido por sí, 6 por medio de 
apoderado, 6 sus herederos acreditando su defunción, 6 un tercero que 
justifique haber adquirido los bienes, y también cuando se tenga noticia 
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cierta de la existencia y paradero del ausente, debe sobreseerse en estos 
procedimientos, como previene el art. 2043 de la ley, y hemos explicado 
en su nota,—dará cuenta el actuario y el juez dictará la siguiente 
Providencia.—Únanse á los autos las solicitudes presentadas (si las 
hubiere sin haberse acordado su unión) y comuníquese el expediente al 
Ministerio fiscal por seis días para que emita dictamen sobre los puntos 
que designa el art. 2035 de la ley de Enjuiciamiento civil. Lo m ., ndó, etc. 
Notificación en la forma ordinaria á la parte actora, al Ministerio fiscal 
y á los demás que se hubiesen personado en los autos. 
Dictamenjiscal.—Habrá de exponer que la declaración judicial de 
ausencia debe producir sus efectos por haber transcurrido los seis meses 
que fija el art. 186 del Código civil, por no haber comparecido el ausente, 
ni haberse acreditado su defunción 6 existencia, ni haber acudido nadie 
alegando derecho á los bienes, y que el principal efecto de dicha declara-
ción es poner en administración los bienes del ausente, como debe hacerse 
desde luego. Si son varios los aspirantes, designará el que tenga dere-
cho preferente conforme al art. 487 del mismo Código y propondrá que 
se le confiera diçha administración; y lo mismo cuando sea uno solo el 
que la solicite y le pertenezca según dicho artículo. Cuando conste que 
existe la mujer del ausente, propondrá que se le respeten la preferencia 
y demás derechos que le conceden los arts. 187, 188 y 4441 del mismo 
Código. Si la mujer ó el hijo á quien corresponda la administración fuese 
menor de edad, propondrá que se le provea de tutor, encargando á éste 
los bienes con las formalidades de la ley. Y si se diera el caso, poco proba-. 
 ble, de que soliciten la administración dos ó más personas alegando igual 
derecho, propondrá que se les convoque á la junta que previene el artículo 
2037 de la ley de Enjuiciamiento civil, con el objeto y para los efectos 
que en él y en el artículo siguiente se determinan. 
Sin más trámites dictará el juez, por medio de auto, la resolución que 
estime procedente. 
Auto 
 nombrando administrador.—Resultando que acordada la decla-
ración de ausencia en ignorado paradero de N., por auto de tal fecha, y 
publicado en la Gacela de Madrid del día tantos, han transcurrido más 
de seis meses sin que haya comparecido dicho ausente, ni otra persona 
alegando haber adquirido los bienes del mismo: 
Resultando que al solicitar A. la declaración de ausencia de su her-
(nano N., pidió también que se le confiriese la administración de los bie-
nes de éste (ó acudió después solicitándolo), alegando corresponderle 
según la ley, en razón á que no existen cónyuge, padres, hijos ni abue-
los del ausente, cuyos hechos resultan justificados con la información de 
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testigos recibida en este expediente, habiendo probado también con los 
correspondientes documentos ser hermano de doble vinculo del ausente: 
Considerando que, según el art. 186 del Código civil, la declaración 
judicial de ausencia produce sus efectos seis meses después de publicada 
en los periódicos oficiales, y habiendo transcurrido este plazo en la de 
que se trata, procede nombrar administrador de los bienes del ausente: 
Considerando que conforme al art. 987 del mismo Código, corres-
ponde dicho cargo á A., que lo ha solicitado, por ser el hermano mayor 
de doble vínculo del ausente N. y no existir cónyuge, padres, hijos ni 
abuelos del mismo: 
Vistos también los arts. 2040, 2011 y 2042 de la ley de Enjuiciamiento 
civil; 
Dijo: Que debía conferir y confería la administración de los bienes 
del ausente N. á su hermano A., con facultades para representar a dicho 
ausente en todo lo que fuere necesario, en juicio y fuera de él, y con las 
obligaciones de prestar fianza á las resultas del cargo en cantidad de... 
(la suficiente á responder de lo que produzcan los bienes en cinco años 
por lo menos), y de llevar cuenta justificada de los productos y gastos 
para rendirla a su tiempo g quien corresponda, señalándole la retribución 
de... (del i al 90 por 900 de las rentas liquidas de los bienes); hágasele 
saber para su aceptación y juramento, y luego que preste la fianza, dése 
cuenta. Así lo mandó, etc. 
Notificación á la parte actora y al Ministerio fiscal en la forma ordi-
naria. Si aquélla es el administrador nombrado, en la misma diligencia 
aceptará y jurará el cargo, obligándose á desempeñarlo bien y fielmente. 
Luego que el administrador preste la fianza, presentará copia de ella, 
inscrita en el Registro de la propiedad, si fuese de bienes inmuebles, y si 
fuere en efectos públicos, el resguardo del depósito, y el juez dictará la 
siguiente 
Providencia.—Se aprueba la fianza prestada por el administrador, 
uniéndose la escritura a este expediente (Si fuese en efectos públicos, se 
dirá: devuélvasele el resguardo del depósito, quedando en el expediente 
copia autorizada del mismo): dése al administrador el correspondien'e 
testimonio de su nombramiento, y entréguensele los bienes bajo inventa-
rio, que formará el actuario con citación del Ministerio fiscal y de los 
demás parientes que se hallen en el mismo grado (si los hubiere); y (en 
el caso de haber inmuebles) tómese anotación en el Registro de la propie-
dad de la ausencia é ignorado paradero de N. y del nombramiento de 
administrador, expidiéndose para ello los mandamientos oportunos. Lo 
mandó, etc. 
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Notificada la anterior providencia y ejecutado todo lo que en ella se 
ordena, se tendrá por terminado el expediente. 
Si se hiciere oposición por parte legitima, fundada en no haber lugar 
á la declaración de ausencia ni á estos procedimientos, se hará contencioso 
el expediente y se sustanciará la oposición por los trámites establecidos 
para los incidentes, pudiendo el juez adoptar mientras tanto !as medidas 
que estime necesarias para la seguridal y administración de los bienes, 
si estuvieren abandonados. Pero si se hace oposición al nombramiento de 
administrador, por creer incapaz al que la solicite, 6 por tener otro mejor 
derecho, no se suspenderán los procedimientos de jurisdicción volunta-
ria, y el juez resolverá en ellos lo que estime procedente, sin perjuicio 
del derecho de los demás interesados, del que podrán hacer uso en el jui-
cio declarativo que corresponda a la cuantía de los bienes que sean ob-
jeto de la administración. 
Ill.— Tercer periodo:. presunción de muer te . 
La ley presume la muerte del ausente, salva la prueba en contrario, 
para el efecto de abrir su sucesión, cuando han transcurrido treinta años 
sin haberse tenido noticias de su existencia, 6 noventa de su nacimiento. 
La declaración de presunción de muerte ha de hacerse en juicio ordina-
rio de mayor cuantía, cuyos formularios podrán servir de modelo, sin que 
pueda ejecutarse la sentencia hasta después de seis meses, contados desde 
su publicación en los periodos oficiales. Véase la nota del art. 2047. 
TITULO XIII 
DE LAS SUBASTAS VOLUNTARIAS JUDICIALES 
Aunque la palabra subasta se emplea especialmente para ex-
presar ala venta pública de bienes ó alhajas que se hace al mejor 
postor por mandato y con intervención de la justicia», como la de-
fine el Diccionario de la Academia, en sentido lato se aplica tam-
bién å la celebración de cualquier otro contrato en licitación pú-
blica á favor del mejor postor, como puede suceder y sucede con 
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frecuencia en los de arrendamiento de fincas, de servicios persona-
les, obras, suministros, etc. Se llama subasta voluntaria, cuando se 
verifica á instancia del dueño de los bienes que por este medio se 
han de vender ó arrendar, ó de la persona á quien interese adqui-
rir el servicio ó la contrata; y puede celebrarse ante la autoridad 
judicial, ó extrajudicialmente ante notario que dé fe del acto, y 
aun también ante el mismo interesado, sea persona real ó jurídica, 
el cual puede establecer en todo caso la forma y condiciones que le 
convengan, como podría hacerlo en contrato privado. 
Las subastas voluntarias judiciales, establecidas en beneficio 
de los particulares que crean que, con la intervención judicial y 
la publicidad que se les da, han de obtener mayores ventajas en 
sus intereses, aunque estaban admitidas en el procedimiento anti-
guo, sólo se regían por la práctica de los tribunales, sin sujeción á 
reglas determinadas ni uniformes, por no existir disposición legal 
á que debieran acomodarse. La ley de Enjuiciamiento civil de 1855 
llenó convenientemente este vacío, dándoles forma precisa y ade-
cuada á su objeto, por medio de las disposiciones contenidas en el 
título 10 de su segunda parte. Y lo mismo ha hecho la ley actual 
aceptando el fondo de aquellas disposiciones, pero modificando al-
gunas de ellas para exponerlas con más claridad. Están ahora re-
dactadas con tal precisión, que bastará atenerse al texto de los 
artículos del presente título, que se insertan á continuación, para 
aplicarlos sin ninguna dificultad en la práctica: haremos, sin em-
bargo, algunas observaciones. 
Antes indicaremos que la ley no determina el juez competente 
para las subastas voluntarias, y por consiguiente, el interesado 
podrá acudir al de primera instancia que crea más conveniente. 
  
  
   
   
ART. 2048 (2047). El que solicite la celebracion 
de alguna subasta judicial, deberá acreditar, exhibien-
do los documentos adecuados al objeto (1): 
 
  
(1) Notese que se emplea el verbo exhibir, para dar â entender, 
conforme al lenguaje forense, que no han de unirse al expedien-
te los documentos, sino que correrán con él por separado, para de-
volverlos al interesado después que produzcan su efecto, 6 entre- 
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LIB. 1II.-1á PARTE.-TIT. %III 
1. 0  Que tiene capacidad legal para el contrato 
que se propone celebrar (1). 
2. °  Que puede disponer de la cosa ú objeto en la 
forma que intenta por medio de la subasta (2). 
garles á quien corresponda, como sucederá con los títulos de propio. 
dad de un inmueble, que, en el caso de venta, habrán de entregarse 
al comprador, quedando en los autos nota y recibo. 
(1) La capacidad legal para contratar y obligarse, lo mismo que 
para comparecer en juicio, se supone en todos los hombres mayores 
de edad, salvo prueba en contrario, y no es necesario ni se exige su 
justificación cuando es notorio el hecho, bastando entonces justificar 
que puede disponer de la cosa. Pero podrá pedir la subasta judicial 
un apoderado á nombre de otro; una mujer casada; el padre, 6 la ma-
dre con patria potestad, para enajenar 6 gravar bienes de sus hijos 
menores no emancipados; el tutor, respecto de bienes del menor 6 in-
capacitado; la mujer del ausente en ignorado paradero 6 del declara-
do pródigo, con relación á bienes de la sociedad conyugal; la casada 
menor de edad, sobre bienes de la dote inestimada 6 paraferna-
les, etc. En tales casos, el apoderado tendrá que presentar el poder; 
la mujer casada, mayor de edad, la licencia de su marido, y en su 
 de-
fecto, 6 si es menor, la autorización judicial; el tutor, la autorización 
del consejo de familia, y en los demás casos, la autorización judicial, 
siempre que ésta sea necesaria. Sin la presentación respectivamente 
de estos documentos, tales personas no tienen capacidad legal para 
el contrato que se proponen celebrar por medio de la subasta, y el 
juez no debe acceder al anuncio de la misma. 
(2) Para celebrar válidamente un contrato, no basta tener capaci-
dad para contratar; es necesario además tener facultad para disponer 
de la cosa en la forma en que se intente por medio de la subasta, 
como se ordena en este número, estableciéndolo también como requ i-
sito indispensable pars que el juez pueda acceder A la pretensión. La 
justificación de esa facultad ha de hacerse con documentos, en el su-
puesto de que sea posible, y no lo será en algunos casos. El que soli-
cite la subasta para enajenar 6 gravar bienes inmuebles, ú otros de-
rechos reales, tendrá que exhibir los títulos de propiedad y certifica-
ción del Registro de estar la finca inscrita á favor de aquél, y que se 
halla libre de cargas, 6 las que tenga, pues alguna de éstas, como el 
embargo, podrá ser impedimento legal para la enajenación. Pero si 
se trata de la venta de cosas muebles, en la mayor parte de los casos 
iii.. , 	 el vendedor no tendrá título de propiedad, y por consiguiente no po- 
drá exhibir el documento que la justifique, y como en tal caso la po - 
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ART. 2049 (2048). Con el escrito en que se pida la 
celebracion de la subasta, se presentará el pliego de 
condiciones, con arreglo á las cuales haya de cele-
brarse. 
ART. 2050 (2049). Acreditados los extremos in-
dicados en el art. 2048 (2047 en la ley de Cuba y  Puer-
to Rico), el Juez accederá al anuncio de la subasta en 
la forma y bajo las condiciones que propusiere el que 
la haya solicitado; seííalará dia y hora para su cele-
bracion; mandará que se fijen edictos en los sitios de 
costumbre y en el pueblo en que radiquen las fincas 
ó haya de ejecutarse el contrato, y que se publiquen 
en los periódicos que hubiese designado el peticio-
nario. 
En los edictos se expresará que el pliego de condi-
ciones y los títulos de propiedad, quedan de manifies-
to en la escribanía para instrucción de los que quieran 
interesarse en la subasta (1). 
sesión de buena fe equivale al título, creemos se llenará ese requisito 
poniendo de manifiesto en el juzgado 6 en otro local los muebles que 
hayan de subastarse. Cuando la subasta tenga por objeto la construc-
ción de obras, el suministro de víveres 6 materiales, ó la prestación 
de algún servicio personal, corresponde al rematante hacer la obra 6 
prestar el servicio qué sea objeto de la subasta, y por tanto, tamr oco 
tendrá el que la pida medios ni necesidad de probar que puede dis 
poner de lo que es objeto de la misma, como no sea que le pertenece 
el solar sobre el cual haya de edificarse, 6 que le ha sido otorgada la 
concesión de la obra pública que trata de ejecutar. La ley nunca 
exige cosas imposibles, y por esto el juez tendrá que apreciar las cir-
cunstancias de cada caso, para exigir ó no el estricto cumplimiento 
de lo que se ordena en este número 2. 0: lo exigirá siempre que sea 
posible ejecutarlo. 
(1) Esto deberá entenderse para el caso en que el actor tenga ne-
cesidad de presentar títulos de propiedad para acreditar que puede dis 
poner de la cosa ú objeto en la forma que intenta por medio de la su-
basta; pero si la cosa ú objeto no requiere esos títulos, en los edictos 
se hará expresión de lo que conduzca al caso, y siempre de lo que se 
ordena respecto del pliego de condiciones, del que no puede pres-
cindirse. 
F 
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ART. 2051 (2050). Si se presentare alguna propo-
sicion admisible, por ser conforme á las condiciones 
fijadas en el pliego, la admitirá el Juez, como tambien 
las que despues se hicieren mejorando la postura. Ter- . 
minado el acto, adjudicará el remate al único 6 mejor 
postor, á no ser que el que solicite la subasta se hu-
biere reservado expresamente el derecho de aprobarla, 
en cuyo caso se le dará vista del expediente para que 
en el término de tercero dia pida lo que le interese. 
Igual comunicacion se le dará, en el caso de que 
por algun licitador se hiciere la oferta de aceptar el 
remate, modificando alguna de las condiciones. 
ART. 2052 (2051). Aceptando el que promovió el 
expediente la proposicion á que se refiere el segundo 
párrafo del artículo anterior, se dictará auto, teniendo 
por celebrado el remate a favor del autor de la propo-
sicion, y se mandará llevarla á efecto (1). 
En el caso de no admitirla, manifestará si aprueba 
el remate 6 quiere que se celebre nueva subasta bajo 
las mismas condiciones, 6 las que tenga por conve- 
niente fijar, 6 si desiste de su propósito. 
ART. 2053 (2052). Cuando haya de celebrarse 
nueva subasta, se prevendrá en los anuncios que son 
forzosamente admisibles las posturas que se hagan, 
siempre que cubran el tipo mínimo que hubiere fijado 
el que la haya promovido (2). 
(1) Aprobado y adjudicado el remate, ant en este caso como en el 
del artículo anterior, corresponde en ejecución á los interesados, sin 
necesidad de que intervenga la autoridad judicial, como no sea para 
mandar que se entregue 6 ponga de manifiesto el expediente al notario 
que aquéllos hayan elegido para el otorgamiento de la escritura á fin 
de que tome los datos necesarios para redactarla; 6 cuando se promue-
va alguna cuestión con ocasión de dicha subasta 6 remate, que haya 
de resolver el juez por los trámites de los incidentes, como previene 
el art. 9066. 
(2) Se deduce de este articuló que en la segunda subsets, no pue
. 
de reservarse el actor el derecho, que para la p rimera le concede el ar-
tículo 9061, de aprobar 6 no el remate, según le convenga. Es forzosa 
la admisión de las posturas que se hagan, siempre que cubran el tipo 
• 
DE LAS SUBASTAS VOLUNTARIAS JUDICIALES 	 477 
ART. 2054 (2053). Si en este segundo remate no 
hubiere postor, el interesado quedará en libertad para 
hacer lo que crea más conveniente, sin que pueda 
accederse á tercera subasta hasta que trascurra un 
año, despues del cual podrá pedir que se instruya 
nuevo expediente con el mismo objeto (1). 
ART. 2055 (2054). Las cuestiones que se suscita-
ren cou ocasion de la subasta, se sustanciarán por los 
trámites establecidos para los incidentes. 
FORMULARIOS DEL TITULO XIII 
De las subastas voluntarias judiciales. 
Escrito solicitando la subasta judicial.—Al Juzgado de primera ins-
tancia.—D. J., vecino de esta villa, propietario, mayor de edad, con cé-
dula personal, etc., ante el Juzgado parezco en acto de jurisdicción vo-
luntaria, y digo: Que me pertenece en pleno dominio una dehesa destina-
da á pastos, compuesta de tantas fanegas,ó sean tantas hectáreas, en tér 
mino de esta villa, sitio llamado del Camino verde, que linda por N. (se 
expresarán los linderos), cuya finca me pertenece por compra que hice 
6 precio mínimo fijado por aquel, y se conformen con las demás con-
diciones establecidas por el mismo, como debe expresarse en loe 
anuncios, y por consiguiente, aprobado por el juez el remate á favor 
del mejor postor, queda perfecto y celebrado el contrato, y obligadas 
una y otra parte á su cumplimiento. 
(1) Podrá suceder oue en el segundo remate algán licitador ofrezca 
aceptarlo modificando alguna de las condiciones. En tal caso, nos apa-
rece procedente lo que para igual caso se ordena en el art. 2051, esto 
es, que se d6 audiencia por tree días al que hubiere solicitado la en-
basta, y que se observe también lo que previene el 2052 en 
 su párre-
lo 1.0 ; pero sin que pueda accederse á tercera subasta, porque lo p ro
-hibe expresamente el presente articulo, hasta que transcurra un afio 
después de la segunda, y entonces instruyendo nuevo expediente, 
con loe mie:nos requisitos que se exigen para el primero. 
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la misma a  J., en veinte de Enero del corriente año, segun escritura de 
que autorizó H., Notario del Colegio de este territorio, con residen-
cia en esta villa, de cuya escritura exhibo la primera copia inscrita en el 
Registro de la propiedad, á fin de acreditar dicho extremo, como también 
certificación del mismo Registro, de la que resulta que dicha finca sigue 
inscrita a mi nombre y que está libre de cargas. 
Es llegada la época oportuna para proceder al arriendo de pastos, y 
no teniendo hasta hoy arrendados los de dicha finca, he creído conve-
niente á mis intereses proceder al arrendamiento de los mismos, en su-
basta voluntaria judicial, bajo las condiciones consignadas en el pliego 
que también acompaño. 
Que me hallo en la libre administración de mis bienes, y de consi-
guiente con capacidad legal para el contrato que me propongo celebrar, 
para disponer de mi finca en los términos expresados, no podrá ponerse 
en duda, al considerar que en este mismo año he adquirido por ml dicha 
tinca. Sin embargo, para acreditar cumplidamente este extremo, presento 
en legal forma la partida de bautismo, de la cual resulta que soy mayor 
de edad. Cumplidos, pues, los requisitos que previenen los arts. 2048 
y 2049 de la ley de Enjuiciamiento civil, y en uso del derecho que la 
misma me concede, 
Suplico al Juzgado que, habiendo' por exhibidos los títulos de pro-
piedad de la finca deslindada para que se tengan á la vista y se me de-
vuelvan a su tiempo, y por presentados los demás documentos de que se 
ha hecho mérito, se sirva acceder al anuncio de la subasta por término 
de..., publicándolo en tales periódicos y parajes de costumbre de esta 
villa, para el arrendamiento de los pastos de dicha dehesa, por el tiempo 
y precio, y bajo las condiciones que propongo en el pliego presentado, 
y reservándome (si le conviene) el derecho de aprobar el remate, verifi-
cándolo en la forma acostumbrada, y en el día y hora que el Juzgado 
tenga a bien señalar, y que se expresará en los anuncios; pues así es de 
justicia, que pido. (Lugar, fecha y firma del interesado.) 
Providencia.—Por presentada la anterior solicitud con los documen-
tos que se acompañan, y por exhibidos los títulos de propiedad, que 
correrán por ahora con el expediente: mediante a que de ellos resulta 
acreditado que D. J. tiene capacidad legal para el contrato que se pro-
pone celebrar, y que es dueño de la dehesa de cuyo arrendamiento se 
trata, y puede, por tanto, disponer de dila en la forma que intenta, se 
accede al anuncio la subasta solicitada, en la forma y bajo las condi-
ciones propuestas por dicha parte, señalándose para el remate el día 
tangos, á tal hora, en la sala audiencia de este Juzgado, y al efecto 
cíese en la forma acostumbrada, y como se solicita. Lo mandó, etc. 
Nutilicación â la parte interesada en la forma ordinaria. 
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Para los edictos, su publicación y diligencia ó acta del remate, po-
drán servir de modelo los formulados para el juicio ejecutivo en la pá-
gina 679 y siguientes del lomo 5.0, con las variaciones que el caso re-
quiere, cuidando de expresar en los edictos que el pliego de condicio-
nes y los títulos de propiedad, ó los documentos presentados por el que 
solicite la subasta para acreditar que puede disponer de la cosa que es 
objeto de la misma, quedan de manifiesto en la escribanía para instruc-
ción de los que quieran interesarse en la subasta, y en su caso, que aquel 
se ha reservado expresamente el derecho de aprobar el remate. 
Cuando no hubiere habido licitadores, ó no fuesen admisibles las pos-
turas hechas, 6 el postor propusiere la modificación de algunas condicio-
nes, todo lo cual se hará constar en el acta del remate, y en todo caso 
cuando el actor se hubiere reservado aprobar el remate, en cuyo caso el 
juez habrá dejado en suspenso la adjudicación, se dictará la siguiente 
Providencia.— Entérese del resultado del remate al que ha solicitado 
la subasta, poniéndole de manifiesto el expediente en la escribanía, para 
que dentro de tercero día pida lo que le interese. Lo mandó, etc. 
Notificación á dicha parte en la forma ordinaria. 
El solicitante de la subasta podrá deducir cualquiera de las pretensio-
nes siguientes: 
l.° Que se sobresea en el expediente y se archive, devolviéndole bajo 
recibo los documentos exhibidos, y así deberá acordarlo el juez sin mas 
trámites. 
2. 6 Que se apruebe el remate y se adjudique al postor N., aceptando, 
en sa caso, la modificación exigida por éste en alguna de las condiciones, 
y que para el otorgamiento de la escritura se le devuelvan bajo recibo los 
documentos exhibidos y se ponga de manifiesto el expediente al notario 
que haya de redactarla y autorizarla. También debe acceder el juez á 
esta pretensión por medio de auto, conforme al art. 2052. 
3.a Que se anuncie segunda subasta en la misma forma, bajo las mis-
mas condiciones de la primera, ó con las modificaciones que en ellas ó en 
el precio que ha de servir de tipo estime convenientes, obligándose á 
aceptar las posturas que se hagan, siempre que cubran el tipo mínimo por 
él fijado y se sometan á las demás condiciones que hubiere establecido. 
En este caso se dictará la siguiente 
Providencia.—Celébrese segunda subasta bajo el tipo y condiciones 
propuestas en el anterior escrito, anunciándola en la forma que en él se 
solicita, expresándose en los edictos que serán admisibles forzosamente 
las posturas que se hagan, siempre que cubran el precio que como tipo 
minimo ha fijado el solicitante, y acepten las condiciones propuestas por 
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el mismo; y se señala para el remate el dia taxtoa, Jt tal hora, en la sala 
audiencia de este Juzgado. Lo mandó, etc. 
Noliliicación á la parte actora en la forma ordinaria. 
Se publicarán los edictos y se celebrará el remate en la misma forma 
que en la primera subasta Si no hubiere licitadores 6 no se hiciere pos-
tura admisible, se mandará archivar el expediente con devolución de los 
documentos exhibidos, sin que puede accederse á tercera subasta hasta 
un año después, y entonces promoviendo nuevo expediente. 
Si con ocasión de la subasta ó remate se promueve alguna cuestión, 
se sustanciará por los trámites establecidos para los incidentes. 
TITULO XIV 
DE LA POSESION JUDICIAL EN LOS CASOS EN QUE NO PROCEDA 
EL INTERDICTO DE ADQUIRIR 
Hemos dicho ya en su lugar oportuno (pág. 115 y siguientes de 
este tomo), que los romanos introdujeron y nuestras leyes de Par-
tida aceptaron el interdicto de adquirir, para dar la posesión de 
los bienes de una herencia yacente al que justificase su derecho á 
suceder en ellos por testamento ó abintestato; que en la práctica 
se abusaba de dicho interdicto, utilizándolo para pedir judicial-
mente la posesión adquirida por venta, donación 6 por cualquier 
otro título que no fuese el de herencia; y que la ley actual se pro- 
puso corregir este abuso, determinando con precisión en sus artícu-
los 1633 y 1634 los casos en que procede el interdicto de adquirir 
y los títulos en que ha de fundarse, y previniendo en el 1635, que 
cuando la posesión haya de fundarse en cualquier otro título que 
no sea el de sucesión testada ó intestada, se arreglará el procedi-
miento al establecido en el presente título. Puede verse lo expuesto 
en el lugar antes citado. 
Sin separarse de los buenos principios del derecho, no era po-
sible sujetar ambos casos á unas mismas reglas de procedimiento. 
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El interdicto de adquirir pertenece á la jurisdicción contenciosa, y 
la posesión de que ahora tratamos á la jurisdicción voluntaria. En 
aquél, por los trámites breves de un juicio sumario, adecuado á su 
naturaleza y objeto, se decide definitiva y ejecutoriamente sobre el 
mejor derecho á una posesión que nadie tiene. En éste no se pide 
lo posesión de bienes que nadie posea; la tiene de derecho, y acaso 
también de hecho, el mismo que la pide: no solicita éste la inter-
vención judicial para resolver una cuestión 6 declarar un derecho, 
sino porque le conviene dar al acto esa mayor solemnidad; no puede 
haber contradicción, y si la hubiere, así que se presente, ha de 
sobreseerse en las actuaciones de jurisdicción voluntaria, y se hace 
contencioso el expediente, conforme al art. 1817, sin alterar la si-
tuación que las cosas tenían al tiempo de incoarlo, y por consi-
guiente, sin darse la posesión solicitada. Esa diversidad de casos, 
con diferentes efectos jurídicos, exigía distintos procedimientos, y 
por esto se adicionó en la ley actual el presente título, cuyas dispo-
siciones, bien claras y sencillas, vamos á examinar. 
Es juez competente para conocer de estos asuntos el de pri-
mera instancia del lugar donde radique la finca cuya posesión se 
solicite, ó la mayor parte de ellas, si son varias, como se previene 
en la regla 27 del art. 63 de la presente ley. 
ART. 2056 (2055). Para que pueda decretarse la 
posesion judicial de una finca ó fincas que no se hayan 
adquirido por título hereditario, el que pretenda obte-
nerla la solicitará del Juez, acompañando: 
1.0 El título en que funde su pretension, inscrito 
en el Registro de la propiedad. 
2. ° Una certificacion expedida por el encargado de 
dicha dependencia, de la cual resulte que en aquella 
fecha el solicitante tiene, respecto á la finca 6 fincas 
comprendidas en el título que presente, y cuya pose-
sion pida, el carácter con que la solicita (1). 
(1) En este articulo se determinan los requisitos que han de con-
currir para solicitar y obtener la óosesión judicial, en los casos en 
que no procede el interdicto de adquirir: 1.0, que ha de ser de fincas, 
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ART. 2057 (2056). El Juez examinará el titulo 
presentado, y si lo encontrare suficiente, dictará auto, 
mandando dar la posesion, sin perjuicio de tercero de 
mejor derecho (1). 
ART. 2058 (2057). La posesion se dará por medio 
de un alguacil del Juzgado, asistido del acctuario, en 
cualquiera de los bienes de que se trate, en voz y 
nombre de los demas. 
ART. 2059 (2058). El que obtenga la posesion, 
podrá designar los inquilinos, colonos 6 administrado-
res á quienes el actuario haya de requerir para que le 
reconozcan como poseedor. 
Dicho funcionario extenderá diligencia del acto de 
la posesion y de los requerimientos que hubiere verifi-
cado (2). 
esto es, de bienes inmuebles ó derechos reales, y no de bienes mue-
bles; 2.°, que se haya adquirido el inmueble por compra, permuta, 
donación d cualquiera otro titulo que no sea el hereditario, porque en 
este caso procedería dicho interdicto; 3. 0, que el título en que se fun-
de la pretensión ha de estar inscrito en el Registro de la propiedad, 
A favor del que promueva el expediente; y 4.6, que éste, al solicitar 
la posesión, conserva el carácter de dueto ó usufructuario en que 
funde su derecho. Todo esto ha de justificarse con los documentos 
que se expresan en este artículo, ordenando que se acompañen A la 
solicitud, y que de otro modo no puede decretarse la posesión judicial. 
(1) Esto ha de entenderse para el caso en que no se haya hecho 
oposición por quien tenga interés en el asunto, pues si se presenta 
oportunamente antes de darse la posesión, ha de sobreseerse en las 
actuaciones de jurisdicción voluntaria, haciéndose contencioso el ex-
pediente, conforme al art. 1817, y tendrán los interesados que venti• 
lar au derecho en el juicio declarativo que corresponda á la cuantía 
ate la cosa litigiosa, como tiene declarado el Tribunal Supremo en sen 
tencia de 5 de Marzo de 1888. El auto, Á que se refiere el presente 
articulo, ha de dictarse sin citación, ni más trámites que la presen-
tación del escrito. 
(2) Al dar cumplimiento A este artículo y al anterior, tendrán pre-
sente el alguacil y el actuario, que sus facultades están limitadas á lo 
que en ellos se previene, esto es, á dar la posesión material de la 
finca A que el auto se refiera, y si son dos 6 más, á darla de la que 
designe el mismo interesado en voz y nombre de los demás, y á hacer 
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ART. 2060 (2059). Si el que hubiere obtenido la 
posesion lo pidiere, se le dará testimonio del auto en 
que se le haya mandado dar, y de las diligencias prac-
ticadas para su cumplimiento. 
En todo caso se le devolverá el título que hubiere 
presentado, quedando nota y recibo en los autos. 
  
   
          
    
FORMULARIOS DEL TITULO XIV 
   
  
De la posesión judicial ea los casos en que no procede el interdicto 
de adquirir. 
 
  
Escrito solicitando la posesión judicial.—Al Juzgado de primera 
instancia.—D. José A., propietario y vecino de esta villa, con cédula 
personal, etc., ante el Juzgado parezco en acto de jurisdicción voluntaria 
y digo: Que por escritura otorgada en tal fecha ante el Notario N., con 
residencia en esta villa, he comprado al Sr. Marqués de... una casa, sita 
en la calle de... núm.... de esta misma población; una huerta, etc. (Se 
hark la relación y descripción de las fincas), según resulta de la copia 
de dicha escritura que acompaño á calidad de devolución. 
Por circunstancias especiales me interesa se me dé posesión judicial 
 
  
  
el requerimiento A los inquilinos, porteros, colonos ó administradores, 
designados también por el interesado, y no á los demás,  para que le 
reconozcan como poseedor. Si la posesión es de una casa, y la encuen -
tran cerrada, ó alguno de los inquilinos, ó el administrador ó el por 
tero, se oponen á que entren en-las habitaciones que respectivamente 
ocupen, no pueden emplear ningún medio violento para allanar la 
morada; el actuario lo consignará en la diligencia para los efectos 
consiguientes, y á fin de que el interesado pueda instar lo que estime 
procedente. No cabe en estas actuaciones de jurisdicción voluntaria 
acordar la apertura de la casa que esté cerrada, ni el allanamiento de 
morada, y menos el lanzamiento de ningún inquilino, administrador 
ó portero. En tales casos, el interesado podrá hacer uso de su dere-
cho en juicio de desahucio ó en el que corresponda, y al con ese objeto 
presenta algún escrito en el expediente de jurisdicción voluntaria, 
debe desestimarlo el juez, mandándole que haga uso de eu derecho 
en el juicio correspondiente. 
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de dichas fincas con la solemnidad acostumbrada, y con este ohjeto 
acudo al Juzgado, en uso del derecho que para ello me concede el ar-
ticulo 4056 de la ley de Enjuiciamiento civil, esperando de la rectitud 
del Juzgado se servirá acceder A esta silicitud, puesto que concurren los 
requisitos que exige dicho articulo, A saber: t.° , que es de compra el ti-
tulo que acompailo y en que fundo mi pretensión, y se halla inscrito 
en el Registro de la propiedad; y 4.°, que acompaño también nna certi-
ficación del encargado de dicho Registro, de la cual resulta que tango 
actualmente el carácter de dueño por titulo de compra, con que solicito 
la posesión, de todas las fincas comprendidas en la mencionada escritura. 
Por tanto, y siendo este Juzgado el competente para conocer del 
asunto, según la regla 47 del art. 63 de la ley antes citada, 
Suplico al Juzgado que, habiendo por presentado este escrito con los 
documentos mencionados, se sirva acordar que se me dé la posesión ju-
dicial de las fincas antes expresadas, en la forma que ordena la ley, ce-
lebrando el acto en una de ellas, que designaré (6 en tal finca), en voz 
y nombre de las demás, y mandar que el actuario requiera A M., admi-
nistrador de las fincas, y A las demás personas que le designaré, para que 
me reconozcan como poseedor, y que me dé testimonio del auto y de las 
diligencias practicadas para su cumplimiento, devolviéndome A la vez el 
titulo presentado, como es de justicia que pido. (Lugar, fecha y firma 
del interesado.) 
Providencia.—Por presentado el anterior escrito con los documentos 
que se acompañan, y tráiganse á la vista para acordar lo que correspon-
da. Lo mandó, etc. 
Notificación á la parte actora en la forma ordinaria. 
Auto mandando dar la posesión.—Resultando 
 que D. José A., veci-
no de esta villa, ha acudidido al Juzgado en acto de jurisdicción volun-
taria, solicitando se le dé posesión judicial de una casa, sita en la calle 
de... núm.... de esta población, y de otras fincas, que por titulo de com-
pra ha adquirido del Marques de..., según escritura que ha presentado, 
otorgada ante el Notario de esta villa N., en tal fecha, cuya escritura se 
halla inscrita en el Registro de la propiedad, y están comprendidas en 
ella todas las fincas cuya posesión solicita: 
Resultando que el referido A. ha presentado también una certifica-
ción, librada en tal fecha por el encargado de dicho Registro, con la cual 
se justifica que aquel tiene el carácter de dueño por el titulo d° compra, 
con el que solicita la posesión, respecto de todas las tincas comprendidas 
en.la mencionada escritura: 
Considerando que concurren los requisitos exigidos por el art. 2056 
de la ley de Enjuiciamiento civil para poder decretar la posesión judicial 
solicitada por A., y que procede, por tanto, acceder á su pretensión: 
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Visto también lo que disponen los arts. 2057 al 2060 de dicha ley; 
Dijo: Que debía mandar y manda que se dé á D. José A. la posesión 
judicial, que solicita, de las fincas comprendidas en la escritura de com-
pra antes mencionada, cuya posesión se entenderá sin perjuicio de tercero 
de mejor derecho, y se le dará en una de las fincas que él designará, en 
voz y nombre de las demás, comisionándose para ello á uno de los al-
guaciles del Juzgado, asistido del presente escribano: requiérase por éste 
al administrador de las lineas, á los inquilinos y demás personas que le 
designe el mismo A., para que le reconozcan como poseedor; y hecho, 
désele testimonio de este auto y de las diligencias practicadas para su 
cumplimiento (si lo hubiere pedido, y si no) si lo pidiere, y devuélvasele 
el título que ha presentado, quedando nota y recibo en los autos, y archí-
vese este expediente. Así lo mandó, etc. 
Notijlcación á la parte actora en la forma ordinaria. 
Diligencia de posesión.—Puede servir de modelo la formulada en el 
interdicto de adquirir, pág. 474 de este tomo. 
Requerimiento.—También como el formulado en dicha pág. 471 de 
este tomo. 
Nota de haber devuelto al interesado el título, firmando su recibo, y 
de haberle entregado á la vez el testimonio del auto y diligencias de la 
posesión, si lo hubiere pedido. 
Apeo, deslinde y amojonamiento, son tres operaciones distintas 
entre sí, que conducen á un mismo fin, cual es el de fijar los lími-
tes ó lindes de heredades rústicas contiguas. El  apeo es la opera-
ción de medir el terreno deslindado, ó que va  it deslindarse; aun-
que en sentido lato, y según el Diccionario de la Academia de la 
 Lengua, significa también el mismo deslinde, y el documento 6 ins-
trumento jurídico en que se consigna. El deslinde es el acto de fijar 
y determinar la línea divisoria, y de consiguiente, la pertenencia 
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legítima de cada una de las heredades contiguas; ó, como dice 
dicho Diccionario, el acto de señalar y distinguir los términos de 
algún lugar, provincia ó heredad. Y amojonamiento es la operación 
material, el hecho de fijar hitos é mojones en la línea divisoria de 
las heredades, marcada por el deslinde, á fin de hacerla constar en 
todo tiempo. El apeo, que deberá practicarse por agrimensores, no 
se verifica sino cuando es necesario saber ó determinar la cabida de 
una finca, para darle ó dejarle en el deslinde el terreno que le co-
rresponda; y tampoco tiene lugar el amojonamiento sino cuando 
conviene á los interesados, como lo dan á entender los arts. 2084 
y 2088; de suerte que el deslinde es la operación esencial é indis-
pensable para el procedimiento que se ordena en este título. 
Jnirio de apeo y deslinde se llamaba en la práctica antigua al 
procedimiento de que se trata, y no con tanta impropiedad como 
algunos pretenden. Según el procedimiento generalmente admiti-
do, pues no había ley que lo determinara, el deslinde se hacía con 
citación de los interesados; se les admitían pruebas en el acto; se 
les daba después audiencia, y recaía por último la sentencia ó auto 
del juez, también con citación previa, aprobándolo, sin lo cxal no 
producía sus efectos. La oposición de cualquiera de los interesados 
no impedía la ejecución del deslinde, y sólo daba lugar á que se 
siguiera después el juicio por la vía ordinaria. Tal procedimiento 
podrá ser un juicio irregular, un juicio especial, un juicio sumario, 
si se quiere; pero no se le puede negar el carácter de verdadero 
juicio. La ley de Enjuiciamiento civil de 1855 lo despojó, y con 
razón, de este carácter, y lo mismo ha hecho la ley actual, aceptan-
do el procedimiento por aquélla establecido, aunque con las modi-
ficaciones necesarias en su redacción para darles mayor claridad y 
evitar las dudas que solían ocurrir en la práctica. 
Partiendo de la base de que no puede haber juicio si no hay 
contienda ó cuestión entre partes, ha colocado la ley el deslinde 
entre los actos de jurisdicción voluntaria, mientras se ejecute con 
el beneplácito, ó aquiescencia por lo menos, de todos los interesa-
dos; pero desde el momento en que alguno de éstos se oponga, 
bien sea antes de la operación, bien en el acto de ejecutarla, lo 
lleva al dominio de la jurisdicción contenciosa. Interin esto no se 
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verifique, el acto es inter colentes: su fuerza y valor depende del 
consentimiento de loe interesados, y si se da intervención á la au-
toridad judicial, no es como requisito esencial, pues nada tiene que 
resolver, sino para dar más solemnidad al acto, ó para salvar los 
inconvenientes que podrían surgir, bien de la dificultad de re-
unirse todos los colindantes á la simple invitación del más inter esa-
do, bien de la resistencia pasiva de alguno de ellos. Así es que, si 
se reunen espontáneamente, y de común acuerdo practican el des-
linde, consignándolo en acta notarial 6 de otro modo fehaciente, 
tendrá la misma fuerza y valor que si se hubiere hecho con inter-
vención de la autoridad judicial. 
Basta lo dicho para demostrar que el deslinde y amojonami en-
to,.mientras no se haga contencioso por la oposición de alguno de 
los colindantes, no puede ser por su naturaleza, como no lo es por 
la ley, sino un acto de jurisdicción voluntaria. Esta demostración 
nos conduce á una consecuencia de la mayor importancia, cual es, 
la de que ese acto no da ni quita derechos, como tiene declarado el 
Tribunal Supremo en sentencia de 3 de  Julio de 1884; deja intactas 
las cuestiones de posesión y propiedad, y sólo sirve para el fin á 
que se dirige; esto es, para aclarar y fijar la división y límites de 
las heredades, evitar que se confundan ó desaparezcan los antiguos 
linderos, y prevenir los pleitos que de tal confusión pudieran on - 
ginarse en lo sucesivo. Podrá el deslinde constituir un estado po-
sesorio: podrá servir también de justo título para la prescripció n, 
si continúa la posesión con buena fe por el tiempo que la ley exige; 
pero por sí solo no da ni quita derechos, como se ha dicho, ni el 
juez puede resolver en él ninguna cuestión de propiedad, según 
tiene declarado también el Tribunal Supremo en sentencia de 13 
de Diciembre de 1870, teniendo que limitarse á dirigir y autorizar 
la operación de deslinde, mientras los interesados estén conforme s 
con lo que se practique. 
Sólo la propiedad territorial, la que consiste en una extensió n 
determinada de terreno, lo que se llama predio rústico, puede ser 
objeto del deslinde y amojonamiento, porque sólo en ella pued en 
confundirse los límites de lo mío y lo tuyo. Los edificios, que se le - 
vantan por obra del hombre sobre la superficie de la tierra, tienen 
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sus límites naturales, que no pueden confundirse: podrán dar lugar 
á la acción conununs dieidundo, si pertenecen á dos ó más individuos; 
pero no á la de finiu ^n reyundorum, que es la del deslinde. « Hoc 
judicium, dijo ya la ley 4.", párrafo 10, Digesto, Finium regando• 
rum, locum habet in con finium prced ^orum rusticorum: in urbano-
rum displicuit; neque enitn confines hi, sed ma yis vicini dicuntur, et 
ea couamunibus parietibus plerumque disterminantur.» En el mismo 
sentido se expresa la ley 10, tít. 15, Partida ti.": Otrosí decimos, 
que levantándose desacuerdo entre los... 
 que oviessen sus hereda-
des vecinas, sobre los mojones, ó los términos de algún campo, ó 
de otra heredad..., debe el juez ir aquel campo, ó aquella here-
dad, é ver que es aquello sobre que se desacuerdan.» Y Gregorio 
López, respecto de la palabra heredad, dice en su glosa 6." á dicha 
ley: eDe rustica ^ntelliye, num inter prcedia urbana non datur hoc 
judicium finium regundorum.a, 
En esta doctrina, que es de sentido común, están basadas las 
disposiciones de nuestro Código civil, contenidas en el cap. 3.°, 
tít. 2.° del libro 2.", que trata del deslinde y amojonamiento. De 
ellas nos liaremos cargo al examinar los artículos del presente tí-
tulo, los cuales no dan lugar á dudas sobre dicho punto, puesto que 
emplean la palabra terreno, como luego veremos, y en esa denomi-
nación no están comprendidos los edificios ó fincas urbanas, apli-
cándola solamente á las rústicas. 
Debe sentarse, como regla general, que el deslinde y amojona-
miento de todo campo 6 heredad, cualquiera que sea su dueño y 
la parte interesada que lo solicite, es de la competencia de la ju-
risdicción ordinaria, y lea de practicarse con sujeción á las reglas 
ordenadas en el presente título. Pero esta regla general tiene sus 
excepciones, establecidas por razones de orden público 6 en inte-
rés del Estado. El deslinde y amojonamiento de los montes públi-
cos y de las heredades de dominio particular que con ellos confinan; 
el de las carreteras, caminos, canales, cañadas y demás servidum-
bres públicas de hombres y ganados; el de los términos divisorios 
de los pueblos, y el de las minas, son de la competencia de la Admi-
nistración, la cual ha de practicarlos conforme á las reglas eatable. 
vidas para cada caso en sus leyes, ordenanzas y reglamentos eape- 
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ciales, quedando reservado en todo caso á los tribunales ordinarios 
el conocimiento de las cuestiones sobre propiedad que se promue-
van con ocasión ó á consecuencia del deslinde administrativo. 
Según la regla 15 del art. 63, en los deslindes es juez compe-
tente el de primera instancia del lugar en que esté sita la cosa 
objeto del deslinde. ¿Y si está situada la finca en territorio de dos 
ó más partidos judiciales? Como el juez ha de concurrir al acto y 
no puede extralimitar, será preciso pedir en cada juzgado el des-
linde de la parte de la finca que pertenezca á su jurisdicción, lo 
cual no ofrece ninguna dificultad legal ni práctica, y por esto, sin 
duda, la ley no ha establecido regla especial para este caso. 
ART. 2061 (2060). Puede pedir el deslinde y amo-jonamiento de un terreno, no sólo el dueí10 del mismo, 
sino el que tuviere constituido sobre él algun derecho 
real para su uso y disfrute. 
En la demanda expresará si el deslinde ha de prac-
ticarse en toda la extension del perímetro del terreno, 
G solamente en una parte que confine con heredad de-
terminada; y manifestará los nombres y residencia de 
las personas que deban ser citadas al acto, 6 que ignora 
estas circunstancias. 
ART. 2062 (2061). El Juez Eteñalará el dia y hora 
en que haya de principiar el acto, haciéndolo con la 
anticipacion necesaria para que puedan concurrir todos 
los interesados, á quienes se citará préviamente en 
forma legal. 
Los desconocidos y de ignorada residencia serán ci-
tados por medio de edictos, que se fijaran en los sitios 
de costumbre de la cabeza del partido, del pueblo en 
que radique la finca, y de aquel en que el citado hu-
biere residido iíltimamente (1). 
(1) El art. 384 del Código civil dice: «Todo propietario tiene dere-
cho á deslindar su propiedad, con citación de los dueños de loe pre 
dios colindantes. La misma facultad corresponderá á los que tengan 
derechos reales., Este precepto está desenvuelto, con perfecta armo-
nia, en loe dos primeros artículos del título de la ley que estamos exa- 
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ART. 2063 (2062). Si el Juez no pudiere concu-
rrir á la práctica del deslinde, dará comision al Juez 
municipal del término en que radique la finca. 
minando. Puede pedir el deslinde, y á la vez el amojonamiento, si le 
interesa, no sólo el propietario 6 dueño del terreno que haya de deslin-
darse, sino también cualquiera otro que sobre él tenga constituido al-
gún derecho real para se uso y disfrute. Por consiguiente, pueden ejer-
citar esa acción, no sólo el dueño absoluto de la finca, sino también el 
que sólo tenga la nud e. propiedad, el dueño directo, el útil 6 enfiteuta, 
el usufructuario y cualquiera otro que tenga derecho real para usar y 
disfrutar la finca. En este caso se halla también el arrendatario, cuando 
su contrato deba ser y haya sido inscrito en el registro de la propie-
dad, porque entonces, y no en otro caso, constituye un derecho real. 
A todos los indicados interesa el deslinde para el uso de su derecho. 
Pero si el derecho real que se tenga sobre la finca, no es para su uso 
y disfrute en su totalidad, sino para cualquier otro servicio, como el 
de servidumbre de paso, abrevadero, etc., no da acción para pedir el 
deslinde. Este ha de ser de terrenos 6 fincas rústicas, como se ha di-
cho en la introducción de este título. No es necesario que sea de todo 
el perímetro del predio: puede y debe limitarse, si así lo pide el actor i 
A la parte que confine con heredad determinada, respecto de la ca al 
haya dudas 6 confusión de linderos. Ha de practicarse con citación 
de los dueños, sean absolutos, directos 6 útiles, de los predios colin-
dantes, debiendo el actor manifestar en su escrito los nombres y resi-
dencia de los que han de ser citados. No hay necesidad de presentar 
con este escrito los títulos de propiedad de las fincas, si bien conven-
drá hacer mención de ellos, reservándose la presentación para el acto 
de deslinde, como se deduce del art. 2065. 
Reuniendo la petición las circunstancias expresadas, el juez debe 
acceder á ella, mandando citar los colindantes designados por el 
actor, con señalamiento del dfa y hora en que haya de comenzar el 
acto, cuidando de que medie el tiempo necesario para que puedan 
concurrir todos los interesados, según las distancias y medios de co-
municación. Las citaciones se harán por medio de cédula, en la forma 
que ordena el art. 27 .2, expidiéndose los despachos 6 exhortos necesa-
rios para citar á los ausentes, cuya residencia sea conocida. Los des-
conocidos 6 de residencia ignorada, serán citados por medio de edic-
toe, que se fijarán en loe sitios de costumbre de la cabeza del partido, 
del pueblo 6 pueblos en que radique la finca, y del de la última resi-
dencia del citado. As( lo ordena la ley, y eon ello se llenará la forma- 
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Awr. 2064 (2063). No se suspenderá la práctica 
del deslinde, ni del amojonamiento si tambien se hu-
biere pedido, por la falta de asistencia de alguno de 
los dueúos colindantes, al cual quedará á salvo su de-
recho para demandar, en el juicio declarativo que co-
rresponda, la posesion 6 propiedad de que se creyese 
despojado en virtud del deslinde (1). 
Atup. 2065 (2064). Tanto el que hubiere solicitado 
el deslinde, como los demas concurrentes á la diligen-
cia, podrán presentar en ella los títulos de sus fincas y 
hacer las reclamaciones que estimen procedentes, por 
sí 6 por medio de apoderado que nombren al efecto. 
Tambien podrán concurrir á la diligencia, si uno 6 
más de los interesados lo solicitare, peritos de su nom-
bramiento 6 elegidos por el Juez, que conozcan el te-
rreno y puedan dar las noticias necesarias para el 
deslinde (2). 
lidad del expediente; pero esto no obsta para que se publiquen tam-
bién los edictos en los periódicos oficiales 6 de avisos, siempre que lo 
solicite el que pida el deslinde. 
(1) Dedúcese de este artículo, sin género de duda, que no es obli-
gatoria la asistencia de los colindantes á la diligencia de deslinde, y 
del amojonamiento, si se hubiere pedido á la vez. Lo esencial, y to 
que previene la ley, es que se les cite en legal forma, con señalamiento 
del dia y hora en que haya de principiarse el acto: si no concurren 
todos ó alguno de ellos, no por eso se suspenderá la práctica del des-
linde, siempre que asista el que lo hubiere pedido, pues de otro modo 
se entenderá que desiste de en acción. Practicado el deslinde, y el 
amojonamiento en au caso, con asistencia de los colindantes que ha-
yan concurrido, y sin mediar oposición que obligue á suspenderlo 
conforme al art. 2070, producirá aquél sus efectos legales, quedando 
obligados todos los interesados á respetar las lineas divisorias de los 
predios, que en él se hubieren fijado, mientras no se mande otra cosa 
por sentencia firme en el juicio ordinario correspondiente á la cuan-
tía, que podrá promover el que se crea perjudicado en su posesión 6 
propiedad por virtud del deslinde, cuyo derecho le deja á salvo este 
artículo. 
(2) El art. 386 del Código civil dice: «El deslinde se hará en con-
formidad con los títulos de cada propietario, y, á falta de títulos sufi• 
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ART. 2066 (2065). Realizado sin oposicion el des-
linde, y  el amojonamiento en su caso, se extenderá, 
con separacion del expediente, un acta expresiva de 
  
   
cientes, por lo que resulte de la posesión en que estuviesen los colin-
dantes., De acuerdo con esta disposición, en la que se sanciona lo 
que estaba admitido en la práctica, y para el cumplimiento de la mie-
ms, ordena la ley en el artículo que estamos examinando, que los in-
teresados concurrentes al deslinde, tanto el que lo hubiere pedido, 
caso de no haberlos acompañado á su solicitud, como los demás co-
lindantes, podrán presentar en el acto los títulos de sus tincas, y ha-
cer las reclamaciones que estimen procedentes, por sí ó por medio de 
apoderado. Nótese que no es obligatoria la presentación de los títulos 
da propiedad, como lo denota el verbo podrán, fundándose, sin duda, 
la ley en el principio de que los deslindes y amojonamiento en tanto 
pueden producir efecto en cuanto haya completa conformidad de to-
dos los interesados. El que proceda de buena fe, y tenga dichos docu-
mentos, no dejará de presentarlos; el que no, irá sin ellos para confor-
marse ó no con lo que se haga, según le convenga. 
La concurrencia de peritos, que conozcan el terreno, puede ser 
conveniente y aun necesaria en algunos casos, pero no en otros; por 
esto la deja también la ley á voluntad de los interesados. Si uno o más 
de ellos lo solicitan, podrán concurrir al acto dichos peritos, nombra-
dos uno por cada parte, ó dejando é elección del juez el nombramiento 
de uno á dos, que será lo más conveniente. Estos peritos no asisten 
para dar un dictamen pericial, sujeto á la apreciación del juez, como 
para la prueba de esta clase previenen los artículos 610 y siguientes, 
cuyas disposiciones no lee son aplicables; sino como testigos prácticos 
y conocedores del terreno, á fin de que puedan dar las noticias nece-
sarias para el deslinde, como dice la ley. Por esto, si no los hay con 
título profesional que reunan esa circunstancia, podrán ser elegidos 
labradores antiguos y prácticos en el terreno. Si el que pide el des-
linde cree conveniente la asistencia de peritos, habrá de solicitarla 
en su primer escrito, á fin de que al citar á los colindantes se les ad-
vierta que pueden ir acompañados de un perito, si les conviene. No 
habrá necesidad de hacer previamente el nombramiento de esos pe 
ritos, que no pueden ser recusados: todo interesado podrá presen-
tarse acompañado del suyo en el acto del deslinde, cuando así se hu-
biese acordado anteriormente, ó se acuerde en el mismo acto, si no 
hubieren convenido que los nombre el fuer. Este les recibirá jura-
mento de decir verdad, como á los testigos, y acompañarán al juzga-
do y á los interesados en la operación del deslinde, no para manifes- 
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todas las circunstancias que den á conocer la línea di-
visoria de las fincas, los mojones colocados 6 manda-
dos colocar, su direccion y distancia de uno á otro, 
como tambien las cuestiones importantes que se hayan 
suscitado y su resolucion. Firmarán el acta los con-
currentes (1). 
tar su opinión, sino para declarar lo que sepan sobre los puntos por 
donde hubiere ido la linea divisoria de los predios, y hubiese habido 
mojones que hayan desaparecido. Lo que manifiesten sobre ello se 
consignará en el acta del deslinde. 
Indicaremos, por último, que como el deslinde no puede producir 
efecto sino media la conformidad de los interesados, según se ha di-
cho, y para esta conformidad acaso sea necesaria alguna transacción 
6 cesión de terreno, cuando algún interesado concurra por medio de 
apoderado, habrá de conferirle poder especial, que se unirá al acta ó 
al expediente. Los letrados podrán asistir acompañando á sus clien-
tes; pero si no concurre su defendido, no podrán hacerlo en represen-
tación de éste sino con poder especial. 
(1) Indicanse en este artículo los extremos 6 particulares que de-
ben consignarse en la diligencia de deslinde, y de amojonamiento en 
su caso, cuando estas operaciones se realicen sin oposición. Si la hu-
biere, se practicará lo que se ordena en el art. 2070, y corno date per-
mite que se haga el deslinde del resto de la finca, cayos colindantes 
no se opongan, claro es que también será aplicable A este caso la dis-
posición del presente artículo. Ordénase en él, en primer lugar, que 
de dichas operaciones se extienda un acta, con separación del expe-
diente, para protocolizarla después en la forma que previenen los ar-
tículos 2068 y 2069. Ya se ha dicho que el deslinde no puede prod u-
cir efecto sin la conformidad de los interesados: tiene el carácter de un 
convenio entre ellos, y de aquí la conveniencia de que el documento 
solemne en que se consigna, se conserve en el registro de instrumen 
tos públicos, y en algunos casos procederá también su inscripción en 
el de la propiedad. 
Ordena también que en dicha acta se expresen todas las circuns 
tancias que den á conocer la linea divisoria de las fincas, los mojones 
colocados, 6 mandados colocar, si en su caso no pudiera hacerse esta 
operación en el acto, su dirección y distancia de uno á otro, como 
también las cuestiones importantes que se hayan suscitado y su reno. 
lación, firmándola todos los concurrentes, inclusos los peritos si hu 
hieren concurrido, con el juez y el actuario, el cual dará fe de todo 
ello. El juez tendrá presente que su intervención en estos actos no ca 
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ART. 2067 (2066). Si no pudiera terminarse la di-
ligencia eu un día, se suspenderá para continuarla en 
el más próximo . posible, lo cual se hará constar en 
el acta. 
ART. 2068 (2067). Del acta se darán á los intere-
sados las copias que pidieren, y se protocolizará en la 
notaría del actuario que la autorizó, si fuere notario; 
no siéndolo, en la del pueblo 6 distrito notarial en que 
radique la finca deslindada; y siendo varias, en la que 
el Juez elija. 
ART. 2069 (2068). El actuario extenderá en el ex-
pediente diligencia de haber tenido efecto el deslinde 
y amojonamiento, expresando la notaría en que se hu- 
para decidir y juzgar, sino para presidir, dirigir y conciliar, procuran-
do la avenencia de loe interesados, como lo da á entender el párra-
fo 2.0 del art. 2070; pero haciéndolo con precaución y cautela, para no 
revelar su opinión sobre puntos que hayan de someterse después á 
ea fallo judicial. Por esto, la resolución á que este articulo se refiere, 
y que ha de consignarse en el acta, no es del juez, el cual nada puede 
resolver en el acto del deslinde, sino de loe mismos interesados, ex-
presándose con claridad y precisión lo que hubieren acordado y con-
venido sobre loe puntos que hayan sido objeto de discusión y contro-
versia, é que no hubo avenencia entre ellos. 
El Código civil ordena en sus artículos 386 y 387, que asi los títu-
los no determinasen el límite ó area perteneciente á cada propietario, 
y la cuestión no pudiera resolverse por la posesión ó por otro medio 
de prueba, el deslinde se hará distribuyendo el terreno objeto de la 
contienda en partes iguales,; y que asi los títulos de los colindantes 
indicasen un espacio mayor 6 menor del que comprende la totalidad 
del terreno, el aumento ó la falta se distribuirá proporcionalmente». 
El juez podrá y deberá aplicar estos preceptos legales en la sentencia 
que dicte en el juicio ordinario, si se promueve sobre esas cuestiones; 
pero no en el acto del deslinde, porque nada puede resolver, como se 
ha dicho. Podrá llamar, en au caso, la atención de los interesados para 
que de común acuerdo se sujeten á lo que dichos artículos disponen: 
si hay avenencia, se consignará en el acta, y se practicará el deslinde 
conforme á lo convenido; y si no la hay, se hará constar también en 
el acta, y quedará sin resolver la cuestión, con reserva del derecho 
de loe interesados para ventilarla en el juicio declarativo que corres-
ponda á la cuantía. 
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biere protocolizado el acta, cuyo recibo firmará en la 
misma diligencia el notario (1). 
ART. 2070 (2069). Si antes de principiarse la ope-
racion de deslinde, se hiciere oposicion por el dueño 
de algun terreno colindante, se sobreseerá desde luego 
en cuanto al deslinde de la parte de la finca confinan-
te con la del opositor, reservando á las partes su de-
recho para que lo ejerciten en el juicio declarativo que 
corresponda. 
Lo mismo se practicará en el caso de hacerse la 
oposicion en el acto de la diligencia, si sobre el punto 
en que consista no pudiere conseguirse en el mismo 
acto la avenencia de los interesados. 
En Ambos casos podrá continuarse el deslinde del 
resto de la finca, si lo pidiere el que haya promovido 
el expediente, y no se opusieren los otros colindan-
tes (2). 
(1) Este artículo y el anterior se refieren al caso en que haya teni-
do efecto el deslinde y amojonamiento, total 6 parcialmente: entonces 
es cuando procede la protocolización del acta, y lo demás que aquí se 
ordena; pero si no llegó á realizarse• el deslinde por haberse hecho 
oposición en aquel mismo acto, aunque se extenderá el acta para acre• 
ditarlo, falta la razón de la ley para protocolizarla, y deberá unirse 
al expediente. 
(2) No es necesario pedir de una vez el deslinde total de una fin-
ca: puede y debe limitarse á la parte en que haya dudas 6 cuestiones 
con loe colindantes. Por esto se ordena en el presente articulo, que si 
antes de darse principio á la operación de deslinde, se hiciere oposi-
ción por el dueño de algún terreno colindante, se sobreseerá desde 
luego en cuanto al deslinde de la parte de la finca confinante con la 
del opositor; y que lo mismo se practicará cuando se haga la oposición 
en el acto de la diligencia, si sobre el punto en que consista no pu-
diera conseguirse en el mismo acto la avenencia de los interesados. 
Al juez corresponde, por tanto, procurar dicha avenencia, y si no se 
consigue, dictará el sobreseimiento, consignándose todo en el acta del 
deslinde. En ambos casos, aunque el sobreseimiento ha de limitarse 
al deslinde de la parte de la finca que confine con la del opositor, sus-
pende toda la diligencia, á no ser que el actor pida que se continúe 
en el resto de la finca, y no se opongan los otros colindantes. Si la 
oposición se hubiere hecho antes de principiarse la operación, dicha 
FORMULARIOS DEL TITULO XV 
Del deslinde y amojonamiento. 
Estrilo solicitando el deslinde y amojonamiento. —AI Juzgado de 
primera instancia.—D. Blas Diaz, vecino de esta villa, con cédula perso - 
nal, etc., en nombre de D. Juan Pérez, vecino de. Madrid, cuya represen-
tación acredito con la copia del poder especial qne presento, ante el Juz-
gado parezco en acto de jurisdicción voluntaria, y digo: Que mi repre-
sentado es heredero universal de su difunto tío D. Diego Pérez, como se 
acredita con la copia del testamento que exhibo, para que, puesto testi-
monio de su cabeza y pie, y de la cláusula de institución de heredero, 
se me devuelva. En tal concepto, es dueño de una heredad que pertene-
ció A dicho señor, titulada de Pedreño, sita en el término de esta villa, 
partido del Derramador, compuesta de 520 fanegas, ó sean 334 hectá-
reas, 94 áreas y 255 centiáreas de tierra labrantía, con algunos árboles y 
viña y casa de labor; cuya heredad linda por el Norte con terrenos per- 
solicitud del actor deberá hacerse por escrito, y el juez debe acceder 
A ella, sin necesidad de nuevas citaciones; pero si se hace aquélla en 
el acto de la diligencia, la petición para la continuación de ésta, res-
pecto de los colindantes que no se opongan, ee hará de palabra en el 
mismo acto, consignándola con el acuerdo del juez en el acta, como se 
ha dicho de la oposición. En todo caso en que se sobresea total 6 par-
cialmente respecto del deslinde, queda reservado A las partes su de-
recho para que lo ejerciten en el juicio declarativo qae corresponda, 
según la cuantfa 6 la naturaleza del negocio. 
Indicaremos, por último, que como nada dispone la ley sobre el 
pago de costae en estos asuntos, deberá observarse lo que siempre se 
ha practicado conforme A equidad y justicia. Serán de crenta del que 
solicite el deslinde todas las costae que se causen para ejecutarlo, 
porque todas se hacen á su instancia; pero si loe colindantes cona 
rren acompañados de letrados, y de peritos en an caso, corno no es 
obligatoria la asistencia de estos funcionarios, los honorarios y dere-
chos que devenguen serán de cuenta de la parte A quien hayan pres-
tado el servicio; y lo mismo respecto del apoderado, cuando quieran 
valerse de su representación. Esta doctrina está conforme con la esta 
blecida por el Tribunal Supremo en sentencia de 17 de Junio de 1893, 
respecto al pago de costas en el apeo y prorrateo de foros. 
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tenecientes á J. y Z.; por el Este con la heredad de N., de la cual es 
usufructuario M.; por el Sur con fierras de la propiedad de A., B. y C., 
y por el Oeste con montes del Estado. Bien sea por descuido de sn ante -
rior dueño, 6 por abandono y tolerancia de los colonos que han llevado 
en arrendamiento dicha finca, han desaparecido en gran parte las márge-
nes y algunos mojones que marcaban la linea divisoria entre la misma y 
las colindantes, hasta el punto de haberse confundido y aun alterado sus 
lindes, dando esto ocasión A cuestiones, disgustos y perjuicios. Para evi-
tarlos, y que cada cual sepa lo que le pertenece, ha resuelto mi princi-
pal, en uso del derecho que le concede el art. 384 del Código civil, pe-
dir el deslinde y amojonamiento (este último si conviniere al intere-
sado) de la heredad expresada. En su consecuencia, y teniendo pre-
sente que el deslinde de los terrenos, que confinan con montes del Es-
tado, no es de la competencia de la jurisdicción ordinaria; 
Suplico al Juzgado que, teniendo por bastante mi representación en 
virtud del poder especial presentado, y por exhibido el testamento de 
D. Diego Pérez, á los efectos antedichos, se sirva mandar se practique el 
deslinde (y amojonamiento en su caso) de la tinca antes mencionada, ex-
cepto por la parte que confina con mentes del Estado, citándose con la 
anticipación necesaria á todos los dueños de los terrenos colindantes, 
que quedan relatados, á fin de que concurran en el dia y hora que el 
Juzgado tenga á bien señalar para verificarlo, con los titulos de sus tin-
cas, si les conviniere, quedando yo en exhibir también los de mi repre-
sentado en aquel acto, y procediéndose á lo demás que corresponda con-
forme A los articulos 2061 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil; pues asi es conforme A justicia que pido. 
Otrosí (para el caso que convenga la concurrencia de peritos).—La 
confusión de los lindes ha llegado A tal extremo por algunos puntos, 
que creo necesaria la concurrencia de peritos que sean labradores anti-
guos, conocedores dei terreno; por lo cual—Suplico al Juzgado se sirva 
nombrar dos peritos que reunan dichas circunstancias, A fin de que con-
curran al acto y puedan dar las noticias necesarias para el deslinde. 
(0 con esta otra fórmula: Se sirva autorizar la concurrencia de peritos 
prácticos al acto del deslinde, haciéndolo saber A los colindantes al 
tiempo de citarlos, para que puedan ir acompañados de un perito, si les 
conviene, como yo ofrezco hacerlo por ini parte.) 
Otrosí (para su caso).—D. F. de T., que debe ser citado para el des-
linde de que se trata, reside en Madrid, calle de ..., ntim.... Existe, 
además, un pedazo de terreno inculto, que confina por el Sur con la finca 
de mi representado, cuyo dueño ó dueños son desconocidos. También se 
ignora la residencia de A. En cuya atención—Suplico al Juzgado se sirva 
acordar que para la citación de D. F. de T. se dirija exhorto al Sr. De-
cano de los Jueces de primera instancia de Madrid, y que sean citados 
TOMO VI 	 63 
498 	 FORMULARIOS DEL TÍTULO XV 
los desconocidos y de ignorada residencia por medio de edictos fijándo-
los en tos sitios públicos de esta villa (y, si conviniere, publicándolos en 
el Boletín oficial, Diario de Avisos 6 Gaceta de Madrid). Pido justicia 
como antes. (Lugar, fecha y firma de la parte, y del letrado si se quiere, 
p as no es necesario.) 
Providencia.—Por presentado con el poder, en cuya virtud se tiene 
por parte a D. Bias Diaz en nombre de D. Juan Pérez, y por exhibido el 
testamento de D. Diego Pérez a los efectos solicitados; practiquese el 
deslinde (y amojonamiento en su caso) que se pretende en lo principal, 
para cuya diligencia se señala el dia tantos á tal hora, citándose previa-
mente a todos los dueños de los terrenos colindantes expresados en la 
solicitud, á fin de que concurran á él, con los titules de sus fincas, si les 
conviniere: En cuanto al primer otrosí, como se pide (y a su tiempo, si 
se hubiere dejado á elección del juez el nombramiento de peritos); y tam-
bién como se pide en el segundo otrosí. Lo mandó, etc. 
Notificación á la parte demandante, en la forma ordinaria. 
Notificación y citación á los colindantes.—Se practicará por medio 
de cédula, conforme al art. 272, por el actuario a los presentes; por des-
pacho 6 exhorto a los ausentes con domicilio conocido, y por edictos a 
los desconocidos y de ignorada residencia, todo en la forma ordinaria. 
Cuando deba hacer el juez el nombramiento de peritos, lo verificará 
antes del dia señalado para el deslinde, mandando se les haga saber para 
su aceptación y para que concurran al acto en el dia y hora señalados. 
Si el dueño de algún terreno colindante se opusiere al deslinde antes 
de practicarse, para lo cual bastará un escrito sencillo solicitando se le 
tenga por opuesto, y que se sobresea en el expediente, mandando á su 
contrario que use de su derecho en juicio ordinario, así lo acordará el juez 
sin was trámites, notificándose el auto á la parte que it111wpvido el 
expediente. Pero si esta parte solicita que se lleve a e el deslinde 
por los lados de la finca, que no confinen con terrenos del opositor, de-
berá accederse a ello, tin necesidad de nuevas citaciones si no se hace nue-
vo señalamiento. 
Acta de deslinde y amojonamiento.—En el término y jurisdicción de 
la villa de... a tantos de tal nies y año, siendo tal hora (la señalada), el 
señor Juez de primera instancia de este partido, con mi asistencia y la del 
alguacil del Juzgado N., se constituyó en la heredad titulada de Pedreño, 
que en este término y pago del Derramador posee D. Juan Pérez, para 
llevará efecto el deslinde y amojonamiento acordado de la misma: y 
habiendo concurrido también con este objeto D. Blas Diaz, en nombre y 
representación de dicho D. Juan Pérez, según el poder especial que tiene 
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presentado en el expediente, bastante para este acto, los interesados F., 
Z., A. y B., Don José Alba en representación de N. y M., según el poder 
especial que le han conferido en Madrid ante el notario T., en tal dia, 
cuyo poder se une al acta, y (en su caso) los peritos N. y N., á quienes 
el Sr. Juez recibió juramento de decir verdad, que prestaron en debida 
forma, se did principio á dicha diligencia por la parte del Norte, en el 
punto en que terminan los montes del Estado, y principian los terrenos 
de la propiedad de F. En este punto, y á distancia de diez metros de una 
encina grande, la primera que por este lado existe en los montes del Es-
tado, se encontró tendida en tierra una piedra cuadrada de un metro de 
largo, que los interesados y peritos dijeron ser un mojón que existía alli 
antiguamente, y por convenio de los mismos interesados se colocó en 
debida forma para que sirviera de mojón. Partiendo del mismo, en direc-
ción al Este, en una extensión de tantos metros (6 usos ú otra medida) 
existe en línea recta un margen inculto de dos piés de ancho, que los in-
teresados dijeron ser la línea divisoria de ambas propiedades, y convinie 
ron en que se tuviera por tal, y á su extremo se colocara un mojón, en 
el punto donde antiguamente había un hito que ha desaparecido, y así 
se hizo, poniendo una piedra larga igual a la anterior.   
En este punto principian las tierras de Z., sin que haya señal alguna 
que las separe de la heredad que se esta deslindando: dicho Z. exhibió su 
titulo de propiedad, que consiste en una escritura de venta de treinta fa-
negas, que en tal fecha y ante tal notario le otorgó D. Diego Pérez, cau-
sante del D. Juan Pérez; y después de haber cuestionado los interesados 
sobre la linea que debía seguir el deslinde, convinieron en que se midie-
sen y separasen las treinta fanegas vendidas á Z., por el D. Diego Pérez. 
(lecho así por el perito agrimensor N., que de común acuerdo nombraron 
ambos interesados, previa la aceptación y juramento del mismo, se con-
tinuó el deslinde, siguiendo en linea recta hacia el Este en una extensión 
de tantos metros desde el último mojón, en cuyo punto convinieron los 
interesados se colocara otro igual á los anteriores, como así se hizo; y 
formando en este punto un pequeño ángulo, sigue la línea un poco incli-
nada al Sur en una extensión de tantos metros hasta confrontar con los 
terrenos de N., pasando á seis metros de un pino viejo, que queda a la de-
recha en terreno de la heredad que se esta deslindando. El representante 
de D. Juan Pérez y Z., convinieron también en que en este punto se co-
loque otro mojón igual a los anteriores, y en dejar entre una y otra he-
redad un margen inculto de dos piés de ancho para que en todo tiempo 
conste la linea divisoria, y en su virtud, quedó colocado el mojón y mar-
cado el margen. 
Hecho esto, se procedió á continuar el deslinde por la parte del Este, 
por donde confina con la heredad propia de N., de la que es usufructua-
rio M.: D. José Alba, representante de éstos, pretendió que la linea divi- 
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Soria formase una curva hacia la derecha, a fin de que quedara dentro de 
la propiedad de sus representados una loma atochal, que era de su perte-
nencia, A lo cual se opuso el apoderado de D. Juan Pérez, pretendiendo 
pasase la línea por lo alto de la loma, por pertenecer a ambas propiedades. 
Examivados los títulos de pertenencia que exhibieron una y otra parte, 
no pudo aclararse el punto de la cuestión; y aunque los peritos manifes-
taron que la loma debía pertenecer a las dos fincas, porque nno y otro co-
lono se utilizaban del esparto de ella, el D. José Alba insistió en su opo-
sición al deslinde en los términos que pretendía la otra parte, y no 
habiendo podido lograrse avenencia a pesar de las exhortaciones del 
Sr. Juez, éste acordó, en su consecuencia, que se sobresea en la presente 
diligencia, reservando a las partes su derecho para que lo ejerciten en 
juicio oriinario. 
Enterados los concurrentes, el representante de D. Juan Pérez solicitó 
que, sin perjuicio de esta resolución, se continúe el deslinde de la finca 
por los otros lados, y habiéndose conformado con esto los interesados (6 
no habiendo hecho oposición a esta solicitud), así lo acordó el Sr. Juez, 
trasladándose, en su consecuencia, al punto en que por el Sur confina con 
terrenos de A., etc. 
(En el caso supuesto, no mediando la conformidad de los interesados, 
no podrá continuarse el deslinde, y se dará por terminada la diligencia, 
que armarán lodos los concurrentes.—El deslinde se continuará en la 
forma expuesta, hasta su conclusión. Si no pudiese concluirse en un dfa, 
se suspenderá el acto para continuarlo en el siguiente, ó en cl dfa y hora 
que el juez señale, firmando todos los concurrentes el acta de cada dfa. 
—cuando no puedan colocarse los mojones en el mismo acto, como podrá 
suceder por falta de materiales ó de operarios, se dejará consignado el 
punto en que hayan de ponerse, y si al concluir la diligencia estuviesen 
ya colocados, se hará constar, con la debida expresión de su Jorma y si-
tio.—Idéntico procedimiento se empleará cuando haya de medirse 6 apear-
te algún terreno y no sea posible hacerlo en el acto.—Terminada la dili-
gencia, se cerrará del modo siguiente:) 
En cuyos términos quedó practicado el deslinde de que se trata, de con 
formidad de los interesados que han concurrido al acto, y el Sr. Juez dió 
por terminada esta diligencia, que leida a las partes la hallaron conforme, 
mandando que la presente acta se protocolice en la Notaria de esta villa 
(si hubiera más de una, designará la que ha de ser, y no )cabiéndola en 
el puebio, en cuál de la cabeza del partido), quedando nota en el expe-
diente y que se den a los interesados las copias que solicitaren. Y en cré-
dito de todo lo firma el Sr. Juez, con los interesados que han concurrido 
y los peritos (en su caso), de todo lo cual doy fe. (Firma entera del juez 
y concurrentes, y del escribano con «Ante mí».) 
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Cuando el juez municipal practique el deslinde, y amojonamiento en 
su caso, por comisión del de primera instancia, se limitará á consignar 
en el acta lo que se haya hecho con acuerdo de los interesados, sin dictar 
resolución alguna que pueda causar estado, ni tampoco la relativa á la 
protocolización del acta, por ser todo esto de la competencia del juez de-
legarte. En el caso de oposición, si no puede lograrse avenencia en el 
mismo acto, suspenderá la diligencia en la parte colindante con el oposi-
tor, y la continuará respecto de los demás, si lo solicita el actor y no 
hay quien se oponga. Al cerrar el acta, acordará que se remita con el ex-
pediente al Juzgado de primera instancia, por el cual, á continuación de 
la misma acta, se dictará, según el caso, una de las providencias que 
siguen: 
Providencia.
—Resultando haber habido conformidad en la diligencia 
de deslinde y (en su caso) amojonamiento, protocolícese el acta del misme 
en la Notaria de..., dándose á los interesados las copias que solicitaren, 
y póngase en el expediente la oportuna nota. Lo mandó, etc. 
Otra.—Resultando haber habido conformidad en la diligencia de des-
linde de la finca de que se trata, excepto en la parte que confina con los 
terrenos de N., con quien no ha podido lograrse avenencia, protocolícese 
el acta de dicho deslinde en la Notaría de... para que produzca sus efectos 
respecto á los interesados conformes, á quienes se darán las copias que 
solicitaren, y se sobresee en cuanto pueda interesar á N., reservando á 
las partes su derecho para que lo ejerciten en el juicio ordinario que co-
rresponda. Lo mandó, etc. 
Notificación á los interesados en la forma ordinaria. 
Nota de prolocolización. —Doy fe de que, habiéndose practicado en tal 
dta el deslinde de que se trata de conformidad 6 con avenencia de los 
interesados T., Z y M., que concurrieron al acto, el Sr. Juez de primera 
instancia ha mandado que se protocolice el acta del mismo en la Notaria 
de..., y en su cumplimiento, hago entrega de dicha acta original, exten-
dida en tantos pliegos del sello judicial de dos pesetas, para su protoco-
lización, al referido Notario D. N., quien firma su recibo. Y para que 
conste, lo acredito por la presente en... (Lugar, fecha y firmas.) 
Cuando en el acta misma del deslinde se haya sobreseído respecto al 
de algún terreno por la oposición y falta de avenencia de los interesados, 
en la nota que precede deberá hacerse relación de este particular para 
que conste en el expediente á los efectos que puedan convenir. 
TITULO XVI 
DE LOS APEOS Y PRORATEOS DE FOROS 
El foro es un contrato muy común en las provincias de Gali-
cia y Asturias, análogo, no igual, al de enfiteusis usado en las de-
más provincias de España. El Código civil reconoce esa analogía 
en su art. 1655, y sin resolver las cuestiones que vienen agitán-
dose sobre la perpetuidad de los foros y otros puntos que con 
ellos se relacionan, por considerar, sin duda, que deben ser objeto 
de una ley especial, se ha limitado á legislar para lo sucesivo, or-
denando en dicho artículo, único dedicado á esta materia, que los 
foros que se establezcan desde la promulgación del mismo Código, 
cuando sean por tiempo indefinido, se regirán por las disposicio-
nes que en él se establecen para el censo enfitéutico, y si fueren 
temporales 6 por tiempo limitado, se estimarán como arrenda-
mientos y se regirán por las disposiciones relativas á este con-
trato. 
Los foros constituidos antes de regir el Código civil dan lugar 
á muchas contiendas judiciales entre los dueños directos y los fo-
reros 6 dueños útiles, ya para determinar las fincas afectas al foro, 
ya para prorratear el pago de la pensión entre los varios posee-
dores de las mismas, cuando, como generalmente acontece por no 
estar prohibido, han sido divididas y subdivididas por sucesión 
hereditaria ó por otros títulos transmisibles del dominio. Los lla-
mados juicios (le prorrateo de pensiones forales, establecidos por 
la práctica antigua para esos casos, sin reglas determinadas á que 
sujetarse, ocasionaban gastos excesivos, más considerables á veces 
que el valor de las mismas fincas sobre que versaba el prorrateo. 
En la ley de Enjuiciamiento civil de 1855 nada se ordenó sobre 
estos procedimientos, y aunque algunos jueces aplicaban por ana- 
logia al apeo de foros el establecido para el deslinde y amojona- 
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miento, siempre que había oposición, se ventilaba ésta en juicio 
ordinario de mayor cuantía. 
En virtud de peticiones dirigidas á las Cortes y al G obierno 
para que se estableciera un procedimiento especial á fin de evitar 
los excesivos gastos de los juicios de prorrateo de pensiones fora-
les, se dictó por el Ministerio de Gracia y Justicia, de acuerdo 
con el parecer del Tribunal Supremo, el Real decreto de 18 de 
Abril de 1857. Por él se declaró que estaban comprendidos en el 
art. 1208 de aquella ley, como actos de jurisdicción voluntaria, de 
que en la misma no se hacía mención especial, los juicios de pro-
rrateo de pensiones forales que se practican en Galicia y Astu-
rias; y se mandó que, además de las reglas establecidas en el ar-
tículo citado para los actos de jurisdicción voluntaria, se aplicar an 
también á dichos juicios las disposiciones contenidas en el tít. 5.° 
de la segunda parte de la referida ley de Enjuiciamiento civil, que 
es el que trata del deslinde y amojonamiento; y que para determi-
nar la clase de juicio en caso de oposición, se tomara por base el 
importe de la pensión total. 
Conforme á estas reglas se ordenó el procedimiento hasta que 
se publicó la ley actual. En ella se adicionó el presente título, es-
tableciendo un procedimiento especial para el apeo y prorrateo 
de foros, más breve y adecuado al caso, y menos dispendioso que 
el que regía anteriormente. Se conserva á esas operaciones el ca-
rácter de actos de jurisdicción voluntaria, como lo son realment e, 
pero no aplicándoles las reglas generales de estos actos, como an - 
tes se hacía, sino el procedimiento especial que aquí se establec e 
para cada caso. El apeo y el prorrateo son dos cosas distintas: el 
apeo, tiene por objeto determinar y deslindar las fincas gravada s 
con el foro; y el prorrateo, fijar la parte de pensión que corre s-
ponde pagar á cada uno de los foreros, cuando se han dividido 
entre varias personas la finca ó fincas gravadas. Aquella op era-
ción debe preceder á ésta, cuando hay necesidad de identificar las 
fincas: si no la hay, podrá pedirse el prorrateo solamente, y tam-
bién á la vez ambas operaciones cuando sean necesarias. Todos 
estos casos están previstos en la ley, como también los de oposi-
ción, ordenándose el procedimiento para cada uno de ellos. 
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Estes procedimientos están ordenados con excelente conoci-
miento teórico y práctico de esos asuntos, y redactados con tanta 
claridad y precisión, que hacen innecesarias nuestras observacio-
nee; basta atenerse al texto de los artículos para aplicarlos sin 
ninguna dificultad. También creemos innecesarios los formularios, 
porque la misma ley dice terminantemente lo que han de Lacer, 
tanto los interesados para deducir sus pretensiones y hacer sus 
ruebas y defensa, como el juez, el actuario y los peritos que han 
de intervenir en estos asuntos, y para las comparecencias verbales 
pueden servir de modelo las del juicio verbal. 
Es juez competente para conocer del apeo y prorrateo de fo-
ros el de primera instancia del lugar donde radique la mayor 
parte de las fincas, según la regla 27 del art. 63. 
En la ley de Enjuiciamiento civil de Cuba y Puerto Rico, 
como también en la de Filipinas, ha sido suprimido el presente ti-
t ulo por no ser conocido en aquellas posesiones españolas el con-
trato de foro; de suerte que las disposiciones que á continuación 
se insertan, solo en Galicia y Asturias tendrán su debida y fre-
cuente aplicación. 
SECCIÓN PRIMERA 
DE LOS APEOS 
ART. 2071. Tanto el dueño del dominio directo, 
como cualquiera de los del útil, podrán pedir el apeo 
de las fincas que se hallen afectas al pago de una pen-
sion foral (1). 
(1) El Tribunal Supremo tiene declarado en sentencia de casación 
de 27 de Mayo de 1891, que, con arreglo á lo dispuesto en los articu-
los 2071 y 2092 de la ley de Enjuiciamiento civil, tanto el duefio del 
dominio directo, como cualquiera de loe del útil, puede pedir el apeo 
do lis fincas que se hallen afectas al pago de una pensión foral, así 
como el prorrateo de ésta entre las diversas fincas que constituyen el 
foro: que lo mismo debe entenderse respecto de loe subforoe; y pro-
cede, por tanto, el apeo y prorrateo de los mismos, ann cuando la ea 
critura de eubforo no ee halle inscrita en el Registro de la propiedad, 
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ART. 2072. A la solicitud en que se pida el apeo 
se acompañarán: 
1.0 Cuantos documentos públicos 6 privados con-
duzcan á designar las fincas que constituyan el foro. 
2.0 Una relacion de las fincas, en la que se consig-
nará su situacion, cabida aproximada, sus lindes, nom-
bre especial con que se las conozca en la comarca, si 
lo tuvieren, y el de los dueños, así del dominio direc-
to como del útil. Además se expresará lo que se pa-
gue por todas en concepto de renta 6 pension, consig-
nando si ésta es en dinero, en frutos, en otras especies, 
6 en servicios. 
Por medio de otrosí, se hará el nombramiento del 
perito que por parte del que lo presente haya de veri-
ficar la operacion, y se acompañarán tantas copias del 
escrito en papel comun, como personas hayan de ser 
citadas. 
ART. 2073. Presentada la solicitud, el Juez man-
dará citar en la forma ordinaria (1) á todos los intere-
sados, con entrega de las copias mencionadas en el ar
-ti 
 culo anterior, para que dentro del término de veinte 
dias, ú otro mayor, si las distancias, el número de fin-
cas, 6 el de los dueños del dominio útil lo hiciere ne-
cesario, comparezcan en el dia y hora señalados á ex-
poner si están 6 no conformes con que se verifique el 
apeo, apercibidos de que se les tendrá por conformes 
si no comparecieren por sí 6 por medio de apoderado. 
Entre la última citacion y la celebracion de la com-
parecencia, deberán mediar, por lo ménos, seis dias. 
si reune loe requisitos legales para producir efecto en juicio, como 
debe producirlo siempre que no sea contra tercero que tenga inscrito 
su derecho; y que no pueden ser considerados como terceros los po-
seedores de las fincas gravadas con un subforo, que si bien no inter- 
vinieron en el otorgamiento de la escritura de constitución de éste, 
han venido satisfaciendo como tales subforatarios las pensiones asig 
nadas á las respectivas porciones de las tierras que poseen. 
(1) Veaee el art. 2102, en el que se determina la forma en que ha 
de hacerse esta citación, y la de las notificaciones posteriores. 
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ART. 2074. Cuando sea desconocido alguno de los 
interesados, 6 se ignore su domicilio, se publicará un 
edicto en el Boletin oficial de la provincia, que se fijará 
además en el sitio 6 sitios de costumbre, llamándole 
para que comparezca dentro del doble término señala-
do para los presentes. 
ART. 2075. Si los presentes 6 ausentes no compa-
recieren dentro del término señalado, continuará sus-
tanciándose el expediente sin que se les haga segunda 
citacion. 
ART. 2076. Llegado el dia de la comparecencia, si 
alguno de los citados expusiere que no está conforme 
con que se verifique el apeo, el Juez le requerirá para 
que manifieste con claridad y precision los motivos de 
su disentimiento, bajo apercibimiento de tenerlo por 
conforme en otro caso. Tambien requerirá á los que 
manifiesten su asentimiento, para que digan si están 
conformes con el perito nombrado por el que pidió el 
apeo, 6 nombren otro por su parte. 
Cnos y otros podrán presentar los documentos que 
crean conducentes para resolver con mejor acierto las 
pretensiones que respectivamente deduzcan (1). 
ART. 2077. Cuando los que se hayan opuesto á 
que se verifique el apeo, fundaren su oposicion en no 
reconocer en el perceptor de la renta el carácter de 
dueño del dominio directo, 6 en las fincas que posean 
la condioion foral, se practicará lo prevenido en el ar-
tículo 2080 (2). 
Cuando funden la oposicion en no estar comprendi-
das todas las fincas forales en la relacion mencionada 
en el número 2.0 del art. 2072, el Juez les requerirá 
para que designen las demas que deban ser compren-
didas en el apeo, expresando el nombre de sus posee-
dores; y al que haya promovido el expediente, para 
(1) Véase el art. 2079, en el que se previene el auto que en 
 este 
 caso ha de dictar el juey en el dfa siguiente al de la comparecencia. 
Véase también el art. 2091. 
(2) Eeta referencia debe ser al plrrato primero del art. 2080. 
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que manifieste si amplía su pretension á las fincas de-
signadas nuevamente (1). 
ART. 2078. En el caso de que todos los interesa-
dos convinieren en nombrar un sólo perito, aunque sea 
distinto del designado por el que promovió el expe-
diente, el Juez lo habrá por nombrado. 
Si los citados para la práctica del apeo fueren los due-
ños del dominio útil, y no se pusieren de acuerdo 
acerca de la designacion del perito, se tendrá por nom-
brado el que elija la mayoría, y en caso de empate, el 
que decida la suerte. 
ART. 2079. En el dia siguiente al de la compare-
cencia, el Juez dictará auto declarando conformes con 
la práctica del apeo á los que así lo hayan manifesta-
do, á los que no hubieren dado explicaciones claras y 
precisas respecto á su disentimiento, y á los que no 
hubieren comparecido. Mandará además que el perito, 
6 peritos nombrados, procedan á la operacion del apeo. 
• ART. 2080. En cuanto á los que se hubieren opues 
to por cualquiera de las causas expresadas en el párrafo 
primero del art. 2077, el Juez, en el mismo auto, dará 
por terminado el expediente respecto á ellos, reser- 
vando su derecho, tanto al dueño del dominio directo, 
como á los del útil que hayan prestado su conformi-
dad, para que lo deduzcan en el juicio correspondien-
te, segun su cuantía. 
Respecto á los comprendidos en el párrafo segundo 
del mismo artículo, si el que pidió el apeo lo hubiere 
ampliado á las fincas designadas por los opositores, 
el Juez acordará la celebracion de nueva comparecen-
cia entre éstos y los poseedores de aquéllas. Si no lo 
hubiere ampliado, dará por terminado el expediente 
en cuanto a .dichos opositores, y reservará á todos los 
interesados su derecho para que lo ejerciten en el jui-
cio declarativo que corresponda. 
(1) En el párrafo segundo del art. 2080 antes citado se ordena lo 
que ha de practicarse en este segundo caso. 
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ART. 2081. El auto á que se refieren los dos ar-
tículos anteriores, será apelable en un solo efecto. 
ART. 2082. La citacion para la segunda compare-
cencia, y la celebracion de la misma, se sujetarán á 
las reglas establecidas para la primera. 
Los concurrentes que no hayan nombrado perito, 
podrán conformarse con el designado por los demas, 6 
nombrar otro por su parte. 
ART. 2083. Practicado que sea por los peritos el 
apeo de las fincas, lo presentarán extendido y firmado 
en papel comun. El Juez mandará unirlo al expedien-
te, y poner éste de manifiesto en la escribanía por el 
término que estime necesario, atendido el número de 
fincas y el de poseedores, sin que baje de quince dias 
ni exceda de treinta, y sin exigir derechos (1). 
ART. 2084. Cuando hayan sido nombrados dos 
peritos y no estuvieren conformes, el Juez sorteará 
un tercero para que dirima la discordia. 
El sorteo del tercer perito se hará teniendo presen-
te lo dispuesto en el art. 616. 
ART. 2085. Dentro del término fijado en el ar-
tículo 2083, los que no estuvieren conformes con el 
apeo practicado por los peritos, podrán comparecer 
ante el Juez, y exponer las razones en que funden su 
disentimiento, extendiéndose la correspondiente acta. 
ART. 2086. Pasado el término por el que se haya 
puesto de manifiesto el expediente, si ninguno de los 
interesados hubiere hecho la manifestacion á que se 
refiere el artículo precedente, el Juez dictará auto 
aprobando el apeo y declarando que el foral de que se 
trate lo constituyen las fincas designadas. 
(1) Esta prohibición se refiere å loe derechos que, sin ella, podría 
exigir el actuario, por poner de manifiesto el expediente š loe intere-
sados en la escribanía para que se enteren del apeo practicado por loe 
peritos, y en so caso puedan hacer de palabra, por comparecencia an-
te el juez, la manifestación que previene el art. 2085, de no ester con• 
formes con el apeo, exponiendo las rezones en que funden su disen-
timiento. Por esa exhibición del expediente no puede exigir derechea 
el actuario. 
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Si en virtud de lo dispuesto en el art. 2080, se hu-
biere dado por terminado el expediente respecto á al-
gunos de los que no estuvieron conformes con el apeo, 
el Juez hará dicha declaracion, sin perjuicio del resul-
tado de los juicios que puedan promoverse con motivo 
de aquellas impugnaciones. 
ART. 2087. Cuando alguno de los interesados haya 
hecho uso del derecho que le concede el art. 2085, si 
su oposicion se fundare en que el perito 6 peritos hu-
bieren incluido en el foral una finca no comprendida 
en la relacion acompaíulada á la solicitud en que se 
pidió el apeo, 6 en la adicion hecha á consecuencia 
del caso previsto en el párrafo segundo del art. 2077, 
el Juez examinará los antecedentes, y dentro de ter-
cero dia, dictará tambien el auto de aprobacion; pero 
si aquel hecho hubiere resultado cierto, segregará del 
foral la finca 6 fincas que hayan dado lugar á la re-
clamaciou, con reserva de su derecho á quien corres-
ponda, para que lo ejercite en el juicio que proceda 
segun la cuantía. 
ART. 2088. Si la oposicion versare sobre haberse 
comprendido en el foral más extension de una finca 
de la que corresponda, por formar la afecta al foro 
parte integrante de otra de mayor cabida perteneciente 
á un mismo poseedor, 6 se fundare en cualquier otro 
motivo justo, el Juez convocará á comparecencia á los 
interesados y á los peritos; procurará esclarecer en 
ella los hechos, admitiendo al efecto los justificantes 
que se aduzcan y fueren pertinentes, y en el caso de 
que no pudiere avenir á los interesados, al dictar el 
auto aprobando el apeo, resolverá respecto á aquella 
reclamacion lo que considere justo, con imposicion á 
quien proceda de las costas originadas por la compa-
recencia. 
Los que, citados en forma, no hayan asistido á la 
comparecencia por sí, ó por medio de apoderado, no 
podrán apelar del auto que el Juez dicte, en virtud de 
lo dispuesto en el párrafo anterior. 
ART. 2089. El auto aprobando el apeo será apela- 
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ble en Ambos efectos, con la limitacion establecida en 
el artículo precedente. 
ART. 2090. Del auto de aprobacion del apeo, luego 
que sea firme, se dará testimonio al que haya promo-
vido el expediente, y siempre al dueño del dominio 
directo. 
Este testimonio comprenderá las fincas que consti-
tuyan el foral, y los nombres del dueño del dominio 
directo, y los del útil que las posean. 
Cualquiera otro de los interesados podrá pedirlo a 
su costa. 
ART. 2091. Si los que promovieren el apeo fueren 
los dueños del dominio útil , y el del directo manifes-
tare en la comparecencia á que se refiere el art. 2076 
que no está conforme con que se verifique, el Juez 
dará por terminado el expediente, reservando á aqué-
llos su derecho para que lo ejerciten en el juicio que 
corresponda, segun la cuantía. 
Igual resolucion adoptará el Juez cuando el apeo 
fuere solicitado por el dueño del dominio directo, si los 
del útil no prestaren su consentimiento. 
SECCIÓN SEGUNDA. 
DE LOS PROR•TEOS. 
ART. 2092. Cuando se solicitare únicamente el pro-
rateo de una pension foral entre las diversas fincas 
que constituyan el foro, se observarán las disposicio-
nes contenidas en los arts. 2071, 2072, 2073, 2074, 
2075, 2076, 2077, 2078, 2079, 2080, 2081, 2082 y 
2084, respecto á los expedientes de apeo; pero tenien-
do en cuenta que los documentos que se presenten, si 
los hubiere, han de referirse á la pension que se pague 
por el foral (1). 
Si con anterioridad se hubiere practicado apeo de 
las fincas, tambien se presentará original, é por lo 
(1) Véase la nota del art . 2071. 
• 
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ménos un testimonio del auto de aprobacion, que com-
prenda los extremos enumerados en el art. 2090. 
ART. 2093. Tambien será aplicable á esta clase de 
expedientes lo dispuesto en el art. 2083; pero con la 
modificacion de que la operacion que deberán practi-
car los peritos, será la de la tasacion de las fincas que 
constituyan el foro, y el consiguiente prorateo entre 
las mismas de la pension que por él se pague. 
ART. 2094. Presentada que sea por los peritos la 
operacion del prorateo en la forma prevenida en el 
art. 2083, dentro del término prescrito en el mismo, 
los que se crean agraviados, ya por la tasacion ya por 
el prorateo de la pension, podrán comparecer ante el 
Juez para los efectos determinados en el art. 2085. 
ART. 2095. Trascurrido dicho término sin haberse 
hecho oposicion, el Juez dictará auto aprobando el 
prorateo, y nombrando cabezalero al que resulte con-
tribuir con mayor parte de la pension. Si dos 6 más la 
pagaren igual, decidirá la suerte. 
Exceptúanse los casos siguientes: 
1.0 Cuando todos los dueños del dominio útil estu-
vieren conformes en nombrar cabezalero á cualquiera 
de ellos, si éste aceptare, y no se opusiera el dueíîo 
del directo. 
2.0 Cuando por cláusula expresa de la escritura 
foral procediere hacer el nombramiento en otra forma, 
en cuyo caso se estará á lo que en la misma escritura 
se determine. 
ART. 2096. En el caso de que se hubiere formula-
do la oposicion á que se refiere el art. 2094, el Juez 
convocará á comparecencia a todos los interesados y á 
los peritos, en la que oirá a unos y otros, y admitirá 
los justificantes pertinentes que se aduzcan, extendién-
dose de todo la correspondiente acta. 
ART. 2097. Dentro de los tres dias siguientes al 
de la comparecencia, el Juez dictará auto, en el que 
acordará si há lugar 6 no á estimar los agravios, man-
dando rectificar la operacion en el primer caso, con 
expresion de los términos en que haya de hacerse, y 
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aprobando el prorateo en el segundo, haciendo además 
el nombramiento del cabezalero en la forma determi-
nada en el art. 2095. 
A los que no concurran á la comparecencia se les 
tendrá por conformes, y no se les admitirá recurso 
alguno contra lo acordado. 
ART. 2098. Si se declara no haber lugar á la rec-
tificacion del prorateo, se impondrán las costas al que 
con su reclamacion infundada haya provocado la com-
parecencia. Si se estimare la rectificacion, podrán im-
ponerse al perito 6 peritos que hubieren dado lugar 
á ella. 
ART. 2099. El auto aprobando el prorateo será 
apelable en los términos establecidos en el art. 2089 
para el apeo (1). 
ART. 2100. Cuando se haya pedido á la vez el apeo 
y el prorateo, el Juez al aprobar el apeo, mandará que 
el mismo perito 6 peritos que lo hubieren practicado 
procedan a la operacion del prorateo, acomodándose 
despues la sustanciacion del expediente á los trámites 
establecidos en los artículos 2094 y siguientes. 
ART. 2101. Del auto de aprobacion del prorateo 
se dará testimonio al dueño del dominio directo y al 
cabezalero. 
Este testimonio comprenderá las fincas que consti-
tuyan el foral, la pension que por ella se pague, por-
cion asignáda á cada una, y los nombres de los dueños 
del dominio útil que la deban satisfacer. 
Si algun otro interesado lo pidiere, se le  . dará a su 
costa. 
(1) Será apelable en ambos efectos por los que hubiesen concu-
rrido á la comparecencia A que se refiere el art. 2096. A los que cita-
doe en forma no hubieren concurrido, la ley los tiene por confor-
mes, y no lea concede el recurso de apelación ni otro alguno, según el 
art. 2089, y conforme también á lo prevenido en el párrafo segando 
del 2097. 
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SECCIÓN TERCERA 
DISPOSICIONES COMUNES A LAS DOS SECCIONES ANTERIORES 
ART. 2102. La primera notificacion en los expedien-
tes de apeo y prorateo se practicará personalmente ó 
por medio de cédula, en la forma prevenida en los 
arts. 262 y siguientes de esta ley. Para oir las poste-
riores, podrán los interesados designar apucl acta otra 
persona, con tal que tenga su domicilio en la cabeza 
del partido. 
ART. 2103. Toda apelacion que se interponga en 
esta clase de expedientes, fuera de los cases expresa-
mente designados en este titulo, se admitirá en un solo 
efecto, y se sustanciará por los trámites establecidos 
para las de los incidentes. 
Lo mismo se sustanciarán las que se interpongan con 
arreglo á la dispuesto en los arts. 20$1, 2089 y 2099. 
ART. 2104. Cuando el dominio directo de una finca 
estuviere dividido entre dos 6 más personas, corres-
ponderá á todas y á cada una de ellas el ejercicio de 
los derechos á que se refiere el presente título. 
ART. 2105. Para los efectos de las disposiciones 
contenidas en este título, se entenderá que es dueño 
del dominio útil el poseedor de la finca afecta al foro, 
miéntras no conste debidamente que otro tiene aquel 
carácter. 
ART. 2106. Tanto el dueño del dominio directo, 
como los del util, podrán ejercitar el derecho que tie-
nen para pedir el apeo y prorateo de un foral, siempre 
que desde el último que se hubiere practicado hayan 
trascurrido más de diez años. 
Tambien podrán unos y otros solicitar el apeo y 
prorateo, aunque no hubiere trascurrido dicho plano. 
En este caso, las costas ocasionadas serán de cuenta 
de quien los promoviere, á excepcion de las que se ori-
ginen en las rectificaciones que haya necesidad de prac-
ticar, á consecuencia de los fallos que recaigan decla- 
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raudo foral una finca por resultado de las reservas á 
que hace relacion el art. 2087, en cuyos casos se estará 
á lo que en cada uno se determine. 
ART. 2107. Fuera de los casos previstos en el ar-
tículo anterior, y de aquellos en que, por haberse in-
terpuesto apelacion, proceda imponer las costas de la 
segunda instancia á quien corresponda segun derecho, 
las originadas en los expedientes de apeo y prorateo 
serán satisfechas por los dueños del dominio útil, en 
proporcion de la parte que paguen de la pension 
foral (1). 
Exceptúanse las costas á que se refieren los artícu-
los 2088 y 2098, que serán exclusivamente de cuenta 
de aquel á quien hayan sido impuestas. 
ART. 2108. Todos los que intervengan en estos 
expedientes, y tengan señalados sus derechos por 
arancel, los cobrarán íntegros, siempre que el valor 
del capital de la pension foral exceda de 1.000 pesetas; 
la mitad, si pasare de 250 y no llegare á 1.000, y la 
cuarta parte si no excediere de 250. 
 
r 
  
  
(1) Sobre la inteligencia de este articulo, tiene declarado el Tri-
bunal Supremo, en sentencia de casación de 25 de Mayo de 1887, que 
las costae originadas en loe expedientes de apeo y prorrateo de foros, 
deben ser satisfechas por los dueños del dominio útil que hubieren 
estado conformes en una y otra operación, pero no por loe que se 
opusieron alegando algún motivo de los que enumera la ley, porque 
estos dejaron de ser parte en el asunto desde que se declaró termina-
do el expediente respecto á ellos. Y en otra, también de casación, de 
17 de Junio de 1893, que por ser meramente potestativo valerse de 
procurador y abogado en loe expedientes sobre apeo y prorrateo de fo-
ros, el dueflo del dominio directo que utiliza sus servicios debe pechar 
el gasto que ocasione la innecesaria intervención de dichos funciona -
rio., y no los foratarios 6 dueños del dominio útil, que por la ley están 
obligados al pago de las costae causadas en tales expedientes. 
  
     
     
     
SEGUNDA PARTE DEL LIBRO Ill 
DE LOS ACTOS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN NEGOCIOS DE COMERCIO 
INTRODUCCIÓN 
La ley de Enjuiciamiento civil de 1855 no contenía disposición 
alguna sobre esta materia, porque entonces existía la jurisdicción 
de Comercio, con sus procedimientos y sus tribunales especiales, 
que conocían de estos asuntos. Después fué suprimida dicha juris-
dicción por el decreto-ley de 6 de Diciembre de 1868, que estable-
ció la unidad de fueros, declarando que la jurisdicción ordinaria 
era la única competente para conocer de los negocios mercantiles, 
y mandando en sus arts. 16 y 17 que las actuaciones judiciales 
que tuvieran por objeto hacer constar hechos que puedan intere-
sar á los que promuevan informaciones sobre ellos en negocios de 
comercio, se practicasen en los juzgados de primera instancia, y 
en casos de urgencia, en los municipales, lo mismo que ahora se 
ordena en los arts. 2109 y 2110 de la ley. Y en el art. 18 de dicho 
decreto-ley se dictaron reglas generales para estos procedimientos 
de jurisdicción voluntaria, sin ninguna especial para los distintos 
casos á que deben aplicarse. Iguales disposiciones contenía el de-
creto del Gobierno provisional de l.° de Febrero de 1869, por el 
que se hizo extensiva á las provincias de ultramar la unidad de 
fueros establecida en la Península. 
Demostrada por la práctica la deficiencia do aquella legislación, 
para suplirla y uniformar la jurisprudencia, se ordenó en la base 18 
de las aprobadas por la ley de 21 de Junio de 1880 para la refor-
ma de la de Enjuiciamiento civil, que la segunda parte de ésta se 
hiciera extensiva á los actos de jurisdicción voluntaria, compren-
didos en el Código de Comercio, que lo requisiesen; y en su cum-
plimiento se adicionaron los ocho títulos que contiene esta segunda 
parte del libro 3.°, dictando en el primero reglas generales para 
estos procedimientos, y en los demás las especiales adecuadas á los 
casos á que cada título se refiere. 
516 	 LIB. III-2.a PARTE 
Las citas que en ellos se hacen de artículos del Código de Co-
mercio, se refieren al de 1829, que era el vigente cuando se pu-
blicó la ley actual de Enjuiciamiento civil. Dicho Código ha sido 
sustituido por el de 1885, y de aquí la duda del valor que ha de 
darse á esas citas. Sobre este punto hemos expuesto ya nuestra 
opinión en la introducción del título )(u( del libro 2.°, que trata 
del orden de proceder en las quiebras mercantiles, y para evitar 
repeticiones, véase en dicho lugar (pág. 307 del tomo 5. °). Pero las 
citas del Código de Comercio, de que ahora tratamos, no son de 
mero procedimiento, sino que determinan los hechos ó actos en 
negocios de comercio, cuya justificación, cuando interese para efec-
tos posteriores, y en su caso también su ejecución, han de praeti-
°arse como acto de jurisdicción voluntaria, en razón á que todavía 
no inedia contienda entre partes. Es preciso, por tanto, comparar 
dichas citas con las disposiciones del nuevo Código para poder 
apreciar si están, 6 no, vigentes. liaremos este trabajo en sus lu-
gares oportunos al examinar los artículos de la ley que las contie-
nen. Si el acto 6 hecho á que la cita se refiera está autorizado por 
el nuevo Código, se aplicará el procedimiento que aquí se estable-
ce; pero si ha sido prohibido 6 suprimido, faltará la base para apli-
carlo. 
Estas indicaciones demuestran la necesidad de llevar efecto 
la reforma, ya en proyecto, de esta parte de la ley, para poner?.a en 
armonía con el nuevo Código de Comercio; pero como mientras 
tanto es preciso aplicarla, expondremos lo que nos parezca indis-
pensable para su recta inteligencia por medio de notas, según lo 
hemos hecho en los demás títulos que han de ser reformados, y por 
las razones indicadas al tratar de las quiebras en la página 329 
del tomo 5.", y también en la página 267 del tomo actual. Por las 
mismas razones omitiremos los formularios, y porque además los 
creemos innecesarios, por ser fáciles y sencillos. bastando atenerse 
al texto de la ley en la multitud de casos que contiene. 
En cuanto á competencia, véanse los arts. 2109 y 2110. ]' 
véase también lo que se ha dicho en el párrafo último de la pági-
na '267 de este tomo, sobre comparecencia en estas actuaciones, 
días y horas h ábilea y papel timbrado para las mismas. 
TITULO PRIMERO. 
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ART. 2109) (2070). Las actuaciones para que cons-
ten los hechos que interesen a los que promuevan in-
formaciones sobre los mismos en negocios de comercio, 
se seguirán en los Juzgados de primera instancia. 
ART. 2110 (2071). No obstante lo dispuesto en el 
artículo anterior, podrán practicarse las actuaciones á 
que el mismo se refiere, ante los Juzgados municipales 
de los pueblos que no sean cabeza de partido, 6 ante 
los Cónsules españoles en las naciones extranjeras, 
cuando lo requiera la urgencia del negocio, 6 la cir-
cunstancia de existir los medios de prueba, 6 las mer-
cancías 6 valores, ó de haber ocurrido los hechos en el 
lugar ó en la circunscripcion de los Juzgados 6 consu-
lados respectivos. 
En este caso el Juez municipal 6 Cónsul á quien 
se acuda dictará auto, en el que consigne la circuns-
tancia que concurra y le faculte para conocer del ne-
gocio (1). 
(1) Este artículo y el anterior concuerdan sustancialmente con los 
arts. 18 y 17 del decreto-ley de 6 de Diciembre de 1888 sobre unifica 
ción de fueros. En ellos se declara que corresponde á la jurisdicción 
civil ordinaria el conocimiento de loe actos de jurisdicción voluntaria 
en negocios de comercio; pero sin determinar la competencia relativa, 
ni aquí ni en las reglas del art. 63. Sin embargo, de estas mismas dis 
posiciones y de lo que ordena el Código de Comercio para algunos ca 
son especiales, de que nos haremos cargo en sus lugares respectivos, 
se deduce que es competente para conocer de dichos asuntos el juez 
de primera instancia del Ingar donde hayan ocurrido los hechos ó 
donde existan los medios de prueba, ó se hallen las mercancías ó v o-
lores que hayan de ser objeto de las actuaciones; y que también ?;ne 
den conocer de ellas los jueces municipales y los cónsules espr.doles 
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ART. 2111 (2072). Si las actuaciones á que se re-
fieren los dos artículos anteriores, se promovieren en 
territorio español, se sujetarán á las preseripeiones que 
para cada Baso determinen el Código de Comercio 6 la 
presente Ley. 
Cuando para los hechos de que se trate no se ha- . 
 yan establecido reglas especiales, además de las dispo-
siciones generales de la primera parte de este libro 
que les fueren aplicables, se observarán en su tramita-
ciou las reglas siguientes (1): 
en territorio extranjero cuando lo requiera la urgencia del negocio ó 
deban justificarse los hechos ó practicares las diligencias en el lugar 
ó territorio do su respectiva juriedicción. Como la competencia de éstos 
es excepcional, previene el art. 2110, en eu segundo párrafo, que dic-
ten auto consignando la circunstancia que concurre de las indicadas 
en el mismo artículo, que les faculte para conocer del negocio. Por 
consiguiente, ésta deberá ser la primera resolución que dicte el juez 
municipal 6 el cónsul luego que se le dé cuenta del escrito, y si se 
considera facultado para conocer por concurrir alguna de dichas cir 
cunstaucias, en el mismo auto acordará la práctica de las diligencias 
que se soliciten, si las estima procedentes. La ley supone, en todo 
caso, la competencia de loe jueces de primers instancia para conocer 
de estos asuntos, y no lee impone la obligación de dictar dicho auto 
declarándose competentes, cuando á ellos se acude directamente, como 
puede hacerse, prescindiendo del juez municipal. Respecto de éste, 
véase además la regla 7.a del art. 2111. 
(1) De acuerdo con lo prevenido en el art. 18 del decreto-ley antes 
citado sobre unificación de fueros, se dictan en el presente las reglas 
que han de observarse para la tramitación de los expedientes de ju-
risdicción voluntaria en asuntos de comercio, de que no se hace men-
ción especial en los títulos siguientes; y por si resultare alguna defi-
ciencia en dichas reglas, se ordena que se suplan con las disposicio-
nes generales de la primers parte de este libro, que son las contenidas 
en los arts. 1811 al 1824, en cuanto les fueren aplicables. De dichas 
disposiciones generales, las más importantes se repiten en las reglas 
de este articulo, como veremos al examinarlas. Será también aplica 
ble á estos caeos lo que se ordena en loa arte. 1812 y 1823, sobre que 
todos los días y horas son hábiles para estas actuaciones, y que no 
sou acumulables á ningún juicio de jurisdicción contenciosa. Loe ac-
tos de que se hace mención especial, se regirán por las reglas que 
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l.a Cuando hubiere terceras personas á quienes 
las actuaciones puedan perjudicar, deberán ser citadas 
para que, si quieren, concurran á su práctica, sin per-
juicio de que tambien pueda acudir á las mismas todo 
aquel que entienda le interesa el asunto que se ventile. 
El Juez rechazará de plano toda pretension dedu-
cida por quien notoriamente no tenga interés en el 
negocio (1). 
2.3 En los casos en que las diligencias puedan afec-
tar á los intereses públicos 6 á personas que, presentes 
6 ausentes, gocen de una especial proteccion de las le-
yes, 6 sean ignoradas, se citará á los Promotores fisca-
les en las cabezas de partido y á los fiscales municipa-
les en los demás pueblos (2). 
3.a Los escribanos de actuaciones en los Juzgados 
de primera instancia, y los secretarios en los munici-
pales, darán f6 G certificarán del conocimiento de las 
para cada uno de ellos se establecen en el Código de Comercio y en 
la presente ley, completándolas con las de este art. 2111, que también 
les serán aplicables en cuanto sea necesario y no se opongan á lo que 
se ordena especialmente para cada caso particular. 
(1) Según esta regla, deben ser citadas, para que concurran, si 
quieren, â la práctica de las diligencias de que se trata, las personas 
á quienes éstas puedan perjudicar. Caso de haberlas, deberá desig-
narlas el actor en su escrito, y si no lo hace, el juez acordará la cita 
ción de aquellas que, á su juicio, se hallen en dicho caso. También 
puede concurrir, aunque no haya sido citado, todo aquel que entien-
da le interesa el asunto que se ventila, siempre que sea notorio su in-
terés: si no lo fuere, el juez rechazará de plano la pretensión. La cita-
ción se hará por el actuario por medio de cédula, en la forma que or-
dena el art. 272. 
(2) Los intereses y personas á que esta regla se refiere, son los 
designados también en el art. 1815: véase, por tanto, la nota de dicho 
artfculo en la pág. 270 de este tomo. Suprimidos los promotores fisca-
les, la citación que se manda hacer á éstos se entenderá con el fun-
cionario que tenga la representación del Ministerio fiscal en el juz 
gado de primera instancia, conforme al art. 58 de la ley adicional á 
la orgánica del Poder judicial de 1882. Téngase presente esta nove-
dad y entiéndase lo mismo en los demás casos en que la presente ley 
hace mención de los promotores fiscales. 
• 
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personas que reclamen la intervención de los respecti-
vos Jueces, y de los testigos de las informaciones que 
en su caso se practiquen. 
Cuando no los conocieren, procurarán comprobar 
su identidad por documentos 6 por personas que los 
conozcan. En caso de que faltaren medios de compro-
bación de su identidad, lo consignarán en las dili-
gencias (1). 
4.a La intervención de las terceras personas á quie-
nes se cite, la de los Promotores fiscales y de los Fis-
cales municipales en su caso, se limitará a adquirir el 
conocimiento de quiénes sean las personas que inter-
vienen eu las diligencias, y á su capacidad legal res-
pecto al carácter con que lo hacen. A este efecto se les 
entregarán las diligencias, últimadas que sean, antes 
de que recaiga providencia judicial dándolas por termi-
nadas, para que expongan lo que vieren convenirles. 
Cualquiera otra reclamación que hicieren, fuera de los 
casos relativos á la identidad y a la capacidad legal de 
las personas concurrentes, sólo dará lugar á que se les 
(1) Para evitar abusos, ordena esta regla que se identifiquen las 
personas, no solo de los testigos como en otros actas de jurisdicción 
voluntaria, sino también de los que reclaman la intervención del juez, 
6 sea de los que promueven estos expedientes. Para darle el debido 
cumplimiento, el escribano del juzgado de primera instancia, é quien 
haya correspondido el negocio, 6 el secretario del municipal en  on 
 caso, extenderá diligencia á continuación del escrito, y antes de dar 
cuenta al juez, dando fe 6 certificando del conocimiento de la peno 
nn que deduzca la pretensión. Si no la conoce, exigirá de ésta que 
presente doe testigos de conocimiento, coyas declaraciones consigna 
TA en la misma diligencia, 6 documentos que justifiquen eu identi-
tidad, de los que hará relación devolviéndolos al interesado; y â falta 
de estos medios para comprobar la identidad de la persona, lo con 
signará asf en la diligencia, firmándola con el interesado, y con loe 
testigos en su caso. Del mismo modo se identificará la persona de 
cada uno de los testigos de las informaciones que se practiquen, con 
signando en eu declaración la de los dos testigos de conocimiento, fir-
u.ando aquél y éstos la diligencia, con el juez y el actuario. 
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reserve su derecho, para que puedan ejercitarlo donde 
y como lo estimen conveniente (1). 
5.a Si las reclamaciones que hicieren los terceros, 
los Promotores fiscales ó los Fiscales municipales, ver- 
saren sobre faltas subsanables, el Juez decretará to que 
corresponda para completar en lo posible las diligencias. 
6.a El Juez, en vista de todo lo actuado, dictará 
(1) En estos expedientes debe darse audiencia it todos los que 
hubieren sido citados, conforme á las reglas 1.a y 2.a de este art. 2111, 
para la práctica de las diligencias solicitadas, luego que queden eje-
cutadas y antes de dictar el juez la providencia ó resolución que pon-
ga término al expediente. La misma audiencia ha de concederse A 
cualquiera otra tercera persona que, antes de dictarse dicha resolu• 
cion, acuda solicitándola por tener interés en el asunto que se venti-
la, aunque no haya sido citada; pretensión A que debe acceder el juez, 
it no ser que notoriamente no tenga interés en el asunto el que la de-
duzca, pues en este caso debe rechazarla de plano, como se previene 
en el párrafo 2. 0 de la regla 1.° La audiencia se concederá por un bre 
ve término, que fijará el juez según las circunstancias del caso, como 
se ordena en el art. 1813, entregándose el expediente para evacuarla, 
según se previene en la presente regla, modificando en este punto 
dicho artículo, que ordenaba se pusieran los autos de manifiesto en la 
escribanía. También será aplicable el art. 1814, que autoriza al juez 
para oir después al que haya promovido el expediente. 
Pero tengase presente que la intervención de las terceras personae, 
y del Ministerio fiscal en su caso, ha de limitarse á exponer y pedir lo 
que se les ofrezca sobre el conocimiento ó identidad de la persona ó 
personas que sean parte en el expediente, y sobre su capacidad legal 
respecto al carácter con que lo hacen, it fin de que se subsanen las 
deficiencias ó faltas que sean subsanables, como se previene en la re-
gla 5.a No pueden hacer ninguna otra reclamación, y menos oponerse 
al acto en su fondo, por creerlo improcedente ó por cualquier otro 
motivo; y si lo hicieren, el juez no puede dar lugar á tal oposición, ni 
hacerse por ello contencioso el expediente, sino que dictará en él la 
resolución que proceda para terminarlo, reservando su derecho A la 
parte ó partes que hubieren deducido tales reclamaciones para que 
puedan ejercitarlo donde y como estimen conveniente. Así lo ordena 
la presente regla 4.°, teniendo en consideración la urgencia y la ín-
dole especial de los actos de jurisdicción voluntaria en negocios de co 
mercio. 
TOMO VI Co: 
L 
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auto resolviendo lo que proceda, y mandará que las 
diligencias se archiven, dándose á los interesados testi-
monio de la parte que soliciten. 
7. 3 Cuando, eu virtud de lo establecido en el ar-
ticulo 2110 (2071 en la ley para Cuba y Puerto Rico), 
las diligencias se hayan practicado ante algun Juez 
municipal, instruidas que fueren en su parte más esen-
cial y urgente, dicho Juez las remitirá al de primera 
instancia, y éste las ultimará en la forma que proceda, 
ejecutando luego lo que se previene en la regla an-
terior (1). 
(1) En la regla 6.a del art. 18 del decreto ley de G de Diciembre 
de 1868 se prevenía que en vista de las actuaciones practicadas resol• 
riera el juez lo que estimase procedente, mandando protocolizarlas y 
que se diera de ellas testimonio á los interesados que lo solicitaren; y 
que cuando las diligencias se practicasen en los juzgados de paz, hoy 
municipales, después de dictada la resolución procedente y de dar á 
los interesados las certificaciones que pidieren, se remitieran al juz-
gado de primers instancia, quien mandaría protocolizarlas. Este pro-
cedimiento ha sido modificado por la regla 7.^ que estamos exami-
nando y por la que le precede. Según ellas, no han de protocolizarse 
las diligencias después de la resolución que las ultime, sino que han 
de archivarse en la escribanía donde hubieren radicado, dándose á 
los interesados testimonio del todo ó parte que soliciten. Y cuando 
conozca de ellas un juez municipal, en los casos en que puede hacerlo 
conforme al art. 2110, dicho juez ha de limitarse á practicar lo que 
sea más esencial y urgente, que lo serán aquellas diligencias que por 
la índole del caso no admitan dilación, 6 que deban practicarse en 
aquel lugar por la circunstancia de existir allí los medios de prueba, 
ó las mercancías 6 valores, 6 ser el lugar donde han ocurrido los he-
chos, como se previene en dicho artículo; y practicado lo que sea más 
esencial y urgente, el juez municinal debe remitir sin dilación el ex-
pediente original al de primera instancia del partido, el cual lo ulti• 
mará con las diligencias que sean necesarias para terminarlo, subsa 
nando en su caso las faltas que notare, y dictando, por ultimo, el auto 
que previene la regla 6.a, si fuere procedente dictar alguna resolu-
ción, mandando en todo caso que se archiven las diligencias en su 
juzgado, dándose á los interesados los testimonios que pidieren. 
De esta disposición de la regla 7.a pudiera deducirse que los jue 
ces municipales conocen en tales casos como delegados de los de pri 
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ART. 2112 (2073). Las apelaciones que interpon-
gan los que hayan promovido el expediente, se admi-
tirán en ámbos efectos: las que interpongan los demás 
que intervengan en el mismo, lo serán en uno solo. 
ART. 2113 (2074). Interpuesta una apelación y 
admitida que sea, se remitirán los autos, dentro de se-
gundo dia, prévio emplazamiento de los interesados 
por el término de ocho si fuere para ante el Juez de 
primera instancia, y de diez para ante la Audien-
cia (1). 
ART. 2114 (2075). En las apelaciones de las reso-
luciones dictadas por los Jueces municipales, recibidos 
los autos por el de primera instancia, si el apelante se 
personare ántes de trascurrir el término del emplaza-
miento, mandará el Juez convocar los interesados 
para que dentro de tercero dia comparezcan á su pre-
sencia, en cuyo acto los oirá, extendiéndose de lo que 
expusieren, el acta correspondiente. Celebrada la com-
parecencia, el Juez, dentro del plazo de tres dias, dic-
tará la resolucion que corresponda. 
Las apelaciones ante las Audiencias se sustancia-
rán por los trámites establecidos para las de los inci-
dentes. 
ART. 2115 (2076). Si el apelante no se personare 
dentro del término del emplazamiento, se practicará lo 
mera instancia, y no es así: obran con jurisdicción propia, dentro de 
los límites que les señala el art. 2110, y así lo reconocen y confirman 
los artículos 2113 y 2114, al conceder contra las providencias que 
aquéllos dicten el recurso de apelación para ante el juez de primera 
instancia del partido, que es su superior jerárquico. 
(1) Esta disposición solo puede ser aplicable á los casos en qne 
la apelación haya sido admitida en ambos efectos, porque sólo en 
ellos se remiten los autos al tribunal superior. Cuando, conforme al 
art. 2112, sea admitida en un sólo efecto, deberá practicarse lo que 
previenen loe artículos 391, 392, 393 y 841, si bien el término del em-
plazamiento para comparecer ante el tribunal superior á mejorar la 
apelación creemos debe ser el que se fija en el presente articulo, y no 
el de quince dias que en aquéllos se concede. 
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ordenado en los artículos 840 y siguientes (839 y si-
guientes en la ley para Cuba y Puerto Rico) (1). 
ART. 2116 (20771. Contra las resolucioneé dicta-
das en segunda instancia no habrá recurso alguno, 
quedando á salvo el derecho de los interesados, para 
que lo ejerciten en el juicio que corresponda segun la 
cuantía (2). 
ART. 2117 (2078). Los reconocimientos y avalúos 
se practicarán por peritos que tengan el título corres- 
(1) Los arts. 840 y siguientes hasta el 854, á que se refiere el ac-
tual, contienen las disposiciones generales para la segunda instancia. 
Conforme á dicho articulo y al que estamos examinando, si el apelan-
te no se presentare en forma ante el tribunal superior dentro del tér-
mino del emplazamiento, que según el art. 2113 es el de ocho días 
para ante el juez de primera instancia, y el de diez para ante la Au 
diencia, eel que transcurra el término respectivo ha de declararse de 
sierto el recurso, sin necesidad de acusar la rebeldía, y de derecho 
queda firme la sentencia 6 auto apelado, sin ulterior recurso, practi-
cándose lo que ordena el art. 842. Presentándose en tiempo y forma 
el apelante, la apelación ante la Audiencia del territorio se sustanciará 
por loe trámites establecidos para las de los incidentes en los artículos 
987 y siguientes, y cuando corresponda conocer de ella al juez de pri-
mera instancia, por los establecidos en el art. 2114. Las demás diapo 
siciones generales antes citadas, relativas á la segunda instancia, son 
 aplicables también á estos procedimientos en eue casos respectivos. 
(2) En virtud de esta disposición, es inaplicable ti los actos de ju-
risdicción voluntaria en asuntos de comercio la regla general del ar-
ticulo 1822, qua concede el recurso de casación contra las sentencias 
que dicten lea Audiencias. En los de comercio, no se concede recurso 
alguno contra las resoluciones dictadas en segunda instancia; pero se 
deja A salvo el derecho de los interesados, para que puedan ejercitarlo 
en el juicio que corresponda según la cuantía. Este juicio ser a, el ordi-
nario declarativo de mayor 6 de menor cuantía, 6 verbal, según la 
cuantía del asunto, fuera de los casos, determinados expresamente en 
la ley, en que ha de ventilarse la cuestión por loe trámites estableci-
doe para los incidentes en loe artículos 749 y siguiente.. Tampoco 
tiene aplicación A estos asuntos la disposición general del art. 1817: 
aunque se haga oposición, ban de ejecutarse en cada caso las diligen-
cias que ordena la ley, y después de practicadas, podrAn los interesa-
dos hacer usu de eu derecho en el juicio declarativo que corresponds. 
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pondiente, siempre que los haya en el lugar donde se 
instruyan las actuaciones, y en su defecto por prác-
ticos. 
Exceptúase el caso en que el interesado á cuya 
instancia se practiquen los reconocimientos ó avalúos, 
pida que, á su costa, se hagan precisamente por peri-
tos con título. 
Siempre que por divergencia de dos peritos, fuere 
necesario un tercero para dirimir la discordia, la de-
signación de éste se hará por medio de sorteo, tenien-
do presente lo dispuesto en el art. 616 (615 en la ley 
de Cuba y  Puerto Rico (1). 
tl) Este art. 2117 es de aplicación general á todos los casos en que 
deba practicarse por peritos el reconocimiento 6 avalúo de géneros 6 
efectos de comercio en actos de jurisdicción voluntaria. Estos casos 
están determinados en los actos de que se hace mención especial en 
los títulos siguientes, como puede verse en los artículos 2124, 2133, 
2148, 2161 y otros. Allí se dice cuándo, por quién y en qué forma ha 
de hacerse el nombramiento de peritos, y aquí se determinan las I-ir -
cunatancias 6 cualidades que han de reunir en todo caso, previnién-
dose que han de tener el título correspondiente á la profesión 6 in 
dustria sobre que hayan de dar dictamen, siempre que los haya en el 
lugar donde se instruyan las actuaciones, y en su defecto que sean 
prácticos, á no ser que la parte interesada solicite que, á su costa, se 
haga la operación por peritos con título. Como complemento de este 
punto, puede verse el art. 616 y su comentario. Y se ordena además 
en el que estamos examinando, también como regla general, que 
cuando se haga por dos peritos el reconocimiento 6 avalúo, siempre 
que por divergencia entre ellos sea necesario un tercero para dirimir 
la discordia, se haga la designación cíe éste por medio de sorteo, te-
niendo presente lo dispuesto en el art. 616. Por consiguiente, luego 
que resulte la discordia, si están presentee los interesados, pues aquí 
no cabe citarlos A la comparecencia que previene el art. 614, el juez 
les invitará á que se pongan de acuerdo sobre el nombramiento de 
tercero, y si no lo verifican, y lo mismo cuando no estén presentee, 
el juez procederá Á insacular tres, por lo menos, de los que en la loca 
lidad paguen contribución industrial por la profesión 6 industria A 
que pertenezca la pericia, y se tendrá por nombrado el que designe la 
suerte.-Y si no hubiere dicho número, queda A la libre elección del 
juez el nombramiento de perito tercero, sin otra restricción que la de 
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ART. 2118 (2079). Cuando, segun lo dispuesto en 
el art. 2110 (2071 en la ley de Cuba y Puerto Rico, los 
Cónsules españoles actúen en cualquier acto de juris-
diccion voluntaria, procurarán ajustarse, en lo posible, 
ri las prescripciones de esta Ley. 
TÍTULO 1I. 
DEL DEPÓSITO 1' RECONOCIMIENTO DE EFECTOS MERCANTILES. 
ART. 2119 (2080). Si á consecuencia de lo dis-
puesto en los artículos 121, 122, 218, 222, 365, 674, 
745, 777, 781 y 988 del Código de Comercio (1), 6 
no poder nombrar, ni insacular en en caso, los peritos que con ante-
rioridad, 6 en el acto, hubieren sido recusados por alguna de las par-
tes, alegando causa legítima, como se previene en el art. 617. 
(1) Este Código de Comercio es el de 1829, que ha quedado dero-
rado por el de 1885. Las disposiciones que de aquél se citan en el pre-
sente articulo, han sido sustituidas por las de los articulo. 248, 332, 
367, 369, 625, 657, 6118, 716 y 844 del nuevo Código. Todas se refieren 
A casos en que, para salvar responsabilidades, es necesario depositar 
judicialmente las mercancías 6 valores mercantiles, por no existir en 
la localidad persona autorizada para hacerse cargo de ellos, 6 negarse 
A recibirlos aquella A quien deben ser entregados. Pero no son taxati-
vos los casos A que dichos articules se refieren; se citan como ejem-
plo, puesto que se previene que se proceda del mismo modo en los 
demás casos análogos, esto es, cuando «por cualquiera otra causa aná-
loga hubiera de procederse al depósito de efectos mercantiles». Por 
consiguiente, siempre que el Código de Comercio ordene 6 autorice 
dicho depósito, la persona que deba promoverlo ha de solicitarlo por 
escrito del juez de primera instancia, y donde no lo haya, del juez 
municipal, 6 del cónsul espatiol, si es en pafs extranjero, cuando éstos 
puedan conocer, conforme al art. 2110, «expresando en relación el 
pormenor de los efectos cuyo depósito pida, y designando la persona 
que haya de ser el depositarios. Así lo previene el presente artículo; 
pero también será necesario expresar en el escrito la causa 6 motivo 
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por cualquiera otra causa análoga hubiera de proce- 
derse al depósito de efectos mercantiles, el que deb a 
promoverlo lo solicitará del Juez por escrito, expre- 
que dé lugar al depósito, citando el artículo dcl Código de Comercio 
vigente que lo autorice ó prevenga. 
Previene también el presente artículo que la designación de depo-
sitario habrá de recaer en un comerciante matriculado, y si  no lo hu-
biere en el pueblo, en un contribuyente que pague la cuota de contri-
bución que el juez estime suficiente garantfa, atendidos el valor del 
depósito y las condiciones de la localidad. En todo caso, si el juez es-
tima, según su prudente criterio, que el depositario designado por la 
parte actora, dadas las circunstancias de la persona y de sus bienes, 
no ofrece garantía suficiente para responder del depósito, está facul-
tado por la ley para hacer el nombramiento á favor de otra persona, 
prescindiendo de la designada, si bien ha de ser en comerciante ma-
triculado, y en su defecto, en un contribuyente. Podrá suceder que la 
parte actora no pueda hacer la designación de depositario por carecer 
de relaciones y conocimientos en la localidad: en tal caso podrá dejar 
el nombramiento de depositario á elección del juez, el cual lo verifi-
cará con sujeción á lo que queda expuesto. 
Presentada la instancia con los requisitos indicados, é identifica-
da la persona del actor en la forma que previene la regla 3.a del ar-
tículo 2111, como ha de hacerse en todos loe asuntos de esta clase, 
sin dilación dará cuenta el actuario y el juez acordará que se lleve é 
efecto el depósito solicitado, si lo estima procedente conforme al Có-
digo de Comercio, teniendo por nombrado el depositario designado, ó 
nombrándolo en su caso, mandando se le haga saber para su acepta-
ción y juramento. En la misma providencia deberá acordar, en su 
caso, la citación de las terceras personas á quienes puedan perjudicar 
las actuaciones, si existen en la localidad, ó la del Ministerio fiscal en 
representación de loe ausentes ó ignorados, conforme á las reglas l.a 
y 2.4 del artículo antes citado, y lo demás que esté prevenido cuando 
se trate de algún caso especial, como el de reconocimiento pericial de 
la nave, â que se refiere el articulo siguiente 2120. Todas estas dili-
gencias se practicarán en la forma procedente, y se llevará á efecto el 
depósito de las mercancías conforme á lo prevenido en loe artículos 
2121 y 2122 de esta ley. 
Cuando conozca de estos asuntos el juez municipal ó el cónsul, no 
se olvide del primer auto que debe dictar declarándose competente, 
consignando la circunstancia que concurra y le faculte para conocer 
del negocio, como se previene en el art. 2110. 
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sando en relacion el pormenor de los efectos cuyo de-
pósito pida, y  designando la persona que haya de ser 
el depositarlo, cuya desiguacion habrá de recaer en 
comerciante matriculado, si lo hubiere en la plaza, y 
en su defecto en un contribuyente que pague la cuota 
de contribucion que el Juez conceptúe suficiente ga-
rantía, atendidos el valor del depósito y las condicio-
nes de la localidad. 
En todo caso quedará á la discrecion del Juez apre-
ciar las garantías que ofreciere el depositario designa-
do por quien promueva el depósito; y si estimare que 
debe recaer en otro el nombramiento, lo hará con su-
jecion á las disposiciones de este artículo. 
ART. 2120 (2081). Si el depósito se pide por efec-
to de la contingencia prevista en el art. 777 del citado 
Código, el que lo inste solicitará tambien el reconoci-
miento pericial de la nave, y ofrecerá informacion 
acerca de que no se encuentra otra para fletarla en los 
puertos que estén á 160 kilómetros de distancia. 
Este extremo podrá justificarse tambien por medio 
de documentos (1). 
(1) La referencia que se hace en este artículo, al 777 del Código de 
Comercio de 18 .29, debe entenderse hoy al 657 del nuevo Código de 
1885, que sustancialmente dispone lo mismo. Ordénase en él que, si 
durante el viaje quedare el buque inservible, está obligado el capitán 
A fletar é su costa otro en buenas condiciones, que reciba la carga y 
la portee á su destino, debiendo buscarlo, no sólo en el puerto de arri-
bada, sino en los inmediatos hasta la distancia de 150 kilómetros. En 
este punto queda modificado el articulo de la ley que estamos exami-
nando, por el cual se fijó esa distancia en 160 kilómetros, próxima 
mente, las 30 leguas que determinó el Código antiguo. Si el capitán, 
t pesar de su diligencia, y la de  ion cargadores en an caso, no encon-
trare hoque para el flete, debe depositar judicialmente la carga á dis-
posición de lus cargadores, dándoles cuenta de lo ocurrido. En tales 
casos, al solicitar el capitán de la autoridad judicial del puerto de 
arribada, ó del chnaul español si arribase á puerto extranjero, el depó 
sito del cargamento, debe pedir á la vez el reconocimiento pericial de 
la nave, para acreditar que está inservible y no puede continuar el 
viaje, y ofrecer información acerca de que no se encuentra otra para 
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ART. 2121 (2082). El actuario extenderá diligen-
cia de la constitucion del depósito, comprensiva del 
número y estado de los efectos depositados; y en el 
caso de que exista alguna diferencia con la relacion 
de los mismos, hecha en el escrito en que se haya pe-
dido, expresará en qué consista. 
ART. 2122 (2083). Si el actuario 6 el depositario 
no estuvieren conformes con la cantidad 6 con la cali-
dad de los efectos enumerados por el que pidió el de-
pósito, y éste no se allanare á la rectificacion, en el 
caso de diferencia en la cantidad el actuario hará ún 
recuento minucioso de los efectos á presencia del de-
positante y del depositario; y si la diferencia consis-
tiere en la calidad, el Juez nombrará un perito que los 
clasifique, extendiéndose de todo el acta correspon-
diente. 
Este perito deberá sortearse de entre los corredo-
res colegiados, si los hubiere, ó en su defecto, de entre 
los comerciantes matriculados en la clase a que per-
tenezcan los efectos, y no será recusable. 
ART. 2123 (2084). Si ocurriere lo previsto en el 
artfculo anterior, el Juez proveerá interinamente á _ la 
fletada en aquel puerto ni en loe que están á 150 kilómetros de die-
taneia. Este extremo podrá justificarse con testigos, 6 por medio de 
documentos, que podrán ser certificaciones libradas por las autorida-
des de Marina de dichos puertos. El reconocimiento pericial de la 
nave se practicará por dos peritos, nombrado el uno por el capitán al 
deducir su pretensión, y el otro por el Ministerio fiscal en representa-
ción de los cargadores ausentes, ó por éstos si están presentes ; como 
para casos análogos se previene en el art. 2148 y en otros de esta ley. 
No vemos inconveniente en que el capitán deje á elección del jaez el 
nombramiento de perito. En todo caso, y también para el nombra . 
miento de perito tercero si  Mere necesario, se observará lo dispuesto 
en el art. 2117. Practicado el reconocimiento del buque y recibida la 
información, el juez acordará el depósito de las mercancías, si resat. 
tan justificados los hechos en que se funde, y se llevará á efecto en la 
forma prevenida en loe artículos que signen, como se ha dicho en la 
nota anterior. 
TONO VI 	 67 
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custodia y conservacion de los efectos que hayan de 
ser depositados (1). 
ART. 2124 (2085). Cuando proceda que el Juez 
mande vender alguno de los efectos depositados para 
cubrir los gastos del recibo y conservacion de los 
mismos, esta venta se hará en subasta pública, prévia 
tasacion de un perito nombrado por el dueto de aqué-
llos, si se presentare, 6 por el Ministerio fiscal, si se 
hallare ausente, y otro por el Juez, anunciándose la su-
basta, con plazo de ocho á quince dias, por edictos que 
(1) En este artículo y en los dos Que le preceden se ordena el pro-
cedimiento que ha de emplearse para realizar el depósito de efectos 
mercantiles en todos loe casos en que el Código de Comercio lo pre-
viene 6 autoriza, y el juez lo acuerda, y para resolver los incidentes 
que en él puedan ocurrir. Según dichos artículos, corresponde la eje. 
cución al actuario, el cual extenderá diligencia de la constitución del 
depósito, que firmará con el depositante y depositario, haciendo en 
ella expresión del námero y estado de los efectos depositados, y si 
resultan conformes en cantidad y calidad con la relación hecha en el 
escrito en que se haya pedido el depósito. Si resulta diferencia, y el 
depositante no se allana á la rectificación, cuando aquélla consista en 
la cantidad de los géneros ó efectos, el actuario debe hacer un recuen-
to minucioso de ellos á presencia del depositante y depositario, y sin 
más trámites éste se liará cargo del depósito, dándose por terminado 
el acto. Y si la diferencia consiste en la calidad de los géneros, exten-
dida y firmada el acta en que se haga constar, el actuario dará cuenta 
sin dilación al juez, el cual nombrará un solo perito para que los cla-
sifique, cuya clasificación servirá para hacer la entrega al depositario, 
extendiéndose también de todo la correspondiente acta. Pero téngase 
presente, que el juez no es árbitro para la elección de dicho perito: 
ha de sortearlo de entre los corredores de comercio colegiados, si loe 
hubiere en la localidad, y en su defecto, de entre los comerciantes ma-
triculados en la clase á que pertenezcan los efectos; y si tampoco los 
hubiere, nombrará un práctico, conforme al art. 2117. Estos peritos 
Lo son recusables. Mientras se practican dichas diligencias, el juez 
proveerá interinamente á la custodia y conservación de los efectos 
que hayan de ser depositados, lo que podrá verificar mandando al de-
positario ya elegido que se encargue de ellos, sin peijuicio del reeul- 
lado de la calificación, 6 disponiendo lo que crea más conveniente á 
dicho fin, según las circunstancias del caso. 
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se fijarán en los estrados del Juzgado, y podrán inser-
tarse en el Boletín oficial de la provincia y periódicos 
de la localidad (1), á prudente arbitrio del Juez, segun 
el valor de dichos efectos. 
Si presente el dueño de éstos, se conformare con 
que el Juez nombre un solo perito, así se hará. Si op-
tare por nombrarlo, y su perito no estuviere conforme 
con el nombrado por el Juez, el tercero será designado 
por la suerte (2). 
ART. 2125 (2086). Si en la subasta no hubiere 
postor, 6 las posturas hecht no cubrieren las dos ter-
ceras partes de la tasacion, se hará una segunda su-
basta, y la tercera .si fuese necesario, dentro de otro 
término igual, con rebaja del 20 por 100 en cada uua 
de la cantidad que hubiere servido de tipo para la an-
terior (3). 
(1) En el art. 2085 de la ley para Cuba y Puerto Rico, respecto de 
la publicación de los edictos se dice: ay podrán insertarse en el Bole-
tín oficial de la provincia, donde lo hubiere, O en la Gaceta del Go- 
bierno general.» En todo lo demás concuerda literalmente con el 2124 
de la ley de la Península, que estamos examinando. 
(2) El nombramiento de peritos y el sorteo para la designación 
del tercero, caso de discordia, se harán conforme á lo prevenido en 
el art. 2117. Véase la nota de dicho artículo. El que estamos exami-
nando es aplicable á todos los casos en que sea necesario vender al-
guno de los efectos depositados para cubrir los gastos del depósito y 
conservación de los mismos. El procedimiento que para ello se esta-
blece es tan claro y sencillo, que no necesita de explicación alguna. 
Téngase presente que para el nombramiento de perito y demás actos 
de la venta ha de darse intervención, como es natural, al duefio de 
los efectos que han de venderse, si está presente, 6 se hubiere perso-
nado en el expediente por sí 6 por medio de apoderado, 6 á su  con-
signatario, si lo tuviere, pero si se hallare ausente, aunque se sepa su 
paradero, han de entenderse las diligencias con el Ministerio fiscal en 
representación del mismo, por la urgencia de las actuaciones de esta 
clase. 
(3) El tipo para la subasta será el valor dado por los peritos á las 
mercancías 6 efectos de comercio, y se admitirán las posturas que co-
bran las dos terceras partes de la tasación. Si en la primera subasta 
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ART. 2126 (2087). En el caso de las dudas y con-
testaciones á que se refiere el art. 218 del Código, los 
interesados, si no se avinieren en el nombramiento de 
peritos, acudirán al Juez para que los designe. Hecho 
esto, los peritos prestarán su declaracion, y si no estu-
vieren conformes, el Juez sorteará un tercero. 
Si los interesados, á pesar del reconocimiento peri-
cial, no quedaren conformes en sus diferencias, se pro-
cederá al depósito ordenado en dicho artículo (1). 
no hubiere postura admisible, se hará una segunda con rebaja del 20 
por 100 de la tasación; y si tampoco hubiere postura que cubra las 
doe terceras partes de este tipo, se anunciará la tercera con rebaja 
de otro 20 por 100 de la cantidad que sirvió de tipo para la anterior. 
Si tampoco hubiere postor en la tercera subasta que cubra las dos 
terceras partes del tipo de la misma, podrá pedir el acreedor, pera 
cuyo pago se haga la venta, que se le adjudiquen los efectos por las 
dos terceras partes del precio que hubiere servido de tipo para la úl-
tima subasta, ó que se celebre otra subasta sin sujeción á tipo, todo 
conforme á lo prevenido para la vía de apremio del juicio ejecutivo 
en los artículos 1504 y siguientes, que por analogía habrán de apli-
carse á este caso. Creemos también, por la misma razón de analogía, 
que cuando el acreedor no quiera someterse á las dilaciones y even-
tualidades de la segunda y posteriores subastas, luego que se celebre 
la primera sin postura admisible, podrá pedir que se le adjudiquen 
loe efectos por las doe terceras partes de su avalúo. 
(I) El art. 367 del nuevo Código de Comercio de 1886 dispone 
sustancialmente lo mismo que el 218 del antiguo, á que el presente se 
refiere. Ordénase en él, que csi ocurriesen dudas y contestaciones en-
tre el consiguatario y el porteador sobre el estado en que se hallen 
los efectos transportados al tiempo de hacerse al primero su entrega, 
serán éstos reconocidos por peritos nombrados por las partes, y un 
tercero en caso de discordia, designado por la autoridad judicial, ha 
ciándose constar por escrito las resultas; y si los interesados no se 
conformaren con el dictamen pericial, y no transigieren sus diferen-
cias, se procederá por dicha autoridad al depósito de las mercaderías 
en almacén seguro, y usarán de eu derecho como correspondiere» . 
 En armonía con esta disposición ha de aplicarse el artículo de la ley 
que estamos examinando, y para ello será preciso hacer en él alguna 
modificación. No corresponde al juez, sino á los interesados, el nom 
bramiento de peritos. Ya sea el consignatario, ya el porteador, quien 
DEPÓSITO Y RE `ONOCJMIENTO DE EFECTOS M RCANT1LES 533 
ART. 2127 (2088). Cuando proceda hacer constar 
el estado, calidad 6 cantidad de los géneros recibidos, 
6 de los bultos que los contengan, conforme á lo dis-
puesto en los artículos 219, 362 y párrafo segundo 
del 370 del Código, y demás casos análogos, el intere-
sado acudirá al Juez en solicitud de que ordene se ex-
tienda diligencia expresiva de aquellas circunstancias, 
y si fuere necesario nombre perito que reconozca los 
géneros 6 bultos. 
Si los interesados convinieren en nombrar cada 
uno un perito, lo solicitarán así, sorteándose, caso de 
discordia, un perito tercero (1). 
acuda al juzgado para el reconocimiento de las mercaderías por falta 
de avenencia entre ellos, en el mismo escrito hará el nombramiento 
(le perito por su parte. El juez acordará el reconocimiento y tendrá 
por nombrado el perito, mandando se haga saber A la otra parte, que 
en el acto de la notificación, ó dentro del mismo día por la urgencia 
del caso, nombre otro, bajo apercibimiento de tenerle por conforme 
con el designado por la otra parte. Cuando sean dos los peritos, si hu-
biere divergencia entre ellos, el juez acordará en el acto que se pro-
ceda á la elección del tercero, por medio de sorteo, si hubiere número 
suficiente para realizarlo, en la forma que previene el art. 2117 y he-
mos explicado en su nota, y si no hubiere dicho número, hará por el 
mismo el nombramiento del tercero. Así que los peritos llagan el re-
conocimiento y presten su declaración sobre el estado en que se ha-
llen los efectos transportados, acordará el juez que se dé conocimiento 
á los interesados, admitiéndoles respuesta en el acto de la notifica-
ción, si la dieren, sobre si están ó no conformes con el dictamen pe-
ricial. Si alguno de ellos no lo estuviere, ni manifestaren haber tran-
sigido sus diferencias, acordará el juez el depósito de las mercaderías 
en almacén seguro, nombrando depositario que reuna las circunstan-
cial cue previene el art. 2119, y ordenando á las partes que usen de 
so derecho como corresponda, que será en el juicio declarativo co-
rrespondiente á la cuantía. El depósito se llevará á efecto en la forma 
ordinaria, teniendo presente lo que disponen los artículos 2121 y si-
guiente. 
(1) Los artículos 219, 362 y párrafo 2.0 del 370 del Código de Co 
rcercio de 18.29, que aquí se citan, están reproducidos respectivamente 
i'n loeartfculos 366, 327 y párrafo 4. 0 del 336 del nuevo Código de 1885. 
El primero de ellos se refiere al caso en que el que recibe mercaderías 
TITULO 11I. 
DEL EMBARGO Y DEPÓSITO  PROVISIONALES DEL VALOR DE 
UNA LETRA DE CAMBIO. 
ART. 2128 (2089). En los casos en que, de acuer-
do con lo dispuesto en los artículos 496 y 507 del 06-
digo de Comercio, proceda el embargo ó depósito pro- 
tenga que reclamar contra el porteador de las mismas, por daño 6 ave-
ria que se encontrase en ellas al abrir los bultos, sin señal exterior 
que lo diera á conocer, previniendo que esta reclamación ha de ha-
cerse dentro de las veinticuatro horas siguientes al recibo, y que no 
será admisible transcurrido este plazo, 6 pagados los portes. En el se-
gundo, 6 sea el 327, se previene, que cuando la venta de géneros se 
haga sobre muestras 6 determinada calidad conocida en el comercio, 
si el comprador se negase á recibirlos . por no ser conformes á lo con-
tratado, se nombrarán peritos por ambas partes, que decidirán si loe 
géneros son 0 no de recibo. 1 el art. 336, después de declarar que tel 
comprador tiene el derecho de repetir contra el vendedor por defecto 
en la cantidad 6 calidad de las merca derias recibidas enfardadas ó em-
baladas, siempre que ejercite su acción dentro de los cuatro días si-
guientes al de su recibo, y no proceda la avería de caso fortuito, vicio 
propio de la cosa, 6 fraudev, previene en su párrafo 4. 0 lo siguiente: 
aEl vendedor podrá evitar esta reclamación exigiendo, en el acto de 
la entrega, que se haga el reconocimiento, en cuanto á cantidad y cali-
dad, á contento del compradora En todos estos casos y en los demás 
análogos, en que sea necesario el reconocimiento de los géneros de co-
mercio para hacer constar su estado, calidad 6 cantidad, por no estar 
conformes los interesados, ni poder arreglar extrajudicialmente sus 
diferencias, se empleará el procedimiento que se ordena en el presente 
articulo. 
El que tenga interés en promover el asunto acudirá por escrito al 
juez de primera instancia, 6 al municipal eu el caso del art. 2110, solici-
tando que se practique el reconocimiento de los géneros, extendién-
dose diligencia expresiva de su estado, calidad 6 cantidad. Si es nece 
saria la intervención de peritos, como lo será en casi todos los casos, 
para apreciar si son 6 no de recibo los géneros, en el mismo escrito 
liar.t el actor el nombramiento de perito por su parte. El juez acordará 
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visional del valor de una letra de cambio, el que lo so-
licite lo pedirá al Juez por escrito (1). 
el reconocimiento, teniendo por nombrado el perito y mandando A la 
otra parte que nombre otro por la suya, bajo el apercibimiento indicado 
en la nota anterior. Si ambas partes se conformaren en que el juez haga 
el nombramiento de peritos, deberá accederá ello; pero si no hubiere 
esta conformidad, ese nombramiento corresponde A los interesados, 
como se ordena expresamente en el art. 327 antes citado del nuevo 
Código. En el caso de discordia, debe hacerse por sorteo la designa-
ción del perito tercero, conforme á lo prevenido en el art. 2117 de esta 
ley, 6 por el juez, si no hubiere ndinero suficiente para el sorteo. La 
diligencia de reconocimiento se hará por el actuario con asistencia de 
los peritos. Extendido el dictamen de éstos, se darán por terminadas 
las diligencias de jurisdicción voluntaria, dándose testimonio de ellas 
A la parte que lo pida, la cual podrá hacer uso de su derecho en el  jai 
-cio declarativo que corresponda A la cuantía. 
(1) La cita, que aquí se hace, de los artículos 49G y 507 del Código 
de Comercio de 1829, debe entenderse hoy con referencia á los ar-
tículos 491 y 498 del nuevo Código de 1885, que sustancialmente dis-
ponen lo mismo que aquéllos. Según el primero de éstos, «el pago de 
una letra vencida hecho al portador, se presumirá válido, A no haber 
precedido embargo de su valor por auto judicial». Y se ordena en 
el segundo, que «el que hubiere perdido una letra, aceptada 6 no, y el 
que tuviere en su poder una primera aceptada A disposición de la se-
gunda, y carezca de otro ejemplar para solicitar el pago, podrá reque-
rir al pagador para que deposite el importe de la letra en el estable. 
cimiento público destinado á este objeto, 6 en persona de mutua con-
fianza, 6 designada por el juez ó tribunal en caso de discordia; y si el 
obligado al pago se negare al depósito, se hará constar la resistencia 
por medio de protesto igual al procedente por falta de pago, y con 
este documento conservará el reclamante sus derechos contra loe que 
sean responsables á las resultas de la letra». Dedúcese de esta dispo-
sición, que el requerimiento para el depósito del importe de la letra 
podrá hacerse por medio de notario, lo mismo que el protesto por 
falta de pago, y también por medio de la autoridad judicial, A la que 
es preciso acudir para que designe la persona 6 establecimiento en que 
haya de hacerse el depósito cuando sobre este punto estén discordes 
loe interesados. Tanto en este caso, como en loe demás en que proceda 
el embargo 6 depósito provisional del valor de una letra de cambio, 
el interesado debe pedirlo por escrito, sin necesidad de procurador ni 
de letrado, como acto de jurisdicción voluntaria, al juez de primera 
686 	 LIB. M-2.` PARTE-TIT. III 
ART. 2129 (2090). El Juez en vista de la solicitud 
mandará requerir á quien proceda para que deposite 
el valor de la letra. Este depósito, no habiendo confor-
midad entre los interesados, se' hará en el estableci-
miento público destinado al efecto; y si esto no pudie-
re tener lugar, en un comerciante matriculado de re-
conocida responsabilidad, 6 en su defecto, en persona 
que tenga esta última circunstancia. 
ART. 2130 (2091). Verificado el embargo 6 depó-
sito, el Juez fijará al que lo haya solicitado un término 
prudencial, para que presente la segunda letra de cam-
bio, 6 pida en el juicio correspondiente el embargo de-
finitivo de su valor, apercibido de que, trascurrido 
dicho término sin haberlo verificado, se alzará el em-
bargo 6 depósito provisional. 
Este plazo se fijará teniendo en cuenta la distancia 
y facilidad de comunicaciones que exista con. la 
 plaza 
6 punto donde se haya expedido la letra, y será pro-
rogable por justa causa, á juicio del Juez (1). 
instancia del lugar en que haya de pagarse la letra, por analogía con 
lo que se dispone en la regla 12 del art. 63 para loe embargos preven-
tivos. Para ello se empleará el procedimiento ordenado en el presente 
art. 2128 y en loe dos siguientes: es tan sencillo y está expuesto en 
ella con tanta claridad, que bastará atenerse al texto de la ley, sin 
nits explicaciones. 
(1) Para que pueda otorgarse la prórroga, además de alegar causa 
justa, á juicio del juez, será preciso pedirla antes de vencer el término, 
conforme á lo establecido como regla general en el art. 306. 
TITULO IV. 
DE LA CALIFICACION DE LAS AVERÍAS, Y DE LA LIQUIDACION 
DE LA GRUESA Y CONTRIBUCION Á LA MISMA (4). 
ART. 2131 (2092). Cuando fuere necesario hacer 
la justificacion mencionada en el art. 945 del Código 
de las pérdidas y gastos que constituyan la avería co-
mun ó gruesa, el capitan del buque, dentro del plazo 
de veinticuatro horas de haber llegado al puerto de 
descarga, marcado el art. 670 de dicho Código, pre-
sentará al Juez el escrito de protesta, haciendo breve-
mente relaçion de todo lo ocurrido en el viaje con re-
ferencia al diario de navegacion, y solicitará licencia 
para abrir las escotillas, designando al efecto el perito 
que por su parte haya de asistir al acto. 
A dicho escrito acompañará las diligencias de pro- 
(1) El Código de Comercio de 1829, en el tit. 4.0 de su libro 3.o, 
trató cde los riesgos y dafios del comercio marítimo», dividiéndolo en 
tree secciones: la 1.a, de las averías; la 2.a, de las arribadas forzosas, 
y la 3?, de los naufragios. El de 1885 trata de la misma materia tam-
bién en el tít. 4.°  de su libro 8. 0, adicionando una sección sobre los 
abordajes, que son también accidentes del comercio marítimo, y un ti-
tulo 5.e, en el que se trata exclusivamente de la justificación y liquida-
ción de las averías. Para aplicar con acierto los procedimientos que se 
establecen en el presente título, será preciso consultar las disposicio-
nes indicadas del nuevo Código de Comercio, pues si bien en 61 se 
conservan las dos clases de averías que reconoció el antiguo, que son 
las simples ó particulares y las gruesas ó comunes, se dan reglas más 
circunstanciadas para su clasificación y liquidación, y para la contri• 
bución á las mismas, supliendo deficiencias y modificando algunas 
disposiciones del antiguo Código. En las notas de los artículos del 
presente Malo indicaremos las modificaciones que afectan al proce-
dimiento. 
TOMO VI 	 es 
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testa que en otro puerto de arribada se hubieren ins- 
truido á su instancia, y el diario de navegacion (1). 
(1) Las disposiciones del Código de Comercio de 1829, que se citan 
en este artículo, están reproducidas sustancialmente en el de 1885, de 
las que nos haremos cargo como base del procedimiento que aquí se 
establece. Según el art. 84G del nuevo Código, «los interesados en la 
justificación y liquidación de las averías podrán convenirse y obligar-
se mutuamente, en cualquier tiempo, acerca de la responsabilidad, li-
quidación y pago de ellas». Luego sólo en el caso de no mediar dicho 
convenio, será necesario hacer la justificación de las pérdidas y gas 
toe que constituyan la avería común 6 gruesa nor el procedimiento 
judicial que se establece en el presente articulo, en armonía con lo 
que disponen el 624 y el 846 ya citados del Código de Comercio vi-
gente. 
Según dicho art. 624, «el capitán que hubiere corrido temporal, 6 
considerase haber sufrido la carga dalo ó avería, hará sobre ello pro 
testa ante la autoridad competente, en el primer puerto donde arribe, 
dentro de las veinticyatro horas siguientes á au llegada, y la ratificará 
dentro del mismo término luego que llegue al punto de su destino, 
procediendo en seguida á la justificación de los hechos, sin poder abrir 
las escotillas hasta haberla verificado). Nótese que son dos 6 más, en 
eu caso, las diligencias de protesta cuya instrucción debe solicitar el 
capitán del buque, dentro de las veinticuatro horas siguientes á so 
llegada al puerto de arribada ó de destino, para justificar las averías, 
ante la autoridad competente, que lo sera el juez de primera instan-
cia, y en su defecto, el juez municipal, y en el extranjero el cónsul 
eapanol, y si no lo hubiere, la autoridad loca: la una en el primer 
puerto donde arribe, haciendo brevemente relación de todo lo ocu-
rrido en el viaje con referencia al libro de navegación, y ofreciendo 
justificación de loa hechos que estime conveniente, solicitando que se 
le entregue el expediente original para presentarlo á la autoridad del 
puerto de en destino; y la otra 6 la última, ante la misma autoridad 
del puerto de su destino 6 descarga. A esta última justificación pa 
rece referirse el artículo de la ley que estamos examinando, si bien 
dando por supuesta la anterior 6 anteriores, puesto que previene que 
el capitán acompañara A su escrito las diligencias de protesta que en 
otro puerto de arribada se hubieren instruido á en instancia, y el dia-
rio de navegación. También se previene en el art. 846 ya citado del 
Código vigente, que la justificación de la avería se verifique en el 
puerto de descarga, 6 en el de arribada cuando allí se hagan las re-
paraciones 6 se venda la carga, porque entonces en aquel puerto s^ 
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ART. 2132 (2093). Presentado el escrito á que se 
refiere el artículo anterior, el Juez, si posible fuere en 
el mismo dia, con citation y audiencia de todos los in - 
teresados presentes ó de sus consignatarios, recibirá 
declaracion á los tripulantes y pasajeros, en el núme-
ro que estime conveniente, acerca de los hechos con-
signados por el capitan, y practicada la information 
dará licencia para abrir las escotillas (1). 
da por terminado el viaje, aunque siempre que sea posible ha de prac-
ticarse en el puerto de destino. Dicha justificación se solicitará por el 
capitán y se practicará del modo que se ordena en el presente ar-
ticulo y en el siguiente 2132. 
En el caso de naufragio del buque, si se hubiese salvado el capi-
tán, solo 6 con parte de la tripulación, debe presentarse á la antori• 
dad más inmediata haciendo relación jurada de los hechos, y practi-
cadas las diligencias que para su comprobación previene el art. 624 del 
Código, y en la forma que ordenan los arts. 2173 y 2174 de esta ley, 
se entregará el expediente original al capitán para que lo presente 
al juez del puerto de su destino, donde habrá de hacerse la liquida-
ción de la avería. 
(1) La premura con que deben instruirse estas diligencias para que 
llenen su objeto, no permite dilaciones, y por esto se ordena, que en 
el mismo día en que por el capitán se presente el escrito para la jus -
tificación de la avería y que se le conceda licencia para abrir las esco-
tillas, y si no fuere posible en el mismo día, en el siguiente (para es-
tas diligencias todos los días son hábiles), el juez recibirá la informa 
ci6n con citación y audiencia de todos loa interesados presentes 6 de sus 
consignatarios; entendiéndose por interesados los que lo sean en el 
buque 6 en la carga. Por consiguiente, no deben ser citados los que no 
se hallen en el lugar donde se instruyan las diligencias, ni tengan en 
él consignatarios; pero, aunque aquí no se previene, creemos que, en 
representación de los ausentes, si los hubiere, deberá ser citado el 
Ministerio fiscal, conforme á la regla 2.a del art. 2111, para los efectos 
que se determinan en la regla 4.a del mismo, y por analogía con lo que 
se ordena en los artículos 2148 y 2170 de esta ley. La información se 
practicará recibiendo declaración jurada á los tripulantes y pasajeros, 
en el número que el juez estime suficiente, acerca de los hechos con 
signados por el capitán, y si resultan comprobados, el juez dictará 
auto dando licencia al capitán para abrir las escotillas, teniendo por 
nombrado el perito designado por éste para dicho acto, y mandando 
á los cargadores y consignatarios que se hallen en la localidad, y en 
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Este acto se llevará á efecto en la forma prevenida 
en el art. 2171 (2132 en la ley de Cuba y  Puerto Rico).  
ART. 2133 (2094). Abiertas las escotillas y hecho 
constar el estado del cargamento, para que pueda pro-
cederse á la calificacion, reconocimiento y liquidacion 
de las averías y su importe, el Juez mandará requerir 
al capitan de la nave y á los interesados 6 sus consig-
natarios, para que en el término de veinticuatro horas 
nombren peritos, bajo apercibimiento de que si no lo 
hicieren serán nombrados de oficio. 
El capitan nombrará un perito por cada clase de 
géneros que haya de reconocerse; otro, todos los inte-
resados 6 consignatarios, y el Juez sorteará un tercero, 
caso de discordia f;1). 
ART. 2134 (2095). Nombrados los peritos, 6 de-
signados de oficio, segun proceda, aceptarán y jurarán 
el desempeño del cargo, en la forma prevenida en el 
art. 947 del Código (2), y el Juez les señalará un tér-
mino breve para presentar su informe (3). 
   
   
   
     
     
au defecto al Ministerio fiscal (art. 2170), que en el acto de la notifi-
cación nombren otro por la suya, bajo apercibimiento de nombrarlo 
de oficio. El acto de abrir las escotillas se llevará á efecto en la forma 
que previene el art. 2171, extendiéndose la correspondiente acta, que 
firmarán todos los concurrentes, haciendo constar en ella el estado 
del cargamento. 
(1) Deberá dictarse de oficio, y sin dilación, la providencia para 
el nombramiento de peritos, que ordena este articulo. El sorteo del 
perito tercero, en su caso, se hará conforme á lo prevenido en el 
art. 2117. 
(2) El art. 947 del Código de Comercio antiguo, que aquf se cita, 
dice: cLoe peritos aceptarán el nombramiento y prestarán juramento 
de desempeñar fiel y legalmente su encargo.) Este articulo, como de 
mero procedimiento, ha sido suprimido en el nuevo Código: pero 
debe considerarse en vigor por virtud de la referencia que á él se 
hace en el presente. 
(3) Este término será prorrogable, conforme al art. 306, á no ser 
que el juez lo hubiere fijado con el carácter de improrrogable. Si los 
peritos no dieran au informe dentro del término señalado, y de la 
prórroga eh eu caso, el juez, de oficio, debe apremiarles para que lo 
cumplan, como se ordena en el art. 2141. 
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ART. 2135 (2096). Los peritos harán la califica-
cion de las averías, enumerando con la precision po-
sible: 
1.0 Las simples 6 particulares. 
2.° Las gruesas 6 comunes (1). 
ART. 2136 (2097). Presentado que fuere por los 
peritos el informe, se pondrá de manifiesto en la escri-
banía por el término de tres dias, dentro del que los 
interesados podrán consignar, por medio de compare-
cencia ante el actuario, la razon que tengan para no 
prestarle su conformidad. 
ART. 2137 (2098). Si alguno no estuviere confor-
me con el dietámen de los peritos, el Juez, al siguiente 
dia de trascurrido el término fijado en el artículo an-
terior, convocará á los interesados para el inmediato á 
una 'comparecencia. En este acto les recibirá por vía 
de instruccion las justificaciones que hicieren, exten-
diéndose de todo el acta correspondiente. 
ART. 2138 (2099). Dentro de segundo dia, el Juez 
dictará auto acordando la resolucion que proceda (2). 
Este auto será apelable en un solo efecto. 
(1) En el art. 806 del Código de Comercio de 1885 se determinan 
los gastos, daños y perjuicios, tanto en el buque como en el carga-
mento, que han de considerarse como averías; en el 809, los que 
constituyen las averías simples 6 particulares, yen el 811, loe que son 
averías ¢ruecas 6 comunes. Por consiguiente, loe peritos deberán 
ajustarle á dichas disposiciones, y á las demás del mismo Código que 
eon ellas se relacionan, para hacer la calificación de las averías, que se 
les ordena en el presente artículo. 
(2) La resolución de este auto tendrá que ser, 6 aprobando la ca-
lificación de las averías, hecha por los peritos conforme al art. 2135, 
6 acordando se hagan en ella las rectificaciones que sean proceden-
tee, en vista de lo expuesto y justificado por los interesados en la 
comparecencia que previene el 2137. Pero ese auto sólo se dictará 
cuando se celebre dicha comparecencia por no haber estado conforme 
alguno de los interesados con el dictamen de los peritos sobre la 
calificación de las averías: cuando no haya oposición 6 medie la con. 
formidad expresa 6 tácita de todos, bastará una providencia mandan-
do proceder á la cuenta y liquidación de las averías gruesas 6 coma• 
nes, en la forma que ordena el artículo siguiente. 
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ART. '2139 (2100). Cuando todos los interesados 
hubieren prestado su conformidad al informe pericial 
sobre la liquidacion (1) de la averfa, 6 se hubiere dic-
tado el auto mencionado en el artículo precedente, el 
Juez ordenará que los mismos peritos hagan, dentro 
del término que les fije, la cuenta y liquidacion de las 
averías gruesas 6 comunes (2). 
(1) Notoriamente hay aquí una errata que ha pasado desapercibi-
da: en vez de liquidación, debe decir calificación. La conformidad de 
los interesados, 6 el auto, á que este artículo se refiere, habrán re-
caído sobre la calificación de las averías, de que tratan los artículos 
auteriores: no puede ser todavía sobre la liquidación , porque ésta ha 
de hacerse después conforme á este mismo articulo y á los siguientes. 
(2) De la liquidación de las averías gruesas, trata la sección 2.a del 
tít. 5. 0, libro 3.0 del Código de Comercio de 1885, y en los 18 artícu-
los que contiene (del 851 al 868) se dan reglas circunstanciadas para 
todo lo que se refiere al arreglo, liquidación y distribución de dichas 
averías. Preciso será, por tanto, sujetarse A esas disposiciones, que 
deberán consultarse para proceder con acierto en esta materia. En 
cuanto al procedimiento, previénese en el art. 851, que A instancia 
del capitán se procederá privadamente, mediante el acuerdo de todos 
los interesados, al arreglo, liquidación y distribución de las averías 
gruesas ó comunes, A cuyo fin loe convocará dentro de las cuaren-
ta y ocho hora. siguientes A 'la llegada del buque al puerto, para que 
acuerden si dichas operaciones han de hacerse por peritos y liquids-
dores nombrados por ellos mismos. Si hubiese conformidad entre los 
interesados, se llevará á efecto lo que acuerden, y no siendo posible 
is avenencia, se procederá judicialmente, acudiendo para ello el capi-
tán al juez competente, que lo será el del puerto de destino 6 descar-
ta, y si fuere en pals extranjero, el cónsul español, y no habiéndolo, 
la autoridad local. Cuando el capitán no convoque á los interesados 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes A eu llegada, ó no 
habiendo acuerdo entre ellos, si no acude sin dilación A la autoridad 
competente, el naviero ó los cargadores podrán reclamar la liquida-
ción judicial de la avería, sin perjuicio de la responsabilidad de aquél, 
como se declara en el art. 852 del mismo Código. 
Combinando estas disposiciones y las demás del nuevo Código 
con el procedimiento que aquí se establece, resulta que sólo podrá te 
ner aplicación el ordenado en este artículo, cuando se haya hecho ju-
dicialmente la calificación de las avería.. En este caso, aprobada di 
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ART. 2140 (2101). Para hacer esta cuenta, los pe-
ritos formarán cuatro estados: 
1.0 De los daïros y gastos que consideren averías 
comunes, 6 masa de averías. 
2. 0 De las cosas sujetas á la contribucion de las 
averías comunes, 6 masa imponible. 
3.e Del repartimiento de la masa de averías entre 
las cosas sujetas á contribucion. 
4.0 De contribuciones efectivas y reembolsos efec-
tivos (1). 
ART. 2141 (2102). Tanto en el caso del artículo 
anterior como en el del 2134 (2095 en la ley de Cuba 
cha calificación por los interesados 6 por auto del juez, debe éste 
mandar, sin necesidad de nueva instancia, que los mismos peritos 
que la hubieren practicado, hagan, dentro del término que fijará se-
e n las circunstancias del caso, la cuenta y liquidación de las averías 
gruesas 6 comunes. Pero cuando se haya hecho extrajudicialmente la 
calificación por convenio entre los interesados, para lo cual les auto-
riza el párrafo 1. 0 del art. 846 del nuevo Código, y por no mediar ese 
convenio para la liquidación, se vea el capitán en la necesidad de 
acudir para ello á la autoridad judicial, y lo mismo cuando lo verifi-
que dentro de las cuarenta y ocho horas de su llegada, conforme al 
art. 851 ya citado, entonces en el mismo escrito hará el nombramien• 
to de perito por su parte, y teniéndolo el juez por nombrado, mandará 
á los demás interesados que dentro de veinticuatro horas nombren 
otro por la suya, bajo apercibimiento de nombrarlo de oficio, como 
se previene en el art. 2133 de la ley, y se deduce del 863 del nuevo 
Código. En cuanto á la representación de los ausentes, véase el ar-
tículo 847 del mismo Código. No se confundan estas actuaciones con 
las qne debe instar el capitán, dentro de las veinticuatro horas si-
guientes á su llegada, en el primer puerto donde arribe, para hacer la 
protesta de avería y poder abrir las escotillas, conforme al art. 624 
de dicho Código, expuestas en la nota del art. 2131 de esta ley. 
(1) Estos cuatro estados deberán ajustarse á lo que ordenan los ar-
tículos 853 y siguientes del Código de Comercio de 1885, y  especial-
mente el 854, que contiene las reglas á que ha de sujetarse la evalua-
ción de los objetos que hayan de contribuir á la avería gruesa y la de 
los que constituyen la avería, y el 858, en el que se dan las relativas 
á la liquidación de dicha avería y la distribución ó repartición de  su 
 importe entre los valores llamados A costearla. 
644 	 ras. tu—'l ` PARTE—TIT. rv 
y Puerto Rico, si los peritos no desempeñaren su co-
metido dentro del término que se les haya fijado, el 
Juez de oficio deberá apremiarles para que lo cum-
plan. 
ART. 2142 (2103). Así que los peritos hayan pre-
sentado los cuatro estados a que se refiere el art. 2140 
(2101 en la ley de Cuba y Puerto Rico), se pondrán és-
tos de manifiesto en la escribanía por el término de 
seis dias, para los efectos expresados en los artículos 
2136 y siguientes (2097 y siguientes de dicha ley).  
ART. 2143 (2104). Si todos los interesados estu-
vieren conformes, el Juez aprobará el repartimiento. 
En el caso de haberse verificado la comparecencia or-
denada en el art. 2137 (2098 en la ley de Cuba y Puer-
to Rico), el Juez, dentro de tres dias, dictará auto apro-
bando el repartimiento en la forma en que lo hayan 
presentado los peritos, 6 con las modificaciones que 
estime justas. 
• Este auto será apelable en ámbos efectos (1). 
ART. 2144 (2105). Cuando el capitan del buque no 
(1) El procedimiento que se establece en este auticalo y el ante-
rior para aprobar la liquidación, cuenta y repartimiento de la avería 
gruesa, está de acuerdo con lo que ordenaba el art. 961 del Código de 
Comercio antiguo, reproducido en el 865 del nuevo. Según éste, ael 
repartimiento de la avería gruesa no tendrá fuerza ejecutiva hasta 
que haya recaído la conformidad, 6, en su defecto, la aprobación del 
juez 6 tribunal, previo examen de la liquidación y audiencia instruc 
tiva de los interesados presentes 6 de sus representantes». Todos estos 
requisitos se llenan con el procedimiento establecido. Para que los 
interesados examinen la liquidación, se les ponen de manifiesto en la 
escribanía por seis días los cuatro estados formados por los peritcs 
que la contienen. El que no esté conforme, puede consignar en el ex-
pediente, dentro de dicho término, las razones que para ello tenga, por 
medio de comparecencia ante el actuario. En este caso, el juez ha de 
convocar sin dilación á los interesados á una comparecencia para que 
expongan ante él lo que crean oportuno, y les reciba por vía de ins-
trucción las justificaciones que presentaren. Y concedida esta audien-
cia, dentro de tres días el juez dictará auto resolviendo lo que estime 
procedente, cuyo auto es apelable en ambos efectos. 
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cumpliere con el deber que le impone el art. 962 del 
 
Código de hacer efectivo el repartimiento, los dueños 
 
de las cosas averiadas podrán acudir al Juez para que 
 
le obligue á ello (1).  
ART. 2145 (2106). En el caso de que los dueños 
 
de las cosas averiadas formulen la pretension mencio-
nada en el articulo precedente, el Juez mandará re-
querir al capitan para que en el breve término que al 
 
efecto le señale, haga efectivo el repartimiento, aper-
cibiéndole que será responsable de su morosidad 6 ne-
gligencia (2 ).  
(1) El art. 962 del Código de Comercio antiguo, que aquí se cita,  
está reproducido en el 866 del nuevo, el cual dispone que aprobada la 
 
liquidación de la avería gruesa por conformidad de 108 interesados ó 
 
por el juez, «corresponderá al capitán hacer efectivo el importe del 
 
repartimiento, y será responsable á los dueños de las cosas averiadas 
 
de loe perjuicios que por su morosidad 6 negligencia se les sigan». 
 
A esa obligación impuesta al capitán de hacer efectivo el importe del 
 
repartimiento se refiere el presente articulo, declarando que loe due-
ños de las cosas averiadas podrán acudir al juez para que le obligue  
á ello, en la forma que se ordena en el articulo siguiente. No podrán 
 
deducir esta pretensión mientras no tenga fuerza ejecutiva el reparti-
miento, y la tendrá luego que sea firme el auto aprobando la liquida• 
 
ción y reparto hecho por loe peritos, ya por conformidad de loe inte-
resados, 6 bien por estimarlo procedente en el caso de oposición. 
 
(2) Si loe dueños de las cosas averiadas deducen la pretensión á 
que este artículo se refiere, luego que sea firme el auto aprobando la  
liquidación y repartimiento de la avería gruesa, debe mandar el juez  
se requiera al capitán, que es el responsable del pago, según el articu  
lo 866 del Código de Comercio vigente, para que en el breve término 
 
que al efecto le señale, haga efectivo el repartimiento, apercibiéndole 
 
que será responsable de su morosidad ó negligencia. Impone la ley 
 
esa obligación al capitán, dándole â la vez medios para realizar loe 
 
fondue, como veremos en el artículo siguiente: si no la cumple, podrá  
obligársele á ello, procediendo al embargo y venta de sus bienes por  
la via de apremio, en cuanto al pago de las cantidades líquidas que  
resulten del repartimiento, sin perjuicio del derecho de loe interesa-
dos para exigirle los perjuicios que por su morosidad 6 negligencia  
les haya causado, cuyo derecho podrán ejercitar en el juicio declara  
tivo que corresponda á la cuantía.  
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ART. 2146 (2107). Cuando los contribuyentes no 
satisfagan las cuotas respectivas dentro de tercero 
dia, si el capitan del buque, después de aprobado el 
repartimiento, usare del derecho que le concede el ar-
tículo 963 del Código, se procederá á su instancia al 
depósito y venta en pública subasta de los efectos sal-
vados que fueren necesarios para hacer efectivas dichas 
cuotas (1). 
Esta subasta tendrá lugar en la forma prescrita en 
los artículos 2124 y 2125 (2085 y 2086 en la ley de 
Cuba y Puerto Rico). 
TITULO V. 
DE LA DESCARGA, AB INDONO É INTERVENCION DE EFECTOS 
MERCANTILES, Y DE LA FIANZA DE CARGAMENTO. 
ART. 2147 (2108). Si obligado el capitan de una 
nave á arribar un puerto, creyere conveniente para 
la mejor conservacion de todo ó parte del cargamento, 
(I) El art. 963 del Código de Comercio antiguo, que aquí se cita, 
está reproducido en el 867 del nuevo. Ordénase en él que «si los con-
tribuyente+. (A la avería gruesa) dejasen de hacer efectivo el importe 
del repartimiento en el término de tercer día después de haber sido 
A ello requerido., se procederá, A solicitud del capitán, contra loa 
efectos salvados, hasta verificar el pago con su producto,. l'ara el 
cumplimiento de esta disposición se previene en el presente articulo, 
qua en tal caso se proceda, A instancia del capitán, al depósito y venta 
en pública subasta de los efectos salvados, que fueren necesarios para 
hacer efectivas las cuotas de los deudores, verificándose la subasta 
en la forma prescrita en loe artículos 2124 y 2125. De los efectos sal-
vados se venderán los que correspondan A cada contribuyente moroso 
y sean necesarios para cubrir en cuota y parte de costae. Si el capitán 
hubiese entregado bajo fianza A alguno de loe interesados los efectos 
salvados que le correspondan, como puede hacerlo según el art. 868 
del Código vigente, el apremio para el pago de la cuota so dirigirá 
contra la fianza. 
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proceder á su descarga y sucesiva carga, y no tuviere, 
6 no pudiere recibir el consentimiento de los cargado-
res, acudirá al Juez por escrito, 6 por comparecencia 
si fuere muy urgente el caso, para obtener la autori-
zacion requerida por el art. 775 del Código (1). 
(1) El art. 776 del Código de Comercio de 1829, que aquí se cita, 
ordenaba, que loe gastos que se ocasionen en descargar y volver á 
cargar las mercaderías en cualquier puerto de arribada, fuesen de 
cuenta de los cargadores, cuando se hubiese obrado por disposición 
suya, 6 con autorización del juzgado, y para obtener esta autorización 
se ordenó el procedimiento en el presente artículo y en los tres si-
guientes. Pero la disposición que exigía dicha autorización estaba en 
el art. 974 del mismo Código, según el cual, «sólo se procederá a la 
descarga en el puerto de arribada cuando sea de indispensable nece-
sidad hacerla para practicar las reparaciones que el buque necesite, 6 
para evitar daño y avería en el cargamento», añadiendo que en ambos 
casus debe preceder á la descarga la autorización del tribunal 6 auto-
ridad que conozca de los asuntos mercantiles,  y en puerto extranjero, 
la del cónsul español. A este segundo artículo se refiere el 2163 de la 
ley, y no alcanzamos la razón que se tendría para ocuparse doe veces 
en un mismo caso, repitiendo igual procedimiento, pues realmente el 
art. 776 del Código antiguo no hace más que declarar quién debe pa-
gar los gastos de la descarga en uno de los dos caeos que comprende 
el 914. Las disposiciones de estos dos artículos se han refundido en 
el 822 del nuevo Código de 1885, con redacción más adecuada y acla-
rondo las dudas que habían ocurrido en la práctica sobre el pago de 
los gastos, y á lo que en él se previene ha de ajustarse el procedi-
miento que aquí se establece. 
Ordénase en dicho artículo 822 del Código vigente, que «si para 
hacer reparaciones en el buque, 6 porque hubiere peligro de que la 
carga sufriera avería, fuese necesario proceder á la descarga, el capi-
tán deberá pedir al jaez 6 tribunal competente autorización para el 
alijo, y llevarlo á cabo con conocimiento del interesado 6 represen
-tante de la carga, si lo hubiere». Nótese que se faculta al capitán para 
pedir dicha autorización, cuando la crea necesaria por cualquiera de 
las doe causas indicadas, sin necesidad de contar con loe cargadores. 
Claro es que si éstos le hubieren autorizado para ello, no tiene nece-
sidad de acudir al juzgado; pero como será muy raro el caso en que loe 
cargadores 6 sus representantes se hallen en el lugar donde sea nece-
sario proceder á la descarga para reparar el buque 6 evitar averías en 
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ART. 2148 (2109). Para obtener dicha autoriza-
cion, el capitan pedirá que el cargamento sea recono-
cido por peritos; uno que desde luego designará, y otro 
que nombrará el Ministerio fiscal en representacion de 
los cargadores ausentes, sorteándose por el Juez el ter-
cero, en caso de discordia (1). 
ART. 2149 (2110). El Juez ordenará que se practi-
que el reconocimiento, y si del informe pericial apare-
ciere ser necesaria la descarga, lo acordará (2). 
ART. 2150 (2111). De todo lo actuado se dará tes-
timonio literal al capitan de la nave. 
ART. 2151 (2112). Cuando en los fletamentos á 
carga general, uno de los cargadores pretendiere des-
cargar su mercancfa y los demás quisieren hacer uso 
la carga, y son argentea estas operaciones, la ley faculta al capitán 
para que desde luego solicite la autorización judicial, y lo lleve á 
efecto, dando conocimiento al interesado 6 representante de la carga, 
si lo hubiere en la localidad. El procedimiento para solicitar y conce-
der dicha autorización, deberá ser el ordenado con toda claridad en 
el presente artículo y en loe tree siguientes de la ley, debiendo mani-
festar loe peritos si fue indispensable la arribada para reparar el bu-
que 6 para evitar avería en el cargamento, como previene el artícu-
lo 2163. 
Será juez competente para conocer de estos asuntos el de primera 
instancia del puerto de arribada, y no habiéndolo, el juez municipal, 
si concurren las circunstancias determinadas en el art. 2110, y en 
puerto extranjero, el cónsul español, si lo hubiere, y en 
 su defecto la 
autoridad local. Si se hace la descarga para reparar el buque, sería 
los gastos de cuenta del naviero, y en el otro caso, de cuenta de los 
dueños de las mercaderías en cuyo beneficio se hizo la operación; y 
si se verificase por ambas caneas, loe gastos se distribuirán proporcio 
nalmente entre el valor del buque y el del cargamento, como se de 
clara en el art. 822 antes citado y en el 683 del mismo Código. 
(1) El sorteo y nombramiento de perito tercero se hará conforme 
al art. 2117 y au nota. 
(2) En el mismo auto en que el juez autorice la descarga, deberá 
acordar que la custodia y conservación del cargamento desembarcado 
quede á cargo del capitán, el cual resoonderá de él, á no mediar 
fuerza mayor, como se previene en el art. 823 del Código vigente. 
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del derecho que les concede el art. 765 del Código (1), 
acudirán al Juez pidiendo hacerse cargo de los efectos 
que se pretendan descargar, y consignarán su impo rte 
al precio de factura. 
ART. 2152 (2113). Si la pretension á que se refiere 
el artículo anterior estuviere hecha dentro de las pres-
cripciones de la ley, el Juez accederá á ella, mandan-
do requerir al dueño de los efectos para que reciba la 
cantidad consignada. 
En el caso de que el dueño de los efectos no qui-
siera recibir su importe, se consignará á su disposicion 
en la forma establecida en el art. 2129 (2090 en la ley 
de Cuba y Puerto Rico), reservándole el derecho de que 
se crea asistido para que lo ejercite contra quien y 
como corresponda. 
ART. 2153 (2114). Para verificar la descarga por 
la arribada forzosa á que se refiere el art. 974 del C6-
digo (2), el capitan del buque solicitará que éste y el 
cargamento sean reconocidos por peritos, á fin de que 
(1) El art. 766 del Código de Comercio antiguo contenía dos par-
tee: en la primera, facultaba á cualquiera de los cargadores, en los fle-
tamentos á carga general, para descargar las mercaderías cargadas, 
pagando medio fíete, el gasto de desestivar y reestivar, y cualquiera 
daño que se originase por eu culpa 4 loe demás cargadores; y en la 
segunda, concedía á éstos el derecho de oponerse á dicha descarga, 
haciéndose cargo de los efectos que se pretendiera descargar, y abo-
nando eu importe al precio de la factura de consignación. A este de-
recho de los demás cargadores se refiere únicamente el artículo que 
estamos examinando, ordenándose en él y en el siguiente el procedi-
miento para ejereitarlo como acto de jurisdicción voluntaria. Pero en 
el nuevo Código, hoy vigente, si bien en su art. 686 se reproduce casi 
literalmente la primera parte del 766 del antiguo, aparece suprimida la 
segunda; y por consiguiente, no teniendo hoy los demás cargadores 
el derecho de oponerse á la descarga en el caso antedicho, quedan sin 
a plicación loe artículos 2151 y 2162 de la presente ley, puesto que, 
según el Código vigente, no puede ocurrir el caso á que se refieren. 
(2) Este art. 974 del Código de Comercio antiguo, y el 776  que le 
sirve de complemento, están refundidos en el 822 del Código nuevo 
como se ha dicho en la nota del art. 2147. Véase dicha nota. 
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manifiesten si fué indispensable hacer dicha arribada 
para practicar las reparaciones que el buque necesita-
ra, ó para evitar dafo y avería en el cargamento. 
El nombramiento de estos peritos, se hará en la 
forma prevenida en el art. 2148 (2109 en la ley de Cuba 
y Puerto Rico). 
ART. 2154 (2115). Opinando los peritos por la des-
carga, el Juez acordará que se afectúe, proveyendo lo 
necesario para la conservacion del cargamento. 
ART. 2155 (2116). En el caso de que el capitan 
del buque haga la declaracion de avería á que se refie-
re el art. 976 del Código, reconocidos que sean los gt -
neros por peritos segun lo prescrito en el 977, si éstos 
opinaren, en interés del cargador que no estuviere pre-
sente, que deben ser vendidos, la venta se verificará 
en la forma prescrita en el título siguiente (1). 
ART. 2156 (2117). En el caso de abandono para 
(1) Los artículos 976 y 977 del Código de Comercio antiguo, que 
se citan en el presente artículo, están reproducidos sustancialmente 
en el 824 del nuevo Código. Ya se ha dicho (arta. 2131 y 2147, y ens 
notas) qne con autorización judicial puede el capitán abrir las escoti-
llas y hacer la descarga del buque en el puerto de arribada, cuando 
hubiese peligro de que la carga haya sufrido avería. Para este caso 
se ordena en dicho art. 824, que «en apareciere averiado todo el car 
}cemento 6 parte de él, 6 hubiere peligro inminente de qne se averia-
se, podrá el capitán pedir al juez 6 tribunal competente, 6 al cónsul, 
en su caso, la venta del todo 6 parte de aquel, y el que de esto delis 
conocer, autorizarla, previo reconocimiento y declaración de peritos, 
anuncio. y demás formalidades del caso, y anotación en el libro, con- 
forme se previene en el art. 624., el cual previene qne se ponga testi 
monio de lo que resulte del expediente en el libro de navegación y eu 
el del piloto. A ese mismo caso se refiere el artículo que estamos exa 
minando, y segfn él, cuando, por no estar presente el cargador ni te 
ner representante en el puerto de arribada, el capitán solicite la venta 
del todo 6 parte del cargamento averiado, el juez debe acordar el re 
conocimiento por peritos, que serán nombrados conforme á lo preve 
nido en el art. 2148, y si estos opinaren qne, en interés del cargador, 
deben ser vendidos loe géneros, el juez acordará la venta, y la llevara 
A efecto en la forma prescrita en las reglas 3.s y 7.' del art. 2161. 
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pago de fletes, a que se refiere el art. 790 del Código, 
si el fletante no estuviere conforme, los cargadores so-
licitarán del Juez que se proceda, con intervencion de 
aquél, al peso 6 medicion de las vasijas que contengan 
los líquidos que se trate de abandonar (1). 
ART. 2157 (2118). Acordado el peso 6 medicion 
por el Juez, si resultare que las vasijas han perdido 
más de la mitad de su contenido (2), mandará que se 
le entreguen al fletante. 
ART. 2158 (2119). Para autorizar la intervencion 
mencionada en el art. 794 del Código, el capitan del 
buque podrá solicitarla por escrito, y el Juez la acor-
dará de la manera que produzca el menor vejámen 
posible (3). 
(1) La disposición del art. 790 del Código de Comercio antiguo 
está reproducida con algunas modificaciones en el 687 del nuevo. Se-
gún Bate, dos fletadores y cargadores no podrán hacer, para el paga 
del flete y demás gastos, abandono de las mercaderías averiadas por 
vicio propio 6 caso fortuito. Procederá, sin embargo, el abandono si 
el cargamento consistiere en líquidos y se hubiesen derramado, no 
quedando en los envases sino una cuarta parte de su contenidos. A 
este caso se refieren el presente artículo y el siguiente, ordenándose 
en ellos con claridad el procedimiento para obligar al capitán 6 fle-
tante á que reciba en pago loe líquidos abandonados. El peso 6 medi-
ción de éstos se hará por peritos nombrados, uno por cada parte, y un 
tercero, caso de discordia, conforme al art. 2117. 
(2) Esto era conforme al art. 790 del Código antiguo; pero en el 
687 del nuevo se ha modificado esta disposición, como puede verse 
en la nota anterior, no permitiendo el abandono de loe líquidos, en 
pago de los fletes y demás gastos, sino cuando sólo queden en loe en-
vases una cuarta parte, 6 menos, de su contenido. En este sentido ha 
de entenderse modificado el presente artículo, de suerte que el juez 
sólo podrá mandar que se entreguen al fletante las vasijas con loe lí-
quidos que resten, cuando del peso 6 medición resulte que han per-
dido las tres cuartas partes, 6 más, de su contenido. 
(3) Et art. 794 del Código de Comercio antiguo está modificado por 
el 665 del nuevo. Se declara en éste, que el cargamento está especial 
mente afecto al pago de loa fletes, gastos y avería gruesa; pero quo no 
será lícito al capitán dilatar la descarga por recelo de que deje de 
cumplirse esta obligación. Y se añade: «Si existiere motivo de deacon- 
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ART. 2159 (2120). Cuando proceda la fianza del 
valor del cargamento, á tenor de lo dispuesto en el 
art. 805 del Código (1), el capitan lo solicitará del 
Juez, acompañando á su escrito la documentacion de 
la que resulte dicho valor. 
ART. 2160 (2121). El Juez, en vista del escrito y 
documentos presentados, acordará si procede ó no la 
fianza, y caso afirmativo, la fijará en la cantidad y en 
la calidad que reclame el capitan del buque. 
Si fuere en metálico, se depositará inmediatamente 
en la forma acordada en el art. 2129 (2090 en la ley 
 para Cuba y  Puerto Rico. 
fianza, el juez 6 tribunal, á instancia del capitán, podrá acordar el de-
pósito de las mercaderías hasta que sea completamente reintegrado.» 
A esta disposición se refiere el presente articulo; pero téngase pre-
sente que hoy no puede el juez acordar la intervención á que se refiere, 
y que prevenía el Código antiguo, sino el depósito de las mercaderías, 
que en lugar de aquélla autoriza el nuevo Código. Este depósito se 
solicitará y llevará á efecto en la forma que ordena como regla gene-
ral el art. 2119. 
(1) Este art. 806 del Código de Comercio antiguo, está refundido 
sustancialmente en el 713 del Código vigente. Según éste, «si an-
tes de hacer la entrega del cargamento se exigiere al capitán nuevo 
conocimiento, alegando que la no presentación de los anteriores con-
siste en haberse extraviado ó en alguna otra causa justa, tendrá obli-
gación de darlo, siempre que se le atlante á su satisfacción el valor 
del cargamento; pero sin variar la consignación», y con los demás re -
quisitos que se determinan en dicho articulo. A este caso se refieren 
el presente y el siguiente 2160, ordenándose en ellos con claridad 
el procedimiento que ha de emplearse á instancia del capitán para 
que, en en caso, preste el cargador dicha fianza, quedando relevado 
aquél, si no la presta, cíe la obligación de dar nuevo conocimiento. 
TITULO VI 
DE LA ENAJENACIÓN Y APODERAMIENTO DE EFECTOS 
COMERCIALES EN CASOS URGENTES, 
Y DE LA RECOMPOSICIÓN DE NAVES 
• 
ART. 2161 (2122). En los casos previstos en los 
artículos 151, 593, 608, 614, 644, 653, 798, 825, 978,  
979, 985, 990 y 991 del Código (1), se observarán las 
reglas siguientes: 
Primera. Siempre que, con arreglo á lo dispuesto 
eu los artículos 151, 978 y 979 del Código (2), haya 
(1) Loe trece artículos que aquí se citan pertenecen al Código de 
Comercio de 1829, y como á ellos se refieren las once reglas que con-
tiene el presente articulo, estableciendo el procedimiento para cada 
uno de loe casos que en aquéllos se determinan, al examinar estas 
reglas nos haremos cargo de sus concordancias con el Código vigente 
de 1885, y de lo que conforme A éste ha de practicarse en cada caso. 
(2) El art. 151 del Código de Comercio antiguo está reproducido 
casi literalmente en el 269 del nuevo, que dice asf: (Si ocurriere en 
loe efectos encargados á un comisionista alguna alteración que hiciere 
urgente su venta para salvar la parte posible de su valor, y fuere tal 
la premura,que no hubiere tiempo paradar aviso al comitente y aguar-
dar sus órdenes, acudirá el comisionista al juez 6 tribunal competente, 
que autorizará la venta con las solemnidades y precauciones que esti-
me más beneficiosas para el comitente., Y loe artículos 978 y 979 de 
aquél, concuerdan sustancialmente con el 824 de éste, del que ya nos 
hemos hecho cargo copiándolo en la nota del art. 2166. En los casos 
á que dichos artículos se refieren, y siempre que sea necesaria la ven-
ta de géneros averiados que no puedan conservarse, 6 cuya alteración 
haga urgente la enajenación, y no sea posible recibir órdenes del car-
gador ó dueño, el comisionista á cuyo cargo se hallen 6 el capitán del 
buque que los conduzca, deben acudir á la autoridad judicial del puer-
to, siendo en España, y en el extranjero al consul español, y si no lo 
hubiere, á la autoridad local, solicitando la venta en la forma que es 
ordena en esta regla y en las siguientes. 
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que proceder a la venta de efectos que se hubieren 
averiado, 6 cuya alteracion haga urgente su enajena-
()ion, el comisionista a cuyo cargo se hallen, 6 el capi-
tan del buque que los conduzca, la solicitará del Juez, 
expresando el número y clase de los efectos que ha-
yan de venderse. Se acompañará en su caso un estado 
firmado por el capitan del buque, que demuestre las 
existencias que haya en caja, y se ofrecerá informa-
cion acerca^ ^de las gestiones que haya hecho para ha-
llar quin le prestara á la gruesa la cantidad necesa-
ria, y su ningun resultado (1). 
Segunda. Presentada la solicitud, sin perjuicio de 
que en su caso se practique la informacion mencionada 
en la regla anterior, el Juez nombrará en el acto pe-
rito que reconozca los géneros en aquel mismo dia, 6 
á más tardar en el siguiente (2). 
Tercera. Acreditado por la declaracion pericial el 
estado de los géneros, si resultare ser necesaria la 
venta, practicada que haya sido en su caso la infor-
macion, el Juez dictará auto ordenando su tasacion y 
venta en pública subasta, adoptando las medidas que 
sean conducentes para darle la mayor publicidad po-
sible, teniendo para ello en cuenta, no sólo el valor de 
   
    
    
 
(1) El art. 611 del Código de Comercio vigente autoriza al capitán 
para vender judicialmente la cantidad de carga que baste á cubrir la 
suma absolutamente indispensable para reparar el buque y habilitarle 
para seguir su viaje, cuando no pueda hacerse con fondos para ello 
por medio de préstamo á la gruesa, 6 por cualquiera otro de loe me-
dios expresados en dicho articulo. A este caso, como al de la venta de 
parte de los efectos averiados para &tender á la conservación de loe 
restantes, á que se refiere el art. 978 del Código antiguo, parece rete 
rirse la última parte de la regla 1.a, que estamos examinando, pues 
sólo en ellos será necesario que el capitán presente el estado y ofrez-
ca la información que en la misma se previene. 
(2) En este caso se deja al arbitrio judicial el nombramiento de 
un Bolo perito; pero deberá éste tener las condiciones que se determi-
nen como regla general en el art. 2117. 
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los efectos, sino tambien la mayor ó menor urgencia 
de la venta, segun su estado de conservacion (1). 
Cuarta. La venta de efectos procedentes de nau-
fragio se sujetará, segun los casos, á los trámites ex-
presados en las reglas anteriores. El Juez que haya 
mandado depositarlos, ordenará de oficio su venta 
cuando así proceda (2): 
Quinta. Cuando la cantidad producto de la venta 
no haya de tener aplicacion inmediata, se depositará 
en la forma prevenida en el art. 2129 (2090 en la ley 
de Cuba y  Puerto Rico) á disposicion de quien corres-
ponda, deducido el importe de toda clase de gastos. 
Sexta. Para acreditar la necesidad de vender una 
nave que en viaje se haya inutilizado para la navega-
cion, y no pueda ser rehabilitada para continuarlo, su 
capitan 6 maestre solicitará del Juez que sea recono-
cida por peritos. Al escrito en que lo pida acompañará 
el acta de visita 6 fondeo de la nave, á que se refiere 
el art. 648 del Código, y el diario de navegacion, para 
que el actuario extienda en los autos testimonio de él. 
(1) Cuando por el resultado de las diligencias el juez estime nece-
saria la venta, debe dictar auto mandando llevarla á efecto, previa 
tasación de los géneros por peritos, que por analogía habrán de nom - 
brarse conforme al art. 2148, y teniendo presente lo que ordena 
el 2117. 8e deja al arbitrio del juez el señalamiento del término para 
la subasta y los medios de publicidad de los edictos, teniendo en cuan - 
ta el valor de los efectos y la urgencia de la venta. 
(2) Los artículos 990 y 991 del Código de Comercio antiguo de-
terminaban los casos en que debían venderse los efectos procedentes 
de naufragio. Los mismos casos están comprendidos en el art. 846 del 
Código nuevo,'que dice aef: «Si en el buque no hubiere interesado en 
la carga one pueda satisfacer loe gastos y los fletes correspondientes 
al salvamento, el juez ó tribunal competente podrá acordar la venta 
de la parte necesaria para satisfacerlos con su importe. Lo mismo se 
ejecutará cuando fuese peligrosa su conservación, ó cuando en el tér-
mino de un año no se hubiese podido averiguar quiénes fueren sus 
 legítimos dueños. En ambos casos se procederá con la publicidad y 
formalidades determinadas en el art. 579, y el importe liquido de la 
venta se constituirá en depósito seguro, á juicio del juez ó tribunal, 
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El nombramiento de los peritos se hará en la for-
ma determinada en el art. 2148 (2109 en la ley de Cuba 
y Puerto Rico), y si de la declaracion pericial resulta-
ron acreditados ambos extremos, el Juez decretará la 
venta, con las formalidades establecidas en el art. 608 
de dicho Código. La cantidad que produzca la subasta, 
deducidos los gastos de toda clase, se depositará como 
eu el caso previsto eu la regla anterior (1). 
para entregarlo á eue legftimos duefioe.' Las formalidades que  deter-
mina el art. 579 del mismo Código son: la tasación de loe efectos, pre' 
vio inventario; la fijación de edictos anunciando la subasta en loe si-
tios de costumbre, insertándolos en los diarios del puerto donde se ve-
rifique el acto, si loe hubiere, y en loe demás que determine el tribu 
nxl, repitiéndolos de diez en diez días; que el plazo para la subasta no 
sea menor de veinte dies, y que ésta se verifique con las formalidades 
prescritas en el derecho común para las ventas judiciales. Esto morfi• 
tica la regla 4.a que estamos examinando, en la cual se previene que 
la venta se sujetará á loe trámites establecidos en las reglas anterio 
res. Sin embargo, cuando se verifique la venta por ser peligrosa ó im-
posible la conservación de loe efectos, de suerte que no sea posible 
emplear los largos trámites del art. 679 del Código, hará bien el juez 
en proceder como se previene en la regla 3.a Cuando los efectos sal-
vados del naufragio eaten constituidos en depósito judicial, puede el 
juez ordenar de oficio la venta, si la estima procedente, y no hay 
parte interesada que la solicite. 
(1) El art. 593 del Código de Comercio antiguo autorizaba al ca-
pitán para vender judicialmente la nave en el puerto de arribada, 
cuando en viaje se hubiere inutilizado para la navegación y no fuese 
posible rehabilitarla para continuarlo, estableciendo en el 608 las for• 
malidades para esa venta. De acuerdo con estas disposiciones se dictó 
la regla que estamos examinando, ordenando el procedimiento para 
justificar la necesidad de la venta y llevarla á efecto. El nuevo Código, 
en lus párrafos 3.e y 4.0 de su art. 578, concede al capitán la misma 
facultad, previniendo que éste debe acudir para ello al juez ó tribunal 
competente del puerto de arribada, si éste fuere español: y si fuere 
extranjero, al cónsul de Espafia, si lo hubiere, y no habiéndolo, al 
juez ó tribunal o A la autoridad local; que la autoridad competente 
ante quien acuda mandará proceder al reconocimiento del buque; y 
que si residieren en aquel punto el consignatario ó el asegurador, ó tu 
vieren allí representantes, deberán ser citados para que intervengan 
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Sétima. En todos los casos a que se refieren las re-
glas anteriores, cuando en la primera subasta no haya 
postor, 6 las posturas hechas no cubran las dos terce-
ras partes de la tasacion, se anunciará por igual térmi-
no una segunda 6 sucesivas subastas con el 20 por 100 
de rebaja en cada una. 
Octava. Cuando una nave necesite reparacion, y 
alguno de los partícipes no consienta en que se haga, 
6 no provea de los fondos necesarios para ello, el que 
la conceptúe indispensable acudirá al Juez pidiendo 
que se reconozca la nave por peritos. 
Reconocida ésta por los que nombren el reclamante 
y su opositor, y tercero en caso de discordia, resultan-
do necesaria la recomposicion, el Juez mandará re-
querir al que no haya aportado los fondos, para que lo 
verifique en el término de ocho dias, bajo apercibi-
miento de que no haciéndolo será privado de su parte, 
en las diligencias por cuenta de quien corresponda. Y en el art. 679  
ordena lo siguiente: 
¿Art. 679. Comprobado el dar , del buque y la imposibilidad de 
sa rehabilitación para continuar el viaje, se decretará la venta en pá-
biica subasta, con sujeción á las reglas siguientes: l s 
 Se tasarán, pre-
vio inventario, el casco del buque, su aparejo, máquinas, pertrechos y 
demás objetos, facilitándose el conocimiento de estas diligencias á los 
que deseen interesarse en la subasta. 2.8. El auto ó decreto que ordene 
la subaste se fijará en loe sitios de costumbre, insertándose en anun- 
cio en los diarios del puerto donde se verifique el acto, si los hubiese, 
y en los demás que determine el tribunal. El plazo que se seHale para 
la subasta no podrá ser menor de veinte días. 3.a Estos anuncios se 
repetirán de diez en diez días y se hará constar su publicación en el 
expediente. 4.a Se verificará la subasta el  die sefialado, con las forma 
lidades prescritas en el derecho común para las ventas judiciales. 5.a 
Si la venta se verificase estando la nave en el extranjero, se observa-
rán las prescripciones especiales que rijan para estos casos., 
Las disposiciones de este artículo del Código vigente están en ar 
monta con las de la presente regla, y á unas y otras debe ajustarse el 
procedimiento, teniendo presente que la referencia que en la regla se 
hace al art. 648 del Código antiguo debe entenderse á la disposición 
4.a del art. 612 del Código nuevo, y la del 608 de aquél, al 579 de éste, 
inserto en la presente nota. 
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abonándole sus copartícipes por justiprecio el valor 
que tuviera antes de la reparacion. 
Este justiprecio se hará por los mismos peritos que 
hayan reconocido la nave; y la cantidad fijada, si no la 
quisiera recibir el condueño de aquélla, será deposita-
da á su disposición en la forma prevenida eu las reglas 
anteriores, reservándole la accion que pueda corres-
ponderle para que la ejercite en el juicio que proceda, 
segun la cuantía (1). 
Novena. Cuando un capitan de buque, conforme á 
lo dispuesto en los artículos 644 y 826 del Código (2), 
(1) Tampoco puede ofrecer dudas el procedimiento que en esta re-
yea se establece para el caso á que se refiere, determinado en el ar-
ticulo 614 del Código de Comercio de 1829. El de 1885 contiene dia-
posiciones análogas: después de declarar en su art. 591, que todos los 
copropietarios de un buque son civilmente responsables, en la pro 
porción de su haber social, á los gastos de reparación del buque y á 
los demás que se lleven á cabo en virtud de acuerdo de la mayoría, 
como también A los de mantenimiento, equipo y pertrechamiento del 
buque, necesarios para la navegación, en el 692 ordena lo siguiente: 
:Loe acuerdos de la mayoría respecto á la reparación, equipo y avi-
tuallamiento del buque en el puerto de salida, obligarán á la minoría, 
á no ser que los socios en minoría renuncien A eu participación, que 
deberán adquirir los demás copropietarios, previa tasación judicial 
del valor de la parte ó partes cedidas.» Es aplicable A este caso el pro 
cedimiento one con toda claridad se establece en la presente regla 8.a 
En cuanto A las cualidades de los peritos, y nombramiento de tercero, 
al hubiere discordia, se estará á lo prevenido en el art. 2117. 
(2) Estos dos artículos del Código de Comercio antiguo están re-
producidos sustancialmente en los 583, 611 y otros del nuevo. Estos 
artículos autorizan al capitán para tomar durante el viaje, por medio 
de préstamo á la gruesa, la cantidad precisa para las reparaciones, 
rehabilitación y aprovisionamiento del buque, cuando no tenga fon-
dos, ni espere recibirlos del naviero, ni pueda adquirirlos por los de-
más medios que se expresan en los números 1.°, 2.° y 3.0 de dicho 
art. 611, debiendo obtener para ello licencia judicial, que solicitará 
del juez de 1.» instancia del puerto de arribada en España, y al fuese 
en el extranjero, del cónsul español, y donde no lo haya, de la auto-
ridad local, procediendo con arreglo A lo dispuesto en el art. 583 antes 
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necesite obtener licencia judicial para contraer un 
préstamo á la gruesa, deberá solicitarlo haciendo una 
informacion 6 presentando documentos que justifiquen 
la urgencia, y no haber podido encontrar fondos por 
los medios enumerados en el primero de los artículos 
citados (1). Además pedirá al Juez que nombre un pe-
rito que reconozca la nave y fije la cantidad necesaria 
para reparaciones, rehabilitacion y aprovisionamiento. 
El Juez, en vista de la declaracion pericial, man-
dará publicar dos anuncios, que se fijarán en los sitios 
de costumbre, é insertarán en el Boletin oficial de la 
provincia y Diario de Avisos de la localidad, si lo hu-
biere (2), en los que se consignará sucintamente la 
pretension del capitán de la nave, y la cantidad que el 
perito haya fijado. 
Concedida por el Juez la autorizacion para contraer 
el préstamo, si á pesar de ello el capitan no encontrare 
citado, y á lo establecido en la ley de Enjuiciamiento civil. En la pre-
sente regla 9.a se ordena con toda claridad el procedimiento para estos 
casos, al que hay que adicionar lo que previene dicho art. 683 del Có-
digo vigente, á saber: que el capitán presente al juzgado, luego que 
contraiga el préstamo á la gruesa, la certificación de la hoja de ins-
cripción del buque en el registro mercantil, que debe tener á bordo, y 
los documentos que acrediten la obligación contraída, para que el juez 
6 el cónsul haga en ella la anotación provisional de dicha obligación 
y se la devuelva á fin de que se formalice en el registro cuando el bu-
que llegue al puerto de su matrícula; requisito indispensable para 
que el préstamo á la gruesa tenga la preferencia que le da la ley, 
siendo responsable personalmente el capitán si no gestiona lo necesa-
rio para que se llene esa formalidad, cuya obligación le impone el ar-
ticulo 612, núm. 9 .0, del mismo Código. 
(1) Esta referencia ha de entenderse hoy al art. 611 del Código de 
Comercio de 1885. 
(2) Con todas las reglas de este artículo concuerdan literalmente 
las del 2122 de la ley para Cuba y Puerto Rico, menos con lo que en 
la 9.9. se ordena para la inserción de loe edictos, que en la de Ultra-
mar dice, cé insertarán en el Boletín oficial de la provincia, donde le 
hubiere, 6 en la Gaceta del Gobierno general». 
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la cantidad necesaria, podrá pedir la venta de la parte 
de cargamento que fuere indispensable (1). 
Esta venta se hará prévia tasación de peritos nom-
brados conforme á lo prescrito en el art. 2148 (2109 en 
la ley de Cuba y  Puerto Rico), y en subasta pública, 
anunciada y verificada con las formalidades ordenadas 
en las reglas anteriores (2). 
Décima. En el caso de que el capitan de un buque 
se haya creido obligado á exigir de los que tengan ví-
veres por su cuenta particular, que los entreguen para 
el consumo comun de todos los que se hallen á bor-
do (3), y los dueños de los mismos no se conformen con 
(1) De conformidad con lo que ordena el art. 611 del Código de 
Comercio vigente, que faculta para ello al capitán del buque. 
(2) Véanse las reglas 1.a, 2.8, 3.3 y 7.` de este art. 2161. 
(S) El art. 663 del Código de Comercio antiguo concedió al capi-
tán la facultad á que esta regla se refiere, debiendo ejercerla de acuer-
do con los demás oficiales del buque y abonando en el acto el importe 
de loe víveres, ó en el primer puerto de arribada. La misma facultad 
le concede el art. 616 del nuevo Código, que dice aei: Sic se consu-
mieran las provisiones y combustibles del buque antes de llegar al 
puerto de su destino, el capitán dispondrá, de acuerdo con los oficia• 
les del mismo, arribar al más inmediato, para reponerse de uno y 
otro: pero si hubiera á bordo personas que tuviesen víveres de su 
cuenta, podrá obligarles á que loe entreguen para el consumo común 
de cuantos se hallen á bordo, abonando su importe en el acto, 6 á lo 
más en el primer puerto donde arribare., Esta medida constituye 
una especie de expropiación forzosa para atender â una necesidad 
imperiosa y perentoria. Por esto es ejecutiva desde luego, sin perjui 
cio del derecho del que se crea perjudicado para reclamar contra ello 
en el primer puerto de arribada. Esta reclamación podrá fundarse en 
que no haya existido aquella necesidad, ó en no conformarse con el 
precio á que el capitán quiera pagar las provisiones. En e! primer 
caso, habrá de limitarse la acción á la indemnización de perjuicios, y 
en el segundo, A que se fije el precio por la autoridad judicia l. En am-
bos casos, ha de prepararse la acción haciendo constar loe hechos por 
medio de una información ante el juez ó cónsul del primer puerto A 
 donde se arribe. Practicada la información, si la cuestión versa sobre 
la falta de avenencia en el precio, el juez citará á los interesados A 
 una comparecencia ante él, y si en ella no pueden avenirse, dará por 
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que haya existido aquella necesidad ó son el precio á 
que el capitan quiera pagar los víveres, tanto el uno 
como los otros, para hacer constar los hechos, podrán 
promover una informacion judicial en el primer puer-
to á donde arriben. 
Prestada la informacion, el Juez oirá á los intere-
sados en una comparecencia, y si en ella no se avinie-
ren respecto al precio á que el capitan haya de abonar 
los víveres, dará por terminado el acto, con reserva á 
sus dueños de la accion que les corresponda para que 
la ejerciten en juicio contencioso. 
Si el interés que se litigare en esta cuestion no ex-
cediere de 250 pesetas (de 1000 pesetas en Cuba y Puer-
to Rico), se sustanciará en juicio verbal: si excediere, 
se sujetará su tramitacion á la establecida para los in-
cidentes. 
Undécima. Si el fletante quiere hacer uso del de- 
recho que le concede el art. 798 del Código (1), pe- 
terminado el acto de jurisdicción voluntaria, reservando á las partes 
su derecho para que lo ejerciten en juicio contencioso, que se surtan 
ciará ante el mismo juez por los trámites del juicio verbal, si no ex 
cede la cuantía de 250 pesetas (de 1.000 en Ultramar), y si excede, 
por los trámites de los incidentes. Así se ordena con toda claridad en 
la presente regla 10.a 
(1) El art. 798 del Código de Comercio antiguo, que aquí se cita, 
declaraba, que hasta cumplido un mes de haber recibido el consigna-
tario la carga, conservaba el fletante el derecho de exigir que se ven 
da judicialmente la parte de ella que sea necesaria para cubrir los ile. 
tee, excluyendo de esta responsabilidad las mercaderías que hubiere,, 
casado á terceras pe rsonas después de transcurridos los ocho días si• 
guientes á su recibo. El nuevo Código concede igual preferencia, aun 
que modificado los plazos, en su art. tlG7, que dice aef: (Los efectos 
cargados estarán obligados preferentemente á la responsabilidad de 
sus fletes y gastos durante veinte días, á contar desde su entrega O 
depósito. Duraute este plazo, se podrá solicitar la venta de loe mis. 
moe, aunque haya otros acreedores y ocurra el caso de quiebra del 
cargador ó del consignatario. Este derecho no podrA ejercitarse, sin 
embargo, sobre los efectos que después de la entrega hubiesen ,,asado 
A una tercera pe rsona sin malicia de ésta y por título oneroso.' En 
TOIIO VI  
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dirá al Juez que se requiera al consignatorio para que 
pague en el acto la cantidad que le adeude por fletes, 
y si no lo verifica, que se proceda á la venta judicial 
de la parte necesaria de la carga, en subasta pública y 
por los medios establecidos en las reglas precedentes. 
Hecho que sea el requerimiento, si el consignata-
rio no verifica el pago, el Juez ordenará que se consti-
tuya en depósito la parte de carga necesaria (1), la 
cual será designada por peritos nombrados por los in-
teresados y tercero, que el Juez sorteará en caso de 
discordia (2). 
Si hecha la venta, su producto no alcanzara á cu-
brir la cantidad adeudada, á instancia del fletante, y 
con las mismas formalidades, podrá ampliarse dicho 
depósito y venta sucesiva. 
En el caso de que el consignatario se opusiere, se 
depositará el precio de la venta en el establecimiento 
destinado al efecto, hasta que en el juicio correspon-
diente se decida si procede 6 no el pago. 
Deberá presentar la demanda en el término de 
esta regla 11.a se ordena el procedimiento para ejercita ^
 ^ese derecho de 
preferencia como acto de jurisdicción voluntaria, debiendo presentar 
su instancia el fletante dentro de loe veinte diae siguientes á la entre-
ga de los efectos al consignatario, 6 al depósito judicial de loe mis-
mos que, conforme al art. 668 del Código vigente, debe verificarse ct 
instancia del capitán, cuando no fuere hallado el consignatario, ó se 
negare A recibir el cargamento. Este procedimiento está ordenado 
con tal claridad en dicha regla 1la., que hasta atenerse á su texto. 
(I) Según el art. 666 del Código de Comercio vigente, el capitan 
sólo puede solicitar la venta del cargamento en la proporción necesa-
ria para el pago de fletes, gastos y avert s. que le correspondan.  Do 
 acuerdo con esta disposición se previene que se constituya en depó 
sito la parte de carga que sea necesaria, á juicio de peritos, para cu-
brir el importe de loe fletes reclamados, sin perjuicio de ampliar el 
depósito 6 embargo, si, hecha la venta, eu producto no alcanzase á 
cubrirlos. 
(2) Para el nombramiento de peritos, y del tercero en su caso, 
tengase presente lo que se ordena como regla general en el art. 2117. 
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veinte dias (1), sustanciándose el juicio con arreglo á 
lo prescrito para los incidentes. Trascurrido dicho tér-
mino sin que se hubiere presentado la demanda, el 
Juez, de oficio, alzará el depósito, y entregará al fle-
tante la cantidad que se le deba. 
TITULO VII 
DE OTROS ACTOS DE COMERCIO QUE REQUIEREN 
LA INTERVENCIÓN JUDICIAL PERENTORIA 
ART. 2162 (2123). En el caso á que se refiere el 
art. 307 del Código (2), los socios que creyeren que 
(1) Este término, que es improrrogable, deberá contarse desde el 
día siguiente al en que se hubiere notificado el depósito del precio de 
la venta en virtud de la oposición del consignatario. Este formulará 
eu demanda como está prevenido para los juicios declarativos; pero en 
todo caso se dará al juicio la sustanciación establecida para los inci-
dentes. Sin embargo, cuando la cuantía no exceda de 250 pesetas (de 
1.000 en Ultramar), creemos deberá sustanciarse en juicio verbal, 
como para caso análogo se ordena en la regla 10.a del presente ar-
tículo. 
(2) El art. 307 del Código de Comercio de 1829, que aquí se cita, 
está reproducido en el 132 del Código de 1885, cuyo artículo dice asf: 
,Cuando la facultad privativa de administrar y de near de la fir-
ma de la compañia haya sido conferida en condición expresa del con-
trato social, no se podrá privar de ella al que la obtuvo; pero si éste 
usare mal de dicha facultad, y de su gestión resultare perjuicio mani-
fiesto á la masa común, podrán los demás socios nombrar de entre 
ellos un co-administrador que intervenga en todas las operaciones, ó 
promover la rescisión del contrato ante el juez ó tribunal competente, 
que deberá declararla, si se probare aquel perjuicio.» A este caso se 
refieren el presente art. 2162 y los tres que signen, ordenándose en 
ellos con toda claridad el procedimiento para que, sumariamente y 
por acto de jurisdicción voluntaria, se nombre co-administrador al so-
cio que use mal de la facultad privativa, que se le hubiere conferido 
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el encargado de administrar y llevar la firma, usa mal 
de estas facultades y quisieren nombrarle un co-admi-
nistrador, presentarán escrito al Juez pidiendo se re 
cilla informacion sobre el particular, y acreditado el 
mal uso que su consocio hiciere de dichas facultades, 
que se nombre co-administrador la persona que de-
signen. 
1)el anterior escrito se acompasará copia, la que 
será entregada al sócio administrador en el acto de la 
citacion (1). 
ART. 2163 (2124). El socio administrador podrá 
hacer en los mismos autos la contrainformacion que 
juzgue procedente, y presentar los documentos que 
acrediten su buena gestion comercial. 
ART. 2164 (212.5). Practicada la informacion 6 in-
formaciones, el Juez oirá á los interesados en una com-
parecencia, y segun el resultado de estas actuaciones 
dictará auto, acordando haber 6 no lugar al nombra-
miento de co-administrador (2). 
ART. 2165 (2126). Si se acordare haber lugar á di-
cho nombramiento, lo hará el Juez á favor de la per-
sona designada por los sócios que lo hubieren soli-
citado. 
en el contrato social, para administrar y u sar de la firma de la com-
pafifa colectiva. Cuando el socio ó socios interesados crean más con 
veniente promover la rescisión del contrato, en uso de la alternativa 
que lee concede dicho artículo del Código, tendrán que ejercitar esta 
acción en juicio declarativo de mayor cuantía y ante el juez de pri-
mere instancia competente, que lo será el del domicilio legal de la 
sociedad. 
(1) El Bocio administrador deberá ser citado para recibir la infor-
mación que se ordena en este artículo, conforme A lo prevenido en la 
regla 1." del 2111, y al hacerle esa citación se le entregará la copia 
del escrito . 
(2) Este auto sera apelable en ambos efectos por la parte que bu-
hiere promovido el expediente, y en uno solo por la contraria, sin 
que se admita recurso alguno contra la resolución de segunda instan-
cia, conforme A lo prevenido en los artículos 2112 y 2116. También 
son aplicables A este caso los artículos 2113 y 2116. 
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Si el sócio administrador alegare fundados motivos 
de oposicion á la persona propuesta, se citará á los in-
teresados á nueva comparecencia, y no poniéndose en 
ella de acuerdo, recaerá el nombramiento en otra per-
sona nuevamente designada por los mismos sócios (1). 
ART. 2166 (2127). Todo sócio que quiera usar del 
derecho que le conceden los arts. 308 y 310 del Códi-
go (2) ó de los de igual índole que resultaren del con- 
(1) El art. 132 del Código de Comercio vigente, inserto en la 
nota 1.° del 2162 de la ley, previene que el co-administrador sea nom 
brado de entre los mismos socios: por consiguiente, no puede ser nom-
brada para ese cargo una persona extraña á la sociedad, como parece 
permitirlo el presente artículo, de acuerdo con el 307 del Código an-
tiguo, que no estableció dicha restricción. De ello se deduce también, 
que en el caso del presente articulo deberán ser citados, para la com-
parecencia que en él se ordena, todos los socios, aunque alguno no 
sea parte en el expediente, puesto que por ellos y de entre ellos 
mos ha de hacerse el nombramiento de co-administrador. 
(2) El art. 308 del Código de Comercio antiguo está reproducido, 
aunque con diferente redacción, en el 133 del Código vigente, que 
dice asi: «En las compañías colectivas, todos los socios, administren 
é no, tendrán derecho á examinar el estado de la administración y 
de la contabilidad, y hacer, con arreglo A los pactos consignados en 
la escritura de la sociedad ó las disposiciones generales del derecho, 
las reclamaciones que creyeren convenientes al interés común». Y en 
el art. 310 de aquel Código, á que se refiere también el que estamos 
examinando, se ordenaba que en nineuna sociedad mercantil podría 
rehusarse á los socios el examen de los documentos comprobantes de 
los balances que se formen, para manifestar el estado de la adminis-
tración social. Sobre este panto pueden verse, respecto de las compa-
ñfas en comandita, el art. 150, y en cuanto A las anónimas, el 158 del 
Código nuevo, en los cuales se determinan los casos, tiempo y forma 
en que los socios podrán examinar el estado, documentos y situación 
de la administración social. En todos estos casos, cuando proceda 
dicho examen y el administrador lo rehuse á cualquiera de los socios, 
puede éste acudir al juez de primera instancia para que le obligue A 
 ello por el procedimiento breve y sencillo que se establece en el pre-
sente art. 2166. El juez podrá emplear los medios de apremio que es-
time más adecuados, hasta la formación de causa por desobediencia 
grave. 
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trato 6 de los reglamentos sociales, si no lo consintiere 
el administrador, podrá acudir por escrito al Juez, y 
éste ordenará que en el acto se le pongan de mani-
fiesto los libros y documentos de la sociedad, que quie-
ra examinar. 
Si el sócio administrador resistiere en cualquiera 
forma la exhibicion, el Juez acordará las providencias 
necesarias para compelerle hasta conseguirla. 
ART. 2167 (2128). Cuando á algun partícipe en la 
propiedad de una nave le convenga hacer uso del de-
recho de tanteo á que se refiere el art. 612 del Código, 
6 trate de precaverlo en conformidad á lo dispuesto 
en el 613, bastará que requiera dentro del término 
legal al vendedor ó á sus copartícipes, por medio de 
acta notarial, consignando eu el primer caso en poder 
del notario la cantidad, precio de la venta (1). 
(1) Los arte. 61.2 y 613 del Código de Comercio antiguo, que aquí 
se citan, concedían el derecho de tanteo, confundiéndolo con el de re-
tracto, á los partfci pee en la propiedad de una nave, cuando alguno 
de ellos vendiera su parte á an extratio, previniendo que el vendedor 
podría precaverse contra ese derecho, haciendo saber á todos los co 
partícipes la venta concertada, y concediendo el término de tree dies, 
tanto para el tanteo, como para el retracto. Sobre esta materia el Có-
digo nuevo contiene la disposición siguiente: (Art. 676. Los partici-
pas en la propiedad de un buque gozarán del derecho de tanteo y re-
tracto en las ventas hechas á extrafios; pero sólo podrán utilizarlo 
dentro de loe nueve días siguientes A la inscripción de la venta en el 
Registro, y consignando el precio en el acto.» Dedúcese de esta dis-
posición que se reducen á ci ao solo los derechos de tanteo y de re-
tracto, puesto que nno y otro han de utilizarse dentro de los nueve 
dise siguiente, A la inscripción de la venta en el registro mercantil, 
lo cual supone que ya esté realizada. Sin embargo, creemos oue esto 
no priva al vendedor de la facultad de hacer saber A loe copartícipes 
en el buque en propósito de vender eu parte y el precio, por si quieren 
hacer neo del derecho de tanteo; pero esto no lee privará de la fecal' 
tad de utilizar el retracto después de realizada é inscrita la venta A fa 
vor de un extrafio. En estos casos, se hará el requerimiento por medio 
de acta notarial, consignando en poder del notario la cantidad, precio 
de la venta, cuando se haga neo del derecho de tanteo y retracto, como 
se ordena en el presente artículo. Si el comprador se opusiere al re 
INTERVENCIÓN JUDICIAL EN OTROS ACTOS DE COMERCIO 567 
ART. 2168 (2129). En cualquiera de los casos pre-
vistos en los arts. 751, 752, 753, 754, 760 y 761 del 
Código, producida que sea la queja ante el Juez, éste, 
prévia informacion sumaria, adoptará la resolucion 
que proceda, mandando que se requiera, para que la 
ejecuten, al capitan de la nave y demás personas que 
corresponda (1). 
ART. 2169 (2130). El capitan de buque que, á fin 
de salvar su responsabilidad en caso de siniestro, qui-
siere abrir las escotillas para hacer constar la buena 
estiva del cargamento, solicitará para ello licencia ju- 
tracto, habrá (le ventilarse la cuestión por los trámites establecido s 
en loe arts. 1618 y siguientes de la presente ley, teniéndose por he - 
cha la consignación del precio, que podrá trasladares á la Caja de 
Depósitos, si el juez lo estima conveniente. 
(1) Los seis artfculos del Código de Comercio antiguo, que se ci-
tan en el presente, se refieren al contrato de fletamento, determinando 
varios casos en que respectivamente incurren en responsabilidad el 
fletador y el fletante, debiendo indemnizar á la otra parte por la falta 
de cumplimiento del contrato. Iguales casos están previstos en los ar-
tfculos 669 y siguientes del nuevo Código. Cuando ocurra alguno de 
ellos, respecto del cual no se haya establecido procedimiento especial, 
el que se crea perjudicado debe acu lir al juez de primera instancia 
produciendo su queja, y ofreciendo sumaria información de testigos 
sobre la falta á que se refiera, cuya información deberá recibirse con 
citación de la otra parte, conforme á la regla l.g del art. 2111, y en 
vista (le su resultado, el juez adoptará la resolución que proceda, man-
dando que para eu ejecución se requiera al capitán 6 á quien corres-
ponda. Aef lo ordena el presente articulo, sin dictar ninguna otra me-
dida para obligar al cumplimiento de lo acordado, sin duda porque esa a 
diligencias sólo son preparatorias de la demanda de perjuicios, que po-
drá entablarse después. Confirma esta opinión el art. 673 del Código 
nuevo, que reproduciendo sustancialmente el 756 del antiguo, declara 
que ¢serán de cuenta del fletante todos los perjuicios que sobrevengan 
al fletador por retardo voluntario del capitán en emprender el viaje, se-
gun las reglas que van prescritas, siempre que fuera requerido notarial 
6 judicialmente á hacerse á la mar en tiempo oportunos. El Código an-
tiguo exigfa siempre el requerimiento judicial; el nuevo permite tam-
bién el notarial, el que podrá empleares cuando no sea necesaria la 
previa información sumaria de la falta. 
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dicial, y designará desde luego el perito que por su 
parte haya de asistir al acto (1). 
ART. 2170 (2131). Presentada la solicitud, el Juez 
mandará requerir á los cargadores y consignatarios, si 
estuvieren en la localidad, y en su defecto al Ministe-
rio fiscal para que nombren otro perito. Hecho el nom-
bramiento de los peritos, otorgará la licencia solicitada. 
ART. 2171 (2132). La apertura de las escotillas se 
hará á presencia del actuario, de los peritos y del ca-
pitan de la nave, pudiendo asistir los cargadores y 
consignatarios; y reconocido que fuere el cargamento 
por los peritos, se extenderá la correspondiente acta, 
que firmarán todos los concurrentes. 
Si los peritos no estuvieren conformes, el Juez sor-
teará un tercero (2). 
ART. 2172 (2133). Terminadas las actuaciones, si 
el capitan tuviere que hacer uso de ellas en otro 
puerto, se le entregarán originales. 
iN 
(1) El capitán del buque es reponsabie de todos los daflos que so-
brevengan al cargamento por impericia 6 descuido de su parte. °aando 
hubiese corrido temporal, 6 considerase haber sufrido la carga daño 
6 aveia, debe hacer sobre ello p rotesta ante la autoridad competente, 
ea el primer puerto donde arribe, dentro de las veinticuatro horas si-
guiente. A su llegada, en cumplimiento de lo que ordena el art. 624 del 
Código de Comercio vigente, y por el procedimiento establecido en 
loe artículos 2131 y siguientes de esta ley, segán se lea expuesto en 
las notas de los mismos. Pero puede suceder que, sin hallarse en di-
cho caso, A tin de salvar su responsabilidad por cualquier otro sinies-
tro de mar, le interese abrir las escotillas para ver y hacer constar el 
estado del cargamento. l'ara realizarlo necesita licencia judicial, y en 
el presente artículo y en los tres siguientes se ordena con toda clari-
dad el procedimiento que lea de emplearse para solicitar dicha licen-
cia, abrir las escotillas y hacer constar el estado del cargamento. Si 
Fete resultase averiado, de suerte que no pueda conservarse, y sea ur-
t:e nte en enajenación, podrá solicitarla, conforme A lo prevenido en la 
regla i a 
 y siguientes del art. 2161 y A lo expuesto en sus notas. Será 
luex competente para estas actuaciones el indicado en la nota de dicha 
regla 1 a 
(2) Sobre el eurteo y nombramiento de perito de tercero, véase el 
trt. 2117 y su nuta. 
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ART. 2173 (2134). En los casos en que el capitan 
de una nave tenga que hacer constar las causas de las 
averías, arribada forzosa, naufragio, 6 cualquier otro 
hecho por el cual pueda caberle responsabilidad si no 
hubiere obrado con arreglo á lo que determina el Có-
digo de Comercio, presentará al Juez un escrito soli-
citando que se reciba declaracion á los pasajeros y tri-
pulantes acerca de la certeza de los hechos que enu-
mere. 
A dicho escrito acompañará el diario de navega-
cion. 
ART. 2174 (2135). El Juez en su vista recibirá la 
informacion ofrecida, y mandará testimoniar del libro 
de navegacion la parte que se refiera al suceso y sus 
causas, entregando después al capitan las actuaciones 
originales (1). 
TITULO VIII 
DEL NOMBRAMIENTO DE ÁRBITROS, Y DEL DE PERITOS 
EN EL CONTRATO DE SEGUROS 
ART. 2175 (2136). Cuando, á tenor de lo dispuesto 
en el art. 324 del Código, el Juez haya de intervenir 
en el nombramiento de árbitros, cualquiera de los in-
teresados podrá pedir se señale un término prudencial 
para que dicho nombramiento tenga lugar. 
Trascurrido el término señalado sin verificar el 
nombramiento, el Juez lo hará de oficio en las perso-
nas que, segun su concepto, sean peritas é imparciales 
para entender en el negocio que se dispute (2). 
(1) Con el libro de navegación, qne en todo caso de exhibición 
debe devolverse al capitán. 
(2) El art. 323 del Código de Comercio de 1829 ordenaba que 
Moda diferencia entre los socios se decidirá por jaeces árbitros, há• 
Tase ó no estipulado asf en el contrato de sociedads, refiriéndose A 
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ART. 2176 (2137). Si los interesados no se pusie-
ren de acuerdo para el nombramiento de árbitros, en 
los casos á que se refieren los artículos 323, 345 y 989 
del Código, y en cualquiera otro en que segun sus 
prescripciones deba hacerse, podrá cualquiera de ellos 
acudir al Juez en solicitud de que los nombre. 
Presentado el escrito en que se pida el nombra-
miento, el Juez señalará un término que no exceda de 
diez dias, para que los interesados lo hagan por sí, y 
trascurrido sin haberlo hecho, el Juez procederá segun 
toda clase de conmpellfae mercantiles». Y al determinar en el art. 2S 
los requisitos que debían expresarse necesariamente en la escritura 
social, uno de ellos era cla sumisión á jueces Árbitros en caso de di-
ferencia entre loe socios, expresándose el modo de nombrarlosr.Como 
consecuencia de estas disposiciones se prevenía en el art. 324, que si 
los interesados no hacían el nombramiento de Árbitros dentro del 
término prefijado en la escritura, y en su defecto por el juez, lo hicie• 
ra de oficio la autoridad judicial. Lo mismo se ordenaba en el art. 345 
para el caso de reclamaciones sobre la división del haber social; y en 
el 989 del mismo Código se prevenía que se decidieran por árbitros 
las cuestiones relativas al pago de loe gastos á que diera ocasión el 
salvamento de efectos en casos de naufragio. Y para dar cumplimiento 
á estas disposiciones y á las demás en que era forzoso el arbitraje, se 
ordenó en este artículo y en el siguiente el procedimiento para hacer 
el nombramiento de árbitros, cuando el juez habla de intervenir en él. 
El nuevo Código de 1885 ha suprimido el arbitraje forzoso, no conte-
niendo las disposiciones antes citadas, ni exigiéndolo como requisito 
necesario de la escritura social, y en su art. 844, que contiene una 
disposición análoga á la del 989 ya citado del antiguo, previene que 
el pago de loe gastos A que se refiere se señalará por convenio 6 por de-
cisión judicial, sin hacer mención de jueces Árbitros. Por consiguiente, 
hoy no pueden tener aplicación estos artículos 2175 y 2176 de la ley, 
y deben considerarse suprimidos. No se entienda por esto que los so• 
cios mercantiles, y los comerciantes, están privados de someter Bus 
diferencias al juicio de Árbitros: podrán hacerlo de común acuerdo, 
pero con sujeción al derecho común, conforme al art. 2. 0 del Código 
de Comercio vigente, observándose lo que se ordena en el el art. 795 
de la presente ley, cuando alguna de las partes no se preste á realizar 
el nombramiento. 
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lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo ante-
rior. 
ART. 2177 (2138). Cuando se haya estipulado que 
la resolucion de algun asunto se sujete á la decision 
de amigables componedores, el nombramiento de éstos 
se hard con arreglo á los trámites establecidos en los 
artículos precedentes (1). 
ART. 2178 (2139). Cuando se trate de hacer el 
nombramiento de peritos que previene el art. 879 del 
Código para el caso de haberse estipulado el aumento 
del precio del seguro, se designará uno por cada inte-
resado. 
Esta designacion se hará por escrito, al que se 
acompañará la póliza del seguro (2). 
(1) Creemos también que la materia de este artículo, lo mismo 
que la de los dos anteriores, debe regirse por el derecho común, en 
razón á que nada ha ordenado acerca de ella el Código de Comercio 
vigente, y por tanto, que no corresponde al juez en ningun caso ha-
cer de oficio el nombramiento de amigables componedores, debiendo 
observarse, cuando alguna de las partes rehuse el cumplimiento de lo 
pactado, lo que se ordena en el art. 830 de la presente ley. 
(2) El art. 767 del Código de Comercio vigente, que se refiere á 
los seguros marítimos, y concuerda sustancialmente con el 879 del 
Código antiguo que aquí se cita, dice así: «Si se hubiere estipulado en 
la póliza aumento de premio en caso de sobrevenir guerra, y no se hu 
biere fijado el tanto del aumento, se regulará éste, â falta de confor-
midad entre los mismos interesados, por peritos nombrados en la 
forma que establece la ley de Enjuiciamiento civil, teniendo en con-
sideración las circunstancias del seguro y los riesgos corridos.» En el 
presente artículo de la ley y en los  dos siguientes se establece la forma 
para hacer dicho nombramiento de peritos como acto de jurisdicción 
voluntaria. Podrá instarlo lo mismo el asegurador que el asegurado, 
acudiendo al juez de primera instancia del lugar en que deba cum-
plirse la obligación, por medio de escrito, en el que se expondrá en-
cintamente el hecho, acompañando la póliza del seguro, y haciendo 
el nombramiento de perito. El juez lo tendrá por nombrado y man 
dará á la otra parte que nombre otro por la suya, ó se conforme con 
el nombrado, dentro de un breve término, pudiendo hacerlo en el 
acto de la notificación. Nombrados los peritos por una y otra parte, 
se les hará saber para su aceptación y juramento, y que procedan A 
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ART. 2179 (2140). Si los peritos no estuvieren con-
formes, el Juez sorteará un tercero. 
ART. 2180 (2141). Fijada la cantidad en que haya 
de consistir el aumento del seguro, el Juez ordenará 
que se haga saber á quien corresponda. 
ART. 2181 (2142). En los casos en que por efecto 
del contrato de seguros sea necesario hacer constar 
judicialmente el siniestro, tasar la cuantía del mismo 
y vender los efectos que por consecuencia de él hayan 
sufrido avería, se practicará lo dispuesto para otros 
análogos en los títulos anteriores (1). 
DISPOSICION FINAL 
ART. 2182 (2143). Quedan derogadas todas las le-
yes, Reales decretos, reglamentos, órdenes y fueros 
en que se hayan dictado reglas para el Enjuiciamiento 
civil. 
Be exceptúan de esta disposioion las reglas de pr o-
cedimiento civil establecidas por la Ley hipotecaria y 
demás leyes especiales. 
Aprobado por S. M.—Madrid 3 de Febrero de 
1881.—SATURNINO ALVAREZ BUGALLAL. 
fijar la cantidad en que haya de consistir el aumento del seguro, rin-
diendo la correspondiente declaración. Si hubiere discordia entre 
ellos, se nombrará el perito tercero en la forma que previene el ar-
ticulo 2117. Y luego que los peritos fijen la cantidad, mandará el juez 
que se haga saber A los interesados para los efectos consiguientes. 
Si alguno de ellos no se conformare, la cuestión que promueva habrá 
de ventilarse en el juicio declarativo correspondiente A la cnantfa. 
(1) Se tendrá también presente lo que disoone el art. 904 del C6 
digo de Comercio vigente, para el seguro de incendios, sobre la decla-
ración que el asegurado debe prestar ante el juez municipal, on el 
caso de siniestro, y lo que se previene en los artículos siguientes 
haste el 410 del mismo Código, acerca de que incumbe al asegurado 
justificar el darlo sufrido, forma en que ha de hacerse la valuación, 
extremos sobre que han de decidir los peritos y efectos que produce 
su decisión. 
CONCLUSION 
Escribo estas líneas el día 14 de Mayo de 1897, á la edad de 
setenta y nueve años cumplidos. Doy á Dios infinitas gracias, por 
haberme permitido llegar al término tan deseado de mi obra pre-
dilecta, sin menoscabo en mi salud. Y también las doy á mis nu-
merosos suscritores, por la constancia con que me han ayudado en 
esta empresa, y por la paciencia con que han sufrido mis involun-
tarias dilaciones. 
Un sabio eminente, nuestro Santísimo Padre el Papa León XIII, 
ha dicho: «La verdadera gloria de la ciencia consiste en ser útil lo 
que se escribe.» Nunca he aspirado á dicha gloria, porque no la 
merezco; pero sí he procurado, auxiliado por mi larga práctica, 
que mi obra sea de alguna utilidad. Si lo he conseguido, me daré 
por satisfecho: no soy yo competente para juzgarlo; mis lectores lo 
apreciarán. 
JOSÉ MAREA MANREsA 
AY RNDICE 
LEYES QUE HAN MODIFICADO LA DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
I 
Ley de 11 de Mayo de 1888, elevando á 3.000 pesetas la cuan-
tía de los juicios de menor cuantía.—Por esta ley fueron reforma-
dos los artículos 483 y 484 de la de Enjuiciamiento civil. Véase 
en la pág. 454 del tomo 3. de esta obra. 
11 
El art. 1451 de la ley de Enjuiciamiento civil, que determinó 
la parte proporcional de los sueldos 6 pensiones que podrá ser em-
bargada en el juicio ejecutivo, ha sido modificado por la ley de 
25 de Abril de 1895, á favor de los Generales, Jefes y Oficiales 
del Ejército y Armada y sus asimilados, y por la de 5 de Junio del 
mismo año, á favor de todos los empleados civiles y militares, tanto 
activos como cesantes 6 jubilados, y sus viudas y huérfanos, orde-
nando que solamente podrá embargarse 6 retenerse para el pago 
de sus deudas la quinta parte del sueldo líquido ó pensión que dis-
fruten. Dicen así dichas leyes: 
Ley de 25 de Abril de 1895 (publicada en la Gaceta de 26 
de íd.).—Art. 1.° Los fondos pertenecientes á las Cajas militares 
del Ejército y de la Armada se considerarán como caudales públi-
cos, aunque no ingresen en el Tesoro, por el objeto especial á que 
están destinados. En su consecuencia, los anticipos, retenciones, 
débitos y responsabilidades que con arreglo á las disposiciones vi-
gentes se hagan por dichas Cajas á los Generales, Jefes y Oficia- 
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les del Ejército, Armada y sus asimilados, tanto en activo como 
retirados, tendrán prelación para su reintegro sobre las retencio-
nes que contra aquéllos se decreten por virtud de mandamiento 
judicial. 
Art. 2.° Cuando se proceda por deudas contra los sueldos ó 
pensiones de los comprendidos en el artículo anterior, sólo se au-
torizará el embargo de la quinta parte del haber líquido que per-
ciban. Las disposiciones del Reglamento de revista de comisario 
de 7 de Diciembre de 1892, respecto á los sueldos de los arresta-
dos, suspensos de empleo y sujetos á procedimiento, quedarán sub-
sistentes. 
Art. 3.° En tiempo de guerra se suspenderá toda retención de-
cretada contra los sueldos y pensiones de los comprendidos en esta 
ley que se encuentren en campaña, y entre tanto, la cantidad quo 
esté por satisfacer devengará sólo el 5 por 100 de interés anus], 
cualesquiera que sean las condiciones estipuladas en cada caso. 
Ley de 5 de Junio de 1895 (publicada en la Gaceta del día si-
guiente).—Art. 1.° Los Tribunales que conozcan en demandas por 
deudas contraídas por los empleados del Estado, de la Provincia 
ó del Municipio, y por los cesantes y jubilados, solamente podrán 
embargar 6 retener la quinta parte del sueldo líquido que dis-
fruten. 
Art. 2.° Tampoco podrá exceder de dicha parte líquida la re-
tención por deudas en las pensiones que disfruten las viudas y los 
huérfanos de los empleados civiles y militares del Estado, de la 
Provincia 6 del Municipio, ni en los créditos, premios de constan-
cia, enganche y reenganche do las clases é individuos de tropa del 
Ejército y de la Armada. 
Art. 3.° Las prescripciones de los artículos anteriores y de los 
dos primeros de la ley de 25 de Abril último, serán de inmediata 
aplicación para las deudas que las clases á que se refieren tengan 
contraídas al publicarse esta ley, excepto en los casos judiciales 6 
extrajudiciales, en que se haya estipulado para el pago cantidad 
determinada, siempre que ésta no exceda de la cuarta parte del 
haber líquido. 
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En lo sucesivo, y con arreglo á lo anteriormente prevenido, no 
podrán las cluses comprendidas en esta ley hacer contratos en que 
se obliguen al pago de mayor cantidad que b. quinta parte del ha 
ber liquido que perciban. 
Real decreto de 28 de Junio de 1895, expedido por el Ministe-
rio de Ultramar, mandando que se publique y observe la ley ante-
rior de 5 del mismo mes en las islas de Cuba, Puerto Rico y Fi-
lipinas y en las posesiones espaliiolas del golfo de Guinea. 
m 
Ley de 21 de Agosto de 1896 (publicada en la Gaceta de 
23 de íd.). adicionando un párrafo al final del art. 1567 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, para que no se admitan incidentes de 
competencia, recusación, ni otro alguno que tienda á dilatar la 
sustanciación del juicio de desahucio, ó la ejecución de su senten-
cia, sin acreditar el arrendatario ó inquilino tener satisfechas las 
rentas. Dicha ley dice así: 
Art. 1.° Al final del art. 1567 de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil vigente en la Península, se adiciona el siguiente párrafo: cLo 
dispuesto en este artículo y en el que le precede se aplicará tam-
bién á las cuestiones de competencia por inhibitoria ó por declina-
toria, á los incidentes de recusación y á cualquier otro que se pro-
mueva durante la sustanciación del juicio de desahucio, y en la eje-
cución de la sentencia que en él recaiga, si fuere condenatoria. No 
 se admitirá el incidente cuando lo promueva el arrendatario 6 in-
quilino, si al interponerlo no acredita tener satisfechas las rentas 
hasta entonces vencidas y las que, con arreglo al contrato, deba 
pagar adelantadas, 6 no las consigna en el Juzgado ô Tribunal; y 
se le tendrá por desistido del incidente, cualquiera que sea el es-
tado en que se halle, si durante la sustanciación del mismo dej are 
do pagar los plazos que venzan ó que deba adelantar., 
Art. 2.° La misma adición se hará al art. 1565 de la ley de 
Enjuiciamiento civil vigente en Cuba y Puerto Rico, y al 1549 de 
la que rige en las islas Filipinas. 
^ 
RECTIFICACIÓN IMPORTANTE 
En el MODELO DE PARTICIÓN DE HERENCIA, compreudido en  
los formularios de las testamentarías, hemos incurrido en un error  
que, aunque se notará fácilmente por no tener apoyo en la ley, 
 
ni estar conforme con la doctrina expuesta en los comentarios, de-
bemos rectificarlo para salvar la responsabilidad moral de poder 
 
inducir al mismo error.  
En el supuesto 7.° de dicho modelo (pág. 548 del tomo 4.°), en 
 
el que se indican las bajas que deben hacerse del tercio de libre 
 
disposición, se dice lo siguiente: : También deben bajarse de di-
cho tercio siete mil quinientas pesetas que se han pagado por la 
 
asistencia médica y demás gastos de la última enfermedad del 
 
finado.D En esto está la equivocación, y no en las demás bajas 
 
comprendidas en dicho supuesto, las que creemos conformes 
 á 
la ley. 
La asistencia médica y demás gastos de la última enfermedad 
del finado, cuando éste es casado, son deudas y obligaciones con. 
traídas durante el matrimonio, y por tanto, deben pagarse de la 
sociedad de gananciales, como se ordena en el art. 1408 del Có-
digo civil : La liquidación se hará conforme á lo prevenido en toe 
 
artículos 1421 y siguientes del mismo Código, deduciendo 6 pa-
gando del cuerpo general de bienes, en primer lugar, la dote y 
 
los bienes parafernales de la mujer, y después las deudas y las car- 
 
gas y obligaciones de la sociedad de gananciales, entre cuyas deu-
das han de comprenderse los gastos de la última enfermedad del 
 
finado, como se ha dicho; y si no alcanzase el caudal para cubrir 
 
todas estas obligaciones, dichos gastos gozarán de la preferencia 
 
que se determina en el art. 1924 del Código. Y cuando no exista 
 
sociedad de gananciales, serán baja del cuerpo general de bienes, 
 
con la preferencia antedicha en concurrencia con otros acreedores. 
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De suerte que en ningún caso deben bajarse del tercio de libre 
disposición los gastos de la última enfermedad del causante de la 
herencia. 
En este sentido ha de entenderse rectificado el supuesto 7. °, á 
que nos referimos, suprimiendo y tachando las palabras del mismo 
copiadas anteriormente. Y también debe suprimirse en la liquida-
ción del tercio de libre disposición, formulada en la pág. 552 del 
mismo tomo 4 °, la primera partida de las bajas, referente á di 
chos gastos de la última enfermedad, llevándola á las bajas de la 
sociedad de gananciales, 6 del cuerpo general de bienes, según 
proceda, con sujeción á la doctrina que para la liquidación del 
caudal hereditario hemos expuesto en el comentario al art.. 1077, 
y en la que nada tennos que rectificar. 
EItFZATAS 
Será fácil al lector rectificar las erratas de imprenta que, 
como sucede generalmente en todo libro, contiene esta obra; pero 
hemos notado tres en el presente tomo, que conviene rectificar 
para evitar trabajo inútil al que se proponga evacuar la cita. 
• En la línea 22 de la pág. 245 se dice: en el art. 1708; y debe 
decir: en el art. 1798. 
En la linea 21 de la nota contenida en la pág. 381, se cita el 
art. 93, y debe ser el 693 del Código. 
• En Is línea 29 de la nota de la pág. 435, se cita una resolu-
ción de la Dirección general de los Registros con la fecha equi-
vocada del año 189G; es del 5 de Abril de 1892. 
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-- Excusa del nombrado de oficio 	 146 	 I 
-- Casos en que debe seguir defendiendo como pobre al 
que defendia como rico. —Art. 50, y Co ntent... 
	 139 	 I 
-- En las vistas el Presidente llamará á la cuestión á los 
abogados que se separen de ella.— Art. 332  43 11 
—= Cuándo serin corregidos disciplinariamente.—Art. 443. 327 II 
-- Faltas de los mismos al Tribunal, y sus excusas ó ex- 
plicaciones. —Arts. 444 y 446. 	  327 	 II 
- - Correcciones que pueden imponerse á estos funciona-
rios. —Art. 449    343 I l 
-- Cómo se imponen estas correcciones.—Art. 4.51 	  350 II 
- Audiencia al interesado contra la providencia en que 
se imponga cualquiera corrección.— Art 452. 	  354 11 
(1) Dentro de cada materia ce eoneignan lee dieposicionee de la ley en 
orden lógico, prescindiendo del alfabético, el bien con las convenientes re fe 
rcneias. 
70110 iI 	 74 
36 
70 
conoce de sus recla- 
186 	 I 
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ABOGADO. —Tribunal á quien corresponde la audiencia en jus 
acta: forma para sustanciarla. —Art. 453    351 II 
-- Se ventilara con el ministerio fisca l. ¿Guindo serán parte 
los interesadust—Art. 444. 	  351 II 
-- En la resolución de estos incidentes se podrá confirmar, 
agravar, atenuar 6 dejar sin efecto la corrección.—Ar- 
ticulo 433..... . .. •  35t II 
-- Recursos contra las sentencias que se dicten en los inci- 
dentes de audiencia en justicia sobre correcciones discipli• 
parias de los abogados.—Art. 456  . 355 II 
--- Escrito reclamando honorarios. Formularios 	  441 	 I 
-- V. Audiencia en justicia, Recurso de casación y Vistas. 
ABONO DE TESTIGOS. — V. Juicio de abintestato, Jurisdic-
ton voluntario y Testamento. 
ACCIÓN AD EXHIBENDUM. — V. Juicio declarativo. 
ACCIÓN DE DESAHUCIO. — V.  Juicio' de desahucio. 
ACCIÓN DE RETRACTO. — V. Retracto. 
ACCIÓN EJECUTIVA. — V. Juicio ejecutivo . 
ACCIÓN (1•KK.WUNAL, BKAL, MIXTA).—V. Competencia. 
ACCIONES.—V. Arumutación de acciones. 
ACEPTACIÓN DE PODER. - Cuándo se supone.—Art. 5.a 	 47 
ACLARACIÓN. — V. Sentencias en resoluciones judiciales. 
ACREEDOR HEREDITARIO. — Quién conoce de sus reclamacio- 
nes.— Att. 03, reyla 7.a. 	  
-- V. Juicio de testamentaria. 
ACREEDOR TESTAMENTARIO. —Quin 
tnactoues — Art. 6.3, reyla 7.s . 	  
-- 1' Juicio de testamentaría. 
ACREEDORES. — V. Con"urso de acreedores, Procedimiento de 
apremio y Quiebras. 
	
ACTOS DE CONCILIACIÓN• — Definicien y reseña histórica... 38i 	 11 
•
--- Utilidad de esta institución 
	
 389 	 II 
— — Se ha de int ,ntar ante el jaez municipal competente, 
antes de promover un juicio declarativo: excepciones.—
Arts. 460 y 461, y C ntent  390 It 
- - Puede comparecer el interesado por si mismo, 6 por su 
apoderado.—Art. 4.°, y Co ntent. 	 37 	 I 
— — Pueden asistir abogados corno apoderados ti hombres 
buenos: Ídem los procuradores.
—Art. 11, y Content 
	 70 	 1 
-- No se admite demanda sin certificación del acto de con-
ciliación 6 de haberse intentado sin efecto eu los casos en 
que corresponda: actuaciones practicadas sin este requisi-
to: responsabilidad. —Art. 462, y Gbment. 
 
	
101 	 II 
- Qué jueces son los competentes para autorizar los actos 
de conciliación.— Art. 463, y Co ntent 	
 14 )6 	 II 
• 
REPNKTOR10 ALFABÉTICO 	 i A 
Pl,;i.a. Tia•• 
ACTOS DE CONCILIACION. --Suscitada cuestión de competen-
cia o de recu,acron, se tiene por intentada la comparecen-
cia.—Art. 464, y Consrrit  409 I 
-- Modo de presentar la demanda, y forma de pedir y acor-
dar la citación del demandado.—Arta. 465 y 466, y Co-
mentario   411 II 
-- Modo de llevará efecto la citación.— Arts. 467 y 468, y 
Comentario. 
	  Págs. 4 t 4 y 41'; 	 II 
- — Obligación de comparecencia de los interesados, á no 
ser porque justa causa lo impida: cuándo se da el acto por 
intentado sin efecto: costas: hombres buenos: quiénes pue• 
den serlo.—Arts. 469 y 470, y Co nsent    447 II 
-- Forma de celebrarse: reclamación y sus fundamentos: 
contestación: réplica: contrarréplica: avenencia: no ave-
nencia: intervención del juez y de los hombres buenos.
—Art. 471, y Ciment.  630 1f 
- — Acta: firma de la urisrna: libro de actas: certificación de 
las mismas. —Arta. 472 á 474, y Consent. 	 420 	 II 
- — Procedimiento cuando no concurran los demandados: 
se da por intentada la conciliación. —Art. 473.. .  	 420 	 11 
--- Gastos del mismo: á quién corresponden: los del acto, al 
demandante: de las certificaciones, á quien las pida. — 
Art. 475, y Ciment. 	  421 	 11 
— Convenio de las partes: es ejecutorio en el Juzgado mu- 
nicipal, si no pasa de 250 pesetas: en otro caso, tiene va- 
lor de un documento público —Art. 476, y Cornent. 	  433 	 II 
-- Acción de nulidad contra lo convenido: sus causas: juez 
competente: término: tramitación según la cuantía.—Ar-
ticulo 477, y Co ntent.  438 II 
-- Tiempo en que surte efectos el acto de conciliación para 
presentar la demanda ordinaria.—Art. 478, y Cornent. 	 445 	 II 
— — No interrumpe la prescripción, si no se presenta la  de - 
manda a los dos meses del acto.—Art. 479, y Content 	  446 	 I 
-- Relación semestral de juicios convenidos: archivo ea 
el juzgado de primera instancia. —Art. 480, y Cornent 	  448 	 II 
-- Procedimiento cuando concurren las dos partes: cuando 
no concurren los demandados: conclusion. —Content.. 	  it 	 II 
Formularios de los actos de conciliación. 	  450 	 II 
ACTOS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. — V. Jurisdicción 
voluntaria y Jurisdicción voluntaria en negocias de co 
mercio. 
ACTOS PÚBLICOS. — V. 
diciales. 
ACTUACIONES JUDICIALES.—Qué se entiende por actuacio- 
nes: su diferencia de la diligencia y del trámite. . .... 	 485 
-- Ante quién se verifican.—Arts. 254 y 2.55. y Cornent 	 594 	 I 
-- Por quién deben ser autorizadas. —Art. 249, y Cornea 	 497 	 I 
-- Casos en que está obligado el actuatio a poner nota del 
dia y hora en que le sean presentados los escritos.—Ar-
ticulo 250, y Consent....  499 I 
Juicio declarativo y Resoluciones ju- 
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ACTUACIONES JUDICIALES. —  Deben escribirse en el papel 
sellado que prevengan las leyes y reglamentos.—Art. 248, 
y Gbment....... . ... ,   486 1 
- — Los jueces y tribunales se auxiliaran mûtoamente para 
	
la practica de todas las diligencias—Art. 284, y Co ntent. 551 	 I 
--- Saran nulas las qua se practiquen bajo la intimidación 
6 la fuerza —Art. 442 	  327 	 II 
-- l.os que las interrumpieren seran corregidos disciplina 
riamente, si el acto no llegase a constituir delito. —Artícu 
lo 438  	 349 	 II 
— 
Actuaciones judiciales en general: formularios 	  621 	 1 
--- V. Carta orden, Citación, Dias hábiles, Dios inhd 
biles. Ejecutorias, Emplazamiento, Exhorto, Horas hábi 
les, Horas inhábiles, Juicios, Mandamiento, Notificación, 
Ponentes, Relatores, Requerimiento, Resoluciones judi 
eiales, Suplicatorio y Votaciones. 
ACTUARIO. — Autorizara las actuaciones que lo correspon- 
dan —Art. 249, y Content. 	  497 	 I 
-- Casos en que está obligado a poner nota del día y 
hora en que le sean presentados los escritos —Art. 250, 
y Gbment   499 I 
-- Dara cuenta de palabra del despacho ordinario en el 
mismo dia 6 A lo was en el siguiente.— Art. 315 	 11 	 11 
-- Dará cuenta al juez ó tribunal respectivo del transcurso 
de los tcrminos para la caducidad de la instancia.—Ar 
tículo 413    266 11 
— — Seran corregidos por las faltas y omisiones en que incu-
rran con relación a las actuaciones de sus respectivas 
incumbencias.—Art. 445  828 I1 
-- V. Correcciones disciplinarias, Defensa por pobre, 
Juicio declarativo, Recusación y Resoluciones judiciales. 
ACUMULACION DE ACCIONES. —Consideraciones generales 	  347 	 I 
--- Cuando pueden acumularse las acciones que uno tenga 
contra varios, 6 de varios contra uno. —Art. 156, y Co 
mentario  357 t 
-- El actor puede acumular en su demanda cuantas accio- 
nes le competan contra el demandado, siempre que no sean 
incompatibles: excepciones: modificación de la segunda 
áe éstas.—Arts. 153 á 1.55, y (,ornent   .. 349 [ 
-- No se permite después de contestada la demanda: 
desde cuando se cuenta el término para contestar si 
antes de la contestación se amplia la demanda para acu-
mular acciones.—Arte. 157 y 1.58, y Content  358 I 
— — Procedimiento que ha de seguirse para desestimar la 
acumulación de acciones en cada uno de los casos del ar- 
ticulo 454 
	
 355 	 1 
-- Sus efectos.—Art. 159, y Content.. 
	 359 	 I 
ACUMULACIÓN 0E AUTOS. —Consideraciones generates 	  347 	 t 
-- Sus efectos.—Arta. 186 y 187, y C ntent 
	 . . 352 	 1 
-- Cuando procede y cuando no, en consideración al esta- 
4 
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do y naturaleza de los juicios.—Arts. 163 á 167, y Co- 
men tario 	  S68 	 I 
ACUMULACIÓN DE AUTOS. — Cuándo puede pedirse la acu 
mulacion. 	
 370 
-- Juicios acumulables 	
 373 
	 I 
- - Juicios no acumulables 
	
 374 	 I 
-- Quién puede pedirla. —Art. 160, y Cornent. .... .. 	
 360 
— — Procedimiento que ha de seguirse cuando los autos ra- 
diquen en un mismo Juzgado.—Arts. 168 á 170, y Cument. 379 
-- Cuando radican en Juzgados diferentes, ante quién se 
pretende la acumulación: excepción. —Art. 171, y Content. 381 	 I 
Procedimiento que ha de seguirse cuando radiquen en 
diferentes Juzgados. —Arts. 172 á 182 
	  383 	 I 
- - El procedimiento es análogo al que se sigue para resol- 
ver las cuestiones 4e competencia.—Cornent 
	 385 	 1 
-- Las actuaciones del incidente se acomodan á lo preve- 
nido para las competencias 
—Art. 183, y Cornent 
	  389 	 i 
--- Causas para decretarla: cuándo se entiende dividida la 
continencia de la causa. 
—Arts. 161 y 162, y Co ntent 	
 364 	 I 
- - Desde que se pide queda en suspenso la sustanciación 
de los pleitos á que se reliera: excepción.—Arts. 184 y 185. 390 	 I 
— Sobre la acumulación de los juicios ejecutivos 
	
 376 	 I 
- - Formularios: Acumulación de pleitos que se siguen en 
un mismo Juzgado 
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	 1 
- Formularios: Acumulación de pleitos que se siguen en 
Juzgados diferentes 	 396 	 1 
- V. Abintestato, Concurso de acreedores, Juez, Juris 
dicción voluntaria, Quiebra, Quita y espera y Recurso de 
ca8ación. 
ADICIÓN DEL APUNTAMIENTO. 
ADJUDICACIÓN DE BIENES d QUE ESTEN LLAMADAS VARIAS 
PEUsuNAS SIN DmSIONACIÓN nE ICOMnIES.—Considera- 
ciones generales. 	 565 IV 
- Distribución de bienes entre personas que no se desig- 
nan por sus nombres por el testador, y de bienes de fun-
daciones que pertenezcan a personas llamadas por la ley ó 
por el testador: legislación aplicable.—Arta. 1101 y 1102, 
y Co ntent  
 566 IV 
Quién puede promover este juicio: derechos del Esta-
do: forma de entablar la demanda y justificación.—Ar-
ticulos 1103 y 1104, y Cornent  570 IV 
-- Demanda de declaración de derecho á los bienes de 
una capellania: requisitos para entablarla: plazo de los 
edictos.— Art. 1105,y Co ntent 
 572 IV 
-- Emplazamiento al Ministerio fiscal, hoy al abogado del 
Estado, que sera parte en el pleito.—Art. 1109, y Content. 577 IV 
-- Llamamientos á los interesados en la reclamación: edic-
tos: plazos: publicación de los mismos: forma de los edic-
tos.—Arts. 1106, 1107, 1108; 1111 y 1112, y Comen-
tario  Págs. 575 y 
—V. Apuntamiento. 
`íS0 IV 
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ADJUDICACIÓN DE BIENES.- Compateeencia en el juicio: do- 
cumentus que han de acompañarse. — Art. 1110, y  amen - 
tarin   579 t!' 
- 
Procediu,ieuto después de haber hecho los tres Ilan:a- 
mientos: audiencia al abogado del Estado: informe de éste 
sobre la procedencia del juicio, y sobre los derechos ale- 
gados. — Art. 1113, y Consent. 	  584 1\' 
Oposición de la representación del Estado á la deman-
da: sus consecuencias: juicio ordinario.—Art. 1114, y Gb-
mentario. .   583 I\' 
Junta que se celebra si no hay oposición: quiénes con- 
curren 3 la misma: si no hay más que un aspirante 6 
hay acuerdo, se citara para sentencia: recursos contra la 
norma: diligencias para mejor proveer: si no hay acuer-
do, procede el juicio ordinario. — Arts. 1115 á 1118, y 
f;omentario  583 l \ 
Cómo se tija la marcha del juicio ordinario: reglas para 
el procediuuento: ampliación 6 desistimiento de la desman-
ds: piazus: traslado á los demás interesados y al Estado: 
forma de los escritos: procedimiento ordinario. — Ar-
Ii ales 1119 y 1120,y ('ons-nt  586 U 
	
---- Cargas piadosas de los bienes: garantía de las mismas 
	  
- - Art. 1121, y Cument.    593 t\ 
Ejecución de la sentencia: cuando interviene la repre- 
senlación del Estado: procedimiento cuando para la distri-
• bución de bienes se pide la intervención judicial.—Ar- 
liruloe 1122 y 1123. y Cosent ..  	 591 11 
— 
Administración de los bienes: pago de las cargas.
—Ar- 
fonlos 1124 y 1125, y Cornent. 
	  594 t\ 
- — Derecho reservado los que no concurran dentro del 
te+r mino de los llamamientos: excepciones.—Arta. 1126 
y 1127, ,y Cument  
 595 
II(— Suspensión de las demandas sobre mejor derecho á 
los bienes, incoadas después del juicio universal de que 
se trata. —Arta. 1128 y 1129, y Cument....... 
	  596 IV 
- Formularios 	
 600 I\ 
ACMINISTRACIÓN DEL ABINTESTATO. --V-  Juicio de abin-
t'rtato . 
ADMINISTRACIÓN DE BIENES DE AUSENTES. - V. Bienes de 
a usen t ee. 
ADMINISTRACIÓN DE BIENES EMBARGADOS. V. Procedi- 
miento de aprenntu. 
ADMINISTRACIÓN DE BIENES LITIGIOSOS.—V. Asegura- 
miento de bienes 61,944su4, Untcarsu de acreedores, Jui-
cio de mayor cuanfia, Id. de abintestato, Id. de testamen. 
'aria y Quiebra. 
ADMINISTRACIÓN DEL CONCURSO.—V. Concurso de acree- 
dores. 
ADMINISTRACIÓN DE LA QUIEBRA.— V. Qstiebra . 
591 
ro w., 
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ADMINISTRACIÓN DE LA TESTAMENTARIA. — V. Juicio de tes 
tanirntvrría. 
ADOPCIÓN Y ARROGACIÓN. - Consideraciones generales: pre- 
(tdeutes 	 - 	 279 VI 
— 	 Competencia. —Art. 63, regla 16 	  187 
	
I 
Licencia judicial para la adopción: forma de solicitarla: 
justificación documental e información.—Art. 1825, y 
Nota ... 
	  382 VI 
— Consentimiento del padre ó la madre del adoptando: 
han de firmar la solicitud: sustitución de este requisito 
con su declaración: modificacionesdel Código civil.—Ar-
tículo 1826, y Nota 
	
 283 VI 
— Com parecencia ante el juez riel mayor de siete anos que 
ha de ser adoptado.—Art. 1827, y Nota 
	  284 VI 
- Información de testigos: cuando pro^ede: pase al fiscal 
para que dictamine: ampliación de la información: defec-
tos en el procedimiento: nuevo pase al fiscal: resolución 
judicial.—Arts. 1828, 1829 y 1430, y Notas 
	  285 VI 
--- Autorización judicial: cuando puede concederla: escri-
tura pública: quiénes intervienen en.la misma.—Art. 1831, 
y Nota  286 VI 
- Cuando se hace la solicitud ante el Ministerio de Gra-
cia y Justicia: derogación de este precepto.— Art. 1832, 
	
y Nota   
 287 VI 
- Formularios 	
 288 VI 
ALIMENTOS.—Competencia.—Art. 63, regla 21 	  487 	 I 
-- V. Concurso de acreedores, Menor, Mujer depositada y 
.Juicio de testamentaría. 
ALIMENTOS PROVISIONALES. —Consideraciones generales 	 66 VI 
-- No es preciso el acto de conciliación.—Art. 460, y 
Comentario 	  Paga. 390, 398 y ti ll I 	 II 
- Puede comparecer por sí mismo el interesado, 6 por me-
dio de sui administradores ó apoderados.—Art. 4.0, y 
Comentario.. 	 .... 	 ........ 	 37 	 I 
Demanda: justificación del derecho: caudal del que los 
ha de dar: necesidades del que los pide: parentesco. si  
éste es el titulo: copias: se rechaza la demanda sin estos 
requisitos. —Arts. 1609 y 1610, y Cument. . ...   69 1't 
-- Juicio verbal para sustanciar la dema da: tramitación 
como si fuera un interdicto: pruebas que se admiten: ce-
lebración del juicio: término para el mismo: negativa A 
prestarlos ó A la cuantia: acta.—Arts. 1611 4. 1613, yCo-
mentario 
 
71 V I 
--- Sentencia: plazo para dictarla: determinación de canti-
dad hasta el juicio definitivo: pago por mensualidades an-
ticipad as: recursos contra la sentencia: disposiciones del 
Código civil.—Arta. 1614 y 1615, y Convent  '74 VI 
-
La sentencia dictada no produce excepción de cosa juz-
gada para los efectos del juicio plenario de alimentos.—
Art. 1617, y Comvent 	 18 V  
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ALIMENTOS PROVISIONALES. —Falta de pago de la pensión: 
exaccton pese los tramites de la Tia de apremio en el juicio 
ejecutivo. —Art. 1616, y Co nsent  . . 77 V t 
-- Procedimiento sencillo y breve, coa audiencia del de-
mandado.—Ley de Bases, art. 1.0, base 18 	 .. 	 47 	 I 
-- Furmu lariu4.  	 80 VI 
AMIGABLES COMPONEDORES. — V. Juicio de amigables cons• 
ponedores y &curan dr caaacitin contra los folios de los 
mismos. 
AMOJONAMIENTO. — V. Deslinde y amojonamiento. 
AMONESTACIÓN. -- Se amonestara t los que interrumpieren 
aogun acto judicial.—Art. 439  	 • 	 37 	 II 
APELACI ÓN. — V. Juicios y Recursos contra las resoluciones 
de toe Tribunales. 
APEO.— V . Deslinde y amojonamiento. 
APEO DE FOROS.— Qué son foros: qué son apeos y prorrateos: 
considerauunes generales 
	  50! VI 
-- (luiéo conoce de él.—Art. 63, regla 27 	  488 
	
I 
— — Pueden pedirlo loe dueùos de los dominios directo y 
ú til.—Art. 2071, y Nola 50i VI 
-- Qua se acowpaùara a la solicitud en que se pida el apeo. 
—Art. 2072 	  505 VI 
- - Presentada la solicitud, se cita a los interesados: forma 
de la citación: término para comparecer y apercibimiento 
que se les hace: plazo que ha de mediar entre la última 
citacien y la celebración de la comparecencia.— A rt. 2073, 
y Nota  5015 VI 
-- Como se hace la citación cuando sea desconocido alu-
no de los interesados 6 se ignore su domicilio: término 
para que comparezca: no se hace segunda citación.—Ar• 
ticulos 2074 y 2075 	  506 VI 
-- Celebración de la comparecencia. —Art. 2076, y Nota 
	  506 VI 
- - Qué se practica según las diferentes causas en que se 
funde la oposición al apeo.—Artículos 2077 y 2080, y 
	
Notas.  
 
506 VI 
-- En el caso de que todos los interesados convinieren en 
nombrar un solo perito, cómo se designa.—Art. 2078 	  507 VI 
- - Auto e#ue ha de dictar el juez al dia siguiente de la com-
parecencia: apelación.—Arts. 2079 á 2091. 
	  507 VI 
-- Citación y celebración de la segunda comparecencia.— 
Art. 2082 	  508 VI 
-- Practicado el apeo por los peritos, I.I presentan exten-
dido y firmado en papel común: se une al expediente: se 
pone de manifiesto en la escribania.—Art. 2033, y Nota  508 VI 
-- Nombramiento de un tercer perito en el caso de discor- 
	
dia.—Art: 2084   
 508 VI 
-- Qué ban de hacer los que no se conformen con el apeo 
practicado por los peritos. —Art. 2085 	  508 VI 
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APEO DE FOROS.—Cuándo dicta el juez auto aprobando el 
apeo: declaración que puede hacerse.—Art. 2086 	  508 VI 
Qué se practica cuando alguno de los interesados haya 
hecho uso del derecho que para oponerse le concede el 
art. 2085.—Arts. 2097 y 2088   
 509 VI 
-- El auto aprobando el apeo es apelable en ambos efectos 
	  
—Art. 2089. 	  509 Vi 
-- Testimonio del auto de aprobación del apeo que se ha 
de dar al que haya promovido el expediente.—Art. 2090. 540 VI 
-- Efectos que produce la oposición del dueño del dominio 
directo, si los que promoviesen el apeo fueron los del útil, 
y viceversa. —Art.  2091    540 VI 
- -- Petición á la vez del apeo y prorrateo.—Art. 2100 	
 512 VI 
- -- lia de hacerse personalmente 6 por cédula la primera 
notificación en estos expedientes: poder apud acta para 
rir las restantes: condiciones del apoderado.—Art. 2102. 543 VI 
— Apelaciones: por regla general se admiten en un solo 
efecto: se tramitan como las de los incidentes. — Ar-
tículo 2103. 	  543 VI 
- -- Corresponden los derechos de apeo y prorrateo A todos 
y cada uno de los partícipes del dominio directo de una 
	
finca.—Art. 2104   
 
513 VI 
— — Se entiende como dueño del dominio titil el poseedor 
de la finca, salvo prueba en contrario.—Art. 2105 . 	 543 VI 
---- Puede pedirse el apeo y prorrateo siempre que hayan 
transcurrido diez años: si se pide antes, será á costa del 
solicitante: excepción á esta limitación.—Art. 2106 	
 
544 VI 
— Las costas las satisfarán los dueños del dominio fitil en 
proporción á la pension: excepciones en caso de apelación: 
en el de los arts. 2106, 2088 y 2098.—Art. 2107, y Nota. 544 \'t 
— - - Cuándo se cobrarán íntegros los derechos de arancel, y 
cuando habrá rebajas.—Art. 2108.. 	 54i VI 
APERCIBIMIENTO. — Es corrección disciplinaria.—Art. 449 	  343 	 II 
APERTURA DE ESCOTILLAS. —V. jurisdicción voluntaria en 
asuntos de comercio y Efectos mercantiles. 
APREMIO. — Del procurador al cliente para que le habilite de 
fondos: cuándo y en qué forma puede ejercitarse este de-
recho.—Arts. 7. 0 y 8.0 , y Cornent  55 t 
--- Para la devolución de autos: no se admitirá más de un 
escrito.—Arts. 308 y 309, y Cornent 	  604 	 I 
- - Su diferencia de la rebeldía    608 	 I 
- — 
Formularios..... 	
 648 	 l 
-- V. Procedimiento de apremio. 
APUNTAMIENTO. —Cuándo se forma. —Art. 318 	 48 t l 
Cuando se informa acerca del procedimiento.—Art. 319. 	 49 	 il 
— Orden para formarlo: quién lo forma.—Art. 320 	 20 II 
— 
Sobre reforma y adición del mismo informará el ponen- 
te.—Art. 336. .  	 51 	 11 
Adición y reforma. —Arts. 857, 870, 872, 891, 395 y 
	
902   Págs. 111, 421, 133 y t37 IV 
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. aelc.. Teme. 
APUNTAMIENTO.—Se comunica á las partes para instruc- 
ción: término.—Arts. 856 y 890 ........ Págs. 4 4 i y 433 IV 
 -- Se imprime, en su caso, con la alegación en derecho.— 
Art. 883 	  4!9 IV  
ÁRBITROS. — V. Juicio de árbitros. 
ARRAIGO DEL JUICIO. — V. Juicio declarativo de mayor 
cua n t ia. 
ARRENDAMIENTO DE BIENES DEL ABINTESTATO. —V. Jai 
cio de abintestato. 
ARRESTO. — Serán arrestados los que resistieren la orden de 
expulsión del Tribunal.—Art. 438 	  
-- V. Quiebra. 
ARRIBADA FORZOSA. - V. Jurisdicción voluntaria en asun 
tos de comercio. 
ARROGACIÓN. — Competencia. — Art. 63, regla 16. 	  
-- lia sido suprimida por el Código civil. 	  
-- V. Adopción. 
ASEGURAMIENTO DE LOS BIENES LITIGIOSOS. —Su concepto 
y precedentes 	  
— — Casos y requisitos para que pueda pedirse que se in-
tervenga judicialmente la administración de las cosas li-
tigiosas.—Art. 1419, y Cornent.   
— Procedimiento para decretar la intervención —Articu-
loa 1420 y 1421, y Cornent..  
-- Nombramiento del interventor: sus atribuciones: lo 
que ha de hacerse en caso de desacuerdo con el deman-
dado.—Arts. 1421 y 1422, y  Cornent ..... ...
• 
— — El demandado en cualquier estado del j uicio puede 
prestar fianza para que se alce la intervención: reconoci-
miento pericial que debe efectuarse: de qué clases puede 
ser la fianu.—Arts. 1423 4 1426, y Content 	  
— Pronunciamiento sobre costas é indemnización de da-
ños y perjuicios: cómo se hacen éstos efectivos.—Articu-
lo 1427, y Cornent. 	  
- -- Aseguramiento de las resultas del juicio en los casos de 
una obligación de hacer, ó de no hacer, ó la de entregar 
cosas especificas.—Art. 1428, y Coment  
- - Formularios .... 	  
LUDIENCIA EN JUSTICIA. — V. Corrección disciplinaria.—
Art«. 4.32 á 4.56, y Coment 
	  
AUSENTE. — V.  Bienes de ausentes. 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. — V. Cuestiones de corn
-petencia y Recursos de queja. 
AUTOS. — V. Resoluciones judiciales. 
AUXILIARES DE LOS TRIBUNALES. —  Caándo y por quién 
349 
	
II 
487 	 1 
!79 VI 
389 V 
415 V 
447 V 
448 V 
425 V 
449 V 
430 V 
437 V 
354 	 II 
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pueden ser corregidos disciplinariamente.—Arta. 445 y 
446, yComext 	  
AUXILIARES DE LOS TRIBUNALES.—Corrección disci- 
l linaria y responsabilidad: cuándo son morosos 6 faltan á as formalidades lel ales.—Art. 280, y Comeat .  
-- V. Corrección disciplinaria. 
595 
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3'!8 	 II 
541 	 1 
13 
BALANCE DEL QUEBRADO. — V. Quiebra. 
BASTANTEO. — V. Abogado:, Comparecencia en juicio y Po. 
der para pleitos. 
BENEFICIO DE INVENTARIO.—V. Juicio de testamentaría. 
BIENES DE AUSENTES.—Consideraciones generales 	  448 VI 
- - Quien conoce de los expedientes relativos á la adminis-
tración de los bienes del ausente.—Art. 63, regla 24 	
 188 	 I 
- - Quien y en qué caso puede pedir dicha administración 
	  
—Art. 2031, y Nota 	  449 VI 
-- Qué documentos debe presentar, y sobre qué extremos 
ha de ofrecer información.—Art. 2032, y Nota.... .. 	 450 VI 
— El juez recibe la información, con citación del fiscal: 
cómo debe ser la información: fe del conocimiento de los 
testigos.—Art. 2033.   
 451 VI 
-- Edictos que deben publicarse llamando al ausente y 
á los que se crean con derecho á la administración de sus 
bienes.—Art. 2034, y Nota 	  151 V1 
- - Dictamen del fiscal.—Art. 2035, y Nota. 	  453 VI 
-- Caso en que sea uno solo el pariente que haya reclama-
do la administración y no se hubiese opuesto el fiscal: 
caso en que siendo dos ó más los pretendientes, estén con-
formes en cuál de ellos ha de encargarse de la administra- 
ción.—Art. 2036, y Nota .Ihi VI 
-- Fuera de los casos anteriores, el juez convoca á junta: 
término: objeto: del resultado de la junta se extiende acta. 
—Art.'2037, y Nota.  1'i i VI 
- Qué se practica segûn resulte á no acuerdo en la junta. 
--Arts. 2038 y 2039, y Nota 
	  455 VI 
- - 
Fianza que debe prestar el nombrado administrador: no 
puede ser la personal; qué puede el juez disponer para lijar 
su cuantía.—Art. 2040, y Nota. 	  156 VI 
- - Prestada la fianza, se da al administrador el titulo ó tes-
timonio de su nombramiento y se le entregan los bienes 
bajo inventario: cómo se forma éste: anotación en el Re-
gistro de la propiedad de la ausencia é ignorado paradero 
del dueño de los inmuebles y del nombre del administra-
dor. —Art. 2041 	  457 VI 
Derechos y obligaciones del administrador.—Art. 2042, 
y Nota 	  458 V} 
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BIENES I)E AUSENTES.—Casos en que ha de sobreseerse 
en estos procedimientos.—Art. 2043, y Nota.... 	 459 VI 
-- Si el ausente hubiese otorgado testamento, los herede-
ros en él instituidos pueden solicitar la administración de 
los bienes.— Art. 2044, y Nota.   459 VI 
-- 
Cuando y A instancia de quiéi puede el juez acordar las 
medidas necesarias para la seguridad y administración in-
terina de los bienes de un ausente, cuyo paradero se ig- 
nore.—Art. 2045, y Nota    4ti0 VI 
Oposición: cómo se sustancia —Art. 2046, y Nota 	  464 VI 
— Presunción de muerte.—Art. 2047, y Nota 	  163 VI 
-- Primer periodo de la ausencia: diligencias preventivas: 
formularios 	  461 VI 
-- Segundo periodo: declaración de la ausencia: formu 
larios 	  468 VI 
-- Tercer periodo: presunción de muerte: formularios 	  472 VI 
BIENES LITIGIOSOS. — V. Aseguramiento de bienes litigiosos, 
Concurso de acreedores, Juicio declarativn, Quiebra y 
Testamentaria. 
L 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.—Su definición: consideracio- 
nes generales: razones que la abonan 	  264 	 II 
- Caducaran todos los juicios, teniéndolos por abandona- 
dos, si no se insta su curso: término: desde cuándo se 
cuenta: excepción por fuerza mayor ó otra independiente 
de los litigantes: desde cuándo empieza á correr el térmi - 
no en estos casos —Arts. 411 y 412, y Con te nt. ... . 264 II 
-- Obligación del secretario 6 actuario de dar cuenta del 
término de los plazos para que se decrete de oficio la cadu-
cidad. —Art. 413, y Content..  266 11 
- - Autos en primera instancia, á los cuatro años se en-
tiende abandonada la acción: costas. Cuándo se tendrán 
por abandonados los recursos en las Audiencias y el Su- 
premo: costas.— Arts. 411, 414 V  415, y Cornent 	  288 II  
-- Recurso de reposición 6 súplica contra la declaración de 
caducidad: se admitirá cuando se demuestre ha existido 
equivocación en el cómputo: plazos: tramitación.—Articu• 
los 416 y 417, y Canent.  270 II 
---- Las disposiciones sobre caducidad no son aplicables á las 
actuaciones sobre ejecución de sentencias.--Art. 418, y 
Comentario.. 	 • 	 774 	 II 
— Aplicación de la ley t los pleitos paralizados y archi- 
vados A au prowulgación.—Art. 420, y Corneo& . 	  274 II 
— - La caducidad de la primera instancia no extingue la ac - 
ción.—.4rt. 419. y C,rrnv,rt 	 272 	 II 
- - - Formularios    
 277 II 
CALIFICACIÓN DEL CONCURSO.—V. Concurso de acreedores 	  
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CALIFICACION CE LA QUIEBRA. — V. Quiebra . 
CANTIDAD ILIQUIDA. -- V. Ejecución de sentencia.  
CANTIDAD LIQUIDA. — V. Ejecución de sentencia y Juicio  
reir ). 
CARGAMENTO. — V. Jurisdicción voluntaria en asuntos de  
1''nOel'CYO. 
CARTA-ORDEN.--precedentes en el reglamento de Juzgados 
 
de 48t4 	  
Cuándo se emplea. —Art. 285, y Co.nent . 	  
-- El superior no puede dirigirse al inferior que no le esté 
subordinado. - Art. 287, y Cornent. 	
 553 	 I 
--- Se entrega á la parte á cuya instancia se hubiese li- 
brado para que Festione su cumplimiento: forma en que 
 
ha de hacerlo: si lo solicita la contraria, se fija término 
 
para su presentación: la persona que la presente satisface 
 
los ga•tos.--Arta. 290 á 292, y Cornent 	  555 	 I 
-- A instancia de parte pobre.—Art. 293, y C'ornent 	  559 	 I 
- — Su cumplimient.) y devolución.— Arts. 295 á 297, y  
Comentario 
	
 562 	 I 
--- Las providencias para su cumplimiento no se notifican  
al portador: excepciones.—Art. 298, y Content.. 
	 . 566 	 I 
- Demora en su cumplimiento.—Art. 299, y Consent 	
 567 	 I 
	
-- Formularios.  
 643 	 1 
— - Recuerdo de carta-orden: formularios 	  6t4 	 I 
CASACIÓN. — V. Recursos de casación. 
CÉDULA. - 4'. Notificación'y (,'ilación.  
CERTIFICACIÓN DEL ACTO DE CONCILIACIÓN.—V. Acto de  
„ oct(ioeion. 
CERTIFICACIÓN DE SENTENCIA.—V. Ejecución de sentencia,  
Juicio de mayor cuantía, Resoluciones de los Tribunales 
Votaciones. 
 
CITACIÓN. -  Qué se entiende por citación 	  517 	 I 
---- Le son aplicables las disposiciones relativas a las notifi- 
e.aciones.—Art. 270 	  532 	 I • 
-- A los litigantes se hará por cédula.—Art. 271, y Co  
mentario 	  532 	 l 
-- Qué debe contener la cédula de citación —Art. 272, y 
Comentario 	  533 	 1 
- - Cómo se hace la de los testigos y peritos. y demás per- 
sonas que no sean parte en el juicio.—Art. 273, y Comen- 
/ario. .  	 535 	 I 
- — No se admite respuesta del interesado.—Art. 276, y Co  
mentario 	  531 	 1 
- - Cuando se haga por exhorto ó carta-orden se acompaña  
la cédula correspondiente.—Art. 277, y Cornent 	  537 	 I 
- La cédula de citación se extiende en papel común.— 
Art. 278. 	  538 	 I 
550 	 I 
553 	 I 
	 ^^^ 
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CITACIÓN.—Su nulidad. —Art. 279, y Cornent 	  538 	 I 
-- Corrección y responsabilidad del auxiliar O subalterno 
que incurra en falta 0 morosidad.—Art. 280, y (ornent 	  544 	 I 
-- No se vuelve A citar al declarado en rebeldía: se en- 
tienden las actuaciones con los estrados.—Art. 281, y 
Comentario 
	  545 	 1 
- - Cómo se veri fi ca la del declarado rebelde. Arts. 282 y 
283, y Cornent. 
	  
547 
	
l 
- Krinularios 	 628 
	
I 
— (ax asrRAnos).—For:nulartos  
	
63á 	 I 
CODICILO.—Quién conoce de la elevación á escritura pública 
del otorgado verbalmente. Odel escrito sin intervención de 
notario, y de la apertura del cerrado.—Art. 63, regla 22. 487 1 
— Modo de elevar A escritura pública el hecho de palabra: 
reformas del Código civil . 	  368 ' i 
COMERCIANTE. — V. Domicilio legal, Juriadiccidn voluntaria 
rn asuntos de comercio y Quiebra. 
COMISARIO OE LA OIJIERRA. —V. Domicilio legal y Quiebra. 
COMPANIAS (ctvILes 1' MKRCANTILES). —ir . Domicilio le-
gal, Jurisdicción voluntaria en negocios de comercio y 
Quiebra. 
COMPARECENCIA EN JI,IIC10.
—
Su definición: se refiere á las 
partes litigantes 
	 23 	 I 
- - Ante quién se comparece.— Art. 1.0, y Cornent. 	 24 	 I 
- - Quiénes pueden comparecer: quién ha de hacerlo por 
los que no pueden—Art. 2.0, y Cornent. 	 25 	 I 
-- Necesidad de abogado y procurador: poder bastantea- 
do por aquél: cuándo se presenta: excepciones.—Artícu• 
los 3.0 y 
 4.0, y Cornent.    ... 	 36 
COMPETENCIA. —Consideraciones generales 	  4 48 	 I 
- - Reseña histórica. 	
 4 49 
	
I 
— — Su definición y concepto 
	  454 	 I 
-- De la jurisdicción ordinaria.—Art. 51, y Cornent 
	  453 	 I 
-- Excepción á favor de Guerra y Marina.--Art. 52, y 
Comentario 
	
 453 
	
I 
- - Requisitos para que la tengan los Jueces y Tribunales . 
—Art. 53, y Cornent 	
 456 	 I 
-- Prórroga de jurisdicción.—Art. 54, y Cornent 	  458 
	
I 
-- Su extensión A todas las incidencias del pleito y á la 
	
ejecución de lo juzgado —Art. 55, y Cornent  
 459 	 I 
-- Reglas para determinarla.—Arts. 56 d 61, y Cornent 
	  
460 
	
I 
- - Sumisión expresa: ídem tácita: su concepto 
	  462 	 I 
Quién puede prorrogar jurisdicción? 
	
 465 	 I 
-- Limitaciones de la sumisión 
	
 468 
	
1 
— — Acción: su definición: su distinción del derecho: su di- 
visión en real, personal y mixta 
	 4 73 
	
I 
— — Reglas generales para determinar la competencia.—
Art. 62, y Cornent. 
	
 474 	 I 
-- — Reglas para casos e-peciales.—Art. 63... 
	 .. ...... 	 485 	 I 
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COMPETENCIA.—Juez competente cuando el demandado no 
tiene domicilio ni residencia fija: a falta de domicilio, la 
residencia. —Art. 69, y Cornent   
 496 I 
- - Las reglas de competencia comprenden á los extranje- 
ros.—Art. 70, y Content 	  204 	 I 
-- Cuándo conocen los jueces españoles de pleitos y actos 
judiciales en que intervengan extranjeros 	 . 202 	 I 
- - Las reglas de competencia se entienden sin perjuicio de 
lo dispuesto para casos especiales.—Art. 71, y Cornent 
	  206 	 I 
— — V. Cuestiones de competencia y Domicilio legal. 
COMPETENCIAS CON LA ADMINISTRACIÓN. —Qué autorida-
des podrán suscitar en nombre de la Administración com-
petencias á los juzgados y tribunales.—Art. 116, y Co-
mentario  267 I 
- Sustanciación de las competencias que la Administra-
ción suscite a los jueces y tribunales.—Art. 117, y Co-
mentario 	  267 	 I 
- - Reglas á que deben someterse los jueces y tribunales 
para sustanciar las competencias que les promueva la Ad-
ministración: Reglamento de 25 de Septiembre de 4863 	  276 
- Corresponde a los Gobernadores, como atribución ex-
clusiva, provocar competencia a los tribunales y juzgados 
de todos los Ordenes 	  650 	 I 
-- V. Recursos de queja. 
CONCURSO DE ACREEDORES. —Consideraciones generales 	 5 V 
- Juez competente para conocer de él.—Art. 63, reglas 
8.a y 9 a 	   486 
- - De la declaración de concurso: indicaciones generales 	 55 	 V 
-- Puede ser voluntario ó necesario: cuándo es voluntario 
y cuándo es necesario. —Art. 1156, y Cornent 	 56 V 
- Qué debe acompañar á su solicitud el que se presente 
en concurso voluntario.—„lrt. 1157, y Cornent.  	 57. V 
- Quién puede presentarse en concurso voluntario...  	 58 	 V 
-- Cuándo ó dentro de qué término deberá solicitar el deu-
dor la declaración de concurso. 	 59 	 V 
- Qué extremos han de justificar el acreedor 6 acreedo-
res que soliciten la declaración de concurso necesario.—
Arts. 1158 y 1159, y Cornent 	 59 V 
-- El juez por auto declara el concurso 6 deniega la decla-
ración.—Art. 1160, y Cornent. 	 62 V 
-- Declarado el concurso , queda incapacitado el deudor 
para administrar sus bienes. —Art. 1161, y Co ntent.... . 	 63 	 V 
-- Término para oponerse el deudor a la declaración de 
concurso: procedimiento para sustanciar y decidir dicha 
oposición: mientras tanto sigue la ocupación de los bie-
nes, libros y papeles en pieza separada. —Arte. 1162 á 
1166, y Cornent.  63 V • 	  
-- Qué debe hacerse cuando se deja sin efecto la declara- 
ción de concurso.—Arta. 1167 y 1168, y Cornent.  	 66 
- Cuándo y en qué caso el deudor puede reclamar del 
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acreedor, a cuya instancia se hubiese declarado el con-
curso, la indemnización de damos y perjuicios: sustancia-
de n —Art. 1169, y Cornent. 67 V 
CONCURSO DE ACREEDORES—Oposición de algun acree-
dor A la declaración de concurso: término para deducirla y 
sustanciación.— Artícstlos 1170 y 1171, y Cornent.   68 
- - 
Efectos de la declaración de concurso respecto á las deu-
das pendientes.—Art. 1172, y Cont ent 	 71 V 
—
-- Diligencias consiguientes a la declaración de concurso 	 73 	 V 
- Qué disposiciones se dictan en el auto en que se hace la 
declaración de concurso. —Art. 1173. y Cornent.  	 73 V 
— - Cón^ u se lleva a efecto la ocupación y embargo de los 
bienes, libros y papeles del deudor: reglas para el depósito 
de los bienes.--Arts. 1174 y 1175, y Cornent......  	 74 	 V 
- Reglas para la retención, apertura y destino de la co-
rrespondencia dirigida al concursado.— Arts. 1176 á 1178, 
y Content   	 76 V 
-- Nombramiento y posesión del depositario.— .4rts. 1179 
y 1180, y Cornent. 	 '77 V 
— Atribuciones del depositario.—Arfe. 1181 á 1183, y Co- 
men ta rio 	
• 	
Págs. '78 y 	 81 • V 
— Retribución del depositario. — Art. 1184, y Comenta 
rio. 	 Págs. 79 y 	 84 	 V 
Cesación del depositario y rendición de cuentas.—Ar 
t{cstlo 1185, i  Cons ent 	  Págs 79 y 	 85 V 
— -- Acumulación de autos al concurso: reglas tiara llevarlo 
	
A efecto, según los casos. — Arts. 1186 y 1187, y Consent. 	 86 	 V 
— Término para presentar en el concurso necesario la re- 
lación de acreedores y la memoria: caso en que el con-
cursado sea una colectividad 6 compañia que no se rija 
por el Código de Comercio.-- arts. 1188 á 1191, y Co- 
nsentario. 	 91 	 V 
•
- Forma de llamar al concursado y su declaración en re-
beldía cuando se ausenta del lugar del juicio sin dejar 
persona que le represente.— Art. 1192, y Cornent 
	
9t V 
— Publicación de la declaración de concurso y prevencio-
nes que se hacen: citación de los acreedores: tiempo que 
debe mediar entre la convocatoria y la celebración de la 
junta: fijación del día para celebrar ésta: los acreedores ccn 
domicilio conocido serán citados por cédula.—Arta. 1193 
h 119x', y Consent 
	 95 V 
— Citaciones al concursado.— Art. 1199, y Cornent 	  100 V 
— — Forma en que los acreedores han de presentarse en el 
ronrurso con los títulos de sus créditos. --Arts. 1200 á 
1204, y Consent  100 V 
-- Excepciones del art. 1195 sobre ampliación del plazo 
para la celebración de la junta.—Art. 12y, y Cornent 	
 10! V 
— — Cuándo termina la presentación de acreedores para el 
efecto de concurrir A ha junta y tornar parte en la elección 
de síndicos: los que se presenten después, cómo deben ha- 
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cerio: relación que debe formar el actuario. — Arts, 1206 
á 1208, y Co ntent. 	  403 V 
CO NCURSO DE ACREEDORES — Lo dispuesto en el ar-
ticulo 4437 sobre la representación de los acreedores, es 
aplicable A la junta para el nombramiento de síndicos y 
A las demás.—Art. 1209, y Cament.  . 105 V 
Número de síndicos que ha de haber en cada concurso, 
y forma de su elección. —Arts. 1210 á 1213, y Cornent . 106 V 
— Reemplazo de alguno de los síndicos.— Art. 1214, y 
Comentario 	
 114 
	
V' 
• 	 — — Requisitos que deben concurrir nece4ariamente en los 
acreedores para que puedan obtener el cargo de sindico. 
—Art. 1215, y Co ntent.. 	
 112 V 
-- Forma en que ha de verilicarse la junta de acreedores 
para el nombramiento de siadicos, redacción del acta de la 
misma y particulares que ha de con tener.•— Art. 1216, y 
Comentario  
 415 V 
— Posesión del cargo de sindico y publicación del nom- 
bramiento.--Art. 1217, y Cornent... . 
	 116 	 V 
--- Atribuciones de los síndicos. —Art. 1218, y Cornent. 
	
117 	 V 
— Retribución de los síndicos.  --Art. 1219, y Cment... 
	
118 	 V 
Quién puede impugnar la elección de los síndicos: tér-
mino para deducir la impugnación: c,.rusas en que ha de 
fundarse: procedimiento para sustanciarla y decidirla, y 
sus efectos.—Arfa, 1220 á 1224, y Cornent  119 V 
-- — Causas por las que el sindico en quien concurran cesa 
en el ejercicio de su cargo: reemplazo del sindico —Ar 
títulos 1225 y 1226, y Cornent   12á V 
-- División de los procedimientos en tres piezas separadas. 
—Art. 1227, y Co ntent 	
 128 V 
-- PIEZA PRIMERA: de la administración del concurso. 	 129 V 
— Publicado el nombramiento de los síndicos, se les hace 
entrega, por inventario, de los bienes, efectos, libros y 
papeles del concurso: depósito del dinero—Art. 1228, y 
Comentario 
	  129 V 
— Obligaciones de los sindicos: son aplicables á la admi-
nistración de los concursos las disposiciones establecidas 
para la administración de los abintestatos.—Art. 1229, y 
Comentario 	  134 	 V 
-. Gastos ordinarios del concurso.— Art. 1230, y Comen- 
tario. 	 Págs. 434 y 133 	 V 
— Estado 6 cuenta de administración que deben presentar 
los sindicos el dia último de cada mes: con dichos estados 
se forma un ramo separado de la pieza priruera.—Ar 
ticaloa 1231 y 1232, y Content. 	  134 V 
— Corrección de los síndicos: el juez puede suspenderlos, 
convocando A junta de acreedores: efectos del acuerdo de 
ésta sob re dicha suspensión, y qué ha de practicarse según 
sea confirmatorio 6 revocatorio. —Art. 1233, y Cornent. 13; 
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CONCURSO DE ACREEDORES.— Cuándoy cómo han de  
proceder los sindicos tt la enajenación de los bienes y efec-
tos del concurso. - Arts. 1234 y 1235, y Cornent  441 V 
- - Formalidades para la venta de los bienes del concurso.—
Arts. 1236 á 1240, y Cornent 	  445 V 
-- 
Cuándo y cómo los síndicos pueden transigir los plei-
tos pendientes ó que se promuevan por el concurso, (5 con  
tra el mismo.—Art. 1241, y Cornent.....  454 V 
-- Qué deben hacer los síndicos una vez realizado el pago  
de todos los créditos, ó de la parte de ellos que los bie-
nes del concurso alcanzasen a cubrir: finiquito: oposición  
a la cuenta y sustanciación.—Arts. 1242 á 1244, y Cr. 
mentarlo  15! V 
-- Cuando los sindicos cesan en su cargo antes de con-
cluirse la liquidación del concurso, rinden su cuenta ge-
neral: examen y aprobación de la misma: oposición a la  
cuenta y sustanciación.— Art. 1245, y Co nsent.... . 455 V 
- - Entrega, en su caso, al deudor de sus libros y papeles, 
y de los bienes que hubiesen quedado.—Art. 1246, y Co • 
men tarlo   457 Y 
- - 
Notificación y publicación del resultado definitivo del  
concurso.—Art. 1247, y Cornent... 	  458 V 
- - Rehabilitación del concursado.—Art. 1248, y Coment. 458 V  
-- PIEZA SEGUNDA: del reconocimiento, graduación y pa-
go de los créditos.—Content 	  462 V 
- - 
Cuándo y cómo ha de formarse la pieza segunda del  
concurso.—Art. 1249, y Content 	  462 V 
- - Forma en que los síndicos han de practicar el examen  
y liquidación de los créditos: estados que deben formar.  
—Arts. 1250 á 1252, y  Content 	 463 V 
-- Tiempo y forma en que ha de ser convocada la junta 
 
para el reconocimiento de créditos.—Arta. 1253 y 1254, 
 
y Comentario  465 V 
-- Constitución de la junta para el reconocimiento de cré- 
ditos —Arts. 1255 á 1257, y Content 	  467 V 
-- Celebración, votaciones y acuerdos de dicha junta.— 
Articulos 1255, 1256 y 1258, y Content.... Págs. 467 y 4 70 V  
-- Casos en que corresponde al juez resolver sobre el re-
conocimiento de créditos, y forma en que ha de hacerlo. 
 
Arts. 1257 y 1258, y Content  Págs. 468 y 474 V 
- -- El acreedor cuyo crédito no sea reconocido por la 
 
junta, ¿podrá tomar parte en las votaciones sucesivas de 
 
la misma? —Comrnt. 	  473 Y 
-- ¿Puede votar el acreedor de, cuyo crédito se trate9-
CLmentario   
 474 V 
-- Documento que ha de entregarse á los acreedores re-
conocidos: á los no reconocidos se comunica por los sin 
dicos la decisión de la junta ó del juez por medio de carta-
circular.—Arts. 1259 y 1260, y Co ntent   176 Y 
- - Quiénes y dentro de qué término pueden impugnar los 
 
acuerdos de estas juntas. y. en su caso. las determinacio- 
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nes del juez: sustanciación: los sindicos están obligados 
sostener lo acordado por la mayoría: el deudor puede ser 
parte.—Artículos 1261 á 1264, y Co ntent  479 V 
CONCURSO DE ACREEDORES.—Cuándo puede reclamarse 
la nulidad de los acuerdos de la junta: quiénes pueden ha-
cer esta reclamación: término para deducirla: sustancia 
- 
ción. —Art. 1265, y . ornent.... 	 484 	 V 
-- De la graduación de créditos. —Arta. 1266 á 1277 	
 488 V 
- - Cuando ha de acordarse la convocación de la junta para 
la graduación de créditos: personas que han de ser cita-
das y forma en que han de serlo: término que ha de me-
diar entre la convocatoria y la celebración de la junta.—
Arts. 1266 y 1267, y Cement 
	  488 V 
- - Clasificación de los créditos por los síndicos: término 
para hacerla. —Arts. 1268 y 1269, y Cornent 
	  492 V 
- - Nota de los bienes que no pertenezcan al concursado.—
Art. 1269, y Co nt ent. 	  Págs. 493 y 209 
	
V 
- Clasificación y graduación de los créditos conforme al 
Código civil. —Cornent 	 .. 	  4'+4 	 V 
-- Estados que han de formar los sínd i cos para dar cuenta 
á la junta de graduación: 
N.° 4.°—Estado de los créditos que gozan de preferencia 
con relación á determinados bienes muebles del deudor 	
 496 	 V 
N.° 2.°—Estado de los créditos que gozan de preferencia 
con relación á determinados bienes inmuebles ó derechos 
reales del deudor 
	  498 	 V 
N.° 3. 0 —Estado de los créditos que gozan de preferencia 
con relación á los demás bienes muebles é inmuebles del 
concursado, no comprendidos en los dos estados anteriores. 204 	 V 
N.° 4. ° —Estado de los créditos comunes 	  208 V 
-- Antes del dia señalado para la junta de graduación 
deben los síndicos dar su dictamen sohrs los creditos pen-
dientes de reconocimiento, ó que se hayan reclamado 
después de formados los estados prevenidos en la ley.—
Art. 1270, y Co ntent  241 V 
Reglas para la celebración de la junta de graduación de 
créditos.—Art. 1271, y Co ntent 	  343 V 
- -- Cuándo corresponde la resolución al juez del concurso: 
notificación.—Arta. 1272 á 1274, y Co ntent. 	  215 V 
- - Término para impugnar los acuerdos de  la junta de gra 
duación 6, en su caso, las decisiones del juez: quiénes pue-
den impugnarlos: sustanciación.—Arts. 1275 á 1277, 
	
y Cornent    230 V 
- - 1)e la morosidad y sus efectos. —Arta. 1278 á 1285, 
y Cornent 	  234 V 
-- Cuándo y cómo se verifica el pago de los créditos. — 
Arts. 1286 á 1292, y Coment. 	  233 V 
-- Cuenta que deben presentar los síndicos de la inversión 
dada a los fondos que hubiesen recibido para pagar A los 
acreedores.—Art. 1293, y Cornent  240 V 
- - Cuándo se recogen y cancelan los documentos de reco- 
• 
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nocitniento: cuando se da por terminado el juicio de con-
curso. —Art. 1294, y  Consent 	  24? V 
CONCURSO DE ACREEDORES.--PIEZA TERCERA: de la ca- 
lificación del concurso 	  242 	 V 
	
—•— Cuándo y romo se forma la pieza tercera del concurso 	  
—Arta. 1295 y 1296, y Consent....... .. ..   246 	 V 
-- Cuando puede el juez declarar la inculpabilidad del 
concursado: incidente sobre ello y procedimiento á que ha 
de acomodarse.—Arta. 1297 y 1298, y Co ntent 	  24? V 
--- Los acreedores tienen derecho á personarse en la pieza 
tercera y perseguir al concursado Art. 1299 y Con sent. 2 t9 	 V 
— La sentencia que pone término A la pieza tercera solo 
produce efectos civiles: cuando se declara la culpabilidad 
del concursado, el juez manda proceder criminalmente 
	
contra el.—Art. 1300, y  Consent    250 V 
— — 
Especialidades de la pieza tercera cuando una compa-
ñía. asociación 6 colectividad sea declarada en concurso. 
—Arts 1301.y 1302, y Con sent    25? V 
--- CoNvENto.—Cuándo pueden hacer tos acreedores y el 
concursado los convenios que estimen oportunos.—Ar-
tículo 1303, y Cornent  253 V 
Requisitos que ha de contener toda solicitad que hagan 
el deudor 6 cualquiera de los acreedores para convocato-
ria A junta que tenga por objeto el convenio. —Art. 1304, 
y Osment  155 V 
-- — Cuándo no puede hacer eI deudor convenio alguno con 
sus acreedores: excepción cuando es una compañía 6 so-
ciedad la declarada en concurso.— Arta. 1305 y 1306, y Co- 
srsentario. 	
 257 
	
V 
— Qué debe hacerse si se presentan las proposiciones de 
convenio cuando deba convocarse 6 esté ya convocada la 
junta de graduación de créditos 6 cualquiera otra poste-
rior: qué si se presentan antes de celebrarse la de recono- 
cimiento de créditos.— Art. 1.307, y  Consent... 
	 . 	 . 25x 	 V 
-- Junta para tratar del convenio: pl:,zo que ha de mediar 
entre su convocatoria y celebración: quiénes deben ser ci- 
tados, y cómo. — Arts. 1308 á 1.310, y Cornent 	 . 260 	 V 
-- Efectos de la convocatoria de la junta para tratar del 
convenio. Art. 1311, y Consent 
	  263 V 
-- Lo establecido para la quita y espera es aplicable a los 
convenios, con las modificaciones que se fijan.—Art. 1312, 
y  Consent. 
  
 265 V 
- — Comunicación y publicación del acuerdo de la junta 
aprobando el convenio: terminación del juicio y sus efec-
tos —Art. 1313, y Cornent   269 V 
. -- ¡Tiene boy el concursado derecho a los alimentos? 
	  272 V 
-- En qué caso y en qué cantidad señalara el juez alimen-
tos al concursado: carácter del auto concediendo 6 ne-
gando alimentos: facultades de la junta de acreedores. 
— 
 Arta. 
 1314 y 1.315, y Consent....  
 2'3 1 
- 	 Qnianea pueden impugnar el acuerdo 'te la junta con- 
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cediendo o negando los alimentos: sustanciación. 
—A r 
tículo 1316, y Co nsent 	  
CONCURSO DE ACREEDORES —Cuándo durante el juicio 
de alimentos debe e no percibirlos el concursado: á qué se 
está cuando hay diferencia entre la cantidad lijada por el 
juez y la de la junta.— A rt. 1317,y Cornent 	  276 	 V 
--- Formularios del concurso de acreedores . 
	
 278 	 V 
-- Declaración de concurso y diligeuciasconsiguientes 
	
 282 	 V 
	
Citación de los acreedores y nombramiento de síndicos. 288 
	
V 
--- Pieza primera: de la administración del concurso. 
	  295 
	 V 
Pieza segunda: del reconocimiento, graduación y pago 
	
de los créditos.    
 297 	 V 
--- Pieza tercera: de la calificación del concurso. 
	
 304 	 V 
-- Del convenio entre los acreedores y el concursado 
	  304 V 
	
- — De los alimentos del concursado.   
 304 	 Y 
V. Quita y espera. 
CONOCIMIENTO DE TESTIGOS. — V. Bienes de ausentes, Juicio 
de testautentaria, Jurisdicción voluntaria, Íd. en negocios 
de comer cio. 
CONSEJO DE FAMILIA. —t:onsideraciones generales: formula- 
rws. 	  348 VI 
- - - V. Tutela' 
CONTADORES. — V Juicio de testamentaria. 
CONVENIO EN ACTO DE CONCILIACIÓN.— V. Acta de couci 
liacton. 
CONVENIO DE LOS ACREEDORES Y EL CONCURSADO Ó QUE-
BRAUO. — V• Concurso de acreedores, y/atebia y Multa y 
espera. 
CORRECCIÓN DISCIPLINARIA. —Consideraciones generales 	  314 	 II 
--- Autoridades que ejercen la jurisdicción disciplinaria y 
personas que á ella están sujetas.—Art. 437, y Cornent 
	 . 349 II 
- - Correcciones disciplinarias que pueden imponerse á los 
particulares.--Arts. 438 á 441, y Consent 	  349 	 II 
— • — Son nulos todos los actos judiciales practicados bajo la 
intimidación ó la fuerza: formación de causa coiutra los 
culpables. —Art. 442, y C'ornent  
 327 II 
- - Faltas de los abogados, procuradores, auxiliares y sub-
alternos de los tribunales y juzgados, y autoridad que ha 
de corregirlas: precedentes legislativos 	
  328 	 II 
- -- Abogados y procuradores.—Arts. 443, 444 y 446, y 
Comentario.. .............. 	 Pags. 327 y 330 	 II 
-- Auxiliares y subalternos. —Arts. 445 y 446, y Comen. 
tario 	  Pags. 328 y 336 II 
-- A quién corresponde la jurisdicción disciplinaria sobre 
abogados, procuradores, auxiliares y subalternos de los 
trihunales y juzgados.—Art. 446, y Consent. Págs. 328 y 338 II 
-- Superior que ejerce la jurisdicción disciplinaria sobre 
los inferiores que le estén subordinados.—Art. 447, y Co 
mentario  340 II 
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CORRECCIÓN DISCIPLINARIA.—Sobre el Ministerio fiscal. 
—Art. 448, y Coment 	  342 H 
-- Correcciones disciplinarias que pueden imponerse á los 
funcionarios que intervienen en los juicios.— Arts. 449 y 
450, y Consent    343 II 
— -- Se imponen de plano. —Art. 431, y Conent 	  350 II 
-
- Contra las correcciones disciplinarias se concede el re- 
curso de audiencia en justicia: término: dónde tiene lugar 
la audiencia en justicia y por qué trámites: resolución de 
estos incidentes: recursos. —Arts. 452 á 456, y Content 	  354 II 
-- El Ministerio fiscal vela por la observancia de estas dis- 
posiciones.—Art. 457, y Co nsent 	  360 II 
— -- A quién se da conocimiento de las correcciones discipli-
narias: registro de las mismas.— Art. 458, y Cornent 	  364 Il 
-- Las anteriores disposiciones se entienden sin perjuicio 
de lo dispuesto para casos especiales.—Art. 459, y Comen-
tario  362 II 
- — V. Ahogado. 
CORRESPONDENCIA. — V. Concurso de acreedores, Juicio de-
ciarattvo (preparación y prueba), Idem de testamentaria 
y Quiebra. 
COSTAS. — Condenación de costas. —Art. 11 	 70 	 I 
- - V. Actos de conciliación, Apeo y prorrateo de foros, 
Cuestiones de competencia, Defensa por pobre, Juicio eje- 
Interdicto de recobrar, Procurador y Resolucio-
nes judiciales. 
COTEJO OE DOCUMENTOS Y LETRAS.—V. Juicio declara- 
tiro (pru, bu). 
CRÉDITOS.—V. Concurso de acreedores y Quiebra. 
CUBA Y PUERTO RICO. —Actos de conciliación en Cuba y 
Puerto Rico  	 388 II 
- -- Ley de Enjuiciamiento civil reformada para las islas de 
Cuba y Puerto Rico. Apéndice al libro 1.° 
	
 365 
	 11 
CONTIENDAS DE JURISDICCION. —Consideraciones generales. 448 	 I 
-- V. Cuestiones de competencia. 
CUANTA LITIGIOSA. — V. Juicio declarativo (clasificación). 
CUENTAS. — V. Bienes de ausentes, Concurso de acreedores, 
Juicio de testamentaria, Quiebras y Tutela. 
CUESTIONES DE COMPETENCIA. —Su concepto 	  448 
- - Conflicto de jurisdicción: su concepto 
	
 152 
—•— Con fl icto de atribuciones: su concepto. 
	
 152 
-- Conflictos positivos y negativos: su concepto.. 
	
 153 
-- Cómo se promueven.—Art. 72, y Content. 	  207 
- - Qué se entiende por inhibitoria 
	
 208 
— Qué se entiende por declinatoria 
	  209 
-- Quiénes las promueven. —Art. 73, y (bment 
	
 210 
-- No se promueven de oficio: excepción.— A rt. 74, y Co-
menario 	 213 
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CUESTIONES DE COMPETENCIA.—Casos en que no pue. 
den promoverse, con relación á las personas de los litigan. 
tes.—Art. 75, y Cornent   246 1 
-- Casos en que no pueden promoverse, con relación al es- 
tado del negocio.—Art. 76, y Cornent 	  218 
	 1 
— -- Para los efectos de la competencia, ¿se considera termi-
nado el juicio ejecutivo luego que sea firme la sentencia 
de remate?  219 I 
-- Empleado uno de los dos medios que la ley concede, no 
se podrá recurrir al otro —Arts. 77 y 78, y Cornent 	  222 	 I 
- - Cómo se sustancian las inhibitorias. —Art. 79 y Cornent. 226 	 I 
- - Cómo se sustancian las declinatorias.—Art. 79, y Co-
mentario 	  226 
	 I 
- - Quiénes pueden promoverlas y sostenerlas: á instancia 
de parte legitima.—Art. 80, y Cornent.. 	  227 	 I 
-- Cuando existen entre superior é inferior, cómo se re- 
suelven. —Arta. 81 á 83, y Cornent 	  229 	 I 
-- La inhibitoria se propone por escrito con firma de le- 
trado: excepción.— Art. 84, y Cornent. 	  233 	 I 
- Sustanciación de la inhibitoria.- Se oye al fiscal: el juez 
ó tribunal manda, por medio de auto, librar oficio inhi-
bitorio, ó declara no haber lugar al requerimiento de in-
hibición: recursos: qué se acompaiia al escrito requirien- 
do de inhibición.—Arta. 85 á 88, y Cornent.    235 I 
-- Procedimiento que ha de seguirse en el juzgado ó tri-
bunal requerido de inhibición para ventilar la cuestión 
de competencia.—Arts. 89 á 94, y Cornent  239 
-- Trámites que cierran el debate entre los dos jueces ó tri-
bunales contendientes, y determinación del superior co- 
mán que dirime la contienda.— Arts. 95 á 100, y Cornent. 242 1 
-- Procedimiento que ha de seguirse en los juzgados para 
decidir las cuestiones de competencia.—Art. 101, y Co-
mentario  245 I 
-- Procedimiento que lia de seguirse en las Audiencias y 
en el Tribunal Supremo para decidir las cuestiones de 
competencia.—Arts. 102 á 107, y Content  248 I 
	
Reglas para la condena de costas. —Art. 108, y Cornent. 253 	 I 
-- El tribunal que haya resuelto la competencia remitirá 
el pleito y las actuaciones al declarado competente y lo 
pondrá en conocimiento del otro.—Art. 109, y Cornent  257 I 
-- Cómo se resuelve la cuestión de competencia negativa. 
—Art. 110, y Co rnent. 	  . 257 
-- 
Cómo se resuelven las que se promuevan entre dos 
salas de un tribunal.—Art. 111, y Consent 	  259 
-- Contiendas de jurisdicción entre jueces y tribunales se-
culares y jueces y tribunales eclesiásticos.—Arts. 112 y 
113, y Cornent.   259 1 
- I.a inhibitoria y la declinatoria suspenden el procedi- 
miento: excepción.—Art. 114, y Content. 	  263 	 1 
- — Las actuaciones practicadas hasta la decisión de la com-
petencia son válidas.—Art. 115, y Content. 	  265 	 1 
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CUESTIONES DE LOMPETENCLA.—Formutarioa.—Actua 
ciones para promover la competencia por inhibitoria 	  295 	 I 
-
- Actuaciones en el juzgado requerido 	 .... 	 199 	 I 
-- 
Ultimas acciones en el juzgado requirente 	 ......... 304 
-- Ultimas actuaciones en el juzgado requerido 	  306 	 I 
-
-- Competencia entre jueces municipales.... 	  306 
- - V. Competencias con la Administración, Recursos de 
fuerza en conocer y Recursos de queja. 
CURADOR. — Quién es competente para conocer de las accin. 
eses relativas á su gestion, excusas y remoción. —Art. 63, 
regla 19  
- - V Tutor. 
CURADOR PARA LOS BIENES. —Quién es competente para el 
nuu.braimento y discernimiento del cargo. —Art. 63, re 
gla 18..  
-- No existiendo en el Código civil este cargo, quedan de• 
rogados los artículos correspondientes de la ley de En. 
juiciamiento. —Arts. 1841 á 1846, y Nota  
-- V. Tutor. 
CURADOR EJEMPLAR. —Procedimiento para acreditar la in-
capacidad cuando no haya sentencia firme: reformas del 
Código civil: supresión de este cargo y sustitucinn por el 
de tutor —Arts. 1847 y 1848, y Notas  
-- Quién-s pueden ser nonibralos y por quién.—Articu-
los 1849 ci 1851, y Notas 	  
--- V. Tutor. 
1r 	 I 
487 	 I 
301 	 I 
301 	 V 1 
303 	 1' I 
CURADOR PARA PLEITOS. — Quién es competente para el 
uumbrauuento y discernimiento del cargo.
—A rt. 63, re 
gla 18 
 .... 487 
- - Supresión de esta institución por el Código civil: que- 
dan derogados los artículos correspondiente{ de la ley de 
Eujuicianueuto.— Arta. 1852 d 1860, y Nula. 
	  306 VI 
-- V. Defensor. 
D 
DAÑOS Y PERJUICIOS. — V. Resoluciones judiciales, L+jecn 
coin de sentrru:ua, Interdicto de recobrar y Sentencia. 
DECLARACIÓN DE CONCURSO.—V. Concurso de acreedores 
DECLARACIÓN DE HEREDERO.—V. Juicio de abintestato. 
DECLINATORIA. — V. Cuesliunea de competencia. 
DEFENSA POR POBRE. —Su historia y consideraciones gene- 
ra e s. 	 75 
- - l.a justicia se administra gratuitamente á los pobres. 
Art. 13,y Content  	 76 	 1 
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DEFENSA POR POBRE.—Personas a quienes se concede este 
benelicio.— Arta. 15 á 19, y Co ntent..  	 81 	 I 
- - A quiénes no se coneede.—Arta. 17, 18, 20, 24, 25 y 
26, y Bus Comentarios 	  Págs. 82 y IUI 
	 1 
• — Sólo se concede para litigar derechos propios —Art. 20, 
y Cornent  	 95 	 I 
A qué beneficios da derecho.—Art. 14, y Cornent 	 79 	 1 
- - El declarado pobre podra valerse da abogado y procu- 
rador de su elección.—Art. 40, y Cornent 	 446 	 I 
-- Ante quién se solicita la declaración.— Art. 21, y Co- 
mentario 	 97 1 
--- Al que lo solicite en forma se le defenderá desde luego 
como tal.—A rt. 27, y Cornent. 
	 1U í 	 1 
-- Demanda: sus requisitos: sin ellos no puede darsele 
curso. —Arta. 28 y 29, y Co rnent... 	
 101 	 I 
	
-- Cómo se sustancia. —Art. 30, y  Cornent   109 
	
I 
— — Cuando procede el recurso de casación contra la sen-
tencia de la Audiencia 	 111. 	 1 
- - Siempre que se deniegue la defensa por pobre, ha de 
condenarse al actor en las costas de la primera instancia. 
-Art. 31, y Consent. 	
 
-- Se hacen efectivas las costas por la vía de apremio, 
previa tasación. —A rt. 32, y Convent.  
	 111 	 I 
- — La sentencia no produce los efectos de cosa juzgada: re- 
quisitos para solicitar de nuevo la defensa por pobre — 
Arts. 33 y 34, y C ntent 
	  11 á 
	
1 
- - La declaracion de pobreza hecha en un pleito no puede 
utilizarse en otro, si se opone el colitigante. —Art. 35, y 
Comentario 	
 ... 117 
	
1 
- — No libra al litigante pobre de pagar las costas en que 
sea condenado. —Art. 36, y Cornent 	  118 
Cuando el litigante pobre esta obligado a pagar las 
causadas en su defensa.—Arts. 37, 38 y 39, y Cornent 
	  4 iR 	 I 
' -- Cuando se entiende que el pobre ha venido a mejor for-
tuna para el efecto de pagar las costas. —Art..39, y Co 
men ta rio 	  418 	 I 
-- V. Abogado. 
Demanda de pobreza: formulario 	 443 
— 	 Demanda de pobreza deducida por otrosí ron la princi - 
pal: formulario 	 14 
— Cuando la solicita el demandado al contestar la deman- 
da ó después de contestada: cuando la solicita el actor rn 
este caso: formularios.    	 145 
— Cuando la solicita el actor después de presentada la 
demanda principal: cuando se solicita en segunda instan 
cia: formularios  	 145 	 1 
Relación que debe presentar el declarado pobre, si p i 
 de que se le nombre procurador y abogado de oficio: sus 
 tanciación y fallo: formularios I i5 I 
DEFENSOR. —Se nombra, según el árt. 165 del Código civil, 
los Jujus constituidos bajo la patria potestad, cuando 
TOMO {'I 
306 VI 
333 VI 
187 
	
I 
348 VI 
338 1l 
340 VI 
340 VI 
343 VI 
343 VI 
343 VI  
350 VI  
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sus intereses son opuestos á los del padre 0 la madre.—
Nota   
DEMANDA. — V. Apeo, Defensa por pobre, Deslinde, Juicios  
declarativos (mayor cuantía, menor cuantía, verbal),Jui•  
cio ejecutivo, Id. de desahucio y Retracto. 
DEPOSITO. — V . Ejecución de sentencias Interdicto de obra 
ruinosa, Recurso de casación, Idem r^e revisión é Idem de  
responsabilidad.  
DEPOSITO DE BIENES MUEBLES — y.  Üoncurso de acreedores,  
Ljecucton ar sn.tr, w„. 1 alcio de abintestato, Id.  ejects - 
tivo é Idem de testamentaria.  
DEPOSITO DE PERSONAS.— En qué casos y de qué personas  
puede decretarse.—Preceptos del Código civil acerca de  
esta materia.—Art. 1880, y Notas  
- — Competencia.—Art. 63, regla 20. 	  
— Siempre que el juez decrete el depósito de una persona,  
en el mismo auto le señalará alimentos provisionales: ex-
cepción de la mujer casada: se pagan por mensualidades  
anticipadas: prucediwieuto para asegurar y realizar el 
 
pago: a quien deben entregarse.—Arts. 1916 d 1918, y  
Nota.  
DEPOSITO DE MUJER CASADA. — Procedimiento a instancia  
de la moler pala entablar contra su marido demanda de  
divorcio o de nulidad del matrimonio, 0 querella de aman-
cebamiento: decision del juez: entrega de cama y ropas:  
hijos del matrimonio á quien se entregan provisional-
mente: constitución del depósito: intimación al marido 
 
para que no moleste a la mujer, y á ésta para que en el  
el término de un mes presente su demanda. —Artículos  
1881d 1890, y Notas ..  
-- 
Ampliaciou del término para proponer la demanda: 
 
cuándo procede: prórroga del mismo: levantamiento del 
 
deposito cuando no entable la demanda: ratificación del 
 
mismo si la entabla: cambio de depositario en este caso. 
 
—Arts. 1891, 1893, 1894 y 1895, y Rota 
 
--- Comisión al juzgado municipal para la constitución del 
 
depósito si la mujer reside en pueblo distinto del del juz-
gado de primera instancia.—Art. 1892, y Nola. .   
- - Recurso contra el auto sobre ratificación de depósito: 
 
diferencia en cuanto a los cónyuges.— Art. 1896. 	  
-- Cuestiones sobre el d. pósito y sus incidentes: tramita-
don: auto del juez: apelación: excepción cuando se trate 
 
de alimentos.—Art. 1897, y Nota 
 
- - Depósito de mujer casada cuando el marido haya pre-
sentado la demanda de nulidad de matrimonio, divorcio 
 
ó querella de adulterio: procedimiento para estos casos.— 
Arts. 1898 d 1900, y A'ota.... , 
	  
-- Formularios para estos depósitos 
	  
-- V. Depósito de personas.  
• 
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DEPÓSITO DE MUJER SOLTERA PARA CONTRAER MATRI-
MONIO. —Procedimiento para estos deposites: casos en 
dque procede: no hay recurso contra el nombramiento de • epositario: entrega de cama y ropas: decisión inapelable 
del juez: duracion del depósito: cuando cesa: modificacio-
nes introducidas por el Codigo civil. —Arts. 1901 á 1909, 
y Notas 	  345 VI 
- - Sobre alimentos de la depositada, véase Depósito de 
personas. 
- Formularios 
	
 355 VI 
DEPÓSITO DE HIJOS MALTRATADOS POR SUS PADRES.— 
Procedimiento: just,ticacion de los hechos : facultad del 
juez de acordarlo sin petición de parte: designación de de 
positario: entrega de ropas: nombramiento de curador para 
pleitos, hoy defensor: modificaciones del Código civil.— 
Arta. 1910 á 1914, y Nota  
	 347 \ I 
— Sobre los alimentos, véase Depósito de personas. 
Formularios. 	  355 \ I 
DEPÓSITO DE HUÉRFANOS É INCAPACITADOS. — Procedi- 
miento para la seguridad de sus personas y bienes cuan-
do queden abandonados por la muerte 6 imposibilidad de 
la persona que ios tuviere t su cargo: queda sin aplica 
ción por las modificaciones que el Código civil ha intro-
ducido en esta materia.—Art. 1813, y Nota..  348 VI 
DERECHOS CIVILES.—Qué se entiende por tales.  	 36 	 t 
DERECHO DE DELIBERAR.—V. Juicio de testamentaria. 
DERECHO TRANSITORIO.—Aplicación de la ley á los asuntos 
en tramitacion: Keal decreto de 3 de Febrero de 1891 	 48 	 I 
— Idem para Cuba y Puerto Rico: Real decreto de 27 de 
Octubre de 1885 
	  378 	 I1 
DESCARGA DE NAVES• — V. Efectos mercantiles y Jurisdic-
cion volunturta en negocios de comercio. 
DEROGACIÓN. — De las leyes, Reales decretos, reglamentos, 
ordenes y fueros en que se hayan dictado reglas para el 
Enjuiciamiento civil—Art. 2182  572 VI 
DESISTIMIENTO DE LOS RECURSOS. 
resoluciones jwtictai es . 
DESLINDE Y AMOJONAMIENTO. — Apeo, deslinde y amojona-
noeuto: consideraciones generates: sólo procede respecto 
de terrenos ó predios rústicos.  
-- Competencia.—Art. 63, regla 15. 	  
-- Pueden pedir deslinde, el dueño de un terreno ó quien 
tenga un derecho real sobre el mismo: demanda: expre-
sión de su alcance: indicación de las personas que se han 
de citar.—Art. 2061.   
Señalamiento del dia para el acto: citación de los inte- 
485 VI 
487 	 I 
489 VI 
—V. Recursos contra las 
Iitt 	 LEY uS ENJt ICIAMlKNTO Clair. 
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rasados: forma de hacerla: asistira el juez de 4. 11 instancia, 
y si no puede, comisionara al municipal.—Arts. 2062 y 
2063,V Nota    489 v 1 
DESLINDE l' AMOJONAMIENTO.—Falta de asistencia de 
uno de los dueños de fincas colindantes: no se suspende el 
deslinde ni el amojonamiento en su caso: reserva de dere- 
chos. —Art. 2064, y Nota  S91 I 
Prueba de los derechos de los colindantes: escrituras: 
peritos —Art. 2065, y Nota 	  491 V I 
-- Realizado sin oposición el deslinde ó amojonamiento, 
se levanta acta del resultado de uno y otro, que sera fir-
mada por los concurrentes: suspensión de la diligencia si 
no se termina en el dia: copias de las actas: protucoliza-
ción de las mismas: diligencias del actuario haciendo cons-
tar estos extremos. — Arta. 2066 á 2069, y Notas  492 N I 
-- Oposición al deslinde por un colindante: sobreseimien-
to del expediente en cuanto a la oposición: reserva de 
derechos para el juicio declarativo correspondiente.—A r- 
ticrlo 2070, y Nota    495 V I 
- — Formularios. 	  496 VI 
DESPACHO DE LOS ASUNTOS JUOICIALES.--Consideraciones 
generales 	 5 	 11 
DESPACHO ORDINARIO. — Consideraciones generales.... 	 6 	 II 
-- Diligencias de prueba y vista serán en audiencia pû5li-
ca: también el despacho ordinario, cuando lo solicite al-
guna de las partes: excepciones de los casos en que lo 
exija la moral ó el decoro: decisión inapelable sobre el 
particular.—A rts. 313 y 314, y  Consent  i II 
-- Pur quien y cuando ha de darse cuenta de los negocios: 
providencias de sustanciación: forma de dictadas, y tér-
mino.—A rts. .315 y 316, y Cnrtent   II II 
-- Constitución de las salas: cómo han de tomar los acuer- 
dos.— Are. 317, y  Consent..  	 ti 	 ii 
-- Examen de los autos por los jueces: en el Supremo y 
las Audiencias se da cuenta pur relator ó secretario—Ar- 
tícufo 318, y Co nsent  	 48 	 II 
 — V. .4puntamiento. 
DIAS HÁBILES. — Ilabran de practicarse en ellos las actuacio-
nes judiciales: cuáles lo son.—Arta. 256 y 257, y Comen- 
tario    
 508 I 
Habilitación de los que no lo aon.—Art. 2.59, y Comen- 
tario 	
 545 	 I 
- Para las actuaciones de jurisdicción voluntaria son ha- 
biies todos los días v horas, sin necesidad de habilitar- 
	
los --.4 rt. 1812, y Nota   
 264 VI  
DIAS INHÁBILES. — Cuales lo son.— Art. 257, y Co nsent... 	  508 	 I 
--- Nu pueden practicaran en ello~ las actuaciones judicia-
Its. —Art. 256, y Consent 	  508 	 I 
Su habilitación. --Art. 269, y Content 
	  515 
	
- -_Formularios ..    
 62" 
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LICTAMEN DE PERITOS. — V. Abintestato, Apeo de foros, !n. 
terdictos, Juicio ejecutivo, Juicio ordinario de mayor 
cuantía (prueba) y Testamentaría. 
DILIGENCIAS DE PRUEBA. — V. Actuaciones judiciales y Jui• 
cío ordinario de mayor cuantía (prueba). 
DILIGENCIAS JUDICIALES. —V. Actuaciones judiciales y Des 
pucho ordinario. 
DISCORDIA EN LA VOTACIÓN.—Ilodo de proceder cuando 
no haya votos necesarios pars dictar sentencia, auto ó pro-
videncia: nueva discusión y nueva votación de los puntos 
eq que haya discordia: si no hubiera acuerdo, se cele-
brará vista con más magistrados.— Arts. 350 á 352, y Co-
men tario  84 II 
-- Orden de preferencia de los magistrados para dirimir la 
discordia: señalamiento de las vistas en discordia: quién 
los hace: notificación á los interesados: fijación de los 
puntos de discrepancia: pregunta â los discordantes si in-
sisten en sus pareceres: en caso negativo, no hay nueva 
vista: procedimiento si hay nueva discordia: segundo es-
crutinio: sólo se votarán las dos soluciones que hubieran 
tenido más votos.—Arts. 353 á 358. y Co nt ent  82 II 
DISPENSA DE LEY (INFORMACIÓN PARA).—Qué se entiende 
por dispensa de ley: precedentes: disposiciones del Códi-
go civil que la hacen innecesaria  408 VI 
-- Quién conoce de la información.—Art. 63, regla 25 	  188 	 1 
- Qué es preciso para que el juez pueda recibir las infor- 
maciones que tengan por objeto una dispensa de. ley.— 
Art. 1980, y Nota 	  410 VI 
- - Cómo se practica la información y cómo se sustancia el 
expediente. —Arts. 1981 á 1991 
	  
440 VI 
-- El juez emite su dictamen y lo remite con el expediente 
al Tribunal superior; la sala de gobierno, oído el fiscal, 
acuerda el informe que deba elevarse al Gobierno, al cual 
remite el expediente con copia certificada del dictamen fis- 
cal.— Arts. 1992 y 1993, ,y Nota 	  i t! VI 
-- ¿Ante quién y en qué forma podrá reclamar el que se 
crea perjudicado por la concesión de la gracia?—Nota.. 	 442 VI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. - y. Cuba y Puerto Rico y 
Derecho Iransitorio. 
DIVISIÓN DE HERENCIA. — V. Abintestato, Juicio de testa-
mentaria y Purticióx de herencia. 
DOCUMENTOS PRIVADOS. — y. Juicio, Id, ordinario de ma-
yor cuantía (demanda y prueba). 
DOCUMENTOS PÚBLICOS. — V. Juicio, Id. ordinario de ma-
yor cuantía (demanda y prueba). 
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DOMICILIO LEGAL.—Sa concepto 	  197 	 I 
-- — De la mujer casada.—Art. 64 	 193 	 I 
-- De los hijos constituidos en potestad.—Art. 64. 	  193 	 I 
— De los incapacitados.—Art 64 	  Págs. 193 y 495 	 I 
-- — De los menores.—Art. 64 	  Págs. 493 y 495 	 I 
----- De los comerciantes.—Art. 65. 	  493 	 I 
-- De las compañías civiles y mercantiles.—Art. 66 	  494 	 I 
- - De los empleados.—Art. 67.... 	  194 	 I 
	
--- De los militares.—Art. 68.................... 494 	 I 
-- El que no lo tenga, donde será demandado. —Art. 69, 
y Co rnent. 	  196 	 I 
DÚPLICA.--V. Juicio ordinario de mayor cuantía.  
^ 
EFECTOS MERCANTILES (DESCARGA, ABANDONO $ INTER-
Yx\cIoN Da) . —Como debe proceder el capitán de una 
nave, si obligado á arribar un puerto, creyese conve-
niente la carga y sucesiva carga del cargamento, y no tu-
viese el consentimiento de los cargadores.—Art. 2147, y  
Nota    546 VI 
EJECUCIÓN. — V. Juicio ejecutivo.  
EJECUCIÓN DE LO CONVENIDO EN ACTO DE CONCILIACIÓN. 
— V. Acto de conciliación.  
EJECUCIÓN DE SENTENCIA.—Sentencias dictadas por tribu- 
nales espanules.  
	 47n 	 IV 
— Se ejecutarán, cuando sean firmes, á instancia de parte 
 
por el juez 0 tribunal que conoció en primera instancia. 
 
— Arts. 919 y 920, y Cornent 
	  173 IV 
- Condena al pago de cantidad liquida: cuándo se consi- 
deran los intereses en este caso: procedimiento para su 
 
ejecución.—A rte. 921 y 922, y Cmunt  
  475 IV 
-- No puede emplearse este procedimiento contra el Esta-
do, Ayuntamientos y Corporaciones públicas: la ejecu-
ción de estas sentencias corresponde á la Administración. 
 
—Comentario  
  177 IV 
- — Condena de hacer, 0 de no hacer, ó de entregar algu-
na cosa 0 cantidad iliquida: reglas generales para su eje- 
cución.—Art. 923, y Coment 
  480 IV 
 
— Procedimiento para ejecutar la sentencia que condena á 
 
hacer alguna cosa: si no se cumple 0 se quebranta, y el 
 
hecho es personalisimo, se indemnizan los perjuicios.— 
Arta. 924 y 925, y Cornent 	
 484 I V 
-- Condena A la entrega de inmuebles ó muebles: procedi- 
miento para ejecutarla —Art. 926, y Cornent. 
	  484 IV  
-- Condena al pago deuna cantidad líquida y otra iliquida: 
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puede hacerse efectiva la primera, sin esperará la liquida-
ción de la segunda.
—Art. 927, y Content..  
EJECUCION DE SENTENCIA.—Condena al pago de daños y 
perjuicios sin fijar su importe: procedimiento para lijarlos 
con audiencia del condenado. 
—Arts. 928 á 931, y Co- 
mentario,  	 188 IV 
- Liquidación, cuando se condene al pago de cantidad ili- 
quida procedente de frutos, rentas, productos ó utilida-
des: plazos para que la practique el deudor: cuando la 
practica el acreedor: tramitación: forma de hacerla efecti-
va si hay conformidad. —Arts. 932 á 936, y Co ntent..... 190 IV 
-- Cuando no haya conformidad en la liquidación, podra 
verificarse prueba: recursos cuando se deniegue: prác-
tica y término de la prueba: comparecencia: acta.—Ar- 
ticulos 937 á 941, y Cornent   
 196 IV 
-- Auto lijando la cantidad que se ha de pagar: recurso 
contra el mismo: ejecución de dicho auto á instancia del 
acreedor: venta de los bienes: procedimiento cuando esta 
apelado: tramitación de la apelación sin ulterior recurso. 
—Arta. 942 ci 944, y Cornent.
.  201 1V 
- - Manera de hacer efectivas las liquidaciones declaradas 
en el auto referido luego que sea firme.—Art. 945 	  204 IV 
-- Condena a rendir cuentas y entregar el saldo de las mis-
mas: procedimiento y término para ejecutarla.—Art. 946, 
y Comentario   
 205 IV 
-- Modo de ejecutar la sentencia que condene á entregar 
frutos en especie: reduccitn á metalico si no se cumple: 
no hay recurso contra la providencia que la aprnehe: 
errores materiales, cómo se subsanan.—Artículos 947 y 
948, y Co rnent......   206 IV 
-- Las apelaciones en la ejecución de sentencias serán en 
un solo efecto: excepción de ciertos incidentes.—Art. 949, 
y Comentario.  208 IV' 
-- Costas de la ejecución de sentencia y de sus incidentes: 
quién debe pagarlas.—Art. 950, y Cornent 
	  209 IV 
	
-- Formularios.   
 245 IV 
--- V. Interdictos y Juicio ejecutivo. 
EJECUCION DE SENTENCIAS EXTRANJERAS. — Consideracio- 
nes generales: precedentes 	  211 IV 
- - Fuerza en Espada de las sentencias dictadas en el ex-
tranjero: tratados: reciprocidad, con indicación de lo pre-
venido en Alemania, Austria, Francia, Inglaterra, Portu-
gal y otras naciones: regla general para los demás casos. 
—Arts. 951 ri 954, y Comerit 	  246 1 V 
— — Tribunal competente para decretar la ejecución de estas 
sentencias.—Art. 955, y Cornent  2.39 IV 
-- 
Procedimiento: traducción: vista al fiscal y a la parte 
contraria: auto de cumplimiento 6 incumplimiento: devo-
lución de la sentencia ó cumplimiento de la tnisma. —Ar- 
tículos 956 á 958, y Cornent    240 I Y 
- - Formularios 	  255 IV 
615 
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EMBARGO DE BIENES.—". Juicin ejeewlivo y Procedimiento 
de opre ntw. 
EMBARGO PREVENTIVO. —Su concepto y precedentes 	  38± n 
— Competencia. —Art.  63, regla 12 .. 	  186 	 t 
--- Competencia para conocer de los embargos preventivos 
según la euantia y la urgencia —Ar ts . 1397 y 1398, y 
Comentario  ... 38 
Procede el embargo preventivo, tanto por deudas en 
metálico como en especie: debe fijar el actor en este se-
gundo caso la cantidad.que reclame.—Art. 1399, y Co- 
menlario.  38'7 'e 
—
- Requisitos que ban de concurrir para que el juez pueda 
decretar el embargo preventivo.-- Arts.  1400 á 1402, y 
Comentario.     388 '' 
--- Jurisprudencia sobre la interpretación de los arts. 1400 
y 4 104 de la ley de Enjuiciamiento civil.--Cornent 	  391 	 V 
-
Cuándo decreta el juez el euebarl:o preventivo y cómo 
se lleva a efecto: recursos contra la denegación del em 
bargo. — Art. 1403, y Cbment 	 393 t' 
--- El auto de embargo sirve de mandamiento al alguacil 
y actuario que ha y au de practicarlo.—Art. 1404, y (co- 
mentario   394 V 
— - Qué se hace si en el acto del  embargo, la persona con-
tra quien se haya decretado pagase, consignase ó diese 
tiate a a responde r de las sumas que se le reclau.en.—Ar-
tiealos 1405 y 1406, y Comcnt 	  394 
--- Forma y orden en que han de hacerse los embargos 
preventivos.— Arta. 1407á 1410 	  397 V 
— -- El que haya obtenido el embargo preventivo por can-
tidad mayor de 250 pesetas, debe pedir au ratificación y 
entablar la correspondiente demanda dentro del plazo que 
se tija: si no se cumplen estas obligaciones, queda el em-
bargo nulo de derecho.—Art. 1411, y Co ntent...... 
	  
399 	 V 
-- También puede pedirse el embargo preventivo después 
de entablada la Demanda, si el deudor se hallare compren-
dido en algunos de los rasos del art. 1400: que disposicio-
nes se aplican: sustanciación del asunto una vez verificado 
el embargo.—Art. 1412, y Content 
 401 
— Qué debe hacerse en el caso de que el embargo preven- 
tivo quede nulo de derecho conforme al art. 4444: qué si 
se deja sin efecto por otros motivos. —Art. 1413, y Co 
nsentario 
	  404 	 V 
— — Computación del término sefialado en el art. 1411, si 
por culpa del deudor se dilatare el reconocimiento de la 
firma. —Art. 1414, y ament  406 V 
- -- Si el ducho de los bienes embargados lo exige, debe el 
que ha obtenido el embargo presentar su demanda en el 
término de diez días: efectos d e no hacerlo asi.—Art. 1415, 
y Consent  407 V 
-- Hecho el embargo preventivo, puede oponerse el deudor: 
1 
!a 
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motivos en que puede fundarse la oposición: término para 
deducirla: procedimiento.--Art. 1416, y Cornent 	  
EMBARGO PREVENTIVO.--Trámites per los que debe ha-
cerse efectiva la condena de daños y perjuicios, luego que 
sea firme el auto en que se imponga. -- Art. 1417, y Co-
mentario  411 V 
Procedin.iento para decretar y ratificar el embargo pre-
ventivo o dejarlo sin efecto, cuando es de la competencia 
del juez municipal. —Art. 1418, y Conent.. 
	
412 	 V 
— Formularios     434 V 
EMPLAZAMIENTO-- Qué se entiende por emplazamiento: su 
diferencia de la citación 	  518 	 I 
-- Le son aplicables las disposiciones relativas á la noti- 
ficación.—Art. 270 	  53: 	 I 
-- Se hará por cédula.—Art. 271, y Cornent 	  532 	 I 
-- Requisitos de la cédula de emplazariento.—Art. 274, 
y Comentario.. 	 - 	  536 	 I 
— -- No se admite respuesta del emplazado.. ,- Art. 276, y Co- 
ment. 
	
 537 
	
I 
- - Cuando se hace por exhorto o carta-orden, se acompaña 
la cédula correspondiente.— Art. 277, y Content... . 	  537 	 I 
--- La cédula de emplazamiento se extiende en papel co-
man.—Art. 278 	  538 I 
Nulidad si no se practica como previene la ley.--Ar- 
ticulo 279, y Content 	  538 	 I 
- - Corrección y responsabili.lad del auxiliar ó subalterno 
que incurra en falta o morosidad —Art. 280, y Cornent 	  541 	 I 
-- El del rebelde se practica en los estrados del Tribunal. 
--Art. 281, y Content 	 595 	 I 
-- Formularios. 	  631 	 I 
- - En estrados: formularios. 	  634 	 I 
-- V. Juicio ordinario de mayor cuantía. 
ENAJENACION DE BIENES DE MENORES E INCAPACITADOS. 
—Precedentes legales: modificaciones introducidas por el 
Código civil: competencia   433 VI 
-- 
Conforme al ( ódigo civil, es necesaria la autorización 
judicial para enajenar: 
1.° Bienes de menores sujetos á la patria potestad.— 
Nota    435 VI 
 2.° Bienes del marido ausente.—Nota 	 435 VI 
3.° Bienes del pródigo sujeto á tutela.--Nota... 	 ... 436 VI 
4.e Bienes de la dote inestimada y parafernales.—Nota. . 436 VI 
-- Clases de bienes correspondientes á menores ó incapaci-
tados que necesitan licencia judicial para poder ser enaje-
nados 6 gravados —Art. 2011, y Nota   434 VI 
- Qué es necesario para decretar la venta. —Art 2012, y 
Nota 	  137 VI 
- - Requisitos de la justificacion cuando haya de hacerse por 
medio de testigos —Art. 2.013... 	 .... .....   438 VI 
— Hecha la justificación y evacuada la audiencia del Mi- 
SOYO TI 	 75 
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nisterio fiscal, el juez dicta auto otorgando 6 negando la 
autorización pata la venta: el auto es apelable en ambos 
efectos. — A rt. 2014.  438 VI 
ENAJENACIÓN DE BIENES DE MENORES É INCAPACI 
TADOS.—Condicion bajo la que se concede en todo caer 
la autorización: excepción t favor de los padres.—Ar-
tículo 2015, y Nota ...   4 38 V 
-- El juez nombra los peritos para el avalúo: no pueden re 
tusarse.—Art. 2016. 	  439 VI 
- Anuncio y publicación de la subasta.— Art. 2017, 	  440 VI 
- - No se admite postura que no cubra el valor dado á los 
bienes.— Art. 2018 	  440 VI 
--- Pretensiones que puede hacer el tutor 6 curador, no 
habiendo postura admisible.—Art. 2019 	  440 VI 
-- Solemnidades de la segunda subasta: si tampoco hay 
postor, el juez puede autorizar la venta extrajudicial por 
el precio de la segunda subasta.—Art. 2020  440 VI 
— — Cuando puede celebrarse tercera subasta: enajenación 
extrajudicial.—Art. 2021, y Nota    441 VI 
-
- Cómo se enajenan los efectos públicos y valores.—Ar- 
ticulo 2022, y Nota 	  441 VI 
---- De que debe cuidar el juez, bajo su responsabilidad, 
una vez hecha la venta.—Art. 2023 	
' 
 
	  444 VI 
--- A quién se entrega el precio, mientras se le da la apli- 
cación correspondiente. —A rt. 2024.. . 	  442 VI 
-- Para hipotecar 6 gravar bienes inmuebles, 6 para la ex-
tinción de derechos reales, se observan las mismas forma- 
lidades establecidas para la venta, con exclusión de la su- 
basta. — Art. 2020, y Nota 	 443 VI 
— Formularios 	 414 VI 
ESCRITOS DE AMPLIACIÓN Y CONCLUSIONES. 
	 V . Juicio 
ordinario de mayor cuantia. 
ESTADO CIVIL (nRMAOMAS SOBRE).—Quién conoce de ellas. 
— Art. 63. re.gla 1.• 	  485 	 I 
— - Ha de ventilarse en juicio ordinario de mayor cuantía 
	  
—Art. 483, y Co ntent. 	 462 II 
EXCEPCIONES DILATORIAS Y PERENTORIAS.-- 
dtnariu de mayor cuantía. 
EXHIBICIÓN.—V. •luicin declarativo (preparación del juicio). 
EXHORTOS.—Coando se emplean.--Art. 285, y Co ntent 	 55+ 	 I 
— — Su admisión: se entrega a la parte A cuya instancia se 
hubiere librado: si lo solicita la contraria, se fija término 
Ppara au presentaciAn: la persona que lo presente satisface os gastos.—Arfa. 290 á 292, y Unnent 
	  555 
	
t 
-- A instancia de parte pobre. — Art. 293, y Cornent 
	  559 	 I 
— — Cuando lo solicite el litigante rico podrá el juez exhor-
tante remitir directamente el exhorto al exhortado: re-
quisitos para qua asíse haga —Art. 294, y Ct ntent  560 I 
V. Juicio or- 
486 
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r.gin,. Teme. 
EXIIORTOS.—Su cumplimiento y devolución.—Arts. 29 	5 
á 297, y Content 	  562 	 1 
--- Las providencias para su cumplimiento no se notifican 
al portador: excepciones.—Art. 298, y Consent. 	  566 	 I 
— Demora en su cumplimiento: cómo y pur qué conducto 
ha de recordarse.—Art. 299, y Cornent 	 567 
	
1 
	
-- Formularios de exhortos y recordatorios. Págs. 636 y 644 	 1 
EXHORTOS AL EXTRANJERO. Reglas generales á que de-
ben atenerse los jueces y tribunales para la expedición de 
exhortos al extranjero: excepciones. —Art. 300, y Comen 
tario......   569 
- - Exhorto librado á los puertos de Levante y costas de 
Berbería. 	  573 
-- Exhorto librado á la Gran Bretaña 	  571 
— — Exhorto librado á los Estados Unidos de América 	  575 
— — Exhorto librado á Portugal.... 	  575 
- - Exhorto librado â Cerdeña 	  577 
- - Exhorto librado á las Dos Sicilias 	  578 
-- 
Exhorto librado á la Reptibli •a Argentina 	  579 
-- Exhorto librado A Suiza 	  580 
-- Exhorto librado al Brasil 	  580 
- - Exhorto librado A Italia 	  584 
--- Exhorto librado á Mónaco 	  582 
-- 
Reglas para cumplir en Espada los exhortos de tribu-
nales extranjeros: excepciones.— Art. 300, y Comenta-
rio....   Págs. 570 y 582 
- Formularios de exhortos para el extranjero..... .... 640 
EXPOSICIÓN. — Cuando se emplea.—Art. 289, y Content.... 555 
EXTRANJERO. —Su condición legal en España.... ... 	 208 
- - 
Cuando conocen los jueces expañoles de los actos judi- 
ciales en que intervenga un extranjero 	  202 
-- Le comprenden las reglas de competencia. —Art. 70 	 201 
-- Extranjero demandante ó demandado: requisitos para 
	
su capaci fad.    201 
FALTA DE PERSONALIDAD. — y. Juicio ordinario de mayor 
cuan tía. 
FIANZA. — V. Abintestato, Bienes de ausentes, Concurso de 
acreedores, Depósitos de personas, Ejecución de senten-
cia, Interdictos, Juicio ejecutivo, Testamentaría y Tutela. 
FIDEICOMISOS (DEMANDAS sosas).—Quién conoce de ellas. 
—Art.  63, regla 7.a 	  
FOROS. —V. Apeo y prorrateo de foros. 
FRUTOS. — V. Ejecución de sentencia y Procedimiento de 
apremio. 
E20 	 I.EY DE ENJUICJANIENTO CIVIL 
(3 
Py Ina . Tww. 
GASTOS DEL JUICIO.—V. Costas . 
GASTOS DE LA ÚLTIMA ENFERMEDAD. — V. Partición de 
hr r'rr+eine . 
GRADUACION OE CRÉDITOS.—V. Concurso de acreedores y Quiebras. 
H 
HABILITACION PARA COMPARECER EN JUICIO. —Que se en-
tiende por habilitación para comparecer en juicio: consi-
deraciones generales: modificaciones introducidas por el 
Código cisi l   41:3 VI 
Mujer casada. 	  
	
44 
	
VI 
-- — Hijos legítimos no emancipados 	 115 VI 
-- Ilijos menores emancipados 	 416 VI 
-- Quiénes la necesitan.—Art. 1994, y Nota...... 	 . 447 VI 
— — Casos en los que puede concederse.—A rt. 1995, y Notas. 448 VI 
— — Se oye al Ministerio fiscal.— Art. 1996,y Nota 	  419 VI 
— — Curador para pleitos: suprimido pos el Código civil. — 
Art.  1997, y Nota 	 i49 VI 
— No necesitan de habilitación el hijo ni la mujer casada. 
para litigar con su padre ó marido —Art. 1998 	  420 VI 
- Competencia.--Art. 63, regla 2.5. 	 188 	 I 
Cómo se sustancia el juicio que tenga por objeta la ha-
bilitación.—Art. 1999 	 420 VI 
— Cómo se sostancia la oposición del padre del marido 
que se hubiesen presentado después de concedida la hahi-
litatión.— Art. 2000, y Nota. 	  420 VI 
-- Cuando cesan los efectos de la habilitación.--Art. 2001, 
y Nota.  
	 431 VI 
- - Formularios. 
	 421 VI 
HACIENDA PÚBLICA.—V. Acto de conciliación, Ejecución de 
sentencia, Juicw ordinario y Recurso de casación inter 
pwsto por el fiscal (abogado del Estado). 
HERENCIA. —V_ Juicio de abintestato, Id. de testamentaria y 
Partición de herencia. 
HIJOS DE FAMILIA. — Quienes son para la ley: ¿pueden com- 
parecer en juicio contra sus padrec9  
— — V. Defensor y Menor de edad. 
HIPOTECA.—V.  Embargo prerentiro y Juicio ejecutivo. 
HONORARIOS DE LOS ABOGADOS. —De quién se reclaman y 
cómo. —Art. 1Y, y Consent 
— V. Abogado. 
28 	 I 
72 	 I 
L 	
551 	 III'  
556 	 III 
557 	 III 
557 III 
 562 	 III
RRPEBTOxrO st.Fssierrou 	 64 I 
tagin.. Soins 
HORAS HABILES. —Se practican en ellas las actuaciones judi• 
cíales: cuales lo son. —Arts. 256 y 258, y Co ntent.. .. 508 	 I 
-- Habilitación de las que no lo son. —Art. 259, y Comen- 
tario.    
 5151 
-- Para los actos de jurisdicción voluntaria son hábiles to- 
das las horas, sin necesidad de habilitación. —Art. 1812, 
y Nota. 	  269 VI 
Formularios 	  633 	 1 
INCAPACITADO. —V. Enajenación de bienes de menores é in-
capacitados y Tutela. 
INCIDENTES. — Su esencia y antecedentes. 	  543 III 
-- Caliticación de los incidentes: cuáles son los que sus-
penden el curso del pleito principal. —Arts. 744 y 745, y 
Comentario.  550 III 
-- Tramitación de las cuestiones incidentales: excepción 
hecha de las que surjan en juicio verbal.—Art. 741, y Co 
mentario   
 547 I I I 
--- Relación inmediata de los incidentes con la cuestión 
principal ó con la validez del procedimiento: cuáles serán 
rechazados de plano. —Arts. 742 y 743, y Cornent  Siî III 
-- 
Formación de pieza separada: en qué casos se forma: 
documentos que contendrá: señalamiento de particulares 
del pleito: plazos a este efecto. —Arta. 746 á 748, y Co 
mentario  
-- Traslado á la parte contraria para que cont€ste: cuándo 
se solicita recibimiento á prueba.— Arts. 749 y 750,y Co-
mentario  
-- Sentencia cuando no se pide prueba.—Art. 751, y Co- 
mentario. 	  
- - Prueba: cuándo procede: términos de la misma.-- Ar-
tteutos 752 ci 754, y Cornent. 	  
- Alegación y prueba de tachas. —Co nsent. 	  
Unión de las pruebas á los autos: vista, cuándo pro-
cede: instrucción de las pruebas.— Arts. 755 á 757,y Co 
mentario   
 558 I I I 
- - Sentencia: término para dictarla: es apelable en ambos 
efectos. —Art. 758, y Co rnent 	  558 111 
-- Incidentes en la Audiencia y Tribunal Supremo: recur- 
sos contra las sentencias que recaigan en los mismos: 
tramitación.—Arts. 759 y 760, y Cornent. 	  569 I l I 
-- Recursos contra las resoluciones de las Audiencias en 
el recurso de suplica. --Art. 761, y Cornent.. 	  570 111 
-- Formularios. 	  571 Ill 
INCOMPETENCIA DE JURISDICCION. - - v . Competencia y 
Otes tiones de competencia. 
622 	 LEY DE Ig$JUICIAYIZNTO CIVIL 
428 VI 
429 VI 
429 VI 
429 VI 
	
Formularios.    430 VI 
INFRACCIÓN DE LEY. — V. Recurso de casación por infrac-
cion de ley. 
INHIBITORIA.—V. Cuestiones de competencia. 
INTERDICCIÓN CIVIL. — Su efecto para la comparecencia en 
juicio 	 34 	 I 
— — V. Tutela. 
INTERDICTO. — Consideraciones generales: no se dan contra 
providencias de la Administración activa: excepciones... 407 VI 
— Clases de interdictos: de adquirir: de retener 6 reco- 
brar: de obra nueva y de obra ruinosa.—Art. 1631, y 
Comentario 	  444  VI 
-- Son competentes los Tribunales ordinarios: competen- 
cia relativa —Art. 1632, y Cornent 
	  442 VI 
— — No es preciso el acto de conciliación.—Art. 460, y 
C'omenfario 
	  Pags. 390, 398 y 400 II 
INTERDICTO DE ADQUIRIR.
—
Consideraciones generales..... 443 VI 
— 	 Pueden Intentar este interdicto: los herederos: los alba- 
ceas: los legatarios: los sucesores de mayorazgos.—Co- 
mentario. - • • 
	  447 VI 
-- Competencia.—Art 63, regla 14 	 486 
	
1 
-- Requisitos indispensables para que proceda este inter- 
dicto —Art. 1633, y Co ntent 	  4 4 4 VI 
— Documentos que han de acompañar la demanda cuan- 
do se funde en titulo hereditario: procedimiento cuando 
sea otro el titulo.—Arts. 1634 y 1635, y Co ntent 
	
 444 VI 
-- Información testifical para justificar no estar poseidos 
INFORMACIÓN PARA PERPETUA MEMORIA. —  Consideracio- 
nes generales: ¿cual es su fuerza y valor legal? 	  .. 424 VI 
— — Quien conoce de ellas. —Art. 63, regla 26 	  488 	 I 
--- 
Requisito que ha de concurrir en toda información 
para perpetua memoria.—Art. 2002, y Nota. 	  426 VI 
— Para admitirlas se oye al Ministerio fiscal.—Art. 2003. 427 VI 
-- Examen de los testigos: fe de su conocimiento.—Ar- 
tícrlo 2004 	  427 VI 
-- Practicada la información, se pasa al Ministerio fi scal 
y propone lo que estime procedente.— Art. 2005, y Nota. 427 VI 
— Cuando dicta el juez auto declarando no haber lugar a 
la aprobación de la información. —Art. 2006, y bota 	  428 VI 
-
Cuando dicta el juez auto aprobando la información, y 
que debe mandar según se refiera 6 no a hechos de reco-
nocida importancia.—Art. 2007, y Nota . 	  
— — A quie t' se da testimonio de la información —Art. 2008 
-- 
 
Que se hare si antes de aprobarse la información se 
presentase alguno opontenlose a ella. -- Art. 2009, y 
Nota  
— 
Cómo se practican las informaciones posesorias para 
inscribir algún derecho real sobre bienes inmuebles.—Ar-
tiesslo 2010, y Nora.  
REPERTORIO ALFABÉTICO 
por dueño ó usufructuario los bienes que se reclaman: auto 
concediendo ódenegando: este último será apelable en am- 
bos efectos. —Arta. 1636 y 1637, y Cornent . 	  
INTERDICTO DE ADQUIRIR.—Posesión: forma de la mis• 
ma: testimonio del auto de posesión.—Arts. 1638 y 1639, 
y Cornent  
-- Publicación por edictos de la posesión: término de estos 
edictos: amparo de la posesión cuando no haya reclama-
ción: acción de propiedad del desposeido.—Arts. 1640 y 
1641, y Cornent.  
---- Reclamaciones contra la posesión: traslado á la parte 
actora: término para contestar: citación á juicio verbal con 
asistencia de los defensores: proposición de prueba: cuál 
puede practicarse: se pt-acticará en el acto: suspensión si 
se practica prueba fuera del lugar del juicio: acta.-
• Arts. 1642 ár 1645, y Comentario .  
-- Sentencia: costas y perjuicios al que promovió el in-
terdicto si procedió dolosamente: recurso contra esta sen-
tencia.—Art. 1646, y Cornent  
- - Sentencia: su ejecución: forma en que ha de darse la po-
sesión en su caso.—A r t. 1647. 	  
-- Costas: su tasación y aprobación—Art. 1648. 	  
- - Condena de frutos ó daños y perjuicios: su importe se 
fijará en juicio verbal: contra la sentencia no hay recurso, 
salvo el juicio ordinario.—Art. 1649, y Cornent.... . . 
- - Exacción del importe de las costas, frutos y perjuicios 
por el procedimiento de apremio.—Art. 1650, y Comen-
tario 	  
-- Formularios. 	  
INTERDICTO DE RETENER O RECOBRAR. — Considera^iones 
generales: su origen y objeto: son diferentes estos dos in-
terdictos, y sólo se asimilan para el procedimiento  
-- Competencia. —Art. 63, regla 15 	  
-- Procede el interdicto de retener cuando se perturba al 
que tiene la posesión ó tenencia de una cosa, y el de re-
cobrar, cuando ha sido despojado de la misma.—Art. 1651, 
y Comentario  
-- Demanda acompañando copia: se ofrecerá información 
testifical para acreditar la posesión, la perturbación ó el 
despojo, y quién ejecutó estos actos, y si fuá por orden 
de otro. - Art. 16.52, y Cornent.   
-- Se admitira la información si es antes del año de la per-
turbación 6 despojo: de no ser asi, sólo habrá lugar a jui-
cio ordinario: contra el auto recaido en este último caso 
habrá apelación. en la que sólo será parte el que la pro-
mueva. —Art. 1653, y Cornent.  
-- Practicada información, si en ella se comprueban los he-
chos, habrá lugar al juicio verbal: plazos: citación del de-
mandado. —A rt. 1654, y Coment  
- - No se admiten escritos al demandado: el juicio verbal se 
h'l3 
Pogioa. Tomo. 
434 	 VI 
432 VI 
424 VI 
425 VI 
127 VI 
130 V I 
430 VI 
430 VI 
130 VI 
472 VI 
434 VI 
487 	 1 
436 VI 
436 VI 
144 VI 
442 VI 
13Y4 	 LSY Di liNJUICIAMtRNTO CIVIL 
celebra con arreglo al art. 1644: pruebas que puede admi- 
tir el juez.—Arts. 1655 y 1636, y Coent 	  1d•3 1'I m  
INTERDICTO DE IIETI:NER 0 RECOBRAR. —Sentencia: 
plazo: costas: recursos contra la misma: mantenimiento de 
la posesión cuando se acuerde: requerimiento al pertur-
bador: reposición en la posesión: f xvnula de six periut-
rio de tercero, sobre la propiedad ó la posesión detmlti-
va: costas y devolución de frutos, cuando haya apelación: 
suspensión de todo trámite.—A rta. 1657 á 1659, ly Comen- 
tario 	  U6 1' I 
— 
Confirmación de la sentencia apelada: ejecución de los 
extremos aplazados: si se revoca, se ejecutará según or- 
dene el tribunal superior.—Art. 1660. 	  150 1 I 
- Costas, su tasación: daños y perjuicios, y frutos: su fija- 
ción: procedimiento de apremio para hacer efectivas las 
costas y las responsabilidades indicadas: devolución de do- 
cumentos.—Arta. 1661 y 1662. 	  160 VI 
— — Formularios. 	  477 VI 
INTERDICTO DE OBRA NUEVA.-- Consideraciones generales. 451 VI 
-
- Competencia. — A rt. 63, regla 13. ..... ........ 	  187 
— 
Presentación de la demanda: requerimiento de suspen- 
sión de la obra con apercibimiento de demolición: citación 
a juicio verbal; ! quién ha de hacerse el requerimiento 
para la suspension.-- Arta. 1663 y 1664, y Consent. 	  153 VI 
Petición de hacer obras absolutamente indispensables: 
acuerdo ivapelable del juez. — Art. 1665,y Ciment 	  154 VI 
— Forma de celebrarse el juicio verbal: documentos jus-
tificativos: inspección de la obra: cuando se ha de celebrar 
} quién asiste: peritos: no son recusables, pero puede ha 
serse notar su parcialidad: actas del juicio y de la ins-
peceión.—Arta. 1666 y 1667, y Ciment 
	  156 VI 
— Sentencia: termino para dictarla: apelación en uno ó en 
ambos efectos: ejecución de la sentencia: requerimiento de 
demolición. — A r t. . 1668 á 1670, y Coment 	  456 VI. 
— — Demanda del dueño de la obra para que se declare su 
derecho 1 continuarla: sustanciación por los tramites del 
juicio declarativo correspondiente á la cuantia. 
— Ar-
tictslo 1671 y Com ^nt 	
 459 VI 
— Petición de continuación de la ob a, dando fianza de 
demolición en su caso: requioito para darle curso: se tra-
mitar* como incidente.—A rta. 1672 y 1673, y Cement 	
 159 VI 
-- — Cuando acordará el juez la suspensión: recursos con- 
tra este fallo.—Art 1674, y Consent. 	  159 VI 
- — El que pruiuueva el interdicto podrá incoar juicio de- 
clarativo para pedir la demolición.--Art. 1675, y Comen- 
tario 
	  460 VI 
- Formularios 
	
 484 VI 
INTERDICTO DE OBRA RUINOSA.
—
Consideraciones gene- 
rales: antes se le Ilamab4 de obra vieja 
	
 464 VI 
Competencia. —Art. 63, regla 15....... Págs. 187 y 490 	 1 
REPERTORIO ALFARETICO 	 625 
r4l(u. Tom,. 
INTERDICTO DE OBRA RUINOSA.—Objetos del interdicto: 
adopción de medidas de precaución; 2.°, demolición 
de una obra ruinosa.—A rt. 1676, y Cornent. 	
 463 VI 
- Quiénes podrán intentarlo: que se entiende por necesi- 
dad de pasar por una obra ruinosa.—Arts. 1677 y 1678, y 
Comentario 
	  463 VI 
-- Reconocimiento de la obra, cuando se propongan me-
didas de seguridad: dictamen del perito: acta: auto acor-
dando las medidas de seguridad: ejecución del mismo: se 
haránrá costa del dueño de la obra 6 del actor, que será re-
integrado por la vía de apremio.—Art. 1679, y Coment  167 VI 
-- Denegación de las medidas de precaución, si no son ur-
gentes.—Art. 1680, y Cornent 
	  167 VI 
- - No son apelables los autos acordando 6 negando la adop-
ción de medidas urgentes.—A rt. 1681, y Cornent 	
 167 VI 
--- Cuando se pida la demolición de una obra ruinosa, 
juicio verbal: quiénes pueden asistir: prueba: reconoci-
miento judicial, con un perito: pueden concurrir los inte-
resados: acta.—A rts. 1682 y 1683, y Co ntent....   169 VI 
- - Sentencia: plazo para dictarla: recursos.— A rt. 1684, y 
Comentario 
	  470 VI 
- - Si se acuerda la demolición, y es urgente, de oficio de-
cretará el Juzgado la adopción de medidas de precaución 
6 la demolición parcial, antes de remitir los autos á la Au- 
diencia, caso de apelación.—Art. 1685, y Cornent 	  470 VI 
Formularios 	 184 V1 
INTERROGATORIO.- 17 . Juicio ordinario de mayor cuantía (prueba de testigos). 
INTERVENCIÓN DE EFECTOS MERCANTILES. — V . Efectos 
mercantiles y Jurisdicción voluntaria en asuntos de co 
mercio. 
INVENTARIO. — V. Bienes de ausentes,.Juicio de abintestato, 
Idem de testamentaría y Tutela. 
J 
JUECES. — Juez competente: su definición y concepto 	 . 450 
-- Deben abstenerse del conocimiento del negocio cuando 
exista causa de recusación.—A rt. 190, y Content 	 409 	 I 
--- Los de primera instancia verán por si mismos los plei 
tos y actuaciones. —Art. 318  	 48 	 II 
-- Habiendo cedido á la intimidación 6 á la fuerza, decla-
rarán nulo lo actuado y promoverán la formación de cau 
sa contra los culpables —Art. 442, y Cornent 	  357 	 !I 
-- V. Audiencia en justicia, Corrección disciplinaria y 
Recusación. 
JUEZ ECLESIÁSTICO. —V. Cuestiones de competencia y Re 
curso de fuerza en conocer. 
JUICIO. 
TOMO VI 
—Su definición en el concepto forense 	  :183 	 II 
LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
Me.. Ton°. 
JUICIO DECLARATIVO.--Consideraciones generales: juicios 
que se comprenden bajo esta denominación 	  457 	 II 
Disposiciones comunes 1 todos los juicios declaran-
vos: ordinario de mayor cuantía: de menor cuantía: ver-
bal: todos los asuntos sin tramitación especial se regirin 
por las disposiciones de los citados.—Arts. 481 y 482, 
y 
 Gmnent    458 I l 
-- 
Serán de mayor cuantía las demandas que excedan de 
3.000 pesetas: las de cantidad inestimada, y las relativas á 
derechos políticos, honorilicos, privilegios, filiación, pa-
ternidad, estado civil y condición de las personas: excep-
ción de la acción ejecutiva —Arts. 483 y 485, y Cornent. 462 I1 
--- De menor cuantía, las demandas de 250 a 3.000 pese-
tas: excepción de los ejecutivos.—Arts. 484 y 485, y Co- 
rnentario.....  	 462 	 II 
 --- De juicio verbal: toda demanda que no exceda de 350 
pesetas.—Art. 486, y Co ntent 	  462 II 
--- Juicio arbitral 6 de amigables componedores: pueden 
someterse á él todas las cuestiones: excepciones: personas 
que pueden contraer el compromiso: cosas objeto del ar-
bitraje.—Art. 487, y Cornent    466 11 
— Do las demandas de tercería y demás incidentales se  co-
nocerá en el juicio correspondiente á la cuantía: caso de 
ser la demanda incidental de menos de 350 pesetas y  se-
guirse el pleito principal en primera instancia.—Ar- 
ticnlo 488, y Co ntent 	  47! II 
- - — Reglas para fijar la cuantia de las demandas y el juicio 
que corresponde, cuando se trate de prestaciones, obli • 
gaciones á plazos, créditos de varios, servidumbres, ac-
ciones reales 6 mixtas: frutos y pago de créditos con in-
tereses 6 frutos.— Art. 489, y Cornent 	  47i 	 II 
— — En toda demanda se fijará la cuantia 6 la clase de jui-
cio en que ha de ventilarse: el juez, si no es competente 
por la cuantia, lo declarará así: esta decisión sera apela- 
ble en ambos efectos.—Arts. 49) y 491, y Cornent 
	  
*,7r 
 
	 II 
— Procedimiento cuando no se conforme el demandado con 
la cuantia de la demanda de mayor 6 de menor cuantia: 
escrito oponiéndose: término: comparecencia de las partes: 
si no hay acuerdo se nombran peritos: asistencia de abo-
gados: acta. —Arts. 492 y 493,y Cornent 
	  4K t I I 
- -- — Decisión del juez en caso de no avenencia de las partes 
en la cuantia del juicio: no hay recurso si se declara de 
mayor cuantia: si se declara de menor cuantia hay el de 
nulidad: su preparación y su interposición: plazos: si se 
declara verbal el juicio, el auto será apelable.—Artículos 
494 y 495, y aliment 
	  4g:i II 
-- Duda de la cuantía en los juicios verbales: se aclarará 
en la misma comparecencia del juicio: recurso de nulidad 
si se declara competente: de apelación si se declara incom-
petente: cuándo proceden.—Art. 496, y Consent.  486 [( 
— Reglas para determinar el juicio correspondiente: for- 
molar ios 	
 566 	 11 
REPRRTORIO ALFABBTICO 	 627 
PaF t n. Torc.o . 
JUICIO DECLARATIVO.—Preparación del juicio.--Diligen- 
cias preliminares: juicios en que pueden practicarse...... 
	 .491 	 II 
-- Declaración jurada acerca de algún hecho relativo a la 
personalidad del demandado: forma de hacerla.—Artícu-
los 497 y 498, y Cornent  Págs. 492 y 495 II 
- Exhibición de cosa mueble cuando haya de ser objeto 
de acción real 6 mixta. —Arts. 497, 499 y 501,y Comen 
tario. 	  Págs. 492 y 497 
	 II 
-- Exhibición de testamento, codicilo ó memoria testa-
mentaria al que se crea heredero, coheredero ó legatario. 
—Arts. 497,500 y 501, y Co ntent  Págs. 492 y 502 II 
-- Exhibición de títulos ú otros documentos que se refieran 
a la cosa vendida, en caso de evicción. —Arts. 497 y 501, 
y Co ntent    Págs. 491 y 504 II 
- Presentación de documentos y cuentas de una sociedad 
6 comunidad al socio ó condueño por el que los tenga en 
su poder. —Arts. 497 y 501, y Cornent 	  Págs. 492 y 505 II 
-- Resolución del juez en cualquiera de estos casos: recur- 
sos contra la misma.—Art. 497, y Cornent. Págs. 492 y 507 II 
- - En qué casos el que preterida demandar puede pedir, y 
el juez acordar el examen de algún testigo.—Art. 502, y 
Comentario 	  509 II 
 — Formularios de cada una de las diligencias preparato-
rias del juicio 	 572 	 II 
- Presentación de documentos.—Qué documentos deben 
acompañarse á toda demanda 6 contestación. —Art. 503, 
y Comentario 	 :ii3 II 
--- Los documentos en que la parte funde su derecho, de-
ben acompañarse también á toda demanda 6 contestación. 
—Arts. 504 y 505, y Cornent.  517 II  
- Objeto y aplicación de los artículos 504 y 505. —Co-
mentario. 	 519 	 II 
-- Regla general y sanción penal sobre presentación de do-
cumentos: cuáles son los que pueden admitirse después 
de la demanda y de la contestación.— Art. 506, y Co-
rentario..   524 II 
- 4Puede el juez repeler de oficio los documentos que no 
• estén comprendidos en dichas excepciones?—Cornent 	  589 il 
- - No se admitirá documento alguno después de la citación 
para sentencia: el juez repele de oficio los que se presen-
ten.—Art. 507, y Co rnent 	  530 II 
— - Procedimiento para cuando se presenten documentos 
después del término de prueba. —Arts. 508 á 513, y Co-
mentario  Págs. 532 y 
- - Forma de impugnar los documentos que se presenten 
antes y dentro del término de prueba. —Cornent. 	  534 	 II 
-- Cuando una de las partes sostenga la falsedad de un do-
cumento de influencia notoria y entable la acción crimi-
nal, se suspende el pleito hasta que recaiga ejecutoria en 
la causa criminal: aplicación práctica de este articulo.-- 
A rt. 514, y Cornent..  544 11 
537 	 II 
23 	 Ill 
33 	 I11 
428 	 LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
rail na. Tom• . 
JUICIO DECLARATIVO.—Sobre la falsedad de losdocumen- 
tos: sus efectos según sea criminal ó civil. —Coment..... 511 	 II 
- - 
Formularios para la presentación de documentos des- 
pués del término de prueba. 	  579 	 II 
-- 
Copias de los escritos y documentos. — Objeto de estas 
copias: consideraciones generales  . 	  517 	 II 
 -- Regla general para la presentación de copias: excepcio- 
nes.—Arts. 515 á 517, y Cornent.  	 550 II 
- - Efectos de la omisión de las copias.—A rt. 518, y Comen 
tario    555 	 II 
Objeto de las copias de escritos y documentos: por ellas 
se evacuarán los traslados: los autos originales no saldrán 
de la escribania.—Arts. 419 y 420, y Cornent    557 II 
- - 
Transcurrido el término señalado á una parte para cual 
quier traslado, actuación ó diligencia sin haberlo evacua- 
do, y en su caso la prórroga que se hubiese otorgado, á 
instancia de la contraria se da A los autos el curso que co• 
rresponda.—Art. 521, y Co ntent 	  561 II 
- Qué procedimiento se emplea en el caso de haberse en- 
tregado á las partes algun documento, si no fuere devuel-
to dentro del término correspondiente.—Art. 522, y Co 
nsen tario . 	 563 
	
II  
-- Estas disposiciones no son aplicables al juicio verbal. 
—Art. 523, y Cornent 	  565 II 
— — Formularios sobre copias de escritos y documentos 
	
 585 II 
JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTIA. —Observaciones ge• 
nerales: es aplicable al wisuw todo lo que se dispone so - 
bre el juicio declarativo.  5 III 
-- Demands y emplazamiento. — Su definición: considera- 
ciones generales.  	 6 III 
-- No se adn ite sin certificación del acto de conciliación ó 
de haberse intentado sin efecto, en los casos en que corres 
ponda.— Art. 462, y Content. 	  104 li 
-- Forma de la demanda• requisitos que debe contener: es 
el principio del juicio.— Art. 524, y Comrnt 
	 8 III 
-- Requisitos esenciales de la demanda.—Cornent... ... . 	 11 111 
- - Juez ante quien se pide.—Consent 	 11 111 
-- Nombre del actor. — Corn en t 	 12 111 
-- Razón ó causa de pedir. — Co ntent. 	 43 III 
-- Cosa que se pide.—Coment 	 46 III 
- - Nombre del demandado —Cornent 	 20 III 
-- Clase de acción que se ejercita.—Content 
	 21 III 
- - Requisitos accidentales: 4 o, firma de letrado; 2.•, papel 
sellado; 3.°, documentos sobra la personalidad; S.°, acto 
de conciliación; 5.°, reclamación previa en la vía guber-
nativa; 6.°, autorización para litigar; 7.°, contribución 
industrial; 8.°, cédula personal; 9.°, documentos en que 
se funde el derecho; 40, copias de la demanda y docu-
mentos: y 11, fecha del escrito 
—Content 	  
-- Requisitos que ha de contener la demanda para que esté 
bien formulada.—Coment 	  
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JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA.—?Pueden los 
jueces repeler de oficio las demandas en algún caso?—Co-
mentario  36 III 
-- Presentación de la demanda: traslado al demandado con 
emplazamiento para que comparezca a contestarla: térmi- 
no. —Arts. 525 y 526, y Co rnent 	 39 III 
-- Efectos del emplazamiento.— Content.  	 42 III 
-- .Rebeldía.
—Si no comparece el demandado dentro del 
término del emplazamiento, se le declara en rebeldia á 
instincia del actor: casos en que es necesario segundo 
 
empplazamiento: efectos de la rebeldia. —Arta. 527 y 528,  
y (oment. 45 III 
- - Término para comparecer, sin incurrir en rebeldía, 
cuando son varios los demandados.—Art. 529, y Cornent. 	 50 III 
-- Presentado el demandado, se le da el término de veinte 
días para contestar: este término es común á todos los de-
mandados, cuando son varios: excepciones.— Art. 530, y  
Comentario  51 I l l 
-- Casos en que deben litigar unidos los demandados, 
cuando son varios. —Art. 531, y Co ntent. 	 5'í III 
-- Formularios de la demanda y emplazamiento: declara- ' 
ción de rebeldía y comparecencia del demandado, perso-
nándose en el juicio 
 381 III  
- - Excepciones dilatorias.—Su definición y la de las pe- 
rentorias  
	 .... 	 57 	 III 
-- Si se proponen en tiempo, no hay obligación de contes- 
tar á la demanda hasta que se resuelva sobre ellas.—Ar- 
tículo 532, y Cornent.  	 58 IIl 
-- Se determinan taxativamente las que son admisibles.- 
, Art. 533, y Cornent ..  
	 59 III 
-- Incompetencia de jurisdicción.—Art. 533, y Cornent 
	
64 Ill 
-- Falta de personalidad en el actor: en su procurador: en 
el demandado.—Art. 533, y Cornent.. 	 62 111 
-- Litispendencia. —Art. 533, y Cornent.  	 65 III 
-- Defecto legal en el modo de proponer la demanda.—Ar- 
tículo 533, y Cornent 	 66 111 
- - Falta de reclamación en la via gubernativa, cuando se 
litigue con la Hacienda pública. —Art. 533, y Co ntent 	 66 III 
- - Arraigo del juicio cuando sea extranjero el deman-
dante: motivos de esta excepción: legislación extranjera: 
tendencia de las legislaciones modernas: aplicación prác 
tica.—Art. 534, y Co ntent 	 68 III 
-- Término para interponer las excepciones dilatorias: su 
efecto cuando se alegan después del término: se han de 
alegar todas en un solo escrito.—Arts. 535 y 536, y Co-
mentario  80 III 
 -- Traslado por tres dias al actor: en lo demás se sustan-
cian como los incidentes.—Art. 5.37, y Cornent 	 82 III 
- - Resolución previa sobre la declinatoria y la litispen-
dencia: recurso contra el auto resolviendo las excepcio-
nes.—Art. 538, y Co rnent 	 85 111 
630 	 LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL 
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JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA.—Luego que 
sea firme el auto desestimando las excepciones dilatorias, 
se contestan á la demanda dentro de diez dias.—Ar- 
ticulo 539, y Co nsent .  	 88 III 
-- Formularios de las excepciones dilatorias. 	  387 III 
-- Contestation d la demanda—Su definición: cómo ha de 
formularse: si no se presenta dentro del término se6alado 
en el art. 530, â petición del actor se dará A los autos el 
curso correspondiente, teniéndola por contestada—Ar- 
tícutos 540 y 541, y Con sent. 	  Págs. 92 y 186 Ill 
— En ella hará uso el demandado de las excepciones pe- 
rentorias, de las dilatorias que no hubiese alegado como 
tales, y de la reconvención en su caso, discutiéndose todo 
A la vez que la cuestión principal.—Arts. 542 á 544, y Co- 
men tarro 	 93 III  
— — Modos de contestar y sus procedimientos: 
4° Confesar la demanda.—Consent 	 96 III 
2. ° Negar la demanda.—Cornent 	 404 III 
3.0 Alegar excepciones perentorias: forma y tiempo de 
proponerlas. —Comrnt 	  404 I I i 
4.° Cosa juzgada: requisitos para que pueda estimarse 
como excepción perentoria: procedimiento cuando sea la 
única que se alegue.—A rt. 544, y Consent.. Págs. 93 y 407 Ill 
5.° Compensación: su definición: cuándo puede utilizarse 
como excepción perentoria y sus efectos. —Coment.... . 4it III 
6.° Beconvrnción: su definición: sus efectos: personas que 
pueden reconvenir y ser reconvenidas: casos en que no 
cabe: casos y juicios en que procede: diferencias entre la 
reconvención y la compensación: término para proponerla 
y modo de sustanciarla.— Arts.542 á 544, y Comen- 
tario 	 Págs. 93 y 4 4 	 Ill 
--- Efectos de la contestación.—Cornent 	
 430 III 
- Formularios de la contestación y reconvención 
	  
394 III 
-- $óptica y dtíplica.—De la contestación se da traslado al 
actor para rép li ca, y de la réplica al demandado para du-
plica: si el actor renuncia la réplica, no hay dúplica: pe-
tición de prueba en este caso: término para dichos escri-
tos.—Arta. 546 y 547, y Cornent  131 III 
-- Forma y fondo de la réplica y dúplica: han de fijarse 
definitivamente los puntos de hecho y de derecho, confe-
sando ó negando cada parte los que le perjudiquen: pue-
den ampliarse, adicionarse ó modificarse las pretensiones 
y excepciones, sin alterar lo que sea objeto del pleito; y 
por otrosí ha de pedirse el recibimiento á prueba 6 renun 
ciar â ella.—A rts. 548 y 549, y Cornent... Págs. 434 y 136 III 
-- Confesión de los hechos en la réplica y dúplica, y sus 
efectos.—Coment ..  	 I í4 Ill 
- Formularios de la réplica y dúplica 
	
 391 III 
- Escrito de am l aciones.—Objeto de estos escritos: han 
d versar sobre hechos nuevos ó ignorados, de influencia 
notoria en el pleito: pueden presentarse después de la 
 re- 
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plica y dúplica, y durante el primer período de la prueba: 
traslado por tres días á la parte contraria para que confie - 
se 6 niegue los hechos, 6 los aclare 6 desvirtúe alegando 
otros hechos.—Arts. 563 y 564, y Co nt ent.  170 III 
JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA.—Formularios 
de los escritos de ampliación. 	 402 III 
- Recibimiento á prueba.—Definición y division de la  
prueba: cuándo es necesaria: á quién incumbe.—Coment. 444  lit 
-- Cuándo debe el juez recibir el pleito á prueba, 6 fallar 
sin ella: procedimiento en el caso de oposición: recurso 
contra el auto en que se denegare.
—Arts. 550 á 552, y 
Comentario   447  III 
- - Término ordinario de prueba: se divide en 
 dos perio-
dos, uno para proponerla, y otro para ejecutarla: térmi-
no improrrogable de cada uno de ellos.--Art. 553, y Co-
men tario..  	 450 III 
-- No pueden suspenderse los términos de prueba, sino 
por fuerza mayor. —Art. 554, y Cornent . 	  455 III 
-- Término extraordinario de prueba: caso en que puede 
otorgarse: requisitos para que pueda concederse: su tér-
mino según los casos, y desde cuándo empieza á contar-
se: procedimiento para solicitarlo y obtenerlo: el auto re-
solutorio es apelable en un efecto: indemnización á la parte 
contraria, si no se ejecuta la prueba, ó no se desiste de 
ella oportunamente: sobre esto se resolverá en la senten-
cia definitiva.—Arta. 555 at 562, y Coment.  460 III 
Hechos que han de ser objeto de la prueba: pruebas  
impertinentes 6 inútiles: recursos contra las providencias 
que denieguen alguna diligencia de prueba. —Arta. 565  
a 567, y Cornent.  477 III 
-- Procedimiento en el caso de solicitarse prueba dentro 
de los tres días últimos del primer período: cuándo se de-
clara terminado el primer periodo de prueba y se abre el 
segundo.—Art. 568, y Cornent  481 Ill 
- - Los jueces proveerán á los escritos proponiendo prueba 
según se vayan presentando, librándose los mandamien-
tos compulsorios, exhortos y demás despachos: cuándo 
han de entregarse á la parte interesada, y nota del actua-
rio.—Art. 569, y Coment 	  483 III 
--- Toda la prueba se practica en audiencia pública y con 
citación de las partes: excepción para el reconocimiento 
de libros y papeles: quiénes pueden asistir: cuándo será á 
puerta cerrada. —Arts. 570 á 572, y  Cornent  484 Ill 
- - Señalamiento de dia y hora para practicarla: procedi-
miento cuando se practique fuera del lugar en que se si-
gue el pleito: intervención de las partes. —Arts. 573 y  
574, y Cornent 	 486 III 
-- Limites de la intervención de las partes y sus defenso-
res: cuándo puede el juez privarles de presenciar el acto. 
—Art. 575, y Cornent  490 III 
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JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTIA.—Pieza sepa- 
rada para la prueba de cada parte.—Art. 576, y Consent.. 190 I I I 
-- Nulidad de la verificada fuera del término. —Art. 577, 
y  Consent 	 491 III 
— 
Formularios de las diligencias para el recibimiento a 
prueba y sus consecuencias. 	  398 I I I 
Medios de prueba.—Indicaciones generales.—Coment. . 193 III 
— — El Código civil trata de la prueba de las obligaciones 
en sus arts. 4214 y siguientes: después de ordenar que di-
cha prueba incumbe al que reclama el cumplimiento de la 
obligación, y la de su extinción al que la opone, establece 
los medios de prueba por el orden siguiente: documentos 
públicos y privados; confesión; inspección personal del 
tjuez; peritos; testigos, y presunciones: determina también os requisitos para cada clase de prueba y su fuerza pro-
batoria. —Ap^n ic   S 15 I II 
Según la presente ley, y el orden que en ella se esta-
blece, puede hacerse uso en juicio de los medios de 
prueba que se expresan a continuación.—Art. 578, y Co 
enen tario.  	 . 	 19t Ill 
— (Sonfesidn en juicio.—Su definición y divisiones: cómo 
puede hacerse: las preguntas que para ello se articulan se 
llaman posiciones: requisitos para que produzca prueba 
plena: medios de invalidarla.—('ornent 	 499 III 
-- Periodo del juicio en que puede pedirse: ha de prestarse 
bajo juramento.--Art. 579, y coment 	  202 Ill 
Juramento decisorio ó indecisocio: sus efectos.—Articu- 
to 580, y Consent 	
 204 Ill 
-
-- Cómo se formulan y presentan las posiciones: ha de ad-
mitirlas el juez repeliendo las inconducentes.—Arts. 581, 
582 y 581, y Content.  	 209 Ill 
- Procedimiento para absolver posiciones: señalamiento 
de dia y hora: citación del que ha de ser interrogado: ha 
de contestar de palabra afirmativa ó negativamente: lo 
que ha de hacerse si se niega a declarar ó son evasivas las 
respuestas: pueden asistir las partes con sus letrados, y 
aquellas hacerse preguntas sin intervención de éstos: acta 
que debe extender el actuario.— Ar ts . 583 d 589, y Co-
mtnlario.. 	 212 III  
-
— 4Pueden absolverse posiciones por medio de procurador 
ó de un tercero? ¿Puede imponerse pena al litigante que 
falta a la verdad en la confesión judicial? Pena al litigante 
que no comparece ó se niega a declarar.
—Cornent 
	  220 Ill 
-
-- Precauciones cuando declaran dos litigantes sobre unas 
mismas posiciones.—Art. 590, y Conent.. 
	  225 III 
— Procedimiento en caso de enfermedad ú otro impedi- 
mento de quien haya de absolverlas.—Art. 591, y Cornett -
tarie 	  
- - Procedimiento cuando el que ha de absolverlas no re-
side donde se sigue el pleito.— Art. 592, y Consent. 	  227 Ill 
— Pena del litigante que no comparece sin causa justa ó 
225 	 III 
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se niega á responder categóricamente. —Art. 593, y Co- 
mentario . 	 229 III 
JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA.—No podrán 
exigirse dos veces sobre pn mismo hecho, ni más de una 
vez después del término de prueba.
—Art. 594. . .. 230 III 
-- Cómo se practica esta prueba cuando es el Estado 6 
una corporación pública la parte á quien se pidan posicio- 
nes.—Art. 595, y Cornent   
 231 III 
Formularios de la confesión en juicio 
	
 407 III 
- Documentos públicos.—Su definición: también están 
	
comprendidos los auténticos   
 233 III 
--- Documentos que tienen el carácter de públicos y solem- 
nes: 1.°, escrituras públicas; 2.°, certificaciones de agentes 
y corredores; 3.°, documentos expedidos por funcionarios 
públicos; 4.°, libros de actas, estatutos, ordenanzas, re-
gistros, catastros y demás que se hallen en los archivos 
públicos; 5.°, ordenanzas, estatutos de sociedades, comu-
nidades 6 corporaciones; 6.°, certificaciones de nacimiento, 
matrimonio y defunción; 7.°, ejecutorias y actuaciones judiciales.— Art. 596, y Content  234 Ill 
- - Reglas para que sean eficaces en juicio: 1.a, ciue se co-
tejen los que vengan sin citación contraria, si han sido 
impugnados; 2.a, que los que se pidan de nuevo se libren 
en virtud de mandamiento con citación de parte contraria; 
3 °, que los testimonios de parte de un documento se adi-
cionen con los particulares que señale el colitigante; 4. 8 , 
que sean librados por los funcionarios competentes.—Ar-
tículo 597, y Content
. 	
244 III 
- - Documentos públicos que son eficaces sin necesidad de 
cotejo, salvo prueba en contrario.— Art. 598, y Cornent 	  252 III 
- - Cómo se practica el cotejo de los documentos públicos. 
—Art. 599, y Cornent .. 	  254 Ill 
-- Requisitos para que tengan valor los documentos otor- 
gados en el extranjero.—Art. 600 	  256 III 
- - Documentos extranjeros á que se refiere el art. 600: 
solemnidades internas de los mismos: solemnidades exter-
nas.—Coment . 	  257 Ill 
-- Documentos redactados en idioma extranjero: traduc- 
ción de los mismos: por quién ha de ser hecha.—Art. 601, 
y Comentario.  265 III 
	
-- Formularios de la prueba de documentos. 	  411 Ill 
- Documentos privados, correspondencia y libros de los 
comerciantes.— Definición de los documentos privados: 
sus diferentes denominaciones y clases: consideraciones 
generales.—Coment  269 I I l 
-- Cuándo han de presentarse en juicio: cuándo han de ex-
hibirse.—Arts. 602 y 603, y Cornent 	  272 III 
-- Cuándo han de ser reconocidos bajo juramento los do-
cumentos privados y la correspondencia.—Art. 604, y Co 
mentario.  277  Ill 
-- Para utilizar como medio de prueba los libros de los 
TOMO VI 
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comerciantes. se practicará lo que ordena el Código de  
Comercio—Art. 605, y Cornent 	  280 Ill 
^ 1IC10 ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA.—Formulario 
de la prueba de documentos privados. • 	  414 III 
-- Cotejo de letras.—Definición de la palabra Cotejo: puede 
ser de documentos y de letras: su objeto: cuándo ha de 
pedirse.—Cornent.  . 283 III  
-
-- Casos en que puede pedirse: ha de practicarse por pe-
ritos.—Art. 606, y Cornent.. 	  281 III 
- - lia de hacerse con documentos indubitados: cuáles son 
considerados como tales: a quién corresponde designarlos: 
caso de no haberlos: el juez hará la comprobación por si 
mismo, después de oirá los peritos, para apreciar esta 
prueba. — Arts. 607 á 609, y Cornent. 	  286 III  
	
-- 
Formularios de la prueba de cotejo de letras.   436 III  
- Dictamen de peritos.--Cuándo procede este medio de  
prueba: por quién, cómo y cuándo ha de proponerse: fían  
de ser uno ó tres los peritos: audiencia á la parte contra-
ria: resoluc On del juez --Arts. 610 á 613, y Cornent 	  292 III 
- - - Procedimiento para e! nombramiento de peritos: quié•  
nes pueden serlo: si no se ponen de acuerdo las partes, se  
eligen por sorteo ó por el juez: aceptación y juramento  
del cargo.—Arts. 614 d 618, y Comen, 	  996 Ill  
— Recusación de los peritos: cómo se formula: tiempo: 
 
causas de recusación: casos en que se rechaza de plano: se 
 
notificará al perito la causa de recusación, para que si es 
 
cierta, se de por recusado: el la niega, resolverá el juez,  
previa audiencia y pruebas de las partes en comparecen-
cia verbal, á la que pueden asistir sus abogados: reempla-
zo del recusado: pena del recusante en su caso 
—
Artícu 
 
loa 619 á 625, y ('ornent. 	 302 111 
— Reconocimiento hecho por los peritos: pueden asistir 
 
las partes y sus defensores: forma de acordar y redactar 
 el dictamen: ratificación y explicaciones de los peritos: 
 
facultad del juez para acordar nuevo reconocimiento. 
 —  
Arta. 626 h 630, y Cornent  306 III 
- Dictamen de academias, colegios 6 corporaciones ofi • 
dales: cuándo procede.
— Art. 631, y Cornent. 	  309 III 
- - No es obligatorio para el juez el dictamen de los peri-
tos.—Art. 632, y Cornent 	
 311 III 
- Formularios rae la prueba pericial 6 dictamen de pe-
ritos. 	 419 
	
Ill 
- 3sconocimiento judicial 
—En qué consiste: cuándo pro-
cede: procedimiento para la práctica de esta diligencia. 
— 
 Arts.  633 y 634, y Cornent 	 3U S III 
-- Es compatible con el pericial y se practicarán simultá- 
neamente en su caso. —Art. 635, y Cornent 	  318 Ill 
— — Casos en que los testigos podrán ser examinados en el  
alto del reconocimiento judicial.
— Art. 636, y Cornent 	  319 111 
— Formularios de la prueba de reconocimiento judicial 
	  426 III 
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JULIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA.—Prueba de 
testigos.—En qué consiste: quiénes pueden ser testigos. 
—Comentario  320 III 
—
— No se admitirá sobre hechos probados por confesión ju-
dicial.—Art. 637, y Cornent. 
	  343 Ill 
Petición de esta prueba: interrogatorios: su forma: ad-
misión de preguntas: lista de testigos: copias: adición á la 
lista.—Arts. 638 á 640, y Cornent  3t4 III 
- - Repreguntas: declaración de pertinencia: pliegos abier-
tos ó cenados: quedan reservados: cuándo han de pre-
sentarse.— Art. 641, y Cornent 
	  
338 Ill 
- Señalamiento de dia y hora para el examen de los tes- 
tigos: se hará en audiencia pública: pueden asistir las par-
tes y sus defensores: cuándo serán citados por cédula: el 
testigo que sin justa causa no asista, será apremiado: en 
el caso anterior, tienen derecho á ser indemniz idos por la 
parte interesada.—Arts. 642 á 644, y L'ornent.., 	  330 III 
- No habrá limitación de número: las costas, siempre que 
excedan de seis testigos por cada pregunta útil, serán de 
cuenta del que los haya presentado. —Art. 645, y Comen- 
tario. . 	 334 Ill  
-- Serán examinados separadamente y bajo juramento: no 
se exigirá éste á los menores de catorce años.— Arts. 646 
y 647, y Cornent  335 III 
— Serán interrogados por su nombre, edad, estado, pro- 
fesión y domicilio: si son parientes, dependientes, criados, 
amigos ó enemigos de los litigantes, ó si tienen interés 
en el pleito. — Art. 648, y Cornent 	  335 Ill 
- -- Forma de declarar: preguntas y repreguntas: razón del 
dicho: responderán sin borrador: se extenderán por sepa-
rado las declaraciones: pueden asistir las partes y sus de-
fensores, sin interrumpir á los testigos, ni hacerles otras 
preguntas que las formuladas: cuándo y cómo pueden pe-
dirles aclaraciones.—Arts. 649 á 652, y Cornent 	  335 Ill 
--- Se hará en una audiencia ó en varias: los no pre- 
sentados podrán ser citados de nuevo: á los enfermos se 
les puede oir en su casa: á los ausentes, por exhorto ó des-
pacho: por medio de intérprete á los que no saben el idio-
ma espanol: los sordomudos que saben leer y escribir, 
pueden declarar por escrito. —Arts. 658 á 658 	  342 III 
-- A los jueces y tribunales corresponde apreciar la fuerza 
probatoria de las declaraciones de los testigos.—Art. 659, 
y Content    317 Ill 
--- Tachas de lostestigos. --Su definición. 	  353 III 
- - Causas por las cuales pueden ser tachados los testigos 	  
—Art. 660, y Cornent 	  351 Ill 
- - Procedimiento: término para alegar las tachas y pro-
poner su prueba: impugnación: término dentro del cual 
ha de hacerse la prueba: ésta se unirá á los autos con la 
principal, para los efectos que procedan en definitiva: lo 
mismo los escritos, cuando no se ofrece prueba.—Artieu• 
los 661 á 666, y Cornent... 	  357 Ill 
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JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA. — Formula- 
rios de la prueba de testigos y de tachas 	  428 Ill 
-- 
Escritcs de conclnsibn. — Su definición y objeto: han 
sustituido A los alegatos de bien probado: motivos de 
esta reforma.   361 Ill 
-- Unión de las pruebas A los autos: se notifica a las par-
tea para que, la que prefiera el informe oral al escrito, 
solicite vista pública: si no se pide, se entregan los autos 
A las partes para conclusión: términos.— Arta. 667 á 669, 
y Consent.... .   364 III 
-- Puntos A que han de limitarse los escritos de conclu-
sión.— Art. 670, y Cornent 	  ... 368 III 
- — Copia A la parte contraria: se recogen los autos trans- 
currido el termino: se tienen por conclusos, y se llevan A 
la vista del juez con citación de las partes para sentencia. 
—Arte. 671 á 673, y Co ntent 	  372 Ill 
-- Vistas en primera instancia. — Cuando proceden: no 
hay recurso contra la providencia en que se deniegue ó 
conceda: procedimiento para la vista: citación para sen- 
tencia.—Arta.  674 á 677, y Consent.   374 li t 
-- Sentencia.—Plazo para dictarla: recursos contra la mis- 
ma: remisión de los autos A la superioridad.—Arts. 678 
y 679, y Cornent 
   
378 III 
Formularios de loe escritos de conclusión, vista y sen- 
tencia 	 437 Ill 
JUICIO DE MENOR CUANTA. — Se denomina así por la cuan- 
tia litigiosa: hoy es de 250 A 3.000 pesetas 
	 452 
Ill -- Ley de 44 de Mayo de 4888, estableciendo dich a cuan- 
tia.  	 454 	 Ill 
-- No es necesaria en este juicio la intervención .te procu- 
rador: pueden comparecer los interesados por si mismos. 
—Art. 4.°, núm. 3 0 	 37 	 I 
-- Sigue las 'reglas del ordinario de mayor cuantía con las 
excepciones que se marcan.—Art. 680 	  455 Ill 
-- Demanda: emplazau,iento: plazos: procedimiento con 
los de domicilio ignorado: plazo para contestar: si son va- 
rios los demandados, cómo pueden contestar la deman- 
da: copias de documentos.— Arta. 681 á 684, y Cornent 	  456 Ill 
-- Declaración de rebeldía: sus efectos.—Art. 685, y Co- 
,nentario. 	 464 I I I 
- - Oposición al juicio por no proceder el de menor cuan-
tía —Art. 686, y 
 Consent 
	
 461 III 
-- Excepciones dilatorias y perentorias: se alegan en la 
contestación: efectos de las primeras si se estimaren 
—
Articnlo 687, y Cornent  
 462 III 
—
— Reconvención: traslado al actor: procedimiento cuando 
la reconvención corresponda a juicio de mayor cuantía.-
Articxlos 688 y 689 
	  463 III 
--- Manifestación sobre conformidad con los hechos de la 
demanda 6 reconvención: efectos de la no contestación 6 
de contestar evasivamente.—Art. 690..   663 III 
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-- Cuando las'partes estén conformes en los hecho•, se las 
cita á comparecencia para oirlas, extendiéndose acta, y 
concurran 6 no, se dicta sentencia: términos.—Articuloe 
691 y 692, y Cornent...  
 . 464 Ill 
--- Recibimiento á prueba: cuándo procede: término para 
proponerla: otro para practicarla: documentos, cuándo 
pueden presentarse: si no proponen prueba las partes, el 
juez citará á comparecencia y dictará sentencia: término 
extraordinario de prueba: se practicará la prueba en la 
misma forma que en el juicio de mayor cuantía.—Articu-
1os 693 á 699, y Cornent . 467 III 
 -- Tachas de testigos: como en el de mayor cuantía: reduc-
ción del término.—Art. 700, y Cornent  	 471 III 
-- Unión de las pruebas á los autos: se ponen de manifiesto 
á las partes: se las convoca a comparecencia: sentencia: 
términos.—Art. 701, y Cornent.  472 III 
— - Sentencia: recurso contra la misma: incidentes apela-
dos en el juicio: reproducción de la apelación del inci-
dente al apelar en el fondo: protesta de nulidad: remesa de 
los autos á la Audiencia con ern lazamiento de las partes: 
términos.—Arte. 702 á 704, y Cornent... 	  473 Ill 
-- Segunda instancia.—Procedimiento para sustanciarla y 
decidirla, con los incidentes y casos que pueden ocurrir, 
hasta devolver los autos al juzgado con certificación de la 
sentencia, y de la tasación de costas en su caso, para su 
cumplimiento.—Arts. 705 á 713, y Cornent  477 Ill 
-- Por quién y cómo ha de ejecutarse la sentencia.—Ar. 
tícuto 714. 	  482 Ill 
- - Formularios del juicio de menor cuantía 	 483 Ill 
JUICIO VERBAL. —Su naturaleza: se denomina asi por ser 
verbal su procedimiento 
	
 490 111 
- -• No es preciso el acto de conciliación.—Art. 460, nú- 
mero 1.0 	 390 	 II 
- - No está sujeto á repartimiento —Art. 436, y Content.. 340 II 
- - Defensa por pobre en estos juicios: tramitación de este 
incidente.—Art. 740, y Content  	 534 III 
-- Cuantía de los mismos: juez competente: reglas para 
determinar la competencia: excepciones. — Arts. 715 y 
716, y Cornent..  492 Ill 
-
- Casos exceptuados de juicio verbal no obstante la cuan-
tía menor de 250 pesetas.—Art. 716.. 	  492 III 
-- Declaración de incompetencia hecha por el Juzgado: 
recurso contra esta decisión.—Art. 717, y Content .... . 498 Ill 
- Aplicación del art. 496 cuando no haya conformidad en 
la cuantía.—Art. 718, y (.ovnent 	  .198 Ill 
— Sustanciación en primera instancia: demanda, su  for-
ma y requisitos: copias: citación á las partes para com-
parecencia: por quién y cómo ha de hacerse: cómo se em-
plaza á los ausentes y á los de ignorado domicilio: plazo 
que debe transcurrir entre la citación y comparecencia: 
alteración del señalamiento.—Arts. 719 a 727,y Co rnent. 504 Ill 
•ï38 
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JUICIO VERBAL.—Efectos de la no comparecencia del  de-
mandante: idem de la del demandado: indemnización al 
demandado en el primer caso. —Arts. 728 y 729, y Comen-
tario..  :;07 I I 1 
— -- Celebración del juicio: demanda: contestación: exposi-
ción de los hechos y disposiciones legales: pruebas: repre-
sentación de los interesados: acta de la comparecencia.
—Art. 730, y Con ent.  540 III 
-- Pueden asistir ahogados y procuradores como auxilia- 
res de los interesados.—Art. 11..  	 70 	 1 
-- 
Sentencia: plazo para dictarla: reserva de derechos en 
caso de reconvención por cantidad mayor de 250 pesetas. 
—Art. 731, y Content.  540 Ill 
— -- Apelación: ante quien se interpone y plazo: forma de 
interponerla y admitirla: emplazamiento á las partes para 
ante el Juzgado,de primera instancia.—Arts. 732 y 733, y 
Cúrnentario.  	 !;I t 
	 III 
— Segunda i,i.etuneia.--Procedimiento en eluzgado de 
primera instancia para sustanciarla y decidirla: 	 no pre- 
sentación del apelante: presentación en tiempo: citación 
en estrados al apelado si no se presenta: comparecencia: 
acta: sentencia: término para la misma: no cabe recurso 
alguno: devolución de los autos al Juzgado municipal con 
testimonio de la sentencia para su ejecución.—Arts. 734 
4 737, y Cornent 	 :;t3 I I I 
- - Ejecución de la sentencia: reducción de los términos: 
tercerías que surjan en la ejecución: quién las decidirá.—
Arta. 738 y 739, y Co nsent. 	  
-- Formularios de los juicios verbales. 
	  
JUICIO EN REBELOIA. —Su definición y objeto. 	  577 Ill 
----- V. Juteso ordinario de mayor cuantía, Id. de menor 
euantla, Id. verbal y Rebeldía. 
JUICIO ARBITRAL, b DE ÁRBITROS. — Definición: observa-
r•aciones comunes a este juicio y al de amigables compo-
nedores: quiénes pueden contraer compromiso: cosas ob-
jeto del compromiso: nulidad 6 rescisión del mismo.  :i IV 
- - No es preciso el acto de conciliación.
—Art. 460, nú. 
mero 80... 	 390 II 
-- Jueces árbitros: quién puede serlo.—Art. 790, y Co. 
nientario 
	 I 1 I V 
-- Número de los jueces árbitros: no puede delegarse su 
nombramiento.—Art. 701, y tment 
	 t Y IV 
— Como se formaliza el juicio de árbitros: escritura de 
compromiso: condiciones para su validez. 
—Arts. 792 y 
793, y Conent. 
	 14 I V 
- Presentación de la escritura á los árbitros: aceptación 
renuncia.--Art. 794  	 19 IV 
—9
-- Reemplazo de los árbitros que no acepten ó no reunan 
las condiciones legales: efectos de no ponerse de acuerdo 
las partes ó de no nombrarlo una parte.—Art. 795, y Co- 
men tario  19 1 V 
527 	 III 
534 Ill 
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JUICIO ARBITRAL, Ó DE ÁRBITROS.—Efectos de la acep 
tación del cargo de árbitros: sus obligaciones y responsa-
bilidades por el no cumplimiento del encargo: ante quién 
se deducen. —Arts. 796 y 797, y Cornent  
-- Recusación de los árbitros: ante quién se hace: procedi-
miento: suspensión del compromiso mientras dura la re 
cusación.—Arta. 798 y 799, y Cornent.    28 I V 
-- Quién conoce de la recusación.—Art. 63, regla 10 	
 Is n 	 I 
- - Causas porque cesa el compromiso: indemnización de 
daños y perjuicios por los árbitros: cuándo tiene lugar. 
Art. 800, y Coment. 
	 34 I V 
-- Fallecimiento de los árbitros: procedimiento que se 
sigue. —Art. 801, y Coment 	 33 IV 
-- Término para dictar sentencia: prórroga del mismo.— 
Arts. 802 y 803, y Cornent. 	 35 I V 
- - Actuaciones: ante quién se practican.—Art. 804 	 36 IV 
- Plazo para alegar los interesados: rebeldía: sus efectos 	  
--Art. 805 .  -  	 37 l V 
-- Traslado a las partes de las pretensiones y documentos: 
su impugnación: plazos. —Arts. 806 y 807 	 37 IV 
Recibimiento a prueba: cuándo procede: puntos A que se 
refiere: su término: medios de prueba: mandamientos y 
despachos para practicarla. —Arts. 808 á 812 	 38 IV 
- - Citación para sentencia: informes.— Art. 813 	 39 IV 
-- Diligencias para mejor proveer.—Art. 814 	 39 1  
Sentencia: puntos que debe comprender.-- Art. 815 	 40 IV 
- - Consideraciones generales sobre el procedimiento arbi-
tral.—Primer período: apertura del juicio y pretensiones. 
Segundo periodo: impugnación. Tercer periodo: prueba. 
Cuarto periodo: vista y sentencia. — Comentario 	 40 IV 
- - Sentencia: requisitos de fondo y forma: quién ha de de-
cidir cuando no resulte mayoría de votos.—Arts. 816 y 
817,y Co rnent 	 50 IV 
- - Recurso contra la sentencia: plazo y tribunal competen 
te. — Art. 818..  	 55 IV 
Quién conoce de los recursos de apelación contra los ár-
hitros.—Art. 63, regla 11 	  486 
- - Apelación: término para interponerla: multa: cuándo no 
se paga: casos en que se devuelve.—Arts. 819 y 820, y 
Conrenttario 	 55 IV 
— Recurso de reposición y de nulidad en su caso contra 
las providencias de los árbitros: término: apelación: tribu-
nal competente: tramitación.--Arts. 821, á 823, y Co 
mentario. 	 59 IV 
-- Recurso de casación: cuándo procede.— Art. 823  	 6! IV 
-- Compromiso en un pleito en tramitación: procedimien-
to: recurso de casación en estos casos. —Arts. 824 4 826, 
y Coment. 	  63 IV 
--- Formularios del juicio arhitral  	 83 IV 
JUICIO DE AMIGABLES COMPONEDORES. —Definición: consi-
deraciones generales 	 5 IV 
640 	 LEY DS ENJUICIAMIENTO CIVIL 
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JUICIO DE AMIGABLES COMPONEDORES.—No es preciso 
el acto de conciliación. —Art. 460, núm. 8.° . 	  
-- — Quienes pueden nombrar los amigables componedores: 
quiénes pueden ser nombrados. —Art. 827, y Coment 	  
Escritura de compromiso: sus requisitos. — Art. 828, 
yComent. ..... 
- — Efectos de estos compromisos y causas de invalidación. 
—Art. 829, y Content. 	  
- — Obligación de las partes á ejecutar lo necesario para 
que tenga efecto el compromiso: indemnización. — Ar-
ticulo 830, y Cornent . 	  
-- Cuestiones que pueden surgir: á quién corresponde su 
conocimiento: su tramitación. —Art. 830, y Coment.... . 
-- Recusación de los amigables componedores: sus causas: 
quién conoce de ella.—Arta. 831 y 832, y Co nsent 	
 
--- Juez competente para conocer de esta recusación.— 
Art. 63, regla 10 	  
--- Atribuciones de los amigables componedores: -cuestio- 
nes que han de decidir.— Art. 833, y Corrrent.  
— Sentencia: no la hay, y queda sin efecto el compromr-
. so, si no resulta mayoría: forma de dictarse: notificación. 
—Arts. 834 y 835, y Consent ... 
-- Recurso de casación contra la misma. —Art. 836, y 
Comentario 	  
-- Cuándo son ejecutorias las sentencias: su cumplimien- 
to: quién conoce de la ejecución: ejecución de la senten 
cía. aunque haya recurso, mediante tianza.—Arta. 837 á 
839, y Chinent 	  
- 	 Formularios del juicio de amigables componedores 
	  
JUICIO DE DESAHUCIO. — Definición: consideraciones genera- 
les: precedentes legislativos. .... 	  
-- No está sujeto á repartimiento en los juzgados munici- 
pales. —Art. 436, y Coment 	  
-- No es preciso el acto de conciliación.
—Art. 460,n. 8.°. 
-- Quiénes son parte legitima para intentar el desahucio: 
declaraciones del Tribunal Supremo con relación a este 
punto.—Art. 1564, Cornent. y Nota  
-- Causas que dan lugar al desahucio según la ley y el 
Código civi l. —Consent 	 . 
-- 1.s Haber espirado el término del arrendamiento.—Co-
mentario 
	  
- 2.5 Falta de pago del precio convenido.—Coment 
	  
3.' Infracción del contrato.—Coment 
	  
- - í.• Tratar coal la finca.—Coment.
. 	  
Procederá el desahucio: 4°, contra los inquilinos, colo 
- 
nos 
 y arrendatarios; 2 °, contra los administradores, en-
cargados, porteros 6 guardas, y 3.°, contra los que tengan 
la finca en precario. — Art. 1565, y Cornent  
- - Competencia exclusiva de la jurisdicción ordinaria.
—Art 1561, y Coment.. 	  
-- Competencia relativa de los jueces.— Art. 03, regla 13. 
390 	 I l 
67 IV 
68 IV 
69 IV 
70 I 1' 
'70 IV 
71 IV 
486 I 
î2 IV 
73 IV 
'77 IV 
80 IV 
93 IV 
5 VI 
	
340 	 II 
	
390 	 II 
2l VI 
40 VI 
42 VI 
/á VI 
45 VI 
46 VI 
23 VI 
8 VI 
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REPERTORIO ALFABÉTICO 	 641 
?Wu. Tow. 
JUICIO DE DESAHUCIO.—Para apelar 6 recurrir en casa-
ción , el desahuciado deberá justificar tener satisfechas las 
rentas vencidas y las que deba adelantar, consignándolas 
si no quiere recibirlas el demandante: quedarán desiertos 
los recursos si se deja de pagar un plazo.—Arts. 1566 y 
1567, y Co nsent...   25 VI 
— — Todos los términos designados en la tramitación son 
improrrogables.—Art. 1568 	 27 VI 
-- 
Desahucio en los Juzgados municipales. — Casos en que 
son competentes los Juzgados municipales: 1. 0 , término 
del contrato; 2.°, término del aviso; 3.°, falta de pago.—
Art. 1562, y Cornent  Págs. 8 y 47 IV 
-- En los Juzgados municipales se tramitará el desahucio 
como juicio verbal, con las modificaciones que establece 
la ley.— Art. 1570, y Cornent.  28 VI 
-- Formula y presentación de la demanda: convocación á 
juicio verbal: término para su celebración: forma de ha-
cerse la citación: nueva diligencia en busca si no se le 
encuentra: á quién se entregará la copia de la demanda y 
la cédula de citación. —Arts. 1571 á 1573, y Cornent... 29 VI 
-- Citación estando ausente el demandado: representante: 
encargado: exhorto: plazos: apercibimiento de que si no 
comparece se resolverá sin oirlo. —Arts. 1574 y 1575, y 
Comentario  30 VI 
Forma de hacer la notificación á los que no tengan do- 
micilio fijo. —Art. 1576, y Cornent 	 30 VI 
-- No comparecencia: nueva citación con requerimiento de 
fallar sin oirle: no se hará á los ausentes.—Art. 1577, y 
Comentario  31 VI 
-- No comparecencia á la primera citación de los ausentes 
y segunda de los presentes: sus efectos: sentencia de de-
sahucio y apercibimiento de lanzamiento.—Art. 1378, y 
Comentario  31 VI 
-- Celebración del juicio verbal: alegaciones: proposición 
de pruebas y plazo para practicarlas: únicas pruebas ad-
misibles en el desahucio por falta de palo: unión de la 
prueba á los autos: continuación del juico verbal: se oye 
a las partes: acta. —Arts. 1579 y 1580, y Cornent  36 Vj 
-- Sentencia: plazo para dictarla: notificación de la mis-
ma: a quién y cómo ha de hacerse: á quién han de impo 
nerse las costas.—Arts. 1581 y 1582, y Consent  37 VI 
-- apelación para ante el Juzgado de primera instancia: 
caso en que no se admite al demandado: remesa de los 
autos con emplazamiento de las partes. — Arts. 1583 y 
1584, y Consent..   37 VI 
-- Segunda instancia. —Efectos de la no comparecencia del 
apelante: si se persona en tiempo, se convoca å las partes 
a comparecencia: forma de la misma y de las citaciones: 
no se admiten nuevas pruebas: sentencia. — Arts. 1595 y 
1586, y Cornent 	 41 VI 
-- Recursos de casación: cuándo procede, sólo el de que- 
brantamiento de forma. --Art.  1587, y Cornent.  	 42 VI 
TOPO VI 81 
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JUICIO DE DESAHUCIO — Para la preparación y admisión 
de estos recursos, los jueces de primera instancia obser-
varán lo establecido para las Audiencias.—Art. 1569, y 
Comtario.   s.7 VI en  
-- 
Sentencia firme de segunda instancia: testimonio al 
Juzgado.—Art. 1588, y Content 	 43 VI 
-- 
Formularios del juicio de desahucio en los Juzgados 
municipales. 	 59 VI 
--- Desahucio en los juzgados de primera instancia. — 
Conocerán de estos juicios los jueces de primera instancia: 
4 0, si se trata de establecimiento fabril, mercantil ó finca 
rústica de importancia; 2. 0 , cuando se funde en una causa 
que no sea de las designadas para los jueces municipales. 
—Art. 1563, y Cbment  Págs. 9 y 17 VI 
Cuándo procede sustanciarlo en juicio verbal, aunque 
presentando la demanda por escrito: plazo para la celebra- 
ción del juicio.— Arts. 1589 y 1590, y ament. 	 44 VI 
— Recurso contra la sentencia de dicho juicio verbal: em-
plazamiento á las partes: tramitación igual á la de las 
apelaciones de los juicios de menor cuantía.—Arts. 1591 
y 1592, y Cornent. 	 44 VI 
- - Desahucio fundado en causa que no sea de las expresa-
das en los artículos 4562 y 1590: si el demandado confie-
sa los hechos, 6 no comparece, se dicta sentencia sin más 
trámites: recurso contra la misma.—Art. 1593, y Cornent. 	 46 VI 
--- Si el demandado niega los hechos, se terminará el juicio 
verbal, se le dará traslado de la demanda y se tramitará 
como incidente.—Art. 1594, y Co ntent  47 VI 
-- 
Formularios del juicio de desahucio en los juzgados de 
primera instancia 	 60 VI 
- - Ejecución de sentencia de desahucio.—Corresponde eje-
cutarla al juez que haya entendido en la primera instan-
cia: apelaciones en el periodo de ejecución.—Art. 1595. 
	 48 VI 
— — Apercibimiento de lanzamiento al demandado, á ins-
tancia del actor, si no desaloja la finca: plazos para ello: 
cuándo se llevará á cabo el lanzamiento en el acto.—Ar-
licKlos 1596 y 1597, y Co ntent 	 49 VI 
- Notiticacion de la ejecución de sentencia y del lanza- 
miento: forma de notificarla.—Art. 1598, y Cornent.... 
	
50 VI 
-- Pasados los plazos concedidos por la ley, se lanzará al 
inquilino 6 colono á su costa: no impedirá el lanzamiento 
el que reclame cosas de la finca que diga sean suyas: dili-
gencia acerca de este particular.—Arts. 1599 y 1600, y 
Comentario.. 	 51 VI 
— Retención para las costas del juicio y rentas: embargo 
á este ultimo efecto: nulidad si no se pide su ratificación. 
—Art s. 1601 y 1602, y Cornent..  	 53 VI 
-- Venta de Ins bienes retenidos para pago de costas: for- 
ma de practicarla —Art. 1603, y Cornent 
	 53 VI 
— Reclamación por el demandado de labores, plantíos ú 
otra cosa: avalúo: reclamación de su importe: tribunal 
1 
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competente: se resolver/ la demanda en juicio verbal: será 
apelable en ambos efectos y con arreglo al procedimiento 
del desahucio. —Arts. 1604 á 1607, y Coment  .... 55 VI 
JUICIO DE DESAIIUCLO.—Otras reclamaciones del deman-
dado por perjuicios ó mejoras: se sustanciarán en el jui- 
cio correspondiente. —Art. 1608, y Cornent 	 56 VI 
Formularios de la ejecución de sentencia de desahucio 
	 62 VI 
JUICIO EJECUTIVO. — Su definición: observaciones prelimi-
nares: modificaciones hechas por las leyes de la Penin-
sula y de Cuba y Puerto Rico.  441 V 
- - No puede despacharse ejecución contra el Estado y sus 
corporaciones: tampoco contra las Diputaciones provin- 
ciales ni Ayuntamientos si no media prenda ó hipoteca . 444 
	
V 
-- No es preciso acto de conciliación. —Art. 460, núni. 8.0 390 II 
- - Procedimiento ejecutivo.— Títulos que tienen aparejada 
	
ejecución. —Art. 1429  
 445 V 
-- 4.° Escrituras públicas.—Coment 	
 446 V 
-- 2.° Documentos privados.— Coment. 	  452 V 
-- 3.° La confesión hecha ante juez competente. — Comen- 
tario  	 453 V 
- 4.° Letras de cambio, libranzas, vales y pagarés.
—Co- 
mentaría 	  454 V 
-- 5.° Títulos al portador ó nominativos y sus cupones: 
Billetes de Banco. —Coment 	 Págs. 457 y 461 
	 V 
-- 6.° Pólizas originales de contratos celebrados con inte r- 
vención de agente de Bolsa ó corredor publico.—Coment. 462 V 
--- Las certificaciones de los actos de conciliación con ave- 
nencia, ¿tienen aparejada ejecución?—Coment. 	
 450 V 
- - Procedimiento para el reconocimiento de la firma en do-
cumentos privados. —Arts. 1430 y 1431, y Coment 	  465 V 
-- Procedimiento para que el deudor confiese bajo juramen- 
to la certeza de la deuda. —Art. 1432, y Coment. 	  470 V 
Reconocida la firma, queda preparada la ejecución: si no 
se reconociese, ó si se niega la deuda en el caso de haber-
se exigido confesión judicial, el acreedor únicamente pue-
de usar de su derecho en juicio declarativo.— Art. 1433, 
y Cornent 
 475 V 
- - La confesión hecha en juicio ordinario, absolviendo po-
siciones después de contestada la demanda, no constituye 
titulo ejecutivo.— Art. 1434, y Coment 	  476 V 
- - Requisitos para que pueda despacharse ejecución: can-
tidad liquida en metálico ó en especie, que exceda de 250 
pesetas.— Art 1435, y Cornent 	  477 V 
-- Especies ó cosas que pueden ser objeto del procedi-
miento ejecutivo y forma en que ha de hacerse la compu-
tación de las mismas á metálico. —Arts. 1436 á 1438, y 
Comentario  481 V 
Cómo se formula la demanda ejecutiva: copias y docu- 
mentos que deben acompañarla.— Art. 1439, y Coment 	  485 V 
-- Cuándo debe despachar el juez la ejecución, y cuándo 
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denegarla: recursos que proceden contra el auto denega- 
torio de la ejecución. —Arts. 1440 y 1441, y Cornent 	 487 V 
JUICIO EJECUTIVO.--Entrega del mandamiento á un algua-
cil: forma en que ha de requerirse de pago al deudor, 
una vez despachada la ejecución, segun los diferentes 
casos que pueden ocurrir.—Arts. 1442 á 1444, y Comen-
tarlo.  489 V 
-- Efectos que produce el pago hecho por el deudor en el 
acto del requenmitnto: efectos de la consignación hecha 
por el deudor de la cantidad reclamada, reservándose el 
derecho de oponerse á la ejecución: caso en que la canti-
dad consignada no fuese bastante para cubrir principal y 
costas. — Arts. 14.13 y 1446, y Co rnent  495 V 
-- Orden que debe guardarse en los embargos.—Art. 1447, 
y Cbrnent. 	  497 V 
-- Cuando se despacha ejecución contra una compañia 6 
empresa de ferrocarriles, se procede del modo prevenido 
en la ley de 42 de Noviembre de 1869.—Art. 1448, y Co-
mentan°  500 V 
--- Disposiciones de la ley de 12 de Noviembre de 4869, que 
ordenan el procedimiento que ha de seguirse cuando se 
despache ejecución contra una compañía 6 empresa de fe-
rrocarriles..     501 Y 
	
-- Bienes que no pueden ser embargados en ningún caso 	  
—Art. 1449, y Con tent 	  505 Y 
Qué ha de practicarse cuando el embargo consista en 
frutos 6 rentas. —Art. 1450, y Cornent 	  506 V 
PArte proporcional de los sueldos 6 pensiones quo pue-
de embargarse, en el caso de que haya de procederse con-
tra ellos. —Arts. 1451 y 1452, y Cornent  508 Y 
-- Leyes de 25 de Abril y 5 de Junio de 4895, que han 
modificado los arts. 4451 y 4452, limitando a la quinta 
Pparte el embargo 6 retención de sueldos y pensiones de os empleados públicos.—Apéndice. 	
 574 VI 
-- Qué debe hacerse cuando se embargan bienes inmue- 
bles.— Art. 1453, y Content. 	  514 	 Y 
-- Facultades del acreedor para concurrir al embargo y 
designar bienes y depositario.—Art. 1454, y Cornent 
	  543 	 V 
-- Mejora del embargo: casos en que puede pedirse.—Ar- 
tieklo 1455, y Cornent,. 
	  516 	 Y 
-
- cuando y cómo puede ampliarse la ejecución: procedi- 
miento para reclamar los plazos que venzan después de la 
sentencia de remate.—.4 rte. 1456 á 1458,y Co ntent 
	  547 V 
-- Tistupo y forma en que ha de practicarse la citación de 
remate.—Arts. 1459 y 1460, y Co nsent 	  520 V 
-- Oposición del ejecutado.—A rts. 1461 á 1463,y Comen- 
tario. 	  523 V 
- - ¡Es aplicable al juicio ejecutivo el art. 526 sobre am- 
pliación del término del emplazamiento,—Cornent 
	
 527 Y 
-- Excepciones y nulidad que puede oponer el ejecutado.—
Antecedentes legales y observaciones de carácter gene-
ral.— Cornent 
 529 V 
r 
- r 
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;UIClO EJECUTIVO.—Sólo son admisibles en este juicio las 
	
excepciones siguientes.—Art. 1464  
 528 V 
-- 
 
4. 8 Falsedad del titulo ejecutivo.—Coment    531 
	
V 
- - 2 a Pago.—Coment.... 	  532 V 
-- 3.' Compensación de crédito liquido que resulte de do- 
cumento que tenga fuerza ejecutiva.— Consent 	  533 V 
-- 4 a Prescripción.—Cornent 	
 534 V 
- 5.' Quita ó espera.—Coment 	
 535 V 
- 6. 8 Pacto ó promesa de no pedir. —Coment 	  536 V 
- - 7. a Falta de personalidad en ol ejecutante ó en su pro- 
curador.— Coment 	  536 V 
- - 8.a Novación.—Coment 	
 536 V 
-- 9.a Transacción.—Coment 	
 537 V 
-- 40. Compromiso de sujetar la decisión del asunto á ár-
bitros ó amigables componedores, otorgado con las solem- 
nidades prescritas en esta ley. —Co nsent    537 V 
- - 11. Incompetencia de jurisdicción. — Consent 	  538 V 
- - Puede oponerse también la plus petición y el exceso en 
la computación á metálico. — Artículo 1466, y Comenta-
rio.....  	 ... 	 Págs. 528 y 540 
	 V 
-- Excepciones en los juicios ejecutivos sobre pago de le- 
tras de cambio. —Art. 1465, y Comen?..... Pags. 528 y 542 V 
- - Puede pedirse la nulidad del juicio ejecutivo por los mo- 
tivos siguientes. —Art. 1467, y Cornent 	 Págs. 529 y 546 V 
-- 4 ° Cuando la obligación 6 el título, en cuya virtud se 
hubiese despachado la ejecución, fuesen nulos.—Coment. 547 V 
- - 2.0 Cuando el titulo no tuviese fuerza ejecutiva, ya por 
defectos extrínsecos, ya por no haber vencido el plazo, 6 
no ser exigible la cantidad, ó ser ésta iliquida.—Coment. 548 V 
-- 3. 0 Cuando el d'udor no hubiese sido citado de remate 
con las formalidades prescritas en esta ley.— Co ntent... 548 V 
-- 4.° Cuando el ejecutado no tuviese el carácter ó repre- 
sentación con que se le demanda. —Cornent. 	 ... 549 V 
- - Procedimiento para sustanciar la oposición del ejecu-
tado hasta la citación de las partes para sentencia.—Ar-
ticulos 1468 á 1472, y Cornent 	  549 V 
-- Sentencia: fallos y declaraciones que ha de contener: 
á quién han de imponerse las costas en cada caso.—Ar-
tículos 1473 y 1474, y Cornent.. .... . ......... .   554 V 
-- Casos en que el tribunal superior puede imponer las 
costas al juez, como corrección disciplinaria.—Art. 1475, 
y Cornent.  555 V 
-- Cualquiera que fuese la sentencia, será apelable en am-
bos efectos: si es de remate, podrá ejecutarse á instancia 
del actor, dando fianza: sustanciación de la apelación.
—Arts. 1476 á 1478, y Co nsent.  560 V 
- - Efectos de las sentencias dictadas en los juicios ejecuti-
vos: no producen excepción de cosa juzgada —A rticulo 
1479, y Co nt ent.. 	  563 V 
- - Qué incidentes se admiten en los juicios ejecutivos: 
cuándo pueden promoverse cuestiones de competencia: 
cuando procede la acumulación. —Art. 1480, y Cornent 	  569 V 
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JUICIO EJECUTIVO —Formularios del procedimiento ejecu-
tivo. 
	  
-- V. Procedimiento de apremio. 
JUICIO DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRA JUECES Y MA-
GI STRADOS. — Consideraciones generales: casos en que 
procede: cuándo contra los magistrados del Tribunal Su-
premo.— Apéndice   224 II 
-- No es preciso el acto de conciliación. —Art. 460, nú- 
mero 7.0,  	 390 	 II 
-- Sólo es exigible á instancia de parte perjudicada ó sus 
herederos, en juicio ordinario: tribunal competente.—Ar- 
tículo 903, y Cornent. 	 454 IV  
— 
Cuándo puede incoarse: plazo para ello: prescripción de 
la acción —Arts. 904 y 905, y  Content 	  456 IV 
-- No puede entablar este juicio el que no haya reclamado 
ó utilizado á tiempo los recursos legales.—Art. 906, y Co-
mentario..  456 IV 
JUICIOS UNIVERSALES. — Cuáles son los comprendidos en 
esta denonunación.—Coment. 	  399 II 
- — No es preciso acto de conciliación. — Art. 460, nú-
mero 8.0 	  390 II 
JUICIO DE ABINTESTATO. —Consideraciones generales.. 	  257 IV 
- Jueces con , prtentes para conocer de este juicio. — Ar- 
ticulo 63, regla 5.5 	  485 	 I 
666 V 
- - Prevención del juicio.— Como se previene: medidas que 
han de tomarse para la seguridad de los bienes.—Ar-
ticulo 959, y Coment. 	  
— Bienes a cuya conservación ó mantenimiento se debe 
atender.—Coment 	  
— — Libros y efectos susceptibles de sustracción ú oculta- 
ción.—Coment 	  
-- Créditos. fincas, rentas y productos recogidos ó pen- 
dientes. —Coment 	  
- - Requisitos para que se pueda prevenir el abintestato.—
Art. 960, y Cornent. 	  
- - Procedimiento que adoptará el juez cuando los parientes 
interesados estén ausentes ó sean menores ó incapacitados. 
—Arts. 961 y 962, y Coment 	  
- - Quiénes serán responsables en el caso de no dar parte 
al juez del fallecimiento sin testar de un individuo sin pa-
rientes.—Art. 963, y Cornent 	  
-- Los jueces procederán de oficio en los casos señalados 
en el art. 960: primeras diligencias: información sobre la 
muerte intestado y sin parientes dentro del cuarto grado: 
nombramiento de albacea: ocupación de libros y papeles: 
inventarios: depositario: depósito del metálico, efectos y 
alhajas en establecimiento especia!: apertura de la corres-
pondencia.—Arta. 964 á 969, y Coment  
-- Periodos en que se divide la prevención del abintesta- 
258 IV 
264 IV 
264 IV 
262 I N 
264 IV 
264 IV 
273 IV 
274 IV 
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to: información que ha de preceder al segundo período.—
Comentario.   
 277 I V 
JUICIO DE ABINTESTATO.—Procedimiento cuando practica 
estas diligencias el juez municipal: rectificación de las fal-
tas por el de primera instancia.—Arts. 970 y 971, y Co-
mentario  296 IV 
-
- El fiscal será parte en el juicio en representación de 
quien pueda tener derecho a la herencia. —Art. 972, y Co-
mentario 
	  297 IV 
- - Prevención á petición de parte legítima: quiénes se en-
tienden por parte legitima: parientes: cónyuge: acreedo-
res: justificación de este extremo y de la no existencia de 
testamento.—Arta. 973 y 974, y Co ntent ....... 	  299 IV 
-- Procedimiento cuando se solicita la prevención de abin-
testato á instancia de parte: quién será depositario: fianza. 
—Arts. 975 y 976, y Cornent   300 IV 
-- ¿Son compatibles la prevención del abintestato de oficio 
y la á de instancia de parte? —Cornent   304 IV 
- Formularios de la prevención del abintestato, de oficio 	  406 IV 
- - Idem á instancia de parte   
 445 IV 
-- Declaración de herederos abintestato. — Consideraciones 
nes generales: motivos de las reformas: casos á que son 
aplicables estos procedimientos.—!Joment  342 IV 
-- Declaración de herederos cuando se prevenga el juicio: 
pueden solicitarla los interesados sin prevenir el juicio. 
—Arts. 977 y 978, y Cornent  345 IV 
- - Declaración de herederos abintestato á favor de los des-
cendientes: procedimiento: justificación: vista al fiscal: 
auto de declaración: recurso contra el mismo.—Arts. 979 
á 981, y Comentario. 
	  347 1V 
-- Declaración a favor de los ascendientes: procedimiento. 
Art. 982, y Cornent.    
• 
320 IV 
-- Declaración de parientes colaterales dentro del cuarto 
grado y del cónyuge viudo: casos en que el juez puede 
acordar el llamamiento de otros parientes por edictos: pla-
zos: resolución apelable en ambos efectos. - Arts.  983 á 
985,y Cornent.  322 IV 
- — Procedimiento cuando no haya descendientes, ascen-
dientes ni colaterales en cuarto grado: edictos: segundo 
llamamiento: justificación del parentesco de los que.com-
parezcan.—Arts. 986 á 988, y Co ntent    328 IV 
-- Vista al fiscal: resolución, si el fiscal opina se declare 
herederos š los aspirantes: traslado á las partes, si el fis-
cal se opone, sustanciándose este juicio por los trámites 
de los incidentes.—Arts. 989 y 990, y Cornent.  329 IV 
-- 
Procedimiento si no están conformes los aspirantes en 
sus pretensiones: quiénes podrán reclamar juntos: vista al 
fiscal: recibimiento á prueba: cuándo procede.—Arts. 991 
á 993, y Cornent  330 IV 
-- Junta de interesados: término: quiénes pueden conen-
rrir: caso de acuerdo: intervención del fiscal: desacuerdo: 
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acta en uno y otro caso: sentencia declarando herederos y 
su participación: plazo: recurso.—.4 rts. 994 y 995, y Co 
otario ,   331 l \' 
JUICIO DE ABINTESTATO.—Cesa la intervención del fis-
cal cuando sea firme la sentencia de declaración de here 
deros.—Art. 996, y Content.  338 IV 
-- Antes de la junta pueden personarse nias aspirantes: re-
cargos que pueden utilizar los que se presenten después 
de la convocatoria a la junta.— Art. 997, y Content..... 338 IV 
-- Procedimiento, si no hay nadie que solicita la herencia 
6 no tiene derecho a ella: nuevos edictos: declaración de 
herencia vacante: entrega de la misma al Estado: libros 
y papeles.—Arta. 998 a 1000, y Cornent  344 IV 
-- Hecha la declaración de herederos abintestato, se aco-
modara este juicio a los tramites del de testamentaria.—
Art. 1001,y Cornent.  346 1 V 
- Entrega de bienes, libros y papeles: rendición de cuen- 
tas del administrador 	 los herederos: cuando no cesa la 
intervención judicial.—Art. 1002, y Cornent.... .. 	  347 1V 
-- Juicios acumulables A los de abintestato y de testamen- 
taria: tiempo en que puede pedirse la acumulación y por 
quién: procedimiento.—Arlo. 1003 y 1004, y Cornent 	  350 IV 
-- Efectos de dicha acumulación.—Cornent 	  358 IV 
- - Formularios de la declaración de herederos abintestato 	  449 IV 
— — Administración del abintestato.-- Pieza de administra-
ción: su exhibición a las partes: reclamaciones.—Artícu-
los 1005 y 1006, y Corn ent  362 IV 
- Administrador: nombramiento: fianza: sus atribuciones 
en los pleitos sobre el caudal, y representación del abintes-
tato.— Ar ts . 1007 y 1008, y Cornent 	  366 IV 
-- Aumento de fianza: cuando procede: nuevo administra-
dor. —Art. 1009, y Co rnent 	  369 IV 
-- Rendición de cuentas: término: depósito de los saldos: 
comprobantes de las cuentas: su manifiesto en la escriba-
nia: cuenta final.— Arta. 1010 et 1013, y Co ntent  370 IV 
-- Cuentas: reparos: responsabilidad: cancelación de hipo-
teca: impugnación de las mismas: recurso contra el auto 
resolutorio de estos incidentes.—Arts. 1014 y 1015, y Co- 
,nentario. 
	
 371 IV 
 — Obligaciones del administrador: conservación de los 
bienes: reparos y labores en fincas rústicas: autorización 
del juez, oídas las partes, para reparos y labores extra-
ordinarios: subasta pública, cuando se exige.—Articu 
los 1016 á 1018, y Content. 	  378 IV 
-- Fondos para el administrador: de dónde se obtienen: 
venta de frutos: destino de su importe.—Arts. 1019y 1020, 
y (orne nt 	  382 I \' 
- - Arrendamientos que puede hacer sin subasta el admi- 
nistrador: idem de los que necesiten subasta: tipo de la 
misma.—Arts. 1021 á 1023, y Con tent 	  385 I V 
— -- Forma de las subastas: pliego de condiciones: anuncio 
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por edictos y en los periódicos oficiales: término de las 
mismas: segunda subasta: -procedimiento si no hay licita-
dores. Ar ts. 1024 á 1028, y Content  386 IV 
JUICIO DE ABINTESTATO. — Arrendamiento de las fincas 
por regla general: cuáles pueden exceptuarse.— Art ículo 
1029, y Cornent.  387 IV 
-- Prohibición de enajenar lo inventariado: excepciones: 
procedimiento para estas ventas: autorización judicial: 
subastas.—Arts. 1030 á 1032, y Content   394 IV 
-- Retribución g que tiene derecho el administrador: gas- 
tos de viaje.—Art. 1033, y Cornent  	 401 I V 
-- Administradores subalternos: continuación de los del 
finado: facultades y retribución: á quién rinden cuentas: 
facultad del administrador de separar y cubrir vacantes 
con autorización judicial.--A ris. 1034 y 1035, y Coment  404 IV 
- Formularios de la administración del abintestato 
	  429 IV 
JUICIO DE TESTAMENTARIA. — Definición: consideraciones 
generales: cuándo es aplicable el procedimiento de este 
Juicio al de abintestato.  433 IV 
- Quién conoce de él.—Art. 63, regla 5.a 	 485 	 I 
-- Quién conoce de las cuestiones á que dé lugar la divi • 
sión de herencia.—A rt. 63, regla 7.a 	  186 	 I 
- — Disposiciones generales. — Di visión de este juicio en vo-
luntario y necesario.—A rt. 1036, y Coment .... 	 . 	 434 IV 
- Requisitos para que surta efecto la prohibición del tes-
tador de la intervención judicial en su testamentaria.—
Art. 1045, y Coment 	  460 1V 
- — 
Validez de las reglas dictadas por los testadores para el 
inventario, avalúo, liquidación, etc.—A rt. 1046, y Coment. 443 IV 
-- Casos en que deben presentarse á la aprobación judicial 
las particiones hechas extrajudicialmente: procedimiento: 
excepción de las hechas por los mismos testadores.—Ar-
ticulos 1049 y 1050, y Coment ..... .... ........  	 446 IV 
— — Formularios para la aprobación judicial de particiones 
hechas extrajudicialmente.... .. ... ............ 	 534 	 IV 
---- Menores, incapacitados y ausentes: reserva de derechos. 
	
—Art. 1051     446 I V 
-- Derecho de deliberar y beneficio de inventario: cuándo 
se hacen por los herederos las oportunas manifestaciones, 
se les pone de manifiesto el inventario para que resuel- 
van.—Art. 1052, y Coment 	  446 IV 
— Declaración de las testamentarías en quiebra y en con- 
curso.—Art. 1053, y Coment. 	  450 IV 
- Administración. Cumplimiento de las órdenes del tes• 
tador.—A rt. 1096, y Coment 	  521 IV 
---- Se regirá como en el abintestato si nada dispuso el tes- 
tador.—Art. 1097, y Coment 	 522 IV 
-- Representación y facultades del administrador: sus li- 
mitaciones.—Art. 1098, y Coment 	  523 IV 
- - Procedimiento para abrir la correspondencia cuando 
esté intervenido el caudal. —Art. 1099, y Coment 	  526 IV 
TOIIO VI  
650 	 LEY DR ENJUICIAMIENTO CIVIL 
Plyrinn. Taso. 
JUICIO DE TESTAMENTARIA.—Entrega de los productos 
por via de alimentos A los interesados: limite: quién lu 
lija.—Art. 1100, y Co ntent  
-- V. Juicio de abintestato. 
537 1V 
JUICIO VOLUNTARIO DE TESTAMENTARÍA.— Quiénes pue-
den promoverlo: herederos: cónyuges: legatarios: acree-
dores: prohibición del testador de que se promueva: cuándo 
no pueden promoverlo los acreedores.—Arta../038 á 1040, 
y Consent.    435 IV 
- Separación del juicio: cuándo puede tener lugar: han 
de solicitarlo los interesados.—Art. 1047, y (Jnnent 	  443 IV 
- - Titulos para promover este juicio: ratificación en la so-
licitud: citación A los herederos y legatarios y demás par-
ticipes.—Arta. 1054 y 1055, y Cornent. 	 451 IV 
- - Citación A los representantes de los menores 6 incapa-
citados y A los herederos ausentes: cómo se les cita: tam-
bién al fiscal: su carácter: cesación de su intervención. 
—Arts . 1056 á 1060, y Cornent 	  454 I V 
-- Intervención del caudal: cuándo procede: limitaciones: 
—Arta. 1061 y 1062 .. ...... .... 	 . 	  459 IV 
-- Inventario judicial: quién lo forma: cuándo se comienza: 
quiénes pueden presenciarlo: forma de hacerse la descrip-
ción de los bienes: inventario especial de escrituras y do-
cumentos.— Arta. 1063 á 1067, y Co nsent .   460 IV 
--- Junta de interesados: acuerdo sobre la administración 
del caudal: reglas A que ha de sujetarse el juez, si no hay 
acuerdo, para el depósito de los bienes, administración y 
fianza.—Arta. 1068 y 1069.  467 IV 
-- Contadores. —Nombramiento de los mismos y del di- 
rimente: tramitación cuando no haya acuerdo.—Artícu 
tos 1070, 1072 y 1073, y Co ns ent   468 IV 
-- Nombramiento de peritos tasadores: tramitación cuando 
no haya acuerdo. - Arts. 1071 á 1073, y Cornent 
	 469 IV 
-- Peritos y contadores: manera de funcionar.—Art. 1074, 
y Consent . 	  474 IV 
-- Aceptación de los contadores: término para cumplir su 
encargo: cómo se les puede obligar A ello: responsahili-
dad.— Arta. 1075 y 1076, y Cornent  474 IV 
- - Forma de practicar las operaciones divisorias los conta- 
dores: relación de bienes, avalúo, liquidación del caudal, 
división y adjudicación: cómo han de dirimirse las discor-
dias de aquellos: reglas para practicar la división.—Ar-
tículos 1077 y 1078, y Content.. 
	  477 IV 
- - Las operaciones divisorias se ponen de manifiesto A las 
partes por ocho días: casos en que se excusará esta dila-
ción: procedimiento para la aprobación en caso de con-
formidad de contadores y partes. 
— Arts. 1079 á 1081, y 
Comentario. 
	 Págs. 498 y 503 IV  
— — Discordia entre contadores: contador dirimente: confor-
midad de las partes con el dirimente: su aprobación.—Ar-
tículos 1082 y 1083, y Cornent.  499 IV 
7 
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JUICIO VOLUNTARIO DE TESTAMENTARÍA. — Examen 
de las operaciones: plazo: término pira formular oposi-
ción: junta de interesados en este caso: sus efectos: si hay 
confortnidad.—Arts. 1084 á 1087, y Coment....   499 IV 
-- Oposición A las operaciones divisorias: motivos en que 
puede fundarse: se tramita corno un juicio ordinario: cuan-
do haya cohecho ó inteligencias fraudulentas, intervendrá 
el fi scal: procedimiento cuando los interesados hagan ava-
lúo nuevo en el término probatorio: sentencia. - Artículos 
1088 á 1091, y Cornent  Págs. 500 y 507 IV  
— — Entrega de los bienes después de aprobadas las opera. 
ciones: testimonios.—Art. 1092, y Cornent 	  514 IV 
-- Cuando promuevan el juicio los acreedores, no se  tiara 
 entrega de bienes A los herederos sin que aquéllos estén 
pagados. —Art. 1093 	  546 IV 
- - Formularios del juicio voluntario de testamentaria 	  532 IV 
- - Idem Modelo de partición de herencia 
	
 544 I V 
-- Rectificación al supuesto 7. 0 de dicho modelo, sobre los 
gastos de la última enfermedad ilel causante de la he- 
rencia   
 577 VI 
JUICIO NECESARIO DE TESTAMENTARIA.—Casos en que el juez debe prevenirlo de oficio: ausencia, menor edad 6 in-
capacidad de los herederos: a qué jueces corresponde la 
prevención: cuándo cesa la intervención judicial: prohibi-
ción del testador de incoarlo: sobreseimiento en este caso, 
luego que se presente el testamento.—A rte. 1041 á 1044, 
y Cornent   
 438 IV 
-- Casos únicos en que puede prevenirse este juicio.—Ar- 
ticulo 1094 	  516 IV 
-- Cuándo pueden los interesados separarse de este juicio 
para hacer extrajudicialmente las operaciones de la tes-
tamentaria. —Art. 1048, y Coment..  444 IV 
-- Practicadas las diligencias preventivas, se acomodará 
este juicio A las reglas del voluntario, con las modifica-
ciones siguientes: 1.°, inventario judi^ial; t.°, constitu-
ción de los bienes en depósito; 3.°, fianza del administra-
der: mientras tanto no cesa la intervención judicial.— 
Art. 1095, y Co rnent 	  517 IV 
- - Formularios del juicio necesario de testamentaria 	  563 IV 
JUICIO DE CONCURSO.—V. 
JUICIO DE QUIEBRA.—N . • Quiebra. 
JURAMENTO. — V. Juicio ordinario de mayor cuantía (me-
dios de prueba). 
JURISDICCIÓN. —Su definición y concepto 	  151 	 1 
- - Se divide en contenciosa y voluntaria: sus definiciones: 
diferencia esencial entre la una y la otra.  	 18 	 I 
-- Asuntos propios de la jurisdicción contenciosa 	  383 11 
- - Idem de la voluntaria: autoridades que la ejercen.... 	 863 VI 
- - V. Competencia y Cuestiones de competencia. 
Concurso de acreedores . 
ra}ina. T..ms. 
JURISDICCIÓN ECLESIÁSTICA.—V. Recursos de fuerza. 
JURISDICCIÓN MILITAR.—Le corresponde la prevención de 
las testamentarias y abintestatos de los militares y mari-
nos muertos en campaña ó navegación: diligencias a que 
ha de Iitnitarse.— Art. 52, y Coment.  163 t 
JURISDICCIÓN ORDINARIA. — Es la única competente para co- 
nocer de los negocios civiles: excepción: jueces y tribu 
nales que la ejercen.— Arte. 5/ y 52, y Coment.  453 
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN ASUNTOS CIVILES. — De- 
finicton: indicaciones generales. 	  263 VI 
-- 
Efectos en España de los actos de jurisdicción volun- 
taria celebrados en pais extranjero    263 VI 
-
- Tiene cabida en ella la cuestión de competencia 	  '224 
-- Cuales son actos de jurisdicción voluntaria. —Art. 1811, 
y Nota 	  . .... 	 268 VI 
- - Todos los dias y horas son hab
• 
iles.—Art. 1812, y Nota. 269 VI 
-- Audiencia de terceras personas: cuando procede: tra- 
mitación.—Arta. 1813 y 1814, y Notas 	  269 VI 
— Cuando se (l ira al Ministerio fiscal: dictamen escrito.— 
Art. 1815, y Nota 	  2'70 VI 
- - Document ,s v justificaciones: forma de presentarlos.—
Art. 1816, y Nota   274 VI 
-- 
Cuando se hace contencioso el expediente: situación de 
las cosas y de las personas que lo incoaron. —Art. 1817, 
y Nota  272 Vt 
- - Facultad judicial para variar ó modificar sus providen-
cias: excepciones.—Art. 1818, y Nota. 	  273 VI 
-- Apelaciones: se admiten en ambos efectos a los pro-
movedores del expediente: en un solo efecto a los que ha• 
yan venido a él: se tramitarán como las de los incidentes. 
— Arts. 1819 h 1821   274 VI 
- Recurso de casación contra las sentencias de las Au- 
diencias. —Art. 1822, y Nota 	  274 VI 
- - No son acumulables a ningún juicio de jurisdicción con- 
tenciosa.—Art. 1823, y Nota.    275 VI 
-- Las reglas que preceden son aplicables a los actos de 
que se hace mención especial en la ley, siempre que no 
haya contradicción.—Art. 1824 	  276 VI 
-- Formularios para los actos de jurisdicción voluntaria 
de que no se hace mención en la ley 
	  276 VI 
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN NEGOCIOS DE COMERCIO.— 
Consideraciones generales: cómo Clan de apreciarse las ci 
tas del Código de Comercio   
 515 VI 
— Son competentes los jueces de primera instancia para 
estos asuntos: excepciones A favor de los jueces munici- 
pales y los cónsules.
—Arta. 2109 y 2110, y Nota. 
	  517 VI 
- — Disposiciones aplicables.—En territorio español se apli
-cará el Código de Comercio ó esta ley: reglas para cuando 
no haya disposiciones aplicables: citación a las personas 
interesadas: pueden concurrir sin ser citadas: interven- 
652 	 LEY DE RNJCICIAMIF.NTo CIVIL 
RRPSRTORIO ALPARÉTICO 
	 653 
New Two. . 
ción del Ministerio público: fe de conocimiento de los que 
intervengan: reclamaciones admisibles: resolución judicial: 
remisión de las diligencias al de primera instancia si actúa 
un juez municipal.—Art. 2111, y Notas.  
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN NEGOCIOS DE CO- 
MERCIO.—Ley aplicable cuando conozcan los cónsules.—
Art. 2118.  
-- Apelaciones.—Cuándo se admiten en uno y cuándo en 
ambos efectos: tribunales competentes para conocer de 
ellas: procedimiento, según conozca el juez de primera 
instancia ó la Audiencia: no hay recurso contra las reso-
luciones de segunda instancia, sino reserva de derechos. 
—Arts. 2112 á 2116, y Notas  
-- 
Reconocimiento y avalúo. —Han de practicarse por pe-
ritos: sus calidades: cómo ha de nombrarse el tercero, caso 
de discordia.—Art. 2117, y Nota  
- Depósito de efectos mercantiles.—Escrito pidiéndolo: 
designación de efectos y de depositario: quién puede serlo: 
garantías: atribuciones del juzgado. —Art. 2119, y Nota. 
-- Depósito que se pide por efecto de la contingencia pre-
vista en el art. 657 del vigente Código de Comercio.—
Art. 2120, y Nota  
- - 
Procedimiento para realizar el depósito de efectos mer-
cantiles en todos los casos que establece el Código de Co-
mercio y paró resolver los incidentes que en él puedan 
ocurrir.—Arts. 2121 á 2123, y Nota 	  539 VI 
-- Venta de alguno de los objetos depositados: cuándo 
procede: se hace en subasta pública, previo avalúo de 
peritos: cómo se anuncia la venta.—Art. 2124, y Notas  530 VI 
Segunda subasta: cuándo y cómo se realiza: tercera su-
basta.—Art. 2125, y Nota 	  531 VI 
-- Cómo se procede en el caso de las dudas y contestacio-
nes a que se refiere el art. 367 del vigente Código de Co-
mercio.—Art. 2126, y Nota  532 VI 
- - Qué se practica cuando procede hacer constar el estado, 
calidad ó cantidad de los géneros recibidos, 6 de los bul-
tos que los contengan. —Art. 2127,y Nota 	  533 VI 
- - Embargo y depósito provisionales del valor de una le-
tra 	 cambio.—Cómo se pide: requerimiento á quien pro 
ceda para que deposite el valor de la letra: dónde se hace 
el depósito: término para que el que haya solicitado el 
embargo 6 depósito, presente la segunda letra de cambio 
6 pida en el juicio correspondiente el embargo definitivo. 
—Arts. 2128 á 2130, y Notas 	  534 VI 
-- Averías.—Su calificación, liquidación de la gruesa y 
contribución á la misma, según el Código de Comercio. 
—Nota    537 VI 
-- Procedimiento para hacer la justificación de las pérdi-
das y gastos que constituyan la avería común ó graesa.-
Art: 2131, y Nota   537 VI 
-- 
Declaración de los tripulantes y pasajeros: apertura de 
las escotillas.—Art. 2132, y Notas 	  539 VI 
548 VI 
526 Vi 
523 VI 
524 VI 
526 VI 
528 VI 
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JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN NEGOCIOS DE CO-
MERCIO.—Nombramiento de peritos: aceptación y jura- 
mento del cargo, y termino para presentar su informe: 
cómo deben hacer los peritos la calificación.—Arts. 2133 
a 2135, y Notas.  540 VI 
— El informe se pone de manifiesto en la escribanía: los 
interesados que no están conformes, consignan ante el ac-
tuario la razón: cómo se procede en este caso. —Artículo 
2136 á 2138,y Nota...... .  544 VI 
-- 
Cuenta y liquidación de las averías gruesas 6 comu-
nes: estados que forman los peritos para hacer esta cuenta: 
apremios á éstos. --Arta. 2139 2141, y Notas  542 VI 
-
- Los estados se ponen de manifiesto en la escribanía: 
cómo se procede según estén todos los interesados con-
formes 6 no. —Arta. 2142 y 2143, y Nota. 	  544 VI 
-- Cuando el capitán del buque no hada efectivo el repar• 
timiento, los dueños de las cosas averiadas pueden acudir 
al juez: requerimiento y apercibimiento al capitán.—Ar-
ticulos 2144 y 2145, y Nota....   544 VI 
-- Cómo se procede cuando los contribuyentes no satisfa-
gan las cuotas respectivas, si el capitán del buque hace 
uso del derecho que le concede el Código de Comercio.—
Art. 2146, y Nota  546 VI 
-- Descarga, abandono E intervención de efectos mercan-
tiles.—Instancia del capitán para la descarga: nombra-
miento de peritos para reconocer el cargamento.—Ar- 
tículos 2147 y 2148, y Natas..   548 VI 
— 
Cuándo acuerda el juez la descarga.— Art. 2149, y 
	
Nota.   
 518 VI 
- Testimonio literal que se da al capitán. —Art. 2150 
	  548 VI 
-- Cómo se procedía cuando en los fletamentos á carga ge 
neral, uno de los cargadores pretendía descargar su mer-
cancia y los demás hacían uso del derecho que les conce-
día el antiguo Código de Comercio: nuevo Código de Co-
mercio. —Arta. 2131 y 2152, y Nota.  548 VI 
-- Descarga por arribada forzosa: solicitud del capitán: 
nombramiento de peritos: acuerdo del juez. 
—Arts. 2153 y 
2154, y Nota.  549 VI 
-
- Venta de todo 6 parte del cargamento averiado, á soli-
citud del capitán, y no hallándose presente el cargador.
—
Art. 2155, y Nota 	  550 VI 
- Abandono para pago de fletes: nuevo Código de Co- 
mercio.—Arta 2156 y 2157, y Notas 
	  550 VI 
-- Intervención de mercancías: nuevo Código de Comer-
cio.—Art. 2158, y Nota 	  551 VI 
-- 
Fianza de cargamento.— Cómo se solicita: acuerdo del 
juez.—Arta. 2159 y 2160, y Nota  552 VI 
-- De la enajenación y apoderamiento de efectos comer-
ciales en casos urgentes, y de la recomposición de naves.—
Procedimiento para cada uno de los casos que se deter-
minan en el Código de Comercio.— Art. 2161, y Notas  553 VI 
-- Actos de comercio que requieren la intervención judi• 
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cialperentoria.—Procedimiento para el caso á que se re-
fiere el art. 132 del vigente Código de Comercio.—Artícu-
los 2162 á 2165, y Notas   563 VI 
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA EN NEGOCIOS DE CO-
MERCIO.—Procedimiento para los casos á que se refieren 
los artículos 433, 150 y 158 del vigente Código de Comer-
cio. —Art. 2166, y Nota.  565 VI 
-- Tanteo de los condueños respecto á la nave.—Art.2167, 
	
y Nota  
 566 VI 
-- Procedimiento para los casos á que se refieren los ar-
tículos 669 y siguientes del vigente Código de Comercio. 
—Art. 2168, y Nota  567 VI 
-- Apertura de escotillas para hacer constar la buena estiva 
del cargamento: procedimiento.— Arts. 2169 á 2172, y 
Notas   
 567 VI 
— Procedimiento para que el capitan haga constar las cau- 
sas de las averías, arribada forzosa, naufragio 6 cualquier 
otro hecho por el que pueda caberle responsabiidad. - 
	
Arts. 2173 y 2174, y Nota  
 569 VI 
-- Nombramiento de árbitros y de amigables componedo. 
res.—Procedimiento para hacerlo, cuando era forzoso: no 
lo autoriza el nuevo Código de Comercio.—Arts. 2175 á 
2177, y Nota   
 569 VI 
--- Nombramiento de peritos.—Cómo ha de hacerse cuando 
se haya estipulado el aumento de precio en el contrato de 
seguro.— Arts. 2178 á 2180, y Nota  574 VI 
-- Procedimiento para hacer constar el siniestro, tasar su 
cuantía, 6 vender efectos averiados, para los efectos del 
contrato de seguros. —Art. 2181, y Nota.  572 VI 
L 
LEGADOS (DEMANDAS SOBRE CUMPLIMIENTO DE).—( ) nién 
conoce de ellas.—Art. 63, regla 7.2 	  
— V. Juicio de testamentaría. 
LETRA DE CAMBIO. — V. Concurso de acreedores, Juicio or-
dinario de mayor cuantía (medios de prueba), Juicio eje-
cutivo, .Jurisdicción voluntaria en negocios de comercio y 
Quiebra. 
LEYES. — Leyes que han modificado la de Enjuiciamiento ci-
vil.—Apéndice 	  
LIBROS. — V. Juicio ordinario de mayor cuantía (medios de 
prueba), Juicio de abintestato y Juicio de testamentaría. 
LI BROS DE LOS COMERCIANTES. —y• Concurso de acreedo-
res, Juicio ordinario de mayor cuantía (prueba), Juris-
dicción voluntaria en negocios de comercio y Quiebras. 
LITISPENDENCIA. — V. Acumulación de autos y Juicio ordi-
nario de mayor cuantía (excepciones dilatorias). 
186 	 I 
574 VI 
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MAGISTRADO. — V Discordia, Juez, Ponente, Resoluciones judirtnlcs y Votaciones. 
MANDAMIENTO.—Cuándo se emplea: por quién ha de expe- 
dirse.—Art. 288, y Cornent 	  
-- 
A quién se entrega y término para devolverlo. —Ar- 
ticulo 291, y Cornent 	  
-- La persona que  lo presente satisface los gastos.—Ar-
tículo 292, y Cornent 	  
--- 
Formularios de mandamientos. 	  
MARINOS. — V. Domicilio legal y Jurisdicción militar. 
MEDIOS DE PRUEBA. —y. Juicio ordinario de mayor cuantía. 
MEMORIAS TESTAMENTARIAS. — Definición: precedentes le-
gales: el Código civil las declara nulas si no concurren los 
requisitos establecidos para el testamento ológrafo: que-
dan sin aplicación las disposiciones de esta ley que á ellas 
se refieren  
-- Quién conoce de la elevación á escritura pública de la 
otorgada verbalmente 6 de la escrita sin intervención de 
notario—Art. 63, regla 22  
-- A qué está obligado el que tenga en su poder alguna 
memoria testamentaria, tan pronto tamo sepa la defun-
ción del otorgante: escrito y documentos que debe presen-
tar.—Art. 1969, y Nota  
-- Diligencia que debe extender el actuario á continuación 
del escrito: testimonio que debe extender el actuario de 
la cláusula del testamento exhibido referente á la  memo-
ria . —Art. 1970  
-- Lectura de la memoria y confrontación de sus señales 
con las expresadas en el testamento: quiénes pueden con-
currir A la práctica de esta diligencia.—Art. 1971.  
-- Qué debe practicarse si la memoria estuviese contenida 
dentro de un pliego cerrado.—Arts. 1972 y 1973  
-- Auto mandando protocolizar la memoria: los interesa-
dos pueden impugnarla en el juicio correspondiente.—Ar- 
ticulo 1974 	  
-- Cómo se hace la protocolización.— Art. 1975 	  
-- Qué debe practicarse cuando el testador haga referen-
cia a alguna memoria escrita de su puño y letra, 6 solo 
firmada por él, sin presentar ninguna otra señal especial 
que la identiflque.—Arts. 1976 ci 1978  
-- Qué se hace cuando la presentación de la memoria tu-
viese lugar estando pendientes las diligencias para elevar 
! escritura el testamento otorgado de palabra, 6 para su 
apertura siendo cerrado.—Art. 1979  
MENOR OE EDAD.—V. Adopción, Depósito de personas, Do • 
u,urilw legal, Enojenación de bienes de menores, Hlbili-
taciónpara comparecer en juicio y Tutela. 
55i 	 I 
556 	 1 
556 
645 	 I 
388 VI 
487 	 I 
398 VI 
398 VI 
399 VI 
399 VI 
399 VI 
400 VI 
400 VI 
400 VI 
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MENORES CASADOS.—Su situación ante la ley: si los mayo-
res de dieciocho anos pueden comparecer por si en juicio. 
Comentario  
-- V. Depósito de personas, Enajenación de bienes de me-
nores, Juicio de abintestato, Id. de testamentaria, Juris-
dicción voluntaria y Tutela. 
MILITARES. — V. Domicilio legal y Jurisdicción militar. 
34 	 I 
	
MINISTERIO FISCAL. — Vela por la observancia de esta ley.. 360 	 I I 
--- V. Correcciones disciplinarias, Enajenación de bienes 
de menores, Juicio 'de responsabilidad, Juicio de abintes 
tato, Id. de testamentaría, Jurisdicción voluntaria y Re-
cursos de casación. 
MUJERES CASADAS.—Cuándo y cómo pueden comparecer 
en juicio.—Cunient. 
	 33 	 1 
-- V. Bienes de ausentes, Depósito de mujer casada, Do 
micilio legal, Enajenación de bienes de menores y Habi-
litación para comparecer en juicio. 
MULTAS . — V. Auxiliares, Juicio de árbitros, Procuradores 
y Recusación. 
N 
NAUFRAGIO.—Información para hacer constar sus causas.--- 
Arts. 2173 y 2174, y Nota. 	  569 VI 
NOTIFICACIÓN.—Qué se entiende por notificación. —Introd.. 517 
- - 
Cuando y á quién se notifican las providencias, autos y 
	
sentencias. —Arts. 260 y 261, y Current ..... ..... ... 518 
	 I 
-- A quién se hacen las notificaciones.—Art. 6.0, y Co- 
mentario  	 53 	 1 
-- 
Quién las hace y cómo: quiénes las Firman.—Arta. 262 
I y 26:3, y C»nent 	  531 
- - Dónde se hacen.—Arts. 264 y 265, y Cornent 	  536 	 I 
— A la persona de domicilio conocido y que no se halle en 
su habitación, se le hará la notificacion por cédula: qué 
debe contener la cédula: á quién se entrega: cómo se acre- 
	
dita en los autos la entrega.—Arts. 266 á 268, y Co nsent. 527 	 I 
--- A la persona cuyo domicilio se ignore. —Art. 269, y Co- 
mentario 	  534 
	 I 
-- Las disposiciones anteriores se aplican á las citaciones, 
	
emplazamientos y requerimientos.—Art. 270   532 	 I 
-- No se admite respuesta del interesado.—Art. 276, y Co- 
mentario 	  537 	 1 
-- La cédula de notificación se extiende en papel común.— 
Art. 278 	  538 	 I 
Nulidad.—Art. 279, y Cornent . 	  538 	 1 
- - 
Corrección y responsabilidad del auxiliar 6 subalterno 
que incurra en falta 6 morosidad.—Art. 280, y Co ntent 
	  
5tl 	 I 
-- Formularios. 
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mentario.    544 	 t 
-- El litigante que no comparece, después de citado, se 
constituye en rebeldia, y en adelante se le hacen las noti- 
ficaciones en estrados.— Art. 281, y Cornent. 	  545 	 l 
-- 
Cómo se verifica la notificación en estrados.—Artícu- 
los 282 y 283, y Content 	  547 	 1 
-- Formularios. 	  633 	 1 
-- V. en los diversos juicios lo referente á notificaciones. 
N ULIDAD. — V. Actuaciones judiciales, Juicio ejecutivo, Jui-
cio verbal y Notificaciones. 
o 
OBLIGACIONES DE GARANTIA Ó COMPLEMENTO DE OTRAS 
ANTERIORES.--Quien conoce de estas demandas.— Ar-
ttieulo 63, regla 3.s ..   
OFICIO. —Cuándo se emplea.—Art. 289, y Content 	  
	
OPERACIONES DIVISORIAS.—V. Juicio de testamentaría 	  
P 
185 	 I 
555 	 I 
PAGO DE CREDITOS.—V. Concurso de acreedores y Quiebra. 
PAPEL DE OFICIO.—V. Actuaciones judiciales. 
PARTICION DE HERENCIA.—V. Juicio de testamentaría. 
PERSONAS JURIDICAS.—Quiénes son: su situación legal para 
la comparecencia en Juicio.— Conunt...  
	 35 	 I 
PERITOS.—V. Apeo yprorrateo de foros, Concurso de acree-
dores, Deslinde y amojonamiento, Interdictos de obra nue-
ra y de obra ruinosa, Juicio declarativo de mayor cuan-
tía (prueba), Juicio de desahucio, Juicio de testamentaria, 
Juicio ejecutivo, Jurisdicción voluntaria en negocios de co-
mercio y Procedimiento de apremio. 
PERSONALIDAD. — V . Juicio ordinario de mayor cuantia (ex-
cepciones dilatorias). 
PERSONAS INCIERTAS. — V. Adjudicación de bienes á que es-
tán llamedos ratios 
 personas sin designación de nombres 
y Emplazamiento. 
PODER. — Su presentación y aceptación: bastanteo: obligacio-
nes que emanan de la aceptación.—Arts. 3.0 y 3.0, y Co-
mentario  Págs. 36 y 47 1 
V. Abogado y Procurador. 
11, 
REPERTORIO ALF'ABÉTICO 
PONENTE — A quién se da este nombre: consideraciones ge 
nerales. —Introd 
	  
-- Habrá uno en cada pleito en el Tribunal Supremo y en 
las Audiencias: quiénes lo son: forma del nombramiento. 
—Art. 335, y Consent  
— — Sus facultades y obligaciones en la sustanciación y fallo 
de los negocios: obligación especial de examinar si se han 
observado los trámites legales, si los escritos han sido re-
dactados conforme á la ley, ó se han cometido otros abu-
sos, para que se corrijan disciplinariamente.—Arta. 336 
y 337, y Comext. 
	 51 11 
POSESIÓN DE BI ENES. —Quién conoce de la información para 
acreditarla. —Art. 63, regla 27 
	  188 	 1 
POSESIÓN JUDICIAL. - Requisites para que pueda decretarse judicialmente en los casos en que no proceda el interdicto 
de adquirir: documentos que debe presentar el que la soli-
cite.—Art. 2056, y Nota  
 481 VI 
-- Auto mandando dar la posesión, sin perjuicio de tercero 
de mejor derecho.—Art. 2057, y Nota 	  482 VI 
-- Por quién y en qué forma ha de darse la posesión: di-
ligencias y testimonio que puede solicitar el que la ob- 
tenga. — Arta. 2058 á 2060, y Nota   
 182 VI 
— Formularios.    
 483 VI 
-- V. Interdicto de adquirir y Procedimiento de apremio. 
POSICIONES. —V. Juicio ordinario de mayor cuantia (prueba 
de confesión en juicio). 
PREPARACION DEL JUICIO. 
PRESCRIPCIÓN. — V. Acto de conciliación, Caducidad de la 
instancia y Recurso de revisión. 
PRESUNCIÓN DE MUERTE.—y . Bienes de ausentes. 
PREVENCION DEL ABINTESTATO.—V. Juicio de abintestato. 
PRISIJN.--V. Quiebra y Recusación. 
PROCEDIMIENTO DE APREMIO. —Consideraciones generales. 572 V 
- Qué debe hacerse para pagar al acreedor, luego que sea 
firme la sentencia de remate, ó que pueda ejecutarse: si 
lo embargado fuese dinero, sueldos, pensiones ó créditos 
realizables en el acto, se hará pago inmediatamente de 
principal y costas, previa tasación de éstas.—Art. 1481, y 
Comentario  574 V 
-- Cuando sean valores de comercio endosables, titulos al 
portador ó efectos públicos, cotizables en Bolsa, los bie-
nes embargados se venderán por agente de Bolsa, ó co-
rredor, al cambio corriente. —Art. 1482, y Cornent.  574 V 
- - Si fueren muebles los bienes embargados, se procederá 
á su venta en pública subasta, previo avalúo por peritos: 
13 59 
P .O. , Tow, 
49 	 11 
50 	 II 
—V. Juicio declarativo. 
660 
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procedimiento para ejecutarlo.—Arts. 1483 á 1488, y Co- 
	
mentario    575 Y 
PROCEDIMIENTO DE APREMIO.—Cuando pertenezcan á 
la clase de inmuebles los bienes embargados, qué ha de 
acordarse antes de procederse á su avaluo.—Art. 1489, 
y Content. ...   584 V 
-- 
Qué debe hacerse si de la certificación del registrador 
de la propiedad resultasen los bienes gravados con segun-
das 6 posteriores hipotecas: efectos de la notificación que 
ha de hacerse á estos acreedores del estado de la ejecu- 
ción.—Arca. 1490 y 1491, y Cornent.     ... 582 V 
-- 
Objeto y efectos del requerimiento que debe hacerse al 
deudor ejecutado para que presente en la escribanía los 
títulos de propiedad de las fincas embargadas: procedi-
miento para obligarle á ello, y suplir la falta en su caso. 
	
Arts. 1492 y 1493, y Co ntent.     58i V 
— 
Cuándo y cómo se procede al avalúo de los bienes in- 
muebles: caso en que hagan uso los acreedores con se-
gunda hipoteca del derecho que les concede el art. 4491. 
	
—Art. 1494, y Co ntent    588 V 
— Subasta de bienes inmuebles: cuándo ha de acordarse: 
término: edictos: lo que éstos han de contener.—Arta. 1495 
á 1497, y Cornent. 	 - 	  589 V 
— Cuándo y cómo puede el deudor librar sus bienes. —Ar- 
tierto 1498, y Co nsent.. 	  594 V 
— — Posturas admisibles en los remates de bienes muebles é 
inmuebles: cómo pueden hacerse: qué deben hacer los li-
citadores para tomar parte en la subasta.—Arts. 1499 y 
1500, y  Content.   595 V 
----- El ejecutante puede tomar parte en la subasta y mejo-
rar las posturas que se hiciesen, sin necesidad de consig-
nar depósito. —Art. 1.501, y Cornent  597 V 
— — Casos en que puede celebrarse doble y simultánea su- 
basta.—Art. 1502, y Cornent 	  597 V 
- - Forma de celebrarse el remate.—Art. 1503, y Co ntent 	 598 V 
-- Si no hay postor, puede pedir el actor la adjudicación 
de los bienes, 6 segunda subasta: si tampoco en ésta hay 
postor, puede pedir la adjudicación 6 la administración 
de los bienes, 6 tercera subasta sin sujeción á tipo: pro-
cedimiento para estos casos y sus efectos. —Arta. 1504 á 
1508, y Co ntent.  599 V 
- - Aprobación del remate: pago del precio y entrega de 
los muebles: caso de doble subasta.— Arta. 1509 y 1510, 
	
y Comentario   
 603 V 
-- Procedimiento para practicar la liquidación de cargas 
que afecten á los inmuebles vendidos.—Art. 1511, y Co-
mentario  606 V 
Término para que el comprador consigne el precio 
de los inmuebles: efectos de la nn consignación: nu-va su-
basta en quiebra.—Arts. 1512 y 1513, y 3^'ement...   607 V 
- -- Término para que el deudor otorgue la escritura de ven-
ta á favor del comprador: caso en que se otorga de oli- 
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cio: entrega al comprador de los títulos de propiedad y de 
	
los bienes. —Arts. 1514 y 1515, y Cornent  
 609 V 
PROCEDIMIENTO DE APRE%Il0.—Cuando la ejecución se 
haya despachado á instancia de un segundo 6 tercer acree-
dor hipotecario, 6 en virtud de títulos al portador con hi-
poteca inscrita sobre la finca vendida, si existiesen otros 
títulos con igual derecho: lo que ha de hacerse en tales 
casos. —Arts. 1516 á 1518, y Cornent. .   6 44 V 
- - Caso de haberse adjudicado la finca al ejecutante en 
pago de su crédito.—Art. 1519, y Cornent 	  647 V 
-- Aplicación de las sumas realizadas.—Art. 1520, y Co- 
mentario. 	  618  V 
-- Forma en que ha de hacerse al ejecutante la entrega de 
los bienes en el caso de que ejercite la facultad que le 
concede el art. 4505: cómo ha de administrarlos: cuándo 
ha de rendir cuentas: procedimiento para aprobarlas y para 
ventilar las cuestiones que puedan surgir.—Arta. 1521 á 
1526, y Cornent.   
 619 V 
-- Casos en que se da por terminada la administración de 
los bienes del deudor por el acreedor, y sus efectos.—Ar-
tticulos 1527 á 1529, y Gbntent.. 
 624 V 
-- Caso en que la ejecución se haya dirigido contra bienes 
especialmente hipotecados y fuese pacto expreso del con-
trato que el acreedor pueda encargarse de la administra-
ción de los mismos, en tanto que se verifica la venta. 
—Art. 15.30, y Co ntent 	  625 V 
-- Las apelaciones procedentes en la via de apremio del 
juicio ejecutivo, se admiten en un solo efecto: cuáles no 
se comprenden en esta disposición —Art. 1531, y Co ntent. 62'7 V 
-- Formularios del procedimiento de apremio. 	  677 V 
- Procedimiento de apremio para los créditos hipoteca- 
rios en las provincias de Ultramar.—Apéndice . 	  629 	 V 
-- Ley Hipotecaria para las provincias de Ultramar de 44 
de Julio de 4893 	  630 	 V 
-- Reglamento para la ejecución de la ley Hipotecaria de 
Ultramar, de 48 de Julio de 4893    632 	 V 
PROCEDIMIENTO DE APREMIO EN NEGOCIOS DE COMERCIO. 
—Ante quién se ejercita la via de apremio en los nego-
cios de comercio y contra qué clases de deudores.—Ar-
ticulo 1544, y Notas 	  
-- Forma en que deben justificar su derecho los acreedo-
res, en cada uno de los casos, para que pueda decretarse 
el apremio.—Art. 1545, y Notas  
- - 
Ha de ser liquido el crédito respecto al que se pida el 
apremio.—Art. 1546, y Nota . 	  
-- Reconocimiento del documento por el deudor, cuando 
no tenga fuerza ejecutiva.—Art. 1547, y Nota . 	  
— Demandas sobre corretajes: como han de justificarse. — 
Art. 1548. . 	  
- - Forma de pedir el apremio: despacho del mandamiento: 
689 V 
694 V 
694 V 
691 V 
695 V 
     
     
     
     
    
662 	 LEV DR ENJI'ICIAMIENTO CIVIL 
PAgIW. Tune. 
requerimiento al deudor y embargo de sus bienes.—Ar- 
tículo 1549, y Notas 	  695 V 
PROCEDIMIENTO DE APREMIO EN NEGOCIOS DE CO-
MERCIO.- -Citation del deudor para la venta de los bie-
nes embargados.—Art. 1550, y Nota.  696 V 
-- 
Qué excepciones se admiten en este procedimiento: 
término para proponerlas y probarlas: medios de prueba 
que pueden emplearse.—Arta. 1551 y 1552, y Nota   696 V 
-- Escrito de oposición del deudor. —Art. 1553, y Nota. 	 696 V 
—
— Caso en quepuede ampliarse el término de prueba fijado 
en el art. 4554.— Art. 1554, y Nota 	 697 V 
-- 
Sustanciación y decisión de la oposición.—Artículos 
1555 ci 1557, y Notas    697 V 
-- Contra las sentencias dictadas en este procedimiento no 
se da recurso de apelación.—Art. 1558, y Nota 	  699 V 
- - 
Fianza que debe prestar el acreedor, si el deudor lo exi 
giese, en el caso de que por la sentencia se mande llevar 
A efecto el apremio.—Art. 1559, y Nota 	  . 699 V 
-- Procedimiento de apremio contra los deudores A las 
compabias de crédito territorial.—Art. 1560 	 699 	 V 
-- 
Decreto-ley de 5 de Febrero de 4869, por el que se rige 
dicho procedimiento de apremio. —Apéndice. 	  .. 700 V 
PROCURADOR. — Por su medio ha de comparecerse en juicio, 
acompaüando al primer escrito el poder declarado bastante 
por un letrado: excepciones de esta regla general.—Ar 
títulos 3.0 y 4. 0 , y Cornent ..  	 36 
— Obligaciones del procurador, aceptado el poder ex- 
presa o tácitamente: una de ellas, la de pagar todos los 
gastos causados A su instancia, inclusos los honorarios 
de los abogados. —Art. 5 0,  y Co rn ent  	 47 
- - Debe oir y firmar los emplazamientos, citaciones, re-
querimientos y notificaciones de todas clases, que deban 
hacerse A su representado durante el pleito, hasta que 
quede ejecutada la sentencia: excepciones.—Art. 6 °, y 
comentario 	 53 	 1 
-- Habilitación de fondos para los gastos del pleito: exac-
ción de los ya devengados y suplidos: procedimiento de 
apremio para exigirlos: pena del procurador en el caso de 
exceso.—Arts. 7.° y 8.0, y Conent 
 55 
-- Causas por las que cesa el procurador en su representa- 
ción. —Art. 9.0, y 
 Cornent.  	 57 
-- Puede asistir como apoderado ó hombre bueno A los ac 
tos de conciliación: como auxiliar los juicios verbales. 
—Art. 11, y Co rnent..... 70 1 
— — Correcciones disciplinarias A los procuradores: por 
quién y por qué motivos deben imponerse.—Arts. 443 á 
446, y Cornent.   
 Págs. 327 y 330 II 
-- Formularios para la habilitación de fondos 
	  440 	 l 
PROHIBICIÓN PARA COMPARECER EN JUICIO. 
—
Personas 
comprendidas en ella. —Cornent 	 26 	 l 
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PRORRATEO DE FOROS.—Quién conoce de él. —Art. 63, re- 
gla 27   
 488 	 1 
-
- Disposiciones aplicables de las relativas al apeo, eon las 
 
modificaciones que se establecen.
—Arts. 2092 á 2094, y  
Nota. 	  540 VI 
-
- Auto aprobando el prorrateo, cuando no hay oposición: 
 
nombramiento de cabezalero.—Art. 2095. 	  511 VI 
 -- Oposición al prorrateo presentado por los peritos: sus- 
tanciación y decisión.—Arta. 2094, y 2096 á 2099 	
 514 VI 
- Apelación del auto aprobando el prorrateo.—Art. 2099, 
y Nota 
	  542 VI 
- Petición, á la vez, del apeo y prorrateo.—Art. 2100 	  542 VI 
-- Testimonio del auto de aprobación del prorrateo: qué 
 
comprende: á quién se da.
—Art. 2101 
	  542 1V 
- - V. Apeo de foros. 
PRÓRROGA. —V. Términos.  
PROTOCOLIZACIÓN. — V. Informaciones para perpetua memo-
ria, Juicio de testamentaría, Memorias testamentarias y 
 
Testamentos. 
 
• 
PROVIDENC IAS. — V. Resoluciones judiciales.  
PRUEBA. — Las diligencias de prueba las practicarán los jue-
ces y magistrados ponentes por sí mismos: casos en que 
 
podrán cometerlas y á quién. —Art. 254, y Cornent... 50á I  
- - V. Actuaciones judiciales, Concurso de acreedores, De-
fensa por pobre, Juicios (de todas clases), Jurisdicción vo-
luntaria, Quiebra, Retractos y Segunda instancia. 
PUBLICACIÓN DE LA QUIEBRA.—y. Quiebra.  
^ 
QUEBRANTAMIENTO DE FORMA. -V. Recurso de casación  
por quebrantamiento de forma. 
 
QUEJA. —V. Recurso de queja.  
UIEBRA. —Legislación vigente sobre esta materia.—Introd. 305 V 
 — Quién conoce de este juicio. —Art. 63, reglas 9.a y 9.a. 486 	 1 
- - Todo comerciante que se constituye en estado de quie-
bra está sujeto a este procedimiento. —Art. 1318, y Notas. 330 V 
- - En todo lo no previsto respecto á quiebras se aplican las 
disposiciones del concurso de acreedores.—Art. 1.319 	 334 	 V 
- - En las quiebras de las compaitias de ferrocarriles, cana-
les y demás obras públicas subvencionadas por el Esta-
do, se observan los procedimientos ordenados por la ley 
de 42 de Noviembre de 1869: disposiciones de esta ley y 
del Código de Comercio. —Art. 1320, y Nota 	  334 V 
-- Secciones ó piezas separadas en que se divide el proce-
dimiento: objeto de cada una de ellas.—Arts. 1321 y  
1322, y Nota  332 V  
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QUIEBRA.—Declaración de la quiebra.—Quién puede solici- 
tar la declaración de quiebra.— Art. 1323, y Nota.. 	 337 V 
-- 
Requisitos que ha de reunir la exposición del comer• 
riante que se manifieste en quiebra.—Art. 1324, y Nota. 338 V 
Qué debe acreditar ante todo el acreedor que solicite la 
declaración de quiebra de su deudor: cuándo y cómo hace 
el juez la declaración de quiebra.—Art. 1325, y Notas.. . 339 Y 
-
Oposición del quebrado al auto de declaración de la 
quiebra: expediente que debe formarse: el quebrado puede 
ampliar los fundamentos de su oposición. —Art. 1326, y 
Nota.    340 V 
-- -- De la oposición y de su ampliación se confiere traslado 
al acreedor: auto recibiendo á prueba el incidente.—Ar-
tculo 1327, y Nota  344  V 
-
Acreedores que coadyuvan la impugnación de la reposi-
ción del auto de quiebra.—Art. 1328 	  344 	 V 
— Cuando acordará el juez en la primera audiencia la re-
posición del auto de declaración de quiebra.—Art. 1329, 
y Notas 	  344 V 
— Corno se procede después de transcurrido el término de 
prueba: la sentencia que se dicte es apelable en un solo 
efecto—Art.  1330, y Nota   343 V 
-- Qué se practica para reintegrar al deudor en sus bienes, 
papeles, libre tráfico y demás derechos, si se deja sin 
efecto la declaración de quiebra.—Art. 1331. 	  342 V 
— Cuándo se ejercita en dicho caso y cómo se sustancia la 
acción de daiios y perjuicios —Art. 1332, y Nota 	  344 V 
--- Nombramiento de comisario.—En quién debe recaer: en 
qué caso ejerce el juez las funciones de comisario: cuáles 
se exceptúan.—Art. 1333, y Notas  342 V 
- Cuándo y cómo se comunica al comisario su nombra-
miento, y qué debe practicar en seguida.—Art. 1334, y 
Nota 	  344 V 
-- Arresto del quebrado.—Fianza de cárcel segura.—Ar• 
ticulns 1335 y 1336, y Notas   345 V 
- Fijación de edictos publicando la quiebra.—Art. 1337, 
y Nota 	  346 V 
-- Cómo se realiza la retención y apertura de la  correspon- 
dencia del quebrado.—Arts. 1338 y 1339, y Ncta 	  347 \' 
--- Basta cuando no es admisible la solicitud del quebrado 
para su soltura, alzamiento de arresto ó concesión de sal-
voconducto. —Art. 1340, y Nota  347 V 
-- Caso en que el quebrado no presente el balance general 
de sus negocios.—Art. 1341, y Nota    347 V 
--- -- Junta de acreedores.—Fijación del dia para la celebra-
ción de la primera junta general: modo de convocar á los 
acreedores.— Art. 1342, y Nota  348 V 
- Citación del quebrado para la junta.—Art. 1343 	  349 V 
— Para la celebración de la junta general de acreedores se 
pasan al comisario las piezas de autos en el estado que 
tengan.—Art. 1344  349 Y 
— Personas que concurren á la junta en representación 
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ajena: apoderados que lleven más de una representación 
	  
—Art. 1345.   
 
349 V 
QUIEBRA.—Junta para el nombramiento de los tres síndi-
cos.—Arta. 1346, y Nota 	  349 V 
— Término, causas y forma para impugnar el nombra- 
miento de sindicos.—Art. 1347 	  354 V 
- - Separación de los síndicos.—Arta. 1348 y 1349, y 
Nota..... 	  354 	 V 
Administración de la quiebra.—Cómo se forma la pieza 
separada de administración.—Art. 1350, y Nota. 	  352 V 
-- Ocupación, inventario y depósito de bienes que se ha- 
llen en distinto domicilio —Art. 1351 	  352 	 V 
— — Extracción de los almacenes ó del arca del depósito de 
efectos, dinero, letras, pagarés y demás documentos de 
crédito pertenecientes á la masa.—Art. 1352  352 V 
-- Cómo se procede para hacer ingresos de caudales en el 
arca del depósito: qué caudales se conservarán en el area: 
donde se deposita el metálico restante y los efectos públi-
cos.—Art. 1353  353 V 
- - Permisos que dé el comisario para ventas urgentes ó 
para gastos indispensables. —Art. 1354 	  353 V 
--- l)el nombramiento de los síndicos, su aceptación y ju-
ramento, se pone testimonio en la pieza segunda: forma-
ción del inventario general: entrega a los síndicos del ha-
ber y papeles de la quiebra.—Art. 1355, y Nota .  353 V 
-- Cómo se procede para el examen é impugnación de las 
cuentas presentadas por el depositario. —Art. 1356, y Nota 354 	 V 
-- Gastos precisos para cubrir las atenciones de la quie-
bra: gastos extraordinarios propuestos por los síndicos. — 
Art.  1357, y Nota  354 V 
-- Justiprecio y venta del caudad de la quiebra. —Artículo 
1358, y Nota. 	  355 V 
- - Acción que compete á los acreedores y al quebrado 
contra los síndicos que comprasen ó hayan comprado 
efectos de la quiebra: sustanciación —Art. 1359, y Nota. 355 -V 
— — Requisitos para que sea válida la transacción que hagan 
los síndicos.—Art. 1360, y Nota   356 V 
- Cómo se acreditan las entregas semanales que se hagan 
en el arca de depósito de los fondos que se vayan recau-
dando: cómo la extracción de las partidas que en virtud de 
libramientos del comisario se saquen de ella y de las que 
se depositen en establecimientos públicos.—Art. 1361  356 V 
— — Estados mensuales que deben presentar los síndicos: 
providencias en beneficio de la masa.— Art. 1362, y Nota. 356 V 
-- Las providencias que el comisario acuerde sobre la ad- 
ministración de la quiebra, pueden reformarse por el juez 
á instancia de los síndicos ó de cualquier interesado: pro-
cedimiento.—Art. 1363  357 V 
--- Examen de las cuentas que den los síndicos de su ad-
ministración: sustanciación de los agravios que se deduz-
can contra ellas. —Art. 1364, y No ta .  357 V 
• TOMO VI 
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QUIEBRA.—Cómo se deducen y sustancian las repeticiones 
de los acreedores 6 del quebrado contra los síndicos por-
los da ños y perjuicios causados A la masa.—Art. 1365, y 
Nota  358 V 
- Efectos de la retroacción de la quiebra.—La personali-
dad para pedir la retroacción de los actos que en perjuicio 
de la quiebra hava hecho el quebrado, reside en los sín-
dicos.— Art. 136i 	  359 V 
A quién deben dirigirse los acreedores si observasen 
alguna omisión en los síndicos para pedir la retroacción 
de los actos perjudiciales a la quiebra.—Art. 1367, y 
Nota.    359 V 
- - Estados que deben formar los síndicos: plazo para for-
marlos.—Art. 1368, y Notas 	  359 V 
- - Los estados anteriores los comprueba y visa el comisa-
rio: cómo dirigen los síndicos A los interesados sus recla-
maciones para el reintegro A la masa de lo que A ésta per-
tenezca. —A rt. 1369. 	  360 V 
- Otro estado que deben formar los síndicos: caso en que 
debe ir acompañado de una exposición motivada dirigida 
al comisario.—Art. 1370, y Notas. 	  360 V 
-- Demandas que los síndicos entablen sobre aplicación 
del art. 879 del vigente Código de Comercio: sustancia-
eión.—Arta. 1371 a 1374..     364 V 
- Cómo se procede para reintegrar Ala masa de los bie 
nes extraídos de ella por contratos que hayan quedado 
ineficaces de derecho en virtud del art. 880 del vigente 
Código de Comercio.— Art. 1375,y Nota.. 	  364 	 V 
- Providencias dictadas para la aplicación de los artícu-
los 879 y 880 del vigente Código de Comercio.—Articu• 
lo 1376, y Nota.    362 V 
-- Cómo se sustancian las demandas de nulidad 6 revoca-
ción de los contratos hechos por el quebrado en fraude 
de los acreedores. --Art. 1377, y Nota  362 V 
- - Examen, graduación y pago de los créditos contra la 
quiebra.— Como se forma la pieza cuarta: término para 
presentar los títulos justificativos de los créditos: convo• 
ración a junta para su reconocimiento.— Art. 1378, y 
Notas.   
 363 V 
- Acumulación al juicio de quiebra de los pleitos pen-
dientes 6 que se promuevan contra la masa —Art. 1379, 
y Nota   
 364 V 
— Cuándo y cómo pueden usar de su derecho los acreedo-
res ó el quebrado que se tuvieren por agraviados de la 
resolución de la junta —Art. 1380, y Nota 
	  364 V 
-- Demandas de los acreedores sobre reconocimiento de 
créditos y sobre agravios en su graduación.—Art. 1381, 
y Nota   
 366 V 
- - Calificación de la quiebra y rehabilitación del gnebra-
do.—Cómo se forma la pieza quinta de la quiebra. —Ar-
tícklo 1352, y Nota.   367 V 
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QUIEBRA.—Término para presentar los síndicos la exposi-
ción sobre las causas de la quiebra y 
 so calificación: se 
pasa con los autos al fiscal: éste y los síndicos deducen 
pretensión formal sobre la calificación de la quiebra: tér-
mino para que el quebrado conteste á aquella solicitud. 
—Art. 1383, y Notas 
 370 V 
-- Calificación de la quiebra por el juez, si no se opone el 
quebrado: si se opone, procedimiento para sustanciar y 
decidir: la sentencia es apelable en ambos efectos, ejecu-
tándose en cuanto á la libertad del quebrado. —Arts. 1384 
y 1385, y Notas   
 
374 V 
-- Cómo se procede en la sentencia de calificación y en su 
ejecución: qué se hace cuando del expediente de califica-
ción resultasen méritos para calificar la quiebra de fraudu-
lenta.—Arts. 1386, y Notas  372 V 
-- Los síndicos no harán gestión alguna, bajo esta repre-
sentación, en la causa criminal que se siga al quebrado, 
sino por acuerdo de la junta general de acreedores.—Ar-
tículo 1387, y Nota  373 V 
-- Cuándo y cómo se instruyen las instancias de los que- 
brados para su rehabilitación. —Art. 1388, y Nota 	  .. 375 	 V 
-- Convento entre los acreedores y el quebrado.
— 
Basta 
cuándo no se dará curso á ninguna proposición de conve-
nio.—Art. 1389, y Nota  376 V 
-- Requisitos que debe contener la solicitud del quebrado 
ó de cualquiera de los acreedores que tenga por objeto la 
convocatoria á junta para tratar de convenio: qué disposi-
ciones pueden aplicarse también á estos procedimientos. 
Arts. 1390 y 1391, y Notas  377 V 
- Celebración de la junta extraordinaria para tratar del 
convenio: impugnación de sus acuerdos.—Art. 1392, y 
Nota   378 V 
- Qué acreedores pueden oponerse á los acuerdos de la 
junta de convenio: sustanciación de la oposición: causas 
en que ha de fundarse: la sentencia es apelable en un solo 
efecto.— Arts. 1393 á 1395, y Notas de los mismos y 
del 1392 . 	  379 V 
--- Si en el tiempo que se fija en la ley no se hace oposi- 
ción al convenio, el juez resuelve lo que corresponda con 
arreglo al Código de Comercio. —Art. 1396, y Nota  380 V 
QUITA Y ESPERA. — Definición de estas palabras: preceden- 
tes: observaciones generales.—Introd ... ........  	 7 	 V 
- - Todo deudor, que no sea comerciante, puede solicitar 
de sus acreedores quita y espera, ó una de las dos cosas: 
documentos que debe acompañar 	 la solicitud. — Ar 
titulo 1130, y Cornent.  	 40 V 
-- Presentada la solicitud, el juez manda convocar á junta 
de acreedores: forma en que ha de hacerse la citación: 
quiénes han de ser citados: acreedores residentes en la Pe-
ninsula 6 fuera de ella con domicilio conocido: acreedores 
  
   
   
 
  
668 
	
LEY DE RNJUICIAMIENTO CIVIL 
	
Pkgtub 	 Totumo. 
sin domicilio conocido: qué debe expresarse en las cédulas 
de citación y en los edictos.—Arts. 1131 á 1134,y Cornent. 	 43 	 V 
QUITA Y ESPERA.—Las ejecuciones pendientes contra el 
deudor no se acumulan å este procedimiento: cuándo se 
suspende su curso: excepción: la suspensión se tiene por al 
nada de derecho cuando transcurran dos meses sin que hu-
biese sido otorgada la quita 6 espera, ó luego que fuese 
denegada.—Arta. 1135 y 1136, y Coment  49 Y 
—
Los acreedores pueden ser representados en la junta por 
tercera persona, autorizada con poder bastante: apodera-
dos que llevan más de una representación.—Art. 1137 	 23 	 V 
— 
Número de acreedores necesario para constituir la junta 	  
--Art. 1138, y Cornent. 	  Págs. 23 y 	 26 V 
—
Constitución de la junta: reunidn de los acreedores y 
examen de sus títulos.--Art. 1139,y Cornent. Págs. 23 y 	 27 	 Y 
- - 
Celebración de la junta de acreedores: discusión: vota 
ción.—Art. 1139, y Cornent. .... 	  Pags. 23 y 	 30 	 V 
—
Acreedores que pueden abstenerse de votar: efectos de 
esta abstención.—Art. 1140, y Cornent. . . Págs. 21 y 	 36 	 V 
-- La mujer del deudor no puede tomar parte en la discu-
sión ni en la votación de la junta.—Artículo 1141, y Co-
mentario. 	  Págs. 25 y 39 V 
— Cuándo se tiene por desechada la proposición de quita 
ó espera.—Art. 1142, y Coment. 	 39 V 
— — Qué efectos produce el acuerdo denegatorio de la junta 
6 cuando no puede tomarse por falta de número.—Ar-
tículo 1143, y Cornent.  39 V 
- - Qué acreedores pueden impugnar el acuerdo favorable 
al deudor, y dentro de qué término.— Art. 1144, y Co 
wseutario  . 	 41 	 V 
— Si lo solicita el deudor, el acuerdo favorable de la junta 
se notifica á los acreedores que no hayan sido citados per-
sonalmente: prevenciones en la notificación y sus efectos: 
termino para formular la oposición en los casos anteriores: 
excepción A favor de los acreedores que residan en Ultra-
mar ó en el extranjero.—Arts. 1145 á 1148, y Cornent... 	 44 	 V 
— -- Causas por las que pueden ser impugnados los acuerdos 
sobre quita y espera.—Art. 1149, y Cornent.  	 46 V 
— — Cómo se formula y sustancia la oposición: litigan uni-
dos los que sostengan una misma causa: la sentencia que 
reca•ga es apelable en ambos efectos.— Art. 1150, y  Co-
mentario  48 V 
— — Transcurrido el termino sin haberse hecho oposición, el 
Juez llama los autos A la vista y dicta auto mandando lle-
var á efecto el convenio: contra dicho auto no se admite 
recurso alguno y es obligatorio para los acreedores com-
prendidos en la relación del deudor: excepciones: acree-
dores t quienes queda a salvo su derecho.—Arts. 1151 
/4115.3  50 Y 
--- Las costas de estos procedimientos son de cuenta del den-
dor: las del incidente de oposición pueden imponerse al 
temerario.— Art. 1154, y Con sent  53 V 
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QUITA Y ESPERA.—Efectos de la falta de cumplimiento 
por parte del deudor del convenio de quita 6 espera. -- 
 Art. 1155, y Cornent.  
	 54 V 
-- Formularios de la quita y espera 
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RATIFICACIÓN. — V. Actuaciones judiciales. 
REBELDÍA. - Su definición: se diferencia del apremio —Co- 
mentario 
	  608 	 1 
-- En toda clase Je juicios é instancias, debe ser declarado 
en rebeldía, a instancia de la parte contraria, el litigante 
que no comparece después de emplazado 6 citado en for-
ma: en adelante se entienden las actuaciones con los es-
trados del tribunal ó juzgado, en representación del re-
belde.—Art. 281, y Cornent  . 545 I 
-- Forma en que han de hacérsele las notificaciones, cita-
ciones y emplazamientos, según la clase de la resolución. 
—Arts. 282 y 283, y Cornent  547 1 
--- Desde que es declarado en rebeldía el demandado, 
puede pedir el actor la retención de bienes muebles de 
aquél y el embargo de inmuebles, para asegurar las re-
sultas del juicio: forma en que ha de llevarse a efecto: du-
ración de esta medida.-- Arts. 762 á 765, y Content   579 Ill 
-- En cualquier estado del pleito en que comparezca el re- 
 belde, ha de admitírsele como parte para continuarlo: ca-
sos en que puede solicitar prueba.—Arts. 766 y 767, y 
Comentario 	  584 111 
— Casos en que puede pedir que se alce la retención y 
embargo de sus bienes: se sustancia como incidente en 
pieza separada —Art. 768, y Co ntent.  	 584 III 
-- Forma en que ha de notificarse la sentencia pronun-
ciada en rebeldía: recursos que contra la misma puede uti-
lizar el rebelde, según los casos. —Arta. 769 á 772, y Co-
mentario..   . . .... ..... .. 587 III 
Recurso de audiencia contra la sentencia firme que haya 
puesto término al pleito, para su rescisión y nuevo fallo: 
casos, requisitos y términos para utilizar ese recurso el 
condenado en rebeldía: se sustancia por los tramites de 
los incidentes.—Arts. 773 á 778, y Co nt ent   590 III 
-- Tribunal competente para • conocer de dicho recurso: 
contra la sentencia que en él dicte la Audiencia, se da el 
de casación —Arts. 779 y 780, y Co ntent  597 III 
---- Reglas para sustanciar el recurso de audiencia contra 
la sentencia dictada en rebeldía: a quién han de imponerse 
las costas: a qué juez corresponde el cumplimiento de la 
sentencia, cuando se declare haber lugar a dicha audien. 
cia.—Arts. 781 á 783, y Cornent  600 III 
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REBELDIn.—Si durante estas actuaciones vuelve á consti-
tuirse en rebeldía el litigante, se sobresee en ellas y queda 
firme la sentencia. --Art. 784, y Con sent.  602 Ill 
-- También se concede el recurso de audiencia en los jui-
cios verbales: requisitos: juez competente: tramitación.—
Arts. 785 y 786, y Cornent  607 I ll 
-- Pueden ejecutarse las sentencias firmes dictadas en re• 
beldia: requisitos necesarios para ello: sin restricción luego 
que transcurran los términos señalados para el recurso de 
audiencia. —Arts. 787 y 788, y Co rnent   611 III 
-- No se concede audiencia al condenado en rebeldía con-
tra las sentencias firmes recaídas en los juicios ejecutivos, 
posesorios, ni en los que pueda promoverse otro sobre el 
mismo objeto. Art. 789, y Consent 	  643 III 
-- Formularios para acusar y declarar la rebeldía 	  384 III 
— — idem de las notificaciones en estrados 	  633 	 1 
Idem para la retención y embargo, recurso de audien- 
cia y demás actuaciones pertenecientes á los juicios en 
rebeldía 	  644 III 
RECIBIMIENTO A PRUEBA. — V. Defensa por pobre y Juicio 
en 6148 diferentes clases. 
RECOGIDA DE AUTOS. —Se acordará transcurridos que sean 
los términos.—Art. 308, y Cornent 	  
-- V. Apremio. 
RECONOCIMIENTO DE AUTOS. V. Despacho ordinario y Vo-
tacwn es. 
RECONOCIMIENTO DE CRÉDITOS. — V. Concurso de acree-
dores y Quiebra. 
RECONOCIMIENTO DE LIBROS Y PAPELES. — V. Juicio or 
dinares de rnayur cuantía (prueba). 
RECONOCIMIENTO JUDICIAL.—V. Deslinde, Juicio ordinario 
de mayor cuantía (prueba) é Interdictos de obra nueva y 
obra ruinosa. 
RECONOCIMIENTO PERICIAL. — V. Concurso de acreedores, 
Juicio ordinario de mayor cuantía (prueba), Interdictos 
de obra nueva y obra ruinosa, y Quiebra. 
RECONVENCIÓN (DEMANDAS DE).—Quién conoce de ella.— 
Art. 63, regla 4.a . 	  
-- V. Juicio ordinario de mayor cuantía, de menor cuan- 
tía y verbal. 
RECURSOS CONTRA LAS RESOLUCIONES JUDICIALES. —Con-
sideraciones generales. —Introd 	
 
--- De los jueces de primera instancia.—Contra las provi-
dencias de mera tramitación no se da otro recurso que el 
de reposición: término: cita de la disposición infringida: 
cuándo se rechaza de plano: contra el auto resolutorio en 
dicho caso no hay más recurso que el de responsabilidad 
604 	 I 
 
485 	 I 
 
450 	 Il 
 
  
   
REPERTORIO ALFABÉTICO 
	 671 
•4Ina. Tom.. 
y el de pedir en segunda instancia subsanación de la falta 
	  
—Arts. 376 á 381, y Cornent  . 	 154 II 
RECURSOS CONTRA LAS RESOLUCIONES JUDICIALES. 
—Otras providencias y autos: reposición: traslado á las 
partes: impugnación: término: resolución: apelación con-
tra ésta: término.—Arts. 377 á 380, y Cornent  152 11 
-- Apelación.—Su definiçión é importancia: quién puede 
apelar: resoluciones apelables: término: tribunal ante 
quien se apela: forma de interponer la apelación.—Uo-
mentario   465 II 
- - Procede contra las sentencias definitivas de primera 
instancia y contra los autos resolutorios de incidentes y 
excepciones dilatorias: término para apelar en estos ca-
sos.—Art. 382, y Cornent... • 	  164 
	 II  
- - Puede admitirse en ambos efectos 6 en uno solo: se ad-
mitirá en un efecto siempre que la ley no,ordene lo con-
trario.—Art. 383, y Cornent 	
 177 II 
- - Se admitirán en ambos efectos las apelaciones de sen-
tencias definitivas, y de los autos y providencias que ha-
gan imposible la continuación del pleito ó causen perjui-
cio irreparable: en este último caso, si se admite en un 
efecto y reclama el apelante, se admitirá en ambos dando 
fianza. — Arts. 384 y 385, y Consent 	
 177 II 
- — Al admitir el juez la apelación, debe expresar si la ad-
mite en ambos efectos ó en uno solo.—Art. 386, y Co-
mentario  . 	 0'6 I I 
- Remisión de los autos apelados al superior cuando se 
admite en ambos efectos: citación y emplazamiento de las 
partes para que comparezcan: término: suspensión de la 
ejecución de la sentencia 6 auto apelado: suspensión de la 
jurisdicción del juez para conocer del asunto: excepcio-
nes.—A rts. 387 á 390, y Content.  	 486 II 
- - Testimonios para comparecer en la Audiencia en las 
apelaciones en un solo efecto: término para pedirlo: cita-
ción y emplazamiento de las partes: término para presen-
tarlo y mejorar la apelación: no se suspende en estos ca-
sos la ejecución de la resolución apelada—Arta. 391 á 
393, y Cornent.. 	 491 	 II 
- Admitida la apelación en un efecto, puede el apelante 
solicitar de la Audiencia que la declare admitida en am 
bos efectos: requisitos y término para esta pretensión: pro-
cedimiento: efectos de la resolución que recaiga.—Ar-
tículos 394 á 396, y Cornent.....  	 196 	 II 
-- Cuando se admita la apelación en ambos efectos, pue 
de el apelado solicitar de la Audiencia que la declare ad-
mitida en un solo: requisitos, término y procedimiento: 
cómo ha de ejecutarse en cada caso la resolución que re-
caiga.—Art. 397, y Cornent  197 I l 
- - Recurso de queja ante la Audiencia cuando el juez de-
niegue alguna apelación: se prepara pidiendo reposición, 
y de no obtenerla, testimonio de las dcs decisiones: pla-
zo: término para formular el recurso de queja: informe 
672 	 LEY D& ENJUICIAMIENTO CIVIL 
del juez: resolución: comunicación al Juzgado según los 
casos. —A rts. 398 d 400, y Co ntent  
RECURSOS CONTRA LAS RESOLUCIONES JUDICIALES. 
—Formularios de los recursos de reposición, apelación y 
queja.   
-- De las Audiencias.—Contra las providenciasde mera tra-
mitaeion de las Audiencias no hay recurso, salvo el de 
responsabilidad.—Art. 401, y Content .  
Sentencias 6 autos resolutorios de incidentes: recurso 
de súplica: término: sustanciación como el de reposición: 
informe del ponente.—Art. 402, y Content  
-
Contra las sentencias definitivas y autos que pongan 
término al juicio, dictados en apelación 6 en única ins-
tancia, y contra las resoluciones con dicho carácter de los 
recursos de súplica, se da el recurso de casación: en los 
demis casos, el de responsabilidad.—Arts. 403 y 404, 
y Content.   
- -- Formulario de los recursos contra las resoluciones de 
las Audiencias. 	  
rs... r. e.. 
200 	 1I 
239 	 1I 
205 n 
207 	 I 1 
240 	 II 
254 	 II 
- Del Tribunal Supremo. —Contra las resoluciones de in-
cidentes promovidos ante el mismo Tribunal, se da el re - 
curso de súplica: ningún recurso contra las providencias 
de mera tramitación ni contra las sentencias de casación. 
—Arts. 40.5 y 406, y Content  243 11 
- — Disposiciones comunes . los Juzgados y Tribunalea. — Si 
se pide aclaración de una sentencia, el término para re-
currir contra la misma se contará desde la notificación del 
auto en que se deniegue 6 se conceda.— Art. 407, y  Co-
mentario  
 245 II 
-- Transcurridos los términos para recurrir, quedaran fir-
mes de derecho las decisiones sin necesidad de declara-
ción.—Art. 408, y Consent  246 11 
- Desistimiento de los recursos: ante qué tribunal ha de 
hacerse: poder especial del procurador ó ratilización del 
interesado: se le condena en las costas.—Arts. 409 y 410, 
y Content.  246 II 
RECURSO DE REPOSICION. V. Recursos contra las resolucio• 
nett judiciales de tus jueces de primera instancia. 
RECURSO DE SÚPLICA. 
jud tciacrs dr Ges Audiencias y del Tribunal Suprentl. 
RECURSOS DE CASACION EN GENERAL — Su definición: con- 
stderaciuues generates. —Lttred 	
 487 VI 
-
— El Tribunal Supremo es el único competente para cono - 
cer de estos recursos: se determinan los que corresponden 
i cada una de sus Salsa. —A rts. 1686 d 1688,y N.tus 
	
 
494 VI 
—
— Cuéndo procede el recurso y contra qué sentencias.
—Art. 1689, y Nota . 	  496 VI 
-
— Sentencias que tienen el concepto de definitivas i los 
efectos de la casación.—Art. 1690, y Notas    4 96 VI 
—V. Recursos contra las resoluciones 
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TRECURSOS DE CASACION EN GENERAL.—Causas en que 
ha de fundarse el recurso de casación.—Art.1691, y Nota. 498 VI 
-- Casos en que procede el recurso de casación por infrac- 
ción de ley 0 de doctrina legal.—Art. 1692, y Notas 
	 498 VI 
- - Juicios en que no se da el recurso por infracción de ley. 
—Art. 1694, y Notas 
	  203 VI 
-- Cuándo procede el recurso de casación por quebranta-
miento de las formas esenciales del juicio.—Art. 1693, y 
Notas  204 VI 
- Será procedente el de quebrantamiento de forma en los 
juicios que se exceptúan del de infracción de ley.—dr. 
título 1694. 	  203 VI 
-- No procede recurso de casación contra los autos de las 
Audiencias en ejecución de sentencias, á no ser que resuel-
van contra lo ejecutoriado, ó puntos no controvertidos ni 
decididos en el pleito.—Art. 1695, y Nota  204 VI 
-- Depósito para entablar recurso, tanto por infracción de 
ley como por quebrantamiento de forma: sus cuantías: 
sólo corresponde á los no declarados pobres.—Articulos 
1698 y 1699, y Notas  205 VI 
-- El declarado pobre pagará el depósito y las costas, si 
fuera desestimado el recurso, cuando mejore de fortuna. 
—Art.1787.   233 VI 
-- Entrega de la mitad de los depósitos á la parte recurri- 
da: destino de la otra mitad.—Art. 1792. 	  234 VI 
— — Acumulación de recursos contra una misma sentencia: 
si son de igual clase, se sustanciarán y decidirán juntos 
en una sola pieza: si son diferentes, no puede sustanciarse 
el de infracción de ley mientras no esté resuelto el de 
quebrantamiento de forma. —Art. 1788  234 VI 
-- Procedimiento para interponer, sustanciar y decidir 
ambos recursos, cuando son interpuestos por una misma 
parte.—Art. 1768 á 1773    229 VI 
-- Separación del recurso: auto dando por separado al re-
currente: comunicación á la Audiencia y á los interesa-
dos: devolución del depósito en todo ó en parte: cuándo 
no se devuelve.—Arts. 1789 á 1791  234 VI 
- - Cuando no se da lugar al recurso, si hay depósito. se  
entrega la mitad a la parte contraria, y se reserva la otra 
mitad para pagar las costas en que sea condenado el Mi- 
	
nisterio fiscal. —Art. 1792    23$ VI 
-- Publicación de las sentencias recaídas en los recursos 
en la Gaceta de Madrid y Colección legislativa: excepcio 
nes. —Art. 1793  235 VI 
- - Fallado el recurso y tasadas las costas, se devolverán 
los autos a quien corresponda su ejecución. —Art. 1794, 
	
y Nota.    235 VI 
- - A instancia de la parta que obtuvo la sentencia, puede 
la Audiencia decretar su ejecución bajo fianza.—Art. 1786. 233 VI 
-- Los recursos de Ultramar se interpondrán conforme  a 
 su legislación especial, y se tramitaran con arreglo á esta 
ley.—Art. 1795, y Nota.    235 VI 
YOKO VI  
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RECURSOS DE CASACIÓN EN GENERAL. —Disposiciones 
referentes al Ministerio fiscal.—El Ministerio fiscal inter-
pondrá el recurso en los pleitos en que sea parte sin consti-
tuir depósito: tramitación ordinaria: también podrá inter 
ponerlos en interés de la ley cuando no haya sido parte: 
emplazamiento á las partes: tiempo para este recurso: las 
sentencias que recaigan servirán solamente para formar 
jurisprudencia.—Arts. 1781 y 1782.   232 VI 
-- Cuando interponga recurso el fiscal por un declarado 
pobre, la sentencia surtirá efectos corno si lo entablara la 
parte.—Art. 1783  333 VI 
--- Costas en los recursos que pierda el fiscal, 6 de los que 
se separe: fundos dedicados á su pago.—Arts. 1784 y 1785. 
RECURSOS DE CASACIÓN POR INFRACCIÓN DE LEY. — Pre -
paracion del recurso: plazo para pedir certificación de la 
sentencia —Art. 1700  207 VI 
Certificación: plazos para personarse en el Supremo: 
cuándo empiezan á correr.— Art. 1701, y Nota. 	  208 VI 
Cuándo pueden denegar la certificación las Audiencias: 
auto motivado á este efecto: copia certificada del mismo: 
recurso de queja ante el Tribunal Supremo: términos para 
interponerlo.— Arts. 1702 y 1703  209 VI 
— — Continuación del procedimiento á instancia de parte en 
el caco de denegación de certificación: suspensión de los 
procedimientos si se estima la queja.—Art. 1704  209 VI 
— — Recurso de queja: se acompasará de la copia certificada 
del auto denegatorio: resolución del Supremo inapelable: 
la parte pobre podrá pedir se remita de oficio al Supremo 
la copia certificada: nombramiento de abogado y procura-
dor: plazo para formalizar el recurso.—Arts. 1705 y 1706. 209 VI 
-- Procedimiento cuando se confirme ó cuando se revoque 
el auto denegatorio de certificación.—Art. 1707 	  210 VI 
---- Entrega de la certificación de la sentencia: remisión de 
votos reservados y del apuntamiento: cuándo tiene lugar. 
—Art. 1708, y Aota   
 210 V I 
-- Remisión de la certificación para interponer el recurso, 
en caso de que sea pobre el recurrente y lo solicite.—Ar-
tícmlo 1709, y Nota   
 210 VI 
-- Recurrente pobre: designación de abogado y procura- 
dor: aceptación de éstos: entrega de la certificación: nom-
bramiento de oficio: plazo para presentar el recurso.—Ar-
tícalos 1711 á 1713, y Nota 
 211 VI 
-
- Informe del abogado de oficio de que no procede el re-
curso: nuevos nombramientos: pase al Ministerio fiscal, en 
dicho caso de informe negativo: resolución cuando éste es-
tima que es improcedente: plazo para dar su opinión nega-
tiva los abogados de oficio.— Arts. 1714 y 1715, y Nota. 212 VI 
—
— Interposición del recurso: plazo para formalizarlo: se. 
On se trate de la Peninsula, islas adyacentes y posesio-
nes ultramarinas: cuándo empieza á contarse: pasado dicho 
plazo es firme la sentencia.—Art. 
 1716,y Nota..... 
	  
213 n I 
2 3 3 VI 
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RECURSOS DE CASACIÓN POR INFRACCIÓN DE LEY.—
Presentado el procurador, si lo solicita, se le comunica-
rán los autos, votos reservados y apuntamiento. —Ar- 
 
ticulo 1717  244 VI 
-- Al recurso se acompañará el poder, certificación de la 
sentencia, resguardo del depósito, en su caso, pago ó 
consignación de rentas en los desahucios y copias para las 
partes: la falta de los requisitos tercero y cuarto implica 
la devolución del escrito.—Arts. 1718 y 1719   244 VI 
-- En el escrito se fijará el párrafo del art. 4692 en que 
esté comprendido el recurso, y se citará la doctrina legal 
infringida y su concepto. —Art. 1720, y  Nota 
 245 VI 
-- Conocimiento á la Audiencia de haberse interpuesto el 
recurso: plazo para ello, según las circunstancias: efectos 
de no dar conocimiento —Art. 1721, y Nota....   246 VI 
-- Se comunican los autos al fi scal para que informe sobre 
la admisión: escrito oponiéndose, cs pia del mismo á las 
partes: pase al ponente: s. —Arts. 1722 á 1724, y 
Notas.... 
	  246 VI 
-- Se denegará la admisión, cuando se oponga el fiscal, 
por haberse entablado fuera de plazo, i no haberse pre-
sentado los documentos esenciales: si la oposición se funda 
en otra causa, 6 el caso ofrece duda al ponente, se cele-
brará vista sobre la admisión, con citación de las partes 
y del fiscal —Art. 1725. ..   248 VI 
- - Constitución de la Sala para la vista de admisión: con-
currencia del fiscal y las partes: tramitación: limites de los 
informes.—A rts. 1726 y 1727,y Nota 
	  248 VI 
-- Auto resolviendo sobre la admisión: no admisión: ad-
misión en parte: admisión total: casos de no admisión: 
no hay recurso contra el fallo sobre la admisión.—Artícu- 
los 1728 á 1732  249 VI 
- - Tramitación del recurso, luego que se reciben los autos 
en la Sala primera: entrega para instrucción: cuándo 
puede pedirse que la Audiencia remita documentos ó cer-
tificaciones de prueba: instrucción a los demás litigantes. 
—Arts. 1733 á 1735, y Nota 	  224 VI 
-- La parte que obtuvo la sentencia recurrida, podrá perso-
narse cuando lo estime oportuno: su no personación para 
nada influye en la continuación del recurso.—Art. 1736  222 VI 
- - Tramitación de la petición de documentos: instrucción 
de los mismos á las partes: declaración de autos conclusos. 
—Arts. 1737 á 1739 	  222 VI 
-- Nota expresiva de los autos formada por el relator 
para la vista: se entrega copia á los magistrados y á las 
partes.—Art. 1740    223 VI 
-- 
Nn se puede admitir ningún decumento, ni leerlo, ni  ale- 
gar hechos que no resulten de los autos.—Art. 1741.. . 223 VI 
- - Vista: cómo ha de celebrarse: informes de los abogados: 
formación de la Sala. —Arts. 1742 y 1743. 	 . 223 VI 
-- Sentencia: término para dictarla: caso de acordar la ca-
sación, devolución del depósito y segunda sentencia: atri- 
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bución de la Sala para pedir documentos: denegación del 
recurso: pérdida del depósito: costas.—Arts. 1744 á 1748. 224 VI 
RECURSOS DE CASACIÓN POR INFRACCIÓN DE LEY.—
Formularios de tos recursos por infracción de ley 	  237 VI 
RECURSO DE CASACIÓN POR QUEBRANTAMIENTO DE FOR- 
MA.—Ante quien se Interpone: termmu: forma del escri-
to: afirmación de que se pidió la subsanación de la falta 
ó de que no se pudo llenar este requisito. —Arts. 1749 y 
1750    225 VI 
-- l'ara que proceda, es preciso que se haya pedido la sub-
sanacitn de la falta: se exceptda cuando la falta sea de se-
gunda instancia y no se pudiera reclaniar.—Arta. 1696 y 
1697, y Nota.    204 VI 
-- Justificación de haberse hecho el depósito: es requisito 
indispensable para la admisión del escrito: excepción.—
At t. 1751, y Nota.   .. 225 VI 
- - 
Admisión: si concurren las circunstancias que se expre-
san, la Sala sentenciadora dicta auto admitiendo el re-
curso: término del emplazamiento: remisión de los autos 
al Tribunal Supremo con certificación de los votos reser-
vados o negativa.—Art. 1753,y Nota.... 	  226 VI 
-- En qué caso la Sala sentenciadora dicta auto no admi-
tiendo el recurso y que se entregue copia certificada del 
escrito y del auto á la parte que se suponga agraviada: 
qué se expresa al pie de la misma copia. —Art. 1754  227 VI 
- - Cómo y ante quien se recurre en queja por la no admi-
sión: términos: qué se practica si el que intentase recurrir 
en queja estuviese declarado pobre.—Arts. 1755 y 1756 	 227 VI 
- - Presentado el recurso de queja, la Sala del Supremo, 
sin nits trámites, dicta, dentro del término de cinco dias, 
la resolución qua corresponda: contra ella no se da ulte-
rior recurso. —Art. 1757 	  227 VI 
- - Revocación del auto denegatorio: admisión del recurso: 
confirmación del auto: comunicación á la Audiencia, y 
tramitación del recurso en el caso primero.—A rta. 1758 y 
1759 	
 227 VI 
-- Tramitación del recurso: apuntamiento: instrucción t 
las partes: término: conformidad, adiciones ó rectificacio• 
neaalapuntamiento:se oye alponente.—Arts. 1760 á 1763. 228 VI 
- - Vista del recurso: cómo ha de celebrarse: término para 
dictar sentencia.—Arta. 1764 y 1765 
	  228 VI 
- - Sentencia: cuando nay casación, devolución del depó-
sito: efectos de la casación: correcciones al inferior.—
Art. 1766, y Nota........ 	  228 VI 
- - Sentencia declarando no haber lugar al recurso: pérdi-
da del depósito: costas. —Art. 1767. 	  229 VI 
-- Denegado el recurso en la forma, ha de formalizarse el 
de infracción de ley, si se hubiere preparado: término y 
procedimiento: previaniente pueden exigirse las costas y 
la distribución del depósito del recurso denegado.—Ar-
N.c>alos 1770 á 1773   230 VI 
   
   
   
   
   
   
   
     
REPERTOR'0 ALFABÉTICO 
	 677 
Pkfu, Tes. . 
RECURSO DE CASACIÓN POR QUEBRANTAMIENTO DE 
FORMA.—Formularios de los recursos por quebranta 
miento de forma   
 239 VI 
RECURSO DE CASACIÓN CONTRA SENTENCIAS DE AMIGA-
BLES COMPONEDORES.
—
Documentos que han de presen-
tarse con el escrito formalizando el recurso: ha de expre-
sarse en él la causa en que se funde, y en parrafos nume-
rados los motivos de casación —Arts. 1774 y 1775  231 VI 
-- Término para su interposición: cuando comienza en 
cada caso: emplazamiento a las demis partes: términos 
para comparecer. —Arts. 1776 y 1777.  
	
^^
	 231 VI 
-- Su tramitación sera la marcada para los recursos por 
quebrantamiento de forma.—Art. 1778 	  232. VI 
- - Casación de la sentencia cuando se dicto fuera de plazo: 
idem por resolver puntos no sometidos a su decisión: de-
volución del depósito y demis efectos en cada caso.—Ar- 
tículos 1779 y 1780. 
	  232 VI 
-- 
Formularios . 	  239 VI 
RECURSO DE QUEJA CONTRA AUTORIDADES ADMINISTRA-
TIVAS.—Los jueces y tribunales no pueden suscitar cues-
tiones de competencia a las autoridades administrativas: 
reclaman por medio de recursos de queja que elevan al go- 
bierno. —Art. 118, y Cornent 	  285 	 I 
-- Cómo puede promoverse. —Art. 119, y Cornent 	  285 	 I 
- - Sólo las Salas de gobierno pueden recurrir en queja.—
Art. 120, y Cornent. 	  285 	 1 
- - Qué deben hacer losJuzgados municipales y los de pri-
mera instancia cuando sean invadidas sus atribuciones 
por autoridades administrativas: qué las Salas de justicia 
de las Audiencias y del Tribunal Supremo. —Art. 121, y 
Comentario... 
	  
285 
-- Las Salas de gobierno pasaran el expediente al Ministe-
rio fiscal para que emita su dictamen.—Art. 122, y Co-
mentario  286 
-- Las Salas de gobierno resuelven si debe 0 no elevarse 
al Gobierno el recurso de queja.—Art. 123, y Cornent . . 286 	 I 
-- Forma en que ha de resolver el Gobierno estos conflic-
tos.—Art. 124, y Cornent.    286 	 I 
RECURSO DE QUEJA CONTRA RESOLUCIONES JUDICIALES. 
—V. Recursos contra las resoluciones judiciales, Recurso 
de casación por infracción de ley y por quebrantamiento 
de forma y Recurso de responsabilidad civil. 
RECURSO DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRA JUECES Y 
MAGISTRADOS. — Consideraciones generales... 	  453 IV 
-- Casos en que procede: si es procedente contra los Ma- 
gistrados del Supremo.—Coment 	  230 II 
-- Sólo puede exigirse a instancia de parte: tribunal com- 
petente: juicio ordinario.—Art. 903, y Cornent 	  154 IT 
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RECURSO DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRA JUE 
CES Y MAGISTRADOS. —Requisito para interponer la 
demanda: término improrrogable para entablarla.—Ar-
tículos 904 y 905, y Cornent  456 IV 
-- No cabe sino cuando se agoten todos los recursos con- 
tra la sentencia que perjudica. —Art. 906. y Content 	  456 IV 
-- Documentos que se acompaitan g la demanda de res• 
ponsabilidad y procedimiento para obtenerlos: queja por 
denegación de testimonios.—Arta. 907 á 909, y Cornent. 158 IV 
-- Se tramita corno el juicio ordinario de mayor cuantía. 
—Art. 910, y Co rnent 	  462 IV 
-- Juez competente para proceder contra un juez mu- 
nicipal: recurso contra la sentencia.—Art. 911, y Cornent. 466 IV 
- - Tribunal competente para proceder contra un juez de 
primera instancia.—Art. 912,y Cornent 	  163 IV 
- - Tribunal competente en las demandas contra magistra-
dos de las Audiencias: procedimiento especial si hubiera 
votos reservados.—Ares. 913 y 914, y  Content 	
 463 IV 
-- Tribunal competente cuando se trate de los Magistra- 
dos de una Sala del Supremo.—Art. 915, y Co ntent 	  464 IV 
- - Costas: á quién se imponen: procedimiento cuando hay 
condena.—Art. 916, y Content 
	 466 IV 
-- La sentencia de responsabilidad no altera la recaída en 
el pleito.—Art. 917, y Cornent 
	  167 IV 
-- Pase de los autos al fiscal si hay condena, por si pro- 
cede juicio criminal.—A rt. 918, y Cornent 	  467 IV 
RECURSO DE REVISIÓN. — Su definición: consideraciones ge- 
nerales: precedentes.—Introd     244 VI 
--- Causas que dan lugar á la revisión de una sentencia 
firme: 4. 0 , documentos decisivos detenidos por fuerza ma-
yor ó de la otra parte: 2. 0 , documentos falsos que al dic-
tarse la sentencia no se conocían como tales: 3.°, declara-
ción de testigos condenados por falso testimonio en aque-
llas declaraciones: i.°, cohecho, violencia ú otra maqui-
nación fraudulenta.—Arts. 1796, y Cornent   2.4.4 VI 
-- Sólo tiene lugar este recurso cuando hubiere recaído 
sentencia firme. —Art. 1797, y Content.... ..• 
	
 244 VI 
-- Plazos para interponerlo: cuándo empiezan á contarse. 
—Art. 1798, y Cornent . 	  249 VI 
-- Depósito para entablarlo: cuantía del mismo, según 
los casos: aplicación del depósito.—Art. 1799, y Cornent. 250 VI 
-- Prescribe este recurso á los cinco artos de publicada la 
sentencia.—Art. 1800, y Content 	  251 VI 
-- Tribunal competente: emplazamiento á los que hubie-
ran litigado ó sus causahabientes: término: personación 
de las partes: rebeldía: se tramita csmo incidente: vista 
al Ministerio fiscal sobre la admisión del recurso.—Ar-
tículos 1801 y 1802, y Content 
 252 VI 
-- No suspende la ejecución de las sentencias firmes que 
lo motiven: excepción: fianza: fijación de la misma.—Ar 
tírwle 1803, y Content..   254 VI 
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RECURSO DE REVISION.—Incidentes que pueden surgir 
que den lugar á causa criminal: suspensión de las actua-
ciones del recurso hasta que haya sentencia en lo crimi-
nal: interrupción en este caso del plazo de prescripción.—
Arts. 1804 y 1805, y Cornent  255 VI 
Facultades del Supremo para rescindir en todo ó en 
parte la sentencia revisada: certificación del fallo: devo-
lución de los autos al tribunal de que procedan: derechos 
de los litigantes. —Arts. 1806 y 1807, y Cornent  258 VI 
— — Efectos de la rescisión de la sentencia: derechos adqui- 
ridos con arreglo á la ley hipotecaria —Art. 1808. 	  259 VI 
-- Costas y pérdida del depósito si se desestima el re- 
curso. —Art.1809. 	  259 VI 
-- Contra la sentencia de revisión no se da recurso alguno. 
—Art. 1810, y Cornent.   259 VI 
-- Formularios del recurso de revisión. 
	
 26 1 VI 
RECURSO DE FUERZA EN CONOCER. — Definiciones: preceden-
tes: razones de la supresión de los recursos en el modo de 
proceder y en no otorgar: el de fuerza es una cuestión de 
competencia.—Introducción 	  311 	 1 
-- Cuándo procede— Art. 125, y Co ntent 	  317 	 I 
— Quién conoce de él —Art. 126, y Co nsent 	  320 	 l 
- - Quiénes pueden promoverle. —Arts. 127 y 128, y Co-
menta rio 	  322 
	
1 
- - El Ministerio fiscal lo promueve directamente y sin pre-
paración: cómo lo prepara el agraviado, y casos que pue-
den ocurrir. —Arts. 129 á 136, y Co nsent 	  326 	 1 
-- Su admisión: procedimiento para que el juez ó tribunal 
eclesiástico remita los autos con emplazamiento de las 
partes, y si no lo verifica, los recoja el juez de primera 
instancia.— Arta. 137 á 145, y Co nsent  3:3 I 
-- Sustanciación y decisión del recurso: resoluciones que 
pueden dictarse y sus efectos.— Arts. 146 á 152, y Co- 
mentario 	  335 	 I 
-- Formularios de los recursos de fuerza en conocer 	  340 	 I 
RECUSACIÓN. — Su concepto: su historia: definición de la re- 
cusación y de la abstención—Introd 	  401 	 I 
-- Funcionarios judiciales que pueden ser recusados: sólo 
pueden serlo por causa legitima.—A rt. 188, y Cornent.. 	 404 	 I 
-- Causas legitimas de recusación: se determinan taxati-
vamente.—Art. 189, y Co nsent. 	  405 	 I 
-- Los magistrados, jueces, asesores y auxiliares de los 
tribunales y juzgados, en quienes concurran alguna de las 
causas de recusación, deben abstenerse: no se da recurso 
contra esta resolución. —Art. 190, y  Cornent .  409 
-- Quiénes pueden recusar. —Art. 191, y Comentario 	  41S 	 1 
-- En qué periodo del juicio puede proponerse la recusa- 
ción. —Arts. 192 y 193, y Co nsent 	  41 i 	 l 
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RECUSACIÓN.— De magistradcs, jueces de primera instancia 
yueaoree.— Requisitos del escrito de recusación: cuándo 
debe ratilicarlo el litigante: copias. —Arta. 194 á 196, y 
Qmsentario  4211 I 
-- Qué debe hacer el juez ó magistrado recusado cuando 
	
estime procedente la causa alegada.—A rt. 197, y Cornent. 423 	 1 
—.— El auto en que se admita ó deniegue se notitica al pro- 
curador del recusante y no á éste.—Art. 198... 	  425 	 1 
-- 
Qué debe hacerse cuando el recusado no se considere 
comprendido en la causa alegada.—Art. 199, y Comm 
tario  436 I 
- Durante la sustanciación de la pieza separada no inter-
viene el recusado en el pleito ni en el incidente: la recu-
sación no detiene el curso del pleito.—Arts. 200 y 201,y 
Co mentario 	 427 	 I 
--- A quién deben pasar los autos principales y la pieza de 
recusación cuando el recusado sea un juez de primera ins-
tancia.— Art. 202, y  Content  428 
— — Quién instruye en cada caso la pieza de recusación.— 
	
Art. 203, y Co ntent    429 	 1 
- - Procedimiento para sustanciar el incidente de recusa-
ción.—Arta. 204 y 205, y Cornent. . . 	  433 	 I 
- A quién corresponde decidirlo.—Art. 206. 	  435 	 l 
-- Forma y término para decidir los incidentes de recusa-
ción: no se da recurso contra los autos del Tribunal Su-
premo: contra los de las Audiencias, el de casación en su 
caso: modo de sustanciar y decidir el de apelación contra 
los autos de los jueces de primera instancia.—Arta. 207 á 
210, y Co ntent.  436 I 
-- Cuando se deniegue la recusación sera condenado en 
costas el recusante: además se le impone una multa con 
prisión subsidiaria. —Arta. 211 á 213, y Cornent..   437 t 
- Qué ha de hacerse luego que sea firme el auto denegan-
do á otorgando la recusación.—Arta. 214 y 215, y Co-
mentario 	
 440 	 I Qué debe hacer el juez de i•rimera instancia que se 
abstiene: qué la Audiencia cuando considera improcedente 
la abstención de aquél, ó revoca el auto denegatorio de la 
recusación. —Arts. 216 y 217.  443 I 
-- De jueces municipales.—Cuándo se propone en los jui-
cios verbales y demás de que conocen en primera instan-
cia los jueces municipales.—Art. 218, y Co ntent  446 I 
— — Qué debe hacer el recusado si la causa alegada es legi-
tima y cierta: qué si no la considera asi: quién reemplaza al 
juez municipal recusado.—Arta. 219 y 220, y Comen-
tario. 	
 447 	 I 
--- Procedimiento para sustanciar y decidir el incidente de 
recusación y el recurso de apelacion en su caso —Ar-
tículos 221 á 229, y Cornent  448 l 
--- Qué efecto produce la recusación cuando se propone en 
acto de conciliación: quién sustituye al juez municipal que 
4 
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se abstiene de conocer del acto de conciliación. —Art. 230, 
y Comentario . 
	 450 	 I 
RECUSACIÓN.—Cómo se propone y susta , .cia la recusación 
de un juez municipal delegado: qué debe hacer éste 
cuando se abstiene.—A rts. 231 á 233, y Cornent  452 1 
-- De los auxiliares de los Tribunales y Juzgados. — Funcio 
narios comprendidos en la denominación de auxiliares: 
cuáles de ellos son recusables —Introd  454 1 
-- Qué auxiliares de los tribunales y juzgados son recu 
sables y qué disposiciones se aplican. —Art. 234, y Co 
mentario. .  456 1 
Qué debe hacer el auxiliar recusado una vez presenta- 
do el escrito de recusación: qué debe hacerse cuando el 
auxiliar reconozca como cierta la causa de recusación: 
recursos: qué cuando la niegue.— Arts. 235 á 238, y 
Comentario  457 1 
-- A quién corresponde la instrucción de la pieza sepa- 
	
rada de recusación: a quién decidirla.—Arts. 239 y 240. 360 	 I 
-- De los secretarios de los juzgados municipales: á quien 
corresponde instruir y fallar el expediente de recusación. 
—Art. 241, y Co ntent  460 I 
-- El auxiliar recusado no actúa en el negocio en que lo 
fuese ni en la pieza de recusación: quién le reemplaza.—
Art. 242, y Cornent  462 I 
-- No pueden ser recusados durante la práctica de cual- 
	
quiera diligencia e actuación.—Art 243, y Cornent .... 463 	 I 
-- No detiene el curso ni el fallo dei pleito.--Art 244, y 
Comentario 
	  
463 	 I 
-- Condena de costas.. —Art. 245, y Cornent.. ..... 	  464  
-- Qué se hace luego que sea firme el auto estimando la 
recusación de un auxiliar: qué cuando se desestima.—A r- 
tículos 246 y 247, y Cornent 
	  
466 	 1 
-- Formularios de la abstención de los jueces y auxi- 
liares    	 468 	 I 
-- Formularios de la recusación de magistrados, jueces de 
primera instancia y asesores . 	  47I 	 L 
-- Idem de jueces municipales 	  476 
-- Idem de los auxiliares de tribunales y juzgados.... . 	 484 
RECUSACIÓN DE ÁRBITROS. —V. Juicio arbitral. 
RECUSACIÓN DE AMIGABLES COMPONEDORES. —V. Juicio 
de amigables cumpunedores. 
RECUSACIÓN DE PERITOS. — V. Juicio ordinario de mayor 
cuantía (dictamen de peritos). 
REGISTRO DE TUTELAS. —V. Tutela. 
REHABILITACIÓN DEL OUEBRADO.—V. Quiebra. 
SUYO VI 	 96 
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REINTEGRO DEL PAPEL SELLADO.—Debe realizarse en todos  
los casos cu que no se emplea el papel timbrado corres-
pondiente.— A rt. 248, y Con tent  486  
RELATOR. — Autorizará las actuaciones que le correspondan.  
—Art. 249, y C'on tent . 	  497 	 1 
-- Firma de las actuaciones. —Art. 253, y Coment 	  501. 	 1 
-- Cuando se da cuenta á la Sala por relator. —Art. 316,  
y Comentario. 	  42 	 II 
-- Para dar cuenta á la Sala, ha de formar el relator el co- 
rrespondiente apuntamiento. —Art. 318, y Cornent.  	 18 11 
-- Orden en que ha de formar el relator los apuntamien-
tos: al final ha de expresar, bajo su responsabilidad, si se  
ban observado las prescripciones legales en la sustancia-
ción del juicio, tanto sobre términos y sus prórrogas,  
apremios y recogidas de autos, como sobre actuaciones  
innecesarias, anotando los defectos Ii omisiones.— Ar-
tículos 319 y 320, y Cornent .  49 it 
--- V. Actuaciones judiciales, Apuntamiento, Correcsio  
nes disciplinarias, Recurso de casación, Segunda instan-
cia y Vistas.  
RENDICIÓN DE CUENTAS (DEMANDAS SOBRE). - Quién co- 
noce de ellas.—Art. 63, regla 2s 	  185  
REPARTIMIENTO DE NEGOCIOS. — Consideraciones genera- 
les: antecedentes: objeto del repartimiento—Introd 	  301 	 11 
- - — Todos los negocios civiles están sujetos á repartimiento:  
no se cursará ntngtln negocio, si no constare la diligencia  
de repartimiento: excepciones. — Arts. 430 á 432, y Co-
mentario 
 . 306 11 
-- No están sujetos A repartimiento los juicios verbales,  
los .de desahucio, ni los demás negocios de que conocen los 
 
jueces municipales: donde haya dos ó más de éstes, cada 
 
uno conoce de los asuntos que correspondan A su distrito.  
—Art. 436, Cornent. ,y Apéndice  Págs 310 y 363 I1 
-- Penas que han de imponerse A los repartidores, jueces y  
escribanos por abusos en el repartimiento. — Arts. 433 á 
435, y Coment. 309 li 
RÉPLICA.—V. Juicio ordinario de mayor cuantía.  
REQUERIMIENTO. —Qué se entiende por requerimiento 	  548 	 1 
-- Le son aplicables las disposiciones relativas A ;a notifi - 
cación, con las modificaciones siguientes. —Art. 270. 
	
 532 	 1 
-- Cómo se hace.—Art. 275, y Content. 	  536 
-- Se admite respuesta del requerido y se consigna en la 
 
diligencia. —Art. 276, y Cornent. 
	  537 	 1 
 -- Corrección y responsabilidad del auxiliar ó subalterno 
 
que incurra en falta ó morosidad en los requerimientos.— 
Art. 280, y Cornent. ... 	  541 	 1 
-- Formularios de los requerimientos 
	  633 	 1 
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RESIDENCIA.—Su concepto y relación con el domicilio y la 
vecindad: á falta de éstos, es juez competente el de la re-
sidencia del demandado.—Art. 69, y Cornent .   
RETASA DE BIENES. — Ha sido suprimida en las ventas judi- 
ciales, sustituyéndola con la rebaja del precio.—Ley de 
Rases, art. 1.0, base 12 
.. . 	  
-- V. Procedimiento de apremio. 
496 	 I 
46 	 I 
RESOLUCIONES JUDICIALES. - Modo y forma en que han de 
dictarse las resoluciones judiciales: consideraciones gene-
rales: clasificación antigua: clasificación actual.—Intro-
ducción  89 II 
-- Su denominación en los negocios de carácter judicial: 
providencias: autos: sentencias: sentencias firmes: ejecuto-
ria. —Art. 369, y Cornent .... .... ... 434 II 
- - Serán pronunciadas dentro del término que marca la 
ley: corrección que se impondrá al juez 6 tribunal que no 
lo cumpla sin justa causa.—Art. 375, y Cornent 	  449 
	
II 
- - Ante quién se dictan las resoluciones judiciales.—Ar- 
ticulo 251, y Cornent 	 50 4 
-- Cómo y por quién se autorizan. —Arts. 252 y 253, y 
Comentario 	 502 
-- Providencias.—Se denominan asi las que son de trami-
tación: fórmula de las mismas.—Arts. 369 y 370, y Co-
mentario  434  II 
- - Cuáles son de mera tramitación y cuáles no, para los 
efectos de los recursos de reposición y de apelación.—
Comentario 	  455 II 
-- Providencias para mejor proveer: cuándo y para qué 
diligencias pueden acordarse: plazo para ejecutarlas: queda 
en suspenso mientras tanto el término para dictar senten-
cia. —Arts. 340 á 342, y Cornent.   58 11 
-- Antos.—A qué clase de resoluciones judiciales se da 
este nombre: cuestiones é incidentes que han de decidirse 
por medio de auto.—Introducción, art. 369, y Comen 
tario  Págs. 94 y 431 II 
- - Han de formularse fundándolos en resultandos y con-
siderandos, limitados á la cuestión que se decida.—A r• 
ticulo .371, y Cornent 	  433 	 II 
— — 
Sentencias.—Su definición: resoluciones que han de 
dictarse por medio de sentencia. —Introd., art. 369, y Co 
mentario  Págs. 95 y 434 II 
-- Formula de las sentencias definitivas: requisitos y pun-
tos que han de consignarse en los resultandos y conside-
randos: fallo, con las correcciones disciplinarias que  pro-
cedan por faltas en el procedimiento y en la redacción de 
la sentencia: encargo especial sobre este punto al Su-
premo y á las Audiencias.— Arts. 372 y 373, y Co• 
mentario  434 II 
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RESOLUCIONES JUDICIALES.— Explicación de lo que ha 
de consignarse en los resultandos, considerandos y parte 
dispositiva de la sentencia: si -  es necesario apreciar todos 
los fundamentos de derecho fijados por las partes; y si 
puede fundarse el fallo en leyes no alegadas por los liti-
gantes. — Cornent  437 II 
-- Las sentencias han de ser claras, precisas y congruentes 
con las peticiones, condenando 6 absolviendo: en qué ca-
sos se fijará en cantidad liquida el importe de la condena 
de frutos, intereses 6 perjuicios, 6 se dictarán las bases 
con arreglo á las cuales deba hacerse la liquidación.—
Arts. 359 y 360, y Co nsent.  96 ll 
—
— No puede aplazarse ni negarse la resolución de las 
cuestiones en litigio: excepción cuando se haya de fundar 
la sentencia en el resultado de una causa criminal: sus-
pensión en este caso: recurso contra la suspensión.-
-Arts. 361 y 362, y Cornent 	 444 II 
- Reglas para absolver 6 condenar al demandado.-- Co - 
rent ario 	 . 4 4 0 	 IL 
- - No pueden variarse las sentencias después de firmadas, 
pero si aclararse de oficio y á instancia de parte: plazo 
para hacerlo. —Art. 363, y Cornent. 	  414 	 I1 
- - 
Quién ha de redactarlas, firmarlas, publicarlas y auto-
rizarlas, asi en los juzgados como en los tribunales: re-
gistro de sentencias en las Audiencias y Supremo.—Ar• 
ticulos 364 y 365, y Cornent.. 	  428 II 
-- Todo el que tome parle en la votación de una senten-
cia, ha de firmarla, aunque disienta de la mayoría: puede 
salvar su voto: modo de hacerlo: si algún magistrado se 
imposibilita para firmar, firmará por él el que haya presi-
dido la Sala. —Arta. 366 y 367, y Consent .........   430 II 
- - En las certificaciones de las sentencias no se insertan 
los votos reservados: se harán públicos si hay recurso de 
casación: cuándo han de remitirse al Supremo.—Articulo 
368, y Cornent 
	  130 II 
- - Sentenciafirme.—Se da este nombre á la sentencia con-
tra la cual no cabe recurso alguno, ya por su naturaleza, 
ya por haber sido consentida por las partes: se llama tam• 
bién sentencia ejecutoria, 6 pasada en autoridad de cosa 
juzgada.—Art. 369, y Cornent 
	
 434 	 II 
-
- Efectos de las sentencias firmes.
—Consent. . . 
	
 4 42 	 II 
-- Ejecutoria.—Es el documento público y solemne en 
que se consigna una sentencia lrme.—Art. 369, y Comen- 
tario 	  431 	 II 
 -- Se encabeza en nombre del Rey: en todas ha de 
 in- 
sertarse la sentencia firme, y además los documentos y ac-
tuaciones que designe la parte, cuando la pida para la 
guarda de sus derechos.--Art. 374, y Co ntent. 	  
	
449 	 tl 
—
— V. Recursos contra las resoluciones judiciales. 
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RETRACTOS. —Su definición: su división en convencionales y 
legales: modificaciones del Código civil: se suprime el 
gentilicio y se establece el de colindantes.
—Introd.. . . 8i VI 
-- Cuándo es preciso el acto de conciliación.—Art. 461, y 
Comentario 	
 Págs. 390 y 404 II 
-- 
Competencia. —Art. 63, regla 13 
	 486 	 I 
-- Requisitos para que se pueda dar curso a las demandas 
de retracto. —Art. 1618, y Consent 	 88 VI 
-- Término para presentar la demanda: ampliación en caso 
de ausencia: ocultación de la venta: cuándo se presume: 
desde cuándo corre el plazo en este caso: prescripciones 
del Código civil. —Arts. 1619 y 1620, y Cornent...   88 V1 
-- ¿Es ó no judicial el término que fija el art. 4648 para 
interponer la demanda de retractor  
 586 	 1 
-- Demanda: depósito ó fianza del precio de la venta: con-
ciliación: emplazamiento: procedimiento si no comparece: 
contestación: su forma: copias.—A rts. 1621 á 1624, y Co 
mentario  96 VI 
-- Caso de conformidad, sentencia: disconformidad en los 
hechos, prueba: el juicio seguirá por los trámites de los 
incidentes.—Arts. 1625 y 1626, y Coment.........   99 VI 
-- Sentencia: apelación en ambos efectos: se sustanciará 
como en los incidentes.—A rt. 1627, y Content 	 99 VI 
-- Toma de razón en el registro de la propiedad del com-
promiso de no vender ó separar el dominio.— Art. 1628, 
y Co ntent  40 lV 
--- Liberación de los gravámenes de no vender ó no separar 
el dominio por la venia del comprador ó por el transcurso 
del tiempo -del compromiso: nulidad de la enajenación he-
cha sin las condiciones citadas y del retracto. —Arts. 1629 
y 1630, y Comentario   401 VI 
-- Si procede el retracto de comuneros respecto de las co- 
sas muebles. —Coment. 	 87 VI 
	
-- Formularios del juicio de retracto   
 403 VI 
RETROACCION DE LA QUIEBRA. 
s 
SALA.—Habiendo cedido á la intimidación 6 á la fuerza, de-
clarará nulo lo actuado y promoverá la formación de causa 
contra los culpables. —Art. 442, y  Content  
-- V. Resoluciones judiciales de las Audiencias y del Tri• 
buunal Supremo, y Recursos contra las mismas. 
SECRETARIO. — y. Actuaciones judiciales, Despacho, Recu-
sacton, Resoluciones judiciales y Vista de pleitos. 
SEGUNDA INSTANCIA. —Consideraciones generales: preceden-
tes. — Int r•od . 	  
-- Disposiciones generales. —Todo apelante debe perso- 
3t7 	 II 
93 1 V 
  
—V. Quiebra. 
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narse en el tribunal superior dentro del término del em-
plazamiento: si no lo verifica, de derecho queda firme la 
sentencia ó auto apelado.—Art. 840, y Cornent  98 IV 
SEGUNDA INSTANCIA.—Cuando se declaran desiertos los 
recursos de apelación en un efecto y de queja: condena de 
costas: devolución de los autos.—Arts. 841 y 842, y Co- 
mentario .   98 IV 
- - 
Procedimiento cuando no se persone el apelado.—Ar- 
tirulo 843. 	  102 IV 
- - Litigantes pobres: medios de personarse: si no tienen 
representación, se les nombra de oficio.—drts. 844 y 845, 
y Comentario 	  103 IV 
---- Separación de la apelación: procedimiento: puede im-
pugnarla la parte contraria: plazo para verificarlo: opo-
sición por falta de formalidades: resolución: costas.—Ar- 
lículos 846 á 848 	  106 1V 
— Si el apelado se adhiere a la apelación, ésta continuará, 
teniendo por separado al apelante.—Art. 849, y Cornent . 407 IV 
-- Procedimiento cuando recaiga sentencia firme: tasación 
de costas en su caso: certificación de la sentencia: comu- 
nicación al inferior. —Arts. 850 á 853, y Content  140 1V 
-- Se librara ejecutoria si alguna de las partes la solicita 
para la guarda de su derecho.—Art. 852 	  110 IV 
-- Las apelaciones contra los jueces municipales se rigen 
por sus disposiciones especiales.—Art. 854 . 	  111 1 V 
- Apelaciones de sentencias definitivas dictadas en pleitos 
de mayor cuantía.—Formación del apuntamiento, luego 
que se persona el apelante: instrucción: plazo: prórroga. 
— Arts. 855 y 856, y Content  112 1V 
-- Conformidad con el apuntamiento ó rectificación del 
mismo.—Art. 857, y Co rnent 	
 442 1V 
--- Adhesión a la apelación: tiempo para verificarlo.—Ar- 
ticulo 858, y Consent 
	
 443 IV 
- - Quebrantamiento de formas procesales: petición de sub-
sanación de la falta en segunda instancia: tramitación: 
casos en que no puede pedirse.—Art. 859, y Cornent .. 	 113 1V 
- Recibimiento del pleito a prueba: cuando se solicita.— 
Art. 860, y Co nsent 	
 113 1V 
-- Copias de los escritos.
—Art. 861 
	  113 IV 
- — Casos en que se autoriza el recibimiento a prueba en se-
gunda instancia: prueba pertinente en cada uno de los ca- 
sos.— Art. 862,y Consent.  116 1V 
-- Sin necesidad de recibimiento a prueba, se puede pedir 
confesión judicial y presentar documentos.—Art. 863 	
 120 IV 
-- Escritos en que ha de pedirse que se reciba a prueba y 
su impugnación.—Art. 864 
	  424 1V 
- - Resolución acerca del recibimiento a prueba: tramita-
cien: recurso contra esta resolución.
—Arts. 865 á 867, y 
Comentario 
	  421 IV 
- - Términos, medios de prueba y forma de practicarla en 
	
segunda instancia.—Art. 86e, y Co nsent    
 133 IV 
- - Unión de las pruebas a los autos: adición al apunta- 
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miento: instrucción A las partes y al ponente para su 
conformidad 6 nuevas adiciones.—Arta. 869 y 870 
	  124 IV 
SEGUNDA INSTANCIA.—Citación para vista: celebración de 
la misma.—Arts. 872 y 873 	  425 IV 
Sentencia: plazo para dictarla.—Art. 873.. 	
 125 IV 
-- Diligencias para mejor proveer: suspenden del término 
para dictar sentencia. Art. 874. 
	  12,E IV 
-- Forma de proceder cuando se prepare 6 interponga re- 
	
curso de casación.—Art. 875  
 126 IV 
- - Alegaciones en derecho en lugar del informe oral en se-
gunda instancia: cuándo se pide: tramitación: causas: ter 
mino: contra la decisión no se da recurso: impresión 
con el apuntamiento: plazo: reparto de ejemplares —Ar-
tículos 876 á 884 	  427 IV 
-- Cuándo comienza el plazo para dictar sentencia cuando 
haya alegación impresa: idem cuando haya discordia.
—Arts. 885 y 886, y Cornent.   429 IV 
- - Apelaciones de sentencias y autos dictados en los inci-
dentes y en juicios que no son de mayor cuantía.—Se sus-
tancian per los trámites marcados A continuación: las de 
los juicios de menor cuantía, por sus trámites especiales. 
—Art. 887. 	  132 IV 
— Personadas las partes, se forma el apuntamiento: cuando 
hay testimonio para mejorar la apelación admitida en un 
efecto, se forma el apuntamiento luego que se mejora el 
recurso.—Arts. 888 y 889 132 IV 
-- instrucción de las partes: término: modificación del 
apuntamiento.—Arts. 890 y 891 	  133 IV  
-- Adhesión A la apelación: pretensiones que pueden dedu- 
cirse.—Arts. 892 y 893 	  433 IV 
Instrucción al ponente.—Art. 894. 	  434 IV 
-- Conformes las partes ó reformado el apuntamiento, se 
traen los autos A la vista con citación: celebración de la 
misma: fallo: término para dictarlo.— Arts. 895 y 896, y 
Comentario  434 IV 
-- Recibimiento A prueba: cuándo procede: término del 
mismo: forma: aplicación á la prueba de lo prevenido para 
las apelaciones en los juicios de mayor cuantia.—Artícu. 
los 897 á 899, y Cornent  135 IV 
-- Se unen las pruebas A los autos y se ponen de mani-
fiesto a las partes: término: se llaman los autos g la vista 
con citación para sentencia.—Arts. 900 y 901, y Cornent. 136 IV 
- - 
Adición del apuntamiento con el resultado de las prue- 
bas.—Art. 902, y Cornent 	  137 IV 
-- Procedimientos comunes a todas las apelaciones: for- 
mularios 	 141 IV 
— - Apelaciones de sentencias definitivas de mayor cuantía: 
formularios. 	 146 IV 
- - Apelaciones de sentencias y autos en incidentes y en los 
juicios que no sean de mayor cuantia: formularios 
	
 451 IV 
--- V. Juicio (en sus diferentes acepciones) y Jurisdicción 
voluntaria. 
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SEGURO. —Nombramiento de peritos para el caso de haberse 
estipulado el aumento del precio en el contrato de seguro: 
procedimiento.—Arts. 2178 á 2180, y Notas  
-- 
Procedimiento para los casos en que sea necesario ha-
cer cons,ar judicialmente el siniestro, tasar su cuantia y 
vender los efectos que hayan sufrido avería.—Art. 2181, 
y Nota  
SENTENCIA. — V. Resoluciones judiciales. 
SENTENCIAS DE TRIBUNALES EXTRANJEROS. — V. Ejecu-
cion dr sentencuts rrtranieras. 
SINOICOS• — V. Concurso de acreedores y Quiebra. 
SOCIEDADES Y CORPORACIONES. —Quién ha de comparecer 
por ellas en juicio — Art. 2 0, y Cument 	 25 
- Domicilio legal de las mismas. —Art. 66, y Content 	  194 
SUBALTERNOS . —Corrección disciplinaria.—Artículos 445 y 
446, y Come.nt. 
	  
Págs. 328 y 336 	 Il 
SUBASTAS VOLUNTARIAS JUDICIALES. — Consideraciones ge 
nerales: competencia —Introd. 	  472 VI 
- - Qué debe acreditar el que solicite la celebración de al- 
guna subasta judicial.— Art. 2048, y Notas. 	  473 VI 
- - Presentación del pliego de condiciones.—Art. 2049 	  475 VI 
— Anuncio de la subasta: señalamiento de dia y hora para 
su celebración: fijación de edictos y publicación en los pe 
riódicos. — Art. 2050, y Nota  475 VI 
- - Proposiciones admisibles: mejoras de postura: adjudica-
ción del remate por el juez, si el actor no se hubiere reser• 
vado el derecho de aprobarlo: lo que ha de hacerse en 
este caso.--Arts. 2051 y 2052, y Nota 
	  476 VI 
-- Qué se previene en los anuncios cuando haya de cele- 
brarse nueva subasta.— Art. 2053, y Nota 
	  
476 VI 
- - No puede accederse á tercera subasta. —Art. 2054, y 
Nota. .. 	  477 VI 
-- Se sustancian por los trámites de los incidentes las cues 
tiones que se susciten con ocasión de la subasta.—Ar-
tículo 2055   477 VI 
- Formularios de las subastas voluntarias . 
	  477 VI 
SUMISION. — Puede ser expresa ó tácita: da competencia pre-
ferente al juez á quien se hace, si la tiene para conocer 
del negocio en el mismo grado, salvas las excepciones 
establecidas por la ley. —Arts. 56 á 60, y Cunsent.  460 l 
-
- No pueden someterse las partes para el recurso de ape-
lación a juez ó tribunal A quien no esté subordinado el 
que haya conocido en primera instancia.—Art. 61, y Co-
mentario.   
 . .. 461 
-- V. .'ompetencia y Cuestiones de competencia. 
rag{ ma. Tea• . 
574 VI 
572 VI 
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SUPLEMENTO DEL CONSENTIMIENTO PARA CONTRAER MA-
TRIMONIO. — Legislacion vigente sobre esta materia al 
publicarse la presente ley: modificaciones introducidas 
en ella por el Código civil.— Introd  357 VI 
-- El Código civil no concede en ningún caso A la Autori-
dad judicial la facultad Je prestar el consentimiento para 
el matrimonio de los menores, ni de suplir el que deben 
darles sus padres, abuelos ó tutor: quedan, por tanto, sin 
aplicación los arts. 1949 al 4935 de la presente ley, que 
ordenaron el procedimiento para que los jueces de pri-
mera instancia, y en su caso los municipales, suplieran 
dicho consentimiento en los diferentes casos que podían 
ocurrir.— Véanse dichos artículos, y Nota  358 VI 
-- Procedimiento verbal para acreditar ante el juez muni-
cipal la petición del consejo para contraer matrimonio los 
hijos é hijas mayores de veintitrés altos, y la concesión 
en su caso: si el que ha de darlo no comparece A la ter-
cera citación, se tiene por dado el consejo favorable: si 
no puede comparecer por impedimento legitimo, se le re-
cibe la declaración en su casa: se consigna en un acta, de 
la que se da certificación al interesado El mismo procedi-
miento para acreditar la concesión del consentimiento 
para el matrimonio de los menores. - Arts. 1936 á 1940, 
y Nota  363 VI 
-- Reforma hecha en esta materia para Cuba y Puerto Rico 
por la ley de 24 de Agosto de 1896, reduciendo la edad 
A la de veinte años para los varones y A la de diecisiete 
para las hembras.—Nota  363 VI 
-- Sobreseimiento del expediente de consentimiento en 
ausencia de los padres, cuando se presenten ó se sepa su 
paradero: nulidad del consentimiento dado, si compare-
cen antes de celebrarse el matrimonio: disposiciones del 
Código civil.— Arta. 1941 y 1942, y Nota.   
 365 VI 
- - Formularios para la petición del consejo ante el juez 
municipal 	
 366 VI 
SÚPLICA
.
—
V . Recurso contra las resoluciones de las Avutien 
cías y del Tribunal Supremo. 
SUPLICATORIO. — Precedentes —Introd. 	  550 	 1 
-- Cuando se emplea.—Art. 285, y Coment 	 552 1 
- - Su admisión: se entrega A la parte a cuya instancia si 
hubiese librado: si lo solicita la contraria, se fija término 
para su presentación: la persona que lo presente satisface 
los gastos. —Arta. 290 á 292,y Cornent .. 	  555 
	 1 
-- A instancia de parte pobre 6 de oficio.—Art. 293, y Go 
men torio 	 559 1 
- - Su cumplimiento y devolución.—Arta. 295 á 297, y 
Comentario. . 	  562 	 1 
-- Las providencias para su cumplimiento no se notifican 
al portador: excepciones.— Art. 298, y Coent 	  :i66 	 ! m  
SOPO VI 
	
h7 
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SUPLICATORIO.—Cómo ha de recordarse, cuando se demora  
su cumplimiento —Art. 299, y Cornent. 	  
-- 
Formularios. 	  
SUSPENSIÓN DE PACOS.—Estado del comerciante que, te-
niendo bienes suficientes para el pago de todas sus deu-
das, no pueda realizarle a la fecha de sus respectivos ven-
cimientos: lo ha establecido el nuevo Código de Comercio:  
abusos en la practica y necesidad de corregirlos.— Intro-
ducción á tas quiebras  
-- 
Procedimiento para la suspensión de pagos: disposicio-
nes del Código de Comercio.—Introd. 	  
- — 
 De las Compañías de ferrocarriles y demás obras públi-
cas.—Procedimiento especial: disposiciones del Código de 
Comercio y de la ley que lo determinan.—Introd  
SUSPENSIÓN DE TÉRMINOS.—y. Términos.  
T 
ií67 	 1 
635 	 1 
308 V  
312 	 V 
319 	 V 
TACHAS. — V. Juicio ordinario de mayor cuantía (prueba de 
tarhas), y Juicio de menor cuantía. 
TANTEO.— Para entablar la demanda no es preciso el acto de  
conciliación: se celebrara cuando haya de seguirse pleito. 
 
—Art. 461, y Cornent.  Págs. 390 y 401 II 
-- De comuneros respecto a la nave.— Art. 2167, y Nota. 666 \' 1 
TASACIÓN DE COSTAS. — Consideraciones generales: defini-
ción: reglas para la condena de costas: recursos contra 
 
ella. —Introd.  278 11 
- Reglas para la regulación: presentación de minutas: 
 
costas no incluidas en tasación: exclusiones.— Cornent 	 290 	 II 
-- Previa la tasación, cuando sea ejecutoria la condena, se 
 
exigiran las costas por la via de apremio, si no se satisfa-
cen. —Art. 421, y Coment   288 II 
-- La practicaran los secretarios o escribanos: comprende- 
r! todas las causadas.—Art. 422, y Coment 	  289 II 
- - Derechos de los funcionarios judiciales, se regulan con 
 
sujeción a los aranceles: honorarios de letrados y peritos, 
 
por minuta de estos: no se comprenderán en la tasación las 
 
costas de escritos ó diligencias inútiles, ni de trabajos que 
 
sean ajenos al pleito: no es posible adicionar las minutas 
 
deapuës de- presentadas: reserva de derechos. - Arts. 423 
á 425, y Coment . 	  289 It 
- - Vista A las partes: término para impugnarlas: tramita 
 
ción del inctderte de impugnación.—Arta. 426 á 42S, y 
comentario . 	
. 	 . . . 	 296 
	
I! 
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TASACION DE COSTAS. --Impugnación de minutas de los 
letrados: informe del colegio de abogados 6 de dos letra-
dos si no hubiera colegio: impugnación de los honorarios 
de los peritos: informes de los colegios, academias 6 gre-
mios: resolución de la Sala 6 del juez, sin ulterior recurso. 
—Arts. 427 y 428,y Cornent  297 II  
- - La impugnación por haber incluido partidas, cuyo pago 
no corresponda al condenado, se sustancia por los trami-
tes y recursos de los incidentes.—Art. 429, y Cornent. 
	
 297 
	 II 
	
TERCERA. — Su definición y división.—Introd    639 V 
- - En que han de fundarse las tercerias.—Art. 1532, y Co 
	  
mentario 	  641 	 V 
-- Cuando pueden deducirse —Art. 1533, y Cornent 	
 641 V 
- - No suspenden el curso del juicio ejecutivo: se sustan-
cian en pieza separada por los tramites del juicio declara-
tivo que corresponda: en qué estado se suspende la via de 
apremio, según sea la tercería de dominio ó de mejor de. 
 recho.—Arts. 1534 á 1536, y Cornent 	 647 V 
- - Con la demanda debe presentarse el título en que se 
funde: no se permite segunda tercería fundada en títulos 
6 derechos que poseyera el que la interponga al tiempo de 
formular la primera: cómo se sustancia la oposición que 
se haga por esta causa.—Arts. 1537 y 1538, y Cornent 	
 653 V 
- — Se sustancian con el ejecutante y ejecutado: la entrega 
de las copias sirve de. emplazamiento: término para contes-
tar á la demanda: el ejecutado rebelde sigue con el mismo 
carácter en la terceria.— Arts. 1539 y 1540,y Cornent 	
 658 V 
- - Qué ha de practicarse para poner término al juicio de 
tercería cuando el ejecutante y ejecutado se allanen á la 
demanda, y cuando dejen de contestarla.—Art. 1541, y 
Comentario 	  662 V 
-- Si se hubiesen embargado 6 embargasen bienes no com-
prendidos en la tercería de dominio, pueden continuarse 
contra ellos los procedimientos de apremio.—Art. 1542,y 
Comentario  664 V 
-- Las disposiciones de esta sección se aplican á las terce-
rías que se interpongan en los procedimientos para la eje-
cución de sentencias, y demás en qne se procede por em-
bargo y venta de bienes..—Art. 1543, y Cornent  665 V 
-- Formularios de las tercerías de dominio y de mejor de- 
recho 	  ... 686 
	 V 
TERMINO$. — Qué se entiende por término: término legal, ju-
d ic ial, convencional, individual, común, prorrogable, im- 
prorrogable 6 fatal y perentorio.—Introd.  584 l 
-- Que términos se consideran como judiciales.—Introd.. 585 
-- Las actuaciones y diligencias judiciales se practican 
dentro de los términos señalados: qué se entiende cuando 
no se lija término: infracción de lo dispuesto anteriormente: 
quiénes y cómo imponen la corrección disciplinaria. —A r- 
tículoa 301 y 302, y Cornent    688 t 
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TERMINOS.—Derecho de la parte agraviada por las dilacio-
nes, para reclamar la indemnización de perjuicios: procedi 
miento según os casos.—Art. 301, y Co ntent. Págs. 588 y 592 1 
-- 
Cuándo empiezan á correr: se cuenta en ellos el dia del 
vencimiento: qué días no se cuentan: excepciones: los tér-
minos señalados por meses, se cuentan por meses natura-
les. —Arts. 303 á 305, y Co ntent ........... .. .....  593 1 
-- Cuáles son prorogables: qué es preciso para otorgar la 
prórroga: no puede pedirse ni concederse más de una: su 
limite. Arts. 306 y 307, y Cornent  595 
-
Transcurridos, si se hallasen los autos en la escribanía, 
se les dará el curso que corresponda: qué se hace cuando 
se hallen en poder de alguna de las partes.—Art. 308, y 
Comentario  601 1 
- Cuáles son improrrogables. —Art. 310, y Co ntent .. 	 630 	 I 
-
- Los improrrogables no pueden suspenderse ni abrirse 
después de cumplidos: excepción.—Art. 311, y Cornent 	  643 	 I 
-- Transcurrido el término improrrogable, se tiene por ca-
ducado de derecho y perdido el trámite ó recurso que no 
se hubiese utilizado.—Art. 312, y Co ntent  647 I 
- - Formularios    646 	 I 
- - V. en cada juicio 6 actuación los términos. 
TESTAMENTARIA. — V. Juicio de testamentaría. 
TESTAMENTO ABIERTO, HECHO SIN NOTARIO. — Reformas 
introducidas por el Código civil: sólo permite testar sin 
notario, cuando el testador se halle en peligro inminente 
de muerte, ó en tiempo de epidemia.—Introd.   368 VI 
- - Requisitos para la validez de estos testamentos: nú-
mero y calidades de los testigos en cada uno de ellos: 
que se escriban siempre que sea posible: que se eleven a 
 escritura pública y se protocolicen conforme á la ley de 
Enjuiciamiento civil, dentro del término breve y peren-
torio que se fija.—Introd 	  369 VI 
— — Juez competente para conocer de estos expsdientes. - 
Art. 63, regla 22 	  487 	 l 
-- Para elevar á escritura pública estos testamentos, ha 
de solicitarlo parte legitima: personas que tienen este ca 
rácier. —Arta. 1943 y 1944 ..   373 11 
- - Si se hubiera escrito el testamento, se presentará con 
la solicitud: si no, se consignará la causa que impidió es-
cribirlo: se expresarán los nombr s de los testigos: seña-
lamiento de día y hora para que éstos comparezcan, con 
apercibimiento de multa: si alguno no comparece, nuevo 
señalamiento exigiendo la multa: cómo se examinará á 
los impedidos y ausentes.— Arta. 1945 á 1948, y Notas 
	  373 VI 
-- Forma en que han de ser examinados los testigos del 
testamento: bajo la responsabiiidad del juez se consig-
nará la edad y vecindad ó domicilio de cada uno al otor-
garse el testamento: fe de conocimiento por el actuario 6 
por dos testigos.
—Arts. 1949 á 1952, y Notas  376 VI 
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TESTAMENTO ABIERTO, HECHO SIN NOTARIO.—Regni 
sitos que han de resultar para que el juez declare testa 
mento, sin perjuicio de tercero, lo que resulte de las de. 
claraciones de los testigos y mande protocolizarlo —Ar. 
títulos 1953 y 1954, y Notas.  378 VI 
- - En qué notaría se tiara la protocolización.—Art. 1955. 380 VI 
-- Formularios para elevar á escritura pública el testa-
mento abierto, hecho sin notario 
	
 381 VI 
-- En Aragón —Conforme á su derecho foral, puede otor-
garse testamento ante el parroco y dos testigos, vecinos 
del lugar, á falta de notario: la 
 adveración es solemnidad 
indispensable para la validez de estos testamentos: ante 
quién y en qué forma ha de practicarse, y quién ha de 
acordar la protocolización del testamento —Introd  371 VI 
- - En Cataln$a. — Loa ciudadanos de Barcelona pueden 
otorgar, según su fuero, el testamento llamado sacramen 
tal, ante dos 6 más testigos, sin intervención de notario: 
solemnidad que les da validez: ante quién y cómo ha de 
practicarse y elevarlo á escritura pública.—Introd. 	  370 VI 
--- En el antiguo Principado de Cataluña estan autoriza-
dos, también por su derecho foral, los curas, rectores o 
sus tenientes, para recibir y autorizar testamentos en su 
respectiva feligresía, á falta de notario: formalidades para 
su validez.—Introd   37 4 Vi 
TESTAMENTO CERRADO. — Definición: precedentes legales: 
disposiciones del Código civil: ley sobre el Timbre del Es-
tado: competencia. —Introd. .  
-- A qué está obligado el que tenga en su poder un testa-
mento cerrado, tan luego como sepa el fallecimiento del 
otorgante.— Art. 1956, y Nota.  
-- Puede pedir su presentación el que tuviese conocimiento 
de su otorgamiento y de que obra en poder de tercero: 
juramento que debe prestar el reclamante si es persona ex-
traña á la familia del linado —Art. 1957,y Nota.  
-- El actuario examina en el acto el pliego que contenga 
el testamento: diligencia que debe extender: da cuenta al 
Juez: citación del notario autorizante y de los testigos ins-
tru me n tales. —Arts.  1958 y 1959  
-- Comparecencia de los testigos y declaración que deben 
prestar bajo juramento: qué se hace cuando uno de los 
testigos no supiese firmar y lo hubiese hecho otro por él. 
—Art. 1960, y Nota  
-- Por qué orden se examina a los testigos: se les interro-
gará por su edad —Art. 1961, y Nota   
-- 
Qué debe practicarse si alguno 6 algunos de los testi-
gos hubiesen fallecido 6 se hallasen ausentes. Art. 1962, 
y Nota  
-- Procedimiento para el caso de haber fallecido el notario 
que autorizó el otorgamiento: que se hará si el otorga- 
386 VI 
391 VI 
391 VI 
392 V 
392 VI 
393 VI 
393 VI 
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miento hubiese sido anterior á la ley del Notariado.— 
Art. 1963, y Notas 	 391 VI 
TESTAMENTO CERRADO.—Qué debe practicarse ruando 
el notario y todos los testigos hubiesen fallecido.—Ar. 
tí^ulo 1964, y Nota    395 VI 
-- 
Quiénes pueden presenciar la apertura del pliego y lec 
tura del testamento —Art. 1965, y Nota 	  395 VI 
- — Cuándo debe el juez abrir el pliego y leer para si la dis-
posición testamentaria que contenga: cuándo se suspen-
derá la apertura del testamento.—Art. 1966, y Notas  396 VI 
- - El actuario lo lee después en alta voz de orden del juez, 
con exclusión de las cláusulas reservadas, si las hubiere. 
—Art. 1967, y 11ota 	  397 VI 
- - Leido el testamento, se dicta auto mandando que se 
protocolice con todas las diligencias originales de la aper 
tura: copia del auto, que se entrega al que lo hubiese pre-
sentado. —Art. 1968, y Nota 	  397 VI 
- Formularios para la apertura de testamentos cerrados 	  LOI VI 
TESTAMENTO MARITIMO. — El que otorgan, tanto abierto 
como cerrado, los que vayan á bordo, durante un viaje 
marítimo: en los arts. 744 y siguientes del Código civil 
se detern finan las formalidades y requisitos para la vali-
dez de estos testamentos, previniéndose que á instancia de 
los interesados se elevarán á escritura pública y se pro-
tocolizarán los abiertos, y que se abrirán de oficio los ce-
rrados con citación fiscal, en la forma prevenida en la 
ley de Enjuiciamiento civil: para ello se observará el pro. 
cedimiento establecido para el testamento abierto, y en su 
caso, para el cerrado.- Introd .  
TESTAMENTO MILITAR. — EI que en tiempo de guerra pue-
den otorgar los militares en campaña y demás personas 
que sigan al ejército: en los arts. 746 y siguientes del 
Código civil se determinan estas personas y las formalida- 
des y requisitos para la validez de estos testamentos, pre-
viniéndose en el 748 que á instancia de los interesados se 
elevarán a escritura pública y se protocolizarán los abier-
tos; y que si son cerrados, se procederá de oficio A su aper-
tura, con citación del Ministerio fiscal, todo en la forma 
prevenida en la ley de Enjuiciamiento civil: para ello se 
observará el procedimiento establecido para el testamento 
abierto, ó el cerrado, en su caso.—Introd .   
TESTAMENTO OLÓGRAFO. — Definición: disposiciones del Có-
digo civil, el cual ha establecido esta forma de testar.
-Introd  
-- Personas obligadas á presentar al juzgado el testamento 
ológrafo: término: responsabilidad, si no lo verificasen.—
Art. 690 del C6d. civil  
-- Procedimiento para comprobar la identidad del testa- 
370 VI 
370 VI 
389 VI 
390 VI 
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mento, y su apertura si estuviese cerrado.—Art. 691 del 
Cod. civil ..   
TESTAMENTO OLÓGRAFO.—Personas que deben ser cita - 
das para la practica de dichas diligencias: pueden presen-
ciarlas y hacer en el acto observaciones sobre la identi-
dad del testamento. —Art. 692 del C4d. civil.  
-- Según el resultado de las diligencias, el juez otorgará 
ó negará la protocolización, sin ulterior recurso: queda á 
salvo el derecho de los interesados para ejercitarlo en el 
juicio correspondiente.—Art. 693 del Cod. civil.. .. .. 
-- Formularios para la protocolización del testamento oló-
grafo 	  
695 
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390 VI 
390 VI 
405 VI 
TRANSACCIÓN DE DERECHOS DE MENORES É INCAPACITA-
DOS. - Quién la pide: forma del es-rito y documentos que 
deben presentarse cuando corresponda al juez otorgarla: 
los tutores han de pedirla al consejo de familia.—Ar-
tículo 2025, y Nota  442 VI 
-- Si sobre el derecho transigible hubiese pleito pendiente, 
el escrito se presenta en los mismos autos.—Art. 2026 . 443 VI 
-- Procedimiento para conceder ó negar la autorización 
para la transacción, en los casos en que corresponde darla 
al juez de primera i stancia.—A rts. 2027 á 2029 
	  443 VI 
— Formularios . 	
 448 VI 
TRIBUNAL ECLESIÁSTICO. — V. Cuestiones de competencia y 
Recurso de fuerza en conocer. 
TUTELA. — Consideraciones generales: nueva organización 
dada á esta institución por el Código civil: en su virtud, 
quedan sin aplicación la mayor parte de las disposiciones 
de la presente ley, que se refieren á los tutores y curado-
res.—Introd....  291 VI 
-- Objeto de la tutela, según el art. 199 del Código civil: 
en ella se han refundido los cargos de curador para los 
bienes y ejemplar de nuestro derecho antiguo.—Introd 192 VI 
-- También han quedado suprimidos los curadores para 
pleitos.—Introduc   
 293 VI 
-- Personas sujetas a tutela, según el art. 200 del Código 
civil.— Introd 	  211E VI 
- - La tutela se ejercerá por un solo tutor, bajo la vigilan-
cia del protutor y del consejo de familia: los cargos de tu-
tor y protutor no son renunciables, sino por causa legi-
tima. —Arts. 201 y 202 del Código civil.—Introd.. .. 	 295 VI 
- - La tutela se defiere por testamento, por la ley ó por el 
consejo de familia, según el art. 204 del Código, conser-
vando las tres clases, testamentaria, legítima y dativa, de 
nuestro derecho antiguo. —Introd. 	 .. 	 . 293 VI 
- - Todas las cuestiones que surjan de las actuaciones rela-
tivas á la constitución de la tutela. inclusas las reclama-
ciones ante los juzgados de primera instancia contra reso- 
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lociones del consejo de familia, han de sustanciarse y de-
cidirse en la forma establecida para los incidentes.—Ar• 
tiesto 1873, y Nota  314 VI 
TUTELA.—Cuando sea pobre el menor 6 incapacitado, la ins-
trucción del expediente de tutela se hará en papel de po-
bres: por quién y cómo ha de hacerse la declaración de 
pobreza. —Art. 1874, y Nota.  .. 	  314 VI 
— Juez competente para conocer de las contiendas judicia- 
les que se promuevan, relativas á la constitución y ges• 
ti6:1 de la tutela, excusas y remoción de tutores, protuto-
res y vocales del consejo de familia.— Art. 63, reglas 17 
y 19 	  187 	 I 
-- Las disposiciones del Código civil relativas á la tutela y 
al consejo de familia, ¿rigen en los territorios en que ha 
quedado subsistente su derecho foral.—Introd  294 VI 
----- Tutela testamentaria.—En los arts. 206 al 210 del Có-
digo civil se determinan las personas que pueden nombrar 
tutor y protutor en testamento á los menores y á los in-
capacitados; en los artículos 252 al 260 se ordena lo rela-
tivo al afianzamiento de la tutela, confiriendo al consejo 
de familia la facultad de señalar la cuantía y calificar la 
fianza, y en el 261, la de poner en posesión á los tutores y 
protutores, sin dar intervención al juez en ninguno de es-
tos actos: quedan, por tanto, sin aplicación los arts. 1833 
ri 1835.—Rota.  296 VI 
- Discernimiento del cargo de tutor: si es 6 no necesario, 
según el Código civil: caso afirmativo, á quién corres- 
ponde otorgarlo.—Nota 	  307 VI 
- Formularios de la tutela testamentaria, donde se dan 
explicaciones más amplias sobre las disposiciones del Có-
digo civil relativas á esta materia, y el procedimiento 
para aplicarlas, hasta poner al tutor en posesión del cargo, 
hacer el inventario, y señalar alimentos al menor ó inca-
pacitado  335 VI 
- - Tutela legitima.—Es la que, á falta de tutor testamen-
tario, corresponde á los parientes designados por la ley, 
según el Código civil: corresponde su constitución al 
consejo de familia, sin intervención alguna del juez: que-
dan, por tanto, sin aplicación los arta. 1836 y 1837.—
Nota. 	  297 VI 
-- De menores no emancipados.—En el art. 214 del Có-
digo civil se designan los parientes á quienes corresponde 
esta tutela y el orden de su preferencia: le son también 
aplicables las indicaciones hechas en la tutela testamenta-
ria sobre fianza y posesión del cargo.—Nota 2.8  397 VI 
-- De locos y sordomudos.— Al nombramiento de tutor ha 
de preceder la declaración de incapacidad: personas que 
pueden solicitarla: procedimiento sumario para declararla: 
contra el auto declarándola puede deducirse demanda en 
juicio ordinario: parientes á quienes corresponde esta tu-
tela y su orden.—Arts. 213 a 220 del Código civil, que 
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han dejado sin aplicación los 4847 á 4851 de la ley.— 
Notas de estos artículos    
 302 VI 
TUTELA —De los pródigos.—Ha de preceder la declaración 
de prodigalidad en juicio contradictorio: personas que pue 
den pedirla: efectos que produce: facultades del tutor: pa-
rientes á quienes corresponde esta tutela.—Arts. 221 á 
227 del Código civil.—Nota  303 VI 
-- De los que sufren interdicción.—Ha de preceder sen-
tencia firme en causa criminal imponiendo dicha pena: per-
sonas que pueden instar la constitución del consejo de fa-
milia para el nombramiento de tutor: limitación de sus fa-
cultades: parientes á quienes corresponde esta tutela.—Ar- 
tículos 228 á 230 del Código civil.—Nota. 
	  304 VI 
- - Formularios de la tutela legitima 
	  330 VI 
-- Tutela dativa.—Según el art. 234 del Código civil, no 
habiendo tutor testamentario, ni persona llamada por la 
ley g la tutela legítima, corresponde al consejo de familia 
la elección de tutor en todos los casos: no puede ejercer el 
juez esta facultad que le confería el derecho antiguo y el 
art. 4854 de la ley.—Nota  305 VI 
- - El consejo de familia debe hacer el nombramiento de 
tutor y protutor, en la primera reunión que celebre des-
pués de constituido: adoptará las demás medidas indica-
das en el procedimiento para la tutela testamentaria.—
Formularios de la tutela dativa 
	  
331 VI 
-- Protntor.—Corresponde su nombramiento al consejo de 
familia en todos los casos en que no haya sido nombrado 
en testamento por el padre ó la madre: no puede serlo un 
pariente de la misma linea del tutor: sus facultades, obli-
gaciones y responsabilidad.—Arta. 233 á 236 del Código 
civil.—Formularios  325 VI 
-- 
Alimentos.—Cuando el testador, á quien el tutor deba 
su nombramiento, nada hubiese dispuesto sobre la pensión 
alimenticia del menor ó incapacitado, al consejo de familia 
corresponde señalarla, fijando á la vez la retribución 'del 
tutor, ó asignándole frutos por alimentos. — Arts. 268 y 
276 del C6d. civil, que han derogado los de la presente 
ley 4861 á 1864.—Nota  
-- 
Fianza.— En los arts. 252 al 260 del Código civil se or-
dena todo lo que se refiere á la fianza que deben dar los tu-
tores, no exentos de esta obligación, antes de entrar en el 
ejercicio del cargo, confiriendo acerca de ello al consejo 
de familia las facultades que antes tenían losueces de 
primera instancia: en su virtud quedan modificados los 
artículos 4865 á 4867 y 4869 de la presente ley.— Nota 	  844 VI 
- - Registro de tntelae.—}la de haberlo en los juzgados de 
primera instancia, para tomar razón, en uno ó varios li-
bros, de las tutelas constituidas en el respectivo territorio: 
está á cargo de un secretario judicial, el coal hará los 
310 VI 
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cientos gratuitamente: particulares que ha de contener 
dicho registro. — Arte. 288 á 291 del C6d. civil, y 1875 
de la ley, y Nota 2.s    345 VI 
TUTELA.—Examen anual de estos registros por los jueces 
de primera instancia: medidas que pueden adoptar.— Ar 
titulo 292 del C6d. civil, y 1876 de la ley, y su Nota   345 VI 
-- Forma practica de inscribir la tutela en el registro.—
Formularios  328 VI 
-- 
Posesión del tutor y protutor. — Corresponde darla al 
consejo de familia, según el art. 261 del Código civil: 
procedimiento para verificarlo.—Art. 1868, y Nota . 312 VI 
-- Se entregará al tutor bajo inventario el caudal del me-
nor ó incapacitado, con los titulos y documentos que A él 
se refieran: se requerirá A los inquilinos y  demás personas 
que él designe para que le reconozcan como tal tutor. — 
Arts. 1870 y 1872, y Nota  343 VI 
Forma práctica de dar posesión al tutor.—Formularios. 330 VI 
- - Excusas.—De las excusas de la tutela y protutela trata 
el Código civil en sas arts. 244 á 254, determinando las 
causas en que han de fundarse: en el art. 298 las hace ex-
tensivas á los vocales del consejo de familia: declara que 
corresponde á dicho consejo resolver sobre ellas: término 
para alegarlas, y recursos que podrán utilizarse: quedan 
sin aplicación los arts. 4839 y 4840. —Notas de estos ar-
tículos 	  298 
-- Procedimiento para alegar las excusas ante el consejo 
de familia: términos: resolución: recursos. — Formula-
rios   
 
334 VI 
- Incapacidad y remoción.—Los tutores, y lo mismo los 
protutores y vocales del consejo de familia, no pueden ser 
removidos sin oirlos y vencerlos en juicio: disposiciones 
del Código civil sobre esta materia: corresponde su cono 
cimiento en primer término al consejo de familia: recurso 
contra su resolución.
—Art. 1879, y Nota  . 347 VI 
-- Procedimiento para alegar y resolver sobre la incapa-
cidad y la remoción: efectos de la resolución del consejo 
de familia, según los casos: reclamación ante el juez de 
primera instancia: cómo ha de atenderse á los cuidados de 
la tutela; todo conforme al Código civil.—Formularios.. 331 VI 
-- Cuentas Qe la tutela.—El Código civil trata de esta Ina 
cena en sus arts. 279 al 287, determinando los tutores 
obligados A .larlas, épocas en qae han de hacerlo, y por 
quién y en qué forma han de ser censuradas y aprobadas, 
con los recursos procedentes: han de rendirse las anuales 
al consejo de familia, y depositarse en el Juzgado donde 
se haya registrado la tutela; quedan sin aplicación los ar-
ticulos 4877 y 4878 de la le v.—Nota de estos artículos.. 316 VI 
- - Sobre la misma materia, véase en I is foraillarios 
	
 333 \'t 
-- Consejo de familia.—No se hace mención de Al en la 
presente ley, porque esta institución ha sido creada des- 
V t 
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pués por el Código civil: éste encarga á dicho consejo la 
 
vigilancia de la tutela, y le faculta para autorizar los ac-
tos del tutor que antes necesitaban de la autorización ju-
dicial: con estas y las demás innovaciones que introduce,  
han quedado sin aplicación casi todos los procedimientos  
de la ley: en las notas de los artículos se indica los que 
 
quedan vigentes y los que han sido derogados o modifi-
cados.—Introd  294 VI 
TUTELA.—El juez municipal está obligado, bajo su respon-
sabilidad, á consituir sin dilación el consejo de familia, y  
á proveer mientras tanto al cuidado de los menores 6 inca-
pacitados y de sus bienes muebles: cuándo debe hacerlo:  
ha de proceder de oficio, ó A instancia del fiscal ó de las 
 
personas obligadas A poner en su conocimiento el hecho  
que dé lugar A la tutela: cuáles sean estas personas: cómo  
pueden cumplir esa obligación.—Formularios  ... 318 VI 
- - En las tutelas constituidas antes de regir el Código no 
 
puede procederse de oficio A constituir el consejo de fa-
milia: quién y cuándo ha de solicitarlo 	  . .. 319 VI 
-- Modelo de providencia para la constitución del con-
sejo: personas que han de ser citadas para ese acto: forma  
de la citación: obligación de comparecer por si ó por apo- 
derado especial 	  349 VI 
-- Modelo del acta de constitución del consejo de familia 	 324 VI 
-- Cuando el padre, ó la madre en su caso, hayan desig-
nado en su testamento las personas para el consejo, liste  
se constituirá con ellas, si son cinco 6 más; y si no llegan  
A cinco, el juez municipal nombrará los que falten para  
completar este número.  323 VI  
- Respecto de hijos naturales reconocidos, de los demás  
ilegítimos, y de los huérfanos acogidos en establecimien  
tos de beneficencia 	  323 VI 
- Primera reunion del consejo de familia: lo que en ella  
debe tratarse y acordarse. 
	
 323 VI 
- - Elección del presidente del consejo: sus atribuciones:  
no hay secretario 
	
 323 VI 
- - Los vocales están obligados á concurrir 	 las reunio- 
nes del consejo, bajo multa, que puede imponerles el juez  
municipal: no puede resolver el consejo sin la concurren-
cia de tres vocales por lo menos: los acuerdos por mayo-
ría: caso de empate, decide el presidente: sólo puede co-
nocer el consejo de los asuntos que le atribuye expresa-
mente el Código civil. 	  324 VI 
--- Contra los aeuerdos del consejo de familia procede re-
curso de alzada para ante el juez de primera instancia,  
no por apelación, sino por demanda, con apelación A la  
Audiencia: quiénes pueden interponerlo: se sustancia y  
decide por los trámites de los incidentes  324 VI 
-- De cada sesión del consejo se extenderá un acta, que  
firmarán el presidente y vocales que asistan, y el tutor y  
protutor cuando concurran: en qué forma han de consig- 
narse las deliberaciones y votaciones   325 VI 
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TUTELA.—El presidente conservará las actas para entregar- 
las a quien corresponda al terminarse la tutela 	  335 VI 
T UTORES Y CURADORES.—V. Tutela. 
V 
VENTA DE BIENES.—V. Bienes de menores é incapacitados, 
Concurso de acreedores, Ejecución de sentencia, Juicios 
de abintestato y testamentaría, Jurisdicción voluntaria en 
negocios de comercio, Procedimiento de apremio, Quiebra 
y Subastas. 
VECINDAD• —Su concepto. —Coment 	  497 	 1 
— V. Testamento. 
VEA DE APREMIO. — V. Procedimiento de apremio. 
VEA GUBERNATIVA. — La falta 3e reclamación previa en di-
cha via, cuando la demanda se dirija contra la Hacienda 
pública, constituye excepción dilatoria.—Art. 533, nni- 
mero 7.• , y Coment  60 Ill 
VISTA DE PLEITOS. —Se verifica en audiencia pública: ex-
cepciones: contra lo que decida el tribunal no se da re-
curso.—Arts. 313 y 314, y Cornent  7 II 
-- Número de magistrados con que han de constituirse las 
Salas en las Audiencias y en el Supremo, para la vista y 
resolución de pleitos é incidentes.—Arts. 317 y 325, y 
Comentario 
 14 t1 
-- Seïtalamiento para la vista: orden de antigüedad: ex• 
cepciones: quién hace los seitalamientos.—Art. 321, y Co 
mentario.  24 II 
-- Se celebrará eu el dia sefialado: suspensión, cuando 
procede: causas exclusivas de suspensión: nuevo sei ala-
miento.—Arts. 322 á 321, y Cornent  
 29 II 
-- Constitución de la Sala con los magistrados necesarios 
para dictar sentencia en aquel negocio: cómo se completa 
el número, en su caso: se notifica á las partes la designa-
ción de los suplentes: recusación: plazo para verificarla: 
sus efectos respecto á la vista.— Arts. 325 á 328, y Co 
comentario  
 38 II 
-- Enfermedad ó inhabilitación de un magistrado, empe-
zada ya la vista: procedimiento que se sigue en cada caso. 
—Art. 329, y Cornent .   40 II 
-- Manera de celebrarse: lectura del apuntamiento: infor-
mes: rectificaciones: intervención de las partes: atribucio-
nes del presidente respecto á los letrados y á la conserva-
ción del orden 
—Arts.  330 á 333, y Cornent 
 42 II 
560 VI 
56 	 II 
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VISTA DE PLEITOS.—Diligencia de vista: pretensiones in- 
cidentales: su constancia en las diligencias. —Art. 334, y 
Comentario 	  
-- V. Juicio (en sus diferentes clases) y Segunda ins 
tancia. 
VÍVERES. — Expropiación de los embarcados en una nave para 
destinarlos al consumo comun de los que se hallen á bor-
do: procedimiento para fijar el precio, cuando el duei o de 
los víveres no se conforma con el que les fija el capitan.
—Art. 2161, regla 10  
VOTACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES.— Se celebra. 
rá lo antes posible después de la vista: estudio de los au-
tos por los magistrados: tiempo que se concede.—Ar-
tículos 338 y 339, y Coment. 
-- Será á puerta cerrada: no debe interrumpirse: plantea-
miento de las cuestiones por el ponente: discusión: orden 
de la votación: voto de los magistrados jubilados, trasla-
dados ó suspensos después de la vista: lo dará por escrito 
el que se imposibilite para asistir A la votación: cuándo 
ha de procederse á nueva vista. —Arts. 343 á 347, y Co. 
mentario  
--- Votos necesarios para que haya sentencia ó auto en 
las Audiencias ó en el Supremo.— Arts. 348 y 349, y Co-
mentario .  
-- V. Discordia en las votaciones, y Resoluciones judi-
ciales. 
VOTOS RESERVADOS. — EI magistrado que en la votación de. 
una sentencia hubiere disentido de la mayoría, puede sal-
var su voto en el libro de votos reservados: forma y tér-
mino en que ha de hacerlo.— Art. 367, y Coment  
-- V. Sentencia, Recursos de casación por infracción de ley 
y por quebrantamiento de forma, Recurso de responsa-
bilidad civil, y Resoluciones judiciales. 
7 8 	 Il 
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